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Hecarso  de  easaaién  (4  de  B»iro  de  1883).— «SVite  primera. 
—Pago  de  laudemio. — Ha  logar  al  ÍDterpaesto  por  D.  Ricardo  Coll  con 
D.  Nieasio  Pérez  López  (Aadiencia  de  la  Corona),  ▼  se  resoelve: 

1^  Que  si  resulta  de  documenioe  y  aetos  auteutieos,  que  una  ea$a 
pertenece  á  una  fundaeión,  pues  consta  de  las  inscripciones  de  dicha 
fundación  en  Contaduria  de  Hipotecas  y  en  el  Registro  de  la  propiedad 
udela  escritura  de  redención  de  una  de  las  pensiones  hecha  por  el  ca- 
bezalero de  las  mismas^  que  solare  la  referida  casa  y  otras  ha  pesa- 
do d  prorrata  hasta  su  redención  la  carga  de  laudemio  consistente  en 
la  dicima  parte  del  precio  de  venta\  la  sentencia  que  lo  desconoce  incu- 
rre en  el  error  de  derecho  señalado  en  el  núm,  T  del  art.  169S  de  la  ley 
de  Br^'uieiamiento  civil. 

En  la  yilla  y  Corte  de  Madrid,  á  4  de  Enero  de  1883,  en  los  antos 
segoidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Ferrol  y  en  la  Sala  de 
lo  eiyil  de  la  Aodieneia  de  la  Corona  por  D.  Rieardo  Coll  Leiro,  veci- 
no de  dicha  ciodad  del  Ferrol,  Capellán  de  la  Armada,  con  D.  Nicasio 
Pérez  López,  comerciante,  de  la  propia  vecindad,  sobre  pago  de  lau- 
demio; aotos  qoe  penden  ante  Nos  en  virtod  de  recorso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpoesto  á  nombre  de.D.  Ricardo  Coll  por  el  Pro- 
carador  D.  Ignacio  de  Santiago,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  Don 
Anreliano  Linares  Rivas;  habiendo  representado  y  defendido  al  Pérez 
y  López  el  Procarador  D.  José  María  Agoirre  y  el  Doctor  D.  Germán 
Gamazo: 

Resultando  qoe  D.  Alfonso  Arias  Andrade,  Cora  y  Rector  propio  de 
San  Jolián  del  Ferrol,  por  so  testamedto  otorgado  en  II  de  Diciembre 
de  noo,  fondo  ona  capellanía  colativa  con  la  advocación  de  San  Ilde- 
fonso en  anas  colaterales  de  la  iglesia  de  San  Jolián  de  Narón,  con  al- 
gunas misas  de  aniversario  perpetoas  al  año,  á  coyo  fin  y  para  qoe  i 
titolo  de  ella  podieran  ordenarse  para  sacerdotes  las  personas  qoe  pre- 
sentase el  patrono,  desde  loego  eligió  á  so  sobrino  Rosendo  Alvarez, 
agregó  al  efecto,  entre  otros  bienes,  la  casa  en  qoe  vivía,  con  sos  bo- 
degas, árboles,  aira  y  viña  de  parra^  cerrado  y  eircondado  de  sobre  sí, 
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perteneciente  en  propiedad  al  Cabildo  de  Mondoñedo,  y  lo  aforó  por 
pensión  en  cada  nn  año  de  12  rs.;  los  3  á  los  herederos  de  Bartolomé  de 
Lago  y  SQS  herederos  mientras  les  durase  nn  fuero,  y  los  9  á  dicho  Gar- 
budo; coya  casa  la  babía  hecho  y  edificado  á  sa  propia  costa: 

Resoltando  qne  por  escritura  otorgada  en  9  de  Enero  de  1756  Don 
Cristóbal  Ifartínz,  Capellán  de  la  colativa  de  San  Julián,  inclusa  en  la 
parroquial  de  San  Julián  de  Narón,  con  licencia  que  se  le  concedió  en  3 
de  Noviembre  de  1755  previa  la  iustruccíóa  del  oportuno  expediente 
de  necesidad  y  utilidad,  dio  en  foro  á  D.  Miguel  Arrón  y  Yidaí  y  á  su 
mujer  Doña  María  Francisca  Rodríguez,  como  mejor  postor  en  el  rema* 
te  celebrado  en  renta,  canon  y  pensión  anual  de  30  ducados,  y  además 
para  el  Cabildo  de  Mondoñedo  400  maravedises,  una  casa  de  alto  y  bajo, 
sita  á  la  inmediación  del  Campo  de  San  Roqtie,  del  Ferrol,  y  una  pieía 
de  huerta  pegada  á  ella,  sembradura  tres  ferrados,  que  confinaban  por 
la  parte  de  arriba,  así  la  casa  como  la  huerta  en  el  citado  campo,  calle 
en  medio;  por  la  parte  de  abajo,  que  hacía  á  la  Marina,  en  hacienda  á^ 
D.  Antonio  Milla,  y  por  vendabal  con  huerta  del  convento  de  San  Fran- 
cisco, y  estableció  como  condiciones  que  no  se  podría  partir  ni  lüvidir 
entre  los  herederos,  vender,  ni  trocar,  ni  enajenar  á  persona  alguna;  y 
si  sucediera  por  algún  contrayente  celebrarse  alguna  venta  del  derecho 
útil  de  dicha  casa  y  huerta,  tanto  por  el  recipiente;  cuanto  por  su  mu- 
jer y  herederos,  había  de  ser  visto,  noticiarlo  primero  al  aforante  ó  al 
Capellán  que  al  tiempo  fuese  de  fa  expresada  capellanía,  para  que  si 

Snisiera  tomarla  por  el  tanto  lo  pudiera  hacer,  y  en  defecto  percicir  la 
ácima  parte  de  la  cantidad  en  que  se  vendiese  por  razón  áe  landemio, 
Íla  tal  venta  ó  ventas  habrían  de  otorgarse  con  la  precisa  obligación 
e  satisfaeer  anoatmenle  dicho  canon  y  pensión  de  los  30  ducados:  qne 
sobre  la  expresada  casa  y  huerta  no  pudiese  imponerse  censo  ni  obra 
pía»  memoria,  vínculo  ó  fundación,  para  que  siempre  estuviesen  libres 
y  exentos  de  otro  algún  g4*avamen,  excepto  las  pensiones  que  iban  es- 
tipuladas: 

Resultando  que  en  6  de  Junio  de  1853  se  tomó  razón  en  la  Conta- 
duría de  Hipotecas,  consignándose  que  según  manifestación  verbal  de 
la  parte  interesada,  esta  fundación  comprendía  la  casa  núms.  1  y  S  de 
ia  calle  de  San  Francisco,  que  poseía  D.  Manuel  Ciarán,  y  también  las 
dos  siguientes  de  otros  dueños: 

Resultando  que  en  20  de  Diciembre  de  i879  D.  Ricardo  Goll  y  Leí- 
ro  dedujo  demanda»  en  la  que  expuso  que  por  escritura  pública,  otor- 

gada  en  la  ciudad  del  Ferrol  en  1^  de  Abril  de  1879,  0.  Andrés  Snárez 
íartínez,  como  apoderado  de  D.  Leopoldo  Jordanes,  y  éste  en  calidad 
de  curador  de  sus  hermanos  D.  Manuel  y  D.  Luis,  vendieron,  previa 
autorización  judicial  y  remate  público  con  los  requerimientos  legales 
del  caso,  á  D.  Nicasio  Pérez,  en  precio  de  45.470  pesetas,  la  casa  nú- 
mero 4,  calle  de  San  Francisco,  de  dicha  población:  que  afectaban  á 
dicha  finca  como  cargas  reales  procedentes  de  foro  la  pensión  anual 
de  S5  pesetas,  parte  alícuota  de  mayor  cantidad  que  pagaba  todo  el 
foral  de  que  formaba  parte,  y  caso  de  venta  de  landemio,  de  la  décima 
del  precio  en  que  aquella  se  realizase:  que  los  menores  D.  Manuel  y 
D.  Luis  Jordanes  fueran  dueños  de  la  expresada  casa  por  sucesión  he- 
reditaria de  Doña  Manuela  Ciarán  de  Llanos,  quien  la  recibiera  en  soa 
días  por  igual  título  de  D.  Manuel  Ciarán,  que  la  compró  por  escritu- 
ra pública  de  %i  de  Octubre  de  1836,  en  precio  de  32*000  rs.,  á  Don 
Antonio  Cabezón,  que  la  vendió  con  autorización  judicial,  en  reprs- 
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a^Bt^oioo  de  8QS  hijos  menores,  y  á  D.  Nicolás  Gómei,  como  apoderado 
de  D.  Ramón  Almirante,  expresando  pasaba  la  pensión  de  100  reales 
anaales  á  la  capilla  de  San  Ildefonso  de  Narón:  qne  esu  capellanía  co- 
lativa faera  establecida  en  la  parroonial  de  San  Julián  de  Narón,  con 
carga  de  algonas  misas,  y  sirviese  de  titulo  para  la  ordenación  á  los 
que  presentasen  al  efecto  los  patronos  por  el  Licenciado  D.  Andrés 
Arias  y  Andrade,  Gara  de  la  villa  de  Ferrol,  en  sn  testamento  de  12  de 
Diciembre  de  1700,  y  entre  las  fincas  qne  destinara  á  la  fundación  es- 
taba la  casa  en  que  vivía,  con  todas  sus  dependencias,  era,  parra  y 
huertas;  y  al  presentar  este  testamento  á  inscripción  en  la  antigua 
Contaduría  de  Hipotecas  en  6  de  Junio  de  1853  se  hizo  constar  por  ma- 
nifestación  verbal,  del  qne  exhibió  la  fundación  en  aquella  oficina,  que 
tal  finca  la  componían  ya  entonces  las  casas  números  1  al  4  de  la  me- 
ntada calle  de  San  Francisco:  que  en  9  de  Enero  de  1856  O.  Cristóbal 
Martínez^  como  Capellán  de  la  indicada  capellanía,  por  escritura  pú- 
blica aforó,  con  licencia  de  sn  Ordinario,  en  licitación  pública,  previo 
expediente  de  utilidad,  al  mejor  postor  D.  Miguel  Arróo  y  Vidal  una 
casa  con  su  alto  y  bajo,  sita  en  la  inmediación  del  Campo  de  San  Ro- 
aue»  oxtramnros  de  dicha  villa,  y  una  huerta  pegada,  de  tres  ferrados 
de  centeno  en  sembradura  poco  más  ó  menos,  segúo  confinaban,  por 
ia  parte  de  arriba  con  el  citado  campo,  calle  en  medio;  por  la  parte  de 
abajo  con  hacienda  de  D.  Antonio  Mella  y  Pazos,  y  por  vendabal  en 
huerta  del  convento  de  San  Francisco,  condicionándose  en  dicho  foro 
el  pago  de  30  ducados  de  vellón,  puestos  en  la  casa  habitación  del  afo- 
rante ó  del  Capellán  que  le  sucediese,  sin  pleito  ni  figura  de  juicio,  ni 
descuento  alguno,  y  si  éste  celebrase  alguna  venta,  había  de  notificar- 
se primero  al  Capellán  por  si  quisiere  tomarla  por  el  tanto;  y  en  defec- 
to,  percibir  la  décima  parte  de  la  cantidad  en  que  se  vendiese  por  ra- 
zón del  laudemio:  que  esta  casa  y  huerta  aforadas,  que  eran  las  mis- 
mas á  que  aludía  el  testamento  fundación  de  f2  de  Diciembre  de  1700, 
vinieron  á  convertirse  en  las  casas  números  1 ,  2,  3  y  4  de  la  calle  de 
San  Francisco,  y  así  se  inscribieron,  sobre  las  cuales  se  distribuyó  la 
pensión  foral  de  los  30  ducados,  ó  sean  330  rs.,  en  la  forma  siguiente: 
la  núm.  1  con  100  rs.,  la  t  con  80,  la  3  con  98  y  30  maravedises  y  la  4 
con  51  rs.  64  maravedises,  correspondiendo  al  llevador  de  la  núm.  1 , 
en  calidad  de  mayor  pagador,  el  cargo  de  cabezalero,  que  siempre  vino 
ejerciendo  sin  contradicción,  recaudando  la  pensión  para  entregarla 
integra  ai  Capellán  preceptor,  que  lo  era  en  la  actualidad  el  deman- 
dante, por  nombramiento  y  adjudicación  á  sn  favor  hecha  por  el  pro- 
vlsorato  de  Mondoñedo,  previos  los  requisitos  legales,  en  sentencia  de 
1S  de  Octubre  de  1853;  que  realizada  la  venta  expresada,  exigió  el  Ca- 
pellán al  comprador  D.  Nicasio  Pérez  el  pago  del  laudemio  constituido 
por  la  escritura  foral;  y  como  fué  atendido,  se  lo  reclamó  en  el  acto  de 
conciliación,  qne  tuvo  lugar  sin  resultado,  y  después  de  alegar  las  con- 
sideraciones legales  que  tuvo  por  conveniente,  pidió  que  previa  decla- 
ración de  que  la  citada  casa  núm.  1  de  la  calle  de  San  Francisco  co- 
rrespondía al  foral  de  qpe  dejaba  hecho  mérito,  se  condenase  al  Don 
nicasio  Pérez  López  á  que  por  razón  de  landemio  ocasionado  por  el 
contrato  de  compra,  y  como  poseedor  de  la  insinuada  casa,  pagase  a 
D.  Ricardo  Coll  Leiro,  como  actual  Capellán  de  la  capellanía  colativa 
de  San  Ildefonso,  erecta  en  la  iglesia  parroquial  de  San  Julián  de  Na- 
rón, ó  á  quien  lo  representase  legítimamente,  la  cantidad  de  4.547  pe- 
setas, décima  parte  de  45.470  pesetas  en  que  realizó  la  compra,  y  ea 
las  costas: 
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ResalUndo  qne  conferido  traslado  de  la  demandad  D*  Nieaito  Péf•£^ 
al  contestarla  alegó  qpe  era  cierto  adqairió  el  dominio  pleno  de  ana^ 
casa  en  la  ciudad  del  Ferrol»  calle  de  San  Francisco,  núm.  I,  por  eom- 

{)ra  en  remate  público  judicial  y  precio  de  45.470  pesetas,  otorgándose 
a  escritura  en  I**  de  Abril  de  4879  por  D.  Andrés  Soárea  flCartinea,  coma 
apoderado  de  D.  Leopoldo  Jordanes,  por  si  y  en  calidad  de  curador  de. 
sus  hermanos  D.  Manuel  y  D.  Luis:  que  contra  dicha  casa  ezistia  una 
pensión  de  t5  pesetas  anuales,  pero  no  procedía  de  foro,  ó  la  vent» 
al  laudemio  de  la  décima  parte  ni  aun  de  la  cincuentena  que  pa- 

fan  hoy  los  foros  en  los  casos  que  deba  hacerse,  pues  de  la  escritura- 
e  venta  ni  de  la  historia  y  sucesión  de  la  casa  de  qne  se  trata  se  dedu- 
ce la  mis  ligera  presunción  qne  el  tributo  que  sobre  ella  pesa  tenga 
aquel  origen  foral,  por  no  hacerse  mención  en  ninguno  de  los  títuios- 
traslativos  de  su  dominio  ni  constar  se  pagase  antes  laudemio:  que  si 
bien  era  cierto  qne  la  casa  litigiosa  estaba  sujeta  á  la  pensión  de  100 
reales  anuales  á  la  capilla  dicha»  también  lo  era  que  en  la  venta  de  2S 
de  Octubre  de  1836  no  se  dice  qne  al  otorgarse  la  escritura  se  reclama* 
se  ni  pagase  después  laudemio,  lo  demostraba  que  aquel  tributo  no  te- 
nía origen  foral:  que  según  los  documentos  que  pudiera  adquirir,  esta- 
ba muy  lejos  de  ser  la  casa  en  cuestión  la  que  comprendía  la  escritura, 
de  foro  por  no  haber  identidad  alguna  ni  concordar  los  linderos  y  cabí* 
das  respectivamente;  haciendo  lo  propio  respecto  á  que  ia  casa  de  la 
calle  de  San  Francisco,  núm.  1 ,  sea  la  aue  se  describe  en  la  escritura  de* 
constitución  del  foro,  porque  además  de  las  razones  emitidas  existíait 
otras  tres  casas  mis  en  el  propio  lugar  y  contiguas,  podiendo  pesar  lo 
mismo  sobre  la  núm.  1  qne  de  las  conocidas  con  los  2,  3  y  4,  toda  vea 
que  los  linderos  v  cabida  no  se  correspondían  á  los  qne  tienen  la  pri- 
mera y  ocupaban  las  cuatro  un  radio  mucho  mayor  de  tres  ferrados, 
que  se  señalan  en  la  citada  escritura,  y  alguna  de  ellas  hasta  esa  misma^ 
cabida,  siendo  inexacto  que  sobre  la  del  núm.  I  figuren  30  ducados  de 

Sensión:  que  de  los  términos  de  la  escritora  foral  se  deducía  qne  el  laa- 
emío  no  se  pactara  en  este  foro  como  condición  necesaria  ó  consiguien- 
te al  reconocimiento  del  dominio  útil:  que  pudiera  el  aforante  ó  Cape* 
llanes  jue  le  sucedieran  hacer  reclamación  alguni  al  comprador  por  na 
condicionarse  nada  en  tal  sentido  al  estipularse  el  laudemio»  y  sólo  sa 
impusiera  en  este  concepto  el  pago  de  la  décima  del  precio  de  Jas  ven  - 
tas  que  hiciesen  el  recipiente  del  foro,  su  mujer  y  herederos  al  aforan* 
le  ó  Capellán,  sin  hacer  extensiva  esta  obligación  al  comprador,  de- 
biendo entenderse  lo  mismo  respecto  á  los  sucesivos  vendedores,  lo  que 
estaba  aun  más  demostrado  en  la  última  parte  de  la  cláusula,  en  que 
no  se  impone  al  comprador  otra  obligación  que  la  de  pagar  la  pensión» 
anual  de  ¿os  30  ducados,  debiendo  por  lo  tanto  el  demandante  dirigir  sa 
acción  contra  el  vendedor  y  no  contra  quien  lo  hace;  pues  á  la  escñtu- 
ra  de  foro  no  es  dable  otra  extensión  de  la  que  tenia,  y  después  de  ale- 

far  las  conclusiones  legales  que  vio  interesarle,  pidió  se  declarase  en. 
efinitiva  que  la  demanda  era  improcedente;  y  en  todo  caso  se  declara- 
se la  nulidad  de  la  inscripción  y  cancelación  de  la  arbitraria  manifestar 
ción  hecha  por  el  demandante  en  el  Registro  de  la  designación  de  la-. 
casa  comprendida  en  la  escritura  de  foro;  absolviéndole  por  lo  tanto  de 
la  demanda  con  las  cestas  á  su  autor: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  practicaron  las  pro- 
puestas por  las  partes,  y  seguido  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  da^ 
JO  civil  de  la  Audiencia  de  la  Goruña,  por  sentencia  de  S9  de  Mayo  úl- 
timo, confirmatoria  sustancialmente  de  la  del  Juex,  absolvió  de  la  de- 


Digitized  by 


Google 


RECURSOS  Y  GOMPATSNGIAS.  9 

manda  propaesta  por  D.  Ricardo  Goll  y  Leiro  á  D.  Nicasio  Pérez  y  Lo- 
pes, sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

ResnUando  qne  por  parte  de  D.  Ricardo  Goil  se  interpuso  reenrso 
4e  casación  alegando  como  motivos ; 

r  £1  caso  i®  del  art.  i69S  de  la  ley  de  Enjaiciamientc)  civil,  puesto 
que  no  paeden  darse  disposiciones  más  contrarias  qae  las  contenidas  en 
la  sentencia,  mientras  ane  en  nn  considerando  se  sostiene  qae  D.  Nica- 
sio Pórez  no  ha  contraíao  al  adquirir  la  casa  sujeta  ^  laudemio  más  obli- 
gadoies  que  las  pactadas  en  la  escritura  de  venta,  y  no  encontrándo- 
se entre  ellas  el  pago  de  landemio,  no  podía  estrecharle  judicialmente 
á  sa  satisfacción;  en  otro  se  reconoce  valor  y  fuerza  de  obligar  á  terce- 
ros á  la  inscripción  del  Registro  de  Hipotecas,  de  la  cual  constaba  que 
ia  casa  que  ha  adquirido  el  demandado  procedía  de  foro  y  estaba  afec- 
ta á  pago  de  laudemie:  que  estas  diaposiciones  son  inconciliables;  si  la 
inscripción  vale  y  obliga  á  tercero,  D.  Nicasio  Péreie  resulta  obligado  y 
ílestroídas  las  afirmaciones  capitales  del  fallo:  si,  por  el  contrario,  Don 
Nicasio  Pérez  no  ha  contraído  otras  obligaciones  que  las  personas  es  de 
la  escritara  de  venta,  entonces  la  inscripción  ningún  valor  legal  debe- 
ría tener: 

-%^  El  caso  7^  del  art.  169S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
dispone  habrá  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de 
doctrina  legal  cuando  en  la  apreciación  de  Us  pruebas  haya  habido 
error  de  derecho  ó  error  de  hecho,  si  éste  último  resulta  de  documen- 
tos ó  actos  auténticos  que  demuestren  ia  equivocación  evidente  del 
juzgador:  que  la  sentencia  recurrida  no  atribuye  la  casa  núm.  1  de  la 
calle  de  San  Francisco  de  Ferrol  al  foro  de  9  de  Enero  de  1756,  lo  cual 
constituye  nn  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas;  pues  la 
casa  en  cuestión  debe  atribuirse  al  foro  de  9  de  Enero:  primero,  por- 
que así  consta  de  un  documento  aaténtico,  cual  es  la  inscripción  en  el 
Registro  de  Hipotecas:  segundo,  por  la  declaración  auténtica  de  Don 
Manuel  Ciarán  al  redimir  del  Estado  una  pensión  de  400  maravedises 
que  las  fincas  del  foro  de  9  de  Enero  pagaban  al  Deán  y  Cabildo  de 
Mondoñedo: 

3^  Que  la  sentencia  recurrida,  á  la  vez  que  incurre  en  estos  motivos 
de  casación,  infringe  la  doctrina  legal  consignada  en  sentencia  de  este 
Tribunal  Supremo  de  28  de  Junio  de  1881,  por  la  cual,  «constituido 
legítimamente  nn  censo,  los  contratos  que  después  tengan  lugar  por 
terceras  personas  no  pueden  anmentai;  ni  disminuir  los  derechos  del 
dueño  del  dominio  directo:» 

4^  La  doctrina  legal  expuesta  en  varias  sentencias  de  este  Tribunal 
Supremo,  entre  otras,  en  la  de  30  de  Noviembre  de  1857,  que  dispone 
«que  si  una  finca  es  vendida  libre  de  todo  gravamen  y  aparece  que  está 
afecta  aun  censo,  puede  el  comprador  negarse  á  reconocerlo,  dimi- 
tiendo la  finca  y  reclamando  el  precio:»  que  la  parte  contraria  compra 
como  libre  una  finca  que  resultó  probado  estaba  afecta  al  foro  de  9  de 
Enero;  y  aun  cuando  ni  dimitió  la  finca  ni  reclamó  el  precio,  la  senten- 
cía  le  otorga  derecho  á  negar  el  foro,  en  atención  á  que  el  demandante 
adquirió  la  finca  como  libre:  ^ 

5^  La  doctrina  le^al  sostenida  sin  contradicción  por  este  Tribunal 
Supremo  en  sentencia  de  28  de  Jonio  de  1965,  donde  se  reconoce  que 
«constituido  legítimamente  un  foro,  la  obligación  que  contrae  el  toma* 
dor  de  las  fincas,  dadas  ep  esta  calidad,  recae  en  el  que  las  recibe:» 

6^  La  ley  29,  tit.  8^,  Partida  5"*,  que  expresamente  reconoce  en  fa- 
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vor  del  dadño  del  directo  de  fiocas  aeeosaatlas  e)  dere^o  de  luisino; 
poes  qae  eatá  probado  que  la  casa  oúm.  (de  la  calle  de  San  Fraacieeo 
pertenece  al  foro  de  9  de  Enero,  ya  por  la  carta  foral,  ya  por  el  hecho 
de  haberlo  satisfecho  anteriores  poseedores,  qae  la  citada  casa  está  su- 
jeta 4  tándem  io: 

V  £1  principio  moral  y  de  jarlspradeneia  «nadie  puede  eoriqoeeerse 
en  perjnieio  de  otro,»  en  cuanto  para  absolver  del  pago  de  landemio  á 
D.  Nicasio  Pérez  se  perjudica  a  D.  Ricardo  Goll: 

8^  La  regla  de  sana  crítica,  aplicada  por  los  tratadistas  de  derecho 
y  por  este  Tribunal  Supremo  á  la  interpretación  jurídica,  que  dice: 
«cuando  una  cláusula  es  susceptible  de  dos  ó  más  sentidos,  debe  en- 
tenderse en  el  más  conforme  á  la  razón  y  á  la  verdad;  pues  interpre- 
tando la  sentencia  que  por  no  haberse  mencionado  en  la  carta  foral 
más  que  el  recipiente,  su  mujer  y  herederos,  D.  Nicasio  Pérez  no  pue- 
de considerarse  obligado  á  cargas  que  no  pactó,  é  interpretando  la  pa* 
labra  heredero  en  la  escritura  de  foro  en  sentido  rigurosamente  eatric* 
to,  no  sólo  se  infringe  la  citada  regla  do  sana  crítica,  porque  se  aparta 
de  la. realidad  de  las  cosas  la  interpretación,  sina  que  también  se  in- 
fringe: 

9^ La  doctrina  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  materia  de  in- 
terpretación, muy  especialmente  en  sentencia  de  25  de  Febrero 
de  183$,  según  la  cual  las  reglas  de  interpretación  deben  reunir  Us  so- 
luciones que  den  por  resultado  el  que  las  estipulaciones  no  puedan 
cumplirse,  siendo  evidente  qae  con  el  criterio  de  la  sentencia  recurri- 
da se  hace  imposible  el  cumplimiento  de  lo  pactado  en  el  foro  de  O  de 
Enero: 

10.  La  más  fundamental  é  indispensable  de  las  reglas  de  interpreta- 
ción jurídica,  en  lo  que  se  refiere  á  que  las  leyes  y  contratos  han  de  in- 
terpretarse, no  por  palabras  ó  conceptos  aislados,  sino  por  et  contexto 
integro  de  todas  sus  partes: 

11.  El  precepto  constitucional  y  axioma  jurídico  en  todos  los  pse- 
blos  civilizados  «nadie  puede  ser  privado  de  su  propiedad  y  de  so  de** 
recho  sino  por  justa  causa  y  autoridad  competente:» 

18.  La  doctrina  legal  expuesta  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  7  de  Octubre  de  1862,  en  donde  se  expone  que  «no  puede 
apoyarse  el  criterio  legal  para  la  interpretación  de  nna  obligación  en 
el  perjuicio  ó  beneficio  que  haya  de  resultar  á  una  de  las  partes,  sino 
en  las  razones  que  haya  para  interpretarlo  reetamente;  pues  lacirenns^ 
tancia  de  perjudicar  ó  favorecer  á  una  de  las  partes  es  base  tan  delez- 
nable, que  no  puede  servir  de  fundamento  para  nna  recta  interpreta- 
ción:» 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antanio  María  de  Prida: 
Considerando  que  según  se  alega  en  el  segundo  motivo  del  recurso, 
con  relación  á  lo  dispuesto  en  el  Aúm  T,  art.  1698  de  la  ley  de  Enjní  • 
ciamientc  civil,  la  sentencia  incurre  en  errar  de  bncho,  que  resulta  de 
documentos  y  actos  auténticos,  porque  no  reconoce  qne  la  casa  núm.  f 
de  la  calle  de  San  Francisco  de  Ferrol  pertenezca  á  la  fnndación  de  9 
de  Enero  de  1756,  siendo  así  que  consta  de  tas  inscripciones  de  dicha 
,  fundación  en  Contadurías  de  Hipotecas  y  en  el  Kegistro  de  la  propie- 
dad y  en  la  escritura  de  redención  de  una  de  las  pensiones  hecha  por  el 
cabezalero  de  las  mismas,  que  sobre  la  referida  casa  y  las  señaladas  con 
los  números  t.  3  y  4  en  que  está  convertida  la  finca  aforada,  ha  petada 
á  prorrata  hasta  su  redención  la  de  400  maravedís  para  el  Deán  y  C&* 
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biIdf!4e!>lfd6do&eé<i,  y  tíf^aen  pesando  la  también  prorrateada  de  30^ 
doeidosá  favor  d«  la  capelianla  erigida  en  San  Jalián  de  Narón»  y  ia 
caega  de  laadanio  eonsistente  en  la  décima  parte  dei  preeio  de  la 
▼ema: 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recar> 
ao«  de  casacióii  por  iQfraeeióo  de  ley  inierpaesio  por  D.  Ricardo  Golt 
contra  la  sentencia  dictada  por  ta  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  la 
Corana  en  29  de  Mayo  último:  en  sa  consecaencia  casamos  y  anata- 
moa  dieba  sentencia:  devuélvase  al  recurrente  el  depósito  que  contlta- 
y6.«-*(Sentencia  pabtícada  el  4  de  Enero  de  4883,  é  inserta  en  la  Qaee^ 
iaáe  4  de  Agosto  del  mismo  año.) 


R^earao  de  easscién  en  asunto  de  Ultramar  (4  de  Bmto 
de  488a)«— iS^aia  ^«i^a.— ^TsacsBÍA  db  doiünio  —No  ha  lagar  al  in* 
terpnestopor  Doña  Magdalena  y  D"ñ)i  Bwilia  Artolacon.D.  Enrique 
Martín  y  la  Sociedad  ArioUk  y  compañía  (Aadiencia  de  la  Habana),  y  se 
resuelve: 

4^  Que  $0%  inaplie^Ui  y  no  h^n  podido  ser  infringidas  las  leyes  4 "« 
Hii  44,  y  lOf  iU,  43,  Partida l^*,  si  la  acción  ejercitada  es  la  real  de 
dominio  ff  no  la  personal  de  cnmplimiento  de  una  promisión  formal  y 
€htíga(oria,  y  no  se  traía  tampoco  del  valor  de  %na  segunda  hipoteca 
eonstiCuéda  por  un  acto  eeponiáneo  del  dueño  del  inmueble  gravado  con 
la  primera^  sino  de  un  embargo  Ueoado  á  efecto  de  mandato  judicial  á 
instancia  de  legitimo  acreedor  en  finca  anteriormente  gravada  A  favor 
de  digtinta  persona; 

Y  %^  Q^  si  son  hechos  probados  d juicio  de  la  Sala  sentenciadora ,  con 
ira  cuya  apreciación  de  las  pruebas  suministradas  por  una  y  otra  parte 
üo  se  cita  infracción  alguna  de  ley  ó  de  doctrina,  fue  las  escrituras  en 
que  se  funda  la  demanda  fueron  combinadas  entre  la  tercerista  y  el 
ejecutado,  para  que  reducido  éste  á  la  condición  de  insolvente,  quedasen 
defraudadas  los  derechos  que  perseguía  el  ejecutante;  en  tales  circunS' 
tandas,  ta  ley  1^,  tit.  46,  Partida  5*,  y  la  jurisprudencia  á  su  tenor  es- 
tabieeida  por  el  Tribunai  Supremo^  condenan  é  invalidan  la  cesión  de  las 
fincas  embargadas  en  que  la  demanda  se  funda.  • 

fin  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i  4  de  Enero  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtad  de  recurso  de  casación  por  infracoiján  de 
ley,  seguido  en  el  iazgado  de  (Primera  instancia  del  distrito  del  Pilar 
de  la  Haba  a  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  díeba  ciudad 
por  Doña  Dolores  Ferniindez  Trevejos,  hoy  sus  hijas  y  herederas  Doña 
Magdalena  y  Doña  Emilia  Artola,  representadas  por  el  Procurador  Don 
Antonio  Reridicho,  bafo  la  direoeión  del  Licenciado  D.  Manuel  Sil  vela» 
con  D.  Enrique  Martin  y  la  Sociedad  Artola  y  coimpañia,  que  no  han 
comparecido  en  este  Supremo  Tribunal,  sobre  tercería  de  dominio: 

Resaltando  que  en  escritora  de  7  de  Agosto  de  4876  D.  José  Fran- 
cisco Artola  confesó  ser  en  deber  á  sa  madre  Doña  Doloree  Pernandea 
Trevejos  de  Artola  43.000  pesos  oro,  por  pagarés  vencidos,  y  teniéndo- 
los realmente  en  sa  poder,  se  obligó  á  devolverlos  en  el  término  de 
tres  meses,  con  el  interés  de  4  y  cuartillo  por  400  mensual,  hipote- 
can do  como  garantía  de-  dieho  crédito  la  parte  ó  dominio  que  le  co 
rrresponda  en  la  casa  Gallada  del  Monte,  núm.  69,  libre  de  toda  car- 
ga, según  ae  acredita  por  la  certificación  que  á  contiauaiíión  de  la  es- 
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critora  aparece;  advirtiendo  corresponder  en  dicha  finca,  no  |a  tercera 
parte,  aino  la  soma  de  13.717  pesos  sobre  so  valor:  qoe  se^  comprome- 
tía á  no  vender  ni  gravar  en  más,  siendo  potestativo  en  la  acreedora 
tomar  con  pacto  de  retro  dicha  parte  de  casa  en  pago  de  sa  crédita^ 
sin  otro  requisito  (¡oe  satisfacer  ios  derechos  á  la  Hacienda  por  cnenta 
del  dendor«  y  padiendo  igualmente  percibir  mientras  esto  no  hiciera 
los  productos  qne  correspondieran  al  deudor  «n  pago  del  interés  esti- 
pulado: 

Resultando  que  despachada  ejecución  á  instancia  de  D.  Enrique  J. 
Martin  contra  los  Sres.  Artola  y  compa&ía  para  paga  da  30.f  98  pesost 
se  embargó  á  D.  José  Francisco  Artola  la  parte  que  le  correspondía  de 
la  casa  Calaada  del  Monte,  núm.  69,  habiéndose  anotado  el  embargo 
en  la  Contaduría  de  Hipotecas  en  9  de  Setiembre  de  1876: 

Resultando  que  por  escritura  de  S5  de  Aeosto  de  (877,  no  habiendo 
satisfecho  D.  José  Francisco  Artola  á  su  madre  Do&a  Dolores  FernAodea 
el  crédito  antes  referido,  y  careciendo  de  metálico  para  ello,  consignó 
en  pago  del  inismo  la  participación  de  la  referida  casa,  que  veMía 
realmente  á  su  madre  y  acreedora  en  precio  de  13.000  pesos  en  oro, 
que  dejaba  en  su  poder  por  tenerlos  ya  recibidos,  quedando  cancelado 
el  crédito: 

Resultando  que  continuado  el  juicio  ejecutivo  promovido  por  Mar- 
tín, y  señalado  día  para  el  remate  de  la  parte  de  casa  embargada,  con 
presentación  de  las  dos  escrituras  mencionadas,  dedujo  Doña  Dolores 
Fernández  Trevajos  en  5  de  Agosto  de  4878  demanda  de  tercería  de 
dominio  de  la  citada  parte  de  casa,  de  la  cual  dijo  era  acreedora  hipo- 
tecaria desde  7  de  Agosto  de  4876  y  dueña  desde  25  de  Agosto  de  1877, 
comolo  justificaban  dichos  documentos,  y  tenía  derecho  para  excluir 
de  ella  al  acreedor,  pidiendo,  por  tanto,  que  se  declarara  así  con  sos- 
pensión  del  remate: 

Resultando  que  la  Sociedad  Mora,  Martines  y  compañía  impugnó  la 
demanda,  alegando  como  hechos:  que  Doña  Dolores  Fernándes,  madre 
y  socia  comanditaria  de  D.  José  Francisco  Artola,  celebró  con  este  el 
contrato  de  Agosto  de  1876  cuando  ya  la  Sociedad  reclamaba  á  la  de 
Artola  y  compañía  el  pago  de  su  crédito,  v  la  de  25  de  Agosto  de  1877 
cuando  ya  se  había  embargado  la  parte  de  casa  y  tomado  raaón  del 
embargo  en  el  Registro  de  Hipotecas:  que  para  explicar  esa  enajena- 
ción habían  tenido  necesidad  los  contratantes  de  suponer  un  préstamo 
que  se  decía  verificado  en  Setiembre  de  1875,  siendo  así  que  la  Socie- 
dad que  ambos  formaron  se  constituyó  en  3  de  Marzo  de  1876:  que 
por  la  enajenación  hecha  quedaba  D.  José  Francisco  Artola  en  estado 
de  insolvencia;  y  que  dicha  venta  se  había  hecho  sin  interveción  judi- 
cial; y  como  fundamentos  de  derecho,  que  siendo  las  dos  escrituras  men- 
cionadas simuladas,  eran  nulas:  que  es  doctr,ina4e  este  Tribunal  Supre- 
mo, que  no  procede  la  suspensión  del  procedimiento  de  apremio  cuando 
los  bienes  se  hallen  legalmente  afectos  á  la  obligación  que  se  intenta 
hacer  efectiva  por  el  ejecutante,  cualquiera  que  sea  su  poseedor,  y  que 
los  bienes  en^»argados  judicialmente  no  podían  ser  enajenados  por  so 
dueño  durante  el  embargo,  á  no  hacer  la  venta  con  intervención  ju- 
dicial: 

Resultando  que  el  ejecutado  D.  José  Francisco  Artola  coadyuvó  la 
demanda,  fundado  en  las  mismas  consideracienes  expuestas  por  la  de- 
mandante, á  las  que  añadió  que  el  crédito  de  la  Sociedad  ejecutante  era 
ilegítimo  é  incierto,  y  que  la  sentencia  de  remate  no  estaba  consenti* 
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da;  paes  aunque  el  Josgado  le  dió  tal  carácter,  estaba  pendiente  on  re- 
curso tfe  cjneja  qneliabia  de  decidir  aquel  punto: 

Besultando  que  la  demandante  al  repUcar  adicionó  los  hechos  de  la 
demanda,  consignando  que  elintestado  de  su  marido  se  había  adjudi- 
eado  la  casa  Calzada  del  Monte,  núro.  69,  reconociendo  como  condue- 
ños á  sus  hijos  D.  José  Francisco  y  Doña  Emilia  Artoia,  á  cada  uno  por 
la  suma  de  13  717  pesos  oro:  que  por  lo  mismo  nunca  pertenecía 
D.  losé  Francisco  la  tercera  parte  de  dicha  casa:  que  al  saber  se  extin  • 
guía  una  Sociedad  que  acababa  de  establecerse,  se  prestó  á  entrar  co« 
mo  socio  comanditario,  aportando  S.OOO  pesos  en  billetes,  pero  queja- 
máe  tuvo  noticia  dé  los  negocios  de  su  hijo,  y  por  consiguiente,  si 
adeudaba  algo  á  la  Sociedad  Mora,  Martín  y  compañía: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  y  sustaociada 
el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  en  27  de  Julio  de  1 881  sentencia  confirmatoria,  declarando 
sin  lugar  la  demanda  de  tercería  deducida  por  Doña  Dolores  Fernán- 
dez Trevejos,  con  imposición  de  todas  las  costas: 

Resultando  qoé  sus  hijas  y  herederas  Doña  Magdalena  y  Doña  Kmi- 
lia  Artoia  interpusieron  recurso  de  casación  por  haberse  infringido  á 
su  juicio: 

4*  La  ley  i ^,  tít.  4  4 ,  Partida  5^,  con  arreglo  á  la  que  la  cosa  ó  el  he* 
cho  prometido  debe  cumplirse;  y  la  f  O,  tít.  i3  de  la  misma  Partida, 
que  da  derecho  al  acreedor  para  que  no  pueda  ser  hipotecada  nueva- 
mente la  finca  que  á  él  se  le  hipotecó;  por  cuanto  la  sentencia  recurrí- ' 
da  declara  validó  el  embargo  realizado  en  los  autos  ejecutivos,  á  pesar 
de  contener  la  escritura  hipotecaria  una  solemne  promesa  de  venta  y 
de  haberse  embargado  al  ejecutado  la  tercera  parte  de  la  casa  la  Calza- 
da del  Monte,  núm.  69,  siendo  así  que  no  tenía  parte  determinada  en 
el  condominio  de  la  misma,  coya  parte  la  tenía  hipotecada  anterior- 
mente á  favor  de  su  madre  Doña  Dolores  Fernández: 

3^  El  art.  284  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  dispone  que  los 
documentos  públicos  cotejados  con  citación  contraria  tienen  en  juicio 
la  eficacia  de  plena  probanza,  así  como  la  ley  4*,  tít.  H,  Partida  3',  y 
la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  40  de  Noviembre  de  4860,  que 
declara  se  infringe  dicha  ley  por  la  sentencia  absolutoria  cuando  el  ac- 
tor prueba  su  intención  con  documentos  fehacientes;  en  el  hecho  de 
haber  desestimado  la  demanda  desconociendo  la  fuerza  probatoria  de 
las  escrituras  de  7  de  Agosto  de  4876  y  25  de  Agosto  de  4877,  presen  - 
tadas  en  autos  y  en  que  se  fundaba  el  derecho  de  la  demandante; 

Y  3^  La  ley  7%  tít.  45,  Partida  5%  citada  por  la  sentencia  recurrida, 
presumiendo  que  la  venta  hecha  por  Artoia  á  su  madre  fué  con  inten- 
ción de  defraudar  á  un  legítimo  acreedor,  puesto  que  dicha  ley  exige 
para  que  pueda  haber  presunción  de  fraude  que  el  deudor  que  enajena 
sna  bienes  haya  sido  eondenado  enjuicio  á  pagar  anteriormente,  re- 
quisito imprescindible  que  no  se  cumplía  en  este  caso: 

Visto,  siendo  Pódente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  son  inaplicables  y  no  han  podido  ser  infringida: 
las  leyes  i%  tít.  11,  y  40,  tít.  43,  Partida  5^,  puesto  que  la  acción 
ejercitada  es  la  real  de  dominio  y  no  la  personal  de  cumplimiento  de 
una  promisión  formal  y  obligatoria,  y  no  se  trata  tampoco  del  valor 
de  una  segunda  hipoteca  constituida  por  un  acto  espontáneo  del  due- 
ño del  inmueble  gravado  con  la  primera,  sino  de  un  embargo  llevado 
á  efecto  de  mandato  judicial  á  instancia  del  legítimo  acreedor  en  finca 
anteriormente  gravada  á  favor  de  distinta  persona: 
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Gonsidetando  qne  Ib  sentencia  recurrida  no  infriofte  tas  \éjH  y 
doctrinas  invocadas  en  los  motivos  t9  y  3%  porque  aAtes  de  S5  de  Agos- 
to de  481*7  babia  sido  embargada  la  participación  de  D.  José  FranciiBco 
Artola  eu  la  casa  ntm.  6^  ée  la  Gatiada  da)  Monte,  y  no  pudo  dispo- 
ner válidamente  de  ella  ain  intervención  judicial  ea  perjuicio  de  los 
dereebos  ó  intereses  que  con  aquella  diligeneia  se  pretendió  asegurar; 
y  sen  además  bachos  probados  ajuicio  de  la  Sala  sentendtadora,  contra 
cuya  apreciación  de  las  pruebas  suministrados  por  una  y  orra  parte  no 
se  cita  infracción  alguna  de  ley  ó  de  doctrina,  que  las  escrituras  en 
que  se  fonda  la  demanda  foeron  conbinadas  entre  la  tercerista  y  el  eje- 
cutado, para  que  reducido  éste  á  la  condición  de  insolvente,  quedasen 
defraudados,  los  derechos  que  perseguía  el  ejecutante;  y  en  tales  cir- 
cunstancias la  ley  1^  tít.  i6,  Partida  5',  y  la  jurisprudencia  ásu  tenor 
establecida  por  este  Tribunal  Sopremo,  condenan  é  invalidan  la  cesión 
de  4867,  en  que  la  demanda  se  funda; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  Magdalena  y  Doña  Emila  Ar- 
tola, á  quienes  condenamos  al  pa^o  de  las  costas  y  pérdida  del  depósi- 
to que  han  constittuido,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  lí- 
brese á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  correspondiente. — 
(Sentencia  publicada  el  í  de  Enero  de  4883,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  4 
de  Agosto  del  mismo  año.) 

3' 

Recamo  de  c«fiMi€Í4n(5  ds  Enero  de  4883.— iSa^a  primira.-^ 
Revocación  de  ona  donagi*n.— No  ha  Ingaf  al  interpuesto  por  Don 
Francisco  Vallvé  y  Ballester  con  D.  JoséTalIvé  (Audiencia  de  Barcelo- 
na), y  se  resuelve: 

1®  Q%e  en  cuestiones  de  hecho  debe  estarse  á  la  apreciación  de  las 
pruebas  hecha  por  la  Sala  sentenciadoray  siempre  que  no  se  alegue  y 
fustijlqué  haber  incurrido  en  error  de  derecho  ó  en  error  de  hecho  com- 
probado con  documentos  6  actos  auténticos  que  demuestren  la  equivo- 
cación evidente  del  Juzgador: 

2^  Que  el  apuntamiento  no  está  comprendido  en  los  documentos  ó  ac- 
tos auténticos  á  que  se  refiere  el  caso  V  del  art,  \ 6  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civtl,  porque  siendo  el  extracto  del  mismo  pleito  cuyo  re- 
sultado  aprecia  la  Sala  sentenciadora  para  formar  juidoi  no  sirve 
ni  puede  invocarse  para  demostrar  que  ha  habido  error  de  hecho  en  la 
api^edación  de  las  pruebas; 

3°  Que  si  según  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  ^  el  actor  na 
ha  probado,  cual  le  incumbia,  ¿a  ingratitud  del  donatario,  ni  que  éste 
hubiera  faltado  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  le  fueron  im- 
puestas, en  cuya  causa  se  funda  aquél  para  pedir  la  revocación  ó  res- 
cisión de  las  donaciones  de  que  se  trata;  debiendo  estarse  á  dicha  apre- 
ctación,  porque  no  ha  sido  impugnada  en  la  forma  legal  antes  indica- 
da,  la  sententenda  que  en  su  virtud  absuelve  de  la  demanda,  no  infrin- 
ge  las  leyes  3%  Digfsto  de  donationibf*s;  4'  de  donationibos  que  sob 
modo,  jf  e*  y  46,  til,  4®,  Partida  6»,  citadas  bajo  el  supuesto  inadmisi- 
ble de  ser  ciertas  las  causas  alegadas. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Enero  de  4883,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
seguido  en  el  Juagado  de  primera  instaneia  del  distrito  de  las  Afueras 
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de  Baroelooa  y  en  U  Sala  segoDda  de  lo  oivil  de  la  Andíeneia  de  dicha 
eiodad  por  D.  Migoel  Vallvó  v  Oatell,  y  por  su  fallecimiento  sos  hijos 
D.  Mi^ael  y  D.  Praocisco  Vallvé  y  Ballester,  y  en  nombre  de  éste,  úni* 
coq»e  ha  comparecido  en  este  Sapremo  Tribunal,  el  Procurador  Don 
Franeisco  Muñoz  Zapata,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Enriaue 
Roger,  con  D«  José  YalWé  y  Ballester,  representado  por  el  Procurodor 
D.José  Arana,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  Modesto  Llóreos,  sobre 
revocación  de  ona  donación: 

Resultando  que  con  motivo  del  matrimonio  realisado  por  D.  José 
Yallvé  y  Ballester  con  María  Janer  se  otorgó  escritura  en  20  de  Marzo 
de  1858,  por  la  que  los  consortes  Miguel  Yallvé  y  María  Ballester  hi- 
cieron á  su  hijo  para  después  de  su  muerte  heredamiento  ó  donación 
aniversal  de  todos  sos  bienes,  con  reserva  del  usufructo,  del  cual  pro- 
metieron pagar  las  cargas  corrientes  del  patrimonio  y  alimentar  y  asís* 
tiren  su  casa  y  compañía  á  los  foto  ros  consortes  y  familia,  reservando 
se  también  para  dotar  á  los  demás  hijos  y  testar  y  disponer  libremente 
D.  Miguel  Yallvé  192000  rs.  y  Doña  María  Ballester  63.333  reales  con 
31  céntimos,  con  más  entre  ambos  ona  casa  y  una  tierra;  y  en  caso  de 
morir  el  donatario  sin  hijos,  ó  con  tales  que  no  llegasen  á  edad  de  po- 
der testar,  solamente  podría  disponer  de  000  libras  por  derechos  pater-^ 
nos  y  300  por  los  maternos,  debiendo  restituir  los  demás  á  los  donan- 
tes ó  á  su  legítimo  sucesor: 

Resultando  que  los  mencionados  consortes  D.  Miguel  Yallvé  y  Do- 
ña María  Ballester,  en  atención  á  que  tenían  que  satisfacer  algunas 
obligaciones  que  gravitaban  sobre  su  patrimonio,  del  que  eran  osu- 
froctoarios,  y  su  hijo  José  propietario,  á  fin  de  evitar  las  disensionea 
que  podrían  sobrevenir,  hicieron  donación  respectivamente  á  so  citado 
hijo,  por  escritura  de  S5de  Octubre  de  1863,  de  las  cantidades  á  que 
ascendía  la  reserva  que  para  dotar  á  so  demás  famili»,  y  tentar  y  dis* 
poner  libremente  se  hicieron  en  la  escritura  anterior,  traspasándolo 
también  el  usufructo  y  administración  de  los  bienes  que  comprendía  la 
donación  hecha  en  la  misma,  los  cuales  designaron  con  expresión  do 
Isa  cargas  é  hipotecas  que  los  gravaban;  podiendo  disponer  libremente 
de  ellos  mientras  tuviesen  hijos,  y  dejando  de  tenerlos,  únicamenle  de 
900  libras  por  derechos  paternos  y  300  por  maternos;  obligándose  Don 
José  Yallvé  á  pagar  todos  los  gravámenes,  contribuciones  y  deodaa 
que  afectasen  á  los  bienes  contraídos  por  unos  y  otros,  y  prometiendo 
<$ntregar  á  sos  padres  por  alimentos  8  rs.  diarios,  y  si  moriese  uno  de 
ellos  6  al  sobreviviente,  hipotecando  al  cumplimiento  de  esta  obliga- 
ción una  pieza  de  tierra;  debiendo  D.  Miguel  Yallvé,  en  caso  de  la- 
llecimíento  de  su  mojer,  ser  cuidado  por  una  persona  de  su  confianza, 
coyo  salario  satisfaría  su  hijo;  quedando  subsistente  la  reserva  de  laa 
dos  fincas  que  hicieron  los  donantes  en  la  escritura  anterior,  y  estable- 
ciendo otras  condiciones  qoe  no  son  del  caso: 

Resultando  que  en  27  de  Noviembre  de  i877  D.  Miguel  Yallvé  y 
Gatell  dedujo  la  demanda  objeto  de  estos  autos  para  que  se  declarase 
revocada  la  donación  otorgada  á  favor  de  su  hijo  José  en  los  capítoloa 
matrimoniales,  y  ñola  y  de  ningtkn  valor  ni  efecto  la  hecha  en  45  de 
Octubre  de  4863,  y  en  otro  caso  taml^ién  revocado,  y  de  todos  modoa 
ambos  sin  eficacia  legal,  condenándole  á  que  dimitiera  á  so  favor  los 
bienes  y  derechos  que  poseyera  de  procedencia  de  dichas  donaciones, 
alegando  en  su  apoyo,  después  de  nacer  méritos  de  las  referidas  escri- 
toras^ qoe  José  Yallvé  había  mostrado  para  con  sos  padres  ona  ingra-- 
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litad  manifíesu,  ofendiendo  gravemente  al  demandante  con  injariaa 
qne  afectaban  á  sn  honra,  y  calumnias  que  podrían  comprometer  su 
reposo,  amenazándole,  poniéndole  las  manos  en  su  persona,  y  mostrán- 
dole hostilidad,  negándose  á  satisfacer  la  pensión  convenida,  par^  cayo 
pago  había  sido  demandado  judicialmente  diferentes  veces: 

Resultando  que  D.  losé  Yallvó  y  Ballester  impugnó  la  demanda, 
alegando  que  poseyendo  el  demandante  los  bienes  de  su  padre,  los  gra- 
vó con  diferentes  obligaciones,  resaltado  de  los  excesivos  gastos  que 
hacía  y  de  los  pleitos  que  tenía  que  sostener  contra  sus  acreedores:  que 
no  sabiendo  adonde  acudir,  hizo  á  su  hijo  donación  de  los  bienes  reser- 
vados en  los  capítulos  matrimoniales,  á  fiu  de  que  asumiese  la  obliga- 
ción de  satisfacer  las  deudas,  para  lo  cual  había  tenido  que  proceder  á 
la  venta  de  una  de  las  fincas:  que  había  cumplido  la  obligación  de  pa- 
gar la  pensión  estipulada,  así  como  también  los  gastos  de  la  enferme- 
dad de  su  padre,  habiendo  sido  tan  gravosa  para  él  una  y  oUa  dona- 
ción, que  había  tenido  que  abandonar  su  domicilio  y  trasladarse  á  Sans 
€on  su  familia  para  dedicarse  á  alguna  ocupación  con  que  ganar  su 
subsistencia:  que  no  había  dirigido  á  su  padre  más  expresiones,  sino  la 
de  que  quería  perderle,  y  esto  impelido  por  sus  continuas  exigencias, 
habiéndole  reconvenido  amistosamente  para  que  le  devolviera  unos 
aperos  de  labranza  de  que  se  había  apoderado;  negó  que  hubiera  inju- 
riado á  su  padre  de  palabra  ni  de  obra,  y  sostuvo  (¡ue  éste  quería  que 
el  contrato  continuase,  toda  vez  que  después  de  la  innovación  del  plei 
to  le  había  demandado  para  qoe  le  pagase  los, gastos  de  enfermedad: 

Resultando  que  sumioistrada  prueba  por  las  partes,  durante  cuyo 
trámite  falleció  D.  Miguel  Vallvé  y  Gatell,  y  se  personaron  en  4os  au- 
tos sus  hijos  D.  Miguel  y  D.  Francisco  Vallvé  y  Ballester;  sustanciado 
«I  juicio  efi  dos  instancias,  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Ao  - 
dieocia  de  Barcelona  en  SI  de  Abril  de  4882  sentencia  confirmatoria, 
eon  las  costas,  absolviendo  al  demandado  de  la  demanda: 

Resultando  que  D.  Francisco  Vallvé  y  Ballester  interpuso  recurso 
de  casación,  que  fundó: 
1^  En  la  infracción  de  las  leyes  3*  Digesto  De  áonaiionihut\  I'  Góii- 

fo  De  donationibui  qua  suh  «iodo,  y  6',  tít.  4®,  Part.  5',  por  cuanto 
isponiendo  que  la  falta  de  cumplimiento  de  las  obligaciones  impues- 
tas  al  donatario  es  causa  suficiente  para  revocar  la  donación,  la  sen- 
tencia negaba  la  de  las  otorgadas  por  D.  Miguel  Vallvé  á  favor  de  su 
hijo,  que  no  había  querido  cumplir  lasque  le  fueron  impuestas: 

2*  Éií  que  se  había  cometido  error  de  hecho  que  resultaba  de  un  do- 
cumento auténtico,  como  era  el  apuntamiento,  al  consignar  que  respec- 
to á  las  injurias  y  amenazas  inferidas  al  donante  por  el  donatario  sólo 
existían  declaraciones  singulares,  y  al  hacer  caso  omiso  de  haberle 
puesto  las  manos  encima,  siendo  así  que  dos  de  estas  circunstancias  re- 
saltaban adveradas  por  sus  dos  testigos  conformes  y  la  otra  por  tres; 
Y  3®  En  la  infracción  de  la  ley  10,  tít.  4^  Partida  5',  que  dispone 
que  los  donatarios  deben  perder  la  cosa  por  desconocencia  hacia  el  do> 
nador,  la  cual  se  determina  entre  otros  motivos,  haciéndole  gran  des  • 
honra  de  palabra  ó  acusándole  de  algún  yerro,  y  por  ^oner  manos  aira- 
das en  su  cuerpo;  cansas  que  no  apreciaba  la  sentencia  como  suficien- 
t.e8  para  producir  la  revocación  solicitada: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Manresa: 
Considerando  que  en  cuestiones  de  hechos,  cuales  son  las  debatidas 
eü  este  pleito,  debe  estarse  á  la  apreciación  de  las  pruebas  hechas  por 


Digitized  by 


Google 


RECURSOS  T  C0UPETENG1AS  17 

la  Sala  tentetieiadora,  siempre  qne  no  se  alegue  y  JQStifiaae  haber  in- 
•ctxrrído  en  error  de  derecho,  6  en  error  de  hecho  comprooado  con  do- 
camentos  6  actos  antónticos  que  demuestren  la  equivocación  evidente 
del  jtusgador: 

Considerando  que  el  apuntamiento  no  está  comprendido  en  los  do* 
«omentos  6  actos  auténticos  á  que  se  refiere  el  caso  7?,  del  art.  169S  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  siendo  el  extracto  del  mismo 
pleito  cuyo  resultado  aprecia  la  Sala  sentenciadora  para  formar  su  jui- 
cio, no  sirve  ni  puede  invocarse,  tomo  se  hace  en  el  segundo  motivo 
-de  este  recurso,  para  demostrar^  que  ha  habido  error  de  hecho  en  la 
apreciación  de  las  pruebas: 

s  Considerando  que  según  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora,  el 
actor  no  ha  probado,  cual  le  incumbió,  lá  ingratitud  del  donatario,  ni 
qe^  éste  hubiera  faltado  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  le 
fueiin  impuestas,  en  cuya  causa  se  funda  aquél  para  pedir  la  revoca- 
ción ^  rescisión  de  las  donaciones  de  que  se  trata;  y  debiendo  estarse  á 
dicha  apreciación,  porque  no  ha  sido  impugnada  en  h  forma  legal  an- 
tes indicada,  la  sentencia  recurrida,  que  en  su  virtud  absuelve  de  la  de- 
«nanda,  no  infringe  las  leyes  que  se  citan  en  los  motivos  1®  y  3^  del  re* 
curso,  bajo  el  supuesto  inadmisible  de  ser  ciertas  las  causas  alegadas; 

Pallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Vallvé  y  Ballester,  á 
quien  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  1.000 
pesetas,  que  satisfará  si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  en- 
tonces con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Barcelona  la  cerliQcación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  5  de  Enero  de  1883, 
-é  inserta  en  la  Gaceta  de  I  de  Agosto  del  mismo  año.) 


II ecorso  de  casación  [B  de  Enero  de  iSB^).-— Sala  primera.^ 
Aeivindicagión. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Francisca  Ma- 

fi;rans  y  Aisina  con  Daña  Antonia  Borrell  y  Serra  (Audiencia  de  Barce> 
ona),  V  se  resuelve): 

1^  Que  aun  cuando  la  duración  ordinaria  del  contrato  titulado  en 
Cataluña  á  rabagsa  morta  es  de  50  años^  puede  aumentarse  ó  dismi- 
nuirse este  término  á  voluntad  de  los  interesados,  lo  mismo  que  conti- 
nuar por  la  tácita,  como  consensual  que  es  dicho  controlo; 

Tt^  Qne  resuelta  bajo  este  criterio  legal  la  cuestión  del  pleito,  no 
tienen  aplicación  al  caso  el  usalge  Omnes  caus»,  citado  como  infrin- 
gido^ puesto  que  continuando  el  contrato  no  existen  términos  hábi- 
les para  fue  empiece  á  correr  el  término  de  la  prescripción  con- 
tra ¿a  acción  ejercitada;  la  doctrina  de  que  el  precepto  de  este  usal- 
ge tiene  un  sentido  absoluto  y  es  aplicable  a  todas  las  acciones  que  no  se 
hallen  exceptuadas  por  el  Código  catalán;  la  que  determina  que  en  el 
Principado  catalán  b^sia  sólo  que  el  que  tenga  una  acción  deje  de  de- 
ducirla por  el  término  de  30  años  para  que  se  considere  extinguida 
completamente;  y  el  principio  legal  que  nace  de  esta  ivrisprudencia,  de 
-que  desde  el  momento  en  que  nace  una  acción  se  empieza  á  extinguir 
por  la  prescripción;  la  que  establece  que  los  requisitos  para  const^ituir 
y  hacer  e/lcaz  la  prescripción^  como  medio  de  adquirir  el  dominio,  no 
son  necesarios  para  la  prescripción  de  las  acciones j  bastando  para  que 
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éstas  queden  extinguidas  y  no  puedan  utilizarse  que  aquel  que  hubiera 

Sodido  ejercitarlas  no  lo  verifique  dentro  del  término  que  al  efecto  señ- 
ala la  ley;  la  que  reconoce  no  ser  un  exacto  principio  general  ni 
opinión  aplicable  la  de  que  nadie  puede  prescribir  contra  su  titulo,  ni 
cambiarse  asimismo  la  causa  al  principio  de  la  posesión;  y  la  ley  del 
contrato  y  con  ella  el  principio  legal  de  que  nadie  puede  enriquecerse 
en  perjuicio  de  otro. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  E^nero  de  4883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtod  de  recbrso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Jnzgado  primera  instancia  de  Tarrasa  y  en  la  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Duna  Antonia  Bo- 
rrell  y  Serra  y  D.  José  Alzaoiora  y  Borrell,  madre  4  hijo,  vecinos  de 
Rubí,  representados  en  este  Supremo  Tribunal  por  el  Procurador  Don 
Patricio  García  Aleañiz,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  Modesto  Llorens, 
con  Dona  Francisca  Ma^rans  y  Alsina,  de  la  misma  vecindad,  y  en  su 
nombre  el  Procurador  D.  Federico  Grases,  bajo  la  dirección  escrita  del 
Licenciado  D.  Manuel  Gaya,  y  en  el  acto  de  la  vista  del  Licenciado 
D.  Francisco  Pí  y  Margall,  sobre  reivindicación  de  una  pieza  de  tierra: 

Resultando  que  por  escrituras  otorgadas  en  San  Cugat  de  Valléa 
á  f^  de  Noviembre  de  4770  y  19  de  Marzo  y  24  de  Mayo  de  1778  Don 
Juan  AlzHmora  dio  en  establecimiento  á  rabsMsa  morta  á  D.  Juan  Ma- 
grans  y  Bonet  tres  trozos  de  tierra  contiguos,  de  la  cabida  y  linderos 
que  expresó,  de  pertenencias  de  la  heredad  Alzamora,  término  de  Ru< 
bí,  con  la  prestación  de  onso  anual,  la  primera  de  8  libras  catalanas, 
la  segunda  de  4  y  la  tercera  de  3  libras,  6  stieldos  y  8  dineros: 

Resultando  que  D.  Juan  Marrana  y  Bonet  falleció  en  13  de  Setiem* 
bre  de  1836,  sucediéndole  su  hijo  D.  Juan  Magrans  y  Nunell,  en  virtud 
de  la  donación  y  heredamiento  universal  que  le  hizo  con  motivo  de  su 
matrimonio  con  Madrona  Alsina  en  i2  de  Enero  de  48IS;  y  en  20  de 
Agosto  de  4875  falleció  D.  Juan  Magrans  y  Nunell  con  testamento,  en 
que  instituyó  heredera  á  su  hija  Dona  Francisca  Magrans  y  Alsina: 

Resultando  que  Doña  Antonia  Borreli  y  Serra  y  D.  José  Alzamora  y 
Borrell,  madre  é  hijo,  en  concepto  respectivamente  de  usufructuaria 
y  dueño  de  los  bienes  de  su  marido  y  padre  D.  Isidoro  Alzamora,  su- 
cesor del  estabiliente  D.  Juan  Alzamora,  dedujeron  en  4^  de  Setiembre 
de  4819  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  en  la  que  haciendo  uso  de 
las  acciones  reales  rei vindicatoria  y  enfiteuticaria»  pidieron  se  conde- 
nase á  Francisca  Magrans,  poseedora  de  los  tres  trozos  de  tierra  men- 
cionados que  formaron  una  sola  finca,  á  dimitirla  y  dejarla  expedita  y 
vacua  en  favor  de  los  demandantes  en  las  calidades  referidas,  con  to- 
das las  cepas  y  demás  plantado  en  ella,  con  los  frutos  percibidos  desde 
la  fecha  de  la  demanda  y  las  pensiones  de  censo  vencidas  desde  24  de 
Junio  de  4878,  en  que  había  dejado  de  satisfacerlas;  pretensión  que 
fundaron  en  el  trascurso  de  más  de  30  años  desde  que  se  habían  otor- 
gado los  establecimientos  mencionados,  tiempo  máximo  de  la  duración 
.  de  las  primeras  cepas,  trascurridos  los  cuales  el  dueño  directo  ó  esta- 
biliente podría  recobrar  el  fundo  entitéutico: 

Resultando  que  Doña  Francisca  Magrans  impugnó  la  demanda  opo- 
niendo las  excepciones  de  prescripción  y  de  falta  dé  derecho,  puesto 
que  habiendo  nacido  la  acción  que  ejercitaban  los  actores  trascurridos 
50  años  desde  el  establecimiento,  ó  sea  en  4"  de  Noviembre  de  4820  y 
49  de  Marzo  y  24  de  Mayo  de  4828;  para  la  reivindicación  de  cada  una. 
de  las  piezas  de  tierra  habían  pasado  58  y  59  años  Tespectiva  mente,  dn-^ 
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rante  43  de  ]o&  ca&ks  la  demandada  y  su  (Jifan^o  padre  habían  poseído 
sin  contradicción  dichas  flocas,  sucediendo  en  ellas  por  herencia  de  su 
antecesor  y  firmante  de  los  establecimientos  D.  Juan  Magran,  toda  vez 
que  hasta  entonces  ni  los  demandantes  ni  sus  causantes  hablan  hecho 
reclamación  alguna;  por  lo  cual,  así  la  demandada,  como  su  padre,  se 
habían  tenido  como  dueños  libres  de  dichas  tierras,  salvo  la  obligación 
del  pago  de  los  censos,  que  siempre  había  verificado,  y  que  consigna- 
ba en  cuanto  al  último  año  vencido,  que  no  había  verificado  por  exis- 
tir la  costumbre  de  aguardar  basta  fin  de  él: 

Resaltando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  y  sustanciado  el 
juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  dictó  en  ti  de  Junio  último  sentencia  confirmatoria  con  las 
costas,  condenando  á  Peña  Francisca  Magrans  y  Alsina  á  dimitir  y  entre- 
gar en  el  término  de  10  días  á  favor  de  los  demandantes  la  pieza  de  tie- 
rra establecida  á  rabassa  morta,  de  pertenencia  de  heredad  Aizamora, 
con  todas  las  cepas  y  demás  plantado  en  ella,  y  los  frutos  percibidos  de 
la  conteftación  á  la  demanda: 

Resaltando  que  Doña  Francisca  Magrans  y  Alsina  interpuso  recurso 
de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

r  El  usatge  Omnes  causm,  2^,  tít.  2®,  libro  7^,  volumen  1^,  de  las 
Constituciones  de  Cataluña,  en  cuya  virtud  todas  las  causas  buenas  y 
malas,  y  acciones  civiles  y  criminales  de  toda  clase,  quedan  prescriptas 
por  el  solo  trascurso  de  30  años  sin  haberlas  ejercitado;  toda  vez  que  la 
sentencia  no  admitía  la  prescripción  de  la  acción,  que  se  opuso  oportu- 
namente, á  pesar  de  que  cuando  ésta  se  entabló  iban  trascorridos  más 
de  50  años  desde  la  fecha  de  su  nacimiento: 

S®  La  doctrina  legal  consignada  en  repetidas  sentencias  de  este  Tri- 
bunal Supremo,  entre  otras,  en  las  de  8  de  Mayo  y  40  de  Diciembre  de 
i  861,  23  de  Setiembre  de  1864,  40  de  Marzo  de  4876,  y  especialmente 
en  la  de  30  de  Diciembre  de  1867,  de  que  el  precepto  del  usatge  Om%$s 
causee  tiene  un  sentido  absoluto  y  es  aplicable  á  todas  las  acciones  que 
no  se  hallen  exceptuadas  por  el  Código  catalán,  sin  que  fueran  atendi- 
bles en  contraposición  las  disposiciones  del  derecho  canónico  ni  del  de- 
recho romano,  ni  las  opiniones  de  los  autores;  y  la  acción  de  reivindi- 
car una  finca  dada  á  rabassa  morta  no  se  encontraba  exceptuada  en  el 
derecho  catalán,  pues  nacía  precisamente  de  la  caducación  de  un  con- 
trato, y  por  consiguiente,  había  de  prescribir  con  arreglo  á  la  doctrina 
legal  expuesta: 

3^  La  doctrina  legal  consignada  en  las  sentencias,  entre  otras  de  este 
Supremo  Tribunal,  de  40  de  Julio  de  4875  y  86  de  Enero  de  4876,  se- 
gún la  cual  en  el  Principado  catalán  basta  sólo  que  el  que  tenga  una 
acción  deje  de  deducirla  por  el  término  de  30  años  para  que  se  conside- 
re extinguida  completamente;  y  el  principio  legal  que  nace  de  esta  ju- 
risprudencia, acorde  con  lo  establecido  en  otros  fallos,  de  que  desde  el 
momento  en  que  nace  una  acción  se  empieza  á  extinguir  por  la  pres- 
cripción, y  la  ejercitada  en  este  caso  nació  respectivamente  en  los  años 
1820  y  4828,  habiendo  pasado,  por  tanto,  con  exceso  el  término  de  30 
años  cuando  se  dedujo  en  juicio: 

4^  La  doctrina  legal  establecida  en  la  sentencia  de  27  de  Febrero  de 
4875,  deque  los  requisitos  para  constituir  y  hacer  eficaz  la  prescrip- 
ción como  medio  de  adquirir  el  dominio  no  eran  necesarios  para 
la  prescripción  de  las  acciones,  bastando  para  que  éstas  quedasen 
extinguidas  y  no  pudieran  utilizarse  que  aquel  que  hubiera  podi» 
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do  ejercitarlas  no  lo  hubiera  verifícado  dentro  del  término  qoe  al 
efecto  señalaba  la  ley;  toda  vez  que  en  la  sentencia  se  desconocía  qoe 
bastaba  no  ejercitar  dicha  acción  de  recobrar  la  finca  en  el  trascurso  de 
30  años  para  que  quedase  completamente  extinguida: 

5®  La  doctrina  resultante  de  las  varias  sentencias  dictadas  por  este 
Tribunal  Supremo  en  materia  de  prescripción,  y  de  las  pronunciadas 
en  20  y  87  de  Febrero  de  1875,  en  cuya  virtud  se  ha  reconocido  no  ser 
UD  exacto  principio  general  ni  opinión  aplicable  la  de  que  nadie  puede 
prescribir  contra  su  título,  ni  cambiarse  asimismo  la  causa  al  principio 
de  la  posesión;  pues  si  esto  hubiere  sido  cierto,  tales  decisiones  no  hu- 
bieran podido  dictarse;  doctrina  que  se  había  desconocido  en  lasenten- 
tencia,  siendo  así  que  el  aspecto  fundamental  del  asunto  era  la  prescrip- 
ción deila  acción  de  reivindicar  que  tenía  el  estabiliente;  prescripción 
que  podía  invocar  á  so  favor  el  poseedor  rabassaire  en  virtud  de 
las  doctrinas  expuestas,  con  tanto  mayor  motivo  en  este  caso,  cuanto 
que  la  recurrente  poseía  en  virtud  de  un  titulo  hereditario,  que  tenía 
su  origen  en  43  de  Setiembre  de  1836,  y  por  lo  tanto,  por  un  trascurso 
mucho  mayor  de  los  30  años,  aun  con  relación  al  nuevo  titulo; 

Y  6^  En  el  supuesto  de  que  la  acción  de  reivindicar  no  estuviese  des- 
truida por  la  prescripción,  la  ley  del  contrato,  que  fué  título  primitivo, 
f  con  ella  el  principio  legal  de  que  nadie  puede  enriquecerse  en  perjui-- 
cío  de  otro;  toda  vez  que  la  sentencia  condenaba  á  Doña  Francisca  Ma- 
grans  á  entregar  las  cepas  y  todo  lo  demás  plantado  en  la  pieza  de  tie- 
rra, siendo  así  que  el  poseedor  tenía  un  perfecto  derecho  á  que  le  fue- 
ran abonados  aquellos  conceptos,  y  en  cuanto  se  condenaba  asimismo 
á  la  demandada  á  entregar  los  frutos  percibidos  desde  la  contestación 
á  la  demanda,  siendo  asi  que  existían  ya  cantidades  de  censo  estipula- 
das por  la  posesión  de  las  tierras,  las  cuales  en  dicha  hipótesis  serta  en 
la  parte  de  frutos  á  que  tuviese  derecho  el  sucesor  del  estabiliente,  y 
q«ie  había  sido  siempre  satisfecha : 

Visto,  siendo  ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  López  Monte- 
negro: 

Considerando  que  aun  cuando  la  duración  ordinaria  del  contrato  ti- 
tulado en  Cataluña  á  rabassa  morta  es  de  50  años,  puede  aumentarse  ó 
disminuirse  este  término  á  voluntad  de  los  interesados,  lo  mismo  que 
continuar  por  la  tácita,  como  consensoal  que  es  dicho  contrato: 

Considerando  que  resuelta  bajo  este  criterio  legal  la  cuestión  ¿el 
pleito,  00  tienen  aplicación  al  caso  las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan 
como  infringidas,  puesto  que  continuando  el  contrato  no  existen  tér« 
minos  hábiles  para  que  empiece  á  correr  el  término  de  la  prescripción 
contra  la  acción  ejercitada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  Francisca  Magrans  y  Alsina,  á 
quien  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  1.000 
pesetas,  que  satisfará  si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribuyéodose  enton- 
ces con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Bar- 
celona la  certificación  correspondiente  con  devolución  del  apuntamien- 
to que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  en  5  de  Enero  de  i 883,  ó  in- 
serta en  la  Gaceta  de  4  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Reenrso  de  easaeién  (  5  de  Enero  de  1883).— -iS'a^A  tercera.^ 
KxcLAUAcidif  DE  SUELDOS.— No  86  admite  el  interpaesto  por  D.  Leandro 
Homberi  con  D.  Lais  Roaviere  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  re- 
suelve: 

Que  él  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias  definitivas 
pronunciadas  por  las  Audiencias;  teniendo  para  ello  el  concepto  de  tales 
ios  Que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  ar tiento  pongan  término  al  plei^ 
tOf  haciendo  imposible  su  continuación. 

Resultando  que  D.  Leandro  Hnmbert  «ntabló  demanda  en  el  Juzga- 
do de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pedro  de  Barcelona  recla- 
mando de  D.  Luis  Rouviere,  representante  de  la  Compañia  del  ferroca- 
rril del  Norte  de  España^  el  pago  del  importe  de  unos  sueldos  como 
empleado  en  )a  mismas  y  que  impugnado  por  el  demandado  se  recibió 
et  pleito  á  prueba: 

Resultando  que  en  el  período  de  ella  promovió  Humbert  un  inci- 
dente para  que  se  declarase  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  á  partir  des- 
de el  emplazamiento  del  demandado,  en  atención  á  que  no  estaba  de- 
terminada la  personalidad  de  éste,  y  que  el  Juez,  con  Audiencia  del 
mismo,  repelió^  con  las  costas,  el  incidente  por  auto  de  23  de  Setiem- 
bre de  i88f: 

Resaltando  que  apelado  por  Humbert  y  confirmado;  con  las  costas, 

fm  sentencia  de  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barce- 
ona  de  3  de  Mayo  de  1882,  ba  interpuesto  contra  ella  recurso  de  casa- 
ción, citando  las  leyes  á  su  juicio  infrini|;ídas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias 
definitivas  pronQnciadas  por  las  Audiencias,  teniendo  para  ello  el  con- 
cepto de  tales  las  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  pongan 
término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  la  sentencia  dictada  por  la  Aueiencia  de  Barcelo- 
na en  3  de  Mayo  del  año  último  no  es  definitiva,  puesto  que  nada  re- 
suelve sobre  el  punto  principal,  y  que  habiendo  recaído  en  un  inciden- 
te, lejos  de  ponerse  con  ella  término  al  pleito  se  acuerda,  por  el  con- 
trario, qae  continúe  la  sustanciación  del  mismo: 

Visto  lo  dis;)ue8lo  en  los  artículos  1689,  4690,  1728  y  1729  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
O.  Leandro  Humbert,  á  quien  se  condena  en  las  costas:  comuniqúese 
este  auto  á  la  Audiencia,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re- 
mitido, y  publíquese  en  la  forma  prevenida  por  la  ley.— (Sentencia  pu- 
l)licada  el  5  de  Enero  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  19  de  Marzo  del 
mismo  año.) 

6 

lleearso  de  casaelón  en  la  forma  (8  de  Enero  de  1 884).— Sa¿a 
ttffctfra.— Defensa  por  pobre.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Manuel  Gegúndez  con  D.  Francisco  Alvarez  Grana  y  otros  y  el  Minis- 
terio Fiscal  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

1®  Que  según  dispone  el  art.  1693  éU  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
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9Ü,  ha  lugar  al  ré€^r80  de  eaiocién  por  quebrantamiento  de  forma  cuan- 
do $e  deniega  cualquiera  diligencia  de  prueba  admis  ible  según  lae  U  • 
yee.f  cuya  falta  naya  froduddo  indefensión; 

Y  9^  Que  los  términos  corren  desde  el^  dia  siguiente  á  la  notifica- 
ción del  auto  en  que  se  conceden. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  8  de  Enero  de  4883,  en  los  aatos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  qaebran- 
tamiento  de  forma,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Latina  de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Andien  - 
cia  do  la  misma  por  D.  Francisco  Alvares  Grana,  D.  Rafael  Pasarín 
Fernández  y  D.  Ramón  Gómez  Uría,  maridos  respectivamente  de  Doña 
Josefa,  Doña  Francisca  y  Doña  Manuela  Pérez  Arias,  representados  y 
defendidos  por  el  Procurador  D.  Ensebio  Casaes,  y  el  Licenciado  Don 
Enrique  Aguilera  do  Paz,  con  D.  Manuel  Gegúndez,  marido  de  Doña 
Ramona  Pérez,  representado  por  el  Procurador  D.  Luis  Soto,  bajo  la 
dirección  del  Licenciado  D.  Mariano  Fernández  Tejerina,  D«  Inocente 
Alvarez  y  Doña  Prudencia  Zubiaurre,  por  su  no  comparecencia  los  es- 
trados del  Tribunal  y  el  Ministerio  fiscal  sobre  defensa  por  pobre  de  los 
primeros: 

Resultando  que  pendientes  autos  sobre  aprobación  de  las  cuentas 
rendidas  por  D.  Fernando  Madrazo  en  la  testamentaria.de  D.  Manuel 
Pérez  Fernández  por  parte  de  D.  Francisco  Alvarez  Grana,  D.  Rafael 
Pasarín  Fernandez  y  D.  Ramón  Gómez  Uria,  maridos  respectivamente 
de  Doña  Josefa,  Doña  Francisca  y  Doña  Manuela  Pérez  Arias,  se  pro- 
movió incidente  para  que  se  les  declarase  pobres  para  litigar;  y  segui- 
dos por  sus  trámites  siendo  partes  además  D.  Manuel  Gegúndez,  como 
marido  de  Doña  Ramona  Pérez;  el  Ministerio  fiscal,  y  en  rebeldía  Don 
Inocente  Pérez  y  Doña  Prudencia  Zubiaurre,  el  Juez  de  primera  instan- 
cia del  distrito  de  la  Latina  por  sentencia  de  46  de  Marzo* de  4881  de- 
claró pobres  para  litigar  á  los  mencionados  D.  Francisco  Alvarez  Gra- 
na, D.  Rafael  Pasarín  Fernández  y  D.  Ramón  Gómez  Uría: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  D.  Manuel  Ge- 
gúndez, se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia,  y  al  instruirse  aquél, 
manifestó  por  un  otrosí  que  entre  las  varias  diligencias  de  prueba  que 
propuso  en  primera  instancia,  fueron  las  de  que  se  librasen  exhortes  á 
los  Juzgados  de  primera  instancia  de  Fonsagrada  y  Lugo,  con  objeto 
de  acreditar  los  bienes  aue  poseían  y  contribución  que  satisfacían  los 
demandantes:  que  acornado  per  el  Juez,  se  libraron  los  exhortos;  pero 
habiendo  llegado  con  retraso  al  punto  de  su  destino  á  causa  de  dos  fuer- 
tes temporales  entonces  reinantes,  no  pudieron  diligenciarse;  y  en  aten- 
ción á  lo  dispuesto  en  el  art.  869  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pi- 
dió se  recibiesen  los  autos  á  prueba  á  fin  de  que  tuvieran  In^ar  las  di- 
ligencias que  acordadas  no  pudieron  verificarse  por  causa  no  imputable 
al  mismo:  por  un  secundo  otrosí  expuso  haber  llegado  á  su  conoci- 
miento con  posterioridad  á  la  práctica  de  la  prueba  en  primera  instan  - 
cia  por  D.  Francisco  Alvarez,  D.  Rafael  Pasarín  y  D.  Ramón  Uria  que 
poseían  varias  fincas  y  ganados;  y  en  su  virtud,  y  con  arreglo  al  citado 
art.  869  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  solicitó  el  recibimiento  á 
prueba  con  objeto  de  justificar  aquellos  hechos: 

Resultando  que  por  auto  de  6  de  Agosto  de  4884  se  recibió  el  pleito 
á  prueba  por  término  de  20  días,  dentro  de  los  que  habían  de  practi- 
carse las  propuestas  por  Gegúndez  y  demás  que  fueran  declaradas 
pertinentes,  y  que  para  que  tuviera  lugar  se  librase  orden  al  Juez  de 


Digitized  by 


Google 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS.  23 

x^primera  instancia  de  ia  Latina,  á  quinn  al  efecto  se  daba  comisión:  qoe 
en  13  del  mismo  mes  de  Af^osto  se  paso  la  orden,  qoe  se  entregó  al 
Procarador  de  D.  Manpel  Gegündez  en  el  día  16:  qae  presentada  en  el 
Juagado  el  17,  en  providencia  del  18  se  mandó  guardar  y  cumplir  y  que 
en  stt  virtud  se  expidiesen  los  exhortos  acordados;  y  notificada  dicha 
providencia  al  Procurador  de  Gegúndes  en  el  siguiente  día  19,  en  el 
mismo  ext  ndió  diligencia  el  Escribano  actuario  de  haberse  puesto  los 
exhorios  y  entregádose  á  aquel,  en  los  que  se  advertía  haber  empeza- 
do á  correr  el  día  1 1  el  término  de  prueba: 

Resultando  que  en  t%  del  repetido  mes  de  Agosto  el  Procurador  de 

'Oegúndez  presentó  escrito  al  Juez  proponiendo  ciertos  particulares  de 
prueba  que  habían  de  practicarse  en  los  Juzgados  de  Lugo  y  Fonsagra- 
da;  y  en  providencia  de]  propio  día  se  hubo  por  presentado  el  anterior 
escrito  y  mandó  que.  con  inserción  del  mismo  se  adicionasen  los  exhor^ 
tos  á  que  se  refería  para  que  tuvieran  lugar  las  diligencias  que  se  soli- 
citaban; apareciendo  de  diligencia  puesta  por  el  actuario  que  en  el  día 
83  se  adicionaron  los  exhortos  y  se  entregaron  al  Procurador  de  Ge> 
gúndez: 

Resultando  que  en  2  de  Setiembre  de  1881  Gegúndez  acudió  á  la 
Audiencia  exponiendo  que  entendía  que  el  término  de  prueba  de  SO 
días  por  que  se  habían  recibido  los  autos  debía  empezar  á  contarse  des- 
de que  fué  posible  proponer  y  practicar  las  pruebas,  que  fué  aquel  en 
que  se  hizo  saber  de  la  carta  orden  al  Juzgado  y  se  mandó  cumplir 
lo  ordenado  por  la  Sala,  pues  de  lo  contrario,  era  evidente  que  el 
término  de  20  días  quedaría  cercenado  en  más  de  la  mitad,  insuficiente 
para  practicar  la  prueba  acordada  por  la  Sala  y  demás  que  se  había 
propuesto  y  admitido,  cuya  insuficiencia  era  tanto  más  notoria,  cuanto 
que  la  mayor  parte  de  esa  prueba  se  había  de  practicar  en  Lugo  y  Fon- 
sagrada;  y  pidió  se  declarase  que  el  término  de  !^0  días  porque  estaban 
recibidos  los  autos  á  prueba  empezaba  á  contarse  desde  la  fecha  en  que 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Latina,  comisionado  para  la  prác- 
tica de  la  prueba,  hizo  saber  ó  notificar  la  llegada  á  él  de  la  orden  de 
la  Sala,  cuya  declaración  se  pusiera  en  conocimiento  del  Juzgado  á  la 
brevedad  posible  á  los  fines  consiguientes;  y  la  Sata  de  vacaciones  de  la 
Audiencia  por  auto  de  7  de  Setiembre  declaró  no  haber  lugar  á  lo  que 
se  solicitaba  en  el  anterior  escrito:  que  se  practicase  la  liquidación  del 
término  de  prueba,  á  contar  desde  el  día  siguiente  de  la  notificación 
del  auto  en  qoe  se  acordó  dicho  trámite;  y  verificado,  se  diese  cuenta: 
que  puesta  diligencia  por  el  Escribano  de  haber  pasado  el  término  de 
prueba,  en  providencia  del  22  de  Setiembre  se  mandaron  unir  las  prac- 
ticadas y  en  el  día  23  el  Relator  Secretario  extendió  diligencia  ex pre-* 
siva  de  que  por  la  representación  de  Gegúndez  no  se  había  presentado 
cumplimentada  la  orden  que  se  le  entregó  ^ara  la  práctica  de  su  prue- 
ba, por  lo  que  no  constaba  que  se  hubiese  practicado  ninguna: 

Resultando  qne  después  de  otras  actuaciones,  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  por  sentencia  de  5  de  Noviembre  de  1881  confirmó,  con  las 
«ostas,  la  jel  Juez  de  primera  instancia: 

Resultando  que  D.  Manuel  Gegúodez,  como  marido  de  Doña  Ramo 
na  Pérez  Arias,  interpusojecurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  fundado,  entre  otros  motivos,  que  la  Audiencia  no  admitió  en 
el  caso  5^  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  1 
este  propósito  que  al  recurrente  se  le  habían  denegado  diligencias  de 
prueba  admisibles  segün  las  leyes,  y  que  por  su  falta  había  quedada 
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indefenso:  que  recibidos  los  satos  á  prneba  en  segunda  instanciai  por 
anto  de  M  de  Agosto  se  comunicó  al  Jaez  de  primera  instancia  del  dis* 
trito  de  la  Latina  para  qoe  practicara  las  propuestas  y  demás  que  se 
propusieren:  y  librada  al  efecto  la  oportuna  orden  a!  Juez,  no  se  noliíicd- 
la  providencia,  mandándola  guardar  y  cumplir  hasta  el  día  19  del  mls^ 
momes,  quedando  por  tanto  reducidos  á  41  ó  42  días  el  término  de  t(h 
porque  fueron  recibidos  á  prueba  los  autos:  que  las  consecuencias  de 
esto  fueron  que  debiéndose  practicar  las  pruebas  en  Lugo  y  pueblos- 
del  partido  de  Ponsagrada,  primero  que  se  libraron  los  exhortes  y  lie- 

faron  á  su  destino  ya  había  trsnscurrido  el  término  de  prueba  y  no  pn- 
ieron  ser  diligenciados,  como  tampoco  el  suplicatorio  que  se  elevó  á  la/ 
Sala  para  que  se  librase  certificación  de  la  relación  que  en  ciertos  au- 
tos existe,  dada  por  uno  délos  demandados  de  cuarenta  y  tantas  fincaa 
que  posee  y  cultiva: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  de  Ángulo: 

Considerando  que,  según  dispone  el  art.  4693  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  hi  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de. 
forma  cuando  se  deniega  cualquiera  diligencia  de  prueba  admisible  se- 
gún las  leyes,  y  cuya  falta  haya  producido  indefensión:         \ 

Considerando  que  en  el  caso  presente  no  ha  habido  denegación  de 
prueba;  el  mismo  recurrente  lo  reconoce,  y  se  considera  agraviado  por- 
que el  término  para  practicarla  se  declaró  coría  desdo  el  día  siguiente 
alen  que  se  le  notificó  el  anto,  mandando  que  la  ejecutara,  y  no  ha  te- 
nido presente  qbe  dicha  ley  en  su  art.  333  ordena  que  los  términos  se- 
empiezan  á  contar  desde  la  fecha  referida: 

Considerando,  por  tanto,  que  el  recurso  interpuesto  por  D.  Manuel 
Gegúndez  carece  de  fundamento,  porque  ni  en  la  sustanciación  del  in- 
cidente ni  en  su  resolución  se  cometió  el  quebrantamiento  de  formas- 
alegado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebtantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Manuel  Gegúndez,  como  marido  de  Doña  Ramona  Pérez  Arias,  al  que 
en  tal  concepto  condenamos  en  las  costas,  y  al  pago  de  la  cantidad  que 
debió  depositar,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase  de  fortuna^ 
se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  Corte 
la  certificación  correspondiente. — (Sentencia  publicada  el  8  de  Enero» 
'  de  4883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  49  de  Marzo  del  mismo  año.) 


Recurso  de  easeetén  (9  de  Enero  de  4883).— iSís/a  primera. — 
Pago  de  pensiones  de  ün  censo.— No  ha  lugar  al  imterpuesto  por  lor- 
testamentarios  de  Doñt  Teresa  Pla  contra  la  Abadesa  del  Monasterio  de 
San  Pedro  dn  las  Piielhs  (Aud.  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  seffün  el  art.  2®  del  decreto  de  i  S  de  Octubre  de  \  868,  las  eomu-' 
nidades  religiosae  fueron  desposeidas  de  todos  los  bienes^  rentas,  dere- 
chos y  accione»  que  les  pertenecieren,  pasando  á  la  propiedadjiel  BstH"  • 
do,  y  no  puede  obligarse  á  agüellas  corporociones  á  pagar  pensiones^ 
aunque  sean  atrasadas,  que  afectan  á  bienes  que  no  les  pertenecen, 
puesto  que  estos  son  los  responsables,  cualquiera  que  sea  el  poseedor. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  9  de  Enero  de  1883,  en  el  pleito- 
pendiente  ante  Nos  en  virt  ud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
]ey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pe— 
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dre  de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  dicha  ciudad 
por  los  testamentarios  de  Doña  Teresa  Pía  y  Nadal  y  por  D.  Mignel  Pa- 
rera  y  Gort,  y  en  so  nombre  el  Procurador  D.  Patricio  García  Alcafiíi^ 
dirigido  por  el  Licenciado  D.  Modesto  Llóreos,  con  la  Abadesa  del  Mo- 
nasterio de  San  Pedro  de  las  Pnellas,  que  no  ha  comparecido  en  est& 
Supremo  Tribunal,  sobre  pago  de  pensiones  de  un  censo. 

Resultando  que  por  ejecutoria  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
de  Barcelona  de  (9  de  Junio  de  4866  se  declaró  laical  el  patronato  fun- 
dado por  Andrés  Nadal  ó  Ignacio  Parera  en  26  de  Junio  de  1775,  adju- 
dicándose á  Doña  Teresa  Pía,  como  de  libre  disposición,  la  mitad  délos 
bienes  de  su  dotación,  reservando  la  otra  mitad  para  Miguel  Parera  y 
Cort,  y  disponiendo  que  el  Gura  Párroco  de  San  Pedro  de  las  Puellas^ 
entregase  á  Doña  Teresa  Pía  y  Nadal  los  papeles  concernientes  al  ex- 
presado patronato  y  rindiese  cuentas  del  tiempo  que  lo  había  adminis* 
trado: 

Resultando  que  requerida  en  cumplimiento  de  esta  ejecutoria  en 
ti  de  Noviembre  del  año  4869  la  Abadesa  del  Monasterio  de  San  Pedro 
de  las  Puellas  de  Barcelona  para  que  raconociera  á  Doña  Teresa  Pía  y 
Nadal  y  á  D.  Miguel  Parera  como  dueños  del  censo  de  pensión  anual 
de  67  libras  (joe  prestaba  á  la  Administracióu  de  dichos  bienes  y  qu& 
pusiese  de  manifiesto  el  último  recibo  de  las  pensiones  satisfechas,  pa- 
gando á  aquéllos  las  que  en  lo  sucesivo  venciesen,  se  certificó  por  el 
Escribano  de  cansas  pías  de  la  diócesis,  que  la  expresada  Abadesa  ha- 
bía pagado  tOl  libras  por  tres  pensiones  de  dicho  censo,  correspon- 
dientes á  los  años  d^  4836,  4837  y  4838: 

Resultando  que  incautado  el  Estado  en  el  año  1868  de  la  casa  nú* 
mero  8  de  la  ealle  Alta  de  San  Pedro  de  Barcelona,  sobre  la  cual  gra- 
vitaba el  censo  mencionado,  fué  adquirida  por  D.  José  Pujol,  sin  ^ue- 
tn  el  anuncio  para  la  venta  se  hiciera  mención  del  expresado  grava- 
men, habiendo  tenido  lugar  su  adjudicación;  á  pesar  de  haberse  recla- 
mado en  6  de  Junio  de  4870,  acordándose  por  la  Junta 'superior  de 
Ventas  que  era  de  cuenta  del  comprador  Pujol  el  abono  de  las  ponsio- 
nes  vencidas  desde  la  fecha  en  que  se  realisó  el  pago  del  primer  plazo- 
al  Estado,  y  de  cuenta  de  las  religiosas  de  San  Pedro  las  de  vencimien- 
tos de  años  anteriores  no  pagadas: 

Resultando  que  fundados  en  estos  antecedentes  los  albaceas  de  Do- 
ña Teresa  Pía  y  Nadal  y  D.  Miguel  Parera  y  Gort,  dedujeron  en  28  da 
Mayo  de  4877  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la  que  ejercitando 
la  acción  personal  conditio  ea  Uge,  y  la  mixta  de  personal  y  real,  por 
hallarse  inscrita  la  ejecutoria  en  los  Registros  de  la  propiedad^  pidie- 
ron  que  se  condenara  á  la  Abadesa  del  Monasterio* de  San  Pedro  de  las 
Puellas  al  pago  de  5.808  pesetas  33  céntimos,  importe  de  las  32  pensio- 
nes y  prorrata  á  razón  de  67  libras  al  año,  que  la  correspondía  satisfa- 
cer par  razón  de  la  casa  que  boy  poseía  D.  José  Pujol:  al  pago  de  los 
intereses  legales  desde  el  día  de  la  mora,  y  al  de  las  costas;  condenán- 
dola asimismo  á  que  constituyera  hipoteca  especial  sobre  el  terreno- 
que  en  virtud  de  permuta  con  el  antiguo  Monasterio  había  adquirido 
ia  comuiíidad  de  religiosos  de  San  Pedro  de  las  Puellas  en  el  término 
de  Sarria,  en  garantía  y  seguridad  del  importe  de  las  pensiones  objeto 
de  la  demanda: 

Resultando  que  contestándola  la  Comunidad  demandada,  reconoció 
el  hecho  de  haberla  pertenecido  la  casa  de  la  calle  Alta  de  San  Pedro» 
hasta  que  el  Estado  se  incautó  de  ella;  pero  negó  que  viniera  obligada' 
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á  satisfacer  las  pensiones  atrasadas  del  censo,  aan  cuando  fueran  ven* 
«idas  en  el  periodo  en  ooe  el  convento  poseyó,  y  con  anterioridad  por 
tanto  á  la  iocautacióo  de  la  finca  por  el  Estado,  toda  vez  qae  ésta  ha- 
bía de  entenderse  en  lo  activo  y  en  lo  pasivo:  que  el  Estado  al  incan- 
tarse  de  los  bienes  de  las  comunidades,  lo  hizo,  no  solamente  de  los  ca- 
pitales, sino  también  de  las  rentas;  y  éstas,  así  de  las  devengadas  con 
posterioridad  á  la  incautación,  como  de  las  vencidas  con  anterioridad 
que  no  hubieran  sido  percibidas:  que  en  el  juicio  en  que  se  declaró  el 
derecho  de  los  demandantes  no  fué  parte  el  convento;  y  además  la  eje- 
cutoría en  él  recaída  se  limitó  á  declarar  de  un  modo  abstracto  el  de- 
recho de  los  actores,  relativamente  i  los  bienes  que  formaban  la  dota- 
ción del  patronato;  y  que  la  decisióa  de  la  Junta  superior  de  Tentaf 
fué  dictada  en  un  expediente  en  que  sólo  eran  partes  los  actores  y  el 
comprador  de  la  finca,  pero  no  la  demandada,  que  no  se  consideraba 
por  tanto  obligada  por  la  decisión  de  aquélla,  mucho  menos  no  habién- 
dole sido  notificada;  y  oponiendo  por  todo  á  la  demanda  la  excepción 
Mn^  aetione  agii  y  las  demás  que  se  derivan  de  los  hechos  expuestoi« 
pidió  se  le  absolviese  de  ella,  coik  reeerva  á  los  demandantes  del  dere- 
cho que  creyeren  les  asistía  para  reclamar  las  pensiones  del  censo  de 
que  sé  trataba  de  quien  correspondiera,  condenándoles  al  pago  dé  laa 
costas: 

Resultando  que  los  demandantes  replicaron,  sosteniendo  que  la  Co- 
munidad se  hallaba  obligada  al  pago  de  las  pensiones  demandadas, 
porque  así  como  percibió  los  réditos  de  la  finca, era  lógico  gue cumplie- 
ra sus  cargos,  y  además  poraue  el  Estado  no  debía  cumplir  obligaeío  • 
nes  que  debian  estar  cumplidas  en  la  época  de  la  incautación;  y  que 
comunicados  los  autos  al  Ministerio  fiscal  á  petición  de  los  actores,  por 
ei  algún  interés  pudiera  tener  el  Estado,  loa  devolvió  manifestando 
que  no  debía  tomar  parte  en  ellos  por  no  hallarse  apurada  la  vía  gu- 
bernativa: 

Resultando  que  suministrada  por  la  parte  actora  prueba  de  posicio- 
nes, no  habiéndose  cotejado  los  documentos  que  presentó,  por  haber 
prestado  para  ello  su  asentimiento  la  demandada,  dictó  sentencia  el 
Juez  de  primera  instancia,  y  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Rarcelona  la  revocó  en  48  de  Marzo  de  1882,  absolviendo  de 
la  demanda  á  la  Abadesa  del  Monasterio  de  San  Pedro  de  las  Fuellas, 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  qne  los  testamentarios  de  Doña  Teresa  Pía  y  Nadal  y 
D.  Miguel  Parera  y  Gort  interpusieron  recurso  de  casación  por  haberse 
infringido  á  su  juicio: 

1®  Las  leyes  10,  Dif;esto  De  probationibus,  T,  Código  eod9m  y  S% 
tít.  44,  Partida  3%  en  que  se  dispone  que  envido  el  demandado  alega 
bechos  ó  circunstancias  que  invaliden  en  todo  ó  en  parte  la  acción  de- 
ducida, será  de  su  cargo  la  prueba  de  l&s  excepciones,  y  de  otro  modo 
deberá  fallarse  el  negociocomo  si  no  se  hubiera  deducido  la  excepeción, 
pues  la  sentencia  absolvía  á  las  religiosas  por  los  motivos  aducidos  en 
sus  escritos,  si  bien  dándoteles  un  alcance  mayor  é  inconveniente,  sin 
tener  en  cuenta  que  aquéllas  no  practicaron  prueba  alguna  en  apoyo 
de  sos  afirmaciones: 

V  El  decreto  de  48  de  Octubre  de  4868,  citado  en  la  sentencia,  su- 
puesto que  ésta  consideraba  que  la  Comunidad  fué  comprendida  en  sus 
disposiciones,  sin  que  las  religiosas  hubieran  demostrado  estarlo,  acre- 
ditando, ya  la  extinción  á  qne  se  contraía  el  art.  4^,  ya  la  reducción  4 
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^ne  se  referia  el  5^  con  resneeto  ¿  las  Gomanidades  que  quedaron  sab  * 
sistemes  por  la  ley  de  29  de  Jalio  de  1837;  siendo  de  notar  el  heeho 
constante  en  los  antos  de  que  las  religiosas  de  San  Pedro  de  las  Pae- 
llas, después  de  publicado  y  llevado  á  efecto  el  referido  decreto,  ha- 
bían conservado  bienes  sobre  los  cuales  podían  hacerse  efectiva  sat 
obligaciones: 

3®  £1  art.  10  de  la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  16  de  Noviembre 
de  1888,  citado  también  en  la  sentencia,  en  que  se  previene  que  la  in-^ 
oautación  de  los  edificios  y  terrenos  de  que  tratan  las  disposiciones  an- 
teriores tendrá  lugar  sin  perjuicio  de  los  derechos  que  las  corporaciones 
iocales  pudiesen  deducir,  fundadas  en  títulos  legítimos,  ó  de  redama- 
ciones de  otra  clase,  que  el  Gobierno  apreciaría  y  resolvería  en  cada 
caso  particular,  con  referencia  á  la  decisión  adoptada  por  la  Junta  su- 
perior  de  Ventas,  la  cual,  como  todas  las  que  se  relacionaban  con  la 
desamortización,  eran  del  resorte  de  la  Administración  activa,  y  al  Po- 
der judicial  sólo  le  cumplía  hacerla  respetar  y  respetarlas,  cuando  se 
las  aducía  como  título  fustifieativo  de  un  derecho  civil; 

Y  4®  La  ley  7"^  DepnbHeanis  et  uetiaaMus;  la  23  Dígesto  De  regur 
lis  jwis;  la  11,  17,  ti  y  2S  Digesto  De  novationibus;  la  última  Có- 
digo De  novationibus,  y  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  7 
4t  Diciembre  de  1859,  30  de  Octubre  de  1860,  9  de  Marzo  de  1864*3 
de  Febrero  de  1862,  17  y  18  de  Marzo  y  16  de  Octubre  de  1863  y  28 
de  Mayo  de  1864,  citadas  en  el  fallo  de  primera  instancia;  porque  re- 
conocido el  principio  de  que  al  demandado  le  incumbe  la  prueba  de 
sus  afirmaciones,  si  no  la  practica,  debe  faltarse  en  negocio  como  si  no 
se  hubiera  deducido  la  excepción,  que  era  lo  que  había  debido  hacer 
.  la  sentencia  en  este  caso: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey: 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  ley  alguna  de 
las  que  á  este  propósito  se  citan,  porque  precisamente,  según  el  ar- 
tículo 2^  del  Decreto  de  18  de  Ostobre  de  1868,  las  Comunidades  reli- 
giosas fueron  desposeídas  de  todos  los  bienes,  rentas,  derechos  y  ac- 
ciones que  les  pertenecieren,  pasando  á  la  propiedad  del  Estado,  y  no 
puede  obligarse  ¿  aquellas  corporaciones  á  pagar  pensiones,  aunque 
sean  atrasadas,  que  afectan  á  bienes  que  no  les  pertenecen,  puesto  que 
óstos  son  los  responsables,  cualquiera  que  sea  el  poseedor; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
curso  de  casación  interpuesto  por  los  testamentarios  de  Doña  Teresa 
Pía  y  Nadal  y  D.  Miguel  Parera  y  Cort,  á  quienes  condenamos  en  las 
costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspon- 
diente, con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — (Sentencia 
pnblicada  el  9  de  Enero  de  1883,  é  inserta  en  la  Goleta  de  4  de  Agosto 
del  mismo  afio.) 

8 

Reearso  de  casaeión  (9  de  Enero  de  i%%2),^Sala  segunda» — 
Abono  de  daños  y  periuigios. ^Ha  lagar  en  parte  al  interpuesto  por 
la  razón  social  J.  Roca  y  Compañía  con  D.  Tomás  Maristany  y  otros 
(Audiencia  de  la  Goruña),  y  se  resuelve: 

4^  Q,ne  si  atendidos  los  mériios  del  eapedieníe  instruido  por  la  Au^ 
toridad  de  Marina  y  el  resultado  de  las  pruebas  practicadas  en  los  au- 
Xos,  es  indudable  la  existencia  del  daño  sufrido  por  un  tapor  al  embes" 


Digitized  by 


Google 


S8  JUBI8PRUDJGNCU  GIVIL 

tir  contra  el  Cedatoó  aparato  de  pesca  q%e  e$taba  colocado  á  la  boca  dt^ 
%n  puerto^  cuyo  sueeeo  tuvo  lugar  por  impericia  ó  descuido  del  Capi^ 
tan  de  dicho  buque,  éste  por  lo  tanto  es  responsable  de  los  perjuicios 
que  ocasionara  el  siniestro^  sin  que  al  declararlo  asi  la  sentencia  recu- 
rrida infrinja  los  artículos  934  y  935  del  Código  de  Comercio  en  su  nú» 
mero  Ti 

S®  Que  dicha  responsabilidad  no  iss  extensiva  al  naviero^  puesto  que 
no  debiendo  calificarse  el  referido  daño  de  averia  en  la  acepción  legal 
de  esta  palabra  por  no  referirse  al  buque  ni  d  su  cargamento^  y  reco^ 
nocida  la  culpa  del  Capitán  en  los  términos  que  quedan  expresados , 
hay  que  comprender  dicho  daño  entre  los  excesos  á  que  alude  el  articu- 
lo 624  del  Código  de  Comercio,  cuya  disposición  releva  en  toles  casos  al 
naviero  de  toda  responsabilidad;  mediante  lo  cual,  al  no  estimadlo  asi 
la  sentencia  recurrida,  infringe  dicho  texto  legal; 

F3*  Que  no  existiendo  daño  que  pueda  apreciarse,  no  procede  con- 
denar á  su  indemnización. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Enefo  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Goruña  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  dicha  cindad  por  D.  Tomás  y  Don 
Benito  Maristany  y  Perrer,  del  comercio  de  la  misma,  y  D.  Juan  Mora- 
les Paseiro,  pescador  y  maestro  del  aparejo  nomdrado  Cedazo»  de  pro- 
piedad de  los  armadores  Maristaoy  y  hermano,  por  s(  y  en  representa- 
ción de  Pascual  Alvarez  Páez  y  otros  basta  el  número  de  39  marineros 
pescadores,  ocupados  en  dicho  aparejo,  representados  todos  por  el 
Procurador  D.  Daniel  Doce,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Eugenio 
Montero  Ríos,  con  D.  Aquilino  Vinjoy  y  Martínez,  Capitán  del  vapor 
Molina,  y  la  razón  social  J.  Roca  y  compañía,  de  Barcelona,  armado- 
res  de  dicho  buque,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  José  María  Agai» 
rre,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  Faustino  Rodríguez  San  Pedro,  so- 
bre abono  de  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  Juan  Morales  Paseiro  y  otros  hasta  el  número  de  89^ 
matriculados  de  mar,  y  de  oflcio  marineros,  dedicados  en  tal  concepto 
á  las  faenas  de  la  pesca,  y  la  razón  social  Maristany  y  hermano,  due- 
ños de  una  fábrica  de  salazón  y  de  uno  de  los  aparejos  denominado 
Cedazo  ó  cerco  real,  otorgaron  en  S9  de  Julio  de  1876  escritura  de 
contrata  para  la  .pesca  de  la  campaña  ó  cosecha  del  referido  año,  que 
debía  empezar  en  el  mes  de  Agosto  del  mismo  y  concluir  en  Enero  de 
4877;  obligándose  los  dueños  del  Cedazo  á  recibir  toda  la  sardina  qu» 
se  cogiese^  que  pagarían  á  los  pescadores  al  precio  que  convinieron,  re- 
partiéndose ios  productos  de  cada  lance  por  mitad  entre  los  aparejos  y 
la  gente  y  sus  embarcaciones,  habiendo  de  entregar  los  armadores 
mensual  mente  á  cada  uno  de  los  contratantes  47  pesettae  y  media,  de 
que  serían  reintegrados  con  la  tercera  parte  de  las  ganancias  de  ellos, 
cuya  suma  no  podían  reclamar  si  no  llegasen  á  cubrir  el  adelanto: 

Rssultando  que  tendidos  los  aparejos  en  la  noche  del  t  de  Noviem- 
bre de  dicho  año  en  las  aguas  de  la  rada  del  puerto  de  la  Coruña  y 
pontos  designados  para  la  pesca,  y  cuando  según  se  consigna  en  la  de- 
manda estaba  ya  presa  y  encerrada,  salió  del  puerto  sin  práctico  el  va« 
por  español  Molina^  perteneciente  á  la  Sociedad  J.  Roca  y  compañía,. 
de  Barcelona,  y  dirigiéndose  sobre  el  Cedazo,  á  pesar  de  haber  luna 
clara,  estar  encendidas  las  luces  de  las  valizas  y  haberse  dado  por  la 
gente  de  los  botes  y  lanchas  de  aparejo  diferentes  voces  de  aviso,  le 
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arremetió  y  rasgó  de  arriba  abajo  en  ona  exteosión  de  40  brazas, 
abriendo  un  portiiio  por  el  qne  se  marchó  todo  el  pescado  que  aqtiellos 
contenían: 

Resaltando  qoe  instruido  el  oportnno  expediente  por  la  Autoridad 
de  Marina  en  averiguación  de  los  hechos  ocurridos  y  sus  causas,  ter* 
minada  la  información,  se  oyó  al  Fiscal,  el  cual,  fundado  en  que  el  va- 
por Rivera,  que  salió  después  que  el  Molina^  io  hizo  sin  causar  daño 
alguno  por  la  facilidad  y  franquicia  que  había  para  practicaa  la  salida; 
que  desde  el  vapor  Molina  debieron  oirse  las  voces  que  se  daban  por 
ia  gente  del  Cedazo  y  demás  embarcaciones  menores  que  allí  había,  y 
que  el  Capitán  de  un  boque  que  salía  de  un  puerto  de  noche  y  sin 
práctico  asumía  sobre  sí  la  responsabilidad  de  todos  los  actos  que  pu- 
dieran originarse  en  la  nsvegación,  foé  de  parecer  que  el  buque  que 
bahía  causado  la  averia  en  el  Cedazo  no  era  otro  que  el  vapor  Molina, 
Capitán  D.  Aquilino  Yinjojí;  debiendo  ser,  por  io  tanto,  responsable  á 
los  daños  y  perjuicios  causados:  que  en  el  mismo  sentido  opinó  la  Jun- 
ta de  Capitanes  ó  Pilotos  mercantes,  convocada  y  presidida  por  el  Co- 
mandante de  Marina,  y  que  remitido  el  expediente  al  Capitán  general 
del  Departamento,  oído  el  Auditor  y  conforme  con  su  dictamen,  se  de- 
claró terminado  por  lo  que  tocaba  á  la  jurisdicción  de  Marina,  prestán- 
dole su  aprobación: 

Resultando  que  fundados  en  estos  hechos,  dedujeron  D.  Juan  Mo- 
rales Paseiro,  por  si  y  en  representación  de  los  demás  marineros  y  la 
razón  social  Maristany  y  hermano  en  28  de  Marzo  de  4878,  la  demanda 
objeto  ie  estos  autos  para  que  se  condenase  á  los  armadores  ó  navie- 
ros del  vapor  español  Molina,  juntamente  con  su  Capitán  D.  Aquilino 
Vinjoy  y  cada  uno  de  ellos  tn  solidunty  á  pagar  á  ios  demandantes:  pri- 
mero, la  cantidad  de  2.366  rs.,  equi/alentes  á  579  pesetas,  valor  del 
daño  causado  en  el  aparejo  de  pesca  ó  Cedazo  perteneciente  á  la  casa 
de  Mristany  y  hermano;  segundo,  la  de  54.000  rs.,  equivalentes  á 
13.50»  pesetas,  en  que  apreciaban  el  valor  de  la  sardina  perdida  por 
consecuencia  de  la  avería  cansada  por  dicho  buque,  ó  bien  la  suma  que 
á  faltado  conformidad  de  los  interesados  señalasen  los  peritos  nombra» 
dos  con  arreglo  á  las  leyes;  tercero,  ia  de  60.000  rs.^  equivalentes 
á  45.000  pesetas,  en  que  apreciaban  el  perjuicio  ó  menoscabo  causado 
á  la  casa  de  Maristany  l^rmano,  por  habérsela  privado  de  la  adquisi- 
ción de  dicha  sardina,  según  contrata,  y  de  su  venta  á  los  precios  co- 
rrientes, ó  bien  la  suma  que  á  falta  de  conformidad  de  los  interesados 
señalasen  los  peritos  nombrados  en  la  forma  anterior;  y  cuarto,  que  se 
condenase  expresamente  á  los  demandados  en  todas  tas  costas: 

Resultando  que  el  Capitán  del  vapor  D.  Aquilino  Vinjoy  y  la  razón 
social  J.  Roca  y  compañía  impugnaron  la  demanda,  negando  en  el  es- 
crito de  contestación  y  en  el  de  duplica  que  fueran  exactos  los  hechos 
de  la  misma,  así  en  lo  relativo  á  que  el  vapor  Molina  hubiera  destruido 
ó  roto  el  aparejo  de  pesca,  como  en  cuanto  á  los  demás  detalles  que 
afirmaba:  que  el  vapor  Molina,  lo  mismo  que  el  Rivera,  salieron  del 
puerto  como  lo  hacían  todos  los  buques  de  su  clase,  con  el  rumbo  que 
requerían  los  puntos  de  sus  respectivos  deslinos:  que  según  la  versión 
de  los  demandantes,  ni  uno  ni  otro  vapor  chocaron  á  la  salida  del 
puerto  con  embarcación  alguna  de  pesca  ni  de  otra  clase  ni  con  los  fa- 
roles que  decían  tañer  encendidos:  que  los  demandantes  no  hicieron 
protesta  alguna  dentro  de  las  24  horas  siguientes  á  la  en  que  suponían 
ocurrió  el  accidente,  ni  se  hizo  requerimiento  al  Capitán,  ui  se  propuso 
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la  demanda  judicial  en  el  Urmino  pef«ntorio  de  dos  meses,  como  de» 
biera  haberse  efeetaado  para  qne  no  se  eitíngoiera  la  aeeión  qoe  se 
ejercitaba;  y  que  negaban  sa  asentimiento  á  la  eertíficaoión  del  expe- 
diente instruido  por  la  Antoridad  de  Marina  y  al  expediente  mbmo 
por  su  notoria  nulidad: 

Resultando  que  suministrada  por  las  partes  prueba  de  documentos, 
testigos  y  peritos,  y  susianciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Safa  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Goruña  dictó  sentencia  en  9  de  Mayo 
de  1882,  confirmatoria,  con  las  costas  de  la  del  Juez  inferior,  conde- 
nando mancomunada  y  solidariamente  á  D.  Aquilino  Yinjoy,  Capitán 
del  vapor  Molina,  y  á  la  razón  social  de  Barcelona  J.  Roca  y  compañía, 
á  pagar  al  Maestre  Juan  Morales  Paseiro  y  consortes  y  á  la  Sociedad 
Maristany  y  hermano  2.316  reales,  importe  del  perjuicio  causado  en  la 
red  ó  aparejo,  y  además  50.400  reales,  valor  de  la  indemnización  por  el 
perjuicio  que  les  ocasionó  la  sardina  fugada  de  dicha  red  <^  aparejo 
cuando  fué  roto  por  el  vapor  Molina^  con  deducción  de  S70  reales  de 
la  sardina  mallada,  de  (]ue  se  aprovecharon  los  demandantes;  ordenan- 
do que  en  cuanto  á  la  indemnización  de  perjuicios  que  reclamaban  de 
la  Sociedad  Maristany  y  hermano  por  la  pérdida  de  las  utilidades  que 
la  sardina  fugada  les  hubiera  rendido,  se  practicase  por  peritos  de 
nombramiento  de  las  partes  y  tercero  en  caso  de  discordia  una  liquida- 
ción de  las  atilidedes  en  efectivo,  con  descuento  de  la  salazón,  limpieza, 
prensaje,  tonelaje  y  demás  operaciones  que  habiera  qne  efectuar  hasta 
su  t^nta,  y  cuyo  importe  líquido  le  seria  satisfecho  por  los  demanda- 
dos, á  quien  se  condenaba  en  todas  las  costas: 

Resultando  que  la  razón  social  de  Barcelona  J.  Roca  y  compañía  y 
el  Capitán  del  vapor  D.  Aquilino  Vinjoy  y  Martínez  interpusieron  re- 
curso de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

i^  fil  art.  933,  núm.  V,  del  Código  de  Comercio,  considerado  el  he- 
cho como  un  abordaje,  conforme  hicieron  los  demandantes  y  la  Sala 
sentenciadora,  en  el  concepto  de  haber  dejado  de  aplicarse,  á  pesar  de 
qne  debía  haberlo  sido  con  respecto  á  Roca  y  compañía;  porque  de  di- 
cho abordaje  respondería  el  Capitán  del  buque  en  el  caso  de  sor  culpa- 
ble, pero  de  ningfún  modo  aquéllos,  puesto  que  no  habían  sido  los  au- 
tores del  hecho,  en  armonía  también  con  la  doctrina  establecida  sobre 
el  abordaje  por  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  5  y  S6  de 
Enero  del  año  último: 

2*  £1  art.  624  del  mismo  Código,  aun  cuando  aquel  suceso  no  se  ca- 
lificase de  abordaje,  puesto  que  no  habiéndose  producido  el  daño  en 
las  aguas  de  la  Coruña  por  los  actos  de  Roca  y  compañía^  que  se  ha- 
llaban en  Barcelona,  pesaría  la  responsabilidad  que, acaso  resultara  de 
aquel  hecho  sobre  el  Gapitan  del  vapor  Molina^  y  no  sobre  la  casa  ar- 
madora»  que  no  respondía,  con  arreglo  á  la  terminante  prescripción 
de  dicho  artculo,  de  los  excesos  de  cualquier  clase  que  fueran  oue  co- 
metiera el  Capitán  que  iba  al  frente  de  la  nave;  doctrina  que  se  nallaba 
corroborada  por  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  citadas  en  el 
fundamento  anterior: 

3®  £1  art.  934  y  el  935  en  su  núm.  7^  ya  citado  de  dicho  Código  de  Co- 
mercio, en  lo  relativo  á  la  condena  de  que  había  sido  objeto  D.  Aquilino 
Yinjoy,  porque  no  le  cabía  responsabilidad  alguna,  en  atención  á  haberse 
producido  el  daño  sin  su  culpa;  debiendo  en  su  consecuencia  haberse 
aplicado  en  la  sentencia  el  principio  consignado  en  dichos  artículos,  que 
declaraban  no  indemnizable  el  daño  que  resultase  sin  culpa  para  nadie, 
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il«biendo  ««frírle  el  doeño  de  las  cosas  en  que  se  hubiera  e](Derimenta- 
á»,  coaforme  á  la  regla  común  de  derecho,  asimismo  infringida,  de  qne 
pereeen  en  general  para  sos  daeños  ó  propietarios: 

i®  La  doctrina  jurídica  que  se  desprende,  especialmente  de  la  senten- 
cia de  este  Supremo  Tribunal  de  29  de  Abril  de  i876,  relativa  á  que  la 
indemnización  de  perjuicios  se  limita  á  los  que  son  consecuencia  nece* 
sarhi  é  inmediata  d^^l  daño  cansado,  consignada  j[a  en  .la  ley  21,  párra- 
fo tercero,  tít.  1®,  libro  19,  del  Digesto,  é  infringida  aun  en  la  inadmi- 
sible hipótesis  de  ser  en  algún  modo  responsable  del  siniestro  cualquie- 
ra de  los  recurrentes,  por  el  concepto  de  que  no  debió  la  sentencia  ex- 
tender tal  indemnización  á  la  del  peseado  que  pudieron  haber  cogido  en 
t  de  Noviembre  de  1876  los  tripulantes  del  Cedazo  por  ser  incierto  y 
eventual;  siendo  errónea  la  aplicación^de  la  ley  17,  tit.  18,  Partida  3\ 
invocada  en  la  sentencia,  por  cuanto  los  referidos  tripulantes  no  habían 
preso,  es  decir,  adquirido  mediante  ocupación  material  el  aludido  pes- 
eado, que  ni  siquiera  habían  extraído  á  la  superficie  del  mar: 

5^  Las  leyes  3"^  y  16»  tít.  22,  Partida  3^  y  2%  tít.  16,  libro  11  de  la 
Novísima  Recopilación,  con  arreglo  á  las  cuales  y  á  la  1^  tít.  1i,  Parti- 
da 3^,  deben  fallarse  los  pleitos  según  lo  alegado  y  probado;  doctrina 
mantenida  en  el  art.  1592  de  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  toda 
ves  que  com|[)arando  los  mismos  documentos  traídos  al  pleito  por  la 
]»arte  contraria,  en  ane  se  relacionaba  la  cantidad  de  sardina  cogida  en 
toda  una  cosecha  y  la  utilidad  reportada  por  los  pescadores  con  los  tér- 
minos de  la  indemnización  indicada  en  el  anterior  motivo,  resultaba, 
según  la  sentencia  recurrida,  que  en  pocas  horas  de  un  solo  día  debían 
haber  cogido  los  demandantes  un  número  de  sardinas  y  obtenido  una 
ganancia  aproximadamente  igual  ó  poco  menos  que  la  correspondiente 
á  todo  el  resto  de  la  cosecha;  lo  cual  era  un  absurdo: 

6^  La  doctrina  expresada  en  la  cuarta  de  las  infracciones  alegadas, 
al  eondenar  á  los  recurrentes  á  indemnizar  á  Maristany  y  hermano  de 
las  utilidades  que  pudieran  haber  tenido  con  la  venta  de  la  sardina,  que 
ui  siquiera  llegaron  á  entregarles  los  tripulantes  del  Cedazo,  toda  vez 
que  no  existiendo  ninguna  rf^lacíón  jurídica  entre  el  Capitán  y  Roca  y 
compañía  y  los  hermanos  Maristany,  no  serían  nunca  los  primeros, 
cualquiera  que  fuese  la  apreciación  de  los  demás  fundamentos  del  re- 
curso, responsables  de  las  ganancias  ó  de  las  pérdidas  que  hubiesen  po*- 
dido  tener  los  referidos  Maristany,  las  cuales  además  eran  completa- 
mente inciertas  y  eventuales: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 
Considerando  que  atendidos  los  n^éritos  del  expediente  instruido  por 
)a  Autoridad  de  Marina  y  el  resultado  de  las  pruebas  practicadas  en  es- 
tos autos,  es  indudable  la  existencia  del  daño  sufrido  por  el  vapor ilío- 
lina  al  embestir  contra  el  Cedazo  ó  aparato  de  pesca  que  bajo  la  direc- 
ción del  Maestre  Juan  Morales  estaba  colocado  á  la  boca  del  puerto  de 
la  Coruña  en  la  noche  del  2  de  Noviembre  de  1876,  cuyo  suceso  tuvo 
lugar  por  impericia  ó  descuido  del  Capitán  de  dicho  buque,  quien  por 
lo  tanto  es  responable  de  los  perjuicios  que  ocasionara  el  siniestro,  sin 
que  al  declararlo  asi  la  sentencia  recurrida  infrinja  los  artículos  del 
tJódigo  de  Comercio  que  se  citan  en  el  tercer  motivo: 

Considerando  que  dicha  responsabilidad  no  es  extensiva  á  la  razón 
social  J.  Roca  y  compañía,  de  Barcelona,  en  su  calidad  de  naviera, 
puesto  que  no  debiendo  calificarse  el  referido  daño  de  averia  en  la 
.acepción  legal  de  esta  palabra  por  no  referirse  al  buque  ni  á  su  carga*^ 
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mento«  y  reconocida  la  colpa  del  Capiián  Yiojoy  en  los  lérmiiiofl  qoe  ^né 
dan  expresados,  hay  qae  comprender  dicho  daño  entre  los  excesos  á  qne- 
alnde  el  art.  624  del  Código  de  Comercio,  coya  disposición  releva  en 
tales  casos  al  naviero  de  toda  responsabilidad,  mediante  lo  enal,  al  no 
estimarlo  así  la  sentencia  recorrida,  infringe  dicho  texto  legal,  citado 
en  el  segundo  fundamento  del  recurso: 

Considerando,  respecto  á  la  cuantía  de  los  daftos  y  perjuicios  re'cla- 
mados,  que  si  bien  puede  desde  luego  determinarse  el  importe  de  los 
ocasionados  en  la  red  ó  aparejo  que  rompió  el  vapor  Molina^  como  apa- 
rece de  la  sentencia  impugnada,  no  sucede  ío  mismo  en  cuanto  á  la  sar- 
dina objeto  de  la  pesca,  por  no  estar  aún  aprehendida  y  asegurada  para 
los  demandantes  toda  la  que  hubiera  en  el  Cedazo  en  los  momentos  de 
la  embestida  de  dicho  boque,  por  cuya  razón  carece  de  sólido  funda- 
mento la  valoración  de  este  daño  y  perjuicios  consigaientes  que  esta* 
blece  el  fallo  recurrido,  el  cual  por  lo  tanto  infringe  la  doctrina  legal 
que  se  invoca  en  el  cuarto  motivo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recorso 
de  casación  interpuesto  pqr  la  razón  social  J,  ñoea  y  Compañía,  de  Bir-^ 
celona,  y  D.  Aquilino  Vinjoy  Martínez,  contra  la  sentencia  que  en  9  de 
Mayo  de  18811  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en 
cuanto  por  ella  se  condena  á  la  referida  razón  social  J.  Koca  y  compa- 
ñía á  que  mancomunada  y  solidariamente  con  el  Capitán  del  vapor  Mo- 
lina D.  Aquilino  Vinjoy  pague  é  los  demandantes  las  cantidades  que  se 
mencionan,  y  se  fija  en  50.400  rs.  el  valor  de  la  sardina  fugada  de  la  red 
cuando  ésta  fué  rota  por  el  expresado  boque,  con  lo  demás  que  se  or- 
dena para  la  apreciación  de  los  perjuicios  que  por  pérdida  de  utilidades 
declara  dicha  sentencia  haber  sufrido  la  Sociedad  íiarittany  hermanos, 
en  cuyos  únicos  extremos  casamos  y  anulamos  la  mencionada  sentencia» 
'  y  no  ha  logar  á  dicho  recurso  en  los  demás  que  comprende,  y  devuél- 
vase á  los  recurrentes  el  depósito  constituido. — (Sentencia  publicada  el 
^  de  Enero  de  1883,  é  inserta  en  la  Gae$ía  de  6  de  Agosto  del  mismo 
ai^o.) 

9 

Reeariso  de  casación  (9  de  Báero  de  l883).-*iS'<i¿<t  primera. — 
Entrbga  db  epeotos  pÚBLiGog.-^No  ha  logar  al  interpuesto  por  la  So- 
ciedad Qrédilo  Navarro  con  los  Síndicos  del  concurso  de  D.  José  Anto  - 
nlo  Arislt  (Aud.  ie  Pamplona),  y  se  resuelve: 

i^  ^ue  conforme  áíalep  i{^  lit.  i 3,  Partida  5%  el  acreedor  no  pue- 
de vender  la  prenda  que  se  le  hubiese  dado  en  garantía  del  préstamo  al 
vencimiento  del  plato,  si  no  se  ha  pactado  esta  facultad  expresamente 
en  el  contrato,  y  aun  en  este  caso^  dicha  leif  ezigeque  las  enijenaeiones 
á  que  respectivamente  se  refieren  sean  hechas  con  ciertas  for  ualidades; 
y  por  tanto,  la  sentencia  al  declarar  nula  la  venta  htch%  sin  ellan  con 
arreglo  i  la  ley  i^  del  mismo  Ululo  y  Partida^  no  infringe  dicht  ley, 
ni  lat  I'  y  t*.  lit.  29.  libro  8*  del  Oó ligo  de  Juftiniano  re/ormaiat  por 
el  art.  37  de  la  ley  de  BoUa  de  8  de  Febrero  de  18  )4;  la  de  30  de  Mano 
de\%^\,en  su  art,  h^  y  el  art.  4**  del  decreto  de  \  i  de  Buró  de  \ 869: 

2^  Q,ue  tampoco  infringe  las  leyes  del  til.  30,  libro  8^  del  Código  de 
Justiniano,  puesto  que  tratándote  de  restituir  i  una  m%ta  concursada 
valores  que  á  ella  pertenecen^  los  Slniicos  dímandantes  tienen  tjdas 
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^as  acMQnes  que  por  derecho  corresponderían  al  eoncurtado  y  lai  q%$ 
^or  la  ley  lee  competen  por  ratón  de  eu  cargo\ 

F3°  QMno  es  de  estimar  el  molino  de  casación  que  se  dirige  contra 
los  razonamientos  de  la  smtinda. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Enero  de  18B3,  en  los  aatos 
seguidos  en  ei  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pamplona  y  en  la  Sala 
de  justicia  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  los  Síndicos  del 
encorio  voluntario  de  acreedores  de  D.  José  Amonio  Aristi  con  la  So- 
ledad Crédito  Navarro^  domiciliada  en  dicha  ciudad,  sobre  entrega  de 
^arias  acciones  y  efectos  públicos  y  pago  de  cantidades;  autos  que  pen- 
den ante  Nos  en  virtud  de  recurso  ce  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  é  nombre  de  la  Sociedad  Crédito  Navarro  por  el  Procura- 
ídor  D.  Manuel  María  Villar,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Esta- 
nislao Figueras;  habiendo  representado  y  defendido  á  los  Síndicos  del 
concurso  de  Aristi  el  Procurador  D.  iosó  Oareia  Noblejas  y  el  Licencia- 
do D.  Manuel  Pedregal  y  Cañedo: 

Resultando  que  e.i  los  autos  de  concurso  voluntario  de  D.  José  An- 
tonio Aristi  se  dedujo  por  la  comisión  gestora  nombrada  en  junta  ge- 
neral de  acreedores  una  reclamación  contra  la  Sociedad  mercantil  de- 
nominada Crédito  Navarro  para  que  ésta  entregase  á  los  Síndicos  del 
concurso  75  acciones  de  la  misma  Sociedad  y  otros  efectos  públicos  de- 
positado» judicialmente  en  su  poder  y  á  su  instancia  y  pertenecientes 
al  concursado,  y  de  no  ser  esto  posible  el  valor  total  de  las  mismas  y 
los  dividendos  y  productos  vencidos  y  no  satisfechos  al  día  de  la  liqui- 
dación y  entrega,  tomando  á  cuenta  48.000  reales,  según  lo  acordado 
'  en  el  estado  de  deudas  y  graduación  de  acreedores  formada  por  la  co- 
misión del  mismo  concurso,  y  que  se  dispusiera  el  camplimiento  de 
una  providencia  de  20  de  Diciembre  de  1880,  por  la  que  se  mandaba  la 
entrega  de  esos  valores:  que  acordado  por  el  Jnes  que  se  proveería 
cuanoo  la  parte  instante  manifestase  la  acción  que  ejercitaba,  la  citada 
comisión  gestora  presentó  nuevo  escrito,  en  el  que  ampliando  la  de- 
manda, expuso:  que  ejercitando  la  acción  de  nulidad  de  la  venta  de  las 
referidas  acciones  y  efectos  públicos  realizada  por  la  Sociedad  deman- 
dada y  la  personal  correspondiente,  deducía  por  los  fundamentos  ale« 
gados  demanda  ordinaria  de  mayor  cuantía  contra  la  expresada  Socie- 
dad, formándose  en  su  virtud  pieza  separada  para  conocer  de  dicha  re- 
clamación,  y  que  reproducía  los  hechos  y  fundamentos  de  su  anterior 
escrito,  á  saber:  que  en  21  de  Julio  de  1870  el  Administrador  del  Cré*. 
dito  Navarro  solicitó  el  embargo,  además  de  otros  bienes  de  D.  José  An- 
tonio  Aristi,  del  dinero,  valores,  papeles  y  libros  que  se  encontrasen 
en  8U  escritorio  y  habitación,  como  así  se  acordó  en  26  del  propio  mes 
y  año:  que  á  petición  del  mismo  Administrador,  en  4  de  Agosto  siguien- 
te se  abrió  la  cartera  de  Aristi,  en  la  cual  figuraban  los  resguardos  de 
las  75  acciones  y  demás  efectos  objeto  de  la  reclamación  de  los  autos, 
cuyos  documentos  por  acuerdo  de  los  asistentes  se  unieron  á  la  pieza 
de  embargo:  que  en  el  mes  de  Mayo  de  1874  dirigió  desde  Méjico  Don 
José  Antonio  Aristi  al  Juzgado  un  oficio  preserUándose  en  concurso, 
oficio  que  se  recibió  en  19  de  Julio  del  mismo  año,  y  al  siguiente  día  se 
libró  exhorto  á  Méjico  parala  ratificación  del  concursado;  exhorto  que 
no  se  devolvió  hasts  el  7  de  Marzo  de  1873,  y  en  15  de  los  mismos  mes 
y  año  se  declaró  á  Aristi  en  concurso  voluntario,  ratificándose  el  em 
bargo  practicado  en  la  causa  que  contra  él  se  siguió  á  petición  del  Cré- 
dito Navarro,  quedando  afectos  los  bienes  embargados  en  primer  tér- 
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mino  á  la  responsabilidad  del  proceso,  y  después  á  &Qbrir  sus  deudas^ 
por  el  orden  legal:  qae  en  ÜO  de  Marzo  de  1878  convinieron  los  aereedo 
res,  y  entre  éstos  el  apoderado  del  Crédito,  en  transi^^ir  las  caestione» 
pendientes  en  la  forma  qne  se  determinó:  qne  sobreseída  en  i^  de  Mvyo 
de  1880  la  causa  seguida  contra  Aristi  por  fallecimiento  de  éste,  se 
acordó  qne  la  píesa  de  embargo  se  uniese  definitivamente  al  concursa 
y  los  valores  embargados  á  petición  del  Crédito  y  depositados  en  la 
misma  Sociedad,  spgün  aparece  de  los  resguardos,  continuaron  en  ese 
estado  hasta  el  día  20  de  Diciembre  del  mismo  año,  en  que  Se  manda- 
ron  desglosar  aquéllos,  dándose  las  órdenes  oportunas  para  la  entrega: 
que  en  el  propio  mes  se  ofició  á  la  Sociedad  al  indicado  efecto,  y  en  4 
de  Enero  de  188f  contestó  que  desde  el  H  de  Setiembre  de  fSTI   no 
existe  en  la  Sociedad  otro  depósito  perteneciente  á  Aristi  que  el  detr- 
acciones afectas  á  so  cargo  de  individuo  de  la  Junta,  que  desempeñó^ 
desde  la  creación  hasta  su  ausencia,  y  47.801  reales  y  7$  céntimos, 
como  sobrante  de  la  enajenación  dedu^has  acciones  y  efectos  ptl^bücos,. 
que  igualmente  tenía  pignorados  á  dos  préstamos,  con  cuya  enajena- 
ción se  cubrió  el  capital  é  intereses  de  ambos,  dejando  el  excedente  in- 
dicado; y  que  habiéndose  formado  por  los  Síndicos  ios  estados  relativos 
al  concurso,  en  los  que  figuran  como  acreedores  de  dominio  por  accio' 
nes  depositadas  en  la  Sociedad  varios  interesados,  se  acordó  la  entrega 
de  las  acciones  á  sus  dneños,  pagando  previamente  los  48.000  reales  á 
que  estaban  sujetas;  exponiendo  los  fuadamentos  legales  que  estimó*^ 
conducentes  para  demostrar  la  nulidad  deesa  venta  y  la  obligación  de 
qne  se  hailba  la  Sociedad  demandada  de  devolver  aquellos  valores  ó- 
su  estimación  con  los  productos  y  dividendos;  y  concluyeron  solrcitan* 
do  se  declarasen  nulas  y  de  ningt^n  valor  ni  efecto  las  ventas  que  la  So- 
ciedad Crédito  Navarro  decía  haber  hecho  de  las  50  acciones  y  efectos 
públicos  que  en  su  poder  tenía  judicialmente  depositadas  y  constaban 
de  los  resguardos  presentados;  condenándola,  en  su  consecuencia,  á  ha- 
cer entrega  de  unos  y  otros  dividendos,  intereses,  etc.,  en  la  forma  so- 
licitada en  su  escrito  anterior,  con  todas  las  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  iu  demanda  á  la  Sociedad 
Crédito  Navarro,  lo  evacró  exponiendío  que  en  6  de  Setiembre  de  (865 
tomó  en  préstamo  D.  José  Antonio  Aristi  de  la  Sociedad  48  000  rs.,  de- 
jando como  prenda  ó  garantía  del  cumplimiento  de  l»obligación  60^ 
acciones  de  la  misma  Sociedad;  préstamo  que  sufrió  varias  renovaciones 
eiendo  la  última  en  7  de  Junio  de  1 870;  que  eñ  5  de  Julio  de  1869  dicho 
Aristi  tomó  otro  préstamo  de  24  000  rs.  con  f^arantia  de  varios  valores 
del  Estado,  que  también  fué  renovado  por  última  ves  en  t  de  Abriide 
1870:  que  además,  abusando  del  carácter  que  le  daba  al  cargo  de  Vocal 
de  la  Junta  de  gobierno  de  la  Sociedad,  descontó  otros  varios  pagarés 
por  valor  de  691  000  rs.,  con  f a  garantía  de  su  picare  D.  Francisco,  y 
habiendo  negado  éste  la  legitimidad  de  la  firma,  se  fugó  D.  José  Anto- 
nio Aristi,  á  quien  se  le  formó  causa  criminal  por  estafa,  que  fué  ar-- 
chivada  por  la  ausencia  de  aquél:  que  en  tal  estado,  la  Sociedad  encar- 
gó al  Corredor  de  la  plasa  D.  Ramón  Samaniego  la  enajenación  de  las 
prendas  ó  garantías  que  respondían  del  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes contraídas  por  el  citado  D.  José  Antonio;  operación  que  se  llevó  i 
cabo  por  el  Corredor  en  41  de  Setiembre  de  1874,  y  practicadas  las  li- 
quidaciones correspondientes,  resultó  un  sobrante,  qne  se  ponía  á  éfiñ- 
posición  del  Juzgado,  aunque  podía  discutirse  si  la  Sociedad  tenía  fa- 
cultades para  no  entregarlo;  en  atención  á  los  hechos  expuestos  y  á  lo»^ 
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ísuidameatos  legales  aducidos  por  la  Sociedad  demandada  para  demos- 
trar la  naturaleza  de  las  garantías  prestadas  por  D.  José  Antonio  Aristi, 
y  la  facultad  qoe  en  detejmi nados  casos  existía  al  acreedor  para  vender 
tas  prendas»  se  pidió  por  dicha  Sociedad  se  la  absolviese  libremente  de 
Ja  demanda,  imponiendo  á  la  parte  contraria  perpetuo  silencio  y  las 
«ostas  del  litigio: 

Resaltando  qae  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  reprodu- 
ciendo sus  anteriores  pretensiones,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  prac- 
ticándose  las  que  aquéllas  propusieron;  y  dictada  sentencia  por  el  iueat, 
de  la  que  interpuso  apelación  la  demandante,  sustaneiada  la  alzada,  la 
Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Pamplona  por  sentencia  de  28  de 
Junio  dd  1881,  revocando  la  apelada,  declaró  nula  y  de  ningún  valor  la 
enajenación  realizada  por  el  Corredor  de  la  ciudad  de  Pamplona  D.  Ra- 
món Samaoiego  de  las  KO  acciones  y  efectos  públicos  consignados  en  el 
documento  folio  84,  librada  por  el  mismo  en  ii  de  Setiembre  de  1874, 
y  en  los  resgn^rdos  folios  6  y  7  de  6  de  Octubre  de  4865  y  3  del  mismo 
mes  de  1869  por  la  Soci:;dad  demandada;  y  en  su  consecuencia,  conde- 
nó á  la  entrega  á  la  Sindicatcra  demandante  de  unos  y  otros,  y  no 
siendo  posible,  el  valor  total  y  efectivo  de  las  mismas  y  los  dividendos 
y  productos  vencidos  y  no  satisfechos  el  día  de  la  liquidación  y  entre- 
ga, tomando  á  cuenta  18.000  rs.,  ó  sean  4.500  pesetas^  según  lo  acor- 
dado en  el  estado  de  deudas  y  graduación  de  créditos;  y  no  ha  lugar  á 
disponer  el  cumplimiento  solicitado  en  la  demanda  de  la  providencia  de 
20  de  Diciembre  de  1880,  dictada  en  los  referidos  autos  de  concurso, 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  por  psrte  de  la  Sociedad  Crédito  Navarro  se  ínter- 
puso  recurso  de  casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

r  Las  leyes  41,  tít.  13,  Partida  5*;  i»  y  i\  til.  29,  libro  8»  del  Có- 
digo de  Jnstiniano,  reformadas  por  el  art.  37  de  la  ley  de  Bolsa  de  8  de 
Febrero  de  4854;  la  de  30  de  Marzo  de  4  86!,  en  su  art.  4®,  y  el  decreto 
de  12  de  Enero  de  4869,  art.  4%  también  infringidas  a!  declarar  nula 
la  venta  de  las  «acciones  y  efectos  públicos  qoe  realizó  el  Crédito  Nava- 
rro y  que  le  babían  sido  entregados  en  prenda  por  D.  José  Antonio 
Aristi,  siendo  así  que  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  las  disposiciones  cita- 
das son  válidas  y  eficaces  por  haberse  cumplido  todas  las  formalidades 
por  los  a)ismos  establecidas: 

2**  Lo  dispuesto  en  las  cinco*  leyes  que  componen  el  tít.  30,  libro  8^ 
del  Código  de  Justiniano,  en  cnanto  la  sentencia  recurrida  concede  ac- 
ción á  los  Síndicos  del  Concurso  de  D.  José  Antonio  Aristi  en  represen- 
tación de  éste  para  hacer  reclamaciones  ai  acreedor  pignoraticio  que  ha 
orocedido  á  la  venta  de  las  prendas  llegado  el  vencimiento  del  plazo, 
sin  embargo  de  declarar  que  no  ha  mediado  dolo,  y  las  referidas  leyes 
sólo  se  lo  conceden  al  dueño  de  la  prenda  cuando  en  la  operación  ha 
mediado  este  vicio: 

3®  La  ley  22,  tít.  43,  Partida  5*,  y  su  concordante  la  ley  única  del 
tíi.'27,  libro  8^  del  Código  de  Justiniano,  en  cuanto  el  falto  rscurrido 
condena  á  la  Sociedad  Crédito  Navarro  á  devolver  las  acciones  y  demás 
efectos  púbÜcos  que  tenía  en  prenda,  mediante  el  abono  de  sus  crédi- 
tos, y  sin  embargo  de  quedar  pendiente  otro  de  24.000  rs.,  también 
objeto  de  la  prenda,  que  se  manda  devolver,  y  olro  de  594.000  rs,,  pro- 
ducto de  la  estafa  cometida  por  el  deudor;  y  las  leyes  citadas  autorizan 
Al  acreedor  pignoraticio  para  retener  en  su  poder  la  cosa  dada  en  pren- 
da cuando  el  deudor  debiera  otras  cantidades,  con  carta  sin  peños,  aun- 
que no  le  fuera  obligado  por  las  otras  deudas  indicadas: 
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4^  Qq6  se  habia  cometido  error  de  hecho  eo  la  sentescfa  al  apreciar 
qDe  DO  está  jastiBcada  la  razón  que  hubo  para  prescindir  de  la  formali* 
dad  del  aviso  ai  vender  el  Crédito  Navarro  los  repetidos  valores;  erroir 
gne  se  comproeba  con  el  apuntamiento  é  infinidad  de  actos  auténticos 
obrantes  en  los  autos,  y  especialmente  por  ser  hechos  consignado»  por 
esta  parte,  que  nunca  fueron  desmentidos  por  la  contraria: 

5^  Que  incurría  en  contradicción  la  sentencia  en  su  parte  dispositiva « 
pues  á  la  vez  que  manda  á  los  Sindicos  del  concurso  abonar  los  48.000 
reales,  importe  del  préstamo,  á  que  estaban  afectas  las  50  acciones  da- 
das en  prenda,  nada  decía  de  los  24.000  rs.>  garantizados  con  los  demás 
efectos  públicos,  siendo  así  que  también  los  manda  devolver  y  que  am- 
bas garantías  están  en  idénticas  condiciones  y  han  sido  objeto  del 
pleito: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  FeKpe  Viñas: 

Considerando  que  conforme  á  la  ley  41,  tít.  43,  Partida  5%  el 
aereedor  no  puede  vender  la  prenda  que  se  le  hubiese  4ado  en  garan- 
tía del  préstamo  al  vencimiento  del  plazo,  si  no  se  ha  pactado  esta  fa- 
cuitad  expresamente  en  el  contrato,  y  aun  en  esle  caso,  dicha  ley  y  las 
demás  citadas  en  el  primer  motivo  exigen  que  las  enajenaciones  á  que 
respectivamente  se  refieren  sean  hechas  con  formalidades  que  no  ha 
llenado  la  Sociedad  recurrente,  la  cual  sin  previo  aviso  al  deudor  se  li- 
mitó á  entregar  los  valores  pignorados  á  un  Corredor  de  comercio  que 
llevó  á  efeeto  la  venta  sin  publicidad  y  sin  subasta,  como  era  indispen- 
sable para  la  validez  de  la  operación;  y  por  tanto,  la  sentencia  al  de-- 
clararla  nula  con  arreglo  á  la  ley  48  del  mismo  título  y  Partida  no  in- 
fringe las  leyes  invocadas  en  dicho  motivo: 

Considerando  que  tampoco  infringe  las  leyes  del  tít.  30,  libro  8^ 
del  Código  del  Justiniano,  en  el  sentido  que  el  recurrente  sostiene  en  el 
segundo  motivo,  puesto  que  tratándose  de  restituir  á  la  masa  concur- 
sada de  D.  José  Antonio  Aristi  valores  que  á  ella  pertenecen,  los  Síndi- 
cos demandantes  tienen  todas  las  acciones  que  por  derecho  correspon^ 
derían  alconcursado,  las  que  por  la  ley  les  competan  ¡por  razón  de  su 
cargo  y  además  las  que  en  el  caso  de  autos  les  confirieron  los  acreedo- 
res, entre  ellos  el  Crédito  Navarro,  en  la  transacción  y  convenio  acor- 
dados  en  la  junta  de  SO  de  Mayo  de  4878,  aprobada-  por  auto  judicial 
de  4  de  Enero  de  1879 

Considerando  que  son  inoportunas  las  citas  legales  en  que  se  funda 
ei  tercer  motivo,  porque  entregados  definitivamente  al  concurso  de 
Aristi,  los  bienes  que  se  le  habían  embargado  para  las  resultas  d»  la 
causa  criminal  que  se  le  formó  á  instancia  del  Crédito  Navarro,  en  que 
se  comprenden  los  resguardos  de  las  acciones  y  valores  de  que  se  trata, 
la  sentencia  recurrida,  al  condenar  al  recurrente  á  su  entrega  ó  su  esr 
timaeión  con  productos  y  dividendos,  deducido  tan  sólo  el  crédito  pig- 
noraticio de  48.000  reales,  tuvo  en  cuenta  la  calificación  y  graduación 
realizada  por  la  comisión  de  derecho,  y  presentada  al  Juzgado  en  29  de 
Abril  de  f  880,  según  la  cual  dicha  Sociedad  fué  colocada  eutre  los 
acreedores  comunes  por  las  demás  deudas  que  representaba,  declaran-* 
dose  que  había  de  cobrarlos  después  de  pagados  todos  los  demás 
acreedores  á  prorrata,  y  sin  distinción  de  fechas,  razón  por  la  cual  no 
ha  incurrido  la  Sala  sentenciadora  en  la  contradicción  que  se  le  atribuye 
en  el  quinto  motivo: 

Considerando,  finalmente,  que  no  es  de  estimar  el  cuarto  motivo, 
porque  se  dirige  contra  uno  de  los  razonamientos  de  la  sentencia,  ane 
Ao  es  por  otra  parte  fundamental  del  fallo  recurrido,  como  no  es  la  lal- 
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ta  de  aviso  al  deudor  la  única  informalidad  qoe  invalida  la  venta  de  los 
valores  y  efeetos  pignorados; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  inierpaesto  por  la  Sociedad 
Crédito  Navarro,  á  la  qae  condenamos  en  las  costas:  líbrese  á  la  Aa-- 
diencia  de  Pamplona  la  correspondienie  ceriifieación,  con  devolación 
del  apuntamiento.^ (Sentencia  publicada  el  9  de  Enero  de  1883,  é  in- 
serta en  la  Gaceta  de  6  de  Agosto  del  mismo  aüo.) 

10 

lleearflo  de  «aiaei¿ii(t0  de  Enero  ik  1883).-— iSVito  primera. — 
Negación  de  servidumbre. — Abono  de  costas. — No  ha  lugar  al  inter- 
puesto por  D.  Antonio  de  tas  Gasas  Lorenzo  con  D.  José  Ana  Rodríguez 
(Audiencia  de  Las  Palmas),  y  se  resuelve; 

1^  Qne  ¡a  sentencia  que  absfuelve  de  la  demanda  por  acción  negaU}ria 
de  servidumbre  de  paso  no  infringe  la  ley  H,  iit,  31 ,  Parada  3^,  por- 
gue es  verdadero  pacto,  no  sólo  elaue  se  constituye  por  el  eonéentimien- 
lo  eúspreso,  sino  también  por  el  táetio,  y  este  esíistió^  ajuicio  de  la  Sala 
sentenciadora,  en  favor  de  la  servidumbre  al  partirse  la  finca,  por  estar 
probado  que  para  el  cultivo  y  disfrute  de  una  de  las  mitades,  era  for- 
xoso  entrar  y  salir  por  la  otra,  y  que  asi  se  había  entendido  por  los  ac- 
tos posteriores  de  los  interesados,  sin  que  contra  estas  apreciaciones  se 
haya  expuesto  infracción  de  ninguna  especie: 

*^^  Que  tampoco  infringe  la  ley  15  del  mismo  titulo  y  Partida,  por-- 
que  si  bien  la  acción  negatoria  en  las  servidumbres  discontinuas  tiene 
una  duración  proporcionada  al  tiempo  que  ellas  requieren  para  ganar ^ 
se  por  prescripción  y  en  el  presente  caso  se  trata  ^  no  de  un  derecho  ad' 
quirido  por  el  uso^  sino  en  fuerza  del  convenio  realizado  al  partirse  la 
misma; 

F3®  Que  por  la  misma  ratón  no  infringe  el  principio  inconcuso  de 
derecho  de  que  la  limitación  de  dominio  no  se  presume,  siendo  necesa- 
rio que  conste  expresamente,  y  la  jurisprudencia  conjlrmatoria  de  este 
principio^  puesto  que  la  existencia  de  la  servidumbre  objeto  de  la  cues- 
tión no  se  funda  en  fórmulas  generales  usadas  en  los  coniralos  de  ena- 
jenación, sino  que  se  concreta  y  determina  por  loirtud  de  lo  eanvenida 
en  la  división, 

Eh  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Enero  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  d<)  recarao  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santa  Cruz  de  la 
Palma  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Las  Palmas  por  Don 
Antonio  de  las  Gasas  Lorenzo,  continuado  por  su  defunción  por  Don 
Tomás  Lorenzo  Calero,  Doña  Carolina  Fernández  Perras,  D.  León  de 
las  casas  Fernández  y  D.  Antonio  de  las  Gasas  y  de  las  Casas,  represen- 
tados por  el  Procurador  D.  Francisco  Bgea  y  Gómez,  bajo  la  dirección 
del  Licenciado  D.  Ricardo  de  Guillerna,  con  D.  José  Ana  Rodríguez 
González,  y  por  su  defunción  con  so  viuda  Dofla  María  de  los  Dolores 
Pérez^  por  sí  y  como  madre  y  legítima  representante  de  los  menores 
D.  José,  Doña  Rosario,  Doña  Dolores,  Doña  María  de  las  Nieves  y  Doña 
Pilar  Rodríguez  y  Pérez,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Ignacio  San- 
tiago y  Sánchez,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  Máximo  Caballero,  sobre 
negación  de  servidumbre  y  abono  de  costas,  daños  y  perjuicios  ocasio- 
nados por  un  interdicto: 
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Resaltando  que  los  hermanos  D.  Mariano  y  D.  Manuel  Lorenzo  de 
Fuentes  poseyeron  en  común  dorante  su  vida  la  debesa  de  la  Encarna- 
cióa,  sita  en  Santa  Croa  de  la  Palma,  habiéndose  dividido  por  mitad 
entre  sus  respectivos  herederos  en  el  a&o  de  1825:  que  Doña  Rita  de 
Paz  y  Doña  Josefa  Mascarre&o,  á  quienes  se  adjudicó  una  de  ellas,  co- 
mo  herederas  de  D.  Mariano,  la  vendieron  á  D.  Francisco  Nascu  en  es- 
critura de  17  de  Diciembre  de  1 8)7,  con  todas  sos  entradas  y  salidas, 
usos,  costumbies,  derechos  y  servidumbres:  que  por  fallecimiento  de 
Nasco  se  adjudicó  dicha  mitad  á  so  viuda  Doña  Óaría  Rafaela  Pérez,  la 
cual  por  escritura  de  21  de  Febrero  de  1845  la  vendió  á  D.  José  Anto- 
nio Rodríguez  en  los  mismos  términos  expresados  en  la  venta  de  1Ht7; 
y  que  por  muerte  de  este  último  adquirente  pasó  á  sus  hijos  D.  Ignacio 
y  D.  Jusé  Ana  Rodríguez  Gonález: 

Resultando  que  esta  mit^d  de  la  dehesa  linda  por  Sur  y  Oeste  con 
tierras  de  D.  Manel  Cerezo  y  Riverol,  por  Norte  con  tierras  de  los  he- 
rederos de  O*  Mariano  Lorenzo,  y  por  Este  con  terrenos  de  otros  pro- 
pietarios y  con  la  otra  mitad  de  la  dehesa  que  se  adjudicó  á  los  here- 
deros de  D.  Manuel  Lorenzo,  viniendo  á  pasar  al  dominio  de  D.  Anto- 
nio de  las  Gasas,  demandante  en  este  pleito,  y  de  sus  hermanos,  te- 
niendo por  linderos  ál  Norte  el  barranco  de  Maldonado,  al  Este  un  ca- 
mino público,  al  Sur  el  barranquillo  de  Mondoño  y  al  Oeste  terrenos  de' 
otros  propietarios  y  la  otra  mitad  de  la  dehesa: 

Resultando  que  D.  José  Ana  Rodríguez  y  González,  dueño  de  la 
miiad  de  la  dehesa  que  correspondió  á  los  herederos  de  D.  Mariano  Lo- 
renzo, dedujo  en  t%  de  Diciembre  de  1876  interdicto  de  recobrar  la  po- 
sesión en  que  se  hallaba  de  una  servidumbre  de  paso  para  personas  y 
ganados  sobre  la  mitad  de  la  dehesa  que  pertenecía  á  D.  Antonio  de  las 
Gasas  Lorenzo,  por  quien  había  sido  despojado;  y  que  sustanciado  sin 
audiencia  del  despojante,  se  dictó  auto  restitutorío  en  3  de  Enero  de 
i 877,  que  se  llevó  á  efecto: 

Resultandoque  en  uso  de  lareservaque  se  hizoen  este  interdicto  in- 
terpuso D.  Antonio  de  las  GasasLorenzo  la  demanda  objeto  de  este  pleit6 
contra  D.  José  Ana  Rodríguez,  en  la  que  ejercitando  la  acción  real  ne- 
gatoria  de  servidumbre,  solicitóse  declarase  que  la  parte  de  la  dehesa 
de  la  Encarnación  que  poseía  en  unión  de  sus  hermanos,  no  estaba  sn< 
jeta  á  servidumbre  alguna  de  tránsito  en  favor  de  la  otra  parte  de  la 
propiedad  del  demandado  D.  José  Ana  Rodríguez,  y  se  condenase  en  su 
consecuencia  á  ósteáqne  se.abstuviese  de  transitar  por  la  supuesta  ser- 
vidumbrey  á  la  restitución  de  las  costas,  daños  y  perjuicios  seguidos  con 
el  interdicto;  alegando  para  ello  que  en  la  división  de  la  dehesa  en  el  año 
1815  entre  los  herederos  de  los  hermanos  D.  Manuel  y  Mariano  Loren- 
zo de  Fuentes  no  se  constituyó  servidumbre  sobre  ninguna  de  las  dos 
mitades  en  que  fué  dividida,  ni  se  estableció  condición  ni  pacto  que  li- 
\  mitase  en  manera  alguna  el  derecho  de  propiedad;  por  lo  que  ambos 
predios  habían  sido  siempre  libres  de  todo  gravamen  el  uno  respecto 
del  otro,  y  que  en  cuplimiento  del  auto  restitutorio  obtenido  por  el 
demandado,  se  había  venido  á  establecer  una  servidumbre  de  tránsito 
que  atravesaba  el  predio  del  demandaüte  y  que  le  obliga  á  destruir  las 
paredes  é  inutilizar  los  trabajos  hechos,  con  grave  perjuicio  de  ^s  in  - 
tereses: 

Resultando  que  el  demandado  impugnó  la  demanda,  sosteniendo 
que  tanto  los  hermanos  D.  Mariano  y  D.  Manuel  Lorenzo  de  Fuentes, 
como  los  anteriores  dueños  de  la  dehesada  la  Encarnación,  se  servían 
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'«ai^nel  paso  de  las  personas  y  del  ganado  para  llegar  á  la  casa  qae  ha 
-f)ía  quedado  en  la  mitad  pereciente  al  demandado  de  la  misma  serví - 
<liiaibre  de  tránsito  recuperada  por  el  interdicto:  qoe  las  herederas  de 
D..  Mariano  Lorenzo,  Duna  Rita  de  Paz  y  Doña  Josefa  Mascarreño,  con- 
'tinuaron  en  el  uso  no  interrompido  de  dicha  servidombre  después  qoe 
86  dividió  la  finca  entre  ellas  y  los  herederos  de  D.  Manuel  en  el  año  de 
1825:  que  la  mitad  de  la  indicada  dehesa  perteneciente  al  demandado 
no  tenii  por  límites  ningún  camino  publico,  sino  terrenos  de  particu- 
lares, por  cuya  razón  nunca  se  había  entrado  en  ella  más  que  por  la 
otra  mitad  perteneciente  al  demandante;  y  qoe  tanto  el  demandado  y 
eu  hermano  D.  Ignacio,  con.o  sos  causantes,  habían  estado  siempre  en 
quieta  y  pacifica  posesión  de  la  servidumbre  hasta  que  fueron  príva- 
los de  ella  por  los  actores  de  D.  AntoniQ  de  las  Casas^  qoe  dieron  In- 
■gar  al  interdicto: 

Resultando  qoe  suministrada  por  ias  partes  prueba  de  testigos  y  de 
inspección  ocular,  dictó  semencia  el  Jues  de  primera  instancia^  qne 
fué  confirmada  (or  la  Sala  d'  justicia  de  la  Audiencia  de  Ihs  Palmasen 
10  de  Octubre  de  1879,  absolviendo  á  Dona  Marría  de  lt  a  Dolores  Pé- 
rez, viada  de  D.  José  Ana  Rodríguez  González,  por  sí  y  en  representa- 
ción de  sus  menores  hijos  D.  José,  Doña  Rosario,  Doñ^i  Dolores,  Doña 
nieves  y  Doña  Pilar,  deja  demanda  interpuesta  por  D.  Antonio  de  las 
Casas  Lorenzo: 

Resultando  que  D.  Antonio  de  las  Casas  Lorenzo  interpuso  recurso 
de  casación  por  haberse  infringido  á  so  juicio: 

i®  La  ley  I4,tít.  31,  Partida  3*,  que  señala  lastres  maneras  de  cons* 
titnirse  toda  servidumbre,  y  la  jirisprodencia  repetidísima  de  este 
Tribunal  Supremo,  consignada,  entre  otras  sentencias,  en  las  de  Ü3  de 
iunio  de  1862,  27  de  Diciembre  de  4871  y  26  de  Octubre  de  1865,  qae 
declaran  que  para  exigir  el  cumplimiento  de  una  serviduufbre  es  ne- 
cesario acreditar  que  se  halla  constituida  por  ano  de  los  medios  esta- 
blecidos en  la  ley  citada;  toda  vez  que  según  aparecía  en  los  hechos 
consignados  en  los  resultandos  de  la  sentencia  recorrida,  la  servidom* 
bre  de  paso  impuesta  al  recurrente  sobre  la  finca  qoe  posee  no  se  cons- 
tituyó ni  por  testamento,  ni  por  contrato,  ni  por  uso: 

t^  La  ley  15,  tít.  31,  Partida  3%  en  la  parte  qae  dispone  qoe  para 
ganar  por  tiempo  las  servidumbres  discontínaas,  así  como  senda,  ca^ 
rrera  ó  via  qoe  hubiese  en  heredad,  há  menester  que  haya  usado  de 
ella9.  ellos  ó  aquéllos  de  quien  las  oviesen,  tanto  tiempo  de  qoe  non  se 
puedan  acordar  los  omes  cuánto  há  que  las  comenzaron;  y  Us  senten- 
das  de  casación  de  9  de  Noviembre  de  1865  y  lt  de  Junio  de  1866; 
puesto  que  se  atribuía  por  la  sentencia  á  losados  de  tolerancia  del  re- 
corrente  ona  fuerza  y  valor  á  favor  del  sopoesto  derecho  de  servidom* 
bre,  que  bajo  ningún  concento  poeden  nanea  tener  con  arreglo  i  lo 
qoe  en  la  citada  ley  se  establece; 

Y  3*  El  principio  inconcoso  de  derecho  de  qoe  la  limitación  de  do- 
minio no  se  presume,  siendo  necesario  que  conste  expresamente,  y  ia 
.jurisprudencia  confírm^itona  de  este  principio,  contendí  en  tas  sen- 
tencias de  este  Supremo  Tribonal  de  23  de  Junio  de  1872,  7  de  Abril  dé 
1864,  30  de  Jnnio  del  mismo  año  y  especialmente  en  la  de  22  de  Di- 
ciembre de  1870,  en  la  qoe  á  la  letra  se  dice  qae  la  ctáosoia  general 
consignada  en  on  contrato  de  compra-venta,  de  venderse  la  cosa  con 
las  entradas,  salidas,  usos,  costumbres  y  servidumbres,  no  es  soficien- 
'te  para  probar  la  existencia  de  una  servidombre  particular  qoe  no  se 
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menciona  expresamente;  puesto  que  no  existía  en  el  pleito  iuaiiiÍ0Stá»->- 
ción  alguna  expresa  para  poder  declarar  constícuída  la  serv44aaibrede^ 
paso,  ni  por  lo  tanto  la  determinación  clara  y  precisa  que  exigían  \ob>^ 
principios  más  inconcusos  de  derecho  para  que  el  dominio  se  limita: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ma{e;istrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  la  ley  citada  en  el  priman 
motivo,  porque  es  verdadero  pacto,  no  sólo  el  que  se  constituye  por  él 
consentimiento  expreso,  sino  también  por  el  tácito,  y  éste  existió  á 
juicio  de  la  Sala  sentenciadora,  en  favor  de  la  servidumbre  ai  partirse 
la  finca  en  1825,  por  estar  probado  que  para  el  cultiva  y  disfrute  d«r^ 
una  de  las  mitades,  era  forzoso  entrar  y  salir  por  la  otra,  y  que  así  86' 
había  entendido  por  los  actos  posteriores  de  los  interesados  basta  i  876, 
sin  que  contra  estas  apreciaciones  se  haya  expuesto  infracción  de  nin- 
guna especie: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  ley  invocada  en  el  segundo 
motivo,  porque  si  bien  la  acción  negatoria  en  las  serviduméres  discon- 
tínuaas  tiene  una  duración  proporcionada  al  tiempo  que  ellas  requie- 
ren para  ganarse  por  prescripción,  en  el  presente  cüso  se  trata,  no-dd 
un  derecho  adquirido  por  el  oso,  sino  en  fuerza  del  convenio  realizado- 
en  la  expresa  la  fecha  de  1825: 

Considerando  que  por  la  misma  razón  no  infringe  la  doctrina  alar 
gadaen  el  tercer  motivo,  pnesto  que  la  existencia  de  la  servidumbre- 
objeto  de  la  cuestión  no  se  funda  en  fórmulas  generales,  usadas  en  \o^ 
contratos  de  enajenación,  sino  que  se  concreta  y  determina  por  virtud 
de  lo  convenido  en  e(  repetido  año  de  1825; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  de  las  Casas  Lorenzo  y 
continuado  por  su  defunción  por  los  herederos  D.  Tomás  Lorenzo  Ca- 
lero, Doña  Carolina  Fernández  Ferráz,  O.  León  de  las  Casas  Pernándea 
y  D.  Antonio  de  las  Casas  y  de  las  Casas,  á  quienes  condenamos  al  pa* 
go  de  las  costas  y  pérdida  del  de (^  osito  de  1.000  pesetas  que  tienen 
constituido,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Au- 
diencia de  Las  Palmas  la  certificación  correspondiente  con  devolución 
del  apuntamiento  y  documentos  que  ha  remitido  —(Sentencia  publica- 
da eM  O  de  Enero  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  6  de  Agosto  del 
mismo  año.) 

11 

Recurso  de  casación  {\^  de  Enero  de  1883)  —Sah primera. — '- 
Nulidad  de  un  acto  de  conciliacióix. — Ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Juan  Arturo  Malibrán  con  D.  Manuel  Sánchez  García  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  r^  su»».  I  ve: 

t**  Que  tegún  las  leyes  \\,  tit.  í%  Partida  3',  y  4*.  til.  41,  Partid» 
5^,  los  menores  de  25  años  no  pueden  ser  demandados  en  juicio  ni  con- 
traer obligación  alguna  sin  la  concurrencia-y  otorgamiento  de  su  guar- 
dador, no  debiendo  valer  el  Juicio  ni  ¿a  obligación  en  que  interüengan 
por  si  solos,  sino  en  aquello  que  sea  á  su  pro  ó  pueda  favorecerles; 

Y  V  Que  para  la  declaración  de  dicha  nulidad  no  obsta  el  qm  no 
se  presentara  la  demanda  dentro  de  los  ocho  dias  que  fija  el  art,  247  áfi- 
la ley  de  Enjuiciamiento  cvHl  de  1835,  por  la  que  se  rigió  el  acto  de 
gue  se  trats,  porque  este  articulo  sólo  se  redere  á  la  nulidad  de  lo  con-- 
venido j  en  el  supuesto  de  ser  válido  el  acto  de  conciliación,  y  no  á  ¿o$r 
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iíieiúg  que  invalidan  el  mismo  acto  y  dejándolo  sin  efecto  legal;  por  lo 
cmti  y  porgue  h  referida  disposición  no  puede  estimarse  como  deroga- 
toria de  las  leyes  que  determinan  la  capacidad  de  los  otorgantes  y  los 
efeetoe  civiles  de  los  convenios  celebrados  por  los  menores  de  edad  sin 
el  otorgamiento  de  su  guardador^  no  tiene  aplicacidn  al  caso  de  este 
pleiio. 

En  la  Tilla  y  eorte  de  Madrid,  á  il  de  Enero  de  1883,  ea  el  pleito 
AegQÍdo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  y  en 
la  Sala  primera  de  lo  el?il  de  la  Aadiencia  de  esta  misma  corte  por  Don 
Joan  Arturo  Malibrán  y  Antel,  )BmpIeado,  y  hoy  por  sd  fallecimiento  so. 
viuda  Doña  Dolores  Harinón,  en  representación  de  su  hijo  menor  Don 
Alfredo  Malibrán,  con  D.  Manuel  Sánchez  ^(jarcia,  Agente  de  negocios» 
vecinos  ambos  de  esta  capital,  sobre  nalidad  de  nn  acto  de  conciliación; 
pleito  pendiente  en  este  Tribooal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
pación por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Julio  Se- 
guí y  el  Procurador  D.  Hilario  Dago  y  Cuchillero,  en  defensa  ó  repre- 
eentación  del  demandante;  habiendo  comparecido  en  nombre  de  la  parlo 
recurrida  el  Procurador  D.  Francisco  Egea,  bajo  la  dirección  del  Licen* 
ciado  D.  Senén  Cánido: 

Resaltando  que  en  acto  de  conciliación  celebrado  en  16  de  Mayo  de^ 
18*79  en  el  Juzgado  municipal  del  distrito  de  la  Inclusa  de  esta  corte 
reeonocierpn  D.  Luis  Fernández  y  D.  Alfredo  Malibrán  que  eran  en  de- 
ber á  D.Manuel  Sánchez  García  8.^00  rs.,  procedentes  de  adelantos 
para  alimentos  y  otras  urgencias,  y  obligándose  mancomunada  y  soli- 
dariamante  á  pagarlos  con  3S0  rs.  mensuales  de  sus  sueldos  de  Alfére^ 
ees  de  infantería  ó  de  cualquier  otro  mayor  ó  menor  que  en  lo  sucesivo- 
pudieran  obtener,  proposición  con  que  se  conformó  el  demandante^ 
dándose  por  terminado  el  acto: 

Resultando  que  en  H  de  Noviembre  de  1881  dedujo  demanda  Don 
Juan  Malibrán  y  Antel,  padre  de  D.  Alfreda,  con  la  solicitud  de  que  s» 
declare  nulo  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  el  acto  de  conciliación  referí-. 
áOy  condenando  á  D.  Manuel  Sánchez  García  á  la  devolución  de  las  can- 
tidades que  hubiese  recibido  de  D.  Alfredo  en  cumplimiento  de  lo  con- 
venido en  dicho  acto,  con  el  interés  del  6  por  lOO.anual;  á  cuyo  efecto 
alegó  que  su  hijo  Alfredo  contaba  sólo  20  años  y  pico  cuando  celebió- 
el  indicado  acto,  y  que  acudió  á  él  sin  la  asistencia,  autorización  ni  co- 
nocimiento de  curador;  é  invocó  las  leyes  11,-  tít.  í**,  Partida  3*,  y  4  , 
til.  9^  Partida  6*,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  espe- 
cialmente la  establecida  en  sentencia  de  H  de  Diciembre  de  1880: 

Resultando  que  D.  Manuel  Sánchez  García  impugnó  la  demanda,, 
porque  tanto  D.  Alfredo  como  D.  Luis  Fernández,  habían  dicho  que 
eran  mayores  de  edad  y  representaban  serlo;  y  que  á  pesar  de  no  haber 
cumplido  D.  Alfredo  el  convenio  celebrado,  no  había  pasada  el  deman- 
dado ofició  de  retención  y  le  había  recibido  las  cantidades  que  le  había 
entregado  á  cuenta,  importantes  menos  de  la  mitad  del  préstamo;  é  in- 
vocando como  preceptos  legales  los  de  las  leyes  4%  tít.  1  * ,  Partida  5"^, 
y  3*,  tít.  <•  y  demás  concordantes  de  la  misma  Partida  6",  tit.  19,  Par- 
tida 6*,  art.  ÍI7  de  la  ley  de  Enjuieiamiento  civil  de  1855  y  477  de  la 
modí»rna,''y  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  it  de  Mayo 
de  1865: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
Corte  dictó  s<^ntencia  revocatoria  en  6  de  Junio  del  año  último,  absol- 
irienda  á  D.  Manuel  Sánchez  García  de  la  demanda  interpuesta  por  Doi> 
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Juan  Malibrán  y  Antel,  y  deelaraailo  «ubsistente  y  con  todo  sa  valor  y 
efdcto  lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación  celebrado  entre  Sánchez 
y  D.  Alfredo  Malibrán  en  16  de  Mayo  de  4879: 

Resaltando  que  D.  Joan  Artaro  Malibrán  interposQ  recarao  de  casa* 
4Íóo  por  considerar  idfringidos: 

i^  El  art.  359  de  la  ley  de  Enjaiciamlento  civil,  por  razón  de  la  in- 
congrí  encía  qae  existe  entre  la  sentencia  y  la  demanda,  paesto  qoe  se 
desestima  ésta  en  atención  al  precepto  de  la  segunda  parte  del  ar* 
tiento  2n  de  la  antigoa  ley  procesal,  qae  ordenaba  que  contra  lo  coa- 
venido  en  acto  de  conciliación  sólo  se  tdmitiría  la  demanda  de  nulidad 
dentro  de  los  ocho  dias  de  la  celebración  del  acto;  olvidando  que  la  de- 
manda interpnesta  no  se  dirige  conii'a  lo  convenido  en  el  acto  de  coa- 
cillación  discutido,  sino  contra  el  acta  misma: 

t^  El  art.  917  de  la  antigua  ley  de  Enjucitmienlo  civil,  como  inde- 
bidamente aplicada  al  caso  de  autos,  paesto  que  se  refiere  precisa- 
mente á  las  demandas  de  nulidad  presentadas  contra  lo  convenido  en 
acto  de  conciliación  por  alguna  de  Us  cansas  por  que  se  invalidan  los 
contratos,  partiendo  del  supuesto  que  el  acto  de  conciliación  fuera  vá- 
lido por  revestir  las  formas  y  condiciones  que  eióge  la  ley,  pero  no  en 
el  caso  de  este  pleito  en  que  se  trata  del  acto  en  sí  y  no  del  convenido: 

3^  En  el  supuesto  de  qae  se  tratara  de  lo  convenido  en  el  acto  de 
conciliación,  y  por  lo  tanto  de  que  fuesd  aplicable  la  segunda  parte  del 
citado  art.  217,  el  principio  de  derecho  inconcuso  de  que  contra  los 
ausentes  y  los  que  no  tuvieren  conocimiento  del  hecho  no  pueden  co- 
rrer los  plazos  sino  desde  el  momento  en  que  llef¿ó  á  su  noticia;  puesto 
^ue  es  evidente  que  el  recurrente  se  hallaba  fuera  de  Madrid  al  com- 
parecer su  hijo  en  el  acto  de  conciliación,  ó  ignoraba  por  completo  este 
necho: 

4'  Elart.  42  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  civil  antigua,  en  vir- 
tud del  cual  no  podía  el  menor  D.  Alfredo  Malibrán  comparecer  en  el 
acto  de  conciliación  de  que  se  trata  sino  representado  y  asistido  por  aa 
padre,  por  tratarse  de  an  acto  judicial  por  sus  consecuencias,  según 
tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  repetidas  sentencias,  espe-^ 
cialmente  en  la  de  17  de  Diciembre  de  4880;  por  virtud  de  cuya  cir- 
cunstancia adolece  dicho  acto  de  ao  vicio  de  nulidad  que  le  priva  de 
<)ne  surta  efectos  legales,  y  debe  considerarse  sin  efecto  lo  que  en  él  ae 
combinó  como  no  celebrado: 

5**  La  ley  4  4,  tít.  2<»,  Partida  3*,  que  declara  que  el  menor  seyendo 
.alguno  de  edad  de  25  anos  non  puede  facer  contra  él  demanda  ningo- 
na  enjuicio  á  menos  que  sea  delante  aquel  que  lo  ha  de  guardar  6  i 
sus  bienes;  puesto  que  habienJo  sido  demandado  el  menor  D.  Alfredo 
y  no  delante  de  su  padre  el  recurrente  ni  con  su  permiso,  autorización 
ni  aún  conocimiento,  es  nula  la  comparecencia  en  el  acto  de  concilia- 
ción; no  siendo  por  otra  parle  posible  que  una  ley  sustantiva  pueda 
en  ningún  caso  anularse  por  una  de  procedimiento,  que  como  se  dei<k 
demostrado  no  es  de  aplicación  al  caso  del  pleito: 

6®  La  ley  4%  tit.  4 1,  Partida  5*,  que  dispone  que  no  paeden  prome- 
ter ni  es  válida  la  obligación  qoe  contrae  el  mayor  de  44  años  y  menor 
de  25  qoe  tiene  guardador,  más  que  en  aquella  cuantía  que  le  fuese  fa> 
vorahle  por  redundar  en  sn  pro  y  por  nada  más;  doctrina  qoe  en  unión 
de  la  expuesta  en  el  número  anterior  ha  confirmado  este  Tribunal  Sa- 
premo  en  sentencia  de  17  de  Diciembre  de  4880,  en  que  se  declaró  qoe 
dssde  el  momento  en  que  el  menor  celebró  el  acto  de  conciliación  jodi-^ 
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€¡al  por  ^as  consecuencias,  sin  U  asistencia  de  sn  carador,  no  podo  te^ 
ner  valor  algnnOf  porque  no  debió  de  haberse  efectuado  aquella  cora* 
parecencia,  y  no  es  posible  suponer,  porque  sería  un  absurdo  jurídico, 
^ue  á  un  acto  que  es  nulo  y  que  nunca  pudo  ser  válido  ni  causar  efeoto 
4ilgono, , pudiera  darle  validez  un  precepto  de  la  ley  de  procedimiento, 
que  ¿)odría  tener  valor  hasta  tanto  que  no  se  ponga  ep  contradicción 
•con  los  principios  más  fundamentales  del  derecho: 

T  La  doctrina  leji^al  consignada  en  las  eentenoias  dü  casación  de  17 
'áe  Abril  y  H  de  Diciembre  de  1890;  pues  habiéndose  tralado  en  la  pri- 
fnerá  de  ellas  eh  un  caso  en  que  se  presentó  una  demanda  de  nulidad 
eontra  un  acto  de  conciliación  en  que  un  curador  transigió  y  se  convi- 
no en  una  cuestión  pendiente  de  bienes  de  menores,  después  de  trans- 
curridos varios  meses  desde  la  celebración  de  dicho  acto,  se  deelaró  por 
est<)  Tribunal  Supremo  que  al  deoretar  el  fallo  recurido  la  nulidad  de 
la  transacción  estipulada  en  el  acto  conciliatorio  que  celebró  D.  Ra- 
món Marrero,  como  curadoriie  los  menores  hijos  de  D.  Joan  Nepomu- 
ceno,  con  D.  Alejandro  Hevia  por  carecer  aquél  de  la  aotorizacióu  jndi* 
cial  necesaria  »e^úñ  las  leyes  para  transigir  sobre  bienes  de  menores» 
no  ha  infringido  el  art.  ti 7  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  único 
que  se  invoca  en  apoyo  del  recurso,  y  que  no  puede  süponeise  en  con- 
tradicción con  las  disposiciones  que  contiene  el  art.  UOi  y  siguientes 
de  la  misma  ley: 

Y  8^  El  principio  inconcuso  de  que  el  tiempo  no  corre  contra  los 
menores  para  deducir  las  acciones  que  les  competan  durante  so  mino* 
ridad  y  cuatro  años  depués,  sej^úo  preceptúan  diversas  leyes  de  Parti- 
da, especialmente  la  8\  tit.  S9,  Partida  3%  y  la  9^,  tít.  49,  Partida  6^ 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Maria  de  Prida: 
Considerando  que  según  las  leyes  II,  tit.  2^,  Partida  3^  y  4*.  tit.  11, 
Partida  5%  los  menores  de  S5  años  no  pueden  ser  demandados  en  joi- 
-ció  ni  contraer  obligación  alguna  sin  la  concurrencia  y  otorgamiento 
de  su  guardador,  no  debiendo  valer  el  juicio  ni  la  obligación  en  que 
intervengan  por  si  solos,  sino  en  aquello  que  sea  á  su  pro  ópaeda  fa- 
vorecerle: 

Considerando  que  D.  Alfredo  Malibrán  era  menor  de  25  años  coan- 
do en  16  de  Mayo  de  1879  celebró  con  D.  Manuel  Sánchez  García  el 
acto  de  conciliación  de  que  se  trata,  sin  que  concurriera  su  guardador 
ó  la  persona  que  debía  suplir  su  incapacidad,  con  arreglo  á  derecho;  y 
por  consiguiente^  conforme  á  las  leyes  antes  citadas,  fué  nulo  dicho 
acto  de  carácter  y  efectos  judiciales  por  haber  mediado  convenio,  y 
nula  también  la  obligación  que  en  él  contrajo  dicho  menor  en  su  per- 
juicio: 

Considerando  que  para  la  declaración  de  dicha  nulidad  no  obsta  el 
'que  no  se  presentara  la  demanda  dentro  de  los  ocho  días  que  fija  el  ar- 
tículo 217  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  por  la  que  se  ri- 
laré el  acto  de  que  se  trata,  porque  este  artículo  sólo  se  refiere  á  la  nu- 
lidad de  lo  convenido,  en  el  supuesto  de  ser  válido  el  acto  de  concilia- 
ción, y  no  á  los  vicios  que  invalidan  el  mismo  acto,  dejándolo  sin  efec- 
to legal,  por  lo  cual  y  porque  la  referida  disposición  no  puede  estimar- 
se como  derogatoria  de  las  leyes  que  determinan  la  capacidad  de  ios 
otorgantes  y  los  efectos  civiles  de  los  convenios  celebrados  por  los  me» 
ñores  de  edad  sin  el  otorgamiento  de  su  guardador,  no  tiene  aplicación 
al  caso  de  este  pleito: 

Considerando  que  por  no  haberlo  estimado  así  la  sentencia  recarri- 


Digitized  by 


Google 


44  JUKtSPRUDSNCrA  CttIL 

da,  infringe  las  leyes  antes  eitadas,  qoe  entre  los  fandamentos  del  rer- 
corso  se  invoean  por  el  recnrrente; 

Pallamos  qoe  debamos  declarar  y  declaramos  haber  logar  al  reoar  •  > 
so  de  casación  interpoesto  por  D.  Joan  Arturo  Malibrán  y  Antel,  en  el 
concepto  en  qoe  litiga;  y  en  so  consecoencia,  casamos  y  anofaoios  la 
sentencia  qoe  en  6  de  ionio  del  año  üillmo  dictó  la  Sala  primera  de  lo^ 
cítíI  de  la  Audiencia  de  esta  corte. — Sentencia  pobíicada  el  H  de  Eoe  - 
re  de  1883»  é  inserta  en  la  Ct^eeia  de  6  de  Agosto  del  mismo  año.) 

12 

Réevrso  de  casaeMn  (1^  d$  Enero  de  1883).-^ Sato  primita. — 
Reivi»digagión  db  aguas.— Ha  logar  al  interpoesto  por  D.  Carlos  Mar- 
íori  con  D.  Juan  Migoel  de  Coeto  (Aodiencia  de  Granada),  y  se  re- 
suelve: 

Que  la  Uy  de  ^9  de  Junio  de  1877  establece  como  frincipio  general 
en  los  artículos  5**  y  7°  que  los  predios  superiores  por  donde  discurren 
las  aguas,  ó  los  frontero^  ó  colindantes  con  el  cauce,  tienen  sobre  los  in^ 
feriores  derecho  preferente  al  riego;  principio  que  sólo  se  entiende  W- 
mitado,  según  el  art.  8*^,  cuando  los  dueños  de  estos  poseen  y  disfrutáis 
las  aguas  sin  oposición  por  espacio  de  20  años,  ó  cuando,  conforme  á 
los  principios  del  derecho  común,  esta  limitación  se  pacta  entre  los  reS" 
pectivos  dueños. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  \%  de  Enero  de  1883,  en  el  pleito^ 
pendiente  ante  Nos  en  virtod  de  recnr&o  de  casación  interpoesto  por 
infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Loja 
y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  Granada  por  D.  Antonio  Lo- 
ra y  Pérez,  administrador  de  los  bienes  de  la  testamentaría  del  Dnqoe 
de  Valencia,  y  D.  Francisco  Ponseca  López  de  Vinoesa  y  D.  Gonzalo» 
Fernández  de  Córdoba,  y  en  so  nombre  el  Procorador  D.  Manuel  Mar-^ 
tín  Vena,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Satornino  Alvárez  Boga- 
llal,  con  D.  Joan  Miguel  de  Cuete  y  Rivero,  representado  por  el  Procu- 
rador D.  Ensebio  Casaes  y  Castro,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  Fran- 
cisco Silvela,  sobre  reivindicación  de  aguas: 

Resultando  qoe  Bartolomé  de  Palma  y  María  Alfonso,  su  mojer, 
vendieron  á  los  consortes  Joan  de  Herrera  y  Francisca  Herrera  de  Aran- 
da  por  escritora  otorgada  en  Loja  á  S3  de  Setiembre  de  1505  en  on  cor- 
tijo de  tierras  calmas,  de  riego  y  de  secano,  en  lo  del  Rincón  de  Al- 
caodiqoe,  término  de  aquella  ciudad,  que  lindaba  por  una  parte  con  el 
arroyo  de  Alcaudiqne  desde  la  puente  qoe  estaba  en  los  arroyos,  y  por 
otra  por  la  falda  del  monte  hasta  dar  vuelta  al  dicho  arroyo,  con  todas- 
ana entradas  y  salidas,  derechos,  usos  y  costumbres,  por  el  precio  de 
430.000  maravedises: 

Resultando  que  por  otra  escritora  otorgada  en  la  misma  ciudad  á- 
19  de  Setiembre  de  1589,  los  consortes  D.  Diego  de  Cárdenas  y  Doña 
María  de  Aranda  de  Herrera  vendieron  á  Diego  Ortega  on  cortijo  y  tie- 
rras en  Alcaodique  que  la  dicha  Doña  María  de  Aranda  había  heredado 
de  sos  padres  D.  Alonso  de  Herrera  y  Doña  Beatriz  de  Pineda,  en  qoe 
habría  300  y  "70  fanegas  de  tierra,  poco  mSs  ó  menos,  de  riego  y  seca* 
no,  que  lindaba  con  las  tierras  de  que  hicieron  mérito  y  con  el  arroya 
de  Alcaodiqoe,  vendiéndoselo  con  todas  sus  entradas  y  salidas,  osos  y 
costombres,  derechos  y  servidumbres,  eo  precio  de  5.000  docados: 

Resultando  qoe  D.  Diego  de  Ortega  Calvillo  y  Doña  María  Carrillo, 
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«tt  flQOier,  foBáaron  por  eseritara  de  H  de  DiciemKMre  de  1804  ana  vin-^ 
culación  por  inanda  y  mejora  de  tercio  y  quinto  en  cabeaa  de  su  hijo 
D.  Mafinel  de- Ortega  GarriUo,  que  dotaron  con  variaa  fincas,  y  entre 
eilaa  nn  cortijo  y  tierras  de  i<ibor,  con  sus  casas,  eras,  árboles  y  todo  lo 
que  le  pertenecía,  que  tenían  en  la  contrata  qoe  decían  de  Aicaadiqae» 
téroaino  de  Lojay  q^ie  lindaba  eon  el  arroyo  de  Aleaudique  y  con  otras 
fincas;  otro  cortijo  y  tierras  qoe  asimismo  tenían  en  la  misma  contrata 
de  Aleaudique,  linde  entre  o4ros  con  el  mismo  arroyo  de  Alcattdiqne  y 
«on  el  prado  del  nacimiento  de  Manzanil,  que  hablan  habido  y  com^ 
prado  de  Doña  Lucía  de  Domedel,  y  nn  haza  de  tierra,  adquirida  de 
Doña  Francisca  Fernández  de  Córdoba,  que  lodo  entraba  en  aquella 
donación  para  el  vínculo,  con  todas  sus  en tradas^ usos  y  costumbres» 
derechos  y  servidumbre^que  le  pertenecían,  asi  de  ios  riegos  como  en 
otra  manera,  porque  parte  de  la»  ttarras  del  cortijo  principal  de  Aleau- 
dique arriba  declarado  y  deslindado  eran  de  riego: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Fonseoa»  como  apoderado  del  Conde  de 
VíUanueva  de  Cárdenas,  poseedor  entre  otros  bienes  vinculados  del  cor» 
ti|o  y  tierras  que  titulaban  de  Aleaudique,  concedió  licencia  por  escri- 
tura de  H  de  Junio  de  4828  al  gremio  de  lanceros  de  Loja  para  que  por 
espacio  de  seis  años  pudieran  sacar  lagredii  que  necesitasen  de  un  ha? 
la  de  tierra  de  secano  qoe  había  en  dicho  cortijo,  sin  excederse  á  to- 
marki  de  otra  parte;  y  para  que  el  labrador  de  él  no  recibiera  perjui- 
cio,' el  año  que  tocase  estar  sembrada  dicha  haza  se  abstendrían  de  sa* 
«ar  la  greda: 

Resaltando  que  el  referido  Conde  de  Villanueva  de  Cárdenas  y  Mar- 
qués de  Villaseoa  concedió  á  D.  José  de  Campos  por  escritura  de  20  de 
Febrero  de  1819  la  licencia  qne  necesitaba  para  construir  una  acequia 
para  dar  riego  á  varias  tierras  de  su  propiedad,  sitas  en  el  llano  de 
Qontero,  y  que  era  indispensable  atrevesara  parte  de  las  del  cortijo  de 
Aleaudique,  qne  correspondía  á  los  mayorazgos  del  otorgante  por  par* 
te  que  confinaba  con  el  arroyo  del  mismo  nombre,  con  obligacióa  de 
satisfacer  anualmente  el  canon  ó  renta  de  SO  rs.»  tener  bien  reparado  y 
corriente  el  canal  y  subsanar  los  perjuicios  que  de  lo  contrario  se  ori- 
ginasen: 

Resultando  que  por  escritura  de  (9  de  Setiembre  de  i838,  el  apo- 
derado del  Marqués  de  Villaseca  y  Conde  de  Villanueva  de  Cárdenas 
Aló  en  arrendamiento  á  D.  Antonio  Joaquín  Calvo  y  Gañido  y  á  D.  José 
Pérez  Ordoñez  el  citado  cortijo  de  Aleaudique  y  su  agregado  llamado 
de  Arval  y  los  Olivares  que  leerán  anejos,  cen  su  casa,  monte  y  huer 
to  y  demás,  compuesto  de  las  fanegas  de  tierra  de  secano  qee  había  ba- 
jo sus  límites  y  mojones,  que  designó,  habiéndose  otorgado  otro  arren- 
damiento semejante  do  la  mitad  de  dicho  cortijo  por  fallecimiento  de 
i).  Antonio  Joaquín  Calvo  áD.  José  Fernández  Enciso  en  1^  de  Octubre 
de48i4: 

Resultando  qne  en  3  de  Octubre  de  1843  otorgaron  escritura  en  la 
ciudad  de  Loja  D.  Francisco  de  Campos  y  Varona  y  D.  José  Fernandez 
Enciso,  como  apoderado  especial  del  Conde  de  Villanueva  de  Cárdenas 
y  Marqués  de  Villaseca,  en  la  que  dijeron  que  el  primero  era  poseedor 
de  nn  cortijo,  llamado  del  Nogal,  partido  de  Aleaudique,  cuyas  tierras 
se  regaban  con  el  agua  del  arroyo  que  daba  nombre  á  dicho  partido, 
en  el  cual  el  Conde  de  Villanueva  de  Cárdenas  poseía  otro,  denomina- 
do de  Aleaudique,  que  tenía  una  acequia  con  el  tomadero  más  bajo  quo 
el  anteri(n*mente  referido  del  Nogal  en  el  expresado  arroyo^  yhabien- 
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do  eofistrcido  los  labradores  del  corli]4)  de' Al^aadlgiie:  Qfia  aeeqnia. 
más  alta,  qoe  pedia  ntilizarse  ain  el  menor  perjuicio  en  los-  añoe  abun- 
dantes de  agna^  en  los  qoe  hubiera  eseaMC,  se  gravarían  siií  duda  las 
tierras  de  Campos,  privándole  de  las  aguas  necesarias  para  su  riego;  y 
á  fín  de  orillar  este  negocio  sin  necesidad  de  cueslióOt  convenían  en 
que  dicha  acequia  nuevamente  extraída  del  citado  nrroyo  de  Alcaodi- 
qoe  quedara  subsistente,  pero  sin  otiiizarse  sino  cuando  hubiera  agua» 
sobrantes,  después  de  regar  D.  Francisco  de  Campos  la«  tierras  que  ú,  la. 
fecha  de  su  creación  ten1«  costumbre  de  beneficiar  con  dichas  aguas,, 
poes  en  las  circunstancias  de  escasez,  se  utilisarian  solamente  las  an- 
tiguas acequias  referidas,  según  los  recipientes  ó  tomaderos  del  arroya 
que  entonces  tenían: 

Resaltando  que  dueño  el  Conde  de  Villanueya  de  Cárdenas,  Mftr 
qoés  de  Viilaseca,  del  cortijo  denominado  de  Aloíandíquo  y  su  adherido» 
de  Aibar,  por  virtud  de  la  adjudicación  que  se  le  biso  en  24  de  Oetu- 
bre  de  4851  al  practicarse  la  división  de  todos  los  mayorazgos  que  po- 
seía el  anterior  Conde,  los  vendió  por  escritura  de  9  de  Enero  de  4S6I 
á  D.  Ramón  María  Narváez,  Duque  de  Valencia,  consignando  que  se- 
gún la  medición  hecha  en  45  de  Diciembre  de  1893  resaltaban  qn» 
contenían  545  fanegas  de  tierra  de  regadío,  labrs^ntía  de  secano  4  in- 
cultas, arbulado  y  olivares,  y  todas  ellas  ó  las  de  que  á  la  sazón  consta* 
sen  dichos  cortijos,  con  todas  sus  entradas,  salidas,  aguas  estantes  y 
manantes,  nsos,  costumbres  y  servidumbres,  así  como  todas  las  mejo- 
ras que  hubiesen  adquirido,  tales  como  los  tenían  y  disfrutaban  en 
arrendamiento  D.  Francisco  de  Córdoba  y  D.  Francisco  de  Fonseca,  se 
los  vendía  en  concepto  de  libres  tn  precio  de  320.000  T9t 

Resultando  qoe  D.  Alfonso  de  Palomares  y  Doña  María  Zamora  y 
Redondo,  su  mujer,  fundaron  un  vincvlo  en  cabeza  do  su  hjjo  Don 
Francisco  Alfonso  de  Palomares  por  escritora  de  S3  de  Marzo  de  4723, 
en  la  cual,  además  agregaron  al  que  había  fondado  so  hermana  y  cu- 
ñada Doña  Antonia  de  Palomares  una  h  redad  de  tierra  calma  y  oliva- 
res de  riego,  que  tenían  en  el  partido  de  los  Tundidores,  término  d» 
aquella  ciudad  de  Loja,  qoe  Mamaban  la  casería  de  Télles,  que  se  com- 
ponía de  46  aranzadas  y  media*  con  so  casa  de  Teja: 

Resultando  que  autorizado  D.  Diego  Jacinto  Palomares  por  Real^ 
cédula  de  40  de  Marzo  de  4794  para  enajenar  á  censo  reservativo  la 
quinta  de  Telles,  perteneciente  al  mayorazgo  fondado  por  D.  Diego  Al- 
fonso de  Palomares,  su  abuelo,  en  S3  de  M»rzo  de  47S3,  fué  justipre- 
ciada por  un  Agrimensor  que  dijo  que  se  componía  de  S9  aranzadas  de 
tierra,  parte  de  riego  y  parte  de  secano,  con  algunos  olivos,  que  linda- 
ba par  Levante  con  tierras  del  vínculo  de  D.  Diego  Cárdenas  y  por  el 
Sur  con  hacienda  del  Conde  de  Villanueva  de  Cárdenas;  y  por  escritora 
de  4  4  de  Junio  de  4794  vendió  á  censo  al  quitar  la  repetida  qoiota  á 
D.  Diego  Atbolaña  Palomares  y  Doña  Francisca  Ruiz  Espejo: 

Resultando  que/ para  pago  de  los  réditos  de  este  censo  se  proeedid 
ejeeotrvamente  por  D.  Félix  María  Palomares,  como  poseedor  def  vín- 
coló  fundado  por  D.  Diego  Alfonso  Palomares  contra  los  bienes  y  he 
rederos  de  D.  Diego  Albelafia  Palomares,  y  especialmente  contra  la  re- 
ferida quinta,  que  fué  tasada  en  t3  de  Octubre  de  4848  por  los  peritos 
que  se  nombraron  y  qoe  dijeron  que  se  componía  de^SS  aranzadas  y  doa* 
celemines,  de  ellas  26  y  dos  celemines  pobladas  de  olivar,  tres  aranta- 
4Íos  y  cuatro  celemines  de  tierra  ealma  de  riego  con  algooos  frótales,  y 
dos  aranzadas  y  cuatro  celemines  pobladas  de  garrotal,  y  rematada  por 
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B.José  liaría  de  Campoi  y  Mstoo,  le  otorgó  á  su  favor  escrita^a  de^ 
▼enta  en  tO  de  Dicienofore  de  f  849  por  el  Corregidor  de  Loj»,  expresán- 
dose qne  lindaba  por  Levante  con  el  arroyo  qne  venía  de  plantano,  le- 
jar  7  tierras  de  D.  Joan  de  Dios  Alboiafia,  y  Mediodía  con  tierra  y  oli- 
var de  D.  Jaan  MnñoE,  otras  de  lo»  herederos  de  D.  Joan  Pedro  Lópe& 
Cozar  y  con  la  de  D.  Migtiel  Cantero: 

RHSDltando  que  por  escritura  de  48  de  Enero  de  4864,  D.  Fernando 
de  Campos  y  Férnánd<fZ  de  Córdoba  dio  en  arrendamiento  á  Manuel 
Costilla  Romero  nna  casería  de  su  pertenencia,  nombrada  de  Tetjes»^ 
sita  en  el  partido  de  los  Tejares,  del  término  de  aquella  ciudad  de  Loja,. 
con  su  casa  de  teja  y  demás  qne  comprendía,  con  la  condición,  entre 
otras,  de  que  siendo  propiedad  de  dicha  finca  las  aguas  que  corrían  á 
regar  sos  tierras  de  los  nacimientos  de  Alcaudique  y  Plantano  seria  de 
cargo  del  arrendatario  la  limpieza  y  aseo  de  las  acequias,  dtsde  los  na- 
eimientos  hasta  las  tierras  de  la  qoiffta,  sin  que  para  esta  faena  tuviera 
qne  ayudarle  el  propietario  ni  los  labradores  colindantes,  á  los  cuales 
no  consentiría  bajo  concepto  ni  pretexto  alguno  que  tomasen  para  soa- 
riegos  el  todo  ni  parte  de  las  referidae  aguas,  y  ai  lo  consintieren,  se- 
rían de  su  cargo  todos  los  da&os  y  perjuicios  que  pudieran  aobrevenir^ 
y  quedaría  por  este  sólo  hecho  á  voluntad  del  dueño  de  la  finca  el  quo 
continuara  ó  no  labrándola: 

Resultando  que  D.  Fernando  de  Campos  y  Fernández  de  Córdoba  y 
su  madre  Doña  Haría  Concepción  Fernández  de  Córdoba,  con  asisten-' 
cía  y  licencia  de  su  maridó  D.  Carlos  Márfori  y  Callejas,  vendieroQ  á  Don. 
Juan  Miguel  de  Cueto  y  Rivero  por  escritura  de  29  de  Mayo  de  4862  la 

Suinta  denominada  de  Telles,vde  cabida  34  y  media  aranzadasde  tierra 
e  riero,  con  las  aguas  de  los  nacimientos  de  Plantano,  el  arroyo  de 
Alcaudique  y  los  «obrantes  del  nacimiento  de  Manzanil,  y  además  ana 
haza,  denominada  de  la  Buitrera,  agregada  á  dicha  quinta,  de  42  fane* 

fas  de  tierra  de  cabida,  seis  de  secano  y  seis  de  riego,  con  las  indíea- 
as  aguas,  formando  pendiente;  sita  el  todo  de  dicha  hnca  en  los  par- 
tidos  de  Plantano  y  Alcaudiqoe  y  lindante  por  Levante  con  el  arroyo 
que  venia  de  dicho  Plantano,  qne  la  dividía  de  otras  tierras  del  com- 
prador; por  Mediodía  con  olivar  de  éste  y  tierras  del  Conde  de  Villa- 
nueva  de  Cárdenas  y  de  D.  Pedro  Cantero;  por  Poniente  con  la  acequia 
del  partido  y  olivar  de  Doña  Carmen  Enciso,  y  por  el  Norte  con  la  ca- 
rretera de  Granada,  con  todas  sus  entradas  y  salidas,  derechos  y  ser- 
vidumbres, y  el  cargo  de  un  censo,  por  el  que  satisfacían  20  reales  de 
réditos  anuales  al  Duque  de  Valencia: 

Resultando  que  D.  Juan  Miguel  de  Cueto,  en  coircepto  de  dueño  de 
la  quinta  de  Telles,  con  agregación  de  la  de  Buitrera  y  de  la  casería  de 
loa  Tejares,  cLedujo  en  26  de  Jnli9  de  4877  interdicto  de  recobrar  la  po- 
sesión en  que  se  bailaba  de  las  aguas  del  arroyo  de  Alcaudique  y  so- 
brantes del  nacimiento  del  Manzanil  para  el  riego  de  laa  mencionadaa 
fincas,  y  de  qne  había  sido  despojado  por  D.  Francisco  Fonseca  López- 
de  Vinuesa  y  D.  Gonzalo  Fernández  de  Córdoba,  colonos  del  cortijo  de 
Alcaudique,  invirtiéndolas  en  una  pieza  de  tierra  denominada  la  Cho- 
pera, -recientemente  roturada,  que  había  estado  siempre  de  secano  y 
entonces  se  encontraba  sembrada  de  maiz,  y  en  el  sitio  denominado 
Cuartón  del  Horno,  á  pesar  de  que  no  tenían  derecho  al  agua,  porque 
sólo  podían  regar  con  ella  parte  del  tercio  del  cortijo  cuando  de  tres 
«fi  tres  años  estaba  de  barbecho  y  además  lo  permitía  la  abundancia 
4el  arroyo,  sin  perjudicar  en  nada  los  terrenos  inferiores  de  la  quinta- 
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de  Teltes  y  casería  de  los  Tejares;  y  saministrada  informaeióa  testtfi^ 
cal,  sin  aadieocía  de  los  despojantes  por  haber  prestado  fianza,  se  dic- 
tó sentencia  f'^stitutoria  en  46  de  Agosto  da  dicho  año,  qae  se  llevó  i 
efecto  destrayendo  los  quebraderos  ó  rotaras  establecidos  recientemen- 
te para  regar  tierras  del  cortijo  de  Alcaudiqae,  y  abonando  los  colonos 
de  éste  por  costas  y  daños  en  qae  fueron  condenados  i  .277  pesetas: 

Resultando  que  ejercitando  la  acción  nsivindicatoria  de  posesión  y 
propiedad,  y  adesnás  la  personal  para  el  reintegro  de  sumas  desembol 
sadas  y  daños  y  perjuicios  sufridos  y  que  se  irrogasen,  dedujeron  en  1 1 
de  Marfode  4878  el  admiaistrador  de  la  testamentaría  de  D.  Ramón 
María  Narváez,  y  D.  Francisco  Fonseca  López  de  Yinuesa  y  D.  Gonzalo 
Fernández  de  Córdoba  la  demanda  objeto  de  estos  autos  para  que  se 
declarase  que  á  la  testamentaría  mencionada  tocaban  y  pertenecían  la 
posesión  y  propiedad  de  las  aguas  del  arroyo  de  Alcaudique,  proceden- 
tes de  los  nacimientos  de  la  Zarzuela  Pallares  y  Manzanil,  dejando  sin 
efecto  el  relacionado  interdicto  y  condenando  á  D.  Juan  Miguel  Cueto 
á  que  dejara  las  aguas  mencionadas  á  la  libre  disposición  de  la  testa  • 
mentaría,  á  que  restituyera  á  D.  Gonzalo  Fernández  de  Córdoba  y  Don 
Francisco  Fonseca  1.277  pesetas  25  céntimos  que  abonaron  en  el  cita- 
do juicio  sumario  por  costas  y. perjuicios,  así  como  á  que  pagase  á  los 
mismos  el  importe  de  los  daños  y  perjuicios  causados  y  que  se  origina- 
sen por  virtud  de  la  sentencia  restitutoria  que  les  privó  de  las  aguas 
disputadas,  y  en  todas  las  costas  del  litigio;  alegando  como  hechos  en 
apoyo  de  su  pretensión  que  las  tierras  del  cortijo  de  Alcaudiqne  venían 
gozando  en  virtud  de  justos  y  legítimos  títulos  que  psrtían  desde  la 
reconquista  oel  beneficio  del  riego  con  ag.ua  de  distintos  veneros,  co- 
nocidos con  los  nombres  de  la  Zarzuela,  Tajos  del  Tío  Raya;  Lillo,  Raja 
de  Criado,  Pallares  y  Manzanil,  los  que  en  sus  corrientes  respectivas  se 
utilizaban  para  el  riego  de  los  predios  ribereños  superiores,  y  cuando 
todas  las  aguas  aflafan  al  arroyado  llamado  de  Alcaudique  las  haeía 
suyas  el  cortijo  de  este  nombre,  sin  limitación  de  frutos  á  que  habían 
de  aplicarse,  espacio  ó  perímetro  que  debía  beneficiar,  ni  tiempo  en 
que  podían  utilizarse,  por  el  hecho  y  el  derecho  de  regar  la  finca  re- 
ferida eran  tan  extraordinariamente  antiguos  como  lo  demostraban  la 
escritura  de  23  de  Setiembre  de  1505  y  los  demás  documentos  que  ha> 
cían  mérito  del  tracto  socesivo  de  esta  finca,  hasta  que  por  escritura 
de  3  de  Enero  de  4864  la  adquirió  por  título  oneroso  el  Duque  de  Va- 
lencia de  su  legítimo  dueño  el  Conde  de  Villanueua  de  Cárdenas,  apa- 
reciendo expresamente  consignado  en  todos  estos  documentos  que  las 
tierras  del  cortijo  de  Alcaudiqae  eran  de  riego  y  de  secano,  sin  limita- 
ción ni  inscripciones  de  época,  tiempo,  espacio  ó  frutos;  y  presumién- 
dose del  dominio  libre  por  la  ley  mientras  no  conste  la  existencia  de 
una  limitación  ó  restricción,  era  claro  que  la  regla  racional  del  mismo 
constituían  el  derecho  completo  y  libre  del  uso  de  las  aguas,  porque  el 
gravamen  y  modificación  de  dicha  libertad  formaba  la  excepción  qae 
debía  probarse  de  contrario:  que  siguiendo  el  orden  de  los  distintos 
veneros  que  afluían  al  arroyo  de  Alcaudique,  existían  en  el  partido  de 
la  Zarzuela,  por  bajo  de  los  tajos  denominados  del  Tío  Raya,  un  nací- 
miente  de  aguas,  de  cuyo  caace  nataral  sé  derivaban  varías  acequias  á 
la  derecha  y  á  izquierda  para  el  riego  de  tiempo  inmemorial  de  varios 
predios,  y  que  ana  de  aquéllas,  con  su  tomadero  de  mampostería  y  pi- 
lastras de  piedra  con  sus  correspondientes  caminales,  conducía  las 
agtths  á  un  vasto  partido  que  terminaba  en  el  llano  conocido  por  el. 
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DOiBbra  di9  Manzanil,  perteneciente  al  cortijo  de  Aleaodiqne:  qne  en  el 
cortijo  de  Pallares  y  eitio  denominado  el  Zarzalón  se  alambraban  otras 
agaits  en  años  abundantes,  las  caales  derivándose  por  an  canee  nataral 
iertilizaban  las  tierras  del  cortijo  de  Lilto  y  otras  propiedades,  coyof 
sobrantes  rennidos  con  los  de  la  Zarzuela  formaban  el  caudal  del  arro- 
yo de  Alcandiqae  que  utilizaba  en  absoluto  el  cortijo  de  oste  nombre 
por  medio  de  nn  tomadero  de  mampostería  edificado  en  el  arroyo  y 
una  acequia  sita  á  la  derecha  del  mismo,  que  dominaba  en  su  larga  ex- 
tensión más  de  fOO  fanegas  de  terreno:  que  por  bajo  de  este  tomadero 
existía  otro  con  su  acequia  á  la  izquierda  del  arroyo  para  derivar  las 
aguas  del  cortijo  de  Nogal,  que  á  pesar  de  ser  inferior  tenían  derecho 
á  regar  antes  por  haberse  así  pactado  en  la  escritura  de  convenio  que 
otorgaron  los  dueños  de  las  fincas  referidas  en  3  de  Octubre  de  1 813,  al 
Tariarse  el  tomadero  de  Alcaudique:  que  asimismo,  como  á  un  kilóme- 
tro por  bajo  del  tomadero,  se  levantaba  una  canal  antiquísima  de  mam- 
postería sobre  el  arroyo,  con  un  arco  para  que  las  aguas  de  éste  trans- 
curriesen, que  servía  para  d«r  paso  de  la  izquierda  á  la  derecha  á  las 
aguas  sobrantes  del  nacimiento  del  Manzanil,  que  iban  á  parar  á  la 
Herradura,  con  los  aue  se  beneficiaba  otra  gran  parte  de  tierra  del  cor- 
tijo de  Alcaudique  desde  tiempo  inmemorial  y  sin  limitación  de  ningún 
género,  contribuyendo  dicha  finca,  como  muy  interesada  en  el  aumen- 
to y  policía  de  los  veneros,  á  las  limpias,  obras  y  reparaciones  que  se 
hacían  en  los  cauces  tributarios  de  los  arroyos  de  Alcaudiaue  y  Man- 
zanil; pero  que  á  pesar  de  estos  hechos,  D.  Juan  Miguel  ae  Cueto,  en 
concepto  de  dueño  de  la  quinta  de  Telles  y  casería  de  los  Tejares,  que 
eran  inferiores  á  Alcaudique,  había  deducido  contra  los  colonos  de 
aquel  predio  interdicto  de  recobrar,  suponiendo  inexactamente  que 
-desde  que  adquirió  las  fincas  referidas  por  los  años  de  1860  y  1862  es- 
taba en  posesión  de  las  aguas  del  arroyo  de  Alcaudique  y  sobrante  el 
nacimiento  de  Manzanil,  con  la  única  excepción  de  que  los  tenedores 
de  Alcaudique  utilizaban  parte  de  las  mismas  en  el  riego  del  tercio  de 
las  tierras  cuando  de  tres  en  tres  años  estaba  de  barbecho  j  lo  permitía 
la  abundancia  de  las  aguas,  sin  perjudicaren  nada á  la  quinta  de  Telles 
y  los  Tejares,  debiéndose  aplicar  sólo  el  riego  al  fruto  de  melones,  y 
nunca  á  otros  que  fueron  de  rastrojo,  viniendo  con  esta  determinación 
á  quedar  Alcaudique  de  secano:  que  la  propiedad  de  Cueto  se  compo- 
nía de  tierras  de  riego  y  secano  con  las  aguas  de  los  nacimientos  de 
4>lantano  y  sobrantes  del  arroyo  de  Alcaudique  y  Manzanil,  como  de- 
cían sus  títulos,  sin  que  le  dieran  éstos  preferencia  sobre  Alcandiqae 
y  Manzanil  para  el  riego,  ni  fuera  limitado  el  uso  y  aprovechamiento 
de  las  aguas  para  las  tierras  del  cortijo  de  aquel  nombre,  el  cual  como 
predio  dominante  se  encontraba  en  la  quieta  y  pací6ca  posesión  y  pro- 
piedad de  las  aguas  mencionadas,  como  aparecía  de  sus  títulos  y  le 
concedía  también  la  ley  de  aguas  en  su  art.  37;  citando,  por  último, 
como  fundamentos  de  derecho  las  leyes  de  Partida  y  recopiladas  que 
hablaban  del  modo  de  ganar  la  posesión  y  de  perderla,  y  que  designan 
la  prescripción  como  nno  de  los  medios  para  adquirir  el  dominio  de  las 
cosas;  y  la  ley  especial  de  agnas  de  1866  en  su  art.  37  sobre  la  prefe- 
rencia para  el  aprovechamiento  de  las  del  curso  de  un  arroyo,  sin  per- 
juicio de  Ins  derechos  legítimamente  adquiridos,  de  que  se  hacía  refe- 
rencia en  el  art.  299  de  la  misma: 

Resultando  que  D.  Juan  Miguel  de  Cueto  impugnó  la  demanda,  ne- 
fando que  el  cortijo  de  Alcaudique  viniera  en  posesión  inmemorial  de 
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las  agoas  derivadas  del  caace  natura!  del  nacimiento  de  la  Zan^nela,  y 
ti  algnna  ves  hacia  pocos  años  las  había  utilizado,  faé  siempre  con  au- 
torización previa  del  dceño  de  los  terrenos  por  donde  se  condecían  y 
oon  la  limitación  establecida  en  el  interdicto;  negó  asimismo  gueU. 
misma  finca  utilizara  desde  tiempo  inmemorial  las  aguas  del  arroyo  de 
su  nombre  por  la  acequia  abierta  á  la  derecha  de  su  cauce,  porque  esta 
obra  se  hizo  algunos  años  después  del  3  de  Enero  de  186 f,  en  que  ad- 
qnirió  el  cortijo  el  Duque  de  Valencia,  v  si  alguna  vez  condujeron  las 
aguas  por  la  acequia,  fué  siempre  con  la  limitación  establecida  en  el 
interdicto  mencionado:  que  la  canal  existente  en  el  arroyo  de  Alcaudi- 
que^  si  bi3n  tenía  por  objeto  pasar  de  un  lado  ú  otro  del  arroyo  aguas 
sobrantes  de  Manzanil,  había  motivo  para  creer  que  fué  construida  en 
4819  por  D.José  Campos,  con  autorización  del  representante  de  aquel  pre» 
dio  para  abrir  un  acueducto  con  objeto  de  dar  riego  al  llano  oe  Quin- 
tero; pero  que  aun  concedida  la  antigüedad  qne  la  demanda  le  atribuía 
y  su  construcción  para  el  paso  de  las  aguas  á  los  terrenos  de  Alcaudi- 
que,  estaba  abandonado  semejante  beneficio  desde  un  tiempo  de  que  no 
se  tenía  memoria,  sin  haberse  vuelto  á  utilizar  hasta  época  reciente,  y 
sin  que  tampoco  se  condujeran  por  allí  todos  Ips  sobrantes  de  Manza- 
nil, sino  una  parte  de  ellos,  como  lo  atestiguaba  la  afluencia  de  las 
aguas  al  arroyo  de  Alcaudique  por  sus  desagües  naturales  por  bajo  do 
la  canal  de  que  se  hablaba,  y  en  todo  caso  siempre  había  sido  el  apro- 
vechamiento de  estas  aguas  con  la  limitación  fijada  en  el  interaicto 
mencionado:  que  D.  Juan  Miguel  de  Cueto,  como  interesado  también  en 
la  conservación  y  aumento  de  las  aguas  que  discurrían  por  los  arroyos^ 
de  Alcandique  y  Manzanil,  habla  contribuido  por  su  parte  á  la  limpia 
y  entretenimiente  de  los  cauces,  tanto  que  en  el  sitio  de  la  Herradura, 
que  se  regaba  con  el  agua  de  Manzanil,  construyó  por  su  cuenta  exclu- 
sivamente un  partidor  y  cubrió  la  acequia  que  pasaba  junto  á  la  case^ 
ría  de  D.  Ramón  García,  para  qne  no  desperdiciase  las  aguas,  cayera 
toda  la  canádad  posible  en  concepto  de  sobrantes  en  el  arroyo  de  Alcau- 
jque  por  bajo  de  la  canal,  para  recogerlas  en  la  presa  ó  tomadero  que 
las  conducía  después  á  la  quinta  de  Telles  y  caserío  de  los  Tejares,  sin 
que  fueran  de  su  cargo  los  limpios  del  arroyo  de  la  Zarzuela  antes  de 
entrar  como,  tributación  en  el  de  Alcaudique,  porque  ésta  correspon- 
día con  oras  interés  y  preferencia  á  los  predios  ribereños  que  venían 
utilizándolas;  que  si  bien  en  los  títulos  del  cortijo  de  Alcandique  se  de- 
cía que  era  de  riego  y  secano,  no  se  fijaban  las  condiciones  del  riego  ni 
las  aguas  con  que  debía  efectuarse,  no  estando  por  tanto  acreditado 
que  lo  fuera  con  las  de  los  nacimientos  de  Zarzuela  y  Pallares  y  sobran- 
tes de  Manzanil,  encontrándose  concretado  dicho  riego  á  una  haza  de 
tres  aranzadas  pertenecientes  á  dicho  cortijo,  qne  existía  en  la  Herra- 
dura; que  utilizaba  las  a^uas  de  Manzanil,  no  sobrantes,  sino  propias, 
y  la  huerta  situada  á  las  inmediaciones  de  la  casa  del  cortijo  que  se  be- 
neficiaba con  los  de  la  fuente  próxima  á  la  misma,  que  era  lo  que  ve- 
nía á  armonizar  el  dicho  de  los  títulos,  y  así  era  que  no  resultaba  a^ni- 
Uarada  más  que  con  tres  aranzadas  de  riego;  que  por  el  contrarío,  tanto 
la  quinta  de  Telles  con  su  agregada  el  haza  déla  Buitrera,  como  laca- 
sería  de  los  Tejares,  venían  utilizando  para  el  riego  de  sus  tierras  las 
a^uas  del  arroyo  de  Alcandique  y  sobrantes  del  nacimiento  de  Manza- 
Bil,  sin  limitación  alguna  en  beneficio  del  cortijo  de  aquel  nombre, 
como  1o  comprobaban  los  amillaramientos  de  riqueza  y  las  escrituras^ 
de  1819  y  186t,  y  que  en  cuanto  á  la  casería  de  los  Tejares,  aparecía^ 
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también  qae  era  de  riego  por  haberse  aatorizado  al  oropietario  p^ara 
abrir  ODa  alcantarilla  en  la  carretera  de  Granada  para  devolver  á  dicha 
finca  el  aprovecamiento  de  las  aguas  de  qae  se  la  privó  al  construir 
aquélla: 

Resaltando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  suministraron  por  las 
partes  de  testigos  y  documentos,  practicándose  una  extensa  diligencia 
de  reconocimiento  judicial,  con  asistencia  de  las  partes  y  peritos,  para 
acreditar  los  orígenes  de  los  nacimientos  de  los  arroyos,  dirección  de 
las  aguas,  signos  de  antigüedad  de  las  acequias,  regadíos  y  otros  par- 
ticulares: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sente^icia,  y  que 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  la  revocó  en  34  de  Enero 
de  1883,  absolviendo  á  D.  Juan  Miguel  Cueto  de  la  demanda,  sin  hacer 
especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Garlos  Marfori,  como  heredero  fiduciario  de  Don 
Ramón  María  Narváez,  D.  Grancisco  Fonseca  López  de  Yinuesa  y  Don 
Cronzalo  Fernández  de  Gordo  va,  interpusieron  recurso  de  casación,  ale- 
gando: 

i*  Que  lo  fundaban  en  primer  término  en  el  núm.  7^  del  artículo 
4692,  por  los  errores  de  hecho  y  de  derecho  en  que  había  incurrido  la 
sentencia  al  apreciar  las  pruebas  infringiendo  en  la  de  la  documental 
las  leyes  4^,  1 14  y  416.  tít.  48  de  la  Partida  ^^  y  los  artículos  280  y 
284  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  antigua,  596  y  597  de  la  vigente^ 
que  determinan  la  fuerza  probatoria  de  los  documentos  públicos  y  las 
condiciones  que  hvn  de  revestir  para  ser  eficaces  enjuicio,  puesto  que 
de  los  que  hacía  mención  la  sentencia  reunían  todas  las  condiciones 
exigidas  para  hacer  fe  en  juicio,  y  probaban  que  el  cortijo  de  Alcandi- 
que  se  componía  de  tierras  de  riego  y  de  secano;  y  en  la  apreciación 
'  de  las  demás  pruebas,  ó  fuera  en  la  testifical  y  en  la  del  reconocimien- 
to judicial,  la  ley  27,  tít.  2*,  Prrtida  3^  que  dispone  que  si  el  que  de* 
mandase  el  señorío  tuviese  sus  testigos  ó  sus  pruebas  ciertas  para  pro- 
barlo sin  alongamiento  ninguno,  él  debe  ser  entregado  de  la  cosa;  y  el 
artículo  347  de  la  ley  de  Eniniciamiento  civil  antigua,  659  de  la  vigen- 
te, que  previene  que  los  Jueces  y  Tribunales  apreciarán,  según  las  re- 
glas de  la  sana  crítica,  la  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  los 
testigos,  apreciación  qne  había  omitido  la  sentencia,  la  eual,  por  lo  qoe 
hacía  á  la  prueba  de  reconocimiento  judicial  había  incorrido  en  eviden- 
tes errores  de  hecho  afirmado  que  la  falta  de  justificación  de  la  pose- 
sión inmemorial  en  que  de  l^s  aguas  discutidas  estaba  el  cortijo  de  Al- 
candique  aparecía  precisamente  de  las  diligencias  de  reconocimiento 
siendo  así  que  bastaba  leerlos  para  convencerse  de  todo  lo  contrario, 
pues  la  antighedad  de  los  tomadores  y  acequias  respectivas  y  la  canal 
que  otravesaba  el  arroyo  de  Alcandíque,  á  la  que  dos  de  los  peritos 
calcularon  aproximadamente  un  si^lo  de  existencia,  eran  argumentos 
elocuentes  en  favor  de  la  posesión  inmemorial: 

2^  Que  fundaban  asimismo  el  recurso  en  el  núm.  t^del  artículo  men- 
cionado 4692  por  la  violación,  interpretación  errónea  y  aplicación  ia- 
debidade  las  leyes  y  doctrinas  legales  aplicables  al  caso  del  pleito  co- 
metidas en  la  sentencia  recurrida,  que  infringía  la  ley  40,  tít.  44,  Par- 
tida 3*,  qne  dispone  qne  probando  el  demandante  que  lo  que  reclama 
fué  suyo  ó  de  su  padre  ó  de  su  abuelo,  debe  ser  entregado  de  aquella 
cosa,  y  la  doctrina  legal  que  establece  que  todo  el  que  es  dueñode  una 
cosa  en  virtud  de  un  título  legítimo,  puede  reivindicarla  de  cualquier 
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poseedor;  infracciones  qne  eran  conseenencia  naloral  y  lógica  del  fan- 
damento  anterior,  aon  preiciodiendo  del  título  legítimo  de  dominio 

3ae  no  era  recesarlo  para  entablar  la  acción  reivindicatoría  en  materia 
e  aguas,  como  lo  probaban  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal 
de  30  de  Jnnio  de  1860  y  f®  de  M^trso  de  487S,  que  declaraban  qna  de- 
bía respetarse  el  estado  posesorio  al  consignar  la  sentencia  Ja  doctrina 
de  que  para  la  adquisición  de  la  propiedad  de  las  aguas  era  necesaria 
la  posesión  inmemorial  continua,  las  leyes  18,  tít.  29,  y  45,  Ut.  31, 
Partida  3%  que  establecen  la  prescripción  ordinaria,  el  art.  39  de  la 
ley  de  Aguas  de  3  do  Agosto  de  1866,  8^  de  la  vigente  de  13  de  Junio 
d^  1879  que  fija  el  tiempo  de  20  años,  y  la  jurisprudencia  establecida 
por  este  Supremo  Tribunal,  de  conformidad  con  dicho  precepto,  en 
sentencia  de  4  de  Junio  de  1872;  y  aun  suponiendo  que  np  se  hubiera 
probado  siquiera  la  posesión  ordinaria  de  las  aguas  litigiosas,  la  doc- 
trina  legal  establecida  terminantemente  en  las  sentencias  de  12  de  Ge-' 
tubre  de  1860  y  21  de  Febrero  de  1863,  sancionada  por  los  artículos  34 
y  37  de  la  ley  de  3  de  Agosto  dé  1 866,  que  son  el  5°  y  el  7^  respectiva*» 
mente,  de  la  de  13  de  Jumo  de  1879,  de  que  en  el  aprovechamiento  de 
las  aguas  la  regla  admitida  por  la  jurisprudencia  es  que  se  dé  siempre 
lapreferencia  al  dneño  de  los  terrenos  superiores  respecto  del  de  los 
inferiores,  si  éste  no  tenía  nn  título  especial  que  constituyera  obliga« 
ción  del  primero  ó  su  renuncia  al  aprovechamiento  de  las  referidas 
a^uas;  puesto  que  constaba  de  un  n)odo  indudable  por  las  manifesta- 
ciones de  Us  partes,  declaraciones  de  testigos  é  inspección  ocular,  que 
los  terrenos  de  Alcandiqne  eran  superiores  á  los  de  Telles  y  estaban 
más  próximos  á  los  arroyos  de  cuyas  aguas  se  trata;  habiéndose  ino 
fringido  también  el  principio  general  reus  in  eú^eeptione  actor  esí,  y  el 
análogo  de  que  al  que  afirma  es  i  quien  incumbe  la  prueba,  fundad- 
en  la  ley  2%  tít.  14  de  la  Partida  3^  y  constantemente  aplicado  per  re- 
petidas sentencias  de  este  Tribunal,  entre  ellas,  la  de  23  de  Mayo  de 
4862  y  26  de  Enero  de  1866,  puesto  que  el  demandado  había  declarado 
en  todos  sos  escritos  que  el  cortijo  de  Alcaudique  disfrutaba  de  los 
riegos  de  que  le  había  despojado,  excepcionando  una  limitación  en  fa* 
vor  de  su  quinta,  según  la  cual,  aunque  ésta  era  inferior,  reducía  el 
riego  de  dicho  cortijo  á  determinados  a&os  y  á  cierta  clase  de  frutos, 
excepción  sobre  la  que  no  había  articulado  prueba  alguna,  quedando 
por  tanlvO  despojada  de  la  limitación  pretendida  la  confesión  del  dere- 
cho al  riego: 

3®  Y  que  fundaban  también  el  recurso  en  el  núm.  2°  del  art.  1692, 
ó  sea  en  que  la  sentencia  qo  sólo  no  era  congruente  con  las  pretensio- 
nes oportunamente  deducidas  por  los  litigantes,  sino  que  no  lo  era  con 
ella  misma,  toda  vez  que  en  la  demanda  se  había  pedido  la  declara- 
ción de  pertenencia  de  las  aguas  del  arroyo  de  Alcaudique,  proceden- 
tes de  los  nacimientos  de  la  Zarzuela,  Pallares  y  Manzanil,  en  que  ha- 
bía sido  indebidamente  restituido  Cueto,  y  era  forzoso  que  la  senten- 
cia, al  absolver  ó  condenar  á  que  se  marcase  con  precisión  loquee  Si9  ne- 
gabiiy  lo  que  se  concedía,  si  era  que  en  absoluto  no  se  negaba  ó  conce- 
día posesión  y  dominio,  en  todo  el  caudal  de  aguas,  poniéndose  en  con- 
tradicción al  negar  que  Alcaudique  tenía  derecho  á  otilizarlas  después 
de  consignar  que  podía  regar  por  una  acequia  antigua;  añadiendo,  por 
último,  con  relación  únicamente  á  D.  Gonzalo  Fernández  de  Córdova  y 
D.Francisco  Fonseca  López Yinuesa, que  se  fundaba  el  recurso  en  la  in- 
fracción de  la  ley  3*,  tít.  8%  libro  1 1  de  la  Novísima  Recopilación;  qi^e 
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asf  eomo  It  eonstante  aplieadón  que  de  ella  se  había  Tetaido  haeiendo 

Sor  todos  loa  Tribanaleií,  enseñaban  <|iie  despaés  de  An  año  y  un  día 
el  despojo  aoe  se  hobiera  snfride,  ya  no  era  el  interdicto,  sino  el  jal- 
do plenario  de  posesión,  el  qtie  debía  osar  el  qoe  ss  tuviera  por  des- 
pojado; término  del  eaal,  si  oien  no  hablaba  la  ley  antigda  de  Bnjüi- 
fiamienno  civil  porque  creyó  qne  era  materia  de  leyes  sastantivas,  se 
fijaba,  sin  embargo,  en  el  art.  1653  de  la  moderna,  habiéndose  faltado 
eta  el  interdicto  á  tan  esencial  requisito,  pnesto  qne  la  acequia  más 
moderna  de  las  destinados  al  riego  de  Aleaadiqne  databa  de  1840,  y 
tenía  por  tanto  en  la  época  del  interdicto  34  años  de  existencia,  tiem- 
po sobrado  para  adquirir  el  dominio  por  prescripción; 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey: 
Considerando  que  la  ley  de  43  de  Junio  de  fétl  establece  como 
•  principio  general  en  los  artículos  5^  y  7^  qne  los  predios  superiores  por 
donde  discurren  las  afanas,  ó  los  fronteros  ó  colindan  tea  con  el  cauco, 
tienen  sobre  los  inferiores  derecho  preferente  al  riego,  principio  que 
sólo  se  entiende  limitado,  según  el  art.  8*,  cuando  los  dueños  de  éstos 
poseen  y  disfrutan  las  aguas  sin  oposición  por  espacio  de  10  afids,  ó* 
cuando,  conforme  á  los  principios  del  dejecho  común,  esta  limitación 
sé  pacta  entre  los  respectivos  doeñost 

Considerando  qne  el  cortijo  de  Alcaudiqne  se  halla  situado  á  la  par- 
te superior  del  de  Telles,  y  por  esta  sol»  cirrotistancia  tiene  derecho 
Íireferente  á  regar  con  las  aguas  del  arroyo  del  mismo  nombre  y  con 
as  del  de  Maoaanil,  derecho  qne  es  tanto  más  incuestionable  cuanto 
que  la  parte  demandada,  hoy  recurrente,  no  probó  que  se  hallase  limi- 
tado á  su  favor  bajo  ningún  concepto;  y  por  consiguiente  la  senteneia' 
recurrida,  al  absolver  de  la  demanda,  infringe  los  artículos  5^  y  T  de 
la  ley  de  43  de  Junio  de  1817; 

Pallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  haber  logar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  D.  Garlos  fifarfori,  como  heredéi'o  fidu- 
ciario de  D.  Ramón  María  Narváec;  D.  Francisco  Ponseea  Lopes  de  Vi* 
nuesa,  y  D.  Gonzalo  Pernándes  de  Górdova;  y  en  so  virtud  casamos  y 
anulamos  fa  sentencia  qne  en  31  de  Enero  de  188t  dietó  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Granada.— (Sentencia  publicada  el  4S  de  Bna'^ 
rodé  1883,  é  inserta  en  la  Oaesta  de  6  de  Agosto delmismo  año.) 

13 

R^evrso  de  casaeMii  (43  (¿^  Bn^ro  de  ^B%t).^SaU  primera.-^ 
TÉRCfiRÍA  DB  HSJOR  DERECHO. -*No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña 
Agustina  Arche  y  Soler  con  D.  Francisco  Bolló  y  otro  (Audiencia  de 
Barcelona),  y  se  resuelve: 

Queta  sentencia  que  desestima  una  iereeria  de  Referencia  porgue 
el  crédito  del  ejecutante  ee  escriturario,  drcunsianciaque  no  concurre 
en  el  de  la  tercerista,  y  además  es  anterior  al  swo,  no  infringe  las  leyes 
455,  tit  47,  libro  50  Difesío;  la  4»,  párrafo  primero,  tiL  6^  libro  V 
JHffestoi  /a  44,  tit.  S6,  libro  8^  det  Código;  y  los  principios  de  derecho 
qni  permittit  rem  vendire  pignos  dimittit;  si  in  veoditione  consenserít 
oreditor,  vetnt  debitorsemper  mittit  vel  donet  vel  in  dotem  sed  dicen- 
dum  erit  pignns  liberari  nisi  salva  cansa  pignoris  su»  consensit  vel 
venditione  veteris.  Sed  si  non  consenserat  pignus  vennndiri  sed  ratam 
habuit  yenditorem  ibidem  erit  probandom;  §  el  deJustiniano  Novia 
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aotem  TÍsom  eit  qai  coQsenait  aiienatioae  hipoleo&  et  hoc  modo  $om-r 
mam  jasrespexU  indignam  esse  eadem  veni  ab  initio  et  sapposiUm 
vindicare  vel  tenent  et  inquietare; 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  f3  de  Enero  de  f  883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virind  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino, 
de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  dicha 
cifldad  por  Doña  Agustina  Arche  y  Soler,  viuda,  representada  por  el 
Procurador  designado  de  oficio  D.  Ángel  Calvo,  bajo  la  dirección  del 
Lioenciado  D.  Antonio  Rodó,  con  D.  Francisco  Bolló  y  Doña  Antonia 
Llordach,  que  no  ban  comparecido  eu  este  Tribunal  Supremo,  sobre 
tercería  de  mejor  derecho: 

Resultando  que  D.  Clemente  Moline  confesó  en  escritura  de  7  de  Di- 
ciembre de  1859  ser  en  deber  á  D.  Manuel  Bassons  18.000  duros,  esti* 
pulando  que  si  no  se  los  devolvía  el  dia  18  de  Enero  de  4861  se  enten- 
dería vendida  perpetuamente  la  finca  Gasa-Mantega,  dada  en  hipoteca 
del  préstamo,  de  la  cual  fué  puesto  en  posesión  D.  Manuel  Bassons  por 
DO  haber  compliJo  Molina  la  condición  estipulada: 

Resultando  que  D.  Francisco  Bolló  demandó  ejecutivamente  á  Don 
Clemente  Molina  en  25  de  Enero  de  4862  para  el  pago  de  15.000  duros 
é  intereses  procedentes  de  una  escritura  de  préstamo  de  27  de  Agosto  de 
4860  con  hipoteca  de  la  Casa-Mantega; 

Resultando  que  para  hacer  pago  D.  Clemente  Molina  á  D.  Manuel 
Bassons  de  cierta  cantidad  que  le  adeudaba,  confesó  en  escritura  de  8 
de  Agosto  de  4863  que  era  en  deber  á  D.  Justo  Segarra,  y  que  le  paga- 
ría para  el  día  8  de  Agosto  de  4865  que  era  en  deber  á  D.  Justo  Sega- 
rra, y  que  le  pagaría  para  el  dia  8  ae  Agosto  de  4865  44.000  escudos, 
abonándole  desde  esta  fecha  el  9  por  109,  y  dándole  en  hipoteca  la  fin- 
ca denominada  Casa  Mantega,  y  que  por  escritura  del  mismo  día,  Don 
Manuel  Bassons  vendió  á  D.  Clemente  Molins  la  Casa -Mantega  recibien- 
do su  precio  de  20.000  duros  de  manos  de  D.  Justo  Segarra,  haciéndole 
cesión  de  todos  sus  derechos,  para  que  repuesto  en  el  lugar  de  Bassons 
le  compitieran  las  mismas  prerrogativas  que  á  él  antes  de  realiaarse  el 
pago: 

Resultando  que  D.  Justo  Segarra  compareció  en  el  juicio  ejecutivo 

Sue  seguía  D.  Francisco  Bolló  contra  D.  Clemente  Molins  deduciendo 
emanda  de  tercería  de  mejor  derecho,  y  que  por  sentencia  que  dic- 
tó el  Juea  de  primera  instancia  en  5  de  Setiembre  de  4873,  que  fué 
consentida  por  las  partes,  se  declaró  procedente  la  demanda,  ordenan- 
do que  se  pagase  á  D.  Justo  Segarra  del  producto  de  la  venta  de  la 
finca  denominada  Casa  Mantega  la  cantidad  de  20.000  duros  é  intere- 
reses  con  preferencia  á  D.  Francisco  Bolló: 

Resultando  que  en  5  Agosto  de  dicho  año  4873  habían  otorgado  una 
escritura  D.  Justo  Segarra  y  D.  Francisco  Bolló,  por  la  que  á  fin  de  re  • 
gulariaar  el  cobro  de  lo  que  respectivamente  acreditaba  de  Molins,  con-, 
vinieron,  entre  otras  cosas,  qne  cualquiera  que  fuese  el  resultado  de  la 
tercería  interpuesta  por  Segarra  en  el  juicio  ejecutivo  promovido  por 
Bolló,  cobrarían  sus  respectivos  créditos  distribuyéndose  ambos  laa 
cantidades  que  se  recaudaran  en  la  proporción  de  un  60  por  400  Sega- 
rra, y  40  por  400  Bolló: 

Resultando  que  D.  Clemente  Molins  firmó  tres  pagarés  en  Setiem- 
bre y  Diciembre  de  4864,  importantes  en  junto  la  cantidad  de  4.737 
duros  á  favor  de  D.  Joaquín  Daydí,  quien  los  endosó  á  Doña  Agustina 
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.Areba,  )a  coal  en  f®  de  Marso  de  1864  entabló  demanda  ejeeativa  cod* 
tra  Molina  para  el  importe  de  aqaéllos: 

Resaltando  que  librado  en  9  de  Abril  el  mandamiento  de  embargo, 
fué  trabado  en  el  f  3  en  nna  heredad  llamada  Gasa-Mantega  ,y  que  ex- 
pedido en  4  de  Mayo  el  mandamiento  para  la  anotación  preventiva  del, 
embargo  en  el  Registo  de  la  propiedad,  fnó  devuelto  sin  ella  por  apare- 
cer del  Registro  que  había  sido  eom (irada  la  finca  en  f  8  de  Abril  por 
Doña  Lacia  Baró,  pero  qne  á  virtud  de  nuevo  mandato  del  Juagado  se 
efectuó  la  anotación  en  26  de  Julio  de  dicho  año  1864: 

Resaltando  que  en  4  de  Julio  de  1877  dedujo  Doña  Agustina  Arehe 
en  los  autos  ejecutivos  que  seguían  D.  Francisco  Rolló  y  los  sucesores 
de  D.  Justo  Segarra  contra  D.  Clemente  Molina  la  demanda  de  tercería 
objeto  de  estos  autos,  exponiendo  (jue  Bolló  prestó  á  Molins  y  le  prome- 
.  tió  que  para  determinado  día  le  facilitaría  cierta  cantidad  para  iibrarl 
el  manso  Man  lega  de  la  venta  á  día  que  tenía  otorgada  á  D.  Manuea 
Basons  para  el  caso  de  que  no  le  devolviera  la  cantidad  que  le  habí* 
prestado,  dando  en  este  caso  Molins  á  Bolló  el  mismo  manso  en  hipote- 
ca; qce  por  no  haber  cumplido  Bolló  su  promesa,  Molins  no  pudo  de- 
volver  su  préstamo  á  Bassons,  por  lo  que  obtuvo  éste  la  posesión  judi 
eial  de  la  finca  que  se  traspasó  á  su  favor,  habiendo  por  tanto  Bolló  con 
su  incumplimiento  renunciado  y  perdido  la  hipoteca  aue  Molins  te  dio 
eondicionalment.e;  que  entre  tanto  D.  Joaquín  Daydi  habla  prestado 
diferentes  cantidades  á  Molins;  y  habiendo  éste  vuelto  á  comprar  el 
manso  con  el  dinero  que  le  prestó  D.  Justo  Segarra,  la  demandante  de- 
recho habiente  de  Daydí  entabló  el  juicio  ejecutivo  en  el  que  fué  em- 
bargado el  manso  Mantega;  quo  seguida  la  vía  de  apremio,  interpuso 
Segarra  tercería  de  mejor  derecho,  que  fué  declarado  por  el  Juagado 
en  sentencia  de  20  de  Setiembre  de  4881;  y  habiéndose  anunciado  la 
subasta  de  la  finca  por  tres  veces,  coincidió  el  anuncio  de  la  tercera  con 
el  de  la  que  instaba  Bolló  en  los  actos  que  él  seguía,  y  como  éstos  eran 
más  antiguos,  el  Juzgado  mandó  suspender  la  anunciada  en  n^éritoade 
los  autos  promovidos  por  la  demandante,  y  seguir  adelante  en  la  pér- 
dida por  Bolló,  la  cual  tampoco  tuvo  efecto;  que  Segarra  dedujo  tam- 
bién tercería  en  los  autos  de  Bolló,  en  los  cuales  fué  igualmente  decla- 
rado de  derecho  preferente,  y  la  demandante  que  tenía  anotación  pre- 
ventiva después  de  la  inscripción  del  crédito  de  Segarra,  y  por  lo  tanto 
era  de  derecho  preferente  al  de  Bolló,  intentó  su  tercería  á  la  que  el 
-Juagado  no  dio  lugar  hasta  que  Segarra  hubiese  cobrado  su  crédito; 

Eero  viendo  que  á  pesar  de  loe  años  transcurridos  Bolló  ni  Segarra  ha* 
ían  adelantado  en  la  realización  de  los  bienes  embargados,  y  que  se- 
gún el  convenio  de  Agosto  de  4863  se  repartían  los  productos  de  los 
mismos  sin  contar  con  la  demandante,  no  esperando  Bolló  para  el  cobro 
de  su  crédito  á  que  Segarra  hubiese  cobrado  el  suyo,  comprendió  que 
debía  ya  proponer  su  tercería  de  mejor  derecho;  y  apoyada  en  las  dis- 
posiciones de  la  ley  Hipotecaria,  expresando  que  de  la  nueva  adquisi- 
ción de  la  finca  no  existía  en  el  Registro  inscripción  ni  anotación  al- 
funa  á  favor  de  Bolló,  ejercitándola  acción  de  prelación  contra  el  cré- 
ito  de  éste  ó  contra  a1  40  por  100  convenido  con  Segarra,  pidió  que  del 
producto  de  la  subasta  ó  subastas  de  los  bienes  ejecutados  no  se  hiciera 

Sago  á  Ssgarra  sin  descontar  el  40  por  400  convenido  por  Bolló,  que- 
ando  esta  cantidad  retenida  y  depositada  para  hacer  pago  al  que  en  la^ 
tercería  fuese  declarado  preferente,  y  en  su  día  se  declarase  el  crédito 
^e  la  compareciente  de  mejor  derecho  que  el  de  Bolló,  y  que  se  hiciera. 
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en  80  eonsecueneia  pago  á  aquélla  con  la  cantidad  retenida  por  an  er6^ 
dito  principal,  interesen  y  costas: 

Resultando  que  D.  Francisco  Bolló  impugnó  la  demanda  porque  sifr 
crédito  constaba  en  escritora  pública  de  S7  de  Agosto  de  1860,  siendo- 
hipotecados  especialmente  á  la  segundad  del  mismo  los  "bienes  del  deu- 
dor sobre  que  recaía  la  tercería,  é  inscrito  en  S8  de  Agosto  de  f  860,  j 
en  una  carta  de  pago  otorgada  en  f  9  de  Octubre  y  registrada  en  31  del 
mismo  mes  y  año,  y  porque  en  i  6  de  Junio  de  1862  se  trabó  embargo- 
por  su  crédito  en  los.oíenes  de  Molins,  que  fué  anotado  en  S7  de  Sep- 
tiembre siguiente: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  el  Jnea  de  pri- 
mera instancia  dictó  sentencia  que  confirmó  con  las  costas  en  8  de  Abril 
de  1 88S  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  de- 
clarando no  baber  lugar  á  la  tercería  y  absolviendo  á  los  demandados- 
de  la  demanda: 

Resultando  que  Doña  Agustina  Arcbe  interpuso  recorso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio  las  leyes  455,  tít.  fl,  libro  50  Diges- 
to; la  4^  párrafo  primero,  tít.  6%  libro  2*  Digesto;  la  H,  tít.  26,  libro 
8^  del  Código;  y  los  principios  de  derecho  q%i  fermiitit  rem  vendire- 
fngnui  dimttM;  si  in  venditione  eonsenterU  eredUor^  i^eluí debitor  sem- 
per  mütü  vel  donet  vel  in  áotem  sed  dicendum  erit  pignns  liberari  nisi 
ea%sa  piffnoru  sva  contemit  vel  venditione  vel  eeterie.  Sed  si  non  con- 
senseritpignus  veuundari  sed  ratam  habuil  venditorem  ibidem  erit  pro^ 
bündnm;  y  el  de  Justiniano  Novis  autem  tnsum  est  qui  eonsensit  altena^ 
tione  hipotecü  et  hoe  modo  summum  jus  respewit  ^indiffnnm  esse  eadem 
veni  ab  initio  et  suppositam  vindicare  vel  íenent  et'inguieíare;  en  cuanto 
daba  valor  y  eficacia  como  crédito  hipotecario  al  deoitorio  condicional 
de  Bolló  á  pesar  de  no  haber  cumplido  la  condición  y  dado  lugar  á  quo 
se  vendiera  la  finca: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Haría  Alix: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  desestima  la  tercería  de- 
preferencia, interpuesta  por  Doña  Agustina  Arche,  porque  el  crédito 
de  D.  Francisco  Bolló  es  escriturario,  circunstancia  que  no  concurre  en 
el  de  la  tercerista,  y  además  es  anterior  al  suyo,  razones  por  las  que 
dicha  sentencia  no  infringe  las  leyes  y  doctrinas  que  se  alegan  en  el 
motivo  del  recurso: 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  Agustina  Arche  y  Soler,  á  quien- 
condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  1.000  pe- 
setas, que  satisfará  si  viene  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entonces 
con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barce- 
lona la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento 
y  délos  documentos  que  ha  remitidol^ (Sentencia  publicada  el  13  de 
Enero  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  7  de  Agosto  del  mismo  año.). 
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lieearso  de  easfteión  en  asunto  de  Ultramar.(f3itf  J5h^* 
ro  de  1883). — Sala  primera. — Regünocimiento  y  graduación  db  un 
CBÉmTO.— Ha  logar  en  parte  al  interpuesto  por  D.  Antonio  Gaiindei 
con  ios  Síndicos  del  concorso  de  D.  Juan  Antonio  de  la  Torriente  (Au- 
diencia de  la  Habana),  y  se  resuelve: 
1^  Que  no  habiendo  sido  objeto  del  pleito  determinar  la  naturtkle%(i^ 
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dd  ¿rééRio  redamado,  sino  i%  ese  crédito  se  halia  perjudicado  por  la 
íardanaa  di  ea  presentación  en  el  concurso,  es  inaplicable  el  art.  691 
de  la  ley  de  Bnjwieiamiento  eiifil  vigente  en  la  isla  de  Cuba: 

1*  Que  la  sentencia  que  declara  moroso  A  un  acreedor  no  infringe  la 
doctrina  legal  según  la  que  no  puede  serlo  el  acreedor  que  no  fué  citado 
para  ia  junta  de  reconocimiento  de  créditos ^  sin  qne  deba  perjudicarle 
el  no  hallarse  su  nombre  en  el  estado  de  deudas^  niel  art  538  de  la  ley 
antes  mencionada,  porque  apreciando  tas  pruebas  la  Sala  sentenciado" 
ni«  en  uso  de  susjTacultades,  estima  que  el  recurrente  incurrió  en  las 
penas  de  la  morosidad  por  haber  reclamado  un  crédito  después  de  las 
jumtas  de  reconocimiento  y  ffraduac%ón\ 

73^  Qao  la  ley  3%  til.  19,  libro  W  déla  Novísima  Recopilación, 
prohibe  imponer  las  costas  al  apelante  si  las  sentencias  se  diesen  con 
adUamenfo  ómoderadón. 

En  la  Yilla  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  EDero  de  1 883.  en  los  iqtos 
pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recnrso  de  casación  por  infrazción  de 
]*7,  seguidos  en  el  Jusgado  de  primera  instancia  de  Cárdenas,  y  en  la 
SiHa  de  lo  ciri)  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  incidentales  del  concurso 
Toluntario  de  D.  Juan  Antonio  de  la  Tórnente,  D.  Antonio  Galiodes  y 
Aidama,  Gerente  de  la  razón  social  Á.  Oalindez  y  Compañía,  del  co- 
mefcio  de  Matansas,  y  lioy  como  legitimo  y  único  dueño  de  todas  las 
propiedades  que  constitoUn  la  indicada  Sociedad,  de  la  que  era  único 
soeio  comanditario  el  Marqués  de  Móntelo  en  vitud  de  la  escritura  de 
disolución  de  la  Sociedad,  con  los  Sindicos  de  dicho  concurso  volunta- 
Wo  de  D.  Juan  Antonio  de  la  Torriente  sobre  reconocimiento  y  gra- 
duación de  nn  crédito: 

Restiltando  que  por  escritora  de  S9  de  Abril  de  Í86S  D.  Joan  Anto- 
nio de  la  Torriente  de  la  Cros  se  confesó  y  constituyó  deudor  de  su 
padre  D.  Francisco  de  la  Torriente  y  Gándara  por  la  cantidad  de  160.000 
pesos,  que  se  obligó  á  pagarle  con  el  interés  de  4  y  medio  por  100  en 
seis  plazos  anuales,  venciendo  el  primero  en  31  de  Marzo  de  4864  y  el 
último  en  igual  día  de  4  871,  hipotecando  especial  y  señaladamente  el . 
ingenio  titulado  Carlota,  antes  Ifueoa  Esperanta: 

Resultando  que  en  escritura  de  47  de  Julio  de  1866,  refiréndose  á  la 
anterior,  dijo  D.  Joan  Antonio  de  la  Torrente  qne  había  satisfecho  á  su 
ptdre  tres  de  los  plrzos  en  ella  estipulados,  ouedando  reducida  su  deu- 
da á  4S0.000  pesos,  los  cuales  se  obligó  á  satisfacerle,  con  interés  de  3 
por  100,  en  44  plazos,  desde  28  de  Febrero  de  186n  á  30  de  Abril  de 
4873,  con  hipoteca  del  citado  ingenio;  escritura  que  aceptó  D.  Fran- 
cisco de  la  Torriente,  dando  por  rota  y  cancelada  la  anterior: 

Resultando  que  para  satisfacer  D.  Francisco  de  la  Torriente  y  Gán- 
dara á  sus  hijos  D.  José  María,  D.  Cosme  María  y  D.  Fernando  María 
de  la  Torriente  y  Hernádez  la  erntidad  de  $5.000  pesos  á  cada  uno,  que 
como  adelanto  de  legítima  paterna  y  materna  les  había  ofrecido  al  con-  . 
traer  matrimonio,  les  cedió  la  indicada  suma  aoe  les  daría  y  pagaría 
su  otro  hijo  D.  Juan  Antonio,  de  los  places  que  había  de  abonarle  des* 
de  aquel  año  hasta  el  de  4874  por  resultado  de  la  escritora  menciona-^ 
da,  quedando  reducido  su  crédito  á  la  cantidad  de  90  000  duros  que  le 
daría  y  pagaría  en  los  plazos  que  marcaron  con^el  citado  interés  de  3 
por  400,  desde  S8  de  Febrero  de  4871  á  30  de  Abril  de  4873,  debiendo 
entenderse  novada  la  citada  escritura  de  47  de  Julio  únicamente  en  el 
orden  de  pago  y  personas  á  quienes  debía  hacerse,  á  todo  lo  cual  pres- 
tó an  conformidad  D.  Juan  Antonio  de  la  Torriente: 
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Resaltando  qae  en  49  de  Janio  de  1871  olorgíiron  escritora D»  Inan^ 
Antonio  de  la  Torrienle  y  Groz  y  D.  Cosme  Maris  de  la  Torrienté  f 
Hernández  por  si  y  como  apoderado  de  sos  hermanos  D.  PraAx)iseo^ 
D.  José,  D.  Fernando  y  D.  Pablo,  en  la  qne  haciendo  mórilo  de  ht  de 
H.  de  Mayo  de  4867,  por  resoltado  de  la  coal  D.  Joan  Antonio  de  la  To- 
rrienté era  en  deber  á  sos  citados  hermanos,  como  herederos  de  su  pa- 
dre, la  cantidad  de  4!^.000  pesos,  convinieron  en  qoedichi  desda  qoe- 
4ara  reducida  á  la  soma  de  35.196  pesos  66  centavos,  qoe  se  obligó  A 
pagarles  en  oro  en  la  forma  slgoiente:  40.500  pesos  en  15  de  Febrero 
de  4875;  8.232  pesos  32  centavos  en  15  de  Abril  de  4806;  8.S3S  pesos 
t%  centavos  en  45  de  Abril  de  4877,  y  los  restantes  8.332  pesos  38  een* 
tavos  en  15  de  Abril  de  4878,  por  coyos  csatro  plazos  otorgaría  paga- 
rés á  la  orden  con  referencia  á  esta  escritora,  abonando  además  por  la 
ilemora  al  vencimiento  de  cada  plazo  el  interés  de  on  6  por  400  tnoal 
en  oro,  qnedando  en  toda  so  fuerza  y  vigor  la  escritora  de  41  de  Mayo 
de  4867  y  la  de  47  de  J olio  del  misma  ano  á  qae  aqoella  se  referia,  las 
coales  no  se  novaban  más  qoe  en  la  cantidad  y  forma  de  pago,  poes  es 
lo  demás  se  ratificaban  con  todas  sus  cláosolas,  condiciones  é  hipoteca: 

Resol tando  qoe  con  la  indicada  fecha  de  esta  escritora,  49  de  Jonia 
4e  4874,  firmó  D.  Joan  Antonio  de  la  Torrienté  on  pagaré,  obligando* 
se  á  satisfacer  en  la  ciodad  de  Matanzas  el  día  15  de  Abril  de  4876, 
prefijo,  á  la  orden  de  D.  Cosme  María  de  la  Torrienté^  la  cantidad  da 
-9.4 47  pesos  6  centavos  en  oro  del  cufio  español,  importe  del  segondo 
plazo  de  la  escritura  hipotecaria  qoe  en  aqoella  fecna  le  había  otor- 
gado eo  la  Escribanía  de  gobierno  de  aqaelia  ciodad,  con  más  los  inte-' 
reses  correspondientes  á  dicho  plazo;  y  qoe  eo  44  de  Abril  de  4875, 
D.  Cosme  María  de  la  Torrienté  endosó  este  pagaré  á  la  orden  de  Don 
Manoel  Linares,  valor  en  coeota;  y  éste,  en  igoal  forma^  en  44  de  Ma* 
yo  de  1876  á  la  orden  de  Galíndez  y  Compañía,  de  Matanzas: 

Besoltando  qoe  presentado  en  concorso  D.  Juan  Antonio  de  la  Te- 
f  riente,  en  el  estado  de  deodos,  que  firmó  con  sus  defensores  eo  Gár* 
denas  á  5  de  Abril  de  1878,  incluyó  en  primer  logar  á  los  herederos  de 
D.  Francisco  de  la  Torrienté,  hipoteca  por  38.839  pesos  34  centavos 
oro;  incloyendo  asimismo  á  Rio,  Sobrino  y  Compañía^  bipotecarío 
por  1 18.000  pesos  billetes  á  liqoidar;  Cosme  María  de  la  Torrienté,  pa- 

f;aré  por  8.110  pesos  50  centavos  oro,  y  otros  qoe  no  hace  al  caso  re- 
erir: 

Resoltanddo  qoe  en  el  estado  general  de  acreedores,  qoe  firmaron 
]os  Síndicos  en  35  de  Noviembre  de  1876,  incloyeron  entre  otros  á  Don 
Francisco  Díaz  Torrienté,  como  cesionario  de  D.  Cosme  María  de  la 
Torrienté,  de  on  pagaré  hipotecario  qoe  vencía  en  45  de  Abril  de  4878 
por  importe  del  coarto  y  último  plazo  de  la  escritora  de  49  de  Jonio 
de  4874,  por  la  cantidad  de  40.1 02' pesos  50  centavos;  y  al  mismo  por 
la  de  9.609  pesos  78  C'^ntavos  de  on  pagaré  hipoteoario,  procedente  de 
la  mencionada  escritura;  cayos  créditos  incloyeron  los  Sfodicosen  el 
estado  de  los  qoe,  según  so  opinión,  debían  ser  reconocidos,  compren-* 
diendo  entre  los  que  á  so  juicio  no  'debían  serlo,  el  de  38.839  pesos 
34  centavos  oro  de  los  herederos  de  D.  Francisco  de  la  Torrienté: 

Resollando  qoe  señalado  i^l  día  29  de  Noviembre  de  1876  parala 
celebración  de  jonta  general  de  «creedores  con  objeto  de  tratar  del  re- 
conocimiento de  los  créditos,  para  lo  coal  foé  citado  D.  Cosme  María 
de  la  Torrienté,  insertándose  los  añónelos  en  tres  númoros  del  Boleiin^ 
Mereantüde  Cárdenas  y  de  la  Gacela  de  Madrid,  tovo  logar  on  efecta 
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dos  por  los  Siodioos,  eon  excepción  de  qq  crédito  que  pasó  al  estado 
de  lo%  reconocidos;  qae  en  6  de  Febrero  de  1877  tovo  logar  otra  janta 
geaeral  de  acreedores,  con  objeto  de  tratar  de  la  graduación  de  crédi- 
tos, para  la  caal  fué  también  citado  D.  Cosme  María  de  la  Torriente, 
iusertáadose  los  correspondientes  anuncios  en  los  periódicos;  y  qoe 
dada  coenta  de  los  estados  formados  por  los  Síndicos,  se  aprobó  el  pri- 
mero» qoe  comprendía  los  acreedores  por  trabajo  personal;  el  segando 
comprensivo  de  los  acreedores  como  hipotecarios  legales,  en  el  qoe  in- 
clayeron  á  la  Sociedad  de  Río,  Sobrino  y  Compañía,  por  sa  contrata 
de  refacción;  el  tercer  estado,  qoe  comprendía  los  acreedres  co  no  hi- 
potecarios por  controto,  acordándose  qoe  los  créditos  reconocidos  de 
D.  Francisco  Días  Torriente  y  D.  Francisco  María  de  la  Tórnente  de- 
bían ser  colocados  en  el  tercer  logar  en  este  estado,  por  considerar  qa» 
la  escritora  de  19  de  Junio  de  1874  á  que  hacían  referencia  los  pagarés 

Sresentados,  había  novado  los  de  29  de  Abril  de  186S  y  17  de  iolia 
e  1866  con  que  aquella  primera  se  relacionaba;  y  por  último,  foeroa 
aprobados  el  cuarto  y  quinto  estado  comprensivo  de  los  acreedores  es- 
criturarios y  comunes: 

Resultando  que  D.  Antonio  Galíndez,  Gerente  de  la  rasón  social 
A.  Galíndez  y  Compañía*  con  objeto  de  preparar  la  acción  ejeeutiv»  á 
fin  de  obtener  el  abono  del  importe  del  pagaré  contra  D.  Juan  Antonia 
de  la  Torriente,  endosado  á  su  favor  por  D.  Manuel  Linares,  y  á  la  de 
ésle  por  D.  Cosme  María  de  la  Torriente,  solicitó  en  29  de  Abril  de  1876 
ea  ^1  Juqgado  de  primera  instancia  de  la  ciudad  de  Matanzas  que  fue- 
ran reconocidas  por  los  tres  indicados  sujetos  las  firmas  de  dichos  do- 
cumentos; que  reconocidas  por  D.  Cosme  María  Torriente  y  por  Lina- 
res«  y  declarado  confeso  D.  Juan  Antonio  de  la  Torriente,  por  no  haber 
comparecido  á  pesar  de  las  citaciones  que  se  le  hicieron  por  el  Juez  de 

Srimera  instancia  de  Matanzas,  se  mandó  en  SI  de  Noviembre  de  1876 
espachar  mandamiento  de  ejecución  contra  los  bienes  de  D.  Juan  An- 
tonio por  el  importe  del  pagaré  é  intereses  y  costas: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instaftcia  de  Cárdenas,  ^oe  co- 
nocía del  concorso  de  D.  Juan  Antonio  de  la  Torriente,  reqairió  al  de 
Matanzas  para  que  remitiera  al  juicio  de  concurso  la  ejecución  promo» 
Yída  por  Galíndez;  y  qoe  remitida  en  efecto,  haciendo  éste  uso  de  la 
acción  personal  y  de  la  real  y  mixta  que  le  asistía  para  pretender  que 
se  reconociera  á  dicha  Sociedad  como  acreedora  del  concurso  volunta- 
rio de  D.  Juan  Antonio  de  la  Torriente  é  impugnar  los  acreedores  de 
la  junta  de  graduación,  á  fin  de  que  se  le  abonase  su  crédito  en  el  lo- 

Íi;ar  y  con  la  premura  á  que  aspiraba,  dedujo  en  3  de  Agosto  de  1877 
a  demanda  objeto  de  estos  autos,  para  que  cursándola  como  incidente 
á  dicho  concurso  se  declarase  que  era  de  reconocerse  á  la  Sociedad  de- 
mandante como  acreedora  de  aquél  por  la  cantidad  de  9.117  pesos 
6  Cjsntavos,  que  se  le  pagaría  inmediatamente  después  de  las  costaa 
ocasionadas  en  el  repetido  concurso,  de  las  precisas  para  su  formación^ 
curso  y  créditos  por  trabajo  personal  correspondiente  á  jornales  y  sa- 
larios devengados  en  los  tres  últimos  años,  pues  las  demás  estaban  su- 
jetas á  la  prescripción  recomendada,  siendo  por  consiguiente  aquéllos 
ios  únicamente  privilegiados,  debiendo  venir  inmediatamente  y  pri* 
mero  aoe  los  demás  hipotecarios  por  contrato,  pues  la  que  favorecía  á 
Galíndez  y  Compañía  era  la  más  antigua  de  las  qoe  probaban  el  inge<^ 
nxffVíkrlota^  declarando  igualmente  preferente  su  pago  al  de  losalcan-^ 
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ce8  de  Río,  Sobrino  y  Compañía,  qne  no  reuniendo  las  eondieionet  de 
aereedores  refaccionarios  debían  desaparecer  del  Idgar  en  que  se  les 
había  colocado  en  cnanto  hacía  á  los  demandantes  cuyos  derechos  te* 
oían  implícitamente  reconocidos,  por  las  circunstancias  recomendadas 
respecto  á  las  condiciones  en  que  descansaba  para  obtener  el  fallo  so- 
licitado, fundando  so  pretensión  en  qne  no  habiendo  sido  compren-^ 
dido  en  la  relación  de  las  dendas  ni  conrocádosele  para  la  junta  de  re- 
conocimiento no  podía  considerársele  moroso  ni  incurso  en  pena  algu- 
na, tanto  más  cuanto  que  ignoraba  la  existencia  del  concurso;  que  el 
crédito  de  Río  y  Sobrino  debía  desaparecer  del  estado  de  hipotecarios 
legales  y  colocársele  entre  los  hipotecarios  con  arreglo  á  la  fecha  de  la 
inscripción  de  escritura,  pero  no  reunía  ningnua  de  las  circunstancias 
prescritas  por  las  leyes  de  Partida,  y  por  la  Real  cédula  de  S  de  Abril 
de  188S  para  que  tuviera  aquel  carácter;  que  el  crédito  del  demandan- 
te procedía  de  la  escritura  de  29  de  Abril  de  186S,  en  la  cual  figuraba 
la  hipoteca  expresa  del  ingenio  Carlota;  pues  hs  escrituras  de  I86& 
y  1867  cuidaron  de  no  alterar  en  manera  alguna  las  garantías  y  condi- 
eiones  de  seguridad  consignadas  en  aquella  previsión  que  se  tuvo  tam- 
bién en  la  de  1874;  y  que  no  era  lícito  á  nadie  enriquecerse  con  perjui- 
cio de  tercero  como  sucedería  á  D.  Juan  Antonio  de  la  Tórnente  de- 
jando de  abonar  el  pagaré  que  representaba  parte  de  la  escritura  otdr- 
§ada  á  favor  de  los  herederos  de  su  padre  implícitamente  reconocidos 
ésde  que  se  presentó  en  autos  dicha  escrítura'i 
Resultando  que  los  iSíndleos  del  concurso  voluntario  de  D.  íuáu 
Antonio  de  la  Torriente  contestaron  á  la  demanda  con  la  presentación 
de  que  se  dec'arase:  primero,  que  el  documento  presentado  por  la  So« 
eiedad  demandante  era  nulo,  y  que  por  consiguiente  su  Procurador 
carecía  de  personalidad  para  representarla;  y  segundo,  que  siendo 
morosos  Galíndes  y  Ck)mpañía  habían  perdido  toda  prelación  que  para 
el  cobro  de  su  crédito  pudo  corresponderles,  debiendo  ser  colocados 
entre  los  acreedores  comunes,  con  las  costas  de  este  expediente  á  su 
cargo;  consignando  cómo  hechos  en  apoyo  de  la  segunda  preteiisión^ 
poes  la  primera  no  es  objeto  del  actual  recurso,  que  la  Sociedad  da* 
líndez  y  Compañía  no  aparecía  como  acreedora  de  D.  Juan  Antonio  de 
la  Torriente  en  el  estado  de  deudas  presentado  por  éste  al  solicitar  su 
declaración  en  concurso,  y  si  se  nombraba  á  la  sucesión  de  D.  Francis- 
co de  la  Torriente  y  Gándara  como  acreedora  hipotecaria,  de  parte  de 
coyo  crédito  aparecía  hoy  cesionaria  la  indicadh  Sociedad;  que  no 
apareciendo  esta  en  el  estado  de  deudas,  y  sabiendo  que  el  represen- 
tante de  la  sucesión  de  Torriente  y  Gándara  era  de  Cosme  María  de  la 
Térrientej  fué  éste  citado  individualmente;  que  hechas  las  citaciones 
individualmente  á  los  acreedores  comprendidos  en  el  estado,  se  practi- 
caron las  convocatorias  de  acreedores  para  la  junta  de  reeonoci miente 
de  créditos^  por  edictos  que  se  insertaron  en  los  tres  números  áe\  Bo* 
letin  de  Matanzas  y  Gaceta  oficial  de  la  Habana^  haciéndose  en  la  mis^ 
ma  forma  esas  citaciones  para  la  junta  de  graduación,  hasta  la  que  se 
prorrogó  el  tiempo  concedido  á  los  acreedores  que  no  habían  compare- 
cido en  juicio  para  que  lo  hicieran  presentando  los  títulos  justificati- 
vos de  sus  créditos;  qtte  á  pesar  de  estas  citaciones;  la  Sociedad  Gs^*^ 
lindea  y  Compañía  no  compareció  en  el  juicio  ni  presentó  los  títulos 
juetificativos  de  su  crédito  para  su  reconocimiento  y  graduación;  que 
hallándose  D.  Francisco  Días  Torriente  en  idénticas  circunstancias  que 
Gulíndea  y  Compañía,  cocbpareció  en  juicio  y  se  le  reconoció  y  gra- 
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4uó  80  erédito;  qpe  li  se  presentó  el  teslimonio  de  la  escrilora  hipote- 
caria de  f  9  de  Jaoio  de  4871,  foé  para  acreditar  ese  carácter  preferen- 
te que  tenían  los  créditos  qoe  representaban  ios  pagarés  presentados 
por  dichos  Díaz  Torriente  y  D.  Francisco  liaría  de  la  Torriente;  qqo 
DO  habiendo  acadido  en  tiempo  Galíndez  y  Compañía  para  qae  se 
«fectaara  el  reconocimiento  de  su  crédito,  eran  morosos  y  debían  sa- 
írir  las  consecuencias  legítimas  de  esta  morosidad,  y  qm  presentando 
ahora  el  pagaré  en  qae  constaba  sa  crédito,  debía  reconocérsele,  por 
estar  snfíclentemente  probado;  deduciendo  de  estos  hechos,  comofan- 
damentos  legales,  que,  según  los  artículos  508  y  509  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos civiles;  las  citaciones  de  acreedores  para  las  juntas  de  aa 
concurso  se  harán  individualmente  á  los  designados  en  el  estado  de 
deudas  presentado  por  el  deudor,  publicándose  además  las  convócalo - 
rías  en  el  periódico  del  pueblo  en  cuyo  Juzgado  radicare  el  juicio  y  en 
el  BoUUn  de  la  provincia;  que  terminada  la  junta  de  reconocimiento 
de  créditos;  los  acreedores  que  hasta  ese  momento  no  hayan  compare- 
cido en  inicio  se  considerarán  eoipo  qaorosos,  según  el  art.  579,  sien- 
do los  efectos  de  esta  morosidad  el  tener  qoe  costear  el  reconocimien- 
to de  su  crédito  y  perder  cii^ilquiera  preferencia  ó  prelación  aue  pu- 
diera córresponderfe;  y  siendo  por  tanto  morosos,  como  se  había  de- 
mostrado, Galíndez  y  Compañía,  debían  costear  este  expediente  y  per- 
der el  carácter  hipotecario  qoe  tenía  su  crédito,  pasando  al  quinto  es- 
tado entre  los  acreedores  comunes  ó  valistas,  y  que  no  habiendo  aca- 
dido Galíndez  á  la  junta  de  graduación  celebrada,  ni  podido  por  con- 
sigaieote  coesignar  ningún  acuerdo,  y  dejado  pasar  los  ocho  días  que 
la  ley  concedía  para  dicha  impugaacióa,  no  tenían  ya  derecho  á  soli- 
citar que  se  alterase  la  graduación  tai  como  se  acordó  en  aquella  jun- 
ta, que  había  quedado  ya  ejecutoriada,  además  de  que  no  podían  hac«r 
dicha  impugnación  de  ningún  modo  por  no  estar  aún  reconocido  aa 
crédito: 

Resultando  qoe  la  Sociedad  demandante  adicionó  al  replicar  á  los 
hechos  de  su  demanda  el  implícito  reconocimiento  de  su  crédito  desde 
el  ipomento  en  que  lo  fueron  los  representados  por  D.  Francisco  Díaz 
Torriente,  por  ser  uno  y  otro  de  igual  procedencia,  y  no  haber  razón 
ninguna  por  consiguiente  que  se  opusiera  á  ello;  y  la  conformidad  de 
los  Síndicos  á  su  abono,  aunque  en  distinto  lugar  al  que  le  correspon- 
día; y  á  los  fundamentos  de  derecho,  que  á  nadie  podía  favorecerse  con 
perjuicio  de  tercero,  ni  imponerse  á  éstos  penas  consiguientes  á  faltas 
que  no  habían  cometido,  lo  cual  sucedería  si  se  aceptase  la  calificación 
de  morosos  que  no  merecía  Galíndez  y  Compañía: 

Resultando  que  á  su  yez  los  Síndicos  del  concurso  adicionaron  á  los 
fundamentos  de  so  contestación,  que  el  cesionario  de  un  crédito  debía 
tomai'lo  en  las  mismas  condiciones  y  estado  en  que  lo  tenía  so  cadente; 
y  que  suministrada  prueba  por  las  partes  dictó  sentencia  el  Juez  de 
primera  instancia  declarando  procedentes  las  excepciones  opuestas  pot 
la  parte  demandada  en  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  y  en 
su  consecuencia  nula  la  sustitución  qoe  obraba  al  folio  I*  y  falta  de 
personalidad  suficiente  al  Procurador  Bethancourt  para  representar  á 
ios  demandantes,  y  procedentes  el  qoe  fueron  considerados  estos  como 
morosos  obligados  á  costear  el  conocimiento  de  un  crédito,  con  perdi- 
da de  cualquiera  prelación  que  pudiera  corresponderles,  debiendo  por 
lo  tanto  ser  graduados  entre  los  valistas,  con  especial  condenación  de 
costas  ocasionadas  á  dicha  parte  demandante: 

Resoitando  que  interpuesta  apelación  por  D.  Antonio  Galíndez  y 
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Aldama,  y  remitidos  los  autos  á  la  Andiencia  de  la  Habana,  la  Sala  de 
lo  civil  dictó  sentencia  en  10  de  Febrero  de  1881 ,  declarando  no  haber 
Jugar  ala  excepción  de  falta  de  personalidad  opuesta  al  Procurj^dor 
Betbancoart  para  representar  á  D.  Antonio  Galíndez  y  Compañía,  y 
procedente  el  que  éstos  sean  considerados  como  morosos  obligados  á 
costear  el  reconocimiento  de  so  crédito  con  pérdida  de  cualquiera  pre- 
lación  que  pudiera  corresponderle,  debiendo  por  lo  tanto  ser  graduado 
entre  los  valistas;  siendo  de  cargo  de  la  misma  Sociedad  el  pago  de  la» 
costas  cansadas  en  ambas  instancias: 

Resultando  que  D.  Antonio  Galindez  interpuso  recurso  de  casación, 
por  baberse  infringido  á  su  juicio: 

4^  Al  fallar  que  el  crédito  t)ipotecario  por  contrato  del  recurrente 
debía  ser  graduado  entre  los  valistas,  el  art.  59S  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  qne  determina  el  orden  en  que  han  de  ser  graduados  íofr 
créditos  en  el  juicio  de  concurso,  según  cuyo  precepto,  los  hipoteca- 
rios por  contrato  se  comprenderán  siempre  en  el  tercer  estado  y  no  en 
el  quinK)  que  corresponde  á  los  valistas: 

8°  Al  declarar  moroso  al  recurrente,  á  pesar  de  no  haber  sido  citada 
para  acto  alguno  concurso  de  D.  Juan  Antonio  de  la  Torriente,  por 
considerar  que  no  apareciendo  su  nombre  en  el  estado  de  deudas  pre- 
sentado por  aquel  no  era  obligatoria  la  consabida  citación,  la  doctrina 
consignada  en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  45  de  Di- 
ciembre de  I87f,  según  la  cual,  no  puede  ser  declarado  moroso  b\ 
acreedor  que  no  fué  citado  nara  la  junta  de  reconocimiento  de  crédi- 
tos, s$D  que  deba  perjudicarle  el  no  hallarse  su  nombre  en  el  estado  de 
deudas,  puesto  que,  según  el  art.  S38  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, en  el  concurso  necesario  sólo  está  obligado  el  deudor  á  presentar 
dentro  de  dos  días  una  relación  de  los  acreedores,  y  no  aquel  estado 
cuya  exhibición  sólo  es  obligatoria  en  el  concurso  voluntario  de  quita 
y  espera; 

Y  3®  Al  condenar  en  todas  las  costas  de  ambas  instancias  al  recu- 
rrente, no  obstante  haber  declarado  la  excepción  de  falta  de  persona- 
lidad en  su  Procurador,  que  opuso  la  representación  contraria,  y  se 
estimó  procedente  por  la  sentencia  apelada,  la  ley  3%  tít.  19,  libro  f  I 
de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  doctrina  admitida  por  este  Supremo 
Tribunal  en  innumerables  fallos,  entre  ellos  los  de  12  de  Octubre  de 
1866,  11  de  Diciembre  de  1865  y  17  de  Octubre  de  1876,  según  cuyoa 
preceptos  no  cabe  tal  condenación  cuando  la  sentencia  de  la  segunda 
instancia  confirma  la  de  la  primera  con  aditamento  ó  moderación: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  López  Mon- 
tenegro: 

Considerando  que  no  habiendo  sido  objeto  del  pleito  determinar  la 
naturaleza  del  crédito  reclamado,  sino  si  ese  crédito  se  había  perjudi- 
cado por  la  tardanza  de  su  presentación  en  el  concurso,  es  inaplicable 
el  art.  59S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  la  isla  de  Cuba, 
que  se  cita  como  infringido  en  el  primer  motivo  de  casación  contra  la 
sentencia  recurrida: 

Considerando  que  ésta  no  infringe  la  doctrina  legal  invocada  en  el 
segando  motivo,  ni  el  art.  538  de  la  ley  antes  mencionada,  porque 
apreciando  las  pruebas  la  Sala  sentenciadora,  en  uso  de  sus  facultades, 
estima  que  el  recurrente  incurrió  en  las  penas  de  la  morosidad  por 
baber  reclamado  un  crédito  después  de  las  juntas  de  reconocimiento  y 
j[raduación: 

Considerando  relativamente  al  tercer  motivo  que  habiéndose  con- 
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llenado  en  Im  costai  de  aliada  al  apelante,  la  sentencia  reenrrida  in- 
fringe la  ley  3^  tit.  49,  libro  H  de  la  Novísima  Recopilación,  qoe 
t^robibe  imponerlas  si  las  sentencias  se  diesen  con  aditamento  y  mode-^ 
ración,  habiéndolo  por  haberse  revocado  la  del  inferior  en  cnanto  ésta 
estima  la  excepción  de  falta  de  personalidad  del  Procnrador  del  deman- 
dante qne  la  desestin^ó  la  Sala; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  qne  bá  Ingar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Galíodes  Aldama  en  el 
particular  á  qne  se  refiere  el  tercer  motivo  del  mismo;  y  en  su  virtud 
casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  10  de  Febrero  de  4881  dicta 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  cuanto  por  ella  se 
«ondena  al  recurrente  en  las  costas  de  la  segunda  instancia  de  este 
pieito;  y  que  no  há  Ingsr  al  mencionado  recurso  respecto  á  los  demás 
extremos  de  dicha  sentencia  á  que  se  refieren  otros  dos  motivos. — 
(Sentencia  publicada  el  43  de  Enero  de  41^83,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
7  de  Agosto  del  mismo  año.) 

15 

üeeurs^  de  etíñBelia  (iñ  de  Enero  de  \9%Z).^Sala primera,^ 
Retbagto.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Benito  Méndez  Yaldée 
«on  D.  Felipe  Martín  Gonzáles  y  otros  (Audiencia  de  Burgos),  y  se  re- 
suelve: 

Que  si  la  eecritura  en  que  se  eonetituyó  un  censo  enfitéutieo  ee  afus- 
U  alas  prescripciones  estableeides  en  las  leyes  28  y  S9,  lit.  8®  de  la 
Partida  5^.  habiéndose  pactado,  entre  otras  condiciones,  el  derecho  i 
retraer  á  favor  del  domtnio  directa);  esta  circunstancia  autorita  la  de-^ 
itíanda  de  retracto,  porgue  los  eontratoe,  cualquiera  que  sea  et  nombre 
0ue  las  partes  les  den,  deben  cumplirse  cuando  no  son  contrarios  á  las 
leyes  y  á  las  buenas  costumbres. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  45  de  Enero  de  4883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Burgos  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquella  ciudad  por  D.  Fetipe  Martín  Gon- 
zález, Venancio  Revilla  Bravo,  Julián  Briones  Justa,  Torcuato  Bravo 
Ibáñez,  Lino  Núñes  Arroyo,  Eustaquio  Miguel,  José  Merino  González, 
Cristóbal  Cobo  Martín,  Isaac  Barbero  García,  Leandro  Martín  González, 
Santiago  Bravo  Arroyo,  José  Re  villa  Bravo,  Máximo  Re  villa  Martín, 
Ángel  Ortigüela  Calvo,  Felipe  Arroyo  Revilla,  Feliciano  Martín,  Mi- 
guel y  Ramón  Martín  González,  vecinos  de  la  villa  de  Nebreda,  repre- 
sentados por  el  Procurador  D.  Mauricio  Castañares,  bajo  la  dirección 
del  Licenciado  D.  Agustín  de  Soto,  con  D.  Benito  Menéndez  Yaldés,  y 
en  su  nombre  el  Procurador  D.  Lorenzo  de  Poó  y  Espejo,  dirigido  por 
el  Licenciado  D.  Rafael  Blanco  y  Olivera,  sobre  retracto  del  monte  ti- 
tulado de  Andesa,  sito  en  término  y  jurisdicción  de  dicha  villa  de  Ne> 
'hfdáM 

Resultando  que  en  S3  de  Enero  del  año  4450  se  otorgó  escritura  en 
«1  monasterio  de  San  Pedro  de  Arlanza,  por  la  que  el  Abad  Prior,  ma- 
yordomo, enfermero,  camarero  y  todos  ios  otros  Mones,  dieron  á  censo 
Ípor  nombre  de  censo  al  Concejo,  AlCr^ldes  y  hombres  buenos  de  Ne- 
reda  todas  las  heredades  de  pan  llevar,  tierras,  prados,  pastos,  terre* 
tíos  y  otras  cualesquiera  heredades  que  pertenecieran  ai  convento  eú 
término  de  Nebreda  y  de  Solarano  y  Castillo,  de  las  rentas  que  se  Ua- 
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maban  de  Arroyo  y  de  la  renta  de  Sao  Joan  y  la  renta  del  Parral  y  1e 
renta  de  la  calle  qoe  al  monasterio  pertenecía,  eon  todas  sas  entradas 
salidas,  usos  y  costumbres,  cuantas  debieren  baber,  según  que  al  Mo- 
nasterio pertenecían,  las  cuales  daban  á  dicho  Concejo^  Alcaldes  y 
hombres  buenos  de  Nebreda  para  siempre  jamás,  para  que  fueran  de  él 
y  de  los  que  eu  io  sucesiro  vinieren  para  siempre  jamás,  habiendo  de 
pagar  al  monasterio  de  censo  en  cada  un  ado  para  siempre  jamis  35 
«argas  y  media  de  pao,  mitad  de  trigo,  mitad  de  cebada,  puesto  en  la 
villa  de  Cuevas,  en  las  casas  del  Monasterio  el  último  día  de  Setiembne, 
y  á  más  una  procuración  en  cada  un  año,  el  año  qué  la  quisiere  tomiir 
el  dicho  Abad,  el  cual  y  el  Prior,  Monjes  y  convento  se  quitaban  y 
desamparaban  de  las  dichas  heredades  por  cualquiera  manera  ó  raz^n, 
dándolas  por  aquella  carta  de  censo  perpetuo  al  Concejo,  Alcalde,  Re  - 
gidores  y  Oombres  buenos  de  dicho  lu|;ar,  para  que  fueran  suyas  y  de 
quien  ellos  quisieren  ó  por  bien  tuvieren,  dándoles  poder  cumplido 
para  entar  en  ellas,  venderlas,  empeñarlas,  cambiarlas  y  hacer  de  ellas 
á  su  voluntad,  pasando  por  la  dicha  car^a  de  las  35  cargas  de  pan  y 
procuración  del  dicho  censo  en  cadfai  un  ano,  no  podiendo  ser  vendidas 
las  dichas  heredades  á  caballero  ni  á  dueña  poderosa  ni  á  persona  reli- 
giosa  ni  poderosa,  salvo  á  persona  lega  y  llana  y  abonada  de  quien  el 
monasterio  pudiera  cobrar  el  censo;  qoe  si  dejase  el  pueblo  de  pagAr 
dos  años  podría  el  convento  entrar  en  las  heredades  de  su  propia  au- 
toridad, y  tomarlas  con  codas  las  mejoras;  que  si  hubiese  de  vender  6 
enajenar,  se  hiciera  primeramente  saber  al  convento  y  á  los  sucesores, 
por  si  las  querían  comprar,  tanto  por  tanto  como  otro  por  ellas  diese, 
y  por  último  el  convento  se  obligó  con  sus  bienes  á  hacer  sanas  en 
todo  tiempo,  de  cualquiera  que  las  contrariase;  demandare  ó  embarga- 
re, todos  las  dichas  heredades  ó  parle  de  ellas,  y  á  seguir  á  su  costa  y 
sacar  á  salvo  á  dicho  Concejo,  siendo  primeramente  sobre  ello  reque- 
ridos: 

Resultando  que  adquirido  en  1 843  de  la  Nación  por  D.  Antonio  Ma- 
teos el  censo  que  el  Concejo  de  Nebreda  pagaba  anualmente  al  snpr¡« 
mido  monasterio  de  San  Pedro  de  Arlansa,  solicitó  del  Intendente  de 
Burgos  en  10  de  Agosto  de  dicho  año,  en  atención  á  que  se  le  habían 
entregado'  ios  títulos  de  pertenencia  y  escrituras  de  imposición,  que  se 
le  entregasen  dichos  documentos,  ó  se  le  franqueasen  los  testimonios 
competentes,  y  en  su  virtud  se  libró  testimonio  con  relación  á  un  li* 
bro  titulado  Graneria  Árlanza^  que  contenía  los  encabezos  de  granos 
del  convento  desde  1805,  de  dos  asientos  correspondientes  á  dicho  año 
y  al  de  1806,  en  que  se  expresa  que  el  Concejo  de  Nebreda  pagaba  de 
censo  perpetuo  420  fanegas  mitad  de  tri^o  y  cebada  que  había  de  po- 
ner á  su  costa  en  el  granero  de  Govarrubias: 

Resultando  que  el  Alcalde,  Síndico  y  tres  vecinos  de  la  villa  de  Ne- 
breda nombrados  por  el  Concejo,  otorgaron  escritura  en  ti  de  Diciem- 
bre de  4  843,  por  la  que  sin  ser  visto  alterar  ni  novar  la  escritura  de 
imposición  de  censo  antes  referida,  y  antes  por  el  contrario  dejándola 
en  su  fuerza  y  vigor  la  aprobaron  y  ratificaron,  reconociendo  por  due- 
ño y  señor  á  D.  Antonio  Mateos,  á  quien  pagarían  las  420  fanegas  en 
un  año  de  pan  mediado,  obligándose  á  cumplir  todos  los  pactos,  con  • 
diciones,  penas  de  comiso  y  demás  que  contuviera  la  escritura  de  im- 
posición ó  que  se  acostumbraran  poner  en  las  de  su  clase  y  naturalesa^ 
quedaban  por  insertas  é  incorporadas: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  D«  Antonio  Mateos  en  I86&  a» 
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^djndicd  el  cei^so  á  D.  Jacinto  Mateos,  uno  de  sos  hijos,  y  en  30  de 
Enero  de  f879,  Felipe  Martín  González,  Lino  Nüñez  Arroyo  y  Cirilo 
Pastor  González  por  sí  y  en  representación  de  la  mayor  parte  de  los  ve- 
cinos otorgaron  escritara  de  reconocimiento,  obligándose  á  seguir  pa- 
leándole como  dueño  del  censo  las  fSO  fanegas  de  pan  mediado,  dejan- 
do en  toda  su  fuerza  y  vigor  la  escritura  de  imposición  é  hipotecando 
«demás  especial  y  expresamente  un  monte  perteneciente  á  los  Propios, 
radicai^te  en  jurisdicción  de  Nebreda  y  conocido  con  e)  nombre  de  An- 
desa,  poblado  de  encinas  y  carrascas,  que  se  comprometían  á  no  enaje- 
nar ni  gravar  con  otra  responsabilidad  que  la  del  pago  del  censo:  * 

Resultando  que  posteriormente  por  escritura  de  i 3  de  Julio  de  1879 
'D.  Jacinto  Mateos  vendió  á  D.  Felipe  Martín  González  y  demás  indica- 
dos, por  la  cantidad  de  13.750  pesetas  el  ipencionado  censo,  en  la  pro- 
porción que  para  cada  uno  señaló: 

Resultando  que  en  ei  Boletín  oficial  de  la  provincia  de  B argos  co- 
rres|)ondiente  al  7  de  Mayo  de  I88<  se  anunció  la  venta  da  un  monte 
en  el  término  de  Nebreda,  denominado  Andesa,  procedente  de  sus  pro- 
pios, y  en  el  cual  se  hallaban  enclavadas  varias  fincas  de  propiedad 
particular  que  quedaban  por  tanto  eliminadas,  el  cual  se  hallaba  afec- 
to á  un  censo  perpetuo  á  favor  de  D.  Cirilo  Pastor  y  otros  vecinos  de 
dicho  pueblo  de  f  20  fanegas  de  pan  mediado  que  el  pueblo  satisfacía 
anualmente,  que  componían  un  capital  de  57.360  pesetas  que  se  rebuja- 
rían al  comprador: 

Resultando  que  verificada  la  subasta  en  12  de  Julio  de  dicho  ano 
1881  á  favor  de  D.Benito  Menéndez  Valdés,  como  mejor  postor,  en 
precio  de  60.010  pesetas,  en  f  9  del  propio  mes  dedujeron  en  el  Juzga- 
do de  primera  instancia  de  Bargos  D.  Felipe  Martín  González  y  con- 
sortes la  demanda  objeto  de  estos  autos,  consignando  como  hechos: 
que  por  cesión  del  Monasterio  de  Arlaza  tenía  el  pu^^blo  de  Nebreda  el 
dominio  ütildel  monte  Andesa,  sito  en  su  jurisdicción,  sobre  el  que  por 
reconocimiento  del  directo  gravitaba  un  censo  de  120  fanegas  de  pan 
mediadp,  que  enajenado  por  la  Administración  pública  había  sido  ad- 
quirido por  los  demandantes  D.  Jacinto  Mateos;  que  subastado  el  mon- 
te por  el  Estado,  se  había  reconocido  á  favor  de  ellos  el  censo  con  un 
capital  de  57.360  pesetas,  y  adjudicado  como  mejor  postor  á  D.  Benito 
Menéndez  Valdés  con  60.010  pesetas,  descontando  el  imoorle  de»  cen- 
so, quedaba  un  líquido  de  Í.650  pesetas,  correspondiendo  á  la  décima 
parte  que  debía  pagarse  la  suma  de  265  que  consignaba,  y  deduciendo 
de  estos  hechos  que  concurrían  en  la  finca  y  en  los  demandantes  los  re^ 
quisitos  que  las  leyes  exigían  para  que  procediera  el  retracto  de  comu- 
neros ó  de  dominio  útil,  de  que  hacían  uso,  dentro  del  término  pres- 
crito por  la  ley,  acompañando  escritura  de  fianza  para  responder  de 
cualquier  perjuicio  que  pudiera  experimentar  el  vendedor,  y  compro- 
metiéndose á  conservar  la  finca  sin  separar  los  dominios  en  seis  años, 
-suplicaron  que  se  condenase  al  comprador  D.  Benito  Menéndez  Valdés 
á  otorgar  dentro  del  término  de  tercero  día  á  favor  de  los  demandantes 
escritura  de  venta  del  monte  Adesa,  jurisdicción  de  Nebreda,  ó  á  ceder- 
les en  el  acto  la  aprobación  de  la  subasta  recibiendo  el  precio  del  pri- 
mer plazo  si  lo  hubiese  satisfecho;  bajo  apercibimiento  de  otorgarse  de 
oficio  á  su  costa: 

Resultando  que  D.  Benito  Menéndez  Valdés  impugnó  la  demanda, 
consignando  como  hechos:  que  no  se  acreditaba  con  ninguno  de  los 
documentos  acompañados  á  ella  que  «I  monte  Andesa  perteneciera  al 
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nioiuisteno,  ni  qae  éste  lo  cediera  al  Concejo  de  Nebreda;  qne  lo  cedido»- 
por  dicho  monasterio  en  el  año  de  1 150  al  indicado  pueblo  do  fué  el- 
dominio  útil  de  ciertas  y  determinadas  fincas  con  reserva  del  directo,, 
sino  que  le  cedió  ambos  dominios,  de  modo  qoe  el  Concejo  qneáó  due- 
ño único  de  las  heredades  qoe  el  Monasterio  poseía  y  qoe  no  se  sabía 
coales  eran  con  la  única  obligación  de  abonar  el  canon,  á  la  cnal  res- 
pondían, no  sólo  los  inmuebles  recibidos,  sino  también  todos  los  demás 
del  pueblo  y  los  que  en  lo  sucesivo  adquiriese;  que  sobre  el  monte  An- 
desa  no  había  gravitado  el  censo  reconocido  á  favor  del  manasterio,  ni 
se  citaba  en  la  escritura  de  constitución,  ni  en  la  de  concordia,  ni  en  la 
sentencia  de  ejecución  recaída  contra  el  pueblo,  por  no  haber  satisfe- 
cho el  canon  en  el  último  siglo,  ni  en  la  de  reconocimiento  del  censo 
qoe  hicieron  los  de  Nebreda  en  4843  á  solicitud  de  D.  Antonio  Mateos 
siendo  la  única  carg|i  que  sobre  el  monte  gravitaba  la  de  haber  sido 
hipotecado  por  el  Concejo  expresa  y  especialmente  en  el  año  de  4879 
para  responder  al  pago  de  aquella  cantidad  de  trigo  y  cebad»;  y  qbe  el 
comprador  adquirió  el  monte  del  Estado  tan  sólo  con  esa  hipoteca  y 
con  la  obligafión  de  pagar  el  canon,  pero  sin  que  al  anunciarse  la  ven- 
ta ni  ai  realizarla,  se  dijera  que  el  dominio  útil  correspondía  al  Estado; 
y  qoe  de  estos  hechos  dedujo,  como  fundamentos  de  derecho  que  el 
censo  coniituido  por  el  monasterio  no  fué  enfítéutico  sino  reservativo, 
puesto  que  se  trasmitieron  ambos  dominios,  no  se  estableció  el  comiso  • 
ni  se  estipuló  el  laudemio,  circunstancias  que  distinguían  perfectamen- 
te ambos  censos;  qae  se  hallaba  en  el  pleno  dominio  de  dicho  monte, 
puesto  qoe  en  la  subasta  no  se  hizo  distinción,  su  venta  se  respetaba 
por  los  demandantes,  y  según  la  Real  orden  de  1862,  eran  nulas  las 
enajenaciones  de  las  fincas  desamortizadas  en  que  se  hubieran  trasmi- 
tido juntos  el  dominio  útil  y  el  directo,  sin  la  di-bida  expresión  de  que 
el  primero  era  sólo  el  que  pertenecía  á  la  corporación;  y  que  la  ley  de 
Junio  de  4866,  citada  de  contrario,  carecía  de  aplicación,  porque  se  re- 
fería al  derecho  de  retraer  que  correspondía  á  los  condueños  con  el 
Estado  en  Us  fincas  desamortizadas  que  el  último  enajenase,  y  se  ha- 
bía visto  que  no  pertenecía  ningún  dominio  á  los  actores  en  el  monte 
de  que  se  trataba: 

Resultando  qie  suministrada  prueba  por  las  partes,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  dictó  sentencia  estimando  el  retracto  interpuesto  por 
D.  Felipe  Martín  González  y  consortes,  condenando  en  su  virtud  á  Don 
Benito  MenénJez  Valdés  á  otorgar  á  favor  de  aquellos  dentro  del  térmi- 
no de  tercero  día  la  correspondiente  escritura  de  venta  de  la  finca  men- 
cionada, con  los  demás  pronunciamientos  consiguientes  á  esta  declara- 
ción, é  imposición  de  todas  las  costas  al  demandado:  y  que  interpuesta 
por  éste  apel  ción,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  confir- 
mó en  S9  de  Mayo  de  1882  la  sentencia  apelada,  si  bien  alzaudo  la  con- 
dena de  costas  impuesta  al  demandado: 

Resultando  que  D.  Benito  Menéndez  Valdés  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

4^  Al  considerar  la  Sala  sentenciadora  con  evidente  error  de  hecho, 
demostrado  por  la  simple  inspección  de  la  escritura  de  S3  de  Enero 
de  4450,  que  por  su  otorgamiento  quedó  el  monte  de  Andesa  acensuado 
y  obligado  al  pago  de  las  35  cargas  y  media  de  pan,  la  ley  del  contra- 
to contenida  en  dicha  escritura,  dándole  una  inteligencia  y  alcance  quo 
no  tenía  y  que  pugnaba  con  sus  términos  literales  y  explícitos,  toda 
vei  que  declaraba  que  dicha  escritora  de  imposición  de  censo  sobren 
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muUitod  de  fioeat  sitas  en  diversos  pueblos  se  refería  exelnsívamenie 
al  monte  Andesa,  que  ni  por  incidencia  aparecía  nombrado  en  ella;  in- 
fringiéndose además  la  jorisprudeneia  de  este  Sopremo  Tribonal,  con- 
signada en  las  sentencias  de  45  de  Febrero  de  1^70,  4  de  Enero  de  1 87f, 
17  de  Marco  de  1863,  U  de  Febrero  de  4864  y  29  de  Enero  de  4873,  en 
que  se  declara  que  los  contratos  deben  cumplirse  en  los  términos  en 
<|tte  se  hallan  redactados,  sin  ampliarlos  á  cosas  ni  á  casos  que  no  se  ha- 
yan estipulado  expresamente,  habiendo  lugar  á  la  casaeióa  cuando  la 
inteligencia  dada  por  la  Sala  sentenciadora  á  sus  términos  es  notoria- 
mente contraria  al  texto  de  los  mismos;  y  por  ultimo,  que  lo  estipula- 
do por  las  partes  en  uo  contrato  elevado  á  escritura  pública  debía  res- 
petarse y  cumplirse  como  ley  en  la  materia,  siendo  nula  la  sentencia 
que  prescindú  de  ello  ó  lo  alteraba,  sin  que  fuera  licito  darle,  como 
había  sucedido  en  este  caso,  una  inteligencia  de  que  resultase  el  exclu- 
sivo  provecho  de  una  de  las  partes  y  el  perjuicio  para  la  otra: 
.  3^  La  misma  ley  del  contrato  contenido  en  los  demás  documentos 
acompañados  á  la  demanda,  coales  eran  la  escritura  de  concordia 
de  4635,  el  testimonio  de  los  autos  ejecutivos  seguidos  en  (704,  la  cer- 
tificación librada  en  4843  por  las  oficinas  de  Hacienda  y  la  escritura  de 
reconocimiento  otorgada  á  favor  de  D.  Antonio  Mateos  en  4844,  en  nin- 
guno de  cuyos  documentos  se  hacía  mención  del  monte  Andesa,  poi-- 
que  jamás  perteneció  al  monasterio  de  San  Pedro  de  Arlansa,  sino  á  los 
Propios  de  Nebreda,  confirmándolo  asi  la  escritura  de  reconocimiento 
otorgada  en  1879  por  los  vecinos  de  dicho  pueblo  á  favor  de  D.  Jacinto 
Mateos,  hijo  del  D.  Antonio,  pues  que  en  ella  por  primera  ves  aparecía 
el  nombre  de  dicha  finca  para  hipotecarla  como  de  los  Propios  del 
pueblo: 

3°  Al  consignar  la  sentencia  que  dicho  monte  era  tenido  por  uno  de 
los  inmuebles  pertenecientes  al  censo  de  Arlanza,  según  habían  decía* 
rado  ocho  testigos,  la  ley  4  44,  tit.  48,  Partida  3^  y  la  jurisprudencia 
de  este  Supremo  Tribunal  consignada  en  sentencia  de  3  de  Julio 
de  4873,  según  la  cual  los  hechos  consignados  clara  y  precisamente  en 
escrituras  públicas  ocorgadas  con  todas  las  solemnidades  legales,  no 
pueden  alterarse  por  medio  de  prueba  testifical  expuesta  á  error  en  mu- 
chos casos,  por  cuanto  se  contraría  el  precepto  de  dicha  ley,  que  orde- 
na que  las  escrituras  públicas  valen  para  probar  lo  que  en  ellas  se  dije- 
se, toda  vez  que  en  ninguna  se  decía  que  se  impusiera  censo  sobre  el 
monte  Aodesa,  ni  que  éste  perteneciera  en  ningún  tiempo  al  monaste- 
rio de  Arlanza,  y  S(  haberse  hipotecado  especialmente  en  4879  como 
finca  de  los  Propios  de  Nebreda: 

4®  Al  declarar  que  el  censo  impuesto  sobre  las  fincas  del  monasterio 
de  ArUnza  debía  considerarse  como  enfitéutico,  porque  en  la  escritura 
se  establecieron  todas  las  condiciones  que  distinguían  este  contrato  de 
todos  los  demás,  las  leyes  28  y  29,  tit.  48  de  la  Partida  5^  citadas  en 
la  sentencia  que  establecen  como  condición  necesaria  de  la  enfitéUais  y 
consiguiente  derecho  de  retraer,  que  el  dominio  está.dividido  en  direc- 
to y  útil,  y  en  la  escritora  de  que  se  trata  no  se  hizo  tai  división,  sino 
ona  venta  real  y  acabada,  con  algunas  condiciones  que  lo  mismo  con- 
venían al  censo  enfitéutico  que  al  reservativo,  pues  sabido  era  que  así 
la  pena  del  comiso  como  el  derecho  de  tanteo  se  pactaban  en  uno  y 
otro  censo,  al  paso  que  la  condicióo  de  pagar  el  laudemio  era  esencial 
de  la  enfiteusis,  y  sin  embaogo  no  figuraba  en  la  del  monasterio  de  Ar- 
lanza, por  lo  que  atendidos  sus  términos,  la  cuantía  de  la  pensión  y  U 
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circunstancia  de  ser  prodoctivas  las  fincas  asignadas  al  censo,  no  se  ha- 
bía podido,  sin  infringir  tas  citadas  leyes  y  la  68  de  Toro,  1%  tit.  15., 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  estimar  enfíténtico  un  censo  que 
sólo  podía  y  debió  entenderse  reservativo  por  hacerse  mérito  de  pactos 
qne  concorrian  en  ambos,  según  estaba  declarado  por  este  Supremo 
Tribunal  en  sentencia  de  9  de  Febrero  de  4871; 

T  5^  Al  afirmar  la  sentencia  recurrida  que  en  el  anuncio  de  la  subas- 
ta se  dijo  con  claridad  que  se  vendía  sólo  el  dominio  atil,  error  que  es- 
taba demostrado  con  el  ejemplar  del  Boletin  Oficidl,  en  el  que  se  leía 
que  sobre  la  finca  vendida  gravitaba  un  censo,  cuyo  capital  se  rebajó 
del  precio  de  la  enajenación,  la  ley  del  contrato,  puesto  que  se  desen- 
tendían y  contrariaban  los  términos  y  condiciones  de  U  venta  realizada 
por  el  Estado,  y  el  art.  9°  de  la  ley  de  15  de  I  unió  de  1866,  según  el 
que  sólo  compete  el  derecho  de  tanteo  al  condueño  en  las  enajenacio- 
nes que  verifique  el  Estado  de  la  parte  que  le  corresponda  en  fincas 
cuyo  dominio  se  halle  dividido,  lo  cual  no  existía  en  este  caso: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  1).  Benito  de  Ulloa  y  Rey: 

Considerando  que  ia  escritura  de  23  de  Enero  de  1450  se  ajustó  á  las 
prescripciones  establecidas  en  las  leyes  28  y  29,  tít.  8°  de  la  Partida  5^, 
para  la  constitución  del  censo  enfitéutico,  habiéndose  pactado,  entre 
otras  condiciones,  el  derecho  á  retraer  á  favor  del  dominio  directo;  y 
esta  circunstancia  autorizaría  la  demanda  de  retracto,  porque  los  con- 
tratos, cualquiera  que  sea  el  nombre  que  las  partes  les  den,  deben  cum- 
plirse cuando  no  son  contrarios  á  las  leyes  y  á  las  buenas  costumbres: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  teniendo  en  cuenta  lo  que 
aparece  de  la  escritura  de  constitución  del  censo,  del  expediente  forma- 
do por  la  Hacienda  para  la  enajenación  del  monte  en  cuestión,  y  que 
los  testigos  aseguran  que  es  una  de  las  fincas  gravadas,  apreciación  que 
en  la  forma  qus  la  Sala  lo  hace  no  fué  impugnada,  estima  la  demanda, 
y  por  consiguiente  no  infringe  ley  alguna  de  las  que  á  este  propósito 
se  citan,  porque  se  parte  de  supuestos  equivocados; 

Fallamos  que  debemos  declarar  .y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Benito  Menéndez  Yaldés,  á  quien 
condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  distribuirá 
con  arreglo  á  la  ley,,y  en  las  costas;  y  devuéJvanse  los  autos  á  la  Au- 
diencia de  Burgos  con  la  certificación  correspondiente. — (Sentencia  pu- 
blicada el  15  de  Enero  de  1883,  é  inserta  en  la  Qaeela  de  7  de  Agosto 
del  mismo  año.) 

16 

Reeurso  de  casación  (15  de  Enero  de  1883).— Sa^a^rm^ra. — 
Inclusión  t  exclusión  de  b.enbs  de  un  inventario.— Ha  lugar  al  in- 
terpuesto por  D.  Emilio  Alix  y  López  con  D.  Vicente  San  Juan  (Au- 
diencia de  Albacete),  y  se  resuelve: 

Que  el  inventario  de  nna  herencia  ha  de  ser  la  descripción  de  los 
bienes  y  derechos  que  á  la  misma  correspondan  en  el  estado  que  tenían 
á  la  muerte  de  aquel  á  quien  pertenecieron,  según  lo  prevenido  en  las 
leyes  6*,  tit.  6*,  Partida  6";  109,  tit,  48,  Partida  3»  y  el  art.  43J  de  la 
de  Enjuiciamiento  <dvil  próxima  anterior  d  la  vigente. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Enero  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
tey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Cate- 
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dral  de  Marcia  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por 
D.  Emilio  Alix  y  López,  vecino  de  Marcia,  representado  por  el  Proca- 
rador D.  Ángel  Calvo,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  José  Diez  Ma- 
caso,  con  D.  Vicente  San  Jaan  y  Rech,  como  marido  de  Doña  Concep- 
ción de  las  Heras  y  Alix,  y  Doña  Josefa  Cañada  y  Moreno,  y  en  sa  nom- 
bre el  Procarador  D.  José  García  Nobtejas,  dirigido  por  el  Licenciado 
D.  José  Gallostra,  sobre  inclusión  y  exclusión  de  bienes  en  un  inven- 
tario: 

Resultando  que  Doña  Concepción  González  de  Avellaneda,  Condesa 
del  Valle  de  San  Juan,  otorgó  testamento  nombrando  herederos  uni- 
versales de  sus  bienes  á  D.  Ignacio  Carrasco  en  las  dos  terceras  partes 
y  á  D.  Ramón  Alix  en  la  tercera  restante  habiéndose  adjudicado  á  éste 
con  dicho  motivo  la  tercera  parte  de  dos  casas  principal  y  accesoria, 
sitas  en  Madrid,  calle  de  Isabel  la  Católica,  números  25  y  S7: 

Resultando  que  los  dos  herederos,  en  documento  privado  de  4^  de 
Octubre  de  1849,  convinieron  en  transigir  todas  sus  diferencias  con 
motivo  de  dicha  herencia,  teniendo  por  aprobadas  y  canceladas  todas 
las  cuentas  de  la  testamentaría  y  las  particulares  de  los  contratantes, 
conviniendo,  entre  otras  cosas,  que  D.  Ramón  Alix  cedía  á  D.  Ignacio 
Carrasco  los  derechos  que  pudiera  tener  á  las  casas  de  Madrid  por  el 
precio  de  10.000  duros,  que  pagaría  Carrasco  cuando  tuviera  por  con- 
Yeniente,  obligándose  á  abonarle  mientras  no  los  pagase  iO.OOO  reales 
anuales  por  semestres  vencidos: 

Resultando  qae  D.  Ramón  Alix  y  Doña  María  de  la  Cabeza  López 
tuvieron  de  sn  matrimonio  tres  hijos,  D.  Emilio,  D.  José  y  Doña  Pilar, 
y  que  ocurrido  sa  fallecimiento  intestado  se  promovió  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  Murcia  el  correspon- 
diente juicio  universal,  formalizándose  Jos  inventarios,  en  los  caales  se 
incluyeron  la  tercera  parte  de  las  casas  de  Madrid  y  el  testamento  de  la 
Condesa  del  Valle  de  San  Juan  como  titulo  para  acreditar  que  pertene- 
cían á  la  testamentaría: 

Resultando  que  puestos  de  manifiesto  los  interesados,  D.  Emilio 
Alix  y  López  solicitó  en  escrito  de  24  de  Mayo  de  1880  que  se  incluye- 
ran en  el  inventario  una  cadena  de  oro  y  otras  alhajas,  y  el  crédito  de 
50.000  pesetas  contra  D.  Ignacio  Carrasco,  procedente  de  la  enajena- 
ción hecha  en  favor  de  éste  por  el  difunto  D.  Ramón  Alix  de  la  tercera 
parte  de  las  casas  de  Madrid  que  le  fué  legada  por  la  Condesa  del  Valle 
de  San  Juan,  solicitando  la  exclusión  de  los  inventarios  de  dichas  casas 
y  testamento;  fundando  su  pretensión  en  que  celebrado  el  contrato  á 
que  se  refería  el  documento  privado  de  que  se  ha  hecho  mérito  enire 
el  difunto  Alix  y  Carrasco,  había  dejado  de  pertenecer  á  la  testamenta- 
ría, perteneciendo  boy  á  la  misma  el  crédito  de  las  €¡0.000  pesetas;  pre- 
tendiendo por  último  la  exclusión  de  los  inventarios  de  un  quinqué  de 
su  propiedad: 

Resaltando  que  D.  Vicente  San  Juan,  como  marido  de  Doña  Concep- 
ción de  las  Heras,  en  representación  de  su  difunta  madre  Doña  Pilar 
Alix  y  Doña  Josefa  Cañada  y  Moreno,  viuda  de  D.  José  María  Alix,  por 
sí  y  á  nombre  de  su  hijo  O.  José  María  Alix  y  Cañada,  se  opusieron  á 
la  inclusión  en  el  inventario  de  la  cadena  y  demás  alhajas,  solicitando 
que  continuase  inventariada  la  tercera  parte  de  las  casas,  por  haber  sido 
adquiridas  por  D.  Ramón  Alix  en  virtud  de  herencia  de  la  Condesa  del 
Valle  de  San  Juan  como  uno  do  los  varios  bienes  que  ésta  dejó  á  su  fa- 
llecimiento, y  que  no  habían  sido  legalmente  trasmitidos  ó  enajenados 
por  título  que  produjera  inelodible  obligación,  pues  era  axioma  de  de- 
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recho  qae  no  había  logar  á  inventariar  como  propios  de  ona  testameii* 
taria  los  bienes  que  se  encontraban  en  poder  de  cualquiera  de  loshere^ 
deros  ó  de  terceras  personas  mientras  no  se  probase  cumplidamente  el 
dominio  en  favor  del  causante  de  aquélla;  y  que  constando  acreditado 
por  documento  público  que  adquirió  el  derecho  á  heredar  ciertas  fíncas 
en  cuyo  dominio  y  posesión  entró  por  razón  de  testamento,  no  debíao 
excluirse  de  la  herencia  de  este  cao8:inte,  á  no  ser  que  se  probase  por 
documento  público  la  enajenación  deñniíiva  ó  enjuicióse  venciera  por 
quien  tuviera  derecho  á  tales  fincas;  y  por  último  se  allajnó  á  la  exdu 
sión  del  inventario  del  quinqué  par  no  pertenecer  á  la  testamentaría: 

Besaltando  que  al  propio  tiempo  promovieron  demanda  D.  Vicente 
San  Juan  y  consortes  para  que  se  ampliase  con  ciertos  datos  y  se  recti^- 
fícase  la  partida  del  inventario  correspondiente  á  la  tercera  parte  de  las 
expresadas  casas;  y  que  acumulados  ambos  juicios  y  sustanciados  en 
dos  instancias,  dictó  sentencia  en  2 V  de  Abril  de  1 88!2  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Albacete,  confirmatoria  con  las  cosías  de  la  del  Jues 
inferior,  declarando  no  haber  lugar  á  la  inclusión  en  el  inventario  solí» 
citado  por  D.  Emilio  Alix  López  de  los  pendientes  de  uro  y  demás  alha<i» 
jas  indicadas  y  del  supuesto  crédito  de  200.000  rs.  por  víriud  del  doctt<* 
mentó  privado  que  otorgaron  D.  Ignacio  Carrasco  y  D.  Ramón  Alix, 
como  tampoco  á  la  exclusión  de  la  tercera  parte  de  las  dos  casas  sitas 
en  Madrid,  calle  do  Isabel  la  Católica,  números  15  y  27  modernos,  que 
deberían  en  su  día  adjudicarse  tal  y  como  resultasen  de  su  actual  des«  , 
cripoión,  ni  á  excluir  tampoco  el  testamento  inventariado  de  la  Condesa 
del  Valle  de  San  Juan  traído  al  inventario  para  formar  paite  del  especial 
de  documentos;  procediéndose  también  á  inventariar  como  propio  que 
reaajtaba  ser  el  causante  D.  Ramón  Alix  Martínez  el  documento  privado 
otorgado  CQn  D.  Ignacio  Carrasco  para  que  sirviera  así  de  garantía  á  los 
derechos  de  la  testamentaría  y  á  «"xcluir  del  invantario  el  quinqué  col- 
gante reclamado  por  D.  Emilio  Alix,  continuando  adelante  el  juicio  de 
testamentaría: 

Resultando  que  D.  Emilio  Alix  y  López  interpuso  recurso  de  casa* 
eión,  por  haberse  infringido  á  so  juicio: 

1^  Las  leyes  5*,  tít.  6^  Partida  6%  y.lOO,  tít.  18,  Partida  S*.  que 
fijan  la  naturaleza  del  inventario  y  la  forma  y  orden  con  que  debe  ha- 
cere,  comprendiendo  ambas  la  doctrina  legal  que  rige  en  la  materia  de 
aue  si  por  un  lado  el  inventario  debe  abarcar  los  bienes  y  derechos  to- 
dos del  difunto  por  el  orden  en  que  el  art.  431  de  la  ley  anterior  de  En- 
juiciamiento y  el  1066  de  la  moderna  señalan,  por  otro  nunca  paeden 
inclairse  en  él  bienes  de  que  el  difunto  en  vida  dispusiera  ó  hubiera 
vendido,  porque  no  podían  considerarse  de  su  oaudal,  toda  vez  que  la 
sentencia  recurrida  excluía  del  inventario  formado  á.  la  defunción  de 
D.  Ramón  Alix  las  cantidades  que  comprendía  el  contrato  privado  en 
1®  de  Octubre  de  1849,  que  se  había  venido  cumpliendo  hasta  el  día, 
privando  al  recurrente  y  herederos,  en  general,  de  los  40.000  duros  ó 
los  10.000  rs.  anuales  que  se  venían  percibiendo;  y  la  jurisprudencia 
sentada  en  los  fallos  de  este  Tribunal  Supremo  de  3  y  5  de  Enero  da 
f S7S.  al  mandar  se  incluyan  en  el  inventario  la  tercera  parte  de  las  dos 
casas  de  la  calle  de  Isabel  la  Católica,  núQ).  95,  que  D.  Ramón  Alix 
vendió  á  D.  Ignacio  Carrasco  en  la  repetida  fecha  en  1^  de  Octubre  de 
1849,  según  dicho  contrato  demostraba,  y  que  por  lo  mismo  no  pudie- 
ron considerarse  de  la  propiedad  del  difunto  D.  Ramón  á  su  reciente 
fallecimiento: 

t*  La  doctrina  legal  contenida  en  la  ley  13,  tit.  9^*,  Partida  7%  da 
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-<oae  89gán  derecho  cotn'i  una  persona  es  contada  U  del  heredero  y  la 
de  aqoél  á  qoien  heredó,  y  la  jorisprodencía  de  este  Supremo  Tribunal 
^^oe  la  aplica,  entre  otros  fallos,  en  ios  de  9  de  Diciembre  de  1864,  iU 
de  Noviembre  de  186o  y  ti  de  Noviembre  de  1868,  declarando  que  es 
doctrina  legal  que  el  heredero  se  estima  identificado  con  el  que  por  tal 
.  le  instituyó,  y  que  quien  en  concepto  de  heredero  universal  hereda  to- 
dos los  derechos  y  acciones  de  una  persona,  tambi<^n  sucede  en  los  car- 
gos y  obligacioneSsdeésta,  y  por  consiguiente,  está  obligado  i  cumplir 
lo  pactado  y  convenido  por  su  cansante,  toda  vez  que  la  parte  contra- 
ria se  resistía,  y  el  fallo  sancionaba  sa  insistencia  á  a<lmitir  en  el  in- 
ventario el  contraf^  privado  y  las  samas  que  desde  la  muerte  del  padre 
del  recurrente  se  habían  reroitido  ai  mismo: 

3*  L^  ley  del  contrato  representado  en  lo  convenido  en  el  de  1®  de 
Oetnbre  de  1849,  la  ley  4*  tit  f^  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, 
que  dispone  que  en  cualquiera  manera  que  aparezca  que  uno  quiso 
obligarse  qa<ída  obligado;  la  jurisprudencia  consignada  en  las  senten* 
cías,  entre  otras,  de  esi^  Supremo  Tribunal  de  27  de  Junio  de  1865,  3 
de  Noviembre  y  10  de  Diciembre  de  1873  y  SO  de  Mayo  de  1874,  por 
cuanto  siendo  el  here()ero  como  una  misma  persona  con  aquél  á  quien 
hereda,  y  dada  la  doctrina  lefi;at  de  que  los  que  contratan  se  obligan 
por  sí  y  sus  herederos,  no  cabía  duda  alguna  de  que  los  herederos  de 
D.  Ramón  Alix  estaban  obligados  en  los  mismos  términos  que  aquél,  á 
cumplir  lo  pactado,  recibiendo  como  él  lo  hacía  ios  10  000  rs.  anuales 
que  por  virtud  de)  contrato  se  les  entregaban,  y  llevando  el  inventario 
esta  suma  como  coantas  del  mismo  aparecían,  sin  oponerse  á  su  legí- 
tima inclusión  que  había  sido  desechada  por  la  semencia  recurrida,  pri- 
vando asi  su  eficacia  al  contrato,  cuya  autenticidad  había  quedado  jos- 
tincada  por  medio  de  cotejo  pericial: 

4^  La  doctrina  d^  que  el  contrato  de  compra  venta  como  esencial- 
mente corisenBual,  queda  perfecto  y  es  obijgatorto  desde  que  los  eoit<* 
trayentes  convienen  en  la  cosa  y  en  el  precio;  la  jurisprudencia  que  la 
sanciona  consignada  en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal,  entre 
otras,  de  10  de  Jolio  y  31  de  Diciembre  de  1869,  la  comprendida  en  las 
de  20  de  Mayo  y  24  de  Octubre  de  ^873,  y  la  ley  6»,  til.  6^  Partida  3* 
^^así  dice),  que  establece  que  sin  carta  se  puede  hacer  la  ven4ida  cuaD- 
do  el  comprador  y  el  vendedor  se  avienen  en  el  precio  y  consienten 
ambos  en  ello;  por  cnanto  no  sólo  se  hallaba  perfecto  por  el  consentí» 
miento  el  contrato  de  venta  celebrado  entre  Alix  y  Carrasco,  sino  ade- 
más consumado  por  el  hecho  de  la  entrega  de  la  cosa  y  el  precio  en  la 
forma  pactads,  sin  embargo  oe  lo  cual  la  sentencia  que  reconocía  la 
auteuticidad  del  documento,  acordaba  que  se  inventariase  como  de  Alix 
la  tercera  parte  de  las  casas  que  vendió  á  Carrasco; 

Y  5^  Los  arts.  61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  anterior  y  359  de  la 
moderna  que  contiene  la  misma  prescripción,  y  la  ley  16«  tít.  21,  Par- 
tida  3*,  por  cuanto  no  sólo  faltaba  la  claridad  en  la  parte  dispositiva  de 
la  sentencia  recorrida,  sino  que  era  contradictoria  en  cuanto  á  este  re* 
carso  se  refería  la  primera  parte  de  la  misma  en  que  se  declaraba  no 
haber  lugar  á  inctoir  en  el  inventario  el  crédito  que  suponía  el  doóu 
mentó  privado  de  Tde  Octubre  de  1849,  y  la  segunda  en  que  manda- 
ba inventariar  el  referido  documento,  con  lo  cQal  no  ifi  comprendía  se 
quisiera  sólo  veritícar  un  hecho  valdío.  sino  que  dicho  inventario  ha- 
bía de  trascender  al  crédito  que,  stn  embargo,  en  la  parte  anterior  pro» 
hibía  que  se  incluyera  en  él: 
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Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  López  Montenegrpr 

Considerando  qne  el  inventario  de  noa  herencia  ha  de  ser  la  a«s* 
eripci6n  do  los  bienes  y  derechos  que  á  la  misma  correspondan  en  el 
estado  qae  tenían  á  la  muerte  de  aquél  á  quien  pertenecieron,  según  1<^ 
prevenido  en  las  leyes  5%  tít.  6*,  Partida  6*;  109,  tit.  18,  Partida  3*  y 
el  art.  434  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  próximo  anterior  á  la  vigente: 

Considerando,  relativamente  á  la  herencia  d^  D.  Ramón  Alix,  que 
este  venia  percibiendo  S.500  pesetas  anuales  como  intereses  de  50.00(V 
en  conformidad  á  lo  pactado  con  D.  Ignacio  Carrasco,  cuyo  crédito  debe 
inclttírsa  en  el  inventario;  y  no  habiéndolo  estimado  así,  la  sentencia 
infringe  las  leyes  antes  citadas  que  se  invocan  en  el  primer  motivo  de 
casación: 

Considerando  que  por  idénticas  razones  se  ha  cometido  igual  infrac- 
ción al  ordenar  que  se  inventaríe  la  tercera  parte  de  las  casas,  sita  e» 
esta  capital,  números  S5  y  27,  calle  de  Isabel  la  Católica  que  no  la  te- 
nia el  finado  Aiix  á  su  fallecimiento,  cualquiera  qne  fuesen  sus  derechos^ 
y  los  que  hayan  trasmitido  á  sus  herederos,  los  cuales  no  pu<)den  ser 
declarados  ni  pregazgados  en  la  formaciói  del  inventario  de  su  he- 
rencia; 

Paliamos  que  debemos  declarar  y  declaramosliaber  lugar  al  recurso- 
de  casación  Interpuesto  por  D.  Emilio  Alix  y  López;  y  en  su  virtud  ca- 
camos y  anulamos  laseptencia  que  en  21  de  Abril  de  1882  dictó  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audieneia  de  Albacete;  y  devuélvase  al  recurrente  el 
depósito  constituido. — (Sentencia  publicada  el  15  Je  Enero,  de  1883  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  7  de  Agosto  del  mismo  año.) 

17 

Recurso  de  casación  (15  d^  Enero  de  i SSZ),  Sala  primera.-^ 
Tercería  oe  dominio.-— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Esperanza 
Caballero  con  D.  Mariano  González  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  re- 
suelve: 

1^  Que  según  ks  leyes  7^ 2/  48,  tit.  k\,dela  Partida  4^,  y  las  demás 
por  que  se  rige  esta  materia^  aungite  el  marido  no  puede  enajenar  ni 
gravar  la  dote  ineslimaday  puede  disponer  de  los /rulos  delamisma^ 
durante  el  matrimonio  para  sostener  las  carcas  de  la  sociedad  eon^ 
f/ugaL 

%'  Que  deben  fYputarse  cargas  de  la  sociedad  conyugal,  á  cuyo  pago 
están  afectos  los  frutos  de  los  bienes  de  la  dote  de  la  mujer,  ya  sea  es* 
timada  ó  inestimada,  las  deudas  que  contrae  el  marido  durante  el  ma- 
trimonio,  aunque  lo  veri^que  por  si  sólo  sin  el  consentimiento  de  su 
mujer,  mientras  no  se  pruebe  que  procedió  con  dolo  ó  que  se  invirtieron 
en  cubrir  obligaciones  personales  del  mismo  marido  independientes  de 
dicha  sociedad: 

3^  Que  resuelta  la  cuestión  del  pleiio  conforme  á  la. doctrina  legal 
expuesta  anteriormente,  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  7*  ^  18,  titU' 
lo  M^  Partida  i",  art.  188  de  la  ley  Hipotecaria  y  jurisprudencia  á  su 
tenor  establecida  por  el  Tribunal  Supremo,  cuya  cita  es  además  impro- 
cedente, porgúese  hace  en  el  concepto  inexacto  de  haber  gravado  el  ma* 
rido  los  bienes  de  la  dote  inestimada  á  favor  de  una  obligación  personal 
del  mismo,  sin  relación  alguna  con  las  cargas  del  matrimonio,  cuando 
de  la  escritura  resulta  que  tomó  el  préstamo  para  atender  á  necesida-- 
des  de  su  casa  y  familia^  sin  que  se  haya  probado  lo  contrario,  y  la 
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chiiffneién  y  el  embargo  se  limitaron  á  las  reñías^  sin  (gravar  lajínca^ 
deupas  rentas  se  Umita  también  ¡a  demanda  de  terceria  de  dominio  de- 

4*  Qi»^  la  ley  4^,  tit.  43,  Partida  3*,  se  refiere  solamente  á  la  conos» 
cencía  q%e  es  fecha  enjuicio,  y  es  impertinente  citarla  como  infringi- 
da si  no  se  ha  utilizado  en  el  pleito  como  medio  de  prueba  la  confesión 
judicial; 

7  5^  Que  si  la  recurrente  no  negó  en  su  demanda  hecho  alguno  cuya^ 
prueba  debiera  incumbir  á  su  contrario  ^  debiendo  presumirse  de  dere- 
cho que  las  deudas  que  contrae  el  marido  durante  el  matrimonio  son  para 
sostener  las  cargas  de  la  sociedad  conyugal,  mientras  no  se  pruebe  lo 
contrario,  esta  prueba  incumbía  á  la  misma  recurrente,  como  parte  de- 
mandante, conforme  á  la  doctrina  establecida  en  las  leyes  1  ^  ^  2*,  titu- 
lo \  iy  Partida  3*,  sin  que  las  infrinja  la  sentencia  que  asi  lo  estime. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Enero  de  1883,  en  los  aatos 
seguidos  en  el  Jazgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  y 
en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  por  Doña  Esperanza 
Caballero  y  Gómez  con  D.  Mariano  González  Soabrió,  empleado,  y  Dou 
José  Altolaguirre  y  Jándenes,  esposo  de  aquélla,  los  tres  vecinos  de  esta 
corte,  sobre  terceria  de  dominio;  aatos  qoe  penden  ante  Nos  en  virtud^ 
darecarso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de 
Doña  Esperanza  por  el  Procurador  D.  Patricio  García  Alc&ñiz,  bajo  la 
dirección  del  Licenciado  D.  Miguel  Aylión  y  Altolaguirre^  habiendo 
representado  y  defendido  al  González  Soubrié  el  Procurador  D.  José 
López  Sánchez  y  el  Licenciado  D.  José  María  Llórente,  sin  que  haya 
comparecido  en  los  autos  D.  José  Altolaguirre: 

Resultando  que  en  1*4  de  Junio  de  1873  D.  José  Altqlaguirre  y  Doña 
Esperanza  Caballero,  viuda  de  D.  José  Gutiérrez,  otorgaron  escritura 
de  dote  inestimada,  en  la  que  dijeron  que  estaban  próximos  á  contraer 
matrimonio;  habiendo  convenido  que  previamente  á  su  celebración  se 
constituyera  la  dote  inestimada  de  los  bienes  que  aportaba  al  mismo  la- 
Doña  Esperanza,  y  la  procedencia  de  éstos,  y  al  efecto  declaró  la  Doña 
Esperanza  pertenecería  legítimamente  los  bienes  qpe  se  mencionan  en 
dicha  escritura,  entre  ellos  una  casa  en  esta  capital,  calle  de  Fuenca* 
rra I,  números  7  antiguo,  16  moderno,  esquina  á  la  de  las  Infantas,  por 
la  que  tenía  el  núm.  Ü:  que  estaba  pronta  á  entregar  ¿  su  futuro  espo* 
so  D.  José  Altolaguirre  los  expresados  bienes  para  su  administración, 
en  concepto  dé  dote  inestimada  que  no  causaba  venta,  y  por  con^e- 
cneneia  reservándose  la  Doña  Esperanza  el  dominio  de  los  mismos;  y 
estando  conforme  Altolaguirre  en  recibirlos  en  tal  concepto,  otorgaron: 
]a  Doña  Esperanza,  que  entregaba  en  aquel  acto  á  su  futuro  marido,  y 
éste  que  recibía  en  concepto  de  dote  inestimada  qne  no  causaba  vent^ 
los  enunciados  bienes,  de  cuya  escritura  se  puso  nota  en  el  Registro  de 
la  propiedad: 

Resultando  que. en  8  de  Noviembre  de  1878  D.José  Altolaguirre 
otorgó  á  favor  de  D.  Mariano  González  una  escritura  pública,  por  la 
^nese  obligó  á  pagar  la  cantidad  de  8.000  pesetas  que  le  había  presta- 
<jlo  para  atender  á  urgentísimas  necesidades  de  su  casa  y  familia  y  con- 
el  carácter  de  renta  anticipada,  obligando  á  la  seguridad  del  pago  no 
sólo  sus  bienes  en  general,  sino  que  especialmente  las  rentas  de  la  casa 
situada  en  esta  capital,  en  la  calle  de  Puencarral  esquina  á  la  de  las  In- 
fantas, señalada  por  la  primera  con  el  núm.  16  y  por  la  segunda  con  eh 
núm.  %,  ambos  modernos,  núm.  7  antiguo,  cuya  administración  le  co* 


Digitized  by 


Google 


74  JURI9P1IUDKNGIA  GITIL 

rrespondií  por  haber  recibido  la  ñnca  y  oonservaria  en  concepto  de 
^ote  para  sn  esposa  Doña  Esperanza  Gabailero,  según  la  escritora  antea 
mencionada,  facultando  ai  acreedor  y  otorgándole  poder  irrevocable 
para  que  desde  ioego  administrase  la  referida  casa  y  percibiera  sas 
rentas,  reserváo'iose  al  6n  de  cada  trimestre  el  importe  respectivo  de 
^66  pesetas  66  céntimos,  con  más  los  intereses  que  en  so  caso  corres- 
pondieran por  cualquier  cantidad  atrasada,  y  entregan<lo  ar  D.  José 
AUolaguirre,  el  sobrante  que  pudiera  haber,  si  bien  éste  conservaría 
la  administración  y  percibo  de  renta  mientras  fuera  puntnal  en  el  pa- 
go de  ios  trimestres  á  sn  respectivo  vencimiento: 

Resultando  que  no  habiendo  cumplido  AUolaguirre  con  lo  estipula- 
do en  la  escritura  anterior,  por  lo  que  respecta  al  pago  de  las  cantida- 
des correspondientes  á  los  trimestres  vencidos  en  8  de  Noviembre  de 
4880,  8  de  Febrero  y  8  de  Mayo  de  1881,  se  despachó  á  instancia  de 
D.  Mariano  Gotizaiez  en  7  de  Julio  siguiente  mandamiento  de  ejecn» 
^ión  contra  los  bienes  de  aquél,  y  especial  y  aeñaladameote  contra  las 
rentas  de  la  casa  núm.  16  de  la  calle  de  Foencarral,  por  la  cantidad  de 
1.999  pesetas  9H  céntimos,  intereses  y  costas: 

Resultando  que  en  H  de  Agosto  de  1881,  Doña  Esperansa  Caballe- 
ro dndojo  demanda  de  tercería  de  dominio,  exponiendo:  que  la  D'>fta 
Esperanza  aportó  á  su  matrimonio  con  AUolaguirre,  entre  otros  bienes, 
la  casa  deslindada  en  la  escritura  de  dote  referida;  aue  en  autos  ejecu- 
tivos promovidos  por  D.  Hariano  González  con  AUolaguirre,  se  hablan 
declarado  embargados  los  alquileres  de  la  casa  expresada,  alegando^ 
como  fundamentos  de  derecho  que  la  entrega  de  la  dote  no  causa  ven-' 
ta,  conservando  la  mujer  el  dominio  de  los  bienes  en  que  consiste  al 
entregar  al  marido  la  administración;  que  correspondiendo  á  la  mujer 
los  biene»  dótales,  la  corresponde  también  los  frutos  de  los  mismos; 
^ue  los  frutos  de,  los  bienes  dótales  no  tienen  otra  responsabilidad  4|ae 
ia,  de  atender  con  ellos  á  las  cargas  del  matrimonio,  y  de  ningún  modo 
á  las  obligaciones  personales  del  marido;  que  entre  las  cargas  d  1  ma- 
trimonio  no  pueden  entenderse  comprendidas  las  deudas  contraídas  so- 
lamente por  el  marido;  que  sólo  pueden  estimarse  como  cargas  de  la 
sociedad  conyugal  las  obligaciones  contraídas  con  motivo  ü  ocasión 
de  esa  sociedad  legal,  en  el  concepto  de  inherentes  á  la  institución  del 
matrimonio,  ^ne  ios  compromisos  voluntariamente  contraídos  por  el 
marido  no  revisten  el  carácter  de  cargas  de  matrimonio  en  ningún  ea* 
so,  el  cual  sólo  surge  de  la  obligación  que  como  cófiyuge  cumple  al 
marido  contraerios;  por  cuya  virtud  piJió  se  declarase  que  los  produc- 
tos de  la  casa  en  cuestión  no  estaban  sujetos  á  las  respos^bilidades  que 
por  el  ejecutante  D.  Mariano  González  se  pretendía  hacer  efectiva,  J 
que  por  lo  tanto  debía  alzarse  el  embargo  practicado  con  expresa  fon* 
donación  de  costas  á  dicho  ejecutante: 

Resultando  que  admitida  la  demanda  y  emplazados  los  demandados 
se  mostró  parte  el  ejecutante  D.  Mariano  González,  y  al  contestarla  pi- 
dió que  se  desestimase  en  todas  sus  partes,  con  expresa  condenación 
de  costas;  exponiendo  como  hechos  los  que  resultaban  de  la  escritura 
de  préstamo,  base  de  la  ejecución  y  del  auto  de  7  de  Julio  de  1881  des-» 
pechándola,  y  además  añadió:  que  pronunciada  sentencia  de  remate 
venéió  un  nuevo  plazo,  y  á instancia  de  D.  Mariano  se  amplió  á  él  di- 
cha sentencia;  y  que  en  este  estado  se  había  presentado  la  demanda  de 
tercería  de  dominio  á  las  rentas  ó  alquileres  obligados  y  embargados 
4e  la  casa  en  cuestión;  pero  á  pesar  de  haber  presentado  la  escritura. 
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doUl,  no  había  acreditado  la  Doña  Esperanza  qae  tuviera  el  earáotar 
de  casada  y  estarlo  con  D.  José  Altolaguírre,  y  en  los  fundamentos  de 
derecho  alegó:  qae  al  mando  corresponde  la  adminisiracióa  de  ios  bie- 
nes dótales,  ya  sean  estimados,  caya  entrega  haya  causado  venta,  ya 
inestimados,  ó  aun  caando  estimados,  sa  entrega  no  produce  aquel 
efeelo,  tiene  el  derecho  de  percibir  todos  sus  frutos,  los  cuates  gana 
para  mantenerse  con  so  mojer,  hijos  y  familia,  según  las  leyes  7'  y  25, 
Mi..  1i  de  la  Partida  4*,  por  lo  que  no  era  cierto  que  correspondieran 
á  la  majer  los  frutos  de  los  bienes  dótales,  al  menos  en  absoioto;  que 
«sto8  frntos  los  concede  la  ley  7*,  tü.  II,  Partida  4*^  al  mando  para 
atender  y  levantar  las  cargas  de  la  sociedad  conyugal,  y  responden  an 
totalidad  á  las  obligaciones  contraídas  por  aquél  durante  el  matrimo* 
nio,  según  la  ley  U,  tít.  20,  libro  3*  del  Fuero  Real  y  las  207  del  Esti- 
lo, y  5%  tu.  4°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación;  que  las  deudaa 
«ootraídas  por  el  marido  mientras  continúa  la  sociedad  conyugal  sbD 
cargas  del  matrimonio;  y  que  entre  las  excepciones  dilatorias  que  enQ*> 
mera  el  art.  533  de  la  ley  de  Bnjaiciamiento  ci^il  se  encaentra  la  falta 
de  personalidad  del  actor,  la  cual  opina  á  la  demandante  por  no  aoro- 
ditaf  el  carácter  con  que  reclama  de  mujer  casada  con  Altolaguirre,  y 
por  consecaencia  no  ha  podido  trasmitir  sa  personalidad  al  Procurador 
^«6  la  representaba: 

Resaltando  qu)  no  habiendo  comparecido  en  los  antos  D.  José  Al- 
tolagairre  se  le  acusó  la  rebeldía,  y  declarado  rebelde,  se  confinó  tras- 
lado para  réplica  á  la  parte  actora,  que  renonció  á  ella;  y  recibido  el 
ploito  á  prueba,  se  practicaron  las  propuestas  por  las  parles: 

Resaltando  qne  seguido  el  joicio  persas  trámites  la  Sala  primera 
tle  lo  civil  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  11  de  Julio  de  1882,  revo- 
cando en  parte  la  del  Juez  de  primera  instancia,  declaró  suficieotemen- 
te  acreditada  la  personalidad  de  la  demandante  Doña  Esperanza  Caba- 
llero y  Gómez  para  ia  interposición  de  la  demanda  deducida  en  estoa 
autos  y  de  la  qae  absolvió  a  los  demandados  D.  Mariano  González  Son* 
bríé.y  D.  José  Altolagairre  y  Jáodenes,  sin  hacer  especial  condenación 
de  costas  de  la  primera  ni  de  la  segunda  instancia: 

Resaltando  que  por  parte  de  Dona  Esperanza  Caballero  y  Gomes 
se  interpaso  recurso  de  casación  por  haberse  en  so  concepto  infria* 
gido: 

i^  La  ley  7*  y  f8,  tít.  11,  Partida  4*  é  Hipotecaria  en  sa  artículo 
^88,  por  cuanto  da  mérito  á  una  escritura  otorgada  sólo  por  el  marido 
y  en  qae  se  gravan  los  bienes  de  la  dote  inestimada,  sujetando  sos 
Irotos  al  pago  de  ana  obligación  contraída  sin  relación  algbna  expresa 
^on  las  cargas  ó  atenciones  del  matrimonio: 

2^  La  ley  4%  ttt.  13,  Partida  3^  por  cuanto  aprecia  con  error  de  de- 
recho la  manifestación  del  marido  consignada  en  la  escritora  de  obli* 
gación  dándola  mérito  legal,  siendo  asi  que  carece  de  él  en  tanto  qae 
el  marido  no  pruebe  lo  que  afirmó: 

3*  Las  leyes  1*  y  2*,  tít.  14,  Partida  3',  en  cnanto  comete  error  de 
derecho  suponiendo  que  Doña  Esperanza  Caballero  venía  obligada  á 
probar  lo  que  niega: 

4°  Las  sentencias  de  este  Tribnnal  Supremo  de  27  de  Setiembre  de 
1859.  r  de  Marzo  de  1867,  20  de  Febrero  y  20  de  Junio/  de  1879,  en 
cnanto  á  qoe  absuelve  de  una  demanda  fundada  en  que  la  obligación 
«uyo  pago  se  ezige  no  constituye  carga  del  matrimonio  y  da  mérito  ▼ 
valor  y  eficacia  legal  á  an  compromiso  eiclusivamente  contraído  por 
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el  marido  para  atenciones  qoe  han  de  entenderse  persónate»  cuando  no^ 
se  especifican: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Manreta: 

Considerando  qae  según  las  leyes  7*  y  18,  tít.  11  de  la  Partida  4^^ 
qoe  se  citan  en  el  prinoer  motivo  del  recurso,  y  las  demás  por  qoe  $» 
rige  esta  materia,  aunqne  el  marido  no  paede  enajenar  ni  gravar  la 
dote  inestimada,  puede  disponer  de  los  frutos  de  la  misma  durante  el 
matrimonio  para  sostener  las  cargas  de  la  sociedad  conyugal: 

Considerando  que  deben  reputarse  cargas  de  la  sociedad  conyugal 
á  cuyo  pago  están  afectos  los  frutos  de  los  bienes  de  la  dote  de  la  mu- 
jer, ya  sea  estimada  ó  inestimada,  las  deodas  que  contrae  el  marido 
dorante  el  matrimonio,  aunque  lo  Verifique  por  sisólo  sin  el  consentí'- 
miento  de  so  mojer,  mientras  no  se  pruebe  que  procedió  con  dolo  6 
que  se  invirtieron  en  cubrir  obligaciones  personales  del  mismo  marido 
Independientes  de  dicha  sociedad,  cuya  prueba  no  se  ha  intentado  eiv 
este  Pleito: 

Considerando  que  resuelta  la  cuestión  del  pleito  conforme  á  la  doc- 
trina legal  expuesta  anteriormente,  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  y 
doctrina  que  se  citan  en  los  motivos  1^  y  4®  del  recurso,  cuya  cita  e» 
además  improcedente,  porque  se  hace  en  el  concepto  inexacto  de  ha- 
ber gravado  el  marido  los  bienes  de  la  dote  inestimada  á  favor  de  una 
obligación  personal  del  mismo,  sin  relación  alguna  con  las  cargas  del 
matrimonio,  coando  de  la  escritura  resulta  que  tomó  el  préstamo  para 
atender  á  necesidades  de  su  casa  y  familia,  sin  que  se  haya  probado  lo 
contrario,  y  la  obligación  y  el  embargo  se  limitaron  á  las  rentas,  sin 
gravar  la  finca,  á  cuyas  rentas  se  limita  también  la  demanda  de  terce- 
ría de  dominio  deducida  por  la  recurrente: 

Considerando  que  es  impertinente  la  cita  de  la  ley  4',  tít.  13,  Par- 
tida 3%  que  se  hace  en  el  segundo  motivo,  porque  esla  ley  se  refíere- 
solamente  á  la  conocencia  que  os  fecha  en  juicio,  y  en  el  presente  caso 
no  se  ha  utilizado  como  medio  de  prueba  la  confesión  judicial: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  las  leyes  1^  y  2*, 
tít.  14,  partida  3*,  en  el  concepto  que  se  alega  en  el  tercer  motivo^ 

Eorque  la  recurrente  no  negó  en  so  demanda  hecho  alguno  cuya  prue* 
a  debiera  incumbir  á  su  contrario,  y  porque  debiendo  presumirse  de 
derecho  que  las  deudas  que  contrae  el  marido  dorante  el  matrimonio 
son  para  sostener  las  cargas  de  la  sociedad  conyogal,  mientras  no  se 
pruebe  lo  contrario,  esta  prueba  incumbía  á  la  misma  recurrente,  como 
parte  demandante,  conforme  á  la  doctrina  establecida  e/i  dichas  leyes;. 
Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  Espe- 
ranza Caballero  y  Gómez,  á  la  que  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la 
correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  esta  Corte,  con  devolu- 
ción del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  15  de  Enero  de  1883,. 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  7  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (16  de  Enero  de  4883). — Sala  primera. — 
Nulidad  de  una  escritura. — Reivindicación  de  bienes. — No  ha  lugar 
al  inierpuesio  por  D.  José  Bartolomé  Santos  coa  D.  Ignacio  Hevia  (Au- 
diencia de  Oviedo),  y  se  resuelve: 
i^  Que  no  ir  atándose  de  propiedad^  sino  de  posesión  ^  no  son  aplica- 
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bles  la  lef  f  O,  (it.  44,  Partíim  3>;  3*,  tit.  T,  libro  iO  de  la  NovUima 
Reeopilacién  y  doctrinas  del  Tribunal  Supremo^  gue  declaran  que  no 
fuede  ef'ercitarse  útilmente  la  acción  reivindicatoria  sin  que  el  actor 
fMTuebe  el  dominio  á  s%  favor  de  la  cosa  demandada;  y  que  para  poder 
mtilitar  ¡a  acción  de  nulidad  y  declarar  la  d^  un  contrato  consignado 
en  un  documento  revestido  de  todas  las  solemnidades  legales ^  es  necesa- 
Ho  Justificar  si  contiene  el  vicio  de  falta  de  capacidad  y  de  potestad  en 
los  otorgantes  para  contraer  y  disponer  de  lo  que  es  objeto  de  la  conven* 
^n,  ó  que  haya  intervenido  intimacién^  violencia  ó  dolo  que  haya 
dado  causa  al  contrato; 

Y  V  Q,ue  los  artículos  23,  31  y  36  de  la  ley  Hipotecaria  no  son  apli-- 
tablee  á  la  inscripción  de  mera  posesión,  si  el  derecho  inscrito  no  ha 
sido  convalidado  por  la  prescripción^  con  arreglo  al  párrafo  final 
del  34  de  la  misma  ley,  según  $a  lo  tiene  declarado  el  Supremo  Tri- 
bunal. 

Ed  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  46  de  Enero  de  1883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Josgado  de  primera  instancia  de  la  Pola  de  Laviana  y  en 
la  Sala  de  ¡o  civil  de  la  Aadiencía  de  Oviedo  por  D.  Ignacio  Uevia  y 
Vicielta,  vecino  de  Pino,  Concejo  de  Alier,  con  D.  José  Bartolomé  San- 
tos,  vecino  de  Orle,  Concejo  de  Caso,  sobre  nulidad  de  una  escritura  y 
reivindicación  de  bienes;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  vir- 
tud de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Li  • 
eenciado  D.  Enrique  Ucela  y  el  Procurador  D.  Juan  Guerrero  Brea,  en 
4efensa  y  representación  del  demandado,  no  habiendo  comparecido  la 
parte  recurrida: 

Resultando  que  por  fallecimiento  intestado  de  D.  Juan  Hevia  Ordo- 
ñez  fué  declarada  heredera  en  unión  de  otros  su  sobrina  Doña  Rita  Cas- 
tañón  Hevia,  mujer  de  D.  Carlos  Gutiérrez  Solía;  y  que  en  virtud  de 
información  pesesoria  practicada  por  dicha  Doña  Rila  y  demás  herede- 
ros fué  inscrita  la  posesión  de  las  fincas  rústicas  tituladas  Garganladas 
Cuartas  y  Vega  de  Abajo,  á  nombre  de  dicho  D.  Juan  Hevia  Ordóñez 
en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Laviana: 

Resultando  que  otorgada  la  escritura  de  partición  de  bienes  entre 
los  herederos,  inscribieron  cada  uno  de  ellos  sus  respectivos  títulos  de 
herencia;  y  que  Doña  Rita  Castañón  Hevia,  asistida  de  su  marido  Don 
Carlos  Gutiérrez,  enajenó  por  escritura  de  10  de  Noviembre  de  1871  á 
favor  de  D.  José  Otero  y  D.  José  Bartolomé  Santos  la  mayor  parte  de 
la  mencionada  finca  Gargantadas  Cuartas  y  una  porción  de  terreno  en 
el  prado  Vega  de  Abajo,  cuyos  adquirentes  inscribieron  este  título: 

Resultando  que  por  sentencia  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Oviedo  fué  declarado  heredero  de  D.  Juan  Hevia  Ordóñez  el  hijo 
natural  de  éste  D.  Ignacio  Hevia  y  Yiciella,  en  la  parte  de  bienes  libres 
que  constituían  la  herencia  de  aquél,  condenándose  á  los  demandados 
en  dicho  pleito,  los  declarados  herederos  abintestato  de  D.  Juan,  á  res- 
tituir y  dejar  á  disposición  de  D.  Ignacio  todos  los  bienes  que  en  tal 
concepto  hubiesen  percibido  y  conservasen  en  su  poder;  reservando 
además  al  demandante  las  acciones  que  pudieran  asistirle  respecto  de 
las  fincas  que  hubiesen  sido  enajenadas: 

Resultando  que  con  estos  antecedentes  y  haciendo  uso  de  dicha  re* 
serva,  dedujo  demanda  D.  Ignacio  Hevia  y  Yiciella  en  81  de  Febrero 
de  1881,  con  la  pretensión  de  que  se  declarase  nula  la  escritura  de  10 
de  Noviembre  de  1871  y  se  cancelase  la  inscripción  de  la  misma,  de- 
clarando que  le  pertenece  el  dominio  de  las  fincas  Gargantadas  Cuar- 
tas y  parte  de  la  Vega  de  Abajo,  y  condenando  á  D.  José  Bartoiom& 
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Santos  á  entregar  y  dejar  á  so  disposición  la  parte  qne  de  dichas  fin* 
cas  posee,  con  los  frutos  y  rentas  que  produjesen  y  debiesen  producir 
desde  que  fué  contestada   la  demanda;  alegando  en  su  apoyo  que  el 
contrato  de  compra-venta,  consignado  en  ia  susodicha  escritura  de  10 
de  Noviembre  de  1871,  era  ineficaz  y  no  debía  servir  de  obstáculo  al 
éxito  de  la  acción  reivindícatoria  que  ejercitaba  con  arreglo  á  lo  esta- 
blecido en  la  ley  33»Jít.  5*,  Partida  5*,  y  al  principio  de  derecho  nemo 
datquodnon  hahel:  que  el  demandado  había  adquirido  dichas  fíucas  de 
quien  sólo  aparecía  en  el  Registro  como  poseedor,  jo  cual  no  era  bas- 
tante para  que  le  hubiera  sido  trasferido  el  dominio^  porque  la  inscrip- 
ción de  la  posesión  no  perjudicaba  al  que  tenia  mejor  derecho  al  in- 
mueble, aunque  su  título  no  hubiera  sido  inscrito,  según  lo  dispuesto 
^  en  los  artículos  34,  párrafo  sétimo,  y  403  de  la  ley  Hipotecaria,  y  lo 
declarado  por  este  Tribunal  Supremo. en  sentencia  de  ¿5  de  Junio 
de  1880;  y  que  por  último,  el  otro  comprador  en  la  susodicha  escritura 
D.  José  Otero  se  había  allanado  á  esta  demanda  en  el  acto  de  concilia- 
ción prestándose  á  dejar  á  so  disposición  la  porción  de  dichas  fincas 
que  estaba  disfrutando: 

Resultando  que  D.  José  Bartolomé  Santos  opuso  á  la  demanda  que 
bailándose  inscritas  las  fincas  á  nombre  de  la  vendedora  en  virtud  del 
título  de  herencia  de  so  tío  D.  Juan  Hevia,  y  siendo  este  título  de  do-> 
minio,  al  adquirir  el  demandante  las  fincas  é  i  nscribir  so  dominios^ 
hizo  revocable  respecto  del  demandado  el  derecho  de  la  vendedora, 
conforme  al  art.  34  de  la  ley  Hipotecaria,  no  obstante  ser  de  posesión 
la  inscripción  del  causante  de  ésta,  toda  vez  qne  la  causa  qoe  daba  lo- 
gar á  la  nolidad  de  la  escritora  de  venta  era  independiente  del  derecho 
de  dicho  causante  sobre  las  fincas;  y  que  la  sola  inscripción  á  favor  de 
Doñi  Rita  Castañón,  qoe  contaba  más  de  cinco  años  de  fecha,  obstaba 
por  sí  sola  al  éxito  de  la  demanda,  conforme  al  art.  S3,  párrafo  2^  de  la 
citada  ley  Hipotecaria: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  dictó 
sentencia  en  17  de  Mayo  del  año  último,  confirmatoria  de  la  de  prime- 
ra instancia,  excepto  en  la  parte  referente  á  imposición  respecto  de 
costas,  declarando  ñola  é  ineficaz  la  esciitora  otorgada  en  40  de  No- 
viembre de  1871  por  D.  Carlos  Gutiérrez  Solis  y  su  mujer  Doña  Rita 
Castañón,  y  mandando  cancelar  la  inscripción  de  dicho  tíiolo,  así  como 
qoe  al  D.  Ignacio  Hevia  y  Viciella  pertenece  el  dominio  de  la  finca 
Garganiadns  Cuartas  y  tercera  fiarte  del  prado  Vega  de  Abajo;  y  con- 
denando á  D.  José  Bartolomé  Santos  á  qoe  entregoe  y  deje  á  disposi- 
ción del  actor  la  parte  de  dichas  fincas  qoe  posee,  con  los  frotes  y  ren- 
tas que  debieran  haber  prodocido  desde  la  contestación  á  la  demanda: 

Resoltand»  qoe  D.  José  Bartolomé  Santos  interpaso  recorso  de  ca- 
sación por  haberse  infringido  á  so  juicio: 

1^  La  ley  10,  lít.  14.  Partida  3^  y  la  doctrina  legal  consignada  en 
las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  23  de  Mayo  de  1862,  23  de 
Noviembre  de  1865,  27  de  Marzo  de  1866,  3  de  Enero  de  1868,  20  de 
Abril  de  1874,  19  de  Octubre  del  mismo  año,  6  de  Diciembre  de  1875  y 
en  otras  muchas,  que  exigen  y  declaran  qoe  no  poede  ejercitarse  útil- 
mente la  acción  reivindícatoria  sin  qoe  el  actor  proebe  el  dominio  á  so 
favor  de  la  cosa  demandada,  en  el  concepto  de  qoe  el  demandante  no 
ha  jnstificado  ni  intentado  siqoiera  jostificar  el  dominio  en  so  favor  de 
las  fincas  litigiosas;  poes  no  basta  so  carácter  de  heredero  de  so  padro 
natoral: 
V  La  ley  3^,  tít.  1^,  libro  40  de  la  Novísima  Recdpilación,  qne  do- 
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clara  obligatorio  el  cumplimiento  y  la  observancia  de  todo  contrata 
de  compra  venta  ó  cualquiera  otro  que  no  tenga  vicio  de  nulidad,  con 
arreglo  á  Ias  l^yes  y  la  doctrina  legal  derivada  de  repetidas  sentencia» 
de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  de  las  de  22  de  Enero  de  1864» 
21  de  Diciembre  de  1866  y  28  de  Enero  de  1873,  de  que  cuando  resulta, 
acreditada  la  existencia  de  un  contrato  y  no  se  prueba  que  intervino 
en  él  error,  falsa  causa  ó  dolo,  es  obligatorio  y  eficaz,  siendo  ineludible 
so  cumplimiento;  porque  á  pesar  de  haber  concurrido  en  el  contrato 
consignado  en  la  escritura  de  10  de  Noviembre  de  1871  lodos  los  reqni» 
8Íto%qoe  exigen  las  leyes  para  su  validez,  se  declara  que  es  nulo  por 
suponerse  equivocadamente  que  la  vendedora  Doña  Rita  Gastañón  dis- 
puso de  bienes  que  según  declaración  hecha  posteriormente  no  le  per- 
tenecían: 

3^  La  doctrina  legjil  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  22  de  Enero  de  1864,  de  que  para  poder  utilizar  la  acción  d& 
nulidad  y  declarar  la  de  un  contrato  consignado  en  un  documento  re- 
vestido de  todas  las  solemnidades  legales,  es  necesario  justificar  si  con* 
tiene  el  vicio  de  falta  de  capacidad  y  de  potestad  en  los  otorgantes 
para  contraer  y  disponer  de  lo  que  es  objeto  de  la  convención,  ó  que 
haya  intervenido  intimidación,  violencia  ó  dolo  que  haya  dado  tausa 
al  contrato,  en  ninguno  de  cuyos  casos  se  halla  el  consignado  en  lasn*- 
sodicha  escritura: 

4"  El  art.  21  de  la  ley  Hipotecaria  de  3  de  Diciembre  de  1869,  que 
previene  en  su  párrafo  segundo  que  la  iíficri!  ción  de  los  bienes  inmue- 
bles y  derechos  reales  adquiridos  por  herencia  ó  legado  no  perjudica  á 
tercero  si  no  hubiesen  trascurrido  cinco  años  desde  la  fecha  de  la  mis- 
ma; toda  vez  que  la  sentencia  recurrida  á  pesar  de  que  los  primeros 
herederos  de  D.  Joan  Hevia  inscribieron  su  título  de  herencia  en  18  de 
Julio  de  1870,  habiendo  trascorrido  por  lo  tanto  más  de  cinco  años 
hasta  18  de  Noviembre  de  1876,  en  que  fuó  declarado  heredero  de  Don 
Ignacio  Hevia,  condena  sin  embargo  ai  recurrente,  que  es  un  tercero, 
á  devolver  las  finc»s  que  adquirió  de  quien  las  poseía  por  título  tan  le- 
gítimo como  hereditario: 

5^  El  art.  34  de  la  misma  ley  Hipotecaría,  que  declara  que  no  obs- 
tante lo  preceptuado  en  el  anterior,  los  actos  ó  contratos  que  so  otor- 
guen por  persona  que  en  el  Registro  aparezca  con  derecho  para  ello^ 
ana  vez  inscritos,  no  se  invalidarán  en  cuanto  á  tercero,  aunque  des- 
pués se  anule  ó  resuelva  el  derecho  del  otorgante  en  virtud  de  título 
anterior  no  inscrito  ó  de  causas  que  no  aparezcan  del  mismo  Registro; 
toda  vez  que  en  el  momento  en  que  la  sentencia  recurrida  asimila  y 
equipara  el  titulo  hereditario  al  dominio  y  le  estima  bastante  para  en- 
gendrar la  acción  reivindicatoría,  es  claro  que  siendo  consecuente  con 
esta  apreciación,  tiene  qoe  reconocer  que  el  primitivo  título  heredita- 
rio no  producía  también  los  mismos  efectos;  por  lo  tanto,  qoe  los  pri- 
meros herederos  tienen  los  mismos  derechos  y  prerrogativas  que  el  de- 
mandante: 

Y  6^  El  art.  36  de  la  repetida  ley,  que  previene  que  las  acciones  res» 
cisorias  ó  resolutorias  no  se  darán  contra  tercero  qoe  haya  inscrito  los 
títolos  dA  sus  respectivos  derechos  conforme  á  lo  prevenido  en  la  ley; 
toda  vez  que  cuando  el  recorrente  adquirió  las  fincas  Gargantadas^ 
Cuartas  y  parte  de  la  Vega  de  Abajo  no  constaba  en  el  Registro  ningo* 
na  eaosa  de  rescisión  ó  de  resoloción  del  derecho  que  asistía  á  Doña. 
Bita  Gastañón;  y  por  lo  tanto,  la  declaración  de  heredero  hecha  poste* 
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e  en  favor  de  D.  Ignacio  Hevia  no  puede  perjudicar  al  reca- 
[ueesel  tercero  de  que  habla  la  ley: 
,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 
iderando  que  la  sentencia  no  infringe  las  disposiciones  y  doc* 
vocadas,  porque  los  tres  primeros  motivos  se  refieren  á  la  pro 
no  á  la  posesión,  que  es  de  lo  que  se  trata,  y  los  artículos  de 
potecaria  citados  en  los  tres  últimos  no  son  aplicables  á  la  ins- 
de  mera  posesión,  si  el  derecho  inscrito,  como  aquí  sncedCt 
lo  convalidado  por  la  prescripción,  con  arreglo  al  párrafo  final 
)  la  misma  ley,  según  ya  lo  tiene  declarado  este  SupremoKTri- 

mos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
caeación  interpuesto  por  D.  José  Bartolomé  Santos,  á  qui^n 
nos  al  pago  de  las  costas,  y  para  el  caso  en  que  mejore  de 
ti  de  1 .000  pesetas  por  razón  de  depósito,  que  se  distribuirá  coa 
lia  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Oviedo  la  certificación co- 
iente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — 
ia  publicada  el  16  de  Enero  de  4883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
isto  del  mismo  año.) 
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nrso  de  eAsaelón  ÍH  de  Enero  de  \S%^), —Sala  primera, — 

COSTAS. — Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Eduardo  Muñoz  de 
^rao  curador  ejemplar  de  su  hermano  D.  Joaquín,  en  pleito  con 
diencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

'.ondenado  un  litigante  por  auto  firme  al  pago  de  las  costas  de 
7,  debe  precederse  i  su  exacción  por  la  via  de  apremio  ^  sin  per- 
e  ss  promuevan  cuestiones  extrañas  á  la  Índole  de  este  proce^ 

que  deban  ventilarse  enjuicio  separado: 

villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Enero  de  1883,  en  el  pleito 
;e  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casac'óa  por  infracción  de 
lido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Latina  de  esta 

en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  misma 
iduardo  Muñoz  Baena,  curador  ejemplar  áf^  D.  Joaquín  Muñoz 
'  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Anjel  Calvo,  bajo  la  dirección 
Qciado  D.  José  Díaz  Macuso,  con  D.  Joaquín  Muñoz  Baena,  re- 
do por  el  Procurador  D.  Antonio  Mínguez  de  la  .Puente,  diri- 
'  el  Licenciado  D.  Narciso  de  Olañeta,  y  el  Ministerio  fiscal  so- 
)  de  costas: 

Itando  que  D.  Joaqín  Muñoz  B^ena  sigue  autos  con  su  herma- 
duardo  Muñoz  Baena  en  el  Juzgado  ae  primera  instancia  del 
dé  la  Latina  de  esta  Corte  sobre  nulidad  del  nombramiento  de 
ejemplar  de  D.  Joaquín,  que  hizo  á  favor  del  D.  Eduardo  el 
primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio: 
liando  que  en  dichos  autos  el  Procurador  D.  Antonio  Míngoez» 
esenta  al  referido  D.  Joaquín  Muñoz,  presentó  escrito  en  28 
3  de  1881  solicitando  que  de  los  fondos  pertenecientes  á  su  re- 
do, que  obraban  en  la  Caja  de  DepÓ!«itos,  se  le  abonase  la  cnen  - 
s  derechos,  que  presentó,  y  se  le  proveyese  de  los  necesario» 
nder  á  los  gastos  del  pleito: 

litando  que  el  curador  ejemplar  D.  Eduardo  Muñoz  Baena  im- 
sta  pretensión,  que  apoyada  por  el  Promotor  fiscal,  el  Juez  la 
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estimó  en  pro?idene¡a  de  f^  de  Febrero  de  dicho  año,  y  gae  habiendo 
tipelado  el  citado  carador,  la  Sala  segunda  de  la  Aadiencia  de  esta  Corte 
confirmó,  con  las  costar,  en  auto  de  i7  de  Setiembre  del  año  último  la 
providencia  apelada: 

Resultando  que  tasados  que  fueron  y  devueltos  los  autos  al  Juzga- 
do inferior  á  instancia  del  Procurador  Mlnguez,  se  mandó  en  providen- 
cia de  if  de  Diciembre  reqnerir  á  D.  Eduardo  Muñoz  Baena  para  que 
en  el  término  de  tercero  día  consignase  el  importe  de  aquéllas  en  que 
^habia  sido  condenado;  y  que  requerido  en  efecto,  consignó  la  suma  que 
se  le  exigía,  pero  con  la  protesta  de  que  lo  verificaba  en  el  concepto 
de  curador  ejemplar  del  D.  Joaquín,  único  en  que  litigaba  y  era  parte 
en  los  autos;  reservándose  cargar  su  importe  en  las  primeras  cuentas 
que  rindiese  de  su  cúratela,  y  que  en  otro  caso  se  reformase  la  citada 
providencia,  declarándolo  así  y  apelando  subsidiariamente  de  lo  con* 
trario: 

Resaltando  que  denegada  en  auto  de  II  de  Diciembre  la  declaración 
7  reforma  que  se  pretendía,  y  admitida  la  apelación  por  haberse  insis- 
tido en  alia,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  Corte 
confirmó,  con  las  costas,  en  18  de  Abril  de  1882  la  providencia  y  auto 
apelados,  fundando  su  decisión  en  que  si  bien  el  curador  era  el  com- 
plemento de  la  personalidad  del  incapacitado,  esto  se  entendía  cuando 
los  intereses  de  uno  y  otro  ne  estaban  en  abierta  oposición,  ó  sea  cuan- 
do dicho  curador  defendía  realmente  los  derechos  de  aquél  y  no  los  su- 
yos propios;  y  que  litigando  en  este  caso  uno  y  otro  por  su  propio  in- 
terés, era  evidente  que  cada  parte  debía  satisfacer  las  costas  cansadas 
á  su  instancia  y  todas  aquellas  en  que  hubiera  sido  expresamente  con- 
denado: 

Resultando  que  D.  Eduardo  Muñoz  Baena,  como  curador  ejemplar 
de  su  hermano  D.  Joaquín,  interpuso  recurso  de  casación  por  haberse 
infringido  á  so  juicio: 

4^  La  doctrina  legal  consignada  eo  la  ley  H,  tít.  46,  Partida  6^  y  por 
-tanto  la  ley  misma,  que  no  es  más  que  la  aplicación  á  las  tutelas  y  cú- 
ratelas del  principio  jurídico  en  virtud  del  cual  el  que  obra  en  nombre 
de  otro  y  en  su  interés  exclusivo,  como  el  albacea,  el  mandatario,  ecé- 
tera,  no  puede  ser  obligado  personalmente  á  satisfacer  ni  ejecutar  cosa 
alguna,  sino  que  toda  condena  debe  hacerse  efectiva  en  los  bienes  de 
aquel  en  cuyo  nombre  se  sostiene  el  litigio: 

2^  La  doctrina  legal  contenida,  entre  otros  fallos,  en  el  de  46  de  Fe- 
brero de  4875,  en  virtud  de  la  cual  no  puede  exigirse  el  pago  de  costas 
á  ningún  litigante  cuando  no  ha  precedido  expresa  condenación  de 
ellas  en  auto  ó  sentencia  fijme;  doctrina  corroborada  con  la  jurispru- 
dencia, también  infringida,  de  este  Supremo  Tribunal,  comprendida, 
entre  otros,  en  sus  fallos,  de  30  de  Enero  de  4860  y  44  de  Octubre  de 
de  4865,  de  que  es  un  principio  legal  que  las  sentencias  deben  concre- 
tarse en  su  decisión  á  las  personas  que  hubieren  litigado:  y  el  recu- 
rrente, que  no  lo  había  hecho  en  su  nombre,  sino  como  carador  ejem  - 
piar  de  su  hermano,  no  había  podido  ser  condenado  personalmente, 
sino  tan  sólo  en  el  concepto  en  que  litigaba: 

3*  La  ley  49,  tft.  22,  Partida  3%  y  la  ejecutoria  de  47  de  Setiembre 
de  4884,  ley  para  las  partes  qua litigaron,  por  cuanto  habiéndolo  h«)- 
cho  con  el  carácter  de  carador  ejemplar,  y  no  habiéndose  determinado 
que  se  le  imponían  las  costas  personalmente,  se  había  resucitólo  con- 
trario de  lo  que  ahora  h>ibfa  venido  á  determinarse,  por  lo  cual  la  re- 
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soloción  recorrida  era  nala,  como  toda  la  que  pronunciándose  para  el 
eumplimientq  de  otra  ejecutoría  anterior  )a  contrariaba  ó  extendía  sus 
disposlciones'á  otros  casos  que  no  comprendía,  según  tenía  declarado 
también  este  Supremo  Tribunal  en  diferentes  fallos,  entre  otros  en  los 
de  14  de  Mayo  del 867  y  25  de  Enero  de  4875; 

Y  4^  La  propia  ley  y  la  jurisprudencia  invocadas  en  el  motivo  ante- 
rior de  la  fuerza  que  tiene  el  juicio  afinado,  aplicada  á  la  sentencia  re- 
caída en  un  ramo  de  los  mismos  autos  y  con  idéntica  pretensión,  dicta- 
da por  aquella  Audiencia  en  U  de  Octubre  de  1881,  y  á  la  que  dio 
fuerza  ejecutoria  este  Supremo  Tribunal  en  su  fallo  de  9  de  Mayo  de 

4882,  y  en  la  que  se  sienta  la  doctrina  legal  de  que  el  que  litiga  como^ 
curador»  sólo  en  tal  concepto  se  obliga  y  pueden  afectarle  las  conde- 
nas de  costas  debiendo  cubrirse  su  importe  con  los  bienes  de  la  cura- 
tela: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  condenado  un  litigante  por  uu  auto  firme  al  pago 
de  las  costas  de  un  litigio,  debe  procederse  á  su  exacción  por  la  vía  da 
apremio,  sin  permitir  que  se  promuevan  cuestiones  extrañas  á  la  índo- 
le de  este  procedimiento  que  deban-ventilarse  en  juicio  separado: 

Considerando  que  en  este  caso  se  bailan  las  pretensiones  de  Don 
Eduardo  Muñoz  Baena  para  que  se  declare  que  la  consignación  de  las. 
costas  que  bizo  en  virtud  déla  condena  que  le  fué  impuesta  era  en  el 
concepto  de  curador  ejemplar  de  su  hermano  D.  Joaq;  ín,  reservándo- 
se cargar  su  importe  en  las  primeras  cuentas  que  rindiese,  y  que  al  re- 
solverlas el  auto  contra  el  que  se  ha  interpuesto  el  actual  recurso,  ha 
infringido  la  ejecutoria  de  17  de  Setiembre  de  1881,  citada  en  el  mis- 
mo, extendiendo  sus  disposiciones  á  extremos  no  comprendidos  en 
ella,  y  que  no  han  sido  discutidos  en  forma  para  poder  ser  legalmente 
decididos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  D.  Eduardo  Afuñoz  Baena,  como  cura- 
dor ejemplar  de  su  hermano  D.  Joaquín;  y  en  su  c*onsecuencia  casamos 
y  anulamos  en  el  auto  que  en  18  de  Abril  de  1882  dictó  la  Sala  segun- 
da de  lo  l^ivil  de  la  Audiencia  de  esta  Corte;  desvolviéndose  al  recurren- 
te el  depósito  constituido.— (Sentencia  publicada  el  17  de  Enero  de 

4883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Agosto  del  mismo  año.) 

20 

Recurso  de  casación  (4  9  de  Enero  de  \  SS^).-- Sala  primera.— 
Negación  de  servidumbre. — ^No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Ama- 
lia Moscoso  con  D.  Francisco  Eduardo  Capeans  (Audiencia  de  la  Coru- 
ño),  y  se  resuelve: 

Que  deducida  la  acción  negatoria  de  serviiumbrey  al  demandado  que 
asegura  existir  y  hallarse  constituida  á  su  favor  incumbe  probar  ain- 
bos  extremos  por  alguno  de  los  medios  establecidos  por  derecho,  en  con- 
formidad á  lo  que  determinan  las  leyes  1 4  y  1 5,  (it.  31 ,  Partida  3*,  se- 
gún  tiene  declarado  repetidamente  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Enero  de  1883,  en'los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Negreira  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  Doña  Amalia  Moscoso  Li- 
say,  vecina  de  Santiago,  propietaria,  con  D.  Francisco  Eduardo  Ca- 
peans» vecino  de  la  parroquia  de  Santa  Eulalia  de  Logrosa,  propieta- 
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rio,  sobre  aeción  negatoria  de  servidnmbre;  autos  qae  penden  ante  Nos 
en  virtad  de  recorso  de  casación  interpuesto  á  nombre  de  la  Doña 
Amalia  Moscoso  por  el  Procurador  D.  Daniel  Doce,  bajo  la  dirección 
del  Doctor  D.  Eagenio  Monterio  Ríos;  habiendo  representado  y  defen- 
dido á  D.  Francisco  Eduardo  Gapeans  ei  Procurador  D.  Manuel  Martín 
Yeña  y  el  Licenciado  D.  Aureliano  Linares  Rivas: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  26  de  Marzo  de  4849, 
D.  Francisco  Moscoso  y  D.  Manuel  Ferreiro  dijeron  que  por  justos  y  le- 
gítimos títulos  eran  dueños  y  poseían,  ei  primero,  entre  otras  fincas,  el 
terreno  baldío  inmediato  á  la  fuente  del  lugar  de  la  Cháncela,  su  cabida 
de  un  ferrado  sobre  poco  más  ó  menos,  que  linda  por  el  Poniente  con 
el  corral  de  la  casa  en  que  habitaba  Alonso  López;  Norte  con  el  camino 
real;  Levante  con  la  misma  fuente,  y  vendaval  con  tierra  de  Manuel  Fe* 
rreiro,  y  éste  lo  era  de  las  heredades  que  en  la  escritura  se  expresan;  y 
habiendo  convenido  ambos  otorgantes  en  el  trueque  de  las  mencionadas 
fincas,  lo  verificaban,  entre  otras,  bajo  las  condiciones  siguientes:  ter- 
cera, que  en  cualquier  tiempo  en  que  el  Ferreiro  ó  sus  herederos  y  su- 
cesores determinasen  acotar  ó  cerrar  con  muro  el  terreno  baldío  de  la 
Fuente  de  la  Cháncela  de  Abajo,  habían  de  dejar  fuera  del  circundado 
la  propia  fuente,  con  el  terreno  suficiente  para  el  cómodo  uso  de  ella, 
y  dejar  también  expedito  el  curso  de  las  aguas  que  manan  de  la  misma 
y  del  abrevadero  inmediato^  para  que  marchen  en  la  dirección  marcada 
en  contratos  anteriores,  esto  es,  corriendo  por  la  parte  de  afuera  del 
muro  que  reedifique,  pero  sin  tomar  el  camino  real,  de  modo  que  su 
vertiente  se  efectúe  en  el  punto  señalado  en  los  referidoar  contratos, 
abriendo  además  y  conservando  siempre  el  Ferreiro  á  su  costa  el  cauce 
que  requiere  el  raudal  hasta  el  expresado  punto  en  que  debe  verter: 
cuarta,  que  el  Ferreiro  reconocía  el  derecho  que  el  Moscoso  tenía  para 
dirigir  adonde  le  acomodase  las  agiías  del  cargo  de  sobre  la  referida 
fuente  desde  la  noche  del  sábado  hasta  la  del  domingo  de  todas  las  se- 
manas,  cuyo  aprovechamiento  le  correspondía  en  el  propio  período  y 
prometía  no  estorbarle  nunca  en  el  ejercicio  de  aquel  derecho,  consin- 
tiendo que  en  caso  contrario  se  le  impusiese  la  pena  que  mereciese  y 
las  costas  que  causase:  quinta,  que  el  Manuel  Ferreiro,  por  sí  y  en 
nombre  de  sus  herederos  y  sucesores,  renunciaba  y  apartaba  para  siem- 
pre del  derecho  y  acción  de  quejarse  y  reclamar  cosa  alguna  al  Mosco- 
so  por  razón  de  los  derrames  y  perjuicios  que  los  ganados  de  éste  ó  de 
sus  herederos  y  sucesores  causen  en  cualquiera  tiempo  en  el  expresado 
baldío  de  la  fuente,  hállese  ó  no  murado:  undécima,  que  en  cualquier 
tii3mpo  en  que  resaltase  que  todas  ó  algunas  de  las  referidas  fincas  se 
hallaban  sujetas  ó  hipotecadas  al  cumplimiento  de  contratos  anteriores 
á  la  fecha  del  registro  de  esta  escritura,  en  la  Contaduría  de  hipotecas 
apareciese  sobre  ellas  alguna  carga,  gravamen  ó  servidumbre  que  dis- 
minuya su  valor  y  estimación,  ó  llegase  á  declararse  que  eran  de  la 
Í)ertenencia  de  un  tercero  que  demande  su  restitución  por  los  medios 
egales,  querían  se  tuviese  por  nula  y  rescindida  esta  permuta,  sin  ne- 
cesidad^de  declaración  judicial,  quedando  por  consiguiente  cada  uno 
de  los  otorgantes  y  sus  herederos  autorizados  en  cumplida  forma  para 
apoderarse  de  los  bienes  que  recíprocamente  enajenaban,  con  todos  los 
perfectos  y  mejoramientos  hechos  en  ellos;  y  en  esta  conformidad  otor- 
garon que  por  sí  y  á  nombre  de  sus  tres  hijos,  herederos  y  sucesores, 
se  daban  recíprocamente  en  permuta  e)  D.  Francisco  Moscoso  las  tre» 
propiedades  denominadas  de  la  Vería,  baldío  de  la  fuente  de  la  Chan* 
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cela  y  terreno  janto  al  lado  de  Payzas,  y  el  Manuel  Férreiro  las  caatro 
llamadas  de  Sorregó  y  Casabella,  según  todas  ellas  qoedan  especifica- 
das, las  coaies  aseguraron  los  otorgantes  no  tener  enajenado  ni  sujeta- 
do á  ninguna  carga  ni  responsabilidad: 

Resultando  que  en  22  de  Octubre  de  1878,  Doña  Amalia  Hoscoso 
Disay  interpuso  interdicto  de  recobrar  posesión  contra  D.  Francisco  E. 
Capeaos,  fondado  en  los  bechos  siguientes:  que  era  dueño  D.  Francis- 
co Moseoso,  padre  de  la  demandante,  de  varios  terrenos,  y  entre  ellos 
del  baldío  inmediato  al  portalón  de  la  casa  de  la  misma  y  fuente  sita  en 
el  logar  de  la  Cháncela  de  Abajo,  en  la  parroquia  de  Logrosa;  su  cabi- 
da un  ferrddo  poco  más  ó  menos;  que  linda  por  el  Oeste  con  casa  de  los 
herederos  de  D.  Alonso  López;  Norte  terreno  de  la  Moscosa;  Este  dicha 
fuente,  y  Sor  tierra  qne  fué  de  Mannel  Férreiro,  camino  público  en 
medio,  que  le  dio  en  permuta  por  la  escritura  de  26  de  Marso  de  1849; 
y  entre  las  condiciones  que  contiene  dicha  escritura,  la  3^  se  refiere  i 
qne  caso  que  Férreiro  intentase  acotar  ó  cerrar  tal  baldío,  había  de 
quedar  fuera  de  él  dicha  fuente,  con  el  terreno  suficiente  para  el  uso  de 
la  misma:  que  antes  de  tal  permuta  y  desde  ésta  hasta  la  fecha  del  in- 
terdicto, la  demandante  y  sus  causantes,  ya  por  sí  ó  ya  á  medio  de  sus 
caseros  é  inquilinos,  vino  siempre  en  la  posesión  de  pasar  desde  el  por- 
tal de  su  casa  para  el  servicio  de  la  fuente  por  media  del  terreno  bal  - 
dio,  regresando  del  mismo  modo:  que  á  pesar  de  dicha  posesión,  fué 
despojada  de  la  misma  por  el  D.  Francisco  £.  Gapeans,  el  cual  con  va- 
rios carros  de  piedra  interceptó  el  paso  ó  sendero  peonil  por  donde  se 
servía  para  la  fuente,  esparciendo  aquéllas  en  el  terreno  y  aun  ocupan  - 
do  parte  de  ellas  el  terreno  correspondiente  á  la  gavia  ó  zanja  leí  moro 
que  cierra  la  finca  4e  Doña  Amalia  Moseoso  y  divide  del  baldío,  de 
cuya  parte  era  dueña  y  estaba  en  posesión,  de  la  que  por  el  propio  or  < 
den  fue  despojada:  que  despachado  el  interdicto  sin  audiencia,  acudió 
al  Juzgado  D.  Francisco  Eduardo  Capeaos  con  escrito  de  24  de  Octubre 
de  4878,  en  el  que  se  ratificó  en  el  propio  día,  pidiendo  qne  se  suspen- 
diese la  tramitación  del  referido  interdicto  por  estar  pronto  á  retirar  ó 
separar  de  la  senda  ó  camino  peonil  las  piedras  que  lo  entorpecían,  y 
así  también  á  hacer  igualmente  operación  con  las  otras  que  estaban  en 
la  zanja;  de  cuya  pretensión  se  dio  traslado  á  la  Doña  Amalia  Moseoso; 
y  por  auto  de  28  de  Octubre  de  4878  se  mandó  que  tomada  que  fuese 
razón  por  el  actuario  de  haber  sido  cumplidos  los  dos  extremos  que  en 
su  recurso  del  24  ofreció  Capeaos  se  archivase  este  expediente,  hacien- 
do saber  también  al  Capeans  que  ¿o  interrumpiese  en  la  posesión  dicha 
á  la  Doña  Amalia  Hoscoso: 

Resultando  que  en  14  de  Enero  de  1S80,  D.  Francisco  Eduardo  Ca- 
peans dedujo  demanda  ordinaria  contra  Doña  Amalia  Moseoso  sobra 
acción  negatoria  de  servidumbre,  fundada  en  que  Doña  Amalia  en  22 
de  Octubre  de  1878  presentó  interdicto  de  recobrar  la  posesión  contra 
el  demandante,  suponiendo  la  había  despojado  del  sendero  que  tenía 
para  ir  á  la  fuente  de  la  Cháncela  de  Abajo  por  medio  del  antes  men- 
cionado terreno  ó  campo  baldío  y  abierto  y  del  terreno  ó  gavia  de  ese 
vallado  con  unas  piedras  de  cantería  que  habían  conducido  algunos  ca- 
rreteros de  orden  de  Capeans  y  descargado  en  todo  ese  baldío,  coya  ex- 
tensión ó  cabida  será  la  de  un  ferrado  poco  más  ó  menos;  pidiendo  qne 
se  la  restituyese  en  ella,  con  costas:  que  tuvo  buen  cuidado  de  formu- 
lar el  interdicto  sin  andiencia  de  Capeans;  pero  imposibilitado  para 
hacer  ver  la  mala  fe  da  la  Moseoso  y  su  absoluta  carencia  de  derecho, 
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mirando  por  sns  Intereses  creyó  oportuno  apartarse,  cómo  se  apartó, 
del  mismo,  haciéndose  ascender  los  gasios  á  la  enorme  sama  de  238  pe- 
setas 75  céntimos,  sin  incluir  algunas  más  posteriores  á  la  regulación: 
que  se  le  hubo  por  apartado  con  la  reserva  del  derecho  en  juicio  ordi- 
nario: que  la  Doña  Amalia  Moscoso  no  tu?o  ni  tenia  la  posesión  y  gavia 
ó  servicio  á  que  se  contraía  el  primer  hecho;  y  después  de  alegar  los 
fundamentos  legales,  pidió  que  en  definitiva  se  declarase  el  terreno  in- 
mediato ó  baldío  á  la  fuente  de  la  Cháncela  de  Abajo,  en  la  parroquia 
de  Logrosa,  libre  de  la  servidumbre  de  senda  y  sin  gavia,  zanja  ó  ser- 
vicio sobre  él  el  vallado  que  de  Este  á  Oeste  lo  separa  del  terreno  que 
foé  carretera  antiguamente;  y  que  usurpándolo  la  Doña  Amalia  Mosco- 
so  lo  único  que  allí  tenía,  condenando  á  esta  á  no  bacer  ninguna  nove- 
dad, á  dar  caución  de  no  volver  á  inquietarle,  á  devolverle  las  costas 
que  á  consecuencia  del  interdicto  de  recobrar  ha  tenido  que  satisfacer 
y  abono  de  daños  y  perjuicios  ocasionados,  con  los  más  pronunciamien- 
tos favorables  y  naturales  á  la  cuestión: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  Doña  Amalia  Moscoso,  al  eva- 
cuarle pidió  se  desestimase  la  demanda,  con  las  costas,  exponiendo  que 
se  conformaba  con  el  primer  hecho  de  la  demanda,  becfaas  algunas  ex- 
cepciones: que  también  estaba  conforme  con  el  segundo,  tan  sólo  en 
cuanto  se  dice  que  el  interdicto  fué  sin  audiencia;  lo  mismo  que  con  el 
tercero;  pero  de  ninguna  manera  con  el  cuarto:  que  la  demanda  cuyo 
traslado  se  le  con  feria  adolecía  de  defecto  legal  en  el  modo  de  propo- 
nerla: que  Doña  Amalia  Hoscoso  tenía  un  incontrovertible  derecho  ala 
senda  para  la  fuente  de  la  Cháncela  de  Abajo,  como  dueña  del  terreno 
ó  gavia  del  muro  que  circunda  terreno  de  su  propiedad,  y  en  la  pose- 
sión legítima  de  ambos  derechos  está  restituida,  según  diligencia  judi- 
cial practicada  en  el  expediente  de  la  demanda  de  interdicto  que  refiere 
el  demandante  en  el  hecho  primero;  de  suerte  que  el  mismo  carecía  de 
medios  legales  hasta  para  ponerlo  en  duda  siquiera,  dado  que  le  son 
muy  conocidos  los  títulos  de  propiedad  que  en  tales  derechos  tenia  la 
demandada,  pdes  que  así  lo  expuso  en  la  demanda  de  interdicto  y  lo  ha 
contestado  y  alegado  á  la  de  interdicto  de  retener,  que  con  tanta  mali- 
cia formuló  en  su  contra  el  aótual  demandante,  la  que  aún  estaba  pen- 
diente: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron  las 
partes  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones;  y  recibido  el  pleito 
á  prueba,  practicadas  las  propuestas  por  aquéllas  por  medio  de  posicio- 
nes, documentos  y  testigos,  y  unidas,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó 
sentencia  en  9  de  Junio  de  1881,  por  la  que  dejando  sin  ningún  valor 
ni  efecto  el  auto  de  28  de  Octubre  de  1878,  dictado  en  el  interdicto  de 
recobrar  propuesto  por  Doña  Amalia  Moscoso  Lisay  contra  D,  Francisco 
Eduardo  Capeans,  declaró  que  el  terreno  denominado  Campo  de  la 
Fuente  de  la  Cháncela  de  Abajo,  descrito  en  el  primer  resultando,  se 
halla  libre  de  la  servidumbre  de  senda  y  de  zanja  ó  gavia  que  pretende 
la  Doña  Amalia  Moscoso,  á  la  que  condenó  á  reintegrar  al  Capeans  las 
costas,  que  satisfizo,  provenientes  del  mismo,  para  cuya  regulación  se 
le  reserva  de  su  derecho,  que  podia  ejercitar  en  el  correspondientejui  - 
cío;  condenando  igualmente  ala  demandada  en  las  costas  de  este  li- 
tigio: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  en  7  de  Enero 
de  188S  pronunció  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  laCoruña,  por 
parte  de  Doña  Amalia  Moscoso  y  Lisay,  se  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, alegando  como  motivos: 
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Sala  sentenciadora  ha  apreciado  las  pruebas  presentadaír 
iomo  bastante  para  acreditar  qae  sobre  el  terreno  baldío  y 
de  Este  á  Oeste  los  limita  nb  se  hallaban  constituidas  las 
8  de  senda  ó  zanja  ó  gavia  qne  habían  motivado  el  Ínter- 
embargo,  el  mismo  demandante  qne  reclamaba  la  libertad 
reconoció  espontáneamente  en  su  demanda  el  hscho  de  que 
mente  antes  del  interdicto  la  senda  en  el  terreno  baldío  y 
el  muro,  las  cuales  había  él  interceptado  con  piedras  de 
a  senda  y  gavia  constan  también  en  el  plano  del  terreno  por 
mandante  presentado  y  en  la  inspección  ocular  que  se  ce- 
Kaminar  su  exactitud;  y  siendo  por  regla  general  de  sana 
nando  una  de  las  partes  ha  reconocido  espontáneamente 
mo  verdadero  y  cierto,  no  puede  el  Juzgado  apreciaren  su 
DO  insuficiente  las  pruebas  por  él  presentadas  para  demos* 
ctitnd  del  hecho  aue.él  mismo  tiene  por  verdadero,  parece 
ngido  esta  regla  de  sana  crítica  por  la  Sala  sentenciadora 
favor  de  Gapeans  que  no  existía  la  senda  ó  gavia  como 
propia  de  Doña  Amalia  Mosooso: 

Sala  sentenciadora,  al  apreciar  la  cláusula  3^  de  la  escritura 
rzode  1849  en  el  sentido  de  que  no  se  habían  constituido 
dumbres  cuya  libertad  fué  objeto  de  la  demanda  de  Ga- 
e  haber  infringido  la  doctrina  legal  fundada  en  la  ley  2^, 
ida  7*,  y  reconocida  en  varias  sentencias  de  este  Tribunal 
entre  otras,  la  de  16  de  Noviembre  de  1870  y  23  de  Pebre- 
;egün  la  cnal  las  cláusulas  y  palabras  de  un  contrato  deben 
I  combinándolas  entre  sí,  ateniéndose  al  hacer  esta  combi- 
¡eto  y  fin  que  los  contratantes  se  propusieron  al  celebrar  el 
es  es  notorio  que  de  la  obligación  que  en  dicha  cláusula 
dquírente  del  terreno  baldío  de  no  reclamar  nunca  á  Mos  • 
I  herederos  los  daños  y  perjuicios  que  sus  ganados  pudieran 
ID  el  baldío  de  la  fuente,  cuyo  aprovechamiento  á  Moscoso 
i,  que  estuviese  aquél  cerrado  ó  abierto,  resulta  que  el 
ía  de  poder  entrar  con  sus  ganados  en  tal  terreno,  y  asi- 
obligación  que  en  la  propia  cláusula  contrajo  Ferreiro  á  fa-^ 
>so  de  dejar  fuera  del  mismo  qne  hubiere  de  construir, 
ere  cerrar  y  acotar  el  baldío,  el  terreno  bastante  para  el 
de  la  fuente,  resulta  con  toda  evidencia  que  Moscoso  había 
itinuar  usando  de  dicha  fuente  por  el  terreno. baldío  que 
ion  ei  Ferreiro: 

m  la  mencionada  cláusula  3'  aparecen  por  lo  dicho  consti- 
ificiente  claridad  las  expresadas  servidumbres,  la  Sala  sen- 
il declarar  que  no  existen  parece  haber  infringido  la  ley  1 4, 
ida  3%  que  ordena  qne  las  servidumbres  pueden  consti- 
>ntrato: 

do  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix: 
mdo  que  deducida  la  acción  negatoria  de  servidumbre  al 
¡ue  asegura  existir  y  hallarse  constituida,  á  su  favor  in- 
ir  ambos  extremos  por  alguno  de  los  medios  establecidos 
en  conformidad  á  lo  que  determinan  las  leyes  14  y  15,  ti 
ida  3^,  según  tiene  declarado  repetidamente  este  Tribunal 

indo  qne  la  sentencia  recurrida  no  infringe  la  regla  de  sana 
\  invoca  en  el  primer  motivo  del  recurso,  porque  D.  Fran- 
0  Gapeans,  al  allanarse  á  la  demaDda  de  interdicto,  lo  hiio 
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^sólo  en  el  concepto  de  entablar  la  acción  que  dio  lagar  al  presente  jai- 
cío,  pero  no  reconoció  la  existencia  de  la  servidambre  cuestionada, 
«orno  con  error  afirma  la  ()arte  recarrente : 

Considerando  que  de  las  cláusulas  3'  y  5'  de  la  escritura  de  26  de 
Marzo  de  1849  no  resaltan  constituidas  las  servidumbres  de  senda  y  de 
gavia  ó  sarija,  como  supone  Doña  Amalia  Moseoso,  una  vez  que  la  pri- 
mera sólo  impone  la  oblig^rción  de  dejar  el  terreno  necesario  para  el  có- 
modo uso  de  la  fuente  de  que  habla,  y  por  la  quinta  únicamente  se  re* 
nuncia  á  todo-derecho  de  reclamar  los  daños  que  puedan  causar  los  ga- 
nados en  el  terreno  de  que  se  trata;  y  por  lo  tanto,  la  sentencia  que  de- 
clara la  no  existencia  de  las  servidumbres  no  infringe  las  leyes  y  doc- 
trinas que  se  alegan  en  el  segundo  y  tercer  motivo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declarrmos  no  haber  lugar  al  re«^ 
curso  da  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  Amalia 
Moscoso  y  Lisay,  á  la  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la- 
cantidad  de  f  .000  pesetas  que  depositó,  que  se  distribuirá  con  arreglo 
á  la  ley;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  la 
Corona,  con  devolución  del  apuntamiento  y  documentos  remitidos. — 
(Sentencia  publicada  el  49  de  Enero  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
8  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Apelación  por  deneg^atoria  de  reeurso  de  casación  en 

asante  de  Ultramar  (20  de  B ñero  de  4883). — Sala  tercera, — Se 
confirma  el  auto  apelado  por  D.  Francisco  Serra  con  D.  Ramón  Roseti 
(Audiencia  de  la  Hibana],  y  se  resuelve. 

h^  Qae  el  art.  {0\3  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dispone  que  el 
recurso  de  casación  puede  fundarse  en  la  incompetencia  de  jurisdicción 
en  los  casos  en  que  no  haya  sido  el  Tribunal  Supremo  quien  hubiera  re» 
suelto  este  punto,  cuando  ha  recaído  sentencia  definitiva  6  resuelto  ar- 
ticulo que  ha  puesto  término  al  juicio^  como  previene  el  art,  1010: 

2^  Que  no  es  definitiva  la  sentencia  que  no  sólo  no  pone  termino  al 
juicio^  sino  que  dispone  dónde  puede  continuarse  y  discutirse  el  derecho 
y  preferencia  que  tengan  los  acreedores:  discusión  indispensable,  y  que 
ha  de  entenderse  necesariamente  con  los  S Índicos  de  la  quiebra,  que  son 
los  que  han  de  defenderla  y  ejertitar  las  acciones  y  excepciones  que  la 
compelan; 

F3^  Que  la  acumulación  de  autos  se  rige  por  disposiciones  especia- 
les que  no  están  relacionadas  con  las  de  competencia  de  jur^isdicción. 

En  la  villa  y  c:)rte  de  Madrid,  á  20  de  Enero  de  1883,  en  los  autos 
que  ante  Nos  pueden  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  la  ciudad  de  la  Habana  y 
en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  D.  Francisco  Serra 
sobre  cumplimiento  de  un  juicio  de  paz,  convenido  con  D.  Ramón  Ro- 
seti, en  el  dí%  acumulación  de  dichos  autos  á  los  de  quiebra  de  Roseti: 
Resultando  que  en  4  3  de  Enero  de  1879  D.  Francisco  Serra  deman- 
dó en  acto  de  cociliación  á  D.  Ramón  Roseti  ante  el  Juez  de  paz  del 
distrito  de  la  Catedral  de  K  ciudad  de  la  Habana  para  que  le  abouase  la 
cantidad  de  15,273  pesos  50  centavos  que  le  tenia  prestados:  que  el  de- 
mandado reconoció  la  deuda,  y  manifestó  estar  conforme  en  que  se  pro- 
cediera á  vender  Judicialmente  el  establecimiento  de  peletería  que  p6^ 
seía  para  que  se  cubriese  la  cantidad  reclamada  y  los  gastos  que  sé  ori» 
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le  aceptada  la  propaesta  por  el  actor,  y  nombrando  qq  pe^^ 
la  parte,  el  Jaez  dio  por  terminado  el  acto: 
ido  que  D.  Francisco  Serra  acudió  por  medio  de  Procarador 
ie  primera  instancia  del  distrito  de  la  Catedral  para  qoe  se 
Qcto  lo  convenido,  y  para  ello  solicitó  qae  los  peritos  electos 
as  nombramientos,  y  verificado,  procediera  al  avalúo  de  los 
^ados  para  qae  oportunamente  tuviera  efecto  la  venta  judi- 
le  en  el  orden  legal;  y  por  auto  de  44  de  £nero  de  1879,  se 
I  pedido  por  Serra,  previo  el  que  se  procediese  por  el  Escri- 
io  al  inventario,  del  establecimiento  con  asistencia  de  los 
,  mandándose  posteriormente  proceder  á  la  subasta  de  loa 
dos: 

ido  que  en  este  estado,  el  Juez  de  primera  instacia  del  dis- 
adalupe  dirigió  exhorto  al  de  la  Catedral  para  que  mediante 
declarado  en  estado  de  quiebra  D.  Ramón  Roseti  por  auto  de 
iro  á  instancia  de  D  Antonio  Gutiérrez,  con  suspensión  de 
limiento,  remitiera  para  su  actlmuladión  á  los  autos  de  quíe- 
[encías  del  juicio  de  conciliación,  convenido  entre  D.  Ramón 
Francisco  Serra,  y  dicho  Juez  del  distrio  de  la  Catedral,  des- 
á  Serra,  por  sentencia  dé  W  del  repetido  mes  de  Febrero  da 
ó  haber  lugar  á  la  acumulación  de  estos  á  los  de  la  quiebra 
ado  Don  Ramón  Roseti,  de  que  conocía  el  Juez  de  primera 
)1  distrito  de  Guadalupe,  y  que  en  su  virtud  se  le  remitie- 
y  emplazadas  las  partes: 

ido  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  en  2i  de 
n9  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  Don 
•erra  formuló  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  ci- 
ícto  las  que  consideraba  haberlo  sido;  y  denegada  la  admi- 
urso  por  la  referida  Sala,  en  auto  de  23  de  Abril  del  precita- 
ra  interpuso  apelación,  qué  le  fué  admitida,  para  ante  este 
ipremo: 

úendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  do  Ángulo: 
rando  que  el  art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
)  el  recurso  de  casación  puede  fundarse  en  la  incompetencia 
ion  en  los  casos  en  que  no  haya  sido  el  Tribunal  Suprenio 
ira  resuelto  este  punto  cuando  ha  recaído  sentencia  defíni- 
ilto  artículo  que  ha  puesto  término  al  juicio,  como  previene 

ando  que  la  sentencia  contra  la  que  se  ha  interpuesto  el  re- 
lación, no  sólo  no  pone  término  al  juicio,  sino  que  dispone 
4  continuarse  y  discutirse  el  derecho  y  preferencia  que  ten- 
dedores; discusión  indispensable,  y  que  ha  de  entenderse  no- 
te con  los  Síndicos  de  la  quiebra,  que  son  los  que  han  de 
f  ejercitar  las  acciones  y  excepciones  que  la  competan: 
rando  que  la  acumulación  de  autos  se  rige  por  disposiciones 
lue  no  están  relacionadas  con  las  de  competencia  de  juris- 
)or  consiguiente,  el  caso  actual  no  está  comprendido  en  el 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  el  recurrente  cita  como 
I  para  pedir  la  casación  de  la  sentencia,  ni  existe  disposicióa 
le  autorice; 

s  que  debemos  confirmar  y  confirmamos,  con  las  costas,  el 
o  en  23  de  Abril  de  1879  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia, 
a,  á  la  que  se  Ubre  certificación  para  los  efectos  correspon- 
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dfonles.— (Sentencia  publicada  el  20  de  Enero  de  1883,  ó  inserta  en  la 
Gaceta  de  10  de  Agosto  del  mismo  año.) 

22 

Reenrso  de  casacEon  (22  de  Enero  de  \9S^). —Sala primera.'^ 
Nulidad  de  ün  interdicto.— No  ha  Ingar  al  interpoesto  por  D.  Manuel 
Gómez  con  Doña  María  de  Jesús  Fernández  de  Córdoba  (Audiencia  de 
Yalladolid),  y  se  resuelve: 

4°  Que  el  a wioma  Jurídico  pacta  sont  servanda  y  la  ley  del  contrato^ 
sólo  pueden  aplicane  á  las  partes  contraíanles,  y  es  inoportuna,  por 
lanío,  la  cita,  como  injringidos,  que  de  aquél  y  de  ésta  se  hace,  si  entre 
£l  demandante  y  la  demandada  no  medió  pacto  alguno  á  cuyo  cumpli- 
miento  estuviera  ésta  obligada: 

2*  Que  la  facvltad  concedida  á  unos  arrendatarios  para  ceder  en  cada 
año  alguna  parte  de  los  aprovechamientos  de  ¿a  dehesa  arrendada  no 
puede  producir  efecto  alguno  en  perjuicio  del  arrendador  al  ocurrir  el 
hecho  que  dio  lugar  al  interdicto,  si  ya  habia  espirado  el  plazo  del 
arrendamiento,  y  con  él  la  expresada  facultad: 

3*  Que  es  improcedente  la  cita  como  infringida  del  art.  274  de  la  an» 
tef  ior  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  de  la  ley  iS,  til.  hádela  Partida  3^, 
porque  además  de  referirse  al  Juicio  sumarisimo  del  interdicto,  que  no 
pueae  ser  objeto  del  recurso^  se  dirigen  á  impugnar  la  apreciación  de 
las  pruebas,  contra  la  cual  no  permite  la  ley  el  recurso  de  casación, 
sino  en  el  casol^  del  art.  1692  6^^  la  de  Enjuiciamiento  civil,  que  no  ha 
sido  invocado  por  el  recurrente;  y  debiendo  estarse,  por  tanto  á  la  apre- 
ciación de  la  Sala  sentenciadora' acerca  de  que  el  demandante  no  ha 
probado  su  acción,  ni  que  tuviera  el  derecho  que  alega  para  aprovechar- 
se de  los  pastos,  la  sentencia  que  por  esta  razón  absuelve  de  ¿a  deman^ 
da  no  infringe  las  expresadas  leyes: 

4*  Que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  doctrina,  con  arreglo  á  la 
cual,  en  las  demandas,  más  que  al  nombre  técnico  de  la  acción,  debe 
estarse  á  lo  que  por  ella  se  pide,  si  la  sentencia,  para  absolver  de 
la  demanda  no  se  funda  en  la  naturaleza  de  la  acción  entablada,  ni  en 
el  nombre  técnico  que  le  diera  el  demandante^  sino  en  que  éste  no  había 
probado  su  acción,  habiéndolo  hecho  de  sus  excepciones  la  demandada; 

Y  5^  Que  los  efectos  de  la  sentencia  restitutoria  dictada  en  un  inter- 
dicto de  recobrar  que  ha  sido  consentida  por  las  partes,  únicamente 
pueden  invalidarse  haciendo  uso  en  el  Juicio  plenario  correspondiente 
del  derecho  que  pueda  tener  el  despojante  y  que  le  reserva  la  ley  sobre 
la  propiedad  ó  sobre  la  posesión  de  la  cosa;  y  no  habiendo  utilizado  el 
recurrente  este  medio  legal,  puesto  que  se  limitó  en  la  demanda  á  pe- 
dir la  nulidad  de  la  sentencia  del  interdicto,  sin  formular  pretensión 
alguna  sobre  su  derecho  á  la  propiedad  ni  á  la  posesión,  no  podía  pros- 
perar  tal  demanda,  y  en  este  concepto  la  sentencia  que  absuelve  de  ella, 
no  comete  ninguna  infracción. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  Enero  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ciudad  Rodrigo  y 
en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  por  D.  José  Manuel 
Gómez,  vecino  de  Fuente  Robles  de  Abajo,  representado  por  el  Procu- 
rador D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sáncbez,  bajo  la  dirección  del  Licencia- 
do D.  Juan  Fernández  Ruiz,  con  Doña  María  de  Jesús  Fernández  de 
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)a  y  Agoilar,  como  administradora  de  las  testamentarías  de  sns 
os  padres,  y  en  sa  nombre  el  Procarador  D.  José  García  Noble- 
rigido  por  el  Licenciado  D.  José  María  Fernández  de  la  Hoz,  so- 
lidad de  un  interdicto: 

su  i  lando  que  D.  Joaquín  Lobo  y  Espinar,  como  administrador  de 
nes  y  rentas  correspondientes  á  la  testamentaría  del  Conde  de 
,  debidamente  autorizado,  dio  en  arrendamiento  por  escritora  de 
brii  de  1875  á  Joan  Calderón  Montero  y  otros,  hasta  el  número 

la  dehesa  término  redondo  de  Fuente  Robles  de  Abajo,  sita  en 
o  jurisdiccional  de  Sancti  Spíritus,  por  término  de  tres  años,  qoe 
arían  en  8  de  Setiembre  de  1878,  por  la  renta  en  cada  ono  de 

rs.,  siendo  de  cargo  de  los  arrendatarios  el  pago  de  todas  las 
t)uciones  ordinarias  y  el  salario  del  montaraz;  podiendo  los  arren- 
)s  ceder  en  cada  un  año  una  parte  de  los  aprovechamientos  qoe 
rtud  de  aquel  arriendo  tuviesen  en  la  ñnca,  incluyendo  los  cesio- 
por  los  respectivos  al  año  en  qoe  toviesen  el  disfrote,  en  la 
munidad  de  aquéllos;  siendo  destinados  los  productos  de  todo 
íendo  al  pago  de  las  rentas,  y  sólo  estando  pagados  todos  los 
nínios  y  contribuciones  podrían  los  arrendatarios  recibir  el  80- 

del  valor  de  aquéllos  ú  otro  coalqoier  prodocto  de  las  fincas 
\  pertenecieran: 

mi  tan  do  que  Doña  María  Jesús  Fernández  de  Córdoba,  como  ad- 
radora  de  las  testamentarías  de  ios  Conde  de  Loqoe,  dedojo  eo 
etieriibre  de  1878,  en  el  Juzgado  municipal  de  Sancti  Spíritos, 
da  de  desahucio  contra  Juan  Calderón  Montero  y  demás  arren- 
>s  de  la  dehesa  de  Foente  Robles  de  Abajo,  para  qoe  la  desaloja* 
lejaran  á  disposición  de  dicha  administradora;  y  sostanciado  el 
por  todos  sos  trámites,  recayó  sentencia  firme  en  29  de  Eoero  de 
condenando  á  dichos  colonos  á  desalojarla  finca  en  el  término  de 
i;  bajo  apercibimiento  de  ser  lanzados  si  no  lo  verificabaD,  como 
litó  respecto  á  algonos  de  los  colonos  qoe  no  la  habían  des- 
►:  / 

loltando  que  en  20  del  mismo  mes  de  Setiembre  de  1878,  la  men- 
a  Doña  María  Jesús  Fernández  de  Córdoba,  como  administradora 
testamentarias  de  los  Condes  de^Luque,  dedujo  en  el  Juzgado  de 
a  instancia  de  Ciudad  Rodrigo  interdicto  de  recobrar  la  posesión 

se  hallaba  de  la  dehesa  término  redondo  de  Fuente  Robles  de 
y  de  que  había  sido  despojada  por  D.  José  Manuel  Gómez  eon 
Dducción  en  ella  de  varios  ganados  de  cerda  y  cabrío;  y  qoe  su- 
rada información  de  tres  testigos  sobre  estos  hechos,  y  sostao- 
il  juicio  sin  audiencia  del  despojante  por  haberse  otorgado  laco- 
idieute  fianza,  dictó  el  Joez  de  primera  instancia  en  25  de  dicho 

Setiembre  sentencia  restitotoria,  con  las  declaraciones  consi- 
es,  que  fué  consentida,  habiéndose  llevado  á  efecto  el  lanzamien- 
sádose  las  costas,  que  importaron  2.214  rs.: 
ultaiído  que  obtenido  por  D.  José  Manuel  Gómez  al  beneficio  de 
coms  pobre,  dedujo  en  30  de  Diciembre  de  1879  la  demanda  oh- 

este  pleito,  en  la  que  haciendo  uso  de  la  acción  posesoria  y  de 
era  otra  que  pudiera  corresponderle,  pretendió  que  se  declarase 
de  ningún  valor  ni  efecto  la  sentencia  restiiutoria  dictada  en  el 
cto,  y  se  condenase  á  Doña  María  Jesús  Fernández  de  Córdoba  á 
er  al  demandante  la  cantidad  de  3*413  rs.,  importe  total  de  las 
que  había  satisfecho  en  aqoel  juicio,  con  masías  costas,  daños  j 
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perjaicios  irrogados  y  qoe  se  les  irrogasen;  alegando  en  apoyo  de  sa 
pretensión  que  Do&a  María  Jesús  Fernández  de  Córdoba  no  había  acre- 
ditado )a  cualidad  de  administradora  de  las  testamentarías  de  los  Con- 
des de  Laque:  que  desde  el  día  13  de  Febrero  de  1869  hasta  en  el  que 
tuvo  lugar  la  sentencia  restitutoria,  había  estado  constantemente  en 
posesión  del  aproyechamiento  de  pastos  de  la  dehesa  de  Fuente  Robles 
de  Abajo,  con  sos  ganados,  autorizado  legítimamente  para  ello  por  ios 
arrendatarios  de  dicha  dehesa,  á  quienes  habídk  satisfecho  las  cantida- 
des eatipoladas  en  virtud  de  tal  arriendo:  que  el  interdicto  de  recobrar 
no  procedía  más  que  durante  el  año  siguiente  al  acto  del  despojo,  qa€i 
era  el  tiempo  marcado  para  prescribir  la  posesión,  conforme  á  la  ley 
recopilada,  no  asistiendo  por  ello  á  Dofia  María  de  Jesús  Fernandez  la 
acción  de  despojo  que  había  intentado:  que  siendo  falta  la  información 
practicada  en  el  interdicto,  era  nula  y  de  ningún  valor  ni  efecto  la 
sentencia  dictada  en  el  mismo;  y  que  dicha  sentencia  no  tenía  el  ca- 
rácter de«jectttoria  ni  producía  excepción  de  cosa  juzgada: 

Resultando  que  Doña  María  Jesús  Fernández  de  Córdoba  impugnó 
la  demanda,  sosteniendo  que  estaba  justificada  su  personalidad:  que  no 
procedía  la  nulidad  de  una  sentencia  si  no  mediaba  causa  que  la  deter- 
mioase,  lo  cual  sucedía  en  este  caso,  y  aun  mediando,  sólo  podía  pe- 
dirse en  el  término  que  la  ley  establecía  para  alzarse  de  ella,  pero  no 
después  que  estaba  ejecutoriada:  que  aun  en  el  supuesto  de  que  el  do- 
mandante  hubiera  prescrito  la  posesión  de  la  dehesa  y  de  que  hubiese 
sido  falsa  la  información  practicada  en  el  interdicto,  podría  esto  dar  lu« 
gar  á  declaraciones  de  otro  género,  pero  nunca  á  la  nulidad  pretendida 
de  una  sentencia  qoo  no  procedía  en  ningún  caso  después  del  mismo 
interdictos  que  no  pudiendo  tampoco  ser  viable  la  petición  que  de  ella 
se  hacía  en  la  demanda,  porque  era  preciso  determinar  la  clase  de  ac- 
ción ^ue  se  ejercitaba,  y  la  única  determinada  en  la  misma  era  la  po- 
sesoria, que  ésta  era  tan  infundada  que  el  mismo  demandante  no  ha- 
bía podido  hacer  petición  alguna  de  posesión;  y  que  no  habiendo  podi- 
do los  arrendatarios  ceder  parte  alguna  ds  los  aprovechamientos  de  la 
misma  sin  perjuicio  de  su  administrador,  que  no  habían  obtenido,  ni 
tampoco  su  producto  ser  recibido  por  los  arrendatarios,  que  no  lo  fue- 
ron mis  que  hasta  el  día  8  del  mismo  mes  de  Setiemb/e  de  4878,  Don 
José  Manuel  Gómez  no  podía  contar  con  derecho  alguno  de  posesión  en 
la  dehesa: 

Resultando  que  replicando  el  demandante,  solicitó  se  declarase  en 
primer  logar  la  nulidad  de  la  sentencia  del  interdicto,  como  de  cuantas 
4ilig6DCias  aparecían  practicadas  en  el  mismo;  y  de  no  estimarlo  así,  se 
dejara  dicha  sentencia  sin  yalor  ni  efecto  alguno  legal,  acordando  su 
revocación  conforme  lo  había  solicitado  en  el  escrito  de  demanda,  re- 
poniendo las  cosas  al  ser  y  estado  que  4enían  antes  de  llevarse  á  efecto 
dicha  sentencia: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Jnez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  en  43  de  Julio  de  1832,  declarando 
que  el  demandante  no  había  probado  su  acción,  habiéadolo  hecho  de 
sus  excepciones  la  demandada;  absolviéndola  en  so  consecuencia  de  U 
demanda: 

Resultando  qne  D.  José  Manuel  Gómez  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, expresando  hallarse  comprendido  en  el  caso  4^  del  art.  4692  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 
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i^  El  axioma  jaridíco  pacía  sunt  servanda^  en  relación  con  la  eláu^ 
sala  H  del  contrato  de  arriendo  celebrado  en  2  de  Abril  de  1875,  tam- 
bién infringida;  porque  habiéndose  pactado  en  ella  que  los  cesionarios 
de  los  aprovechamientos  de  la  dehesa  serían  considerados  por  el  año 
que  tuviese  el  disfrate  en  la  mancomanidad,  y  por  consiguiente  con 
iguales  títulos  que  éstos  para  todos  los  efectos  de  dicho  contrato,  la 
iparte  demandada,  desentendiéndose  de  esa  estipulación,  propuso  con- 
tra el  recurrenre  el  interdicto  de  recobrar,  á  la  ve2  que  promovió  con- 
tra los  arrendatarios  el  juicio  de  desahucio,  que  en  la  mancomunidad 
consentida  hubiera  sido  el  único  precedente  también  contra  el  recu- 
rrente para  que  dejase  libre  la  finca: 

S®  El  art.  724  de  la  ley  anterior  de  Eojaiciamiento  civil,  por  la  ^ue  se 
había  tramitado  este  pleito,  en  cuanto  disponía  qae  para  que  el  inter- 
dicto procediera  es  condición  precisa  que  se  haya  realisado  el  despojo 
de  la  posesión  en  que  estaba  el  que  lo  promueve;  porque  dependiendo 
el  derecho  de  D.  José  Manuel  Gómez  para  continuar  con  sus  ganados 
en  la  dehesa  del  que  tenían  los  arrendatarios,  según  en  la  sentencia  se 
reconocía,  y  estando  disentido  el  de  estos  mtimos  á  continuar  en  el 
arriendo  en  el  juicio  de  desahucio  que  contra  ellos  promovió  la  deman- 
dante 12  días  antes  de  deducir  el  interdicto,  era  evidente  que  mien- 
tras no  recayera  sentencia  firme  en  el  desahucio,  la  continucción  de 
Gómez  en  la  dehesa  aprovechando  los  pastos  que  le  estaban  cedidos 
DO  podía  constituir  un  acto  de  despojo,  como  no  lo  constituía  la  per- 
manencia de  los  arrendatarios  después  de  entablado  el  desahucio: 

3®  La  ley  18,  tít.  I6i  Partida  3*,  que  en  conformidad  con  el  princi- 
pio de  derecho  que  exige  imparcialidad  en  el  testigo  para  que  su  tes- 
timonio tenga  valor  en  juicio,  dispone  que  no  puede  declarar  á  favor 
de  una  persona  de  los  que  se  encuentren  bajo  su  poder  ó  vivan  á  sus 
expensas,  porqqe  á  pesar  de  haber  respondido  afirmativamente  48  tes- 
tigos al  hecho  propuesto  por  el  recurrente  de  que  los  tres  que  declara- 
ron en  la  información  del  interdicto  eran  parciales,  la  sentencia  deses- 
timaba la  demanda  reconociendo  el  valor  y  eficacia  de  la  dictada  en  el 
interdicto,  que  no  tuvo  otro  fundamento  que  la  defectuosa  informa- 
ción de  los  testigos  parciales,  de  ^ue  quedaba  hecho  mérito; 

Y  4®  La  doctrina  legal  establecida  en  las  sentencias,  entre  otras,  de 
este  Tribunal  Supremo  de  fi  de  Noviembre  de  4867,  23  de  Febrero  de 
4803,  7  de  Octubre  y  9  de  Noviembre  de  4868.  con  arreglo  á  la  cual, 
en  las  demandas,  más  aue  al  nombre  técnico  de  la  acción,  debe  estarse 
á  lo  que  por  ella  se  piae,  pues  si  bien  Gómez  ejercitó  la  posesoria, 
añadiendo  además  que  ejercitaba  cualquiera  otra  que  pudiera  corres- 
ponderle,  y  separándose  en  la  súplica  del  verdadero  alcance  de  aquella 
acción  designada  por  su  nombre,  que  hubiese  sido  la  declaración  á  su 
favor  del  derecho  á  permanecer  en  la  dehesa,  concretó  su  pretensión  en 
armenia  con  las  demás  acciones  innominadas' que  ponía  en  ejercicio^ 
á  que  se  dejara  sin  valor  ni  efec|o  la  sentencia  restitutoria,  de  todo  lo 
cual  se  desentendía  la  sentencia  para  razonar  únicamente  en  los  consi- 
derandos lo  que  con  la  acción  posesoria  se  relacionaba: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D  José  María  Manresa: 
Considerando  que  el  axioma  jurídico  pacta  s%nt  servaHda  y  la  ley 
del  contrato  sólo  pueden  aplicarse  á  las  partes  contratantes,  y  es  ino- 
portuna, por  tanto,  la  eita  que  de  aquel  y  de  ésta  se  hacen  en  el  pri- 
mer motivo  del  recurso,  porque  entre  el  demandante  y  la  demandada 
no  medió  pacto  alguno  á  cuyo  cumplimiento  estuviera  ésta  obligada^ 
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y  la  facultad  concedida  á  los  arrendatarios  en  la  escritara  de  i  de  Abril 
de  1875  para  ceder  en  cada  año  alguna  parte  de  los  aprovechamientos 
¡de  la  dehesa  no  podía  producir  efecto  alguno  en  perjuicio  del  arrenda- 
dor cuando  ocurrió  el  hecho  que  dio  logar  al  interdicto,  porque  ya  ha- 
bía espirado  el  plazo  del  arrendamiento,  y  con  él  la  expresada  fa- 
^iultad: 

Considerando  que  también  son  improcedentes  los  motivos  f*  y  3®, 
porque  ademas  de  referirse  al  juicio  sumarísimo  del  interdicto,  que  no 
puede  ser  objeto  del  presente  recurso,  se  dirigen  á  impugnar  la  apre* 
elación  de  las  pruebas,  contra  la  cual  no  permite  la  ley  el  recurso  de 
casación,  sino  en  el  caso  7^  del  art.  1699  de  la  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, que  no  ha  sido  invocada  por  el  recurrente;  y  debiendo  estarse,  por 
tanto,  á  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  acerca  de  que  el  deman- 
dante no  ha  probado  su  acción,  ni  que  tuviera  el  derecho  que  alega 
para  aprovecharse  de  ios  pastos,  la  sentencia  que  por  esta  raxón  ab- 
suelve de  la  demanda  no  infringe  las  leyes  que  se  citan  en  dichos 
motivos: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  doctrina  que 
cita  en  el  art.  4°,  porqne*para  absolver  de  la  demanda  no  se  funda  en 
la  naturaleza  de  la  acción  entablada,  ni  en  el  nombre  técnico  que  le 
diera  el  demandante,  sino  en  que  éste  no  había  probado  su  acción,  ha-  • 
biéndolo  hecho  de  sus  excepciones  la  demanda: 

Considerando,  además,  que  los  efectos  de  la  sentencia  restitntoria 
dictada  en  un  interdicto  de  recobrar  que  ha  sido  consentida  por  las 
partes,  como  lo  fué  la  de  que  se  trata,  únicamente  pueden  invalidarse 
haciendo  uso  en  el  juicio  plenario  correspondiente  del  derecho  que 
pueda  tener  el  despojante  y  que  le  reserva  la  ley  sobre  la  propiedad  ó 
sobre  la  posesión  de  la  cosa;  y  no  habiendo  utilizado  el  recurrente  este 
medio  legal,  puesto  que  se  limitó  en  la  demanda  á  pedir  la  nulidad  de 
la  sentencia  del  interdicto,  sin  formular  pretensión  alguna  sobre  su  de» 
recho  á  la  propiedad  ni  á  la  posesión  no  podía  prosperar  tal  demanda, 
y  en  este  concepto  la  ssntencia  que  absuelve  de  ella,  no  comete  nin- 
guna de  las  infracciones  en  que  se  funda  el  recurso  por  ser  inaplicables 
al  caso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu^ar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Gómez,  á  quien  condena- 
mos por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  4 .000  pesetas, 
que  satisfará  si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entonces  con 
arreglo  á  la  ley,  y  eu  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Vallado- 
lid  la  certificación  correspondiente,  coo  devolución  del  apuntamiento 
que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  23  de  Enero  de  1883,  é  in- 
serta en  la  Gaceta  de  8  de  Agosto  del  mismo  año.) 

23 

Recarso  de  casacMn  én  asnnto  de  Ultramar  (12  de  Ene- 
ro de  4883). — Sala  prtmtfra.— Defensa  por  pobre. — No  ha  lugar  al 
interpuesto  por  la  razón  social  üriharri  y  Compañía  con  la  Sociedad 
Zlanderaly  Ávendaño  v  compañía  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  re- 
suelve: ^ 

Que  se  infringe  el  art,  482  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  al  de- 
negar el  ienejlcio  de  pobreza^  si  la  prueba  hecha  sobre  la  falta  de  recur- 
sos no  se  refiere  solamente  á  la  Sociedad  de  que  se  irata,  sino  también 
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)c%08  mismos  interesados,  que  individualmente  están  comprendió 
xtro  de  las  prescripciones  del  mencionado  articulo, 
la  villa  y  corte  de  Marid,  á  it  de  Enero  de  4883,  en  pleito  pen- 
Einte  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
esro  por  la  razón  social  Uribarri  y  compañia,  representada  por 
arador  D.  José  Arana  y  Morayta,  bajo  la  dirección  del  Licencia- 
osé  Pardo  y  Esquinas,  contra  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  la 
,  que  ha  negado  á  aquélla  el  beneficio  de  litigar  como  pobre  en 
y  pendiente  ante  ella  con  la  Sociedad  Zlanderal,  Avendaño  y 
Ha  y  con  D.  Fidel  Fernández,  que  no  se  han  personado  en  este 
)o  Tribunal,  sobre  tercería  de  dominio: 
altando  que  pendientes  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
el  Río  los  autos  seguidos  por  la  Sociedad  Llanderal,  Avendaño 
lañía  con  la  razón  social  Uribarri  y  compañía  y  con  D.  Fidel 
dez  sobre  tercería  de  dominio  de  los  bienes  embargados  á  éste, 
tieron  á  la  Audiencia  de  la  Habana  en  virtud  de  apelación  que 
¡dad  Uribarri  y  compañía  interpuso  de  un  auto  denegatorio  de 
i  de  Fernández: 

litando  que  el  Procurador  D.  José  Francisco  Peláez  compareció 
udiencia  á  nombre  de  la  Sociedad  Uribarri  y  compañía,  mani- 
o  que  ésta,  formada  por  los  socios  colectivos  D.  Ignacio  Uriba- 
.  Agustín  G.  Cacho  y  por  su  comanditario,  se  había  visto  obli- 
liquidar  para  pagar  á  sus  acreedores  y  al  comanditario»  que 
a  entre  ellos,  teniendo  que  cerrar  el  establecimiento,  y  suspen-^ 
sus  operaciones,  que  quedaron  limitadas  á  la  cobranza  de  los 
s  pendientes  aún  á  sn  favor:  que  mientras  había  logrado  consé- 
janos recursos  con  la  realización  de  los  créditos  que  la  pertene- 
labia  podido  atender  á  los  crecidos  gastos  de  este  pleito,  pero 
tterioridad  á  la  primera  instancia,  en  que  se  había  defendido  co-v 
rente,  habia  agotado  dichos  recursos  aspirando  á  la  defensa  por 
á  cuyo  efecto  promovía  el  oportuno  incidente: 
altando  que  formada  pieza  separada  y  recibido  á  prueba  porto- 
irmino  de  la  ley,  declararon  tres  testigos  que  D.  Ignacio  Uriba- 
L  Agustín  (fatiérrez  establecieron  la  Sociedad  mercantil  cono- 
r  Uribarri  y  compañía,  teniendo  como  socio  comanditario  á  Don 
ilíndez,  y  dedicándose  al  comercio  de  ropa,  con  establecimiento 
en  la  calle  de  la  Muralla;  que  yendo  mal  los  negocios  de  laSo- 
determinarón  liquidarla  y  cerrar  el  establecimiento,  como  lo 
ron,  haciéndose  cargo  de  la  liquidación  los  socios  Cacho  y  Uri- 
ntre^ando  su  haber  a!  comanditario  Galíndez;  que  con  los  fon- 
\  pudieron  obtener  realizando  las  mercancías  y  algunos  créditos 
n  á  todos  sus  acreedores,  y  pudieron  con  algunas  dificultades  ir 
lo  otros  de  poca  importancia,  con  los  que  atendieron  á  su  man- 
¡nto  y  á  los  cuantiosos  gastos  que  les  originaba  el  pleito  ejecutí- 
segoía  con  D.  Fidel  Fernández  en  cobro  del  crédito  más  impcír- 
e  los  que  poseían,  y  que  agotados  los  recursos  cuando  por  vir- 
apelacíón  se  habían  remitido  los  autos  á  la  Audiencia,  les  era 
)le  continuar  cubriendo  los  gastos  judiciales: 
altando  que  según  informe  de  la  Contaduría  municipal,  no  cons- 
i  D.  Ignacio  Uribarri  ni  á  D.  Agustín  G.  Cacho  se  les  hubiera 
lo  matrícula  para  ejercer  industria  alguna,  apareciendo  que  en 
etiembre  de  i879  fué  dada  de  baja  la  Sociedad  de  Uribarri  y 
ía: 
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Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  que  dijo  encontraba  proba- 
da la  pobreza  de  Uribarri  y  Gutiérrez  Gacbo,  y  no  tenía  objeccióa  qae 
poner  á  sus  pretensiones,  dictó  sentencia  en  25  de  Mayo  de  i 884  la  Sa- 
la de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  la  Habana»  declarando  do  hr.ber  logar 
á  conceder  el  beneficio  de  defensa  por  pobre,  solicitado  á  nombre  da 
D.  Ignacio  uribarri  y  D.  Agustín  Gutiérrez  Gacho,  condenándoles  en  el 
pago  de  las  costas  y  en  el  reintegro  del  valor  del  papel  dejado  de  usar: 

Resultando  que  la  Sociedad  Uribarri  y  compatlía  suplicó  de  esta 
sentencia,  fundada  en  que  D.  Ignacio  Uribarr4  y  D.  Agustín  G.  Gacbo 
no  ejercían  acto  alguno  mercantil,  no  habiendo  disuelt«  U  Sociedad 
para  continuar  unidos  para  reclamar  el  cumplimiento  de  obligaciones 
que  á  favor  de  ambos  mancomnnadamente  contrajeron  sus  deudores;. 
y  que  la  Audiencia,  por  auto  de  11  de  Junio  de  1881,  por  los  funda- 
mentos de  la  sentencia  da  25  de  Mayo  anterior  denegó,  con  las  costas, 
la  súplica  establecida: 

Resultando  que  Uribarri  y  compañía  interpusieron  recurso  de  casa- 
ción por  haberse  infrigido  á  su  juicio: 

i®  El  art.  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  aunque  con- 
tinuaban formando  la  Sociedad  Uribarri  y  compañía,  no  ejercían  acto 
alguno  mercantil,  habían  devuelto  la  matrícula  de  comerciantes,  ce- 
rrado el  establecimiento  y  dejado  de  abonar  contribuciones,  limitando-^, 
se  á  cobrar  los  créditos  que  necesitaban  reclamar  judicialmente;  y  sien- 
do la  carencia  de  esos  recursos  de  que  creían  disponer  y  la  falta  abso- 
luta de  cualesquiera  otros  de  que  no  disponían  los  que  les  habían  pjies- 
toen  la  necesidad  de  solicitar  la  defensa  por  pobre  para  continuar  el 
litigio  de  que  era  consecuencia  este  incidente,  se  encontraban  en  las 
condiciones  que  exigía  el  artículo  mencionado; 

Y  2®  El  art.  491  de  la  misma  ley,  porque  habían  justificado  cumpli- 
damente que  con  posterioridad  á  la  primera  instancia,  en  la  que  se  de- 
fendieron como  solventes,  habían  venido  á  ser  pobres,  habiendo  perdi- 
do ó  agotado  los  recursos  de  que  disponían  para  hacer  los  gastos  judi- 
ciales: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  infringe  el  art.  1811,  invocado  en  el 
primer  motivo,  porque  la  prueba  hecha  sobre  la  falta  de  recursos  no  se 
refiere  solamente  á  la  Sociedad  de  que  se  irata,  sino  tamben  á  los  so- 
cios mismos  interesados,  que  individualmente  están  comprendidos  den- 
tro de  las  prescripciones  del  mencionado  artículo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  deelaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  la  razón  social  Uribarri  y  compañía;  y 
ea  su  virtud  casamos  y  anulamos  la  sentencia  y  auto  que  en  25  de  Ma- 
yo y  H  de  Junio  de  1881  dicto  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana.— (Sentencia  publicada  el  22  de  Enero  de  1883,  ó  inserta  en  1» 
Gaceta  de  8  de  Agosto  del  mismo  año.) 

24 

Recurso  de  casación  (22  de  Enero  de  1883).— /S'a/a  primera,-- 
Reivindicación. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Manuela  Diaz  Lozano 
con  Antonio  Gid  González  (Audiencia  de  Yalladolid),  y  se  rt^suelve: 

Que  si  bien  las  leyes  1*,  HL  1 1 ,  Partida  4»  y  8',  íxL  29,  Partida  3* 
disponen  que  el  marido  no  puede  enajenar  los  bienes  que  la  mujer  llevó 
al  matrimonio  con  el  carácter  de  dótales  inestimados,  y  que  no  se  ga-^ 
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nen  por  tiempo  las  cosas  que  la  mujer  diere  á  su  marido  en  doU,  sin^ 
después  de  terminado  el  matrimonio;  son  inaplicables,  y  no  pueden  de  - 
cirse  infringidas,  si  no  aparece  probado,  ajuicio  de  la  Sala  sentenciado^ 
roy  al  que  hi  de  estarse,  si  no  h%  sido  impugnado  en  los  términos  que 
la  ley  autoriza,  que  la  demandante  hubiese  entregado  á  uno  la  casa  de 
que  se  trata  en  concepto  de  dote  inestimada,  ni  siquiera  que  fuese  espo- 
sa de  él,  ni  que  le  perteneciera  taljinea  cuando  este  la  vendió  como 
propia  al  demandado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  Eaero  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  aifte  Nos  en  virtad  de  recarso  de  casación  por  infracción  da 
ley,  seguido  en  el  Jazgado  de  primera  instancia  de  Falencia  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  por  Manuela  Diez  Lozano, 
viuda,  vecina  de  aquella  ciudad,  representada  por  el  Procurador  D.  Ma- 
nuel Martín  Vena,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Rafael  Bernaejo  Ge  - 
batios  Escalera,  con  Antonio  Cid  González  que  no  ha  comparecido  en 
este  Supremo  Tribunal,  sobre  reivindicación  de  una  casa: 

Resultando  que  en  la  partición  de  bienes  ejecutada  con  motivo  del 
fallecimiento  de  Santiago  Diez  Rayala,  que  fué  aprobada  en  31  de  Mayo 
de  i 819,  se  adjudicó  á  sa  hija  Manuela  Diez  Lozano  una  casa  en  la  pa- 
rroquia de  San  Martín  de  la  villa  ^e  Becerril,  tasada  en  5.500  reales, 
de  los  que  deducidos  2.900  de  dos  capitales  de  censo,  uno  de  2.200  y 
otro  de  700,  quedaban  en  líquido  para  la  hijuela  2.400  rs.: 

Resaltando  que  por  escritura  de  i 5  de  Junio  de  i  842  José  Gastón 
Rodríguez  vendió  á  Antonio  Cid  González  una  casa  que  le  pertenecía 
en  la  parroquia  de  San  Martín  de  la  villa  de  Becerril,  por  la  cantidad 
de  3.785  rs.,  á  rebajar  de  ella  dos  censos,  uno  de  2.200  rs.  y  otro  de 
700;  escritura  de  que  previo  pago  á  la  Hacienda  se  tomó  razón  en  la 
antigua  Contaduría  de  hipotecas: 

Resaltando  que  Manuela  Diez  Lozano,  viuda  de  José  Gastón,  dedu- 
jo en  5  de  Mayo  de  1 877  la  demanda  objeto  de  esté  pleito  para  que  se 
declarase  la  naiidad  de  la  venta  de  la  casa  mencionada  que  había  ejecu- 
tado su  difunto  marido  en  atención  á  que  pertenecía  á  la  demandante, 
como  correspondiente  á  su  hijnela  paterna,  y  no  había  intervenido  en 
la  venta  ni  autorizado  á  su  marido  para  ella: 

Resaltando  que  D.  Antonio  Cid  impugnó  la  demanda,  alegando  que 
venía  en  posesión  de  la  casa  desde  el  año  4842,  en  que  se  la  vendió 
José  Gastón,  y  que  adquirida  con  justo  título  y  buena  fé,  y  estando  en 
posesión  continuada  de  ella  por  más  de  30  años,  no  tenía  derecho  la 
demandante  á  ser  oída  por  ningún  Tribunal: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  puesto  para  ella  á 
instancia  de  la  demandante  testimonio  de  su  hijuela  paterna,  dictó  sen- 
tencia el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó,  con  las  costas,  en 
25  de  Setiembre  de  1882  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Vallado- 
lid,  absolviendo  á  Antonio  Cid  González  de  la  demanda: 

Resultando  que  Manuela  Diez  Lozano  interpuso  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1**  La  ley  7*,  tít.  11,  Partida  4',  que  prohibe  la  enajenación  por  el 
marido  de  los  bienes  quo  llevó  la  mujer  al  matrimonio  con  el  carácter 
de  dótales,  á  no  ser  que  hubiesen  sido  apreciados,  ó  sea  que  la  dote 
fuese  estimada,  toda  vez  que  esta  circunstancia  debía  acreditarse  por 
la  parle  contl'aria,  bastando  á  la  demandante  justificar  que  la  finca  era 
de  su  exclusiva  propiedad; 

Y  2<^  La  ley  8%  tít.  29  de  la  Partida  3*,  que  dispone  que  las  cosas 
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^ae  U  mnjdr  diera  á  sa  marido  en  dote  no  se  pueden  ganar  por  tiempo, 
«ino  después  qae  el  casamiento  faese  partido,  que  era  desde  cuando  la 
inojer,  recobrando  el  dominio  de  sus  bienes,  adaairiría  personalidad 
para  todo;  y  por  tanto,  desde  aquella  fecha,  y  no  desde  la  escritura  de 
venta,  era  desde  cuando  había  de  empezar  á  contarse  el  término  de  \o% 
30  años: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  María  de  Prida: 
Considerando  que  si  bien  las  leyes  invocadas  en  el  recurso  dispo- 
nen que  el  marido  no  puede  enajenar  los  bienes  que  la  mujer  llevó  al 
matrimonio  con  el  carácter  de  dótales  inestimados,  y  que  no  se  ganen 
por  tiempo  las  cosas  que  la  mujer  diere  á  su  marido  en  dote,  sino  des- 
pués de  terminado  el  matrimonio;  en  los  presentes  autos  no  aparece 
E robado,  á  juicio  de  la  Sata  sentenciadora,  al  que  ha  de  estarse,  por  no 
aber  sido  impugnado  en  los  términos  queia  ley  autoriza,  que  la  de- 
mandante hubiese  entregado  á  Gastón  la  casa  de  que  se  trata  en  con- 
cepto de  dote  inestimaJa,  ni  siquiera  que  fuese  esposa  de  dicho  Gastón 
ni  qne  le  perteneciera  tal  finca  cuando  este  la  vendió  como  propia  al 
demandado,  por  lo  cual  no  tienen  aplicación  á  este  pleito  ni  infringe  la 
sentencia  recurrida  las  referidas  leyes, 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casifcción  interpuesto  por  Manuela  Diez  Lozano,  á  quien  con- 
denamos, por  razón  de  depósito,  al  pago  de  la  sexta  parte  de  la  canti- 
dad objeto  del  litigio,  que  satisfará  si  viniese  á  mejor  fortuna,  distri- 
iinyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Yaiiadolid  la  certifícacióa  correspondiente,  con  devoln- 
^.ión  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  t2de 
Enero  de  4883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Agosto  del  mismo  año.) 

25 

Reearso  de  casaeién  (22  de  Enero  de  \%%^),-^Sala primera. — 

BSGLAMACIÓN  DB  CJN  TERRBNO   T  SERVIDUMBRE  DE  PASO.— No  ha  lugar  al 

interpuesto  por  D.  Vicente  Rodríguez  Santa  María  con  el  Ayuntamien- 
to de  Valtadoiid  (Audiencia  de  Yaiiadolid),  y  se  resuelve: 

4®  Que  si  bien  es  Herto  gue  según  la  ley  9*^,  til,  28  de  la  Partida  3^ 
son  del  común  de  cada  ciudad  ó  villa  las  platas  ó  facen  las  ferias  ^é  los 
mercados  y  algunos  otros  lugares  que  en  la  misma  ley  se  determinan^ 
-añade  é  totios  los  otros  semejantes  destos  que  son  esiahlecidos  é  otor- 
gados para  pro  comunal;  .y  hallándose  comprendida  en  esia  generalidad 
laplasa  objeto  del  presente  litigio,  toda  vet  que  ha  estado  destinada  al 
uso  público,  según  la  apreciación  hecha  por  la  Sala  stntenciadora  en 
9ista  de  las  pruebas  practicadas  por  una  y  otra  parte,  la  sentencia  fue 
declara  pertenecer  al  pueblo  un  sitio  que  había  sido  plaza  no  infringe 
la  expresada  ley: 

2®  Que  tampoco  infringe  dicho  fallo  la  ley  40,  Ht.  U  de  la  Parti- 
da 3^  porque  al  establecer  una  de  las  formas  de  acreditar  el  dominio  en 
determinadas  circunstancias,  no  excluye  los  demás  medios  de  justifi  • 
-nación  que  conduzcan  al  mismo  resultado,  uno  de  los  cuales  es  la  po- 
sesión-, •  »       * 

Y  3°  Que  si  la  Sala  sentenciadora  no  reconoce  el  hecho  de  haberse 
interrumpido  la  referida  posesión  hasta  que  el  demandado  cerró  dicha 
plazuela  con  una  empalizada,  dando  lugar  al  presente  litigio,  no  es  de 

TOMO  II  T 


Digitized  by 


Google 


JURISPRUDENCIA  CIVIL 

ir  la  infracción  ie  la  ley  31,  tit,  29,  Partida  3%  basada  en  un  sn^ 
qm  carece  de  justificación  en  los  autos, 

la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  Eqero  de  f  883,  en  los  autos 
los  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Salamanca  y  en  taSala 
úvil  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  por  el  Ayo»tamiento  de  aqne- 
dad  con  D.  Vicente  Rodrigoez  Santa  Maria,  comerciante,  vecino 
oencionada  ciudad  dé  Salamanca,  éobre  reclamación  de  un  lérre- 
Brvidnmbres  de  paso;  antos  qne  penden  ante  Nos  en  virtad  de 
o  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procura- 
Pedro  GarciNi  González,  á  nombre  del  D.  Vicente  Rodríguez 
María,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Francisco  Silvela;  faa- 
representado  y  defendido  al  citado  Ayuntamiento  el  Procurador 
ionio  Beudicho  y  el  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos: 
lultando  de  certificación  expedida  por  el  Registrador  de  la  pro 
dé  Salamanca,  con  relación  á  los  libros  de  aquel  Registro,  esta 

0  en  el  mismo  un  documento  otorgado  en  22  de  Setiembre  de 
nte  D.  Blas  Pérez  García,  Escribano  de  aquella  ciudad,  por  Don 
Ayuso,  Juez  de  primera  instancia  de  ella,  en  favor  de  D.  Este- 

¡irtín  Asensio,  vendiendo  á  éste  en  precio  de  494.000  rs.  y  libre 
^a  el  edificio  que  fué  Colegio  de  la  Vega;  su  área  29.920  pies  sa- 
lles, que  linda  al  Oriente  y  Mediodía  con  Puerta  de  esta  corpora- 
^oniente  con  el  camino  del  río,  y  Norte  con  plásuela  de  la  Vega, 
io  bajo  y  cubierto  parte  del  edificio,  en  precio  de  194.000  rs.;  y 
[no  Registrador  certificó  en  16  de  Junio  de  1880  1a  inscripción 
aumento  de  venta,  otorgado  por  D.  Esteban  Martín  Asensio,  por 

1  nombre  y  como  apoderado  de  su  hijo  político  D.  Pedro  NwVas 
riño,  como  padre  y  administrador  de  sus  hijos  D.  Eulogio  y  Dona 
e  Navas  y  Aosío,  en  favor  de  los  Sres.  Fabrés^  y  Rodríguez,  en 
lunio  de  1856,  por  el  que  vendió  el  edificio  que  fué  Colegio  de 
a,  con  las  dos  huertas  contiguas,  tituladas  Trascasa  y  Escambro- 

titulada  huerta  de  la  Torrecilla  con  sus  casas  y  leñadas  y  de- 
rvidumbres,  incluso  la  parte  del  río  Tormes,  con  cuya  margen 
a  confina,  y  éstas  entre  sí  y  con  les  huertas  tituladas  del  Moral, 
a  de  los  compradores,  y  otra  de  D.  Rafael  Pérez  Piñuela  y  terre- 
Propios,  y  una  cortina  al  barrio  de  la  Fontana,  camino  de  la  Ha- 
si  Bavo,  que  linda  con  dicho  camino  y  las  mismas  huertas  que 
[lían  y  cortinas  de  los  Propios  del  Duque  de  Tamames,  cuyas  fin- 
adquirió  el  otorgante  por  compra  á  la  Nación  en  público  reman- 
ido el  valor  de  las  fincas,  según  la  escritura,  45.000  rs.,  estañ- 
es de  toda  carga: 

mltando  de  un  testimonio  expedido  por  el  Escribano  actuario  del 
lo  de  primera  instancia  de  Salamanca,  con  referencia  al  libro  de 
leí  Ayuntamiento,  resulta  que  en  la  sesión  por  el  mismo  eelebra- 
15  de  Junio  de  1874  se  dio  cuenta  de  un»  solicitud  presentada 
iguel  Juanes,  arrendatario  de  la  huerta  titulada  La  Torrecilla,  en 
reclamando  de  perjuicios,  que  dijo  causarle  el  paso  de  los  are  - 
atravesando  por  la  noria  de  dicha  huerta  para  depositar  escom- 
ía orilla  del  río,  suplicó  se  dictasen  las  disposiciones  convenied- 
ra  impedirlo;  y  de  conformidad  con  lo  informado  acerca  de  ella 
Comisión  competente,  se  acordó,  por  lo  qvce  hacía  relación  á  la~ 
ía  de  los  areneros  por  la  referida  huerta,  no  estaba  en  las  atribu- 
del  Ayuntamiento  el  evitarlo,  y  si  en  las  del  propietario  ó  en  la 
íbnnal  de  justicia,  y  por  Jo  que  hacía  al  depósito  de  escombros  i 
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]a  orilla  del  río,  vigilara  ob  guardia  municipal  para  denunciar  á  los 
4treDero8  en  el  caso  de  no  ser  aquél  el  sitio  designado  por  la  Alcaldía 
para  depositarlos: 

Resaltando  que  en  8  de  Marzo  de  1880  el  Ayuntamiento  de  Sala- 
manca dedujo  demanda,  exponiendo,  en  cuanto  tiene  relación  con  el 
recurso,  que  al  Municipio  pertenecía  la  plazuela  denominada  de  la  Ye- 

Í[a,  de  extensión  superficial  4.875  metros  cuadrados  próximamente,  al 
rente  del  excolegio  de  este  nombre,  lindando  por  Este  y  Sur  con  di- 
cho edificio,  Oeste  con  camino  del  río  y  de  los  Areneros,  y  Norte  con 
camino  del  Pradillo,  de  la  que  había  sido  despojado  hacia  cuatro  años 
por  el  D.  Vicente  Rodríguez,  convirtiéndola  en  parque  ó  jardín  y  ce- 
rrándola con  una  empalizada;  que  con  arreglo  á  la  ley  9',  tít.  28,  Par- 
tida 3^  pertenecía  al  Municipio  de  Salamanca  la  plazuela  pública  an  - 
tes  deslindada,  fronteriza  al  ex-coiegio  de  la  Vega  y  el  camino  que 
conduce  al  río  por  entre  los  muros  ó  cotos  de  las  huertas  de  la  Vega  y 
de  la  Torrecilla;  que  según  la  ley  10,  tít.  H  déla  misma  Partida, 
quien  fué  sucesor  de  una  cosa  conserva  este  carácter  y  debe  ser  entre- 
gado de  ella,  á  no  acreditarse  haber  sido  después  adquirida  por  título 
tegítimo;  y  que  conforme  á  la  ley  43,  tít.  28  de  la  propia  Partida,  el 
que  de  mala  fe  planta  árboles  en  heredad  ó  suelo  ajeno  pierde  el  seño- 
'  río  de  los  que  hubiere  plantado,  y  después  de  ocuparse  de  otras  recla- 
maciones que  no  afectan  al  recurso,  pidió  que  se  condenase  al  deman<^ 
dado  D.  Vicente  Rodríguez  á  que  dejase  libres  y  á  disposición  del  re- 
ferido Ayuntamiento  el  terreno  que  constituía  dicha  plazuela  y  el  de 
las  cunetas  del  camino  designadas  con  todas  las  plantaciones  existen- 
tes en  uno  y  otro  terreno,  y  á  que  dejase  libre  y  expedito  el  uso  de  la 
servidumbre  expresada  de  paso^  desmontándose  el  terraplén,  destru- 
yendo el  muro  de  sostenimiento  y  retirando  ó  apartando  del  trayecto 
de  servidumbre  la  puerta  y  machones  de  piedra  como  obstáculos  todos 
que  impiden  el  paso  por  la  huerta  de  la  Torrecilla  al  arenal  contiguo  y 
al  pago  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Vicente  Ro- 
dríguez, pidió  se  le  absolviera  de  ella  con  imposición  de  costas  al  Ayun- 
tamiento demandante,  y  alegó  que  si  había  compuesto  los  caminos  que 
desde  el  Carmen  y  la  Fontana  conducen  al  Colegio' de  la  Vega,  las 
huertas  de  este  nombre  y  otras  del  rio,  fué  en  virtud  de  haber  sido  facul- 
tado para  ello  por  el  Ayuntamiento;  que  si  en  uso  de  esos  caminos  ha- 
bía puesto  postes  para  impedir  el  paso  de  carros,  componiendo  á  su 
cuenta  otro  par  donde  pudieran  cruzar  luego  que  los  mandaron  ejecu- 
tar desaparecieron;  que  dicho  camino  y  el  que  corre  frente  de  la  igle- 
sia de  la  Vega  badián  sido  reformados  y  ensanchados;  que  los  árboles 
puestos  en  algunos  de  ellos  de  cuenta  de  Rodríguez,  ocupaban  terre- 
nos propios  dd  éste<y  eran,  por  lo  tanto  suyos;  que  el  terreno  que  ocu* 
Í>aba  la  empalizada  y  postes  frente  al  Colegio  de  la  Vega  y  su  iglesia 
órmaron  un  tiempo  su  atrio,  y  eran  una  pertenencia  del  edificio  nece- 
eesaria  para  la  entrada  del  Colegio  y  de  la  iglesia  y  para  las  funciones 
religiosas  exteriores  que  en  la  misma  se  celebraban;  (|ue  dicha  plazue- 
la estuvo  empedrada;  que  el  título  de  compra  del  edificio  y  huerta  da 
confinante  á  ésta  por  Norte  con  una  cortina  de  los  Propios  de  la  ciu- 
dad que  luego  compró  el  demandante,  cuya  cortina  linda  con  el  cami- 
no que  va  á  la  haceña  del  vado  desde  la  Fontana;  que  de  lo  expuesto 
se  deducía  que  cada  uno  puede  hacer  de  sus  cosas  lo  que  bien  le  pa- 
rezca, y  transformarlas  como  consecuencia  del  dominio;  que  el  que 
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liembra  en  so  propiedad,  no  baee  más  qne  osar  de. so  dere- 
e  el  qne  acota  y  cierra  lo  que  ie  pertenece,  que  la  ley  misma 
a  virtnd  declara  acotado,  respetando  las  servidumbres  legí- 
e  constituidas,  obra  conforme  á  la  legislación  de  las  Cortes  de 
tablecida  en  1836: 

ando  que  después  de  alegar  las  partes  reproduciendo  sus  an< 
legaciones  y  pretensiones,  y  practicadas  las  pruebas  propues- 
s  mismas,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  que 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  en  SS  de  Fe- 
I88S,  condenando  á  D.  Vicente  Rodríguez  Santa  María  á  que 
y  á  disposición  del  Ayuntamiento  de  la  ciudad  de  Salaman- 
eno  que  constituía  la  plazuela  denominada  de  la  Vega  con  las 
nes  existentes  en  ella,  absolviéndole  de  la  demanda  en  los 
;tremo  que  comprende,  sin  hacer  especial  condenación  de 

ando  que  D.  Vicente  Rodríguez  Santa  María  interpuso  re^ 
casación  contra  dicha  sentencia  de  la  Audiencia,  en'caaoto 
l1  recurrente  á  que  deje  libre  y  á  disposición  del  Ayunta- 
\  Salamanca  el  terreno  que  constituía  la  plaza  llamada  de  la 
las  plantaciones  en  ella  existentes;  y  citó  como  infringidas: 
ey  9^  tít.  S8,  de  la  Partida  3%  que  se  invoca  en  la  sentencia 
,  en  la  que  se  enumeran  las  cosas  que  son  propiamente  del 
cada  ciudad  ó  villa,  de  que  cada  uno  puede  usar;  puesto  que 
9  la  iglesia  y  Colegio  de  la  Vega  no  es  ni  ha  sido  nunca  una 
facen  las  ferias  é  los  mercados»,  ni  tampoco  un  ejido  pí>n  uso 
icultores  vecinos  de  Salamanca,  sino  un  terreno  de  propiedad 
r  adquirido  al  comprar  el  edificio  á  que  siempre  fué  anejo,  y 
posesión  tranquila  ha  estado  el  Rodríguez  y  primero  su  can- 
ta que  ha  venido  el  Ayuntamiento  á  inquietarle  con  su  de- 

ey  10,  tít.  U,  Partida  3%  que  igualmente  se  cita  en  la  sen- 
da vez  que  se  refiere  al  caso  en  que  negando  el  demandado 
sa  era  del  actor,  pruebe  éste  haber  sido  señor  de  ella,  porque 
¡can  las  palabras  de  la  ley,  no  basta  probar,  como  ha  hecho 
imient'o  de  Salamanca,  que  por  más  de  40  años  han  ejecutado 
vecinos  ciertos  actos,  como  el  desgrane  de  mieses  ú  otros  se- 
en  el  atrio  ó  plazuela  de  la  Vega,  actos  tolerados  por  su  due- 
I  todo  lo  más  podrían  constituir  una  servidumbre,  sino  que  la 
i  de  ser  acerca  del  dominio,  para  que  pueda  entonces  caber 
la  de  la  ley  de  que  ctodo  orne  que  en  alguna  sazón  fué  señor 
i  que  lo  es  aon:» 

ey  21,  tít.  29r,  también  de  la  Partida  3%  que  habla  de  la  pres< 
extraordinaria  de  30  años  ó  más,  cuya  l»y  resulta  infringida 
la  sentenciadora,  al  olvidar  que  exige  que  por  el  tiempo  que 
I  el  orne  tenedor  continuadafnenie  de  la  cosa^  es  decir,  que  sin 
ion  se  halle  en  posesión  de  ella,  requisito  que  aunque  menos 
te  en  el  orden  moral  que  la  buena  fe  y  el  justo  título,  es  bajo 
cto  el  más  importante  de  todos,  puesto  que  de  los  últimos  las 
Bcinden  en  mayor  ó  menor  grado  al  tratar  de  las  prescripcio- 
ordínarias,  mientras  que  es  siempre  condición  indispensable 
>n  de  la  cosa,  como  así  lo  tiene  declarado  este  Tribunal  Su- 
rmlnantemente  en  varias  sentencias,  pero  muy  especialmente 
8  de  Octubre  de  f  864  y  30  de  Junio  de  4863: 
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Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Jaan  Fernándes  Palma: 

Considerando  qoe  la  sentencia  recurrida  no  infringe  la  ley  de  Par- 
tida qne  se  cita  en  el  primer  motivo,  paes  si  bien  es  cierto  qae  según 
ella,  son^del  común  de  cada  ciadad  ó  villa  las  plazas  ó  /aüfH  las  ferias 
i  ¡0$  mercados  y  algunos  otros  lugares  que  en  la  mistna  ley  se  deter- 
minan, afíade  é  iodos  los  otros  semejantes  destos  que  son  establecidos  é 
otorgados  para  pro  comunal^  en  cuya  generalidad  se  halla  compren- 
dida la  plazuela  de  la  Vega  objeto  del  presente  litigio,  toda  vez  que  ha 
estado  destinada  al  uso  público,  según  la  apreciación  hecha  por  la  Sala 
sentenciadora  en  vista  de  las  pruebas  practicadas  por  una  y  otra  parte: 

Considerando  qoe  tampoco  infringe  dicho  fallo  la  ley  10,  tít.  U  de 
la  Partida  3*  invocada  en  el  segundo  motivo,  porque  al  establecer  ana 
de  las  formas  de  acreditar  el  dominio  en  determinadas  circunstancias, 
DO  excluye  los  demás  medios  de  justificación  que  conduzcan  al  mismo 
resultado,  uno  de  los  cuales  y  el  más  adecuado  con  relación  al  caso  de 
autos  es  la  posesión  en  que  han  estado  los  vecinos  de  Salamanca  de  la 
indicada  plazuela,  como  asimismo  lo  declara  la  Sala  sentenciadora: 

Considerando  qoe  ésta  no  reconoce  al  hecho  de  haberse  interrum* 
pido  la  referida  posesión  hasta  que  el  demandado,  hoy  recurrente, 
cerró  la  plazuela  de  la  Vega  con  una  empalizada,  dando  logar  al  pre- 
tente  litigio,  en  cuya  virtud  no  es  de  estimar  el  tercer  fundamento  ba- 
sado en  un  supuesto  que  carece  de  justificación  en  los  autos  sin  que 
existan,  por  tanto,  las  infracciones  que  se  alegan  en  este  último  mo- 
tivo; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Vicente  ÍIq- 
dríguez  Sania  Marfa,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida 
de  la  cantidad  de  4.000  pesetas  que  depositó,  aue  se  distribuirá  con 
arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  correspondiente  cerliucaeión  á  la  Audiencia 
de  Valladolid,  con  devolución  del  apuntamiento  y  documentos  remiti- 
dos.—(Sentencia  publicada  el  23  de  Enero  de  4883,  é  inserta  en  IkGa- 
€eta  de  8  de  Agosto  del  mismo  año.) 

26 

Competencia  (35  de  Enero  de  1883)— Sa^a  tercera.--? ágo  deps- 
SBTAS.— Se  decide  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Elche  la 
suscitada  con  el  de  igual  clase  del  distrito  del  Pino  de  Barcelona  sobre 
conocimiento  de  la  demanda  de  D.  Carlos  Bloss  contra  D.  Honorato 
Perlasia,  y  se  resuelve: 

i^  Que  según  lo  dispuesto  por  la  regla  1*  del  articulo ^^  de  la  vigen- 
te ley  de  Enjuiciamiento  civil^  en  los  juicios  en^ue  se  ejercitan  aceto- 
fies  personales  serájuez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse 
la  ool\gación\  y  á  falla  de  ésfe  á  elección  del  demaniante,  el  del  domi- 
cilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él, 
aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento; 

Y'i^  Que  es  personal  la  acción  que  se  ejercita  para  el  pago  degene- 
ras del  comercio  del  demandante. 

En  la  villa  y  cort^  de  Madrid,  á  S5  de  Enero  de  1883,  en  la  compe- 
tencia que  ante  Nos  pende,  promovida  por  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Elche  al  de  igual  clase  del  distrito  del  Pino  de  Barcelona  acerca 
del  conocimiento  de  la  demanda  por  D.  Carlos  Bloss  contra  D.  Honora- 
to Perlasia  sobre  pago  de  pesetas: 
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ResolUndo  qae  D.  Garlos  Bloss  presentó  en  antos  una  factura  de 
efectos  vendidos  por  el  mismo  en  Barcelona  á  D.  Honorato  Perlasia,  y 
entregados  en  el  ferrocarril  para  sa  remisión  á  Yiliena,  domicilio  en- 
tonces del  segundo  ascendente  á  la  sama  de  f  .548  pesetas  80  céntimos: 
que  también  presentó  dos  cartas  fechadas  en  Yillena  en  31  de  Diciem* 
bre  de  1879  y  18  de  Enero  de  1880  y  suscritas  con  ia  firma:  cHonoralo 
Perlasia,»  diciéndose  en  la  primera  y  confirmándose  en  la  segunda  ha* 
ber  recibido  esté  último  los  efectos  remitidos  por  Bioss,  cuyo  importe 
cargaría  en  cuenta,  descontadas  las  500  pesetas  que  le  tenía  entrega** 
das:  que  creía  innecesario  el  envío  de  letras,  pnesto  que  según  lo  esti- 
pnlado  le  remitiría  1.000  rs.  eM5  de  Enero,  y  eu  cuanto  al  resto  cum- 
pliría remitiéndolo  á  los  90  días  de  la  fecha  de  la  factura : 

Resultando  que  con  presentación  de  dicha  factura  y  cartas  acudió 
D.  Garlos  Bloss  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino 
de  Barcelona  pretendiendo  que  con  remisión  de  las  mismas  se  dirigie- 
ra exhorto  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Elche,  en  cuya  ciudad 
residía  á  la  sazón  Perlasia,  á  fin  de  que  citado  éste  en  forma  reconocie- 
ra como  suyas  las  firmas  que  autor-izaban  dichas  cartas,  así  como  la 
existencia  de  la  deuda  de  798  pesetas  80  cents,  por  saldo  de  la  factura 
acompañada:  que  dirigido  el  exhorto,  se  devolvió  cumplimentado  con 
la  declaración  de  D.  Honorato  Perlasia,  en  la  que  manifestó  no  ser  cier-- 
to  la  existencia  de  lá  deuda,  ni  la  legitimidad  de  la  carta  fecha  418  de 
Enero  de  4880,  única  que  se  acompañó,  como  tampoco  de  la  firma  con 
que  estaba  suscrita: 

Resnitando  que  en  48  de  Enero  ae  4880,  y  en  vista  del  resultado 
negativo  que  habían  dado  las  diligencias  anteriores  preparatorias  para 
el  juicio  ejecutivo,  dedujo  D.  Garlos  Bloss  ante  el  mismo  Juzgado  de- 
manda de  menor  cuantía  por  la  suma  de  798  pesetas  80  céntimos,  ejer- 
citando la  acción  venditi  6  cualquiera  otra  que  en  derecho  procediera 
fundándose  al  efecto  en  que  en  el  mes  de  Diciembre  de  4879  había  con* 
cortado  con  D.  Honorato  Perlasia  en  la  ciudad  de  Barcelona  la  remi- 
sión de  los  efectos  detallados  en  la  factura,  lo  que  verificó  en  S4  del 
mismo  mes,  avisándolo  oportunamente  al  comprador:  que  éste  acusó 
recibo  de  los  géneros  por  su  carta  de  34  de  Diciembre,  en  que  mani- 
festó remitiría  su  importe  en  los  plazos  convenidos,  descontadas  las  500 
pesetas  que  le  había  entregado;  y  que  posteriormente  y  según  lo  pac- 
tado había  recibido  la  suma  S50  pesetas  en  letra  sobre  aquella  plaza,  á 
la  que  acompañó  el  deudor  la  carta  de  48  de  Enero  siguiente,  en  qoe 
ratificando  el  contenido  de  la  primara  ofrecía  satisfacer  el  resto  de  la 
deuda  á  los  90  días  de  la  fecha  de  la  factura: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  esta  demanda  á  D.  Honorato 
Perlasia,  fué  citado  j  emplazado  por  medio  de  exhorto  que  se  libró  ai 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Elche,  al  cual  acudió  el  demandado 
haciendo  uso  de  inhibitoria  y  solicitando  que  se  declarase  competente 
para  conocer  de  la  demanda  en  atención  á  que  no  había  celebra  * 
do  contrato  alguno  con  el  demandante  ni  había  convenido  con  él 
satisfacer  cantidad  de  ninguna  clase  en  Barcelona:  que  las  cartas  en 
que  el  actor  se  fundaba  no  eran  legítimas,  ni  se  había  sometido  expre- 
sa ni  tácitamente  á  los  Juzgados  de  aquella  capital:  que  no  estando  re- 
conocida por  él  la  firma  que  se  decía  ser  suya,  carecía  de  fundamento 
la  competencia  quQ  se  le  atribuía  al  Juzgado  del  distrito  del  Pino  de 
Barcelona,  porque  ante  todo  ha  de  constar  de  una  manera  indubitable 
el  fundamento  de  la  jurisdicción,  como  tiene  reconocido  el  Tribunal 
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Sapremo;  y  qae  por  tanto,  y  ejereitándose  una  acción  personal,  sólo 
podía  aer  competente  el  Jaez  del  domicilio  del  demandadado,  con  arre- 
glo al  articulo  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resaltando  qae  oído  el  Promotor  fiscal,  quien  estovo  conforme  con 
la  inhibición  pretendida,  proveyó  auto  el  Jaez  de  primera  ifletanoi^^  de^ 
Elche  en  U  de  Febrero  último,  por  el  que  declaró  haber  lugar  á  la  in- 
hibición propuesta,  y  que  so  requiriese  en  forma  á  dicho  Juzgado  á  fia 
de  que  remitiera  los  autos  al  requirente  como  único  competente  para 
conocer  de  la  demanda: 

Resultando  que  el  Juez  de  Barcelona  oyó  al  demandante  y  al  Pro- 
motor fiscal,  que  impugnaron  la  inhibición^  y  en  15  de  Marzo  del  Qa*"* 
rriente  año  dictó  auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  inhibición  8911- 
citada,  y  habiendo  insistido  en  ella  al  Jaez  de  Elche,  uno  y  otro  eleva- 
ron sus  respectivas  actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndez: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  por  la  regla  1^  del  artículo  62 
de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  los  juicios  en  que  se  ejer-^ 
citan  acciones  personales  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba 
cumplirse  la  obligación;  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante; 
el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallán- 
dose en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  emplaza- 
miento: 

Considerando  que  la  acción  que  se  ejercita  en  la  demanda  entabla  - 
da  por  D.  Garlos  Bloss  contra  D.  Honorato  Perlasia  es  personal,  como 
procedente  de  un  contrato  de  venta  de  géneros  del  comercio  que  aquél 
tiene  establecido  en  Barcelona,  y  dirigida  á  obtener  el  pago  de  los 
mismos: 

Considerando  que,  si  bien  para  sostener  la  competencia  del  Juzga- 
do del  Pino  de  dicna  ciudad,  se  alega  el  fundamento  de  ser  el  lugar,  no 
sóU  en  que»  se  celebró  el  contrato,  sino  en  que  deba  cumplirse  la  obli-* 

§  ación,  según  elí  contenido  de  una  de  las  cartas  que  se  acompañan  á  la 
emanda,  todo  esta  se  encuentra  desvirtuado  por  ahora,  porque  lejos 
de  haber  sido  reconocida  por  el  demandado,  se  niega  la  legitimidad  de 
la  firma  y  rúbrica  que  la  autorizan  y  hasta  la  existencia  del  contrato  á 
que  se- refiere  tal  documento,  por  lo  que  se  aicoge  al  fuero  de  su  dlomi- 
cilio,  que  es  el  de  Elche : 

Considerando  que  toda  vez  que  no  oonsta  el  lugar  del  cumplimien- 
to de  la  obligación,  ni  se  está  en  el  caso  último  de  la  mencionada  regla, 
hay  que  atenerse  á  dicho  fuero  del  domicilio  del  demandado  para  de- 
cidir la  competencia  pendiente  en  conformidad  á  la  misma; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
del  negocio  de  que  se  trata  corresponde  al  Juzgado  de  Elche,  al  que  se 
remitan  todas  las  actuaciones  para  que  proceda  con  arreglo  á  la  ley: 
póngase  esta  resolución  en  conocimiento  del  Juzgado  del  distrito  del 
Pino  de  la  ciudad  de  Barcelona  á  los  efectos  que  haya  lugar;  siendo  de 
cuenta  respectivamente  deias  partes  las  costas  ocasionadas. — (Senten- 
cia publicada  el  26  de  Enero  de  4883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  (^  de 
Marzo  del  mismo  año.) 
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nrmo  de  eaBacl¿a(26  de  Enero  de  1883). — Sala  primera,-^ 
lENT»  DE  D.^  GOJNTRATo.^No  ha  logaf  al  interpuesto  por  D.  Ber*- 
^rex  Villamil  con  D,  Manael  de  Navia  Osorio  (Aadiencía  de 
y  se  resuelve: 

',e  la  cita  de  leyes  inapUeables  al  caso  del  pleito  hecha  en  las 
is  no  puede  dar  lugar  á  la  casación,  si  no  se  alegan  como  fuu- 
del  recurso  las  aplicables  que  hayan  sido  infringidas  en  el 

e  no  tratándose  de  un  tercero  interesado  en  el  contrato  de 
),  es  inoportuna  la  cita  del  art.  2°  de  la  ley  Hipotecaria,  lo  mis- 
mas de  los  Códigos  romanos,  que  no  rigen  en  el  territorio  de  la 
ia  de  Oviedo: 

le  para  calificar  de  permuta  un  contrato  no  obsta  que  se  diera 
o  la  diferencia  de  valor  de  lasjlncas  permutadas; 
Qve  no  habiéndose  faltado  á  la  condición  del  contrato  de  arrien- 
ay  fundamento  para  la  reclamación  de  perjuicios, 
i  Villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Enero  dQ  {883,  en  el  pleito 
le  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
uido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Luarca  y  en  FaSali^ 
i\\  de  la  Audiencia  de  Oviedo  por  D.  Bernardo  Peres  Villamil, 
e  Madrid,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Manuel  María  Vi- 

0  la  dirección  del  Doctor  D.  Fernando  Madrazo,  con  D.  Manuel: 
SI  Osorio,  Marqués  de  Santa  Cruz  de  Marcenado,  y  boy  por  sa 
m  sus  herederos,  que  no  han  comparecido  en  este  Supremo  Tri- 
obre  cumplimiento  de  un  contrato: 

liando  que  D.  Miguel  de  Navia  Osorío,  Marqués  de  Santa  Ctul 
;enado«  dio  á  censo  enfiléutico  por  escritura  de  40  dé  Abrit 
á  D.  Manuel  Pérez  Villami*!  la  finca  titulada  Hortona,  sita  en 
el  Concejo  de  Navia,  por  la  cantidad  de  3.500  reales  y  la  pen- 
KO  reales  al  año;  y  que  por  otra  escritura  de  23  de  Mayo  si- 
dejaron  sin  efecto  la  anterior,  dando  en  arrendamiento  D.  Ma- 
via  Osorio  á  D.  Danuel  Pérez  Villamil,  que  lo  aceptó,  la  fínc<> 
ada  Hortona,  por  término  de  ocho  años,  contados  desde  la  fe- 

1  escrilura  y  en  precie  ó  renta  de  80  reales  anuales,  siendo  con- 
ue  el  arrendatario  no  pudiera  subarrendar  la  finca  sin  previo 
miento  por  escrito  del  propietario,  excepto  á  Bernardo  Peres 
,  hermano  del  arrendatario,  á  favor  del  cual  podía  hacerlo  sin 
d  de  dicho  consentimiento,  siempre  que  fuere  bajo  las  mismas 
nes  estipuladas  en  el  arriendo,  y*  entendiéndose  que  no  perjn* 
I  tercero,  sino  se  hacía  constar  en  el  Uegistro  de  la  propiedad, 
mdo  el  Marqués  al  arrendatario  el  derecho  de  preferencia  por  el 
le  otro  diere  en  caso  de  venta  y  riuevos  arriendos: 

liando  que  D.  Blanuel  Pérez  Villamil,  en  documento  privado 
'  Julio  de  4867,  dedaió  que  tanto  ia  escritura  de  arrendamien- 
Horlona  como  otra  que  anteriormente  había  otorgado  á  su  fa- 
[arques  de  Santa  Cruz,  lo  había  hecho  por  orden  y  cuenta  y  con 
le  su  hermano  D.  Bernardo,  á  quien  por  tanto  cedía  cuantos  de- 
lubiera  adquirido  por  dichas  escrituras,  obligándose  á  otorgar» 
respondiente  documento  público  de  reconocimiento  y  cesión^ 
Itando  que  D.  Bernardo  Pérez  Villamil  satisfizo  desde  la  indica  * 
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da  fecha  el  precio  del  arrendamieDlo  de  la  Horcona,  y  que  terminado 
«1  plazo  del  mismo  fo6  prorrogado  sucesivamente  por  dos  años  más,  6 
sea  basta  23  de  Mayo  de  4877,  con  las  condiciones  que  aparecían  de  fa 
escritora,  según  cartas  que  dirigió  en  29  de  Abril  de  1875  y  8  de  Janlo 
de  4876  el  apoderado  del  Marqués  á  D.  Bernardo  Pórez  YillamiL     * 

Resultando  que  antes  de  espirar  el  plazo  del  arriendo,  en  virtud  de 
pretensión  de  D.  Joaquín  Loredo,  Administrador  del  Marqués  en  Anleov 
S8  otorgó  escritura  en  40  de  Mayo  de  4878,  por  la  que  el  Marqués  cedió 
á  Loredo  la  finca- de  la  Hortona,  qae  fué  justipreciada  en  4.000  reales,, 
recibiendo  en  cambio  de  Loredo  un  cierro  de  propiedad  de  éste,  valua- 
do en  2.000  reales,  con  más  2.000  reales  en  dinero  y  los  gastos: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Loredo  por  escritura  de  24  de  dicho  mes 
dé  Mayo  trasmitió  dicha  finca  á  D.  José  López  González,  el  cual  en  4  de 
Setiembre  del  mismo  año  entabló  demanda  de  desahucio  de  ella  ante  el= 
Jnez  municipal  de  Navia  contra  D.  Bernardo  Suárez  Hernández  que  la 
llevaba  en  precario: 

Resultando  que  citadas  las  partes  á  juicio  verbal,  el  demandado  im- 
pugnó la  demanda  negando  que  llevase  la  finca  en  precario,  puesta 
que  existía  arrendamiento  otorgado  por  el  Marqués  á  favor  de  D.  Ber- 
nardo Pérez  Villamil,  de  quien  no  era  más  que  un  encargado  para  re- 
coger los  frutos  como  sembrador  y  cultivador  de  ellos;  y  el  Juez  muni- 
cipal dictó  sentencia  que  confirmó  el  de  primera  instancia  de  Loarca, 
condenando  á  D.  Bernardo  Suárez  y  Fernández  á  desalojar  la  finca: 

Resultando  que  en  8  de  Noviembre  de  4878  D.  Bernardo  Pérez  Vi-* 
tiamil  dedujo  contra  D.  Manuel  de  Navia  Osorio,  Marqués  de  Santa 
Cruz  de  Marcenado,  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  pidiendo  se  1& 
condenase  á  cumplir  la  cláusula  9*  de  la  escritura  de  23  de  Mayo 
de  4867,  cediendo  en  venta  á  D.  Bernardo  Pérez  Villatnil  la  huerta  de- 
uo^minada  la  Hortona  por  la  cantidad  de  4.000  pesetas,  previa  anula- 
ción de  la  que  hizo  á  favor  de  D.  Joaquín  Loredo,  y  si  así  no  fuere  po- 
sible á  que  le  resarciese  todos  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  hubiesen 
ocasionado  por  la  falta  de  cumplimiento  de  la  mencionada  cláusula, 
alegando  al  efecto  que  se  había  subrogado  en  todos  los  d^.rechos  y  ac- 
ciones de  su  hermano  Ü,  Manuel  en  la  escriturado  arrendamiento,  ce- 
sión que  no  sólo  había  aceptado  el  arrendante  al  cobrar  las  rentas  ven- 
cidas, sino  que  además  prorrogó  el  término  del  arriendo  por  otros  dos 
años,  con  las  mismas  condiciones;  y  que  el  Marqués  había  fallado 
abiertamente  á  la  cláusula  9*^  de  la  escritura,  enajenando  la  Hortona  á 
O.  Joaquín  Loredo  sin  haberla  ofrecido  y  preferido  por  el  tanto,  por- 
que si  bien  Loredo  le  dio  en  cambio  otra  fioca  y  el  resto  del  precio  en 
dinero,  afirmaba  que  este  contrato  debía  calificarse  de  venta  y  no  de 

f)ermuia,  porque  fué  mayor  el  precio  que  recibió  en  dinero  que  el  de 
a  finca  dada  en  cambio,  y  además  porque  según  todos  los  anteceden- 
tes, el  Marqués  no  tenía  ínteres  en  permutar,  coligiéndose  por  el  con- 
trario que  su  voluntad  presunta  era  vender: 

Resultando  que  D.  Manuel  de  Navia  Osorio  impugnó  la  demanda, 
alegando  que  el  contrato  de  arrendamiento  se  celebró  con  D.  Manuel 
Pérez  Villamil  y  no  con  D.  Bernardo;  que  si  continuó  llevando  la  finca 
y  pagó  las  reutas  vencidas  por  muerte  de  aquél  y  estaba  reconocido 
como  tal  llevador,  no  era  subarrendatario,  y  no  podía  reclamar  un  de- 
recho que  concluyó  con  la  muerte  del  arrendatario;  que  aun  cuando 
hubiera  verdadero  subarriendo  era  preciso,  para  que  subsistiera  efecto- 
contra  tercero,  que  se  hubiera  registrado,  y  que  no  habiendo  vendido- 
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k  Hortona,  y  si  permutádola  por  otra  fiocaf  no  estaba  ea  t\  caso  de  la 
preferencia  coneedida  por  la  eschtara  de  arrendamiento: 

Resultando  qne  saministrada  praeba  por  las  parles,  y  sostaneíado 
el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  Ofieda 
diclé  en  24  de  Janio  de  4882  sentencia  confirmatoria  con  las  costas,  ab«* 
solviendo  al  Marqués  de  Santa  Crní  de  Marcenado  de  la  demanda  itt* 
terpuesta  por  D.  Bernardo  Pérez  Villamil: 

Resultando  que  D.  Bernardo  Pérez  Villamil  interpuso  reeurso  d« 
casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

i*  El  art.  2®  de  la  ley  Hipotecaría,  por  la  aplicación  indebida  ^ne  de 
^1  se  hacía,  puesto  que  nada  tenía^qne  ver  con  el  caso  de  ewte  pleito, 
toda  ves  que  no  se  trataba  de  un  arrendamiento  de  más  de  seis  «ños, 
no  se  estipuló  la  inscripción  en  el  Registro  de  los  arrendamientos  anua- 
les que  hicieron  Pérez  Villamil  y  el  Marqués  de  Santa  Cruz,  y  aquél  se 
faabja  dirigido  contra  el  Marqués  y  no  contra  D.  ioaquín  Loredo,  en 
cuyo  perjuicio  nada  había  solicitado: 

2*  Las  leyes  f%  tít.  II,  libro  9®,  según  decía  la  sentencia,  aun  cuan- 
do un  Z"  del  Fuero  Real,  y  I»,  tít.  4°,  libro  48,  y  4',  párrafo  décimo- 
tercero,  tít.  3®,  libro  46,  Digesto,  también  por  su  mala  aplicación,  pues 
que  no  decían  sí  era  permuta  ó  venta  que  se  apreciaba  de  antemano, 
se  daba  otra  cosa  apreciada  también  con  6  sin  dinero: 

3®  Por  el  mismo  concepto  de  su  mala  aplicación,  la  ley  4%  tít.  4% 
libro  48  del  Digesto,  citada  en  la  sentencia,  que  para  nosotros  era  de 
mera  doctrina,  pues  si  para  algo  podía  servir  dicha  cita  sería  para  sen- 
tar que  toda  vez  que  en  el  contrato  del  Marqués  de  Santa  Cruz  de  Mar« 
cenado  con  su  administrador  Loredo  había  mediado  el  denominador  co- 
mún llamado  moneda  había  un  precio,  y  por  consiguiente  se  trataba 
de  una  venta  y  tío  de  una  permuta: 

4^  La  ley  4%  párrafo  decimotercero,  tít.  3%  libro  46  del  mismo  Dí- 
gesto,  cuya  aplicación  Indebida  saltaba  á  la  vista,  pueslo  que  dicho  U* 
tulo  hablaba  de  las  acciones  Depasüi  vel  contra^  que  nada  tenían  que 
ver  coa  la  permuta  ni  con  la  compraventa: 

5*  La  ley  4%  tít.  6^  Partida  5*,  que  erai  la  que  debía  haber  aplicado 
la  sentencia,  y  que  definía  la  permuta  diciendo  que  era  el  cambia  de 
una  cosa  señalada  por  otra  ley  comentada  por  Gregorio  López,  que  re- 
solvía la  duda  sobre  si  nr>  contrato  era  permuta  ó  era  venta,  dicienda 
^ne  lo  primero  que  procedía  era  inquirir  el  ánimo  de  los  contrataniÉS 
sobre  si  se  propusieron  vender  ó  permutar  debiendo  estarse  á  las  con- 
jeturas, y  en  el  caso  actual  podía  deducirse  que  k>  que  el  propietario 
entendió  hacer  con  la  estimación  previa  de  las  cosas  y  coa  la  designa- 
ción  de  la  mayor  parte  del  precio  á  metálico,  fué  un  verdadero  coh- 
trato  de  compraventa  y  no  una  permuta; 

Y  6^  La  ley  24 ,  tít.  22  de  la  Partida  5*,  coa  arreglo  á  la  cual  el  Mar- 

?[ués  y  hoy  sus  herederos  debían  pechar  los  daños  y  menoscabos,  y  U 
alta  de  las  ganancias  de  que  el  recurrente  se  vio  privado  por  su  cnlpa, 
toda  vez  que  tenía  arrendado  la  Hortona  coa  el  derecho  de  tanteo  á  su 
favor,  y  el  Marqués,  sin  embargo,  la  vendía  sin  tener  en  cuenta  eso 
derecho  y  embargaba  á  Pérez  Villamil  el  que  pudiera  hacer  uso  de  él: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  López  Montenegro: 
Considerando  que  la  cita  de  leyes  inaplicables  al  caso  del  pleito  he- 
^ha  en  las  sentencias  no  puede  dar  lugar  á  la  casación,  si  no  se  alegiui 
como  fundamento  del  recurso  las  aplicaciones  qne  hayan  sido  infringie- 
ras en  el  fallo: 
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ConfliderAndo,  ea  en&iito  á  los  molidos  del  f  ^  al  4^  de  este  racarso, 
qne  no  tratáadsse  de  qq  tercero  interesado  en  el  contrato  de  arriendo, 
es  inoportana  la  cita  del  art,  S^  de  la  ley  Hipotecaria,  lo  mismo  qoe 
las  de  los  Códigos  romanos  que  no  rigen  en  el  territorio  de  la  Audien  <• 
cia  de  Oviedo:  • 

GMisiderando  que  la  santeacia  no  infringe  la  ley  i*,  lít.  6**,  Par- 
tida 5',  ciiada  en  el  quinto  motíYo,  porqae  el  contrato  á  qoe  éste  se 
refiere  reúne  las  condieionee  exigidas  por  dicha  ley  para  calificarlo  de 
permnte,  sin  que  obste  se  diera  en  dinero  la  diferencia  de  valor  de  las 
fincas  permutadas: 

Goossiderando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  24,  tit.  2t 
de  la  Partida  5',  invocada  ea  el  sesto  motivo,  porqae  no  habiéndose 
faltado  á  la  condición  del  contrato  de  arriendo,  no  hay  fandamento 
para  la  it clamación  de  perjuicios; 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Bernardo  Pérez  Yillamil  y  Saáreí, 
á  qutMi  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  dis- 
tribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  Oviedo  ¿a  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento y  de  los  documentos  que  ha  remitido  —-(Sentencia  publicada 
el  26  de  Enero  de  1883,  ó  inserta  en  la  Oaeeta  de  9  de  Agosto  del  mis-- 
200  año.) 

28 

Recqrso  de  easaeMn  (26  de  Enero  de  f  883).  ^Sa¿a  prime- 
ra.—Jactancia.— Indemnización  DE  PBaJuiGios.-— Pago  de  sueldos. — 
Ha  lugar  en  parte  al  interpuesto  por  D.  Agustín  de  la  Yiesca  con  Don 
Cesáreo  Cerero  (Audiencia  de  Sevilla),  y  se  resuelve: 

Qff#  el  carácter  de  sustUuto  con  que  fué  nombrada  %na  persona  pa- 
ra suplir  las  ausencias  del  Director  propietario  de  una  Compañia,  ée  - 
muestra  que  su  dererho  á  cobrar  el  sueldo  que  le  estaba  asignado  no 
puede  extenderse  más  que  al  tiempo  en  que  la  sustitución  tuviera  lu  - 
gar;  pero  no  á  iodo*aquel  en  que  la  Sociedad  eaistió  como  si  fuera  Di- 
rector en  propiedad:  y  al  declararlo  aei  la  sentencia,  no  infringe  el 
axioma  dé  interpretación  furidica  de  que  las  palabras  de  un  contrato, 
4Uima  voluntad  ó  cualesquiera  otras  de  un  documento,  deben  entender  ' 
te  Usa  y  llanamente  como  suenan^  sin  que  sea  permitido  á  los  Tribuna- 
les suscitar  dudas  sobre  su  alcance  ovando  tienen  un  sentido  genuino  y 
propio f  ni  la  dootrina  que  establece  que,  cuando  ocurran  dudas  sobre  la 
inteligencia  de  un  contrato,  nada  puede  ec^pliear  mejor  su  objeto,  con- 
diciones y  limites  que  los  actos  inmediatos  y  posteriores  de  los  mismos 
otorgantes  referesUes  á  lo  convenido,  ni  la  ley  \^^  tit.  f  °,  libro  \(i  de  la 
Novisima  Recopilación, 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  S6  de  Enero  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  rios  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Santa 
(]roi  de  Cádiz  y  en  la  Saila  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Sevilla 
por  D.  Cesáreo  Cerero  y  Sienz,  vecino  de  dicha  ciudad  de  Cádiz,  repre-> 
sentebdo  por  el  Procurador  D.  Ángel  Calvo,  bajo  la  dirección  del  Doctor 
D.  Enrique  García  Alonso  con  D.  Agustín  de  la  Yiesca  y  Sierra',  de  U 
misma  vecindad,  y  en  su  nomhre  el  Procurador  D.  Luís  Lumbrera  di- 
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rigido  por  el  Licenciado  D.  Francisco  Síivela,  sobré  jactancia  ó  iadem- 
nizacíón  de  perjuicios  y  pago  de  sueldos: 

Resultando  que  en  el  año  de  4874  se  constituyó  en  Cádiz  la  Socie- 
dad anónima  Puerto  Mercantil  de  Cádi%^  cuyo  objeto,  según  el  ar- 
tículo 3^  de  sus  estatutos,  era  adquirir  la  concesión  otorgada  á  Don 
Cesáreo  en  H  de  Setiembre  de  1870,  realiza  las  obras  que  comprendía^ 
poseer  ó  enajenar  los  terrenos  que  por  ellos  se  ganaban  al  mar  y  ex- 
plotarlos después  de  concluidas,  debiendo  estar  regida  por  las  junta» 
fenerales,  por  el  Consejo  de  gobierno  y  por  la  Dirección,  componión- 
ose  dicho  Consejo  de  nueve  individuos,  que  serían  el  concesionario, 
de  nombrados  por  la  testamentaría  de  D.  Diego  Fernández  Montañés^  y 
seis  propietarios  y  seis  suplentes  por  la  junta  general;  y  la  Dirección, 
de  tres  Directores,  á  cada  uno  de  los  que  se  fijó  el  sueldo  de  24.000  rs.-^ 

Resultando  que  en  el  convenio  que  la  testamentaría  de  D.  Diego 
Fernández  Montañés  celebró  con  la  Sociedad  para  cumplir  la  voluntud 
de  aquél  de  coadyuvar  al  objeto  de  la  misma  que  fué  aprobado  por  su 
junta  general,  y  que  forma  parle  de  sus  estatutos,  se  estableció  que  la 
testamentaría  citada  nombraría  dos  individuos  del  Consejo  de  gobierno 
de  los  cuales  sería  uno  D.  Joaquín  María  Bremón,  que  tendría  adema» 
el  carácter  de  Director  del  concesionario  y  estaría  encargado  con  el  de 
la  parte  ejecutiva;  y  si  renunciase  ó  cesase  por  cualquier  causa,  ten- 
dría derecho  á  nombrar  al  que  hubiera  de  sustituirle  verificándolo  en 
SQ  defecto  la  testamentaria;  habiéndose  modificado  al  constituirse  la 
Sociedad  á  propuesta  de  Bremón,  el  art.  49  del  reglamento,  concedien«* 
do  igual  sueldo  de  24.000  rs.  al  que  le  sustituyera  en  sus  ausencias, 
(]^ue  sería  ei  Consejero  nombrado  por  la  testamentaría,  y  cólo  por  el 
tiempo  que  ejerciera,  declarando  por  su  parte  Bremón  que  renuooiaba 
á  todo  sueldo  de  la  Sociedad,  por  considerarse  sobradamente  recom- 
pensado con  la  memoria,  aprecio  y  consideración  que  le  había  dispen**^ 
sado  el  difunto  Montañés: 

Resultando  que  vacsnte  la  plaza  de  Consejero  de  la  Sociedad  de 
nombramiento  de  la  testamentaría  deD.  Diego  Fernández  Montañés,  la 
Junta  testamentaria  nombró  para  dicha  plaza  en  sesión  de  26  de  No- 
viembre de  1875,  á  D,  Agustín  de  la  Yiesca  y  Sierra,  accionista  de  la 
Sociedad,  encargándole  además  la  sustitución  en  el  «cargo  de  Director 
de  la  Sociedad,  en  ausencia  de  D.  Joaquín  María  Bremón,  gozando  de 
retribución  al  respecto  de  24.000  rs.  anuales  señalados  en  los  estatutos 
mientras  ejerciese  la  dirección,  habiéndole  manifestado  al  trasladarleen 
el  día  siguiente  27  este  nombramiento,  que  no  sólo  contraía  las  obliga- 
ciones marcadas  en  los  estatutos  y  reglamentos  de  la  Sociedad,  sino  la 
muy  especial  de  noticiar  á  la  testamentaría  por  lo  menos  cada  mes  la 
marcha  y  situación  de  aquélla: 

Resultando  que  en  carta  que  D.  Joaquín  María  Bremón  dirigió  des- 
de Madrid,  con  fecha  26  de  Junio  de  1877  á  D.  Agustín  de  la  Yiesca, 
le  manifestó  que  había  llegado  á  sus  manos  la  tan  poco  meditada  como 
inconveniente  dirigida  por  el  Consejo  de  la  Sociedad  á  la  testamenta- 
lia  de  Montañés,  y  que  sustituyéndole  Yiesca  ala  suzón  cerca  de  dicha 
Sociedad,  ya  que.no  protestase  en  el  acto  y  en  pleno  Consejo  del  con- 
tenido de  dicha  carta,  debía  abstenerse  de  asistir  á  ninguna  de  sus  jun- 
tas, ínterin  otra  cosa  se  disponía  para  no  autorizar  con  su  presencia 
ningunos  de  los  acuerdos  que  se  anunciaban  y  debían  ser  de  la  exela- 
siva  responsabilidad  de  los  que  los  adaptaron: 

Resultando  que  en  carta  de  5  de  Julio  del  mismo  año  1877,  maní-- 
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íestó  D.  Joaqoía  MamBretndn  á  D.  Agastín  de  la  Yíesca,  qae  en  vista 
de  la  angastiosa  sitaación  de  la  Sociedad,  la  testamettaríji  de  Montañés 
bábia  acordado  en  sesión  de  aquella  fecha,  que  se  indicara  á  Vidsca  la 
conveniencia  de  qae  por  entonces  al  menos  no  percibiríi  la  asignación 
mareada  en  los  estatutos  i  la  plaza  de  Director  que  desempeñaba  como 
sapiente  en  las  ausencias  de  Bremón,  añadiéndole^  que  sentí i  muchísi- 
mo que  las  circunstancias  obligaran  á  aquella  determinación,  que  de- 
seaba pudiera  ser  pronto  revocada,  y  con  la  cual  aspiraba  á  que  sirvie- 
ra de  base  de  otras  igualmente  desinteresadas: 

Resultando  que  la  Sociedad  Puerto  Mercantil  de  Cádiz,  por  escritu- 
ra de  26  de  Junio  de  4879,  transfirió  á  D«  Joaquín  Haría  Bremón,  por 
sí  y  en  representación  de  los  otros  testamentarios  de  D.  Diego  Fernán- 
dez Montañés  todos  los  derechos  y  pertenencias  da  las  obras  del  men- 
cionado puerto,  á  cuyo  acto  concurrió  D.  Cesáreo  Cerero,  cediendo  á 
Bremón  todos  los  que  á  él  le  reconocía  la  indicada  Sociedad,  sin  reser- 
vación alguna,  en  precio  de  Í87.500  pesetas  cuya  mitad,  descontando 
el  importe  de  las  acciones  déla  testamentaría,  entregó  Bremón  en  el 
acto,  debiendo  hacerlo  del  resto  en  el  término  de  seis  meses;  estipulán- 
dose que  si  por  cualquier  causa  voluntaria  quedase  por  pagar  dentro  de 
los  seis  meses  cualquiera  cantidad  de  que  apareciera  deudora  la  citada 
Sociedad,  retendría  su  importe  D.  Joaqoín  María  Bremón,  pero  sería  en 
todo  tiempo  responsable  de  los  gastos  que  hasta  su  entrega  se  origina- 
*Mn  al  exconcesionario  D.  Cesáreo  Cerecero,  de  cuyo  cargo,  cuenta  y 
riesgo  serían  siempre: 

Resultando  que  por  escritura  de  Sg  de  Mayo  de  1880  D.  Cesáreo  Ce- 
rero, como  Director  gerente  que  fué  de  la  Saciedad  Puerto  Mercantil  de 
Cádiz,  y  como  apoderado  de  los  comisionados  de  los  accionistas  de  la 
misma,  otorgó  carta  de  pago  á  favor  de  D.  Joaqín  Maiíi  Bremón  del 
resto  del  precio  de  la  transferencia  mencionada,  formando  parte  de  la 
«serltura  una  declaración  hecha  en  15  de  Marzo  del  mismo  año  por  Don 
Antonio  Zulnetay  D.  Cesáreo  Cerero,  como  Directores  que  habítn  sido 
de  la  Sociedad,  expresivo  de  hallarse  sausfechos  con  los  sueldos  qne 
percibieron  hasta  31  de  Marzo  de  1877  en  que  fueron  suspendidos  los 
trabajos,  no  hallándose  firmada  la  declaracióu  por  D.  Aguslí  i  déla  Vies- 
ca,  que  reclamaba  por  dicho  concepto  5S.000  rs.,  respecto  de  lo  cual 
dijo  Cerero  que  debía  estarse  á  lo  establecido  en  la  estritura  de  trans- 
ferencia, declarando  bajo  juramento  que  no  existí.\  contra  la  Sociedad 
cedente  crédito  alguno,  y  que  si  lo  que  no  era  de  esperar,  por  olvido  ó 
otra  causa,  hubiera  dejado  de  abonarse  algún  crédito  pendiente  á  car- 
go de  la  Sociedad,  cualquiera  que  fuera  su  entidad  y  procedencia,  lo  de- 
claraba desde  entonces  de  so  cuenta  personal,  obligándose  personal- 
mente y  con  sus  bienes  á  abonar  su  importe,  y  librando  desde  luego  de 
toda  responsabilidad  sobre  la  cosa  vendida  al  adquirente  D.  Joaquín  Ma- 
ría Bremón,  el  cual  la  declinaría  desde  luego  sobre  Cerero;  y  que  Bre- 
món había  manifestado  que  estab»  pronto  á  la  entrega  del  resto  del  pre- 
cio, deduciéndose)  del  mismo  57.500  pesetas  indicadas  en  la  escritira 
de  cesión,  y  20.000  pesetas  que  para  responder  á  la  reclamación  de  Don 
Agustín  de  la  Viesca  habían  de  quedar,  cómo  quedaban  retenidas  en 
poder  de  Bremón. 

Resultando  qu?  D.  Cesáreo  Cerero  dedujo  demanda  en  27  de  Julio  de 
1880,  exponiendo:  que  D.  Agustín  de  la  Viesca  sostenía  desde  hacía 
seis  meses  que  Cerero  le  adeudaba  51.000  rs.  de  velíói,  sin  tíinlo  bas- 
tante para  ello:  que  por  consecuencia  de  esta  reclamaeión  D.  Joaquín 
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Varía  Bremón.  como  representante  de  la  testamentaría  de  Fernindes 
Montañés,  retería  desde  26  de  Diciembre  de  4879  80.000  rs.  de  propie- 
dad de  Cerero,  privándole  de  la  ganancia  legítima  que  el  empleo  de  este 
capital  le  podía  producir,  suplicando  en  su  virtud  que  se  declaras»  á 
Yiesea  decaído  de  so  derecho,  y  se  le  condenase  á  perpetuo  silencio  so- 
bre dicha  reclamación  de  54.000  rs.,  si  en  el  termino  de  nnere  dias  no 
deducía  la  acción  de  que  se  creyera  asistido,  condenándole  además  al 
pago  de  4.500  pesetas  como  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  y 
las  costas : 

Resultando  que  D.  Agustín  de  la  Viesca  contestó  á  la  demanda,  ma* 
nifestando  que  no  se  había  negado  nunca  á  reclamar  judicialmente  los 
sueldos  que  se  le  adeudaban  como  Director  que  había  sido  de  la  Socie- 
dad Puerto  Mercantil  de  Cádiz,  no  habiéndolo  hecho  por  no  estar  á  su 
juicio  terminadas  las  reclamaciones  privadas;  y  que  cuando  al  contes- 
tar á  la  demanda  se  accedía  á  lo  solicitado  por  el  actor,  era  de  necesi- 
dad absolver  al  demandado;  que  en  sa  yirlud,  reconvenía  á  Cerero 
para  el  pago  de  13.500  pesetas  con  los  intereses  legales  correspondien- 
tes y  las  costas,  fundando  su  pretensión  en  que  por  el  art.  46  de  los  es- 
tatutos de  la  Sociedad  se  establecía  que  D.  Joaquín  María  Bremón  como 
ejecutor  en  Cádiz  de  la  última  voluntad  de  D.  Diego  Fernández  Monta- 
ñés, sería  uno  de  los  Directores  de  aquélla  con  derecho  de  nombrar  sus- 
tituto, derecho  de  que  hizo  uso  nombrando  á  Viesca;  que  éste  entró  á 
ejercer  el  cargo  de  Director  recibiendo  el  sueldo  de  24.000  rs.,  hasta* 
que  en  Abril  de  4877  el  estado  de  la  Sociedad  hizo  necesario  desatender 
aquellas  y  otras  obligaciones  que  pasaban  sobre  la  misma,  pero  sin 

gue  en  ninguna  época  le  hubiera  sido  revocado  su  nombramiento  de 
irector,  cargo  que  siguió  ejerciendo  hasta  la  extinción  de  la  Sociedad 
en  Junio  de  1679;  que  Viesca  esperó  en  la  confianza  de  que  se  realiza- 
ría alguna  de  las  operaciones  proyectadas  para  arbitrar  recursos,  entre 
los  cuales  figuraba  la  enajenación  del  negocio  á  la  testamentaría  de 
Montañés,  cuya  representación  desempeñaba  el  demandado  la  plaza  de 
Director;  que  realizada  en  efecto  la  venta  en  26  de  Junio  de  dicho  año 
4879,  cuando  se  debía  á  Viesca  27  meses  de  sueldo  que  ascendían  á 
54.000  rs.,  que  reclamó  desde  luego  á  Cerero,  habiendo  continuado 
desde  entonces  sus  gestiones;  que  en  la  escritura  de  trasmisión  se  obli- 
gó el  ex  concesionario  á  abonar  y  saldar  todos  los  débitos  que  resulta- 
sen contra  la  Sociedad,  quedando  autorizada  la  testamentaría  á  retener 
al  entregar  el  segundo  plazo  las  sumas  que  aun  quedasen  por  pagar; 

3ne  en  su  virtud,  y  constándole  que  se  hallaban  pendientes  27  meses 
e  sueldo  que  se  debían  á  Viesca  como  Director  eu  representación  de 
Bremón,  había  retenido  en  uso  de  su  perfecto  derecho  la  suma  que  ha- 
bía considerado  necesaria  para  atender  á  esa  obligación;  que  ios  con- 
tratos tenían  fuerza  de  ley  para  aquellos  que  los  celebraban,  debiendo 
cumplirse  las  obligaciones  en  la  forma  estipulada  por  las  partes,  y  que 
las  cantidades  cuyo  pago  se  demoraba  indebidamente,  devengaban  in- 
terés desde  la  fecha  de  la  interpelación  judicial: 

Resultando  que  D.  Cesáreo  Cerero  sostuvo  al  replicar  que  era  eficaz 
la  acción  de  jactancia  que  había  deducidos,  y  que  Viesca  estaba  obli- 

Sado  á  deducir  demanda  en  forma  sobre  su  reclamación,  é  impugnan- 
0  la  reconvención,  alegó  que  desde  el  mes  de  Junio  de  1877,  en  que 
los  testamentarios  de  Montañés  previnieron  á  Viesca  que  se  abstuviera 
de  llevar  la  presentación  de  la  testamentaría  á  los  actos  y  acuerdos  de 
la  Sociedad,  Viesca  se  alejó  enteramente  de  ella  y  no  volvió  á  ejercer 
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ninguno  de  los  actos  propios  de  so  cargo;  que  los  sueldos  qne  corres- 
pondían al  sustituto  de  BreoQón,  sólo  se  devengaban  en  tanto  que  éste 
estuviera  ausente  de  Cádiz,  y  que  el  sustituto  ejerciera  el  cargo  do 
Director,  y  que  no  era  cierto  como  se  aseguraba  que  al  otorgarse  la 
escritura  de  i 879,  hubiera  formulado  por  Yiesca  la  reclamación  de  los 
S4.000  rs.,  ni  que  por  esta  causa  se  estipulase  lo  contenido  en  la  cláu- 
sula 40  de  la  escritura: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  practicó  por  las  par- 
tes, haciéndose  constar  por  medio  de  testimonio  con  referencia  á  los^ 
libros  de  la  Sociedad  que  á  la  Junta  del  Consejo  de  gobierdo  de  3  de 
Febrero  y  6  de  Octubre  de  4876  concorrieron  Bremón  y  Yiesca  que 
firman  el  acta;  que  á  lade  48  de  Marzo  de  4877  asistieron  Bremón  y 
Yiesca  firmando  sólo  Bremón;  que  á  la  de  49  de  Junio  del  propio  año 
asistió  Yiesca  y  no  la  firmó;  que  desde  el  2  de  Julio  de  4877  hasta  la 
disolución  de  la  Sociedad  celebró  el  Consejo  f8  sesiones,  á  ninguna  de 
las  cuales  asistió  Yiesca;  y  que  en  el  mismo  periodo  de  tiempo  se  ce- 
lebraron seis  juntas  generales  de  accionistas,  concurriendo  Yiesca  á 
las  verificadas  en  30  de  Marzo,  3  de  Abril,  5  de  Mayo  y  15  de  Jnnio  de 
4879,  y  firmando  las  actas: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  30  de  Marzo  de  4882  sentencia 
revocatoria,  declarando  á  D.  Agustín  de  la  Yiesca  allanado  á  la  deman- 
da propuesta  por  D.  Cesáreo  Cerero  en  la  parte  referente  á  la  acción 
de  jactancia,  absolviéndole  de  la  misma  demanda,  en  cuanto  á  la  in- 
demnización de  perjuicios,  y  absolviendo  por  último  i.  D.  Cesáreo  Ce- 
rero de  la  reconvención  propuesta  por  D.  Agustín  de  la  Yiesca  en  re*» 
clapaación  de  43.500  pesetas  con  sus  intereses: 

Resultando  que  D.  Af^ustín  de  la  Yiesca  interpuso  recurso  de  casa* 
ción,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

4®  El  conocido  axioma  de  interpretación  jurídica  de  que  las  palabra» 
de  un  contrato,  última  voluntad  ó  cualesquiera  otras  de  un  documento, 
deben  entenderse  lisa  y  llanamente  como  suenan,  sin  ane  sea  permitido 
á  los  Tribunales  suscitar  dudas  sobre  su  alcance  cuando  tienen  un  sen- 
tido genuino  y  propio;  pues  bastaba  leer  las  cartas  de  Bremón,  de  las 
que  la  sentencia  hacia  derivar  la  suspensión  del  cargo  de  Director  que 
ejercía,  y  que  sn  interpretación  no  era  otra,  en  buenos  principios,  que 
la  participación  de  acuerdos  é  instrucciones  de  la  testamentaría  de 
Montañés  á  ser  representante  para  mejor  defensa  y  gestión  de  sus  de- 
rechos: 

2®  La  doctrina  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  do 
6  de  Julio  de  4878,  en  la  cual  se  consigna  que  cuando  ocurran  dudas 
sobre  la  inteligencia  de  un  contrato,  nada  puede  explicar  mejor  su  ob- 
jeto, condiciones  y  límites  que  los  actos  inmediatos  y  posteriores  de 
IOS  mismos  otorgantes  referentes  á  lo  convenido,  doctrina  que  tenía 
perfecta  aplicación  al  caso  porque  Bremón,  autor  de  las  cartas  inter- 
pretadas por  la  sentencia,  había  aplicado  claramente  su  objeto  al  rete- 
ner la  suma  de  80.000  rs.  como  débito  á  Yiesca  por  sueldos  no  satisfe- 
chos, y  de  su  conducta  se  desprendía  claramente  que  su  ánimo  cons> 
tanle  en  la  época  en  que  redactó  las  cartas,  y  con  posterioridad,  fué 
oonsiderar  siempre  como  su  representante  cerca  de  la  Sociedad  á  Don 
Agustín  de  la  Yiesca: 

i  3®  La  ley  4^,  tít.  4^,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  que  pre- 
ceptúa que  de  cualquiera  manera  que  aparezca  que  un  hombre  quiere 
obligarse,  queda  obligado,  con  arreglo  á  cuya  prescripción,  en  virtud 
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de  la  eserítnra  dd  26  de  Janio  de  1879,  «e  comprometió  Cerero,  eT<» 
eoneesionario  de  las  obras,  á  abonar  todoa  los  débitos  existentes  de  la 
Sociedad  Puerto  Mercantil  de  Cádiz,  y  entre  ellos  el  de  51.000  rs.  por 
los  eneldos  no  satisfechos  á  Viesca: 

i®  Como  eonsecaencia  de  la  infracción  anterior,  la  fuerza  del  pacta 
ú  obligación  creada  por  el  nombramiento  de  Viesca,  paes  si,  con  arre- 
glo á  lo  qaeañrmaba  la  sentencia  y  resoltaba  de  los  antos,  faé  nom« 
brad o  Consejero  y  Director  con  opción  á  gozar  de  la  retriboeióa  de 
24.000  rs.f  y  ese  nombramiento  no  le  fué  revocado  ni  él  reoanció  en 
tiempo  algano  sos  saetdos,  era  c'aro  que  hasta  la  disolneión  ejerció  el 
cargo;  tuvo  la  representación  y  responsabilidades  á  él  inherentes  y  el 
derecho  á  percibir  los  sueldos;  resoltand3  evidenciada  la  infracción  por 
la  carta  del  mes  de  Julio,  que  indebidamente  seconfondíi  con  la  de 
Janio,  puesto  que  si  en  virind  de  ésta  se  queríi  suponer,  desnaturali- 
zando su  sentido,  que  batía  cesado  Viesca  en  el  cargo  de  Director,  era 
incomprensible  que  en  tal  .supuesto  se  le  indicara  nn  mes  después  la 
conveniencia  de  que  no  percibiese  por  entonces  el  sueldo  y  el  deseo  de 
qne  cesara  pronto  esa  situación: 

5**  El  contrato  ó  pacto,  mediante  el  cual  Viesca  ejercía  el  cargo  de 
Director,  del  art.  i6  de  tos  estatutos  ád  la  Sociedad  Puerto  Mercantil 
de  Cádiz  y  demás  relacionados  con  el  mismo,  existiendo  error  de  hecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba  tal  como  la  definía  el  pirrafo  sé  timo 
del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  toda  vez  que  se  asegu- 
raba que  aparecía  plenamente  probado  por  los  actos  de  los  Consejos,  en 
las  que  no  aparecía  la  firma  de  Viesca,  qne  no  ejerció  el  cargo  de  Di* 
rector  desde  Julio  de  4877,  siendo  así  que  constaban  en  los  antos  los 
testimonios  de  haber  asistido  á  las  sesiones  de  30  de  Marzo,  3  de  Abril, 
5  de  Mayo  y  15  de  Junio  de  1879,  y  que  firmó  las  actas  de  las  mismas 
resultando  además  errores  no  menos  graves  en  la  operación  de  la  prue* 
ba  testifical,  produciendo  la  infracción  de  las  reglas  más  elementales  de 
la  sana  crítica,  entre  ellas,  la  consignada  en  la  ley  32,  tít.  16,  Partida 
3*,  puesto  que  oiá)  de  dos  testigos  de  boana  fama  y  con  conocimiento 
especial  del  asunto  habían  afirmado  la  continuación  de  Vittsca  en  la  Di- 
rección; 

Y  6®  Las  leyes  5»  y  16,  tít.^íí  de  la  Partida  3',  por  la  falta  de  con- 
gruencia, y  la  sentencia,  puesto  que  en  esta  se  declacaba  que  Viesca 
dejó  de  ejercer  en  Julio  de  1877  los  cargos  de  Consejero  y  Director,  y 
le  negaba  par  ello  el  derecho  á  cobrar  los  sueldos  que  reelamabí,  apa- 
reciendo de  la  reconvención  que  los  que  pedía  eran  los  de  los  meses  de 
Abril,  Mayo  y  Jnnio,  incurriendo  en  otro  error  de  hecho  comprendido 
también  en  el&rt.  692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en  una  con- 
tradicción en  sus  términos  imposible  de  sostener,  y  sólo  explicable  por 
haber  prescindido  de  una  parte  de  lo  pedido  por  el  demandado  al  re- 
convenir: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alíx: 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  la  ley  y  doc- 
trina qne  se  invocan  en  los  tres  primeros  motivos  del  recorso,  porque 
el  ciráctpr  de  sustituto  con  que  fué  nombrado  D.  Agustín  de  la  Viesca 
para  suplir  las  ausencias  del  Director  propietario  O.  Joaquín  María 
Bremón  demuestra  que  su  derecho  á  cobrar  el  s  leldo  que  le  estaéa  asig- 
nado no  puede  extenderse  más  que  al  tiempo  en  que  la  sustitución  tu  < 
viera  lugar;  pero  no  á  lodo  aquel  en  que  la  Sociedad  existió  como  sí 
fuera  Director  en  propiedad: 

Considerando  que  sea  el  que  quiera  el  alcance  que  pueda  darse  á 
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1a8i».rta9  de  26  de  lanía  y  5  de  Jalio  da  1877,  aparece  qne  D.  Agastió 
ddJa  Viesoa  nosustitayó  á  D.  Joaqoid  María  Bremón  en  las  cesiones 
delGonaejo  celebradas  desde  el  mes  de  Julio  de  4877  basta  la  extinción 
4e  la  Sociedad,  y  qne  si  bien  es  cierto  que  asistió  á  las  Jontás  genera- 
lea  qne  tavieron  lugar  en  el  mismo  período  de  tiempo,  tagabién  loes 
qu»  lo  verificó  únicamente  como  accionista  qtto  era  de  la  misma  Socie 
A¡Á,  y  por  ello  la  sentencia  recurrida  no  infringe  la  ley  del  contrato, 
ni  incatre  en  el  error  de  hecho  qne  se  invocan  en  el  coarto  y  quinto 
motivo  del  recurso: 

Considerando  qne  D.  Cesáreo  Cerero  reconoció  al  contestar  la  re 
convención  que  D.  Agustín  de  la  Yiesca  ejerció  los  diversos  cargos  que 
desempeñaba  en  la  Sociedad  hasta  fin  de  J^nio  de  1877,  lo  cual  está 
conforme  con  la  carta  qne  en  ^6  del  mismo  mes  y  a&o  escribió  Bremón 
á  Viasea,  siendo  por  lo  tanto  indudable  el  derecho  de  éste  á  percibir  los 
sueldos  correspondientes  á  los  meses  de  Abril,  Mayo  y  Junio,  qne  fue- 
ron objeto  de  la  reconvención,  y  en  tal  concepto  la  sentencia  que  ab- 
saelve  sobre  ese  particalar  incurre  en  el  error  de  hecho  que  se  cita  en 
el  sexto  motivo; 

Fallamos  que  debemos  declaírar  y  declaramos  haber  lugar  al  re< 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Agustín  de  la  Yiesca  en  cuanto 
por  la  sentencia  recurrida  no  se  le  abonan  los  sueldos  devengados  y  no 
satisfechos  correspondientes  á  los  niesos  ¡de  Abril,  Mayo  y  Junio  de 
4877,  en  cuyo  particalar  casamos  y  anulamos  la  mencionada  sentencia 
que  en  30  de  Marzo  de  4882  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Secílla,  y  que  no  ha  lugar  al  expresado  recurso  en  los  demás  motivos  y 
extremos'  que  son  objeto  del  mismo. — (Sentencia  publicada  el  26  de 
£nero  de  1883,  é  inserta  ea  la  Gaceta  de  9  de  Agosto  del  mismo  año.) 

29 

Recurso  de  easaeión  (26  de  Enero  ¿«4883). — Sala  primera.—^ 
tDsFBNSA  POR  POBRE. — ^No  há  logar  al  interpuesto  por  D.  José  Ignacio 
de  Prada  con  D.  Enrique  y  Dona  Amalia  Meruéndano  (And.  de  la  Co- 
ruña),  y  se  resuelve: . 

Que  ha  de  estarte  á  la  apreeiadán  de  las  pruebas  hecha  por  la  Sala 
sentenciadora  respecto  de  los  medios  de  subsistencia  del  que  solicita  la 
defensa  por  pobre. 

En  la  vilia  y  corte  de  Madrid,  á  S6  de  Enero  de  4883,  en  el  inciden* 
te  de  pobreza  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Val- 
deorras  y  en  la  Sala  de  lo  civil  4e  la  Audiencia  de  la  Coruñ^  por  Don 
José  Ignacio  de  Prada  y  Valtíárcel,  propietario^  vecino  del  pueblo  de 
Fervorosa,  con  D.  Enrique  y  Doña  Amalia  Meruéndano  y  García,  pro- 
pietarios, vecinos-de  Yillamtrtín,  y  con  el  Ministerio  fiscal,  pendiente 
en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Luis  Milier  y  BadíUo  y  eV 
Procurador  D.  Pedro  Manget,  en  defensa  y  representación  del  deman- 
dante: no  habiendo  comparecido  la  parte  recurrida: 

Resultando  qne  en  29  de  Octubre  de  4880  dedujo  D.  José  Ignacio  de 
Prada  demanda  de  pobreza  para  litigar  con  Doña  Amalia  y  D.  Enrique 
Meruéndano,  fundado  en  que  car.ecía  de  bienes  qne  ie  produjeran  la 
-cantidad  á  que  ascendía  el  doble  3ornal  de  uq  bracero  en  la  localidad;  y 
-^n  que  no  ejercía  industria  de  ningún  génerp: 

Resultando  que  ei  Promotor  fiscal  se  opuso  á  que  se  concediera  á 
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Prida  dicho  bdnefieio  mienteas  no  justífiGase  los  extramos  «n  ((«e -se^^ 
fundaba^  y  D»  Enrique  y  Doña  Amalia  Meraóndano  se  opusieron  lam- 
bien  á  dicha  demanda  alegando  qoe  por  sentencia  de  17  de  Febrero^ 
de  1979  se  había  ya  negado  á  Prada  el  beneficio  de  pobreza,  y  desde 
dicha  fecha,  lejos  de  empeorar  sa  fortuna,  había  mejorado  á  jusgtr 
por  su  traje  y  modo  de  vivir;  qoe  según  se  acreditaba  con  la  certifica- 
ci6n  que  presentaban  del  Secretario  del  Ayuntamienso  de  Yillamartín^ 
figuraba  Pr&da  en  el  amillaramiento  con  nn  líquido  imponible  de  219 
pesetas,  pagando  de  territorial  por  cupo  y  recargos  52  pesetas  80  cén- 
timos, que  además  poseía  una  mina  de  cobre  denominada  de  Sania 
Sofía  por  la  que  pap;aba  al  Estado  nn  canon  de  SO  pesetas  anuales; 
que  tenia  casa  propia  en  el  pueblo  de  Fervorosa,  y  pagaba,  además, 
nn  pupilafe  en  la  cabeza  de  partido  de  8  reales  cuando  menos,  y  que 
los  bienes  que  en  la  actualidad  poseía  le  daban  un  producto  líquido  do 
unas  cuatro  pesetas  diarias: 

Resultando  que  practicadas  pruebas  por  ambas  partes,  y  sustan- 
ciado el  incidente  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  revocatoria  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  en  8  de  Mayo  último,  decla- 
rando no  haber  lugar  á  conceder  á  D.  José  Ignacio  de  Prad*  el  benefi- 
cio de  pobreza,  con  imposición  de  las  costas  y  obligación  de  reintegrar^ 
el  papel  de  pobre  usado  en  los  autos: 

Resultando  que  D.  losé  Ignacio  de  Prada  interpuso  contra  dicha 
sentencia  recurso  de  casación,  citando  como  infringido  el  núm.  5^  del 
artículo  45  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porqne  habiendo  v endtdo- 
el  recurrente  parte  de  sus  bienes,  habiéndosele  embargado  judicial* 
mente  otra  parte,  y  no  ejerciendo  industria,  oficio  ni  profesión,  carece 
absolutamente  de  bienes,  y  ha  debido  por  tanto  ser  declarado  pobre: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  1).  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  el  art.  15  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  su  núm.  2*  citado  en  el  único  fonda- 
menta  del  recurso,  puesto  que  se  establece  por  baee  del  razonamiento 
que  D.  José  Ignacio  Prada,  á  la  circunstancia  de  no  ejercer  industria, 
oficio  ni  profesión,  reúne  la  de  carecer  absolutamente  de  bienes  por 
haber  vendido  parte  de  ellos  y  tener  otros  embargados,  y  esto  se  halla 
en  contradicción  con  el  jaicio  qoe  ba  merecido  á  la  Sala  sentenciadora 
el  resoltado  de  las  pruebas  practicadas,  cuya  apreciación  es  la  quo 
debe  prevalecer  por  no  haber  sido  impugnada  en  la  íorma  que  pres-- 
, cribe  el  art.  1692  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  so  nú- 
mero T; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Ignacio  de  Prada  y  Valcár- 
cel,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia, 
de  la  Coruña  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del 
apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  26  de  Enero- 
de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  9  de  Agosto  del  mismo  afio.) 

30 

Recurso  de  easaeMn  (27  de  Enero  de  h^^Z^-^Sala  prinera, — 
Paoo  os  GANTioAD^Ha  lo^ar  al  interpuesto  por  la  Comisión  de  acree- 
dores de  D.  Nicolás  Olaguibel  con  D.  Tomás  de  Libarona  (Audiencia 
de  Burgos),  y  se  resuelve: 
1^  Q»^  no  habiéndose  planteada  y  discutido  en  el  pleito  la  cuestión^ 
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A  que  pudieran  ser  úplieables  loe  ariiimlúe  H 1 4  y  IHS  M*  Códiffo  de/ 
tomereio,  no  pueden  eiiarse  éstoe  como  infringid^e  por  la  sentencia. 

t^  Que  elari,  h{%{^  de  dicho  Código,  que  determina  que  aprimado 
el  convenio  será  obligatoria  para  todos  los  acreedores,  ha  de  entenderse 
combinado  con  el  art.  1155,  según  el  cual  los  convenios  no  perjudican 
á  los  acreedores  hipotecarios  que  se  hayan  abstenido  de  tomar  parte  en 
la  Junta  en  que  se  hubiesen  acordado: 

S^  Que  conforme  Á  los  articulas  USO  y  \\t\  del  Código  de  Comer- 
eio^  cuando  los  acreedores  hipotecarios  no  quedasen  cubiertos  de  sus 
créditos  con  los  bienes  que  les  estuviesen  respectivamente  hipotecados^ 
serán  considerados  en  cuanto  al  excedente  como  acreedores  escritura- 
rios y  figurarán  entre  estos  después  de  los  hipotecarios  en  el  lugar  que 
les  corresponda  por  la  fecha  de  sus  títulos; 

74*  ^0  no /alta  á  la  congruencia  prevenida  por  la  ley  16,  til,  22, 
Partida  3*,  el,  fallo  que  accede  sustaneialmente  á  lo  pedido  por  la  par- 
te  acíora,  aunque  sus  palabras  no  sean  idénticas  á  las  empleadas  en  la 
demanda,  ó  declare  la  legitimidad  del  derecho  controvertido  con  loe  mo- 
dijícaeiónes  y  restricciones  que  á  este  mismo  derecho  imponen  las  leyese 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Enero  de  1863,  en  el  pleito 
segaido  en  el  Juzgado  de  primeca  instancia  de  Bilbao  y  en  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Tomás  de  Libarona  y  Martí- 
nez, propietario,  con  D.  José  Luis  de  Basterra,  marino  retirado,  D.  Lú- 
eas Oliara  ó  Isla,  comerciante,  y  D.  Pedro  de  Echevarría  y  Goiró,  Abo- 
§ado,  en  el  concepto  de  representantes  de  los  acreedores  de  la  quiebra 
e  D.  Nicolás  Olaguibel,  vecmos  todos  de  Bilbao,  sobre  pago  de  canli 
dad,  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  la  indicada  comisión  de 
acreedores  demandada,  y  en  su  representación  por  el  Procurador  Don 
Francisco  Quintín  Fernández,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  An* 
tonio  Maura,  habiendo  sido  defendida  y  representada  la  parte  recorri- 
da por  el  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Rios  y  el>  Procorador  D.  Daniel 
Dose: 

Resultando  que  D.  Nicolás  de  Olagoivel  se  obligó  por  escritura  de 
1®  ^e  Junio  de  486§  á  pagar  á  D.  Clemente  de  Unandía  y  á  D.  Joan 
Clemente  de  Artera,  como  testamentarios  de  D.  Juan  Tomás  de  Liba- 
rona 80.000  pesetas  que  le  entregaron  en  préstamos  por  término  de 
dos  años,  al  interés  de  5  por  100.  con  hipoteca  de  la  casa  y  perteneci- 
dos llamada  Puerta  Otomana,  radicante  en  la  ribera  de  Oblaga  y  la  ca- 
sería titulada  Elorrieta;  préstamo  que  se  aumentó  á  84.000  pesetas  por 
escritura  de  1*  de  Julio  de  1871,  y  que  fué  prorrogada  por  dos  años 
en  tS  de  Junio  de  1873  por  D.  Juan  Clemente  de  Artara,  como  único 
testamentario  de  D.  Joan  Tomás  de  Libarona,  reduciendo  er  interés 
al  4  por  100  anual: 

Resultando  que  el  referido  testamentario  en  concepto  va  de  tutor  y 
curador  de  D.  Tomás  y  D.  Julián  Libarona,  hijos  del  difunto  D.  Joan 
Tomás,  entabló  demanda  ejecutiva  en  4  de  Julio  de  187^  para  pago  del 
referido  crédito,  y  despachada  ejecución  y  dictada  sentencia  de  remate 
se  procedió  á  la  venta  de  las  fincas  hipotecadas*  que  sólo  prodojeron 
en  junto  52.422  pesetas  y  67  céntimos,  resultando  un  déficit  para  el 
-pago  total  del  crédito  de  41.257  pesetas  10  céntimos,  del  cual  se  adju- 
dicaron  á  D.  Tomás  Libarona  23.263  pesetas  91  céntimos,  y  el  resto  á 
su  hermano  D.  Julián: 

Resultando  que  en  13  de  Julio  de  1876  se  presentó  en  quiebra  Don 
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Nieotás  de  Olagaivel,  comprendiendo  *6a  el  estado  de  sus  acreedores 
preferentes  con  obligaciones  hipotecarias  á  los  testamentarios  de  Lil>a- 
rona  por  320.600,  y  en  ta  primera  jtinta  que  se  celebró  en  41  de  Agos- 
to, propaso  pagar  á  los  acreedores  el  60  por  400  de  sas  créditos  en  tres 
años,  convenio  que  fnó  aceptado  por  la  mayoría  y  aprobado  por  sen- 
tencia del  Jnes  de  primera  instancia  de  t  de  Noviembre  de  1876,  qoe 
cansó  ejecutoria: 

Resultando  qué  no  siendo  posible  á  D.  Nicolás  Olaguivel  satisfacer 
el  primer  plaEo  á  que  se  había  obligado,  convocó  á  sus  acreedores  á 
una  junta  extrajudicial  que  tuvo  lugar  en  SO  de  Mayo  de  1879,  en  la 
cual  acordaron  nombrar  una  comisión  de  cinco  para  proponer  la  reso- 
lución más  eonteniente  y  elevarla  á  escritura  pública,  y  en  21  de  Julio 
siguiente  la  otorgaron,  pactando  que  D.  Nicolás  de  Olaguivel  daba  en 
pago  áe  sus  deodas  á  los*  ttefeedores  comunes  todos  los  bienes  raices 
que  no  se  hubieran  vendido  judicialmente,  y  todos  los  derechos  cois* 
prendidos  en  el  balance  que  acompañó  á  la  declaración  en  quiebra,  y 
en  el  que  presentó  á  la  junta  extrajudicial  de  20  de  Mayo,  excepto  los 
que  determinó,  estableciéndose  en  la  condición  3*  que  los  acreedores 
comunes  á  quienes  se  hacía  dación  en  pago  satisfarían  á  los  acreedores 
hipotecarios  ó  privilegiados  de  cualquier  clase  que  tuviera  D.  Nicolás, 
con  anterioridad  á  su  presentación  en  quiebra  y  se  hallasen  incluidos 
ó  indicados  en  los  balances,  el  importe  de  sus  respectivos  créditos;  y 
que  los  mismos  acreedores  continuarían  ó  determinarían  como  les  pa* 
reciera  las  cuestiones  pendientes  por  créditos  ó  reclamaciones  contra 
D.  Nicolás  anteriores  á  la  deéiaración  en  quiebra,  y  las  que  en  lo  suce- 
sivo pudiera  promover  cualquier  acreedor  reconocido  como  tal  en  los 
balances  presentados  á  los  acreedores,  quedando  por  consiguiente  Don 
Nicolás  libre  y  exento  de  toda  responsabilidad  por  dichos  créditos  y 
cuestiones: 

Resultando  que  reñfiendo  todos  estos  antecedentes  dedujo  D.  To- 
más Libarona  en  30 dé  Junio  de  i88t,  la  demanda  objeto  de  estos  antos 
contra  D.  Pedro  Echevaría,  D.  Luis  Basterra  y  D.  Lucas  Ollara,  en  con- 
cepto de  comisionados  de  los  acreedores  de  D.  Nicolás  de  Olaguivel, 
para  el  pago  de  la  cantidad  de  23.253  pesetas,  intereses  y  costas,  im-- 
porte  de  la  adjudicación  que  se  le  había  hecho  en  la  testamentaría  de 
j&tL  difunto  padre  del  déficit  del  citado  crédito,  alegando  en  apoyo  de 
su  pretensión  que  no  habiendo  tomado  parte  alguna  en  los  convenios 
que  Olaguivel  celebró  con  los  acreedores,  conservaba  intactos  sus  de- 
rechos y  tenía  qne' ejercitarlos  contra  los  que  voluntariamente  se  ha- 
ban  subrogado  en  las  obligaciones  del  quebrado,  y  que  el  crédito  hi- 
potecario no  se  extinguía,  porque  el  importe  de  las  fincas  no  hubiera 
bastado  para  cubrir  toda  la  deuda,  paesto  que  al  acreedor  de  esta  ciase 
privilegiado  le  quedaba  el  derecho  de  repetir  contra  los  demás  bienes 
del  deudor: 

Resultando  que  los  comisionados  de  los  acreedores  de  D.  Nicolás  de 
Olaguivel  impugnaron  la  demanda,  alegando  que  la  acción  real  hipo- 
teearia  se  extinguía  natural  y  necesariamente  cuando  vendida  la  finca 

gravada  se  consumía  todo  su  valor  en  pagar  la  deuda  garantida  por  la 
ipoteca;  que  extinguido  de  este  modo  el  carácter  hipotecario,  la  parte 
de  crédito  que  hubiera  quedado  sin  cobrar  tenía  que  estar  sometida  á 
los  convenios  judiciales  á  ^ue  se  sometían  todos  los  demás  acreedores 
qoe  no  eran  dé  dominio  ni  hipotecarios;  y  que  en  su  consecuencia  si 
D.  Tomás  de  Ltbarona  no  qoeríá  adoptar  el  último  convenio  extrajo- 
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dlcial  celebrado  entre  Olagnivel  y  sqs  acreedores  eomnneSrSáloipt^dria 
reclamar  de  qdos  ú  otros  el  50  por  400  de  so  déficit: 

Resultando  que  el  demandante  sostuvo  al  replicar  que  .era  acreedor 
privilegiado  puesto  que  lo  era  hipoteeario  cuando  Olagnivel  se  declaró 
en  quiebra  y  celebró  el  convenio,  absteniéndose  de  tomar  parte  en  él  y 
conservando  por  eonsiguiente  incólumes  de  todos  sus  derechos  sin  que- 
dar en  manera  alguna  ligado  á  lo  convenido: 

'  Resultando  que  la  comisión  de  acreedores,  sostuvo á  su  vez  que  el 
convenio  fué  celebrado  con  toda  clase  de  aquéllos^  y  que  ana  cuando 
se  prescindiera  de  la  dación  en  pago,  el  demandante  no  tendría  aeción 
hipotecaria,  porque  las  fincas  habían  sido  ya  enajenadas,  y  sólo  podría 
utilizar  la  personal  por  la  cuantía* determinada  del  convenio»  ó  fuera 
por  el  60  por  400  de  su  crédito: ' 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  ioitancía  dictó  sentencia,  y  ape- 
lada por  el  demandwate,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos 
la  revocó»  en  16  de  Junto  de  ISSS^  declarando  que  O»  Tomás  de  Libaro- 
na  tiene  derecho  i  cobrar  su  crédito  de  los  bienes  que  D..  Nicolás  de 
Olaguivel  cedió  á  sus  acreedores  comunes,  coa  preferencia  á  éstos; 
condenando  en  su  consecuencia  á  los  demandados  como  individuos  de 
la  comisión  de  dichos  acreedores,  á  pagar  á  D.  Tomás» Libarona  con  los 
bienes  cedidos  por  el  deudor  las  23.S53  pesetM  que,  le  reclamaba,  con 
preferencia  á  los  acreedores  comunes  y  con  la  antelación .  enira  loe  es- 
criturarios que  le  diera  la  prioridad  en  tiempo  de  la  eacisitura  de  que  se 
había  hecho  indicación,  con  más  loa  intereses  correspondientes  á  razón 
de  un  5  por  100  que  parecía  ser  el  pactado  en  la  ^critura  que  laé  hi> 
|)otecaria;  sin  hacer  especial  condenación  de  costas:  •         i 

Resultando  que  los  comisionados  de  los  acceedorea  de  D.  Nicolás 
Olagfiivel  interpusieron  recurso  áa  casacióav|K>r  haborse  infringido  á 
siK juicio:  . 

1^  En  cuanto  la  sentencia  estimaba  la  demanda  de  Libarona  y  con  - 
denaba  á  la  comisión  recurrente  al  pago  de  la  cantidad  demandada,  el 
art.  ti 20  del  Código  de  Comercio,  según  el  ouar  Libarona  no  podía 
optar  á  más  Yenta)as  y  preeminencias  que  laa  reconocidas  por  la  ley  á 
los  acreedores  escriturarios;  los  artículos  .1114,'114á  ¡y  i  160,  que  de- 
finen la  condición  de  los  acreedores  que  se  mantienen  morosos  ó  extra- 
ños y  apartados  de  la  quiebra;  el  convenio  judicialmente  aprobado  y  el 
1455,  que  define  la  excepcional  facultad  ceneedida  solamente  á  los  hi- 
potecarios á  los  que  ostentan  título  de  dominio»,  no  obaiante  lo  caal  Li- 
barona no  ha  sido  tratado  por  la  Sala  sentenciadora  con  respecto  á  los 
convenios,  como  si  el  descubierto  sobre  que  recae  el  pleito  del  día 
fuere  un  crédito  hipotecario  y  el  convenio  de  Olaguivel  con  los  acree- 
dores, á  quienes  representa  la  comisión  recurrente  celebrado  en  30  de 
ionio  de  1879,  y  el  art.  1145  del  Código,  puesto  qne  condena  á  los  de- 
mandados á  satisfacer  una  cantidad  á  cuyo  pago  no  se  comprometie- 
ron, porque  el  crédito  reclamado  en  el  pleito  del  día  no .  es  hipotecario 
ni  privilegiado;  y  cuando  esto  fnese,  qne  no  era,  se  habría  infringido 
la  regla  de  interpretación,  según  la  cual  deba  estarse  cuando  baya 
duda  á  lo  más  favorable  para  el  deudor: 

V  En  cuanto  el  fallo  establecía  la  prefergneia  y  ¡a  antelación  con 
que  la  cantidad  por  Libarona  reclamada  debía  ser  satisfecha,  la  ley  46, 
tít.  22,  P8rtida3%  con  lo  cual  incurría  en  los  vicios  2^  y  3®  del  articu- 
lo 4692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  no  guardaba  la 
debida  congruencia  con  la*  demanda  y  otorga  más  de  lo  pedido  y  ven- 
tilado en  el  pleito: 
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3*  En  cnanto  la  sentencia  ordenaba  á  los  demandados  al  pago  de  in- 
tereses sobre  las  S3.S53  pesetas  que  reclamaba  Libarona,  el  art.  7^' de 
la  ley  de  U  de  Marso  de  1856,  puesto  qne  constaba  plenamente  que' 
•gran  porción  de  aquella  cantidad  estaba  formada  por  intereses  del  prés« 
tamo  hecbo  á  Oiagnivel  por  el  cansante  de  Libarona; 

T  4®  En  cnanto  la  sentencia  fija  en  el  5  por  fOO;  qne  dice  qne  parece 
ser  el  tipo  convenido,  el  interés  qne  han  de  satisfacer  los  demandados, 
la  ley  del  contrato  obligatorio  para  el  actor,  pnesto  qne  según  el  he- 
cho 3^  de  la  contestación  á  la  demanda,-  el  considerando  primero  de  hi 
sentencia  y  la  misma  liquidación  general  de  donde  resultaba  el  déficit 
reclamado,  y  qne  constituía  por  tanto  la  base  de  la  demanda,  el  inte- 
rés del  préstamo  había  quedado  redosido  al  4  por  100  anual  en  virtud 
de  la  escritura  de  18  de  Junio  de  1873: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Tifias: 

Considerando  que  no  se  ha  planteado  y  discutido  en  el  pleito  la 
Qnestión  á  que  pudieran  ser  apticabtes  los  artículos  lili  y  IHSdél 
Código  de  Comercio,  y  qne  su  art.  1160,  que  determina  que  aprobado 
el  Conyenio  será  obligatorio  para  todos  los  acreedores,  ha  de  entender- 
se combinado  con  el  art.  1155,  según  el  cual  los  convenios  no  perjudi- 
can á  los  acreedores  hipotecarios  qne  se  hayan  abstenido  de  tomar  par- 
te en  la  junta  en  que  se  hubiese  acordado: 

Considerando  que  el  demandante  hoy  recurrido  conservaba  su  ca- 
lidad de  acreedor  hipotecario,  cuando  en  7  de  Junio  de  1879,  ios  acree- 
dores comones  recurrentes  aceptaron  en  pago  todos  los  hiedes  raíces 
del  quebrado  que  no  se  hubiesen  vendido  judicialmente;  en  cuyo  caso 
se  hallaban  los  ejecutados  por  Libarona,  con  obligación  dé  pagar  él 
importe  de  sus  créditos  á  los  acreedores  privilegiados  de  todas  clases 
que  como  éste  fuesen  anteriores  á  la  presentación  en  quiebra  y  figura- 
sen en  la  relación  y  balances  con  que  el  deudor  común  la  prjBparó;  f 
por  consecuencia  cualquiera  qne  sea  el  carácter  del  crédito  de  Libaro- 
na por  el  resto  no  cobrado  en  la  ejecución,  los  recurrentes  están  en  él 
deber  de  satisfacerlo  en  los  términos  de  dicho  convenio: 

Considerando  ^ne  conforme  á  los  artieolos  1190  y  1191  deleitado 
Código  de  Comercio,  cuando  los  acreedores  hipotecarios  no  quedasen 
cubiertos  de  sus  créditos  con  los  bienes  que  les  estuviesen  respectiva- 
mente hipotecados,  serán  considerados  en  cnanto  al  excedente  como 
acreedores  escritnrarios  y  figurarán  entre  éstos  después  de  loa  hipote- 
carios en  el  lugar  qne  Jes  corresponda  por  la  fecha  de  sus  títulos: 

Considerando  que  no  falta  á  la  congruencia  prevenida  por  la  ley  16, 
tít.  99,  Partida  3*  el  fallo  qne  accede  sustancialmente  á  lo  pedido  por 
la  parte  actora,  aunque  sus  palabras  no  sean  idénticas  á  las  empleadas 
en  la  demanda,  ó  declare  la  legitimidad  del  derecho  controvertido  con 
las  modificaciones  y  restricciones  que  á  este  mismo  derecho  imponen 
las  leyes,  como  sucede  en  el  caso  de  autos  en  que  la  sentencia,  al  colo- 
car á  Libarona  entre  Iss  acreedores  escriturarios,  no  se  concede  el  de- 
recho de  cobrar  sino  en  el  lugar  qne  le  señale  la  fecha  de  su  título  en- 
tre los  demás  de  so  clase: 

Considerando  qne  la  cantidad  que  produjeron  en  renta  los  bienes 
hipotecados  á  Libarona  ha  debido  aplicarse  primeramente  al  pago  do 
ios  intereses  vencidos  y  no  satisfechos,  y  el  sobrante  á  la  amortización 
4el  capital  prestado,  y  que  por  consiguiente  el  descubierto  en  que  se 
encuentra  y  deben  pagarle  los  recurrentes,  subrogados  en  logai  de 
Olaguivel  por  virtud  del  convenio  de  7  de  Julio  de  1879,  procede  del 
capital  totalmente  y  no  también  de  réditos  acumulados: 
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Considftrando,  finalmente,  qno  apoyada  la  sentencia  en  las  eoaeide- 
raeioncí^  legales  expuestas,  no  infringe  las  leyes  citadas  en  los  moti- 

Considerando  one  annqne  por  las  escrituras  de  préstamo  de  i^  de 
Jonio  de  4869  y  i^  de  Jalio  de  4870  ee  fijó  en  5  por  100  el  interés  qoe 
Olagnivel  debía  satisfacer,  se  redujo  al  4  por  400  en  la  de  48  de  Junio 
de  4873,  en  que  se  le  concedió  una  prórroga  para  el  pago;  y  no  ha- 
biendo tenido  esta  novación  en  cuenta  la  Bala  sentenciadora,  infringe 
la  ley  del  contrato  al  condener  i  los  recurrentes  á  pagar  el  interés  pri- 
meramente estipulado; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  la  comisión  de  acreedores  de  D.  Nicolás 
Olagoivel  respecto  al  cuarto  motivo  en  qoe  se  funda,  y  que  no  ha  lu- 
gar en  cuanto  á  los  demás  alegados;  y  en  su  consecuencia,  casamos  y 
auolamos  la  sentencia  que  en  16  de  Junio  de  488t  dictó  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  únicamente  en  la  parte  en  que  conde- 
na á  los  demandados,  boy  recyurrentea,  á  pagar  á  Libarona  el  t  por  400 
de  interés  del  crédito  reclamado. — (Seutencia  publicada  el  27  de  Enero 
^e  1883,  é  inserta  en  la  Oaceia  da  9  de  Agosto  del  mismo  año.) 

31 

Recnrsa  die  easaeién  (27  de  Enero  de  4883).— jS'a^a  tereera.-^ 
TnRCsaíA  na  v^oa  dxrbgho.— No  se  admite  el  interpuesto  por  Doika 
Martina  Careaga  con  la  raaón  social  Uriarte  y  Gorocica  (Audiencia  de 
Burgos),  y  se  resuelve: 

Que  con  arreglo  á  los  articulos  4689  y  4690  ie  h  ley  de  Snjnieia" 
miento  eitil,  habrá  lugar  al  recurso  de  casación  por'infracci^n  de  ley 
contra  loe  sentencias  definiiivas  y  las  que  recayendo  sobre  un  incideníe 
4  articulo  pongan  término  al  pleito  haciendo  imposible sn  continuación* 

Resultando  que  anunciada  la  venta  de  unas  fincas  con  motivo  del 
iaíeio  ejecutivo,  seguido  por  la  ratón  social  Uriarte  y  Gorocica  contra 
la  Sociedad  en  liquidación  A.  de  Zarraza  y  socio,  dedujo  Doña  Martina 
'de  Careaga  demanda  de  tercería  de  mejor  derecho  para  el  cobro  de 
cierto  crédito  con  el  producto  que  dieran  en  venta  los  bienei  embar- 
^adoa,  fundada  en  que  no  habían  podido  otorgarse  legalmente  las  es- 
critoras que  habían  servido  de  bue  á  la  ejecución: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  la  parte  ejecutante,  pidió  re- 
forma y  que  se  ordenara  que  siguiera  el  procedimiento  ejecutivo,  sin 
:perjtticio  de  la  reclamación  de  nulidad  por  parte  de  Doña  Martina  Ca- 
reaga; y  que  negada  su  pretensión  é  interpuesta  ^apelación,  la  Sa*a  de 
locivii  de  la  Audiencia  ae  Burgos  la  estimó  en  sentencia  de  S5  de  Oo- 
lobre  del  año  último,  declarando  que  no  procedía  la  suspensión  del 
firocedimiento  ejecutivo,  mandando  en  su  consecuenciu  que  siguiera 
an  oportuno  curso,  sin  perjuicio  de  qoe  Doña  Martina  de  Careaga  pu- 
diera pedir  en  juicio  ordinario  cuanto  á  su  derecho  interesare; 

T  resultando  que  Doña  Martina  Careaga  ha  interpuesto  contra  esta 
/sentencia  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley:  « 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joan  Ignacio  de  Morales: 

Considerando  que  con  arreglo  á  los  artículos  4689  y  4690  de  la  ley 
«de  Enjuiciamiento  civil,  habrá  logar  al  recurso  de  casación  por  infrac- 
!4eión  de  ley  contra  las  sentencias  definitivas  y  las  que  recayendo  sobre 
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tiD  incidente  ó  artículo  pongan  término  )il  pleito  baci«iido  im^poeible^ 
sa  continuación; 

^    Y  considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  imposibilita  láieaik- 
tin nación  de  la  demanda  propaesta  por  Doña  Martina  Gareaga; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Dona  Martina  Careagá,  á  quien  se  condena  en  las  costas:  líbrese  á«)a 
-Audiencia  de  Burgos  la  certificación  correspondiente,  coa  dearolacióa 
<l6l  apuntamiento  que  ba  remitido,  y  publíquese  este  auto  en  la  forma 
prevenida  por  la  ley.— (Sentencia  publicada  el  ti  de  Enero  de  1^3,  ó 
inserta  en  la  Gaceta  de  22  de  Mayo  del  mismo  año.) 

.        •  •       •  '32  -„.'., 

itecarso  de  casacián  en  la  forma  (27  di^  Enero  de  1883^).— 
t)É8AHUGio.— No  ha  logar  a)  interpuesto  por  Dona  Juana  Gatiórreí  San- 
tos con  D.  Julián  Graceii  Ramos  (Juzgado  de  Zamora),  y  se  resuelve: 
'  Q,úe  no  existe  falta  de  personalidad  en  el  depasUario  judicial  auto- 
tizado  para  ejercer  la  acción  de  desahucio  de  fincas  y  casas  perteneeien- 
tes  á  un  aUntestato,  teniendo  además  adquirüa  la  posesión  judicial  de 
dichas  casas  en  el  concepto  de  que  se  trata^  sin  que  ejecutoriamente  se 
hubiera  resuelto  nada  en  contrario^ 

Én  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Enero  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebraata- 
miento  de  forma,  seguido  en  el  JuEgado  munioifial  de  Zamora  y  en  el 
de  primera  instancia  de  la  misma  ciudad  por  D.  Julián  Gracoli  Ramos 
como  administrador  y*  depositario  judicial  de  los  bienes  deiabintestaio^ 
de  p.  Demetrio  Gutiérrez  Santos,  representado  por  el  Procurador  Dtm 
Luis  Lumbreras,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Francisco  B^ñares^ 
con  Doña  Juana  Gutiérrez  Santos,  y  en  su  nombre  el  Procarador  Don 
*Jo8é  Cirilo  Díaz,  dirigido  por  el  Licenciado  D*  Rafael  G.  de  la  GrtiSj  so- 
bre desahucio  de  una  casa: 

Resultando  que  por  fallecimiento  en  la  ciudad  de  Zan^ra  el  día  S6 
de  Agosto  de  i866  de  D«  José  Gutiérrez  Galván,  se  practicó  entre^us 
ues  hijos  D.  Demetrio,  Doña  Juana  y  D.  Francisco  Gutiérrez  Santos  la 
partición  de  suá  bienes,  adjudicándose  á  D.  Demetrio  en  pago  d»aa  le- 
gitima paterna  una  casa  en  la  ciudad  de  Zamora  y  su  calle  de  la  Reiaa,. 
núm.  6,  tasada  en  48.333  rs.;  y  otra  easa  en  la  calle  de  las  Lonjas,  nú- 
mero 8,  lindante  con  la  anterior  y  valuada  en  48.333  rs.: 

Resultando  que  en  5  de  Diciembre  de  i878  falleció  sin  testamento 
D.  Demetrio  Gutiérrez  Santos,  vecino  do  esta  cortCi  y  promovidoea  el 
Juzgado  de  prirñera  instancia  del  distrito  de  Bnenavista  de  la  miama 
por  su  hermana  Doña  Juana  Gutiérrez  Santos  y  por  el  curador  (mí  ¿tíiim^ 
dé  su  sobrino  el  menor  D.  Leonardo  Gutiérrez  y  Yallecillo  el  juicio *de 
abíntestáto,  se  personó  en  él  el  Conde  de  Puñonrostro  como  acreedor 
del  difunto  solicitando  la  intervención  de  los  bienes  y  la  entrega  de  ^os 
granos  y  metálico  qué  existiesen  todavía  en  su  poder  como  administra- 
dor que  había  sido  de  los  bienes  del  Conde  en  Zamora,  donde  {allecié: 

Resultando  que  acordada  la  intervención  en  auto  de  17  de  abril 
da  1879,  se  libró  exhorto  al  Juez  de  aquella  eiádad,  donde  tenía  tam- 
bién su  vecindad  Doña  Juana  Gutiérrez^  y  se  procedió  á  la  intervención, 
inventario  y  depósito  de  los  bienes  que  se  consideraron  como  de  la  pro- 
piedad del  difunto,  entre  los  cuales  se  compreadiió  una  rasa  en  la.calle 
de  la  Reina,  núm.  6,  y  otra  en  la  calle  de  las  Lonjas^  niksm.  8,  nombran- 
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cioia  depofiitario  á  D«  Xalián  Graeeli  Ramoi,  representante  del  Conde  de 
Pofionrostro,  y  declarando  Doña  Jaana  Gutiérrez  Santos  que  no  cono* 
«íft  otros  bienes  correspondientes  á  sa  hermano: 

Resaltando  que  el  Jaez  de  esta  corte  que  conocía  del  abintestato,  á 
birlad  de  pretensión  del  Conde  de  Pnñonrostro,  tuvo  por  auto  de  16  de 
Mayo  de  4881  como  tal  depositario  judicial  á  D.  Jolián  Graeeli  Ramos^ 
autorizándole  en  forma  legal  para  arrendar,  desahnciar,  percibir  ren- 
tas, reclamar  débitos,  pagar  contribuciones,  hacer  los  gastos  indispen  - 
sables  para  la  conservación  de  los  bienes,  y  gestionar  privadamente  y 
ante  los  tribunales  todo  cnanto  condujera  á  su  buena  administración, 
mandando  para  que  fuera  asi  considerado  y  se  le  diera  á  conocer  en  tal 
concepto  á  cuantas  personas  fuera  necesario  que  se  librara  el  oportuno 
exhorto  a)  Inzgado  de  Zamora,  y  que  librado  en  efecto  al  Juez  de  Za- 
mora, lo  aceptó  y  mandó  ejecutar  cuanto  en  él  se  intoresaba: 
i-  Resaltando  que  etf  H  de  Julio  de  1881  D.  Julián  Graeeli  Ramos,  en 
con<iepto  de  depositario  y  administrador  judíciai  de  los  bienes  pertene* 
cientes  al  abintestato  de  D.  Demetrio  Gutiérrez  Santos,  dedujo  deman- 
da en  el  Juzgado  municipal  de  Zamora  contra  Doña  Juana  Gutiérrez 
Santos  para  que  desalojase  la  casa  que  habitaba  en  la  calle  de  la  Reina, 
núm.  6,  por  la  cual  no  pagaba  renta  ni  merced  alguna,  y  de  la  que  se 
había  hecho  csirgo  el  demandante  como  perteneciente  al  abintestato, 
habiendo  precedido  el  aviso  previo  que  prevenía  la  ley  y  que  conátaba 
en  el  acto  de  conciliación  que  habían  celebrado  sin  avenencia;  y  que 
sustanciado  el  juicio  y  diitada  sentencia  por  el  Juez  municipal  estiman- 
éo  el  desahucio,  el  de  primera  instancia  la  revocó  en  i7  da  Agosto  de 
dicho  año,  declarando  que  no  tenía  personalidad  el  demandante  para 
deducir  dicha  acción,  y  absolviendo' por  tanto  á  Qoña  Juana. Gutiérrez 
Santos;  estableciendo  para  ello,  entre  otros  fundamentos,  que  la  auto- 
rizaeióA  concedida  por  el  Juez  del  abintestato  al  depositario  admlnis- 
tradbrse  limitaba  á  desahuciar  á  los  colones  é  inquilirios.y  no  se  había 
indicada  que  fuera  lo  uno  ni  lo  otro  lademanda,  sino  que  se  decía  que 
llevabaj  la  finca  en  precario,  y  que  además  sería  preciso  justificar  que 
na  había  habido  declaración  de  heredero  ó  la  intervención  en  el  abin- 
testato  del  Ministerio  público: 

Resultando  que  en  23  de  Diciembre  del  mismo  año  488racudió  el 
Conde  de  Puñx>nrostro  al  Juzgado  de  esta  corte  para  que  se  ampliara  el 
exhorto  lilM^ado  anteriormente,  á  fin  de  que  se  cumpliera  y  ejecutara 
en' lodos  y  cada  uno  de  sus  extremos,  siendo  extensivo^  á  que  el  depo 
¡sitarlo  se  ifH^autara  con  arreglo  á  derecho,  ejercitando  la  acción  de  de- 
sahucio de  cualquiera  finca  que  perteneciendo  al  abintestato  fuera  lie* 
vada  en  precario  ó  bajo  cualquier  otro  concepto,  y  especialmente  de  la 
casa  Düm.  6  de  la  calle  de  la  Reina  f  so  accesoria  de  las  Lonjas,  núme  - 
ro  8,  toda  vez  que  no  había  todavía  heredero  judicialmente  declarado: 

Resultando  que  el  Juez  lo  estimó  así  denegando  á  Doña  Juana  Gu- 
tiérrez la  reforma  que  solicitó,  y  que  librado  el  exhorto  que  se  mandó 
cumplir^  se  requirió  á  Doña  Juana  Gutiérrez  para  que  reconocieran 
D/Julián  Graeeli  como  depositario  judidal  de  los  bienes;  y  enterada; 
protestó  contra  el  nombramiento,  porque  tenía  pedida.su  revocación, 
y  porque  habiéndose  terminado  el  abintestato  con  la  declaración  de  he- 
rederos,  no  tenía  ya  validez;  y  habiéndose  dsjdo  'posesión  á  Don  Julián 
Graoéli  de  la  citada  casa  y  su  accesoria.  Doña  Juana  Gutiérrez  repro- 
dujo la  protesta;  añadiendo  respecto  á  la  posesión,  que  aquella  no  per- 
tenecía á  le  testamentaria  de  D.  Demetrio,  sino  á  la  de  su  padre  D.  José 
Gutiérrez,  por  todo  lo  cual  no  se  conformaba  ni  la  consenUa: 
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^  RatüHandé  que  en  7  de  Febrero  de  188S  el  laei  del  distrito  de  Boe*^ 
naTísta  de  esta  Corte  declaró,  con  la  calidad  de  sin  perjuicioy  herede* 
ros  por  iguales  partes  de  D.  Demetrio  Gatierres  Santos  á  sa  hermfiia. 
Doña  Juana  y  á  su  sobrino  D.  Leonardo  Gutiérrez,  en  representación 
úe  su  difunto  padre  D.  Jnan,  teniendo  por  aceptada  la  berencia  á  bene- 
ficio inyenurio;  y  qoe  por  otro  auto  de  iO  de  Mano  siguiente  dejó  si- 
afecto  el  nombramteoto  de  depositario  y  administrador  judicial  de  los 
bienes  de  la  testamentaria  con  que  venía  Agorando  D.  ialién  Graceií 
Ramos,  y  convocó  á  junta  á  todos  los  interesados  .para  qne  se  pnsleraa 
de  acuerdo  sobre  el  nombramiento  de  depositario  y  administrador: 

Resultando  qoe  verificada  la  jonta^  en  la  qoe  Doña  Juana  Crutié» 
rrec  Santos  pretendió  se  la  designase  para  dicho  cargo,  y  el  Conde  de 
Pnñonrostro  acreedor  de  la  testamentark,  desigoó  á  D.  Luis  Trens  y 
€ubas.  domiciliado  en  esta  Corte,  qoe  se  hallaba  dispuesto  A  pf  estar 
4odo  género  de  garantías;  el  Jaes  por  auto  de  12  de  Mayo  hiao  el  nom* 
bramiento  de  administrador  en  dicho  D.  Lois  Trens  ^  Cobas,  mandando 

guese'le  pusiera  en  posesión  de  dicho  cargo,  deapoés  qoe  prestara 
anza  en  cantidad  de  5.000  pesetas:  y  qoe  pedida  reforma  de  este  aota 
por  Doña  Juana  Gutierres,  que  dijo  qoe  no  se  ajustaba  á  las  disposio- 
nes  de  la  ley,  denegada,  interposo  apelaeióa^ue  le  loé  admitida  en  on 
solo  efecto: 

.  Resaltando  qoe  á  instancia  de  D.  Jnlíén  Graeeli  Ramos,  como  depo- 
sitario y  administrador  de  los  bienes  del  abintestato,  se  reqoirió  por 
medio  de  acta  notarial  en  23  de  Febrero;de  4882  á  Doña  Juana  Gutie- 
rres Santos  para  que  en  el  término  de  30  días  dejara  á  au  disposieién 
las  casas  nüm.  6  de  la  calle  de  la  Reina  y  núm.  8  de  la  de  las  Lonjas,  á 
lo  qoe  aquélla  se  negó  por  la  protesta  que  tenía  hecha  en  el  requerió 
miento  y  diligencia  de  posesión  antes  mencionadas: 

Resultando  qoe  el  referido  depositario  y  administrador  judicial  del 
abintestato  D.  Julián  Gracelt  Ramos  dedujo  en  6  de  Julio  de  t862  oiite 
el  Juzgado  mooicipal  de  Zamora  contra  Doña  Juana  Gutierres  Santos* 
la  demanda  objeto  de  este  juicio  para  que  dejara  libre  y  á  disposieidn 
del  demandante  la  referida  casa  y  su  accesoria,  que  se  hallaba  interve- 
iiidaen  el  abintestato  como  de  la  propiedad  de  j)»  Demetrio  Goiiérrea  y 
qoe  venía  ocopada  por  aquélla  ¡desde  el  fallecimiento  del  mismo  en  pre* 
cario  tácitamente  y  sin  pago  de  renta  ni  merced  alganA:^ 

Resultando  que  citadas  las  partes  ¿juicio  verbal,  la  demandada  im<^ 
pugnó  la  demanda,  oponiendo  la  excepción  de  falta  de  personalidad  en 
el  demandante,  puesto  ane  por  no  tener  el  carácter  de  administrador 
con  que  pedía,  pues  se  hallaba  actoalmente  nombrado  D.  LuiaTrensy 
Cubas,  y  tanto  aobre  este  nombramiento  como  el  qoe  anteriormente 
tovo  Graceli,  tenía  propuesto  en  Madrid  la  demandada  los  reoorsosoo-^ 
rrespondientes  para  no  consentir  uno  ni  otro:  oponiendo  también  la  ex;*, 
cepción  de  cosa  juzgada^  puesto  que  fué  absuelta  anteriormente  en  otro, 
juicio  de  desahocio,  y  alegó  además  qoe  las  fincas  á  que  se  refería  eL 
desahucio  no  pertenecían  á  Dé  Demetrio  por  haberle  sido  adjudicados» 
y  qoe  no  existía  ya  el  abintestato  por  haber  recaído  declaracióa  de  he* 
rederos: 

Resultando' que  recibido  el  juicio  á  prueba  y  traído  á  los  autos  tes- 
timonio de  los  antecedentes  referidos,  dictó  sentencia  el  Juez  munici- 
pal, que  confirmó,  con  las  costas,  el  de  primera  instancia  en  7  de  Agos^* 
to  de  1882,  declarando  haber  lugar  al  desahucio: 

Resufttandv^  que. Doña  Joana  Gutiérrez  Santos  interpuso  recurso  de 
easacióA  por  qoebrantamieato  4e  forma«  fundado  en  el  caso  2^  del  ar**^ 
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«rtfe«ílo  1693  áé]\tL  ley  de  Enjaieiamietito  cWil,  sobra  eoya  falta  haM» 
reclamado  eomo  exea  pelón  en  el  joicio,  prolestando  interponer  á  stt 
tíempoi  si  procediere,  el  recarso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de 
doctrina  lej^al: 

?i»to;  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaqnin  José  Cervino: 

Considerando  qoe  el  presente  recarso  de  casación  por  quebranta- 
miento  de  forma  se  fanda  tínicamente  en  el  caso  V  del  art.  4693  de  la 
ley  de  Cnjaiciamiento  einl,  ó  sea  la  falta  de  personalidad  en  algana  de 
las  partes  ó  en  el  Precnrador  qne  la  bnbiere  representado: 

Considerando  que  annqne  la  reenrrente  alegó  en  el  juicio  verbal  di* 
cba  falta  de  personalidad  en  el  demandante  Graceli,  consta  que  éste 
tavo  la  necesaria  para  demandar  á  aquélla  como  depositario  jndicial 
entornado  para  ejercer  la  accién  de  deeabncio  de  fincas  y  casas  perte- 
necientes al  abintestato  de  D.  Demetrio  Gotiérreí,  teniendo  además  ad- 
qntrida  la  poseci6n  jodieial  de  dtehas  casas,  en  el  concepto  de  que  se 
trata,  sin  qoe  ejecatoriamente  se  bnbiera  resaelto  nada  en  contrario: 
'  Considerando,  por  tanto,  qes  no  existe  el  qoebrantamiento  de  for- 
nm  alegado  por  la  parte  reenrrente; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
cerso  de  casación  por  qnebrantamtento  de  forma  interpneeto  por  Doika 
Jnana  Gutiérrez  Santos,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida  de  lacantt- 
dad  depositada,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  cosus; 
y  procédase  á  lo  qae  corresponda  respecto  del  recurso  de  casación  pre- 
parado por  infracoidn  de  ley.— (Sentencia  publicada  el  t7  de  Enero  de 
i 863,  é  inserta  en  la  Gae$ía  de  t%  de  Mayo  del  mismo  año. ) 

33  - 

lléeiireo  d«  ««Mielen  (19  de  Enero  d$  1883).— 5'a¿«  primerm. 
^-^Yalidéz  db  un  tbstamknto  t  BHTiiBeA  DE  BiBXES.— 'Ha  logar  al 
inférpuesto  por  D.  Martin  Xamena  con  D.  Rafael  Roselló  (And.  de 
Palma),  y  se  resuelve:  * 

iiué  la  eoitnmbre  observada  en  Cataluña  i/  Mallorca  y  ioneionada 
p&r  lai%ritprndenoia^  de  qwe  puede  el  marido  eon/Mf  á  eu  w^jer  As 
facnltad  de  elegir  heredero  wUoersal  de  loe  bUnee  do  aquéí  entre  loe 
hijos  de  ambos  al  que  me^or  le  pareciere,  y  la  doctrina  legal,  autoriaa* 
da  por  el  Tribnnat  Supremo^  de  qne  nna  e#s  verificada  dicha  eleeciám 
eú  n%  doenrñenlo  eolemne  no  puede  ya  dejar  de  producir  sus  efectos  ni 
ser  revocada  por  la  misma  persona  que  usé  de  aquella  facultad^  no  son 
aplicables  al  caso  en  que  el  testador  no  facultó  a  su  mujer  para  elegir 
hei-edero  de  aquél,  sino  que  la  nombró  su  heredera  universal  propieta- 
ria, imponiéndole  la  obligación,  que  ésta, debía  cumplir  como  heredera 
voluntaria,  de  haber  de  disponer  de  los  bienes  del  testador  á  favor  de 
%no  ó  mis  de  sus  sobrinos  y  descendientes  de  éstos,  sin  establecer  reS" 
tricciones  ni  condiciones  para  el  cumplimiento  de  esta  obligación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  S9  de  Enero  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  ei  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Manacor  y  en  la 
Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Palma  por  D.  Rafael  Roselló  y  Bor- 
dils,<  vecino  y  propietario  de  Pelaoitx,  representado  por  el  Procurador 
D.  Francisco  Quintín  Pernándea,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  Don 
Antonio  Maura,  con  D.  Martín  Xamena  y  Eficoláu,  como  marido  de 
Doña  Cecilia  Roselló  y  Mesquida,  de  la  misma  vecindad,  y  en  en  \ 
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bre  el  Procnrador  D.  Federico  Grases,  defendido  en  el  acto  de  h  vista 
por  el  Licenciado  D.  Gristino  Marios  sobre  validez  de  an  lestamento  y 
entrega  de  bienes: 

Resultando  que  D.  Sebastián  Burdils  y  Nicolan  falleció  en  15  de 
Octubre  de  1869  con  testamento  otorgaído  en  10  dd  Agosto  de  .1854, 
nombrando  heredera  universal  propietaria  de  sus  bienes  á  su  mujer 
Margarita  Xamena,  sin  dar  cuenta,  con  la  obligación  empero  de  baber 
de  disponer  de  ellos  á  favor  de  tíno  ó  mAs  de  sus  sobrinos  ó  sobrinas  & 
descendientes  de  éstos,  distribuyendo  su  berencia  en  la  forma  que 
tuvo  por  conveniente  para  el  caso  de  no  disponer  su  citada  mujer  Mar- 
garita Xamena: 

Resultando  que  haciendo  ésta  uso  de  la  faóultad  de  disponer  de  lo» 
bienes  que  fueron  de  su  marido,  otorgó  testamento  en  S9  de  Mayo  de 
4870,  aumentando  20  libras  ala  cantidad  destinada  para  funeral  y  en- 
tierro, legó  al  agonizante  2  escudos  por  limosna  d«  una  misa,  á  sa 
hermano  Miguel  12  sueldos  y  el  fruto  de  todas  sus  tierras,  árboles  y 
viñas  del  año  que  muriese,  y  el  de  las  tierra»,  árbples  y  vitías  de  sa 
finado  marido,  cuyo  fruto,  si  hubiese' premaerto,  sería  de  sus  hijos;  y 
de  los  bienes  de  su  referido  matido,  de  que  tenía  obligación  de  dispo- 
ner^ nombró  herederos  propietarios^  á  los  sobrinos  de  éste  Francisco, 
Jaime,  Sebastián,  Miguel,  AntoAio  y  Joan  Gaya  y  Burdils,  y  á  Rafadl 
.  Reselló  y  Btrdils,  y  destinando  á  los  seis  primeros  los  bienes  que  ex- 

gresó,  y  al  último  todos  los  que  restaban»  tanto  muebles  como  inmue» 
les,  con  la  expresa  condición  de  qué  si  alguno  de  sos  hijos  ó  hijas 
efectuase  matrimonio  con  hijo  ó  hija  del  sobFedícho  Miguel  Xemena, 
el  que  lo  verificara  tuviese  todos  los  bienes  destinados  á  su  padre  Ra- 
fael Roselló  y  fuese  heredero  en  lugar  de  éste,  de  modo  que  en  segui- 
da de  celebrado  matrimonio  ya  pbnfia  posesionarse  de  todo  lo  destma- 
do  á  su  indicado  padre  y  disponer  á  su  arbitrio;  jobligó  al  nombrado 
Rafael  Roselló  á  invertir  eoandó  entrase  enr posesión  de  los  bieoeiB  del 
'finado  mai^ídoile  la  otorgante,  iOO  libras  en  la^  celebración  de  raisaa 
rezadas  á  intención  de  la  misma,  y  á  pa^ii^r  las  20  con  que  había  au- 
mentado las  destinadas  para  su  funeral  y  entierro;  dispuso  oue  este 
testamento  sólo  tuviera  efecto  por  lo  que  miraba  á  los  bienes  deisn  ci- 
tado mrarido  debiendo  observarse,  por  lo  qu^  hacía  á  los  suyos  propios, 
lo  dispuesto  en  el  de  2  de  Setiembre  de  1 865,  con  las  variaciones  intro- 
ducidaren  aquél;  y  terminó  con  la  clausula  de  que  ni  unos  ni  otros  de  los 
antedichos  herederos  podría  por  ningún  motivo  reclamar  cosa  alguna, 
ni  de  sus  bienes  ni  de  los  que  fueron  de  su  citado  marido;  que  lo  que 
les  destinaba  en  el  presente  testamento,  y  cualquiera  que  de  los  ante- 
dichos herederos  no  se  conformara  con  lo  dispuesto  en  el  y  quisiere 
promover  disputas  ó  cuestiones,  por  este  hecho  quedaría  privado  de 
serlo,  y  lo  destinado  á  los  que  no  se  contentaran  pasaría  á  los  que  que- 
daron conformes;  de  modo  que  el  que  no  se  conformara  quedacía  d^sda 
luego  revocado  todo  lo  dispnetto  y  ordenado  á  su  favor,  y  no  tendría 
nada-de  los  bienes  de  stt  consabido  marido; 

Resultando  que  en  13  de  Agosto  de  1880  otorgó  Doña  Margarita 
Xamena  otro  testamento,  polr  el  que ^  usando  de  las  facultades  que  le 
habla  concedidíó  su  marido,  legó  á  Jaime,  Ramón,  Francisco  y  Ana  Ro- 
selló, Jaime,  Juan,  Antonio,  Sebastián,  Miguel  y  Francisco  Gaya  y 
Burdils,  sobrinos  de  su  citado  marido,  diferentes  censos  j  fincas  de  la 
pertenencia  de  éste»  y  del  remanente  de  los  bienes  del  mismo  nombró 
heredera  propietaria  á  Cecilia  Roselló,  hija  de  Jaime  Roselló  y  Burdils, 
lesobrina  del  citado  sa  marido: 
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Resultando  que  por  eseritora  de  46  de  Febrero  de  I88f ,  Margarita 
Xamena  hizo  donaeióa  á  Cecilia  Roselló  de  10  fincas  procedentes  de  la 
herencia  del  finado  Sebastián  Bardíls,  efectiva  y  valedera  de  presente; 
donación  que  faé  aceptada  por  la  donataria  con  la  aprobación  de  sa 
marido  Martín  Xamena  y  Nicolan,  siendo  inscrita  en  el  Registro  de  la 
propiedad  despaes  de  haber  sido  sabsanada  por  otra  de  6  de  Abril  la 
falta  cometida,  referente  á  la  demostración  del  parentesco  de  la  dona- 
taria  con  el  marido  de  la  donante: 

Resultando  qae  ooarrido  en  i 4  de  Mayo  de  488f  el  fallecimiento  de 
Margarita  Xamena,  en  7  de  Julio  sigaiente  dedujo  D.  Rafael  Roselló  y 
Bardils  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  alegando,  después  de  hacer 
mérito  de  los  antecedentes  referidos,  que  segiln  costumbre  que  consti- 
tuía fuero  especial  en  aquella  isla,  cuando  un  testador  imponía  al  he- 
redero que  designaba  )a  obligación  ó  le  concedía  la  facultad  de  dispo- 
ner de  los  bienes  hereditarios  á  favor  de  personas  determinadas,  á  su 
elección,  una  vez  utilizada  dicha  facultaa  ó  cumplida  de  una  manera 
solemne  la  obligación  impuesta,  ya  no  era  posible  que  por  el  mismo 
heredero  pudiera  variarse  ó  alterarse,  pues  aquel  acto  adquiría  el  ca- 
rácter de  írrevocabilidad,  se^ún  doctrina  establecida  por  este  Supremo 
Tribunal  en  repetidas  decisiones;  que  €ín  virtud  de  este  principio  no 
pudo  Margarita  Xamena  alterar  ni  variar  por  disposiciones  posteriores 
lo  que  ordenó  en  su  testamento  de  1870,  ni  imponer  á  los  herederos  en 
éste  designados  condiciones  ó  gravámenes  á  favor  de  otras  personas  no 
previstas  por  el  primitivo  testador,  careciendo  por  este  motivo  de  efí  - 
cacia  dichas  condiciones  y  gravámenes,  así  como  el  título  en  virtud  del 
cual  estaba  detentando  los  bienes  el  marido  de  Cecilia  Roselló,  última 
heredera  instituida;  y  en  su  virtud,  haciendo  uso  de  las  acciones  rea- 
les y  mixtas,  pidió  que  declarando  válido  y  subsistente  el  testamento 
ue  otorgó  Margarita  Xamena  en  99  de  Mayo  de  1870;  que  la  expresa- 
a  Xamena  no  pudo  por  un  testamen|o  ni  contrato  entre  vivos  poste-' 
rior  revocar,  alterar  ni  modificar  lo  ordenado  en  el  suyo  referido,  sien- 
do en  sa  consecuencia  nulos  y  de  ningún  valor  ni  efecto  cuantos  se  hu- 
bieren dispuesto  ó  celebrado  en  su  contravención,  se  condenase  en  su 
virtud  á  Cecilia  Roselló,  ó  á  su  marido  en  representación  de  la  misma» 
como  detentores  de  los  bienes  que  pertenecieron  al  finado  Sebastián 
Bardils  y  Nicoláu,  á  que  entregase  al  demandante  los  que  se  le  dessig- 
naban en  el  citado  testamento  de  la  Xamena,  con  los  frutos  producidos 
y  podidos  producir  desde  la  muerte  de  la  misma;  declarándose  también 
que  la  insinuada  Xamena  no  podo  imponer  á  los  herederos  inscritos  en 
su  testamento  condición,  obligación  ni  gravamen  alguno  sin  estar  ex- 
presamente autorizada  por  so  marido,  siendo  por  consiguiente  nulos, 
y  teniéndose  por  no  puestos  los  que  contra  h>  indicado  se  imponían  á 
los  referidos  herederos: 

Resultando  que  D.  Martín  Xamena,  como  marido  de  Doña  Cecilia 
Roselló  contestó  á  la  demanda,  sosteniendo  que  siendo  las  últimas  vo- 
luntades variables  hasta  la  muerte,  pudo  Margarita  Xamena  disponer 
en  testamento  ó  en  otra  forma  de  última  voluntad  tantas  veces  como, 
quiso  de  los  bienes  que  fueron  de^  su  marido,  en  uso  de  las  facultades 
que  éste  le  había  conferido,  y  por  tanto  debía  atenerse  á  la  última  dis- 
posición y  ño  á  la  primera,  que  era  la  que  se  invocaba  por  el  deman- 
dante; pidiendo  en  su  virtud  que  se  desestimase  con  las  costas  la  de-^ 
manda,  y  que  en  cuanto  fuera  menester  se  declarase  ineficaz  el  testa- 
mento otorgado  en  1870  por  Margarita  Xamena; 
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Resaltando  qve  el  demandante  replicó  ínfiatiendo  en  la  yetenaión 
deaa  demanda,  y  solíeitando  además  que  se  declarasen  nnlos  d«  nin? 
gún  valar  ni  efeetp  el  testamento  y  donaciones  otorgadas  por  Marga* 
rita  Xamena  con  posterioridad  al  de  4870  ya  citado: 

Resultando  qae  el  Jaez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  y  que 
la  Sala  de  justicia  de  la  Aadiencia  de  Palma  la  revocó  en  4  de  Julio  do 
1882,  declarando  válido  y  subsistente  el  testamento  qae  otorgó  Mniga- 
rita  Xamena  en  29  de  Mayo  de  4870,  y  nnlos  y  sin  valor  la  cláosola  pe* 
nal  de  desheredación  y  los  gravámenes  impuestos  al  heredero  en  élins- 
titnido  Rafael  Roselló,  como  también  el  testamento  posterior  do  13  de 
Agosto  de  4^80  y  las  escritoras  de  donación  de  i6  de  Febrero  y  6  de 
Abril  de  1881  en  favor  de  Cecilia  Roselló  y  Mesqoiea,  condenando  á 
Martin  Xamena  yNicoláu,  como  marido  dala  expreaada  Cecilia  Rose- 
lló, á  entregar  dentro  de  40  días  al  ya  citado  Rafael  Roselló  y  Bordils 
los  bienes  que  se  le  designan  en  el  mencionado  testamento  de  la  Xa- 
mena  de  29  de  Mayo  de  4870,  con  los  frotos  producidos  á  la  muerte  de 
ésta,  con  exclusión  de  los  existentes  en  dichos  bienes  el  año  en  que 
ocurrió  su  fallecimiento,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas  en 
ninguna  de  las  dos  instancias: 

Resaltando  quB  D.  Martín  Xamena  y  Nicoiát,  como  marido  de  Doña 
Cecilia  Roselló,  interpuso  recurso  de  casación  por  haberse  infringido  á 
su  juicio: 

4*  La  ley  24,  tít.  1*,  Partida  6%  según  la  cual  el  testamento  se  pue- 
de desatar  por  otro  que  fuese  hecho  después  cumplidamente;  y  por 
tanto,  como  que  Doña  Margarita  Xamena,  heredera  propietaria  de  su 
marido  estaba  antonzada,  y  si  se  quiere  obligada  á  disponer  de  los  bie- 
nes que  heredaba  de  aquél  en  lavor  de  nao  ó  más  de  sus  sobrinos  6 
descendientes  de  ellos,  pero  sin  expresar  la  forma,  tiempo  ni  condicio- 
nes con  que  había  de  realisar  aquella  obligación,  era  evidente  que  la 
clase  de  disposición  que  hiciera  había  de  sujetarse  á  las  condiciones  es- 
peciales de  ella  n^isma,  y  por  lo  tantoí  habiendo  acordado  en  testamen* 
to  la  elección  de  los  sobrinos,  á  cuyo  favor  cumplía  la  voluntad  de  sa 
marido,  era  claro  que  podía  variarla  por  otro  testamento; 

Y  2*  El  otorgado  por  D.  Sebastián  Bordiis  en  40  de  Agosto  de  1854, 
pues  al  imponer  á  su  heredera  la  obligación  de  disponer  de  sus  bienes 
en  favor  de  uno  ó  más  de  sus  sobrinos  ó  descendientes,  constituyó  un. 
verdadero  fídeicomiéo  electivo  en  cuanto  á  esta  última  parte,  dejando 
al  heredero  poseedor  la  facultad  de  cumplir  de  la  manera  que  tuviera 
por  conveniente  su  voluntad,  y  como  lo  dispuesto  en  el  testamento  da 
29  de  Mayo  de  4870  no  concedía  derechos  hasta  el  fallecimiento  de  Do- 
ña Margarita,  era  claro  que  hasta  el  día  en  que  éste  llegaba  estaba  en 
sa  arbitrio  la  elección,  variando  á  su  voluntad  el  sucesor  ó  soceaores« 
según  la  doctrina  general  reconocida  de  que  la  voluntad  del  hombre  es 
ambulatoria  hasta  la  muerte: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  María  de  Prida: 

Considerando  que  la  costumbre  observada  en  Cataluña  y  Mallorca 
y  sancionada  por  la  jurisprudencia,  de  que  puede  el  marido  conferir  á 
sa  mujer  la  facultad  de  elegir  heredero  universal  de  los  bienes  de  aquél 
entre  los  hijos  de  ambos  al  que  mejor  le  pareciere,  y  la  doctrina  logal, 
autorizada  por  este  Tribunal  Supremo,  de  que  una  vez  verificada  dicha 
«lección  en  un  documento  solemne  no  puede  ya  dejar  de  producir  sos 
efectos  ni  ser  revocada  por  la  misma  persona  que  usó  de  aquella  facul- 
tad, en  cuya  costumbre  y  doctrina  se  fundan  la  demanda  y  la  aenten- 
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eis  reeorrtda,  no  ton  aplicables  al  caso  de  este  pleito,  porque  el  tenta- 
dor no  faeoltó  i  so  iliojer  para  elegir  heredero  de  aqnéi,  sino  qae  la 
nombró  so  heredera  universal  propietaria,  imponiéndole  la  obligacióQ 

3«e  ésta  debía  cumplir  como  heredera  volnntaria  de  haber  de  disponer 
•  los  bienes  del  testador  á  favor  de  uno  ó  más  de  sns  sobrinos  y  des- 
cendientes de  estes,  sin  establecer  restricciones  ni  condiciones  para  ei 
campamiento  de  esta  obligación: 

Considerando  q«e  entendidas  las  palabras  del  testador  tales  como 
suenan  j  9Stán  escritas,  según  deben  entenderse  conforme  á  la  ley,  ii^ 
heredera  Margarita  Xamena  tn?o  el  carácter  de  propietaria  de  ios  bie- 
nes de  la  herencia  dorante  aa  vida,  y  podo  cumplir  sn  obligación  que 
aqnél  le  impaso  para  disponer  de  ellos,  lo  mismo  por  testamento  qae 
por  seto  entre  vivos,  siempre  qoe  lo  verificara  á  favor  de  sobrinos  del 
testador;  y  en  el  caso  de  elegir  la  forma  de  testamento  no  podía  negar-» 
sele  la  facultad  de  revocarlo  por  otro  posterior,  como  permite  la  ley, 
puesto  qoe  el  testador  ni  directa  ni  indirectamente  la  privó  de  esta  fa- 
cuitad  ni  la  impuso  otra  condición  que  la  antes  indicada  de  disponer  á 
favor  de  sos  sobrinos: 

Ck>n8iderando  que  por  la  raaón  legal  antes  indicada  de  que  por  el 
testamento  posterior  hecho  cumplidamente  se  desata  y  revoca  el  ante- 
rior, el  que  Margarita  Xamena  otorgó  en  t9  de  Mayo  de  f  870  quedó- 
revocado  y  sin  efecto  por  el  que  otorgó  despoés  con  las  solemnidades 
legales  en  13  de  Agosto  de  4880,  paesto  qoe  en  él  compiló  la  obliga- 
ción qae  le  imposo  el  testador  Sebastián  Bordiis  de  disponer  fie  los  ole» 
nes  á  favor  de  sus  sobrinos  y  descendientes  de  éstos;  y  por  no  haberlo 
estimado  así  la  sentencia  recurrida,  interpretando  erróneamente  la  vo- 
luntad de  dicho  testador,  infringe  el  testamento  de  éste  qoe  es  ley  del 
caso,  y  la  doctrina  legal  de  que  la  voluntad  del  hombre  es  variable  hu- 
ta la  muerte,  y  el  testamento  posterior,  hecho  cumplidamente  desata 
y  revoca  el  anterior,  que  se  citan  como  fundamento  del  recorso; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y^  declaramos  haber  logar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Martín  Xamena  y  Nicolao,  como  mari- 
do de  Doña  Cecilia  Reselló  y  Mesqnida;  y  en  su  virtud  casamos  y  anu- 
lamos la  sentencia  que  en  4  de  Jolio  de  1882  dictó  la  Sala  de  justicia 
de  la  Aodiencia  de  Palma. — (Sentencia  publicada  el  S9  de  Enero  de 
1883,  é  inserta  en  la  G4te0ta  de  12  de  Agosto  del  mismo  añoi) 
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Reearno  die  eaMieléa  (31  di  Enero  de  1  SSZ).^Sala  segwnda. — 
Rkvindicagión.— No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  Miguel  García  (Ao- 
diencia  de  Valencia),  y  se  resuelve: 

Que  e$  inadmieme  el  recurso  presentado  fuera  del  término  seiíalii^ 
do  por  la  ley. 

Resultando  que  seguido  pleito  en  el  Josgado  de  primera  instancia 
del  distrito  del  llar  de  la  ciudad  de  Valencia,  y  en  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  la  misma  por  D.  Migoet  Picase  con  D.  Miguel  Gar- 
cia  sobre  reivindicación  de  un  billete  de  la  rifa  de  la  casa  de  Beneficen- 
oia,  y  dictada  sentencia  por  dicha  Sala,  por  parte  de  D.  Miguel  García 
se  pidió,  con  objeto  de  interponer  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  se  expidiera  certificación  del  fallo  y  se  remitiera  de  oficio  á^ 
este  Tribunal  Supremo,  en  consideración  á  defenderse  el  Garda  en  con- 
«opto  de  pebre: 
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RflístfHáadd  iqtie  asf  acordado,  se  extendió  él  testimonio  de  las  ^tú-* 
tencias,  y  previo  emplazamiento  de  las  partes  en  7  de  Noviembre  ^WU 
m^v  ^n  el  mjsmo  dia  se  remitió  á  este  Tribunal  Sapremo:  <ir  m  ! 

Resultando  que  después  de  nombrados  sucesivamente  para  la  dcfeh-' 
sa  de  Oarefa  dos  Abogados  de  oficio,  que  manifestarott'  no  constdei'Ér 
procedente  la  interposición  de!  recurso,,  aquél  designó  un  Letrado  parí 
^tie  ie  defendiera;  y  entregadas  las  diligencias  al  Procttrador  «hi^irlud 
d«  providencia  dicftada  en  I?»  de  Diciembre,  las  devolvió  con  escWb' 
de  9  de  Enero  tA^ltimo,  formtrlando  el  l'ecnrso  de  casación;  y  oído  elde'^* 
ñor  Fiscal,  se  opone  á  su  admisíón'por  estarlo  fuera  de  térmiíno:  -       - 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  M;  Sagasta: 

Considerando  que  remitid  el  téstfmamio  de  la  sentencia  y  empla^- 
zadas  las  partes  en  7  de  Noviembre,  y  no  habiéndose  presentado  el  re^ 
cvtfffo  basta  el  f  O  de  Eneto;  esto  es,  pasados  51  días  b&biles,  la  presen- 
taeidn  es  extemporánea  é  inadmisible,  conforme  á  los  artículos^  1701  y  ; 
4716  y  sus  concordante»  de  la  ley  de  Enjniciámíento  eivü; 

No  ha  lugar  á  ia  admisión  del  recurso  de  casaeién  interpuesto  á^ 
nombre  de  D.  Migoel  García:  comuniqúese  este  auto  ^  la  Audiencia  de 
Valencia,  con  devolución  d^  apuntamiento,  para  los  efectos  legales  co^ 
rreirpondienles:  y  publfqneseen  la  Géeetaj  á'sn  tiempo  en  la  Chl0C*' 
cien  Uffislntit^,  pasándose  para  ello  lae  oportunas  «apias. — (Sentenctt 
publicada  el  31  de  Enero  de  1883,  é  inserta  en  la  Ga^a  de  90  de  Ma^ 
yo  del  mismo  año.)  ' 
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Reeursa 4e oasación  [\*  di  Febrero  de  1  ^^^.'^Sala  priniercpj^ 
Defensa  POR  POBRE. — No  ha  lagar  al  interpuesto  por  D.  Pedro  Laya 
cofD  Doña  María  Isabel  Gañas'(Attdienoia  de  Madrid),  y  se  reeuolve: 

Qué  no  infringe  el  núm  \  ^  del  art,  1 88  de  la  kf  de  Enjuiciamien^ 
to  civil  ptówima  anterior  ala  vigente,  lu^efítencia  que  deniega  lade- 
/enea  por  pobre,  en  virtud  de  eitimar  ia  Sala,  apreciando  la  prweba 
producida  por  el  reeurrente^  que  na  acredita  su  pobreza  en  el  sentido  le* 
gal,  contra  cuya  apreciación  no  se  ctCa  infracción  alguna  de  ley. 

En  la  villat  y  corte  de  Madrid,  ái^  dé  Febrero  de  1883,  en  los  attt^s 
seguidos  eh  el  Juegado  de  primara  instancia  del  distrito  de  la  Unlvérsi* 
dad  de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audleneia  de 
la  misma  por  D.  Pedro  Laya  con  Doña  María  Isabel  y  Doña  Angela  de 
Cañas  y  el  Ministerio  fiscal  sobre  defensa  por  j^obre;  autos  que  penden 
Attte  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  ínter* 
puesto  á  nombre  de  Laya  por  el  Procurador  D.  I<ncio  Alvares,  bajcula 
dirección  del  Licenciado  D.  Tomás  María  Ariño,  no  habiéndose  perso^ 
nado  las  otras  partes: 

Resultando  que  en  29  de  Octabré  del88t  D.  Pedro  de  Laya  y  AboA 
gado  promovió  incidente  solicitando  se  le  declarase  pobre  para  litigar 
en  la  testamentaria  de  D.  iosé  de  Gañas  y  Godines;  que  conferido  tras** 
lado  á  Doña  Angela  y  Doña  María  Isabel  de  Gañas  como  dnieas  intere- 
sadas en  esta  testamentaría,  se  opusieron  á  la  pretensión  de  Laya,  y 
oído  el  Promotor  fiseal,  se  recibió  el  incidente  á  prueba- practicándose 
las  propuestas  por  las  partes,  siendo  relativa. la  testifical  de  Laya  A  jn»^ 
tificar  que  es  pobre  en  sentido  legal: 

Resaltando  que  para  mejor  proveer  se  acreditó  i[)or  testimonio  del^ 
jicinario  con  referencia  á  los  autos  de  la  testamentaría  d»D¿  José  é^ 
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Cadas,  qne  en  ellos  se  ha  defendido  L^ya  en  concento  de  rico  hasta  que 
promovió  el  incidente,  y  en  24  de  Enero  de  l882elJoe7.  de  primera 
instancia  dictó  sentencia,  por  la  qoe  declaró  no  huber  lugar  á  la  de- 
fensa por  pobre  solicitada  por  D.  Pddro  Laya  para  litigar  con  la  testa- 
mentaria de  D.  José  de  Cañas,  y  le  condenó  al  reintegro  de  las  costas  y 
del  papel  sellado  que  había  dejado  de  satisfacer  en  los  autos:  , 

Resultando  que  eoníirndada  con  las  costas  dicha  sent'>iicía  por  la 
oúe  en  9  de  Mayo  del  mismo  año  pronunció  la  Sala  segunda  de  lo  civil 
de  este  distrito,  por  parte  de  D.  Pedro  Laya  se  interpuso  recorso  de 
casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

El  «rt.  t9l  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil  reproducido 
en  el  So  de  la  vigente,  porque  en  modo  alguno  se  refiere  ni  puedo  apli- 
carse al  caso  de  autos,  y  poniu»  aun  refiriéndose  sus  prescripciones  le<- 
jos  de  desconocerse,  como  afirma  la  sentencia  recorrida,  han  sidp  cum- 
plidas estrictamente  por  el  demandante  D.  Pedro  L^ya;  que  no  son 
aplieables  ni  pertinentes  á  la  demanda  de  pobreza  deducidla  por  el  re- 
currente los  articules  citados,  porque  tanto  uno  como  otro  se  refieren 
de  on  modo  expreso  al  litigante  que  no  se  haya  defendido  por  pobre 
en  primera  inB(an«;ia  y  lo  pretenaa  en  la  segunda,  caso  en  que  no  se 
encontraba  D.  Pedro  Laya  al  deducir  esta  pretensión  en  la  misma  pri- 
mera instancia  del  juicio  universal  de  testamentaría  del  padre  de  su  es- 
posa D.  José  Cañas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  López  Monte- 
negro: ^ 

Considerando  qne  U  sentencia  recorrida  no  Infringe  el  núm.  1^  del 
^n.  (82  de  ia  ley  de  Enjuiciamiento  civil  pióxima  anteriora  la  vigen- 
te, porque  apreciada  la  prueba  producida  por  el  recurrente,  estima  qa^ 
no  acredita  su  pobreza  en  el  sentido  legal,  denegándole  en  el  fallo  los 
beneficios  que  pretenda,  y  no  habiéndose  citado  ley  alguna  infringida 
contra  dicha  apreciación; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso d4  casación  porínfrrcción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Pedro  Laya, 
á  quien  condenamos  en  las  costas,  y  á  p^gar  por  razón  de  depósito  la 
cantidad  de  1,000  pesetas,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  li  ley;  lá- 
brese la  corre8)iondientd  certificación  á  la  Audiencia  de  este  distrito, 
con  devolución  del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  \^  da  Fe- 
brero de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  i%  de  Agosto  del  mismo  año.) 

36 

Recamo  de  eniiacióii  {\^  de  Febrero  de  1883).— «S'a/Sd  pritnera. 
— Paoo  de  legado  — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  i).  Üjuiingo  Ortiz 
de  Zarate  con  O.  Salustiaso  Azcúnaga  (Audiencia  de  Aladnd),  y  se  re- 
suelve: 

1^  Que  no  infringe  la  voluntad  de  la  testadora,  ni  la  ley  5^,  tit,  33, 
Partida  7*^,  ni  tas  doctrinas  que  establecen  que  la  voluntad  del  testador 
es  ley  en  la  materia,  y  que  las  palabras  del  íettador  no  deben  interpre- 
tarse de  manera  que  vayan  más  allá  de  lo  que  expresa  la  letra  de  las 
disposiciones,  la  sentencia  que  al  condenar  al  demandado  á  que  pague 
las^O  000  pesetas  de  los  legados,  en  metálico,  valores,  bienes  muebles, 
ó  en  lo  que  más  le  convenga,  emplea  las  mismas  palabras  usadas  por  la 
testadora:  y  al  pf  evenir  que  dicho  pago  se  higa  de  modo  que  resulten 
entregadas  integras  las  expresadas  caniidades^  con  exclusión^  por  tan- 
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la,  4e  los  erédUos  d%d9iot^  cumpU  lambiétí  la  iíoluntad  de  la  misma 
testadora,  la  cual  expresó  con  palabras  claras  g%e  su  marido  perdJHf^ia 
si  rtmansnts  del  tercio,  después  de  cubiertos  los  legados;  por  lo  (mal^f 
por  haberlos  fijado  en  cantidad  determinada,  es  evidente  que  guiso  fuss$ 
real  y  positiva  su  entrega^  y  no  lo  seria  si  quedaran  esspuestos  á  la  diS' 
minución  que  pueda  resultar  de  los  créditos  dudosos,  cuyo  quebranta 
debe  sufrir  el  legatario  del  lerdo  por  serlo  de  parte  alienóla  del  caudal; 
Y  2^  Que  conforme  á  la  voluntad  de  la  testadora  y  ala  naturaleza 
dé  los  legados  de  que  se  trata,  debió  pagarlos  el  recurrente  luego  <fue 
retibió  et  tercio  de  los  bienes  de  la  herencia,  del  que  habian  de  deducir" 
se,  consliiuyéndose  en  mora  desde  aquel  día  por  ser  liquida  la  cantidad 
y  no  haber  teniio  ratón  derecha  para  dilatar  el  pago;  y  por.consiguienr^ 
,t€,  la  sentencia  que  le  condena  al  pago  de  los  intereses  legales  desde  la, 
contestación  á  la  demanda  no  infringe  el  art.  8®  de  la  ley  de  \  i  de  Mar^ 
%ode\%^fi,y  las  doctrinas  establecidas  por  el  Tribunal  Supremo,  según 
loé  que  el  obligado  al  pago  que  no  incurrió  en  mora  por  haber  estada, 
siempre  dispuesto  á  hacer  entrega  de  las  cantidades  que  debía  abonar 
ka  aeser  absuelto  del  pago  de  los  intereses  y  hasta  que  se  fije  por  sen- 
leticia  lo  que  debe  pagar  el  demandado  al  demandante,  no  ewiste  ra»áia 
para  considerarle  deudor  moroso  é  imponerle  el  pago  de  los  iníereseSf 
las  que  se  citan  haciendo  supuesto  de  la  cuestión» 

Eli  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  1®  de  Febrero  de  4883,  en  losaalos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Aodien- 
eía  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  de  esta  capital  por  D.  Salua« 
tiano  Azcünaga  y  E<  heve,  vecino  y  del  comercio  de  esta  corte,  con  Don 
Domingo  Ortiz  de  Zarate,  comerciante  y  de  la  propia  vecindad,  sobro* 
ptrgo  de  unos  legados;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recor-. 
80  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  del  Ortiz  do 
Zarate  por  el  Procurador  D.  Felipe  Rniz  de  la  Peña,  bajo  la  direccida 
del  Licenciado  D.  Ignacio  Soárez,  habiendo  representado  y  defendido^ 
al  D.  Salostiano  Azcünaga  el  Procurador  D.  Ensebio  Gasaesy  el  Lice»'?. 
ciado  D.  Francisco  Silvela: 

Hesnltando  que  Doia  Rosa  Azcünaga  y  Echeve,  esposa  de  D.  Do-n 
tóÍDgo  Ortiz  de  ZArate,  falleció  en  esta  corte  el  día  6  dQ  Diciembre  do, 
4874  bajo  el  testamento  que  en  unión  de  su  referido  esposo  otorgó  eft 
4*  de  Mayo  de  16^1  y  codicilo  que  también  ambos  otorgaron  t^ti  i  do 
Diciembre  de  1874,  en  cuyo  primer  acto  la  Dofta  Rosa  instituyó  por> 
herederos  á  sus  padr<>s  D.  Celedonio  y  Doña  María  Ana  de  Ecbave,  lo* 
gando  el  tercio  á  su  citado  esposo;  y  después  en  Jas  cláusulas  4'  y  5' 
del  codicilo  legó  á  su  hermano  D.  Saiustiano,  hoy  demandante,  25.0(H> 
pesetas,  y  á  su  sobrino  D.Teodoro,  hijo  de  éste,  otras  5.000.  dispo- 
niendo en  la  T  que  estas  cantidades  se  habían  de  deducir  del  tercio  qao 
en  el  testamento  dejó  á  su  marido,  el  cual  percibiría  el  remanente  qao. 
quedase  de  dicho  tercio  después  de  cubiertos  los  legados  antedichos;, 
y  en  la  8^  que  estos  legados  se  pagarían  por  sa  citado  esposo  enmetá^ 
tico,  valores^  bienes  muebles,  ó  en  lo  que  tenga  por  convenientes  sin  qut. 
nadie  se  oponga  á  recibir  so  importe,  siempre  que  sea  equitativo: 

Resultando  que  en  18  de  Abril  de  4875  el  viudo  D.  Domingo  Ortis^ . 
los  herederos  D.  Celedonio  Azcünaga  y  Doña  María  Ana  de  Echavo,  el 
legatario  D.  Saiustiano  por  sí  y  en  nombre  de  su  hijo  menor,  también 
legatario,  y  D.  Justo  Mazón,  nombrado  en  unión  dti  aquellos  albaeea  ; 
testamentario,  liquidador,  contador  y  partidor  del  caudal,  otorgaron 
Qriá  escritura  particioual|  por  la  cual  se  adjadicaroo  á  los  heredaros  y 
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^iQdo  sos  respeetíTOs  haberes  en  varios  efectos,  y  en  parte  mancornó- 
^ad»6  proindiviso  del  establecimiento  de  ferretería  que  el  viudo  y  la. 
difunta  poseían  en  la  calle  de  Toledo,  adjudicándose  también  al  D.  Sa» 
Ififtliano  las  30.000  pesetas  qáe  importaban  su  legado  y  el  de  su  bijtf 
iBD  parte  de  dicho  establecimiento,  el  cual  había  de  continuar  como  si 
ao  hubiese  ocurrido  el  fallecimiento  de  la  Doña  Rosa: 

Resultando  que  posteriormente  se  practicó  otra  partición  reconocida 
étimo  cierta  por  el  actor,  á  instancia  del  demandado,  en  cuya  suposi- 
ción 5^  se  dice  que  no  habiendo  tenido  efecto  la  división  real  y  efecti- 
va del  caudal  que  se  hizo  por  la  anterior  escritura  particional,  por  ha- 
berse convenido  que  continuara  la  casa  comercio  en  la  misma  foriua 
^e  cuando  vivtfan  ambos  cónyuges,  convinieron  en  hacer  la  división 
te9\  y  efectiva,  entregando  á  cada  interesado  lo  que  le  correspondiese, 
^a  cuya  operación  se  nombraron  liquidador  y  uartidor  á  D.  Gregorio 
de  Miota,  en  la  suposición  6\  que  daban  por  anulada  la  escritura  antds 
dicha  y  operaciones  que  entonces  se  verincaron;  debiendo  ajustarse  al 
que  nuevamente  se  bacía  al  estado  que  tenían  los  bienes  en  3f  de  Di- 
dembre  de  f8'}5,  como  si  en  ese  día  hubiese  fallecido  la  Doña  Rosa;  y 
ea  la  7*»  que  las  30.000  pesetas,  importe  de  los  legados  de  D.  Salue- 
tíano  Azcúnaga  y  su  hijo,  que  hasta  aquella  fecha  habían  quedado  en 
imrttclpación  de  la  casa  comercio  del  órliz  de  Zarate,  en  virtud  de  lo 
qoe  antes  habían  convenido,  se  le  diesen \;omo  si  no  hubiese  alcanzado 
pérdidas  ni  ganancias  con  cargo  al  tercio  de  los  bienes,  bajo  la  misma 
•«posición  de  que  Doña  Rosa  hubiese  fallecido  en  dicho  día  31;  y  ha- 
biendo hecho  lo^  interesados  para  esta  segunda  partición  un  balance 
general  de  los  bienes  existentes  á  la  fecha  indicada,  según  con&ia  de  la 
a«posici<)n  3^  que  aceptaron  como  inventario,  incluyeron  en  él  336.247 
peietas  97  céntimos  en  créditos  de  buena  calidad,  y  56.ÍS5  pesetas  77 
céntimos  en  créditos  dudosos  ó  de  mediana  calidad,  dejando  ain  incluir 
ios  créditos  incobrehbs,  importantes  la  cantidad  de  46.408  pesetas  5f> 
céntimos;  que  practicadas  las  operaciones  de  esta  partición,  ascendió  el 
haber  dotal  del  viudo  D.  Domingo  á  la  cantidad  de  474.917  pesetas  il 
céntimos,  correspondiendo  de  éstas  105.702  pesetas  58  céntimos  al  ter- 
cio legado  por  la  difunta,  cuya  total  cantidad  le  fué  adjudicada;  37.729 
pesetas  85  céntimos  en  créditos  dudosos  ó  de  mediana  calidad,  y  lo  de- 
inéft  en  créditos  de  buena  calidad  y  otros  efectos,  sin  oue  se  expresase 
específicamente  qué  bienes  se  adjudicaron  para  pago  del  tercio  legado: 
Resultando  qne  por  escritura  otorgada  en  6  de  Setiembre  de  1875 
por  D.  Demingo  Ortis  de  Zarate  y  D.'Salustiano  Azcúnaga,  por  sí  y 
como  apoderado  de  sus  padres  D.  Celedonio  y  Doña  María  Ana  de  .Echa- 
re, declararon  que  todos  se  hallaban  satisfechos  del  haber  que  á  cada 
«Bo  había  correspondido  por  la  herencia  de  Doña  Rosa  en  virtud  de  la 
anterior  partición  que  en  la  escritura  fué  reseñada,  por  la  que  mutua- 
mente se  otorgaron  la  correspondiente  carta  de  pago  y  finiquito^  que- 
dando pendiente  el  legado  de  las  30.000  pesetas  de  D.  Salostiano  y  su 
hijo  D.  Teodoro,  las  coales  el  viudo  D.  Domingo  se  obligó  á  satisfacer 
conforme  lo  dispaso  la  teistadora  en  sn  codicilo: 
>   Resultando  que  en  el  mes  de  Julio  de  1876  se  celebró  una  conferen- 
cia en  casa  del  demandado  entre  éste  y  el  demandante,  en  la  qne  el  se- 
.   gnndo  preguntó  á  aquél  en  qué  forma  iba  á  pagarle  los  legados,  con- 
tettindolé  el  Ortiz  qne  en  créditos  dudosos,  cuya  forma  de  pago  no. 
adittitióel  D«  Salnstíano,  mediando  después  entre  ambos  varias  cootes^ 
laciones  sobre  este  pnnto,  sin  llegar  á  ponerse  de  acuerdo: 
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Besaltando  qne  D.  Saloslíano  Azcúnaga  y  sÜi  hijo  D.  Teodoro  dedo- 
j«ron  deoiandanda  en  28  da  Mayo  de  1881  contra  el  D,  Domingo  Oítis 
de  Zarate,  pidiendo  se  le  condenase  a(  pago  de  las  95.000  peseta^  qtíe  . 
Dolía  Rosft  Aacúnaga  legó  al  D.  Saluatiano,  y  las  5.000  que  legó  faoa- 
liiéo  á  80  menor  hijo  D.  Teodoro,  en  metálico,  valores,  bienes  mnebleSt 
tnmaebtes,  según  ordenó  la  testadora  en  so  codiciló,  previa  la  tasaeidra 
de  peritos  nombrados  por  l^s  partes,  caso  de  qae  no  se  verificase  el  pa- 
go en  metálico,  al  pago  de  los  intereses  legaltss  áeiás  el  día  3f  de  Dr- 
ciemtre  de  1875  en  qne  debió  pagar  los  legados  referidos,  y  al  de  lae 
costas:  al  efecto,  después  de  hacer  mérito  de  los  antecedentes  relaeto- 
nados,  a'egó  qne  con  Jirregto  á  la  ley  18,  lít.  9^  Partida  t*,  al  legata- 
rio tif  ne  que  entregársele  un  legado  íntegro,  y  si  por  culpa  del  liefede- 
ro  se  menoscitfoase,  éste  será  obligado  á  pagar  sa  total  importe;  qae  la 
ley  34  d«l  ntfsiiio  liiulo  y  Partida  estabiece  que  fu<>go  qne  muere  el  tea- 
tador  pasa  el  señorío  de  la  cosa  legada  á  aquel  a  quien  fué  hcbaia 
manda  enando  ti  legado  es  poro;  que  con  arreglo  á  la  ley  5*,  tft;  93, 
Partida  1^,  las  paUbcaa  del  testador  di^ben  ser  entendidas  ttanam<^nte, 
asi  como  ellss  suenan,  y  que  conforme  al  art.  8^  de  la  ley  de  f  4  de 
Marzo  de  1856,  el  deudor  conititoído  en  mora  abonará  el  interés  de' € 
por  100  anual: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Domingo 
Ortia  de  Z trate,  le  evacuó  pretendiendo  se  le  absolviera  de  elí  con  im- 
posición al  actor  de  las  costas;  y  haciendo  mérito  también  de  los  ante- 
eeder.tes  relacionados,  alegó  que  la  voluntad  del  testador  es  ley  de 
inexcusable  observancia  en  la  materia,  y  la  única  á  que  deben  súber- 
diñarse  los  derechos  y  esperanzas  nacidos  de  un  testamento,  segón  doc- 
trina eonsi  ir  nnda  por  este  Tribunal  Supremo  en  sent^^nctas  de  t6  de 
lanio  de  1855  y  30  de  ^lájo  de  1863;  que  las  palabras  del  testador  de- 
'bdn  entenderse  llanamente  y  como  suenan  con  arresto  á  la  ley*5*,  tita- 
lo  33,  Partida  1\  y  doctrina  constante  de  este  Triltonaf  en  mtíUítéd'de 
sentencias;  que  el  que  ha  estado  y  está  siempre  dispuesto  á  entregar 
las  mandas  eo  la  forma  dispuesta  por  U  testadla,  ni  infringe  hir  vo- 

'  liintad,  ni  ha  podido  incurrir  en  mora,  y  por  lo  tanto  no  tiene  obliga- 
«ción  de  indemnizar  daños  ó  menoscabos,  se^úfi  doctrina  del  mismo 
-  Tríbau»!  en  sertancia  de  99  de  Abril  de  1K68: 

Resultando  qué  en  los  escritos  de  ré|)lica  y  duplica  reprodof^on 
las  partes  sus  respectivas  prelf^nsíones;  y  recibido  el  pleito  á  prueba  y 
practicadas  las  propuestas  por  aquéllas,  el  Juez  de  primera  instancia 
dictó  sentencia  en  1  á^  Marzo  de  18^9,  que  foé  revocada  por  la  qtfe  en 
SO  de  Junio  siguiente  pronuoció  la  Sata  primera  dé  in  civil  de  U'Aá- 
diencia  de  este  distrito. declarando  que  D.  Dorpingo  O.  tiz  de  Z4rate, 

>  eomo  legatario  del  terció  de  los  bienes  de  so  difunta  rsposa  Doñ<i  Rosa 
Azcúnaga  vei.ii  obligado  á  entregar  á  p.  SalusUano  y  á  D.  Teodoro 
AzcOnaga  las  cantidades  de  95.000  y  5.000  pesetas  resneeliVamente, 
debiendo  hacer  pagó  de  las  mismas  en  el  término  de  f5  días  desdé  qae 

•    eaos>»  ejecutoria  esta  sentencia,  ya  sea  en  metáli  o,  vafures;  bien'és  in- 
muebles ó  en  lo  que  más  Je  convenga  ai  D.  Domingo,  siempre  qué  re- 
•  salten  entregadas  íntegras  las  expresadas  cantidades,  no  en  vfrttrd  de 

^  iooeva  tasación  do  los  biei^es  en  que  consista  dicho  pa^^o,  sino  teniendo 
•  eo  cuenta  la  valoración  de  los  mismos  becbá  en  lá  testamentaría  dé  qoe 

'    se  trata,  con  el  aleono  además  del  interés  correáppndiente  del  tyéé  lOO 

«  desde  la  eonteataeión  á  La  demanda,  y  sin  hacer  especial  condéílációa 
de  costas  dé  ninguna  de  las  dos  instancias:  '  *' 
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.>.,ReiinlUndo  ^,«10.  pcjr  parte  D.  Domingo  Ór^iz  de  Z^^rate  y  San  da  sé 

Jinlerpuso  recarso  de'casaf.ión^  alegando  hallarse  comprendido  en  el  ea- 

¿M^  V*  del.art.  i69il  de  Ja  ley  de  Enjaieamienio  civil,  p6r  haberse  InfríB- 
1^0  á  au  juicio:  . 

I®  La  voluntad  dé  la  testadora  que  no  poso  á  D<  Domingo  O rt»  de 

i^iraite  limitación  alguna  en  cuya  Tirtud  debía  eliminarse  del  pago  do 
ios  legados  la  parte  proporcional  de  eré  titos  dndosos  eliminada  por  la 
«^ntencia;  y  la  doctrina  de  este  Tribdnat  Supremo  en  multitud  de  sea- 

.  teaeias,  y  entre  ellas  la  de  9  de  Slayo  de  1869,  que  la  voluntad  dei  les- 
lador  es  ley  en  la  materia,  por  lo  eunl  la  sentencia  que  diapone  al||[o 
contra  la  misma  es  contraria  á  aquel  principio,  al  que  deben  subordi- 
¿arsA  los  derechos  y  ?speranaas  nacidos  de  un  testamento: 

, .  <%*  La  ley  o^  tift.  33,  Partida  7\  y  dócirioá,  de  acuerdo  con  ella  con- 
Mgnada  pnr  este  mismo  Tribunal  en  muchas  serrtonnas.  y  entre  ellas  la 
de  iO  de  Octubre  de  l8o4,  10  de  Diciembre  de  IS64,  17  de  Marzo  de 
AM^  y  4)  de  Octubre  de  f  S6(l,  que  las  palabras  del  testador  00  deben 

interpretarse  de  manera  que  vayan  más  allá  de  ío  que  expresa  la  letra 
de  las  disposicioneSyComo  lo  hace  la  sentencia  por  ¡a  ratón  antes  iadi 

.eada: 

3^  El  art.  8®  de  la  ley  de  1 4  de  Marzo  de  I8l>6,  y  la  doctrina  estable- 
:  eida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  94  de  Setiembre  de 
1873,  Sf^gún  la  que  el  obligado  al  pago  que  noinsorrióen  mora  (>or 
haber  estado  siempre  dispuesto  á  hacer  enir<>ga  de  las  cantidades  que 
:  éebíe  abonar  como  lo  hatíi  estado  el  recurrente  ha  de  ser  absoelto  de) 
pago  de  los  interesas,  y  sin  embargó,  se  le  condena  á  pagarlos  desde  la 
contestación  á  la  demanda: 
.  4*  La  djctrina  constante  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otra«  sen- 
leneias,  en  las  de  94  de  Abril  de  1867,  19  de  Noviembre  de  1869  y  i* 
<le  Julio  de  18^0,  según  la  cual,  si  hasta  que  se  fija  por  senteticia  no 
resulta  lo  que.deti4  pagar  el  demandado  al  demándame,  no  existe  ra- 
zón para  considerarle  deudor  moroso  é  imponerle  el  pago  de  los  inte- 
reses: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Maria  Manresa: 
Considerando  que  la  sentencia  recorriia  no  infringe  la  voluntad  de 
la  testadora  ni  la  ley  5*,  tít.  33.  Partida  7*,  ni  las  doctrinas  que  se  si- 
ten en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso,  porque  al  condenar  al  re- 
currente á  que  pague  las  30.000  pesetas  de  los  legados,  en  metálico, 
valores,  bienes  muebles,  ó  en  lo  que  más  le  convenga,  emplea  las  mis- 
mas palabras  usadas  por  la  testadora;  y  al  prevenir  que  dicho  pago  $« 

,  hfiga  de  modo  que  resulten  entregadas  integras  las  expresadas  canti- 
dades, cpn  exclusión,  por  tanto,  de  los  créditos  dudoeos,  cumple  tam- 
bién la  voluntad  d^  la  misma  testadora,  la  cual  expresó  con  palabras 
elaras  que  su  marido  percibiría  el  remanente  d^l  tercio,  después  de 
eubiertos  los  legados,  por  lo  cual  y  por  haberlos  Hjado  en  cantidad  de- 
terminada, es  evidente  que  ||uiso  fuese  real  y  positiva  so  entrega,  y 
na  lo  sería  si  quedaran  expuestos  á  la  disminución  que  pueda  resultar 
de  los  nréditos  dudosos,  cuyo  quebranto  debe  sufrir  el  legatario  del 
tercio  por  serlo  de  parte  alícuota  del  caudal: 

Considerando  que  conforme  á  la  voluntad  de  la  testadora  y  á  la  na- 
turaleza de  los  legados  de  que  se  trata,  debió  pagarlos  el  recnrrente 
Inego  que  recibió  el  tercio  de  los  bienes  de  la  herencia,  del  que  hablan 
de  deducirse,  constituyéndose  en  mora  desJe  aquel  día  por  ser  liquida 
la  cantidad,  y  no  haber  tenido  razón  derecha  para  dilatar  el  pago,  eo- 
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mo  lo  demaestra  el  resoltado  de  este  pleito,  y  por  consiguiente  la  ten^ 
tencia  que  le  condena  al  pago  de  los  intereses  hgatés  de^de  la  cdñteft'^ 
tación  á  la  demanda  no  infríngela  leur  y  doi^trinas  que  haciendo  süpQ^i^ 
lo  de  la  caestíón  se  citan  en  les  motivos  3*  y  4'; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  rv^ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Ooming>é 
Ortiz  de  Zírate  y  Sanda,  á  quien  condenamos  en  ia9  costas:  Hbrese  tá 
correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  este  distrito,  con  devo-^ 
Ittción  del  apuntamiento.— (Sentencia  pobticaila  el  1^  de  Febrero  di 
4883,  6  inserta  en  la  Gaceta  de  12  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Reenrfio  de  castaclón  (3  de  Febrero  de  1 883).— -iSte/ajprímerai-^ 
Pago  DE  LEGÍTIMA.— No  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Ramóa  Revira  con 
D.  Antonio  (lovira  (Andiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  de  las  declaraciones  de  las  leyes  32,  tU.  ^8.  De  inofficioso  tes^ 
tamenlo,  libro  3**  del  Código  dé  Jtistinianú,  Nov^a  <8,  en  su  capítulo  %^; 
5*,  Ht,  2®,  cuando  legatorom  val  fideicomisorum  cedat  y  juriopruden- 
cia  del  Tribunal  Supremo  sobre  la  inlegridai  de  las  legitimas  y  sobre 
el  tiempo  en  que  ceden  los  legados  puros,  no  ¿e  sifué  que  el  heredero 
haya  de  abonar  al  recurrente  su  hermano  los  frutos  ó  réditos  corres - 
pondientes  á  los  anos  tn  que  Im  madre  de  ambos  usufructuó  los  bienes 
de  la  manera  establecida  por  el  marido  y  padre  respectivamente ^  según 
la  cual,  por  lo  relativo  á  la  condena  de  frutos^  en  la  reclamación  dele- 
gitimas  desde  que  éstas  se  deben  por  la  muerte  del  padre  son  tamb^U 
aquéllos  exigióles  según  la  ley  y  ^uris prudencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Febrero  de  1883,  en  los  auto» 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santa  Goloma  de  Par* 
nés  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  R^mén 
Rovira  y  Viiarrubia,  Abogado,  vecino  de  Gerona,  con  D.  Antonio  K^ 
vira  y  Vilarrubia,  propietario,  vecino  de  Barcelona,  sobrí?  pago  de  le- 
gitima; autos  qae  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  á  nombre  de  D.  Ramón  Rovira  por 
el  Procureídor  D.  Francisco  Bartual,  bajo  la  dirección  del  Doctor  Dofi 
Francisco  de  Paula  Lobo:       ' 

Resultando  que  en  H  de  Mayo  de  f847  falleció  D.  José  Rovira  y 
Rosell,  bajo  el  testamento  que  en  el  día  anterior  había  otorgado,  por  el 

3ue,  y  su  cláusula  5*,  legó  á  cada  uno  de  sus  hijos  é  hijas  que  en  el  día 
e  su  muerte  dejase  nacidos  ó  postumos  la  cantidad  de  3.000  libráf, 
equivalentes  á  8.000  pesetas,  á  sos  libres  voluntades:  ' 

Resultando  que  en  7  de  Abril  de  1877,  D.  Rámdn  Rovira  dedujo  de- 
manda, por  la  que  pidió  qoe  se  condenase  en  detimtiva  á  D.  Antottfo 
Rovira,  como  heredero  universal  del  común  padre  D.  José  Rovírá^  á 
que  abonara  en  metálico  ó  en  cuerpos  hereditarios  at  demandante  f^ 
porción  legitima  que  le  correspondía,  que  era  la  sétima  de  la  cuanta 
parte  de  los  bienes,  con  los  frutos  é  intereses  legales  da  la  misma  por- 
ción legitima,  á  contar  desde  él  día  de  la  defunción  del  padre  testador 
mediante  la  oportuna  valoración  del  caudal  hereditario,  apreeiaciÓD 
del  haber  legitimario  y  abonó  en  cuenta  por  el  demandante  de  pagéa 
que  de  ello  le  hayan  hecho  y  sean  imputables  en  dicha  porción  y  f ar^f 
costas;  para  ell »  alegó  qué  ef  demandante  era  hijo  legítimo  de  O.  Joié 
Rovira  y  Rosell,  siendo  sus  hermanos  Di  Antonio,  D.  José,  Di  Joaquín!» 
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I>o&a  GoBsolafiión,  D.  Franelfeo  y  D.  Narciso Roviray  Villarrabia;  qoe 
«9  referido  padre  íalleeió.  eo  i7  de  Mayo  de  48i7,  siendo  sa  heredero 
uikiverfial  el  demaudado  D.  Antonio  Rovira,  y  que  los  bienes  qae  dej6 
al  morir  so  dicho  padre  tendrían  nn  valor  de  400.000  pesetas;  qae  Don 
Antonio  Ro!virano  te  había  satisfecho  parte  ó  porción  de  legitima  ni 
\(^  intereses  legales  de  la  misma,  á  pesar  de  la  conciliación  intentada 
para  eUo;  y  por  último,  que  so  padre  D,  José  Rovira  hizo  á  cada  ana 
4e  sos  hijos,  incloso  al  demandante,  nn  legado  paro  de  8.000  pesetas, 
y  para  reclamarlo  tenía  pleito  pendiente,  con  coya  manda  tácitamente 
quedó  injftituido  en  el  completo  de  la  legítima  qoe  le  correspondía  en 
los  bienes  paternos,  ó  sea  en  el  derecho  de  percibir  el  mayor  valor  dé 
la  misma  sobre  dicho  legado,  cuyo  mayor  valor,  sin  perjuicio  de  tal 
manda,  reclamaba  en  este  juicio  á  ana  con  los  frutos  é  intereses  lega- 
les de  dicha  legítima;  y. como  fondamentos  de  derecho  expuso:  que  la 
ley  defiere  á  los  descendientes  llamados  á  la  sucesión  del  testador /la 
coarta  parte  de  sus  bienes  repartida  entre  los  mismos  por  las  reglas  del 
intestado;  qae  el  testador  está  obligado  á  dejar  la  mencionada  cuarta 
parte  á  los  descendientes,  pudiendo  hacerlo  por  vía  de  institución,  le- 
f&ado  ó  donación  por  causa  de  muerte,  y  se  entenderá  habérsela  dejado  « 
aunque  le  señale  una  cosa  ó  cantidad  de  menos  valor,  en  cuyo  caso  tie- 
nen derecho  al  completo  de  lo  que  les  corresponde:  que  desde  la  muer- 
ta del  padre  acreditan  los  legitimarios  los  frntof  de  la  porción  legitima; 
^ue  el  heredero  puede  pagar  en  dinero,  estimando  el  valor  de  Ips  ble- 
n>;8  ó  en  bienes  inmuebles,  y  qae  para  la  valoración  de  la  cuarta  legi- 
timaria sirve  el  juicio  personal  qae  prefería,  sin  renunciar  los  demás 
«Hfdios  de  proeba: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Antonio  Fjlo- 
vira,  la  contestó  pidiendo  seie  absolviese  de  ella  con  imposición  de  las 
Aostas  al  actor,  y  perpetuo  silencio  acerca  de  lo  que  era  objeto  de  la 
il^manda,  y  expuso  que  D.  José  Rovira,  padre  det  actor,  en  su  testa- 
mento otorgado  en  16  de  Mayo  de  1847,  legó  á  cada  uno  de  sus  hijoa 
3.000  libras  catalanas,  y  que  en  el  propio  testamento  dispuso  que 
i^ientras  sa  esposa  Doña  Mercedes  Rovira  y  Vilarnibia  se  mantuviese 
viuda,  fuese  usufructuaria  de  su  universal  heredad  y  bienes  sin  obli- 
gación de  dar  cuentas  á  persona  alguna;  pero  con  la  condición  de  pa- 
garlos males  y  cargas  del  matrimonio  y  alimentar  en  su  casa  y  com^ 
pañia  á  la  familia  dej  matrimonio;  que  el  actor  tenía  pleito  pendiente 
en  reclamación  de  las  3.000  libras  dei  legado  paterno;  que  él  tenía  re- 
eonocido  en  su  demanda  que  mediante  este  legado  queda  instituido  en 
el  comp)#to  de  su  legítima,  y  en  la  apoca  otorgada  en  29  de  Marzo  de 
1851  reconocía  qae4as  3.000  libras  referidas  le  fueron  dejadas  y  lega- 
das por  sus  derechos  de  legítima  paterna,  suplemento  de  ella  y  demás 
pertenecientes  á  la  herencia  del  común  padre;  que  Doña.  Mercedes  Vi- 
iarrubia,  madre  del  demandante  y  del  demandado,  disfrutó  el  usufrao- 
lo  desde  el  17  de  Mayo  de  1847,  en  que  falleció  D.  José  Rovira,  hasta 
el  3  de  Febrero  de  1863  eii  que  murió  testando  en  13  de  Julio  de  1861, 
y  nombrando  por  herederos  á  todos  sus  hijos  por  iguales  partes,  ha- 
;$iendp  correspondido  á  cada  coheredero  la  cantidad  de  t,t\2  reales  81 
f^ntimos  qne  biso  efectivos  el  demandado;  que  el  valor  del  patrimonio 
:4e  D.  José  Rovira  coo  relación  al  día  de  su  fallecimiento  no  era  supo- 
4Fior  á  84.000  libras,  eqoívaten|,es  á  324.000  pesetas;  que  la  cuarta  lé- 
/«(tima  qtie  la  ley  deberé  á  loii  descendientes  puede  dejarse  por  vía  áe 
institooióa,  (egado  di  donaoióa  por  eaasa  de  maerte,  entendiéndose 
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cumplido  el  objeto  de  la  hy ^sí  caaiqoiera  h  forma  é  manera  tñ^qi» 
resulte  veiifíc^do  en  señalamiento;  que  dejado  por  \ú  4e  iegadoiio 
pueden  ios  hijos  reclamar  éste  independientemente  ademas  de  lalagl^ 
tima,  sino  que  han  ¿e  limitarse  6  á  lo  uno  ó  a  lo  otro;  que  el  hi|Q  qu:e 
pide  en  juicio  ¿us  derecljos  legitimarios  paternos  en  la  cuantía  S4;ñala<if 
da  por  el  padre  eu  testamento  se  entiende  que  5e  conforma  con  dicho 
señaiamienlo  y  no  puede  venir  después  á  reclamar,  haciendo  abstrae^^ 
ción  de  él  los  .indicados  iteremos  que  eiUr^  las  c»r|;as  y  gravámenes 

?Íue, corren  de  cuenta  del  usufructuario  de  una  herencia  figuran  Jot 
ratos  ó  intereses  da  la  porción  legitima  de  loshijosen  bienes  integran^ 
tes  á  aquella;  que  la  obligación  contraída  por  una  persona  eólo  es  eiigi-^ 
ble  al  oblig.ido  6  á  sus  heredaros,  y  en  U  proporción  respecto  de  ésto» 
de  lo  pane  déla  herencia. en  que  hubiesen  sucedido;  que  entre  Í4a<ex- 
cepejones  que  pueden  proponerse  en  juicio  ügura  Ud^  lUia  peodeneíA/ 
en  virtud  de  la  que  no  podrá  prosperar  la  segunda  demauda  sobre  lo 
luismo  que  es  objeto  de  la  primera: 

Resultando  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  insislienida 
en  sus  respectivas  pretensiones,  se  recibió  el  pleito  ápr^ieba,  pr^ti- 
•  candóse  las  propuestas  por  aquellas,  se  uuió  i  los  autos  la  ejecutoria 
de  II  de  0«Uubre  de  1869  racj^íla  en  el  pleito  sobre  pago  de  un  legado 
y  liquidación  de  herencia  seguido  por  el  Presbítero  D.  Joaquín  Revira, 
contra  D.  Antonio  Rovi^a,  por  la  cual  se  confirmó  |»or  la  Superioridad 
la  sentenciH  apelada,  por  la  qiiese  condenó  al  D.  Antonio  á  que  pagase 
dentro  de  10  diaa  al  D.  Joaquín  ia  eantidad  de  3.V00  escudos,  <!0q  1os< 
intereses  legales  á  r^^zón  del  a  por  ^00  desde  17  de  ftUyo  de  iW^.^m 
que  falleció  el  padre  comtknD.  José  Rovirah^staei  14  de  Mayo  de  4^5^^ 
y  á  razón  dtl  6  por  100  desde  esta  fecha  h^sta  «I  día  en  que  se  ef^etoa^ 
se  el  pago,  reservándose  por  dicha, ejecutoria  al  D»  Antonio  Rovira.  el 
derecho  de  reclamar  de  su  hermano  D.  Joaquíi»  la  parle  e.n  qué  se^ 
haya  contrif)oído  para  la  fundación  de  patrimonio  eclesiástico  y  de  los 
herederos  de  su  madre  Doña  JMercedea  VilarrubiaJos  iutereaea  de  loa 
3«200  escudos  por  el  tiempo  qie  ésta  osufructnó  ios  bienes  del  padre v« 
qaepodría  otilixu  en  otro  juicio:  .       .       .    . 

Resultando  que  en  escrito  presentado  por  el  demandante  y  deman- 
dado consignaron  que  el  valor  dei  i»átrimonio  del  común  padre  D.Joié, 
Revira  en  el  dú  de  au  fallecimiento  era  ea  la  cantidaji  de  3S5.570.pe-.< 
setas,  con  más  laa  6.000  pesetas  entr^egad^a  por  el  padre  en  vida  al  hijO; 
y  hermano  respectivo  D,  Josjé,  y  que  Iss  cargas  ó  gravámeof'Sá  que  ee-. 
estaba  afecto  dicho  patrimonio  importaban  126.928  pesetas  31  cóntimoa*.^ 
Resultan  )o  que  dictada  sentencia  por.el  Juez  de  primera  iD&ta4ieiao 
é  Interpoesta.apelación  por  ambas  partes,  sustanciada  la  alzada  taSala:, 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bircelona.  por  sentencia  de  ^% 
de  Mayo  de  1882  revocando  la  apelada»  fijó  en  la. cantidad  de  lO^BSOi 
Pf setas  6  eéntiutos  la  porpión  legítima  correspondiente  al  demandaote 
D*  Ramón  Rovira  de  los  bienes  de  so  difuntp  padre^  declarando  impfir> 
table  á  cuenta  de  la  mistna  el  legado  de  8i«000  pesetas  que  le  hizo  ent 
su  testamento;  y  en  so  consecuencia  condenó  al  demandado  D.  Antonio^. 
Rovira  á  satisfacer  dentro  del  término  d^  la  ley^,  á, dicho  D  Raiu4ii  Bot^ 
vira  en  dinero  ó  en  bienea  inmuebles  hereditarioaá  elección  del  rai^mo; 
D.  Antonio,  señalados  en^  su,  caso  los  bienes  P()¡r  e(  Juez  si  hubiese  dísr. 
cordia;  la  restante  cantidad  de4*880  pese  (as . 4  céntimos  ^¡on  los  if;itea^ 
pprcibi(tos  y  podidos  percibir  ó  los  Intereaes  legales  i  ratón  del  $  pQf^ 
^Oí)  segiin  se  baga.el  pago  eft  bie^fs  ó  fia  dinero,,*  ^o^H^r  4ifil»»  írjftrí^ 
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lotd'fnlcrBses  desdé  e)  día  3  de  Febrera  de  1863,  en  qoe  ocorríó  el  fa-^ 
tieeimietilo  de  Dona  María  de  las  MercfdesYiUrrubift,  viuda  de  D.  José 
RiHiíifft  y  Roeell;  debiendo  el  afctor  D.  Ratüón  Rovira  abanar  en  cuenu 
lo  qaa  adeimts  del  tejada  de  8.000  pesetas  haya  recibido  ddl  deman- 
dado por  r»tóf)de  dicha  poreión  legítima  paterna: 

>  Rbsoltando  qae  D.  Ramón  Rovira  ihterpDSo  recarsd  de  easación, 
por  haberse  en  su  concepta  infringido : 

'-  í^  La  ÍBy3t,ta.^%,  De  inof/icioso  estamento,  libro  3^  del  Código 
d»iJostiiikino,  según  la  eual,  si  por  cualquiera  disposiciones  ó  dilacio* 
ne»q«o  causen  demora  ó  gravamen  se  perjudican  en  sus  porciones  le- 
gilimas  los  que  tiene  derecho  á  ellas,  deberá  procederse  como  si  ño 
exieiteseu  tales  disposiciones;  por  cuanto  la' sentencia,  no  condenando 
al'Jief adero  D.  Antonio  Revira  á  pagar  »1  legitimario  D.  Rimón  Rovira 
lot  intereses  de  la  poteióu  legítima  correspondientf^s  al  tiempo  que  fuó 
Mofruetuaria  universal  la  madre  común  viuda  Je  D.  José  Rovira  y  Ro* 
sell,  procedía  como  si  hubiera  podido  disminuirse  ó  gravarse  con  el 
«rofrueto  la  legítima  del  D.  Ramón,  reduciéndola  durante  muchos  años 
á  U  mo^Ja  propiedad  de  los  bteneft  en  que  consistía: 

S^  LaNdyela  1A,  en  su  cap.  3^  según  la  cual  áñadioque  tenga  hi- 
jol  Ib  est4  permitida  dejar  á  éstos  la  nuda  propiedad,  legando  el  osu- 
froetoá  la  viuda,  sino  que  está  obligado  á  dejar  á  los  hijos,  lo  mismo 
doe  la  propiedad,  también  el  usufructo  de  la  legítima  que  le  correspon- 
da; por  avanto  la  sentencia,  condenando  al  heredero  D.  Antonio  Rovira 
4 entregar  los  fro'los  ó  pagar  solamente  los  intereses  desde  el  día  3  da 
Febrero  da  1863  en  que  falleció  [>oñ«  Mercedes  Vilarrubia,  usufructúa- 
ria^y  no  desde  el  f7  de  MHyo  de  1847  en  que  falleció  D.  losé  Rovira  y 
Rasell,  marido  y  padre  respectivo,  priva  á  su  hijo  D.  Ramón  Rovira  y 
Vflarrubitt  del  usufructo  de  su  porción  legítima  durante  los  15  afioá  y 
medio  largos  que  mediaron  desde  el  fallecimiento  del  D.  José  y  el  da 
De^a  Slercedee: 

8*  La  sentencia  da  esta  Tribunal  Supremo  da  1^  de  Diciembre  dé: 
4863,  dictada  en  pleito  sobra  reclamación  de  legitima^  seguido  en  la 
Audiencia  de  Barcelona,  y  la  jurisprudencia  por  dicha  sentencia^ reco- 
nocida, según  la  cual  por  lo  i^elativo  A  la  condena  de  frutos  en  la  recia- 
o^Ación  de  legítimas  desJe  que  ésias  8ñ  deben  por  la  muerte  del  padrie 
80»  también  aquéllos  exigibles  según  la  ley  y  jurisprudencia,  no  con- 
danamlo  á  D.  Antonio  Rovira  y  Vitarrubia,  heredero  de  su  padre  Doñ 
losé  Bovíra  y  Rosell,  á  entregar  al  hijo  legitimario  D.  Ramón  Rovira  y 
YHavnibia  los  frutos  ó  pagaría  los  intereses  de  su  legítima,  á  contar 
davdrque  falldció  so  padre  el  testadoir  D.  Jasé*  supone  que  no  erauexi- 
^ble»  los  frutos  ó  intereses  desde  que  por  muerte  de  éste  sé  le  debió  al 
D.^  Ramón  su  legítima,  sino  tan  solo  18  años  y  medio  después  por  muer- 
té  d'a  lA  usufiroctoarfa  Dof^a  Mercadas:  * 
;4fí.  i^n,  sentendadé  ^ste  Tribunal  Supremo  de  i7  de  Junio  de  1 881,' y 
el'óéii9igttiante  fallo  con  que  en  elpleito  enrra  el  recurrido  y  otros  doa 
bavmanos  soyos,  y  del  recurrente  sobre  la  misma  cuestión  actual,  con- 
déttó^sie  Tribunal  Supremo  al  mismo  D.  Antonio  Rovira  y  Vilarrobla^ 
aomb  haraiero  de  sn  padre  D.  José,  á  pagar  A  cada  uno  de  los  deman- 
dtfiítes  el  importe  del  legado  y  lo  demás  que  en  su  caso  les  correspon- 
diese por  soptementó  de  su  legítima^  paterna,  pagándoles  también  loa 
inlereees  legales  de  las  cantidades  debidas  y  no  satisfechas  desda  el  día 
s>^goient«al  17  de  Mayo  de  1H47,  en  que  falleció  elteíttadpr,  reservaá* 
do^4'D¿  Antonio  Rovira sti derecho  ^ara  que  pueda  reelaiinar deí'los  ha-' 
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rederos  de  su  oúiadre  Doña  Mercedes  VíUrrabia  loe  intereses  gaeéftH 
debió  satisfacer  como  usofractaarta  del  eaadaL  fiar  caanto  la  senieneía 
recurrida,  expresando  dictarse,  «vista  U  dkha  sentencia  de  este  Trtba- 
ntA  SnpreiDo,»  a<;epta  ésta  en  parte  pero  no  enlode,  y  limita  la  eonde* 
nacían  del  heredero  D.  Antonio  al  pago  de  intereses  solamente  detde 
el  día  3  de  Febrero  de  486S,  en  qae  falleció  la  usa fruetuaria  Doña  Mer- 
cedes: 

5^  La  ley.  5%  tit.  ?<*,  caando  dice  l0ffaíamm  ^el  fideieomiiarum  €§r 
dat^  lib.  36  del  Dif^esto,  en  qne  se  dispone  que  el  legado,  siendo  pora, 
cede  desde  la  muerte  del  tessador,  y  que  lo  mienoo  que  pasa^oon  et  le^ 
gataHo  se  entienda  con  el  heredero,  de  donde  se  deriva  y  á  qoe  es  con- 
forme la  ley  4*,  tít.  U,  Partida  6*,  qae  ditees  «Entregando. el  Jaes  deki^ 
herencia  del  ñnado  a  aqael  que  oviese  derecho- de  la  a  ver  debele  otroei 
tuatidar  entregar  de  bs  frotos  de  ella;»  y  la  jerispraJencia  contenida 
en  la  sentencia  de  este  Tribonal  Sopremo  delude  M»rzode  f875  y 
otras,  en  qae  se  hace  reeponsable  á  oaien  debió  entregar  la  legítima 
de  los  perjuicios  ocasionados  por  no  haberla  entregado  á  so  debido  tiem* 

Í)o,  y  se  declara  procedente  por  ello  el  abono  de  intereses;  por  cuanto 
a  sentencia  recorrida  so  pone  qoe  la  legítima  de  O.  Ramóri  Rovíra  no 
cedió  ni  era  debida  desde  la  moerte  de  so  padre,  oeiirrida  en  17  de 
Mayo  de  1847,  y  no  condenando  al  heredero  D.  Antonio  Rovira  á  par 
gar  los  intereses  desde  entonces,  desconoce  qoe  es  responsable  por  no 
haber  entregado  la  legítima  á  so  debido  tiempo: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magietrado  D.  Ricardo  l)¡ax  de  Roeda: 

Considerando  que  no  son  aplicables  y  no  han  podido  infringirse  las 
leyes  y  doctrinas  invocadas  en  los  motivos  I*,  2®,  3°  y  5",  porque  de 
snS  declaradiones  sobre  la  integridad  de  las  legítimas  y  sobre  el  tiempo 
en  qoe  ceden  los  legados  puros,  no  se  stgoe  qoe  D.  Antonio  Rovira  haya 
de  abonar  al  recurente  so  hermano  los  frutos  ó  réditos  correspondieot 
tes  á  \o$  años  transcurridos  desde  el  año  47  al  63,  en  que  se  reconoce 
que  la  madre  Je  ambos  usufroctoó  los  bienes  de  la  manera  establecida 
]^or  el  marido  y  padre  respectivamente: 

Considerando  qoe  tampoco  puede  fundarse  infracción  alguna  en  lo 
jtjsgado  el  27  de  Junio  de  1881  sobre  la  cuestión  habida  entre  el  mis^ 
mo  D.  Antonio  Rovira  y  otros  dos  hermanos,  porque  entonces  no  fué 
objeto  dé  easacipn  el  punto  relativo  á  dichos  frotos  ó  réditos,  acerca 
de  ios  cuales,  p'^r  cO/nsigoiente,  no  se  alteró  lo  reeuelto  por  la  Aodienr 
cia,  y  así  es  que  no  pueden  eitarse  para  la  casación  las  dos  sentencias 
dictadas  por  es'e  Supremo  Tribunal: 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  ror 
«oreo  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Ramón  Ro^ 
vira,  á  quien  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la  correspondiente  cer- 
tificación á  la  Audiencia  de  Barcelona,  con  devolución  del  apuntar 
roientu. --(Sentencia  publicada  el  3  de  Febrero  de  i8S3,  é  inserta  ein  la 
<?af^tod.e  12 ^e  Agosto  del  mismo  año.)  ,  ,i 

38 

tteeursode  casac^Mn  {H  de  Febrero  de  1883).-^/S'a¿a  primeria. 

•^AfBJOR  DESECHO  AL  GOBKO  DE   UNAS  GANtfDÁOES.— No  ha  lugar  al  lOT^ 

t^rpueslo  por  D.  Bernardo  Cerezo  con  D.  Vicente  Ceballos  (Audiencia 
<le  Sevilla),  y  se  resuelve:  •< 

<   í^  Que  segúm  la  Uy  34,  tit.  13  de  h  Partida  ^,se  s^ro^a  $n  los 
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éir^ehoi  del  pfim«rMpoteeario  él  ertraño  qw  le  saíit/aee  su  eréiiio 
^on  Uefinúkién  de  que  se  loe  otorgue: 

^  Qtte  al  disjiHon^r  en  m  4Uima  pane  W  art.  1 53  de  la  ley  Hipoteca  - 
riM^  fue  cuando  hi  hipoteca  ee  hei  eonstiiuido  para  garanlitat  obliga^ 
eUmee  trane/eribles  por  endoso  ó  tiiuloe  al  porlaior^  el  derecho  hipo  - 
técario  eé  entenderá  transferido  con  la  obligación  ó  con  el  titulo  sin 
necesidad  de  dar  de  ello  conocimiento  al  deudor  ni  de  hacerse  constar 
latrúñsférénHa  en  el  Registro,  no  dice  que  taiga  para  tales  efectos  la 
trasmisión  de  aquellas  obligaeiones  sin  llenarse  la  formalidad  del  en- 
doso, que  es  esencial  y  earaeteristieo  requisito  de  la  misma; 

Y  9®  Que  si  el  tercerista  no  ha  adqwiriéo  sobre  lajtnea  objeto  de  la 
tercería  los  derechos  de  acreedor  hipotecario^  no  puede  por  cons%guien<' 
té  alegar  prejerencia  respecto  ai  acreedor  que  tiene  hipoteca  sobre  par>^ 
te  de  la  propia  finca  ^  ni  invocar  útilmente  que  éste  resulte  enrijueeido 
en  su  perjuicio;  no  teniendo  por  lo  tanto  aplicación  al  caso  las  leyes  ti 
y  Z\,tit,  f  3,  Partida  fS^yel  principio  de  derecho  consignado  en  la  rs'- 
y  la  n,  til.  34,  Partida  7*  que  prohibe  que  nadie  se  enriquezca  en  per- 
Juicio  de  tercero. 

En  la  villa  y  eorle  de  Madrid,  á  3  de  Febrero  de  i883,  en  los  aatos 
seguidos  en  ei  Jasg&do  de  primera  iostaneia  del  distrito  de  la  Isqaier- 
dá  de  Córdoba  y  eo  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadteneia  de  Sevilla  por 
O  Bernardo  Cerezo  y  Gotíérrez,  vecino  de  Villa  del  Río,  propietario, 
con  D.  Vicente  Ceballos  y  Arroyo,  vecino  de  COrdoba,  Doctor  en  Me- 
dicina y  Cirugía;  y  D.  Francisco  Hidalgo  sobre  mejor  derecho  al  cobro 
de  ciertas  cantidades:  autos  qoe  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  D.  Bernardo 
Cerezo  por  el  Procurador  D.  Federico  Grases,  bajo  la  dirección  del  Li- 
cenciado D.  Estanislao  Figneras,  sostenido  después  por  el  Licenciado 
D.  Enrique  Roger,  habiendo  representado  y  defendido  á  D.  Vicente 
Ceballos  el  Procurador  D.  Pedro  Manguet  y  al  Licenciado  D.  Cipriano 
Oarijo: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  23  de  Diciembre  de  1805 
f).  Francisco  CanS  Garijo  compró  del  Estado,  como  procedente  de  bie- 
nes de  Beneficencia,  la  hacienda  nombrada  de  San  Antonio,  tórmino  de 
fiojalance,  compuesta  de  varias  suertes  de  olivar,  molino  y  casa  en 
SOO.OOO  rs.,  que  debía  pagar  en  nueve  años  y  10  plazos  de  30.000  rea- 
les cada  uno,  debiendo  verificar  el  último  el  6  de  Febrero  de  f87l; 
quedando  la  finca  hipotecada  á  la  seguridad  de  estos  pagos: 

Resultando  que  en  8  de  Octubre  de  1866  D.  Francisco  Cano  Garijo 
▼endió  á  Doña  Carmen  Esquinaldo  y  Maqoeda  la  suerte  de  olivar  nom  • 
brada  Palancar,  una  de  las  que  componían  la  hacienda  de  San  Antonio 
en  70.000  rs.,  de  los  qoe  tenía  entregados  I4.0(>0,  y  tos  56  000  restan- 
tes se  obligó  á  pagarlos  en  ocho  plazos  de  á  7.000  rs.  cada  uno,  que 
ttebía  satisfacer  el  día  5  de  Febrero  de  los  años  1867  hasta  el  1874,  de* 
hiendo  entregar  esta  suma  á  D.  Francisco  Cano  Garijo,  consintiendo 
,en  qoe  entre  tanto  que  se  ejecutasen  los  pagos  quedtse  hipotecado  eo 
'favor  del  Estado  el  pedazo  de  olivar;  de  esta  escritura  se  tomó  razón 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  y  en  8  de  Mayo  de  4874  se  anotó  en  el 
Regrátro  lá  éécrit'ora  Carta  de  pa^o  dada  por  D.  Francisco  Cano  Garijo 
á  favor  de  Do^ña  María  det  Carmen  Esquinaldo,  por  la  qoe  confesó  ha- 
4)erTecibido  en  metálico  56.000  rs.  aplazados  para  el  olivar  del  Pa- 
lancar: 

ResaHantia  qoe  B.  Franc^isco  Cano;  Garijo,  en  t5  de  Abril  de  1S70» 
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otbrgdá  favor  de  D.  Bernardo  Cerezo. fscri tora  eonfesaiido  debétlt 
451.980  re  ;  hipoieetindole  el  molino,  caserío  y  yarÍM  suerceáqae^oii^ 
serva'ba  de  Ih  hacienda  San  Antotíio  f  olrss  fin^a^  y  como  i  «ua  vi»* 
cimientos  no  pagAse  este  erédifo  proeedié  ejeciitivaoieute  eontniiéi 
pata  80  cobro;  que  ai^aiéndote  esta  ejecnoíóo  en  razón  á  qoeCano  Gt9í^ 
rijo  tío  h^bia  satiafisrho  ios  doa  tHtimoa  plazos  de  la  haeiend^  de  Sáll^ 
Antonio,  ta  AdministrAción  ecoiiániica  decUró  en  quiebra  eata  ñnx^ií'  f 
anunció  aa  venta  para  el  13  de  Setiembre  do  4878;  y  ea  eate  eaudo^ 
D.  Bernardo  C^reto  soliciló  y  obtuvo  del  Jozgado,  donde  aeguía  la 
ejecución f  que  ae  «fteiara  i  la  Adminiatraciéi  eeonómiea  para  que  se  la 
admitiern  el  pago  de  lo  que  se  adeudaba  v  por  loa  dos  úi timos  plazos 
de  la  hacienda  de  San  Antonio,  subrogándose  el  Cerezo  en  ei  lugaril^  . 
la  hacienda  para  repetir  contra  los  demás  partícipes  de  suertes  de  «la 
misma  (Inca  por  las  cantidades  que  iba  á  satisfaefír,  cuyo  pa^^o  verifiad- 
ascendiendo  el  importe  de  los  dos  plazos  á  38.706  rs.  y  98  céntimos 
por  demora,  prorrata  de  ventas  y  gastos  de  apiecio  y  expediente: 

Resnhando  que  en  18  de  Setiembre  da  1874  se  otargó  escritora,  por 
la  que  Doña  María  del  Carmen  Eequinaldo  y  Maqueda^  por  mediode  8» 
hijo  D.  Enrique  de  Hidalgo  y  Esquinaldo,  como  sti  apoderado,  se  cons- 
tituyó real  y  verdadera  deudora  de  D.  Vicente  Ceballos  Arroyo  por  la 
soma  de  6.500  pesetas,  que  recibió  en  el  acto,  obligándose  áau  de volur 
ción  en  ei  términd  de  dos  años,  contados  desde  dicho  dí«,  y  con  el  ró- 
dito  convenido  de  i%  nor  100,  y  en  garantía  de  los  26.000  reales  da 
principal,  6.t40  de  réditos  de  los  dos  aftc^s  y  6.000  que  se  lijaron  para 
costas,  eof>8tttoyó  hipoteca  voluntaria  sobre  una  suerte  de  olivar  nom- 
brada el  Palanear,  pago  de  Monte  (leal,  término  de  B.ujalance,  que  ad- 
quirió la  Doña  Carmen  de  D.  Francisco  Cano  Garijo  por  escritura  de  8 
de  Octubre  tU  I8H6,  y  se  hallaba  libre  de  gravámenes;  «le  dicha  escrt- 
tiira  se  ion  ó  razón  ea  el  Registro  de  la  propiedad  de  Bajalance  en  9  de^ 
Enero  de  1875: 

Resultando  que  por  no  haber  devuelto  dicho  préstamo  la  Doña  Car- 
man  Esqninaldo,  ni  después  que  ésta  falleció  sus  únicos  hijos  y  here- 
deros, en  31  de  Octubre  de  1870  D.  Vicente  Ceb>illo#dedujo  demanda 
ejecutiva;  que  despachada  la  ejecución  requiriéndose  ai  pago  too  al 
D.  Francisco  Hidalgo  Esqninaldo  por  haber  fallecido  el  D.  Enrique» 
como  no  se  verificase  se  causó  embargo  en  la  citada  suerte  de  olivar^ 
nombrado  el  Palancar;  que  seguido  el  joiciaen  5  de  Enero  de  1880  se 
dictó  semencia  de  remate  mandando  seguir  lá  ejecución  adelante  y  ha- 
cer trance  y  remate  de  los  bienes  embargados;  que  ejecutoriada  la  sen- 
tencia y  apreciada  la  fínca  embargada,  tuvo  lugar  la  subasta  quedando 
el  remate  á  favor  de  D.  Bernardo  Cerezo  y  Gutiérrez  por  la  soma 
de  30.000  reales,  que  consignó  en  la  Caja  de  Depósitos: 

Resultando  que  eñ  5  de  Marzo  de  1880  D.  Bernardo  Cerezo  y  Go  • 
tiérrez  dedujo  demanda  nretendiendo  que  se  declarase  tenía  mejor  y 
preferente  derecho  que  D.  Vicente  Ceballos  para  cobrar  del  precio  éo 
renta  del  olivar  el  batanear  los  23.030  reales  oue  le  adeudaba  D.  Fran- 
cisco Hdalgo  y  Esqoinaido,  por  el  pago  heciio  en  la  Admnislración  ' 
económica  para  dejar  sin  efecto  la  declaración  de  quiebra  y  nueva  su- 
basta di  U  posesión  de  San  Antonio,  y  se  mandara  p^gar,  ante  todo, 
aquella  cantíd^id  al  Cere¿o,  con  expresa  condenación  de  costas  al  ejecu- 
tante ó  ejecutado  que  se  opusiera  á  esta  recUmaeión»  y  al  efecto  expu- 
so, haciendo  mérito  dé  los  antecedentes  relacionados,  que  D.  Francisco- 
Cano  Garijo  compró  al  Estado  á  plazos  la  posesión  de  San  Antonio»  con 
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tmlos  los  oÜTitres  que  Uní»  agregados,  por  una  sola  canti^lDd,  qae  no 
saidivtdió,  eneontrá»dose  entie  loaoUvares  que  componían  dicha  pose* 
siéii  el  nombrado  Patanear;  que  la  Administi  ación  eoonómica  de  la  pro- 
«incia,  por  falta  <le  pago  dek  novena  y  décimo  plazo,  decUró  en  qnie* 
bva  la  venia  de  la  fínea^  con  lodos  los; olivares  que  U  componínn,  in« 
ciBso  el  Palancar,  y  anunció  en  venta  nnevamenleen  el  BoUiU  oficiali 
que  Cerezo  Guliérrett  no  pediendo  conseguir  uxi  acuerdo  entre  los  par- 
tícipes de  San  Antonio  para  pagar  á  la  Uicienda  |úl>liea,todo  lo  que  le 
akleodaba  Cano  por  la  compra  por  no  perder  9U  hipoleca/con  orden  jn- 
-áÍGÍal  y  subrogándose  en  los  derechos  de  la  lUcienda  pública,  pagó  en 
-laAdmiiiistraciód  económica  cuanto  adeudaba  Cano  por  la  itdquisiciéa 
'ée  San  A ntoniov  importando  todo  lo  que  satisfíso  por  este  concepto  la 
e«n|idad  de  98.106  reales  92  céntimos*  de  los  que  correspondían  al  Pa> 
laiicar  !23.O30  reales,  por  lo  cual  el  lefe  económico  dejó  si  o  efecto  !a  de- 
claración de  quiebra  y  la  nueva  venta  anunciada  de  la  pos<?sión  de  San 
Antonio  con  todos  los  olivares  que  la  componím;  que  D  Francisco 
Cano  Garijo  en  la  ejecución  seguida  contra  sus  bit^nes  por  D.  Bt^rnardo 
<}ere2o  ha  resultado  insolvente,  sin  que  después  de  adjudicados  el  mo- 
tino,  easerío  y  algunos  olivares  qne  le  restaban  de  San  Anlonio  hubiera 
podido  pagar  á  Cerezo  á  quien  todavía  adeudaba  bastante  cantidad;  que 
D.  Francisco  Hidalgo  y  Esqnioaldo,  por  muerte  de  so  maire  y  herma*- 
üo  D.  Enrique,  había  quedado  dtt€ño  del  olivar  nombrado  el  Palancar; 
<}ne  por  no  haber  pagado  Doña  Carmen  Csqoínaldo  ni  sas  h  jos  la  can- 
tidad que. recibieran  a  préstamo  de  D.  Vicente  Ceballos,  habi^  entabla- 
do ést^  el  juicio  ejecutivo  que  seguía  contra  el  D.  Francisco  Hidalgo,  y 
especialmente  contra  la  suerte  del  olivar  et  Palancar,  cuyo  procedi- 
miento  estaba  en  la  vía  de  apremio;  que  D.  Bit rnardo  Cerezo  y  Gutíéi- 
nses  4enia  mejor  y  preferdnie  derecho  que  D.  Vicente  Ceballos  para  co* 
brárse  con  el  producto  en  venta  del  Palancar  ó  con  esta  misma  íinea  de 
los  23.030  reales  que  pagó  en  la  Administración  económica  en  prorrata 
de  esta  siierte  de  olivar  para  que,  con  las  demás  que  couiponfan  la  po 
sesión  de  San  Antonio,  no  se  subastara  nuevamente  la  repetida  pose- 
é\6n  poV  la  falu^e  pago  de  toe  últimos  plaz  sqne  halít  dejado  de  ha- 
cer D.  Pranrisco  Cano^qoe  por  la  insolvencia  de  éste  y  por  loi  pagos 
bachos  a  la  Hacienda,  el  Cerezo  había  quedada  subrogado  en  todos  los 
derechos  de  ést»,  estando  hipotecadas  especialmetito  para  su  reintegro 
4oda8  las  suertes  dé  olivar  que  componían  la  po»es  ó'i  de  Sin  Antonio. 
;  ResoHando  que  conferido  Iraslado  de  la  demanda  á  O.  Vicente  Ce- 
bados y  O.  Hraneisco  Hidalgo  y  Esquinaldo,  le  evacuó  el  primero  pi- 
-diendo  se  le  absolviera  de  ella  con  imposición  al  actor  de  perpetuo  si- 
iaocio  y  las  costas,  «legando.al  efecto  qnt  0.  Vicenta  Cehallos  y  Arro- 
yo dio  á  préstamo  á  Düña  María  del  Carmen  Eequinaldo  la  cantidad  dd 
tSJOQCk  rSr  por<89ritora  pObüca,  en  la  cual  se'estabíeció  como  htipoteca 
vexpre»a  para  el  pago  del  capital,  réditos,  costas;  etc.,  «na  soerie  6  pe- 
éaio  de- olí  va  r^  nonihrado  el  Palancar,  término  de  Bujalancr;  que  esa 
obligación  se  inscribió  oportonameitt^  en  el  Registro  de  la  propiepad 
de  aquel  partido;  qui"  por  faltadel  pago  del  capiul  é  intereses  C^"  batios 
entabló  juicio  ej^^cativo  eontrael  deudor  en  31  deOUubre  de  1879, qUiO 
eOgáive  i' tí  lulo,  hipotecario  que  adquirió  Cebal  los  por  el  t>résiamOi  le 
«sisüii  uf>  derecho  real  Sóbrela  suerte  del  pAlancar  exp^'diio  y  pecfe€^- 
to;^que  á  la  H  icienda.  Anico  acreedor  pref&ren:te  que  f *>bre  su<s  dero- 
ohosen  esas'finv^as  pudura  anteponer,  se  le  terf  i  tat'sftichüs  en  com- 
plelo»«s  descubiertos;  qup  nuestra^  leyes   no  adit^nzan  que.  fueran 
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irasmisibtes  por  gestión  oficiosa  los  derechos  preferentes  y  privativos 
del  Estftdo;  que  ei  Cerezo  al  pagar  ^  la  Hacienda  los  plazos  adeudados 
por  D.  Francisco  Cano  Garljo,  tendría  derecho  ^  reclamar  da  éste  su^ 
importe;  pero  en  ningún  caso  preferencia  sobre  derechos  reales  legfl-. 
mente  constituidos: 

Resultando  que  eotplazado  en  persona  el  demandado  D.  í^ranciscoi 
Uidal^o,  y  no  habiéndose  personado  se  tuvo  por  contestada  la  deman- 
da respecto  al  mismo  y  se  le  declaró  rebelde,  entendiéndose  en  Ip  saoe- 
alvo  las  diligencias  con  los  estrados  del  Juzgado: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  dúplici  reprodujeron 
las  partes  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones,  y  practicadas  las 
pruebas  propuestas  por  las  mismas,  el  Juez  de  primera  instancia  por 
sentencia  de  25  de  Abril  de  i88t  declaró  que  D.  Bernardo  Cerezo  y 
Gutiérrez  no  tenía  derecho  á  cobrar  del  valor  de  la  suerte  del  Palancar 
coD  preferencia  á  D.  Vicente  Geballos  los  23.030  rs  qne  reclamaba^  y 
mandó  qne  deS  valor  de  la  expresada  finca,  que  se  halla  consignada,  se 
pague  en  primer  término  al  D.  Vicente  Ceballos  el  crédito  hipotecario 
que  teiiú  reclamado,  sin  hacer  especial  condenación. de  costas: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  con  las  costas  por  la  qué 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  pronunció  en  2  de  Junio- 
de  488S,  por  parte  de  D.  Bernardo  Cerezo  y  Guiiéf  rez  se  interpuso  re^* 
curso  de  casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

4^  La  ley  34,  til.  13,  Partida  5\  que  declara  subrrogado  en  los  de* 
reehosdel  primer  acreedor  hipotecario  al  tercer  interesado  que  le  sa- 
tisface su  crédito,  eu  el  cottcepto  y  con  la  expresión  de  obtener  sus  de- 
rechos, en  cuanto  la  sentencia  recurrida  niega  á  D.  Bernardo  Cerezo  el 
beneficio  de  aquella  subrogación,  sin  embargo  de  constar  en  autos  que . 
pagó  á  la  Hacienda  por  O.  Francisco  Cano  Garijo,  bajo  la  condición  de 

3ue  aquella  le  cedería  sus  derechos  de  hipoteca  sobre  la  finca  llamada^ 
eSan  Antonio,  que  estaba  obligada  por  los  créditos  que  saldó  dicho 
D.  Bernardo  Cerezo: 

V  El  art.  153  de  la  ley  Hipotecaria  vigente,  que  declara  transmisi  • 
bles  las  hipotecas  constituidas  en  garantía  de  obligaciones  transferi- 
bles  por  endoso,  por  medio  de  la  entregada  los  tituiok  en  que  aquéllas 
se  consignan^  sin  más  formalidad,  y  el  fallo  recurrido  niega  que  baya 
podido  transmitirse  á  favor  de  D.  Bernardo  Cerezo  la  hipoteca  que  el 
Estado  tenía  sobre  la  hacienda  de  San  Antonio,  no  obstante  de  haberle 
sido  entregados  los  dos  pagarés  en  que  eonslabaa  la  obligación  y  la 
hipoteca: 

Z^  Las  leyes  ti  y  31  de  los  citados  tíiolo  y  Partida»  que  detern^inan  , 
la  preferencia  entre  varios  acreedores  hipotecairios  por  el  orden  de  las 
fechas  de  sus  respectivos  títulos,  y  él  art.  t6  de  la  referida  ley  Hipote- 
caria que  la  establece  por  orden  de  presentación  en  el  Kegistro,.  e&  el 
concepto  de  qne  la  sentencia  recurrida  niega  esta  preferencia  al  crédi- 
to de  D.  Bernardo  Cerezo  como  subrogado  en  el  lugar  y  derecho  del 
Estado,  á  pesar  de  ser  la  hipoteca  muy  anterior  á  la  de  D.  Vicente  Ce- 
tallos  sobre  la  suerte  de  tierra  llamada  el  Palancar,  para  haberse  cobro 
con  el  precio  de  la  Yenta  de  la  misma: 

i^  El  principio  de  derecho  consignado  en  la  regla  (7,  tít.  31,  Parti- 
da 7*,  que  prohibe  qne  nadie  se  enriquezca  en  perjuicio  de  tercero^» 
por  cuanto  el  fallo  recurrido  autoriza  que  se  mejore  la  fortuna  de  Don 
Vicente  Ceballos  en  la  cantidad  de  23.030  rs.  eu  perjuicio  de  D.  Ber- 
nardo Cereso:  ^ 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  María  á^  Pfida: 

Considerandoque  la  sentencia  no  infringe  la  ley  31,  tít.  13  de  la 
Partida  5^  i)i)e  se  cita  en  el  primer  motivo,  según  la  cual  se  sobrogM» 
«lirios  derechos  del  primei"  hipotecario  el  extraño  jque  le  satisface  sot 
crééito  con  la  condición  de  qoe  se  les  otorge;  toda  vez  que  no  aparece: 
en  el  pleito  que  el  Estado  haya  convenido  con  el  recurrente  en  trans- 
ittflir  ni  que  le  haya  de  ningún  modo  transmitido  el  crédito  hipotecario: 
qefe  tenía  sobre  la  ñoca  San  Antonio;  pues  si  bien  dicho  recurrente  sa-, 
iaiisfizo  ei  importe  de  los  dos  pagarés  que  adeudaba  el  comprador  de 
la  finca  para  que  la  Hacienda  pública  le  cediera  todos  sus  derepbcs, 
ésta  se  limitó  a  entregarle  los  expresados  pagarés  con  objeto  de  qne 
jeetifíeara  habertos  satisfecho  á  nombre  del  deudor,  á  anular  los  anón* 
cios  de  la  subasta  en  quiebra  y  ofrecer  la  expedición  del  certificado  de 
solvencia,  lopgo  que  se  le  pidiera,  para  poder  cancelar  la  obligacióa 
h^ipotecaria  constituida  por  el  comprador: 

Considerando  que  al  disponer  en  su  última  parte  el  art..  t53  de  la. 
ley  Hipotecaria,  que  cuando  la  hipoteca  se  ha  constituiio  para  gacaii- 
tJzar  obligaciones  transferibles  por  endoso  ó  títulos  al  portador,  el  de- 
recho hipotecario  se  entenderá  transferido  con  la  obligación  ó  coi^  el 
titulo  sin  necesidad  de  dar  de  ello  conocimiento  al  deudor  ni  de  hacer- 
se constar  la  transferencia  en  el  Registro,  no  dice,  como  supohe  el  re- 
currente,*que  valga  para  tales  efectos  la  transmisión  de  aquellas  obli- 
gaciones sin  llenarse  la  formalidad  del  endoso,  que  es  esencial  caracte- 
rístico requisito  de  las  mismas;  y  por  ello  la  sentencia  que  no  da  efica- 
cia para  la  transmisión  del  derecho  hipotecario  de  que  se  trata  ala 
mera  entrega  de  los  repetidos  pagarés^  hecha  ai  recurrente  por  la  Ha- 
cienda pública,  no  se  infringe  el  referido  precepto  invocado  en  el  se- 
gando motivo: 

^  Considerando  que.  como  queda  expuesto,  ei  recurrente  no  ha  adqnir 
rído  sobre  la  mencionada  finca  los  derechos  de  acreedor  hipotecario  en 
subrogación  del  Estado,  ni  pnede  por  consiguiente  alegar  preferencia 
respecto  al  acreedor  que  tiene  hipoteca  sobre  parte  de  la  propia  finea^ 
ni  invocar  útilmente  que  éste  resulte  enriquecido  eñ  su  perjuicio;  po 
teniendo  por  lo  tarfko  aplicación  al  caso  de  autos  las  leyes  y  regla  de 
derecho  que  en  el  supuesto  de  haber  sido  infringidas  en  la  sentencia 
recurrida,  se  citan  en  los  motivos  3*  y  i^  del  recurso; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
carao de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Bernardo 
Cweao  y  Gutiérrez,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida, 
de  la  cantidad  de  1.000  pesetas  que  depositó,  que  se  distribuirá  con 
arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia 
de  Sevilla,  con  devolución  del  apuntamiento.—  (Sentencia  publicada  ei 
3  de  Febrero  de  1883,  é  inserta  en  la  Oaeeia  de  13  de  Agosto  del  mis- 
mo a&o.) 

39 

'Competeneta  (3  d0  Febrero  de  1883).— Sa^a  ^tfrirera.— Pago  dr 
HONORARIOS.— Se  decide  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  dei  Hospital  de  Madrid  la  suscitada  con  9I  de  igual  clase  de  Vi-  . 
liaearriedo  sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  D.José 
Alonso  eontra  D.  Joaquín  Diego  Abascal,  y  se  resuelve: 

Queamarrigloálodüpuesío  enelart.M^  caso  i^  íf  Ía  ky  4€^ 
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Bnjuiciamrento  civil,  en  lo$  ccsos  en  que  se  efereiten  aeeionei  pergotié-' 
les  es  eompeteníe  en  primer  lugar  el  Juez  del  lugar  en  que  deba  enmpl^- 
4e  la  obligación: 

En  U  viija  y  Corte  de  Madrid,  á  3  de  Febrero  de  f 883,  en  la  eom-* 
potencia  pendiente  ante  Nos,  paomovida  por  el  Juzgado  de  primara 
instancia  de  Vitiacarriedo  al  de  igual  clase  del  distrito  del  H  ispital  de 
esta  Corte  sobre  ctmocimiento  de  una  demanda  deducida  por  D.  José 
Alonso  Morales  de  Setién,  Abogado,  vecino  de  esta  Corte,  que  ha  com- 
parecido en  este  Supremo  Tribunal,  representado  por  el  Procurador 
D.  Manuel  Martín  Vena,  y  defendido  por  el  Lic*9neiado  D.  León  Medí- 
Da,  contra  D.  Joaquín  Diego  Abascal,  Médico  Cirujano,  vecino  da  Yi- 
llacarriedo,  como  curador  ad  litem  de  D.  Jesús  Lecanda,  sobre  pago 
de  honorarios: 

Hesnltando  que  en  I*  de  Setiembre  ultimo  D.  José  Alonso  y  Morales 
de  Setiéo  dedujo  en  esta  Corte  demanda  civil  ordinaria  contra  D.  José 
Joaquín  Diegu  Abnscal,  como  curador  del  menor  Jesús  Lecanda,  en  re- 
clamación de  4.293  pesetas,  en  concepto  de  honorarius,  devengados 
como  Letrado  y  gastos  suplidos  en  la  dirección  de  U  testamentaría  de 
D.  Eustaquio  Luengo  y  Lecanda,  que  ie  fué  confiada  por  dicho  menor, 
heredero  de  la  mitad  de  los  bienes: 

Resultando  que  citado  y  emplazado  en  virtud  de  tal  demanda^  Don 
Joaqcrín  Dii^go  Abascal,  en  la  representación  indicada,  por  medio  de 
exhorto  que  ;«l  efecto  se  libró  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  ViUa* 
carriedo,  dedujo  ante  éste  la  inhibitoria  de  jurisdicción,  fundada  en 
que  en  la  hipótesis,  que  no  admitía,  de  que  el  menor  debiera  a)  deman- 
dante alguna  cantidad,  no  se  habís  estipulado  el  lugar  e9  que  esa 
obligación  de  pago  debiera  cumplirse;  y  tratándose  del  ejercicio  de  una 
acción  personal,  sólo  era  competente  para  conocer  de  la  demanda,  con 
arreglo  al  art.  6tde  la  ley  de  Enjuiciamiento,  el  Juex  dol  domicilio  del 
demandado  ó  el  del  logar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  ac- 
cidentalmente, pudiera  hacerse  el  emplazamiento: 

Resultando  que  el  Juez  de  Villacarriedo,  después  de  haber  oí  Jo  al 
Promotor  fiscal,  dicló  auto  en  19  de  Octubre  mandando  requerir  de 
inhibición  al  del  Hospital  de  esta  Corte;  y  qae  éstet  convicto  de  lo  ma 
nifestado  por  el  demandante  y  por  el  Promotor  fiscal,  en  oposición  á  la 
inhibitoria  propuesta,  dicló  á  su  vez  auto  en  4  de  Noviembre  decla- 
rando que  no  había  lugar  á  la  inhibición  solicitada  y  mandando  diri- 
gir al  de  Villacarriedo  el  oficio  correspondiente  por  considerar  qué  en 
Madnd  fué  donde  se  interesaron  al  demandante  D.  José  Alonso  los  ser- 
vicios prestados  á  instancia  de  los  curadores  de  D»  Jesús  Lecanda  y  en 
il  mismo  punto  era  donde  debían  serle  retribuí  los: 

Resultando  que  el  Juez  de  Villacarriedo  insistió  en  la  inhibición,  y 
en  su  virtud  remitieron  ambos  sua  respectivas  diligf^ncias  con  los  de- 
bidos empozamientos;  y  recibidas  en  este  Supremo  Tribunal,  se  sus- 
tanció  la  competencia  en  debida  forma: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  María  López  é 
Ibañez: 

Considerando  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  62,  caso  f* 
de  la  ley  de  Enjoicisíniento  civil,  en  los  casos  en  que  se  ejercitan  ac- 
ciones pcrsoiiates  es  coin pétente  en  primer  lugar  el  Juez  del  lugar  ea 
que  debe  cumplirse  la  obligación: 

Considerando  que  la  obligación  contraída  por  el  Abogado  D.  José 
Alonso  Morales  de  Setién  al  aceptar  la  dirección  de  la  testamentaría  da 
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Di  EfiftUqiiíd  LiiQinga,  qva  le  0Qi\fir¡4  el  meoor  O.  Jesü^L^í^n^lai  Qo 
p(Mltfa.ll«ívarU  A  <>ftbo  «90  on  e«ta  Corte^  de.  donde  es  yeciao  j  en  U 
<)ue  ejerce  su  profesión: 

.■■'   FallMBosqi^e  debeBU)sdeclfr9rryde6lareQQos  que  el  conocimiento 

'^  esls  demanda  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  dU- 

UitodeJ  Hospital  d^  esta  Corte,  al  que  se  remitan  jas  actnaciohes:  pon- 

fase  esta  resol ueíAn  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de  Villacarrie* 
o;  siendo  decnenta  respectiva  de  las  parles  las  costas  ocasionadas.— 
(Sentencia  pnblicadael  3  de  Febrero  de  f883,  é  inserta  en  la  Gaaeta 
de;l®  de  Marzo  del  mismo  aiVo.) 

40       • 

Meenrso  de  eaaaelón  {5  dif  Febrero  ¿e  i ^%3).^Sala  prirétára.-^ 
'RETRAOTo.->Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Gelestmo  de  Flores  con  Don 
Antonio  Ángel  Moreno  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

r  Qu€  la,  Uy  9*,  iU.  i 3,  libro  i^  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la 
'55,  iit,  5^  de  la  Partida  5^,  i  que  aquélla  se  refiere  y  conceden  al  con 
dueño  de  una  heredad  que  pertenece  á  varios  comunalmente  do  10  uno 
óproindiviso  el  derecho  de  retraer  por  el  tanto  la  parte  de  la  cosa  que 
los  condueños  vendan  á  un  ewtraño,  siempre  que  se  intente  el  refracto 
eit  el  pla%o  y  con  los  demás  requisitos  que  exigen  dichas  leyes ^  determi- 
nadas hoy  en  la  de  Enjuidamiento  civil; 

%*■  Que  ni  el  ejercicio  de  ese  derecho,  ni  el  condominio  que  U  ^irve  de 
base  y  fundamento,  están  subordinados  á  la  inscripción  del  tUulo  en  el 
Registra  de  la  propiedad;  porque  aquél,  ó  s^a  el  derecho  á  retraer^  nace 
inmediata  y  direclammte  de  la  ley  qjue  lo  concede  por  razones  de  utilidad 
pública,  y  la  Hipotecaria  no  emige  la  inscripción  de  tal  derecho,  ni  hace 
-inmovacion  alguna  que  afecte  á  las  relaciones  juriiicas  establecidas  por 
las  leyes  antes  diadas  entre  el  vendedor^  el  comprador  y  el  retrayente 
de  la  finca  común,  según  se  consigna  en  la  eéposicióií  de  los  motivos  de 
la  misma  ley,  y  se  deduce  de  sus  disposiciones,  y  porque  tampoco  es  ne- 
cesaria la  inscripción  para  adquirir  el  dominio  de  los  inmuebles,  pues  la 
establece  y  la  ea¡i^  la  ley  para  otros  Jims ., 

Y  3*^  Que  para  poder  ser  reputado  como  tercero,  según  la  ley  Hipo- 
Jeearia,  es  necesario  oponer  un  titulo  anteriormente  inscrito. 

En  la  villa  y  cor4e  de  Madrid,  á  5  de  Febrero  de  4883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  segoido  en  el  Jusgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro 
de  esta  capital  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  La  Audiencia  de  la 
misma  por  D.  Celestino  de  Flores  y  Alcántara,  y  en  sn  nombre  el  Pro- 
carador U.  Joaoruín  Días  Pérez,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  Don 
'Hermenegildo  María  Ruiz,  con  D.  Antonio  Ángel  Moreno  y  Sáncbes, 
representado  por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  dirigido  por  el  Li- 
cenciado D.  Manuel  Silvela,  sobre  retracto: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  esta  corte  á  17  de  Octubre 
de  1880,  D.  Tomás  Satinas  de  las  Heras,  vecino  de  la  villa  de  Tórtola, 
de  la  provincia  de  Guadafajara,  vendió  á  D.  Celestino  Flores,  en  precio 
de  450  pesetas,  la  octava  parte  de  ana  tierra,  sita  en  el  término  de  di- 
eha  villa,  paraje  denominado  Cadurque,  de  ^0  fanegas  de  cabida,  que 
le  correspondía  proindi  viso  en  unión  de  sus  convecinos  D.  Diego  y  Don 
Jalián.Nuño«  D.  Manael  Domínguez,.D.  Lino  Eslúñiga,  D.  Baltasar  Al- 
'  varez,  D.  Tomás  Martínez  y  D«  Matías  Camarena,  escritura  que  fué  pre- 
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sentada  en  19  de  Marzo  del  siguiente  año  1881  en  el  Registro  déla  pro- 
piedad de  Guadalajara  para  el  efeeto.de  liquidar  los  derechos  de  la  Ha- 
cienda, que  fueron  satisfechos  en  S9  del  mistno  me.^,  y  presentada  át^ 
Registro  á  las  once  de  la  mañana  del  día  7  de  Abril,  fué  inscrita  en  el 
signiente  día  8: 

.Resultando  que  los  demás  partícipes  de  dicha  finca  D.  Manuel  Do- 
mínguez Martínez,  D.  Tomás  Martínez  y  Nieto,  D.  Baltasar  Alvares  y* 
Martín,  y  los  causa  habientesde  los  otros  cuatro,  vendieron  por  escritora, 
otorgada  en  la  tilia  de  Tórtola  á  115  de  Marzo  de  1881,  á  la  testamenta- 
ría de  Doña  María  de  los  Dolores  Sánchez  de  Arapón,  representada  por 
su  hijo  D.  Antonio  Ángel  Moreno,  en  precio  de  2.605  pesetas  las  siete 
octavas  partes  de  una  tierra  de  50  fanegas,  sita  en  tos  barrancos  de  Ga- 
dnrqne,  término  municipal  de  dicha  villa,  de  que  eran  dueños  en  común 
ó  proindiviso,  ya  respecto  de  sí,  ya  respecto  del  otro  condómino  D.  To- 
más Salinas;  escritura  que  aceptó  el  mencionado  D.  Antonio  Ángel  Mo^ 
reno  en  la  representación  indicada  pagando  el  precio: 

Resultado  que  presentando  D.  Celestino  de  Flores  testimonio  en  re- 
lación de  la  escritura  de  compra  antes  referida,  por  hallarse  el  original 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  dedujo  en  2  de  Abril  de  1881,  coma 
dueño  de  la  octava  parte  de  la  finca  mencionada,  demanda  de  retracto 
contra  el  comprador  de  las  otras  siete  octavas  D.  Antonio  Ángel  Moreno, 
consignando  el  precio  y  cumpliendo  los  demás  requisitos  legales: 

Resaltando  que  D.  Antonio  Ángel  Moreno  impugnó  la  demanda, 
alegando  que  Flores,  con  malicia,  había  dejado  de  presentar  inmediata* 
mente  la  escritura  en  el  Registro  de  la  propiedad  para  que  los  con- 
dueños no  retrajesen  la  octava  parte  en  el  término  legal,  babíendO'^^ 
otorgado  aquella  en  Madrid  donde  era  difícil  averiguarlo,  no  habiendo 
dado  conocimiento  de  la  adquisición  al  Ayuntamiento  hasta  el  extremo 
de  que  en  28  de  Junio  de  1881  aun  figuraba  D.  Tomás  Salinas  en  el  ami- 
llaramiento,  y  por  ello  los  condueños,  que  eran  muchos,  no  sospecha- 
ron la  existencia  de  dicha  venta»  y  dijeron  en  la  escritura  al  Moréhoal 
venderle  las  siete  octavas  partes  que  la  otra  pertenecía  á  D.  Tomás  Sa- 
linas; que  por  ello  Flores,  que  no  registró  su  escritura  hasta  el  8  de 
Abril,  no  tenía  en  2  del  mismo  mes  título  que  acreditase  que  era  con- 
dueño, pues  la  escritura  era  inadmisible  conforme  al  art.  .^96  de  ley 
Hipotecaria,  y  á  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  1®  de  Junio, 
de  1868;  y  que  estas  disposiciones  no  las  destruía  el  art.  1618  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no  se  refería  al  valor  y  eficacia  del  tí> 
tulo,  amparándose  también  en  el  art.  1620  de  la  misma  y  en  la  ley  5^,. 
til.  22,  Partida  3»: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  dicló  sentencia,  y  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  esta  corte  la  revocó  en  7  de  Junio  de  1882^  declarando  no 
haber  logar  al  retracto: 

Resultando  que  D.  Celestino  Flores  interpuso  recurso  de  casación, 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1®  La  ley  9*,  lít.  13,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  esta- 
blece el  derecho  de  retraer  la  parte  vendida  de  alguna  heredad  poseída 
en  común  con  otro,  concediendo  al  comunero  la  facultad  de  sacarla  por 
el  tanto,  siempre  que  consigne  el  precio  en  el  término  de  nueve  días, 
derecho  de  que  privaba  la  sentencia  al  recurrente,  á  pesar  de  haber  lle< 
nado  las  formalidades  exigidas:  - 
2®  La  ley  6%.tít.  5^,  Partida  5%  según  la  cual,  el  contrato  de  compra. 
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gsieDte  la  traslación  del  dominio^  aun  eoando  no  se  otorgue  eseritnra 
pibiioa,  á  menos  qoe  los  contratantes  eitipnhtran  como  condición  pre- 
cisa dicha  formalidad,  toda  Tes  que  la  sentencia  so  ponía  que  la  trasla- 
ción del  dominio  después  de  la  entrega  de  la  cosa  y  del  precio  sólo  exis- 
tía enando  se  había  otorgado  escritura  pública  y  había  sido  inscrita  en 
el  Registro  de  la  propiedad: 

3°  La  doctrina  legal  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  seo  - 
tenciasde  9  de  Abril  de  1866,  31  de  Diciembre  de  4869  y  95  de  No- 
viembre de  4873,  segúD  que  la  cual,  desde  que  el  vendedor  y  el  com- 
prador prestan  su  consentimiento  respecto  de  la  cosa  y  el  precio  sin 
necesidad  de  otorgar  escritura  pública  ni  de  inscribir  el  contrato  en  el 
Registro  de  la  propiedad,  quede  perfeccionado,  y  luego  que  se  verifica 
su  consumación  por  la  entrega  recíproca,  por  ía  cosa  y  el  precio  se 
transfíere  al  comprador  el  pleno  dominio  y  perfecto  derecho  en  aque- 
lla, pudíendo  ejercitar  las  acciones  que  del  mismo  se  derivan: 

i^  £1  art.  396  de  la  ley  Hipotecaria  reformada,  por  el  cual  se  dis- 
pone que  no  se  admitirá  en  los  Juzgados  y  Tribunales  ningún  docu- 
mento de  que  no  se  haya  tomado  razón  en  el  Registro,  cuando  se  tras- 
mite por  el  mismo  algún  derecho  sujeto  á  inscripción,  si  el  objeto  de 
la  presentación  fuese  nacer  efectivo  en  perjuicio  de  tercero  el  derecho 
que  debió  ser  inscrito;  artículo  al  cual  se  atribuía  una  inteligencia 
equivocada;  no  podiendo  hallarse  comprendido  en  él  el  caso  actual, 
porque  ni  Plores  trataba  de  hacer  efectivo  su  derecho  real,  que  nadie 
lo  negaba  en  la  octava  parte  de  la  tierra,  ni  Moreno  tenía  derecho  al- 
guno en  |a  misma  finca  adquirida  por  Flores: 

5*  Los  artículos  25  y  S7  de  la  misma  ley  que  disponen  que  los  títu- 
los inscritos  no  surtirán  efecto  en  cuanto  á  tercero  sino  desde  la  fecha 
de  la  inscripción;  ent^diéndose  como  tercero  aquel  que  no  haya  inter- 
venido en  el  acto  ó  contrato  inscrito;  pues  la  sentencia  consideraba 
como  tercero  á  todo  el  que  no  hubiera  intervenido  en  el  acto  ó  con- 
trato de  cuya  inscripción  se  tratase,  siendo  así  que  era  preciso  además 
tener  derecho  en  la  finca,  y  Moreno  ninguno  ienU  en  la  de  que  se  tra- 
taba que  pudiera  ser  perjodicado  por  la  adquisición  de  Plores: 

6''  Los  artículos  23,  26,  31,  34,  38,  427,  428,  429,  432,  433,  442, 
4i4,  456,  351  y  352  de  la  ley  Hipotecaria,  que  determinan  con  sufi- 
ciente claridad  que  debe  considerkrse  como  tercero  para  gozar  la  pro- 
tección de  la  ley  el  que  tiene  adquirido  un  derecho  en  la  misma  finca, 
sobre  la  cual  haya  contratado  otra  persona;  y  á  D.  Antonio  Ángel  Mo- 
reno se  le  atribuía  el  carácter  de  tercero  cuando  no  tenia  derecho  al- 
guno en  la  finca  comprada  por  Plores: 

V  El  art.  447  de  la  misma  ley  Hipotecaria,  que  con  más  claridad  y 
en  términos  especiales  determina  lo  que  se  entiende  por  tercero;  toda 
vez  que  se  daba  este  carácter  á  Moreno,  habiendo  debido  llamársele  ex- 
traño, como  lo  eran  todos  aquellos  que  carecían  de  interés  en  el  in- 
mueble cuyo  dominio  se  transfería  ó  modificaba: 

8^  El  art.  8^  de  la  citada  Jey,  según  el  cual  se  consideran  fincas  se- 
paradas las  que  se  señalan  en  el  Registro  eon  números  diferentes;  pues 
la  Sala  sentenciadora  había  considerado  que  la  finca  del  retrayente 
Flores  y  la  del  demandado  Moreno  constituían  una  sola  por  no  estar 
divididas  materialmente  á  pesar  de  tener  números  diferentes,  atribu- 
yendo de  este  modo  á  Moreno  el  derecho  de  intervenir  en  los  contra- 
tos que  se  referían  á  la  parte  de  Plores,  como  si  se  tratara  de  la  parte 
perteneciente  al  mismo  Moreno,  lo  cual  no  era  así: 
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9^  fil  ári.  36  de  la  propia  ley,  según  el  oaal  y  de  acaerdo  con  eY  es- 
pirita de  leda  ella,  para  que  ciertas  acciones  no  se  d^n  contra  tercero 
es  Beeesario  que  éste  haya  inscrito  el  titulo  de  sa  derecho;  ínfraiscióQ 
que  consistía  en  que  la  sentencia  habia  hecho  extensiva  á  Moreno  la 
protección  de  la  ley  sin  que  éste  hubiera  cumplido  con  la  formalidad 
de  inscribir  su  titulo  de  adquisición  de  las  siete  octavas  partes  de  la 
tierra,  lo  coal  había  verificado  después  que  Flores,  sin  que  esto  fuera 
necesario  para  interponer  la  demanda  de  retracto,  puesto  que  la  ley  de 
Enjuiciamiento  no  exigía  semejante  requisito,  sino  que  sólo  preseribfa 
easaart.4SI8que.se  acompañase  con  la  demanda  alguna  justifica- 
eión,  aun  cuando  no  faera  cumplida,  del  título  en  que  se  fundaba  él 
retracto;  y 

10.  El  art.  18  de  la  misma  ley  Hipotecaria,  y  los  artículos  11,  15 
y  16  del  reglamento  general  para  su  ejecución,  con  arreglo  i  cuyas 
disposiciones  el  asiento  de  presentación  es  el  que  extiende  cuando  se 
presenta  el  título  en  el  Registro  para  liquidar  el  impuesto  final,  en  el 
caso  de  devengarlo,  el  acto  ó  contrato;  y  por  consiguiente,  debe  retro- 
traerse la  inscripción  á  la  fecha  de  dicho  asiento,  sin  que  importe  nada 
que  el  Registrador  extienda  con  posterioridad  un  segundo  asiento  de 
presentación,  porque  esto  era  una  oficiosidad  de  dir  ho  funcionario: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 
Considerando  que  la  ley  9%  tit.  13,  libro  f®  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, y  la  55,  tit.  5®  de  la  Partida  5*  á  que  aquella  se  refiere,  coneé* 
den  al  condueño  de  una  heredad  que  pertenece  á  varios  comunalmente 
de  iO  uno  ó  proindivíso  el  derecho  de  retraer  por  el  tanto  la  parte  de 
la  cosa  que  los  condueños  vendan  á  un  extraño,  siempre  que  se  intente 
el  retracto  en  el  plazo  y  con  los  demás  requisitos  que  exigen  dichas  le- 
yes, determinados  hoy  en  la  de  Enjuiciamiento  civil:     * 

Considerando  que  ni  el  ejercicio  de  ese  derecho,  ni  el  condominio 

3ae  le  sirve  de  base  y  fundamento,  están  sabordinados  á  la  inscripción 
el  título  en  el  Registro  de  la  propiedad;  porque  aquel,  ó  sea  el  dere- 
cho á  retraer,  nace  inmediata  y  directamente  de  la  ley  que  lo  concede 
por  razones  de  utilidad  pública,  y  la  Hipotecaria  no  exige  la  inscrip- 
ción de  tal  derecho,  ni  hace  innovación  alguna  que  afecte  á  las  rela- 
ciones jurídicas  establecidas  por  las  leyes  antes  citadas  entre  el  vende- 
dor, el  comprador  y  el  retrayente  de  la  finca  común,  según  se  consigna 
en  la  exposición  de  los  motivos  de  la  misma  ley,  y  se  deduce  de  sus 
disposiciones,  y  poique  tampoco  es  necesaria  la  inscripción  para  ad- 
quirir el  dominio  de  los  inmuebles,  pnes  la  establece  y  la  exige  la  ley 
para  otros  fines: 

Considerando  además  que,  según  la  recta  inteligencia  de  los  artícu- 
los 23,  25  y  27  de  dicha  ley,  para  los  efectos  de  la  misma,  el  deman- 
dado D.  Antonio  Ángel  Moreno  no  puede  ser  considerado  como  tercero 
en  el  caso  de  este  pleito,  porque  no  alega  ningún  derecho  real  sobre 
la  octava  parte  de  la  finca  común,  que  pertenece  al  retrayente  Plores, 
y  aunque  la  tuviese,  no  opone  al  de  este  inscrito  al  interponerse  la  de- 
manda, otro  titulo  que  hubiese  sido  inscrito  anteriormente,  circuns- 
tancia qne  es  indispensable  para  que  pueda  ser  considerado  como  ter- 
cero en  la  acepción  del  art.  27,  y  disfrutar  de  los  beneficios  del  23,  se- 
gún tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo;  y  porque  habiendo  sido  la 
venta  otorgada  á  su  favor  por  los  otros  condueños  de  la  finca  el  acto 
que  ha  motivado  el  retracto,  le  falta  también  para  ser  tercero  en  dicha 
venta  produce  todos  los  efectos  propios  de  su  naturaleza,  y  por  conai- 
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aipep^idn  el  reqaisUo  indispensable  de  no  haber  intervenido  en  el  acto 
-6  contrato  qoe  da  logar  al  perjaieio;  por  todo  lo  caai,  y  por  ta  racda 
ya  dicha  de  qne  el  retracto  de  comuneros  nace  de  la  ley,  no  puede  m- 
iVocar  el  demandado  el  CArácter  de  tercero  como  excepci6n  á  la  deman- 
da del  recurrente: 

Considerando  que  por  las  razones  legales  expuestas  y  por  ser  he- 
chos reconocidos  el  dominio  común  del  recurreote  sobre  la  finca  com- 
prada por  el  demandado,  y  que  aquél  ha  llenado  todos  los  requisitos 
exigidos  por  la  ley  para  intentar  el  retracto,  es  procedente  la  demanda 
de  que  se  trata;  y  por  no  haberla  estimado  la  sentencia  recuriiJa,  in- 
fringe la  ley  9%  tit.  13,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  é  ínter- 
preta  erróneamente  los  artículos  t3,  25  y  27  de  la  ley  Hipotecaria  que 
se  citan  en  los  fur  damentos  del  recurso; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  logar  al  recurso 
de  eaeación  interpuesto  por  D.  Celestino  de  Plores  y  Alcántara;  y  en  su 
virtud  CHsamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  7  de  Julio  de  488S 
dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte.— (Sentencia  pu- 
blicada el  5  de  Pebrero  de  4883,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  13  de  Agosto 
4ñ\  mismo  año.) 
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Recurso  de  easaeióo  (5  de  Felrero  de  1883).— 5'a/a  premura.— 
Pago  db  pesetas.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Pedro  Antonio 
Salgado  y  otro  con  D.  Josó  María  Giveira  (Audiencia  de  la  Gorufia),  y 
se  resuelve: 

1®  Que  si  la  demanda  no  ha  sido  objeto  de  impugnación  en  Cfianto  fija 
la  cantidad  principal  y  los  réditos  anuales  sino  en  el  concepto  de  que 
debe  preceder  una  liquidación,  fundada  en  la  supuesta  Sociedad  ewis- 
tente  entre  demandante  y  demandado^  la  sentencia  que  ordena  el  pago 
de  dicho  principal  é  intereses  no  infringe  el  principio  de  equidad^  re^ 
gla  de  interpretación  jurídica,  que  dice  que  lodo  documento  y  todo  tf0«- 
tralo  debe  entenderse  derechamente  á  tenor  de  su  sentido  racional,  no 
omitiendo  cláusulas  ni  palabras  ni  dando  á  éstas  otra  signifiración  y 
sentido  que  el  que  las  era  propio  en  el  uso  común  det  lenguaje,  ni  el 
princijio  legal  de  que  nadie  puede  ser  competido  á  dar  ó  hacer  mis  que 
aquello  por  que  resulta  obligado^ 

Y  r  Que  tampoco  infringe  la  ley  7\  tit.  18»  Partida  3*,  ni  la  doc- 
trina que  establece  que  el  contrato  de  mandato  no  puede  ser  oneroso 
para  el  mandatariOy  y  éste  está  obligado  alJlnalUar  el  mandato  á  ren: 
dir  cuentas  al  mandante,  á  la  vez  que  éste  queda  obligado  por  todo 
aquello  que  se  hizo,  con  arreglo  á  las  bases  del  contrato,  si  la  Sala  sen- 
tenciadora, a  redando  las  pruebas  en  uso  de  sus  facultades,  ha  decla^ 
rado  que  no  existieron  Sociedad  ni  negociaciones  de  ninguna  especie 
entre  demandante  y  demandado,  sin  que  contra  esa  apreciación  se  haya 
expuesto  infracción  alguna, 

Ba  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Pebrero  de  1883,  en  el  pleito 

Í»eudiente  ante  Nos  en  vjrtnd  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Valdeorras  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Goruha  por  D,  José  M«ría  Giveira 
Corral,  en  representación  de  Doña  Juana  Gianzo  Peres,  y  hoy  ésta  por 
si,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Lucio  Alvares  y  Rodiígnes,  bajo 
la  dirección  del  Licenciado  D.  Tomás  María  Mosquera,  con  D.  Pedro 
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Antonio  Salgado  y  Núñez  y  D.  Ramón  Alba  y  López,  representados  por 
e(  Procurador  D.  Ángel  Calvo,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  AttreiiaDO 
Linares  Rivas,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  de  las  cartas  que  obran  en  los  autos,  dirigidas  por  Don 
Telesforo  Alba  á  D.  Félix  Giaozo,  desde  6  de  Setiembre  de  4860  á  48  de 
Agosto  de  4864,  que  en  poder  de  Alba  obraban  cantidades  en  dinero 
de  la  propiedad  de  Gianzo;  que  en  4  861  le  indicaba  la  conveniencia  de 
comprar  la  fábrica  nombrada  Mondin  que  él  no  compraba  por  tener 
ya  otra,  pero  no  tenía  inconveniente  en  entrar  á  la  mitad  si  no  quería 
quedarse  con  ella  entera;  que  en  4862  se  había  hecho  cargo  de  30  on- 
zas que  habla  enviado,  las  que  serían  colocadas  de  un  modo  seguro  y 
absoluto,  y  que  en  4864  le  pedía  le  facilitase  algún  dinero  que  necesi- 
taba hasta  que  principiara  á  funcionar  la'fábrica:. 

Resultando  que  por  escritura  de  tO  de  Octubre  de  4860  D.  Teles- 
foro  Alba  compró  á  D.  José  Ignacio  de  Prada  con  pacto  de  retro  en 
precio  de  67.000  rs.  la  herrería  de  Fervenza,  una  huerta,  un  prado  y 
dos  sotos;  escritura  de  que  se  tomó  razón  en  la  Contaduría  de  Hlpo- 
tec?s: 

Resultando  que  con  fecha  en  el  Barco  á  41  de  Setiembre  de  4865 
firmó  D.  Telesforo  Alba  y  López  un  documento  en  papel  común  que  dice 
así:  «Procedente  de  varias  cuentas  desde  nuestra  época  en  Filipinas, 
tengo  en  mi  poder  de  la  pertenencia  de  D.  Félix  Gianzo  sobre  unos 
53.000  rs.,  ios  que,  colocados  del  modo  que  me  tiene  facultado,  produ- 
cen unos  3.Ó00  reales  anuales;  y  que  en  una  copia  de  este  documento, 
sin  firma,  pero  de  letra  del  mismo  D.  Telesforo  Alba,  según  declaración 
pericial,  se  lee  además  una  nota  que  dice  asi:  «Esta  cantidad  está  im- 
puesta en  la  herrería  de  Fervenza,  la  que  está  produciendo  pérdidas  y 
no  ganancias,  perdiendo  ambos:» 

Resnitaudo  que  D.  Telesforo  Alba  y  López  falleció  intestado  en  el 
mes  de  Enero  de  4876,  siendo  declarados  herederos  del  mismo  su  her- 
mano D.  Ramón  Alba  y  sus  sobrinos  D.  José  y  Doña  Plácida  Nú&^s 
Alba,  incapacitado  el  primero  y  consorte  la  segunda  de  D^  Pedro  Anto- 
nio Salgado,  los  cuales,  por  escritura  de  40  de  Mayo  de  4867,  transi- 
gieron con  D.José  Ignacio  Prada  el  pleito  qae  éste  les  promovió  sobre 
revisión  del  contrato  de  compra  venta  de  20  de  Octubre  de  4860,  ce- 
diéndole alguna  de  las  fincas  objeto  del  mismo  y  una  cantidad  en  me- 
tálico: 

Resultando  que  D.  Felipe  Gianzo  falleció  en  24  de  Diciembre  de 
4879  con  testamento  de  27  de  Setiembre  de  4865,  en  que  instituyó  á 
su  hermana  Doña  Jaana  heredera  universal  usufructaaria,  autorizán- 
dola para  que  á  su  muerte  repartiese  sus  bienes  entre  los  individuos 
más  necesiiados  de  su  familia,  y  muriendo  sin  testamento,  le  hereda- 
ran los  sobrinos  que  designó,  dejándola  en  propiedad  los  bienes  que  le 
correspondieron  por  ambas  legítimas: 

Resultando  que  Doña  Juana  Gianzo,  como  heredera  de  su  hermano 
D.  Félix,  confirió  poder  tn  2  de  Abril  de  1880  á  D.  José  María  Civeica 
para  que  se  dirigiera  á  los  herederos  de  D.  Telesforo  Alba  y  los  incli- 
nara á  practicar  una  liquidación  de  las  cantidades  de  dinero  qua  había 
traído  de  las  Islas  Filipinas,  de  propiedad  de  su  hermano,  y  otras  qaé 
procedeutes  de  la  isla  de  Cuba  le  habían  sido  entregadas  en  la  Goruña; 
autorizándole  para  que  transigiera  cualquier  diferencia  é  hiciera  las 
reclamaciones  necesarias  en  juicio  ó  fuera  de  él: 

Resultando  que  haciendo  uso  de  este  poder  D.  José  María  Giveira» 
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-^ne  sustitayó  en  un  Procurador,  dedujo  la  jdemanda  objeto  de  est» 
pleito,  ala  que  acompañó  las  cartas  y  documento  de  que  se  ha  hecho 
mérito,  pretendiendo,  apoyado  en  ellos,  que  se  condenase  á  los  here- 
deros de  D.  Tetesforo  Alba  López  á  pagar  á  Doña  Juana  Gianzo  24.500 
pesetas,  equivalentes  á  98.000  reales;  53.000  rs.  como  capital,  y  los  res- 
tantes como  intereses  correspondientes  á  15  años  trascurridos  desde  1  i 
de  Setiembre  de  4865  á  I  i  de  Setiembre  de  4880,  y  los  dem^s  que  desde 
este  día  se  devengasen  hasta  el  total  cobro  á  razón  de  3.000  rs.  anua- 
les; condenándoles  además  en  todas  las  costas  que  se  ocasionasen  y 
gastos  del  juicio: 

Resultando  que  los  herederos  de  D.  Tslesforo  Alba,  acompañando  la 
copia  del  documento  ya  mencionado  y  la  escritura  de  compra  de  la  he- 
rrería de  Pervenza,  contestaron  á  la  demanda  con  la  pretensión  de  que 
se  desbStimara  y  se  mandara  proceder  á  una  liquidación  ó  arreglo  de 
cuentas  entre  demandantes  ó  demandados;  alegando  para  ello  que  el 
documento  de  14  de  Setiembre  de  4865  no  era  vale  ni  pagaré,  como 
equivocadamente  se  calificaba  en  la  demanda,  puesto  que  no  contenía 
obligación  de  pagar  cantidad  determinada  de  dinero,  ni  plazo  fijo, 
rsiendo  sólo  una  manifestación  que  hacía  D.  Telesforo  de  tener  en  su  po- 
der ó  cuidado  unos  53  OüO  reales  de  la  pertenencia  de  Gianzo,  y  de  ha- 
berlos colocado  de  la  manera  que  éste  le  facultara,  en  virtud  de  lo  que 
producían  unos  3.000  reales:  que  del  contenido  de  este  documento  y 
de  las  cartas  presentadas  se  deducía  que  existía  una  amistad.íntima  y 
hasta  comunión  de  parte  de  sus  bienes  entre  D.  Félix  Gianzo  y  O.  Te- 
lesforo Alba,  teniendo  éste  exclusivamente  confiado  parle  de  ellos  á  su 
manejo  y  dirección  con  plenos  poderes:  que  si  en  el  año  65  el  capital  é 
intereses  eran  inciertos,  en  la  fecha  de  la  demanda,  en  que  habían  tras- 
currido más  de  45  años,  habiendo  tenido  la  fábrica  de  hierro,  en  que 
«ran  socios,  tantos  altos,  bajos  y  gastos»  era  preciso  para  conocer  el  ca-- 
pitali  y  por  tanto  sus  intereses,  que  se  practicara  una  liquidación,  como 
lo  expresaba  la  misma  demandante  en  el  poder  que  había  conferido  á 
D.  José  María  Civeira;  y  que  siendo  indiscutible  que  Gianzo  y  Alba 
eran. socios  en  el  negocio  de  la  fábrica  de  hierro,  ó  éste  mandatario  de 
•  aquél  en  la  compra  é  industria  de  aquel  artefacto,  ó  era  preciso  partir 
las  ganancias  ó  pérdidas  habidas  en  la  Sociedad,  ó  que  el  mandatario 
diera  cuenta  dó  su  gestión  al  mandante,  que  estaba  obligado  á  lo  hecho 
por  aquél: 

Resultando  que  la  demandante  sostuvo  al  replicar  que  la  fábrica  es- 
tuvo siempre  reputada  como  de  la  exclusiva  propiedad  de  D.  Telesforo, 
«ÍD  que  en  ella  tuviera  nadie  participación  como  socio  ni  en  otro  con- 
cepto, apareciendo  así  de  los  pleitos  sostenidos  con  motivo  de  ella  y 
transigido  alguno  por  los  demandados  después  de  haber  fallecido  su 
-  causante: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  dictó  sentencia,  y  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
,  cia  de  la  Goruña  la  revoeó  en  26  de  Abril  de  4882,  condenando  á  Don 
Pedro  Antonio  Salgado  y  Núñez  y  á  D.  Ramón  Alba  López,  como  he- 
rederos de  D.  Telesforo  Alba,  á  restituir  á  Doña  Juana  Gianzo  y  Pérez, 
eomo  heredera  de  D.  Félix  Gianzo,  53.000  reales,  con  las  utilidades  que^ 
éste  y  dicha  heredera  han  dejado  de  percibir  desde  41  de  Sdliembre 
de  4865,  que  se  regulan  en  3.000  reales  cada  año;  sin  hacer  especial 
^ondi^nación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Pedro  Antonio  Salgado  y  D.  Ramón  Alba  inter- 
pusieron recurso  de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 
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I®  £1  principio  de  ^qaidad,  regla  da  interpretaeió^  jarMíoa.,  qiie*^' 
dic8  qae  todo  documento  y  todo  contrato  debe  entenderse  derechaiHenV 
te  4  tenor  de  sa  sentido  racional,  no  omitiendo' eláasaUs  ni  palabras  fii 
dando  á  éstas  otra  significación  y  sentido  qoe  el  que  las  era  profNo  sq 
el  ttso  coiuún  del  lenguaje;  en  cuanto  se  omitía  la  palabra  soire,  eua^  ■ 
ciaUAÍma  en  el  concepto  de  qoe  se  tomó  la  frase  iobrgunos&ZMQirm  ^ 
Í0it  con  virtiéndola  la  sentencia  en  la  de  53.000  reaUs;  y  considerando 
liquida,  cierta  y  determinada  nna  cantidad  incierta  é  ilíquida: 

1*  El  principio  legal  de  que  nadie  pnede  ser  compelido  á  dar  ó  á  ha^ 
eer  más  que  aquello  por  que  resulta  obligado;  pues  la  sentencia  condes- 
naba  al  I  ago  de  una  cantidad  ilíqoida,  imponiendo  á  ios  recurrentes^' 
obligaciones  que  no  pactaron: 

3^  La  ley  1\  tít.  18,  Partida  3*,  qoe  ordena  qoe  en  los  contratos  de 
Sociedad  las  pérdidas  y  las  ganancias  sean  comunales;  puesto  qn«  la 
sentencia  imponía  las  pérdidas  á  un  socio  y  las  ventajas  ai  otro: 

Y  4*^  La  doctrina  legal  reconocida  en  varias  sentencias  de  este  Tri  • 
banal  Supremo,  entre  otras,  las  de  87  de  Diciembre  de  1881, 20  de  Ene* 
ro  de  «865  y  t7  de  Junio  de  1866,  qoe  dice  que  el  contrato  de  mandato 
no  puede  Sdr  oneroso  para  el  mandatario,  y  éste  está  obligado  al  fina  • 
liiar  el  mandato  á  rendir  cuentas  al  mandante,  á  la  vez  que  éste  qao  * 
daba  obligado  por  todo  squello  aue  se  hizo,  con  arreglo  á  las  bases  dei 
contrato;  doctrina  qae  infringía  la  sentencia,  porque  siendo  innegabla^ 
el  mandato  entre  Alba  y  Gianzo,  eximía  al  mandatario  ó  quien  le  re- 
presentaba de  rendir  cuentas,  y  condenándole  al  pago  de  una  cantidad 
arbitraria  convertía  en  oneroso  el  mandato: 

?i:sto,  siendo  Ponente  el  Maf^ístrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  las  doctrinas  invocadüs- 
en  los  motivos  1^  y  8°,  porque  la  demanda  no  haeido  objeto  de  impug^ 
nación  en  cnanto  fija  en  53.000  reales  la  cantidad  principal  y  en  3.000- 
reales  Anuales  los  réditos,  sino  en  el  concepto  de  que  debe  proceder  una 
liquidación,  fundada  en  la  supuesta  Sociedad  existente  entre  D.  Teios* 
foro  Alba  y  ü.  Félix  Gianzo: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  ley  y  doctrina  citada  en  lo«» 
motivos  3°  y  i*,  porque  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las  pruebas» 
en  uso  de  sus  facultades,  ha  declarado  que  no  existieron  Sociedad  ni 
negociaciones  de  ninguna  especie  entre  los  expresados  Alba  y  Gianzo, 
sin  que  contra  esa  apreciación  se  baya  expuesto  infracción  alguna; 

Fallimos  qoe  debemos  declarar  y  deelaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Antonio  Salgado  y  Náñes  y 
D.  Ramón  Alba  y  López,  á  quienes  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese 
á  la  Audiencia  de  la  Coruña  la  certificación  correspondiente,  con  á^vo- 
loción  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  5^ 
de  Febrero  de  18^3,  é  inserta  en  ia  Gacela  de  1 4  de  Agosto  del  mismo  - 
año.) 

42 

Reenrffo  de  camaeMn  (5  de  Febrero  de  4883).^(S'a¿a  primera.-^ 
Tercería  de  dcminio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  G'trcía 
Bobia  y  otros  con  D.  José  Arguelles  y  Fernández  (Audiencia  de  Ovie- 
do), y  íe  resuelve: 

1^  Que  exisiiendo  h  realidad  del  daño^  debe  indemnizarle  el  que  lo 
€ausé; 

Y  t*  Que  acreditado  por  el  tercero  en  dominio  en  lo  embargado,  ea^ 
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Téet 4$ wáiar  cualpuUrctro  Utnlo  de  fotuión^  awique lo  l%vUi$ el tje^ 

En  la  villa  y  corte  da  Madrid,  á  5  de  Febrero  de  1883,  en  el  pieita 
segaido  en  el  Jusgado  de  primera  instancia  de  la  villa  de  la  Pola  de 
Lena  y  en  la  Sata  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  por  D.  Joeé 
Menéndfi  y  García,  indostrial,  vecino  de  Mieres,  con  D.  José  García 
BoVta  y  D.  MHnoel  Alvar^z,  propietarios,  y  D.  José  Castafión,  Notario, 
vecinos  taiitbión  de  Mieres,  y  con  D.  José  Argflelles  y  Fernández,  in  - 
dastriaUde  la  misma  vecindad,  sobre  tercería  de  dominio;  pendíanle 
en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  reoarso  de  cas^cito  por  infrac* 
eiónde  ley,  intprpuesto  por  el  Licenciado  D.  Ángel  Pinto  Oten  y  el 
Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez,  en  defensa  y  represen- 
tación de  D.  José  García  Bobia  y  consortee;  habiendo  sido  defendido  y 
representado  D.  José  Men^ndei  y  García  por  el  Licenciado  D.  Manuel- 
Pedregal  y  Cañedo  y  el  Procurador  D,  Antonio  Fernández  Campos: 

Resultando  que  á  instancia  de  D.  José  García  fiobia,  D.  Manuel  Al- 
varec  y  D.  José  Castañón,  en  autos  seguidos  contra  D.  José  Argüellea 
y  Fernández  se  embargaron  á  éste  en  3  de  Diciembre  de  1880  diferen* 
fea  bienes,  entre  otros  una  casa  con  aa  lagar,  ti  pipas  de  sidra  y  ^ 
medias  pipas  del  mismo  liquido  que  se  encontraron  en  aauella  rasa: 

Resultando  qoe  en  6  de  dicho  mes  de  Diciembre  d'^dujo  demanda 
crdinaria  D.  José  Menéndez  y  García,  con  la  solicitud  de  que  se  decla^ 
rase  en  so  día  de  so  ezclosiva  propiedad  las  31  pipas  (*e  sidra  embarga- 
das á  Arpflelles.  mandando  en  su  consecuencia  alzar  dicho  embargo  y 
dejarlas  á  su  disposición,  condenando  á  ios  ejecutantes  á  indemnizarle 
tos  d«ñoi  y  perjuicios  que  con  tal  motivo  se  le  habían  causado;  á  cu  va 
efecto  alegó  que  la  sidra  embargada  era  de  su  propie  lad,  porque  se  fa- 
hriró  ^  sus  expensas  y  con  manzana  soya,  como  acreditaría  por  ser  pú- 
blico en  todo  el  pueblo  de  Mieres:  que  la  sidra  se  hallaba  en  la  casa 
lagar  de  la  mujer  del  ejecutado  Arguelles,  porque  era  el  sitio  destinado 
á  so  fabricación  y  expendicióu,  para  lo  cual  tenía  el  demandante  arren- 
dad» este  local,  con  el  artefacto,  algunos  cascos  y  otros  oteosilios,  por 
250  pesetas  anuaks  y  per  término  de  tres  años,  qoe  habi<iD  principia- 
do el  día  \^  de  Setiembre  de  i870,  según  constaba  del  documento 
privado  que  acompañaba;  y  que  con  el  fin  de  evitar  procedimientos  ju- 
diciales reijuirió  ante  testigos  á  Bobia,  Alvarez  y  Castañón  para  que 
levantasen  el  embargo  de  la  sidra,  á  lo  cual  se  opusieron,  y  por  ello 
protestaba  reclamar  cuantos  perjuicios,  costas  y  gastos  le  ocasionasen 
ea  defensa  de  su  derecho: 

Resultando  que  el  documento  privado  acompañado  con  la  demanda 
se  hallaba  fechado  en  Mieres  á  9  de  Mayo  de  1880,  y  extendido  en  pa- 

J)el  del  sello  1^  del  año  de  sn  fecha,  y  aparece  suscrito  por  José  Argüe- 
lea  y  D.  José  Menéndez,  juntamente  con  la  mujer  del  primero  y  dos 
testigos,  y  en  él  se  dice  qoe  Arguelles  dio  en  arrendamiento á  Menén- 
dez  por  término  de  tres  años,  que  empezaro»  á  corfer  en  i^  de  Setiem- 
bre de  I8T9,  en  precio  de  1.000  reales  anuales,  la  casa  lagar  sita  en  el 
barrio  sobre  la  Vega,  propiedad  de  su  mujer  Doña  Ignacia  Alvares,  con 
su  lagar,  cascos  y  dpmás  utensilios  que  contenía: 

Resultando  que  D.  José  Argüt^lles  no  compareció,  y  por  ello  se  le 
declaré  r^'belde  y  se  le  señalaron  los  estrados,  y  los  otros  demandado» 
D.  Jasé  García  Bobia,  D.  Manuel  AWarez  y  D.  José  Castañón  se  opusie- 
ron á  la  demanda,  manifestando  que  no  estaban  conformes  con  la  razón 
qae  se  aducía  para  explicar  la  cansa  de  hallarse  la  sidra  en  el  lagar  de^ 
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ArgÜ9Íld8,  ni  U  historia  qae  al  efecto  te  refería,  j  qae  para  ello  propo* 
ne  uoa  demanda  de  tercería  de  dominio,  ee  de  imperiosa  necesidad  qn» 
tenga  por  objeto  libertar  de  ana  ejeeaGí^n  bienes  qae  noes&éa  afectos 
A  responsabilidad  alguna  real  en  favor  del  acreedor  ejeeatante  y  qaa 
sean  propios  de  aa  tercero  que  nada  deba  y  contra  el  que  nada  ee  re-* 
clame: 

Resultando  qoe  á  instancia  de  ambas  partes  se  procedió  á  la  venta 
en  púbjica  subasta  de  la  sidra  embargada,  para  lo  cual  se  formó  pieaa 
aparada: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron  de* 
mandante  y  demandados  lo  dicho  y  alegado  en  aas  primeros  escritoSi  y 
sostanciado  el  pleito  por  todos  aus  trámites,  inclaso  el  de  prueba;  y  eo 
dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadieocia  de 
Oviedo  en  12  de  Julio  último,  revocando  la  dictada  por  el  Juagado  y 
declarando  que  la  sidra  contenida  en  las  84  pipas  enteras  y  16  medias 
embargadas  á  instaucia  de  D  Josó  García  Babia  y  consortes  en  la  eua 
lagar  da  D.  José  ArgQelles  es  de  la  propiedad  del  demandante  D.  José 
Menéndez,  mandando  en  su  consecaencia  que  se  exolaya  dicha  sidra  ó 
el  producto  de  so  venta  del  embargo,  y  condenando  á  0.  José  García 
8obia,  D.  Manuel  Alvarez  y  D.  José  Gastañón  á  que  indemnicen  al  de- 
mandante los  daños  y  perjuicios,  ó  sea  el  deterioro  que  por  la  deten* 
«ion  de  la  venta  hubiese  sufrido  en  su  caso  la  sidra,  tomando  para  ello 
por  base  el  resultado  de  la  pieza  separada  que  se  había  mandado  for- 
mar para  su  venta  y  la  disminución  de  valor  que  hubiese  padecido  la 
eidra  desde  la  fecha  del  embargo  hasta  su  venta,  atendido  el  que  ésta 
habíese  producido;  y  mandando,  por  último,  que  luego  que  fuese  firme 
esta  sentencia  pasasen  los  autos  al  Ministerio  fiscalpara  que,  en  viata 
de  lo  que  aparecii  de  la  certificación  del  folio  89  y  del  documeato  pri- 
vado del  folio  3,  pudiera  pedir  lo  que  á  su  juicio  proceiiera: 

Resultando  que  D.  José  García  Bobia,  D.  Manuel  Alvarez  y  D.  Jj^sé 
Gastañón  y  Díaz  interpusieron  recarso  de  casación  por  considerar  in*- 
fringidos: 

4^  La  ley  3%  tit.  15,  Partida  1^  invocada  en  apoyo  de  la  condena 
impuesta  á  los  recurrentes  de  responder  de  los  daños  y  perjuicios  se- 
guidos con  el  retr&so  de  la  venta  de  la  sidra,  ocasionado  por  el  embar- 
go, en  el  concepto  do  carecer  de  aplicación  al  caso  de  autos,  porque  es 
principio  inconcuso  de  derecho  qae  aquel  que  usa  del  que  le  corres-* 
ponde  no  causa  daño,  y  es  evidente  qoe  la  sidra  embargada,  caanJo  el 
embargo  se  realizó  se  hallaba  en  la  casa  lagar  del  ejecutado  ó  de  sá 
mujer,  y  no  había  ningún  dato  que  hiciera  presumir  que  aquél  liquido 
perteneciese  á  una  tercera  persona  distinta  del  tenedor  ó  poseedor,  asf 
como  lo  es  también  que  la  detención  de  la  venta  surgió,  no  del  em- 
faargo,  sino  de  la  interposición  de  la  demanda  de  tercería,  que  vino  á 
estorbarla  en  daño  y  perjuicio  manifiesto  de  los  recurrentes: 

2®  El  principio  de  derecho  reconocido  en  la  semencia  recurrida,  da 
que  todo  lo  que  se  encuentra  en  un  edificio  ó  local,  determinado  se 
presume  que  es  de  la  misma  persona  á  quien  éste  pertenece;*  pues 
aunque  esta  presunción  legal  cede  y  se  destruye  por  la  prueba  contra- 
ria, esta  prueba  que  en  el  caso  presente  debía  consistir  en  la  justifica- 
ción del  título  en  virtud  del  cual  el  supuesto  fabricante  de  la  sidra  se- 
guía poseyéndola  á  pesar  de  hallarse  en  posesión  y  en  poder  de  otro» 
no  se  ha  dado,  sino  que  por  el  contrario,  la  sentencia  recurrida  acuer  - 
4a  que  respecto  del  contrato  privado  del  arrendamienlo  acompañado  1 
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Udeatnda/obffttd  conrcreto  sobre  que  debió  versar  dicha  praeba,  se 
inslroya  «I  procedimiento  críminal  correspondieote: 
'  3^  La  ley  16,  lii;  SS,  Partida  3*,  y  la  doetritia  tegal  establecida  en 
diferente»  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras  en  las  do 
Tde  Enere  y  91  de  Bfayo  de  f859,  6  de  Diciembre  de  486),  30  de  Jo- 
fiio  de  1864,  9  de  Abril  de  1867  y  12  de  Enero  de  1884,  qae  imoonen 
á  los  juzgadores  el  deber  de  que  sa^  fallos  sean  congruentes  con  la  de- 
manda, no  sólo  en  cnanto  á  lo  qae  se  pide,  sino  también  á  la  manera 
con  que  hace  la  demanda  y  al  averiguamiento  ó  prueba  que  es  hecha 
sobre  ella;  en  el  concepto  de  qne  ja  sentencia  recurrida  nada  resuelve 
sobre  el  hecho  importantísimo  aducido  como  necesario  pura  que  la  de- 
manda de  tercería  pudiese  prosperar,  que  es  el  fundado  en  el  contrato 
de  arrendamiento,  sino  que  hace  abstracción  de  él  y  manda  proceder 
oriminalmcnte  respecto  del  documento  privado  con  que  quiso  demos- 
trarse, no  habiendo,  por  tanto,  verdadera  congrnehcia  entre  la  senten- 
cia recurrida  y  la  forma  de  la  demanda  y  de  uno  de  los  principales  he* 
ohos  en  ella  alegados  y  el  resultado  de  la  prueba  á  41  correspondiente: 

4^  Porque  además  existen  en  el  falto  recorrido  disposiciones  contra- 
dictorias al  mandar  instruir  un  procedimiento  criminal  por  las  sospe- 
chas qoe  las  pruebas  suministradas  inducen  de  existir  un  delito  con 
motivo  de  la  presentación  del  contrato  privado  de  arrendamiento 
acompañado  á  la  demanda  cotíio  único  documento  en  queje  basaba,  y 
estimar  no  obstante  dicha  demanda,  prescindiendo  de  aquel  contrato, 
y  de  que  de  no  existir  éste  ó  de  no  ser  verdadero,  iio  podía  ni  puede 
racionalmente  dejar  de  suponerse  que  la  sidra  objeto  ide  la  tercería 
perteneeía  al  domidío  del  ejecutado;  y  según  terminantemente  se  esta- 
blece en  el  núm.  4^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha 
lugar  al  recurso  de  casación  cuando  el  fallo  contenga  disposiciones 
oootradictorifts; 

T  5®  El  principio  de  que  la  prueba  del  hecho  es  esencialmente  dis- 
tinta de  la  calificación  de  la  naturaleza  del  mismo  hecho  que  para  los 
efectos  de  la  casación  entra  en  la  competencia  de  este  Tribunal  Supre- 
mo; el  otro  principio  de  que  el  dominio  no  consiste  en  la  fabricación  ó 
construcción  de  los  objetos  ó  cosas,  sino  en  la  facultad  de  poder  dispo** 
ner  de  ellos,  y  la  ley  28,  tít.  ^^  Partida  3\  y  la  doctrina  legal  esta- 
blecida en  diferentes  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras 
en  las  de  12  de  Diciembre  de  18S9,  26  de  Enero  de  1866  y  26  de  Octu- 
bre de  1807,  ron  arreglo  á  la  cual  aunque  el  tenedor  de  onos  bienes  no 
tenga  titnio  justificativo  de  dominio,  siempre  debe  conservarlos  si  al- 
guno se  los  demanda  y  no  prueba  que  le  pertenece,  ó  lo  que  es  lo  nnis* 
mo,  que  todo  poseedor  debe  ser  mantenido  en  el  goce  de  su  derecho 
mientras  no  haya  otro  que  con  un  título  más  robusto  le  dispute  loque 
posee^  por  virtud  de  cuya  doctrina  no  podía  concederse  al  demandante 
el  dominio  de  la  sidra  que  tenía  y  poseía  el  ejecutado,  sin  la  justifica- 
ción cumplida  de  que  éste  era  únicamente  el  arrendador  del  artefacto 
y  vasijas  en  que  dieho  líquido  se  contenía  al  tiempo  del  embargo: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  López  Monte-* 
negro: 

Considerando  que  contra  lo  que  se  alega  en  el  primer  motivo  de 
casación  es  aplicable  al  caso  de  autos  la  ley  i*,  tít.  15,  Partida  7*,  que 
se  cita  en  la  sentencia  recurrida,  porque  existiendo  la  realidad  del  da» 
ño  por  el  deterioro  dé  la  sidra  embargada,  el  que  injustamente  lo  cau- 
só por  el  embargo  indebido  de  aquel  caldo  tiene  que  indemnizar  á  mvl 
dueño: 
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Considerando,  en  eaanlo  á  los  motivo»  dé  easaeion  V  y  V^^  qn»- 
tampoco  infringe  )a  sentencia  la  ley  16»  tít.  %%y  Partidai3%  y  laadootf^ 
naa  que  en  los  mismos  se  invocan,  porqae  el  doeooMnto  privado  éÁ 
arriendo  no  se  trajo  como  tituio  de  dooiiitio  de  la  sidra  reclamada» 
sino  en  el  concepto  de  parte  de.  prueba  para  acrediiar  efc  t4rcerista  áAr 
mandante  que  aqoel  caldo  le  pertenecía: 

Considerando  que  el  fallo  no  es  contradíotomo  al  desestimar  lo  re- 
lativo al  arriendo  y  admitir  por  fehaciente  la  praeba  teatifieal  qan 
ácieditael  dominio  del  tercero  de  la  sidra  embarcada,  porque  compe- 
te apreciar  dicha  prueba  á  la  Sata  aenteoetadora,  y  no  se  alega  íey 
ninguna  infringida  por  sa  apreciaeióni  ni  tsmpocolo  b»^  sido  la  |j|$« 
titnio  V,  Partida  3\  puesta  que  acreditido  por  el  tercero  au  dominio 
en  lo  embargado,  carece  de  valor  coalqniera  otro  de  posesión,  aunque 
lo  tuviese,  qne  no  lo  tiene  el  ejecutante,. por  lo  que  son  inadmisiblei^^ 
los  motivos  4'  y  5*; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re^ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Josó  García 
Bobia,  D.  Manuel  Alvares  y  D.  José  (^stafióo  y  Días,  á  quienes  eoa- 
denamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audieneia  de  Oviedo  la 
certificación  correspodiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  li& 
remitido. — (Sentencia publicada  en  5  de  Febrero  de  4883,0  idserta eo 
la  Gaceta  de  14  de  Agosto  del  misma  a&o.) 
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Reearso  de  easación  (6  ds- Febrero  de  i %ñ3].^SiUa primera^ 
— Cumplí  iBNTo  db  ün  contrato. -*-Ha  lugar  en  parte  ai  iaierpuesto 
por  D.  Hilarión  Roux  con  la  Sociedad  especial  minera  SmiJuany  San- 
ta Ana  (Audiencia  de  Albacete),  y  se  resuelve: 

I®  Que  la  doctrina  referente  á  la  Uterpretación  de  loe  eon^aioe  fia 
fue  establece  que  no  puede  darse  tal  inteligencia  de  la  que  resulte  pare^ 
una  parte  el  exclusivo  provecho  y  el  perjuicio  para  olra  se  rejleren  sélo- 
á  los  contratos  en  que  la  voluntad  de  las  partes  resulte  esspresada  en 
términos  oscuros  ó  dudosos,  en  cuyo  cato  debe  recurrir  se  á  las  regtae^ 
de  interpretación  para  deducir  la  verdadera  inteUgentda  de  algunas  de 
sus  cláusulas*, 

2°  Que  para  estimar  que  existe  error  de  hecho  es  necesario^  can 
arreglo  al  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  su  núm  7^, 
que  dicho  error  resulte  de  documentos  ó  actos  auténticos  que  demues  - 
tren  lu  equivocación  evidente  del  Jutgador; 

Y  3^  Que  la  ley  t^,  tit.  49,  libro  \  i  de  la  Novisima  Recopilación,  al 
disponer  que  el  que  se  alzó  sin  derecho  de  las  costas  á  la  otra  parte,  su- 
pone que  ésta  acudió  á  la  segunda  instancia  á  virtud  de  apelación  de  $% 
contrario,  en  cuyo  caso  seria  injusto  hacerle  responsable  de  gastos  á 

Sue  no  habia  dado  motivo;  mas  no  existiendo  esta  razáis  de  la  ley  cuan- 
o  ambas  partes  interponen  dicho  recurso  de  apeladán  en  la  primera 
instancia,  aparece  fuera  de  duda  que  cada  parte  debe  satisfacer  las  cos- 
tas á  que  haya  dado  lugar  \  y  al  no  estimarlo  asila  sentencia  recurrida, 
infringe  la  citada  ley. 

En  la  vilU  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  FHbrero  de  1883,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrilo  de  San  Joan 
de  la  ciu  iad  de  Murcia  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Alba- 
cete por  D.  Hilarión  Roux,  Marqués  de  las  Escombreras,  comerciante^ 
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"veeioó  át  Marsella,  «on  U  Sociedad  especial  minera  San  JuanySi^nia 
Anü^  donieiliada  en  Murcia,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato;  aa* 
Í6%  qtt%  penden  a&te  Nos  en  Tírtad  de  recurso  de  casación  por  infrae- 
ei6n  de'^ey,  ímerpuestd  á  nombre  de  D.  Hífarién  Roox  por  ei  Procura* 
d^r  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez,  bajo  la  dirección  del  Doctor 
D.  Eugenio  Montero  Ríos;  habiendo  representado  y  defendido  á  dicha 
Sociedad  minera  el  Procurador  D.  José  García  Noblejas  y  el  Licenciado 
O.  Manuel  Sil  v^ela: 

Resultando  qne  en  it  de  Junio  de  1867  otorgaron  escritura  en  la 
ciudad  de  Murcia,  de  una  parte  la  Sociedad  especial  minera  denoraiaa- 
^a^Síen /tMH  y  Sa»<a  ilna,  y.  de  la  otra  D.  Hilarión  Roox  y  Albanelli, 
por  la  que  con  objeto  de  formalisar  el  contrato  dé  arrendamiento  y 
jtesagüe  de  las  minas  de  la  empresa  con  arreglo  á  las  bases  aprobé- 
•das  por  la  Junta  directiva  y  la  ganeral  de  accionistasi  para  dar  á 
partido  las  minas  de  la  Sociedad  convinieron,  entre  otras  condici»- 
ites,  que  la  expresada  Sociedad  minera  daba  en  arrtondamiento  á  par- 
tido al  D.  Hilarión  Ronx  las  minas  y  demasías  de  la  Sociedad  denomi 
nadas  Sonto  Ana,  San  Juan  y  Biperanza,  por  término  de  iS  años,  á 
^eontardesae  aquella  fecha  hasta  igual  dia  y  mes  de  1879  y  bajo  tas 
condiciones  aprobadas  por  la  empresa  en  la  sesión  de  i  8  del  propio 
raes,  cuya  acta  se  copia  en  la  escritora:  que  el  D.  Hilarión  Roux  reci- 
bía en  arrendamiento  á  partido  las  precitadas  minas  y  demasías,  bajo 
laseondioiones  expresadas  que  se  obligaba  á  guardar  y  cumplir  invio* 
labiemente,  y  en  dichas  condiciones  se  establece,  entru  otras,  que 
Boas  abonaría  á  la  Sociedad  el  30  por  100  de  todos  los  minerales  que 
extrajera  de  las  pertenencies  de  la  Coró  pañía,  bien  en  metálico  ó  en 
especie,  á  elección  de  la  miema:  que  como  el  principal  objeto  de  este 
contrato  era  el  desagüe  de  las  minas  de  la  Compañía^  Roux  se  compro* 
metía  A  colocar  una  máquina  de  vapor  en  el  sitio  que  mis  le  convinie- 
re«  pudiéndola  trasladar  donde  qoisiera  si  asf  fo  creyese  mils  beneficio- 
•eo:  que  todos  los  gastos  que  ocurrieran  para  colocar  y  trasladar  la  má- 
quina ó  máquinas  de  vapor,  funcionamiento  de  las  mismas,  explotación 
y  extracción  de  minerales  basta  dejarlos  en  el  almacén  mancomunado» 
^bras  de  seguridad  y  demás  serían  exclusivamente  de  Roox,  quien 
tendría  la  dirección  exclusiva  de  todas  las  operaciones  consiguientes 
al  desagOe  y  explotación  délas  pertenencias;  pero  la  Compañía  se  re- 
eervaba  el  derecho  de  intervención  facultativa  para  los  efectos  indica- 
dos, así  como  también  tendría. intervención  administrativa  que  vigila- 
rse á  la  ves  el  orden  de  trabajos  y  percibiera  los  minerdles  en  el  almacén 
mancomunado  ó  en  otro  sitio,  en  su  caso  retirando  en  su  día  la  parte 
-que  correspondiera  á  la  Sociedad:  que  si  efectuado  el  desagua  en  loa 
términos  convenidos,  resultase  que  había  escasea  de  minerales  hasta  ef 
punto  de  perjudicar  á  Roux  su  explotación  y  quisiera  rescindir  el  con- 
trato la  Compañía,  accedería  á  ello,  previo  el  aliono  á  la  misma  por 
parte  de  aquél  de  20.000  rs.,  pero  ínterin  no  se  obtuviera  el  desagfla 
quedaba  Roux  obHgado  á  seguir  el  contrato: 

Resultando  que  una  de  las  referidas  minas,  la  llamada  Santa  Ana^ 
confina  por  Levante  con  la  denominada  Fuensanta^  v  suscitada  cues- 
lión  entre  ambas  por  las  invasiones  que  la  Socíadad  Patria^  concesio- 
naria de  la  segunda,  realizaba  en  terreno  de  la  primera,  solicitó  ésta 
d  deslinde  con  aquélla,  y  acordado  por  la  Autoridad  competente,  eo- 
sUo  el  Inj^eniero  encargado  de  su  ejecución  encontrara  una  zona  de  su 
l^erposición  entre  ambas,  de  cuatro  metros,  y  creyera  indispensable  la 
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suspensión  dé  trabajos  en  dicha  zona  hasta  qne  se  decidiese  á  quiéo 
pertenecía,  ast  lo  hizo  entender  en  AgoKto  de  i87t  á  los  encargados  de 
la  explotación  de  ambas  minas,  dejando  señalada  la  parte  correspoDr 
diente  á  dicha  superposición,  con  coya  suspensión  se  conformó  la  Sor 
eiedad  San  Juan  y  Sarita  Ana: 

Resultando  que  en  6  de  Febrero  de  1876  dicha  Sociedad  acudió,  al 
Gobernador  civil,  quejándose  de  la  falta  de  observancia  por  parte  de 
la  Sociedad  Patria  á  los  preceptos  de  suspensión  de  la  explotación  en 
la  citada  zona  de  superposición  entre  las  minas  Santa  Ana  y  Fueman'' 
ta,  y  después  de  oir  á  los  Ingenieros  del  ranoo,  que  informaron  que  Ja 
Sociedad  Patria  y  los  encargados  de  Roux  habían  seguido  la  explota- 
ción de  dicha  zona,  aunque  aquélla  en  menor  escala,  el  Gobernador  ci- 
vil, en  providencia  de  3  de  Mayo  del  mismo  año,  que  fué  aprobada  por 
decreto  de  19  de  Agosto  siguiente,  considerando  que  los  trabajos  que 
86  estaban  practicando  en  las  minas  Santa  Ana  y  Fuensanta  no  ofre- 
cían seguridad  por  estarse  haciendo  una  explotación  codiciosa,  y  qne 
por  los  encargados  de  una  y  otra  se  habían  extraído  minerales  por  una 
cantidad  considerabilísima  de  un  terreno  neuiral,  que  repetidas  vecea 
se  les  haNa  mandado  respetar,  decretó  la  suspensión  de  los  trabajos  en 
ambas  minas  ínterin  no  se  practicaran  las  obras  qne  indicaban  los  la*- 
genieros: 

ResDltando  que  por  escritura  otorgada  en  30  de  Abril  de  1876  se' 
transigieron  las  desavenencias  y  cuestiones  habidas  entre  la  Sociedad 
SanJoan  y  Santa  Ana  y  la  Patria,  y  en  el  mismo  día  otorgó  otra  es- 
critura por  D.  Simón  Aguirre,  en  nombre  y  representación  de  D.  Hila» 
rión  Roux,  Marqués  de  Escombreras,  y  D.  José  Cadenas,  en  representa- 
ción de  la  Sociedad  especial  minera  la  Patria,  explotadora  de  la  mina 
Faensán  ta,  en  la  que  Aguirre,  enela  representación  dicha,  y  con  el  fin 
de  facilitar  la  traneacción,  ofreció  á  la  Sociedad  la  Patria  entregarle  el 
45  por  100  de  todos  los  minerales  que  se  extrajeran;  sin  deducción  al- 
guna en  la  faji  de  terreno  que  por  efecto  de  la  transacción  quedaba 
como  de  la  propiedad  de  la  min^a  Santa  Ana  á  la  parte  de  Poniente  de 
la  Fuensanta  en  una  extensión  de  SOO  metros  de  longitud  por  90  cen^ 
timelros  de  anchura;  entendiéndos  que  dicha  obligación  duraría  por 
todo  el  tiempo  que  D.  Hiarión  Roux  tenía  contratadas  apartido  las  mi- 
nas de  la  Esperanza,  San  Juan  y  Santa  Ana,  ó  sea  hasta  el  día  28  de 
Junio  de  1879: 

Resultando  que  D.  Simón  Aguirre,  en  nombre  de  su  poderdante 
D.  Hilarión  Roux,  dirigió  en  88  de  Abril  de  1878  una  carta  á  la  Junta 
directiva  de  la  Sociedad  San  Juan  y  Santa  Ana,  en  la  qne  después  de 
exponer  las  ventajas  que  reportaría  á  la  Sociedad  el  que  continuara 
siendo  aquél  el  partidario  de  las  minas,  locoal  lesnínducía  á  no  espera 
término  legal  del  contrato,  proponía  la  renovación  del  mismo,  bajo 
ciertas  condiciones:  que  no  habiendo  sido  aceptadas  por  la  Sociedad 
dichas  proposiciones,  ni  tampoco  por  Roux  lasas  por  por  la  Sociedad, 
ésta  en  sesión  de  25  de  Mayo  de  1879,  consult  hechasas  proposiciones 
hechas  por  la  representación  de  Roux  mejoando  otr  primeras  y  las 
presentadas  por  D.  José  Pérez  Salas  y  por  Arando  lasrmanos,  aceptó 
las  últimas  cumo  más  beneficiosas: 

Resultando  que  en  6  de  Junio  de  1879  D.  Hilarión  Roux  dedujo  de- 
Imanda  contra  la  Sociedad  San  Juan  y  Santa  Ana,  pretendiendo  que  para 
los  efectos  de  la  duración  del  contrato  de  28  Junio  de  1867  se  declarase 
no  había  corrido  el  tiempo  qne  estuvo  privado  de  usar  y  disfrutar  Jos 
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productos  de  la  zoBa  en  qne  se  acordó  suspender  la  explotación  en 
Agosto  de  1871,  y  en  su  consecaencia  qae  se  condenase  á  la  Sociedad 
demandada  A  mantenerle  en  el  goce,  disfrnte  y  aprovechaoúento  de 
aquella  zona  tanto  tiempo  como  duró  la  suspensión,  ó  en  sa  defecto  4 
indemnizarle  á  metálico  los  provechos  que  podo  y  debió  tener,  dentro 
de  las  condiciones  del  contrato,  en  la  explotación  de  los  minerales  des- 
cubiertos eh  la  referida  zona  durante  igaal  tiempo  qae  duró  la  suspeo- 
srón;  al  efecto  expuso  que  por  el  contrato  mencionado  de  t%  de  Junio 
de  1867  la  Sociedad  demandada  le  dio  en  arrendamiento  por  término 
de  IS  añcs  las,  minas  San  Joan,  Santa  Ana,  Esperanza  y  sus  demasía» 
por  la  merced  del  30  por  100  de  los  minerales  que  se  extrajesen ,  bien 
en  especie,  bien  en  metálico:  que  el  demandante  había  cumplido  por 
svt  parte  con  las  condiciones  estipuladas,  invirtiendo  cuantiosas  sumas 
en  labores  ütíles  para  el  porvenir  de  las  minas:  que  suspendida  desde 
Agosto  de  1871  la  explotación  del  criadero  del  mineral  por  él  descu- 
bierto, ínterin  desaparecían  las  cuestiones  suscitadas  entre  la  Sociedad 
demandada  y  la  limítrofe  de  Fuensanta,  dejó  el  arrendatario  de  perci- 
bir los  provechos  consiguientes  á  los  riesgos  y  desembolsos  corridos  y 
empleados  en  la  expfotación  basta  que  terminaron  las  cuestiones  cita- 
das por  el  deslinde  de  las  minas  Santa  Ana  y  Fuensanta,  practicado 
en  13  de  Junio  de  1876,  aprobado  por  el  Gobernador  de  la  provincia  en 
1877:  que  habiendo  la  Sociedad  arrei^dataria  celebrado  nuevo  contrato 
con  ona\ercera  persona,  desestimando  las  proposiciones  hechas  por  e^ 
arrendatario  para  la  renovación  del  arrendamiento  para  cuando  éste 
terminara  legalmente  se  había  hecho  imposible  toda  avenencia  entre 
ambos  contratantes:  que  según  la  ley  SI,  tít.  8®,  Partida  5%  el  arren* 
dador  está  obligado  á  mantener  al  arrendatario  en  el  goce,  uso  y  dis- 
frnte de  la  cosa  arrendada  por  el  tiempo  que  se  estip^iló  en  el  contra* 
to;  por  lo  que,  habiéndose  suspendido  ese  disfrute  en  la  parte  de  la 
mina  Santa  Ana,  debe  entenderse  también  en  suspenso  el  curso  del 
tiempo  de  la  duración  del  cen trato  para  empezar  á  correr  al  alzarse  di- 
cha suspensión,  puesto  que  lo  estipulado  fué  qae  el  uso  y  disfrute  de* 
las  minas  había  de  ser  continuo  durante  1S  años,  lo  cual  no  sucedió  por 
efecto  de  la  suspensión: 

Resultando  que  al  contestar  á  la  demanda  la  Sociedad  San  Juan  y 
Santa  Ana,  pidió  que  se  le  absolviese  de  ella  y  que  se  condenase  á  Don 
Hilarión  Roux  á  que  la  indemnizase  los  perjuicios  que  la  había  ocasio- 
nado y  cau^ase^  no  sólo  por  el  modo  y  forma  en  que  había  verificada 
la  explotación  de  las  minas  que  le  fueron  arrendadas,  sino  también  por 
retener  en  so  poder  la  llamada  Santa  Ana,  que  se  había  negado  á  en- 
tregar no  obstante  haber  trascurrido  el  tiempo  del  arrendamiento,  so- 
bre lo  cual  le  reconvenía  por  mutua  petición;  y  después  de  hacer  mé- 
rito de  los  antecedentes  relacionados,  sosteniendo  que  el  demandante 
estuvo  explotando  las  minas  por  el  tiempo  del  contrato,  alegó  en  cuan* 
to  á  la  reconvención,  que  llegado  el  día  22  de  Junio  de  1879,  en  que 
terminó  el  arriendo,  aunque  el  demandante  entregó  las  minas  San  Juan 
y  Esperanza,  se  nepó  á  hacerlo  de  la  de  Santa  Anaa,  reteniéndol  acn 
su  poder:  que  no  había  llevado  en  general  la  explotación  dentro  de  laa 
condiciones  en  que  debió  hacerlo,  ocasionando  con  ello  los  consiguien- 
tes perjuicios  á  la  Sociedad:  qne  con  arreglo  á  la  ley  1^,  tít.  1^  libra 
10  de  la  Novísima  Recopilación,  el  hombre  queda  obligado  desde  que 
por  cualquier  modo  aparezca  que  quiso  obligarse:  que  el  arrendamien* 
to  termina  llegado  el  caso  de  su  cumplimiento,  conforme  al  precepto 
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4e  la  ley  18,  tít.  8%  Partida  5*,  y  según  la  7'  del  propio  tílolo  y  Parti- 
da es  responsable  el  arrendatario  de  los  daños  que  se  causen  en  la  cosa 
arrendada  por  su  culpa  ó  impericia: 

Resaltando  qae  al  replicar  el  actor  insistid  en  lo  alegado  y  pedido 
en  la  deoianda,  y  respecto  de  la  convención  aleg:ó  qoe  no  eran  ciertos 
los  hechos  qae  asentaba  la  demandadaí  y  sí  qae  la  jcxplotaciói  y  fabo  - 
res.de  las  minas  se  babíin  hecho  con  arreglo  á  arte,  como  lo  demos- 
traba, en  cuanto  á  las  denominadas  San  Juan  y  Esperanza,  la  eircaos  - 
Uneia  de  haberlas  recibido  la  Sociedad  á  sa  satisfaeción;  y  respeco  á 
la  denominada  Santa  Ana,  io  expuesto  por  los  Ingenieros  en  la  certifi* 
oación  que  acompafiaba  informando  del  boen  estado  de  labores;  y  qt>e 
el  hecho  de  retener  el  actor  esta  última  mina  no  infería  perjuicio  4  U 
Sociedad,  porque  no  causa  ofensa  áotro  qoe  no  osa  de  so  derecho;  por 
lo  qne  peJíi  se  le  absolviese  de  ia  reconvención: 

Resultando  qoe  la  Sociedad  demandada  duplicó,  reproduciendo  aos 
anteriores  pretensiones  qoe  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  practicadas 
las  propuestas  por  las  partes  por  medio  de  d  tcumentos,  peñtos  y  tes- 
tigos, alegó  ei  demandante,  pidiendo  se  declarase  que  para  li»s  efectos 
del  contrato  de  2S  de  Junio  de  1857  no  han  trascorrido  los  cuatro  unos 
y  10  meses  que  eslavo  impedido  de  explotar  y  aprovechar  el  fí'óa  Pro- 
digioso por  efecto  de  la  suspensión  de  labores,  acordada  primero  en  la 
xona  donde  se  dio  á  conocer  aquel  filón,  y  luego  en  toda  la  oiina;  y  en 
su  consecuencia  que  se  condenase  ¿  la  Sociedad  San  Juan  y  Santa  Ana 
A  qoe  mantuviese  á  D.  Hilarión  Roox  en  el  goce  y  aprovechamiento  del 
expresado  filón  por  tanto  tiempo  como  doró  la  suspensión;  y  para  el  ea> 
«o  de  que  esto  no  pudiera  ejecutarse,  que  se  impusiera  á  la  misma  So-* 
ciedad  la  obligación  de  indemnisaral  Roux  los  perjuicios  por  lucro  ce- 
•sante,  en  cantidad  de  20  ó  38.6t0  rs.,  absolviendo  al  mismo  Roux  res- 
pecto de  la  reconvención;  y  la  Sociedad  demandada,  al  alegar  por  sa 
parte  de  bien  probado,  retiró  la  petición  que  dedujo  al  contestar  á  U 
demanda: 

Resultando  que  el  Juez  dictó  sentencia  absolviendo  á  la  Sociedad 
minera  San  Joan  y  Santa  Ana  de  la  demanda  contra  la  misma  dedocí 
4¡L  por  D.  Hilarión  Roux,  Marques  de  Escombreras,  condenando  á  éste 
4  que  indemnice  á  aquélla  los  perjuicios  inferidos  por  la  retención  de 
la  miña  Santa  Ana,  después  de  finalizado  el  término  del  arrendamiento 
y  absolviéndole  en  cuanto  á  los  demás  extremos  á  que  se  contrae  la  re 
convención,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas:  que  interpuesta 
apelación  por  ei  demandante,  á  la  que  se  adhirió  ia  Sociedad  demanda- 
•da  en  el  extremo  referente  á  las  costas,  y  seguida  la  alzada,  la  Sala  de 
io  civil  de  la  Audiencia  por  sent ancla  de  15  de  Narzo  de  <88S  confirmó 
la  apelada,  imponiendo  á  D.  Hilarión  Roux  las  costas  de  la  segunda 
instancia; 

Resultando  que  D.  Hilarión  Roax,  Marqués  de  Escombreras,  inter- 
puso recurso  drcasación,  alegando  como  motivos: 

4^  La  doctrina  legal  afirmada  por  este  Tribanal  Supremo  en  senten- 
cias de  8  de  Junio  y  17  de  Setiembre  de  1866  y  90  de  Enero  de  1861, 
relativa  á  la  interpretación  de  los  contratos,  la  cual  debe  estar  masque 
á  las  palabras  de  sus  cláusulas  al  enlace  de  éstas,  al  objeto  que  se  pro 
-pusieron  los  contralantes  y  á  l»s  pruebas  aducidas,  puesto  qae  la  sen- 
tencia aprecia  que  nabiéndose  fijado  como  punto  de  partida  el  tt  á^t 
Junio  de  4 867,  finalizó  el  plazo  de  \%  años  en  igual  áii  y  mes  de  1879, 
Jio  obstante  la  interrupción  del  uso  y  del  ejercicio  de  los  derechos  del 
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Itrr^jodaUrio  por  espacio  de  castro  año9  7  10  meses,  desatendiendo  el 
^niáce  de  las  éláosiilás  de  aquel  contrato,  el  objeto  y  ñn  del  mismo,  re- 
ducido á  compensar  lascbligaciones  impuestas  al  arrendador  y  por  él 
eomplidas  dorante  12  años,  con  igual  tiempo  de  uso,  disfrute  y  apro- 
veehainiento  de  los  minerales;  ley  de  igualdad  y  reciprocidad  que  in- 
forma respecto  á  la  duración  del  contrato  todas  las  condiciones  del  mis- 
mo, y  qué  ha  sido  violada  por  la  sentencia,  en  cnanto  con  la  absolución 
resuelve  que  ¿spiró  el  término  en  tt  de  Junio  de  1879,  y  por  tanto  que 
ono  es  el  tiempo  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  impuestas  á 
Boux  y  otro  menor  el  del  ejercicio  de  sus  derechos  cuando  las  partes 
contrataron  qué  derechos  y  obligaciones  tendiün  igual  duración: 

S°  La  docttina  establecida  por  este  mismo  Tribunal  en  sentencia  de 
19  de  Enero  de  1873,  en  virtud  de  la  eual  no  puede  d9rso  tal  inteligen- 
cia de  la  que  resulte  para  una  parte  el  exclusivo  provecho  y  el  perjui- 
cio para  otra;  doctrina  que  infringe  la  sentencia  que  absuelve  dé  la  de- 
manda considerando  el  término  del  contrato  de  día  á  diá;  inteligencia 
contraria  al  fín  y  objeto  que  se  propusieron  los  contratantes  y  con  la 
ooal  resulta  el  exclusivo  provecho  para  la  Sociedad  proletaria  de  tos 
capitales  invertidos  por  el  arrendatario  en  el  descubrimiento  de  los  mi- 
nerales y  en  ponerlos  en  condiciones  de  ser  eXiMotados,  con  más  el  pro- 
vecho de  los  mismos,  por  los  cuatro  años  y  10  meses  que  dejó  de  dis- 
frutar de  ellos  el  arrendatario  á  méritos  y  por  causa  de  la  suspensión 
acordada  en  el  expediente  promovido  por  el  arrendador: 

3^  El  error  de  hecho  con  que  aprecia  la  sentencia  las  pruebas,  esti- 
mando que  la  zona  en  que  se  acordó  la  suspensión  en  Agostó  de  1871 
se  halla  explotada,  cuando  los  testimonios  que  invoca,  ó  sea  las  decla- 
raciones de  testigos,  el  acta  de  visita  y  los  informes  de  los  Ingenieros 
acreditan  la  equivocación  evidente  del  juzgador  y  dicen  lo  contrario, 
é  saber:  que  dentro  de  la  mina  Santa  Ana  y  su  zona,  que  fué  objeto  de 
la  suspensión,  continuaba  y  continúa  con  mayor  potencia  el  criadero 
de  mineral  en  dicha  zona  descubierto  y  que  se  conoce  con  el  nombre 
de  ñlón  prodigioso: 

4^  El  mismo  error  de  hecho  en  que  incurre  la  sentencia  apreciando 
que  la  prueba  evidencia  como  causa  de  la  suspensión  parcial  de  Agos- 
to de  1871  las  invasiones  de  mina  Fuensanta  en  Santa  Ana  y  de  la  total 
de  1873,  las  invasiones  de  una  y  otra  en  la  zona  de  superposición, 
cuando  los  mismos  documentos  que  la  sentencia  invoca  acreditan  la 
equivocación  evidente  del  juzgador,  porque  demuestran  que  la  prime* 
ra  suspensión  se  acordó,  no  por  quejas  de  invasión,  sino  por  la  solici- 
tud de  deslinde  pedida  poe  la  Sociedad  arrendadora  San  Juan  y  Santa 
Ana,  y  la  segunda  por  las  labores  codiciosa  y  ruinosa  que  había  ejecu- 
tado la  mina  Fuensanta  en  la  zona  vedada,  con  daño  y  perjuicio  de  la 
lEÍna  Santa  Ana,  respecto  á  cuyo  arrendatario,  que  es  el  recurrente,  el 
informe  de  los  Ingenieros  añrma  que  había  resoetado  la  orden  de  sos* 
pensión,  salvo  en  una  insignificante  parte  del  Norte: 

5**  La  ley  21,  tit.  S\  Partida  5*,  que  en  la  sentencia  se  interpreta 
con  error  manifiesto  para  eximir  á  la  Sociedad  demandada  de  la  obliga- 
ción de  indemnizar  al  arrendatario  de  los  provechos  que  debió  percibir 
éste,  á  no  mediar  el  impedimento  que  le  privó  de  disfrutar  los  minerales 
descubiertos  en  la  zona  de  superposición  desde  1871  á  1K76,  suponien- 
do que  la  suspensión  fué  un  hecho  ajeno  á  la  Sociedad  arrendadora, 
cnando  el  embargo  ó  impedimento  lo  motivó  el  expediente  de  deslin- 
de promovido  por  la  misma  Sociedad  y  terminando  por  su  desisiimientoi^ 
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6*  La  regla  17  de  derecho,  tít.  34,  Partida  7%  según  la  coal  ninga- 
T)o  debe  enriquecerse  torticeramente  con  daño  de  otro,  por  enante  por 
la  sentencia  absolutoria,  la  Sociedad  deicandada  se  enriquece  indebida- 
mente con  daño  de  Roux,  aprovechando  los  minerales  que  él  estuvo 
impedido  de  cortar  por  cuatro  años  y  10  meses,  de  los  12  áque  le  daba 
derecho  su  contrato,  sin  embargo  de  que  la  Sociedad  arrendadora  per* 
cibió»  si  no  todo,  á  lo  menos  una  buena  parte  de  la  merced  del  arren- 
damiento, correspondiente  á  los  minerales  explotados: 

7*  La  ley  V^  tít.  19,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  al  impo- 
ner las  costas  al  recurrente  en  concepto  de  único  apelante,  cuando  re> 
sulta  que  á  virtud  de  escrito  presentado  por  la  Sociedad  an  primera 
instancia,  se  mandó  emplazar  segunda  vez  á  Roux  para  ante  la  Audien- 
cia, [QT  haberse  aquella  parte  adherido,  no  en  la  segunda,  sino  en  ia 
primera  instancia  á  la  apelación  por  las  costas: 

8*^  La  ley  18,  tít.  8®,  Partida  5%  por  la  errónea  interpretación  que  se 
hace  de  su  precepto,  eonvirtiendo  en  condena  de  perjuicio  la  de  loS' 
menoscabos  que  sufriera  la  cosa  retenida  por  el  arrendador  durante  el 
tiempo  de  la  retención,  lo  cual  no  es  lo  mismo,  y  no  es  potestativo  en 
los  Tribunales  agravar  las  responsabilidades  impuestas  por  la  ley,  que 
aun  había  sido  mal  aplicada  en  la  sentencia,  porque  en  convenio  cele- 
brado en  2S  de  Junio  de  1879,  al  recibir  la  Sociedad  las  minas  San  Juan 
y  Esperanza,  dejando  en  poder  de  Roux  la  titulada  Santa  Ana,  se  hizo 
constar  que  era  litigioso,  si  debía  ó  no  entregarse  en  dicho  día,  y  que 
ínterin  sobre  este  extremo  se  decidía  por  los  Tribunales,  continuaría 
Roux  manteniendo  el  desagüe  y  cuidando  de  su  conservación,  para  lo 
cual  se  facilitaría  el  acceso  á  dicha  mina  por  la  nombrada  Esperanza: 
Vistos  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  la  doctrina  le> 

fal  que  se  invoca  en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso,  porque  re- 
riéndose  ésta  á  los  contratos  en  que  la  voluntad  de  las  partes  resulte 
expresada  en  términos  oscuros  ó  dudosos,  en  cuyo  caso  debe  recurrí  - 
se  á  las  reglas  de  interpretación  para  deducir  la  verdadera  inteligencia 
de  algunas  de  sns  eláusnlas,  no  es  aplicable  al  contrato  objeto  de  los 
presentes  autos  en  lo  relativo  á  su  duración,  puesto  gue  en  él  se  con- 
signa con  palabras  claras  y  terminantes  que  la  Sociedad  minera  San 
Jnan  y  Santa  Ana  daba  en  arrendamiento  á  D.  Hilarión  Roux  las  minas 
de  igual  denominación  por  término  de  12  jiños,  á  contar  desde  el  22  de 
Jnnío  de  1867,  en  que  se  otorgó  la  correspondiente  escritura^  bajo  las 
demás  condiciones  que  constan  de  la  misma,  sin  que  pueda  influir  en 
la  dnración  legal  del  contrato  ni  afecte  en  nada  á  lo  convunido  acerca 
de  este  extremo  que  se  suspendieran  los  trabajos  de  explotación  en  una 
zona  determinada  por  orden  expresa  de  la  Autoridad  gubernativa,  ya 
porque  esta  situación,  independiente  de  la  voluntad  de  la  Sociedad  pro- 
pietaria, no  produjo  alteración  en  las  obligaciones  y  derechos  recípro- 
cos de  la  misma  y  del  arrendatario,  emanados  del  referido  contrato,  ya 
también  porque  la  desigualdad  que  se  supone  en  provecho  de  aquélla 
por  consecuencia  de  la  indicada  suspensión,  únicamente  podría  dar  lu-  . 
gar  á  una  reclamación  de  perjuicios,  como  ia  misma  parte  actora,  boy 
recurrente,  lo  reconoció  en  su  demanda  al  pedir  en  ella,  siquiera  lo  hi- 
ciese subsidíariamenle,  el  resarcimiento  de  dichos  perjuicios  el  expre- 
sado concepto: 

Considerando  acerca  de  este  pai  ticular  que  la  Sala  sentenciadora,  al 
apreciar  por  el  resultado  de  las  pruebas  practicadas  que  la  zona  objeto 
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de  U  snspensión  acordada  en  Agosto  de  1871  se  haila  explotada,  y  que 
la  cansa  de  aquella  medida  no  faé  otra  que  las  invasiones  de  la  mina 
Faensanta,  de  ajena  propiedad,  no  ha  incurrido  en  el  doble  error  de 
heclio  que  se  le  atribuye  en  los  motivos  3*  y  4%  pues  para  estimarlo 
asi  es  necesario,  con  arreglo  al  art.  4692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  en  su  núm.  7®,  qtíe  dicho  error  resulte  de  documentos  ó  actos 
autóBticos  que  demuestren  la  equivocación  evidente  del  juzgador,  lo 
cual  no  aparece  en  manera  alguna,  toda  vez  que  el  mismo  dato  que  cita 
el  recurrente  en  apoyo  de  su  afirmación  es  la  solicitud  de  deslinde  de 
las  minas  Santa  Ana  y  Fuensanta,  deducida  ante  el  Gobernador  civil  de 
la  provincia  por  la  Sociedad  propietaria,  la  que  al  practicar  esta  ges< 
tión  usa  de  un  derecho  perfecto  en  interés  propio  y  del  mismo  arren- 
datario con  motivo  de  las  invasiones  y  conflictos  que  suscitaba  la  refe* 
rida  mina  limítrofe,  como  se  comprobó  por  los  informes  de  los  Ingenie- 
ros qne  reconocieron  la  zona  en  que  tenían  lugar  estos  sucesos: 

Considerando  qne  por  virtud  de  esta  inspección  facultativa  se  acor- 
dó la  suspensión  parcial,  ó  sea  la  decretada  en  Agosto  de  1871,  única 
qne  debe  tenerse  en  cuenta  para  ios  efectos  del  recurso,  como  lo  ha  te- 
nido la  sentencia,  por  ser  á  la  que  se  refirió  la  demanda,  y  no  á  las  de- 
más suspensiones  posteriores  por  no  haberse  hecho  mérito  de  ellas  en 
reclamación  de  perjuicios  hasta  el  alegato  de  bien  probado,  lo  que  no 
es  conciliable  con  la  disposición  del  art.  S56  de  la  ley  de  Enjuiciamientos 
civil  entonces  vigente,  segün  se  consigna  en  el  mismo  fallo,  que  en 
esta  parte  no  ha  sido  impugnado: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  S4,  tit.  8^ 
Partida  5%  ni  la  regla  47  de  derecho,  tit.  34,  Partida  1\  citadas  en  los 
motivos  5**  y  6^,  porque  el  razonamiento  empleado  para  demostrar  estas 
pretendidas  infracciones  descansa  en  el  equivocado  concepto  de  que  los 
perjuicios  que  reclama  la  parte  demandante  le  fueron  causados  por  cul- 
pa de  la  Sociedad  demandada;  lo  cual,  como  queda  expresado  en  el 
considerando  anterior,  no  es  conforme  á  la  apreciación  de  la  Sala  sen- 
tenciadora relativamente  ¿  ios  hechos  que  sirven  de  fundamento  á  esta 
parte  del  recurso: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  reclamada  la  ley 
48,  til.  8^,  Partida  5^,  citada  en  el  octavo  fundamento  del  recurso,  por 
no  ser  aplicable  al  caso  actual  la  disposición  que  contiene  relativa  á  los 
menoscabos  de  la  cosa  arrendada  acerca  de  cuyo  particular  la  sentencia 
absuelve  á  D.  Hilarión  Roux  de  lo  pretendido  contra  el  mismo  por  via 
de  reconvención,  refiriéndose  la  indemnización  de  perjuicios  á  que  es 
condenado  dicho  arrendatario  á  las  causadas  por  la  retención  de  la 
mina  Santa  Ana  por  más  tiempo  que  el  estipulado  en  el  contrato  de 
arrendamiento,  privando  así  á  la  Sociedad  propietaria  de  ios  mayores 
productos  qne  hubiera  obtenido  en  la  referida  mina  durante  el  periodo 
en  que  siguió  aquella  explotándola  indebidamente,  contra  cuyo  acto 
de  retención  protestó  la  representación  de  la  parte  demandada,  que- 
dando á  salvo  los  derechos  de  los  litigantes  y  estar  conformes  única- 
mente en  que  Jos  trabajadores  de  la  mina  Santa  Ana  pasasen  por  la  Re< 
cuperada  y  Esperanza  sin  constituir  servidumbre: 

Considerando,  por  último^  que  la  ley  2^  tit.  47,  libro  44  de  la  No- 
vísima Recopilación,  al  disponer  que  el  que  se  alzó  sin  derecho  de  las 
«ostas  á  la  otra  parte,  supone  que  ésta  acudió  á  la  segunda  instancia  á 
virtud  de  apelación  de  su  contrario,  en  cuya  caso  sería  injusto  hacerle 
resnonsablede  gastos  á  que  no  había  dado  motivo;  mas  no  existiendo 
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esta  razón  de  la  ley,  cuando  ambas  partes  interponen  díeho  reeorso  de 
apelación  en  ia  primera  .inataoi^iat  que  es Joi oosrrido  en  estos  autos, 
aparece  faera  de  dada  qiíe  cada  parte  debe  satisfacer  laseosus  á^qne 
baya  dado  lagar,  y  por  lo  ta^to  al  no  estimarlo  asf  la  sentencia  recorrí : 
éa,  condenando  en  las  costas  de  la  segunda  instancia  á  la  j^arte  de  Dot^ 
Hilarión  Roax,  infringe  la  citada  ley; 

Paliamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  interpoetto  por  D.  Hilarión  Roox  en  cnanto  se  re- 
fiere á  los  motivos  I®,  V,  3",  4*,  6«,  6*  y  8**,  y  qoe  ba  lagar  á  dicho  re- 
corso por  el  motivo  V,  en  coyo  particolar  casamos  y  anolamos  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  Albacete:  de- 
vaáivase  al  recoarente  el  depósito  qoe  constítoyó— (Sentencia  poblí- 
cada  el  6  de  PebÉ-ero  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  f  I  de  Agosto  del 
mismo  año.) 

44 

Iteeunio  dé  easaeién  (6  de  Febrero  de  ^SS^). Sala  primera • 
— Tebcebía  db  mejob  debecho. — No  ha  logar  al  ínlerpoesio  por  Dofta 
Mari  i  de  las  Mercedes  Antón,  con  Doña  María  de  la  Cruz  losueia  y  otros 
(Aadien«*ia  de  ValladoliJ),  y  se  resoelve: 

.  1^  ^ue  Conforme  á  lo  prevenido  en  el  art,  I69S,  nüm.  T,  de  la  ley 
d$  Enjuiciamiento  düil,  contra  la  apreciación  de  las  pruebas  no  puede 
prosperar  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley^  sino  en  el  caso 
de  que  haya  sido  hecha  con  error  de  derecho  ó  con  error  de  hecho  que  re- 
suUe  de  documenlos  é  actos  auíéalieos,  los  cuales  demuestren  la  equivo- 
cación evidente  del  jutgador; 

Y  2<*.  Que  no  es  aplicable  la  hy  2^,  til.  Hdela  Partida  3^,  que  exi- 
me de  la  obligación  d^  probar  d  h  varíe  que  nie^a  alffuna  cosa  en  juicio, 
si  es  afirmalivo  el  hecho  en  que  se  funda  la  demanda^  y  por  consiguiente 
era  de  la  incumbencia  del  demandante  la  prueba  de  este  h^cho  para  que 
pudiera  prosperarla  demanda^  conforme  á  la  ley  I*  del  mismo  Ululo 
y  Fariida: 

.£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Pebrero  de  f  8t^3.  en  el  pleito 
segfiido  en  el  Jozgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Aodiencia 
de  Valladolid  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  aqúetl^i  ciudad 
por  Doña  María  de  las  Mercedes  Antón  Insuela,  consorte  de  D.  Emilio 
Barba  Méndez,  vecinos  de  Saldañn.  con  la  Comonidad  de  religiosas  Llo- 
ras de  aqoelli  ciodad  y  con  los  hijos  y  herederos  de  Doña  María  Croz 
losnela,  I).  Anselmo,  Doña  Adelaida,  Doña  Isabel  y  D.  Bnriqóe  Antón 
luaoela,  vecinos  de  Valladolid,  sobre  tercería  de  mejor  derecho;  pen- 
diente en  este  Tribonal  Supremo  en  virtud  de  recorso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Benito  Rodríguez  y 
el  Procorador  D.  Manuel  Elias,  en  defensa  y  representación  de  De  ña 
María  de  las  Mercedes  Antón  de  Insuela;  habiendo  sido  defendida  y  re- 
presentada la  comonidad  demandada  por  et  Licenciado  D.  Juan  Pernán* . 
dez  y  el  Procorador  D.  J¿/sé  Matía  Cordón: 

Resultando  qae  Doña  María  Cruz  I  suela,  víndi  de  D.  Prudencio 
kni&fíy  confesó  en  escritura  pública  de  f3  de  Mayo  de  1 86 i  ser  eñ  de- 
ber á  la  Priora  y  religiosas  Lnaras  áa  Vallddotid'por  capital  y  réiitos 
20.1^07  rs.  que  se  obirgó  á  pagarles  en  la  forma  que  determiró,  hipote- 
cando a  su  seguridad  dos  casas,  sitasen  la  calle  de  la  Mantería  da. 
aqoeita  ciudad;  escritora  qoe  foé  registrada  oporionaménte : 
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ResatUndo  qoe  U  expresada  Comoniiad,  fondada  en  dicho  doon- 
mentó,  procedió  ejecativamente  contra  la  deudora  Doña  María  Graf 
Insoela,  obteniendo  primero  qoe  se  despachase  mandamiento  de  ejecn- 
ción  y  se  euibarfi^asen  las  dos  casas  especialmente  hipotecadas  á  la  se- 
guridad del  crédito,  y  consígaiendo  después  se  dictase  sentencia  de  re- 
mate en  S4  de  Mayo  de  1870,  y  se  procediese  á  U  venta  de  las  dos  ea«> 
sas,  que  fueron  rematadas  en  favor  de  D.  Bartolomé  Ercilla: 

Resultando  por  otra  parte  qoe  D.  Prudencio  Antón,  marido  como  se 
deja  dicho  de  Doña  María  Groa  lasoela,  falleció  en  13  de  Noviembre  de 
1858,  dejando  de  dicho  matrimonio  siete  hijos,  llamados  D.  Pablo,  Don 
Anselmo,  D.  Enrique,  D.  Pedro,  Doña  María  de  las  Mercedes,  Doña 
Adelaida  y  Doña  Isabel;  y  que  la  hijuela  formada  á  Doña  María  Merce- 
des importó  la  suma  de  St.429  rs.,  comprendiéndose  en  ella,  entre 
otras  partidas,  la  de  7.S85,  en  uoas  casas  situadas  en  la  Villa  de  Herre- 
ra de  Rio  Pjseerga  y  en  on  pagaré  de  H.67Í  con  1 4  céntimos,  señala- 
dla en  el  inventario  de  bienes  con  el  núm.  317:. 

Resultando  qoe  en  26  de  Abril  de  1876  dedujo  Doña  María  de  las 
Mercedes  Antón  Insuela  la  demanda  que  ha  dado  origen  á  este  pleito, , 
con  la  solicitud  de  que  se  declarase  que  tenía  preferente  derecho  para 
cobrarse  el  importe  de  su  hijuela  paterna  con  el  producto  en  venta  de 
Us  dos  casas  embargadas  á  su  difunta  madre  Doña  María  Crus  Insuela 
por  la  Comunidad  de  religiosas  Lauras,  al  que  asistís  á  estas  para  ha*- 
cer  efectivo  el  crédito  hipotecario  en  que  fundaron  su  ejecución,  ale- 
gando al  efecto  que  su  citada  madre,  como  tntora  y  curadora  suya,  se 
oiio  cargn  de  su  hijuela  paterna,  de  la  que  nada  absolutamente  le  ha- 
bía entregado:  que  los  únicos  bienes  que  se  conocían  á  su  citada  madre 
eran  las  dos  casas  embargadas  por  la  Comunidad  de  religiosas  Lauras 
en  la  susodicha  ejecución:  qoe  al  contraer  matrimonio  en  5  de  Mano 
lie  f  860  con  D.  Emilio  Barba  Méndez  le  fué  entregado  á  éste  on  testi- 
monio de  su  hijuela  paterna,  que  había  extraviado:  que  las  obligacio- 
nes de  los  guardadores  para  con  sos  menores  se  halla  garantida  por  la 
ley  con  hipoteca  tlcita;  y  qoe  siendo  el  crédito  de  la  Comunidad  eje- 
cutante posterior  al  soyo,  era  claro  que  so  derecho  á  ser  reintegrada 
era  preferente  al  de  aqoéDa: 

Resolta.ndo  que  citados  y  emplazados  en  vista  de  esta  demanda,  asi 
la  Comunidad  de  religiosas  Lauras  como  los  demás  hijos  y  herederos 
de  Doña  María  Crus  Insuels,  compareció  tan  sólo  aquélla,  y  se  opnso 
á  la  demanda,  aleteando  al  efecto,  entre  otras,  razones,  que  no  era  ve- 
roiimil  qoe  hubiere  dejado  pasar  la  demandante  tanto  tiempo  sin  recla- 
mar la  entrega  de  su  hijuela  si  realmente  no  le  hubiera  sido  entregada, 
así  como  el  que  al  hacerle  entrega  del  testimonio  de  dicha  hijuela  cuan- 
do contrajo  malrlmonio  no  le  hubieran  entregado  ios  bienes:  que  el  he- 
cho de  haber  vendido  la  demandante  en  unión  de  sus  hermanos  en  el 
año  1875  una  casa  que  les  había  sido  adjudicada  por  herencia  paterna 
era  prueba  evidente  de  que  le  habían  sido  entregados  los  bienes  de  so 
hijuela;  que  habiendo  vivido  Doña  Mercedes  con  so  madre  hasta  que 
contrajo  matrimonio,  y  después  desde  el  día  en  que  se  separó  de  so 
marido,  resoltaba  para  el  caso  en  que  se  considerase  que  no  había  re 
•cibido  sn  hijuela,  que  se  le  deberla  impotar  los  alimentos  recibidos  de 
su  madre  en  pago  de  so  haber  paterno:  qoe  por  otra  parte  no  había  re-* 
eibido  Doña  Mercedes  la  herencia  de  so  madre  á  beneficio  de  inventa- 
rio, y  no  era  cierto  qoe  se  embargaran  en  la  ejecoción  todos  loe  bienes 
4Íe  Doña  María  Croz  Insoela,  pnes  únicamente  lo  foeron  las  dos  casas 
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hipotecadas;  de  cnyas  rentas  habían  dispuesto  U  demandante  y  sos 
hermanos  hasta  el  año  1862:  que  la  hipoteca  tácita  legal  invocada  en 
la  demanda  no  podía  tener  efecto  legal  contrar  tercero  extraño  á  los  ac- 
tos de  la  curadoría,  cerno  lo  era  la  Gomonidad  demandada,  más  allá  del 
cuadrienio  legal  qne  conoce  la  ley  al  qoe  estovo  sujeto  á  caradnría 
para  ejercitar  después  de  campiida  la  mayor  edad  las  acciones  qae  le 
asistían  contra  el  curador  y  sus  bienes;  y  que  carecía  asimismo  la  de^ 
mandante  de  todo  derecho  para  invocar  la  hipoteca  legal  en  perjaicio 
,  de  la  expresa  y  especial  qoe  tenía  la  Gomaoidad  demandada,  atendíen- 
do  á  lo  dispuesto  en  la  ley  18  y  2t,  tít.  31,  Partida  1\ 

Resaltando  qae  ambas  partes  insistieron  en  los  escritos  de  réplica  j 
dúplitsa  en  lo  alegado  y  pedido  en  los  anteriores;  y  recibido  el  pleito  i 
prueba,  limitó  la  suya  la  parte  demandante  á  traer  á  los  autos  ana  co- 
pia del  testamento  de  D.  Pradeneío  Antón  y  oa  testimonio  de  la  hijue- 
la formada  á  Doña  María  de  las  Mercedes  Antón  losuela: 

Resaltando  qae  el  Jae^  de  primera  instancia  dictó  sentencia  en  9  de 
Setiembre  de  1880,  y  la  Sala  de  locivH  de  la  Aadienciade  Valladolid  la 
confirmó  en  24  de  Mayo  próximo  pasado,  absolbiendo  á  la  Comunidad 
de  religiosas  Lauras  de  la  demanda  de  tercería  interpuesta  por  Doña 
María  de  las  Mercedes  Antón  Insuela,  reservando  á  ésta  los  derechos  de 
que  se  creyera  asistida  en  reclamaciós  de  los  bienes  que  le  faeron  adja-, 
dicados  en  la  testamentaría  de  so  padre: 

Resaltando  qoe  Doña  María  de  las  Mercedes  Antón  Insuela  interpuso 
recurso  de  casación  por  considerar  infringidos: 

1®  La  ley  23,  tít.  43  de  la  Partida  5\  porqae  se  desconoce  el  dere- 
cho de  la  recurrente  sobre  lol  bienes  de  sa  madre,  no  obstante  no  apa« 
recer  de  autos  que  con  posterioridad  al  momento  en  que  esta  última  se 
hizo  cargo  de  los  bienes  de  sa  hija  se  los  haya  entregado,  sino  que  la 
ha  postergado  á  otro  derecho  posterior,  cual  es  la  Comunidad  de  reli* 
glosas  Lauras  de  Valladolid : 

2^  La  ley  24  del  mismo  título  y  Partida,  que  dispone  que  el  padrv 
no  puede  esquilmar  los  frutos  de  los  bienes  de  ios  hijos  ni  enajenarlos 
en  manera  alguna,  y  si  lo  hiciese  fincarían  por  ende  obligados  ó  empe- 
nados  al  fijo  los  bienes  del  padre  hasta  que  percibiese  entrega  de  ellos; 
todg  vez  que  á  pesar  de  haber  dispuesto  la  madre  y  caradora  de  la  re- 
currente de  los  bienes  de  ésta,  no  se  le  conoce  el  derecho  de  cobrarse 
con  los  que  aquélla  dejó  con  preferencia  á  la  Comunidad  susodicha., 
cuyo  derecho  es  posterioj: 

i^  Los  artículos  354  y  355  de  la  ley  Hipotecaria,  porqae  se  pres» 
cinde  de  la  hipoteca  especial  qoe  el  menor  tiene  sobre  los  bienes  de  sa 
icurador,  y  se  da  preferencia  á  otra  hipoteea  posterior: 

4®  Los  mismos  artículos,  en  combinación  con  la  ley  27,  tít.  43,  Par- 
)tica  5^,  porqae  se  prescinde  de  la  prioridad  de  tiempo  qae  existe  en  la* 
vor  del  crédito  de  la  concurrente,  igaatme.nte  privilegiado  qae  el  de  la 
'Comunidad  demandada,  y  se  da  preferencia  á  éste,  qae  es  posterior; 

Y  5^  La  ley  2',  tít.  44,  Partida  3*,  que  e.nab!ece  qae  la  prueba  no 
incumbe  al  que  niega,  porque  supone  la  Sala  sentenciadora  qae  la  re- 
cúrrente,  por  el  solo  hecho  de  haber  sido  parte  demandante  tenía  qae 
probar  lo  que  negaba: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Manresa: 

Considerando  que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  4682,  número 
7^  de  la  iey  de  Eniuiciamíento  civil,  contra  la  apreciación  de  las  prae- 
has  no  puede  prosperar  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley» 
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dsSno  en  el  caso  de  qoe  haya  sido  heeha  con  eri'or  de  derecho  ó  con  error 
dé  hecho  qtie  resnlte  de  docamentos  ó  aetos  auiénticos,  los  caales  de- 
ninestren  la  eqoivocación  evidente  del  jasgador: 

Considerando  qoe  por  esta  razóA  son  improcedentes  los  cuatro  pri- 
meros Eootiros  del  recarso,  porqne  se  fundan  en  el  sapuesto  de  qae  la 
madre  y  curadora  de  la  recurrente  se  hizo  cargo  de  los  bienes  que  ésta 
reclama,  y  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las  pruebas,  estima  que 
no  ha  sido  probado  ese  hecho  fundamental  de  la  demanda  de  tercería, 
stn  que  contra  esta  apreciación  se  haya  alegado  el  error  de  derecho  ni 
el  error  de  hecho  antes  indicados,  y  por  consiguiente  no  tienen  aplica- 
ción al  caso  las  leyes  que  en  ellos  se  citan: 

Considerando  que  tampoco  es  aplicable  ni  ha  sido  infringida  la  ley 
2*,  tít.  14  de  la  Partida  3%  citada  en  el  quinto  motivo,  que  exime  de  la 
<yb1igación  de  probar  á  la  parte  que  niega  alguna  cosa  en  juicio,  porque 
es  afírmvtivo  el  hecho  en  qoe  se  funda  la  demandada  de  que  la  madre 
y  curadora  de  la  recurrente  se  hizo  cargo  de  los  bienes  que  á  ósta  le 
fueron  adjudicados  de  la  herencia  de  su  paure,  y  por  consiguiente  era 
de  su  incumbencia  la  prueba  de  este  hecho  para  que  pudiera  prosperar 
la  demanda  conforme  á  la  ley  l'-dei  mismo  titulo  y  Partida: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramojt  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doha  María  de  las  Mercedes  Antón 
«¡nanela,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  para  el  caso  en 
qoe  mejore  de  fortuna  1.000  pesetas  por  razón  de  depósito,  que  se  dis- 
tribuirán con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Yalladolid  la 
-certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha 
remitido.— (Sentencia  publicada  el  6  áñ  febrero  de  I8!^3,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  f  4  de  Agosto  del  mismo  año.) 

45 

lleenrso  de  easaeióa  (8  de  Febrero  de  1 883).— -Sa/a  primera.'^ 
4)bpek8A  por  pobbb.— No  ha  lagar  al  interpuesto  por  D.  Eduardo  Ló- 
pez con  D.  Luis  Bermejo  y  Gómez  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  re» 
suelve: 

-  1^  Que  la  apreciaeidn  de  las  pruebas  corresponde  á  la  Sala  senten^ 
madura  y  á' ella  debe  estarse  mientras  no  se  justifique  que  en  dicha 
apreciación  se  ka  cometido  error  de  derecho  6  de  hecho,  fundado  en 
doeument»  ó  acto  auténtico  qm  demuestre  la  equivocación  etidente  del 
juzgadorx 

'  Y  V  QuesiltKSaks  sentenciadora  aprecia  para  negar  la  pobreza,  no 
sólo  las  declaraciones  de  los  testigos,  siuo  también  los  hechos  acredita- 
dos  por  la  parte  contraria,  no  infringe  el  art.  i^t  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento dtil  de  1^5;  el  principio  de  derecho  eu  virtud  del  cual  los 
Tribunales  han  de  fallar  con  arreglo  á  lo  alegado  y  probado  por  las 
varíes,  y  la  regla  de  sana  critica  que  prescribe  la  obligación  de  estimar 
las  pruebas  en  conjunto. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Febrero  de  4883,  en  el  inci- 
dente pendiente  ante  Nos  en  virtnd  de  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  promovido  por  D  Eduardo  López  y  López  en  la  Sala  se- 
•  gunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  capital  para  que  se  le  conce- 
da el  beneficio  de  litigar  como  pobre  en  §1  pleito  pendiente  de  apela» 
cüón  ante  la  misma  con  D.  Luis  Bermejoy  Giómes  sobre  prestación  de 
^uent^s^  habreno  sido  oído  el  Mmistorip  fi^scal  y  eompareoido  en  esto 
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Supremo  Tribonal  D.  Eduardo  López,  representado  por  el  Procurador 
O.  José  Cirilo  üht  y  deftíodido  por  el  Licenciado  D.  Enrique  Rogér^  y 
Bermejo  per  el  Procurador  D.  Manuel  Martín  Vena,  bajo  la  direcoión^ 
del  Doctor  D.  Francisco  Lastres: 

Resultando  que  remitidos  en  apelación  á  la  Audiencia  de  esta  oort^ 
los  autos  sef^uidüs  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Centro  por  D.  Luis  Bermejo  y  Gómez, curador  ejemplar  de  su  padre  Doa 
Tomás,  ccn  D.  Eduardo  López  y  López  sobre  presentación  üe  cuentas, 
solicitó  D.  Eduardo  que  se  le  declarase  pobre  para  litigar  enrasó» 
i  haber  venido  á  tal  estado  con  posterioridad  á  la  primera  instancia*. 

Resultando  que  oíJos  D.  Luis  Bermejo  y  el  Ministerio  fiscal,  que  so 
opusieron  á  la  pretensión  de  López,  se  recibió  el  incidente  á  prueba, 
declarando  tres  testigos  que  les  constaba  por  haberlo  oído  á  aquél  y  á 
los  criados  de  su  hermano  D.  Francisco  que  carecía  de  bienes,  vivlen*^ 
do  modestamente  y  auxiliado  por  éste: 

Resultando  que  por  vía  de  prueba  se  unió  á  los  autos  certificación 
de  un  contrato  de  inquilinato  del  cuarto  principar  de  la  derecha  de  la 
casa  Dúm.  65  duplicado  de  la  calle  de  la  Palma  Alta,  hecho  en  i6  de 
Agosto  de  1881  á  favor  de  D.  Francisco  López  y  López  en  precio  de 
310  reales  mensuales,  y  que  á  instancia  de  Bermejo  se  trajo  á  los  autos 
copia  del  empadronanáiénto  verificado  en  1*  de  Dieiembre  de  1881  d» 
la  cusa  núm.  55  duplicado,  cuarto  principaf  derecha,  de  la  calle  de 
la  Phima  Alta,  el  cual  se  hallaba  autorizado  por  el  cabeza  de  familia 
D.  Eduardo  López  y  López  que  figura  como  inquilino,  pagando  el  al- 
quiler mensual  de  310  rs  ,  hallándose  incioíJos  en  él  su  mujer,  una 
bija  y  otra  persona  en  concepto  de  transeúnte: 

Resultando  que  asimismcí  se  hizo  constar  qoe  en  el  Juzgado  áú 
distrito  del  Hospicio  D.  Eduardo  López  demandó  á  Bermejo  para  el 
pago  de  cierta  cantidad,  litigando  como  rico:  que  en  el  del  distrito  del 
Centro  radicaban  unas  diligencias  referentes  á  la  fianza  prestada  para 
el  desempel^o  de  lá  curaduría;  y  que  en  los  de  embargo  de  bienes  con* 
tra  O.  Antonio  Gómez  manifestó  éste  qoe  á  la  liberalidad  de  D.  Eduar-^^ 
do  debía  habitar  la  casa  en  que  se  encontraba: 

Resultando  que  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte  dictó  sentencia  en  30  de  Marzo  de  i88l  denegando  á  D.  Eduardo^ 
López  la  defensa  por  pobre  solicitada,  con  imposición  de  costas  y  rein^ 
legro  de  papel  invertiJo;  y  que  habiendo  suplicado,  la  referida  Sala  en 
S8  de  Abril  de  dicho  año  1883  declaró  no  haber  lugar,  con  las  costas, 
á  suplir  ni  enmendar  la  mencionada  sentencia: 

Resultando  que  D.  Eduardo  Ló|  ez  y  López  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio:  ^        ' 

1^  Los  artículos  182  y  991  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1895, 
vigente  en  este  caso,  por  no  haberlos  aplicado,  negando  á  López  el  be-^ 
neficio  de  pobreza  que  dichos  artículos  concedían,  y  como  consecuen"* 
<^ia  el  art.  196  de  la  expresada  ley,  por  haberlo  aplicado  indebida- 
mente: 

2®  El  principio  de  derecho  en  virtud  del  cuál  los  Tribunales  han  de^ 
fallar  con  arreglo  á  lo  alegado  y  probado  por  las  partes,  en  cuanto  pM*»^ 
resolver  el  incidente  se  eslimaban  las  pruebas  relativas  al  estado  dei^ 
fortuna  de  D.  Edaardo  anterior  á  la  época  en  qoe  solfeiló  el  beneficio» 
de  pobreza,  cuando  precisamente  lo  alegado  y  probado  tendía  á  do'^ 
mostrar  que  dicho  D.  Eduardo  había  disfrutado  de -b nena  posieióní^ 
pero  que  la  había  perdido  durante  la  primera  instancia  idel  pleito:    ^ 
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t  3®  En  U  apreciación  de  la  praeba,  la  regla  de  sana  crítica,  qna  pres» 
4^ibe  la  obligación  de  estimar  las  pruebas  en  conjunto,  por  cuanta  se 
«poyaba  üaicamente  el  fallo  en,  el  resultado  de  la  de  testigos  y  eo  on 
docomento  que  apreciaba  erróneamente,  prescindiendo  del  valor  de 
-olivos  que  habú  presenlado: 

i  i®  Y  qu^  por  último,  se  cometía  error  de  hecho  comprobado  por  do- 
cunienlo  autentico,  en  cuanto  declaraba  que  de  la  hoja  del  padrón 
uoida  4  los  autoa  aparecía  que  1).  Eduardo  López  pagaba  310  rs.  men- 
suaies  de  alquiler,  cuando  de  dicho  documento  no  podía  deducirse  ni 
se  deducía  semejante  hecho: 

'  Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bo- 
nache: 

.,  Considerando  qoe  la  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  ala 
Sala  sentenciadora  y  á  ella  debe  estarse  mientras  no  se  justiñque  que 
en  dicha  apreciación  se  ha  cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho,  fun- 
dado en  documento  ó  acto  auténtico  que  demuestre  la  equivocación 
•vidente  del  juzgador: 

Gonaiderando  que  la  Sala  sentenciadora  aprecia  para  negar  la  po- 
breza, no  sólo  las  declaraciones  de  los  testigos,  sino  también  los  he- 
ebes  acreditados  por  la  parte  contraria,  razón  por  la  que  la  sentencia 
recunida  no  infringe  la  ley  y  doctrina  que  se  invocan  en  los  tres  pri  • 
meros  motivps  del  recurso: 

Considerando  que  no  existe  el  error  de  hecho  que  se  alega  en  el 
cuarto  motivo,  porqus  no  se  deniega  la  pobreza  á  D.  Eduardo  López  y 
López  sólo  por  el  resultado  de  la  ht  ja  del  padrón  unida  á  los  autos, 
sino  por  el  que  ofrece  el  conjunto  de  las  pruebas  practicadas,  cuya 
apreciación  es  de  la  Sala  sentenciadora  en  la  fo/ma  dicha  en  el  primer 
considerando; 

•  Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso «de  casación  interpuesto  por  D.  Eduardo  López  y  López,  á  quien 
condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  t.OOO  pe- 
setas, que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  libres*» 
á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devo- 
loción  de  los. documentos  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  en  S 
de  Febrero  de  1883,  ó  inserta  en  la  Q(keAl(]k  de  U  de  Agosto  del  mis- 
^n^sño.) 
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lleeureiode'casaeUa  {^dtF6hrero  ie  X^^V^^-^Sala  primera. 

T^IltOLUSIÓN  Y  £XGLUSI(>N  DB  LOS    9IBNS3  DE    UN  INVENTARIO. — Há  lUgar 

al  interpuesto  por  D.  Pelegrin  Giralt  con  D.  Manuel  Giralt  y  otro  (Au- 
i^teneia  de  Bdurcelona),  y  ;8e  resuelve: 

1^  Que  si  en  las  dcmandM  acumuladas  que  dieron  origen  al  fuieia 
se  pidió  de  una  manera  concreta  que  se  hicieran  en  un  inventario  de 
kienei  las  inelusiones  reclamadas  al  tiempo  de  su  formación,  la  sen  - 
kncia  que  considera  la  conformidad  de  las  partes  sobre  este  extremo t,, 
f  lo  resuelve  en  su  parte  dispositiva,  es  congruente  con  la  demanda  y 
n4  in/finge  las  leyes  \%y  16,  iU^,%%,  Partida  V^,  art,  61  déla  ley  de 
Bisiuiciamienlo  civil^  y  doctrina  consignada  por  el  Tribunal  Supremo 
qn  su  cQu/o^^midad; 

7  1t^  Quessgii»^  la  legislación  vigente  su  Cataluña,  las  donaciones 
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^ntrevipos  y  lot  here^mi§ntos  k$eh$8  tn  c<¡^üulaciones  fuatrimonia^' 
les  90n  irrevocables  si  los  contrayentes  no  se  reservan  la  facultad  de 
modijearlos,  sin  más  limitaciones  que  la  de  gn*  no  perjudiquen  las 
respectivas  le§Uinuis  délos  descendientes  ó  ascendientes;  y  por  lo  tanto 
-cualquier  otro  acto  posterior  sólo  puede  tener  validez  en  lo  que  no  ss 
oponga  á  lo  establecido  en  aquellos  contratos. 

En  la  vilíft  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Febrero  de  1883,  en  el  pleito 
eegaido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  las  Afueras 
y  en  la  Sala  primera  de  lo  eivil  de  la  Andiencia  de  Barcelona  por  Don 
Manuel  Giralt  y  Rieart,  labrador,  vecino  deReixach,  los  consortes  Don 
Victoriano  Giralt  y  Rieart  y  Doña  María  Franssi  y  Yila,  y  por  falleci- 
miento del  primero  la  segunda  por  sí  y  en  representación  de  sos  hijos 
menores  Josefa,  Pelegrín  y  Teresa  Gil  y  Frausí,  con  D.  José  Giral  y 
Btcart.  y  por  su  fallecimiento,  con  su  hijo  y  heredero  D.  Pelegrín  Gi- 
ralt y  Noguera,  sobre  inclusión  y  exclusión  de  bienes  en  el  inventario 
de  los  bienes  del  padre  común  de  los  litigantes  D.  Pelegrín  Giral  y  Se- 
rra«  pendiente  en  este  Supremo  en  virtud  de  recorso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Pelegrín  Giralt  y  Noguera,  repre- 
sentado por  el  Procurador  D.  Joan  Antonio  Aaensío,  bajo  la  dirección 
del  Licenciado  D.  Modesto  Llóreos,  no  habiendo  comparecido  ninguno 
de  los  recurridos: 

'  Resultando  que  D.  Pelegrín  Giralt  y  Serra,  en  eseritnca  de  capita- 
laciones  matrimoniales  que  otorgó  en  21  de  Diciembre  de  1838  con 
motivo  del  matrimonio  de  su  hijo  primogénito  D.  José  Giralt  y  Rieart 
i^on  Doña  Teresa  Noguera,  donó  é  hizo  heredamiento  universal  de  to- 
dos sos  bienes  á  favor  de  su  citado  hijo  para  después  de  su  muerte  y  de 
la  de  su  mujer  Doña  Gertrudis  Rieart,  reservándose  la  facultad  de  co- 
locar y  dotar  los  demás  hijos  é  hijas  que  tenía  y  tal  vez  tuviese,  con- 
forme le  pareciere  correspondiente  á  la  posibilidad  de  sus  bienes  y  con 
los  pactos  á  él  bien  vistos;  reservándose  además  la  libre  facultad  de 
poder  vender  y  establecer  sos  fincas  y  propiedades,  crear  censales  y 
prestar  fianzas,  todo  sin  intervención  de  so  hijo  el  donatario  y  de  los 
snyos;  y  declarando,  por  último,  que  con  dichos  pactos  y  reservas,  y 
no  sin  ellos,  para  después  de  so  muerte  y  la  de  dicha  su»  mujer,  y  no 
antes,  y  ahora  para  entonces,  hacía  la  presente  donación  y  hereda- 
mietuo  universal:  que  el  donatario  D.  José  Giral,  presente  al  otorga^ 
miento  de  la  escritora,  aceptó  con  las  reservas  y  pactos  expresados: 

Resultando  que  con  motivo  del  matrimonio  de  su  otro  hijo  D.  Vic- 
toriano con  Doña  María  Frausi,  otorgó  el  citado  D.  Pelegrín  Giralt 
otra  escritura  de  capítulos  matrimoniales  en  I®  de  Agosto  de  1858,  por 
la  que  en  pago  á  su  citado  hijo  de  todos  sos  derechos  de  legítima  ma» 
terna  y  paterna,  parte  de  esponsalicio  y  por  otras  causas  y  razones,  le 
dio  por  títolo  de  donación  pura,  perfecta  é  irrevocable  ( .000  libras  en 
metálico,  diferentes  objetos,  y  además,  para  después  de  su  muerte  y  no 
antes,  tres  fincas  si  resultaban  entre  sus  bienes  al  tiempo  de  su  falleci- 
miento, pues  se  reservó  el  derecho  de  poderlas  enajenar: 

Resaltando  que  el  mismo  D.  Pelegrín  Giralt  y  Serra  otorgó  testa- 
mento en  7  de  Noviembre  de  4858,  en  el  que  nombró  osofroctuaria  de 
todos  sus  bienes  á  su  mujer  Doña  Gertrudis  Rieart,  legó  á  sus  hijos 
t).  Juan,  D.  Manuel  y  D.  Victoriano  diferentes  fincas,  hizo  otros  lega-» 
dos  á  favor  de  sus  otros  hijos  é  instituyó  heredero  universal  al  primo- 
génito D.  José;  y  en  codictio  de  H  de  Enero  de  i863  disposo  que  la 
pieza  de  tierra,  de  cabida  dos  mojadasi  en  término  de  3aa  Martín  da 
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Pfovensats,  que  habia  adquirido  eon  posterioridad  al  otorgamiento  d« 
aquel  testamento,  quedase  después  de  su  muerte  de  ia  exeliis*v&  pro- 
piedad de  su  mujer  Do&a  Gertrudis  Ríeart,  á  su  ubre  voluntad,  y  para 
el  caso  de  morir  ésta  sin  testamento  ó  sin  haber  dispuesto  de  dioba 
fínca,  se  repartiese  una  mitad  para  su  hijo  mayor  D.  José  y  la  otra  mi- 
tad por  partes  iguales  entré  sus  demás  hijos: 

Resultando  que  en  testamento  que  en  7  de  Octubre  de  4867  otorgó 
Dona  Gertrudis  Rícart,  bajo  el  cual  falleció  en  49  de  Enero  de  4868, 
instituyó  heredero  universal  á  su  hijo  primogénito  D.  José,  incluso  de 
Ihs  dos  mojadas  de  tierra  de  San  Martín  de  Provensals,  en  el  caso  de 
<}tto  pudiera  tener  efecto  el  legado  que  de  dicha  finca  le  hizo  su  mari- 
do en  el  eodieiio  antes  referido,  contraviniendo  la  donación  y  hereda- 
miento universal  que  tenía  otorgada  á  su  citado  hijo  en  los  capítulos 
matrimoniales  de  SI  de  Diciembre  de  1838. 

Resultando  que  ocurrido  en  2  de  Octubre  de  4863  el  fallecimiento 
de  D.  Pelegrín  Gírait  y  Serra,  su  hijo  y  heredero  D.  José  Gira  1 1  y  Ri- 
cart  promovió  juicio  universal  de  testamentaria,  y  eo  el  acto  mismo 
«n  que  se  formó  el  inventario  judicial  de  los  bienes  hicieron  presento 
algunos  de  los  interesados  que  no  se  hallaban  conformes  con  él: 

Resultando  que  en  26  de  Agosto  de  4861  los  hermanos  O.  Juan  y 
D.  Manuel  Girait  y  Ricart,  fundados  en  las  disposiciones  contenidas 
en  el  testamento  de  su  padre  de  7  de  Noviembre  de  4858,  solicitaron 
en  primer  lugar  que  se  mandara  hacer  en  el  inventario  las  inclusiones 
de  bienes  reclamados  en  el  acto  de  su  formación  y  las  demás  que  resul- 
tasen procedentes;  en  segundo  lugar,  que  se  mandara  excluir  de  dicho 
inventario  las  fincas  y  derechos  que  les  había  legado  su  padre  en  su 
<^itado  testamento,  declarando  que  no  se  hallaban  sujetos  al  presento 
juicio  de  testamentaría;  y  en  tercer  logar,  que  se  declarse  que  dichu 
ifincas  y  derechos  eran  de  la  exclusiva  propiedad  y  pertenencia  de  los 
demandantes: 

Resultando  que  en  igual  fecha  pretendieron  por  separado  los  con- 
sortes D.  Victoriano  Girait  y  Ricart  y  Doña  María  Prausí  que  se  maa- 
darán  hacer  en  el  repetido  inventario  las  inclusiones  que  tenía  recla- 
madas en  el  acto  de  so  formación  y  las  demás  que  procediesen,  y  que 
se  excluyeran  del  mismo  las  fincas  comprendidas  en  la  donación  que  lo 
hi2o  su  padre  D.  Pelegrín  en  la  escritura  de  capítulos  mairimonialea 
de  4**  de  Agosto  de  4858,  mandando  ponerle  en  posesión  de  ellas:, 

Resultando  que  á  instancia  de  D.  José  Girait  y  Ricart  y  de  su  madro 
Doña  Gertrudis  Ricart  fueron  acumuladas  ambas  demandas,  y  la  coa- 
testó el  primero  en  t5  de  Octubre  de  4869  con  la  solicitud  de  que  so 
desestimasen,  con  imposición  á  los  demandantes  de  silencio  y  calla- 
miento  perpetuo;  y  en  virtud  de  la  reconvención  que  al  efecto  estable- 
cía, se  declarasen  nulos  é  ineficaces,  así  la  donación  de  los  bienes  raíces 
«ohtenida  en  la  escritura  de  capítulos  matrimoniales  de  4^  de  Agosto 
<le  4858,  celebrada  con  motivo  del  casamiento  de  D.  Victoriano,  como 
los  legados  hechos  á  favor  de  éste  y  de  sus  hermanos  D.  Juan  y  D.  Ma- 
nuel y  de  la  madre  Do&a  Gertrudis  Ricart  en  el  testamento  de  D.  Pele- 
t!;rín  de  7  de  Noviembre  de  4858  y  en  el  codicilo  de  4  4  de  Enero  d» 
4863;  ordenando  además  que  quedase  á  disposición  del  demandado  la- 
dos los  bienes  contenidos  en  dichos  legados  y  donación,  dimitiendo  al 
efecto  D.  Victoriano  y  D.  Joan  las  porciones  de  viña  que  respectiva- 
mente  detentaban,  con  restitución  de  los  frutos  producidos  y  podidos 
producir  desde  la  muerte  del  padre  común,  y  declarando  que  los  de- 
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mandantes  D.  Yíetoriano,  D.  Juan  y  D.  Manuel  debían  Hmilarse  á  per* 
eibir  lo  que  por  legitima  leti  correspondiese  según  el  resuUado  de  Im^ 
pruebas  que  se  practicaran,  con  abono  de  lo  que  habían  recibido  «n 
dinero,  muebles  y  efectos  al  tiempo  de  sus  respectivos  matrimonios;  y - 
que  el  demandado  podría  entregarles  lo  que  les  faltase  en  dinero  6  en  > 
bienes  hereditarios  á  su  elección;  en  apoyo  de  cuyas  pretensiones,  des* 
poés  de  hacer  relación  de  los  antecedentes  que  se  dejan  referidos  y  de 
hacer  constar  los  demás  bienes,  efectos  y  dinero  que  su  padre  D.  Pelti*' 
grín  había  dado  a  sus  demás  hijos  é  bijas  ai  tiempo  de  contraer  laatri- 
monio  cada  uno  de  ellos,  alegó  que  como  donatario  y  heredero  univer— ^ 
sal  de  su  pad^e  en  virtud  de  las  capitulaciones  matrimoniales  de  21  de  * 
Diciembre  de  ^838,  tenía  derecho  á  pedir  y  obtener  la  declaración  de 
nulidad  é  ineficacia  de  (a  donación  obtenida  por  D.  Victoriano  en  agra^ 
vio  y  perjuicio  de  la  soya  anterior,  así  como  la  de  los  legados  dispnes-^ 
tos  á  favor  del  mismo  de  sus  hermanos  O.  Juan  y  D.  Manuel  y  de  la 
madre  común  Doña  Gertrudis: 

ResuHatido  que  conferido  traslado  para  réplica  á  los  demandan* 
tes,  lo  evacuaron  I).  Manuel  Giralt  y  por  fallecimiento  de  D.  Victo* 
riano  su  viuda  Doña  María  Prausi,  por  sí  y  en  representación  desús 
hijos  menores,  con  la  pretensión  de  que  con  arreglo  á  las  demandas  in*- 
terpuestas  se  hiciesen  en  el  inventario  las  exclusiones  de  bienes  que 
teníün  pretendí  Jas,  y  que  se  les  absolviese  de  la  reconvención  propues- 
ta por  D.  José  Giralt,  condenando  á  étte  á  entregar  y  dimitir  ¿  favor 
da  los  actores  todas  la  fincas  comprendidas  y  designadas  en  la  dona- 
ción h«cha  en  los  capítulos  matrimoniales  de  \°  de  Agosto  de  1858  y 
en  los  legados  hechos  en  el  testamento  de  H  de  Noviembre  de  4858, 
con  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir  desde  las  épocas  y  fecha»^ 
correspondientes: 

Resultando  q^ie  el  demandado  insistió  en  la  duplica  en  lo  dicho  y 
alegado  en  su  escrito  de  contestación  y  reconvención;  y  por  su  falleci- 
miento, ocurrido  durante  el  término  de  prueba,  se  personó  y  fué  teni- 
do por  parte  su  hijo  y  heredero  D.  Pelegrín  Giralt  y  Noguera: 

Resultando  qne  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona dictó  sentencia,  confirmatoria  en  30  de  Junio  del  año  próximo^ 
pasado,  mandando  incluir  en  el  inventario  de  los  bienes  de  D.  Pelegrin^ 
Oiralt  y  Serra  los  reclamados  en  el  acto  de  su  información  por  los  in- 
teresados y  excluir  todos  los  comprendidos  en  la  donación  otorgada 
por  el  mismo  1).  Pelegrín  á  favor  de  su  hijo  D.  Victoriano  Giralt  y  Ri* 
carten  la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales  de  4*^  de  Agosto- 
de  4858  y  en  los  legados  ordenados  por  el  propio  D.  Pelegrín  en  sn 
último  y  válido  testamento  á  favor  también  ái  D.  Victoriano  y  de  Don 
Juan  y  D.  Manuel  Giralt  y  Ricart,  cuyos  legados  y  donación  se  decla- 
raban vádidos  y  subsistentes,  y  absolviendo  á  los  demandantes  de  I» 
reconvención  propuesta  por  el  demandado  D.  José  Giralt  y  Ricarl,  y 
sostenida  después  por  su  heredero  D.  Pelegrín  Giralt  y  Noguera  á  qoierir 
te  condenaba  á  silencio  y  callamiento  perpetuo  y  á  entregar  á  los  ac- 
tores en  sus  respectivas  calidades  todas  las  fincas  comprendidas  y  de- 
signadas MI  la  donación  y  legados  mencionados  con  los  frutos  percibi- 
dos y  podidos  percibir  desde  el  día  2  de  Octubre  de  4863  en  que  falle- 
ció el  donante  D.  Pelegrín  Giraft  y  Serra  respecto  de  las  fincas  donada» 
en  cap  tulaciones  matrimoniales  á  D.  Victoriano  Giralt  y  en  cuanto  á 
las  fincas  legadas  á  D.  Juan  y  D.  Manuel  Giralt  y  Ricart  desde  el  día 
49  de  Enero  de  4868  en  que  quedó  extinguido  el  usufructo  por  falleci- 
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miento  de  Doña  Gertrodla  Rieatt,  previa  liquidacióD  reservada  eiitré 
ias  partes  á  sa  debido  ^íempo: 

vÁeSttltaiido  qoe  D.  Pelegrío  Girait  y  Noguera  iütetpuso  recorso  de 
«aaiaeióii  por  considerar  infrinfridos: 

al®. Las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  2  de  Marso  de  1(^53; 
1i  de  Mayode  4S55;  ít  de  OUubre  de  tS59;  13  de  F^lrerode  1863; S» 
de  Jonio»  I?  de  Noviembre  y  f6  de  Diciembre  de  \^6i;  13  dtí  Noviem** 
bre  y  f^de  Diciembre  de  1865;  12,  13  y  19  de  Enero,  26  de  Mayo  y  30 
de  Jimio  de  1866;  f  t  de  Febrero,  9  de  Abrí),  18  de  Junio  y  2  y  18  de 
Oeiobre  de  1867;  8  de  Febrero  de  1809;  12  de  Enero  y  13  de  Octubre 
de  ♦87#;  22  de  Febrero  y  15  de  Octubre  dt>  1872,  3  de  Marzo,  i  de 
Abrís  44  de  Mayo  y  5  de  Diciembre  de  187  ^  y  5  y  ,17  de  Diciea^bre  de 
4ft14i  porque  la  sentencia  recurrida  do  es  congruente  cpn  las  peticia- 
nes  de  las  partes,  pues  ni  en  la  demanda  ni  en  la  contestación,  ni  eo 
«iiiiguno  de  los  demás  períodos  del  pleito  se  ha  tratado  sobre  inclusióa 
^tlgnna  en  el  inventario: 

.    2i*  Por  el  mismo  concepto  las  leyes  12  y  .16,  tit.  22,  Partida  3*,  y  el 
articnlo  61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

.  d*  La  ley  i^  tit.  2*,  libro  5^,  vclúnnen  1^  de  las  Constituciones  de 
«Cataluña  que  declaran  nulo  y  de  ningún  valor  ni  efecto  tjcido  instru- 
mento que  se  hiciese  en  disminución,  derogación  ó  perjuicio  de  la  do- 
fiaei<ón  hecha  por  los  padres  á  sus  hijos  en  tiempos  de  b'das: 

4^  El  üsatge  T,  tit.  9%  libro  8°  del  mismo  volumen  1°,  ()ue  declara 
qoe  toda  donación  es  firme  y  dorable  sin  que  después  de  becha  pueda 
el  éonante  mudar  su  voluntad  sin  que  con  arreglo  á  la  ley  úniradel 
misqao  titulo  deban  insinuarse  las  donaciones  hechas  en  capítulos  ma-' 
trimoniales;  con  cuyos  principios  se  baüa  conforme  la  doctrina  esta- 
bleada por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  16  y  27  de  Marso 
y  i94e  Abril  de  1865  y  otras  varias 

5^  La  ley  35  Código  De  donationibuSy  párrafo  cuarto  y  el  párrafo 
quinto  de  la  mistna,  según  el  cual  la  mera  reserva  del  usufructo  por 
partedel  donante  importa  la  tradición  de  las  cosas  donadas,  porque  el 
tisufrocto  es  una  servidumbre,  y  las  servidumbres  no  pueden  recaer 
sobre  cosas  agenas;  así  coma  importa  la  tradición  \a  reserva  relativa  al 
<5a8e  de  que  el  donarlo  falleciese  sin  d|  jar  uno  ó  n»ás  hijos  que  llegasen 
á  la  edad  de  testar,  previniendo  que  entonces  hubiesen  de  volver  los 
bieses  al  donante  si  viviese: 

6^  La  ley  eontenida  en  los  capítulos  ujatrimoniales  de  21  de  Diciem* 
bre  4e>  1838,  y  el  principio  de  derecho  pacta  sun¿  servanda,  con  reía* 
-ciórt-á  lapieza  de  tierra  del  término  de  Sm  Mtrií  i  de.  Provensals,  le* 
gadft-por  D;  Pelegrin  Giralt  á  su  mujer  D<  ha  G<^rtrudis  üicHrl,  porque 
con  «elaeión  á  dicha  finca  no  puede  invocarse  ninguna  da  las  reservas 
contenidas  eo  aquellos  capítulos  matiimoniales; 

Y  7»'  La  ley  2»,  tit.  6%  libro  6®,  volumen  I**  de  las  Constituciones  ca-. 
Ulanos,  con  arreglo  á  la  cual  es  facultativo  p^gar  al  heredero  la  legí< 
timaieivdinero  ó  en  bienes  hereditarios,  pyrque  D.  Pnlegrin  Giralt  f 
Serraren' el  supuesto  de  haber  creído  que  p  dría  volver  á  legitimar  á 
loshijosen  testamento,  sin  embargo  de  haberlos  legitimado  ya  por 
actos  ehtre  vivos,  nunca  podríi  hacerlo  couct^diendo  á  los  st»gundogó-» 
nitos  k' propiedad  de  las  fincas  que  tenía  donadas  al  primogénito,  sioo 
que  éste  hubiera  podido  pagarles  en  dinerci' 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistr^ido  D.Jo&é  María  KWx  y,B>nache; 
Conmderando que  eñ  las  demandas  acumqlaUdS,quii  dieruu.origea 
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al  presente  jaieio  se  pidió  de  ana  manera  concreta  qne  se  hicieran  ett 
el  inventarío  de  los  bienes  dejados  por  D.  Pelegrín  Girait  y  Serra  la» 
incJQsiones  reclamadas  al  tiempo  de  sa  formación,  y  en  tal  concepto  la 
sentencia  que  considera  la  conformidad  de  las  partes  sobre  este  ettre  - 
ffio,  y  loresnelve  en  su  parte  dispositiva,  eseongroente  con  la  deman- 
da y  no  infrínge  las  leyes  y  doctrina  que  se  invocan  en  los  motivos  i^ 
y  9?  del  recurso: 

Considerando  que  segün  la  legislación  vigente  en  Cataluña  las  do 
naciones  entre  vivos  y  los  heredamientos  hechos  en  capitulaciones  ma* 
trimoniales  son  irrevocables  si  les  contrayentes  no  se  reservan  la  fa- 
cultad de  modificarles,  sin  más  limitación  que  la  de  que  no  perjudiquen 
ias  respectivas  legitimas  de  los  descendientes  ó  ascendientes^  y  por  lo 
tanto  cualquier  otro  acto  posterior  sólo  puede  tener  valides  en  lo  que 
no  se  oponga  á  lo  establecido  en  aquellos  contratos: 

Considerando  que  al  otorgar  donación  y  heredamiento  universal 
D.  Pelegrín  Girait  á  favor  de  su  hijo  D.  José  en  la  escritura  de  capitu- 
laciones matrimoniales  de  S4  de  Diciembre  de  1838^  se  reservó,  entra 
otras,  la  facultad  de  colocar  y  dotar  los  demás  hijos,  conforme  le  pa- 
reciese al  donador  correspondiente  á  la  posibilidad  de  sus  bienes,  y  ha- 
biéndolo hecho  así  en  las  que  otorgó  en  1^  de  Agosto  de  1858  á  favor 
de  su  hijo  D.  Victoriano,  casado  con  Doña  María  Prausi,  donándole  di- 
nero, ropas  y  fincas,  sin  que  se  haya  demostrado  ser  inoficiosa  dicha 
donación,  es  visto  que  el  donante  no  ha  contrariado  la  donación  que 
hizo  á  so  hijo  D.  José: 

Considerando  que  no  sucede  lo  propio  con  los  legados  hechos  por 
el  mismo  D.  Pelegrín  en  su  testamento  y  codicilo  á  ravor  de  sus  hijo» 
D.  Juan,  D.  Manuel  y  su  esposa  Doña  Gertrudis,  porque  al  otorgar  do- 
nación y  heredamiento  universal  á  favor  de  su  hijo  D.  José,  no  se  re 
servó  para  tratar  sino  la  cantidad  de  100  libras  y  otra  igual  para  su 
mujer,  razón  por  la  que  la  sentencia  que  declara  válidos  dichos  lega 
dos,  en  cuanto  excedan  de  aquella  cantidad,  infringe  las  leyes  citadas 
en  los  motivos  3°,  4*  y  6**; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  á  nombre  de  D.  Pelegrín  Girait  y  Noguera  con- 
tra la  sentencia  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona dictó  en  30  de  Junio  de  1882;  y  en  su  virtud  casamos  y  anula- 
mos la  expresada  sentencia  en  cuanto  declara  válidos  y  subsistentes  loa 
legados  hechos  en  su  testamento  y  codicilo  por  D.  Pelegrín  Girait  y 
Serra  á  favor  de  sus  hijos  D.  Juan  y  D.  Manuel  Girait  y  Ricart  y  su  es« 
posa  Doña  Gertrudis  Ricart,  y  manda  se  excluyan  del  inventario  loa 
bienes  que  ios  constituyen. — (Sentencia  publicada  el  8  de  Febrero  de 
1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  H  de  Agosto  del  mismo  año.) 

47 

Recarsío  de  casaeión  (8  de  Febrero  de  iSS3).'^Sala  prime* 
ra.=LiBEBTAD  DB  SERviDUfflBRE.^No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Francisco  Janer  con  D.  Feliciano  Thió  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se 
resuelve: 

í^  Que  en  cuestiones  de  hecho  debe  estarse  á  la  apreciación  de  las 
pruebas  hecha  por  la  Sala  sentenciadora;  y  no  se  da  contra  ella  el  re- 
curso de  casación,  sino  en  el  caso  de  que  haya  habido  error  de  derecho 
ó  error  de  hecho  que  resulte  de  documentos  o  actos  auténticos  con  ios 
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cuales  se  demueiUre  la  tguivoeáeián  evidente  del  Jmgador  como  lo  or^ 
deno  el  art,  1692,  núm,  1^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

r  Que  los  articulos  279,  292,  295,  306,  3U,  3«7  y  327  de  dicha  ley, 
se  refieren  al  orden  del  procedimiento;  y  aun  en  el  supuesto  de  que  hu- 
bieran sido  infringidos^  no  pueden  Hitocarse  para  fundar  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  como  tiene  declarado  el  Tribunal  Supre* 
mo,  ni  puede  probarse  con  ellos  que  ha  habido  error  de  derecho  en  la 
apreciación  de  las  pruebas,  pues  este  error  hade  resultar  de  la  viola- 
ción ó  interpretaaión  errónea  de  tas  leyes  que  determinan  la  fuerza 
probatoria  de  los  v^edios  de  prueba  empleados  en  el  pleito; 

Y  3®  Que  resuelta  la  cuestión  del  pleito  conforme  á  la  apreciadéf^ 
de  los  diferente»  medios  de  prueba  en  él  empicados  por  una  y  otra  par^ 
te,  según  la  cual  la  Sala  sentenciadora  estima  que  no  se  ha  probado  ia 
existencia  de  la  servidumbre  ni  antes  ni  después  de  pertenecer  al  recu- 
rrente el  predio  que  supone  dominante,  no  tienen  aplicación  al  easo^  ni 
Kan  sido  infringidas  por  tanto,  las  leyes  i^y  12,  tit,  30,  Partida  3%  U, 
tit.  34 ,  Partida  3%  el  prmeipio  juridico  «poseemos  por  medio  de  nues- 
tros inqoilinos  y  cornos»  y  doctrina  legal  que  establece  que  la  ley  hipo^ 
teearia  no  tiene  aplicación  á  los  actos  y  contratos  anteriores  á  su  pro- 
mulgación^ citados  bajo  el  supuesto  inadmisible  de  estar  probado  el  uso 
y  posesión  de  la  servidumbre  y  de  haberla  ganado  por  prescripción: 

En  la  vilU  y  corle  de  Madrid,  á  8  de  Febrero  de  1883,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  Santo  Goloúaa  de  Parnés  y  en  la  Sala  de  la 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Feliciano  thió  con  D.  Fran- 
cisco Janer  sobre  libertad  de  servidumbre;  autos  que  penden  ante  Nos 
en  virtud  da  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  á 
nombre  de  D.  Francisco  Janer  por  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutié* 
rrez,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Diego  Montant,  babiendo  re- 
presentado y  defendido  á  D.  Feliciano  Tbió  el  Procurador  D.  Federico- 
Grases  y  el  Doctor  D.  Leopoldo  Feu: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  5  de  Abril  de  4774,  Mi- 
guel Mateu  estableció  á  Salvio  Sarsaneda  la  pieza  de  tierra  boscosa,  de 
cabidad  ocho  vesacas  y  media  de  pertenencias  de  su  manso  Mateu  de 
YJlori,  por  el  censo  anual  de  10  sueldos,  equivalentes  á  una  peseta  33 
céntimos,  y  por  la  entrada  de  50  libras,  ó  sean  133  pesetas  33  cénti- 
mos; que  dfspués  de  haber  pasado  el  dominio  de  esa  pieza  de  tierra  á 
]a  hija  y  heredera  del  enfítenta  María  Sarsanedas,  v  por  fallecimienta 
de  ésta  en  1808  al  suyo  Salvio  Bell  ver  y  Sarsanedas,  vecino  de  Vla- 
núa,  la  estableció  éste  por  escritura  de  3  de  Mayo  de  4875,  en  ocasión 
que  tenía  construida  la  casa  conocida  por  Manso  Sarsanedas  y  reduci-* 
da  á  cultivo  parte  de  sus  tierras,  al  demandado  Francisco  Janer  por 
el  censo  de  30  pesetas  y  el  encargamiento  del  otro  censo  anterior  d» 
una  peseta  33  céntimos  sin  entrada.  De  una  certificación  expedida  du- 
rante el  téruiino  de  prueba  por  el  Registrador  de  ia  propiedad  de  San- 
ta Goloma  de  Parnés  aparece  que  no  consta  inscrita  la  servidumbre 
pretendida  por  D.  Francisco  Janer  ni  en  la  inserción  del  manso  Pas- 
cual, que  también  comprende  los  mansos  Bosch,  Blavi  y  Molino,  ni  en 
la  del  manso  Sansanedas,  estableció  al  demandado  D.  Francisco  Janer 
en  3  de  Mayo  de  4875: 

Resultando  que  en  9  de  Junio  de  4879  D.  Francisco  Janer  Fábre- 
gas  interpuso  demanda  de  interdicto  de  recobrar,  fundándole  en  que 
el  demandante  por  sí  y  sus  causantes,  por  justos  y  legítimos  títulos» 
«ra  dueño  y  poseedor  del  manso  llamado  Sarsanedas,  compuesto  d» 
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casa  pera  labraeca  y  tierras  coUivas  y  bascosas;  qoe  atravesaba  el  ex- 
presado maoso  un  camino  carretero  qae  pasando  por  delante  de  la 
puerta  de  la  casa  del  raismo^  conduela  por  un  lado  al  pueblo  de  Vito- 
vi,  y  por  la  parte  opuesta  empalmaba  con  la  carretera  de  Barcelona  á 
Gerona,  estando  dicho  camino  situado  en  terreno  de  diversos  propie- 
tarios; que  el  demandante  por  sí,  y  sus  cansantes  los  dueños  del  pro- 
pio manso,  desde  más  de  10,  90,  y  30  años  habían  estado  y  estaban  en 
la  pacífica  posesión  de  usar  del  camino  carretero  mencionado,  utilizán- 
dole siempre  que  les  había  convenido,  qoe  en  el  día  5  del  mes  de  Jo- 
nio  de  1879,  D.  Feliciano  Thió,  por  medio  de  su  colono  y  depend  ente 
el  heredero  D.  Francisco  Vínolas,  había  abierto  una  zanja  en  cada  uno 
de  los  brazos  en  que  se  divide  dicho  camino  carretero  eit  el  punto 
boscoso  llamado  la  Talleda,  todo  en  el  término  de  Vilovi,  con^  lo  cual 
el  demandante  había  sido  despojado  de  la  posesión  de  usar  del  men- 
cionado camino;  y  después  de  alegar  los  fundamentos  de  derecho,  pi- 
dió que  se  le  reintegrara  en  la  posesión  de  que  había  sido  d'^spojado: 
recibida  la  información  testifical  ofrecida  por  el  actor  y  prestada  por 
el  mismo  fianza  por  4.000  pesetas,  se  tramitó  el  interdicto  sin  audien- 
cia, y  en  5  de  Julio  de  1879  eUuez  dictó  sentencia,  mandando  reinte- 
grar á  D.  Francisco  Janer  en  la  posesión  en  que  se  hallaba  de  usar  del 
camino  carretero  que  atravesaba  su  propiedad  Manso  Sarsanedas,  con 
imposición  de  todas  las  costas  al  despojante  D.  Feliciano  Thió: 

Resallando  que  en  27  de  Julio  de  i 879  D.  Feliciano  Thió  dedujo  de- 
manda ordinaria,  exponiendo  que  el  actor  era  dueño  y  poseedor  por  sí 
y  sus  causantes  desde  tiempo  inmemorial  de  la  heredad  manso  Pascual, 
de  otras  dos  y  de  un  molino,  ó  sea  de  cuatro  fincas  contiguas  que  ve- 
nían á  componer  una  sola,  con  sus  tierras,  sitas  en  el  término  de  Vi- 
lovi; que  Francisco  Janer  Pábregas,  dueño  y  poseedor  del  manso  Sar- 
sanedas  y  de  sus  escasas  tierras,  sitas  en  el  mismo  término  de  Vitovi, 
había  promovido  interdicto  de  recobrar  contra  el  ador,  figurando  ha- 
ber estado  en  posesión  por  sí  y  sns  causantes  desde  más  de  30  años 
atrás  de  la  servidumbre  de  un  camino  carretero  sobre  las  tierras  men- 
cionadas, y  que  había  sido  despojado  da  la  misma  con  la  apertura  de 
dos  zanjas  ordenada  por  D.  Francisco  Thió,  habiendo  conseguido  sen- 
tencia y  restitución  hasta  un  punto  contiguo  á  las  paredes  del  manso 
Pascual  y  el  cobro  de  costas  y  perjuicios  en  cantidad  de  400  pesetas, 
qoe  le  había  satisfecho  D.  Feliciano  Thió;  que  había  callado  Janef  en 
el  Ínter Jicto  que  en  ti  de  Marzo  de  1H75  su  hermano  le  hnbía  cedido  en 
pago  de  derechos  legitimarios  una  porción  de  terreno  del  manso  Janer, 
lindante  con  las  tierras  de  la  heredad  manso  Pascual;  intermedias  entre 
éste  y  el  manso  Sarsanedas,  y  que  con  motivo  de  serle  muy  ventajoso 
á  D.  Francisco  Janer  el  poder  atravesar  desde  su  manso  las  tierras  de 
Thió  para  p^sar  al  terreno  legitimario  sin  necesidad  de  dar  la  vuelta 
por  el  manso  Janer,  como  aechada  antes,  solicitó  del  propio  Thió  permi» 
80  para  semejante  paso,  que  le  fué  otorgado  con  condiciói  de  limitarse 
á  una  ó  más  ocasiones  de  su  gusto,  reservándose  el  concedente  el  hacer 
zanjas  y  demás  actos  de  dominio;  que  en  el  mismo  camino  en  cuestión 
«1  actor  había  demostrado  su  no  consentimiento  ó  privación  de  paso 
colocando  un  madero  de  una  á  otra  parte  del  camino  hacía  cosa  de  dos 
ó  tres  lustros;  y  diciendo  ejercitar  las  acciones  reivindicatorías  de  ser- 
vidumbre, la  in  factum  y  condiUo  ex  Uge^  pidió  que  se  declarase  que 
D.  Francisco  Janer  no  tenía  derecho  para  usar  de  camino  carretero  al- 
guno en  la  parte  del  punto  boscoso  llamado  la  Talleda,  ni  en  lo  restan*- 
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le  de  las  tierras  del  propio  Thió  sito  en  el  término  de  Vilovi  declarar 
también  que  dichas  tierras  estaban  libres  de  la  servidumbre  rústica  de 
camino  qae  intentaba  imponerles  el  demandado,  según  el  referido  in- 
terdicto, cuya  sentencia  se  dejase  sin  efecto,  y  qae  se  condenara  por  fio 
al  demandado  Janer  á  la  reposición  de  las  cosas  al  estado  qoe  tenían 
antes  del  interdicto,  y  al  pago  de  las  costas  de  éste  y  consiguiente  de 
volación  de  so  importe  al  actor  en  cantidad  de  380  pesetas^  y  de  20 
más,  en  concepto  de  perjuicios,  como  también  ai  pago  de  todas  las  cos- 
tas del  presente  pleito  y  la  indemnización  de  perjuicios: 

Resaltando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Francisco  Ja- 
ner, la  contestó  exponiendo:  que  el  demandado  por  sí,  y  sns  causan- 
tes,  y  con  legítimos  títulos,  era  dueño  y  poseedor  por  más  de  30  años, 
y  de  tiempo  inmemorial,  del  manso  llamado  Sarsanedas,  sito  en  el  tér- 
mino de  Vilovi;  que  desde  tiempo  inmemorial  existía  un  camino  carre- 
tero que,  partiendo  del  camino  público  que  va  de  Vilovi  á  la  carretera 
-general,  atravesaba  terrenos  de  Doña  Dolores  Bou,  los  mansos  Janer 
Maboscb,  Viiabona,  Blavis  y  Pascoal,  propio  de  D.  Feliciano  Thió  Gras, 
propio  de  los  sucesores  de  D.  Salvador  de  Casamaig,  el  Sarsanedas,  qoe 
lo  era  del  demandado  y  el  Mttteu  hasta  enlazar  con  la  carretera  de  Bar- 
celona á  Gerona;  que  cada  uno  de  los  propietarios  de  los  indicados 
mansos  era  dueño  de  dicho  camino  carretero  en  la  parte  que  atravesa- 
ba su  respectiva  propiedad,  habiendo  efectuado  en  el  mismo  actos  de 
verdadero  dominio,  no  sólo  en  cuanto  al  uso,  sino  en  la  recomposición, 
corte  de  árboles  y  demás  demostrativos  de  propiedad;  que  asimismo, 
desde  más  de  30  años  y  desde  tiempo  inmemorial,  los  aludidos  propio 
tarios,  á  la  par  de  su  dominio  respectivo,  habían  osado  del  citado  ca- 
mino, pasando  por  el  mismo  en  la  parte  correspondiente  á  ios  coopro- 
pietarios,  sin  que  lo  hubiesen  verificado  clandestinamente  ni  por  pre- 
cario; que  era  tan  evidente  el  derecho  del  demandado,  como  que  el 
mismo  actor  en  su  demanda  no  había  podido  menos  dé  reconocer  qoe 
los  mansos  del  término  de  Vilovi  se  hallaban  atravesados  por  caminos 
carreteros,  de  que  se  utilizaban  vecinos  y  forasteros,  sin  que  por  esto 
se  entendiera  constituida  servidumbre  alguna,  sin  observar  que  el  uso 
constante  ^  por  el  espacio  de  tiempo  prescrito  por  la  ley  constituía  on 
derecho  tan  indestructible  como  el  de  la  misma  propiedad;  que  la  exis- 
tencia del  camino  carretero,  no  sólo. se  justificaba  por  las  declaraciones 
de  los  testigos  del  interdicto,  sino  que  era  tan  notoria  que  no  pudo  me- 
nos de  consignarlo  el  actuario  en  la  diligencia  de  restitución,  expre 
sando  haber  encontrado  una  carretera  que  desde  la  general  de  Francia 
dirige  á  Vilovi,  lo  cual  no  se  hubiera  manifestado,  si  como  suponía  el 
actor  no  existiese  tal  camino  carretero  y  la  antigüedad  de  éste,  así 
como  el  uso  hecho  del  mismo  por  el  demandado  y  sus  causantes,  con  la 
oposición  que  era  de  reciente  fecha  por  parte  del  actor  á  dicho  uso  ex- 
cluía toda  posibilidad  del  precario  que  suponía  el  miismo;  que  equívo 
cadamente  suponía  el  actor  qoe  el  demandado  trataba  de  imponerle  la 
servidumbre  de  paso,  ruando,  según  lo  solicitado  y  setenciado,  sólo  se 
pidió  y  declaró  el  derecho  del  mismo  á  usar  del  camino  carretero  de 
que  se  ha  hecho  mérito;  y  después  de  alegar  los  fundamentos  de  dere- 
cho, opuso  á  la  demanda  la  excepción  de  falta  de  derecho,  y  utilizando 
por  reconvención  las  acciones  real  confesoria,  ccndiiio  ex  lege,  pid>ó 
que  se  le  absolviera  de  la  demanda,  imponiendo  silencio  y  costas  al  ac- 
tor, condenándole  á  qu9  dejara  libre  y  expedita  1  favor  del  demandado 
el  derecho  de  usar  del  camino  carretero,  objeto  del  interdicto  de  autos 
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fin  el  modo  que  se  había  verificado  de  tnás  de  30  años,  y  san  de  tiempo 
inmemorial,  eon  prestaeión  de  fianza  idónea  dse  no  pertorbarlo,  y  pago 
de  todas  las  eostas: 

Resollando  qae  en  los  essritos  de  répliea  y  ^iúplica  p^odojeron  Us 
partes  sos  respectivas  pretensiones,  ampliando  y  fijando  definitivamen- 
te los  pantos  de  hecho  y  de  derecho  expoestos  en  la  demanda  y  con- 
testación, y  recibido  el  pleito  á  prueba  y  practicadas  las  propuestas 
por  medio  de  posiciones,  documentos,  peritos  y  testigos,  eUaez  de 
primera  inslaocia  dictó  sentencia  en  28  de  Jolio  de  1881,  declarando 
haber  logar  á  la  demanda  y  qoe  son  libres  las  tierras  del  manso  Pas- 
cual^ de  propiedad  del  actor,  de  ia  servidumbre  de  camino  qoe  intenta 
imponerle  el  convenido,  dejando  sin  efecto  la  sentencia  rastitotoria  de 
5  de  Jonio  de  1819,  y  condenó  al  Francisco  Janer  á  la  reposición  de  co- 
sas al  estado  anterior,  á  la  restitución  practicada  en  virtod  de  dicha 
sentencia,  ó  sea  en  haber  de  abrir  las  dos  zanjas  qoe  entonces  se  cerra- 
ron y  haberse  de  abstener  de  osar  del  camino  carretero  cortado  con  las 
propias  zanjas  y  al  pago  de  las  costas  del  juicio: 

Resultando  qoe  confirmada  dirha  sentencia  con  las  costas  por  la 
qoe  en  17  de  Jonio  de  1882  dicló  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Ao- 
diencia  de  Barcelona;  por  parte  de  D.  Francisco  Janer  y  F4bregas,  se 
interpaso  recorso  de  casación  por  haberse  en  so  concepto  infringido: 

r  La  ley  r,  líl.  30,  Partida  3^  y  la  Udeltít.  31,  Partida  tam- 
bién 3%  según  los  coates  otro  de  los  modos  de  constituirse  ona  serví- 
dombre,  así  como  el  de  ia  posesión  de  las  cosas  incorporales,  consiste 
en  el  oso  por  el  tiempo,  fijado  por  las  leyes  con  el  consentimiento  del 
dueño  del  predio  qae  sofre  la  carga: 

2°  El  principio  jurídico  y  establecido  «Ppseemos  por  medio  de  nues- 
tros colonos  é  inqoilinos:» 

3^  La  ley  12,  tít.  30,  Partida  3^  preceptivas  de  que  únicamente  se 
pierde  la  posesión  por  acto  contrario  demostrativo  de  la  volontad: 

4°  La  doctrina  legal  sentada  p  r  el  Tribunal  Supremo  en  sentencias 
de  3  de  Mayo  y  15  de  Diciembre  de  1880,  y  30  de  Abril  de  1881,  re- 
solviendo coestiooes  análogas  á  las  debatidas  en  autos  no  sólo  en  cuan- 
to declaran  ser  necesarias  la  inscripción  de  la  posesión  ni  el  titulo  en 
las  posesiones  adquiridas  por  prescripciún  anterior  á  la  ley  Hipoteca- 
ria para  qoe  so  adqoisición  sea  eficaz,  y  ai  también  en  cnanto  á  la  con- 
sideración del  3^  á  que  se  refieren  los  articolos  23  y  35  de  la  ley  Hipo- 
tecaria y  la  exacta  interpretación  de  ésta: 

5^  La  doctrina  legal  sostenida  por  este  Tribunal  Supremo  en  so  de* 
cisión  de  15  de  Octobre  de  (874,  entre  otras,  sobre  qoe  la  ley  Hi- 
potecaria no  tiene  aplicación  á  los  actos  y  contratos  anteriores  á  ia 
promulgación: 

6*  Los  articolos  306,  314  y  327  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vi- 
gente, al  verificarse  las  proebas  de  autos  en  coanto  á  la  testifical;  poes 
sus  declaraciones  tienen  fuerza  probatoria  según  las  reglas  de  la  sana 
critica  por  so  número  y  calidad;  la  comparación  con  las  del  recórreme 
es  imposible  á  quienes  aon  cuando  afirmen  las  preguntas,  luego  se 
contradigan  ó  las  desvirtúen  en  las  repreguntas  como  hicieron  los 
testigos  del  actor: 

7^  Los  artículos  279  y  317  de  I (i  propia  ley  de  Enjuiciamiento  en 
coanto  no  informa  ningún  medio  probatorio,  los  alegatos  de  la  parte 
«ontraria  ni  el  croqois  presentado  por  el  mismo  coya  fuerza  le  atribu* 
ye  el  fallo: 
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8'  Los  articnlos  298  y  995  de  ia  misma  ley,  agí  como  }a  doctrina  de 
este  Tribuna)  Supremo,  en  sentencias  de  46  de  Abril  de  1866  y  H  de 
Enero  de  1869,  á  enyo  tenor  soto  forma  prueba  la  confesión  del  juicio 
enando  es  explícita  y  absoluta  de  les  mismos  hechos  probados  y  no  por 
eonsecoencia  cuando  no  se  han  reconocido  los  que  se  estiman  probados: 
9^  La  prescripción  jurídica  citada  en  tercer  lugar,  en  cuanto  estima 
la  Sala  que  por  no  vivir  en  el  manso  Sarsanedas  ei  eausaDte  del  reeu 
rrente,  no  tenía  el  uso  ni  podían  prescribir  mediante  sus  colonos  dere- 
cho al  paso  del  camino  carretero  en  cuestión: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Manresa: 

Considerando  que  en  cuestiones  de  hecho  cual  es  la  debatida  en  este 
pleito  debe  estarse  á  la  apreciación  de  las  pruebas  hechas  por  la  Sala 
sentenciadora,  y  no  se  da  contra  ella  el  recurso  de  casación,  sino  en  el 
caso  de  que  haya  habido  error  de  derecho  ó  error  de  hecho  que  resulte 
de  documentos  ó  actos  anteriores  con  los  cuales  se  demuestre  la  equivo- 
cación evidente  del  juzgador  como  lo  ordena  el  art.  1692,  núm.  7^  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  ios  articubs  de  dicha  ley  que  con  referencia  á  la 
de  1855  se  citan  en  los  motivos  6°,  7*  y  8°  del  recurso,  se  refieren  al  or- 
den del  procedimiento,  y  aun  en  el  supuesto  de  que  hubieran  sidoinfrin- 
gidos,  no  pueden  iuvocarse  para  fundar  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  como  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo,  ni  puede 
probarse  con  ellos  que  ha  habido  error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
las  pruebas  en  cuyo  concepto  los  cita  el  recurren-te,  pues  este  error  ha 
de  resultar  de  la  violación  ó  interpretación  errónea  derlas  leyes  que 
determinan  la  fuerza  probatoria  de  los  medios  de  prueba  empleados  en 
el  pleito: 

Considerando  que  resulta  la  cuestión  del  pleito  conforme  á  la  apre- 
ciación de  los  diferentes  medios  de  prueba  en  él  empleados  por  una  y 
otra  parte;  según  la  cual  la  Sala  sentenciadora  estima  que  no  se  ha  pro- 
bado la  existencia  de  la  servidumbre  ni  ant^s  ni  después  de  pertenecer 
al  recurrente  el  predio  que  supone  dominante,  no  tiene  aplicación  al 
caso  ni  han  sido  por  tanto  infringidas  las  leyes  y  doctrinas  que  se  ci- 
tan en  los  demás  motivos  del  recurso  bajo  el  supuesto  inadmisible  de 
estar  probado  el  uso  y  posesión  de  la  servidumbre  y  de  haberla  gana- 
do por  prescripción;  r 

Faltamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu^ar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Francisco 
Janer  y  Fábregas  á  quien  condenamcs  en  las  costas,  y  á  pagar  por  ra- 
zón de  depósito  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  la  que,  caso  de  hacerse 
efectiva  si  mejorase  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  lí- 
brese la  correspondiente  certiiScación  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con 
devolución  del  apuntamiento.— (Sentenria  publicada  el  8  de  Febrero 
de  1883,  é  inserta  en  la  Qacela  de  16  de  Agosto  del  mismo  año.) 

48 

llecarso  de  casación  {S^  át  Felrero  de  \SSZ),^Sala  primera. 
—Rendición  de  cuentas  y  cancelación  de  hipoteca.— No  ha  logar  al 
interpuesto  por  Doña  Antonia  Romero  y  Huiz  con  D.  Hernán  Guzmáu 
Blanco  (Audiencia  de  Sevilla),  y  se  resuelve: 

Que  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  el  aplazamiento  por 
corto  tiempo  en  el  pago  de  una  deuda  no  constituye  novación  en  el  sen^ 
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para  los  efectos  de  la  ley  i 6,  tit,  4 i,  Partida  5",  siempre  que  tub- 
I  misma  causa  de  deberá 

la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  10  de  Febrero  de  4883,  en  el  pleito 
nte  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  easaeión  por  infracción  de 
Bgaido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
or'de  la  ciudad  de  Sevilla  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aa- 
L  de  la  misma  por  D.  Hernán  Gnzmán  Blanco,  como  marido  de 
Carmen  Fuentevilla,  que  no  ha  comparecido  en  este  Supremo 
al,  con  Doña  Antonia  Romero  y  Ruiz,  viuda,  vecina  de  Sevilla, 
leredera  de  sus  hermanos  D.  Fnncisco  y  D.  Antonio  Romero  y 
epresentada  por  el  Procurador  D.  José  García  Noblejas,  bajo  la 
ón  del  Licenciado  D.  Antonio  María  de  Mena,  y  D.  Antonio  Be- 
'  González,  que  no  ha  comparecido,  sobre  rendición  de  cuentas 
elación  de  una  hipoteca: 

oltando  que  Dona  Petra  de  Coya  falleció  en  Sevilla  con  testamen- 
[ue  instituyó  por  sus  únicos  y  universales  herederos  á  sus  dos 
lenores  D.  Mapnel  y  Doña  Carmen  Fnentevilla  y  Coya,  y  nom- 
por  el  Juez  del  distrito  del  Salvador  de  aquella  ciudad,  que  cono- 
dieha  testamentaría,  tutor  y  curador  de  dichos  menores  á  Don 
o  Benítez,  se  le  hizo  saber  que  para  discernirle  el  cargo  prestase 
en  cantidad  de  6.000  rs.: 

ultando  que  Benítez  ofreció  la  garantía  de  una  finca  propia  de 
íicisco  de  Paula  Romero  que  se  hallaba  pronto  á  hipotecarla,  y 
la,  se  otorgó  escritura  en  29  de  Octubre  de  4856,  por  la  que  Don 
o  Benítez  se  obligó  á  administrar  y  cobrar  todo  cuanto  á  los  me- 
terteneciera,  y  á  dar  cuenta  y  razón  de  todos  los  bienes  y  caudal 
•  le  fuera  pedido,  y  D.  Francisco  de  Paula  Romero,  de  mancomún 
lidum^  sin  que  fuera  necesaria  la  excusión  de  bienes,  á  pagar  los 
)s  que  contra  Benítez  resultasen,  llanamente,  sin  pleito  alguno, 
{ue  constara  y  se  le  pidiera  ó  se  le  mandara  entregar,  hipotecan- 
scial  y  señaladamente  tres  suertes  de  tierra  en  el  cuarto  de  la 
de  la  dehesa  de  Tabladilla,  de  que  era  dueño:  • 

ultando  que  en  el  mismo  día  se  discernió  el  cargo  al  curador,  y 
ada  la  partición,  que  se  aprobó  judicialmente,  constituyó  el  ha« 
Doña  Carmen  la  cantidad  de  50.229  reales  50  céntimos,  adjudi- 
ele  para  su  pago  una  casa  en  la  calle  de  San  Eloy,  núm.  23,  en 
reales  50  céntimos,  la  mitad  de  un  establecimiento  de  tiendía  y 
i  y  varios  muebles  y  alhajas;  habiéndose  vendido  la  casa  con  las 
idades  legales  debidas,  percibiendo  su  precio  el  curador: 
ultando  que  Doña  Carmen  Fuentevilla  contrajo  matrimonio  en 
le  4875  con  D.  Hernán  Guzmán  Blanco,  el  cual  según  consta  en 
sición  que  articuló  para  preparar  la  vía  ejecutiva  contra  D.  An 
icnítez,  y  que  éste  contestó  afirmativamente,  requirió  varias  ve- 
íurador4)ara  que  le  diese  cuentas  con  pago  de  los  bienes  que  le 
idministrado,  y  en  los  últimos  días  de  Abril  y  primeros  de  Ma^o 
>  rindió  cuentas  privadamente,  entregando  á  D.  Hernán  losbie- 
ebles  que  á  su  mujer  habían  sido  adjudicados,  á  excepción  de  al- 
[)ue  le  fueron  dispensados  por  su  escaso  valor,  y  otros  por  haber 
[^sumidos  por  el  uso,  habiéndole  puesto  eh  posesión  del  estable 
o  de  tienda  y  taberna  adjudicado  á  aquélla,  apareciendo  de  la 
ción  que  entonces  se  practicó  un  alcance  contra  a1  curador  de 
reales  30  céntimos  procedentes  de  la  cantidad  que  en  el  precio 
se  vendió  la  casa  de  la  calle  de  San  Eloy  correspondía  á  Doña 
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Carmen,  coya  suma  ofreció  pagar  antes  del  i^  de  Noviembre  del  mis- 
mo  año  de  1S76,  concediéndosele  esta  espera  por  D.  Hernán  mediante 
é\  pago  qae  aquél  le  hizo  de  2.489  reales  3¡i  céntimos  como  intereses 
Correspondientes  á  dicha  cantidad  deisde  la  fecha  de  sq  matrimonio  has» 
ta  el  día  1^  de  Noviembre  en  qae  había  de  verificar  el  completo  pago: 

Resultando  qne  D.  Hernán  Gazmán  Blanco  entabló  demanda  ejeca- 
tiva  contra  D.  Antonio  Bení.ez  González  y  D.  Antonio  Romero,  herma- 
no y  heredero  del  fiador  D.  Piancisco  de  Paula,  para  el  pago  del  citado 
alcance,  intereses  y  costas;  pero  habiendo  desistido  de  dicho  juicio,  de- 
dujo en  18  de  Setiembre  de  1879  la  demanda  ordinaria  objeto  de  este 
recurso,  en  la  que  ejercitando  la  aeción  directa  que  competía  á  los  qoe 
habían  estado  sometidos  á  guardar,  y  la  hipotecaria  que  nacía  del  con- 
trato de  fianza  referido,  pidió  se  compeliera  al  guardador  D.  Antonip 
Benítez  á  que  con  citación  de  los  herederos  del  fiador  D.  Francisco  Ro- 
mero, rindiera  las  cuentas  justífícadts  de  su  administración  en  el  tér- 
mino que  señalara,  y  que  una  vez  averiguado  el  saldo  que  arrojasen  se 
hiciera  efectivo  en  los  bienes  hipotecados  y  en  cualesquiera  otros  que 
perteneciesen  á  los  obligados,  y  se  entregara  á  Doña  Carmen  Fuente- 
Tilla,  mujer  del  demandante;  con  las  costas  de  este  juicio  y  las  ocasio- 
nadas en  el  ejecutivo  que  había  quedado  en  suspenso,  alegando  en  apo- 
yo de  )a  segunda  parte  de  su  pretensión^  única  que  es  objeto  del  actual 
recurso,  que  los  hermanos  y  herederos  del  fiador  D.  Antonio  y  Doña 
Antonia  Romero  eran  los  continuadores  en  )a  obligación  de  garantizar 
los  resultados  de  las  cuentas  del  guardador;  y  que  no  siendo  necesaria 
la  excusión  de  bienes,  podía  desde  luego  dirigirse  contra  los  herederos 
del  fiador  una  vez  conocidas  las  responsabilidades  que  tocaban  á  aquel; 
pero  que  siendo  estos  mismos  herederos  los  que  habían  de  solicitar  el 
saldo  que  resultase,  sería  conveniente  que  1»  rendición  de  cuentas  se 
verificase  con  su  citación: 

Resultando  que  D.  Antonio  Benítez  González  no  contestó  á  la  de- 
manda, y  que  verificándolo  los  hermanos  D.  Antonio  y  Doña  Antonia 
Romero  y  Ruií,  herederos  del  fiador  D.  Francisco  de  Paula,  solicitaron 
que  se  les  absolviera  de  ella,  condenando  además  á  D.  Hernán  Guzmán 
Blanco  con  el  carácter  que  litigaba  á  que  cancelara  la  hipoteca  consti- 
tuida por  D.  Francisco  de  Paula  Romero  para  responder  de  la  gestión 
de  la  cúratela  que  ejerció  D.  Antonio  Benítez^  sobre  lo  cual  le  recon- 
venían por  mutua  petición;  alegando  para  ello  que  la  obligación  que 
el  curador  tenía  de  dar  cuenta  de  los  bienes  del  huérfano,  estaba  ya 
cumplida  segün  confesión  del  mismo  demandante:  pero  que  de  todos 
modos  en  ningún  caso,  ni  por  la  ley  de  Partida  ni  por  el  tenor  de  la 
escritura  de  fianza,  estaría  D/Francisco  de  Paula  Romero  ni  sus  here- 
deros obligados  á  la  rendición  de  aquella  cuenta;  que  si  el  deudor 
|!>rineipal  cumplía  la  obligación  y  el  contrato  garantizado  por  el  .fiador 
se  había  extinguido  por  la  novación,  no  había  acción  alguna  en  el 
acreedor  para  demandar  al  fiador  por  una  obligación  ya  extinguida; 
que  aun  cuando  los  hermanos  y  herederos  de  D.  Francisco  de  Paula 
Romero  eran  los  continuadores  de  la  obligación  que  este  contrajo  en  la 
escritura,  quedó  extinguida  cuando  en  Mayo  de  4876  dio  Benítez  á 
D.  Hernán  cuenta  qne  éste  aprobó  de  los  bienes  que  había  tenido  á  su 
cargo  con  entrega  de  ellos;  que  no  era  aplicable  al  caso  de  autos  el  ar- 
tículo itíi  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  sólo  se  refe^ 
ría  al  caso  en  que  el  curador  estuviese  obligado  á  dar  cuentas  de  su  ad- 
ministración, que  no  lo  estaba  cuando  el  discernimiento  fuera  hecho 
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eon  la  ooalidad  de  fratos  por  peasióa  y  al  caso  en  qae  el  papilo  no  tu* 
^iera  quien  legítitimaoieote  los  representase  como  en  personalidad 
propia  como  la  tenia  el  marido  para  representar  á  sa  majer;  y  si  Don 
Hernán  Gnamán  podía  contratar  en  representación  de  su  esposa,  era 
indudable  también  que  pudo  recibir  las  cuentas  del  carador  y  aprobar* 
las,  hacerse  cargo  de  los  bienes  de  sa  mujer,  darse  por  entregado  del 
metálico  que  le  correspondía,  coacertar  co»  D.  Antonio  Benitez  la  obli- 
gación por  razón  de  préstamo  eon  interés  que  con  él  celebró;  qae 
4]aien  no  era  deudor  por  cantidad  principal  no  podía  serlo  por  razón 
de  réditos;  que  Hernán  no  podía  reclamar  las  costas  del  jqícío  ejecuti- 
vo, puesto  que  fué  una  demanda  producida  sin  razón,  por  (p  cual  de- 
sistió de  ella;  que  la  novación  de  contrato  extinguía  la  obligación  an- 
terior, y  como  la  accesoria  de  6anza  seguía  la  suerte  de  la  principal, 
era  elaro  que  por  la  novación  concertada  entre  Harnán  y  Beníiez  quedó 
extinguida  la  fianza  hipotecaria,  ^tando  aquél  obligado  á  cancelarla: 

Resultando  que  el  demandante  sostuvo  al  replicar  que  las  obliga- 
ciones nacidas  del  contrato  de  fianza  hipotacaria  no  habían  sufrido  va- 
riación alguna  y  qa.e  la  causa  del  gravamen  hipotecario  no  había  de- 
saparecido; que  aun  suponiendo  que  la  novación  se  hubiera  realizado 
con  todos  los  requisitos  legales,  carecería  de  validez,  ya  porque  la 
cuenta  no  se  rindió  judicialmente,  ya  porque  el  marido  no  tenía  capa  - 
cidad  para  recibirla  por  si  propio  y  de  una  manera  privada,  y  que  aun 
suponiendo  válido  el  contrato  novatorio  quedaba  á  la  menor  la  facul* 
tad  de  reclamar  contra  el  perjuicio  que  le  causaba,  la  cual  alegaba 
como  excepción  á  la  reconvención  para  el  caso  inesperado  de  que  no  se 
declarara  admisible  su  demanda; 

Resaltando  qae  recibido  el  pleito  á  prueba,  el  demandado  D.  Anto- 
nio Benitez  absolvió  posiciones  diciendo  era  cierto  que  en  la  iiquida- 
ción  privada  que  practicó  con  D.  Hernán  Guzmán  respecto  á  la  admi- 
nistración de  la  guarda  á  que  estuvo  sometida  su  mujer,  quedó  adeu- 
dando á  ésta  3ljn  rs.  30  céntimos  procedentes  de  sa  participación 
en  el  precio  de  la  fianza  vendida,  cantidad  que  no  consideró  recibida  en 
el  acto  para  ningún  fin  y  de  que  se  continuó  estimando  deudor  bajo  el 
mismo  y  único  concepto  de  guardador: 

Resaltando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  conde- 
nando á  D.  Antonio  Benitez  y  González  á  rendir  cuentas  de  la  tutela 
y  cúratela  de  Doña  María  del  Carmen  Fuenteviila,  con  intervención  de 
Doña  Antonia  Romero  y  Ruiz,  condenando  asimismo  á  ésta  como  suce- 
sora  de  las  obligaciones  del  fiador  D.  Francisco  de  P.  Romero,  á  sa- 
tisfacer con  los  bienes  especialmente  hipotecados  por  éste  ó  con  los  su- 
yos propios,  la  cantidad  á  que  ascendían  en  dichas  cuentas  los  alcan- 
ces del  guardador,  con  más  los  intereses  desde  el  día  19  de  Julio  de 
^875  y  las  costas,  desestimando  la  reconvención  y  declarando  por  el 
contrario  que  la  hipoteca  constituida  por  D.  Francisco  de  P.  Romero 
se  hallaba  vigente  y  con  eficacia  legal: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia  por  D.  Antonio  Romero  y 
Raiz  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  SevilU  la  revocó  en  ti  de 
Setiembre  de  1882,  absolviendo  de  la  demanda  á  D.  Antonio  Benitez 
González  y  á  Doña  Antonia  Romero  Ruiz,  representante  de  su  fiador, 
declarando  que  en  su  día  fueron  dadas  y  aprobadas  las  cuentas  de  la 
curaduría  por  quien  en  derecho  correspondí»;  y  hallándose  responsa 
ble  al  saldo  aprobado  la  fianza  prestada,  absolvió  de  la  reconvención. á 
D.  Hernán  Guzmán  Blanpo  como  marido  de  Doña  Carmen  Fuwevill.a» 
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ton  reserva  al  mxstno  de  la  acción  qoe  la  corresponda^  para  reclamar 
«de  quien  haya  lugar  y  en  la  forma  qoe  proceda  los  31.IÍ7  rs.  con  30 
•oén'timos,  saldo  de  la  cuenta  rendida  y  apresada,  sin  hacer  especial 
condenación  de  costas: 

Resultando  que  Doña  Antonia  Romero  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, por  haberse  infringido  ásu  juicio: 

r  Las  leyes  2^  y  3^,  tit.  13,  Partida  3%  en  virtud  de  las  cuales  de- 
ben tenerse  como  probados  los  hechos  sobre  los  cuales  ha  recaído  con- 
fesión judicial  del  actor,  y  no  debía  representarse;  que  hacían  prueba 
Elena  las  declaraciones  de  D.  Antonio  Benítea,  relativas  á  si  había  ha- 
ido  ó  no  novación,  porque  esta  declaración,  además  de  no  versar  so- 
bre hechos,  perjudicaba,  no  ya  á  quien  la  hacia,  sino  á  quien  había  de 
pagar  al  fiador: 

r^  La  ley  45,  til.  U,  Partida  6%  en  virtud  de  la  cual  había  debido 
respetarse  por  la  Sata  sentenciadora^qne  la  obligación  del  fiador  había 
sido  extinguida  por  novación,  toda  vez  que  el  contrato  celebrado  por 
Guarnan  Blanco  y  Bañiles  al  rendirse  las  cuentas,  hiao  que  siguiera 
debiéndose  por  razón  de  préstamo  lo  qne  antes  se  debía  por  rasón  de 
tutela: 

3^  La  ley  10,  tit.  i8  del  Fuero  Real,  porque  en  viriud  dé  ella  no 
había  debido  declararse  subsistente  la  obligación  del  fiador,  puesto  qne 
sin  su  consentimiento  se  prorrogó  el  plazo  de  aquélla,  cuyo  cumpli* 
miento  garantizaba: 

4®  El  texto  del  contrato  de  4856,  según  el  cual  sólo  en  los  términos 
en  él  comprendidos  podría  considerarse  obligado  el  fiador: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  segán  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  el 
aplazamiento  por  corto  tiempo  en  el  pago  de  nna  deuda  no  constituye 
novación  en  el  sentido,  y  para  los  efectos  de  la  ley  15,  tíu  14,  Par- 
tida 5^,  siempre  que  subsista  la  misma  causa  de  deber: 

Considerando  que  esta  doctrina  tiene  aplicación  al  caso  de  autos 
respecto  del  cual  consta  además  qoe  en  la  liquidación  practicada  por 
D.  Hernán  Guzmán  y  D.  Antonio  Benitez,  y  plazo  ooncedido  á  éste 
para  el  pago  del  saldo  resultante  contra  el  mismo  no  se  dio  por  q%U0 
á  D.  Antonio  Romero  Ruiz,  causante  de  los  demandados  de  la  obliga- 
ción contraída  f^or  virtud  de  la  fianza  hipotecaria  con  que  garantizó  el 
buen  desempeño  de  la  tutela  y  cúratela  confiada  al  Beníies: 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  el  fallo  reclamado  no  infria  • 
ge  las  leyes  que  se  invocan  en  los  motivos  t^  y  3°,  ni  lo  convenido  eo 
h  escritura  de  1656  á  que  el  4°  se  refiere,  porque  todas  estas  pretendi- 
das infracciones  se  alegan  bajo  el  equivocado  concepto  de  haber  habi- 
do novación  en  el  referido  contrato  de  obligación  y  fianza: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  las  leyes  de  Parti- 
da de  que  se  hace  mérito  en  el  primer  fundamento  porque  refiriéndose 
á  la  conoseeneia  no  son  aplicables  á  la  cuestión  debatida,  si  se  tiene  en 
cuenta  que  las  declaraciones  hechas  por  Bdnilez  al  evacuar  posiciones 
únicamente  pueden  afectarle,  pero  no  al  demandante; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  Antonia  Romero  y  Ruiz,  á 
quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Sevilla  la 
certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunlamientoque  ha 
remitido  — (Sentencia  publicada  en  10  de  Febrero  de  4883,  é  inserta 
^n  la  Gaceta  de  16  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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rso  de  casación  {\0  de  Febrero  de  1883).— Sa¿a  primentr. 
A  DE  DOMINIO.— No  ha  logar  al  interpaesto  por  D.  Ildefonso^ 
I  D.  Felipe  Zapatero  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resnelve:. 
la  sentencia  oue  no  niega  al  recurrente  la  calidad  y  privile- 
eño  con  (ilulo  inscrito  de  las  Jlneas  embargadas ^  ni  le  priva- 
\nio  y  posesión  contra  s%  voluntad  y  sin  aviso  con  toda  la  to- 
le un  juicio,  sino  que  considerándole  sucesor  en  las  obligado  - 
ersona  de  cuya  herencia  derivan  aquellos  bienes,  absuelve  al 
de  la  demanda  en  que  á  titulo  de  dueño  solicitaba  que  se  al- 
bargo  puesto  en  ellos  para  hacerlas  efectivas^  no  infringe  las 
\t.  33  Partida  7%  2'  til,  34  libro  U  de  la  Novísima  Recopila - 
ulo  24,  de  la  ley  Hipotecaria  y  doctrina  del  Tribunal  Supre- 
pone  que^  nadie  puede  ser  privado  de  lo  suyo  sin  ser  llamado 
tn  juicio: 

tampoco  infringe  la  ley  H,  tit,  H,  Partida  4*,  que  trata  de 
parafernales  y  estos  privilegios  con  relación  al  marido,  si  la 
10  condena  á  pagar  con  bienes  de  esta  clase  deudas  declara 
oropias  del  marido^  sino  deudas  que  la  Sala  sentenciadora^ 
i  cargo  de  la  mujer,  hoy  su  heredero^  parte  recurrente^  por 
liado  de  sus  intereses  en  el  pleito  en  que  recayó  la  condena  de 
gen  de  la  obligación; 

no  son  de  estimar  los  motivos  de  casación  que  se  refieren  á* 
nientos  del  fallo  y  noá  su  parte  dispositiva; 
ue  el  recurso  de  casación  no  debe  fundarse  en  leyes  y  doctri 
mismo  recurrente  califica  de  inaplicables  á  las  cuestiones  del 
s  como  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  faltan  en  tal 
ndiciones  lógicas  indispensables  para  que  la  infracción  hu  - 
lo  efectuarse  y  pueda  prosperar  el  recurso. 
illa  y  Corte  de  Madrid,  á  10  de  Febrero  de  1883,  en  el  pleita 
ante  Nos  en  virtud  de  reeurso  de  casación  por  infraeión  de^ 
foido  en  el  Jazgado  de  primera  instancia  de  Getafe  y  en  la 
ra  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  e^ta  capital  por  D.  Ildefon- 
Y  García,  y  en  sa  nombre  el  Procurador  D.  Antonio  Fernán- 
8,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Manuel  García  del  Pozo, 
¡pe  Zapatero  é  Ibañez,  representado  por  el  Procurador  Don 
mdicho,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Silvela,  y  Don 
alleja  y  Gutiérrez,  que  no  ha  conoparecido,  sobre  tercería  de 
bienes  embargados  á  este  último: 
ndo  que  D.  Facundo  Calleja  y  Gutiérrez  entabló  demanda  en 

de  primera  instancia  de  Getafe  contra  D.  Felipe  Zapatero  é  ^ 
re  reconocimiento  de  una  servidumbre  rústica  constituida 

heredad  del  demandado  y  á  favor  de  un  pajar  propio  del 
e  adquirido  durante  su  matrimonio  con  Doña  Anjela  García 

ndo  que  promovido  en  dicho  juicio  un  incidente  sobre  sus- 
\  término  de  prueba,  dio  lugar  á  una  apelación  que  interpa- 
ndo  Calleja,  y  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  se  se- 
curso,  teniéndosele  por  separado  con  las  costas  en  9  de  Abrib- 

ndo  que  practicada  la  tasación  y  devueltos  los  autos  al  Jnz-- 
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gadA  de  primera  instancia,  se  requirió  para  el  pago  de  sa  importe  á 
D.  Facundo  Calleja,  y  oomo  no  lo  venñcara  se  procedió  en  16  de  Agosto 
de  4878  al  embargo  de  una  casa  sita  en  la  calle  de  Madrid  de  Getafe,  nú- 
mero .67,  y  de  un  pajar  en  las  afueras  de  la  villa: 

Resultando  que  por  falleifi miento  en  1*  de  Febrero  de  dicho  a&o  1878 
de  Doña  Angela  García  Mochales,  otorgaron  su  marido  D.  Facundo  Ca- 
lleja y  su  hijo  único  y  heredero  D.  Ildefonso  Calleja  García  en  9  de  Julio 
siguiente  escritura  de  descripción  y  adjudicación  de  bienes,  de  la  cual 
aparece  que  todos  ellos  consistían  en  una  casa  en  la  villa  de  Getafe  y  su 
calle  de  Madrid,  señalada  con  el  núm.  67,  tasada  en  2.650  pesetas,  que 
heredó  Doña  Angela  García  Mochales  dorante  su  matrinrionio,  un  pajar 
sito  en  la  misma  villa,  inmediato  á  la  casa,  adquirido  por  D.  Facundo 
Calleja  durante  la  sociedad  conyugal,  cuyas  fincas  se  hallaban  hipote- 
cadas á  la  seguridad  de  un  préstamo  de  1.500  pesetas  ¿intereses,  y 
unos  muebles  de  valor  de  90  pesietas;  y  que  en  atención  á  que  dichos 
bienes  no  alzaban  á  cubrir  con  mocho  las  aportaciones  de  la  finada,  se 
adjudicaron  al  único  heredero  D.  Ildefonso  Calleja  la  casa  y  el  pajar 
con  las  cargas  mencionadas,  el  cual  aceptó  la  adjudicación,  obligándose 
á  respetar  á  su  padre  el  uso  del  derecho  de  una  habitación  de  dicha  casa 
legado  por  su  referida  madre;  habiendo  sido  inscrita  esta  escritura  en 
el  Registro  déla  propiedad  en  16  de  Agosto  siguiente: 

Resultando  que  acordada  en  los  autos  de  que  se  ha  hecho  antes  mé- 
rito ia  anotación  preventiva  del  embargo  de  lat  mencionadas  fincas,  el 
Registrador  la  denegó  por.hallafse  inscritas  á  favor  de  D.  Alfonso  Ca- 
lleja, á  excepción  de  la  servidumbre  personal  de  usufructo  vitalicio  de 
una  habitación;  pero  que  habiendo  insistido  D.  Felipe  Zapatero  en  quo 
se  verifícase,  porque  Doña  Angela  García  era  responsable  lo  mismo  que' 
su  marido,  y  por  lo  tanto  su  heredero  por  lo  que  de  ella  hubiera  reci- 
bido, tuvo  efecto  dicha  anotación: 

Resultando  que  continuada  la  vía  de  apremio,  tasadas  las  fincas  y 
anunciada  su  venia,  dedujo  D.  Ildef&nso  Calleja  y  García  en  15  de  Julio 
de  1879  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la  que  haciendo  uso  de  la 
acción  real  de  tercería  de  dominio,  pidió  se  alzara  el  embargo  practi- 
cado de  las  mencionadas  fincas,  las  cuales  le  pertenecían  en  pleno  do* 
minio  por  haberle  sido  adjudicadas  como  heredero  de,  su  difunta  ma- 
drCy  hallándose  inscritas  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  D.  Felipe  Zapatero  impugnó  la  demanda  fundado 
en  que  los  embargos  de  la  casa  y  pajar  estaban  acordados  para  hacer 
efectivas  las  costas  en  que  habían  sido  condenados  los  padres  de  Don 
Ildefonso  Calleja,  y  por  consiguiente  la  herencia  del  hijo  no  podía  alcan- 
zar más  que  los  derechos  de  su  madre  con  las  obligaciones  y  graváme- 
nes gne  pesaban  sobre  la  misma  al  tiempo  de  morir;  que  las  diligencias 
de  ejecución  de  sentencia  se  seguían  contra  D.  Ildefonso  Calleja  en  re- 
presentación de  su  madre,  como  antes  se  seguían  contra  la  misma,  por 
ser  dueño  de  la  finca  á  cuyo  favor  se  pretendió  ganar  una  servidum- 
bre^ y  que  el  ejecutado  no  tenia  personalidad  para  presentarse  con' el 
carácter  de  tercer  opositor^  ni  para  intervenir  como  parte  en  las  dili- 
gencias de  apremio: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  el  actor,  el  Juez  de  prime- 
ra instancia  dictó  sentencia,  y  que  la  Sata  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  esta  corte  la  confirmó  con  las  costas  en  9  de  Mayo  de 
4882,  absolviendo  á  D.  Felipe  Zapatero  y  é  D.  Facundo  Calleja  de  la  de- 
manda: 
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ResalUndo  qae  D.  Ildefonso  Calleja  interpaio  recurso  de  casación 
|K)r  haberse  infrig;ido  á  su  jaieio: 

4°  El  art.  24  de  la  ley  Hipotecaría,  qoe  tanCo  valor  da  á  los  titiilcfs 
insciUos,  declarando  que  surtirán  efecto  aan  contra  los  acreedores  sin* 
i;ularmente  privilegiados  por  la  legislaciáo  coman,  en  ▼írlod  de  cayo 
precepto,  inscrita  á  nombre  de  D.  Ildefonso  Calleja  la  casa  y  pajar  qae 
se  trataban  de  vender  antes  que  tuviera  efecto  la  anotación  preventiva 
del  embargo,  sin  que  existiera  previamente  á  ese  embargo  declaración 
4e  qoe  el  dueño  de  los  bienes  pudiera  responder  de  las  responsabilida- 
des que  se  le  pretendían  exigir,  no  podíi  sostenerse  ese  embargo  ni 
las  diligencias  posteriores: 

2°  La  ley  13,  tic.  33,  Partida  7^  qoe  contiene,  entre  otras  reglas  de 
derecho,  la  de  que  á  nadie  se  le  puede  quitar  lo  sayoeu  contra  de  sa 
voluntad,  y  no  habiendo  sido  vencido  en  juicio  previo  D.  Ildefonso 
Calleja,  sólo  con  su  consentimiento  podrían  serle  arrancados  los  bienes 
de  que  se  le  trataba  de  privar: 

3®  La  ley  2%  tít.  31,  libro  II  de  la  Novísima  Recopilación  y  la  juris- 
prudencia sentada  por  este  Supremo  Tribunal  en  las  sentencias,  entre 
otras,  de  5  de  Octubre  de  1 863  y  24  de  Febrero  de  1865,  qoe  disponen 
que  nadie  puede  ser  privado  de  lo  suyo  sin  ser  llamado  y  vencido 'en 
juicio,  lo  cual  vendríi  á  suceder  respecto  del  reearrentOy  subsistiendo 
la  sentencia  recorrida: 

4^  La  ley  47,  tit.  41,  Partida  4^,  y  las  sentencias  de  este  Supremo 
Tribunal  de  25  de  Junio  de  4857,  4  de  Marzo  de  1858  y  otras  que  de- 
terminan las  responsabilidades  á  qoe  están  sujetos  los  bienes  parafer- 
nales, sin  qae  se  consigne  entre  ellas  la  de  pagar  deudas  del  marido: 

5^  Los  artículos  45  y  49  de  la  ley  de  Matrimonio  cívil^  en  cnanto  sé 
aplican  sin  deber,  puesto  que  la  doctrina  que  contienen  que  el  marido 
represente  en  juicio  á  su  esposa  y  administre  sus  bienes,  no  arguye 
•que  esa  representación  se  ostente  en  toios  los  actos  del  marido,  ni  que 
deje  de  hacerse  constar  expresamente  en  los  actos  en  que  válidamente 
<leban  ejercitarse: 

Y  6®  Las  leyes  5'  y  9%  tít.  4"*,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilaeióo 
y  sentencias  que  se  citaban  en  el  fallo  recurrido,  puesto  que  no  podían 
tener  uplicación  al  caso,  porque  definían  los  bienes  gananeiales  y  loi 
efectos  de  la  renuncia  de  esos  bienes  por  parte  de  la  mujer,  y  era  oo* 
torio  por  la  escritura  de  descripción  de  bienes  que  cuando  se  liqui- 
dó la  sociedad  conyugal  de  D,  Facundo  Calleja  y  su  m4]jer,  lejos  de  re-^ 
soltar  gananciales,  no  hubo  bienes  para  cubrir  las  distintas  aportaeiO'^ 
nes  de  la  mujer: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Yifkas: 
Considerlindo  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las leyesy  doc^ 
trinas  invocadas  en  los  motivos  4®,  2"  y  3^,  puesto  que  no  niega  al  re- 
currente la  calidad  y  privilegios  de  dueño  con  tituló  inscrito  de  las  fin- 
cas embargadas,  ni  le  priva  de  so  dominio  y  posesión  contra  su  volun- 
tad y  sin  aviso  con  toda  la  solemnidad  de  an  juicio,  sino  qoe  conside- 
rándole sucesor  en  las  obligaciones  de  la  persona  de  cuya  herencia  de- 
rivan aquellos  bienes,  absuelve  al  ejecutante  de  la  demanda  en  que  i 
titulo  de  dueño  solicitaba  que  se  alzase  el  embargo  peesto  en  ellos  para 
hacerlos  efectivos: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  ley  47,  tít.  4  4,  Partida  4\ 
citada  en  cuarto  lugar,  que  trata  de  los  bienes  parafernales  y  sin  pri- 
vilegios pon  relación  al  marido,,  porq a?  la  sentencia  no  condena  á  pa<- 
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gj^r  eoo  bieo^  (le  esta  clase  deadas  declaradas  como  propias  de  D.  Fa*' 
43uado  Calleja,  sino  deadas  que  la  Sala  seateneiadora  considera  á  cargo 
4e  DQña  Angela  María  Mochales,  boy  sa  heredero  parte  recarrente» 
por  haberse  tratado  de  sas  intereses  eo  el  pleito  en  que  recayó  la  con- 
dena de  costas,  origen  de  la  obligación: 

Considerando,  por  dltimo,  que  no  son  de  eslimar  los  motivos  5®  y 
6^1  porque  además  de  dirigirse  contra  los  raionamientos  del  fallo  y  no 
á  sa  parte  dispositiva,  el  recurso  de  casación  no  debe  fundarse  en«leyos 
y  doctrinas  qne  el  mismo  recurrente  califica  de  inaplicable  á  las  cues- 
Uones  del  pleito,  pues  como  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  fal- 
tan en  tal  caso  ks  condiciones  lógicas  indispensables  para  que  lain- 
Iraoeión  hubiera  podido  efectuarse  y  pueda  prosperar  eí  recurso; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Ildefon30  Calleja  y  García,  á 
quien  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  sexta  parte  de 
la  cantidad  objeto  del  litigio  que  satisfará  si  viniese  á  mejor  fortuna, 
d^tribtt yéndose  entonces  en  la  forma  prevenida  por  la  ley,  y  en  las 
i:ostas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  oportuna  certificación, 
con  devolución  del  apuntamiento  y  de  los  documentos  qne  ha  remitido. 
T— (Sentencia  publicada  el  10  de  Febrero  de  1383,  ó  inserta  en  la  ff«- 
^ia  de  16  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Heeurso  4e  easaelón  (iOde  Febrero  de  1883).— «Síti/a  friment. 
— GüMFLiiciENTo  DE  UN  CONVENIO.— No  ha  lugsr  al  interpuesto  por  Don 
iSabriel  Gaicía  con  D.  Antonio  Oopró  (Audiencia  de  Vaíladolid)»  y  se 
tesuelve: 

1^  Que  ia  apreeiacián  del  resultado  de  las  pruebas  corresponde  á  las 
Salas  senlenciadoras^  y  á  ella  ha  de  estarse  para  los  efectos  del  reeur- 
40  de.  casación,  si  no  sedenmestra  que  al  hacerla  han  incurrido  en  error 
de  derecho  ó  en  error  de  hezho,  si  tslñ  último  resulta  de  documentos  6 
Oi€ios  auténticos  de  qu»  aparetea  la  equinocacién  evidente  del  juzgador: 
..  2*  QiM  las  declaraciones  singulares  prestadas  en  el  pleito  no  son  los 
ocios  auténticos  i  que  se  refiere  ei  núm.  V  del  art,  1692  de  la  ley  de 
Bfíiuiciamiento  cioil; 

[7  3^  .  Que  no  habiéndose  acreditado  la  existencia  del  convenio  aupo 
cumplimienío  se  pretende,  son  inaplicables  y  no  han  podido  ser  infrin^ 
fidas  las  leyes  y  doctrinas  que  determinan  que  los  contratos  son  ley 
para  los  contratantes  y  sus  causa  habientes  y  que  de  cualquiera  manera 
^e  parezca  que  uno  úuiso  obligarse  á  otro  queda  obligado,  puesto  que 
como  b0S0  indispensable  la  ewistencia  de  un  contrato  ó  de  uda  obligación 
/alta  emigible. 

Ktt  la  vilta  y  corte  de  Madrid,  á  4«)  de  Febrero  de  1883,  en  los  as- 
ios seguidos  on  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Pía  - 
za  de  la  ciudad  de  Valladolid  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
del  mismo  territorio  por  D.  Antonio  Dupró  y  Martínez,  vecino  de  esta 
oapilal,  ayudante  de  obras  públicas,  como  marido  de  Dona  Clotilde  Ló- 
pez Berges  y  apoderado  de  Doña  Felipa  García,  ésta  por  sí  y  eo  re 
presentación  de  so  hija  menor  Doña  María  López  García,  con  D.  Ga 
Viol  ^Ar<¡ía  Camuesco,  vecino  de  Valladolid,  sobre  cumplimiento  de 
un  conveoio;  autos  qne  penden  ante  Nos  en  virtud  d-^  recurso  do  casa- 
oión  por  iafraoción  de  ley,  interpoesto  á  nombre  de  Gaicía  Gamuesco 
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por  el  Procurador  D.  Gil  B;irraM,  bajo  la  Dirección  del  Lieeneiado  Dan 
José  María  Yallejo,  habiendo  representado  y  defendido  á  D.  Antonia 
Dnpré  el  Procurador  D.  Juan  Guerrero  Brea  y  el  Licenciado  D.  Yiceo^ 
te  Romero  Girón; 

Resultando  que  en  H  de  Abril  de  1881  dedujo  demanda  D.  Gabriel* 
García  y  expuso:  que  había  estado  akfrente  de  un  comercio  de  ferre-^ 
tería  durante  algunos  aiios  en  sociedad  con  D.  Domingo  López,  vecino 
que  fué  de  Madrid,  quien  como  socio  capitalista  anortó  á  la  Sociedad 
1^  cantidad  de  160.000  rs.  y  ei  D.  Gabriel  como  socio  industrial;  aoe^ 
después  que  se  hizo  liquidación  de  dicha  Sociedad  en  27  de  Seilembre 
de  1815,  en  cuya  liquidación  resultaron  utilidades  en  ios  tres  años  ea^ 
que  trabajó  aquélla,  correspondiendo  percibir  al  D.  Domingo  pof  sn. 
capital  y  utilidades  S09.679  rs.  76  cents,  ó  sean  52.394  pesetas  74  cén- 
timos, y  al  García  49.^18  rs.  30  cents,  ó  sean  10.079  pesetas  58  cénti* 
mos;  el  D.  Domingo  López  dejó  en  poder  del  García  el  importe  de  aque- 
lla cantidad  en  el  concepto  de  préstamo  con  el  interés  corres pondien-^ 
te,  otorgándose  una  escritura  pública  en  el  citado  día  y  año,  en  laqoe 
se  fijó  el  día  30  de  Setiembre  de  1880  para  la  devolución  de  aquella 
cantidad;  que  el  D.  Gabriel  García  continuó  sólo  en  sus  operaciones,  y 
á  cansa  de  las  pérdidas  que  sufriera,  resolvió  convocará  sus  acreedo* 
res  á  fin  de  liquidar,  señalando  para  ello  el  día  10  de  Abill  de  1880; 
que  celebrada  la  junta,  los  acreedores  decidieron  y  acordaron  qne  con- 
tinuara el  García  trabajando,  reconociendo  la  preferencia  del  crédito 
escriturado  de  D.  Domingo  López  por  los  120.000  rs.  la  espera  de  los 
demás  acreedores  por  sus  créditos,  recibiendo  cada  uno  doce  pagarés 
vencederos  á  fin  de  cada  mes  del  año  1881,  y  que  D.  Domingo  comen- 
zaría á  cobrar  su  crédito  desde  Enero  de  1882,  después  de  cubiertos  loa 
demás  créditos  con  absoluta  libertad  en  D.  Gabriel  para  señalar  plazca 
y  cantidades  en  que  había  de  pagar  á  aquél;  que  próximas  á  com* 
plirse  las  obligaciones  im  puestas  al  demandante  en  virtud  del  acuerdo 
tomado  en  dicha  junta,  y  habiendo  fallecido  D.  Domingo  García,  «• 
avistó  con  la  viuda  Doña  Felipa  García,  con  D.  Antonio  Dupré  y  aa 
esposa  Doña  Clotilde,  hija  del  D.  Domingo,  y  le  prometieron  una  solu- 
ción satisfactoria  tan  luego  como  concluyesen  las  cuentas  de  testamen- 
taría, en  lo  que  estuvo  conforme  el  testamentario  D.  Fernando  García 
Laviano;  y  que  en  virtud  de  nuevas  gestiones  del  demandante  García 
Laviano,  pasó  á  Yalladolid  siendo  portador  de  una  carta  que  la  viada 
Doña  Felipa  García,  D.  Antonio  Dupré  y  su  esposa  Doña  Clotilde  Ló- 
pez firmaron  en  19  de  Febrero  de  1881  dirigieron  á  D.  Gabriel,  en  la 
que  autorizaban  á  D.  Fernando  García  Laviano  para  acordar  con  aqoél 
lo  que  más  conviniera  á  los  intereses  de  ambos,  dando  su  completo 
consentimiento  á  lo  que  acordaron;  y  enterado  el  García  Laviano  del 
estado  de  los  negocios  del  demandante,  regresó  á  Madrid  y  le  dirigió 
una  carta  en  27  de  dicho  mes  diciéndole  convocase  á  los  a'creedores  á 
una  reunión  amistosa  general  para  el  15  de  Marzo,  lo  que  así  practicó^ 
García  por  medio  de  circular,  verificándose  la  junta,  á  la  que  acudie- 
ron unos  acreedores  personalmente  y  pt>r  medio  de  autorización  otros, 
y  por  la  viuda  y  herederos  de  D.  Domingo  López  lo  hizo  el  referido 
D.  Fernando  García  Laviano;  que  después  de  exponerles  D.  Gabriel  la^ 
situación  de  la  casa,  aquél  manifestó  no  tenía  inconveniente,  en  nom- 
bre de  sus  comitentes  cuyos  intereses  representaba,  en  tomar  bajo  aa 
responsabilidad  cuantas  obligaciones  y  derechos  tenía  el  D.  Gabriel, 
ofreciendo  pagar  al  contado  los  créditos  de  los  acreedores  comunes  por 
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'Caenta  corriente  eon  el  90  por  100  de  rebaja  si  ast  lo  aprobaban  las 
parles  en  ello  interesadas,  y  en  sa  totalidad  á  los  acreedores  privile- 
giados por  depósito,  con  otros  ofrecimientos  qoe  se  consignaron,  cuyas 
proposiciones  aceptaron  y  convinieron  algunos  acreedores,  reservándo- 
se otros  consultar  á  sns  comitentes  dándose  por  terminada  la  janta, 
cuya  acta  se  extendería  por  escrito:  qae  en  proeba  de  qae  Laviano 
contrajo  dichas  obligaciones  en  nombre  de  sas  comitentes  se  podía 
añadir  qae  en  el  mismo  día  se  presentó  ano  de  los  acreedores  con  los 
pagarés  expedidos  en  virtud  de  convenio  de  i  O  de  Abril  de  1880,  y  de 
acuerdo  con  el  Laviano  le  faeron  admitidos  y  en  el  acto  le  fueron  pa  - 
gados  por  D.  Gabriel  García  pocos  días  después  al  tipo  convenido  en 
ia  junta  de  15  del  mes  de  Marzo  con  los  fondos  de  la  casa  que  existían 
en  sa  caja;  que  vaelto  á  Madrid  el  Laviano  dirigió  al  D.  Gabriel  el  49 
del  mismo  mes  de  Marzo  una  carta,  en  que  le  comunicó  el  desistimien- 
to de  lo  convenido  por  parte  de  sus  comitentes  por  las  razones  que  en 
ella  se  expresan,  reservándose  los  derechos  de  que  se  creían  asistidos 
para  reclamar  sus  créditos.  Y  después  de  alegar  varias  consideraciones 
de  derecho,  concluyó  solicitando  que  se  condenase  á  Doña  Felipa  Gar 
cía,  viuda  de  D.  Domingo  López,  y  á  D.  Antonio  Dupré  y  su  esposa 
Doña  Clotilde  López,  hija  del  D.  Domingo:  primero,  á  que  eleven  á  es- 
critora pública  la  obligación  que  en  su  nombre  contrajo  en  la  junta  de 
acreedores  del  15  de  Marzo  de  4881,  un  encargado  y  representante  de 
D.  Fernando  García  Laviano:  segundo,  á  que  en  conformidad  i,  dicho 
convenio  se  haga  cargo  de  las  existencias  y  crédito  del  almacén  de  Don 
Gabriel  García,  sito  en  la  ciudad  de  Valladolid,  calle  de  Santander,  nú- 
mero 6,  constituyéndose  en  la  misma  personalmente  ó  por  persona  aa- 
torlzada  al  efecto:  tercero,  á  que  recojan  desde  luego  lo  pagarés  pen- 
dientes que  los  acreedores  en  cuenta  corriente  del  D.  Gabriel  recibieron 
por  virtud  del  convenio  de  fO  de  Abril  de  1880,  con  el  descuento  de  90 
por  100;  cuarto,  que  recogiesen  también  los  pagarés  de  los  dos  aeree 
dores  qae  no  asistieron  á  la  última  junta,  pagándoles  su. crédito  sin 
descuento  si  no  acreditaban  á  lo  convenido  por  los  demás:  quinto,  áquo 
pagasen  sin  descuento  ios  créditos  privilegiados  procedentes  del  depó- 
sito enunciado,  rentas  de  casa,  contribucione?,  costas  y  gastos  de  los 
juicios  que  se  deben  y  que  constan  en  la  nota  que  le  fué  entregada  al 
D.  Fernando  García  Laviano,  y  que  por  alguno  de  éstos  pende  un  em- 
bargo de  efectos  del  almacén;  sexto,  á  que  pagasen  y  abonasen  los  da- 
ños, perjuicios  y  costas  causadas  v  que  se  causaren  por  el  incumplí 
miento  de  lo  convenido,  sobre  touo,  lo  que  proponía  contra  dicha  Doña 
Felipa  García,  D.  Antonio  Dupré  y  Doña  Clotilde  López  la  demanda 
ordinaria  de  mayor  cuantía  por  acción  personal,  con  las  protestas  ordi 
Darlas. 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  Doña  Felipa 
Oarcía,  viuda  de  D.  Domingo  López,  y  á  D.  Antonio  Dupré  y  su  esposa 
Doña  Clotilde  López,  á  cuyo  efecto  se  libró  el  oportuno  exhorto  al  Juez 
decano  de  los  de  primera  instancia  de  Madrid  al  presentarle  cumpli 
mentado  al  Procurador  del  demandante  en  vista  de  haber  dejado  trans- 
currir los  demandados  el  término  que  se  concedió  para  contestar  á  la 
demanda,  les  acusó  la  rebeldía;  personándose  en  los  autos  los  deman- 
dados después  de  haber  tenido  por  contestada  la  demanda,  á  los  que  se 
les  tovo  por  parte  en  el  estado  que  tenían  los  autos: 

Resaltando  que  renunciado  el  trámite  de  réplica  por  el  actor,  se 
recibió  el  pleito  á  praóba,  practicándose  la  propuesta  por  las  partes;  y 
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ge  onió  ona  carta  firmada  por  Doña  Felipa  García,  Doña  Clolilde  Lo- 
pes Garría  y  el  esposo  de  ésta  D.  Antonio  Dopré  dirigida  á  D.  Gabriel 
García  Camueteo  en  19  de  Febrero  de  t88l,  en  la  que  le  dicen  autori- 
saban  al  portador  D.  Fernando  García  Laviano  para  qae  en  vista  de 
tos  antecedentes,  datos  qae  le  facilite  sobre  el  estado  aetaal  y  marcbft 
sacesiva  qoe  padíera  prometerse  de  sa  casa  comercio,  y  atendido  el!, 
oríf^en,  procedencia  del  crédito  qne  representaban,  acordase  el  Don 
Gabriel  y  García  Laviano  lo  qoe  más  conviniese  á  los  intereses  de  uno; 
y  otro;  esperando  qae  así  lo  haría  D.  Gabriel  consecuente  con  las  dis- 
posiciones qae  les  manifestó  en  su  última  entrevista,  como  justo  tri^' 
buto  de  consideración  rendida  á  la  bnena  memoria  del  finado,  y  con- 
fiando llegarían  sin  dificaltad  al  mejor  acaerdo  que  pusiera  á  salvo  sus^^ 
intereses,  en  la  seguridad  de  que  de  lo  que  así  acuerden  tendrá  su 
completo  asentimiento;  carta  que  fué  reconocida  por  los  firmantes,  si 
bien  después  García  Laviano  negó  qoe  tuvieran  carácter  definitivo  sus 
proposiciones,  ni  estuviera  apoderado  para  ello,  lo  cual  confirmaron  la, 
viuda  é  hijos  del  D.  Domingo  Lopes: 

Resultando  que  unidas  las  pruebas,  el  Jues  de  primera  instancia, 
dictó  sentencia,  de  la  que  interpusieron  apelación  los  demandados,  y 
sustanciada  la  alzada,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Yalladolid 
por  sentencia  de  30  de  Junio  de  1882  revocando  la  apelada,  absolvió  de 
la  demanda  á  Daña  Felipa  Gareía  y  D.  Antonio  Duprécomo  marido  de 
Doña  Clotilde  López  García  en  el  pleito  promovido  por  D.  Gabriel  . 
García  sobre  cumplimiento  del  convenio  que  supone  celebrado  á  sa 
nombre  por  D.  Fernando  García  Laviano,  sin  hacer  especial  condena- 
ción de  costas  de  ambas  instiucias: 

Resaltando  qoe  D.  Gabriel  Gaicia  Gamuesco  interpuso  recurso  de 
casación,  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

r  La  ley  T,  tít.  1®,  libro  10  déla  Novísima  Recopilación,  porque  el 
fallo  no  da  validez  legal  al  mandato  conferido  á  D.  Fernando  García 
Laviano  en  carta  firmada  por  los  demandados  y  reconocida  por  los 
mismas  en  el  período  de  prueba  ser  sayas  las  firmas  y  cierta  la  carta 
y  les  Absolvía  de  la  demanda  suponiendo  precisa  para  que  tenga  valor 
jurídico  el  mandato,  escritura  pública  en  abierta  oposición  con  lo  prer 
ceptuado  en  la  indicada  ley  y  en  muchas  sentencias  de  este  Tribunal 
Supremo,  entre  otras,  la  de  7  de  Mayo  de  1867,  según  la  que  queda 
el  hombre  obligado  en  cualquiera  manera  qae  aparezca  que  quiso 
obligarse: 

2^  La  doctrina  establecida  por  sentenciado  este  Tribunal  Supremo 
de  l^de  Octubre  de  1875  por  los  mismos  razonamientos  expuestos  en 
el  anterior  motivo,  toda  vez  que  esa  sentencia  consigna  clara  y  termi- 
nantemente la  validez  legal  de  una  obligación  contraída  por  carta,  ha< 
ciendo  aplicación  del  principio  contenido  en  la  ley  i\  tít.  I**,  hbro  10 
de  la  Novísima  Recopilación: 

3®  La  ley  del  contrato  convenio  habido  en  la  junta  de  acreedores 
del  García  en  Yalladolid  el  día  15  de  Marzo  de  1881,  puesto  que  soli» 
citándose  en  la  demanda  el  cumplimiento  de  lo  allí  convenido  y  la  rea- 
lización de  las  obligaciones  contraídas  por  el  Laviano  en  nombre  de  loa 
demandados,  absolvía  á  éstos  de  la  demanda  el  fallo  recurrido: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  la  apreciación  del  resultado  de  las  pruebas  co-, 
rresponde  á  las  Salas  sentenciadoras,  y  á  ella  ha  de  estarse  para  I04 
efectos  del  recurso  de  casación,  si  no  se  demuestra  que  al  hacerla  han 
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íoeorrido  en  error  de  derecho  ó  en  error  de  hecho,  si  este  últiroo  re- 
sulta de  docQinentos  ó  actos  aaténticos  de  que  aparezca  la  equivoca- 
ción evidente  del  juzgador: 

Considerando  en  el  caso  concreto  de  este  pleito  que  las  declaracio- 
nes singulares  que  en  él  prestaron  la  viuda  de  Arrese  y  D.  Fernando^ 
García  Laviano,  único  fundamento  de  la  impugnación  por  error  de  he- 
cho que  contra  la  apreciación  de  las  diversas  pruebas  sostiene  el  recu*^ 
rrente,  no  son  los  actos  aoténticos  á  que  se  refiere  el  núm.  7®  del  ar- 
ticulo f69S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  menos  los  únicos 
datos  de  justificación  qoe  la  Sala  sentenciadora  ha  combinado  para 
formar  so  juicio:  • 

Considerando  que  cualquiera  que  sea  el  que  acerca  de  la  carta  re* 
conocida  de  19  de  Febrero  de  1881  haya  expresado  la  Sala  sentencia- 
dora accidentalmente  en  uno  de  los  fundamentos  de  la  sentencia^  no 
afecta  á  la  validez  de  la  parte  dispositiva  de  la  misma  que  se  apoya  en 
que  eJ  recurrente  no  ha  probado  que  en  la  junta  de  acreedores  de  Don 
Gabriel  García  celebrada  en  15  de  Marzo  siguiente  hubiese  quedado 
acordado  el  convenio.cuyo  cumplimiento  se  pretende,  por  cuya  razón 
son  aplicables  y  no  han  podido  ser  infringidas  las  leyes  y  doctrinas 
que  en  el  recurso  se  citan,  según  lascua'es  los  contratos  son  ley  para 
los  contratantes  y  sus  causa  habientes,  y  de  cualquiera  manera  que 
ono  quiso  obligarse  á  otro  queda  obligado,  puesto  qoe  falta  como 
base  indispensable  la  existencia  de  on  contrato  ó  de  una  obligación 
exigible; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Gabriel 
García  Camuesco,  á  quien  condenamos  en  las  costas:  Ubrese  la  corres- 
pondiente certificación  á  la  Audiencia  de  Yalladolid,  con  devoicción 
del  apuntamiento.— (Sentencia  publicada  en  40  de  Febrero  de  1883, 
é  inserta  en  la  Oac$ia  de  16  de  Agosto  del  mismo  año.) 

51 

Conapelenela  {it  de  Febrero  de  \SSZ).^Sala  tercera.-^PAQom 
CANTIDAD. — Se  decide  á  favor  del  Juzgado  municipal  del  distrito  del 
Hospital  de  Madrid  la  suscitada  con  el  de  igual  ciase  de  Almodóvar  del 
Campo  sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  D.  Antonio 
Ardura  contra  D.  Dátnaso  Sendarrubias,  y  se  resuelve: 

I®  Queeeg4n  elurt.Btdela  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuando 
se  ejercitan  acciones  personales  es  Juez  competente  el  del  lugar  en  que 
deba  cumplirse  la  obligación; 

Y  V^  Qut  donde  se  elaboró  el  objeto  contratado  debe  abonarse  su  pre- 
do,  si  nada  se  ha  pactado  en  contrario. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Febrero  de  4883,  en  los  autos 
de  competencia  que  ante  Nos  penden,  promovidos  entre  los  Jueces  mu- 
nicipales de  Almodóvar  del  Campo  y  del  distrito  del  Hospital  de  esta 
corte  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  deducida  en  juicio  verbal 
por  D.  Antonio  Ardura  contra  D.  Dámaso  Sendarrubias  sobre  pago  de 
475  pesetas: 

Resultando  que  D.  Antonio  Ardura  Josgados,  vecino  de  esta  corte, 
de  profesión  cerrafero,  demandó  en  juicio  verbal  ante  el  Juez  muniei- 
eipal  del  distrito  del  Hospital  á  D.  Dámaso  Sendarrubias,  vecino  de  Al- 
modóvar del  Campo,  sobre  pagó  de  175  pesetas,  procedentes  de  una. 
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fnáqaioa  y  ona  colomna  de  hierro  qae  Ssndarrabias  le  mandó  eons- 
troir: 

Resultando  qae  libr  ado  el  correspondiente  oficio  al  Jaez  manicipat 
de  Almoddvar  del  Campo  para  ia  citación  de  D.  Dámaso  Sendarrnbías. 
acudió  éste  á  dicho  Juez  pidiendo  que,  declarándose  competente  para 
conocer  del  juicio,  requipera  de  inhibición  al  de  esta  capital,  fundán- 
dose para  ello  en  que  no  habiendo  lugar  designado  para  el  cumplimien- 
to de  la  obligación  que  el  demandante  pretendía  tener  en  el  demanda- 
iio,  y  estando  éste  domiciliado  en  dicha  ciudad  de  Almodóvar  del  Cam- 
po, el  Juez  de  la  misma  era  el  único  competente  para  entender  en  el 
Juicios,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  regla  1^  del  art  62  de  la  le^  de 
Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  el  demandante  ejercitaba  una  accióu 
personal: 

Resultando  que  el  Juez  municipal  de  Almodóvar  del  Campo,  des- 
pués de  oir  al  Fiscal,  y  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  el  mismo, 
accediendo  á  la  pretensión  deducida  por  Sendarrubias,  dispuso  dirigir 
oficio  al  Juez  municipal  del  distrito  del  Hospital  de  esta  corte,  requi- 
riéndole  para  que  se  inhibiera  del  conocimiento  del  juicio,  teniendo  en 
consideración  para  ello  que  según  las  leyes  46,  tit,  28,  Partida  3*,  y 
2S,.tit.  15,  Partida  5*^,  allí  donde  el  vendedor  debe  entregar  la  cosa  el 
comprador  está  obligado  á  hacer  la  entrega  del  precio,  á  no  mediar 
pacto  en  contrario,  y  por  consiguiente  aquél  es  el  lugar  en  que  la  obli- 
^gación  debe  cumplirse:  que  tratándose  del  ejercicio  de  una  obligación 
personal  compete  el  conocimiento  del  juicio  al  Juez  del  lugar  en  que  la 
obligación  deba  cumplirse,  ó  en  su  defecto  al  del  dominio  del  deman- 
dado, según  la  regla  {^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  q«e  recibido  por  el  Juez  de  esta  corte  el  requerimiento 
<ie  inhibición,  y  dada  instruccióti  al  demandante,  manifestó  qae  no  es 
taba  conforme  con  aquél  por  haberse  hecho  el  contrato  en  esta  capital 
en  el  taller  del  demandante,  quedando  en  que  hiciera  la  máquina  y 
columna,  y  una  vez  hecha  la  factura  se  lá  remitiera,  y  á  su  vez  man 
daría  su  importe:  que  el  contrato  le  presenciaron  tres  testigos  que  se- 
ñaló, y  suplicó  al  Juzgado  se  declarase  competente  para  conocer  de  la 
demanda,  por  haberse  hecho  el  contrato  en  esta  corte  y  tratarse  de  una 
acción  personal:  que  oído  el  Fiscal  municipal,  que  propuso  que  el  Juz- 
gado se  declarase  competente,  dictó  auto  el  referido  Juez  de!  distrito 
del  Hospital,  que  se  declaró  competente  para  conocer  del  negocio,  te- 
niendo en  consideración  para  ello  que  la  acción  ejercitada  es  personal, 
y  que  en  tal  caso  el  demandante  puede  demandar  á  su  elección  en  el 
domicilio  del  demandado  ó  en  el  lugar  convenido  en  el  contrato:  que 
el  lugar  donde  debía  verificar  el  pago  el  demandado  lo  era  en  esta  cor- 
te, y  precisamente  en  el  taller  del  demandante;  y  vistos  los  artículos 
82,  85,  86  y  87  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  puesta  aquella  resolución  en  conocimiento  del  Juez 
de  Almodóvar  del  Campo,  insistió  en  la  inhibición  requerida;  y  en  su 
consecuencia  uno  y  otro  elevaron  á  este  Tribunal  Supremo  sus  respec- 
tivas actuaciones  para  la  decisión  del  conflicto  jurisdiccional: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  José  Cervino: 

Considerando  que,  según  el  art.  62  de  la  ley  de  Eajuiciamiento  ci- 
vil, cuando  se  ejercitan  acciones  personales  es  Jaez  competente  el  del 
lugar  en  qoe  deba  cumplirse  la  obligación: 

Considerando  que  no  sólo  es  personal  la  acción  intentada  por  Ar- 
dura, sino  que  en  ei  taller  del  mismo  se  verifico  el  contrato  de  cons- 
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tracción  de  máquina  encargada  por  sendarrnbias,  y  remitida  por  aqnél 
-á  éste;  siendo  por  tanto  consiguiente  que  donde  se  elaboró  el  objeto 
contratado  deba  aboni^rse  su  precio,  puesto  que  nada  se  ba  pactado  en 
contrario; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  la  presente  demanda  corresponde  al  Juzgado  municipal  del  distrito 
del  Hospital  de  esta  corte,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones  para 
los  efectos  de  derecho:  poniéndose  esta  resolución  en  conocimiento  del 
de  Almodóvar  del  Campo;  siendo  el  pago  de  las  costas  respectivamen 
te  de  cada  una  de  las  partes.— (Sentencia  publicada  eMS  de  Febrero 
de  18S3,  é  inserta  en  la  Gacita  de  \^  de  Marzo  del  mismo  año.) 

52 

Reearso  de  casación  (12  de  Febrero  de  1883).— Sa/d  Uretra.^ 
Beivindigagión  de  terrenos.— No  se  admite  el  interpuesto  por  Pascosl 
<joarch  y  consortes  cotí  el  Ayuntamiento  de  Zorita  (Audiencia  de  Va  - 
bncia)^  y  se  resuelve: 

Que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  ar^  ni3  de  la  ley  de  Enjuicia 
miento  civil ^  nombrados  d^  oficio  Abogado  y  Procurador  al  que  litiga 
comcpobre,  y  entregada  al  Procurador  la  certificación  de  la  sentencia, 
debe  presentarse  el  recurso  de  casación  firmado  por  ambos  en  término 
de  20  dias\  y  que  no  verificándolo  dentro  de  dicho  plazo  no  puede  admi- 
tirse el  recurso  según  determina  el  núm,  1^  del  art,  nS9  de  la  referí 
da  ley. 

Resultando  que  seguido  pleito  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Morella  y  i^n  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  dé  Valencia  por  el 
Ayuntamiento  de  Zorita  contra  Pascual  Guarch  y  otros  vecinos  del  mis- 
mo pueblo  sobre  reivindicación  de  ciertos  terrenos  dados  en  arrenda 
miento;  y  dictada  sentencia  por  dicha  Sala,  por  parte  de  los  demanda- 
dos se  pidió,  con  objeto  de  interponer  recurso  de  casación  por  infrac 
ción  de  l«y,  se  expidiera  certificación  del  fallo  y  se  remitiese  de  oficio 
á  este  Tribunal  Supremo  en  consideración  á  defenderse  aquellos  en 
concepto  de  pobres: 

Resultando  que  así  acordado,  y  recibida  en  el  Tribunal  la  certifica 
ción  se  nombraron  á  Guarch  y  consortes  Abogado  y  Procurador  de 
oficio,  mandándose  en  providencia  de  45  de  Diciembre  último,  notifí 
cada  en  el  mismo  día  entregar  los  aatos  al  Procurador  por  el  término  y 
para  los  efectos  de  la  ley;  y  habiéndolos  tomado  los  devolvió  en  15  de 
Éoero  con  escrito  formulando  recurso  de  casación: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  0.  Manuel  María  Méndez:    - 

Considerando  que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1713  de  la  lev 
de  Enjuiciamiento  civil,  nombrando  de  oficio  Abogado  y  Procurador 
al  que  litiga  como  pobre,  y  entregada  al  Procurador  la  certificación  de 
la  sentencia  debe  presentarse  el  recurso  de  casación  firmado  por  am- 
bos, en  término  de  20  días;  que  no  verificado  dentro  del  término  de  d>- 
«bo  plazo  no  puede  admitirse  el  recurso  según  determina  el  núm.  i^ 
del  art.  17^9  de  la  referida  ley: 

Considerando  que  entregados  los  autos  al  Procurador  de  los  recn  - 
Trentes  en  virtud  de  la  providencia  de  15  de  Diciembre  al  devolverlo^, 
formulando  el  recurso  de  casación  en  15  de  £nero,  lo  hizo  fuera  del 
término  señalado  por  la  ley; 

No  ha  lugar  con  hs  costas  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 

TOMO  LI  13 


Digitized  by  VjOOQ IC 


494  lüRlSPRÜDENCIA  CIVIL 

por  infraeeidn  de  ley  interpajesto  á  nombre  de  Pascaal  Goarch  y  con- 
sortes eontra  la  sentencia  dictada  por  Is  Sala  de  Jo  civil  de  la  Ao-^ 
diencia  de  Yalencia:  comnníqaese  á  la  misma  esta  resoloeión  para  los^ 
efectos  legales  correspondientes;  y  pablíqnese  en  la  Gaceta  é  insértese 
en  la  Coleceión  legiilativa,  pasándose  para  ello  las  copias  necesarias. 
— (Sentencia  poblicada  eHS  de  Febrero  de  f  883,  é  inserta  en  la  Gaceta 
de  0  de  Janio  del  mismo  año.) 

53 

HeeamMi  de  «^asaeión  en  la  toTmK  (\t  de  FelMrero ie  \%%Z). — 
Sala  /«rc^ra.— -Desahucio. — ^No  ha  lagar  al  interpuesto  por  Doña  Petra 
Gotiérres  Gil  con  D.  Juan  Lorenzo  Ayala  (Aadiencia  de  las  Palmas),  y 
se  resuelve: 

K^  Que  $i  hien  es  cierto  que  según  el  arL  1886  de  la  ley  de  Bnjuida- 
miento  civil  es  admisible  en  segunda  intancia  la  prueba  que  propuesta* 
en  la  primera  no  pudo  practicarse,  lo  es  también  que  tanto  el  deman- 
dante como  el  demandado^  conforme  al  art.  504  de  la  misma  ley^  están 
obligados  á  presentar  los  documentos  en  que  fundan  su  derecho;  y  sino 
los  tuvieren  á  disposición  y  á  designar  el  archivo  ó  lugar  en  que  se  en- 
cuentren los  originales: 

T%'  Que  si  la  demandada,  hoy  recurrente^  ha  prescindido  por  dom- 
pleto  de  tan  indispensable  requisito,  ha  impedido  por  consiguiente  que 
se  practique  su  prueba  con  oportunidad  y  hacen  inaplicable  al  caso  de 
autos  la  sanción  del  art.  1586  antes  citado^  no  existiendo,  por  lo  tanto ^ 
la  falta  citada  en  el  recurso. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  12  de  Febrero  de  1883,  en  los  antos 
que  ante  Nó!<  pendren  vitad  de  recarso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  seguidos  en  los  Juzgados  municipal  y  de  primera  ins- 
tancia de  la  ciudad  de  Las  Palmas  por  D.  Juan  Lorenzo  Ayala,  vecino 
de  dicha  ciudad,  representado  por  el  Procurador  D.  Daniel  Doze,  bajo 
la  dirección  del  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos,  con  Doña  Petra  Gu- 
tiérrez Gil,  de  la  propia  vecindad,  tepresputada  y  defendida  por  el  Pro- 
curador D.  Juan  Hernández  Baura  y  el  Licenciado  D.  Juan  Alvarado 
sobre  desahucio: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  Vt,  de  Abril  de  1882,  Don 
Jaan  Bautista  Ripoche  vendió  á  D.  Juan  Lorenzo  Ayala,  en  precio  de 
13.125  pesetas  que  confesó  tener  recibidas  del  comprador,  una  casa  sita 
en  la  ciudad  de  Las  Palmas  de  Gran  Canaria,  callede  la  Cana,  <tde  Santo  . 
Domingo,  señalada  con  el  núm.  23,  expresando  que  la  fínca  le  perte- 
necía por  compra  hecha  á  Doña  Petra  Gutiérrez  y  Gil,  según  escritura 
de  27  de  Setiembre  dé  1875,  y  que  en  el  día  se  hallaba  libre  de  todo 
gravamen: 

Resultando  que  en  16  de  Octubre  de  1880  D.  Juan  L.  Ayala  deman- 
dó á  Doña  Petra  Gutiérrez  ante  el  Juez  municipal  de  la  ciudad  de  Las 
Palmas  para  que  le  dejase  libre  y  á  su  disposición  la  referida  casa,  per- 
teneciente al  actor,  fundado  en  que  había  espirado  el  plazo  de  30  días 
que  correspondían  á  ios  que  tenían  una  finca  en  precario  sin  pagar  mer- 
ced alguna,  y  aun  los  40  que  deben  darse  de  aviso,  con  arreglo  á  la 
costumbre  general  establecida,  según  lo  acreditaba  la  certificación  que 
acomipañaba;  que  convocadas  las  partes  ajuicio  verbal,  que  tuvo  efec« 
to  en  los  días  26  de  Octubre  de  1880  y  31  de  Enero  de  1881,  Ayala  re- 
produjo su  demanda,  y  por  parte  de  Doña  Petra  Gutiérrez  se  propuso 
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U  excepción  dilatoria  de  litis  pendencia,  fondada  en  que  en  elJnzgado 
de  primera  instancia  existía  demanda  sobre  desajineio  de  la  propia  fin* 
ea  interpuesta  por  D*  Joan  Bautista  Ripoche  contra  Doña  Petra,  eaya 
demanda  se  hallaba  paralizada  por  no  haberla  instado  ei  demandante 
el  actor  solicitó  se  desestimase  la  excepción  alegando  qne  no  era  admi- 
sible en  este  jaicio,  y  qoe  aon  siéndolo  no  había  identidad  de  personas, 
cosas  y  acciones,  toda  vez  qoe  los  actores  son  distintos,  y  so  derecho 
lo  apoyaba  en  la  escritura  de  venta,  y  estaba  seguro  que  el  desahucio 
de  Ripoche  s^  fundaría  en  otras  razones: 

Resultando  qoe  la  excepción  se  sustanciará  en  clase  de  perentoria, 
y  continuando  el  juicio  verbal  el  apoderado  de  Doña  Petra  Gutiérrez 
pidió  se  absolviera  á  ésta  de  la  demanda,  porque  D.  Juan  Bautista  Ri- 
poche no  había  podido  vender  al  demandante  la  casa  en  cuestión  sin 
consultar  la  voluntad  de  la  Doña  Petra,  pues  según  el  documento  pri- 
vado de  %1  de  Setiembre  de  1876  que  producía  Ripoche,  se  obligó  á 
vender  á  la  demandada  ó  á  la  persona  que  ella  designase,  sin*  exhibir 
precio  alguno,  dicha  casa  contal  que  satisficiese  la  cantidad  qoe  le 
adeudara,  y  le  abonase  lo  que  pagase  á  cuenta  de  las  responsabilidades 
que  afectaran  á  la  finca  obligándose  entre  tanto  Ripoche  á  dejarle  la 
casa  en  inquilinato,  sin  alquiler,  como  así  había  venido  hasta  el  pre- 
sente : 

Resultando  que  recibido  el  joicio  á  prueba,  la  demandada  pidió  se 
librase  suplicatorio  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  partido  para 
que  se  le  expidiese  testimonio  de  lo  que  se  le  señalase  del  joicio  de  de- 
sahocio  seguido  por  D.  Juan  Bautista  Ripoche  conira  la  Di  ña  Petra  Gu- 
tiérrez, el  actor  solicitó  asimismo  suplicatorio  para  qué  de  los  propios 
autos  se  le  diese  certificación  de  lo  que  señalara;  y^l  Juez  accedió  á  lo 
solicitado  por  ambas  partes;  y  la  demandada  prodejo  en  parte  de  su 
prueba  el  documento  privado  de  que  se  ha  hecho  mérito  de  S7  de  Se- 
tiembre 1876,  firmado  al  parecer  por  D.  Juan  Bautista  Ripoche,  y  pi- 
dió que  ésta  reconociera  la  firma;  á  lo  que  también  accedió  el  Juez,  y 
citado  por  dos  veces  Ripoche  para  el  reconocimiento,  no  compareció: 
'  Resultando  que  por  no  haberse  cumplimentado  los  suplicatorios  ex- 
pedidos á  instancia  de  las  partes  durante  el  término  de  prueba,  ambas 
solicitaren  que  para  mejor  proveer  se  trajeran  los  testimonios  pedidos, 
i  cuya  pretensión  accedió  el  Juez  mandando  se  expidieran  suplicatorios 
para  que  en  el  término  de  seis  días  los  presentasen  cumplimentados, 
que  puestos  y  entregados  los  suplicatorios  por  Doña  Petra  Gutiérrez, 
se  reportó  sin  cumplimentar  porque  según  aparecía  de  las  diligencias 
practicadas  no  se  hallaban  los  autos  en  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia; y  exponiendo  que  la  demandada  no  debía  quedar  privada  de  un  re- 
curso probatorio  por  causa  completamente  ajena  de  su  voluntad,  pidió 
se  librase  suplicatorio  ai  Presidente  de  la  Audiencia  á  fin  de  que  por  la 
Secretaría  se  expidiese  cierto  testimonio  para  que  en  so  vista  solicitar 
lo  que  procediera,  señalando  para  ello  el  término  prudencial  que  el  Juz- 
gado estimase  necesario: 

Resultando  que  por  auto  de  9  de  Noviembre  de  4881  el  Juez  muni- 
cipal declaró  no  haber  lugar  á  la  petición  de  Doña  Petra  Gutiérrez,  y 
mandó  que  se  unieran  á  los  autos  los  documentos  presentados  por  am- 
bas partes;  y  en  12  del  mismo  mes  dictó  sentencia,  por  la  que,  desesti- 
mando la  excepción  de  litis  pendencia  y  demora  propuestas  por  la  de- 
mandada, declaró  haber  lugar  al  desahucio,  condenando  á  la  misma  á 
que  dentro  de  los  oeho  días  siguientes  al  en  que  esta  sentencia  causase 
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ejeeotoria  dejase  libre  y  á  disposición  del  actor  la  finca  objeto  del  desa- 
bacio,  reservando  á  la  propia  demandada  sa  derecho  contra  D.  Juan 
Bautista  Ripoche  para  que  lo  deduzca  en  la  forma  y  ante  auien  baya 
logar;  y  mandó  desglosar  de  los  aotos  el  documento  privaao  de  27  de 
Setiembre  de  t875,  sin  dejar  en  ellos  nota  ni  antecedente  alguno»,  y  que 
se  entregara  á  la  parle  que  lo  presentó: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  Doña  Petra  Gu- 
tiérrez Gil  del  auto  del  9  y  sentencia  del  \t  de  Noviembre  se  remitieron 
los  autos  al  Juzgado  de  primera  instancia,  y  convocadas  las  partes  á 
una  comparecencia  la  apelante,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el 
art.  1586  de  la  moderna  ley  de  Enjuiciamiento  civil  solicitó  el  recibí* 
miento  á  prueba  para  practicar  la  que  propuesta  en  prijosera  instancia 
no  llegó  á  verificarse  por  causae  completamente  ajenas  á  su  voluntad, 
consistente  en  la  declaración  de  D.  Juan  Bautista  Ripoche  para  que  re- 
conociera el  documento  privado,  y  en  el  suplicatorio  que  también  soli- 
citó en  primera  instancia  se  dirigiera  al  Juzgado  para  que  se  le  diera 
testimonio  de  lo  que  señalase  de  la  demanda  de  desahucio  interpuesta 
por  D.  Juan  Bautista  Ripoche  contra  Doña  Petra  Gutiérrez*  y  después 
para  la  Audiencia,  y  opuesto  á  dicha  pretensióh  D.  Juan  L.  Ayala  se 
dio  el  acto  por  terminado: 

Resollando  que  en  4^  de  Diciembre  de  188f  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia dictó  sentencia  confirmando  el  auto  y  sentencia  apelados,  con  las 
costas  á  Doña  Petra  Gutiérrez,  y  declarando  no  haber  lugar  á  la  prue- 
ba solicitada  por  parte  de  la  misma: 

Resultando  que  Doña  Petra  Gutiérrez  Gil  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma»  fundado  en  el  caso  3^  del  artícu- 
lo 1693  de  la  ley  de«Eujaiciamiento  civil  por  haberse  declarado  no  ha- 
ber lugar  ai  recibimiento  á  prueba  solicitado  por  la  recurrente  en  la  se* 
gunda  instancia,  á  causa  de  no  haberse  podido  practicar  por  causas  in^ 
dependientes  y  ajenas  á  su  voluntad  la  que  propuso  en  primera  instancia. 
Por  un  otrosí  protestó  interponer  en  su  caso  y  lugar  el  recurso  de  ca- 
sacióD  por  infracción  de  ley: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  según  el  art.  1586  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  es  admisible  en  segunda  instancia  la  prueba  que 
propuesta  en  la  primera  no  pudo  practicarse,  lo  es  también  que  tanto 
el  demandante  como  el  demandado,  conforme  al  art.  504  de  la  misma 
ley,  están  obligados  á  presentar  los  documentos  en  que  fundan  su  de  - 
recbo;  y  si  no  los  tuvieren  á  disposición  á  designar  el  archivo  ó  logar 
en  que  se  encuentren  los  originales: 

Considerando  que  Doña  Petra  Gutiérrez  Gil,  hoy  recurrente,  ha 
prescindido  por  completo  de  tan  indispensable  requisito,  ha  impedido 
por  consiguiente  que  se  practique  au  «prueba  con  oportunidad  y  hacen 
inaplicable  al  caso  de  autos  la  sanción  del  art.  1586  antes  citado»  y  no 
existiendo,  por  lo  tanto,  la  falta  citada  en  el  recurso: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  qnebrantatniento  de  forma  interpuesto  por  Doña 
Petra  Gutiérrez  Gil,  i  la  que  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de 
la  cantidad  que  debió  depositar,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva  si  me  • 
jorase  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  á  su  tiem* 
o  la  correspondiente  certificación  al  Juzgado  de  primera  instancia  de 
,as  Palmas.— (Sentencia  publicada  el  12  de  Febrero  de  1883,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  6  de  Junio  del' mismo  año.) 
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Heeorse  de  easaelén  (13  ¿¿^  Febrero  de  4883).— iS'a/a  tercera. 
— 'Nulidad  de  0na8  escbituras. — No  sa  admite  el  interpuesto  por  Don 
Fiuientío  Pisa  coD  D.  Jaan  Esoamiiia  (Audieneia  de  Zaragoza),  y  se 
resuelve: 

1®  Que  el  término  para  interponer  el  recurso  de  eaiadón,  e$  el  de 
cuarenta  dios  improrrogables,  contados  desde  la  entrega  de  la  cer(i/f- 
cación  á  la  parte  qne  se  proponga  utilitario^  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  {l\ñ  de  la  ley  de  BnjuiciamientQ ^ivil\ 

Y  9^  Que  el  transcurso  de  dicho  térwino  es  causa  sefún  lo  dispues- 
to en  el  1729,  párrafo  primero,  para  impedir  su  admisté». 

Resultando  que  dictada  sentencia  fN>r  la  Sala  de  lo  oiyil  de  la  Aa- 
diencia  de  Zaragoza  en  aatos  procedentes  del  Jozgado  de  primera  ins- 
tancia de  Sariñena,  segoidos  fMr  D.  Juan  Eseamilta  y  Samperiz  contra 
D.  Plorentín  Pisa  sobre  nalidad  de  anas  escrituras,  le  faé  entregada  ó 
éste  en  4  de  Diciembre  último  la  eertifieaeión  eorreapondi«nte  para 
interponer  recurso  de  casación  en  el  fondo: 

Aesoitando  que  D.  Fiorentin  Pisa  presentó  en  este  Tribunal  Supre- 
mo el  escrito  interponiendo  el  recorso  en  26  de  Enero,  ó  sea  á  los  cua- 
renta y  un  días  útiles  de  la  fecha  en  qne  le  fué  entregada  certificación: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  José  Cervino: 

Considerando  que  el  término  para  interponer  tal  recurso  es  el  de 
cuarenta  días  improrrogables,  contados  desde  la  entrega  de  la  certifi- 
cación á  la  parte  que  se  proponga  utilizarlo,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  4746  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Y  considerando  que  el  transcurso  de  dicho  término  es  cansa  según 
lo  dispuesto  en  el  4789,  párrafo  primero,  para  impedir  su  admisión: 

Se  declara  no  haber  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  interpuesto  por  D  Fiorentin  Pisa,  á  quien  se  condena 
al  pago  de  las  costas:  líbrese  á  la  Audiencia  de  Zaragoza  eertifieaeión 
de  este  auto  con  devolución  del  apuntamiento  remitido;  y  pnblíquese 
en  la  Gaceta  y  en  la  Oolección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias.— (Sentencia  publicada  en  13  de  Febrero  de  4883,  é  in- 
serta en  líL'Gaeeta  de 6  de  Junio  del  miemo  ano.) 
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Reeurs^de  casaelón  {i  i  de  Febrero  de  1883).— Sa¿«  tercera. — 
Jactancia. — No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  Simón  de  Aguirre  con 
D.  José  García  Soeza  y  otros  (Audiencia  de  Albacete),  y  se  resuelve: 

4""  Que  según  el  n4m.  4®  del  art.  4689  de  la  vigente  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  sólo  ha  lugar  al  recurso  de  casación  contra  las  sentencias 
definitivas',  y  que  con  arreglo  á  igual  número  del  articulo  siguiente, 
4690,  únicamente  pueden  tener  tal  concepto  de  definitivas  las  que  reca- 
yendo sobre  un  incidente  ó  articulo  pongan  término  al  pleito,  haciendo 
imposible  su  continuación; 

I  t^  Que  no  es  definitiva  ni  tiene  el  carácter  de  tal,  la  sentencia  ^ue 
está  reducida  á  confirmar  la  apelada,  en  que  se  desestimó  la  excepción 
dilatoria  de  incompetenoia  de  jurisdicción,  sostenida  por  el  demandado 
y  se  le  mandó  que  se  le  entregaran  de  nuevo  los  autos  para  contestar  la 
demanda;  pues  que  dicha  sentencia,  lejos  de  poner  término  al  pleito  ni 
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hacer  imposible  s%  eantinuaeión,  la/aeilita;  y  por  consiguiente  el  re- 
cwrso  de  easacién  por  in/racdón  de  ley  que  á  ella  se  refiere  es  inadmi^ 
sihli  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  3°  del  arl.  nt9  de  la  cita-- 
da  ley. 

Resaltaadoqoe  «n  4  de  Agosto  de  13^,  D.  Simón  de  Agairre  At> 
daiturriaga  dedujo  demanda  de  jaetancia  anCe  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Totana,  para  qne  se  condenara  á  D.  iosó  García  Saeaa, 
D.  Antonio  Sáez  Mateos,  y  D.  Enrique  Rivera  Castillo,  como  marido  de 
Doña  María  Sáez  Mateos,  á  entablar  contra  él  la  acción  correspondien* 
te  dentro  iel  término  qae  se  les  señalara,  ó  en  otro  caso  se  les  impii* 
siera  perpetuo  süencio,  por  andar  propalando  en  el  distrito  mu*^ 
nieipai  de  Masarrón,  qae  trataban  de  perturbarle,  así  como  á  sns 
consocios,  en  el  disfrute  de  la  mina  titulada  Impensada,  antes  Corpus 
Chrisli,  sita  en  el  expresado  término: 

Resultando  que  en  6  del  propio  mes  de  Agosto  el  D.  iosé  Garcjfa 
Suesa,  como  cesionario  de  los  derechos  de  D.  Antonio  y  Doña  María 
Sáez  Mateos,  interpuso  demanda  contra  D.  Simón  de  Agoirre,  por  sí 
y  como  Gerente  de  la  Sociedad  denominada  Compañía  de  minas  y  fun^ 
dieiones  de  Escombreras^  pretendiendo  que  se  declarase  nulo  y  de  nin« 

§ún  valor  ni  efecto  el  contrato,  por  el  cual  D.  Gínés  SAes  Acosta  ven- 
tó stn^  ser  dueño  de  ella,  al  D.  Simón  la  mina  Corpus  Christi,  antes 
Centinela  y  Son  Bruno,  sita  en  el  barranco  de  la  Toianera,  término 
municipal  de  Mazarrón,  y  en  su  virtud  se  compeliese,  condenase  y 
apremiase  en  su  caso  al  Agnirre  y  á  la  Compañía  de  minas  y  fundición 
de  Escombreras  á  entregarle  dos  terceras  partes  igaales  de  la  mina  de- 
nominarla con  el  nombre  de  Corpus  Christi  y  existente  en  la  actualidad 
con  el  de  Impensada^  á  la  vez  qae  los  dividendos  activos  correspon- 
dientes á  las  mismas  desde  el  día  en  que  está  en  riqueza  y  al  pago  de 
las  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Simón  de 
Aguirre^  al  evacuarle  promovió  artículo  de  previo  y  especial  pronun- 
ciamiento, ntilizaodo  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  iuris- 
diceión,  exponiendo  en  su  apoyo  que  por  la  demanda  se  ejercitaba  tan 
sólo  ona  acción  personal  en  cuanto  se  refería  al  Aguírre,  en  cuya  aten- 
ción el  Juzgado  de  Cartagena,  y  no  el  de  Totana,  era  competente  para 
conocer  de  la  misma  por  ser  el  de  su  domicilio  y  además  el  del  lugar  en 
donde  se  otorgó  la  escritura  cuya  nulidad  se  pretendía  con  arreglo  al 
párrafo  tercero,  art.  5°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  regla  T  del 
art.  308  de  la  ley  sobre  organización  del  Poder  judicial;  y  en  su  virtud 
pidió  se  inhibiera  el  Juzgado  en  favor  del  de  Cartagena;  que  o¿4a  la 
parte  actora  se  opuso  á  la  solicitud  del  Aguirre,  y  sustanciado  en  for- 
ma el  incidente  el  Juez  de  primera  instancia  de  Totana,  por  sentencia 
de  29  de  Noviembre  de  i 880,  declaró  no  haber  lugar  á  lo  pretendido 
por  parte  de  D.  Simón  Aguirre,  condenándole  en  las  costas;  y  mandó 
fr<i  le  entregaran  nuevamente  los  autos  para  que  contestase  á  la  deman- 
da dentro  del  término  legal: 

Resultando  que  conñrmada  con  las  costas  dicha  sentencia,  por  la 
qoe  en  8  de  Junio  de  1881  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Albacete,  D.  Simón  de  Aguirre  y  Aldaíturriaga  interpuso  ante  este 
Tribunal  Supremo  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  v  de  doc- 
trina legal,  citando  al  efecto  las  que  á  su  juicio  lo  habían  sido;  y  oído 
el  Sr.  Fiscal,  se  opuso  á  la  admisión  del  recurso: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndez: 
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Considerando  qoe,"s;gúQ  elni&m.  i^  del  art.  1689  de  la  vigente  ley. 
«de  Enjaiciamiento  civil,  sólo  ha  logar  al  reoarso  de  casacién  contra  lae 
%geikteneia8  definitivas,  y  qjie  con  arreglo  á  igual  número  del  artículo 
siguiente,  1690,  únicamente  pueden  tener  tai  concepto  de  definitivas 
laá  4Qe-  recayendo  sobre  on  incidente  ó  artículo  pongan  término  al 
pleito,  haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  la  sentencia  dictütla  por  la  Sala  de  lo  civil  de'  la 
Audiencia  de  Álbacele  en  8  de  Junio  de  1881,  y  que  da  origen  al  reenr- 
eo  de  que  ee  trala^  no  es  definitiva  ni  tiene  el  carácter  de  tal,  pues  que 
está  reducida  á  confirmar  la  apelada  del  Juzgado  de  Totana,  en  que  se 
desestimó  lá  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción,  sos- 
atenida  por  el  demandado  en  favor  del  de  Gartagona,  como  de  su  domi- 
cilio, y  se  le  mandó  que  se  le  entregaran  de  nuevo  los  autos  para  con- 
testar la  demanda;  por  lo  que  se  demuestra  que  dicha  sentencia,  lejos 
de  poner  término  al  pleito  ni  hacer  imposible  so  continuación,  la  faci- 
lita^  y  por  consiguiente  que  el  recurso  de  easacidn  por  infracción  de 
ley  que  á  ella  se  refiere  es  inadmisible  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
DÚO).  3°  del  art.  1729  de  la  citada  ley  y  en  los  demás  de  que  se  ha  he* 
«ho  mención; 

Se  declara  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  in«- 
terpu^lo  por  D.  Simón  Aguirre  y  Aldaitnrriaga  i  quien  condenamos 
^en  las  costas,  y  devuélvasele  el  depósito  que  constitayó:  líbrese  ala 
Audiencia  de  Albacete  la  eorrespondiente  certificación  con  devolación 
del  apuntamiento:  publiquese  este  auto  en  la  Gae$ia,  é  insértese  en  ln 
CoUeciórk  le^Ul^n^f  pasándose  al  efeeto  las  copias  necesarias.-^(Sen- 
tenciia  publicada  el  14  de  Febrero  de  i 883,  é  inserta  en  l^Gaeeia  de  6 
de  Janio  del  mismo  año.) 
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Uecarso  de  easaotóa  (\^d$ Fibrero áe  1 883).— 5d¿a primera.^ 
NULIDAD  DE  UNOS  GONTBATos. — ^No  ha  lugar  al  interpuesto  por  el  Ayan- 
tamieato  de  San  Martín  de  Provensals  con  D.  Joaquín  Gasas  (Audiencia 
de  Barcelona),  y  se  resuelve): 

^  {^  Qui  según  lo  prei^mido  en  el  art.  1401  if^  k  ley  de  Enjuiciamiento 
€i9il  antigua,  reproducido  eneltOii  de  la  nueva,  es  necesario  licencia 
judicial  para  la  venía  ó  enajenación  de  los  bienes  inmuebles  de  meno 
res\  y  conforme  á  la  legislación  común  vigenlé  en  Cataluña,  es  nula  la 
enajenación  de  dichos  óienes^  hecha  por  el  mismo  menor  cuando  no  se 
llena  aquel  requisito: 

t^  Que  si  bien  las  leyes  i3  Digetto  De  obligationibus  et  actionibos,  y 
^01  y  \\S  del  mismo  Código  De  verborum  obligationibus,  que  declaran 
que  el  púber  puede  obligarse,  no  se  infiere  de  eso  que  esté  autorizado 
para  enajenar  bienes  inmuebles,  cuya  íimitaeión  se  estableció  expresa- 
-mente  al  conceder  al  recurrido  la  administración  de  los  suyos,  por  lo 
que  la  sentencia  que  declara  la  nulidad  de  dicha  enajenación  «o  úi- 
'frinqe  las  expresadas  leyes,  ni  la  doctrina  que  establece  que  los  meno  ■ 
res  púberes  que  no  tienen  padre  ni  curador  pueden  obligarse  válida- 
mente, surtiendo  estas  obligaciones  todos  los  efectos  legales ,  salvo  el 
beneficio  de  la  restitución  in  íntegrnm  que  se  les  concede  para  reparar 
4l  daño  que  hubiesen  sufrido; 

7Z^  Que  tampoco  infringe  las  leyes  t^.  Código  libro  2**  Si  major 
íactns  ratun  habaerit  y  30  Digesto  De  minoribus,  ni  los  principios  de 
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¿«rec^0  Rali  habí  tío  expresa  vel  tacita,  de  jorís  est.  Non  tantam  yerbí&i 
ratum  habere  potests,  sed  etian  aetus  Ratitíabítio  retro  babitur  ad  iñi 
tiam,  puesto  que  ni  directa  ni  indirectamente  ha  ratiflcado  en$u  mayor 
edad  la  enajenación  que  el  recurrido  hizo  cuando  era  menor,  no  deter- 
minando tal  ratificación  ta  cobranza  del  censo  que  independientemenie 
fie  la  enajenación  tenia  derecho  á  realizarla ^  ni  el  haberse  sujetado  é- 
tas  nuevas  condiciones  para  la  ediñcaeión^  lo  cual  no  era  acto  de  su  li- 
bre  voluntad'. 

En  ía  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Febrero  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pe- 
dro de  Barcelona  y  en  la  Sala  de  lo  civil,  de  la  Audiencia  de  dicha  ciu- 
dad por  D.  Joaquín  Gasas  y  Jover,  fabricante  y  propietario,  vecino  de 
la  misma,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Federico  Grases,  bajo  la 
dirección  del  Licenciado  D.  Rómulo  Mascaró,  con  el  Ayuntamiento  ¿e 
San  Martín  de  Provensals,  representado  por  el  Procurador  D.  Ángel 
Calvo,  dirigido  por  el  Liceacii^do  D.  Enrique  Roger,  y  con  los  herede 
ros  de  D.  Esteban  Sitjar,  que  no  han  comparecido,  sobre  nulidad  de 
unos  contratos:  , 

Resultando  qu$  D.  Joaquín  Gasas  y  Jovsr,  que  nació  en  t  de  Di:- 
ciembre  de  18i3,  obtuvo  en  i^  de  Agoato  de  1866  Real  dispensa  para 
administrar  su  persona  y  bienes  sin  depeudencia  de  curador  por  resul- 
tar justificada  su  aptitud  y  disposición  para  cuidar  su  patrimonio,  asi 
como  para  que  pudien^  comerciar  y  contratar;  pero  con  la  condición 
de  no  poder  enajenar  ni  obligar  ios  bienes  raíces  de  su  pertenencia 
sin  que  procediera  autorizacióu  judicial  hasta  que  no  hubiera  cumplido 
los  25  afios: 

Resultando  que  proyectada  y  acordada  en  1867  la  construcción  de 
una  plaza  y  Gasa  Consistorial  en  el  pueblo  de  San  Martín  de  Proven 
sais  para  cederla  luego  al  Ayuntamiento  de  la  misma  en  representa- 
ción del  común,'  se  designó  como  ejecutor  del  proyecto  á  D.  Esteban 
Sitjar,  propietario  del  mencionado  pueblo,  y  que  formado  para  ello  el 
plano  conveniente  quedó  emplazada  dicha  Casa  Consistorial  y  plaza  en 
una  porción  de  tierra  de  la  heredad  llamada  Torre  de  San  Juan,  que  en 
parte  era  de  plena  propiedad  de  D.  Joaquín  Casas,  y  en  parte  se  halla* 
ha  afecta  al  dominio  directo  del  mismo  por  razón  de  un  censo  enfítéu- 
tico  de  88  duros  anuales,  y  que  poseían  á  título  de  enfileutas  los  her- 
manos D.  Pablo  y  D.  Serapio  Cardellach: 

Resultando  que  los  referidos  hermanos  por  escrituras  de  h%  de  Julio 
de  1867  vendieron  á  D.  Esteban  Sitjar  las  referidas  porciones  de  terre- 
no en  precio,  D.  Pablo  de  3.900  escudos  y  D.  Serapio  de  f  .800,  y  en  la 
propia  fecha  D.  Joaquín  Casas  cedió  al  propio  D.  Esteban  Sitjar  gra- 
tuitamente y  mediante  promesa  por  parte  de  éste  de  cederlo  al  Ayun- 
tamiento de  San  Martín  de  Provensals  el  dominio  y  derechos  inheren- 
tes al  mismo  que  tenía  sobre  la  porción  de  terreno  vendido  por  loa 
hermanos  Cardellach  á  Sitjar,  y  además  la  parte  del  que  lo  poseía  en 
pleno  dominio,  y  que  según  el  plano  levantado  faltaba  para  comple* 
tar  la  plaza  acordada: 

Resultando  que  apoyado  en  estos  hechos  D.  Joaquín  Casas  y  Jover^ 
entabló  demanda  en  30  de  Noviembre  de  1872  que  dirigió  contra  Don 
Esteban  Sitjar  y  el  Ayuntamiento  de  San  Martin  de  Provensals  conjun- 
tamente por  su  respectivo  interés  é  intervención  de  contratante  y  po- 
seedor de  la  cosa,  deduciendo  de  aquellos  que  las  concesiones  de  te- 
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rreno  y  dominio  qae  había  hecho  eran  nulos  por  sa  menor  edad^ 
pnesto  que  la  dispensa  quo  se  le  concedió  contenía  la  terminante  pro- 
bibición  de  toda  enajenación,  y  que  en  todo  caso  estarían  afectos  ¿  la 
restUnción  iu  inUgrum  qae  en  sobsidio  de  la  acción  directa  de  nulidad 
invocaba,  pnesto  qoe  no  había  cnmplido  todavía  los  S9  años  pidió  qo^ 
previo  emplazamiento  de  D.  Esteban  Sitjar  y  del  Ayiintamíento  de  San 
Martín  de  Provensals,  para  qae  la  contestaran  dentro  del  término  legal, 
se  declararon  ea  so  lagar  y  caso  la  nalidad  de  las  concesiones  de  terre- 
nos, Televación  de  censo  ó  derechos  dominicales  y  demás  con  sus  res- 
pectivas escritoras,  y  en  so  conseeseneia,  reponer  á  D  Joaqain  Gasas 
en  la  posesión  y  propiedad  del  terreno  y  dominio  cedidos,  condenando 
á  los  poseedores  á  la  dimisión  del  primero  y  ai  pago  del  censo  y  demá» 
prestaciones  enftténtieas  sobre  los  troaos  procedentes  de  ios  hermanos 
Cardellach,  con  indemnisación  de  perjuicios  y  condena  de  costas: 

Resultando  que  por  no  haberse  acompañado  la  certificación  del 
ACto  conciliatorio  ni  los  documentos  á  que  la  demanda  se  refería,  no  se 
lé  dio  cnrso,  quedando  paralizada  hasta  el  19  de  Setiembre  de  4878  en 
qoe  presentó  aquéllos,  confiriéndose  traslado  á  los  demandados: 

Resaltanda  que  éstos  la  impugnaron,  alegando  que  Gasa  s  contaba 
en  la  fecha  en  que  tuvo  logar  el  contrato  la  edad  de  23  años,  y  había 
obtenido  dispensa  de  edad  para  el  ejercicio  del  comercio,  por  lo  cual  no 
podia  alegar  su  inexperiencia;  que  el  asunto  fué  tratado  con  los  Abo- 
gados respectivos  de  las  partes;  que  firmaron  como  testigos  el  contra- 
to, con  lo  cual  se  demostraba  la  previsión  de  D.  Joaquín  Gasas  y  la  au> 
toridad  del  convenio,  que  no  habían  aconsejado  los  Letrados  á  hallarse 
destituidos  de  validez;  que  D.  Esteban  Sitjar  cumplió  las  condiciones 
del  contrato,  traspasando  el  terreno  al  Ayuntamiento,  el  cual  admitió- 
)h  transferencia,  levantando  la  Gasa  Gonsistorial  y  dejando  la  plaza  á 
tenor  del  plano,  por  lo  coal,  teniendo  las  Gorporacionesxomo  entida- 
des morales  la  consideración  de  menor  edad,  no  cabía  la  restitución  ik 
tnUgrum^  porque  no  se  concedía  á  nn  menor  contra  otro  menor;  que 
desde  el  momento  en  qoe  fueron  cumplidas  por  el  Ayuntamiento  las 
condiciones  del  contrato,  fué  beneficioso  para  D.  Joaquín  Gasas  que 
adquirió  la  ventaja  de  tener  ona  plaza  públip  al  pie  de  los  terrenos  de 
so  propiedad,  de  los  cuales  no  cedía  más  que  una  pequeña  parte,  au- 
mentando el  valor  de  los  restantes  suyos  propios,  por  la  facilidad  de 
dividirlos  en  solares  y  venderlos  á  buen  precio,  beneficio  que  no  dis- 
frotaban los  hermanos  de  Gardellach,  que  nada  ganaban,  por  lo  coal 
no  era  de  extrañar  que  exigieran  precio  por  vía  de  compensación  del 
terreno  de  que  se  desposeían;  que  el  ascensamiento  de  terrenos  hecho 
por  el  demandante  siendo  mayor  de  edad  implicó  la  ratificación  del 
contrato  celebrado  siendo  menor;  que  había  trascurrido  ya  el  cuadrie- 
nio legal  para  poder  aprovechar  la  restitución  in  inieorum^  puesto 
qoe  la  demanda  que  se  propuso  en  18'7SI  no  había  sido  admitida,  y  por 
lo  tanto  no  fué  seguida  de  los  emplazamientos,  como  era  indispensable 
para  interrumpir  la  prescripción;  qoe  oponían  por  tanto  las  excepcio- 
nes de  falta  de  acción  y  de  derecho,  y  en  último  término  la  de  pres- 
cripción;  y  que  para  el  caso  de  no  ser  absneltos  de  la  demanda,  recon« 
venían  al  demandante  para  que  demoliera  todas  las  construcciones  que 
por  sí  ó  por  sos  derechos  habientes  hubiera  realizado,  siguiendo  las 
líneas  y  rasantes  que  se  dieron  de  conformidad  con  lo  convenido,  una 
vez  que  el  emplazamiento  de  la  vía  pública  había  entonces  de  cambiar, 
j  que  serían  diferentes  las  líneas  y  rasantes  oficiales  que  debieran  te- 
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jiers^  en  caenta,  y  se  la  condesara  á  abonar  el  vaUr  dt  parte  de  1« 
Gasa  Consistorial  qoe  foroaando  áogalo  venía  levantada  en  propiedad 
de  D.  Joaquín  Gasae,  y  á  la  indemnisación  de  los  daños  y  perjaicios 
^oe  de  la  analacióñ  6  reseisióa  del  contrato  ae  eigakra  á  loii  díeman- 
dados: 

Resaltando  que  el  actor  replicó  negando  que  hubiese  confirmado  en 
la  mayor  edad  ios  convenios  celebrados  con  Sitjar,  habiéndose  opoeslo 
siempre  i  ratificarlos  definitivamente:  qne  el  Ayuntamienio  no  obtavo 
la  aprobación  de  la  Autoridad  sapertor  para  admitir  la  cesión  ó  dona- 
ción que  hizo  Gasas;  que  éste  no  cumplía  los  35  anos  hasta  el  mes  de 
Diciembre  de  aquel  año  de  4878  y  el  emplazamiento  álos  demandados 
«e  hizo  en  Octubre  del  propio  año:  que  se  había  interpuesto  la  acción 
de  nulidad  por  los  convenios  ceiebRados  entre  Gasas  y  Siljar,  y  sólo 
subsidiariamente  y  como  recurso  supletorio  se  había  deducido  la  resti- 
tución tu  Megrum;  y  por  último,  impugnó  la  reconvención,  que  no  es 
objeto  del  actual  recurso: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  citados  los 
herederos  de  D.  Esteban  Sitjar  qne  no  han  comparecido,  dictó  senten- 
cia  el  Jnez  de  primera  instancia  qne  fué  confirmada  por. la  Sala  segna-- 
da  4e  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  H  de  Mayo  de  1 882^  dis- 
clarando nulas  y  de  ningún  valor  ni  eleeto  las  cesiones  de  terrenos, 
condonación  ó  relevación  do  censos  y  demás  derechos  dominicales  otor- 
gados con  D.  Joaquín  Gasas  en  la  escritora  privada  de  i H  de  Julio  de 
1857  é,  favor  de  D.  Esteban  Sitjar  y  en  las  de  escritora  de  venta  de 
nnos  terrenos  qoe  en  la  propia  fecha  y  á  favor  del  propio  Sitjar  otof -^ 
garon  los  hermanos  D.  Pablo  y  D.  Serapio  Cardellachv  coma  asimismo 
U  nulidad  de  dichas  escritoras,  debiendo  entenderse  con  respecto  i  los 
dos  últimos  sólo  en  cnanto  á  los  actos  ó  enajenaciones  verificadas  por 
D.  Joaqoín  Gasas,  quien  debería  ser  reintegrado  en  todo  lo  cedido  con 
mot^o  de  los  referidos  contratos  y  repuesto  en  U  posesión  del  terreno 
y  dominio  cedidos  á  D.  Esteban  Sitjar,  condenando  en  su  cónsecoe&ci» 
«1  Ayuntamiento  de  San  Martín  de  Provensals  ó  á  sosacUales  poseedo- 
res á  la  admisión  de  aqoól  y  al  pago  de  las  pensiones  y  demás  prestacio- 
nes en fitéu ticas  sobre  las  porciones  de  terreno  qoe  contaba  vendida  <»nv 
las  referidas  escrituras  y  desde  la  fecha  de  las  mismas  por  los  hermsí- 
fios  Gardellach  á  favor  de  Di  Esteban  Sitiar,  con  inclusión  del  laode«- 
mió  por  dicho  traspaso  y  además  qoe  se  hubiesen  verificado  desde  di-  • 
cha  época,  absolviendo  á  los  demandados  de  los  demás  extremos  solici- 
tados en  la  demanda  de  D.  Joaquín  Gasas,  y  á  éste  da  la  reeonve»ción 
formulada  por  aauellos,  con  reserva  al  Ayuntamiento  del  derecho  de 
^ne  se  crea  asistiao  respecto  á  las  reclamaciones  que  son  objeto  de  la 
misma,  el  cual  podrá  utilizar  si  viere  convenirle  en  Im  via  y  forota  pre- 
cedente: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  San  Martín  de  Provensals  4n<- 
terpuso  recorso  de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

i^  Las  leyes  43  Di  gesto  De  obü^ationlbus  €i  acHonibus,  y  40i  y  i4l 
del  mismo  Código  De  verborum  oblijfationibus,  qoe  disponen  qoe  d 
hombre  suijuris  púber  que  está  en  su  juicio  se  poeda  obligar;  qne  el 
que  ha  llegado  á  la  pubertad  sin  estar  en  la  potestad  de  otro,  se  puede 
obligar  del  mismo  modo  que  si  fuese  padre  de  fAmiiia^  y  qoe  los  lié*' 
gados  á  la  pubertad  se  pueden  obligar  sin  intervención  de  sus  oortido^' 
res;  y  el  principio  de  derecho,  en  virtud  del  cual,  donde  la  ley  no^s-* 
tingue,  no  es  licito  al  juzgador  distinguir,  toda  vez  qoe  la  senlenctt; 
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eiüteBidía  que  «1  menor  podía  eoRtraer  unas  oblif  aeiones  y  otras  no,  y 
la  ley  hablaba  de  obligaciones  generales: 

2^  Li  doclrina  eonsigneda  por  este  Tribanal  Supremo  en  senteneia 
da^  de  Oetubre.de  4866,  oonteaída  en  la  declarat^ión  siguiente:  «Se* 
gún  el  derecho  civil  de  Catalana  combinado  con  el  Romano  y  el  Pa* 
tño,  y  como  emanación  <ie  sus  prescripciones,  especialmente  de  las 
eotttenidas  en  la  ley  4^  tít.  ii^  libro  2^,  yolúmen  V  de  las  Constitu- 
ciones del  Principado,  de  las  Rooumas,  H  Digesto,  tít.  9^,  libro  27» 
J)€rehu9  eorum  qui  sub  Mela.  Instituciones  De  auioritate  tutorum,  y 
eon  arreglo  á  ia  ley  47,  tit.  6^,  Partida  6^  y  1  las  que  con  eilaa  con- 
coerdan  coadyuvándose  en-tre  sí  y  completándose  las  unas  por  las  otras; 
«es  doetrinaiegai  admitida  por  loe  Tribunales  que  los  menores  pü be  - 
res  que  no  tienen  padre  ni  curador  pueden  obligarse  válidamente,  sur- 
tleBOo  estas  obligaciones  todos  los  efectos  legales,  salvo  el  beneficio  de 
la  restitueíón  is  iníe^fwm  que  se  íes  concede  para  reparar  el  daño  que 
hubiesen  sufrido;»  con  arreglo  á  coya  doclrina  no  habían  podido  ser 
declarados  nulos  tos  contratos  eeiebrados  por  Gasas,  pudiendo  sólo 
alegarse  respecto  d  ellos  ta  restitución  tii  inttgrnm  que  se  había  utili- 
zado fuera  de  tiempo  y  no  iiabía  f<illado  coa  arreglo  á  ella  la  Sala: 
.  3<»  Las  leyes  «•,  tiédigo  libro  2*>  Si  major  faeúM  raíunhabu4ril  y  30 
Drgesto  i>^  w^mM^df»,  según  las  euales  el  que  cumplidos  los  25  años 
de  edad  ratifica  lo  hecho  durante  su  minoría,  pretende  luego  inútil - 
mente  que  sean  anulados  sus  actos; 

i  Y  4^  Los  principios  de  derecho  RaHhahitiú  empresa  vel  tacita,  de 
juf isest.  Non  iawt%Vi  ^$rbis  nUum  kabere  potestt,  sed  etian  aetus  ña- 
tihabiti&  retro  habiíwr  ad  initi%M;  pues  estableciéndose  en  ellos  que 
la  ralifícaeión  es  de  ley  y  produce  sus  efectos,  tanto  si  se  ha  hecho  ex* 
presa  como  tácitamente^  retrotrayéndose  siempre  al  principio,  Don 
Joaquín  Gasas  había  ratificado  por  medio  de  los  actos  realizados  en  su 
mayor  edad  el  contrato  j^riv^ado  y  escritoras  públicas  de  42  de  Julio 
de4S67: 

YrstOy  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  López  Montenegrot 

Considerando  que  según  lo  prevenido  en  el  art.  4401  de  la  ley  de 
&njoi€iamienio  civil  antigua  reproducido  en  el  2044  de  la  nueva,  es 
necesario  licencia  judicial. para  la  venta  ó'  enajenacióa  de  los  bienes 
inmuebles  de  menores,  y  conforme  á  la  legislación  común  vigente  en 
Catahifta^  es  nulalaenajenaoión  de  dichos  bienes,  heoha  por  el  mismo 
menor  cuando  no  se  lleva  aquel  requisito! 

Considerando  con  relación  á  los  motivos  4  °  y  9^  de  este  recurso  que 
la  sentencia  no  infringe  las  leyes  y  doctrinas  en  los  mismas  invocadas, 
porque  si  declaran  que  el  púber  puede  obligara,  no  se  infiere  de  eso 
que  esté  autorizado  para  enajenar  bienes  inmuebles,  cuya  limitación  se 
estableció  expresamente  al  conceder  al  recorrido  la  administración  de 
lot  suyos: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  las  disposiciones 
legales  cita(jlas  en  los  motivos  3^  y  4^,  puesto  que  ni  directa  ni  indi- 
rectamente  ha  ratificado  en  su  mayor  edad  la  enajenación  que  el  re- 
currido hizo  cuando  era  menor,  no  determinando  tal  ratificación  la  co- 
,  branca  del  censo  que  independientemente  de  la  enajenación  tenía  de- 
recho á  realizarla,  ni  el  haberse  snjetado  á  las  nuevas  condiciones  para 
la  edifieacióii,  lo  cual  ño  era  acto  de  so  libre  voluntad; 

vPaliamc^  qne  debemos  deolairar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso deeasakiióA  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  San  Martín  da 
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Provensals,  á  qnien  condenamos  á  la  pérdida  de  ia  cantidad  deposita* 
da,  que  se  distribairá  con  arreglo  á  la  ley  y  en  las  costas;  y  lihrese  á 
la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  con  deyo- 
lación  del  apantamiento  qae  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  I& 
<kd  Febrero  de  1883,  é  inserta  en  la  Oaceia  de  16  de  Agosto  del  mis- 
mo  año.) 

57  V 

Recurso  de  easaclón  en  asunto  de  Ultramar  (15  deFebre^ 
ro  d€  1883).—Sa/eíprm6ra.— Tbkcería  de  mejor  derecho.— Ño  hala- 
gar al  interpuesto  por  D.  Joan  Fernandez  Leiva  con  ia  Sociedad  To- 
rrienle  hermanos  y  B.  Álkins  y  Compañía  (Audiencia  de  la  Habana),-< y 

«A   fAftQñlVA! 

I*>  Quetas  leyes  i\  U  y  MS,  Hi.  iS,  Pariida  ^\  y  la  10,  HL  15, 
libro  1^  de  la  Novísima  BeeopUacióny  no  declara  nulas  las  obligaeionet 
jf  aoniraios  otorgados  por  ante  un  Escribano  ó  Notario  público  que  al 
tiempo  de  recibir  autorización  para  ejercer  la  fe  pública  sea  menor  de 
95  años,  ni  comprenden  esta  circunstancia  de  carácter  meramente  ad- 
ministrativo entre  las  falsedades  ó  menguas  que  vician  ¿as  escrituras;, 

t^  Que  el  recurso  de  casación  no  pueae  fundarse  útilmente  en  leyes 
y  doctrinas  referentes  á  cuestiones  no  discutidas  en  el  pleito: 

3**  Que  las  leyes  1*,  15  y  16,  ííí  13,  Partida  5*,  no  prohiben  que  en 
la  hipoteca  de  un  establecimiento  agrícola  se  comprendan  eapresamen- 
le  los  semovientes ^  aperos  de  labranza  y  demás  efectos  anejos  ai  mismo; 

Y  4^  Que  la  irregularidad  en  el  procedimiento  no  da  lugar  oí  re 
€urso  de  casación  en  el  fondo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Febrero  de  1883,  eo  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  vilja  de  Gienfué- 
gos  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  Audiencia  de  U  Habana  por  las  Socieda* 
des  Torriente  Hermanos  y  B,  Al\íns  y  Compañía  con  D.  Juan  Fernán- 
dez Leiva,  por  si  y  en  representación  de  los  demás  herederos  de  Don 
Ensebio  Fernández  López  y  con  D.  José  Manuel  Sarria  sobre  tercería 
de  mejor  derecho: 

Resultando  que  deducidos  autos  ejecutivos  por  D.  Juan  Fernández 
Leiva,  por  sí  y  en  representación  de  los  demás  herederos  de  D.  Eusebia 
Fernández  López,  contra  D.  José  Manuel  Sarria,  en  cobro  de  8.000- pe- 
sos por  razón  de  un  pagaré  que  con  fecha  30  de  Setiembre  de  1876  libró^ 
en  Cienfuegos  D.  Garlos  Gatell,  á  la  orden  de  Sarria,  con  vencimiento 
para  el  31  de  Diciembre,  y  que  Sarria  endosó  á  D.  Eusebio  Fernández^ 
¿,ópez,  garantizándole  su  pago  como  fiador  principal  pagador,  se  des- 
pachó la  ejecución  y  se  eÉibargaron  al  ejecutado  diferentes  bienes, 
consistentes  en  19  bocoyes  de  azúcar  y  10  negros  de  la  dotación  del 
ingenio  San  José  de  su  propiedad: 

Resultando  que  llegado  el  juicio  al  estado  de  haberse  hecho  la  cita- 
ción de  remate  acudieron  al  Juzgado  en  11  de  Setiembre  de  1879  las 
soeiedades  Torriente  hermanos  y  E.  Alkins  y  (Compañía,  deduciendo 
demanda  de  tercería  de  mejor  derecho,  con  la  pretensión  de  aue  se  de- 
clarase la  preferencia  del  pleito  que  contra  Sarria  tenían  sonre  el  de 
Leiva,  mandando,  en  su  virtud,  que  vendidos  los  bienns  embargados  se 
hiciera  pago  con  su  producto  de  las  cantidades  adendadaa  con  anterio- 
ridad al  crédito  del  ejecutante,  á  cuyo  efecto  alegaron  que  como  re* 
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faecionistas  de  los  ÍDgeaios  San  José»  Soledad  y  San  Ignacio,  de  la  pro- 
piedad de  D.  José  Manael  Sarria,  Doáa  María  del  Rosario  Albís  y  Don 
Joaquín  Sarria  respectivamente,  practicaron  con  éstos  liqaidación,  6D 
la  qne  resultó  alcanzaban  por  dicha  refacción  la  suma  de  593.999  pesos, 
que  les  fueron  recdnocidos,  comprometiéndose  &  pagarlos  mancomuna- 
da y  solidariamente  por  escritura  pública  de  1®  de  Febrero  de  1877: 
^ue  para  seguridad  del  crédito  reconocido  y  del  contrato  de  refacción, 
hipotecaron  los  deudores  expresa  y  señaladamente  lo«  tres  ingenios  ei  - 
tados  con  todas  sus  anexidades,  inclusa  la  dotación  de  esclavos:  que  no 
pudiendo  hacer  frente  á  su  compromiso,  pidieron  los  deudores  espera 
én  el  correspondiente  juicio,  la  que  les  fué  concedida,  respetando  la 
mencionada  escritura,  que  quedó  en  vigor,  con  la  sola  diferencia  de 
prorogar  á  seis  años  e)  vencimiento,  en  «vez  de  los  tres  que  se  habían 
fijado,  y  que  el  ejecutante  pretendía  cobrar  su  crédito,  que  constaba 
sólo  de  documento  privado,  habiendo  obtenido  el  embargo  de  esclavos 
y  otras  pertenencias  del  ingenio  Ssn  José,  hipotecando  expresamente 
para  seguridad  del  crédito  ae  las  sociedades  terceristas:  que  además  de 
la  hipoteca  tácita  que  establece  la  ley  t8,  tít.  8°,  Partida  5*,  sobre  la 
4Sosa  beneficiada  á  favor  de  los  eréditos  de  refacción,  tenían  á  su  favor 
la  expresamente  constituida  en  la  escritura  de  t"  de  Febrero  de  4877, 
^ue  les  concedía  préferancia  en  el  cobro  sobre  cualquier  crédito  como 
el  del  ejecutante,  que  debía  figurar  en  último  término,  y  que  recono- 
cida la  deuda  por  los  dueños  de  los  rres  ingenios,  para  cuya  explota- 
ción se  contrajo,  respondían  mancomunada  y  solidariamente  á  so  pa- 
go, sin  que  pudieran  en  todo  ni  en  parte  aplicarse  á  la  extinción  de 
otras  obligaciones  mientras  no  estuviera  la  primera  enteramente  satis- 
fecha: 

Resaltando  que  conferido  traslado  de  esta  demanda  al  ejecutado 
Sarria  y  á  ios  ejecutatantes,  la  contestaron  tan  sólo  éstos,  representa- 
dos por  Fernández  Leiva,  con  la  solicitad  de  que  se  les  absolviera  de 
ella  y  se  condenara  á  los  autores  á  perpetuo  silencio,  declarando  falsa 
é  ineficaz  la  escritura  en  que  fundaban  su  derecho^  alegando  al  efeeta 
que  dicha  escritura  era  un  contrato  á  día  determinado,  que  se  novo 
prolongando  su  vencimiento,  el  que  no  había  llegado  aún;  contrato 
que  era  falso,  y  como  tal  lo  redargüía  criminalmente  por  haber  hipo- 
tecado D.  José  Manuel  Sarria  el  ingenio  San  José  como  de  su  propie- 
dad, siendo  así  que  pertenecía  á  la  Sociedad  José  Manuel  Sarria  y  Com- 
pañía, de  cuyo  capital  formaba  parte,  habiendo  stdo  además  autorizado 
por  un  Escribano  qne  siendo  menor  de  25  años  no  había  podido  adqui- 
rir la  actitud  legal:  que  los  embargos  practicados  á  su  instancia  lo  ha- 
bían sido  sobre  frutos,  muebles  ó  semovientes  que  por  su  naturaleza 
no  pueden  ser  hipotecados,  y  que  siendo  ineficaz  tanto  la  hipoteca  co « 
mo  la  escritura  en  que  se  constituyó,  no  podían  tener  preferencia  al- 
guna, por  más  que  el  documento  en  que  se  apoyaba  el  derecho  del 
ejecutante  fuera  privado,  no  pudiendo  tampoco  caber  esta  preferencia, 
toda  vez  que  los  bienes  embargados  no  eran  susceptibles  de  ser  hipo- 
tecados: 

Resultando  que  los  actores  replicaron  que  con  posterioridad  á  la 
interposición  de  la  tercería  había  sido  el  ejecutado  Sarria  declarado  en 
concurso  necesario:  que  si  bien  concedieron  á  los  deudores  un  plazo 
más  largo  para  hacer  efectivo  el  crédito,  esta  gracia  no  podía  hacer  de 

Eeor  condición  su  derecho,  pnea  aplazando  sólo  la  ejecución  coaserva- 
a  siempre  igual  preferencia:  que  siendo  D.  José  Manuel  Sarria  Admi- 
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nistrador  ó  Gerente  de  la  Soeíedtd  qae  lleva  «a  nombre,  según  había 
reconocido  el  demandado,  tenia  faeoltades  para  efectnar  tos  contratos 
recesarlos  para  la  explotacBn  de  los  ingenieros,  para  enyo  objeto  se 
había  eooslituido  Ja  Sociedad,  siendo,  por  tanto,  yálido  y  eficaz  el  de 
refacción  que  en  tal  concepto  había  efectnado  con  los  demandantes, 
así  como  la  hipoteca  qoe  para  so  seguridad  había  constitñído:  qae  si 
bien  es  exacto  qae  los  bienes  de  la  clase  de  los  embargados  no  pneden 
hipotecarse  aisladamente,  no  lo  es  caando  forman  parte  integrante  y 
aun  principal  de  ona  fínea  asacarera,  qae  en  sa  totalidad  y  no  tan  sólo 
en  ana  parte  qoeda  afecta  á  lo  convenido  en  an  contrato  de  refacción: 
y  qoe  la  circnnstancia  de  ser  menor  de  edad  el  Escribano  qoe  antoritd 
la  escritora  no  envolvía  concepto  alguno  de  nolidad,  por  lo  qpe  era 
improcedente  la  excepción  qoie  en  ella  se  fandaba: 

Resaltando  qoe  Fernández  Leivá  dapHcando  añadió  á  lo  qoe  tenía 
alegado  al  contestar  la  demanda  qoe  después  de  deducida  la  tercería 
íoe  declarado  Sarria  en  concurso  necesario,  en  el  que  figuraba  el  crédi- 
to de  los  demandantes,  sin  que  á  dicho  juicio  se  hubieran  acumulado 
los  ejacutivos,  de  qoe  era  incidente  la  tercería,  y  que  la  circunstancia 
de  haberse  declarado  el  concurso  no  podía  aprovechar  á  los  demandan- 
tes para  .el  efecto  de  considerar  vencidos  los  créditos,  no  pudiendo,  por 
otra  parte,  pron^over  ana  acción  misma  en  dos  juicios  distintos^  cobran- 
do doblemente  lo  que  no  se  les  adeudaba: 

Resultando  que  de  la  escritura  citada  de  1^  de  Febrero  de  4877,  de 
qoe  se  trajo  á  los  autos  una  copia  durante  el  término  de  prueba,  á  ins- 
tancia de  las  Sociedades  terceristas,  que  en  ella  reconocieron  Doña  Ma- 
ría del  Rosario  Albís  y  D.  Joaquín  y  D.  José  Manuel  Sarria  ser  en  de- 
ber á  aquellas  sociedades  S93.999  pesos  por  cuenta  de  refacción  de  tos 
ingenios  Soledad,  San  Ignacio  y  San  José,  que  se  obligaban  á  satisfa- 
cer mancomunadamente  et  insolidum  con  el  interés  pactado  hasta  el 
vencimiento,  qoe  se  fijó  en  15  de  Noviembre  de  1879,  estableciendo  para 
el  caso  de  declaración  de  concurso  de  los  deudores  que  se  entendiera 
desde  luego  cumplido  el  plazo  estipulado  como  si  realmente  lo  estaviV 
ra,  quedando  los  acreedores  desde  ese  momento  en  aptitud  legal  para 
poder  exigirlo  por  la  vía  más  breve  y  expedita,  y  por  último,  que  para 
la  mayor  seguridad  de  lo  convenido  y  sin  que  la  obligación  general  de- 
rogue la  especial,  ni  ésta  á  aquélla,  sino  que  de  ambos  derecnos  pudie- 
ran hacer  uso  contra  todos  sos  bienes,  dejaban  expresa  y  señaladamen- 
te hipotecados  los  tres  ingenios  antes  mencionados  con  cuanto  les  era 
anejo,  incluso  las  dotaciones  de  esclavos,  de  cuya  hipoteca  se  tomaría 
razón  en  el  Registro: 

Resollando  qoe  á  instancia  de  Fernández  Leiva  se  hizo  constar  por 
medio  de  certificación  sacada  de  las  diligencias  de  apremio  del  j«iicio 
ejecutivo  que  los  bienes  embargados  á  petición  suya  á  D.  José  Manuel 
Sarria  consistían  en  25  esclavos,  20  carretones,  dos  carretas,  tres  yun- 
tas de  bueyes  y  18  bocoyes  de  azúcar: 

Resaltando  qoe  practicadas  otras  proebas  y  sostanctando  el  pleito 
en  dos* instancias,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  d» 
la  Habana  en  10  de  Junio  de  1881,  revocando  la  que  había  dictado  el 
Juzgado  y  declarando  preferente  y  de  mejor  derecho  el  crédito  á  qoe  lá 
demanda  se  contrae  sobre  el  de  D.  Joan  Fernández  Leiva  y  el  de  la  shr 
cesión  de  D.  Dnsebio  Fernández  López-,  y  mandando  qoe  fuese  pagado 
aquél  luego  que  fueran  vendidos  los  bienes  embargados  pertenecientes 
al  ingenio  Sai^  José>  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 
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Resaltando  q%e  D.  Joan  Fernandas  Leiva,  por  si  y  efi  representa- 
ción de  los  deseas  herederos  de  D.  Ensebio  Fernández  Lóqez  interpuso^ 
recorso  de  casación  por  haberse  infringido.*  . 

<•  Las  leyes  \\  54,  117  y  448,  líl.  48,  Partida  3»,  y  la  40,  título  45, 
libro  V  de  la  Novísima  Recopilaeión>  jeon  arreglo  á  los  qne  es  nnla  1» 
escritura  pública  antorizada  por  quien  no  es  Escribano  ó  Notario,  por 
cuanto  se  da  valor  y  eficacia  á  la  de  I*  de  Febrero  de  4877,  en  qne  se 
constituyó  la  hipoteca  sobre  el  ingenio  San  José  á  favor  de  los  terce- 
ristas, siendo  asi  que  el  Notario  ante  qoien  se  otorgó  era  menor  de  25^ 
aüios  cuando  se  le  encargó  el  ofielo  de  Escribano  público,  por  coya  ra  • 
táa  no  pndo  adquirir  tal  carácter,  siendo  nulos  los  documentos  ante  ét 
otorgados: 

V*  La  ley  4 14,  tít.  48,  Partida  3*,  según  2a  que  no  vale  la  escritora 
en  que  hay  alguna  falsedad  ó  engaño,  por  cuanto  se  considera  válida  la 
de  4®  de  Febrero  de  4877,  en  la  aue  simuló  D.  José  Manuel  Sarria  ser 
dueño  del  ingenio  San  José,  que  había  aportado  á  la  Sociedad  que  con^ 
su  madre  Doña  María  del  Rosario  Albís  tenía  constituida,  hipotecándo- 
lo á  una  obligación  particular  con  perjuicio  de  los  acreedores  de  la  So- 
ciedad|  á  cuyo  favor  responden  en  primer  término  los  bienes  sociales, 
sin  que  obste  la  circunstancia  de  que  concurriera  dicha  señora  al  otor- 
gamiento de  la  escritora,  porque  no  puede  confundirse  la  personalidad 
de  la  entidad  social  con  la  de  los  socios: 

3®  La  doctrina  legal  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  en  senten> 
cía  de  t7  de  Junio  de  4864,  según  la  que  la  preferencia  que  á  las  escri* 
turas  concede  la  ley  5*,  tít.  84,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación, 
no  tiene  lugar  cuando  éstas  recaen  sobre  objetos  reprobados  ó  adole- 
cen de  algún  vicio  de  nulidad,  puesto  que  se  da  esta  preferencia  á  la 
de  Febrero  de  4877,  en  que  se  constituyó  una  hipoteca  sobre  bienes- 
que  entonces  no  eran  del  deuuor  sino  de  una  Sociedad  todavía  no  di- 
suelta: 

.  4^  La  doctrina  admitida  por  los  Tribunales  de  justicia,  fondada  en 
la  ley  4^  tít.  43,  Partida\&%  conforme  á  la  cual  los  bienes  muebles  no 
pueden  afectarse  con  el  gravamen  real  de  hipoteca,  siendo  sólo  sus- 
ceptibles de  ser  dados  en  prenda;  toda  vez  que  sé  declara  eficaz  y  sub- 
sistente la  constituida  sobre  los  bienes  muebles,  codio  son  los  em-- 
bargados  en  el  juicio  ejecutivo  de  que  es  incidente  la  demanda  do 
tercería: 

5^, Las  leyes  15  y  46,  tít.  43,  Partida  5^  con  arreglo  á  las  que  sólo- 
alcanzan  los  efectos  de  la  hipoteca  al  inmueble  hipotecado  y  á  sus  fru- 
tos naturales,  en  el  hecho  de  declarar  afectos  á  la  hipoteca  bienes  mue- 
bles, que  ni  habían  sido  gravados,  ni  han  sido  ni  son  frutos  ó  acceso- 
rios del  ingenio  sobre  que  pesa  el  gravamen: 

6^  La  ley  4^  tít.  44,  Partida  3*  y  el  principio  de  ella  derivado  acto- 
r^  non  provanie  reus  0it  ahsohendus^  según  los  que  pertenecen  ai  de- 
mandante la  prueba  de  lo  que  el  demandado  negase;  por  cuanto  se  es- 
tima la  demanda  de  tercería  á  pesar  de  no  haber  intentado  siquiera, 
probar  los  demandantes  ser  los  bienes  embargados  eo  el  juicio  ejeco- 
tíuo  especies,  accesorios  ó  frutos  naturales  del  ingenio  Sao  José,  sobr» 
ei  qne  se  constituyó  la  hipoteca  en  que  fundan  su  derecho: 

7**  La  ley  7^,  tít,  43,  Partida  3%  que  establece  que  sólo  los  que  ha» 
el  señorío  de  las  cosas  Jas  pueden  empeñar  &  otro,  y  la  doctrina  esta- 
blecida por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  40  de  Setiembre  do 
4863,  según  la  qne  el  condueño  de  bienes  proindiviso,  como  no  tiene 
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pleno  dominio,  no  puede  hipotecar  válidamente  ni  aun  la  parte  alí* 
<iuota  que  le  corresponde;  puesto  que  se  declara  la  validez  de  la  hipo- 
teca constituida  por  D.  José  Manuel  Sarria  sdbre  el  ingenio  mencioaa- 
xlo,  que  pertenecía  á  la  Sociedad  José  Manuel  SarriA  y  Compañía»  que 
no  estaba  á  la  sazón  disuelta; 

Y  8®  La  ley  t^,  tíC.  i5,  Partida  5%  según  la  que  desamparando  el 
deudor  sus  bienes,  quedan  sometidos  á  la  autoridad  de  ios  Tribunales* 
que  los  reparte  por  orden  y  grado  entre  los  acreedores  sometidos  at 
concurso;  y  la  doctrina  legal  fundada  en  los  artículos  585,  517,. 573  y 
592  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,*  conforme  á  la  que  nombrados  los 
Síndicos  de  un  concurso  necesario  y  puestos  en  posesión  de  ios  bienes, 
sólo  á  ellos  corresponde  defender  los  derechos  de  la  masa  común,  care- 
ciendo de  derecho  para  ello  ios  acreedores  sometidos,  que  no  pueáen 
arrogarse  en  particular  la  representación  de  la  entidad  jurídica  del 
<3oneurso;  por  cuanto  habiendo  probado  que  los  terceristas  están  reco- 
nocidos como  acreedores,  y  habiéndoles  sido  admitida  la  demanda  de 
tercería,  viene  á  resultar  que  hacen  efectivo  un  mismo  derecho  deutra 
y  f^ra  del  concurso,  beneficiándose  en  perjuicio  de  los  demás  aeree-^ 
dores  graduados,  y  no  hay  términos  hábiles  para  determinar  qué  parta 
del  crédito  han  de  cobrar  fuera  del  concurso  y  qná  parte  dentro'de  él, 
«on  lo  que  resulta  el  fallo  injusto  é  impracticable: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D  Felipe  Yihas: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  cita- 
das en  el  primer  motivo  al  tener  como  válida  y  eficaz  ia  escritura  au* 
iorizada  en  1°  de  Febrero  de  1877  por  el  Escribano  D.  Emigdio  Nieto, 
nacido  en  3  de  Noviembre  de  4847,  porque  ninguna  de  dichas  leyes 
declara  nulas  las  obligaciones  y  contratos  otorgados  por  ante  un  Es- 
cribano ó  Notario  público  que  al  tiempo  de  recibir  autoriíación  para 
ejercerla  fé  pública  sea  menor  de  25  años,  ni  comprenden  esta  cir- 
cunstancia de  carácter  meramente  administrativo  entre  las  falsedades 
é  menguas  que  vician  las  escrituras: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  las  leyes  y  doetrí- 
ñas  citadas  en  los  motivos  2°,  3^  y  7®,  porque  la  escritura  de  I®  de  Fe- 
brero de  1877  no  foé  otorgada  por  D.  José  Manuel  Sarria  por  interés 
exclusivamente  suyo  y  afectando  dominio  de  que  careciese  en  el  inge- 
nio San  José,  sino  en  interés  común  de  la  Sociedad  de  que  era  Gerente 
y  por  los  tres  únicos  socios  que  la  formaban,  á  la  cual  habían  apor- 
tado respectivamente  dicho  ingenio  y  tos  nombrados  Soledad  y  Saa 
Ignacio,  haciendo  de  estas  circunstancias  clara  expresión  en  el  eoo- 
trato : 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  no  puede  fundarse  útil- 
mente en  leyes  y  doctrinas  referentes  á  cuestioues  no  discutidas  en  el 
pleito,  por  cuya  razón  no  es  de  estimar  el  motivo  6®  ñi  la  sentencia  in- 
fringe la  ley  1%  tít.  44,  Partida  3*,  puesto  que  las  sociedades  terceris- 
tas no  tenían  el  deber  de  probar  afirmaciones  no  contradichas,  cob^o 
la  de  que  los  frutos,  muebles  y  semovientes  embargados  á  instancia  del 
recurrente  en  el  ingenio  San  José^eran  anejos  del  mismo  y  como  tales 
estaban  hipotecados: 

Considerando  respecto  á  los  motivos  4^  y  5^  que  reducida  la  coes- 
tión  del  pleito  á  determinar  la  preferencia  entre  los  créditos  del  reen 
rrente  y  el  de  los  recurridos,  es  indispensable  que  debe  ser  preferida 
este  último  ó  como  hipotecario  ó  como  meramente  escriturario,  aparte 
4e  que  las  leyes  que  se  citan  no  prohiben  qne  en  la  hipoteca  de  un  es*- 
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tabl^cimiento  agrícola  ae  comprendan  expresamente  loa  semovientes, 
uparos  de  labranza  y  demás  efectos  anejos  al  mismo: 

Considerando,  en  fin,  qoe  la  irregularidad  del  procedimiento  en  que 
se  fqnda  el  motivo  octavo,  prescindiendo.de  la  inexactitud  relativa  ai 
estado  del  concorso  de  qae  se  trata,  no  da  logar  al  recurso  de  casación 
en  el  fondo; 

FallaoQosqpe  debebos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Juan  Fer- 
nández Leiva,  por  si  y  <en  representación  de  los  demás  herederos  da 
D«  Ensebio  Fernández  Jl>ópez,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  cos- 
tas; y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  correspon- 
dtenle. — (Sentencia  publicada  el  15  de  Febrero  de  1883,  é  inserta  isn  la 
Qaóeia  de  16  de  Agosto  del  mismo  ano.) 

58 

Competeneia  (15  de  Febrero  de  1883).— Sa/a  tercer  a, —Vago  de 
CiAMTiDAD.— Se  decide  á  favor  del  Juzgado  municipal  del  distrito  de 
la  Audiencia  de  Yalladolid  la  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Alican- 
te sobi%  conocimiento  del  juicio  verbal  entablado  por  D.  Joaquín  Gon- 
zález Sánchez  contra  la  Sociedad  Faes  hermanos  y  Compañía,  y  se  re- 
suelve: 

1^  Que  según  prescribe  el  art,  6S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
en.la  primera  parte  de  su  regla  1*,  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten 
acciones  personales  es  Jues  competente  el  del  lugar  en  que  déla  cumplir- 
se  la  obligación'^ 

7  %^  Que  el  pago  de  servicios  ó  jornales  debe  satisfacerse  en  el  lugar 
en  qu^  se  ha  prestado, 

<  £n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Febrero  de  1883,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  este  Tribunal  Supremo  promovida  por  el  Juz- 
gado municipal  de  Alicante  al  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Audien- 
cia de  Yalladolid  sobre  conocimiento  de  un  juicio  verbal  entablado  por 
D.  Joaquín  González  Sánchez  contra  la  Sociedad  Faes  hermanos  y  Com- 
pañía sobre  pago  de  cantidad: 

Hesultando  que  D.  Joaquín  González  Sánchez  demandó  en  ^4  de 
Octubre  último  á  la  Sociedad  Faes  hermanos  y  Compañía  ante  el  Juz- 
gado municipal  del  distrito  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  el  pago  de 
W  pesetas  75  céntimos  por  jornales  en  los  trabajos  de  la  carretera  de 
a<|uella  ciudad  á  Soria: 

Resultando  que  citada  y  emplazada  la  Sociedad  demandada  por  me- 
dio de  exhorto  que  al  efecto  se  libró  al  Juzgado  municipal  de  Alicante, 
punto  de  su  domicilio,  promovió  cuestión  de  competencia  por  inhibi- 
toria solicitando  de  aquel  Juzgado  que  se  declarase  competente  para 
conocer  de  la  demanda  en  atención  á  que  el  domicilio  de  la  Sociedad, 
eoB  arreglo  al  art.  65  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  era  el  punto  en 
que  tenia  ei  centro  de  sus  operaciones,  á  sea  aquella  ciudad  y  á  que  se 
ejercitaba  una  acción  personal: 

'  Resultando  que  oído  el  Promotor  fiscal,  que  estuvo  conforme  con  la 
inhibioión  pretendida,  dictó  auto  el  Juez  municipal  de  Alicante  decla- 
rando haber  lugar  á  la  inhibición,  y  mandando  que  se  requiriese  en 
Utmh  al  de  Yalladolid: 

Resultando  que  este  último,  con  vista  de  lo  manifestado  por  Don 
ioaquín  Gózales  Sánchez  y  por  el  Fiscal  municipal,  se  opuso  á  la  inhi- 
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bieión,  y  habiendo  io8istído  en  eila  el  de  Alicante,  remitieron  ambos- 
las  actoaejones  á  esteSopremo  Tribanal;  y  pasadas  á  esU  Sala,  se  ha 
sustaneiado  en  forma  legal: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Jaan  Ignacio  de  Harales: 
.   Considerando  qoé,  según  prescribe  el  art.  6t  de  la  ley  de  Enjoieja* 
miento  eivil  en  la  primera  parte  de  sa  regla  1%  en  los  jniciosen  qv^  ' 
se  ejerciten  aociones  personales  es  Jaez  competente  el  del  logar  en  que  . 
deba  camplirse  la  obligación,  y  qae  rec!amándo;ie  en  ei  presente  caso 
el  pago  de  servicios  ó  jornales  prestados  en  Yalladolíd,  en  ésta  deben 
satisfacerse,  siendo  de  perfecta  aplicación  paradla  resoloción  de  esta 
competencia  la  citada  disposición  legal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento 
del  joicio  verbal  deducido  por  D.  Joaquín  González  Sánchez  contra  la- 
Sociedad  Faes  hermanos  y  Compañía  corresponde  al  Jazgado  monici-  . 
pal  del  distrito  de  la  Aodiencia  de  Yalladolíd,  al  que  se  remitan  todas  . 
las  actoaeiones;  poniéndose  esta  resolución  en  conocimiento  del  de 
¡goal  clase  de  Alicante,  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las 
costas  acasionadas. — (Sentencia  publicada  el  15  de  Febrero  de  1883,  ¿ 
inserta  en  la  Gaceta  de  t  de  Marzo  del  mismo  año.) 

59 

Re««rfMide€asacl¿a  (21  de  Febrero  de  1 883).— «9e¿a  pfímrra. — 
Pago  db  cantidad. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Francisco  Gon- 
dián  con  Doña  Manuela  de  Ledesma  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  re* 
suelve: 

1®  Que  la  apreeiaeiófí  de  si  un  contrato  fué  ó  no  simulado,  por  re  fe» 
rirse  á  un  punto  de  hecho,  corresponde  á  la  Sala  sentenciadora  f cuyo 
criterio  en  este  punto  es  el  que  debe  prevalecer,  Ínterin  no  se  acredite 
con  arreglo  al  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su  núm.  V 
que  al  hacerse  dicha  apreciación  se  ha  cometido  error  de  hecho,  resul- 
tante de  documentos  ó  actos  auténticos  que  demuestran  la  equivocación 
evidente  en  que  haya  incurrido  la  sentencia*. 

S°  Que  s%  el  recurrente  si  bien  ha  intentado  demostrar  que  el  fallo  re 
clamado  estima  erróneamente  el  hecho  de  la  simulación  del  contrato  de 
obras  que  ha  dado  lugar  al  litigio,  no  cita  documento  ni  acto  auténtico 
que  por  si  sólo  y  de  un  modo  directo  y  concluyente  patentice  el  supuesto 
de  error  de  hecho,  puesto  que  se  limita  á  analizar  algunos  elementos  de 
prueba  de  los  aducidos  por  las  partes  para  fundar  en  ellos  unaapre^ 
dación  distinta  de  la  que  ha  hecho  la  Sala  sentenciadora  por  el  resulta^ 
do  de  los  mismos  medios  probatorios,  esto  no  llena  en  manera  alguna  las 
'  condiciones  exigidas  en  el  articulo  y  número  citados  de  la  ley  de  Bnjui» 
ciamiento,  y  por  consiguiente  no  puede  destruir  lo  que  establece  la  sen- 
tencia acerca  de  la  simulación  del  referido  contrato; 

T  3^  Que  ios  contratos  anulados  no  pueden  producir  efecto  alguno  le  - 
gal,  según  la  constante  Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Febrero  de  1883,  en  los  aotoa- 
que  ante  Nos  penden  en  virtod  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito.de  la 
Universidad  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  ca« 
pital  por  D.  Francisco  Gondián  y  Cuervo,  carpintero,  de  este  domicilio., 
representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras  y  el  Li* 
ceneiado  D.  Adriano  Curiel  y  Castro,  coa  Doña  María  Ledestca  y  Gil,  de- 
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1t  propia  vecindad,  propietaria,  representada  por  el  Proenrador  Don 
Daniel  Doze,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Antonio  Maura,  sobre 
pago  de  puertas: 

Resaltando  que  en  S7  de  Mayo  de  4878  otorgaron  escritora  dé  nna 
parte  D.  Francisco  Salgado,  como  apoderado  de  Doña  Manuela  Ledesma 
y  administrador  de  la  casa  plaza  del  Progreso,  nüm.  U,  según  poder 
otorgado  ante  D.  Mariano  Demetrio  Ortiz,  que  entre  otras  cláusulas 
comprendía  la  de  que  practicase  cuantas  mejoras  se  requirieran  en  la 
finca  é  finado  embellecerla  y  conseguir  que  los  productos  sean  más  lu 
crativos,  ajustando  y  contratando  las  obras  con  las  personas  «fue  á  bien 
tuviera,  y  de  otra  parte  D.  Francisco  Gundián,  de  cuya  escritura  apa- 
rece que  en  ti  de  Enero  de  4817  los  dos  comparecientes,  en  los  con- 
ceptos expresados,  celebraron  con  la  intervención  del  Arquitecto  Don 
Isidoro  Lerena  y  concurrencia  de  dos  testigos,  un  contrato  privado, 
firmado  por  todos  ellos,  para  que  el  Gundián  ejecutase  obras  de  reedi- 
ficación, arreglo  y  nueva  distribución  de  la  casa  plaza  del  Progreso, 
£ropia  de  Doña  Manuela,  consideradas  necesarias  para  la  mejora,  em- 
Btlecimiento  y  aumento  de  productos  de  la  ñnca,  con  sujeción  á  los 
planos  fprmados  poriiicbo  Arquitecto  y  á  su  dirección,  bajo  las  condi- 
ciones en  él  estipuladas;  comprometiéndose  Gundián  en  dicho  contrato 
privado  á  ejecutar  las  referidas  obras  por  la  cantidad  de  H 0.034  pese« 
setas,  que  percibiría  en  tres  plazos  iguales,  y  en  el  caso  de  que  se  le 
dejara  de  abonar  algunos  en  las  fecbas  marcadas,  se  entenderían  venci- 
dos los  tres,  pudiendo  hacerlo  efectivo  de  Doña  Manuela  Ledesma,  y 
estableció  como  condición  final  que  si  alguno  de  los  otorgantes  lo  que- 
ría había  de  elevarse  á  escritura  pública;  al  pie  de  dicho  contrato,  in- 
serto en  la  escritura,  aparece  una  nota  fechada  en  tO  de  Octnbre  de 
1877  ^firmada  por  Lerena  y  Salgado,  en  qne  se  dice  estar  cumpHdoel 
contrato,  habiéndose  ejecutado  más  obras  que  las  contratadas,  las  coa* 
les  se  pusieron  en  cuenta  en  aquella  fecha  unida  al  contrato  y  cuyo  va- 
lor ascendía  á  38.453  rs.  85  céntimos,  estando  visada  por  el  Arquitecto 
Lerena  y  firmada  por  Gundián  y  Salgado:  que  en  consecuencia  de  todo 
lo  expuesto,  Salgado,  en  el  concepto  en  que  comparecía  y  por  la  escri- 
tura de  que  se  trata,  confirmó  y  ratificó  el  contrato  privado  celebrado 
con  Gundián  en*  14  de  Enero  de  1877  para  la  ejecución  de  las  obras  de 
la  casa  plaza  del  Progreso,  núm.  14,  la  declaración  anotada  al  pie  del 
contrato  y  la  aprobación  de  la  cuenta  del  exceso  de  obras,  dándolo  por 
cumplido  y  por  recibidas  las  obras  desde  10  de  Octubre  de  1877,  que- 
dando sólo  pendiente  por  parte  de  la  dueña  Doña  Manuela  de  pagar  al 
Gundián  la  cantidad  de  478^589  rs.  85  céntimos,  equivalentes  á  119.647 
pesetas  31  céntimos  á  que  ascendían  las  obras  contratadas  y  las  com- 
prendidas en  la  mencionada  cuenta;  cu^a  obligación  cumpliría  la  Doña 
Manuela  con  arreglo  al  contrato: 

Resultando  que  en  85  de  Noviembre  de  1878,  D.  Francisco  Gundián 
dedujo  demanda,  en  la  que  después  de  hacer  mérito  del  contrato  priva- 
do y  escritura  relacionadas,  alegó  que  dada  la  naturaleza  y  efectos  del 
mandato  ó  apoderamiento,  el  mandante  ó  poderdante  quedó  directa- 
mente obligado  y  personalmente  al  cumplimiento  de  todos  y  cada  uno 
de  las  obligaciones  y  compromisos  que  su  mandatario  haya  contraído  á 
su  nombre  en  uso  y  por  virtud  del  poder  que  le  tiene  conferido:  que 
todo  crédito  proveniente  de  prestación  de  dinero,  trabajos,  obras  ó  ma*- 
teriales  para  la  construcción  ó  refacción  de  un  edificio,  tiene  deceeho  y 
debe  dársele  la  calificación  de  refaccionario  ó  impendiario  y  gozarse- 
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gún  tas  Yeyes  26,  88  y  29  del  tít.  13,  Partida  5^,  de  preferencia  para  sa 
pago  aun  en  concurrencia  con  Jos  acreedores  hipotecarios;  y  coneloyó 
solicitando  qoe  se  declarase  que  el  crédito  de  H9.()47  pesetas  31  cénti- 
mos que  Doña  Manaela  Ledesma  era  en  deber  al  demandante  es  refac- 
cionario ó  impendiario  sobre  la  casa  núm.  14  de  la  plaza  del  Progreso 
de  esta  corte,  propia  de  aquélla,  y  por  tanto  podía  y  debía  ser  anotado 
en  el  Registro  de  la  propiedad  en  la  forma  prevenida  en  la  ley  Hipote- 
caria, imponiendo  las  cestas  á  Doña  Manuela  si  se  opone  á  la  demanda; 
y  por  otrosí  pidió  se  anotara  la  demanda  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
y  así  se  acordó  y  tuvo  efecto  en  8  de  Enero  de  1879: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  Dona  Manuela 
Ledesma,  al  evacuarlo  expuso  que  en  Noviembie  de  1877,  á  üistancia 
de  D.  Francisco  Gundián  se  despachó  ejecución  por  el  importe  de  las 
mismas  419.647  pesetas  31  céntimos  áque  alude  en  sq  demanda;  pero 
en  sentencia  de  16  de  Abril  de  1878;  la  Audiencia  del  territorio  declaró 
la  nulidad  de  la  ejecución  despachada:  qcre  en  Junio  del  mismo  año 
interpuso  Guñdián  otra  demanda  ejecutiva  contra  Doña  Manuela  Ledes- 
ma sobre  pago  de  la  expresada  cantidad,  fundándose  en  la  escritura 
de  87  de  Mayo,  y  despachada  la  ejecución  se  procedió  al  embargo  de 
la  casa  núm.  14  de  la  plaza  del  Progreso  y  sus  rentas,  anotándose  pre- 
ventivamente en  el  Registro  de  la  propiedad,  y  se  sentenció  de  remate 
dos  meses  por  lo  menos  antes  de  presentar'la  demanda  sobre  refacción 
de  crédito;  pero  interpuesta  apelación  de  la  sentencia,  la  revocó  la  Su- 
perioridad, condenando  en  las  costas  á  Gundián:  que  Doña  Manuela  Le- 
desma no  había  facultado  á  D.  Francisco  Salgado  para  tratar  y  hacer 
obras  en  la  casa  que  pudiesen  montar  á  una  cantidad  tan  exhorbitante 
ni  menos  para  recibir  por  sí  como  buenas  dichas  obras,  para  reconocer 
como  cierta  y  legitima  la  cuenta  del  coste,  ni  para  obligarla  á  qd^  pa- 
gase tal  cuenta  por  inexacta  que  pueda  ser:  que  Gundián  no  fué  con- 
tratista de  las  obras  ejecutadas,  sino  sólo  un  sobrestante,  á  quien  se  pa-* 
garon  84  reales  diarios  por  su  jornal:  que  no  era  cierto  que  Doña  Ma- 
nuela recibiese  las  obras  ni  tuviera  noticiado  que  entre  Gundián  y.Sai' 
gado  se  hubiese  celebrado  el  contrato  que  suponía,  pues  creyó  siempre 
que  las  obras  se  hacían  por  su  cuenta:  que  desde  que  empezó  á  regir 
la  ley  Hipotecaria  no  hay  más  hipotecas  legales  que  la  misma  determi- 
na, entre  las  cuales  no  se  halla  el  crédito  refaccionario;  pudiendo  el 
acreedor  refaccionario  pedir  anotación  preventiva  de  su  derecho,  caso 
de  que  lo  tenga,  tan  sólo  mientras  durasen  las  obras  que  son  objeto  de 
la  refacción,  pero  ño  después  de  terminadas:  que  los  actos  del  manda- 
tario no  obligan  al  mandante  cuando  se  exceda  de  las  facultades  qu« 
se  le  han  conferido,  y  son  nulos  los  contratos  simulados,  como  lo  fué 
el  celebrado  entre  Gundián  y  Salgado;  y  que  la  anotación  preventiva 
de  la  demanda  constituye  al  demandante  en  la  obligación  de  indemni^ 
zar  los  daños  y  perjuicios  que  con  ella  ocasione;  y  en  su  virtud- pidió 
que  se  le  absolviera  de  la  demanda;  condenando  al  actor  en  todas  las 
costas  y  gastos  y  en  la  indemnización  de  los  perjuicios  que  se  habían 
ocasionado,  con  la  anotación  preventiva  de  ella  y  que  se  le  cancelase 
dicha  anotación: 

Resultando  que  conferido  traslado  para  réplica  al  autor,  pretendió 
que  se  acumulase  á  estos  autos  otra  demanda  que  se  seguía  á  instan- 
cia del  mismo  en  el  Juzgado  del  distrito  del  Congreso  sobre  pago  del 
crédito  de  que  se  trata,  á  lo  que  se  accedió,  apareciendo  de  ios  autos 
acumulados  resultar  que  en  7  de  Enero  de  1880  D.  Francisco  Gundián 
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dedojo  demanda,  en  la  qae  exposo,  entre  otros  particulares,  qae  Doña 
Manaela  Ledesma  consultó  con  el  Arquitecto  D.  Isidoro  Lerena  sobre 
las  reformas  y  mejoras  qoe  podrían  hacerse  en  la  finca,  y  le  encargó 
escribiese  la  Memoria  facultativa,  proyecto  y  planos,  lo  cual  efectuó, 
mereciendo  la  aprobrción  de  Doña  Manuela:  que  ésta  presentó  al  Ayun* 
tamiento  una  Memoria  solicitando  licencia  para  la  ejecución  de  dichas 
obras:  que  después  otorgó  poder  á  D.  Francisco  Salgado  para  que  rea- 
lizase las  mejoras  de  la  finca  que  se  pretendían,  y  éste  contrató  s^ 
construcción  con  Gundián,  segAn  se  refiere  en  la  otra  demanda;  que 
dado  principio  á  las  obras,  firmó  y  remitió  la  Doña  Manuela  un  oficio 
á  la  Comisión  de  Evaluación,  participando  que  se  hallaba  la  casa  desal- 
quilada por  razón  de  las  obras  para  que  se  le  diera  de  baja  en  la  cons- 
trucción hasta  que  se  terminaran:  que  además  dirigió  una  comunica- 
ción á  la  Sociedad  de  Seguros  contra  incendios  ampliando  el  seguro  de 
la  finca  desde  340.000  rs.  en  que  anteriormente  la  tenía  puesta,  hasta 
800.000  que  se  calculaba  haber  aumentado  su  valor  con  las  reformas 
Jhechas;  y  fundada  en  que  el  que  presta  dinero,  materiales  ó  trabajos 
para  la  construcción  de  una  casa  tiene  derecho  i  exigir  del  dueño  de 
ella  el  pago  de  tales  prestaciones,  y  que  nadie  debe  enriquecerse  en 
perjuicio  de  otro,  pidió  &e  condenase  á  Doña  Manuela  Ledesma  al  pago 
de  119.647  pesetas  31  céntimos  que  le  adeudaba  por  las  obras  ejeotu- 
ladas,  con  los  intereses  legales  debidos  por  mora,  y  las  costas; 

Resultando  que  al  contestar  la  demanda  Doña  Manuela  Ledesma 
alegó  que  al  declararse  en  los  últimos  autos  ejecutivos  no  haber  lugar 
i  pronunciar  sentencia  de  remate,  se  fundó  esta  resolución  en  que  el 
contrato  de  obras  que  se  dice  celebrado  entre  Salgado  y  Gundián  es  si- 
mulado, falso  civilmente  y  nulo  por  consecuencia:  que  Gundián  sólo 
fué  un  sobrestante  á  quien  se  señaló  un  jornal  determinado;  y  que  fué 
simulado  el  contrato  entre  Salgado  y  Gundián,  por  lo  que  pidió  que  se 
le  absolviera  de  la  demanda,  condenando  en  costas  al  autor: 

Resultando  que  al  replicar  D.  Francisco  Gundián  en  ambos  juicios 
acumulados  insistiendo  en  las  pretensiones  de  su  demanda,  adicionó  á 
las  consideraciones  que  tenía  alegadas  que  la  prueba  de  que  Gundián 
fué  contratista  y  ejecutor  de  las  obras,  era  que  en  este  carácter  habia 
sido  reconocido  y  condenador  por  ejecutoria  en  juicio  ordinario  á  pa- 
gar ái3n  almacenista  de  yeso  y  dos  soladores  19.000  y  pico  de  reales 
por  saldo  de  sus  cuentas  de  materiales  y  trabajos  prestados  en  ellas;  y 
Doña  Manuela  Ledesma,  al  duplicar  insistió  también  en  sus  anteriores 
alegaciones,  añadiendo  que  ella  no  fué  parte  en  el  pleito  que  ¿egún  se 
indicaba  siguieron  D.  Domingo  Pérez  n  otros  contra  Gundián  ni  podía 
perjudicarle  su  resultado,  y  que  además  parece  ser  que  salió  absuelto 
Salgado: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  practicaron  las  pro- 
puestas por  las  partes  por  medio  de  posiciones,  documentos  y  testigos, 
y  en  8  de  Febrero  de  1882,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia 
absolviendo  á  Dcña  Manuela  Ledesma  de  las  demandas  acumuladas  de 
D.  Francisco  Gundián  sobre  reconocimiento  y  pago  del  crédito  de 
H9.647  pesetas  31  céntimos  procedentes  de  obras,  y  que  se  declare  re- 
faccionario; absolviendo  á  la  vez  á  Gundián  en  cuanto  á  la  indemniza- 
ción de  perjuicios  que  la  demandada  le  reclama  como  ocasionados  por 
la  anotación  preventiva  de  la  demanda,  sin  hacer  especial  condenación 
de  costas,  y  á  petición  de  Doña  Manuela  Ledesma,  en  providencia  de 
40  del  mismo  mes  de  Febrero  se  aclaró  la  sentencia  en  el  sentido  de 
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mandar  se  cancelase  la  anoUcióa  preventiva  de  la  demanda  hecha  en  el 
Registro  de  la  propiedad: 

Resaltando  qae  confirmadas  dichas  sentencias,  con  las  costas,  por 
la  qoe  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au4iencia  del  distrito  dict0  én 
8  de  Jolio  de  1882,  por  parte  de  D.  Francisco  Gandían  se  interpaso  re- 
curso de  casación  en  cuanto  absolvía  á  Doña  Manuela  Ledesma  de  la 
demanda  por  conceptuar  infringidas: 

i*  La  ley  1*,  tit.  i^  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  la  dqc- 
trina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia  de  qae  el  demandante  esti 
obligado  á  cumplir  los  contratos  celebrados  por  su  mandatario  en  aso 
del  poder  conferido  por  aqoél  y  dentro  de  sas  facultades;  doctrina  de- 
ducida en  perfecta  consonancia  de  la  ley  H ,  tít.  10,  libro  i^  del  Ptiero 
Real,  y  las  del  a't.  i2  de  la  Partida  5^,  que  rigen  el  contrato  de  man  - 
dato,  las  cuales  también  resaltan  infringidas;  en  cuanto  á  la  sentencia 
absuelve  á  Doña  Manuela  Leddsma  de  la  demanda  sobre  el  pago  del  pre  - 
cío  estipulado  de  la  demanda  sobre  el  pago  del  precio  estipulado 
de  las  obras  ejecutadas  en  so  casa  por  el  demandante  Gandían  én 
virtud  de  contrato  celebrado  con  el  apoderado  de  dicha  señora  D.  Pran* 
cisco  Salgado,  facultado  amplia  y  omnímodamente  en  el  poder  confe  • 
rido  en  escritura  pública  para  administrar  la  casa,  para  practicar  en 
ella  cuantas  mejoras  requifiese  á  fin  de  embellecerla  y  aumentar  sus 
productos  y  para  ajustar  y  contratar  las  obras  con  las  personas  que  á 
bien  tuviese: 

y  La  jurisprudencia  establecida  por  decisiones  de  este  Tribunal  Su- 
premo en  sentencia,  entre  otras,  de  27  de  Abril  de  1861,  ti  de  Setiem- 
bre de  1859  y  17  de  Marzo  de  1863;  porque  resultando  de  autos  plena- 
mente acreditados  por  multitud  de  pruebas  instrumentales  y  testifica- 
les, congruentes  é  indestructibles,  y  por  autos  autónticoa.  anteriores, 
simultáneos  y  posteriores  Je  la  celebración  del  contrato  de  obras  de  que 
se  trata  entre  Salgado  como  apoderi^do  de  Doüía  Manuela  Ledesma  j 
D.  Franoisco  Gandián,  y  constando  de  igual  modo  la  obligación  contraí- 
da en  el  contrato  de  obras  y  reconocida  también  en  la  escritura  públi- 
ca á  que  más  tarde  se  elevó  de  la  Doña  Manuela,  á  pagar  al  contratista 
Gundián  el  precio  estipulado  por  tales  obras,  la  sentencia  qoe  absuel- 
ve á  aquélla  de  tal  demanda  infringe  la -ley  del  contrato  y  las  demás 
citadas  en  este  motivo: 

3**  La  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia  y  consignada 
por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  31  de  Diciembre  de  1837» 
de  que  cuando  en  una  sentencia  se  viola  un  contrato  con  inexactos  fun- 
damentos, procede  el  recurso  de  casación,  en  cuyo  caso  se  encuentra 
la  sentencia  recurrida,  dada  la  violación  del  contrato  que  aparece  de- 
mostrada: 

i®  Que  la  sentencia  contiene  además  inexactitud  y  error  de  hechos, 
resultando  este  de  documentos  y  actos  auténticos:  que  en  uno  de  los 
considerandos  de  la  sentencia  se  dice  que  la  solicitud  de  que  se  conde- 
ne á  Doña  Manuela  Ledesma  á  pagar  al  demandante  Gundián  la  canti- 
dad que  reclama  por  precios  de  las  obras,  se  funda  en  la  escritura  de  27 
de  Mayo  de  1878,  siendo  así  que  no  es  este  el  único  fundamento  de  tal 
reclamación  y  demanda,  sino  que  á  lave»,  y  tanto  más  que  en  la  cita- 
da escritura  á  que  se  elevó  el  documento  privado  de  contrato  de  obras, 
se  fundan  principalmente  en  la  preexistencia  de  dicho  contrato  bete - 
brado  en  14  de  Enero  de  1877  y  en  la  serie  de  actos  auténticos  de  íos 
contratantes  y  especialmente  de  la  demanda,  anteriores,  simultáneos  y 
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posteriores  á  U  eelebrteión  de  dicho  contrato,  y  ejecocióD  de  las  obras 
intratadas,  á  vista,  ciencia  y  paciencia  de  la  Doña  Manaela  y  én  su 
provecho,  y  en  la  aprobación  y  recepción  de  las  obras  por  la  misma  y 
an  Arquitecto: 

5®  Que  había  inexactitud  y. error  de  hecho  y  fnndamental  en  lasett- 
^ncia  al  decir  que  otro  considerando  qne  la  Sala  (irimera  de  la  An- 
diencia,  al  dictar  la  sentencia  de  29  de  Enero  de  1879  en  el  juicio  eje-. 
cptivo  que  fnndado  en  la  citada  escritura  promovió  Gundián  con  Dofta 
.  Uanaela  Ledesma,  resolviendo  so  haber  lugar  á  despachar  la  ejecución, 

,  declaró  que  el  contrato  qne  en  la  misma  se  contiene  es  simulado,  lo  que 
no  era  exacto,  pnes  lo  único  que  resolvió  y  declaró  fué  no  haber  lugar 
á  pronunciar  sentencia  de  remate: 
6°  Que  igualmente  había  inexactitud  y  error  de  hecho  y  de  derecho 

.  al  consignarse  en  otro  considerando  de  la  sentencia  que  apareciendo 
de  las  pruebas  que  el  que  verdaderamente  ejecutó  las  obras  fué  Don 
Francisco  Salgado  y  D.  Franciico  Gundián,  el  contrato  entre  ambos 
celebrado  contenía  una  verdadera  simulación:  gne  este  error  de  hecho, 
que  se  evidencia  con  documentos  j  actos  auténticos  que  acrediten  ple- 
na é  indestructiblemente  la  ejecución  de  las  obras  por  el  contratista 
Gundián  y  de  su  cuenta,  implica  y  entraña  á  la  vez  evidente  error  de 
derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas: 

.  V  Qae  habría  inexactitud  de  fundamento  y  error  de  derecho,  én 
cuanto  la  sentencia  daba  por  probado  que  quien  verdaderamente  eje- 
cutó las  obras  fué  Salgado  y  no  Gundián,  apreciando  para  ello  como 
de  más  valor  de  todos  los  documentos,  hechos  y  testimonios  que  apa- 
recían ¿e  autos,  las  declaraciones  de  tres  testigos,  en  contradicción  con 
sos,  propios  actos  y  enemigos  manifiestos  de  Gundián,  con  fülen  si* 
.guieion  pleito,  y  otros  tres  testigos  de  referencia  á  manifestaciones 

:extrajudiciales  de  Salgado  y  Gundián,  faltando  en  esta  apreciacióü  á 

.  las  reglas  de  la  sana  crítica,  y  á  las  que  como  tales  contienen  las  leyes 
.f^  y  8^,  tft.  U;  28  y  S9,  31  y  4f ,  tít.  46  de  la  Partida  3^  seffún  tiene 
reconocido  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  30  de  Knero  de 
1866,  y  que  tal  aprecia<*.ión  en  que  se  falta  á  las  citadas  reglas  de  sana 
crítica,  infringe  el  art.  659  de  la  Novísima  lev  de  Enjuiciamiento  civil, 
ó  sea  317  de  la  antigua;  y  además  de  las  citadas  leyes  invocaba  la  7% 
título  13,  Partida  3^  y  la  jurisprudencia  en  su  conformidad  estableei- 

.  da  de  que  la  conoscencia  hecha  fuera  de  juicio  y  sin  estar  deUnte  la 
•4)tra  parte  no  tiene  valor,  así  como  tampoco  las  manifestaciones  extra- 
judiciales  de  uno  á  que  otro  se  refiere  lo  tienen  contra  aquél  ni  menos 

.  contra  tercero: 

8*  Que  había  inexactitud  y  doble  error  de  derecho  en  la  aprecia* 
eión  de  las  pruebas;  en  cuanto  del  hecho  supuesto  de  haberse  ejecuta- 
do las  obras,  ó  más  bien  parte  de  ellas,  con  dinero  de  Salgado  étimi- 
nistrado  á  Gundián,  deduce  y  sienta  la  sentencia  como  probado  que 
quien  ejercitó  las  obras  fué  Salgado  y  no  Gundián,  y  de  aquí  deduce 
,y  sienta  qne  el  contrato  entre  ambos  celebrado  contiene  una  verdadera 

;  <eimulación:  que  tal  error  es  tan  evidente  como  que  confunde  la  cele* 

!  bración  del  contrato  verdadero  y  legítimo  con  el  hecho  posterior  de  la 
.ejecución  de  las  obras:  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  fuera  cierto  que 

.había  venido  á  ejecutarlas  Salgado,  no  por  esto  habría  simulación  de 

.contrato,  sino  variación  de  persona  ejecutante  del  mismo  en  su  eum- 

.pljmiento: 

Y  9®  Que  al  decir  ahora  la  Sala  sentenciadora  qne  Gundián  iio  feto 
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ni  ejecutó  obras,  y  absolver  á  Doña  Manuela  Ledesma  de  la 
bre  pago  del  precio  estipulado  por  tales  obras,  siendo  asi^ 
la  Sala  condenó  al  Gundián  como  contratista  y  obligado  al 
cantidades  que  se  le  reclamaron,  procedentes  de  materiales^ 
se  establecía  el  imposible  de  que  una  cosa  sea  ó  no  sea  al 
po,  que  Gundián  haya  sido  y  sea  contratista  de  las  obras 
idenado  á  pagar  á  los  artistas  y  materiales  que  le  presta- 
no  sea  tal  contratista  para  cobrar  de  la  dueña  de  la  casa^ 
recio  de  tales  obras,  estipulado  en  el  contrato  de  las  miamas 
sulta  además  la  infracción  de  las  reglas  17  del  Derecho, 
1  el  tU.  34,  Partida  7^,  de  que  ninguno  debe  enriquecerse 
ote  con  daño  de  otro;  pues  Doña  Manuela  Ledesma  se  en- 
I  daño  de  Gundián  si  prevaleciera  la  sentencia  que  la  ab- 
ago  del  precio  de  las  obras  contratadas  y  ejecutadas  con^ 
3ho  para  ella,  como  la  misma  tiene  confesado  Ji)ajo  jura*- 

3ndo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 
ando  que  la  apreciación  de  si  un  contrato  fué  ó  no  simula- 
irse  á  un  punto  de  hechos,  corresponde  á  la  Sala  senteti* 

0  criterio  en  este  punto  es  el  que  debe  prevalecer,  íoteriit 
te  con  arreglo  al  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
lim.  7®  que  al  hacerse  dicha  apreciación  se  ha  cometido 
ho,  resultante  de  documentos  ó  actos  auténticos  que  de- 
equivocación  evidente  en  que  haya  incurrido  la  sentenciar, 
ando  con  relación  al  caso  de  autos  que  si  bien  el  recurren- 
ido  demostrar  en  los  motivos  4°  al  9°  que  el  fallo  reclama-* 
irróneamente  el  hecho  de  la  simulación  del  contrato  de 

i  dado  lugar  al  presente  litigio,  es  lo  cierto  que  no  cita 
li  acto  auténtico  que  por  sí  sólo  y  de  un  modo  directo  y 

patentice  el  supuesto  de  er^'or  de  hecho,  puesto  que  se  11- 
car  algunos  elementos  de  prueba  délos  aducidés  por  jas 
fundar  en  ellos  una  apreciación  distinta  de  la  que  ha  he^ 
entenciadora  por  el  resultado  de  los  mismos  medios  pro- 
5ual  no  llena  en  manera  alguna  las  condiciones  exigidas  en 

número  citados  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  y  por  consi- 
)uede  destruir  lo  que  establece  la  sentencia  acerca  de  las 

1  del  referido  contrato: 

indo  en  virtud  de  lo  expuesto  que  el  fallo  impugnado  na 
leyes  y  doctrinas  invocadas  en  los  tres  primeros  fundamen- 
so,  en  los  que  se  parte  del  supuesto  de  la  validez  del  con- 
is  celebrado  ectre  D.  Francisco  Salgado  con  el  carácter  de 
3  Doña  Manuela  Ledesma  y  administrador  de  la  casa  nú- 
a  plaza  del  Progreso  y  D.  Francisco  Gundián  como  con- 
idias obras,  y  esto  no  puede  admitirse  en  el  mero  hecho 
i  simulado  el  referido  contrato,  el  que  por  lo  tanto i9s  nula 
curtir  efecto  alguno  legal,  segúniaconstante  jurispruden- 
'ribunal  Supremo; 

que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
ición  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Francisco- 
(rvo,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de 
|ue  debió  depositar,  la  que  caso  de  hacerse  efectivas!  me-, 
tuna  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  corres- 
rtifícación  á  la  Audiencia  de  este  distrito,  con  devolución  . 
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del  apuntamiento.— (Sentencia  publicada  el  21  de  Febrero  de  4883,  é 
inaerta  en  la  Gneeta  de  2f  de  Agosto  del  mismo  año.) 

60 

CiMnpeteiicla  (ti  de  Febrero  de  4883).— Sa^a  tercera. — Pago  d& 
TB^BTi^s.— Se  decide  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  San* 
iander  la  sucitada  con  el  de  igoal  clase  del  distrito  de  la  Universidad  de 
Madrid  sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  D.  Rufino  Pi- 
neda contra  la  viuda  y  herederos  de  D.  Luis  Guilhou,  y  se  resuelve: 

Qite  según  dispone  el  art,  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  én 
los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  es  Juez  competente 
el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  ta  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elec- 
ción del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado,  ó  el  del  lugar  del 
contrato^  si  hallándose  en  él^  aunque  accidentalmente ^  pudiera  hacerse 
el  emplazamiento: 

£o  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  21  de  Febrero  de  1883,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  Nos  promovida  por  el  Juez  de  primera  instan- 
cia del  distrito  de  la  Universidad  de  esta  capital  al  de  igual  clase  de  la 
ciudad  de  Santander  sobre  conocimiento  de  la  demanda  deducida  ante 
éste  por  D.  Rufino  Pineda  y  Don  contra  la  viuda  y  herederos  do  D.  Luis^ 
GuilhoQ  sobre  pago  de  pesetas:     . 

Resultando  que  en  carta  fechada  en  Madrid  á  3  de  Agosto  de  1865^ 
propuso  D.  Luis  Guilhou  á  D.  Rufino  Pineda,  de  Santander,  que  á  fin  de 
Dtilizar  loa  créditos  que  á  su  nombre  particular  tenía  en  Londres  sobre 
casas  tan  respetables  como  la  sociedad  Peninsular  Indiana  y  lá  Agencia 
Imperial,  podía  Pineda  librar  á  tres  meses  fecha  con  autorización  de ' 
Guilhou,  que  trasmitiría  á  las  casas  de  Londres  para  que  sp  firma  íuese  • 
bien  acogida  y  podría  hacerles  remesas  sobre  Madrid  á  medida  que  li- 
brase sobre  Londres  6  librar  á  su  cargo  á  ocho  dias  al  recibir  su  aviso 
de  giros,  siendo  necesario  que  le  abriera  en  sus  libros  una  cuenta  á  su 
nombre  particular  completamente  separada  de  ia  Compañía  que  nada 
tenía  que  ver  en  este  asunto: 

Resultando  que  aceptada  por  Pineda  esta  operación,  con  motivo  de 
la  cual  mediaron, diferentes  cartas  y  telegramas,  las  casas  deLóndres^ 

8118  aceptaron  los  giros  no  los  pagaron  á  su  vencimiento,  por  lo  cual 
.  Rufino  Pineda  recogió  las  letras  últimas  de  que  aun  no  había  reem- 
bolsado á  Guilhou,  exigiéndole  la  devolución  de  6.449  libras,  5  sueldos 
y  H  dineros  que  hasta  entonces  había  puesto  en  su  poder,  así  como  los 
gastos  consiguientes,  lo  cual  no  pudo  lograr,  siendo  la  causa  deque  se 
presentara  en  quiebra: 

Resultando  que  las  casas  inglesas  se  pusieron  en  liquidación,  babien* 
do  satisfecho  una  de  ellas  á  sus  acreedores  algunos  dividendos,  demos- 
trando ambas  que  Guilhou  no  los  había  provisto  de  fondos  para  aten- 
der al  pago  de  dichos  giros;  que  convenido  Pineda  con  sus  acreedores,, 
ith%6  de  verificar  un  arreglo  con  Guilhou,  que  no  llegó  á  realizarse  por 
no  haber  dado  garantía  alguna,  y  que  por  ello  se  continuó  una  causa 
aobre  estafa,  ya  sobreseída,  siendo  absuelto  Guilhou  por  sentencia  de 
la  Audiencia  de  esta  Corte  de  25  de  Noviembre  de  1879,  reservando  á 
D.  Rufino  Pineda  la  acción  civil  que  viere  convenirle: 

Resultando  que  ocurrido  el  fallecimiento  de  Guilhou  en  12  de  Julio 
de  4884  en  el  pueblo  de  Chamartín,  y  siendo  inútiles  las  gestiones  que 
practicó  D.  Rufino  Pineda  con  la  viuda  y  herederos  de  aquél  para  et 
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pago  de  8p  crédito,  dedujo  demanda  en  10  de  Agosto  de  1 881  en  el  lai-» 

fado  de  primera  instancia  de  Santander,  en  la  que  consignando  eomo 
eches  ios  que  qnedan  referidos,  expuso,  enire  otros  fundamentos  le* 
gales,  aue  la  comisión  que  recibió  de  Gailbou  en  Santander  necesaria- 
mente nabfa  de  cumplirse  por  Pineda  en  la  misma  ciudad;  que  en  ella 
tuvieron  efecto  todas  las  negociaciones  ü-  operaciones  consiguientes  al 
mandato  que  aquella  entrañaba,  y  en  ella  anticipó  sus  fondos  Pineda 
y  prestó  sus  servicios,  verificándose  de  la  misma  manera  en  Santander 
por  medio  de  letras  giradas  á  cargo  de  Pineda  por  Guilhou,  ó  por  otras 
4e  cambio  á  su  orden  las  entregas  al  mismo  del  producto  ó  valor  de  las 
letras  giradas  por  Pineda  sobre  Londres  tres  meses  antes  de  sus  venci- 
mientos y  protestadas  por  falta  de  pago,  siendo  en  sn  virtud  Santan- 
der el  lugar  del  cumplimiento  del  contrato,  y  en  sn  consecuencia  en 
4onde  debía  hacerse  la  devolución  de  lo  pagado  indebidamente  á  Gui« 
Ihou,  bajo  el  supuesto  erróneo  de  que  habu  hecho  provisión  de  fondos 
á  las  Sociedades  libradas,  por  lo  cual  aquel  Juzgado  era  competente 
para  conocer  de  aquella  demanda,  según  lo  dispuesto  en  la  regla  1% 
art.  62  de  la  ley  de  Bajuiciamiento  civil;  y  haciendo  uso  de  la  acción 
personal  correspondiente,  pidió  se  declarase  que  Doña  Dolores  Poveda» 
no,  viuda  de  D.  Luis  Gnilbou,  y  los  herederos  de  éste  D.  Enrique,  Doña 
María,  Doña  Luisa  y  Doña  Asunción  Guilhou  Povedano,  representadas 
estas  dos  últimas  por  sos  recpectivos  maridos  D,  Serapio  Díes  y  D*  Ri- 
cardo Guillón,  venían  obligados  á  pagar  al  demandante  la  cantidad, de 
S50.6I2  pesetas  33  céntimos  que  por  capital  é  intereses  vencidos  hasta 
el  30  de  Jnnie  último  le  eran  en  deber,  condenándoles  á  que  en  el  tér- 
.  mino  de  quinto  día  las  pagase  en  aquella  ciudad  con  los  intereaes  ven- 
cidos desde  4^  de  Julio  á  raaon  de  un  6  por  100  al  año,  con  las  costas: 
Resultando  que  conferido  traslado  á  ios  demandados,  fueron  em- 
pialados  en  esta  corte  por  el  Juagado  del  distrito  de  la  Universidad,  al 
cual  acudieron  D.  Enrique  Guilhou,  vecino  de  Ghamartía,  su  madre 
Doña  Dolores  Povedano,  y  sus  hermanas  Doña  Luisa  y  D<MQa  Asunción; 
vecinas  de  esta  corte,  pidiendo  que  se  requiriera  de  inhibición  al  Jns  - 

fado  de  Santander;  y  que  oído  el  Promotor  fiscal,  que  la  apoyó,  el  Juea 
e  primera  instancia  la  estimó  en  I®  de  Setiembre  último,  declarando- 
se  competente  para  conocer  de  la  demanda,  fundado  en  que  en  los  jai* 
cios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales,  es  jnea  competente  el  del 
lugar  en  que  debe  cumplirse  la  ooügacióa,  y  en  el  presente  easo  lo  ev>a 
indudablemente  Madrid,  puesto  que  desde  aquí  se  giraron  las  letfas  de 
cuyo  reembolso  se  trataba,  y  era  donde  debía  cumplirse  la  obligación 
que  se  estableció  entre  Guilhou  y  Pineda,  como  lo  fué  Santander  para 
reclamar  á  este  los  tenedores  de  las  letras  su  reembolso  por  falta  4e 
pago  de  las  casas  inglesas;  que  aun  en  el  caso  de  no  estimarse  fijado 
el  lugar  en  que  debía  cumplirse  la  obligación,  la  eompetencia  estaría 
siempre  á  favor  del  domicilio  de  los  demandados  que  era  Madrid,  como 
se  reconocía  en  el  exhorto  respecto  de  D.  Enrique,  Doña  Luisa  y  Doña 
Asunción  Guilhou,  si  bien  del  poder  representado  aparecía  que  sólo 
eran  las  dos  últimas,  siendo  los  demás  de  Ghamartía  de  la  Rosa;  y  qne 
siendo  en  este  caso  Juez  competente  el  del  domicilio  de  cualquiera  de 
los  demandados  á  elección  del  demandante,  no  habiéndose  elegido  por 
el  actor,  á  los  demandados  correspondía  fijarlos: 

Resultando  qne  el  Juez  de  Santander,  oídos  el  demandante  y  isl 
Ministerio  fiscal,  proveyó  auto  en  4  de  Octubre  negándose  á  la  inhibi- 
xión  y  declarándose  competente,  fondado  en  qne  la  comisión  que:  reoi* 
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bió  D.  Rufino  Pineda  de  D.  Luis  Gailhoa  en  aquella  ciudad,  necesaria- 
meóte  había  de  cumplirse  en  la  miema;  que  allí,  según  la  correspon* 
dencia  epistolar,  tuvieron  efecto  todas  las  negociaciones  ú  operaciones 
consiguientes  al  maTidato  qne  aquella  entrafiab«,  y  que  allí  anticipó, 
según  se  desprendía  de  dicha  correspondencia,  sus  fondos  D.  Rufino 
Pineda,  debiendo  en  aquella  ioealidad  ser  retribuido  de  sus  servicios 
con  arreglo  á  lo  estipulado,  ó  á  lo  dispuesto  en  su  caso  en  la  ley  mer> 
cantil,  eon  indemnixación  de  dafios  y  perjuicios  que  se  le  hubieren 
ocasionado  por  incumplimiento  de  la  obligación  contraída  por  O.  Luís 
«Gnilhou,  á  quien  sus  herederos  los  demandados  habían  sucedido  en  sus 
derechos  y  en  sus  obligaciones;  que  la  circunstancia  de  haberse  sus- 
tanciado causa  criminal  en  el  Jusgado  de  Buenavista  de  Madrid  contra 
f>.  Luís  Guilhou,  primeramente  de  oficio  y  después  á  peticióu  de  Don 
Rufino  Pineda,  y  la  de  haberse  reservado  á  éste  el  ejercicio  de  las  ac- 
ciones civiles  que  pudieran  competirle,  no  era  motivo  legal  para  que 
el  de  la  Universidad  se  considerase  competente  para  el  conocimiento  de 
aquella  demanda,  tanto  más,  cuanto  que  tiicha  causa  quedó  terminada' 
no  eran  acumniables  á  ella  los  pleitos  civiles,  ni  era  el  Juzgado  de  la 
Universidad  el  que  de  aquella  conoció,  ni  menos  se  reservó  la  acción 
para  ante  dicho  Juagado,  aino  para  el  que  procediera  y  pudiera  conve- 
nir á  Pineda: 

Resultando  que  el  Jaez  de  esta  corte  insistió  en  la  inhibición,  y  que 
en  su  virtud  uno  y  otro  Juzgado  han  remitido  las  actuaciones  para  la 
decisión  á  este  Snnremo  Tribunal: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateó  Sagasta: 

Considerando  que,  según  disponed  art.  61  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  es 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á 
falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  demanda- 
do, ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  accidental- 
mente, pudiera  hacerse  el  emplazamiento: 

Considerando  que  D.  Rufino  Pineda  se  encargó  por  ezcitición  de 
D.  Luis  Gilhon  de  realizar  en  Santander,  por  medio  de  giro,  las  canti- 
dades que  éste  afirmó  tenía  en  varias  casas  de  Londres,  la  cual  supone 
trna  comisión  que  había  de  realizarse  en  Santander,  donde  se  hicie- 
ron efectivas  las  letras  giradas  ron  autorización  de  dicho  D.  Luis,  por 
liaber  sido  protestadas  en  Londres,  y  donde  Pineda  había  de  recibir  el 
precio  de  la  comisión: 

Considerando  que  no  sólo  se  consumó  el  contrato  en  Santander, 
aceptando  el  encargo,  sino  que  en  el  mismo  punto  tenía  que  realizarse 
el  pago  de  las  cantidades  cobradas  por  giros  de  Pineda  ó  de  Guilhou: 

Considerando,  por  tanto,  que  con  arreglo  á  la  disposición  citada,  el 
éonocimienlo  ó  competencia  de  la  referida  demanda  corresponde  al 
Juez  de  Santander; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  e!  conocimiento 
de  la  demanda  entablada  en  estos  antos  por  D.  Rufino  Pineda  Don  con- 
tra Doña  Dolores  Povedano  y  Moreno,  viuda  de  D.  Luis  Guilhou  y  sus 
hijós,  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Santander,  al  que  se 
remitan  todas  las  actuaciones  para  los  efectos  de  derecho;  y  póngase  la 

Sresente  resolución  en  conocimiento  del  Jnezde  primera  instancia  del 
iátríto  de  la  Universidad  de  esta  corte,  siendo  de  cuenta  respectiva  de 
las  partea  las  costas  ocasionadas  eñ  este  Supremo  Tribunal«-*(Senten- 
t\%'  imblicada  el  SI  de  Febrero  de  4883,  é  inserta  en  la  Qacela  de  S  de 
Marzo  del  mismo  año.) 
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Recnrso  de  casación  (23  de  Febrero  de  4883).— «S'a/a  primera^ 
— Pago  de  cantidades.— No  ha  lugar  al  ÍDlerpaesto  por  D.  Lorenxo 
Cerda  y  otro  con  D.  Sebastián  Ballester  y  consortes  (Audiencia  de  Pal- 
ma), y seresoeive: 

f  °  Q,ue  ha  de  estarse  i  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  sohre^ 
cuestiones  de  hecho; 

7t^  Que  no  justificado  el  hecho,  de  donde  dimanaria  el  derecho  del 
recurrente  á  exigir  unas  cuentas  en  los  términos  que  lo  ha  verificado  y 
la  obligación  del  recurrido  á  presentarlas^  la  sentencia^  al  absolver  so- 
bre este  particular  no  infringe  las  leyes  46,  párrafo  cuarto  Digestía 
Procnratoribas;  la  25,  tit,  5",  Partida  3^;  la  doctrina  legal  derivada 
de  la  20  y  siguientes  del  tit.  42,  Partida  5^;  y  la  regla  i7,  tit.  3i,  Par- 
tida 1\ 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Febrero  de  4883,  en  los  autos 
qne  ante  Nos  penden  en  virtod  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  lev,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Manacor  y  en 
la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca  por  D.  Sebas- 
tián Ballester,  y  por  su  fallecimiento  sus  albaceas  testamentarios  Don 
Nadal  Cabrer,  D.  Miguel  Mariano  Liado  y  D.  Sebastián  Ginard,  repre- 
atentados  y  defendidos  por  el  Procurador  D.  Ignacio  de  Santiaigo  y  el 
Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos,  con  los  consortes  D.  Lorenzo  Cerda 
y  Doña  Margarita  Mercadal,  vecinos  de  Camors,  á  quienes  ha  repre- 
sentado el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  bajo  la  dirección  del  Licen- 
ciado D.  Antonio  Maura,  sobre  pago  de  cantidades: 

Resultando  que  en  un  documento  priaado  sin  fecha,  suscrito  por 
Lorenzo  Cerda  y  Antonio  Sala,  se  atestigua  por  el  último  que  el  Lo- 
renzo Cerda  y  Gafaro  y  so  esposa  habían  recibido  de  Sebastián  Balles- 
ter 300  libras  moneda  del  país,  las  mismas  que  les  entregaba  dicho  Ba- 
llester á  cuenta  de  la  legítima  de  la'esposadel  Cerda,  quien  lo  mismo 
que  ésta  prometía  no  reclamar  la  legítima  hasta  que  ocurriese  el  falle- 
cimiento de  la  madre  y  suegros  respectivps: 

Resultando  que  en  el  testamento  otorgado  por  Juana  Ana  Ballester 
en  19  de  Noviembre  de  4870,  nombró  albacea  á  su  hermano  Sebastián, 
y  después  de  otras  disposiciones  instituyó  herederas  universales  á  sas^ 
hijas  Margarita  y  Micaela  Mercadal,  aventajándola  primero  con  las  fin- 
cas que  se  indican: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  5  de  Julio  de  4880,  Mi- 
caela Mercadal,  con  intervención  y  aprobación  de  su  marido,  cedió  á 
Lorenzo  Cerda  y  Gafaro  todos  los  derechos,  créditos  y  acciones  que 
como  sncesora  de  su  madre  Juana  Ballester  le  competían  ó  pudiesen 
competirle  contra  su  tío  Sebastián  Ballester  por  haber  administrado  la 
herencia  de  su  madre  ó  por  otro  concepto  alguno,  como  también  los 
qne  le  competían  contra  el  mismo  Sebastián  por  haber  administrado  la 
herencia  de  su  padre. Mateo  Mercadal  y  Noguera: 

Resaltando  que  en  24  de  Junio  de  4880,  D.  Sebastián  Ballester  in- 
terpuso demanda,  y  fundado  en  los  antecedentes  relacionados  pidió  so 
condenase  á  indicados  consortes  Lorenzo  Cerda  y  Margarita  Mercadal  á 
la  restitución  ó  pago  de  400  libras  mallorquínas,  con  expresa  imposí-* 
ción  de  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda,  la  contestó  Lo* 
renzo  Cerda,  en  concepto  propio  y  como  marido  de  Margarita  Mercada! 
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exponiendo  como  hechos  que  300  libras  á  qae  se  refiere  el  primer  nú- 
mero de  la  demanda,  las  entref^ó  ai  actor  por  orden  de  sn  hermana 
Jnana  Ana  Ballester  y  como  administrador  que  se  decía  ser  de  la  he- 
rencia del  marido  de  ésta  Mateo  Mercada!,  á  caenta  de  los  frutos  de  la 
legitima  paterna  correspondiente  á  la  esposa  del  demandante,  siendo 
falso  que  el  exponente  recibiese  la  otra  patida  que  en  el  cit/ido  número 
se  in4ica;  que  el  padre  de  la  consorte  Doña  Margarita  Mercadal  fallecía 
el  día  2  de  Diciembre  de  1831,  con  testamento  ordenado  el  13  de  No< 
Tiembre  anterior,  y  desde  entonces  hasta  que  falleció  Juana  Ana  Ba- 
llester el  1°  de  Diciembre  de  1870,  el  actor  Ballester  administró  toda  la 
herencia  de  ambos  consortes,  titulándose  como  tal  y  afirmando  qae  ha- 
bía  recibido  tal  carácter  en  virtud  del  testamento  de  Mercadal:  que  du- 
rante la  expresada  época  y  en  la  fecha  que  justificarían  las  oportunas 
Sartidas,  fallecieron  en  estado  de  solteras  tres  hermanas  políticas  del 
emandado,  llamadas  Juana  Ana,  Catalina  y  Apolonia,  en  que  podía 
consistir  sus  legítimas,  tas  administró  y  hasta  sus  respectivos  falleci- 
mientos dispuso  libremente  de  sus  ropas:  que  durante  toda  la  expresa-  . 
da  época  poseyó  también  y  administró  el  demandante  los  bienes  que 
debían  constituir  la  legítima  de  fa  esposa  del  demandado  y  de  sn  her-  • 
mana  Micaela:  que  ésta,  mediante  escritura  cedió  al  demandado  todos 
los  derechos  que  como  sucesora  de  su  madre  le  asistían  contra  el  actor 
por  haber  administrado  las  .herencias  de  sus  padres  ó  por  otro  concepto 
alguno:  y  en  sn  virtud  pidió  que  se  le  absolviese  de  la  demanda  contra 
él  interpuesto  por  Sebastián  Ballester,  imponiéndole  perpetuo  silencio 
-  y  por  vfa  de  reconvención  se  le  condenase  á  rendir  á  D.  Lorenzo  Cerda 
caenta  y  razón  de  la  administración  de  las  herencias  de  Mateo  Merca- 
dal y  Juana  Ana  Ballester,  y  de  sus  tres  dichas  hijas  difuntas,  que  ha 
llevado  durante  la  expresada  época,  con  restitución  al  demandado  del 
saldo  que  resulte,  imponiéndote  además  el  pago  de  todas  las  costas: 

Resultando  qae  al  replicar  el  demandante  dijo  que  i^s  300  libras  las 
«ntregó  de  dinero  propio  y  no  por  caenta  de  nadie  ni  como  adminis- 
trador, y  por  consiguiente,  reconocida  la  certeza  de  la  escritura,  venían 
obligados  los  demandados  á  restituirle  dicha  cantidad  con  los  intereses 
legales  vencidos  desde  la  interposición  de  la  demanda:  que  el  deman- 
dante no  fué  administrador  de  la  herencia  de  Mateo  Mercadal  ni  de  los 
bienes  de  la  viuda  de  éste  y  hermana  del  propio  exponente  Juana  Ana 
Ballester,  sino  que  compadecido  de  la  desgraciada  situación  de  ésta, 
qae  por  an  corto  rédito  debía  atender  á  la  manutención  y  necesidades 
de  muchos  hijos  de  corta  edad,  no  sólo  con  mano  pródiga  le  daba  ar- 
ticalos  y  dinero,  sino  que  compró  fincas  y  tuvo  la  generosidad  4^  po* 
nerlas  á  favor  de  dicha  sa  hermana,  á  la  cual  hizo  fígurarcomo  com- 
pradora: que  tampoco  poseyó  ni  administró  los  bienes  en  que  podían 
oonsistir  las  legítimas  de  las  hermanas  Merdadal  ni  había  contraído  ja- 
más la  obligación  de  rendir  cuentas,  por  lo  que  pidió  se  accediese  á  la 
demanda  y  se  le  absolviese  de  la  reconvención,  con  indemnización  de 
costas: 

Resoltando  que  después  de  duplicar  la  parte  demandada,  se  recibió 
«1  pleito  á  prueba,  practicándose  las  propuestas;  y  dictada  sentencia 
por  el  Juez,  de  la  que  interpaso  apelación  el  demandante,  la  Sala  de 
'  jásticia  de  la  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca,  por  la  que  pronunció 
oa  1  i  de  Julio  de  1 888,  confirmando  en  parte  la  apelada,  condenó  á  Lo  - 
renzo  Cerda  y  Margarita  Mercadal  á  que  dentro  de  10  días  paguen  á  los 
administradores  de  la  herencia  de  Sebastián  Ballester  la  cantidad  de  300 


Digitized  by 


Google 


2CS  -  itmisf lüDtiiciA  civil. 

Hbras,  equivalentes  á  1.000  pesetas,  á  qoe  se  refiere  el  docoDiento  pri-^ 
vado  del  folio  3,  y  les  absolvió  de  lo  demás  que  eomprende  la  deman- 
da, del  mismo,  modo  qne  á  dichos  testamentarios  de  laqoe  forma  oljje* 
to  de  la  reeonveneión,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resaltando  qne  por.parte  de  los  consortes  D.  Lorenzo  Cerda  y  Dofta 
Margarita  Mercadal  se  interpaso  recurso  de  casación,  alegando  como 
motivo: 

Qae  al  absolver  la  Sala  sentenciadora  al  actor  de  la  reconvención, 
se  infringe  la  ley  46,  párrafo  cnarto,  Digesto  ProcuratoribuSf  la  25,  tí-  - 
tülo  5",  Partida  3*,  qne  definen  la  obligacipn  de  rendir  caenlas  del  man- 
dato, y  la  doctrina  legal  derivada  de  la  90 jr  siguientes  del  tít.  f  S,  Par- ' 
tida  6*,  según  la  que  todo  el  qae  desempeña  mandato  en  intereses  aje- 
nos 6  se  entromete  á  gestionar  intereses  de  otros,  está  obligado  á  ren- 
dir cuentas;  coya  doctrina,  entre  otras,  está  autorizada  por  las  decisio- 
nes de  ti  de  Junio  de  1865,  9  de  Febrero  de  1866  y  13  de  Diciembre 
de  1867,  se  infringe  también  la  regla  17,  tít.  34,  Partida  7*,  porque 
implica  un  torticero  enriquecimiento  relevar  á  (juien  con  uno  ú  otro  ch- 
racter  gestionó  negocios  y  administró  bienes  ajenos,  de  rendir  cuentas 
al  mandante  ó  al  dueño  ó  á  sos  herederos: 

Vistos,  siendo  Pénente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  en  la  reconvención  formulada  por  el  recurrente 
al  contestar  la  demanda  de  D.  Sebastián  Ballester,  soHcitó  seeondenase 
á  éste  á  rendir  cuenta  y  razón  de  las  herencias  de  Mateo  Mercadal  f 
Juana  Ana  Ballester,  fundándose  en  el  hecho  de  que  el  citado  Ballester 
había  administrado  toda  la  herencia  de  ambos  consortes,  titulándose  tal 
administrador,  y  afirmando  que  había  recibido  este  carácter  en  virtud 
del  testamento  de  Mercadal: 

Considerando  que  apreciadas  las  pruebas  practicadas  en  el  pleito 
para  justificar  la  existencia  de  aquel  hecho,  la  Sala  sentenciadora  esti- 
mó que  no  resultaba  acreditado,  cuya  apreciación  no  ha  sido  combati- 
da por  ninguno  de  los  dos  medios  que  al  efecto  establece  el  núm.  7*  del 
art.  169S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  aun  dada  la  realidad  de  los  actos  diversos  y  ais'- 
lados  á  que  se  refiere  el  considerando  segundo  de  la  sentencia  recurri- 
da, esto  no  probaría  quu  el  Ballester  hubiese  administrado  la  totalidad 
de  las  herencias  y  por  todo  el  tiempo  que  en  la  reconvención  se  fija  ni ' 
por  consiguiente  la  obligación  de  rendir  cuentas  con  la  generalidad  que 
en  aquélla  se  pide: 

Considerando  qne  no  justificado  el  hecho,  de  donde  dimanaría  el  de- 
recho del  recurrente  á  exigirlas  en  los  términos  que  lo  ha  verificado  y 
la  oblif^ación  del  recurrido  á  presentarlas,  la  sentencia  recurrida,  al  ab- 
solver por  este  concepto  al  Ballester  de  la  citada  reconvención  no  ha 
infringido  las  leyes  46,  párrafo  cuarto  Digesto  Proeuratoribus;  la  t5, 
tít»  5^  Partida  3*;  la  doctrina  legal  derivada  de  la  SO  y  siguientes  del 
tít.  1«,  Partida  5%  y  la  regla  17,  tít.  34,  Partida  7*,  que  se  citan  en  el 
recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  los  consortes 
D.  Lorenzo  Cerda  y  Doña  Margarita  Mercadal,  á  quienes  condenamos 
en  las  costas:  librase  la  correspondiente  certifieación  á  la  Audiencia  de 
Palma  de  Mallorca,  con  devolución  del  apuntamiento.— (Sentencia  pu- 
blicada el  S3  de  Febrero  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  SI  de  Agos- 
to del  mismo  año.) 
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Recargo  de  ea9ael¿n(24  de  Febrero  de  f8830— /Sis/a  primera.» 
—Pago  db  pesbtí^s.— No  ha  loear  ai  interpaesto  por  el  Duque  de  Ses- 
sa  con  D.  Eduardo  Doncel  (Aadiencia  de  Madrid),  r  se  resuelve: 

f^  Queseffún  la  anticua  Jurisprudencia,  eaneionadahoy  por  el  articu- 
lo 51  de  la  ley  del  matrinonio  dvil  de  1870,  es  tálida  la  compra  hecha 
por  la  mujer  casada  de  cosas  muebles^  desuñadas  á  su  uso  y  consumo 
ordinario  o  al  de  la  familia,  y  debe  pagarse  su  precio  de  los  fondos  de 
la  sociedad  conyugal,  aunque  no  haya  precedido  Heenda  del  marido, 
siempre  que  éste  no  le  hubiere  prohibido  expresameníe: 

t^  Que  si  las  leyes  65  y  56  de  Toro  si  bien  seguía  la  mujer  casada  no 
puede  contratar  ni  obligarse  sin  licencia  de  su  marido,  es  doctrina  le* 
gal,  deducida  de  las  mismas  leyes,  que  es  cálida  la  obligación  cóntrai* 
da  por  la  mujer  sin  dicho  requisito  cuando  el  marido  la  consiente  y 
aprueba  posteriormente: 

3*  Que  si  para  desestimar  la  excepción  de  prescripción,  deducida  por 
el  demandado  en  su  escrito  de  duplica,  no  se  funda  la  sentencia  sola- 
mente en  que  no  fué  alegada  tal  excepción  en  la  contestación  á  la  de^ 
manda,  sino  también  en  que  no  se  ha  probado  que  los  efectos  vendidos 
or  el  demandante  fuesen  obra  de  su  industria  ó  trabajo  personal,  ó  las 
lechuras  de  artesanos  á  que  se  refiere  la  ley  iO,  (it.  i  \ ,  Obro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  y  además  resulta  probado  que  quedó  interrum^ 
pida  la  prescripción  porque  se  reclamó  el  pago  dentro  de  los  tres  años 
fijados  por  dicha  ley,  es  evidente  que  ésta  no  ha  sido  inflingida,  y  que 
€S inoportuna  tacita  delart,  256  de  la  ley  de  Bnjuidamienlo  ci\il\ 

7  i^  Que  es  improcedente  la  impugnación  de  la  apreciación  de  las 
pruebas  si  no  se  cita  contra  ella  ley  ni  doeirina  legal  infringida,  como 
es  necesario  para  demostrar  el  error  de  derecho,  y  el  error  de  hecho  no 
puede  comprobar'se  con  las  mismas  pruebas,  que  -  han  sido  apreciadas, 
sino  con  documentos  ó  actos  auténticos  que  demuestren  la  equivocación 
evidente  del  juzgador,  como  ordena  la  ley. 

Bq  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  S4  de  Febrero  de  1883,  en  los  antea 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recorso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distritn  de  la  In- 
clusa y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Eduar- 
do Doncet;  vecino  y  del  comercio  de  París,  representado  y  defendido 
por  el  Procurador  D.  Mannel  de  Diego  y  el  Licenciado  D.  Isidro  de  Die- 
go, con  D.  José  María  Ossorio  de  Moscoso  y  Carvajal,. Duque  de  Sessa, 
y  por  su  fallecimiento  sus  hijos  D.  Luis  OsEprio  á^  Moscoso  y  Borbón, 
Conde  de  Cabra,  y  D.  Francisco  de  Asís  Ossorio  de  Moscoso  y  Borbón, 
Duque  de  Maqueda,  representados  por  los  Procuradores  D.  Juan  Gue- 
rrero Brea  y  D  Manuel  Martín  Vena,  bajo  la  dirección  del  Doctor  Don 
Tomás  Patón,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  en  30  de  Junio  de  1875,  D.  Eduardo  Doncet,  del  co- 
mercio de  París,  enlabió  demanda  ordinaria  contra  D.  José  María  de 
Ossorio  Moscoso,  Duque  de  Sessa,  pretendiendo  que  se  declarase  á  éste 
deudor  de  la  casa  establecida  en  aquella  capital  bajo  el  título  de  Mada- 
me  Doncet  por  la  cantidad  de  49.445  francos  75  céntimos,  ó  sea  su  equi- 
valente en  pesetas  al  tipo  de  cambio  corriente,  á  cuyo  pago  se  le  con- 
denase, con  las  costas,  alegando  al  efecto  que  durante  fos  años  de  1860, 
'^1  y  68  el  mencionado  establecimiento  mercantil  surtió  á  los  Duque» 
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de  Sessa  de  las  ropas  de  aso  doméstico  que  se  det&ilan  en  las  facturas 
presentadas  con  la  demanda,  cayo  importe,  con  ios  intereses  al  6  por 
fOO  devengados  desde  su  presentación  al  cobro,  es  el  ya  expresado:  qoe 
reclamado  el  pago  á  la  Duqueta,  ésta  particularmente,  y  por  medio  de 
:8a  secretario  D.  José  Ruiz  de  Arana,  contestó  reconociendo  la  obliga- 
ción de  hacer  efectiva  dicha  suma,  pero  demorando  su  camplimiento,  á 
la  vez  que  encargando  noevos  pedidos,  que  se  la  remitieran  por  sa  in- 
dicación al  domicilio  de  los  Duqoes  en  esta  Corte:  que  los  respectivos 
secretarios  de  éstos,  Ruiz  de  Arana  y  Ruiz  Alvarez,  en  sus  respuestas  á 
las  reclamaciones  extrajudiciales  del  Procurador  de  Diego,  se  disculpa- 
ron mutuamente,  protestando  cada  uno  de  por  si  no  hallarse  obligado 
al  pago  que  se  exigía:  que  citado  de  conciliación  el  Doiquede  Sessa,  sa 
apoderado  reiteró  aquellas  evasivas  y  discolpas  sin  qae  pudiera  conse- 
gQÍrse  un  acuerdo: 

Resultando  que  con  la  demanda  presentaron  dos  cartas  de  la  Duque- 
sa, dirigidas  el  año  1867  á  la  gerente  del  establecimiento  del  actor, 
cinco  que  lo  fueron  en  aquel  año,  y  el  de  1868  por  el  Ruiz  de  Arana  A 
la  misma  persona,  á  Madame  Doncet  y  D.  Manuel  de  Diego,  otra  escri- 
ta á  éste  en  1 874  por  el  Puig  Alvarez,  redactadas  todas  en  el  sentido  de 
que  se  ha  hecho  mérito,  y  dos  facturas  del  establecimiento  de  Madame 
Doncet,  fechadas  respectivamente  el  26  de  Abril  y  el  tt  de  Janio  de 
i  870,  las  dos  á  nombre  de  la  Duquesa,  expresiva  la  primera  de  las  pren- 
das de  ropa  de  su  referencia  que  aparecen  destinadas  al  uso  personal  de 
los  Duques  y  al  surtido  de  sa  casa,  y  la  segunda  limitada  á  consignar 
Duméricamente  el  saldo  deudor,  cayo  importe  total  de  J1JI8  francos 
se  reduce  medíanto  el  pago  á  cuenta  de  3,308  francos  á  la  cantidad  de 
17.874,  y  asciende  en  definitiva  por  el'aumento  de  <;571  francos  75 
céntimos  en  concepto  de  interés  á  la  suma  de  19.4i5  francos  con  75  cén- 
iimos: 

Resultando  que  al  contestar  á  la  demands\  el  Dnque  de  Sessa,  solici- 
tó que  se  le  absolviese  de  la  misma,  con  imposición  de  perpetuo  silen- 
cio y  de  las  costas  al  actor;  y  al  efecto  expuso  que  no  habiendo  inter- 
venido el  Duque  en  los  contratos  de  compras  que  se  supone  celebró  sn 
esposa  con  la  casa  Doncet,  no  podía  considerarlos  como  ciertos  mien- 
tras no  se  pruebe  en  forma  que  lo  son:  que  la  Duquesa,  por  virtud  de 
las  capitulaciones  matrimoniales  otorgada  en  el  año  de  1847,  qnédó  al 
contraer  matrimonio  y  estuvo  siempre  autorizada  para  contratar  por 
cuenta  propia  y  obligar  sus  bienes  á  las  resaltas  de  los  compromisos 
contraídos  en  tal  concepto:  que  el  Duque  estuvo  en  interdicción  ciyit 
desde  el  9  de  Julio  del  año  1868,  en  que  jadicialmente  se  le  declaró  in- 
capacitado, hasta  el  S8  de  Junio  de  1870,  fecha  de  la  aprobación  de  un 
convenio  que  le  devolvió  algunas  de  las  facúltales  de  que  estaba  pri- 
vado, pero  no  en  la  de  contraer  dudas:  que  si  bien  el  contrato  de  com- 
praventa impone  al  comprador  la  obligación  de  pagar  el  precio  de  la 
cosa  comprada,  esta  doctrina  no.tiene  aplicación  al  presente  caso,  pues- 
to que  el  mismo  actor  confiesa  qae  el  demandado  no  ha  comprado  las 
/opas  cuyo  precio  reclama:  qn&  según  U  ley  11,  tít.  1®,  libro  10  de  la 
1>Iovísima  Recopilación,  la  mnjer  casada  no  puede  hacer  contrato  alga 
no  sin  licencia  de  su  marido:  que  suponiendo  que  la  Duquesa  comprase 
liS  ropas  aludidas,  ó  lo  habría  hecho  sin  especial  autorización  del  Du- 
que, puesto  que  éste  qo  tuvo  ni  noticia  de  ello,  v  en  éste  caso  serían 
las  compras  nulas,  ó  las  habría  realizado  ntilizando  la  autorización  ge-  . 
jieral  que  su  esposo  le  dio  en  las  capit alaciónos  matrimoniales  y  en  el 
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i^onceplo  por  consiguiente  da  contratar  por  sn  propia  cuenta  y  de  que- 
dar obligado^  808  bienes  solos,  y  que  en  todo  caso  los  contratos  hechos 
Hlurante  la  interdicción  que  sufrió  el  Duque  y  en  parte  seguía  sufriendo 
no  podían  producir  obligación  alguna  que  (e  fuera  exigible: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron  las 
parles  su  respetivas  alegaciones  y  pretensiones,  excepcíonando  el  de- 
maniado  Además  la  prescripción  de  la  acción  ejercitada  en  lademandai 
con  arreglo  á  la  ley  10,  tU.  H,  libro  10  de  la  Nuvísinaa  Recopilación: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  pruebi,  se  practjoaron  las  pro- 
-^poest^s,  y  como  parte  de  la  del  demandado  se  unió  á  los  autos  un  testi- 
'  TDonio  del  que  aparece  que  en  expediente  promovido  por  el  Duque  de 
Sessa  contra  su  esposa  sobre  que  se  le  reintegrase  en  sus  deiechos  ci- 
iriles  las  partes  solicitaron  y  obtuvieron  el  20  de  Octubre  de  1870  la 
aprobación  judicial  del  convenio  qne  habían  celebrado  en  28  de  Junio 
anterior  para  determinar  las  cuestiones  pendientes,  restituir  al  Duque 
el  caiáoter  y  las  funciones  de  administrador  de  los  bienes  de  la  socie- 
dad conyugal  que  como  marido  lo  competen^  y  asegurar  los  bienes 
pactando  al  efecto  en.  la  primera  cláusula  del  convenio  la  rehabilitación 
4iel  Duque  conio  jefe  de  familia;  en  la  tercera  que  las  rentas  de  la  casa 
y  estados  de  Sessa  se  dividían  por  mitad  entre  los  cónyuges,  y  en  la 
séptima  que  las  deudas  existentes  á  la  fecha  del  convenio  que  no  hu- 
biesen sido  contraídas  para  beneficio  de  la  casa  ó  aprovechemiento  co- 
mún de  los  cónyuges,  afectarían  únicamente  al  que  las  contrajo;  mas 
como  esta  cláusula  no  podía  perjudicar  á  tercero  y  se  dirigía  tan  sólo  á 
establecer  en  este  punto  relaciones  de  derecho  entre  los  esposos,  con- 
tenían uno  y  otro  en  que  el  importe  de  toda  deuda  de  esta  clase  cuyo 
vago  se  verificase,  se  impotara  á  ta  mitad  de  las  rentas  correspondien- 
pes  al  rónyuge  que  la  hubiese  contraído: 

Resultando  que  unidas  las  pruebas,  después  de  alegar  las  partes,  el 
Inez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  de  la  que  interpuso  apela- 
ción el  Duque  de  Sessa,  y  sustanciada  la  alzada,  la  Sala  segunda  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  del  distrito,  por  sentencia  de  26  de  Marzo  de  1881 , 
confirmatoria  en  parte  de  la  del  Juez,  condenó  é  D.  José  María  Ossorio 
de  Mos<!oso,  Duque  de  Sessa,  á  que  pague  á  D.  Eduardo  Doncet,  en 
representarión  de  la  casa  comercio  establecida  en  París  bajo  el  título 
IMadame  Doncet,  17. 874  francos  á  que  queda  reducido  el  importe  de  las 
facturas  de  efectos  suministrados  por  dicha  casa,  deducida  la  cantidad 
de  I  571  francos 73  céntimos  en  ellas  comprendida  por  razón  de  inte- 
reses, cuyo  ago  se  hará  al  cambio  corriente  en  pesetas,  según  la  co- 
tización oficial  del  día  en  que  se  verifique: 

R<4S»ltando  que  por  parte  de  D.  José  María  Ossorio  de  Moscoso,  Du  - 
'i)ue  de  Sessa.  se  interpuso  recurso  de  casación,  que  después  han  soste  - 
nido  su  hijo  D.  Luis  Ossorio  de  Moscoso  y  Borbón,  Conde  de  Cabra,  y 
D.  Francisco  de  Asís  Ossorio  de  Moscoso  y  Borbón,  Duque  de  Maqueda, 
por  conceptuar  infringidos: 

r  El  art.  236  de  la  ley  de  Eniuiciamiento  civil,  qne  establece  que  en 
el  escrito  de  duplica  se  fijen  definitivamente  los  puntos  de  hecho  y  de 
derecho  objeto  del  debate,  pudiendo  modifícar  ó  adicionar  los  que  sé 
liayan  consignado  en  la  contestación,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tri- 
bunal Supremo,  en  su  sentencia  de  25  de  Abril  de  1844,  y  especialmen- 
te la  de  13  de  Junio  de  1873,  que  previene  se  utilicen  en  los  escritos  de 
^réplica  y  duplica  todas  las  excepciones  que  se  tuvieren,  fijando  defini- 
tivamente los  puntos  de  derecho  del  debate: 

TOMO  u  .15 
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y  55  de  Toro,  que  declara  nula  la  obligación  de  la  mujer  ca^ 
cencía  de  su  marido,  y  la  siguiente  ley  56,  según  lacnal  qna 
i  licencia  á  la  mujer,  los  contratos  celebrados  por  ésta  sólo  á 

0  y  no  á  SQ  marido: 

f  10,  tít.  If, libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  según  la 
udas  de  los  que  tienen  tiendas  se  prescriben  ppr  el  trascursa 
)8:  que  además  la  sentencia  ha  cometido  error  de  derecho  en 
ion  hipotética  que  hace  de  qne  los  objetos  vendidos  por  Don 
oncet  sean  obra  de  su  industria,  implicando  á  la  vez  error  de 
resulta  del  documento  y  auto  tan  auténtico,  como  son  las 
turas  presentadas  por  el  vendedor  como  ampliación  á  las  po- 
e  se  le  pidieron  después  de  contestada  la  demanda: 
siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  López  Monte- 

rando  que  según  la  antigua  jurisprudencia  sancionada  iioy 
51  de  la  ley  del  matrimonio  civil  de  1870,  es  válida  la  com- 
por  la  mnjer  casada  de  cosas  muebles,  destinadas  á  su  uso  y 
rdinario  ó  al  de  la  familia,  á  coya  clase  pertenecen  las  que  ^ 
de  este  pleito,  y  debe  pagarse  su  precio  de  los  fondos  de  la^* 
onyugal,  aunque  no  haya  precedido  licencia  del  marido, 
e  éste  no  lo  hubiere  prohibido  expresamente: 
rando  qne  aunque  sé  prescinda  de  dicha  doctrina,  por  la 
lelve  la  cuestión  del  pleito  en  el  sentido  que  lo  hace  la  sen- 
rrida,  ésta  no  infringe  las  leyes  55  y  56  de  Toro,  citada  en 
motivo  del  recurso,  porque  si  bien  según  ellas,  la  mujer 
)Qede  contratar  ni  obligarse  sin  licencia  de  su  marido,  es 
Ral,  deducida  de  las  mismas  leyes,  que  es  válida  la  obliga- 
ida  por  la  mujer  sin  dicho  requisito  cuando  el  marido  la 
aprueba  posteriormente,  y  por  el  convenio  que  el  Duque  y 
de  Sessa  celebraron  en  28  de  Junio  de  4870,  y  que  fué  apro- 
almente,  reconocieron  la  obligación  de  pagarlas  deodas  por 
raidas  que  entonces  estuvieran  pendientes  de  pago,  en  cuyo 
aba  la  que  es  objeto  de  este  pleito: 

rando  que  para  estimar  la  excepción  de  prescripción,  dedu- 
demandado  en  su  escrito  de  duplica,  no  se  funda  la  senten- 
ite  en  que  no  fué  alegada  tal  excepción  en  la  contestación  & 
,  sino  también  en  que  no  se  ha  probado  qne  los  efectos  ven- 

1  demandante  fuesen  obra  de  su  industria  ó  trabajo  perso- 
echuras  de  artesanos  á  que  se  refiere  la  ley  10*,  tít.  H,  li- 
i  Novísima  Recopilación,  y  como  además  resulta  probado 
interrompida  la  prescripción  porque  se  reclamó  el  pago  den- 
res  años  fijados  por  dicha  ley,  es  evidente  qne  ésta  no  ha 
nda,  y  que  es  inoportuna  la  cita  del  art.  256  de  la  ley  de 
Buto  civil  que  se  hace  en  el  primer  motivo: 

rando  que  también  es  improcedente  la  impugnación  de  la 
de  las  pruebas  que  se  hace  en  el  tercer  motivo,  porque  no 
Di  doctrfoa  legal  infringida,  como  es  necesario  para  demos- 
r  de  derecho,  y  el  error  de  hecho  no  pnede  comprobarse  con 
pruebas,  que  han  sido  apreciadas,  sino  con  documentos  ó- 
iticos  que  demuestren  la  equivocación  evidente  del  juzga- 
ordena  la  ley,  á  cuya  clase  no  pertenecen  las  facturas  pre- 
r  el  vendedor,  ni  ie  ellas  resulta  lo  que  supone  el  reco* 
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Fallamos  qae  debemos  deelarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  José  Maria 
Ossorio  de  Moscoso,  Daqne  de  Sesst,  y  sostenido  por  sas  hijos  D.  Lais 
Ossorio  de  Moscoso  y  Borbón,  Conde  de  Cabra,  y  D.  Francisco  de  Asis 
Ossorio  de  Moscoso  y  Borbón,  Doqoe  de  Haqueda,  á  los  que  en  tal  con- 
cepto condenamos  en  las  costas:  libi  ese  la  correspondiente  certificacióu 
ala  Audiencia  de  este  distrito,  con  devolución  del  apantamiento.-* 
(Sentencia  publicada  el  S4  de  Febrero  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta 
de  ti  de  Agosto  del  mismo  año.) 

63 

Reearso  de  casaelón  (Si  de  Febrero  de  i  883).— i9ala  primera 
— Declaración  de  heredero  y  es^trega  db  bienes. — ^Ño  ha  lagai  al  in- 
terpuesto por  Doña  Manuela  Martínez  Pardo  con  Doña  Inocenta  de  la 
Torre  (Audiencia  de  Cáceres),  y  se  resuelve: 

Que  en  materia  de  testamentos  la  voluntad  del  testador  es  la  ley,  y 
que  sus  palabras  deben  ser  entendidas  llanamente,  asi  como  suenan,  eon 
arreglo  á  la  ley  5*,  til.  33,  Partida  1\ 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Febrero  de  f  883,  en  el  pleito 
que  ante  Nos  pende  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Mórida  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  por  Doña  Inocenta  de  la  Torre  y 
Pérez  Pavón,  vecina  de  dicha  ciudad  de  Bférida  y  propietaria,  represen- 
tads  y  defendida  por  el  Procurador  D.  José  Maria  Agoirre  y  el  Lic«ii~ 
ciado  D.  Fernando  López  de  Sagredo,  con  Doña  Manuela  Martínez  Par 
do,  viudA  de  D.  Manuel  Salinas,  de  la  propia  vecindad  y  también  pro- 
pietarioy  á  quien  ha  representado  el  Procurador  D.  Felipe  Cano,  bajóla 
dirección  del  Dr.  D.  Eugenio  Montero  Rios,  sobre  que  se  declare  ala 
Doña  Inocenta  heredera  de  su  hermana  Doña  María  del  Carmen  d«  la 
Torre,  con  entrega  de  los  bienes  correspondientes: 

Resultando  que  D.  Manuel  Salinas  y  su  mujer  Doña  María  del  Car- 
men de  la  Torre  otorgaron  testamento  mancomunado  en  H  de  Mano 
de  (875,  en  cuya  segunda  cláusula  declararon  que  no  tenían  sucesión  y 
sus  respectivos  padres  habían  fallecido,  por  lo  q  ue  carecían  de  herede- 
ros forzosos;  por  la  cláusula  4*  se  instituyeron  recíprocamente  herede- 
ros de  todos  sus  bienes,  derechos  y  acciones  presentes  y  futuros,  para 
que  el  superviviente  los  hubiera  y  gozara  y  dispusiera  de  ellos  libre- 
mente como  mejor  le  conviniera,  y  en  la  cláusula  5'  dispusieron  que  al 
,  fallecimiento  del  último  los  bienes  de  ambos  que  se  conservasen  y  de 
que  no  hubiese  dispuesto  el  que  sobreviviera  pasasen  á  su  hermana 
carnal  y  política  respectivamente  Doña  Inocenta  de  la  Torre  para  que 
los  disfrutase  y  conservase,  y  por  su  fallecimiento  pasaran  á  sus  hijos, 
si  los  tuviere  por  haberse  casado;  pero  si  no  los  tuviese  porque  conti- 
nuase soltera,  ó  por  no  tener  sucesión  si  llegara  á  casarse,  no  pudiera 
disponer  de  ellos  en  todo  ni  en  parte  hasta  que  llegara  á  la  edad  de  tO 
años;  por  la  cláusula  6*  dispusieron  para  cumplir  cuanto  dejaban  dis- 
puesto en  el  testamento  se  nombraban  recíprocamente  albaceas  el  uno 
al  otro,  y  en  cuanto  al  último  que  falleciera,  á  su  dicha  hermana  Doña 
Inocenta  de  la  Torre:  á  unos  y  A  otros  con  todas  las  facultades  necesa- 
rias, y  en  especial  para  que  extrajudicialmente  y  sin  intervención  de 
ninguina  Autoridad  practicasen  inventario,  tasación,  liquidación  y  ad 
judicación  de  sus  bienes  en  la  forma  que  dejaron  dispuesto: 
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Resaltando  qae  fallecida  la  Doña  María  del  Carmen  de  la  Torre  ei| 
f6  de  J(Hio  de  1876,  el  D.  Manael  Salinas  contrajo  matrimonio  con  üoñk 
Mannela  Martines  Pardo,  y  ambas  cónyuges  otorgaron  testamento  en 
S9  de  Octubre  de  1880,  por  el  que,  después  de  otras  disposiciones,  del 
remanente  que  quedase  de  todos  sus  bienes,  derechos  y  acciones,  instí'f 
toyeron  por  sus  herederos  aniversales  á  los  hijea  que  pudieran  tener»  y 
á  falta  de  descendientes  se  instituyeron  mutua  y  recíprocamente  el  uují^ 
al  otro  por  su  ttnico  y  universal  heredero,  sin  condición  ni  limitacióh 
alguna,  nombrándose  también  mutuamente  el  uno  al  otro  por  albacéa 
testamentario;  revocando  y  dando  por  de  ningún  valor  ni  efecto  todai 
las  demás  disposiciones  testamentarias  que  hubiesen  otorgado  con  aar 
terioridad: 

Resultando  crne  fallecido  D.  Manael  Salinas  en  31  de  Mayo  de  1881, 
en  5  de  Noviembre  del  mismo  año  Don»  Ino'ienta  de  la  Torre  y  Pére^ 
Pavón  dedujo  demanda,  en  la  que  expuso,  después  de  hac^r  méritos  dé 
los  antecedentes  relacionados,  qlie  del  caudal  yaceute  por  fallecimiento 
de  Doña  María  del  Carmen  de  la  Torre  no  se  p];actícó  inventarío,  tasa-^ 
cidn,  liquidación  ni  adjudicación,  sino  que  el  viudo  D.  Manuel  Salinas 
continuó  poseyéndolo  y  disfrutándolo  en  la  misma  forma  que  venía  har 
ciéndolo  durante  la  sociedad  conyugal  con  la  expresada  Doña  Carmen, 
y  en  su  poder  quedaron  por  consiguiente  los  títulos  de  propiedad  y  de- 
más documentos  referentes  á  las  aportaciones  hechas  por  ésta  al  con-y 
traer  su  matrimonio  y  posteriormente  durante  el  mismo:  que  fallecidcj 
Salinas  después  de  contraer  su  tercer  matrinionio  con  Doña  Manuela 
Martínez  Pardo,  ésta  sin  anaencia  de  la  Doña  Inocenta  procedió  desdé 
luego  á  adjudicarse  los  bienes  todos,  iuscribiéndoiós  á  su  nombre  en  el 
Registró  de  la  propiedad,  y  poseyéndolos  venía  y  disfrutándoles  como 
sayos  propios  no  obstante  las  reclamaciones  que  la  Doña  Inocenta  le 
había  hecho  para  que  le  entregase  los  bienes  todos  que  procedentes  d0 
su  finada  hermana  Doña  Carmen  dejó  el  D.  Manuel  Salinas  á  su  fallecí -: 
miento  por  considerarse  heredera  testamentaria  de  aquélla:  que  otor- 
gado entre  marido  y  mujer  testamento  de  mancomún,  el  que  de  Iosdo9 
sobreviva  paede  variar  su  voluntad,  pero  esta  facultad  no  alcanza  á 
modificar  la  del  cónyuge  premuerto:  que  instituyéndose  mutuamente; 
herederos  en  el  mismo  testamento  para  que  el  sobreviviente  posea  y 
disfrute  los  bienes  de  ambos  y  disponga  de  ellos  como  le  conviniera  y 
ordenando  á  la  vez  que  al  fallecimiento  de  éste  tos  que  se  conservasen 
y  deque  no  hubiese  dispuesto  pasen  á  otra  persona  que  determinarán» 
ó  se  les  dé  otro  destino,  esta  institución  no  es  libre  y  absoluta,  sino  U*. 
mitada  hasta  cierto  punto,  ó  sea  durante  la  vida  de  aquél,  el  cual  ocu- 
rrida que  fuese  su  muerte  dará  á  los  bienes  del  premuerto  el  deslino 
qae  dejó  dispuesto  para  qne  su  voluntad  sea  cumplida:  que  em  el  hecho 
de  haberse  añadido  después  de  la  institución  mutua  contenida  en  la 
cláusula'!^  del  testamento  de  Doña  María  del  Carmen  de  la  Torre  y  Dotí 
Manuel  Salinas  una  condición  tan  expresiva  cual  es  la  5%  no  puede  me- 
nos de  conocerse  que  los  otorgantes  quisieron  modificar  lo  absoluto  de 
la  institución  llamando  á  otros  determinados  herederos  para  después 
del  fallecimiento  del  último  de  los  instituidos  por  lo  que  para  que  se 
cumpliera  la  voluntad  de  la  fallecida  Doña  María  del  Carmen  y  diciendQ 
ejercitar  la  acción  de  petición  de  herencia,  concluyó  solicitando  se  de> 
clarase  heredera  á  Doña  Inocenta  de  !a  Torre  de  su  finada  hermana 
Doña  María  del  Carmen  de  la  Torre,  conforme  al  dicho  testamento,  y  se 
condenase  á  la  referida  Doña  Manaela  Martínez  á  que  entregase  ala! 
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Dp&A  Inocenta  los  bienes  todos  que  procedentes  de  la  Doña  María  del 
Cái'men  qaed6  it  su  fallecimiento  el  D.  Manuel  Salinas  por  las  aporta^*» 
¿iones  de  agoélla  como  por  gananciales,  si. los  bobo  al  tiempo  de  8« 
Ibnerte,  de  cuyos  bienes  la  Doña  Manuela  Martines  se  incautó  desde 
luego  de  ocurrir  el  fallecimiento  de  su  dicbo  marido,  c|pn  más  |os  frutos 

Sruducidos  por  los  mismos  bienes  ó  debidos  producir  desde  la  muerte 
9I  D.  Manuel,  cuva  separación  ó  disgregación  de  los  que  de  éste  pro- 
cedan se  ejecutase  por  peritos  que  respectivamente  los  interesados  nom- 
braron, con  imposición  ¿  la  Doña  Manuela  de  las  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demandad  Doña  Manuela 
Martines,  al  evacuarle  aceptó  los  hechos  expuestos  por  la  demandante, 
adicionando  que  D,  Manuel  Salinas  y  la  Doña  Manuela  Martíuez  otor- 
garon un  testamento  mancomunado  en  29  de  Octubre  de  1880,  por  el 
§ue  se  insiituyeron  recíprocamente  herederos  universales  uno  de  otro; 
i  alegó  que  como  quiera  que  el  D.  Mannel  Salinas  dispuso  de  todos  sus 
bienes,  y  por  consiguiente  de  los  que  obtuvo  de  su  mujer  Doña  María 
del  Carmen  de  la  Torre  en  el  testamento  citado  correspondían  á  su  he-* 
i'edera  la  demandada  Doña  Manuela,  porque  las  palabras  del  testador 
han  de  entenderse  en  su  genuino  y  litersl  sentido,  interpretándose  de 
manera  que  no  vaya  mas  allá  de  lo  que  expresa  la  letra  de  su  disposi- 
ción: que  el  segundo  testamento  desata  el  primero:  que  la  voluntad  del 
hombre  es  varia'ble  hasta  lá  muerte;  y  que  separándose  una  sentencia 
de  la  expresada  voluntad  de  los  testadores,  qué  es  la  ley  en  ios  litigios 
sobre  sucesión,  se  infringe  dicha  ley;  y  en  su  virtud  pidió  se  le  absol- 
viese de  la  demanda,  condenándose  á  la  demandante  á  perpetuo  silen- 
eio  y  en  las  costas: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron  las 
partes  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones,  y  seguido  el  juicio 
por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  por 
sentencia  de  19  de  Junio  de  1882,  confirmatoria  sustancial  mente  de  la 
del  Juez  de  primera  instancia  declirando  á  Doña  Inocenta  de  la  Torre 
V  Pérez  Pavón  heredera  de  su  hermana  Doña  María  del  Carman,  con- 
forme al  testamento  de  19  de  Marzo  de  1875,  condenó  á  Doña  Manuela 
Martínez  Pardo,  viuda  de  D.  Manuel  Salinas,  á  que  entregue  á  Doña 
Inocenta  de  la  Torre  todos  los  bienes  que  procedentes  de  Doña  María 
del  Carmen  de  la  Torre  Pérez  y  Pavón  quedaron  al  fallecimiento  de 
i).  Manuel  Salinas,  tanto  los  que  aportase  al  matrimonio  como  los  pro- 
cedentes de  gananciales,  con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir 
desde  el  día  de  la  muerte  del  D.  Manuel  Salinas,  los  cuales  se  liquida- 
rán con  arreglo  á  derecho: 

Resultando  que  por  piarte  de  Doña  Manuela  Martínez  Pardo  se  in- 
terpuso recurso  de  casación,  alegando  como  motivos: 

Que  la  sentencia  infringe  la  doctrina  consignada  en  la  de  este  Tri- 
bunal Supremo  de  T  de  Febrero  de  f87l,  según  la  que  las  cláusulas 
de  un  testamento  d^ben  interpretarse  concertando  entre  sí  y  de  mane- 
ra que  no  resolte  sin  sentido  ni  objeto  alguna  parte  de  ellas,  enten- 
diendo las  palabras  en  su  sentido  propio;  y  asimismo  infringe  la  ley  5^, 
titulo  S3,  Partida  1*,  que  dispone  que  las  palabras  del  facedor  del  tes- 
tamento deben  ser  entendidas  llanamente,  así  como  ellas  suenan;  por- 
que el  texto  de  la  cláusula  4^  del  testamento  de  Salinas  y  su  segunda 
esposa  contiene  una  institución  de  heredero  sin  limitación  alguna  que 
jiiúiuamente  se  hicieron  los  cónyuges,  y  con  arreglo  á  ella  el  sobrevi- 
viente había  de  ser  heredero  del  premuerto  en  plena  propiedad  y  do- 
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minio,  podiendo  por  consigoiente  disponer  libremente  ó  sea  de  enaU 
qaier  manera  válida  en  derecho  de  todos  ó  parte  de  los  bienes  de  la 
herencia:  que  por  esto  podo  Salinas  otorgar  el  testamento  de  1880  y 
disponer  en  él,  como  en  efecto  dispuso,  de  los  bienes  procedentes  d» 
sa  segunda  consorte  á  favor  de  quien  tuvo  por  conveniente:  que  n(» 
podía  decirse  que  la  cláusula  5^  quisieron  los  cónyuges  para  el  caso  de 
que  el  superviviente  falleciese  sin  nombrar  heredero,  nombrar  desda 
laego  la  persona  de  este  heredero  sustituto,  y  asi  lo  hicieron,  desig- 
nando á  Doña  Inoeenta  de  la  Torre;  pero  la  eficacia  de  este  nombra 
miento  é  institución  había  de  depender  de  dos  circunstancias,  á  saber: 
que  al  fallecimiento  del  ultimo  de  los  cónyuges  hubiese  en  su  poder 
bienes  suyos  ó  del  premoerto  y  que  aquól  no  hubiere  dispuesto  de 
ellos;  y  entendiendo  la  palabra  disponer,  usada  en  ambas  cláusulas  en 
SQ  verdadero  sentido,  nada  resolta  snperflao  en  ambas,  y  por  la  inver- 
sa, todo  lo  qoe  contienen  se  concierta  perfectamente: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bo 
nache: 

Considerando  qoe  en  materia  de  testamentos  la  volontad  del  testar 
dor  es  la  ley,  y  qoe  sos  palabras  deben  ser  entendidas  llanamente,  así 
como  ellas  soenan,  con  arreglo  á  la  jey  5%  tít.  33,  Partida  1^: 

Consid'^rando  que  D.  Manuel  Salinas  y  su  mujer  Doña  María  dfel 
Carmen  de  la  Torre  y  Pérez  Pavón  otorgaron  testamento  mancomuna- 
do en  17  de  Mano  de  4875,  y  en  la  cláusula  4^  se  instituyeron  here- 
deros de  todos  sus  bienes,  derechos  y  acciones  para  que  el  que  sobre- 
viviera los  hubiera  y  goiara  y  disposiera  de  ellos  libremente  como 
mejor  le  'íonviniera: 

Considerando  que. la  libre  disposición  de  los  bienes,  derechos  y  ac- 
ciones concedida  al  cónyuge  sobreviviente  se  limitó  por  la  cláusula  5* 
del  mismo  testamento,  una  ves  qoe  en  ella  se  dispuso  qoe  al  falleci- 
miento del  último  testador  los  bienes  de  ambos  que  se  conservasen  y 
de  qoe  no  hubiese  dispuesto  el  que  sobreviviera  pasaran  á  Doña  ino- 
eenta de  la  Torre,  razón  por  la  qoe  D.  Manoel  Salinas  pudo  disponer 
de  ia  herenoia  de  so  difunta  esposa  por  actos  entre  vivos,  pero  no  por 
testamento,  como  lo  ha  verificado  á  favor  do  so  noevo  consorte  Doña 
María  Mortínez  Pardo: 

Considerando  que  en  tal  concepto  la  sentencia  que  estima  la  de- 
manda no  infringe  el  testamento  de  Doña  María  del  Carmen  de  la  To- 
rre y  Pérez  Pavón  ni  la  doctrina  y  ley  qoe  se  invocan  en  el  único  mo- 
tivo del  recorso; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
corso de  casación  por  infracción  de  ley,  interpoesto  por  Doña  Manoela 
Martínez  Pardo,  á  la  qoe  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la 
cantidad  qoe  depositó,  aoe  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese 
la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Cáceres,  con  devolu- 
ción del  apuntamiento.—  (Sentencia  poblicada  el  24  de  Febrero  de  188^, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  SI  de  Agosto  del  mismo  año.) 

64 

Reenrso  de  eagaeión  (26  de  Febrero  de  f883).-^iS'a¿a  primera. 
— ^Reivindicación  de  terrenos.— No  ha  logar  al  interpoesto  por  D.  Eu  - 
genio  Capitán  con  D.  Dionisio  Paredes  (Aodiencia  de  Madrid),  y  se  re- 
suelve: 
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f^  Que  r$ñr%ináose  el  arl.  33  de  la  Instrueción  de  31  de  Mayo 
•di  4875,  la  Real  orden  de  i  %  de  Febrero  de  4860,  la  de  ^  de  Enero 
de  4868,  el  art.  V  del  Real  decreto  de  iO  de  Jwlio  de  4864  y  la  jurit- 
prudencia  consignada  por  el  Consejo  de  E  stado  de  no  considerar  á  los 
simples  rematantes  con  derecho  alguno  mientras  la  adjudicación  na  se 
hace  y  ellos  pagan^  confirmada  por  la.  Real  orden  de  6  de  Mar  %o  de  \  877, 
á  los  casos  y  forma  en  que  ha  de  hacerse  por  los  compradores  de  bienes 
nacionales  la  cesión  del  remate j  esto  se  entiende  con  relación  al  BsU- 
do^tendedor^  y  en  nada  pueden  modijicar  las  leyes  relativas  á  los  con- 
tratos entre  particulares: 

f^  Que  las  leyes  2^  y  54,  til.  5^,  Partida  5^,  y  la  doctrina  estableci- 
da en  su  conformidad  por  el  Tribunal  Supremo  se  hallan  modi/tcadca 
por  la  ley  del  Registro  de  la  propiedad,  que  da  la  preferencia  en  los 
bienes  raices  enajenados  al  comprador  que  haya  inscrito  primero  su 
titulo; 

YV*  Que  si  el  error  de  hecho  y  de  derecho  que  se  alega  para  apoyar 
si  recurso  en  el  art,  597  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  tiene  otro 
fundamento  que  el  tratarse  de  aprecier  documentos  públicos  y  no  de 
prueba  testijlcal,  y  la  Sala  sentenciadora  no  ha  negado  eficacia  á  docu- 
mentó  público  alguno,  sino  solamente  ha  declarado  cuáles  son  prefe- 
rentes en  el  caso  del  pleito,  no  existe  la  infracción  alegada, 
'  En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  26  de  Febrero  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
'  iey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio, 
de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
misma  por  D.  Eugenio  Capitán  y  Prieto,  propietario,  vecino  de  Piasen* 
cia,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Ensebio  Gasaes,  bajo  la  dirección 
del  Doctor  D.  Julián  de  Mendieta*  con  D.  Dionisio  Paredes  yOaiitén, 
hoy  su  viuda  y  testamentarios,  representados  por  el  Procurador  Don 
Joaquín  Días  Pérez,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  Antonio  Maura,  sobre 
reivindicación  de  terrenos: 

Resultando  que  D.  Juan  Vera  y  López  remató  en  S2  de  Octubre 
de  4859  dos  cuartos  de  la  dehesa  de  Valverde,  de  la  provincia  de  Cace* 
res,  denominados  Canteriila  y  Yoileverde,  pertenecientes  á  los  Propios 
de  Valdeobispo,  el  primero  en  27.650  pesetas,  y  el  segundo  en  18.450; 
habiéndosele  adjudicado  como  mejor  postor  por  la  Junta  superior  de 
Venias  en  sesión  de  24  de  Noviembre  siguiente: 

Resultando  que  en  4  de  Julio  de  4862  otorgó  escritura  en  esta  corte 
D.  Juan  de  Vera  y  López,  declarando  que  el  remate  de  dichas  fincas  lo 
hizo  por  cuenta,  cargo  y  bajo  la  responsabilidad  de  D.  Lucio  González 
ó  de  la  persona  6  personas  que  éste  en  su  día  pudiese  nombrar,  por  lo 
que  se  le  cedía  y  traspasaba  con  cuantas  facultades  fuesen  necesarias, 
para  que  en  virtud  de  su  derecho,  ó  representando  el  del  mismo  Vera, 
se  personase  en  los  expedientes  de  subasta,  que  oyera  las  notificaciones 
y  practicara  las  diligencies  necesarias  para  hacer  su  primer  pago  y  los 
.  de  los  demás  plazos  que  tuviera  por  conveniente,  cesión  que  aceptó* 
D.  Lucio  González  por  haberse  hecho  el  remate  por  su  cuenta,  orden  y 
encargo,  obligándose  áhacer  soya  la  responsabilidad  de  pago,  ó  en  su 
defecto  las  personas  á  quienes  designase,  dejando  libre  de  ella  al  rema- 
tante por  declararse  desde  aquel  acto  subrrogado  en  todas  las  acciones 
y  obligaciones  de  éste: 

Re»ultando  que  en  escritura  que  otorgaron  en  Madrid  á  26  de  Abril 
de  4879  D.  Lucio  González  y  Martínez,  por  su  propio  derecho  y  en  vir- 
4Qd  de  las  facultades  que  como  apoderado  de  D.  Juan  Vera  le  estaban 
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conferidas,  y  D.  Dionisio  Paredes  y  Guillen,  naanífestaron  qae  basta 
entonces  no  había  podido  tener  efeetoel  pago  de  plazo  afgano  de  \o$  1(^. 
en  qoe  dichas  fincas  foeron  subastadas,  y  para  que  pudiera  verificarse^ 
bien  á  nombre  del  primer  rematante,  bien  al  d^  Paredes,  como  su  sn- 
«  cesor  y  cesionario  de  todos  sos  derechos,  D.  Lacio  González  bada,  ce- 
sión y  traspaso  de  dichas  dos  fincas  á  D.  Dionisio  Paredes,  á  quien  des  7 
de  Ittego  nombraba  sucesor  en  todas  las  actnaciones,  obligaciones  y  de- 
rechos del  rematante  D.  Joan  de  Vera,  como  él  lo  era  en  el  poder  refe-; 
rido  ó  la  persona  6  personas  que  pudiera  designar,  nombrando  al  efec- 
to á  PareJes,  á  quien  desde  luego  confería  el  poder  necesario  para.qp& 
pudiese  con  dinero  de  sa  propiedad  pagar  los  plazos  qoe  tuviera  por 
conveniente  y  practicar  todo  lo  demás  necesario;  poder  y  cesión  de  fio- 
cas  que  aceptó  Paredes,  obligándose  á  cumplir  las  condiciones  de  la  su- 
basta qoe  se  trasfería: 

Resaltando  qae  en  documento  privado,  fechado  en  Plasencia  á  tO 
de  Abril  de  1875,  D.Juan  de  Vera  y  López  cedió  á  D.  Eugenio  Capitán, 
siempre  que  la  Dirección  de  Ventas  de  bienes  nacionales  confirmase  a 
so  favor  el  remate  que  hizo  en  22  de  Octubre  de  i  859  de  los  dos  cuar-^ 
tos  mencionados  de  la  dehesa  deValverde  el  derecho  á  dichos  dos  cuar- 
tos, pagando  Capitán  al  Estado  su  importe  al  cunlado,  y  verificado  et^ 
pago  otorgaría  Vera  á  Capitán  la  correspondiente  escritura;  habiendo, 
daelarado  á  continaación  en  el  mismo  documento  D.  Jann  de  Vera  cpu 
fecha  23  de  Noviembre  del  mismo  año  qoe  Capitán  le  había  entrega- 
do  162.682  real'^s  85  céntimos  para  pago  de  las  fincas,  teniendo  quesa-- 
tisfacerle  41. 7n  reales  12  céntimos  por  resto  de  su  cuenta  el  día  que  se 
otorgase  la  escritora  á  su  favor  de  las  fincas  citadas  en  aquel  contrato: 

Resultando  qoe  en  13  de  Diciembre  del  repetido  año  Í875  entabló  . 
demanda  D.  Eugenio  Capitán  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Plasencia  para  que  se  condenase  á  D.  Juan  Vera  y  López  á  otorgar  á  su  - 
favor  la  escritora  de  compraventa  de  los  dos  cuartos  de  la  d»'hesa;  y 
condenado  por  ejecutoria  de  la  Audiencia  de  Gáceres  de  8  de  Maizo 
de  1877  al  otorgamiento  de  dicha  escritura,  se  otorgó,  en  efecto,  por  . 
el  Juez  de  primera  instancia  en  30  de  Noviembre  siguiente,  siendo  ins 
crita  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  T  de  Diciembre,  y  habiéndose 
dado  posesión  á  Capitán  en  1*  de  Enero  de  1878: 

Resultando  que  D.  Dionisio  Paredes  á  su  vez  había  entablado  de- 
manda en  7  de  Diciembre  de  1876  en  ono  de  los  Juzgados  de  primera  . 
instancia  de  est«  corte  para  qoe  se  condenase  á  D.  Juan  de  Vera  á  en- 
tregarle libre  de  cárgalas  dos  fincas  Caterillas  y  Vaileverde,  con  los^  .. 
froios  percibidos  y  debidos  percibir  y  el  importe  de  los  daños  y  per- 
joícios;  pretensión  qoe  fundó  en  que  rematadas  dichas  fincas  por  Vera» 
poreoenta  y  encargo  de  D.  Lacio  González,  quedó  eñ  suspenso  la 
aprobación  de  la  subasta  y  por  lo  mismo  el  pago  del  primer  pbizo  del 
precio  por  haberse  promovido  un  inciden'e  de  nulidad  ó  excepción^ 
que  como  se  demoraba  su  terminación  y  no  se  le  había  otorgado  doco- 
'mentó  alguno  por  el  cual  González  pudiese  acreditar  que  el  remate  le 
correspondí»,  se  otorgó  la  escritura  de  4  de  Julio  de  1862  y  después  la 
de  cesión  de  1869:  que  trascurridos  algunos  años,  prevaliéndose  Vera..  . 
de  lacirconstanciade  figorar  en  el  expediente  como  rematante,  y  no- 
ticioso de  que  al  ñn  había  sido  aprobada  la  subasta,  convino  con  capi«~ 
tan  en  enajenar  las  fincas  cuyos  10  plazos  pagó  de  una  vez  á  la  Hacien- 
da, que  otorgó  la  escritura  á  favor  del  que  en  apariencia  era  el  rema- 
tante: 

Resultando  qoe  anotada  preventivamente  esta  demanda  en  el  Ke^- 


Digitized  by 


Google 


RECURSOS   Y  COMPKTINGIAS.       ,  .235 

gistro  de  la  propiedad,  y  seguido  el  jaicio  en  dos  iajtaneías,  por  eje-* 
cotoria  de  12  de  Jallo  de  1879  se  condenó  á  Vera  á  entregar  á  Paredes 
las  dos  Aneas  demandadas,  en  eoyo  acto  debería  pagar  Paredes  á  Vera 
el  importe  del  primer  plazo  del  precio  del  remate: 

Rfsultando  que  acordado  eji  ejecución  de  esta  sentencia  qne  se  pn«^ 
siera  en  posesión  de  las  fincas  á  D.  Dionisio  Paredes,  como  en  efecto  se 
le  puso  con  protesta  de  D.  Eugenio  Capitán,  y  que  el  Registrador  de 
la  propiedad  coovirtiera  en  inscripción  definitiva  la  anotución  preven-' 
tiva  que  hizo  de  la  demanda,  como  se  negó  á  ello  el  Registrador^  se 
instruyó  el  expediente  gubernativo  que  resolvió  la  Dirección  general» 
declarando  que  mediante  la  presentación  de  la  ejecutoria  debía  con- 
vertirse en  inscripción  definitiva  la  citada  anotación: 

Resultando  que  en  28  de  Diciembre  de  1880  dedujo  D.  Eugenio  Ca-^. 
pitan  la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se  condenase  á  D.  Dio- 
nisio Paredes  á  dejar  á  su  disposición  en  plena  y  absoluta  libertad  los 
cuartos  enclav^idos  en  la  debesa  de  Valverde,  titulados  Valverde  y  Can«^ 
terilias,  con  todos  los  frutos  que  tuviera  producidos,  más  los  pendien-' 
tes,  intereses,  daños  y  menoscabos  desde  el  día  en  que  indebidamente 
entró  en  posesión  de  dichas  fincas,  mediante  á  que  éstas  pertenecían  á 
D.  Eugenio  Capitán  en  pleno  dominio  en  virtud  de  la  escritura  de  ven- 
ta judicial  otorgada  á  su  favor  en  30  de  Noviembre  de  1877,  inscrita 
exi  el  Registro  de  la  propiedad,  y  por  loque  se  dio  posesión  judicial  en 
10  de  Enero  de  1878,  que  tomó  sin  oposición  alguna;  pretensión  que 
fundó  en  que  la  compraventa  era  titulo  traslativo  de  dominio:  que  no 
teniendo  Vera  ningún  derecho  á  los  predios  referidos  por  haberlos  ce^ 
dido  é  Capitán,  no  había  podido  disponer  de  ellos,  siendo  improceden- 
te todo  lo  que  hubiese  convenido  con  Paredes:  que  Capitán  tenía  la  le- 
gítima posesión  por  titulo  de  compra  y  entrega  del  precio  y  no  podía 
ser  despojado  de  ella  sin  ser  oido  y  vencido  en  juicio;  y  que  el  que  cau- 
saba daño  á  otro  debía  ser  responsable  de  los  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  D.  Dionisio  Paredes  impugnó  la  demanda,  consig- 
nando como  hechos  los  antecedentes  que  quedan  referidos,  de  los  cua- 
les dedujo  como  fundamentos  legales  que  el  que  carecía  de  dominio 
nnnca  ío  trasmitía  á  otro,  aun  cuando  mediaran  cuantos  contratos  re- 
conocía la  ley,  y  Vera  jamás  tuvo  derecho  propio  en  la  compra  de  di- 
chas fincas,  pues  había  intervenido  en  la  subasta  por  encargo  y  A  cuen: 
ta  de  González^  y  los  derechos  que  pudiese  tener  los  había  trasmitido 
á  éste  en  virtud  de  la  escritura  de  486f,  cual  los  enaienó  á  su  vez  t 
Paredes  en  1869;  y  que  no  habiendo  obtenido  Vera  el  dominio  de  di- 
chas fincas,  para  lo  cual  necesitaba  título  y  modo,  careciendo  también 
de  aqueilcs  otros  derechos  distintos  del  dominio  que  del  acto  del  rema*» 
te  pudieron  nacer,  quizás  á  Capitán  asistiiíin  por  consecuencia  de  los> 
pactos  y  entregas  que  entre  él  y  Vera  mediasen,  acciones  de  índole 
personal  y  tal  vez  criminales,  pero  nunca  la  reivindicatoría,  que  era 
peculiar  de  dominio;  y  terminó  pidiendo  que  declarando  que  los  títuloa 
que  el  actor  invocaba  no  habían  trasmitido  el  dominio  de  las  fincas  qne 
rccfamaba  ni  destruían  ni  amenguaban  los  derechos  de  D.  Dionisio  Pa- 
redes, se  absolviera  á  éste  de  la  demanda,  con  imposición  al  deman- 
dante de  las  costas: 

Resultando  que  D.  Eugenio  Capitán  replicó  qne  las  cesiones  da  Ve- 
ra á  González  y  Paredes  ,no  podía  surtir  efecto  por  no  estar  ajustada» 
A  la  ley  de  18  de  Febrero  de  1860,  dado  qjue  podían  tener  un  carácter 
^e  prima  ó  de  cualquier  otro  género  ilícito:  que  si  González  y  Paredea 
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pracUcaroa  algona  gestión,  íaé  en  el  coneepto  de  apoderados  de  Yera» 
lo  caal  significaba  que  éste  era  el  verdadero  ó  dueño  del  remate,  con 
cuyo  carácter  el  Estado  se  lo  adjudicó  y  otorgó  á  su  favor  la  escritura 
de  venta,  que  fué  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad:  que  la  pose- 
sión del  demandado  era  ineficaz,  porque  nadie  podía  ser  privado  de 
ella  sin  ser  oído  y  vsncido  en  juicio:  que  la  sentencia  obtenida  por 
aquél  contra  Vera  no  perjudicaba  al  demandante  por  no  haber  sido  par* 
te  en  aquel  jnicio^  ni  tampoco  la  anotación  preventiva  4  favor  del  de- 
mandado, que  no  pudo  reclamar  la  propiedad  de  bienes  inmuebles,  ba- 
jo las  supuestas  escrituras  de  cesión  del  remate,  siendo  por  su  propia 
índole  revocable  y  transitoria:  que  dicha  anotación  no  se  biso  en  virtud 
de  sentencia  definitiva,  sino  de  una  providencia  judicial  que  no  pudo 
declarar  ni  declaró  derechos  ni  modificó  el  carácter  de  las  obligaciones 
que  garantizaba;  y  que  el  derecho  del  demandante  traía  su  orig^^n  de 
la  escritura  de  venta  otorgada  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Plasencia  en  ejecución  de  sentencia  dictada  en  pleito  contra  D.  Juan 
Vera  López,  cuyo  derecho  debió  disputar  el  demandado  en  el  mismo 
Juzgado  para  contrariar  los  efectos  de  la  sentencia: 

Resultando  que  el  demandado  en  el  escrito  de  duplica  alegó  que  el 
actor  no  había  ejercido  acción  para  que  se  le  absolviera  sobre  los  con- 
tratos de  cesión  de  Vera  á  favor  de  González  y  de  éste  al  de  Pare- 
des; y  que  habiéndolos  impugnado  Vera  en  el  pleito  con  aquél,  se  habia 
declarado  el  valor  legal  de  las  escrituras  de  cesión;  y  que  cuando  el  de- 
mandante prasentó  su  escritura  de  compraventa  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  estaba  ya  anotado  el  derecho  del  demandado  y  no  se  había 
pedido  ni  se  pedía  la  cancelación  de  dicha  anotación: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  el  Jaez  de  pri- 
mera instancia  dictó  sentencia,  que  confirmó  la  Sala  segonaa  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  esta  corte  en  10  de  Junio  de  488S,  si  bien  alz in- 
do la  condenación  de  costas  que  aquella  contenía^  absolviendo  á  D.  Dio^ 
nisio  Paredes  y  Guillen  de  la  demanda: 

Resultando  que  D.  Eugenio  Capitán  interpuso  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1^  El  art.  33  de  la  instrucción  de  34  de  Mayo  de  4875,  pues  en  sU 
pitrrrafo  séptimo  sólo  admitía  la  cesión  cuando  se  hacía  ante  el  Jaez 
en  el  acto  de  ía  subasta  en  los  dos  días  siguientes  á  la  notificaoión  dé 
haber  sido  adjudicada  la  finca;  la  Real  orden  de  48  de  Febrero  de  4860, 
que  prohibe  admitir  cesiones  sin  acreditar  antes  que  el  cedente  tenía 
satisfecho  el  primer  plazo;  la  Real  orden  de  3  de  Enero  de  1868,  que 
sólo  considera  válidas  las  cesiones  anteriores  á  esa  fecha  cuando  por 
virtad  de  elUs  haya  otorgado  el  Estado  las  escrituras  de  venta  en 
favor  de  los  cesionarios;  pues  las  cesiones  sucesivas  sólo  son  válidas 
cuando  se  hacen  dentro  de  los  40  días  de  haber  pagado  el  primer  plazo 
siempre  que  esto  taviera  lugar  dentro  del  término  marcado  en  el  ar- 
tículo 445  de  la  instrucción;  el  art.  T  del  Real  decreto  de  40  de  Julio 
de  4865,  que  no  concede  derecho. á  los  compradores  ni  para  reclamar 
eino  dentro  de  los  45  días  siguientes  á  la  posesión  y  pago  del  primer 
plazo;  y  la  jarisprudencia  consignada  por  el  Consejo  de  Estado  de  no 
considerar  á  los  simples  rematantes  con  derecho  alguno  mientras  la  ad- 
judicación no  se  hace  y  ellos  pagan,  confirmada  por  la  Real  orden  de 
Hacienda  de  6  de  Marzo  de  4877,  á  propuesta  de  la  sección  de  lo  Goh> 
tencioso  de  aquel  alto  Cuerpo,  por  la  que  se  declara  improcedente  la 
vía  contenciosa  é  inadmisible  una  demanda  dirigida  por  los  rematan- 
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les  contra  una  Real  orden  en  qne  se  anniaron  varios  remates  de  fincas 
para  procedr  á  subastarlas  desde  Iaep:o: 

i®  La  ley  t*,  til.  5**  de  la  Partida  5*,  por  la  caal  ¡te  ordena  qae  ven- 
diendo nno  una  cosa  á  dos  en  tiempos  departidos,  si  aquel  á  quien  ia 
vendió  primeramente  pasó  á  la  tenencia  de  ella  y  paga  el  precio,  ese 
la  debe  haber  y  noel  otro,  estando  obligado  el  vendedor  Á  tornar  el 
precio  á  aquel  que  la  vendió,  con  todos  los  daños;  y  que  si  el  postrime- 
ro comprador  pasase  á  la  tenencia  y  á  la  posesión  y  pagase  el  precio, 
^1  la  debe  haber  y  no  el  primero;  la  ley  51  del  mismo  titulo  y  Partida, 
que  dispone  que  en  la  venta  de  cosa  ajena  dando  desde  luego  la  pose» 
sión  de  ella,  si  el  vendedor  ganase  el  sefiorío  de  ella  y  la  vendiese  des- 
pués á  otro,  el  primer  comprador  tenia  mayor  derecho  en  ella;  doctri- 
na legal  sancionada  por  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  4 
de  Mayo  de  4860,  14  de  Octubre  de  1861,  13  de  Octubre  de  18&4,  iSde 
Julio  de  1869  jk42  de  Julio  de  1875;  disposiciones  legales  de  exacta 
aplicación  á  favor  de  Bogenio  Capitán,  toda  vez  que  éste  concertó  y 
convino  la  compra  de  las  fincas  con  Vera  en  SO  de  Abril  y  S3  de  No- 
viembre de  1875,  pagando  al  contado  el  precio  de  dichas  fincas,  que  co- 
mo del  Estado  estaban  vendidas  á  plazos:  que  por  sentencia  firme  se  le 
otor,gó  escritura  judicial,  que  se  inscribió  en  el  Registro,  dándosele  po- 
sesión, siendo  ¿in  embargo  reconocida  la  preferencia  al  derecho  de  esas 
fincas,  que  alegaba  D.  Dionisio  Paredes,  reducido  á  una  escritora  de 
cesión  de  un  remate  sin  haber  pagado  el  precio  ni  alegado  sobr»  esto 
cosa  alguna: 

3"  La  ley  S^  tít.  34,  fíbro  H  de  la  Novisima  Recopilación,  segttn  la 
«ual  nadie  puede  ser  despojado  de  su  posesión  sin  ser  previamente  lia» 
mado  y  oido  y  vencido  en  juicio;  la  jurisprudencia  constantemente 
admitida  por  los  Tribunales  en  el  mismo  sentido,  y  confirmada  por  la 
jurisprudencia  de  este  Supremo,  consignada  en  las  sentencias,  entre 
otras,  de  5  de  Octubre  de  1S63  y  24  de  Febrero  de  4865;  y  el  art.  40  de 
la  ley  fundamental  del  Estado,  vigente,  que  dice  que  nadie  puede  ser 
privado  de  su  propiedad  sinapor  la  Autoridad  competente,  y  no  lo  era 
según  la  ley  antes  citada  sino  el  Juez  ante  quien  había  sido  demanda- 
do y  vencido  el  poseedor;  toda  vez  que  vencido  Vera  en  el  pleito  segui- 
do por  Capitán,  éste  obtuvo  la  posesión  de  las  fincas  que  le  dio  al  Jut- 
gado,  y  hallándose  en  elfa  se  le  despojó  en  virtud  de  una  providencia 
judicial,  bajo  protexto  de  cumplimiento  de  una  ejecutoria  que  no  día* 
ponía  semejante  acto  posesorio: 

4*  Sobre  la  anotación  preventiva  f|iie  hizo  D.  Dionisio  Paredes  y  que 
parecía  se  había  convertido  en  inscripción  definitiva  por  acuerdo  de  la 
Dirección  general  del  Registro  de  la  propiedad,  el  art.  3*^  de  la  ley  Hi- 
potecaria y  el  47  del  Reglamento,  puesto  que  no  constaba  título  á  fa- 
vor de  D.  Dionisio  Paredes,  formulado  en  escritura  publica  traslativa 
de  dominio;  no  estaba  tampoco  fijado  el  precio  de  la  venta  para  la  li- 
quidación y  cobro  del  impuesto,  ni  mucho  menoS  se  había  acreditado 
con  carta  de  pago  haber  satisfecho  el  mencionado  impuesto  á  la  Ha- 
cienda pública;  todo  lo  cual  se  encontraba  puntualmente  por  D.  Euge- 
nio Capitán.  El  art.  33  de  la  misma  ley,  que  dispone  que  la  ínscrioción 
no  convalida  los  actos  ó  contratos  nulos  con  arreglo  á  las  leyes.  Bl  ar- 
ticulo 34,  qne  determina  que  los  actos  ó  contratos  otorgados  por  p^^r-* 
sona  que  en  el  Registro  aparezca  con  derecho  para  ello,  una  vez  ins- 
critos no  se  invalidarán  en  cuanto  á  los  que  con  ella  hubiesen  contra- 
tado por  título  oneroso,  aunque 'después  se  anule  ó  resuelva  el  derecha 
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iti  Otorgante  61)  virtud  dd  título  anterior  no  inscrito  ó  de  cansas  qne^ 
no  resulten  claramente  del  Registro;  haMándose  confirmada  la  doctrina 
de  este  artículo  por  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  SI  de 
Febreto  de  1870,  8  de  Julio  de  1871  y  28  de  Mayo  de  1874.  El  art.  38, 
que  en  consonancia  con  el  36,  que  dice  que  no  se  anularán  ni  rescindí'^ 
rán  loscontrattos  sin  perjuicio  de  tercero  que  haya  inscrito  su  derecho^ 
entre  otras  caosas  por  la  doble  venta  de  una  misma  cosa  cuando  algu- 
na de  ellas  no  hubiere  sido  inscrita»  T  el  art.  82  de  Ja  misma  ley,  por 
el  que  las  inscripciones  hechas  en  virtud  de  escritura  pública  no  se 
cancelarán  sino  por  providencia  ejecutoria  contra  la  cual  no  se  halle 
pendiente  recurso  deaasación,  ó  por  otra  es^^/rítora  ó  documento  au-^ 
tantico  en  el  cual  exprese  su  consentimento  pa^a  la  cancelacii^n  la  per- 
sona en  cuyo  favor  se  hubiere  hecho  la  inscripción;  aiíadiendo  que  las 
inscripciones  ó  anotaciones  hechas  en  virtud  de  mandamiento  judicial^ 
no  se  cancelarán  sino  por  providencia  ejecutoria;  ^ 

Y  H*  que  al  considerar  la  sentencia  que  debidamente  apreciadas  las 
pruebas  el  recurrente  no  había  justiñcado  el  dominio,  habla  infringí* 
do  por  consigoiente  el  art.  597  de  la  ley  vigente  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, Ihs  leyes  8*,  tít.  U.  y  114,  tít.  18  déla  Partida  3\  y  las  sentencias 
de  este  Supremo  Tribunal  de  20  de  febrero  de  1866  y  2i>  de  Febrero  de 
1872;  pues  coando  se  trataba  de  prueba  testifical,  obrababan  los.  Tri- 
bunales con  cierta  libertad  para  apreciarla;  pero  cuando  se  trataba  de 
documentos  públicos,  como  lo  eran  las  actuaciones  judiciales,  había 
que  dar  crédito  á  los  hechos  que  en  ellas  constaban: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  Lopes  Monte- 
negro: ' 

Considerando  que  las  disposiciones  citadas  en  el  primer  fundamen- 
to, aun  prescindiendo  de  su  pertinencia  ó  no  en  el  recurso  de  casación 
son  inaplicables  á  la  cuesiión  pendiente,  y  no  han  poJido  ser  infringi- 
das, puesto  que  refiriéndose  á  los  casos  y  forma  en  que  hade  hacerse 
por  ios  compradores  de  bienes  nacionales  la  cesión  del  remate,  esto  se 
entiende  con  relación  al  Estado,  vendedor,  y  en  nada  pueden  modificar 
las  leyes  relativas  á  los  contratos  entre  particulares,  ácuya  naturaleza 
corresponden  los  que  han  dado  logar  al  pleito: 

Considerando  que  las  leyes  2^  y  51,  tít.  5^  Partida  5*,  y  la  doctri- 
na de  las  sentencias  citadas  en  el  segundo  fundamentóse  hallan  modi- 
ficadas por  la  ley  del  Registro  de  la  propiedad,  que  da  la  preferencia 
en  los  bienes  raíces  enajenados  al  comprador  que  haya  inscrito  prime* 
ro  su  ifiuló,  en  cuyo  casóse  halla  el  recurrido,  que  anotó  preventiva- 
mente su  demanda,  y  habiendo  vencido  en  ella,  convirtió  legalmente 
en  inscripción  definitiva  la  referida  anotación,  anterior  en  fecha  á  la 
del  recurrente: 

Considerando  que  la  ley  2*,  tít.  34,  libro  1 1  de  la  Novísima  Eecopi- 
lació,  citada  en  el  tercer  fundamento,  no  ha  sido  infringida  por  la  sen- 
tencia, que  en  este  pleito  seguido  entre  Capitán  y  Paredes  declara  ef 
mejor  derecho  de  éste  6  la  propiedad  de  las  fincas  litigiosas,  no  tratar- 
se en  él  sino  incidentalmente  de  la  forma  en  que  antes  se  dio  la  pose^ 
sión  de  las  mismas: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  los  artículos  de  la 
ley  Hipotecaria  ni  las  doctrinas  citadas  en  el  cuarto  fundamento,  pues- 
to que  Paredes  anotó  preventivamente  su  demanda  antes  aue  Capitán 
inscribiera  en  escriturado  compra,  y  por  C0|n siguiente  al  nacer  Gapi-^. 
lán  la  inscripción  tuvo  noticia  del  pleito  peiidiente,  y  como  on  él  ven* 
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•eió  Paredes,  la  aeolencia,  qne  es  sa  lítalo^  da  eficacia  á  la  Inscripción 
desde  la  fecha  deósta,  con  lo  cual, caen  por  su  bass  todos  los  fonda- 
mentos  del  motivo; 

Y  considerando,  por  último,  que  el  error  de  hecho  y  de  derecho qae 
ae  alega  en  el  quinto  motivo  como  cometidos  por  la  sentencia  para  apo- 
yar el.  recurso  en  el  art.  597  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  tiene 
otro  fundamento  qae  el  tratarse  de  apreciar  docomentos  públicos  y  no 
4b  prueba  testifical,  y  la  Sala  sentenciiídora  no  ha  negado  eficacia  á 
documento  público  alguno,  sino  solamente  ha  declarado  coáiesaon  pre-* 
íerentes  en  el  caso  del  pleito,  por  lo  cual  no  existe  la  infracción  ale- 
gada; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re* 
enrso  de  casación  interpuesto  por  D.  Eugenio  Capitán  y  Prieto,  á 
qnien  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  dis 
tribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
do  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apon* 
tamiento  que  ba  remitido. — (Sentencia  publicada  el  26  de  Febrero  da 
4883,  é  inserta  en  la  Oacetaúe  %i  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Confpeteiieia  (16  de  Febrero  de  4883).— iS'a/a  tercera. — Pago  db 
oaJIos. — Se  decide  4  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Fuente 
Ovejuna  la  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Yiilanueva  de  la  Serena 
sobre  conocimiento  de  la  demanda  deducida  por  D.  Victoriano  Ortis 
Balsera  contra  O.  José  Morillo  Velarde  y  otro,  y  se  resuelva: 

1®  Que  conforme  á  la  regla  (*  del  art.  ^^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
ciffil,  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  es  Juez  com 
fetenleel  del  lugar  en  qufi  deba  cumplirse  la  obligación;  y  á  falta  de 
ésie^  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  Ó  el 
del  lugar  del  contrato^  n  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente,  f>%^ 
diera  hucerse  el  emplazamiento; 

Y  2®  Que  con  arreglo  á  derecho  y  á  la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo  deben  los  daños  y  perfuicios  ser  demandados  ante  el  Juez  del 
lugar  donde  se  hayan  causado,  aunque  el  dañador  sea  de  otra  vecindad, 
y  allí  debe  cumpltr  lo  de  q)íe  resulte  responsable. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Febrero  de  1883,  en  la  eom- 
pelencía  pendiente  ante  Nos,  promovida  por  el  Juez  de  primera  instan 
cía  de  Villanueva  de  la  Serena  al  da  igual  clase  de  Fuente  Ovejuna 
sobre  conocimiento  de  la  demanda  deducida  por  D.  Victoriano  Orti¿ 
Balsera  contra  D.  José  Murillo  Velarde  y  D.  Ruperto  Fernández  Aróva- 
lo  sobre  pago  de  pesetas,  procedentes  de  daños  y  perjuicios: 

Resultando  qne  D.  Victoriano  O  tiz  y  Balsera  dedujo  demanda  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Fuente  Ovejuna,  en  la  que  expuso 
que  siendo  arrendatario  de  la  dehesa  nombrada  del  Jaroso,  sita  en  aquél 
término,  había  estado  privado  desde  mediados  de  Julio  de  aquel  año 
1882  de  hacer  oso  de  todas  las  aguas  de  ella  con  sus  carneros  por  haber 
abrevado  la  ganadería  de  D.  José  Morillo  y  D.  Ruperto  Fernández,  cao- 
sándole  con  ello  un  perjuicio  apreciado  en  810  pesetas:  que  por  estar 
infestada  de  viruela  la  ganadería  de  aquéllos  habla  tenido  qoe  dejar  de 
aprovechar  30  fanegas  de  tierra  para  evitar  el  contagio,  perjoicio  qoe 
estimaba  en  150  pesetas,  y  que  habiendo  sido  inútiles  los  pasos  amis- 
tosos qoe  l^abía  dado  para  conseguir  el  pago  de  estas  samas,  «jercitan- 
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irsonal  qoe  emanaba  de  estos  hechos,  pedía  se  condenara 
lio  y  D.  Ruperto  Arévalo,  vecinos  de  Campanario,  al 
osetas  y  las  costas: 

que  librado  exhorto  al  Juzgado  de  primera  instancia  de 
la  Serena  para  el  emplazamiento  de  los  demandados,  á 
después  de  oído  el  Prc motor  fiscal,  dicho  Juez  se  decía- 
para  conocer  de  la  demanda,  requiriendo  de  inhibición 
vejuna,  fundado  en  que  tratándose  del  ejercicio  de  una 
1,  el  Juez  competente  era  el  del  lugar  en  que  debiera 
hligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante, 
del  demandado,  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallan- 
ique  acciüeatalroente,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento: 
presente  faltaba  el  lugar  en  que  debía  cumplimentarse 
bjeto  del  negocio,  y  que  además  los  demandados  no  ba- 
rridos dentro  de  la  jurisdicción  del  Juzgado  de  Fuente 
ía  podido  hacerse  el  emplazamiento  oportuno  en  aquella 

que  el  Juez  de  Fuente  Ovejuna,  con  audiencia  del  de-^ 
ú  Ministerio  fiscal,  se  negó  á  la  inhibición,  fundando  su 
1  que  teniendo  por  objeto  la  demanda  reclamar  el  im- 
nzación  de  un  daño  causado' por  los  ganados  de  los  de- 
ro  del  término  de  la  villa  de  Fuente  Ovejuna,  ejercitan- 
a  acción  personal,  era  incuestionable  que  debía  conocer 
izgado,  porque  lo  era  del  lugar  donde  el  daño  fué  hecho, 
os  dañadores  fueran  de  otra  vecindad,  allí  debían  ccm- 
resultasen  responsables,  con  arreglo  á  lo  determinado  en 
t.  (%  y  3V  tít.  15,  Partida  7%  y  la  doctrina  sentada  por 
Tribunal  en  sentencias  de  ti  de  Febrero  de  1866,  3  de 
f  8  de  Febrero  de  1879: 

que  el  Juez  de  Villanueva  insistió  en  la  inhibición,  y 
id  uno  y  otro  han  elevado  las  actuaciones  á  este  Supre- 

iííie  el  Magistrado  D.  Joan  Ignacio  de  Morales: 
io  que  conforme  á  la  regla  1^  del  art.  62  de  la  ley  de  En- 
vjl,  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  persona» 
pétente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obliga- 
de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del 
I  del  loo'ar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  ac- 
pudiera  hacerse  el  emplazamiento: 
lo  que  la  acción  que  se  ejercita  en  estas  actuaciones  es 
clamación  de  daños  y  perjuicios  ocasionados  en  el  tér- 
e  Fuente  Ovejuna,  y  con  arreglo  á  derecho  y  á  la  juris- 
Ue  Tribunal  Suprento  deben  los  daños  y  perjuicios  ser 
te  el  Juez  del  lugar  donde  se  hayan  causaao,  aunque  el 
otra  vecindad,  y  allí  debe  cumplir  lo  de  que  resulte  ros- 
ne debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
entablada  en  estos  autos  por  D.  Victoriano  Ortiz  Balsera 
Murillo  Velarde  y  D.  Ruperto  Fernández  Arévalo  corres- 
e  primera  instancia  de  Fuente  Ovejuna,  al  que  se  re- 
actuaciones  á  los  efectos  de  derecho;  y  póngase  la  pre- 
1  en  conocimiento  del  Juez  de  Villanueva  de  la  Serena; 
kS  ocasionadas  de  cuenta  respectiva  de  las  partes.— (Sen- 
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Recurso  de  easaelOD  {TI  de  Febrero  de  1883).— «^tfía  prime- 
ra.— Tercería  Oe  mejor  derecho.— No  ha  lagar  al  interpuesto  por  Doña 
Manuela  Arregai  con  Doña  Andrea  Aristignieta  (Andienria  de  Palma), 
y  se  resuelve: 

Que  conforma  á  lo  que  prescribe  el  art.  355  de  la  ley  de  Kl  de  Julio 
de  f877,  la  hipoteca  tácita  legal  establecida  por  la  legislación  anteriora 
1^  de  Enero  de  1863  enfa^or  de  la  mujer  casada  sobre  los  bienes  de  su 
marido  por  su  dote  y  parafernales  que  la  hubieran  sido  entregadas^ 
puede  extinguirse^  subrrogarse  ó  posponerse  siempre  que  siendo  aqué- 
lla mayor  de  edad  preste  i  ello  su  consentimiento,  quedándole^  sin  em- 
bargo, i  falto  el  derecho  de  exigir  que  su  matido  le  Hipoteque  otros  bie* 
nes,  si  lo  tuviere  y  en  sustitución  de  los  enajenados  agravados,  según' 
determina  el  articulo  iSS  de  la  misma  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  S7  de  Febrero  de  i  883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pamplona' y  en  la 
Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  aquella  ciudad  por  Dofia  Andrea 
Aristiguieta  y  Galtés,  que  no  ha  comparecido  en  este  Supremo  Tribunal, 
con  Doña  María  Arregui  y  Aldaz,  y  en  su  nombre  el  Procurador  Don 
Manuel  de  Diego,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  León  Galindo  y 
de  Vera,  y  con  D.  Javier  Escartín,  que  tampoco  ha  comparecido,  sobre 
tercería  de  mejor  derecho: 

Resultando  que  con  motivo  del  matrimonio  de  D.  Javier  Escartín  y 
Doña  Andrea  Aristiguieta  se  otorgó  escritura  en  Irún  á  7  de  Junio  de 
1858,  en  la  que  se  hizo  constar  las  aportaciones  de  cada  uno  de  los  con- 
trayentes, consistiendo  la  de  Doña  Andrea  en  su  hijuela  paterna,  im- 
portante á  una  suma  1.926.79S  rs.  vn.  y  33  céntimos,  en  diferentes  va» 
lores,  créditos  y  fincas  en  la  isla  de  Cuba,  todo  lo  cual  introdujo  como 
caudal  propio  y  en  calidad  de  dote,  con  ios  privilegios  y  prerrogativas 
correspondientes  á  los  bienes  dótales;  constituyéndose  D.  Javier  Escar- 
tín en  haberlos  y  tenerlos  como. tales  bienes  dótales,  con  las  preferen- 
cias y  demás  favorables  á  los  mismos  y  en  calidad  de  dote  inestimada, 
pero  con  la  condición  de  que  cualquiera  parte  de  eila  que  realizada  en 
lo  sucesivo  so  redujera  á  numerario,  pertenecería  desde  luego  á  la 
clase  de  dote  estimada,  de  dominio  y  disposición  del  marido,  coya  res- 
ponsabilidad desde  entonces,  en  cuanto  á  la  parte  realizada,  ancanza- 
ría  hasta  la  cantidad  que  hubiera  producido: 

Resultando  que  por  escritura  de  28  de  Junio  de  1871,  Doña  Manuel; 
Arregui  dio  en  préstamo  á  D.  Javier  Escartin,  con  interés  de  5  y  media 
por  10o Ja  cantidad  de  50.000  pesetas,  obligándose  á  devolverla  paro 
ignal  día  de  1875,  hipotecándo'le  la  casa  núm.  7  de  la  calle  de  Calcetea 
ros  de  Pamplona,  y  la  número  67  del  barrio  extramural  de  la  Rocha- 
pea^  fincas  que  le  pertenecían  por  haberlas  heredado  de  sus  padres 
habiendo  concurrido  á  la  escritura  Doña  Andrea  Aristiguieta  para  de- 
clarar con  licencia  marital  qne  sobre  las  fincas  hipotecadas  no  la  co- 
rrespondía ni  tenía  hipoteca  expresa  inscrita  á  su  favor  en  el  Registro, 
y  que  si  la  compelía  la  tácita  por  sus  derechos  dótales,  la  posponía  ex- 
presatnente  ala  obligación  citada,  con  perfecto  acuerdo  y  consentí^ 
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miento  de  su  marido;  habiendo  sido  inaeríta  esta  escritora  en  el  Ragís^ 
tro  de  la  propiedad: 

Resaltando  que  en  6  de  Noviembre  de  1880,  Doña  Mannela  Arregir 
demandó  ejecutivamente  á  D.  Javier  Escartín  para  el,  pago  del  citado 
crédito,  y  embargadas  las  Gncas  hipotecadas  y  dictada  á  su  tiempo  sen- 
tencia de  remate,  se  procedió  por  la  vía  de  apremio  contra  aquéllas: 

Resultando  que  en  tal  estado  y  con  fecha  U  de  Febrero  de  4881  áet 
dojo  Doña  Andrea  Aristiguieta  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la 

2ae  consignó  los  hechos  que  quedan  referidos,  á  los  cuales  añadió  qae 
e  los  bienes  que  aportó  á  su  matrimonio  sólo  subsistían  las  fincas  de 
Cuba,  y  que  con  los  que  actualmente  contaban  no  h^ibíi  ni  con  mucho 
para  cubrir  su  aportación  dotal;  ydeduciendo  como  fundamentos  lega- 
les que  á  la  mujer  que  como  la  demandante  casó  con  anterioridad  á  la 
ley  Hipotecaria  y  entregó  su  dote  al  marido,  asistía  hipoteca  tácita  so- 
bre toáoslos  bienes  de  éste,  no  sólo  para  repetir  aquélla. en  el  caso  en 
4|ue  procediera  su  devolución,  sino  para  ejercitar  prelación  sobre  los 
demás  acreedores  del  mismo,  y  la  hipoteca  especial  que  .el  marido  hu- 
biera constituido  en  dicho  caso,  cedía  ante  la  legal  que  con  arreglo  á  la 
legislación  antigua  disfrutaba  la  mujer;  y  que  no  era  obstáculo  á  dicha 
apelación  en  el  caso  actual  la  postergación  en  qoe  intervino  Doña  An> 
drea  en  la  escritura  de  préstamo,  porque  ni  en  términos  generales  obli- 
gaba un  anto  semejante  á  la  mujer,  ni  mucho  menos  en  los  estraños  y 
especiales  términos  en  que  aparecía  hecho;  en  ejercicio  del  privilegio 
dotal  y  de  la  acción  de  nulidad  en  su  caso,  suplicó  se  declarase  la  nnli- 
pad  si  fuere  necesario  de  la  postergación  de  hipoteca  otorgada  por  Doña 
Andrea  en  la  escritura  que  servia  de  titulo  ejecutivo  á  Doña  Manuela 
Arregui,  y  en  todo  co<i  la  preferencia  de  que  aquélla  disfrutaba  sobre 
ésta  para  realizar  en  los  bienes  embargados  sus  derechos  dótales,  pos- 
tergando el  crédito  reclamado,  á  fin  de  que  á  dichos  bienes  ó  su  precio 
se  les  diera  el  deslino  que  procediera  en  justicia,  con  las  costas: 

Resultando  que  Doña  Manuela  Arregui  impugnó  la  demanda,  ale- 
gando que  Doña  Andrea  Aristiguieta  satisfizo  en  el  año  1873,  como 
apoderada  de  sq  marido,  dos  anualidades  de  réditos  devengados  por  el 
capital  en  cuestión:  que  Doña  Andrea  y  su  marido  otorgaron  escritura 
eu  4  de  Agosto  de  1873,  en  la  que  dls  común  acoerdo  se  sustituyó  con 
hipotecas  especiales  la  general  y  tácita  á  qoe  piidiera  tener  derecho  la 
demandante  por  so  dote,  y  al  constituirla  asignaron  á  cada  uno  de  los 
inmuebles  la  cantidad  deque  habían  de  responder,  gravando,  en  su 
consecuencia,  con  40.000  pesetas  la  casa  de  la  calle  de  Calceteros,  y  con 
7.000  la  del  barrio  de  la  Rochapea,  que  habían  sido  vendidas  en  el  pro- 
cedimiento ejecotivo,  y  que  el  fallo  de  un  pleito  seguido  por  la  misma 
Doña  Andrea  con  so  marido  sobre  devolución  de  dote,  se  había  consig- 
nado que  la  cuestión  debatida  tenía  que  deducirse  de  las  disposiciones 
de  la  ley  Hipotecaria  de  1870  por  haberse  acogido  á  ella  para  asegurar 
«08  derechos  dótales:  que  si  en  tesis  general  era  cierto  el  fundamento 
primero  de  la  demanda,  no  t'^nia  aplicación  al  caso  de  Doña  Andrea 
Aristiguieta,  porque  habiéndose  acogido  á  los  beneficios  de  la  ley  Hi- 
potecaria, sus  derechos  tenían  que  regirse  por  ella:  y  que  á  la  declara 
ción  hecha  por  Doña^Andrea  Aristiguieta  en  el  contrato  de  préstamo^ 
la  era  aplicable  el  principio  en  materia  de  contratos  de  que  lo  conveni- 
do entre  los  contratantes  tiene  fuerza  de  ley,  toda  vez  qoe  Doña  Ma 
noela  intervino  en  el  mismo  obteniendo  la  licencia  marital,  y  ni  i^ 
obligó  mancomonadamente  con  so  consorte  ni  salió  fiadora  de  él: 
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6e&a1Undo  que  la  demandante  al  replicar  manifestó  que  no  recor- 
daba haber  hecno  los  pa^os  á  qoe  se  refería  Doña  Manuela  Arregoi; 
pero  de  todos  modos,  habiendo  sido  en  concepto  de  apoderada  de  su 
marido,  ninguna  consecuencia  legal  podía  sacarse  de  él;  que  era  cier- 
to el  otorgamiento  de  la  escritura  de  1873;  pero  que  había  sido  poste- 
rior al  gravamen  impuesto  por  la  ejecutante  y  no  se  había  inscrito  en 
el  Registro;  conviniendo  también  en  la  certeza  del  hecho  referente  al 
pleito  soore  devolución  de  la  dote  entre' marido  y  mujer,  cuya  circuns- 
tancia convenía  tener  presente: 

Resultando  que  D.  Javier  Escartin  aceptó  los  hechos  y  fundamentos 
de  derecho  de  Doña  Manuela  Arregni,  y  que  recibido  el  pleito  á  prueba 
y  suministrada  por  las  partes  con  relación  á  los  hechos  alegados,  sus- 
tanciado el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  la  Sala  de  justicia  de  la  Au- 
diencia de  Pamplona  sentencia  revocatoria  en  3  de  Octubre  de  1882,  de- 
clarando nula,  de  ningún  valor  ni  efecto  la  postergación  que  en  la  escri- 
tura que  sirvió  de  título  ejecutivo  hizo  la  tercerista  Doña  Andrea  Aristi- 
guieta  de  su  hipoteca  legal  en  favor  de  la  establecida  por  su  marido  pa- 
ra el  préstamo  de  Doña  Manuela  Arregui,  y  preferente  el  derecho  de 
aquélla  sobre  ésta  para  realizar  en  los  bienes  embargados  sus  derechos 
dótales  con  antelación  y  preferencia  el  crédito  reclamado  por  la  citada 
Doña  Manuela,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  Dona  Manuela  Arregoi  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  haberse  infrUigido  á  su  juicio: 

1°  Al  declarar  nulo  y  de  ningún  valor  el  contrato  que  otorgó  Doña 
Andrea  Aristiguieta  renunciando  la  prelación  que  por  su  dote  tenía  en 
tos  bienes  de  so  marido,  y  postergando  su  hipoteca  á  la  del  crédito  de 
Doña  Manuela  Arregoi,  la  ley  12,  lít.  I®,  libro  10  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, 56  de  Toro,  que  reconoce  en  la  mujer  casada  capacidad  para 
otorgar  con  licencia  del  marido  todos  los  contratos  que  no  la  estén  pro- 
hibidos expresamenoe  por  las  leyes: 

2^  Al  declarar  que  la  renuncia  de  la  prelación  dotal  y  posposición  de 
«u.  hipoteca  en  determinadas  fincas  es  uno  de  los  contratos  prohibidos 
por  la  ley  3\  tít.  14,  libro  10  de  la  Noyísima  Recopilación,  61  deToro^ 
esta  misma  ley  que  se  limita  á  establecer  que  la  mujer  no  queda  obli- 
gada si  sale  fiadora  del  marido  ó  se  obligare  de  mancomún  con  él,  y  la 
jurisprudencia  establecida  en  las  sentencias  de  22  de  Mayo  de  1862,  2 
de  Junio  de  1865,  16  de  Febrero  de  1866,  6  de  Julio  de  1872  y  10  de 
Abril  de  1878,  que  aplican  esta  doctrina;  puesto  que  al  renunciar  Doña 
Andrea  Aristiguieta  su  prelación  dotal,  ni  salió  fiadora  por  el  marido 
ni  se  obligó  de  mancomún  con  él: 

3^  Al  consignar  la  sentencia  la  doctrina  de  que  la  renuncia  del  dere- 
cho de  prelación  y  posposición  de  hipoteca  equivale  á  obligarse  como 
fiadora  del  marido,  las  leyes  1^  y  6^,  tít.  12,  Partida  5*,  que  señalan  la 
naturaleza  del  contrato  de  fianza  y  las  obligaciones  qne  de  él  nacen, 
una  y  otra  distintas  de  la  naturaleza  y  obligaciones  que  nacen  de  la  re- 
nuncia de  derechos: 

4*  Aunque  la  renuncia  mencionada  pudiera  estimarse  fianza  por  su 
marido  y  como  tal  comprendida  en  la  prohibición  de  la  ley  61  de  To- 
ro, el  art.  189  de  la  Hipotecaria  en  su  letra,  el  355  de  la  misma,  decla- 
'  clarativo  del  189  y  el  121  del  reglamento  en  su  espíritu,  que  peimiten 
á  la  mujer  casada,  ma^or  de  edad,  posponer  su  hipoteca,  como  la  pos- 
poso Doña  Andrea  Aristiguieta,  derogando  como  posteriores  la  ley  6f 
3e  Toro: 
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5*  Al  desechar  como  inaplicable  la  limitación  añadida  al  art.  353  de 
la  ley  Hipotecaria  por  la  de  i7  de  Julio  de  1877,  por  ser  posterior  al 
otorgamiento  de  la  escritora,  la  doctrina  inconcusa  de  que  se  excep- 
túan del  principio  de  la  no  retroactividad  de  las  leyes  las  ioterpretati- 
vas  6  declarativas  y  las  que  expresamente  previenen  la  retroacción» 
como  estaba  reconocido  por  la  6\  tit.  2^,  libro  3®  de  la  Novísima  Reco- 
pilación y  la  sentencia  de  13  da  Abril  de  1863: 

6^  Al  declarar  preferente  el  derecho  de  Dona  Andrea  Aristigoieta 
por  la  hipoteca  tácita  general  de  que  gozaba  su  dote  al  de  Doña  Ma- 
nuela Arregui,  asegurada  cod  hipoteca  especial,  registrada  debidamen- 
te, la  doctrina  sancionada  por  las  sentencias  de  ti  de  Junio  de  18649 10 
de  Junio  da  1871,  97  de  Marzo  y  14  d^  Abril  de  1874,  según  las  cuales 
la  deuda  confesada,  como  lo  era  la  de  Doña  Andrea  Aristiguieta,  no. 
gozaba  de  preferencia  en  perjuicio  de  terceros,  á  no  justificarse  haber 
entregado  al  marido  los  bienes  que  constituyeron  la  dote;  ex^tremo  quo 
no  constaba  probado  en  los  autos; 

Y  7^  Aun  cuando  por  la  constitución  dotal  correspondiese  á  Doña 
Andrea  Aristiguieta  la  hipoteca  tácita  y  general  sobre  los  bienes  de  su 
ttiarido,  al  declararla  existente  y  con  preferencia  al  crédito  de  Doña 
Manuela  á  pesar  de  haber  aceptado  una  bipoteca  especial  en  sustitución 
efe  la  general  tácita  que  pudiera  correspondería,  los  artículos  160  y  355 
de  la  ley  Hipotecaria,  que  señalan  este  hecho  como  causa  de  extinción 
de  la  hipoteca  legal  por  cansa  de  dote: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  conforme  á  lo  que  prescribe  el  art.  355  de  la  ley 
de  17  de  JuJio  de  1877,  la  hipoteca  tácita  legal  establecida  por  la  legis- 
lación anterior  á  1®  de  Bnero  de  1863  en  favor  de  la  mnjer  casada  so- 
bre los  bienes  de  su  marido  por  su  dote  y  parafernales  que  la  hubíe*- 
ran  sido  entregadas,  puede  extinguirse,  subrrogarse  ó  posponerse 
siempre  que  siendo  aquélla  mayor  de  edad  preste  á  ello  su  consenti- 
miento, quedándole,  sin  embargo,  á  salvo  el  derecho  de  exigir  que  su 
marido  le  hipoteque  otros  bienes,  si  los  tuviere,  en  sustittfción  de  los 
enajenados  ó  gravados,  según  determina  el  art.  188  de  la  misma  ley: 

Considerando  que  en  virtud  de  estas  disposiciones  es  indudable 
que  al  intervenir  Doña  Andrea  Aristiguieta  en  la  escritura  de  la  obli- 

Í;ación  hipotecaria,  otorgada  por  su  esposo  D.  Javier  Escartín  el  28  de 
unió  de  1871  en  favor  de  Doña  Manuela  Arregui  para  manifestar  que 
posponía  expresamente  á  la  obligación  contraída  en  aquel  instrumen- 
to público  la  hipoteca  tácita  que  pudiera  corresponderle  por  sus  dere- 
chos dótales^  ejecutó  un  acto  válido  y  eficaz,  cuyos  efectos  legales  sub- 
sisten, oon  arreglo  á  los  citados  artículos  de  ¡a  ley  Hipotecaria  de  1877: 
Considerando  que  no  obsta  para  estimarlo  así  que  ésta  se  publicara 
con  posterioridad  al  otorgamiento  de  dicha  escritora,  porque  aquellas 
disposiciones  no  introdujeron  novedad  alguna,  limitándose  el  referido 
art.  855  á  interpretar  y  aclarar  el  sentido  del  189  de  la  prinaitiva  ley 
Hipotecaria,  que  por  hallarse  vigente  á  la  fecha  en  que  la  Doña  Andrea 
Aristigoieta  autorizó  expresamente  la  postergación  de  su  bipoteca  tá- 
cita, es  la  aplicable  al  caso  de  autos: 

Considerando  que  al  no  reconocerlo  así  la  sentencia  recurrida,  in- 
fringe el  referido  art.  355  de  la  ley  Hipotecaria,  citado  en  el  4^  moti- 
vo, mediante  lo  cual  es  inútil  ocuparse  de  los  demás; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  Doña  Manuela  Arregui  y  Aldaz,  y  en 
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sa  virtud,  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  3  de  Octabre  de 
1888  dictó  la  Sala  de  jaslieia  de  la  Aodíencia  de  Pamplona,-^(Senten- 
cía  poblicada  el  27  de  Febrero  de  1883,  ¿  ingerta  en  la  Gaceta  ce  28  de 
Agosto  del  mismo  año.) 

67 

Recargo  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (27  de  Fehr$- 
rodtf  1883). — Saía  prmtfra.^lMDEMNizAcióN  db  daños  y  perjuicios. — 
No  ba  lugar  al  interpuesto  por  D.  Francisco  Javier  San  Pedro  con  Don 
Ramón  Lópex  de  Ayala  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Q,\Ae  se  citan  inoportunamente  como  infringidas  las  leyes  2^,  tit,  15, 
Partida  7^  y  el  principio  legal  según  el  cual  el  que  sufre  algún  ¿año  por 
üulfa  de  otro  tiene  derecho  á  ser  indemnizado  por  aquél  que  lo  causé,  y 
las  relativas  al  deber  de  indemnizar  si  la  Sala  sentenciadora  apreció  en 
uso  de  sus  facultades  que  fuera  del  periodo  por  ella  designado  no  bay 
prueba  de  culpa  que  onligne  á  pecbar  daño,  sin  que  contra  esta  apre- 
ciación se  haya  alegado  infracción  de  ninguna  clase. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Febrero  de  4883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  oe  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley«  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Cate- 
dral de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  misma 
del  distríto  de  la  Catedral  por  D.  Francisco  Javier  San  Pedro  con  Don 
Ramón  López  de  Ayala  sobre  indemnización  de  danos  y  perjuicios: 

Resultando  que  en  24  de  Marzo  de  1876  solicitó  D.  Ramón  López  de 
Ayala  en  autos  ejecutivos  que  seguía  contra  D.  Vicente  de  la  Uz  en  el 
Jazgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pilar  que  se  practicase 
embargo  preventivo  de  su  cuenta  y  riesgo  sobre  los  bienes  del  segun- 
do; y  decretado  así  y  no  teniendo  el  deudor  numerario  con  que  satisfa- 
cer el  pagOf  se  procedió  al  embargo  de  cuatro  carruajes  del  establecí « 
miento  de  la.  calle  de  la  Obra  Pía,  núm.  61;  en  cuyo  acto  el  encargado 
del  mismo  hizo  constar  que  pertenecían  á  D.  Gregorio  de  la  Uz  y  á  Don 
Cristóbal  Fernández,  á  pesar  de  lo  que  se  llevó  á  efecto  por  no  haberse 
presentado  la  oportuna  justificación,  y  fué  ratificado  y  se  extrajeron  ios 
carruajes  del  establecimiento  en  6  de  Julio  de  1877: 

Resultando  que  promovida  por  D.  Francisco  Javier  San  Pedro  ter- 
cería de  dominio  de  dichos  coches,  fué  estimada  por  sentencia  de  14  de 
Julio  de  1879,  que  se  hizo  firme;  y  en  su  ejecución  se  hizo  constar  el  es- 
tado de  los  carruajes  por  medio  de  peritos  que  certificaron  el  mal  esta- 
do en  que  se  encontraban,  y  no  pudieron  .ser  entregados  á  San  Pedro 
hasta  el  19  de  Setiembre  de  1879  por  haber  sido  extraídos  de  la  casa  de 
Correos,  donde  habían  sido  depositados: 

Resultando  que  acompañando  certificación  del  acto  conciliatorio  sin 
avenencia,  y  una  cuenta  de  la  recomposición  de  los  cuatro  carruajes, 
importante  2.000  pesos,  presentó  demanda  D.  Francisco  Javier  San  Pe- 
dro contra  D.  Ramón  López  de  Ayala  ante  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  de  la  Catedral  en  4  de  Marzo  de  1880,  alegando  que 
se  había  visto  privado  del  uso  de  los  cuatro  carruajes  desde  el  día  6  de 
Julio  de  1877  hasta  el  19  de  Setiembre  de  1879,  ósea  por  espacio  de 
dos  años,  dos  meses  y  13  días,  durante  cuyo  tiempo  podían  haber  pro- 
ducido cada  uno  por  lo  menos  5  pesos  diarios  en  nilletes,  por  lo  que  le 
había  causado  D.  Ramón  López  de  Ayala  á  consecuencia  del  embargo 
un  perjuicio  de  16.000  pesos,  que  unidos  álos  2.000  gastados  en  la  re* 
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composición  de  los  mismos  á  causa  del  deterioro  que  sufrieron  mien- 
tras estuvieron  en  depósito,  formaban  una  suma  total  de  perjuicios  de 
16.060  pesos  en  billetes:  que  según  la  ley  teroera,  tít.  f  5,  Partida  7^, 
el  daño  ó  perjuicio  sufrido  por  uno  debe  pagarlo  aquel  que  lo  ocasionó» 
ya  lo  hubiera  causado  por  sos  propias  manos,  como  por  su  culpa,  man  • 
dato  ó  consejo;  siendo  perjuicio  según  la  ley  1^  del  mismo  título  y  Par- 
tida el  empeoramiento,  menoscabo  ó  destrucción  que  el  hombre  recibe 
en  su  persona  y  en  sus  cosas  por  culpa  de  otro;  y  que  se  desprende  cla- 
ramente de  lo  dispuesto  por  la  ley  19  del  titulo  y  Partida  citados,  que 
quien  caasa  un  daño,  no  sólo  debe  pagar  la  desmejora  que  la  cosa  su- 
fre, sino  también  las  ganancias  que  por  falta  de  la  misma  dejara  de 
hacer  el  que  lo  recibió;  debiendo  el  deudor  morosa,  con  arreglo  á  la 
ley  12,  tit.  11,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  pagar  los  intere- 
ses á  razón  de  6  por  400  desde  la  reclamación  judicial  hasta  su  comple- 
to pago;  en  cuya  virtud  solicitó  que  se  condenara  al  demandado  al 
pago  de  18.060  pesos  en  billetes,  con  el  interés  de  6  por  100  desde  ia 
ceiebraciób  del  acto  conciliatorio,  y  las  costas: 
•  Resultando  que  D.  Ramón  López  de  Ayala  constestó  <|fue  á  conse- 
cuencia de  serle  en  deber  D.  Vicente  de  la  üz  cierta  cantidad  por  vir- 
tud de  un  pagaré  que  vencía  en  20  de  Marzo  de  1876,  se  te  embargó  á 
su  instancia  en  31  del  mismo  mes  un  tren  de  carruajes  que  había  ven- 
dido en  13  de  Dicien^re  del  aao  anterior  á  D.  Gregorio  de  ialJz  y  Don 
Cristóbal  Fernández,  de  quien  los  adquirió  D.  Francisco  Javier  San  Pe- 
dro por  escritora  de  20  de  Agosto  de  1876,  quien  hacía  tiempo  adeuda- 
ba á  su  socio  la  suma  de  2.000  pesos,  sin  que  hubiera  pagado  principal 
ni  réditos:  que  presentada  la  demanda  de  tercería  había  contestado 
Ayala  que  si  los  carruajes  eran  del  demandante  se  ordjanara  su  devolu- 
ción: que  recaída  sentencia  en  «quel  pleito,  se  mandaron  entregar  los 
coches  á  San  Pedro,  sin  especial  condenación  de  costas,  por  lo  que  no 
puede  ser  responsable  de  costas  ni  de  los  daños  por  ser  penas  que  se 
Imponen  á  los  litigantes  temerarios,  y  que  él  no  había  sido  el  deposita- 
rio de  los  carruajes,  único  que  podía  ser  responsable  de  los  desperfectos 
que  hubiesen  sufrido: 

Resultando  que  sentenciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales 
y  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  en  30  de  Setiembre  de  1881,  que  no  fué  del  todo  confor- 
me con  la  del  Jozgado,  condenando  á  D.  Ramón  López  de  Ayala  al  pago 
de  5  pesos  diarios  en  billetes  por  cada  uno  de  los  cuatro  coches  á  que 
se  reflere  la  demanda,  desde  la  fecha  4  de  Agosto  de  1879  en  que  el 
Juez  ordenó  la  entrega  de  ^stos,  hasta  el  19  de  Setiembre  siguiente  en 
que  se  verificó,  así  como  también  al  pago  de  los  2.000  pesos  en  bille- 
tes, empleados  en  la  recomposición  de  los  mismos: 

Resultando  que  D.  Francisco  Javier  San  Pedro  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  á  enjuicio  infringido! 

1®  La  ley  3*,  tít.  15,  Partida  7',  y  las  sentencias  del  Tribunal  Supre- 
mo de  7  de  Octubre  de  1865,  23  de  Febrero  y  27  de  Ootubre  de  1866  y 
15  de  Junio  de  1868;  porque  habiendo  probado  el  recurrente  que  Aya- 
la  causó  perjuicios  por  valor  de  18.060  pesos  en  billetes  y  que  obró  con 
malicia,  toda  vez  que  cuando  embargó  preventivamente  los  coches  sa- 
bía que  éstos  po  le  pertenecían  al  deudor,  sino  que  tres  meses^antes  del 
vencimiento  del  pagaré  eran  ya  de  la  propiedad  de  D.  Gregorio  de  la 
Uz  y  D.  Dristóbal  Fernández^  no  se  condena  sin  embargo  al  demandado 
al  pago  de  todos  los  perjuicios: 
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£1  prineípio  legal  según  el  cual  e]  que  sufre  algún  daño  por  enlj^a 
de  otro  tiene  derecho  á  ser  indemnizado  por  aquél  que  lo  causó,  y  las 
seBleneias  de  esté  Tribunal  Supremo  de  45  y  20  de  Abril  de  4867  y  24 
áe  ÍEnero  de  1868,  que  ocupándose  del  anterior  principio  previenen  és 
indispensable  que  conste  probado  el  daño  y  que  éste  haya  sido  causado 
sId  razón  ni  derecho;  toda  vex  que  no  se  condena  á  Ayaia  al  pago  de 
todos  los  perjuicios  á  pesar  de  haber  probado  que  se  sufrieron  éstos 
desde  el  6  de  Julio  de  4877  en  que  se  sacaron  los  coches  del  establecí- 
miento,  basta  el  49  de  Setiembre  de  4879  en  que  fueron  devueltos  por 
Tirtud  de  una  ejecutoria  que  reconocía  la  propiedad  de  San  Pedro  sobre 
los  coches  con  anterioridad  á  la  extracción  de  los  mismos,  y  que  los 
causó  D.  Ramón  López  de  Ayala  sin  razón  ni  derecho,  porque  nadie  lo 
tiene  para  dirigirse  contra  bienes  de  una  persona  para  obtener  el  curn* 
plimienlo  de  obligaciones  can  traídas  con  otra,  máxime  cuando  el  daño 
se  comete  á  sabiendas; 

Y  3®  La  ley  2%  tít.  45,  Partida  7*  en  el  hecho  de  no  condenar  á  Aya- 
la  al  psgo  de  los  perjuicios  reclamados  por  San  Pedro,  siendo  asi  que 
éste  tiene  perfecto  derecho  á  reclamarlos;  puesto  que  en  1%  sentencia 
ejecutoria  dictada  en  la  tercería  de  dominio  de  los  cuatro  coches,  se 
declaran  eran  éstos  de  la  propiedad  del  recurrente  desde  44  meses  an- 
tes del  embargo  de  los  mismos,  en  cuyo  día  empezaron  á  causarse  los 
perjuicios: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 
Considerando  que  se  han  citado  inoportunamente  y  no  han  podido 
infringirse  las  leyes  y  doctrinas  relativas  al  deber  de  indemnizar,  que 
se  eitan  en  los  tres  motivos  expuestos,  porque  la  Sala  sentenciadora 
apreció  en  uso  de  sus  facultades  que  fuera  del  período  por  ella  desig- 
nado no  hay  priicia  de  culpa  que  obligue  á  pechar  daño^  sin  que  por 
esta  apreciación  se  haya  alegado  infracción  de  ninguna  clase; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Javier  San  Pedro,  á 
quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la 
Habana  la  certificación  correspondiente. — (Sentencia  publicada  en  27 
de  Febrero  de  4883,  é  inserta  en  la  Oaetía  de  22  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 

68 

Recurso  .de  casaetón  (Tí  de  Febrero  de  4883).— Sa/a  primera. 
— Tkrcebía  de  dominio.— Ha  lugar  en  parte  al  interpuesto  por  D.  Fran- 
cisco Sotilio  ccn  D.  Pedro  Aguado  del  Castillo  (Audiencia  de  Madrid),  y 
se  resuelve; 

4°  Que  ninguna  demanda  debidamente  formulada  debe  eer  repelida 
de  flano^  fuera  de  los  caeos  eofpresamente  determinados  por  la  ley,  se-- 
S4n  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  estimando  como  legal  dicha 
doctrinal 

2^  Q,ue  aunque  el  arU  4537  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ordena 
que  accn  la  demanda  de  tercer ia  deberá  presentarse  el  titulo  en  que  se 
funde^»  no  previene  y  como  lo  hace  el  4533  para  los  casos  que  en  el  se 
determinan^  que  no  se  admita  la  demanda  cuando  no  se  llene  aquel  re- 
quisUOy  sino  solamente  que  no  se  le  dé  curf  o,  lo  cual  significa  que  ha 
de  quedar  en  suspenso  su  admisión  hasta  que  se  presente  el  titulo  ó  do- 
cumento en  que  se  funde] 
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rs^  QfAC  dieho  arUenlo  no  confiere  al  Juet  la  facnltad  de  apreciar 
para  admitir  ó  no  ía  demanda  de  terceria  si  el  Ululo  qne  eon  ella  se  pre* 
senté  sirve  para  acreditar  el  dominio  ó  el  mejor  derecho  qne  alegue  el 
demandantes  ni  puede  atribuirse  tal  f acuitad  sin  contrariarilas  leyes  y 
reglas  del  procedimiento,  porque  seria  prejuzgar  en  el  primer  tránsito 
del  juicio  la  cuestión  que  ha  de  ser  objeto  de  la  sentencia  definitiva. 

En  la  villa  y  corte  dé  Madrid,  á  27  de  Febrero  de  1883,  en  el  pleito 
gae  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  y  en  la 
bala  primera  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  esta  corte  signe  Doña  Fran- 
cisca Sotillo  y  Rinconada  con  D.  Fernando  Rodríguez  y  con  D.  Pedro 
Agnado  del  Castillo  sobre  terceria  de  dominio  y  de  mejor  derecho,  en 
el  día  sobre  admisión  de  la  de  dominio;  pendiente  en  este  Tribunal  Su- 
premo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  el  Licenciado  D,  Julián  Morales  y  Gutiérrez  y  el  Procurador 
D.  Luis  García  Ortega,  en  defensa  y  representación  de  Doña  Francisca 
Sotillo,  no  habiendo  comparecido  ninguno  de  ios  dos  recorridos: 

Resultando  que  en  7  de  Junio  de  1882,  Doña  Francisca  Sotillo  y  Rin- 
conada dedujo  demanda  de  tercería  de  dominio  y  de  mejor  derecho  eo 
autos  ejecutivos  que  contra  su  marido  D.  Pedro  Aguado  del  Castillo  se- 
guía D.  Francisco  García,  excepeionando  que  en  17  de  Junio  de  18S5 
contrajo  matrimonio  con  D.  Pedro  Aguado  del  Castillo,  aportando  como 
dote  estimada,  consistente  en  inmuebles,  derechos  reales,  alhajas,  mue- 
bles, ropas  y  metálico  la  suma  de  2.635.771  rs.  que  éste  se  obligó  á 
reintegrar  cuando  le  fueran  exigibles:  que  para  garantir  los  inmuebles 
dótales  constituyó  su  marido  hipoteca  sobre  los  mismos,  y  en  garantía 
de  muebles  que  importaban  109.872  rs.  hipotecó  una  casa  de  su  pro- 
piedad, situada  en  la  ciudad  de  Avila,  calle  de  la  Rúa,  núm.  15  moder- 
nOy  ¡tasada  en  42.280  rs.,  y  un  huerto  en  el  barrio  de  Ajates  de  la  misma 
ciudad,  valuado  en  4.000  rs.,  obligándose  á  ampliar  la  hipoteca  hasta 
cubrir  dicha  cantidad  con  los  primeros  que  de  tal  clase  adquiera:  que 
durante  el  matrimonio  había  sido  vendida  la  casa  de  la  calle  de  la  Co- 
legiata, núm.  11,  de  esta  corte,  uno  de  los  inmuebles  que  formaban  la 
referida  dote,  con  la  tasación  de  1.080.599  rs.,  demolida  y  reedificada  la. 
núm.  15  moderno,  de  la  ciudad  de  Avila:  que  aun  cuando  esta  mejora 
se  hizo  con  dinero  propio  de  la  demandante,  amplió  su  marido  la  hipo- 
teca á  lo  construido,  á  fin  de  que  toda  la  casa  y  su  propiedad  plena, . 
cuyo  valor  era  aproximadamente  75.000  pesetas,  se  considerase  como 
hipoteca  especial  para  garantir  los  bienes  mueblas  dótales  y  el  precio 
obtenido  por  la  venta  de  la  casa  núm.  11  de  la  calle  de  la  Colegiata;  y 

3ue  á  virtud  de  un  pagaré  firmado  por  su  citado  marido  en  14  de  Julio 
e  1880  á  la  orden  de  D.  Fernando  García  por  11.160  rs.,  se  despachó 
á  instancia  de  éste  la  ejecución  que  motivaba  la  terceria,  y  se  habían 
embargado  una  casa  en  esta  corte,  calle  de  la  Magdalena,  núm.  22, 
perteneciente  á  la  dote  de  la  demandante,  y  la  casa  y  huerto  de  Avila 
con  sus  alquileres;  en  virtud  de  cuyos  hechos  y  d^  los  fundamentos  le- 
gales que  estimó  del  caao,  solicitó  se  declarase  en  definitiva  que  la  de- 
mandante tiene  dominio  sobre  los  referidcs  bienes,  y  se  mandase  alzar 
el  embargo  causado  en  ellos,  dejándolos  á  su  libre  disposicioón,  y  si  á 
ello  no  había  lugar,  se  declarase  que  tenía  preferente  derecho  para  rein- 
tegrarse ds  su  haber  dota!  al  de  D.  Fernando  García: 

Resaltando  que  con  esta  demanda  se  presentaron  como  títulos  en 
que  la  demandante  fundaba  su  derecho  copias  simples  de  las  escrituras 
de  dote  estimada  de  16  de  Junio  de  1865  y  de  ampliación  de  la  hipoteea. 
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ilotftl  de  19  d«  lanío  de  1881,  por  carecer  de  las  febaciente^i  desigi^an* 
do  los  autos  en  qae  se  hallaban: 

Resniiando  que  en  43  de  Junio  de  i88S,  el  Jaez  de  primera  instancia 
dictó  auto  por  el  qoe  considerando  que  con  arreglo  ai  art.  1537  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  con  la  demanda  de  tercería  debe  presen- 
tarse el  titulo  en  que  se  funda,  y  que  la  demandante  no  había  llenado 
«ate  requisito  respecto  á  la  tercería  de  dominio,  pues  con  los  títulos 
presentados,  no  sólo  no  acreditaba  el  dominio  de  los  bienes  embargados, 
sino  que  por  el  coRtrario,  justificaba  que  el  dueño  y  señor  de  ellos  era 
su  marido^  declaró  no  haber  lugar  á  la  admisión  de  ¡a  tercería  de  domi- 
nio que  se  interponía  en  la  demanda,  y  admitió  la  de  mejor  derecho, 
mandando  se  sustanciase  en  pieza  separada,  que  se  formaría  con  los  do- 
<^umento8  que  se  presentaban  testimonio  en  relación  de  los  autos  ejeca- 
tivos  á  que  se  refiere  y  literal  de  los  particulares  de  los  mismos  que  fue- 
sen necesarios;  haciéndose  constar  en  dichos  autos  la  interposición  de 
)a  demanda  y  lo  qoe  se  resolvía  en  este  auto,  citándose  y  emplazándose 
áD.  Fernando  García  y  ejecutante,  y  á  D.  Pedro  Aguado,  ejecutado, 
picara  que  dentro  del  término  de  nueve  días  compareciesen  á  contestarJa, 
sin  perjuicio  de  continuarse  el  apremio  contra  los  bienes  embargados 
hasta  su  realización,  según  previene  el  art.  1530  de  dicha  ley: 

Resultando  que  notificado  el  anterior  auto  á  Doña  Francisca  Sotillo 
Rinconada,  pidió  reposición,  y  por  otro  de  20  del  mismo  mes  de  Junio  se 
desestimó  la  reforma: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte,  por  auto  de  19  de  Octubre  de  1889  confirmó  los  anteriores,  y 
Doña  Francisca  Sotillo  y  Rinconada,  previo  depósito  de  1.000  pesetas, 
interpuso  recurso  de  casación,  conforme  al  núm.  1^  del  art.  1962  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  haberle  en  su  concepto  infringido: 

1^  Los  artículos  1533  y  1535  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la 
doctrina  de  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  on 
sentencias  de  29  de  Hayo  de  1878  y  16  de  Diciembre  de  1880,  al  dene- 
gar la  admisión  de  la  demanda  de  tercería  de  dominio  y  no  suspender 
los  procedimientos  de  apremio  respecto  á  los  bienes  á  que  se  refiere: 

2*  La  doctrina  de  jurisprudencia  que  en  armonía  con  la  anterior  san- 
cionara este  Tribunal  Supremo  en  decisión  de  6  de  Marzo  de  1869,  dic- 
tada en  caso  análogo,  conforme  á  la  que  de  la  justicia  ó  injusticia  de 
una  acción,  sólo  puede  juzgarss  en  definitiva  cuando  se  formulan  de- 
mandas hábiles  que  abran  la  puerta  á  un  litigio  verdadero  y  ordenado 
y  hagan  posible  un  fallo  válido  y  eficaz,  al  resolver  á  priori  sin  alega- 
ciones ni  pruebas  y  por  auto  interlocntorio  lo  que  sólo  es  de  apreciar  (i 
posteriori  por  sentencia  definitiva: 

3®  La  inconcusa  doctrina  de  jurisprudencia  de  que  ningu^i a  demanda 
debe  ser  repetida  de  plano  cuando  la  ley  no  lo  ordena  expresamente, 
sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  26  de  Mayo  de 
<859: 

4""  £i  art.  172  de  la  ley  Hipotecaria,  y  las  reglas  8'  y  9^  del  124  del 
reglamento  dictado  para  su  ejecución,  al  desconocer  los  derechos  de 
dominio  que  la  Doña  Francisca  Sotillo  pretende  tener  sobre  la  casa  calie 
de  la  Magdalena,  núm.  22,  de  esta  corte,  aportada  á  su  matrimonio  y 
comprendida  en  la  escritura  de  dote,  no  obstante  su  carácter  de  estima- 
do; siendo  así  que  el  dominio  que  las  leyes  atribuyen  al  marido  sobre 
tales  bienes  es  especial  y  sui  generisi 

5^  La  ley  19,  tít.  5^  de  la  Partida  5%  al  repeler  la  demanda  bajo  el 
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sopaesto'de  qae  con  los  lítalos  presentados,  lejos  de  acreditar  la  Doña 
Francisca  Sotillo  el  dominio  sobre  la  casa  núm.  15  de  la  calle  de  la  Rúa 
de  la  ciudad  de  Avila,  lo  que  justificaba  era  que  pertenecía  á  su  esposo 
por  haberla  aportado  éste  á  su  matrimonio,  sin  considerar  qae  la  finca 
á  que  se  alade  fné  demolida  y  reedificada  con  dinero  de  la  dote  de  la 
demandante;  y  qae  según  el  precepto  de  la  ley  «gana  el  señorío  da  la 
eosa  aqaél  cayos  eran  los  dineros,»  que  fueron  pagados  por  ella  cuando 
los  dineros  fueron  de  la  dote  de  la  mujer: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Manresa: 

Considerando  que  ninguna  demanda  debidamente  formulada  debe 
ser  repetida  de  plano»  fuera  de  los  casos  expresamente  determinados 
por  la  ley,  según  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo,  estimando 
como  legal  ^icha  doctrina: 

Considerando  que  aunque  el  art.  1837  de  la  ley  de  Enjaiciamiento 
civil  ordena  que  «con  la  demanda  de  tercería  deberá  presentarse  el  tí- 
tulo en  que  se  fande,»  no  previene»  como  lo  hace  el  1533  para  los  casoa 
que  en  él  se  determinan,  que  no  se  admita  la  demanda  cuando  no  se 
llene  aquel  requisito,  sino  solamente  que  no  se  le  dé  curso^  lo  cual  si- 
gnifica que  ba  de  quedar  en  suspenso  su  admisión  hasta  que  se  presen- 
te el  títolo  6  documento  en  que  se  funde:: 

Considerando  que  dicho  artículo  no  confiere  al  Juez  la  facultad  de 
apreciar  para  admitir  ó  no  la  demanda  de  tercería  %i  el  título  que  con 
ella  se  presente  sirve  para  acreditar  el  dominio  ó  el  mejor  derecho  que 
alegue  el  demandante,  como  lo  entiende  la  Sala  sentenciadora,  ni  puede 
atribuirse  tal  facultad  sin  contrariar  las  leyes  y  reglas  del  procedimien- 
to, porque  sería  prejuzgar  en  el  primer  tránsito  del  juicio  la  cuestióiv 
que  ha  de  ser  objeto  de  la  sentencia  definitiva: 

Considerando  que  la  recurreifte  y  demandante  Doña  Francisca  Soti- 
llo llenó  el  requisito  exigido  por  el  artículo  antes  mencionado,  presen- 
tando con  la  demanda  los  documentos  que  creyó  suficientes  para  fun- 
dar su  tercería,  tanto  de  dominio  como  de  mejor  derecho,  y  por  tanto 
era  procedente  darle  curso,  cualquiera  que  sea  la  calificación  que  me-, 
rezcan  esos  títulos  para  el  resultado  del  pleito: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  el  auto  objeto  del  recurso,  en 
cuanto  declara  no  haber  lugar  á  la  admisión  de  la  tercería  de  dominio 
interpuesta  por  la  recurrente,  fundándose  en  que  los  documentos  pre- 
sentados con  la  demanda,  aunque  sirvan  para  acreditar  el  mejor  derecho 
no  pueden  servir  para  la  de  dominio,  además  de  interpretar  errónea- 
mente el  art.  1537  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  infringe  la  doctrina 
legal  consignada  en  el  primer  considerando  y  citada  en  el  tercer  motivo 
del  recurso,  como  también  la  que  se  invoca  en  el  segundo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Doña  Francisca  Sotillo  y  Rinconada  contra 
el  auto  dictado  en  19  de  Octubre  último  por  la  Sala  primera  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  esta  corte  en  cuanto  declara  no  haber  lugar  á  la  ad- 
misión de  la  tercería  de  dominio  deducida  por  la  Doña  Francisca  y  man- 
da continuar  el  apremio  contra  los  bienes  embargados  hasta  su  realiza- 
ción, en  <fuyo  extremo  casamos  y  anulamos  dicho  auto;  devuélvase  á  la 
recurrante  el  depósito  que  constituyó.— (Sentencia  publicada  el  27  do 
Febrero  de  1883,  é  inserta  én  la  Gaceta  de  tt  de  Agosto  del  mismo 
año.) 
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Reenrso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (2$  de  Ft" 

brero  de  4883). —  Saia  prim^ra.^GuMPLiMiENTo  de  un  convenio,—» 
No  ha  logar  al  interpaesto  por  D.  José  Rodríguez  Hernández  con  Don 
Joan  Diego  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

1^  Que  á  la  Sala  senienciadora  corresponde  la  apreciación  de  las 
pruebas  y  que  á  ella  debe  estarse  mientraf  no  u  ctíe  contra  dicha  apre  - 
dación  ley  ó  doctrina  legal  infringida: 

t""  Que  no  se  infringen  las  leyes  \ \  til.  \  4,  Partida  ^"^  y  i{iy  119, 
titulo  iSdela  misna  Partida  al  dar  eficacia  i  un  dotumenlo  privado  si 
la  Sala  sentenciadora  lo  hace  apreciando  actos  de  las  partes  anterio- 
res al  citado  documento^  que  demuestran  la  conformidad  de  las  Cismas 
con  su  contenido,  y  por  ello  debe  estarse  á  dicha  apreciación; 

T  3®  Que  se  cita  inoportunamente  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  antigua^  si  sobre  no  citarse  las  reglas  de  sana  critica  que 
se  suponen  infringidas ^  aparece  que  la  Sala  sentenciadora  ha  apre- 
ciado las  pruebas  en  uso  de  sus/acuHades,  sin  que  se  haya  demostra- 
do por  el  recurrente  que  en  dicha  apreciación  se  haya  infringido  ley  á 
doctrina  legal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Febrero  de  4883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley^  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  villa  de  Guana- 
bacoa  y  en  )a  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  D.  José 
Rodríguez  Hernández,  representado  por  el  Procurador  D.  Julián  Mari- 
nero, bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Luis  Moreno,,  con  D.  Xuan 
Diego,  y  en  su  nombra  el  Procurador  D.  Francisco  Bartual,  dirigido 
por  el  Licenciado  D.  Tele&foro  Montejo,  sobre  nulidad  de  una  escritura 
y  rendición  de  cuentas;  habiendo  reconvenido  á  su  vez  el  demandado 
al  demandante  para  el  cumplimiento  de  un  convenio: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  la  Habana  á  22  d«  Octu- 
bre de  1869,  D.  José  Rodríguez  Hernández  vendió  con  pacto  de  retro, 
por  término  de  nueve  años,  á  D.  Juan  Diego  40  caballerías  de  tierra, 
en  que  se  encontraba  el  ingenio  demolido  Guaicanamar,  que  adquirió 
el  vendedor  de  los  herederos  de  D.  Francisco  de  Vargas,  con  los  gra- 
vámenes ó  hipotecas  que  aparecían  de  la  certificación  del  anotador, 
concurriendo  la  representación  de  dichos  herederos  á  prestar  su  con- 
sentimiento para  el  otorgamiento  de  dicha  escritura,  siendo  el  precio 
de  la  venta  de  64.840  escudos  líquidos,  de  los  cuales  recibiría  el  com- 
prador en  el  acto  32.000  escudos  y  el  resto  lo  satisfaría  el  mismo  com- 
Í>rador  á  los  herederos  de  Vargas  por  lo  que  les  restaba  del  precio  de 
a  adquisición  en  la  forma  que  expresaron: 

Resultando  que  con  Ja  misma  fecha  22  de  Octubre  de  i 869,  D.  José 
Rodríguez  Hernández  y  D.  Juan  Diego  firmaron  con  dos  testigos  en  la 
villa  de  Guanabacoa  un  documento  privado  en  el  que  dijeron  que  Ro- 
dríguez Hernández  había  convenido  en  vender  á  Diego,  como  habla 
vendido  en  aquél  día,  las  40  caballerías  de  tierra  del  ingenio  demolido 
Guaicanamar,  j^  Diego  se  habia  obligado  á  satisfacer  los  plazos  que 
Rodríguez  adeudaba  aún  á  los  herederos  de  Vargas  de  la  adquisición 
de  dichos  terrenos,  importantes  16.500  pesos,  sin  contar  4.100  pesos 
que  existían  sin  cancelar  de  cierta  hipoteca  que  afectaba  á  los  terrenos 
ni  tampoco  la  suma  de  10.000  pesos  que  Rodríguez  adeudaba  á  Diego, 
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de  qaien  los  había  recibido  en  dinero  efectivo,  obligándose  á  pagárse- 
los al  vencimiento  de  los  nueve  años  estipulados,  dorante  este  contra- 
to los  referidos  nueve  años,  qae  empesarían  á  correr  y  contarse  desde 
aqnél  día;  debiendo  por  consigaiente  el  comprador  Diego  percibir  las 
rentas  qae  estavieren  por  cobrar  de  los  arrendatarios  de  dicho  terreno 
y  todas  las  qae  se  devengaran  y  vencieran  en  los  expresados,  nueve 
años,  de  las  caales  daría  cuenta  con  la  mayor  exactitud  y  claridad  á  la 
conclusión  del  contrato,  obligándose  Rodríguez  á  pagar  á  Diego  y  ad« 
mitirle  en  data,  no  sólo  los  40.000  pesos  que  le  debía  y  las  sumas  que 
por  razón  de  plazos  entregase  á  la  sucesión  de  Vargas,  y  cualesquiera 
otras  cantidades  que  pagase  por  otros  gravámenes,  sino  también  los 
intereses  estipulados  de  f  S  por  fOO  que  habían  de  devengar  todas  esas 
somas  sin  excepción,  cuyos  premios  se  liquidarían  al  finalizar  los  cita- 
das nueve  años,  sin  que  en  ese  tiempo  tuviera  acción  á  reclamar  cosa 
alguna,  pues  sólo  percibiría  á  la  conclusión  del  contrato  la  diferencia 
que  á  su  favor  resultara  si  la  hubiese;  y  si  por  el  contrario  resultase 
algún  alcance  á' favor  de  Diego,  se  obligaba  á  pagárselo  instantánea- 
mente, so  pena  de  que  si  no  lo  verificase  podría  Diego  continuar  en  la 
Í posesión  de  los  terrenos  hasta  que  se  lo  reintegrase  con  su  producto  de 
o  que  le  estuviera  adeudando: 

Resultando  que  haciendo  mérito  de  estos  documentos,  y  después  de 
haber  obtenido  D.  José  Rodríguez  Hernández  el  beneficio  de  litigar 
como  pobre,  dedujo  en  28  de  Abril  de  1879  la  demanda  objeto  de  estos 
autos,  alegando  que  el  segundo  de  aquellos  demostraba  la  simulación 
que  la  escritura  contenía,  pues  se  hacía  constar  la  existencia  de  un 
préstamo,  la  obligación  en  que  estaba  Diego  de  rendir  cuentas  al  cum- 
plimiento de  los  nueve  años  y  el  modo  de  pagarse  el  alcance  que  resul- 
tara, y  qae  Diego  pretendía  burlarse  de  los  compromisos,  prescindien- 
do del  documento  privado  y  alzándose  con  las  40  caballereas  de  tierra; 
y  fundado  en  que  según  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal, 
cuando  las  acciones  se  fundan  en  la  nulidad  nn  acto  ú  obligación,  lo 
primero  que  se  debe  solicitar  es  la  declaración  de  aquella,  si  antes  no 
se  ha  obtenido*  v  como  consecuencia  de  la  misma  la  de  los  demás  de- 
rechos á  que  dé  origen;  que  con  arreglo  á  la  ley  recopilada,  de  cual- 
quiera manera  qne  conste  que  quiso  obligarse  queda  obligado;  dispo- 
sición aplicable  á  la  obligación  contraída  por  Diego  en  el  documento 
privado;  y  que  el  pacto  comisario  se  hallaba  prohibido  por  la  ley  41, 
título  5",  Partida  5^  haciendo  uso  de  la  accióa  personal  que  le  compe- 
tía, pidió  se  declarase: 

4^  La  nulidad  de  la  escritura  pública  de  22  de  Octubre  de  1869  y  del 
contrato  que  en  la  misma  se  contiene  por  ser  simulado: 

2^  Que  D.  Juan  Diego  estaba  obligado  á  presentar  dentro  dé  tercero 
día  la  cuenta  clara  y  explícita  de  su  administración,  á  tenor  de  lo  con- 
venido en  el  documento  privado; 

Y  3^  Que  éste  debía  cumplirse  en  todas  sus  partes,  con  las  costas  del 
juicio  á  cargo  del  demandado : 

Resultando.que  contestando  á  la  demanda  D.  Juan  Diego,  pidió  se 
le  absolviera  de  ella  con  imposición  de  perpetuo  silencio  al  actor,  y  que 
á  su  vez  condenase  á  D.  José  Rodríguez  Hernández  á  qr^e  cumpliera  el 
convenio  que  celebró  con  Diego  en  el  mes  de  Diciembre  del  año  ante- 
rior como  resultado  de  la  liquidación,  y  arreglo  definitivo  de  cuentas, 
oue  se  practicó,  y  por  el  qne  se  convino  y  reconoció  deudor  por  saldo 
de  D.  Juan  Diego  de  la  suma  de  48.000  pesos  en  oro,  pagaderos  en  esta. 
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forma:  43.000  pasos  de  contado  y  los  6.000  pesos  restantes  de  por  mi- 
tad en  los  meses  de  Octubre  de  aquel  año  y  el  venidero,  para  lo  enal 
leeonvenía  por  mntaa  petición,  alegando  como  hechos  relativos  á  la 
demanda  qae  eran  ciertos  los  dos  primeros  de  ella  y  qne  el  documento 
privado  reproducía  y  ratificaba  las  obligaciones  contraídas  en  la  eseri> 
tura  pública  y  explicaba  la  verdadera  intención  que  las  partes  tnvio- 
ron  al  celebrarla,  y  como  fundamentos  de  derecho  la  doctrina  legal  se- 
gún la  que  en  materia  de  interpretación  de  contratos  hay  que  estar  á 
la  voluntad  de  las  partes  cuaodo  ésta  es  clara,  precisa  y  manifiesta;  y 
que  no  pndíendo  estimarse  simuladas  las  obligaciones  de  la  escritura 
pública,  á  tenor  de  las  doctrinas  consignadas  en  el  tít.  St  del  libro  4^ 
del  Código  Romano,  np  procedía  de  manera  alguna  la  declaratoria  de 
80  nulidad,  y  la  que  la  reconvención  la  fundó  en  el  único  hecho  de  que 
después  de  demandadado  en  conciliación  D.  Juan  Diego  por  D.  José  Ro- 
dríguez Hernández  en  el  mes  de  Octubre  anterior,  se  celebraron  confe- 
rencias,ex  trajudiciales  el  día  8  de  Diciembre  antexior,  que  dieron  por 
resultado  la  terminación  completa  de  las  reclamaciones  formuladas  por 
Rodríguez,  quien  se  reconoció  deudor  de  D.  Juan  diego  por  saldo  defi- 
nitivo en  liquidación  de  cuentas  y  según  los  documentos  de  las  obliga- 
•eiones  de  la  suma  de  48.000  pesos  en  oro,  comprometiéndose  á  satisfa* 
cer  de  contado  12.000  pesos,  y  los  6.000  restantes  de  por  mitad  en  los 
meses  de  Octubre  de  i 879  y  1880,  consignando  como  fundamento 
de  derecho  la  doctrina  de  la  ley  recopilada,  según  la  cual  las  obligado* 
nes  lícitas  contraídas  entre  personas  hábiles,  deben  cumplirse  en  el  mo- 
do y  forma  en  que  han  sido  estipuladas,  y  la  doctrina  de  la  ley  que  da 
á  la  transacción  fuerza  de  cosa  juzgada: 

Resultando  que  el  demandante  negó  al  replicar  que  hubiera  habido 
transacción  de  ningún  género  entre  los  litigantes,  y  que  existiera  una 
cuartilla  comprensiva  efe  transacción  ni  acuerdo  firmado  por  su  parte 
ni  otra  persona  competente  para  ello,  no  habiendo  en  modo  alguno 
arreglo  ni  acuerdo  y  mucho  menos  en  la  forma  que  se  decía  de  con- 
trario: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  suministró  por  las 
partes,  presentándose  para  ello  una  minuta  suscrita  con  fecha  en  la 
Habana  á  8  de  Diciembre  de  1878  por  el  Doctor  Trujíilo  y  Licenciado 
Martín  J.  García,  que  fué  ratificada  por  los  mismos,  en  la  que  se  con* 
signan  las  bases  del  arreglo  entre  Rodríguez  y  Diego  en  la  forma  antea 
indicada: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  sen- 
tencia la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  23  de  Agosto 
de  4881,  y  que  no  fuó«conforme  con  la  del  Juez  inferior,  declarando  la 
nulidad  de  la  escritura  de  tt  de  Octubre  de  4869  poe  contener  un  con- 
trato  simulado;  y  declarando  haber  lugar  á  la  reconvención  interpues- 
ta por  el  demandado,  condenó  á  D.  José  Rodríguez  Fernández,  deman  - 
dante,  á  cumplir  el  convenio  contraído  en  8  de  Diciembre  de  4878,  que 
aparecía  del  documento  del  folio  406,  sin  especial  condenación  de  cos- 
tas en  ambas  instancias: 

Resultando  que  D.  José  Rodríguez  Hernández  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

4^  La  ley  4*,  tít.  44,  Partida  3%  puesto  que  la  reconvención  era  una 
nueva  demanda,  y  D.  Juan  Diego  estaba  obligado  á  suministrar  prueba 
lo  anal  no  había  verificado,  y  por  ello  había  debido  darse  por  quito  á 
D.  José  Rodríguez  Hernández: 
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%^  Las  leyes  iU  y  H9,  iix.  f8,  Partida  a^  pues  ei  documento  priva* 
do  en  que  se  cimentaba  la  reconvención  no  tenía  los  caracteres  necesa* 
ríos  para  obligar  al  recurrente,  puesto  que  ni  lo  suscribió^  ni  apa- 
recía firmado  por  uno  ó  más  testigos,  conteniendo  un  proyecto  de  traa* 
saoción  concertada  entre  los  Abogados  de  las  partes,  pero  que  no  llegé 
á  formalizarse  y  que  siempre  rechazó  el  recurrente  con  indignación; 

Y  3^  El  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  en  la. 
apreciación  de  la  prueba  se  habían  infringido  las  leye  antes  citadas  y 
desconocido  las  reglas  de  la  sana  ci^ítica  ai  dar  valor  á  un  documento 

2ne  no  firmaba  quien  sabía  firmar  y  había  firmado  otro  antes,  y  á  laa 
eclaraciones  de  los  testigos,  que  sobre  no  estar  contestes  se  hallaban 
en  pugna  con  el  hecho  apuntado  antes,  que  era  decisivo: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonache. 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  corresponde  la  apreciación 
de  las  pruebas  y  que  á  ella  debe  estarse  mientras  no  se  cite  contra  di* 
cha  apreciación  ley  ó  doctrina  legal  infringida: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  infringe  las  leyes  que  se 
invocan  en  el  primero  y  segundos  motivos  del  recurso,  porque  al  dar 
eficacia  al  documento  privaao  de  8  de  Junio  de  48*78,  lo  bace  aprecian- 
do actos  de  las  partes  anteriores  al  citado  documento,  que  demuestran 
la  conformidad  de  las  mismas  con  su  contenido,  y  por  ello  debe  estarse 
á  dicha  apreciación: 

Considerando  que  lo  propio  sucede  con  el  art.  317  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  antigua,  alegado  en  el  tercer  motivo,  porque  sobro 
no  citarse  las  reglas  de  sana  crítica  que  se  suponen  infringidas,  apare- 
ca  que  la  Sala  sentenciadora  ha  apreciado  las  pruebas  en  uso  de  sus  fa- 
cultades^ sin  que  se  haya  demostrado  por  el  recurrente  que  en  dicha 
apreciación  se  hayn  infringido  ley  ó  doctrina  legal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Rodríguez  Harnjindez,  1 
quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana 
la  certificación  correspondiente.^(Sentencia  publicada  el  ^8  de  Febre- 
ro de  i 883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  SS  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Reearso  de  easación  (28  de  Febrero  de  4883). — Sala  primera» 
— Cumplimiento  de  un  contrato.— Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José 
Prats  y  Font  con  D.  Martín  Sureda  y  otro  (Audiencia  de  Barcelona),  y 
se  resuelve: 

Que  los  contratos  legítimamente  eítableeidos  d^en  entenderse  según 
sus  palabras,  llanamente  y  como  suenan  cuando  de  su  natural  inteliffen- 
da  no  resultan  obligaciones  absurdas  ó  imposibles^  y  que  cuando  las 
partes  no  están  conformes  en  su  verdadero  sentido^  deben  Jijarlo  los^ 
Tribunales,  ateniéndose  más  especialmente  al  objeto  6  fin  que  se  propu- 
sieron los  contratantes  que  á  las  palabras  de  que  usaron  para  consig- 
narlos, desechando  aquéllas  que  no  permitan  que  lo  pactado  tenga  e/ec-- 
to  é  interpretando  las  dudosat  contra  el  que  las  uso\ 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  88  de  Febrero  de  i883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Gerona  y  en  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  José  Prats  y  Font^ 
comerciante,  con  D.  Martín  Sureda  y  Deucrol,  Arquitecto,  y  D.  Este- 
i)an  Muxach  y  Viñas,  Maestro  de  obras,  vecinos  todos  de  Gerona,  sobre 
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camplimienta  de  nn  eontrato;  pendiente  en  este  Tribonal  Supremo  en 
▼irtod  de  recorao  de  oasaeión  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el 
demandante,  representado  por  el  Procurador  D.  Federico  Grases  Riera, 
bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Euriqoe  Roger,  iiabiendo  sido  de- 
fendida y  representada  la  parte  recurrida  por  el  Doctor  D.  José  Leopol- 
do Feo  y  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  Llana: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  24  de  Abril  de  4856«  Don 
José  Prats  y  Font  y  su  madre  Doña  Paula  Font,  en  el  concepto  de  pro- 
pietario aquél  y  de  usufructuaria  ésta  de  los  bienes  de  su  difunto  padre 
y  marido  respectivo  D.  Isidro  Prats,  dieron  al  Arquitecto  D.  Martin  Sn- 
reda  en  establecimiento  un  solar  para  edificar  en  la  plaza  de  la  Inde-^ 
pendencia  de  Gerona,  con  la  condición  de  que  Sureda  y  los  suyos  pres- 
tarían anualmente  á  los  estabiiientes  y  sus  sucesores,  de  censo  perpetuo 
6  irredimible  640  reales,  y  con  la  otra  consignada  en  el  pacto  b°  de  que 
Sureda  debería  adelantar  á  Prats  y  su  madre  la  tercera  parte  del  coste 

2ne  había  de  ocasionarles  la  nueva  construcción  del  frente  y  pórtico 
e  la  parle  de  la  plaza  que  intentaban  construir,  con  arreglo  al  pro* 
yecto  de  fachada  aprobado;  de  cuyo  adelanto  se  iría  reintegrando  «1 
adquirente  Sureda  con  el  producto  de  las  anualidades  del  censo  consti- 
tuido; y  por  otra  escritura  de  igual  fecha  los  mismos  estabiiientes  die- 
ron otro  terreno  contiguo  al  anterior  al  Maestro  de  obras  D.  Esteban 
Muxach,  bajo  iguales  condiciones,  pero  reduciendo  la  pensión  ó  censo 
anual  á  320  reales: 

Resultando  de  certificaciones  traídas  á  los  autos  que  en  9  de  Diciem- 
bre de  4854  D.  José  Prats  y  Font«  refiriéndose  á  una  instancia  de  sq 
padre  pidió  al  Ayuntamiento  de  Gerona  que  le  manifestase  el  proyecto 
formado  para  organizar  y  convertir  en  plaza  algunos  terrenos  de  su 
propiedad,  sitos  en  la  de  San  Agustín:  que  dicho  Ayuntamiento  tomó 
acuerdo  en  34  de  Marzo  de  4855,  aprobando  el  plano  y  Memorias  de  la 
plaza  de  San  Agustín  con  pórticos  á  sus  cuatro  lados:  que  el  mismo 
D.  José  Prats  solicitó  de  dicha  corporación  en  48  de  Abril  de  4855  que 
para  la  compensación  del  terreno  y  paredes  que  con  la  ejecución  de  la 
plaza  se  le  ocuparian,  se  le  permitiese  edificar  su  casa  hasta  cierto  pun- 
to, comprometiéndose  por  su  parte  á  poner  en  ejecución  las  obras  de  su 
casa  y  á  establecer  el  demás  terreno  para  la  continuación  de  los  pórti- 
cos y  plaza  en  la  forma  que  estaba  proyectada:  que  en  30  del  mismo 
mes  de  Abril  de  4855,  el  Ayuntamiento  susodicho  aprobó  ciertas  com- 
pensaciones á  Prats  y  á  otro,  eobcediendo  á  éste  la  facultad  de  poder 
edificar  en  el  término  de  un  año  con  arreglo  al  proyecto  de  plaza  apro- 
bado: que  en  23  de  Mayo  siguiente,  el  Ayuntamiento  remitió  á  la  Di- 
putación provincial  los  expedientes  de  las  anteriores  compensaciones 
para  que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  404  de  la  ley  ¿é  3  de  Fe- 
brero de  4823,  relativa  al  Gobierno  económico  político  déla  provincia, 
aprobase  su  acuerdo,  y  la.Dipotación  lo  aprobó  en  25  del  propio  mes: 
que  en  44  de  Marzo  de  4857  solicitaron  D.  Esteban  Muxach  y  Doña 
Paula  Font  del  mismo  Ayuntamiento  que  habiendo  llegado  á  su  noticia 
que  se  trataba  de  dar  forma  distinta  al  proyecto  de  plaza  que  tenia 
aprobado,  resolviese  con  posterioridad  tan  importante  asunto:  que 
en  44  de  Setiembre  de  dicho  año  fué  aprobado  por  el  Ayuntamiento  un 
nuevo  plan  de  ensanche  de  la  plaza  y  expropiación  de  los  terrenos:  que 
el  expediente  promovido  en  43  de  dicho  n^s  de  Setiembre  de  4857 
para  la  construcción  de  la  plaza  déla  Princesa,  llamiada  en  la  actuali- 
dad de  la  Independencia,  sigmó  su  tramitación  hasta  que  fué  apr^^bado 
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eon  modificaeíAn  por  Real  orden  del  Ministeno  de  la  Gobernación  de  la 
de  Octubre  de  4859;  y  que  no  constó  en  las  oficinas  desdicho  Manicipio 
antecedente  alguno  por  el  qoe  se  deduzca  qne  desde  el  año  4850  hasta  , 
el  día  se  haya  construido  casa  algnna  en  la  plaza  de  la  Independencia, 
antes  de  la'Princesa,  con  arreglo  á  otro  plano  qne  al  de  1857,  vigente 
6D  ]a  actualidad: 

Resultando  queh,  José  Prats  y  Fon t  dedujo  en  1 4  de  Setiembre 
de  1880  demanda  civil  ordinaria  contra  D.  Martín  Snreda  y  D.  Esteban 
Voxach,  con  la  solicitud  de  qne  en  eso  de  las  acciones  ea  conventione, 
eanütio  eesii,  eonditio  esa  Uge  y  demás  personales,  reales  y  mixtas  qoe 
ejercitaba,  se  condenase  á  los  demandadfos  en  cumplimiento  del  pac- 
to 5®  de  las  escrituras  de  24  de  Abril  de  1856  al  pago  de  5.982  pesetas 
eon  32  céntimos  cada  uno  por  razón  del  importe  de  la  tercera  parte  del 
preso pnesto  qne  le  había  sido  formado  y  qoe  acompañaba  del  coste  de 
la  fachada  y  pórtico  de  la  casa  qne  iba  á  constroir  en  la  plaza  de  la  In- 
dependencia de  aquella  ciodad  de  Gerona,  con  arreglo  al  plano  qoe  re- 
gia para  la  construcción  de  edificios  en  dicha  plaza,  aprobado  por  Real 
orden  de  13  de  Octubre  de  1859,  al  que  tenía  que  ajustarse  por  nece- 
sidad: 

Resultando  qne  los  demandados  Sureda  y  Muxach  opusieron  á  la 
demanda  las  excepciones  de  falta  de  acción,  de  rescisión  de  lo  estipa - 
lado  por  hechos  del  mismo  demandante  y  de  caducidad  de  la  estipula- 
ción, pidiendo  se  les  absolviese  de  la  demanda  y  se  condenase  á  Prats 
ai  pago  de  las  costas  y  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  á  cuyo 
efecto  alegaron  que  la  obligación  que  contrajeron  por  el  pacto  5^  de  las 
escritoras  de  establecimiento  de  4656,  se  referia  á  un  plano  de  plaza 
ya  aprobado  y  conocido  por  ambas  partes  contratantes,  vigente  enton- 
ces, que  era  el  admitido  y  aceptado  por  el  Ayuntamiento  en  sesión 
de  31  de  Marzo  de  1855,  al  qoe  debía  atenerse  Prats  para  constroir  la 
casa  á  qoe  en  aqoellas  escritoras  se  refirió:  qoe  si  las  condiciones  de 
eonstrocción  en  dicha  plaza  habían  cambiado,  no  podían  obligar  á  los 
demandados,  porque  las  leyes  no  tienen  efecto  retroactivo:  qoe  Prats 
enajenó  los  solares  de  so  propiedad  comprendidos  en  las  alineaciones 
de  la  plaza,  según  el  plano  aprobado  en  31  de  Marzo  de  1855,  y  no  le 
quedaba  en  la  actoalidad  más  qoe  ona  redocida  parte  de  fachada  en 
aqoellas  alineaciones,  y  no  era  josto  extender  el  citado  pacto  5*  para 
obligará  los  demandados  á  la  eonstrocción 'de  fachada  y  pórtico  en  te- 
rreno qoe  al  tiempo  del  contrato  no  formaba  parte  de  la  plaza,  ni  so 
hallaba  comprendido  en  las  alineaciones  entonces  vigentes,  ni  era  si- 

Solera  de  so  propiedad:  qoe  por  lo  tanto  había  cadocado  la  obligación 
e  los  demandados  de  adelantar  al  demandante  la  tercera  parte  del  cos- 
te de  la  fa.chada  y  pórtico  de  la  casa  qoe  pensó  constroir  por  no  existir 
ya  en  so  poder  el  soelo  á  qoe  se  refirieron  las  escritoras  de  1856  y  no 
tener  entonces  en  so  propiedad  el  solar  en  que  qoería  edificar  en  la  ac- 
toalidad: qoe  según  el  plano  entonces  vigente  no  tenía  fachada  á  la 
plaza;  y  qoe  con  sujeción  al  plano  aprobado  en  31  de  Marzo  de  1855  ne 
tenían  inconveniente  en  adelantar  al  demandante  la  tercera  parte  del 
coste  de  la  fachada  y  pórtico  de  la  casa  que  constroyese  en  la  parte  de 
terreno  de  so  propiedad  qoe  probase  qoedarle  aún  dentro  de  los  limi- 
tes de  aqoel  plano,  pero  no  con  relación  á  los  terrenos  adqoiridos  foera 
de  las  alineaciones  primitivas: 

Resoltando  qoe  el  actor  replicó  qoe  en  1856,  coando  se  otorgaron 
laa  eserítoras  de  estableeímiento,  no  existía  plano  algono  legal  qoe 
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sirviese  de  norma  en  las  constrocciones  de  la  nlaza  de  la  Independen- 
cia de  Gerona:  qoe  el  plano  aprobado  en  31  ae  Marzo  de.  1^55  po  era 
saflciente  para  que  los  particnlares  arreglasen  á  él  sos  constrocciones 
por  imperfecto  é  incompleto,  pues  carecía  de  alzado  6  fachada:  que 
nadie  construyó  con  arreglo  á  tal  plano,  pues  todos  los  vecinos  de  la 
plaza  de  la  Independencia  se  habían  regido  por  el  de  1857;  y  que  de 
todos  modos  el  plano  de  i 855  no  obtuvo  la  aprobación  del  Gobierno;  y 
los  demandados  insistieron  en  la  súplica  en  lo  dicho  y  alegado  en  la 
eontestación,  añadiendo  que  con  arreglo  álaleydeseentralizadora,  res- 
tablecida en  24  de  Agosto  de  4854  y  que  rigió  hasta  1858,  no  necesi- 
4aban  los  Ayuntamientos  la  autorización  del  Gobierno  para  las  refor- 
mas de  las  poblaciones: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona dictó  sentencia  revocatoria  en  14  de  Julio  de  4883,  absolviendo 
á  D.  Martín  Sureda  y  D.  Esteban  Muxach  de  la  demanda  interpuesta 
por  D.  José  Prats  y  Font: 

Resultando  que  D.  José  Prats  y  Font  interpuso  recurso  de  casación, 
fundado  en  los  siguientes  motivos: 

4®  En  haber  sido  infringido  lo  pactado  por  las  partes,  que  debe  cum- 
plirse como  ley  de  la  materia,  según  la  jurisprudencia  establecida  por 
este  Tribunal  Supremo,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  26  de  Abril  de 
i874;  ley  que  en  el  caso  presente  es  lo  estipulado  en  los  pactos  quintos 
de  las  escrituras  de  24  de  Abril  de  4856,  en  los  que  D.  Martín  Sureda 
y  D.  Esteban  Muxach  contrajeron  la  obligación  de  anticipar  al  recu- 
rrente una  tercera  parte  cada  uno  del  coste  del  pórtico  y  fachada  de 
la  casa  que  intentaba  construir  en  la  plaza  de  la  Independencia  de  Ge- 
rona, en  el  concepto  de  que  á  pesar  de  haber  llegado  el  caso  de  reali- 
zar el  recurrente  su  intento  y  de  haberse  determinado  el  coste  de  la  fa- 
chada y  pórtico  por  medio  de  peritos,  se  le  niega  en  la  sentencia  re- 
currida el  derecho  de  hacer  efectiva  dicha  obligación  por  suponer  que 
está  subordinada  á  una  condición  que  no  existe  en  el  contrato,  cual  es 
la  de  que  debía  construirse  el  pórtico  y  fachada  con  arreglo  á  un  plano 
que  se  supone  aprobado  en  la  fecha  del  otorgamiento  de  aquél: 

2*  En  haberlo  sido  igualmente  las  leyes  12  y  43,  tít.  4  4,  Partida  5% 
con  arreglo  á  las  cuales  son  válidas  y  deben  cumplirse  las  obligaciones 
contraídas  á  día  cierto;  porque  es  clara  y  terminante  la  obligación 
contraída  por  Sureda  y  Muxach  de  hacer  el  anticipo  cuando  el  recu- 
rrente resolviera  edificar  la  casa  que  intentaba,  y  no  obstante  haber  Ue- 
fado  este  caso,  niega  el  fallo  recurrido  la  eficacia  á  aquella  obligación  y 
eclara  que  dichos  demandados  no  están  en  el  deber  de  cumplirla: 

3^  En  la  infracción  de  la  ley  249  del  Digesto  de  verborum  ¿i^nifiea- 
iione,  en  virtud  de  la  cual  en  las  convenciones  se  debe  estar  más  bien 
á  la  voluntad  de  los  contrayentes  qne  á  las  palabras;  porque  la  senten- 
cia recurrida,  prescindiendo  en  absoluto  de  la  intención  de  las  partes, 
manifestada  en  los  pactos  quintos  de  las  citadas  escrituras,  atiende 
únicamente  á  la  significación  literal  y  estricta  de  la  palabra  api'obado, 
entendiendo  que  sólo  puede  referirse  al  plano  que  lo  estuviese  al  fir-. 
marse  aquellos  contratos,  no  obstante  que  de  su  contenido  y  especial* 
mente  del  hecho  de  no  fijarse  tiempo  á  la  facultad  de  edificar,  que  co- 
rresponde á  los  estabilientes,  se  deduce  lo  contrario: 

4*  En  haber  sido  también  infringidas  la  ley  80,  Digesto  deverborum 
Miaalioníbus]  la  67  del  mismo  cuerpo  de  Derecho  ds  regrdis  y«rts,  y 
la  2%  tít.  33  de  la  Partida  7%  que  disponen  que  cuando  una  cláusula 
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puede  tener  dos  sentidos  se  debe  desechar  aquel  que  conduzca  á  un  ab- 
surdo ó  que  no  permita  que  lo  pactado  tenga  efecto,  toda  ves  que  la 
interpretación  dada  en  la  sentencia  recurrida  á  la  cláusula  5^  de  las  es- 
crituras de  24  de  Abril  de  4856,  conduce  al  absurdo  y  á  qae  no  tuviese 
efecto  lo  convenido;  porque  tratándose  de  una  calificación  urbana  en 
una  capital  de  provincia,  no  pudo  estipularse  otra  cosa  sino  que  la 
construcción  se  sujetaría  al  plano  aprobado  cuando  ésta  se  realizase, 
con  mucho  mayor  motivo  no  habiéndose  fijado  término  para  edificar, 
pues  se  dejó  al  arbitrio  de  los  estabilienles: 

5^  En  la  infracción  de  la  ley  establecida  por  este  Tribunal  Supremo, 
entre  otras  sentencias,  en  la  de  20  de  Enero  de  1874,  en  virtud  de  1» 
cual  cuando  se  suscitan  dudas  acerca  de  la  inteligencia  de  un  contrato 
válido  y  perfecto  ó  se  pretende  desconocer  su  alcance  y  verdadero  ob- 
jeto es  indispensable  para  determinarlos  consultar  los  hechos  anterio- 
res que  lo  han  preparado,  el  conjunto  de  circunstancias  que  lo  han 
acompañado,  la  instrucción  y  propósito  de  los  otorgantes  y  los  hechos 
subsistentes  de  estos  mismos  que  con  el  cotrato  se  relacionan,  toda  vez 
que  en  el  presente  caso,  tanto  los  hechos  anteriores,  como  las  circuns- 
tancias que  rodearon  el  contrato,  demuestran  de  una  manera  palpable 
que  la  intención  de  los  contrayentes  fué  establecer  como  compensa- 
ción ó  precio  de  ios  solares  cedidos  en  enfíteosis,  además  de  la  posesión 
estipulada  y  de  los  derechos  dominicales  consignados  en  las  escrituras, 
la  obligación  por  parte  de  los  censatarios  de  anticipar  cada  uno  la  ter- 
cera parte  del  coste  del  pórtico  y  fachada  de  la  casa  que  intentaban 
construir  los  estabilientes  cuando  lo  tuvieran  por  conveniente,  anticipo 
que  debió  reintegrarse  con  el  vencimiento  de  las  pensiones  del  censo; 
y  atendiendo  á  los  hechos  posteriores  de  los  enfiteutas  y  de  todos  los 
que  han  edificado  en  la  plaza  de  la  Independencia  de  Gerona,  se  ve  que 
Sureda  y  Muxach  se  obligaron  por  una  cláusula  anterior  á  edificar  en  el 
solar  que  respectivamente  se  les  estableció  una  casa  con  pórtico  y  fa- 
chada, arreglados  al  modelo  aprobado  por  el  Ayuntamiento,  que  son 
las  mismas  palabras  que  en  sustancia  se  consignaron  en  las  escrituras 
de  21  de  Abril  de  1856,  y  al  interpretarlas  con  referencia  á  ellos,  en- 
tendieron que  debían  edificar,  y  en  efecto  han  edificado  con  arreglo  al 
plano  de  1857  y  no  conforme  al  que  supone  existía  en  4856  cuando 
firmaron  las  susodichas  escrituras; 

Y  6^  En  el  error  de  hecho  que  resulta  de  la  misma  sentencia  recu- 
rrida y  de  las  certificaciones  obrantes  en  autos,  que  son  documentos 
auténticos  como  consecuencia  de  haber  confundido  la  Sala  sentencia- 
dora el  proyecto  de  ensanche  de  la  plaza  de  la  Independencia,  aproba- 
do por  el  Ayuntamiento  en  3i  de  Marzo  de  1855,*  sencillamente  como 
proyecto,  y  sujeto  por  tanto  á  modificaciones  con  el  plano  aprobado 
como  definitivo,  que  lo  fué  en  Mayo  de  1857,  por  lo  cual  resulta  in- 
exacto el  único  ifundamento  de  su  fallo: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 
Considerando  que  los  contratos  legítimamente  establecidos  deben 
.  entenderse  según  sus  palabras,  llanamente  y  como  suenan  cuando  de 
su  natural  inteligencia  no  resultan  obligaciones  absurdas  ó  imposibles, 
y.  que  cuando  las  partes  no  están  conformes  en  su  verdadero  sentido, 
deben  fijarlo  los  Tribunales,  ateniéndose  más  especialmente  al  objbto 
ó  fin  que  se  propusieron  los  contratantes  que  á  las  palabras  de  que  usa- 
ron para  consignarlos,  desechando  aquellas  que  no  permitan  que  lo 
pactado  tenga  efecto  é  interpretando  las  dudosas  contra  el  que  las  usó: 
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Considerando  que  llanamente  entendida  la  cláasula  5^  de  los  con* 
tratos  de  SI  de  Abril  de  (856,  aparece  qoe  los  demandados  se  obliga -^ 
Toná  adelantar  á  los  demandantes,  cuando  éstos  ejecatasen  las  obras 
Mjne  se  proponían  hacer  con  arreglo  á  los  planos  aprobados  para  las 
edificaciones  en  la  plaza  de  la  Independencia  de  la  ciudad  de  Gerona, 
las  dos  terceras  partes  del  importe  del  frente  y  pórtico  por  cuenta  de 
las  pensiones  censales  qae  debían  satisfacerles  en  razón  del  estableci- 
miento que  en  el  mismo  contrato  se  pactaban: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  infringe  dichos  contratos, 
puesto  que  no  habiéndose  determinado  en  la  cláusula  5^  el  plazo  den*< 
tro  del  cu^l  los  demandaates  debían  ejecutar  la  obra  que  intentaban, 
'  la  Sala  sentenciadora  no  tuvo  en  cuenta  para  apreciar  dicha  cláusula 
las  reglas  de  interpretación  que  quedan  expuestas,  ó  introducen  en  la 
,  obligación  aceptada  por  los  demandados  condiciones  y  limitaciones 
respecto  al  plazo  y  las  obras  no  convenidas  por  los  interesados,  que 
anulan  su  voluntad  y  hacen  imposible  el  fin  ú  objeto  que  se  propu- 
sieron; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Prats  y  Font,  y  en  su  consecuencia 
casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  14  de  Julio  de  i882  dictó  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona.— (Sentencia  pu- 
blicada el  28  de  Febrero  de  1883,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  ti  de  Agos- 
to del  mismo  año.) 

71 

Reearso  de  easaeión  [ideMarto  de  i%%^),^Sala  ftrmera.-^ 
Tercería  de  mejor  derecho. — Ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Dioni- 
sia  López  Plaza  con  Doña  Fermina  Pérez  (Audiencia  de  Madrid),  y  se 
resuelve: 

4**  Que  no  puede  califiearse  de  depósito  regular,  en  el  cuál  siempre 
aonserva  el  depositante  la  propiedad  de  la  cosa  depositada,  él  recibo  de 
una  cantidad  aunque  se  consigne  tal  calidad  en  el  documento  que  lo 
consigne,  si  por  el  demás  contento  de  dicho  documento  privado  se  ve 
que  no  fué  un  contrato  de  aquella  clase  el  que  realmente  se  celebró^ 
puesto  que  la  re/erida  cantidad  fué  entregada  por  cuenta  y  con  obliga  - 
ción  de  devolverla  en  la  misma  especie  de  moneda  fiduciaria  que  la  re- 
cibía, ó  en  oro  ó  plata,  y  por  lo  tanto  adquirió  el  dominio  y  uso  de  la 
cantidad  que  se  decia  depositada,  con  la  obligación  de  restituir  otro 
tanto  de  la  misma  especie,  con  arreglo  á  la  ley  2\  til.  3*  de  la  Par- 
tida 5*; 

2*  Que  tampoco  puede  califlcarse  de  depósito  irregular,  porque  tanto 
éste  como  el  verdadero  son  contratos  gratuitos  por  su  naturaleza  y  degc' 
neran  en  otra  clase,  según  la  ley  antes  citada,  cuando  media  precio  ó 
galardón; 

Y  3*  Que  la  sentencia  dada  en  un  fleito  no  aprovecha  ni  daña  por 
regla  general  á  los  que  no  litigaron  m  traen  causa  de  ellos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Marzo  de  4883,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Hospital  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  del  territorio  por  Doña 
Dionisia  López  Plaza,  dedicada  á  sus  labores,  vecina  de  esta  capital, 
representada  por  el  Procurador  D.  Antonio  Arana  y  Morayta  y  defen- 
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dida  por  el  Licenciado  D.  José  Rniz  de  Qaevedo,  con  Doña  Fermina. 
Pérez  y  Pérez,  sin  profesión,  de  la  propia  vecindad,  representada  por 
el  Procurador  D.  José  López  Sánehez,  bajo  la  dirección  del  Licenciada 
D.  Luis  F.  Aguilera  y  D.  Narciso  Domínguez  Alvarez,  en  rebeldía,  so* 
bre  tercería  de  mejor  derecho: 

Resaltando  que  en  docamento  privado,  firmado  en  esta  corte  á  i(^ 
de  Febrero'de  18*73  por  D.  Narciso  Domínguez  Alvarez,  declaró  haber 
recibido  de  Doña  Fermina  Pérez  y  Pérez  la  cantidad  de  6.000  doros,  ó^ 
sean  420.000  rs.,  en  calidad  de  depósito,  concediendo  derecho  á  la  re- 
ferida señora  á  exigir  al  Domíognez  la  cantidad  mencionada  ó  en  bille- 
tes del  Banco  de  España,  en  que  se  la  había  entregado,  ó  en  moneda 
de  oro  ó  plata,  como  lo  toviera  por  conveniente,  reclamándosela  con 
ocho  días  de  anticipación  en  el  panto  donde  toviera  por  conveniente,  y 
teniendo  derecho  desde  aqoel  momento  á  todos  los  bienes  mnebles  é- 
inmuebles  que  el  firmante  poseyera  ó  pudiera  poseer,  dirigief^do  y  go- 
bernando  la  casa  que  el  mismo  habitaba,  así  como  á  todos  los  recibos  y 
documentóos  que  poseía  y  pudiera  poseer  el  repetido  firmante,  siempre 
que  estuviese  conforme  la  acreedora  en  recibirla: 

Resultando  que  previo  embargo  preventivo.  Doña  Fermina  Pérez- 
interpuso  en  tt  de  Setiembre  de  1876  demanda  ordinaria,  ejercitando 
la  acoión  directa  de  depósito,  para  que  teniéndose  por  ratificado  e!  em- 
bargo preventivo  se  condenase  en  su  día  á  D.  Narciso  Domínguez  á  la 
devolución  ó  pago  de  las  30.000  pesetas  depositadas  en  su  poder  por  Do- 
ña Fermina,  á  quien  además  abonaría  todos  cuantos  gastos,  daños  y  per- 
juicios se  la  hubiesen  ocasionado:  que  conferido  traslado  á  D.  Narciso 
Domínguez,  no  compareció  y  fué  declarado  en  rebeldía;  y  seguido  el 
juicio  por  sus  trámites,  el  Juez  de  primera  instancia,  por  sentencia  do 
8  de  Febrero  de  1877  condenó  á  D.  Narciso  Domínguez  é  la  devolución 
ó  pago  á  Doña  Fermina  Pérez  de  la  cantidad  de  30.000  pesetas  qne  de 
la  misma  tenía  en  depósito,  con  los  intereses  correspondientes  á  razón 
de  6  por  100  anual  desde  la  fecha  de  la  incoación  de  la  demanda,  y  las 
costas: 

Resultando  que  declarada  firme  dicha  sentencia,  se  procedió  á  un 
'ejecución,  anunciándose  la  subasta  de  la  finca  embargada;  pero  como 
lo  hubiese  sido  con  anterioridad  por  el  Juzgado  de  la  Audiencia  en  vir- 
tud de  autos  que  seguía  D.  Juan  Díaz  García  con  D.  Narciso  Domín- 
guez, después  de  parcticadas  otras  diligencias  aquel  Juzgado  puso  a 
disposición  del  que  conocía  de  estos  autos  9.752  pesetas  75  céntimo» 
sobrantes  después  de  satisfechas  las  responsabilidades  originadas  en 
los  que  se  habían  seguido  en  el  primero,  de  coya  cantidad  se  consignó^ 
en  la  Caja  de  Depósitos  1.600  pesetas  á  disposición  del  Juzgado  del 
Hospital  hasta  tanto  que  se  decidieran  los  autos  de  tercería  de  mejor 
derecho  qne  tenían  promovido  Doña  Dionisia  López  Plaza  contra  Doña 
Fermina  Pérez  y  D.  Narciso  Domínguez: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  esta  corte  en  49  de  Agos- 
to de  1876,  D.  Narciso  Domínguez  declaró  que  recibía  en  el  acto,  como 
ñsí  se  verificó,  de  Doña  Dionisia  López,  sin  interés  por  entonces,  LQÜO* 
pesetas  que  se  obligaba  á  pagar  á  la  Doña  Dionisia  el  día  18  de  Se- 
tiembre entonces  próximo,  y  si  no  lo  veriñcasd,  desde  el  siguiente  día 
19  cesaría  de  ser  gratuito  y  devengaría  600  rs.  mensoales  por  razón 
de  intereses;  y  además  de  la  obligación  general  que  hacía  Domínguez 
de  todos  sus  bienes  para  el  pago  de  este  mutuo,  lo  garantizaba  especial 
y  señaladamente  con  el  precio  de  la  venta  que  tenía  concertada  dé  na 
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terreno  de  su  propiedad,  sito  en  las  Peñaeias»  y  que  el  Domingirez  se 
obligó  á  no  vender,  ceder  ni  hipotecar  sin  qac(  foese  pagado  este  prés- 
tamo y  sos  intereses  caso  de  devengarlos: 

Resaltando  qae  en  19  de  Junio  de  1877,  Doña  Dionisia  López  dedu- 
jo demanda,  en  la  que  después  de  hacer  mérito  de  los  antecedentes  re- 
íaoionados.  y  fundada  en  la  escritura  de  19  de  Agosto  de  1876,  expuso 
que  deducida  demanda  de  tercería  de  mejor  derecho  contra  D.  Narciso 
Domingues  y  Doña  Fermina  Pérez,  por  evitar  que  ésta  hiciese  efectiva 
la  cantidad  de  120.000  rs.  del  valor  de  la  finca  mencionada  y  de  que 
:8e  decía  acreedora  del  Domíngez  mediante  el  preferente  derecho  que 
ea  su  concepto  tenía  su  crédito  sobre  el  de  ésta,  si  se  tenía  en  cuenta 

2ue  era  escriturario,  mientras  que  el  de  Doña  Fermina  era  quirográ- 
co:  que  aunque  se  decía  por  la  Doña  Fermina  que  su  crédito  procedía 
de  un  depósito,  no  pasaba  éste  de  ser  un  verdadero  préstamo  por  ha- 
ber pasado  el  dominio  de  la  cantidad  en  que  consistiera  á  poder  del  Do- 
mínguez: que  siendo  esto  así,  la  preferencia  del  crédito  de  Doña  Dio- 
,  nisia  López  era  visible,  mediante  á  que  según  la  ley  6*,  tít.  24,  libro 
40  de  la  Novísima  Recopilación,  los  créditos  que  resultan  de  escritura 
pública  la  tienen  sobre  los  quirografarios;  y  que  aparte  de  esto,  toda- 
vía dicha  preferencia  sería  visible,  mediante  Á  que  el  Domíngez  garan- 
tizó el  pago  del  crédito  de  Doña  Dionisia  López  especial  y  señalada- 
mente con  el  precio  de  la  venta  de  la  tierra  ()ue  se  había  embargado  á 
instancia  de  Doña  Fermina;  y  concluyó  solicitando  se  declarase  que  Do- 
ña Dionisia  López  tenía  preferente  derecho  á  cobrar  su  crédito  de  los 
bienes  de  D.  Narciso  Domíngez,  y  especial  y  señaladamente  del  valor 
del  terreno  descrito  en  la  escritura  de  19  de  Agosto  de  1876,  que  )a 
Doña  Fermina  Pérez  el  suyo  que  tenía  reclamado  del  propio  D.  Narci- 
so, con  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  Doña  Fermina 
Pérez  y  Don  Narciso  Domínguez,  la  primera  contestó  pidiendo  que  se 
desestimasen  las  pretensiones  deducidas  por  Doña  Dionisia  López  y  se 
ebsoiviese  de  la  demanda  á  Doña  Fermina  Pérez,  declarando  que  le 
asiste  preferente  derecho  sobre  la  demandante  para  percibir  de  la  can  - 
tidad  resto  del  precio  de  los  terrenos  de  D.  Narciso  Domíngez  que  se 
vendieron  en  pública  subasta,  únicos  bienes  que  se  le  conocían,  la  su- 
ma á  que  ascendía  el  depósito  que  constituyó  en  poder  del  Domínguez, 
con  imposición  de  costas  á  la  parte  demandante;  y  al  efecto  alegó  que 
para  resolver  la  cuestión  que  en  esta  tercería  se  debate,  había  que  apre- 
ciar la  distinta  naturaleza  de  los  contratos  celebrados  por  D.  Narciso 
Domínguez  con  Doña  Fermina  Pérez  y  con  Doña  Dionisia  López:  que 
Doña  Fermina  Pérez  constituyó  un  depósito  de  120.000  rs.  el  día  10  de 
Febrero  de  1 873  en  poder  de  D.  Narciso  Domingez,  como  se  acreditaba 
por  el  documento  privado  obrante  en  autos:  que  aun  suponiendo  cier- 
to que  la  demandante  diese  en  préstamo  á  Donoíngez  el  19  de  Agosto 
de  1876  la  cantidad  de  1 .900  pesetas,  era  indudable  que  las  obligacio- 
nes nacidas  del  depósito  son  más  sagradas  y  preferentes;  que  las  del 
contrato  de  mutuo  y  que  deben  ser  pagadas  con  anterioridad:  que  ade- 
más de  la  preferencia  que  debía  otorgarse  á  la  reclamación  ae  pago 
que  dedujo  Doña  Fermina  Pérez  en  consideración  á  la  naturaleza  del 
eontrato  de  depósito,  era  necesario  otorgársela,  porque  el  mencionado 
deoósito  se  verificó  unos  cuantos  años  antes  de  que  el  préstamo  se  ve~ 
rincara;  y  citó  como  fundamentos  de  derecho  las  disposiciones  de  las 
leyes  1*,  2»,  5»,  9»  y  10,  tít.  3^  Partida  5»;  las  leyes  114,  119,  tít.  18, 
Partida  3*;  el  principio  da  derecho  Qui  prior  esi  tempore  potior  est 
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/tir«;  la  jarispradencia  consignada  en  sentenoias  de  éste  Tribunal  S«- 
premo  de  i  I  de  Mayo  de  1876,  42  de  Mayo  de  1870  y  2  de  Marzo 
de  4868: 

Resaltando  que  D.  Narciso  Domingnez  faé  citado  y  emplazado  por 
medio  de  edictos  qne  se  pobliearon  en  ios  periódicos  oficiales,  y  no  ha- 
biendo comparecido  se  le  declaró  en  rebeldía;  entendiéndose  las  dili- 
gencias sucesivas  con  los  estrados: 

Resaltando  qae  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  el  Juez  de  prime- 
ra instancia  dictó  sentencia  absolviendo  á  Doña  Fermina  Pérez  de  la 
demanda  de  tercería  de  mejor  derecho  propuesta  por  Doña  Dionisia 
López,  y  declaró  que  no  existía  la  preferencia  al  cobro  que  se  pretende 
por  la  Doña  Dionisia  y  sí  en  Doña  Fermina  para  percibir  de  la  cantidad 
resto  del  precio  de  los  terrenos  de  D.  Narciso  Domíngez  enajenados  en 
pública  subasta  la  suma  del  depósito  declarado  en  la  sentencia,  sin  ha- 
cer especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  confirmada  por  la  que  la  Sala  primera  de  la  Au* 
diencia  del  distrito  dictó  en  13  de  Julio  de  1882,  por  parte  de  Doña 
Dionisia  López  Plaza  ae  interpuso  recurso  de  casación,  citando  como 
infringidos: 

1^  La  ley  20,  tít.  20  de  la  Partida  3%  en-'cuanto  dispone  que  la  sen- 
tencia dada  contra  uno  no  perjudica  á  otro: 

2^  Las  leyes  114  y  119,  tít.  18  de  la  Partida  3*,  en  cuanto  la  prime- 
ra de  ellas  exige  la  prueba  de  legitimidad  de  un  documento  privado 
cuando  se  negase  ó  no  tuviese  como  tal  á  la  parte  contraria  ó  contra 
quien  se  quiere  hacer  valer  en  el  mismo  contenido.;  y  respecto  de  la  se- 
gunda, en  cuanto  no  tiene  por  eficaz  tal  documento  privado  mientras 
no  sea  reconocido  comp  legítimo  por  la  persona  á  quien  asimismo  per- 
judique, ni  se  le  tendrá  por  válido  como  no  sea  que  manifiesten  dos 
testigos  dignos  de  crédito  haberle  visto  escribir  o  que  se  mandó;  y  la 
jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sus  senten- 
cias de  1  i  de  Enero  de  1877  y  11  de  Marzo  de  1863,  concreta  á  que  se- 
gún las  leyes  114  y  1 19,  tít.  22  de  la  Partida  3*,  para  que  las  cartas 
particulares  prueben  contra  las  personas  á  quienes  se  atribuyen,  es 
menester  qae  éstas  las  reconozcan,  ó  en  otro  caso  que  se  pruebe  con 
dos  testigos  buenos  y  sin  sospecha  que  de  su  orden  se  extendieron: 

3^  La  ley  2^,  tít.  3*  de  la  Partida  5%  en  la  parte  que  dispone  que  pa- 
ra que  haya  depósito,  el  depositario  no  ha  de  recibir  precio  ni  recom- 
pensa alguna;  si  la  recibiese  ó  se  le  prometiese,  entonces  mejor  que 
depósito  habría  un  arrendamiento  por  el  cual  el  que  recibiese  la  cosa 
quedaría  más  obligado  á  su  custodia;  y  en  cuanto  á  que  cuando  se  en- 
trega una  cosa  por  cuenta,  peso  ó- medida,  pasa  su  dominio  al  que  la 
recibe;  porqae  según  el  contenido  del  documento  de  que  se  trata,  era 
evidente  que  lejos  de  ser  depósito  se  tendría  como  arrendamiento;  y 
con  respecto  al  segundo  de  los  expresados  particulares,  se  comete  la 
infracción,  toda  vez  que  se  ha  partido  del  hecho  equivocado  de  quese 
trata  de  la  misma  cosa  depositada  y  de  la  que  conservaba  el  domnió 
depositante,  ó  considera  tal;  siendo  asigne  lejos  de  ser  la  misma  cosa 
depositada  es  otra  muy  distinta;  es  decir,  no  son  los  billetes  que  la 
Doña  Fermina  dice  entregó  en  depósito  á  Domínguez,  sino  del  resto  del 
precio  de  una  finca  obligada  á  la  Doña  Dionisia  López,  aparte  de  que 
del  mismo  documento  aparece  se  entregó  la  cantidad  por  cuanto  y  au- 
torizó al  Domínguez  para  usar  de  ella,  cuando  se  sentó  que  podía  de- 
vorverla  en  billetes,  oro  ó  plata: 

4''  Las  leyes  31,  tít.  13  de  la  Partida  5',  y  la  5%  tít.  24,  libro  10  de 
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la  Novísima  Recopilación,  puesto  qoe  expresamente  disponen  que 
cuando  nn  crédito  aparezca  de  documento  privado  y  de  otro  de  escri- 
tura publica,  el  que  éste  posea  y  ei  crédito  que  del  mismo  resulte  tie- 
ne preferencia  en  su  pago  al  que  aparezca  del  documento  privado,  el 
de  Doña  Dionisia  López  consta  de  escritura  pública»  y  el  de  la  Doña 
Fermina  Pérez  de  un  docomento  privado»  y  siendo  asi,  por  más  que 
éste  sea  de  fecha  anterior,  no  puede  tener  preferencia  el  crédito  que 
resulta  de  escritura  pública;  y  por  lo  tanto,  en  haberse  tenido  aquel 
por  preferente  al  que  aparece  de  dicha  escritura,  se  ha  causado  la  in- 
fracción citada: 

S^"  Las  leyes  IS,  tit.  14  de  la  Partida  5^,  y  la  i4,  tít.  43  de  la  misma 
Partida,  en  cnanto  dispone  la  primera  de  ellas  que  si  bien  tienen  no- 
table preferencia  sobre  otros  débitos  los  de  cosas  dadas  en  encomienda 
ó  depósito  y  se  hayan  reclamado  en  juicio  unos  y  otros,  esto  es,  cuan- 
do no  estén  obligados  los  bienes  á  los  créditos  del  deodor  que  no  tienen 
expresada  procedencia,  y  la  segunda  en  lo  respectivo  á  que  dada  en 
prenda  una  carta  de  donación  ó  de  compra  de  alguna  heredad  ó  casa 
propia,  se  entiende  que  se  empeña  la  finca  á  que  se  refiere  la  carta  co- 
mo si  se  diese  la  posesión  de  la  finca  misma: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  la  preferencia  que  alega  Doña  Fermina  Pérez  pa- 
tíL  cobrar  su  crédito  con  anterioridad  á  la  tercera  opositora  Doña  Dio- 
nisia López  se  funda  principalmente  en  la  naturaleza  del  conrrato  de 
donde  aquel  dimana,  atribuyéndole  al  efecto  el  carácter  de  depósito: 

Considerando  que  aunque  el  papel  privado  de  10  de  Febrero  de 
4873,  en  el  que  reconoce  el  deudor  común  D.  Narciso  Domínguez  ha- 
ber recibido  de  Doña  Fermina  Pérez  6.000  duros,  se  dice  que  en  cali- 
dad de  depósito,  por  el  demás  contexto  de  dicho  documento  privado  se 
ve  que  no  fué  un  contrato  de  aquella  clase  el  que  realmente  se  cele- 
bró, puesto  que  la  referida  cantidad  le  fué  entregada  por  cuenta  y  con 
la  obligación  de  devolverla  en  la  misma  especie  de  moneda  fiduciaria 
que  la  recibía,  ó  en  otras  de  oro  ó  plata,  y  por  lo  tanto  adquirió  el  do- 
minio y  uso  de  la  cantidad  qoe  se  decía  depositada,  con  la  obligación 
de  restituir  otro  tanto  de  la  misma  especie,  con  arreglo  á  la  ley  2^,  ti- 
tulo 3°  de  la  Partida  5%  y  por  consiguiente  no  fué  ni  puede  concedér- 
sele la  pretensión  de  depósito  regular,  en  que  el  deposiiante  conserva 
siempre  la  propiedad  de  la  cosa  depositada: 

Considerando  que  tampoco  puede  calificarse  de  depósito  irregular, 
porque  tanto  éste  como  el  verdadero  son  contratos  gratuitos  por  su 
naturaleza  y  degeneran  en  otra  clase,  según  la  ley  antes  citada,  cuan- 
do media  precio  ó  galardón,  como  en  el  caso  presente,  en  el  que  el  Do- 
mínguez concedía  á  Doña  Fermina  derecho  á  todos  sus  bienes  muebles 
é  inmuebles  y  á  dirigir  y  gobernar  la  casa  que  el  mismo  habitaba: 

Considerando  que  la  sentencia  dada  en  un  pleito  no  aprovecha  ni 
daña  por  regla  general  á  los  que  no  litigaron  ni  traen  causa  de  ellos; 
y  por  lo  tanto,  la  que  recayó  en  el  seguido  por  la  Doña  Fermina  con- 
tra D.  Narciso  para  el  cobro  de  los  6.000  duros,  en  nada  perjudica  el 
derecho  de  la  recurrente: 

Considerando,  en  virtud  de  lo  anteriormente  expuesto,  que  la  Sala 
sentenciadora  al  calificar  de  depósito  el  contrato  que  consta  en  el  papel 
pribado  de  4  O  de  Febrero  de  4  873  y  otorgar  por  ello  preferencia  para 
el  cobro  de  un  crédito  á  Dona  Fermina  sobre  el  do  Doña  Dionisia,  qoe 
justifica  el  suyo  por  medio  de  escritura  pública,  infringe  la  ley  S*,  ti- 
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ia  5*.  y  la  5»,  tít.  24,  libro  10  de  la  N 
ne  qoe  los  créditos  qae  resaltea  de  ( 
acia  sobre  los  quirografarios,  citados  i 

ieclarar  y  declaramos  haber  lagar  al  recarso 
le  ley,  interpuesto  por  DoñaDlonisia  López 
le  en  13  de  Julio  de  1882  dictó  la  Sala  pri- 
)Dcia  de  este  distrito;  en  su  consecuencia 
sentencia. — (Sentencia  publicada  el  2  de 
la  Gaceta  de  23  de  Agosto  del  mismo  año.) 

72 

11(3  de  Marzo  de  1883).— #ya/¿i  primera. — 
)8.— Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Valen- 
n  D.  Antonio  Aday  (Audiencia  de  Las  Pai- 

3^,  (t^  15,  Partida!*,  el  que  causa  un  da- 
ario^  es  también  regla  de  derecho  consigna^ 
Partida,  que  non  face  tuerto  á  otro  quien 

adrid,  á  3  de  Marso  dei883,  en  el  pleito  se- 
QQera  instancia  de  Santa  Cruz  de  la  Palma  y 
Ludiencia  de  Canarias  por  .  Antonio  Aday, 
)n  D.  José  Francisco  y  D^Antonio  Martin 
nía  López,  D.  Silvestre  Feliciano  Lotenzo, 
Juan  Antonio  Rodríguez  García,  D.  Gre- 
inuel  de  Paz  Rodríguez,  D.  Antonio  Herré- 
Doña  Antonia  Rodríguez  Calero;  D  Andrés 
»  marido  de  Doña  Leoncia  Rodríguez  Cale- 
ique,  como  curador  ad  litem  de  Doña  Mi- 
as  tres  hermanas  Rodríguez  Calero,  como 
)más  Rodríguez  López  y  Doña  María  Ro- 
epresentación  de  sus  hijos  menores  Doña 
Eindro,  Doña  Angelina  y  D.  Benito  López 
is  de  D.  Simón  Antonio  López,  vecinos  to-^ 
is  de  Sauces,  sobre  indemnización  de  per- 
ribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de 
ey,  interpuesto  por  ios  demandados  y  en  su 
)r  el  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos  y  el 
:ía  Alcañiz,  habiendo  sido  defendida  y  re- 
la  por  el  Licenciado  D.  Juan  de  Alvarado  y 
isco  Egea  y  Gómez: 

»  Junio  de  i  889  dedujo  D.  Antonio  Aday  de- 
'a  D.  Antonio  Martín  Hernández,  D.  José 
tez,  D.  Valentín  Martín  López,  D.  Gregorio 
Feliciano  Lorenzo,  D.  Juan  Antonio  Ro- 
mziiez  Páu  y  D.  Manuel  de  Paz  Rodríguez, 
del  Ayuntamiento  de  la  villa  de  San  An- 
5  á  76,  contra  Doña  Antonia,  Doña  León- 
lez  Calero,  como  herederas  de  su  difunto 
López,  Alcalde  Presidente  que  había  sido 
contra  los  hijos  y  herederos  dti  D.  Simón 
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Aatónio  Ldpeí,  qae  también  perteneció  á  dicha  corporación,  con  la 
vsoHcitQd  de  qae  en  virtnd  de  la  acción  personal  que  ejercitaba  se  les 
condenase  á  abonar  47.566  pesetas  71  céntimos  por  los  perjuicios  que 
Stfgún  la  cnenta  que  acompañaba  le  habían  cansado  á  consecnencia  do 
los  siguientes  hechos,  en  que  fundó  su  demanda:  que  destituido  y  de- 
puesto en  Julio  de  4875  el  Ayuntamiento  de  la  villa  de  San  Andrés  y 
Sauces,  por  el  Gobernador  civil  de  la  provincia,  y  nombrado  Alcalde 
Presidente  de  la  nueva  corporación  D.  Tomás  Rodríguez  López,  se  di- 
rigió éste  á  dicho  Gobernador  consaltándole  si  por  la  falta  que  habían 
notado  de)  acta  original  de  aprobación  del  presupuesto  de  aqnel  año 
4875  á  76  se  debía  hacer  otro  presupuesto,  ó  si  teniendo  por  bastante 
el  ya  formado  debía  llevarse  á  efecto:  qoo  la  Comisión  provincial,  en 
eontestación  á  dicha  consulta,  manifestó  en  2  de  Octubre  de  4875  que 
en  su  archivo  obraba  ana  certificación  del  acta  de  aprobación  del  pre- 
snpuesto,  de  la  que  acompañaba  copia,  por  lo  cual  debía  exigirse  al 
que  tuviese  el  original  á  presentarlo,  y  sólo  en  el  caso  de  que  se  justi- 
ficase qae  no  hal^ía  existido  tal  acta  sería  coando  tendría  lugar  la  nu- 
lidad del  presupuesto,  y  se  debería  entonces  acudir  á  quien  correspon- 
diera para  exigir  la  responsabilidad  criminal  consiguiente  á  los  culpa- 
bles: que  en  vista  de  esto,  acordó  el  Ayuntamiento  en  8  del  mismo  mes 
de  Octubre  que  se  reclamase  al  demandante.  Secretario  que  había  sido 
de  aquella  corporación  hasta  el  t  de  Agosto  de  aquel  año,  en  que  fué 
separado,  la  indicada  acta  original  de  aprobajción  del  presupuesto,  á  lo 
^ual  contestó  que  ya  lo  había  verificado  en  anión  de  los  demás  docu- 
mentos del  archivo  capitular  que  entregó  bajo  inventario  en  3  del  mis- 
mo mes  de  Agosto  ante  el  Alcalde  Presidente  y  tres  testigos*-  que  el 
Alcalde  Presiaente  D.  Tomás  Rodríguez  López  instruyó  un  expediente, 
en  el  que  se  concretó  á  recibir  declaraciones  á  los  individuos  que  com- 
ponían la  corporación  manieipal  v  á  los  que  habían  pertenecido  al 
Ayuntamiento  depaesto  en  Julio  de  4875,  en  vista  del  cual  y  de  la  pe- 
lición  que  formuló  el  Síndico  D.  Valentin  Martín  López  acordó  el 
Ayuntamiento  por  unanimidad  remitir  al  Juzgado  de  primera  instan- 
cia las  diligencias  instruidas  en  averiguación  del  acta  cuya  inexisten- 
eia  y  falsedad  suponía:  que  el  Juzgado  de  primera  instancia  acordó  en 
2  de  Diciembre  del  mismo  año  48751a  instrucción  del  correspondiente 
sumario  en  averignación  de  la  falsedad  denunciada,  dictó  más  tarde 
auto  de  procesamiento  y  prisión  contra  el  demandante,  y  pronunció 
después  de  dos  años  y  cuatro  meses  sentencia  definitiva,  condenándo- 
le á  41  años,  ocho  meses  y  on  dia  de  cadena  temporal,  2.500  pesetas 
de  multa  y  accesorias  correspondientes:  que  la  Audiencia  del  territorio 
declaró  nulo  y  sin  efecto  todo  lo  actuado  por  razón  de  la  incompeten- 
cia con  que  el  Juzgado  había  entendido  en  la  cansa,  y  dictó  después 
sentencia  definitiva  en  7  de  Abril  de  4880,  absolviéqiole  con  toda  clase 
de  pronunciamientos  favorables,  y  reservándole  sa  oerecho  para  ejerci- 
tar las  acciones  que  viera  corresponderle;  y  que  a  consecuencia  de  tal 
proceso,  de  la  prisión  que  por  espacio  de  dos  años  y  cuatro  meses  su- 
frió, y  de  los  gastos  que  le  ocasionó,  se  le  siguieron  perjuicios  en  la 
cantidad  demandada,  que  reclamaba  por  concedérselos  la  ley  y  la  re- 
serva contenida  en  la  susodicha  sentencia  de  la  Audiencia: 

Resultando  que  los  demandados  contestaron  la  demanda  pidiendo 
que  se  les  absolviera  de  ella  y  se  impusiera  al  actor  perpetuo  silencio  y 
pago  de  costas,  alegando  al  efecto  qoe  en  ana  de  las  partidas  del  in- 
ventario con  que  Aday  entregó  al  archivo  municipal,  se  hizo  constar 
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que  entregaba  el  presupuesto  manicipal  del  año  económico  de  1875  á^ 
76,  pero  que  no  constaba  en  él  la  competente  aprobación:  qoe  antes  de 
dirigir  at  Gobernador  de  la  provincia  la  consolla  de  que  se  hacían 
mención  en  la  demanda  de  si  llevaba  ó  no  á  electo  el  presupoeato  for- 
made,  se  reqnirió  diferentes  veces  al  demandante  Aday  y  al  anterior 
Alcalde  Presidente  D.  Antonio  Herrera  Rodrígaez  para  que  entregase 
el  acta  sosodicha  y  los  demás  documentos  qoe  faltaban,  sin  que  contes- 
taran cosa  alguna  á  tales  requerimientos:  que  at  mismo  tiempo  que  se 
remitieron  al  Juzgado  de  primera  instancia  las  diligencias  instraldas  en 
averiguación  de  la  falsedad  cometida,  se  envió  copia  de  las  mismas  á  la 
Comisión  provincial,  pidiéndole  autorización  para  formar  nuevo  presu- 
puesto; en  vista  de  lo  cual  dicha  Comisión  se  dirigió  en  30  de  Noviem- 
bre al  Gobernador  de  la  provincia,  manifestándole  que  había  acordada 
decir  al  Ayuntamiento  de  San  Andrés  y  Sauces  que  resultando  demos*- 
trada  la  ineScacla  de  la  aprobación  que  aparecía  dada  al  presupuesto 
de  4875  á  76,  debía  proceder  inmediatamente  á  formarlo  de  nuevo  por 
los  transites  de  ley,  pasando  copia  á  aquella  Superioridad,  y  que  en 
cuanto  á  las  faltas  qoe  aparecían  cometidas,  podría  denunciarlas  el  Tri- 
bunal competente,  cuyo  acuerdo  fué  trasladado  por  el  Gobernador  civil 
al  Alcalde  Presidente  del  Ayuntamiento  con  fecha  4  de  Diciembre:  qoe 
el  ofrecimiento  que  á  los  demandados  se  les  hizo  como  individuos  del 
Ayuntamiento  de  la  causa  instruida  contra  Aday  y  contra  D.  Antonio 
Herrera,  contestaron  que  no  se  mostraban  parte  en  ella  y  que  renun- 
ciaban la  indemnización  civil;  y  que  en  la  sentencia  absolutoria  dicta- 
da en  la  mencionada  cansa  no  se  daba  por  probado  en  ninguna  parte 
de  ella  que  D.  Antonio  Aday  hubiese  entregado  en  el  acto  de  otorgar- 
se el  inventario  el  acta  de  aprobación  definitiva  por  la  Junta  municipal 
del  indicado  presupuesto,  ni  se  daba  tampoco  por  probado  que  los  in- 
dividuos que  componían  el  Ayuntamiento  en  a  )uella  época  supieran  y 
hubieran  visto  la  referida  acta,  ni  en  la  parte  dispositiva  de  dicha  sen- 
tencia se  declaraba  falsa  la  denuncia  ni  se  mandaba  proceder  criminal- 
mente contra  los  demandados  por  el  hecho  de  haber  acordada  remitir 
al  Juzgado  de  primera  instancia  las  diligencias  instruidas  por  la  falta 
del  acta  de  aprobación: 

Resultando  qoe  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insistieron  tam- 
bas partes  en  lo  dicho  y  alegado  en  sus  anteriores  escritos;  y  sos  an- 
dado el  pleito  por  los  demás  trámites  legales  y  en  dos  instancias,  dict6 
sentencia  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  las  Palmas  en  29  de 
Mayo  último,  que  no  fué  del  todo  conforme  con  la  del  Juzgado,  conde- 
nando á  los  demandridos  á  satisfacer  al  demandante  16.425  pesetas  coma 
daños  y  jserjoicios  causados  en  el  término  de  ocho  días,  abonando  dicha 
suma  por  iguales  partes  D.  José  Francisco  y  D.  Antonio  Martín  Hdr- 
nández,  D.  Yatentíii  Martín  López,  D.  Silvestre  Feliciano  Lorenzo,  Doa 
Joan  González  Pérez,  D.  Juan  Antonio  Rodríguez  García,  D.  Gregorio 
Batista  Martín,  D.  Manuel  de  Paz  Rodríguez,  y  en  representacián  de 
D.  Tomás  Rodríguez  López  y  D.  Simón  Antonio  Lopes,  ya  fallecidos^, 
sos  hijos  y  herederos  respectivos  Doña  Antonia,  Doña  Leoncia  y  Doña 
Micaela  Rodríguez  Calero,  y  Doña  María  de  los  Dolores,  D.  Leandro, 
Doña  Angelina  y  D  Benito  López  Rodríguez: 

Resultando  que  D.  José  Francisco  y  D.  Antonio  Martin  Hernández 
y  demás  demandados  interpusieron  recurso  de  casación  por  considerar 
infringidas: 
i^  La  ley  3*,  tít.  i5,  Partida  3*,  que  dice  á  quienes  y  ante  quienes 
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poede  ser  demandada  enmienda  del  daño;  porque  en  dicha  ley  sola- 
mente se  impone  la  obligación  de  repararlo  á  aquel  que  lo  ha  caaiado 
sin  raión  ni  derecho:  la  regla  4  4  del  titalo  3i  de  la  misma  Partida,  qae 
declara  que  no  hace  tuerto  á  otro  quien  usa  de  su  derecho,  y  la  SO  del 
mismo  titulo,  que  dice  que  no  es  responsable  del  daño  que  cansa  aquel 
<|ue  ( bra  por  mandato  de  su  superior;  puesto  qu^e  el  Ayontauniento  de 
la  villa  de  San  Andrés  y  Sauces,  no  solamente  ejercitó  un  derecho  al 
dirigir  su  denuncia  al  Juzgado  de  primera  instancia,  sino  que  cumpU6 
un  deber  obedeciendo  la  orden  de  la  Comisión  provincinl,  que  le  fué 
trasmitida  por  el  Gobernador  de  la  provincia  en  4  de  Diciembre  de 
4876: 

2®  La  doctrina  legal  de  que  la  querella  ó  denucia  hecha  ante  los  Tri- 
bunales no  puede  producir  para  sus  actores  más  responsabilidad  Crimi- 
nal ni  civilque  la  que  se  hubiese  declarado  contra  ellos  en  el  auto  6 
«enteneia  con  que  se  hubiese  terminado  la  causa  á  que  hubiese  dado 
origen  la  querella  ó  la  denuncia;  doctrina  que  es  la  consecuencia  nece- 
sajia  de  lo  que  disponen  el  art.  340  del  Código  penal  y  el  último  párra- 
fo del  356  de  la  Compilación,  en  los  que  taxativamente  se  limita  la  res  • 
ponsabilidad  civil  de  los  qnerellantes  temerarios  ó  maliciosos  al  pago 
de  las  costas,  en  el  concepto  de  que  se  exige  á  los  recurrentes  una  res- 
ponsabilidad civil  diversa  de  las  indicadas  no  declarada  ni  impuesta  en 
la  sentencia  absolutoria  del  denunciado  Aday,  pues  la  reserva  genérica 
y  vaga  que  á  favor  de  éste  se  hizo  en  aquel  fallo,  no  declara  á  su  favor 
derecho  alguno  de  una  manera  eficaz  ni  define  tampocivcosa  alguna, 
según  la  jurisprudencia  consign  da  por  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencias de  12  de  Junio  de  1869,  29  de  Abril  de  1875,  y  10  de  Junio  de 
4^79: 

3®  La  ley  19,  tít.  22,  Partida  3%  que  deptara  la  fuerza  que  ha  tenido 
el  juicio;  porque  habiendo  debido  definirse  en  la  sentencia  que  puso 
término  á  la  causa  todas  las  responsabilidades  criminales  y  civiles  pro- 
cedentes de  los  hechos  sobre  que  aquélla  versó  y  corespondientes  á 
euantos  en  ella  intervinieron,  ya  como  denunciantes,  ya  como  quere- 
llantes, ya  como  procesados,  y  no  habiéndose  declarado  á  los  recurren- 
tes incursos  en  ninguna  de  dichas  responsabilidades,  la  sentencia  que 
en  BU  npevo  juicio  se  les  impone  por  los  mismos  hechos  que  en  aquella 
cansa  se  discutieron  y  sobre  los  que  recayó  la  sentencia  allí  dictada,  es 
claro  que  infringe  la  fuerza  ejecutoria  de  ésta,  y  por  lo  tanto,  la  ley  ci- 
tada fue  la  define  y  establece; 

Y  4®  El  art.  896  de  la  Compilación  del  Enjuiciamiento  criminal,  ley 
vigente  cuando  se  hizo  por  el  Ayuntamiento  la  denuncia,  según  el  cual 
los  meros  denunciantes  de  un  supuesto  hecho  punible  nunca  contraen 
ni  pueden  contraer  por  la  denuncia,  responsabilidad,  alguna  civil;  á  no 
ser  que  al  hacerla  ó  con  su  ocasión  cometiesen  algún  delito,  toda  ves 
que  es  un  hecho  probado  y  por  tal  habido  en  la  sentencia  recurrida  que 
la  corporación  municipal  al  hacer  la  denuncia  no  cometió  delito  ni 
tampoco  con  su  ocasión: 

Resultando  que  después  de  señalado  día  para  la  vista  de  este  recur- 
so, se  separaron  y  desistieron  de  él  en  forma  legal  D.  Manuel  de  Paz  Ro- 
dríguez, D.  Juan  González  Pérez  D.  Gregorio  Batista  Martín,  D.  Juan 
Antonio  Rodríguez  García,  D.  José  Francisco  Martin  Hernández  y  Doa 
Antonio  Martín  Hernández,  y  se  les  tuvo  por  separados,  con  los  pro- 
nunciamientos consiguientes  por  auto  de  la  Sala  de  17: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 
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Considerando  qae  la  sentencia  firme  de  7  de  Abril  de  1880  no  eon- 
tiene  el  precepto  de  proceder  contra  los  individuos  del  Ayuntamiento 
de  San  Andrés  y  Sauces,  que  tomaron  el  acuerdo  de  remitir  al  Juzgado 
4e  primera  instancia  las  diligencias  instruidas  en  averiguación  del 
acta  de  aprobación  del  presupuesto  de  4875  á  4876,  como  hubiera  de- 
bido contenerlo,  conforme  al  párrafo  tercero,  art.  340  del  Gódifio  penal, 
si  de  la  causa  principal  resultaran  méritos  bastantes  para  abrir  un  nue- 
vo proceso,  y  por  consecuencia  no  se  puede  referir  á  ellos  la  reserva 
que  hace  al  procesado  D.  Antonio  Aday  de  su  derecho  para  ejercitar  las 
acciones  que  puedan  corresponder  le  ^  ni  servir  de  base  y  fundamento  de 
la  acción  civil  procedente  de  delito,  que  ha  ejercitado  en  el  presente 
pleito: 

Considerando  que  es  tambián  infundado  en  el  concepto  meramente 
civil  la  acción  deducida  por  D.  Antonio  Aday,  porque  si  bien  según  ia 
ley  3%  tít.  45,  Partida  7^  el  qae  causa  un  daño  está  obligado  á  iodem* 
nizarlo,  es  también  regla  de  derecho  consignada  en  el  tít.  34  de  ia  mis- 
ma Partida,  que  non  face  tuerto  á  otro  quien  usa  su  derecho'^  y  es  ia- 
cuestionable,  no  solamente  el  derecho,  sino  el  deber  en  que  estaba  el 
derecho,  sino  el  deber  en  que  estaba  el  Ayuntamiento  de  San  Andrés  y 
Sauces  de  pasar  á  los^  Tribunales  de  justicia  sin  formalizar  instancias  los 
'  antecedentes  reunidos  para  averiguar  sí  el  presupuesto  municipal  ha- 
>faía  sido  legítimamente  aprobado,  para  lo  cual  le  autorizó  también 
la  Comisión  provincial  en  vista  del  testimonio  ó  copia  de  los  mismos 
4intecedentes  por  resultar  la  ineficacia  de  la  aprobación  q\L&  aparecía 
dada  al  expresado  presupuesto: 

Considerando  en  virtud  de  lo  expuesto,  que  la  sentencia  recurrida 
al  eondenar  á  los  demandados  á  pagar  á  D.  Antonio  Aday  46.425  pese- 
tas como  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  sufridos  como  moti- 
vo de  la  causa  á  que  estuvo  sujeto  y  en  que  fué  absuelto  libremente, 
infringe  las  leyes  y  doctrinas  legales  que  quedan  citadas  y  sirven  de 
fundamento  al  recurso  sostenido  á  nombre  de  los  individuos  del  Ayun- 
tamiento de  San  Andrés  y  Sauces  y  sus  causa-habientes  comprendidos 
-en  la  demanda; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso* 
de  casación  interpuesto  por  D.  Valentín  Martín  López,  D.  Silvestre  Fe- 
liciano Lorenzo  y  los  hijos  y  herederos  respectivos  de  D.  Tomás  Rodrí- 
guez López  y  D.  Simón  Antonio  López;  y  ensa  consecuencia  casamos 
y  anulamos  respecto  de  dichos  recurrentes  la  sentencia  aue  en  S9  de 
de  Mayo  de  4882  dictó  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  las  Palmas 
de  Gran  Canaria.— (Sentencia  publicada  el  3  de  Marzo  de  1883,  é  in- 
serta en  la  Gaceta  de  23  de  Agosto  del  mismo  año.) 

73 

'  '  *  • 

Recurso  de  easaeion  (3  de  Marzo  de  4  883).— «S'a^a  primera,-^ 
Entrega  de  un  legado.— Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  Garriga 
y  otro  con  D.  Pablo  Fernández  Cabré  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  re- 
suelve: 

Que  la  ley  romana  sobre  destitución  de  testamento  está  mocUficada 
por  el  derecho  peculiar  de  Cataluña: 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Marzo  de  4883,  en  el  pleito 
aegttido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Valls  y  en  la  Sala  segun- 
da de  lo  civil  déla  Audiencia  de  fiarceloaa  pnr  D.  Pablo  Fernández 
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€abré,  vecino  de  Ya^moH,  y  por  su  defanción  por  so  hija  Dofia  Rosa- 
lía Fernando  y  Pijoán,  con  ios  consortes  D.  José  Garriga  y  Robert  y 
Doña  Mercedes  Tomás  y  Fábregas  de  Garriga;  vecinos  de  Valis,  sobre 
entrega  de  an  legado;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de 
reourso^de  casación  por  iofracción  de  ley,  interpuesto  por  los  demanda- 
dos por  el  Procurador  D.  Manuel  de  Diego,  bajo  la  dirección  delLicen* 
ciado  D.  Antonio  Maura;  habiendo  sido  defendida  y  representada  la 
parte  recurrida  por  el  Licenciado  D.  José  María  Tarrago  y  el  Procura- 
dor D.  Federico  Grases  y  Riera: 

Resultando  que  por  razón  del  matrimonio  concertado  entre  D.  Ra- 
fael Tomás  y  Doña  Isabel  Fábregas,  los  padres  de  ésta  D.  Narciso  Fá- 
bregas y  Doña  Gertrudis  Miró  dieron  á  su  hija  por  título  de  donación 
para^  perfecta  é  irrevocable,  en  escritura  de  capitulaciones  matrimo- 
fílales  de  3  de  Abril  de  1845,  f.OOO  libras  catalanas,  pagaderas  4.000  el 
día  en  que  se  efectuase  el  matrimonio  y  las  otras  4.000  en  el  término 
de  seis  años,  ó  tan  luego  como  los  donantes  estuvieron  en  disposición 
de  hacerlo;  en  cuyo  mismo  acto  el  futuro  marido  D.  Rafael^  Tomás  dio 
a  su  futura  esposa  Doña  Isabel  como  aumento  de  dote  ó  donación  por 
razón  de  matrimonio  4.000  libras,  y  en  escritura  de  S3  de  Mayo  de  1855; 
dichos  consortes  Tomás  Fábregas  otorgaron  carta  de  pago  de  dicha 
dote  á  favor  de  D.  Manuel  Fábregas: 

Resultando  que  D.  Rafael  Tomás  y  Doña  Isabel  Fábregas  tuvieron 
una  hija  llamada  Doña  María  de  las  Mercedes,  que  casó  con  D.  José  Ga- 
rriga,  por  virtud  de  cuyo  matrimonio  se  otorgaron  capítulos  matrimo- 
niales en  8  de  Junio  de  1867^  en  los  que  los  padres  de  Doña  María  de  las 
Mercedes  hicieron  á  favor  de  ésta  donación  universal  de  todos  sus  bie- 
nes muebles  é  inmuebles,  voces,  derechos  y  acciones  en  pago  de  sus 
legítimas  paterna  y  materna,  suplemento,  mejoras  y  demás  que  pudie- 
ra pretender  en  sus  bienes,  reservándose  los  donantes  juntos  y  el  sobre- 
viviente de  los  dps  el  pleno  é  íntegro  usufructo  de  todos  los  bienes  do- 
nados, bajo  ciertas  y  determinadas  condiciones  que  no  son  del  caso,  la 
cantidad  de  4.000  libras  catalanas,  equivalentes  á  4.266  escudos  666 
milésimas,  3.000  para  que  pudiera  disponer  de  ellas  la  madre  á  su  vo- 
luntad y  1.000  el  padre,  y  además  este  último  cinco  fincas,  que  descrí- 
i)ió  y  señaló,  entre  ellas  una  pieza  de  tierra,  conocida  por  la  Glorieta, 
de  cabida  de  dos  jornales;  declarando  con  motivo  de  esta  última  reser- 
va y  al  fin  de  que  los  futuros  consortes  pudieran  percibir  las  mejoras 
<}Ue  tal  vez  se  hiciesen  en  las  fincas,  que  juntas  tenían  el  valor  de  1.600 
escudos;  cuyas  reservas  hicieron  dichos  donantes  con  pacto  de  que  si 
no  disponían  de  ellas  quedasen  comprendidas  en  esta  donación,  debien- 
do en  tal  caso  la  donataría  hacer  celebrar  los  funerales  y  demás  píos  de 
sufragios  según  costumbre  de  la  casa: 

Resoütando  que  Doña  Isabel  Fábregas  falleció  en  1 1  de  Abril  de  1870, 
y  su  viudo  D.  Rafael  Tomás,  que  contrajo  segundo  matrimonio  con 
Doña  Rosalía  Fernando  Pijoán,  hija  de  D.  Pablo  Fernando  Cabré,  falle- 
ció en  it  de  Diciembre  de  1875,  bajo  testamento  de  47  de  Setiembre  del 
mismo  año,  en  el  que  legó  á  su  suegro  D.  Pablo  Fernando  la  pieza  de 
tierra  la  Glorieta,  de  cabida  dos  jornales  poco  más  ú  menos,  en  la  que 
«e  encontraba  en  la  actualidad  edificada  una  casa  de  labor  y  de  recreó 
cpn  una  noria  y  otra  edificación  con  un  salón,  y  se  hallaba  plantada  de 
árboles  frutales  y  viña,  declaró  gue  en  atención  á  la  reserva  que  en  su 
favor  hizo  en  los  capítulos  matrimoniales  que  otorgó  con  motivo  dei 
matrimonio  de  su  hija  Doña  Mercedes,  dejaba  y  legaba  á  su  mujer  Doña 
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Rosalía  Fernando  Pijoán  todos  los  créditos  qne  le  correspondían  desde 
U  fecha  de  dichos  capítulos  matrimoniales ,  8  de  Jnnio  de  1867,  y  los 
que  pudieran  corresponderle  hasta  su  moerte,  eon  facaltad  deque 
pudiera  retener  po¿  sí  sola  las  escrituras,  pagarés,  cuentas,  tasaciones 
y  libros  de  honorarios  para  qne  pudiera  reclamarlos  á  los  deudores, 
tanto  en  jaicio  como  fuera  de  él:  declaró  además  que  todossns  restan* 
tes  bienes  instituía  heredera  universal  á  su  dicha  única  hija  Doña  Ma- 
ría de  las  Mercedes  á  su  libre  voluntad,  y  si  fallecía  antes  que  él,  nom- 
braba é  instituía  en  su  lugar  á  su  nieto  José  Garríga  y  Tomás,  y  en 
igual  caso  á  la  hermana  de  éste,  Guadalupe,  y  por  último,  dijo  qne  sr 
por  cualquier  motivo  impugnaba  su  hija  Mercedes  este  testamento  en 
todo  ó  en  parte,  pagase  en  pena  y  castigo  de  ello  las  1.000  libras  que 
«e  había  reservado  para  disponer  de  ellas  á  su  voluntad  en  los  citados 
capítulos  matrimoniales  á  su  legatario  nombrado  en  primer  lugar  Don 
Pablo  P'^rnando;  privando  además  á  dicha  su  hija  del  derecho  de  detraer 
la  cuarta  trebeliánica  y  la  cuarta  falcidia: 

Resultiindo  que  por  escritura  de  )0  de  Diciembre  de  1875  declara 
Doña  Mercedes  Tomás  y  Fábregas,  con  asistencia  de  su  marido  D.  José 
Garriga,  que  no  conviniéndole  aceptar  la  herencia  de  su  padre  ni  ser 
tampoco  heredera  abintestato,  repudiaba  la  institución  de  heredera 
universal  que  había  hecho  á  su  favor,  y  se  reservaba  los  créditos  y  to* 
dos  los  derechos  y  aciones  que  contra  los  bienes  tuviera  en  particular 
la  ley  Hm  edietari^  nulidad  del  testamento  y  las  de  posesión,  4)snfructa 
y  tenuta  por  la  dote  en  metálico  y  esponsalicio  de  su  difunta  madre: 

Resultando  que  los  consortes  Doña  Mercedes  Tomás  y  D.  José  Ga- 
rriga promovieron  en  S3  de  Mayo  de  1876  interdicto  de  recobrar  la  po- 
sesión de  la  tierra  la  Glorieta  de  su  casa,  noria  y  demás  dependencias» 
de  la  que  habían  sido  despojados  por  D.  Pablo  Fernando  Cabré;  y  sus- 
tanciado dicho  interdicto^  sin  audiencia  del  despojante,  dictó  el  Juzga- 
de  de  Yalis  auto  restitutorio,  que  fué  confirmado  por  la  Audiencia  del 
territorio  en  sentencia  de  30  de  Agosto  de  1876: 

Resultando  que  en  5  de  Febrero  del  siguiente  año  de  1877  dednja 
D.  Pablo  Fernando  Cabré  la  demanda  que  ha  motivado  este  pleito,  en 
la  que  en  ejercicio  de  la  acción  real  posesoria  y  reivindicatoría  y  de  la 
personal  eiD  testamento,  solicitó  se  declarase  que  la  finca  la  Glorieta  le 
correspondía  en  posesión  y  propiedad  en  virtud  del  legado  hecho  á  sn 
favor  por  D.  Rafael  Tomás  en  su  testamento  de  17  de  Setiembre  de 
1875,  y  que  de  ella  se  hallaba  ya  en  posesión,  y  se  condenase  en  su 
consecuencia  á  los  consortes  D.  José  Garriga  y  Doña  Mercedes  Tomasa 
su  restitución  con  los  frutos  percibidos  desde  la  restitución  del  inter- 
dicto y  perjuicios  irrogados  por  él,  asi  como  al  pago  de  las  1.000  libras 
dejadas  en  el  testamento  para  el  caso  de  que  fuese  impugnado,  con  los 
intereses  desde  el  20  de  Diciembre  de  1875;  á  cuyo  efecto  alegó  qne  en 
vida  de  D.  Rafael  Tomás  venía  cultivando  la  finca  en  cuestión  por  su 
encargo,  y  habiéndose  enterado  después  de  su  fallecimiento  que  se  Is 
había  legado  y  que  la  heredera  Doña  Mercedes  Tomás  había  renunciado 
la  herencia  de  su  padre,  había  continuado  cultivando  la  finca,  no  ya 
como  encargado,  sino  como  poseedor  y  propietario  hasta  que  le  fué 
notificada  la  sentencia  dictada  en  el  interdicto:  qne  habiendo  Doña 
Mercedes  Tomás  impugnado  el  testamento  de  sn  padre  repudiando  la 
herencia,  apoderándose  de  los  bienes  de  ellas  y  negándose  á  pagar  los 
legados,  baoía  llegado  el  caso  de  hacer  efectiva  la  pena  impuesta  poe 
su  padre  en  su  citado  testamento  de  tener  que  pagar  al  demandanrt 
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las  1 .000  libras  qae  se  había  reserf  ado  para  disponer  á  sa  voluntad  en 
los  capítulos  matrimoniales  de  8  de  Janio  de  1867,  y  que  en  los  inter- 
4íetos  no  se  trata  ni  decide  sobre  el  derecho  á  poseer,  y  puede  por  tan- 
to ejercitarse  las  acciones,  no  sólo  de  propiedad,  sino  de  posesión: 

Resultando  que  por  fallecimiento  del  demandante  D.  Pablo  Fernán* 
do,  ocurrido  antes  de  que  se  confiriera  traslado  de  so  demanda  á  los 
deoftandados,  se  personó  en  los  autos  su  hija  Doña  Rosalía  Fernando 
Pijoán,  segunda  mujer,. como  se  deja  dicho,  de  D.  Rafael  Tomás,  des- 
pués de  lo  cual  contestaron  la  demanda  los  consortes  Garriga-Tomás, 
alegando  en  oposieién  á  ella,  entre  otros  hechos  y  fundamentos,  que  en 
efecto  había  repudiado  la  demandada  la  herencia  patisrna,  y  no  tenien- 
do el  testamento  instituciones,  era  nulo  por  carecer  de  heredero  y  ca- 
ducaban los  legados,  quedándolos  legatarios  sin  derecho  para  recla- 
marlos, ó  cuando  menos  en  suspenso  hasta  que  hubiese  heredero  cono- 
cido: que  la  finca  la  Glorieta  uue  D.  Rafael  Tomás  se  reservó  en  los  ca  - 
pitólos  matnmoniales  de  los  demandados  era  en  la  época  en  que  aqué- 
llos se  otorgaron  de  poco  valor  y  había  sido  mejorada  con  posteriori- 
dad con  tapias,  edificios,  norias  y  balsas,  y  como  la  donación  universal 
contenida  en  dichos  ca[  ítulos  á  favor  de  la  demandada  comprendía  los 
bienes  presentes  y  futuros  del  donante,  era  evidente  que  las  mejoras 
hechas  en  dicha  finca  pertenecían  á  la  demandada:  que  de  la  misma 
manera  que  D.  Rafael  Tomás  carecía  de  facultades  para  legar  las  indi- 
cadas mejoras,  no  la  tenia  tampoco  para  legar  los  créditos,  muebles, 
libros  y  demás  que  tuviese  al  tiempo  de  su  muerte;  y  que  si  se  hubiese 
de  atender  las  disposiciones  testamentarias  de  su  citado  padre,  en  las 
que  legaba  á  la  viuda  de  su  segundo  matrimonio,  la  demandante,  y  el 
al  padre  de  ésta  todos  sus  créditos,  la  Glorieta  y  1000  libras  catalanas, 
resultaría,  no  sólo  que  nada  había  dado  á  sU  hija,  única  del  primer 
matrimonio,  sino  que  la  había  perjudicado  hasta  en  lo  soyo  propio,  ha- 
ciéndola perder  una  gran  parte  del  crédito  que  como  heredera  de  su 
madre  tenia  contra  su  padre  por  el  dote  y  esponsalicio  de  aquélla,  y 
beneficiando  completamente  á  la  viuda  de  su  segundo  matrimonio;  en 
virtud  de  todo  lo  cual  concluyeron  invocando  la  excepción  de  falta  de 
acción  por  nulidad  del  testamento  y  pidiendo  que  se  les  absolviese  de 
la  demanda,  y  por  vía  de  la  reconvención  que  establecían  se  declarase 

?[ue  todas  las  mejoras  hechas  en  la  Glorieta,  así  como  todos  los  créditos, 
ratos,  alhajas,  ropas,  dinero  y  demás  dejado  por  D.  Rafael  Tomás  á  su 
fallecimiento,  excepto  lo  que  exprasamente  se  reservó  en  las  capitulá- 
ronos matrimoniales,  eran  de  la  propiedad  de  la  demandada  Doña  Mer- 
cedes, y  que  subsidiariamente  lo  era  también  dicha  reserva  en  virtud 
de  la  ley  E<»g  edictatí^  Cod.  De  secund.^  nup.;  condenando  en  su  con 
secuencie  á  la  demandante  á  que  se  abstuviera  de  molestar  á  los  de- 
mandados en  el  percibo  y  cobro  de  dichos  créditos,  entregándoles  los 
que  hubiese  percibido,  con  los  intereses  correspondientes  y  las  existen- 
cias en  dinero,  frutos,  alhajas,  muebles  y  demás  que  retenía  con  los 
frutos  percibidos  y  podidos  percibir: 

Resultando  que  en  la  réplica  añadió  la  demandante  que  al  aceptar 
Doña  Mercedes  Tomás  la  donación  universal  que  le  hizo  su  padre  en 
)os  capítulos  matrimoniales,  se  dio  por  pagada  y  satisfecha  de  todos 
sus  derechos  maternos,  y  en  la  duplica  reprodujeron  los  demandados 
lo  alegado  en  su  contestación: 

Resultando  que  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencie  de  Bar- 
celona dictó  sentencia  en  II  de  Marzo  del  año  próximo  pasado,  confír- 
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xnatoria  en  parte  y  en  parte  revocatoria  de  la  de  primera  instancia,  de- 
clarando que  D.  Pablo  Fernando  y  Cabré  tenía  derecho  al  legada  de  la 
finca  llamada  la  G-lorieta  qne  D.  Rafael  Tomás  le  híeo  en  sa  testamen* 
tó^  y  al  de  las  4.000  libras  que  también  le  legó  para  el  caso  de  que  sa 
hija  Doña  Mercedes  Tomás  y  Fábregas  impognara  dicho  testamento, 
enya  condición  se  ha  verificado  y  cayos  legados  corresponden  en  la 
actualidad  á  la  demandante  Doña  Rosalía  Fernando  Pijoán  como  t&nica 
heredera  de  su  padre  D.  Pablo;  y  condenando  en  sa  consecnencia  á 
Doña  Mercedes  á  entregar  á  Doña  Rosalía  Fernando  dicha  finca  con  los 
frutos  percibidos  y  debidos  percibir  desde  la  restitución  del  interdicto, 
asi  como  á  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  y  reintegro  de  las 
costas  causadas  en  el  mismo  y  en  las  dos  instancias  de  este  juicio;  y  por 
último,  al  pago  de  las  1.000  libras  legadas  condicionalmente;  absol- 
viendo á  Doña  Rosalía  Fernando  de  la  reconvención: 

Resultando  que  los  consortes  D.  José  Garriga  y  Doña  Mercedes  To- 
más de  Garriga  interpusieron  recurso  de  casación,  fundado  en  1m  si- 
guientes  motivos: 

1^  En  que  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  qne  D.  Pablo  Fernando, 
consorte  de  Doña  Rosalía,  tení^  derecho  al  legado  de  la  finca  la  Glorie- 
ta y  condenar  á  la  recurrente  Doña  Mercedes  á  sa  entrega,  con  los  fru- 
tos percibidos  y  debidos  percibir,  sin  limitación  alguna  y  sin  abono  de 
las  mejoras  introducidas  en  aquélla,  infringe  las  capitulaciones  estipu- 
ladas y  escrituradas  en  8  de  Junio  de  4867,  que  contienen  el  hereda- 
miento universal  á  favor  de  la  recurrente;  la  donstitnción  única,  tit.  2°, 
libro  5^  volumen  4®  de  las  Constituciones  de  Cataluña;,  la  ^^  tít.  9*, 
libro  8^  del  mismo  volumen,  y  lus  leyes  4'  y  2^,  título  29^  libro  3^  del 
Código  á^  inofficiosis  donaíionibus,  que  consagran  la  irrevocabilidad 
de  las  donaciones  ó  heredamientos  universales  en  cuanto  no  fueren  ino- 
ficiosos, y  la  doóirina  legal  que  conforme  con  dichos  textos  y  con  tal 
irrevocabilidad,  tiene  autorizada  este  Tribunal  Supremo  en  sus  senten- 
cias de  23  de  Octubre  de  4876, 10  de  Enero  y  4®  y  20  de  Junio  de  4873, 
7  de  Febrero  de  4870,  26  de  Junio  de  4869  y  en  otras  varias: 

2®  En  haber  sido  también  infringidas  las  Constituciones  I*  y  2*,  títu- 
lo 3^,  libro  5^,  volumen  4^  que  consagran  á  favor  de  la  viuda  y  de  los 
huérfanos  del  primer  matrimonio  la  posesión  civilísima  y  la  tenata  de 
los  bienes  relictos  hasta  que  sean  enteramente  satisfechos  de  la  dote  y 
esponsalicio  de  la  madre;  el  principio  legal  que  sirve  de  base  al  inter- 
dicto de  recobrar  ó  de  retener,  de  que  nadie  debe  ser  desposeído  sin 
previa  audiencia  y  vencimiento  en  juicio;  y  la  regla  193,  tit.  47,  li- 
bro 50,  Digesto  Dediver^s  reg.jur,^  según  la  cual  no  causa  daño  el 
que  usa  de  su  derecho,  en  cnanto  se  condena  á  los  recurrentes  á  indem- 
nizar los  daños  y  perjuicios  y  reintegrar  las  costas  del  interdicto  de  re- 
cobrar, no  obstante  que  ni  entablarlo  y  prestar  fianza  para  que  se  sus- 
tanciase sin  oír  al  despojante,  procedió  la  recurrente  dentro  de  los  lí- 
mites de  su  propio  derecho  y  con  sujeción  á  las  leyes: 

3^  En  el  caso  3*  del  art.  4692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  en 
la  infracción  de  la  46,  tít.  22,  Partida  3^,  porque  en  la,  demanda  se  pi- 
dió que  la  recurrente  fuese  condenada  á  dimitir  la  Glorieta,  con  los  fru- 
tos percibidos  desóe  la  restitución  del  interdicto  y  con  los  perjuicios 
irrogados  por  él,  y  la  sentencia  condena  á  entregar  la  finca  con  los  fra- 
tes percibidos  y  debidos  percibir,  y  no  sólo  á  satisfacer  la  indemnisa- 
ción  de  los  daños  y  perjuicios,  sino  además  á  reintegrar  las  costa»  can- 
sadas en  las  dos  instancias  del  Interdicto: 
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4*  Porgoé  al  desestimar  la  senteneia  la  pretensión  deducida  en  pri» 
mer  término  en  ia  demanda  reconvencional  de  que  no  obstante  el  tes- 
tamento de  D.  Rafael  Tomás,  se  declarase  qoe  le  pertenecen  todos  los 
cróditos«  frutos,  alhajas,  ropas,  dinero  y  demás  que  al  morir  dejó  el 
testador,  menos  lo  que  expresamente  se  reservó  en  los  capítulos  matri- 
moniales, á  pesar  de  que  la  manda  ordenada  á  favor  de  Doña  Rosalía 
Fernando  recae  en  total  sobre  bienes  cuya  disposición  no  se  reservó  el 
causante  en  las  capitulaciones  de  4867,  infringe  los  mismos  textos  y 
doctrinas  legales  invocadas  en  el  primer  motivo: 

Y  5®  En  haber  sido  igualmente  infringidas  al  condenar  la  sentencia 
á  la  recurrente  incondicional  y  totalmente  al  pago  del  legado,  desesti- 
mando la  reconvención,  la  ley  2',  tft.  17,  libro  t^.  InsUtuta  Quibus^ 
mod.  Ut.  injlr.y  que  establécela  nulidad  del  testamento  cuando  el  he- 
redero instituido  no  acepta;  la  ley  6^,  tít.  9^  libro  3%  God.  De  tecun- 
dUi  nuptf  que  ampara  los  intereses  de  la  prole  del  primer  matrimonio 
contra  las  sugestiones  del  padrasto  ó  la  madrastra;  y  lasConstitucionss 
4*  y  2%  tit.  3^,  libro  5®,  volumen  I®,  de  las  de  Cataluña,  que  antes  de 
toda  detracción  toda  entrega  y  todo  pago  requieren  y  garantizan  el  ín- 
tegro abono  de  lo  que  la  prole  del  primer  matrimonio  tiene  derecho  á 
percibir: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  las  disposiciones  eitsda» 
en  el  primer  motivo,  porque  valiendo  la  Glorieta  en  su  actual  estada 
2.500  pesetas,  y  no  habiéndose  hecho  prueba  alguna  sobre  que  agre- 
gado á  esa  cantidad  el  valor  de  las  otras  fincas  reservadas  se  traspasan 
os  límites  de  las  4.000  que  conjuntamente  se  las  asignó  en  los  capítu- 
los matrimoniales  para  el  efecto  de  que  la  donataría  pudiera  percibir 
las  mejoras: 

Considerando  que  no  infringe  las  que  se  citan  en  el  segundo  moti- 
vo, porque  el  legatario  llevaba  la  finca  por  voluntad  del  legante  desde 
antes  de  la  muerte  de  éste,  y  porque  la  nombrada  heredera,  como  do- 
nataria  universal  se  había  dado  por  pagada  de  todo  en  los  capíiulos 
matrimoniales,  y  había  renunciado  además  por  escritura  pública  el  ca- 
rácter de  tal  heredera,  á  pesar  de  lo  cual  si  todavía  se  creía  asistida  de 
algón  derecho  sobre  la  Glorieta  debió  hacer  las  reclamaciones  oportu- 
nas sin  emplear  el  procedimiento  sumarísimo  contra  una  persona  que 
no  había  entrado  en  su  tenencia  después  de  la  muerte  del  testador: 

Considerando  que  no  infringe  las  disposiciones  invocadas  en  el  ter- 
cer motivo,  porque  si  bien  al  hacer  relación  de  la  demanda  no  se  men- 
cionan más  que  Jos  frúios  percibidos  y  en  el  apuntamiento  de  la  Audien- 
cia, aprobado  por  las  partes,  aparece  que  aquélla  comprendía  también 
los  frutos  podidos  percibir: 

Considerando  que  tampoco  infringe  las  que  se  invocan  en  el  quinto 
motivo,  porque  la  ley  romana  sobre  destitución  de  testamentos  está 
modificada  por  el  derecho  peculiar  de  Cataluña,  porque  nada  se  ha 
justificado  sobre  que  la  hija  recurrente  perciba  menos  que  la  mujer  del 
segundo  matrimonio,  y  porque  al  convenirse  el  heredamiento  univer- 
sal, la  primera  se  dio  por  pagada  de  todo  lo  que  la  correspondía,  según 
ya  queda  expuesto: 

Considerando  que,  por  el  contrario,  la  sentencia  infringe  las  dispo- 
siciones alegadas  en  el  cuarto  motivo,  porque  el  heredamiento  univer- 
sal convenido  en  1867  comprende  los  bienes  presentes  y  futuros,  salvas 
Jas  reservas  que  le  acompañan; 
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Fallamo»  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lagar  al  recorso 
de  casación  interpaesto  por  los  cansantes  D.  José  Garriga  y  Doña  Mer- 
cedes Tomás  de  Garriga  en  cnanto  al  coarto  motivo  de  ios  alegados,  y 
que  no  ha  lagar  á  dicho  recorso  respecto  de  las  demás  caosas  en  qoa 
«e  fonda;  y  en  sa  consecuencia  casamos  y  anulamos  ta  sentencia  qoe 
eñ  H  de  Marzo  de  f  882  dictó  la  Sata  segunda  de  lo  civil  de  la  Aadien- 
cía  de  Barcelona  en  cnanto  absnelve  á  la  demandante  Doña  Rosalía 
Fernando  Pijoán  de  la  parte  de  la  reconvención  en  que  los  susodichos 
consortes  demandados  pidieron  qoe  se  declarase  qoe  les  correspondían 
*  todos  los  créditos,  frutos,  alhajas,  ropas,  dinero  y  demás  dejado  por 
D.  Rafael  Tomás  á  su  fallecimiento,  excepto  lo  que  expresamente  se 
reservó  en  las  capitolaciones  matrimoniales. — (Sentencia  publicada  el 
3  de  Marzo  de  4883,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  23  de  Agosto  del  mismo 
4iño.) 
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Aeeorso  de  easaeión  (5  de  Mar%o  de  h%%Z).Sala  primera. — 
APEBTtJRA  DEL  JUICIO  DE  TBSTÁHENTÁRÍÁ. — No  ha  logar  al  imterpuesto 
por  D.  Pedro  Laya  con  Doña  Angela  y  Doña  María  Isabel  Gañas  (Au- 
diencia de  Madrid),  y  se  resaelve: 

Que  el  art,  1047  de  la  ley  de  Bnfuieiamiento  mil  no  tiene  aplica - 
Cían  si  el  juicio  de  testamentaria  quedó  legítimamente  terminado^  eon 
arreglo  al  mencionado  articulo,  á  instancia  de  todos  los  que  eran  parte 
en  el  mismo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Marzo  de  i883,  en  los  aulos 
que  ante  Nos  penden  en  virtnd  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Universidad  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  te- 
rritorio entre  Doña  María  Isabel  y  Doña  Angela  Cañas,  ésta  casada  con 
D.José  Dordal,  representadas  por  los  Procuradores  D.  Francisco  Sao - 
chez  Morayta  y  D.  Hilario  Dago,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  Don 
Mariano  Caldas  y  D.. Pedro  Laya,  marido  de  la  Doña  Isabel,  represen- 
tada y  defendida  por  el  Procurador  D.  Lucio  Alvarez  y  el  Licenciado 
D.  Tomás  María  Ariño,  todos  de  esta  vecindad,  sobre  que  no  se  abra 
de  nuevo  el  juicio  de  testamentaría  de  D.  José  Cañas  y  no  se  tenga  por 
parte  al  Laya: 

Resultando  que  con  motivo  del  fallecimiento  de  D  José  Cañas  y 
Godínez,  D.  Pedro  Laya,  como  marido  de  Doña  Isabel  Cañas,  promovió 
^1  correspondiente  juicio  voluntario  de  testamentaría,  en  el  cual  com- 
parecieron los  cónyuges  D.  José  Dordal  y  Doña  Angela  Cañas,  y  se 
practicaron  las  primeras  diligencias  sin  opostéión  alguna  por  parte  de 
los  interesados  personados  en  los  autos,  hasta  que  después  de  habida 
por  parte  en  su  propio  nombre  á  Doña  María  Isabel  y  por  separado  del 
juicio  á  D.  Pedro  Laya,  á  su  instancia  se  presentó  éste  de  nuevo  en  los 
autos,  solicitando  que  se  le  tuviera  por  parte  en  ellos  en  el  concepto  de 
marido  y  legitimo  representante  de  Doña  María  Isabel  de  Cañas,  coya 
pretensión,  denegada  primeramente  en  providencia  de  3  de  Agosto  de 
1880,  fué  acordada  con  posterioridad  en  auto  del  30  del  propio  mes,  en 
virtud  del  cual  solicitada  reposición  por  Doña  María  Isabel  Gañas  y  de- 
negada  por  el  Juzgado,  admitiendo  la  apelación  interpuesta  subsidia- 
riamente, se  remitieron  los  autos  á  la  Superioridad,  y  en  auto  de  SI  de 
Mayo  de  1881  sa  declaró  por  la  Sala  no  haber  lugar  á  tener  por  parta 
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•en  aquellos  autos  á  D.  Pedro  Laya  en  el  concepto  con  qne  había  compa- 
recido de  esposo  y  representante  legítimo  de  Doña  Jlaría  Isabel  Cañas: 

Resallando  qoe  devueltos  los  autos  al  Juagado,  las  respectivas  re- 
presentaciones de  Doña  Angela  y  Doña  María  Isabel  de  Gañas  solicita» 
ron  se  sobreseyera  en  los  indicados  autos  de  testamentaría  á  fin  de  que 
las  dos  hermanas  interesadas  como  únicas  herederas  practicaran  priva- 
damente todas  las  demás  operaciones  de  la  misma,  á  cuya  pretensión 
«e  accedió  por  el  Juzgado  en  auto  de  I*  de  Diciembre  del  citado  año  de 
488i,  sobreseyendo  en  los  referidos  autos  en  la  forma  solicitada,  de- 
jando les  bienes  pertenecientes  á  dicha  testamentaria  á  disposición  de 
sus  administradores  y  reservando  á  los  interesados  que  habían  deduci- 
do reclamaciones  en  aquel  juicio  las  acciones  que  ¡es  asistiesen  para 
que  las  dedujeran  contra  los  herederos,  si  vieren  convenirles,  en  la  for- 
ma procedente: 

Resultando  que  en  tal  estado,  D.  Pedro  Laya  y  Aguado.compareció 
en  los  autos  pretendiendo  que  se  abriese  de  nuevo  el  juicio  universal 
de  testamentaría  de  D.  José  Cañas  y  Godínez,  y  teniéndole  por  parte 
legítima  en  los  autos,  en  los  conceptos  expresados  de  marido  de  Doña 
liaría  Isabel  de  Cañas  y  de  acreedor,  se  declarase  la  nulidad  de  todo  lo 
actuado  desde  gue  se  dictó  el  auto  de  sobreseimiento  hasta  la  fecha,  y 
por  un  otrosí  pidió  que  mientras  se  resolvía  definitivamente  la  preten- 
tensión  anterior  se  suspendiera  en  la  testamentaría  todo  género  de  di- 
ligencias y  actuaciones^  y  acompañó  la  escritora  de  dote  inestimada  y 
confesada,  otorgada  por  D.  Pedro  Laya  y  Dom  María  Isabel  de  Gañas 
en  9  de  Agosto  de  1876,  de  la  gne* aparece,  enlfre  otras  cosas,  que  Laya 
confesó  haber  recibido  de  su  citada  esposa  la  cantidad  de  8  66t  reales, 
ó  sean  t.l65  pesetas  50  céntimos  en  metálico,  quo  existían  en  poder  de 
D.  José  Cañas,  padre  de  la  Doña  María  Isabel,  procedente  del  saldo  de 
cuenta  corriente  entre  padreé  hija,  según  documento  expedido  por  el 
D.  José  Cañas: 

Resultando  que  el  Juez  acordó  en  13  del  mismo  mes  de  Diciembre 
que  se  uniese  el  escrito  á  la  pieza  principal  de  la  testamentaría,  y  que- 
dando en  suspenso  el  corso  de  los  autos  mientras  se  sustanciaba  el  in- 
cidente promovido,  se  confería  traslado  á  los  colitigantes  por  término 
de  seis  días  á  cada  uno,  de  cuya  providencia  pidieron  reposición  Doña 
Angela  y  Doña  María  Isabel  Cañas;  y  denegada  por  auto  de  17  del  pro- 
pio mes,  se  interpuso  apelación,  que  fué  admitida  en  ambos  efectos,  se 
remitieron  los  autos  á  la  Superioridad;  y  sustanciada  la  alzada,  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  distrito,  por  auto  de  6  de  Julio 
de  188f,  revocando  el  apelado  de  13  de  Noviembre  de  i88l,  declaró  no 
haber  lugar  á  sustanciar  el  incidente  promovido  por  D.  Pedro  Laya, 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resnitando  que  D.  Pedro  Laya  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  en  sn  concepto  infringido: 

Ei  art.  10i7  de  la  ley  de  Eujuiciamiento  civil,  puesto  que  resultan- 
do de  autos  qoe  D.  Pedro  de  Laya  es  acreedor,  y  que  promovió  el  jui- 
cio voluntario  de  testamentaría  de  que  se  trata,  el  sobreseerla  sin  su 
asentimiento,  más  aún,  contra  su  expresa  voluntad,  como  ha  hecho  la 
Sala  sentenciadora,  además  de  crear  una  situación  de  fuerza  y  de  vio- 
lencia en  que  resultan  contrariados  todos  los  preceptos  jurídicos  que* 
dan  al  marido  el  dominio  de  la  dote  mientras  no  se  declara  roto  el  vin- 
culo, además  de  torcer  y  quebrantar  el  régimen  procesal  establecido 
infringe  el  citado  artículo: 

TOMO  LI  18 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  López  Monte- 
negro: 

Considerando  qae  el  art.  1017  de  la  ley  de  Enjaicíamiento  civil» 
únioo  fundamento  de  este  recurso,  no  tiene  aplicación  al  caso  de  que 
se  trata,  porque  el  juicio  de  itestamentaria  quedó  legítimamente  ter- 
minado, con  arreglo  al  mencionado  artículo»  á  instancia  de  todos  los 
que  eran  parte  en  el  mismo. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  In^ar  al  re- 
corso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Pedro  Laya, 
al  que  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la  correspondiente  certifica- 
ción á  la  Audiencia  de  este  territorio,  con  devolución  del  apuntamien- 
to remitido  por  la  misma.— (Sentencia  publicada  el  6  de  Marzo  de  4883, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  23  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Competencia  (5  de  Manso  de  4883).— Sa/a  iereera.-^PjLGo  de 
CANTIDAD. — Se  decide  á  favor  del  Juzgado  municipal  del  distrito  de  Bue- 
navista  de  Madrid  la  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Aiagón  sobre 
conocimiento  del  juicio  verbal  entablado  por  D.  José  Blasco  contra  Don 
Basilio  Fierro,  y  se  resuelve: 

Que  eegún  lo  dispuesto  en  el  núm.  \^del  art  62  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  es  Juez  competente  para  conocer  de  los  juicios  en  que 
se  ejercitan  acciones  personales  el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la 
obligación;  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante^  el  del  domici- 
lio del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato ,  si  hallándose  en  él,  aun* 
que  accidentalmente,  pudiese  hacerse  el  emplazamiento. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Marzo  de  1883^  en  la  competen- 
cia que  ante  Nos  pende  sostenida  entre  el  Juez  municipal  del  distrito 
de  Buenavista  de  esta  capital  y  el  de  Aiagón  acerca  del  conocimiento 
de  la  demanda  deducida  en  juicio -verbal  por  D.  Josó  Blasco  contra 
D.  Basilio  Fierro  sobre  pago  de  250  pesetas: 

Resultando  que  en  28  de  Febrero  de  1882  D.  José  Blasco  acudió  al 
Juzgado  municipal  de  Aiagón  demandando  en  juicio  verbal  áD.  Basi- 
lio Fierro,  vecino  de  esta  corte,  en  reclamación  de  250  pesetas  proce- 
dentes de  dos  carros  de  alfalfa,  tres  arados  de  vertedera  y  una  arroba- 
dera, resto  de  mayor  suma,  como  probaría  con  documento  firmado  por 
el  Fierro  y  que  presentaría  en  el  acto  del  Juicio:  ^48 

Resultando  que  señalado  por  el  Jeez  de  Aiagón  día  para  la  celebra- 
cióMel  juicio,  y  librado  oficio  para  la  citación  del  D.  Basilio  Fierro,  en 
esta  corte,  calle  de  Almagro,  núm.  16,  acudió  al  Juez  municipal  del  dis- 
trito de  Buenavista  pretendiendo  requiriese  de  inhibición  al  de  Aiagón, 
puesto  que  se  trataba  de  Qna  acción  personal,  y  para  ello  era  único 
competente  el  del  domicilio  del  demandado,  que  no  se  había  sometido 
expresa  ni  tácitamente  al  Juzgado  de  Aiagón;  y  el  referido  Juez  del 
distrito  de  Buenavista,  después  de  oir  al  Fiscal  municipal,  ]^de  confor<» 
midad  con  lo  propuesto  por  el  mismo,  acordó  el  requerimiento  de  in- 
hibición propuesto  por  Fierro,  fundándose  para  ello  en  la  regla  t^  del 
art.^62de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  la  acción  entablada 
contra  aquél  es  personal,  y  no  consta  que  su  cumplimiento  deba  reali- 
zarse en  Aiagón,  si  se  ha  justificado  la  sumisión  tácita  ó  expresa: 

Resultando  que  recibido  por  el  Juez* de  Aiagón  el  requerimiento  de 
inhibición,  lo  comunicó  á  D.  José  Blasco,  el  que  expuso  que  no  estaba 
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conforme  en  que  se  inhibiese  el  Juzgado  por  las  razones  signientes: 
primera,  la  finca  por  que  se  comprometió  al  pago  de  las  250  pesetas,  ó 
utensilios  equivalentes  á  esta  cantidad,  radica  en  término  de  aqaella 
YÜla:  segunda,  en  el  año  de  48*76  Fierro  residía  en  dicha  villa;  y  teree-* 
ra,  qne  el  recibo  en  el  que  se  comprometía  al  pago  estaba  extendido 
en  8  de  Noviembre  de  dicho  año  de  1876  en  Alagón,  cayo  documento 
obraba  en  poder  de  Blasco;  y  oído  el  Fiscal,  dicho  Juez  municipal  se 
negó  ¿  la  inhibición  requerida  por  el  de  esta  corte,  f andándose  para 
ello  en  la  regla  3*  del  art.  lit  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque 
Fierro  en  4876  en  que  firmó  el  pagaré  que  obra  en  poder  del  deman- 
dante, en  cuya  casa  le  hizo,  era  vecino  de  Alagón;  que  la  deuda  de.  los 
250  pesetas  no  es  contraída  por  préstamo  de  dinero  y  sí  por  pago  de  ana 
finca  que  radica  en  término  de  aquella  villa,  y  que  por  efecto  de  esta 
garantía  la  acción  ejercitada  es  real  y  no  personal: 

Resultando  que  por  haber  insistido  en  la  inhibición  el  Juez  del  dis- 
trito de  Buenavista,  uno  y  otro  elevaron  á  este  Tribunal  Supremo  sus 
respectivas  actuaciones  para  la  decisión  del  conflicto  jurisdiccional: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  María  López  é 
Ibañez: 

Considerando  que  se^ún  lo  dispuesto  en  el  núm.  i®  del  art.  68  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  Juez  competente  para  conocer  de  los 
juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  el  del  lugar  en  que  debe 
cumplirse  la  obligación,  y  á  faltando  éste,  á  elección  del  demandante, 
ef  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallando* 
se  en  él,  yunque  accidentalmente,  pudiese  hacerse  el  emplazamiento: 

Considerando  que  la  acción  que  ha  promovido  D.  José  Blasco  con- 
tra D.  Basilio  Fierro  es  personal;  que  no  consta  el  logar  en  donde  deba 
cumplirse  la  obligación;  y  que  no  ha  sido  emplazado  en  Alagón,  que  es 
en  donde  ocurrió  el  contrato,  por  lo  que  es  Juez  competente  el  del  dis- 
trito de  Buenavista  de  esta  corte  por  ser  el  del  domicilio  del  deman* 
dado; 

Se  declara  Juez  competente  para  conocer  del  asonto  de  que  se  trata 
el  municipal  del  distrito  de  Buenavista  de  esta  corte,  á  quien  se  remi-^ 
tan  todas  las  diligencias,  poniéndose  en  conocimiento  del  de  Alagon, 
el  que  deberá  manifestar  en  el  preciso  término  de  seis  días  si  D.  Santia- 
go Pradano  ha  hecho  efectiva  la  multa  que  le  impuso  esta  Sala,  y  en 
el  caso  de  no  ser  asi,  Ivs  diligencias  que  para  ello  ha  practicado.^(Sen- 
tencia  publicada  el  5  de  Marzo  de  i 883,  é  inserta  en  la  Oaata  de  24  del 
mismo  mes  y  año.) 

76 

Recurso  de  easaelAn  (5  de  Marjto  de  4883].— 5a/a  tercera.'— 
Pago  db  costas. — No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  José  Noguera  con 
la  razón  social  Ronviere  y  Nog%és  (Audiencia  de*  Barcelona),  y  lae  re- 
suelve: 

Q,ue  no  es  semencia  dejlnittva,  ni  iiené  el  concepto  de  tal  para  los 
efectos  del  recurso  de  casación,  el  auto  dictado  en  diligencias  prepara- 
torias.de  un  juicio  ejecutivo^  que  no  es  susceptible  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley. 

Resultando  que  la  razón  social  Ronviere  y  Nogués  solicitó  y  obtuvo 
embargo  preventivo  de  los  bienes  de  D.  José  Noguera,  por  la  cantidad 
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importe  de  nn  pagaré,  cuyas  ñrmas  solicitó  despaés  reconociera  No- 
gaera,  para  preparar  la  via  ejecutiva: 

Resultando  que  en  tal  estado  pidió  que  se  alzara  el  embargo  por  ha- 
berle sido  satisfecha  la  deuda,  y  que  pedido  por  Noguera  el  abono  de 
hia  costas  y  perjuicios,  fué  e&timada  su  pretensión  por  el  Juez: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  la  razón  social  Ronviert 
ej  Nogués,  la  Sala  primera  de  lo  civil  revocó  en  7  de  Octubre  del  ano 
último  el  auto  apelado,  y  dejando  sin  efecto^l  embarco  decretado,  de- 
claró que  el  actor  no  era  responsable  de  daños  y  perjuicios  algunos; 

T  resultando  que  contra  esta  decisión  ha  interpuesto  D.  José  Nogue- 
ra y  Olivera  recurso  de  casación  poi*  infracción  de  ley: 

Visto,,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 

Considerando  que  ^1  auto  de  7  de  Octubre  próximo  pasado  ni  es  sen* 
tencia  definitiva,  ni  tiene  el  concepto  de  tal  para  los  efectos  del  recurso 
de  casación,  mediando  además  que  ba  sido  dictado  en  diligencias  pre- 
paratorias de  un  juicio  ejecutivo,  que  no  es  susceptible  de  recurso  áñ 
casación  por  infraceióo  de  ley; 

No  ha  lugar  á  la  admi&ión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  José  Noguera  y  Olivera,  á  quien  se  condena  en  las  costas:  líbrese  á 
la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspondiente  con  devolu- 
ción del  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  publíquese  este  ante  en  la 
forma  prevenida  por  la  ley. — (Sentencia  publicada'  el  5  de  Mario  de 
1883,  é  inserta  en  la.  Gaceta  de  6  de  Jnnio  del  mismo  año.) 

77        - 

Reeiirso  de  easaclón  (5  de  Marzo  de  1883). — Sala  tercera.'^ 
Tercería  db  dominio. — Ho  se  admite  el  interpuesto  por  Doña  Josefa  Ló- 
pez García  con  D.  José  Alfonso  Gómez  Pellico  (Audiencia  de  Madrid),  y 
se  resuelve: 

Que  si^ún  dispone  el  arL  1698  i2^  la  Uy  de  Enjuiciamiento  civil,  el 
que  ínienU  interponer  recurso  de  casación  ha  de  depositar  4 .000  pesetas, 
si  las  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia  son  conformes  de  toda 
conformidad,  aunque  carien  en  lo  relativo  á  la  condena  de  costas;  y  el 
1718  dispone  que  al  escrito  en  que  se  interponga  el  recurso  ha  de  acom- 
pañarse el  documento  que  acredite  haber  hecho  el  depósito;  sin  cuyo  re- 
quisito no  es  admis^U. 

Resultando  que  seguido  pleito  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Inclusa  de  esta  corté  por  Doña  Josefa  López  García 
con  D.  José  Alfonso  Gómez  Pellico  y  D.  Juan  Moreno  Morales  sobre  ter- 
cería de  dominio,  dicho  Juez  dictó  sentencia  declarando  no  haber  logar 
con  las  costas,  á  la  demanda  de  tercería. deducida  por  la  López  García; 
y  admitida  la  apelación  que  ésta  interpuso,  la  Sala  primera  de  lo  civil 
de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  4  de  Noviembre  último,  confirmó  U 
del  Juez,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas  de  la  primera  ni  de 
la  segunda  instancia: 

Resultando  que  Doña  Josefa  López  García  interpuso  ante  este  Tris 
bunal  Supremo  recurso  de  casación  por  infracción  de  loy,  citando  las 
que  en  su  conoepto  lo  habían  sido;  por  un  otrosí  manifestó  qo,e  no 
acompañaba  el  resguardo  de  la  Caja  de  Depósitos  porque  las  sen  ten* 
eias  de  primera  y  segunda  instancia  no  eran  conformes  de  toda  confor- 
midad; y  oído  el  Sr.  Fiscal  se  ha  opuesto  á  la  admisión  del  recurso  por 
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no  haberse  constitaído  por  la  recorreate  el  depósito  prevenido  ptír  la 
ley: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  de  Angnlo: 

Considerando  que  segün  dispone  ei  árt.  1698  de  la  ley  de  Eojaiéia- 
mieuto  civil,  el  que  intente  interponer  recurso  de  caeaeión  ha  de  depo- 
sitar 1.000  pesetas,  si  las  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia 
son  conformes  de  toda  conformidad,  aunque  varíen  en  lo  relativo  á  la 
condena  de  costas;  y  el  tTi8  dispone  que  al  escrito eñ  que  se  interpon- 
ga el  recurso  ha  de  aeompafiarse  el  dooumento  que  acredite  haber  hecho 
el  depósito: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  las  sentencias  de  primera  y 
segunda  instancia  sólo  difieren  entre  si  respecto  de  la  condona  de  éos- 
tas,  y  por  tanto  el  recurrente  ha  debido  hacer  el  depósito  y  acompañar 
al  recurso  el  documento  que  lo  justifique,  siu  cayo  requisito  no  puede 
ser  admitido; 

No  ha  lugar  con  las  costas  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Doña  Josefa  López  García  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  territorio  en  4  de  No- 
viembrs  último,  á  la  que  se  comunique  esta  resolución;  y  pübliquese 
en  la  Oacela  ó  insértase  en  la  Ooleeeión  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias.— (Sentencia  publicada  el  5  de  Mano,  é  inserta  en 
la  Gacita  de  6  de  Junio  del  mismo  año.) 

78 

Reenrflo  de  cMaelón  (6  de  Marzo  de  46S3)  ^Sala  primera.--^ 
Cumplimiento  de  lo  convenido  en  ün  acto  coNciLiATonio.— 'No  ha  lu- 

Sr  al  interpuesto  por  Doña  Fabiana  Barranco  con  D.  Francisco  Patino 
udieocia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  no  se  infringen  las  leyes  t%  tit.  1®,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
eopilacién,  1 4,  lit.  i  1 ,  Paríidk  5*,  y  3*,  til.  1  f ,  Partida  3*  por  el  fallo 
que  deja  á  salvo  los  derechos  gne  por  aquellas  leyes  puedan  estar  am- 
parados y  de  que  las  partes  se  crean  asistidas  para  ejereüarlos  en  la 
forma  correspondiente. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Febrero  de  1883,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del' distrito  de  la 
Inclusa  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  territo- 
rio por  D.  Andrés  Páramo,  y  por  su  fallecimiento  su  viuda  Doña  Fabva- 
na  Barranco,  por  sí  y  como  representante  legal  de  sus  menores  hijos, 
veeina  de  esta  capital,  representada  por  el  Procurador  D.  Juan  Ayras,' 
bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Marcial  Gomales  de  la  Fuente,  eoli 
D.  Francisco  Patino  Domíngues,  que  no  se  ha  personado  en  este  T'ri- 
bnnal  Supremo  sobre  cumplimiento  de  lo  convenido  en  oil  acto  de  con* 
ciliación: 

Resultando  que  en  15  de  Setiembre  de  1879,  D.  Andrés  Páramo  de- 
mandó en  acto  de  conciliación  á  D.  Francisco  Patino  Domíngdes  y  DéM 
Vicente  Rodrígaez  de  Rivera  el  pago  de  10.390  reales:  que  los  deman- 
dados reconocieron  la  deuda  y  se  obligaron  mancomunada  y  solidaria- 
mente á  satisfacerla  con  250  reales  mensuales  de  sus  sueldos,  el  prime- 
ro  como  general  de  cuartel  en  esta  plaza  y  el  segundo  como  Teniente 
de  Infantería,  empezando  la  entrega  desde  la  primera  paga  que  se  abo- 
nase, y  consintiendo,  caso  de  faltar  á  cualquiera  de  las  entregas,  que 
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por  Jasgado  competente  se  ordenara  la  retención  de  dichos  saeldos  f 
su  entrega  al  acreedor  hasta  reintegrarle  del  crédito  reclamado ,  en  lo 
qoe  estavo  conforme  el  demandante,  produciéndose  el  convenio: 

Resaltando  qae  D.  Andrés  Páramo,  con  certificado  del  acto  conci- 
liatorio, presentó  escrito  en  5  de  Mayo  de  1880  al  Jaez  de  primera  ins* 
tancia,  pretendiendo  se  llevara  á  efecto  lo  convenido,  á  cayo  fin  se  ofi« 
ciara  á  la  Capitanía  general  del  distrito  para  el  descaento  mensual  del 
haber  del  general  Patino,  en  cantidad  de  tí50  reales,  y  qae  se  le  entre- 

Í^ase  hasta  reintegrarle  de  9.360,  resto  qae  le  adeudaba  del  crédito  re- 
erido;  lo  que  se  estimó,  librándose  la  oportuna  comunicación  en  7  del 
propio  mes: 

Resultando  que  el  deudor  Patino  presentó  con  escrito  de  17  de 
Abril  de  1882  un  documento  privado,  firmado  por  D.  Andrés  Páramo 
en  esta  corte  en  15  de  Setiembre  de  1879,  en  el  que  refiriéndose  á  la 
deuda  de  10.3)0  reales,  reconocida  á  su  favor  por  aquél,  declaró  que 
siempre  que  se  campliesen  las  condiciones  de  pago  consignadas  en  el 
juicio  celebrado  en  aquella  fecha,  tan  pronto  como  hubiera  satisfe- 
cho 5.160  reales  le  donaría  el  resto,  dándole  recibo  por  completo  de 
quedar  satisfecha  la  deuda  sin  que  nada  le  quedara  á  deber,  y  acompa* 
ñando  también  84  recibos  por  D.  Andrés  y  D.  Ángel  Páramo,  que  acre- 
ditan pagos  parciales  de  la  cantidad  mensual  convenida  por  5.260  rea- 
les, expuso  en  dicho  escrito  que  había  cumplido  lo  pactado  con  D.  An- 
drés Páramo,  puesto  que  ha  satisfecho  más  de  5.160  reales  que  el  do- 
cumento privado  expresa,  y  solicitó  aue  se  alzase  el  descuento  qoe  su- 
fría en  su  haber  para  pago  de  la  deuda: 

Resultando  que  en  25  de  dicho  mes  de  Abril  el  Jaez  de  primera  ins* 
tancia  dictó  providencia,  en  la  que  dispuso  que  sin  perjuicio  de  lo  acor- 
dado en  la  de  19  del  mismo  mes,  se  librase  desde  luego  el  oficio  corres- 
pondiente al  Habilitado  de  Oficiales  generales  para  que  suspendiera  la 
entrega  de  cantidad' del  haber  del  Mariscal  de  Campo  D.  Francisco  Pa- 
tino para  pago  del  crédito  de  D.  Andrés  Páramo,  y  lo  retuviera  á  dis- 
posición del  Juzgado  hasta  que  se  resolviera  sobre  la  pretensión  de 
^aquél,  sin  que  se  entregase  otra  cantidad  alguna  al  acreedor  por  cuen- 
ta de  la  misma  que  tenía  satisfecha  por  completo,  y  que  D.  Ángel  Pá- 
ramo reconociera  los  recibos  suscritos  por  él  mismo  y  los  de  su  difunto 
padre: 

ResQltandoque  comparecidos  ante  el  Juzgado  D.  Ángel  Páramo, 
que  manifestó  ser  de  20^ños  de  edad,  hijo  del  acreedor  D.  Andrés  Pá- 
ramo, y  la  viuda  de  éste  Doña  Fabiana  Barranco,  declaró  aquél  que  to- 
dos los  documentos  que  aparecían  suscritos  con  el  nombre  de  su  difun- 
to padre  D.  Andrés  eran  legítimos  á  so  entender,  y  respecto  á  los  auto- 
rizados con  su  firma  los  tenía  y  reconocía  como  de  su  puño  y  letra; 
haciendo  constar  qoe  había  cobrado  las  cantidades  que  expresan  á 
cuenta  del  crédito,  por  orden  de  su  padre,  primero,  y  después,  de  la  de 
su  madre,  representante  de  la  testamentaría  de  aquél;  y  la  Doña  Fabia- 
na dijo  que  no  podía  afirmar  ni  negar  qae  fuesen  legítimos  dichos  do- 
cumentos: 

Resaltando  que  D.  Gregorio  Moreno  Rodrigo,  como  apoderado  de 
Doña  Fabiana  Barranco,  viuda  de  D.  Andrés  Páramo  y  representante 
legal  de  sus  hijos  menores,  herederos  de  éste,  solicitó  en  27  de  Mayo 
que  el  Juzgado  reformase  por  contrario  imperio,  ó  como  más  hubiera 
logar,  la  providencia  de  25  de  Abril,  dejándola  sin  efecto,  mandando  se 
alzase  la  suspensión  de  entrega  de  cantidades  retenidas  del  haber  del 
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Patino  Domínguez,  y  qoe  se  le  entregasen,  así  como  las  qae  se  reten- 
gan en  lo  soeesivo  hasta  el  reintegro  de  5.320  rs.,  resto  de  la  denda, 
intereses  pactados  del  5  por  iOO  mensual  y  costas;  y  ei  Jaez  de  prime- 
ra instancia,  por  aato  de  15  de  Junio  de  4882  tuvo  por  presentado  por 
D.  Gregorio  Moreno  Rodrigo,  en  la  representación  que  ostenta,  el  es- 
crito de  27  de  Mayo  en  los  aotos  de  su  referencia,  con  los  documentos 
'que  al  mismo  acompañó  y  le  habían  sido  devueltos;  y  declaró  no  haber 
lu^ar  á  la  reforma  que  en  el  mismo  se  solicitaba,  y  teniendo  por  cnm> 
piído  por  D.  Francisco  Patino  Domínguez  lo  contenido  en  el  acto  de 
conciliación  y  modiflcado  por  el  convenio  privado,  mandó  se  alzase  la 
retención  y  descuento  que  en  su  haber  sufre  para  pago  de  la  deuda; 
entregándosele  las  cantidades  retenidas,  á  cuyo  fin  se  librará  el  opor- 
tuno oficio  luego  que  este  auto  fuese  ejecutorio,  sin  perjuicio  de  los 
derechos  de  que  las  partes  se  creyesen  asistidas  para  que  pudieran 
ejercitarlos  en  la  forma  correspondiente: 

Resultando  que  Doña  Fabiana  Barranco  interpuso  apelación  de  la 
providencia  y  auto  dictado;  y  remitidos  los  antos  á  la  Superioridad  y 
sustanciada  la  alzada,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del 
distrito,  por  auto  de  49  de  Octubre  de  4882  confirmó,  con  las  costas  de 
«sta  instancia  á  la  parte  apelante,  la  providencia  de  25  de  Abril  y  auto 
de  45  de  Junio  anteriores: 

Resnltando  que  por  parte  de  Doña  Fabiana  Barranco  y  Herreros  se 
interpuso  recurso  do  casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

4°  La  ley  4\  tít.  1^  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  que  da 
fuerza  de  ley  á  los  contratos  y  manda  se  cumplan  de  cualquiera  mane- 
ra que  aparezcan  Celebrados,  porqae  la  Sala  sentenciadora  no  ha  teni- 
do en  cuenta  lo  convenido  entre  D.  Francisco  Patino  y  D.  Andrés  Pá- 
ramo en  los  términos  que  resoltan  de  los  documentos  obrantes  en  au- 
tos, infringiendo  la  ley  del  contrato,  según  la  recopilada  que  se  cita, 
y  además  la  doctrina  legal  qne  la  declara  contenida  en  las  sentencias 
de  24  de  Noviembre  y  13  de  Diciembre  de  4859: 

2*  La  doctrina  legal  contenida  en  la  sentencia  de  49  de  Junio  de 
i866,  qne  establece  que  infringe  la  ley  4',  tít.  4^  libro  40  de  la  Noví- 
sima Recopileción  al  fallo  qne  resuelve  contra  lo  eslipulado  en  nn  con- 
venio: 

3*  La  ley  44,  tít.  44,  Partida  5^  que  dispone  que  la  obligación  de 
hacer  ó  dar  contraída  condioionalmente,  no  es  exigible'  sino  cuando  se 
ha  cumplido  la  obligación,  y  la  sentencia  recurrida  impone  á  los  here» 
deros  de  D.  Andrés  Páramo  una  obligación  que  éstos  no  vienen  obli- 
gados á  cumplir  por  no  haber  cumplido  por  su  parte  D.  Francisco  Pa« 
tino  la  de  pagar  250  rs.  mensuales  sin/altar  á  una  sola  mensualidadt 
que  era  condición  esencial  de  lo  convenido,  de  lo  cnal  resulta  la  infrac- 
ción citada: 

4®  Que  toda  vez  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  tenido  en  cuenta  la 
condición  estipulada  por  los  contratantes  y  que  claramente  resulta  de 
los  documentos  obrantes  en  autos,  ha  infringido  la  doctrina  legal  con- 
signada en  la  sentencia  de  49  de  Aliril  de  4859,  que  declara  nula  la  sen. 
teneía  que  viola  lajey  del  contrato  y  no  da  á  las  cláusulas  y  condicio- 
nes de  éste  el  valor  é  inteligencia  que  les  dieron  los  contratantes. 
E@5^  Qne  nn  documento  privado  no  tiene  autenticidad  en  juicio  si  no 
es  reconocido  por  el  que  lo  suscribe,  ó  en  su  defecto  acreditándosela 
por  cotejo  ó  probándosela  por  testigos  que  lo  vieron  suscribir,  con 
arreglo  á  la  ley  449,  tít.  48,  Partida  3S  cuya  ley  ha  sido  infringida  en 
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la  sentencia  recorrida,  pues  ha  dado  valor  y  eficacia  aidocam^ta  prí- 
bado  de  15  de  Octubre  de  1879,  qae  ni  ba  sido  reconocido  ni  ha  lofra^ 
do  aotentieidad  por  ninguno  de  los  medios  queseñaia  el  derecho: 

6®  La  ley  3^  iii.  II,  Partida  3%  según  la  que  sólo  puede  prestar  jn- 
ramento  en  juicio  el  mayor  de  2&  años  qve  esté  emancipado;  paet  la 
Sala  sentenciadora  toma  en  coasideración  el  jnramento  prestado  por^ 
O.  Ángel  Páramo  en  perjuicio  de  sos  intereses,  siendo  de  80  aS^os  de^* 
edad,  y  estando  constituido  en  la  potestad  paterna: 

7®  Que  al  estimar  reconocimiento  de  los  recibos  el  hecho  por  el«ita* 
do  D.  Ángel  Páramo,  se  ha  infringido  Umbién  la  ley  1%  tit.  13,  Partí-* 
da  3*,  según  la  cual  la  conoseeacia  no  paede  hacerse  sino  por  el  mayor 
de  95  años: 

8*  La  doctrina  legal  consignada  en  la  sentencia  de  23  de  Junio  de 
1855,  conforme  á  la  que  procede  el  recurso  de  easacidn  contra  el  falla 
que  interpreta  mal  ó  viola  un  contrato  con  inexactos  fundamentos,  en 
el  auto  recorrido  se  considera  la  legitimidad  del  documento  privado  de 
15  de  Octubre  de  1879,  no  *se  ha  negado  ni  por  la  viuda  ni  por  el  hija 
de  D.  Andrés  Páramo  que  la  suscribe,  y  si  bien  esto  es  cierto,  tam- 
bién lo  es  que  no  la  han  afirmado,  y  por  consiguiente,  se  parte  de  an 
supuesto  erróo'^o  para  declarar  aquella  legitimidad,  se  considera  ade- 
más que  los  recibos  presentados  por  el  General  Patino  han  sido  reco- 
nocidos, lo  cual  es  también  un  supuesto  equivocado,  pues  los  reeiboa 
firmados  por  D.  Andrés  Páramo  no  han  sido  reconocidoa  por  éste;  tal 
reconocimiento  no  tiene  la  eficacia  que  le  concede  la  Sala  senteaciado- 
ra,  que  por  las  razones  expuestas  han  infringido  la  doctrina  legal  ci- 
tada: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  deRaeda: 
Considerando  que  el  fallo  no  infringe  las  leyes  y  doctrina  que  la  re- 
currente invoca,  porque  en  él  se  dejan  á  salvo  los  derechos  qae  por 
aquéllas  puedan  estar  amparados  y  de  que  las  partes  se  crean  asistida» 
para  ejercitarlos  en  la  forma  correspondiente; 

Fallamos  que  debemos  declara/  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Fabiana  Barranco,  á  la  que 
condeuamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  que  depositó, 
que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  corraspondiente  cer^ 
tificación  á  la  Audiencia  de  esta  corte,  con  devolueián  del  apuntamien* 
to.--(Sentencia  publicada  el  6  de  Marzo  de  1883,  é  inserta  en  la  érocelft 
de  )3  de  Agosto  del  mismo  año.) 

79 

Recurso  de  canación  (7  de  Marzo  de  i  ^%3),^Sala  primera.-^ 
Defensa  POB  pobrb.^No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Carolina 
Plandolit  con  D.  Jo^é  y  D.  Luis  PJandolit  (Audiencia  de  Barcelona),  y 
se  resuelve: 

Que  conforme  á  lo  prevenido  en  'el  art.  184  i^  Uí  ley  de  BnJuieU-* 
miento  civil  de  1 855,  no  debe  otorgarle  la  defensa  por  pobre  al  lÜiganU 
que  la  selieile  ciando  ee  infiera,  á  juicio  del  Juet  ó  Tribunal  sentencia-' 
dor,  del  número  de  criados  que  tenga  á  su  servido,  óH  alquiler  de  la 
casa  que  kabite,  ó  de  otros  cualesquiera  signos  exteriores  y  que  téenemie^ 
dios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  cada  localidad;  étufOí 
disposición  se  hallan  subordint^s  las  que  contienen  los  artéculos  h^t 
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483  y  186  déla  misma  tey,  ugún  la  Jurisprudencia  sancionada  por  el 
Triíunal  Supremo. 

En  ta  viüa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Marzo  de  1883,  en  el  íneídente 

K endienta  ante  Nos  en  virtud  de  recargo  de  casación  por  infraecióa  de. 
\j^  proffloyido  en  ia  Sala  primera  de  lo*ciyil  de  1%  Audienr.ú  ed  Barce- 
lona por  Doña  Carolina  Plandolit,  viada  de  Plandolít,  por  si  y  en  re-* 
presentación  de  sas  hijos,  representada  por  el  Procorador  D.  Federico 
Grases,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  José  María  Tarrago,  para 
qae  se  le  conceda  el  beneficio  de  litigar  como  pobre  en  la  testametaria 
de  D.  Gniliermo  Plandolit  y  en  onyo  incidente  han  sido  parte  D.  José 
y  D«  Lois  Plandolit  y  Parrella,  representados  por  el  Procurador  D.  Ma- 
riano Vivar,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  José  de  Liñán  y  el  Ministerio 
fiscal: 

Resaltando  qoe  pendiente  de  apelación  en  la  Sala  primera  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Barcelona  ta  pieza  de  administración  de  la  testa- 
mentaría de  D.  Goillermo  de  Plandolit,  promovió  incidente  Doña  Ca- 
rolina Plandolit,  viada  de  Piandolit,  como  legitima  administradora  de 
los  bienes  de  sns  siete  hijos  menores,  para  qae  se  les  otorgara  el  bene- 
ficio de  litigar  como  pobre  en  atención  i  que  por  su  edad  y  sexo  se  ha- 
llaban imposibilitados  físicamente  de  ejercer  industria  ni  profesión  al- 
guna y  no  ienia  más  rentas  que  los  demás  bienes  que  fueron  de  su  di- 
famo padre,  sitos  en  el  Yalie  de  Andorra,  y  que  prodocian  966  pesetas 
al  año: 

Resoltando  que  D.  losé  y  D.  Luis  Plandolit  impugnaron  la  conce- 
sión del  beneficio  de  pobreza  para  los  hijos  de  Doña  Carolina,  ya  por 
su  eslado  de  fortuna,  ya  porque  su  madre  era  rica  y  l^uU  interés  di- 
recto en  la  parte  de  la  herencia  que  reclamaba  en  nombre  de  sns  hijos 
por  razón  del  usufructo  que  en  la  misma  le  correspondía: 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  fiscal  y  recibido  el  incidente  á 

grueba,  Doña  Carolina  la  suministró  de  testigos  para  justificar  que  sus 
ijos  no  ejercían  industria  ni  profesión  alguna:  que  ni  éstos  ni  ella  per- 
cibían los  productos  de  los  bienes  radicados  en  España,  procedentes  de 
la  herencia  de  D.  Guillermo  Plandolit,  por  bailarse  intervenidos  en  ta 
testamentaria  promovida  por  los  hijos  de  su  primer  matrimonio:  que 
no  poseían  los  siete  hermanos  más  bienes  que  los  adjudicados  en  An- 
dorra, coya  renta  era  de  965  pesetas  anuales;  y  qae  unidos  dichos  pro- 
ductos á  los  que  percibían  de  las  fincas  arrendadas,  no  llegaría  con  mu- 
cho para  cada  uno  de  ellos  á  una  cantidad  equivalente  al  jornal  de  un 
bracero  en  la  Seo  de  Urgel: 

Resultando  que  también  los  hermanos  D.  Luis  y  D.  José  de  Plando- 
lit suministraron  prueba  de  documentos  y  testigos  para  justificar  que 
los  hijos  de  Doña  Carolina  vivían  con  lujo,  tenían  tres  criados  y  dos 
ayos,  y.  habitaban  en  el  verano  una  magnífica  qninta  dedicada  á  este 
objeto:  que  seles  había  puesto  en  posesión  de  varias  fincas  que  ¡pro- 
ducían una  renta  de  i 94  duros  anuales,  siendo  además  dueños  de  siete 
décimas  partes  de  una  casa  y  una  fragua  y  de  otras  fincas,  cuyo  valor 
en  junto  era  de  59.S08  libras,  10  sueldos  y  echo  dineros,  y  además  te- 
nían on  ^i  Valle  de  Andorra  minas  de  hierro  de  gran  valor:  que  á  Doña 
Carolinai Plandolit  se  le  habían  adjudicado  varias  fincas  en  pago  de  su 
dote  y  aumento  de  ella  por  la  cantidad  de  30.000  libras:  que  Doña  Car- 
iota Peiati  ia  instituyó  heredera  en  nnión  de  su  hermana  Concepción, 
disponiendo  que  ad  más  de  la  mitad  de  la  herencia  tuviera  iodos  los 
créditos  £ont£a  D.  Guillermo  Plandolit,  que  ascendían  á  32.000  pese« 
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tass  qae  pagaba  605  pesetas  4S  céntimos  de  eontribacióo,  poseyendo 
una  casa  en  la  calle  de  Botella,  coya  renta  excedía  al  doble  jornal  de 
nn  braeero;  y  qne  sn  hija  doña  Josefa  había  contraído  matrimonio  con 
un  Capitán  del  Ejército: 

Resaltando  qne,  por  ultima,  por  vía  de  prueba  se  paso  certificacién 
para  acreditaV  qae  el  incidente  promovido  en  dicha  testamentaría  por 
Doña  Carolina  Plandolít  sobre  alimentos  de  sas  hijos,  solicitó  ésta  él 
beneficio  de  pobreza  para  ellos,  y  qoe  negado  por  la  Aadiencia  en  S4i 
de  Mayo  de  1880,  se  hallaba  pendiente  de  recurso  de  casación: 

Resaltando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  Barcelona 
dictó  sentencia  en  14  de  Marzo  de  1881,  denegando  á  Doña  Carolina 
Plandolít  la  defensa  por  pobre  solicitada  en  nombre  de  sas  hijos,  con 
imposición  de  costas  y  reintegro  del  papel;  y  qne  habiendo  interpoesto 
el  recurso  de  súplica,  la  misma  Sala  fallando  en  dicho  grado  declaró 
en  18  de  Octubre  de  1881  no  habar  lagv«  con  las  costas,  ásoplir  y  en- 
mendar la  sentencia  de  12  de  Marzo  anterior: 

Resultando  que  Doña  Carolina  Plandolit  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  haber  infringidp  á  su  juicio: 

1^  El  art.  182  párrafo  tercero  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civi  pro- 
mulgada en  1855,  por  haberse  justificado  que  los  citados  hermanos  no 
ejercían  industria  ni  profesión  alguna,  y  porque  los  prodnctos  de  los 
bienes  que  poseían  no  equivalía  para  cada  ano  de  ellos  al  jornal  de  an 
bracero: 

t^  £1  art.  186  de  la  misma  ley,  según  el  cual  cuando  litigaren  uni- 
dos varios  que  individualmente  tengan  derecho  á  ser  defendidos  por 
pobres,  se  les  autorizará  para  litigar  como  tales  aan  cuando  los  pro- 
ductos reunidos  de  los  modos  de  vivir  de  todos  ellos  exceda  á  los  tipos 
qae  qaedan  señalados;  puesto  que  si  bien  la  stfma  de  loa  haberes  de  los 
hermanos  Plandolit  excedía  tal  vez  del  jornal  doble  de  un  bracero  en 
la  ciudad  en  qae  residían,  lo  que  correspondía  á  cada  uno  de  los  seis 
era  notoriamente  inferior  á  nn  simple  jornal: 

3®  En  cuanto  se  negaba  el  beneficio  de  pobreza  á  dichos  hermanos 
porque  sa  madre  poseía  bienes  y  rentas  qae  excedían  de  los  ti  pos  se- 
ñalados por  la  ley  para  obtenerlos,  la  jurisprudencia  establecida  por 
este  Tribunal  &apremo  en  sentencias  de  SS  de  Diciembre  de  1860,  30 
de  Setiembre  de  1864,  14  de  Diciembre  de  1874  y  26  de  Febrero  de 
4875,  en  el  sentido  de  que  el  beneficio  de  la  defensa  por  pobre  es  indi' 
Yidual  y  personalísimo: 

Y  4^  Y  en  cuanto  la  sentencia,  apreciando  con  error  de  hecho  y  de 
derecho  las  pruebas  practicadas,  estimaba  qae  los  hermanos  Plandolit 
poseían  rentas  que  excedían  de  los  tipos  señalados  para  gozar  del  be- 
neficio de  pobreza,  la  ley  12  Digesto  De  tesCibus,  según  la  qae  bastan 
dos  testigos  para  constituir  prueba,  y  el  art.  281  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  de  1855,  sej^ún  el  que  son  eficaces  en  juicio  los  documentos 
públicos  traídos  á  los  autos  con  citación  contraria  ó  cotejadas  con  sus 
matrices,  puesto  que  por  tales  medios  se  probó  que  los  hermanos  Plan- 
dolit no  contaban  con  recursos  superiores  á  los  que  la  ley  establecía 
para  gozar  de  dicho  beneficio,  cometiendo  el  error  de  hecho  de  supo- 
ner que  las  fincas  á  qoe  respectivamente  se  referían  los  testigos  de  unt 
y  otra  parte  eran  distintas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 
Considerando  que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  484  de  la  ley 
4e  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  porque  se  rige  este  incidente,  nodeM 
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<^iorgar9e  la  defensa  ppr  pobre  al  litigante  que  la  soliicite  caando  se 
iiifíera,  á  jaicict  del  Jaez  ó  Tribanál  sentenciador,  del  número  de  cría-^ 
dos  que  tenga  á  sa  servicio,  del  alquiler  de  la  casa  qae  habite,  ó  do 
otros  cualesquiera  signos  exteriores,  qae  tiene  medios  superiores  al  do- 
ble jornal  de  an  bracero  en  cada  localidad,  á  coya  disposición  se  hallan 
sabordinadas  las  qae  contienen  los  artícalos  182, 483  y  186  de  la  mis- 
ma ley,  según  Ja  jarispradencia  sancionada  por  este  Tribanál  Sa« 
premo: 

Considerando  que  en  tal  concepto,  y  habiéndose  hecho  aplicación 
del  referido  art.  184  en  la  sentencia  recorrida,  es  indudable  que  ésta 
BO  infringe  ellSS  y  486,  invocados  en  los  dos  primeros  motivos;  sien- 
do además  y  por  la  misma  razón  inoportuna  la  cita  que  se  hace  de  la 
doctrina  legal  y  ley  del  Digesto  á  que  se  reñeren  los  fundamentos 
3Vy4^ 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  habar  logar  al  re- 
corso  de  casación  interpuesto  por  Dona  Carolina  Plandolit,  por  sí  y  ea 
representación  de  sus  hijos,  á  quien  condenamos  por  razón  de  depósito 
al  pago  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  que  se  distribuirá  con  arreglo 
á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certi- 
ficación correspondiente  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re* 
nítido. — (Sentencia  publicada  el.  7  de  Marzo  de  1883,  é  inserta  en  la 
^ac«ta  de  23  de  Agosto  del  mismo  año.) 

80 

Recargo  de  easación  (^  de  Marzo  de  iS%3).^Sala  primera.-^ 
Mejor  derecho  A  unos  &ibnes.--No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña 
Casilda  Bañuelos  y  otros  con  D.  Pedro  González  Ramírez  (Audiencia  de 
Madid),  y  se  resuelve: 
.  1°  Que  la  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  á  la  Sala  seníen^ 
dadora  y  que  á  ella  debe  estarse  mientras  no  se  apruebe  que  con  la  mis- 
ma se  ha  cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho ^  fundado  en  documento  ó 
acto  auténtico  que  demuestre  la  equivocación  evidente  del  juzgador; 

ra^  Que  no  infringe  las  leyes  %\  til.  \^dela  Partida  2*,  5*,  tit.  H, 
libro  iO  déla  Novísima  Recopilación  y  doctrina  del  Tribunal  Supremo 
que  establece  que  es  ilimitado  el  derecho  de  representación  en  los  mayo  * 
razgos,  la  sentencia  que  no  desconoce  ni  niega  eficacia  al  derecho  de  re» 
presentación  para  suceder  en  un  mayorazgo,  sino  que  apreciando  las 
pruebas^  en  uso  de  sus  facultades  la  Sala  sentenciadora  declara  que  el 
recurrente  no  ha  probado  los  extremos  de  su  demanda,  sin  que  por  su 
parte  se  haya  alegado  motivo  que  demuestre  que  en  dicha  apreciación 
se  ha  cometió  error  de  derecho  6  de  hecho  en  el  concepto  antes  indicado, 
'  En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Marzo  de  1883,  en  el  pleito 
pediente  ante  Nos  en  virtad  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  la- 
clasade  esta  capital  y  ea  la  Sala  primera  de  lo  civil  d9  la  Audiencia 
de  la  misma  por  Doña  Casilda,  Dona  Eulalia  y  Doña  María  Cruz  Bañue^ 
los,  ésta  representada  por  su  madre  Doña  Juana  Jametón,  y  en  su  nom» 
bre  el  Procurador  D.  Jaan  Antonio  Asensio,  bajo  la  dirección  del  Li» 
cenciado  D.  José  María  Peñuelas,  con  D.  Pedro  González  Ramírez,  como 
marido  4e  Doña  Micaela  Sodupe  y  Aoguiano,  representados  por  el  Pro* 
carador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  lílana  y  dirigida  por  el  Licenciado  Doa 
ÁgQstío  Sol(0,  sobre  mejor  derecho  á  unos  bienes: 
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Resaltando  qoe  el  Bachiller  D.  Gaspar  de  Ibarra  otorgó  testamento 
en  la  villa  de  Briones  á  30  de  Octabre  de  1620,  en  qoe  dispuso  la  fon- 
daeión  de  on  Tinciilo  de  lodos  sos  bienes,  á  enya  saeesión  llamó  en 
primer  logar  á  so  sobrino  D.  Joan  de  Ibarra,  qoe  á  la  sazón  residía  en  < 

Méjico,  y  en  so  falta  sos  socesores  legítimos,  hijos  de  legítimo  matriz  | 

monio,  el  varón  antes  qoe  la  hembra  y  el  mavor  antes  qoe  el  menor; 
para  el  caso  de  qoe  el  Licenciado  D.  Joan  de  Ibarra  no  toviera  socesión  ¡ 

legítima,  ordenó  qoe  el  víncolo  pasase  á  los  hijos  legítimos  de  legítimo 
matrimonio  de  D.  Lope  de  ibarra,  y  para  el  caso  de  qoe  no  toViese  so- 
cesión  hizo  otros  llamamientos:  I 

Resoltando  qoe  el  año  de  4877  Doña  Micaela  Sedope  y  Angoiano,  I 

como  cesionaria  de  su  madre  Doña  Locía  Angoiano  y  Vozneta,  promo- 
vió interdicto  para  adqoirir  la  posesión  de  los  bienes  qoe  pertenecie-  | 
ron  al  extingoido  mayorazgo  fondado  p6r  el  Bachiller  Gaspar  de  Iba-  ¡ 
rra,  qoe  se  hallaban  proíndiviso  y  qoe  nadie  poseia;  v  sominñtrada  in- 
formación testifical  y  presentadas  diferentes  partidas  sacramentales 
para  acreditar  qoe  Doña  Locía  Angoiano  era  descendiente  de  Don  Lope 
García  Ibarra,  se  otorgó  á  Micaela  Sodope  por  auto  de  5  de  Mayo  de 
dicho  año,  sin  perjoicio  de  tercero,  como  cesionaria  de  so  madre;  la 
posesión  de  los  bienes  del  mayorazgo,  y  habiéndosele  dado  y  poblicado 
por  edictos  sin  qoe  nadie  se  oposiera,.fDé  amparada  en  ella  por  anto 
de  S3  de  Setiembre  del  citado  año: 

Resoltando  qoe  Doña  María  de  la  Groz,  Doña  Casilda  y  Doña  Eolalia 
Bañoelos  dedoieron  en  S3  de  Enero  de  1879  la  demanda  objeto  de  este 
pleito,  qoe  dirigieron  contra  D.  Pedro  González  Ramírez,  como  marido 
de  Doña  Micaela  Sodope,  para  qoe  se  las  declarase  legítimas  socesoras 
de  los  bienes  vincolados  por  el  Bachiller  D.  Gaspar  de  Ibarra,  como 
comprendidas  dentro  de  los  llamamientos  generales  qoe  hizo  en  el  tes- 
tamento, estableciendo  al  efecto  como  hechos  qoe  el  primer  llamamien* 
to  del  citado  fundador  era  á  so  sobrino  el  Licenciado  D.  Lope  de  Ibarra  « 
y  á  sos  socesores  legítimos  de  legítimo  matrimonio;  y  qoe  las  deman- 
dantes eran  las  socesoras  directas  legítimas  de  legítimo  matrimonio  del 
referido  Licenciado,  y  como  fnndamentos  de  derecho  qoe  la  socesión 
era  perpetoa  en  todas  las  líneas  habiendo  llamamiento  (general:  qoe 
contra  los  bienes  del  mayorazgo  sólo  tenía  logar  la  posesión  inmemo- 
rial, y  qoe  la  proximidad  del  parentesco  se  entendía  respecto  al  último 
poseedor: 

^  Resoltando  qoe  el  demandado  impognó  la  demanda  sosteniendo  qoe 
el  primer  llamado  había  sido  el  Licenciado  D.  Joan  de  Ibarra  y  sos  des- 
cendientes, habiéndolo  sido  en  segando  logar  D.  Lope  de  Ibarra:  qoe 
la  genealogía  qoe  presentaban  las  demandantes  po  se  probaba  con  las 
correspondientes  partidas  sacramentales,  y  por  consigoiente  era  apócri- 
fa é  imaginaria,  ni  tampoco  fijaban  la  parte  de  dichos  bienes  á  qoe  se 
creían  con  derecho  cada  ona  de  las  demandantes:  qoe  la  socesión  en  los 
víncolos  regolares  era  perpetoa  en  todas  las  líneas  coando  había  lla- 
mamiento general,  pero  debía  tenerse  en  coenta  los  efectos  de  la  ley  de 
deivincolación,  qoe  extingoiendo  las  acciones  viocolares  y  restitoyen- 
do  á  la  clase  de  libres  los  bienes  vincolados  á  los  30  años  de  restableci- 
da la  ley  de  H  Octabre  de  18S0,  había  proscripto  la  acción  para  recla- 
mar la  propiedad  de  dichos  bienes;  y  qoe  no  probando  las  demandantes 
80  derecho  á  la  posesión  del  víncolo,  tampoco  lo  probaban  á  los  bienes 
qoe  constitoyen  so  dotación: 

Resoltando  qoe  las  demandantes  replicaron  qoe  del  primer  llamado 
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Jaan  García  Ibarra  no  existían  deseendienles  ni  nnnca  habían  hecho 
reclamación  algona,  y  qae  descendían  del  segando,  llamado  D.  Lope  de 
Ibarra,  siendo  segni^das  nietas  de  D.  Melchor  Bañnelos  y  Jimeno,  qae 
ÍQé  mayor  qoe  so  hermano  D.  Bernardo,  de  quien  descendía  la  de« 
mandada: 

Resaltando  qoe  snministradn  prneba  por  los  demandantes,  el  Jaeis 
de  primera  instancia  dictó  sentencia,  qae  fué  confirmada,  con  las  eos- 
tas.  por  la  Sala  primera  de  lo  ciyil  de  la  Audiencia' de  esta  corte  en  IS 
de  Jonio  de  488S,  absolviendo  á  la  demandada  de  la  demanda: 

Resaltando  qae  las  demandantes  interpusieron  contra  esta  sentencia 
recurso  de  casación  porhaberse  infcingido  á  su  juicio: 

4®  La  ley  2%  tít.  45  de  la  Partida  2\  que  no  se  había  tenido  en 
euenla  al  fallar  el  pleito,  desconociendo  el  derecho  de  los  recurrentes, 
descendientes  del  hijo  mayor  de  D.  Bernardo  Bañuelos,  abuelo  comün 
de,  las  partes  litigantes,  según  se  acreditaba  con  las  partidas: 

2®  La  l.ey  5\  tít  47,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación  y  la  iO  de 
las  aclaratorias  de  Toro,  segú  las  cuales  en  la  sucesión  del  mayorazgo, 
aunque  muera  el  hijo  mayor,  si  deja  hijos  ó  nietos  son  preferidos  al 
hijo  segcndo  del  tenedor  del  mayorazgo  ó  de  aquél  á  quien  pertene- 
ciera; 

Y  3^  Las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  1^  de  Marzo  de 
4862  y  43  de  Abril  de  4863,  que  consignan  la  doctrina  de  qoe  es  ilimi- 
tado el  derecho  de  representación  en  ios  mayorazgos: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  M;agistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonaehe: 
Considerando  que  la  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  á  la 
Sala  sentenciadora  y  que  á  ella  debe  estarse  mientras  no  se  pruebe  que 
con  la  misma  se  ha  cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho,  fundado  en 
documento  ó  acto  auténtico  qoe  demaestre  la  equivocación  evidente  del 
juzgador: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  y 
doctrina  que  se  invocan  en  los  tres  motivos  del  recurso,  porque  no  des* 
conoce  ni  niega  eficacia  al  derecho  de  repre^sentación  para  suceder  en . 
el  mayorazgo  fundado  por  D.  Gaspar  de  Ibarra,  sino  que  apreciando 
las  pruebas,  en  uso  de  sos  facultades  la  Sala  sentenciadora  ha  declara- 
rádo  que  el  recurrente  no  ha  probado  los  extremos  de  su  demanda,  sin 
que  por  so  parte  se  haya  alegado  motivo  que  demuestre  que  en  dicha 
apreciación  se  ha  cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho  en  el  concepto 
antes  indicado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doiía  Casilda,  Dcrña  Eulalia  y  Doña 
María  Cruz  Bañuelos,  ésta  representada  por  su  madre  Doña  Juana  Ja- 
metón,  á  quienes  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  can- 
tidad de  1.000  pesetas,  que  pagarán  si  viniesen  á  mejor  fortuna,  dis- 
tribuyéndose entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento que  ha  remitido. — (Sentencia  poblicada  el  8  de  Marzo  de  4883, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de.  S4  de  Agosto  del  mismo  año. 

81 

Reearso  de  casacUn  (8  (/^  Marzo  de  4 883). ^^a/a  primera.^^ 
DECLARAaóN  DE  QüiEBBA. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José 
Boti  con  la  razón  social  Carriazo  y  Boli  (Audiencia  de  Madrid),  y  se 
re^aelve: 
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1**  Qu0  según  prescribe  el  art.  4323  de  la  ley  de  Bnjuieiamiento 
ct9i7,  de  acuerdo  con  lo  qne  determina  e¿  4  016  del  Código  de  Comercio^ 
la  declaración  formal  del  estado  de  qniehra  podrá  tolicitarlo  el  mismo 
quebrado  ó  cualquier  acreedor  legitimo  cuyo  derecho  froceda  de  obliga- 
ciones mercantiles;  y  con  arreglo  al  4324  de  la  misma  ley^  Ul  eaposi^ 
ción  del  comerciante  que  se  manifieste  en  quiebra  ha  de  presentarse 
arreglada  y  documentada  conforme  A  las  disposiciones  de  los  articu- 
los  4017^  siguientes  hasta  el  \(^%%  de  dicho  Código  de  Comercio,  sin 
que  de  otro  modo  surta  efecto  alouno  legal  ni  aun  pueda  dársela  curso; 

'  Y  t^  Q:ae  no  son  atendibles  las  infracciones  que  se  refieren  á  una 
parte  del  razonamiento  que  contienen  los  considerandos  del  fallo^  lo 
cual  no  puede  servir  de  fundamento  legal  para  la  casación ^  según  tiene 
declarado  reiteradamente  el  Tribunal  Supremo. 

'  En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Marzo  de  4883,  en  los  antes 

3oe  ante  Nos  penden  en  virtnd  de  recurso  de  casación  por  infracción 
e  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Bnenavista  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  terri- 
torio por  D.  José  fioti  Massiá,  fabricante  de  paftos,  vecino  de  Alcoy, 
representado  por  el  Procurador  D.  Antonio  Arana  y  Morayta,  bajo  la 
dirección  del  Licenciado  D.  José  Raiz  de  Quevedo,  con  D.  Jenaro  Ga- 
rriazo,  Director  gerente  de  la  razón  social  Carriazo  y  Boti^  el  cual  no 
ha  comparecido  ante  este  Tribunal  Supremo,  sobre  declaración^  de 
quiebra  de  dicha  Sociedad: 

Resultando  que  el  18  de  Enero  de  4873,  D.  José  Boti  y  D.  Jenaro 
Carriazo  otorgaron  escritura  pública  de  constitución  de  una  Compañía 
regular  colectiva,  bajo  la  razón  social  de  Carriazo  y  Botí,  con  destino  á 
la  compra  y  venta  de  paños»  tejidos  y  otros  cualquiera  artículos  y  bíe- 
nes  á  la  realización  de  créditos  de  toda  especie,  fijando  su  residencia 
en  esta  corte  y  su  duración  hasta  el  20  de  Mayo  de  4880,  cuya  escritu- 
ra fué  inscrita  en  el  correspondiente  Registro  de  las  de  comercio  del 
Gobierno  civil  de  la  provincia  el  48  de  Febrero  siguiente;  y  en  30  de 
Abril  del  referido  año,  D.  Francisco  Soladrero  y  los  expresados  Carria* 
zo  y  Boti  otorgaron  otra  escritura  con  igual  objeto,  modificando  la  an- 
terior bajo  nuevas  bases,  estableciéndose  en  la  duodécima  que  Carriazo 
usaría  la  firma  social  y  Soladrero  tendría  también  el  carácter  de  apo- 
derado y  mandatario  con  facuUad  para  suscribir  toda  clase  de  docu- 
mentos á  nombre  de  la  Compañía;  no  constando  que  esta  escritura  hayí 
sido  inscrita  en  el  correspondiente  Registro: 

Resultando  que  á  solicitud  de  D.  José  Boti  se  acordó  por  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Bnenavista  en  auto^de  47  de  No- 
viembre de  4874  la  intervención  del  almacén  de  la  Compañía,  nom- 
brándose para  este  cargo  á  D.  Manuel  Travieso;  y  que  requerido  en  sa 
virtud  D:  Jenaro  Carriazo,  manifestó  que  no  existia  el  almacén  porque 
los  géneros  que  contenía  se  entregaron  alus  fabricantes;  que  los  mue- 
bles se  encontraban  en  la  habitación  del  ebanista  Tapia,  y  los  libros» 
papeles  y  demás  documentos  en  poder  de  D.  José  Baral  y  Baza: 

Resultando  que  D.  José  Boti  presentó  escrito  en  22  de  Mayo  de  4877, 
solicitando  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  4027  del  Có- 
digo de  Comercio  se  ocupasen  los  bienes  deD.  Jenaro  Carriazo  y  se  pro- 
c,ediera  contra  éste  criminalmente:  que  por  auto  de  6  de  Junio  de  4877  . 
se  negó  la  primera  pretensión,  acordándose  en  cuanto  á  la  segunda  que 
acudiese  el  interesado  á  usar  de  su  derecho  donde  correspondiera;  y 
que  pedida  reposición  del  mismo,  por  otro  de  t  de  Agosto  del  mismo 
año  86  declaró  no  haber  lugar  á  ella  respeeto  del  primer  extremo,  y  ea 
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cnanto  al  segnndo  iiine  pndiendo  revestir  los  «ctos  ejeentados  por  el 
Carriazo  el  carácter  de  justiciables,  se  formase  ramo  separado,  con  tes- 
timonio de  varias  diligencias  designadas  por  el  Boti  y  las  demás  qoe 
señalase  el  Juzgado,  y  se  diera  cuenta  del  mismo: 

Resultando  qoe  D.  Jenaro  Garriazo  pretendió  que  habiéndosele  no^ 
tifieado  el  auto  de  2  de  Agosto  sin  haberse  dado  antes  vista  de  lo  ac* 
tuado  y  pretensiones  de  Boti,  se  le  comunicase  el  expediente  para  ex- 
poner lo  que  conviniera  á  su  derecho  sobre  el  referido  auto,  y  que  en* 
tre  tanto  se  suspendieran  sus  efectos,  ó  de  lo  contrario  y  no  haber  lo- 
gar á  la  reforma  en  cuanto  al  extremo  de  la  formación  de  cansa  se  le 
admitiera  libremente  la  apelación: 

Resultando  que  á  continuación  se  halla  un  auto  de Diciembre 

de  4877  y  en  blanco  el  espacio  que  debiera  ocupar  el  día  de  la  fecha» 
por  el  que  se  declaraba  en  estado  de  quiebra  á  la  Sociedad  de  Garriazo 
y  Boti,  con  acuerdo  de  las  demás  disposiciones  que  le  eran  consigoien- 
tes,  entre  ellas,  lo  del  arresto  del  Garriazo  en  la  cárcel  pública,  ó  sa 
casa  si  diera  fianza  de  cárcel  segura;  y  que  este  auto  autorizado  con  la 
firma  del  Juez  y  del  acturio  D.  Joaquín  Garretero,  no  fué  notificado  á 
las  partes,  hallándose  á  continuación  y  como  para  la  notificación  do 
Boti  la  firma  én  blanco  de  su  Procvador  D.  Antonio  Arana  y  Mo- 
rayta: 

Resultando  que  en  tal  estado  permanecieron  paralizados  los  au- 
tos hasta  1881  en  que  promovió  su  continuación  D.  José  Boti,  en  cuya 
virtud  después  de  varias  actuaciones  se  admitieron  en  ambos  efectos 
las  apelaciones  interpuestas  del  auto  de  i  de  Agosta  de  1877  por  Don 
José  Boti  y  D.  Jenaro  Garriazo;  y  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia, 
sustanciada  la  alzada,  la  Sala  primera  de  lo  civil  por  auto  de  18  do  Oc- 
tubre de  i88S  confirmó  el  de  i  de  Agosto  de  4877  en  los  extremos  ape- 
lados de  no  haber  lugar  á  la  declaración  del  estado  de  quiebra  de 
la  Gompanía  de  Garriazo  y  Boti,  y  de  que  se  saque  testimonio  para 
acordar  lo  procedente  en  cnanto  á  los  autos  ^ejecutados  por  Garriazo 
eomo  Gerente  de  dicha  Gompanía: 

Resultando  que  D.  José  Boti  interpuso  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  por  haberlo  sido  en  so  concepto: 

r  Los  artículos  T  y  17  del  Gódigo  de  Gomercio  al  hacerse  de  ellos  la 
aplicación  que  se  hace,  toda  vez  que  en  el  presente  caso  no  se  trata  ni 
es  por  tanto  aplicable  la  doctrina  allí  consignada  de  una  determinada 
persona  ó  individualidad  acerca  de  la  cual  se  discuta  si  es  ó  no  comer- 
ciante; se  discute  y  examina  si  la  Sociedad  Garriazo  y  Boti  es  ó  no 
mercantil,  y  el  auto  origen  de  este  recurso  ha  hecho  indebida  aplica- 
ción de  ios  citados  artículos:  < 
r  2*  Los  artículos  264,  265,  nüm.  1®  del  Gódigo  de  Gomercio,  y  que 
establecen  cuándo  una  Gompanía,  cuándo  un  contrato  de  Sociedad  es 
mercantil,  detallando  cuántas  de  estas  Sociedades  admite  el  Gódigo;  y  á 
dichos  artículos  debió  acudirse  por  la  Sala  sentenciadora  para  determi* 
minar  si  la  Sociedad  regular  colectiva  Garriazo  y  Boti,  constituida  por 
escritura  publica  de  30  de  Abril  de  1873,  era  ó  no  mercantil  y  debía 
en  áu  consecuencia  someterse  á  las  prescripciones  del  Gódigo  de  Go* 
mereio  ó  del  derecho  comün: 

3®  £1  art.  28  con  relación  si  292  del  Gódigo  de  Gomercio,  porque  se- 
gún dicho  articulo,  si  una  Sociedad  ó  Compañía  mercantil  no  se  lleva 
al  Registro,  los  socios  que  esta  omisión  havan  padecido  quedarán  pri- 
Yados  de  acción  entre  sí  para  demandar  los  deiechos  que  en  ella  lea 
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hobiertfi  sido  reeonoe¡do<»;  pero  no  dice  Di  remota  ni  aproximadamen- 
te una  Sociedad  qae  tenga  por  objeto  el  dedicarse^  á  operaciones  de  co* 
nereio,  qae  se  Uama  y  es  regular  colectiva,  que  se  contrajo  por  escri*- 
tura  pública  con  cuantos  requisites  marca  la  ley,  dejara  de  ser  mer» 
oaiitil  por  el  mero  hecho  de  no  haberse  llevado  al  Registro  de  Comer- 
cio: que  la  sanción  penal  de  dicho  artículo  tiene  una  eefera  limitada  y 
privada  para  dentro  de  la  misma  Saciedad,  cuyo  carácter  exterior  y 
condiciones  intrínsecas  en  nada  varían  por  la  referida  omisión,  de  mo* 
do  que  los  derechos  de  terceros  contratantes  en  la  Sociedad  mercantil 
en  nada  varían  y  signen  siendo  eficaces: 

4^  Los  artículos  1001  y  1002,  clase  5^  porque  si  la  Sociedad  regular 
colectiva  Garriazo  Boti  es  mercantil  y  continúa  siéndolo,  es  evidente 
que  resultando  que  se  ha  alzado,  cerrando  y  abandonando  los  almace- 
tenes  y  fugándose  el  Gerente  y  Administrador  de  ella  y  la  interven- 
ción intentada  ha  resultado  inútil,  la  Sociedad  se  hallaba  en  estado  de 
quiebra  de  la  clase  5*  del  art.  lOOS,  y  asi  ha  debido  declararlo  la  sen- 
tencia. 

5^  £1  art.  I3S3  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  armónico  y  en 
consonancia  con  eMOI6  y  1017  del  Código  de  Comercio,  al  desconocer 
la  Sala  sentenciadora  y  negar  á  #.  José  Boti  el  derecho  y  el  deber  da 
presentarse  al  Juzgado,  solicitando  la  declaración  de  quiebra  de  la 
Compañía,  en  la  que  es,  no  interesado  como  se  expresa,  sino  socio  de 
una  Compañía  mercantil  regular  colectiva;  siendo  así  qae  según  el  ci-« 
tado  ariíeulo  la  declaración  formal  de  estad6  de  quiebra  puede  solici- 
tarla el  mismo  quebrado: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  según  prescribe  el  art.  1323  de  la  ley  de  Enjoi* 
ciamiento  civil,  de  acuerdo  éon  lo  determinado  en  el  1016  del  Código  de 
Comercio,  la  declaración  formal  del  estadode  quiebra  podrá  solicitaría  el  , 
mismo  quebrado  ó  cualquier  acreedor  legítimo  cuyo  derecho  de  obliga- 
ciones mercantiles,  y  con  arreglo  al  1324  de  la  misma  ley,  la  exposi- 
ción del  comerciante  que  se  manifieste  en  quiebra  ha  de  presentarse 
arreglada  y  documentada  conforme  á  las  disposiciones  de  los  articules 
1017  y  siguientes  hasta  el  1021  de  dicho  Código  de  Comercio,  sin  que 
de  otro  modo  surta  efecto  al  uno  legal  ni  aun  pueda  dársela  curso: 

Considerando  que  D.  José  Boti  Massiá  al  solicitar  la  declaración  del 
estado  de  quiebra  de  la  Compañí «  de  que  era  socio  colectivo,  consti» 
toida  por  escritura  de  30  de  Abril  de  1873  bajo  la  razón  social  de  Ca« 
rriazo  y  Boti^  no  cumplió  con  los  requisitos  marcados  en  los  citados 
artículos  del  Código  de  Comercio  y  la  ley  de  Enjuiciamiento,  ni  podía 
hacerlo  tampoco  en  razón  á  que  las  circunstancias  en  que  se  hallaba 
dicha  Sociedad  no  convenían  á  las  que  exigen  las  referidas  disposicio- 
nes, toda  vez  que  no  consta  hubiera  cesación  en  el  pago  de  acreedoress 
sino  únicamente  el  perjuicio  que  podría  resultar  á  un  socio  con  motivo 
de  la  faga  y  alzamiento  del  que  desempeñaba  el  cargo  de  Gerente,  lo 
que  da  lugar  al  ejercicio  de  otras  acciones: 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  al  desestimar  el  auto  recn- 
rrido  la  expresada  solicitud  de  declaración  de  quiebra,  lejos  de  infrin  - 
gírel  art,  1323  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  sus  concordantes 
i016  y  1017  del  Código  de  Comrercio,  invocado  en  el  último  lugar  del 
recurso,  se  ha  atenido  á  ellos  estrictamente,  no  siendo  tampoco  atendi- 
bles las  demás  infracciones  alegadas  por  referirse  á  una  parte  del  ra- 
zonamiento que  contienen  los  considerandos  de  dicho  auto,  lo  cual  no 
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puede  servir  de  fandamento  lagal  para  la  casaeión,  según  tiene  decla- 
rado reiteradamente  este  Tribunal  Supremo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  José  Boti,  á 
quien  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la  correspondiente  certifica* 
ción  á  la  Audiencia  de  este  distrito,  coa  devolución  del  apuntamiento. 
—(Sentencia  publicada  el  8  de  Marzo  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta 
dé  2i  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (9  de  Margo  de  1883).— /S'a^a  primera, — 
Tercería  de  mejor  derecho.— ^No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña 
María  Jofré  Buxeda  con  los  Procuradores  de  herencia  de  las  parroquias 
de  Nuestra  Señora  del  Pino  y  San  Jaime  de  Barcelona  (Audiencia  de 
Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  no  infringe  la  voluntad  del  testador  la  sentehcia  que  se  ajusta 
estrictamente  á  lo  dispuesto  por  ella. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Marzo  de  1883,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino  de  la  ciu- 
dad de  Barcelona  y  en  la  Saia  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del 
territorio  por  los  Procuradores  de  herencia  de  las  parroquias  de  Nues- 
tra Señora  del  Pino  y  de  San  Jaime  de  dicha  ciudad  con  Doña  María  Jo- 
fré y  Bouxeda,  vecina  de  Sáns,  y  con  los  estrados  en  ausencia  y  rebel- 
día de  D.  Gregorio  Ubach  y  de  sas  herederos,  sobre  tercería  de  mejor 
derecho;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Doña  María  Jofré,  y  en 
su  defensa  y  representación  por  el  Licenciado  D.  José  García  Goñi  y  el 
Procurador  D.  Antonio  Mínguez  de  la  Puente;  habiendo  sido  defendidos 
y  representados  los  Procuradores  de  herencias  de  las  indicadas  parro- 
quias por  el  Licenciado  D.  Modesto  Llorens  y  el  Procurador  D.  José 
Arana  y  M-nrayta: 

Resultando  que  D.  José  Félix  Abella  y  Navarro  otorgó  testamento 
en  10  de  Setiembre  de  1850,  en  el  que  nombró  albaeeas  al  Procurador 
de  herencias  de  la  parroquia  del  Pino  de  Barcelona  y  al  más  antiguo 
de  la  de  San  Jaime  en  unión  de  otros  varios,  y  dispuso*  entre  otros  Dar- 
ticulares,  que  nombraba  usufructuario  de  la  mitad  de  los  bienes  antes 
vinculados  que  le  correspondían  á  su  sobrino  D.  Gregorio  Ubach  y  he- 
rederos de  la  misma  mitad  á  los  hijos  de  éste,  en  el  modo  y  forma  en 
que  sucedieran  á  su  padre,  bajo  las  condiciones  siguientes:  que  debe- 
rían estar  en  todo  y  por  tqilo  á  lo  declarado  en  ciertas  sentencias  urbi- 
trales  que  señaló,  entendiéndose  connprendida  sólo  en  esta  disposición 
la  mitad  do  los  bienes  que  fueron  declarados  vinculados  en  dichas  sen- 
tencias y  no  los  que  se  estimaron  como  libres:  que  D.  Gregorio  y  sus 
hijos,  en  la  calidad  de  herederos  usufructuarios  y  propietarios,  debe- 
rían entregar  á  los  dos  albaeeas  antes  nombrados  y  á  otro  de  los  desig- 
nados en  el  testamento,  no  sólo  la  cantidad  á  que  ascendiera  según  las 
cartas  de  pago  y  recibos  que  les  manifestarían  lo  que  había  invertido 
en  cada  una  de  las  ñncas  del  patrimonio  Navarro  para  conservarlas  y 
mejorarlas,  sino  además  6.193  libras,  tres  sueldos  que  los  arbitros  de  su 
hermano  y  suyos  le  señalaron  para  poder  disponer  sobre  los  bienes  en- 
tonces vinculados  de  casa  Navarro,  y  deberían  también  luir  ó  asumirse 
el  censal  de  3.500  libras.que  había  tomado  en  unión  de  su  hermano 
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para  mejorar  la  casa  ^ita  en  la  calle  déla  Boquen'a y  Rambla,  debiendo 
rebajarse  el  importe  de  dicho  censal  del  capital  que  tuviera  que  satis- 
facer D.  Gregorio  por  las  mejoras;  y  qae  mientras  no  se  entregase  á 
dichos  albaceas  la  cantidad  qae  acreditasen  por  todos  los  conceptos  ex- 
presados, era  sa  volontad  que  cobrasen  anualmente  el  interés  del  3 
por  100  de  toda  aquella  suma  sin  rebaja  alguna  por  contribuciones  ni 
por  otro  motivo,  no  podiendo  el  heredero  usufructuario  D.  Gregorio» 
y  en  su  caso  los  propietarios  oponerse  de  modo  alguno  á  que  dichos  al- 
baceas intimasen  á  uno  ó  más  redituarlos  del  patrimonio  que  les  dejaba 
para  que  les  pagasen  dicho  interés,  con  lo  cual  podrían  aquellos  here* 
deros  cobrar  lo  que  restase,  y  siendo  su  voluntad  que  los  albaceas  co- 
brasen anualmente  el  interés  legal  susodicho  basta  que  hubiesen  perci- 
bido todo  el  capital  á  fin  de  que  no  sufriesen  quebrantos  para  enconr 
trartos: 

Resultando  que  en  escritura  pública  de  S5  de  Marzo  de  1S7I  confe- 
só D.  Gregorio  Ubach  ser  en  deber  á  Doña  María  Jofré  49.000  daros, 
obligando  á  la  seguVidad  de  dicho  crédito  todos  sus  bienes,  especial- 
mente los  derechos  que  tenía  sobre  el  manso  Yalls,  en  virtud  de  cuya 
escritura  y  para  el  pago  de  dicha  suma  é'  intereses  vencidos  procedió 
Doña  María  Jofré  ejecutivamente  contra  Ubach;  y  despachada  la  ejecu- 
ción, por  auto  de  28  de  Enero  de  4873  fueron  embargados  diferentes 
bienes,  entre  otros  los  derechos  que  el  deodor  tenía  sobre  la  casa  de  la 
Boqoe.ria: 

Resaltando  que  en  10  de  Febrero  de  1876  los  Procuradores  de  he- 
rencias de  las  parroquias  de  San  Jaime  y  del  Pino  de  Barcelona  dedu- 
jeron la  actaal  demanda  en  la  que  solicitaron  en  ejercicio  de  la  acción 
mixta  que  se  declarase  que  el  crédito  de  21.886  pesetas  con  12  cénti* 
mos  que  les  correspondía  en  virtud  de  las  disposiciones  testamentaria» 
de  D.  José  Félix  Abells,  en  unión  de  los  intereses  al  3  por  100  de  dicha 
cantidad  desde  27  de  Agosto  del  año  anterior  en  que  había  fallecido,  la 
viada  de  Abella  debía  gozar  preferencia  para  sa  cobro  al  de  Doña  Ma- 
ría Jofré,  alegando  al  efecto  que  desde  29  de  Enero  de  1852  en  que  fué 
registrado  en  el  Oficio  de  hipotecas  el  testamento  de  Abella,  se  sabía 
el  gravamen  que  pesaría  sobre  D.  Gregorio  Ubach  el  día  en  que  entra- 
se en  posesión  de  los  bienes  que  le  fueron  dejados  en  dicho  testamentó, 
por  lo  qae  tenían  los  demandantes  an  derecho  hipotecario  antiguo  y 
preferente,  en  virtud  del  cual  D.  Gregorio  Ubach,  heredero  en  los  bie- 
nes qne  fueron  vinculados,  debía  pagarles  la  cantidad  que  demandaban 
con  preferencia  á  cualquiera  otra  deuda  que  hubiera  contraído: 

Resaltando  que  conferido  traslado  á  Doña  María  Jofré  y  á,  D.  Gre- 
gorio Ubach,  le  fué  acusada  á  éste  la  rebeldía  y  se'le  señalaron  los  es- 
trados por  sa  no  comparecencia,  y  contestó  aquélla  la  demanda,  opo- 
niendo la  excepción  sine  actione  agis  en  cuanto  á  las  rentas  embarga- 
das y  pidiendo  que  se  le  absolviera  de  ella^  con  imposición  de  costas  á 
los  demandantes,  en  apoyo  de  lo  caal  alegó  que  el  testador  dispuso  sólo 
que  para  cobrar  los  intereses  padíeran  los  albaceas  demandantes  inti- 
mar á  uno  ó  más  inquilinos  que  les  pagaran  los  alquileres,  quedando 
los  demás  á  favor  del  usufructuario:  que  de  esto  se  deducía  que  paca 
que  los  terceros  opositores  tuviesen  la  preferencia  que  demandaban 
respecto  á  las  rentas,  era  necesario  an  requerimiento  previo  á  los  in- 
quilinos, lo  que  no  habían  verificado,  y  ann  en  este  caso  no  podrían 
cobrar  más  réditos  que  los  anuales,  pues  así  lo  quería  el  testador  al  de- 
cir que  se  cobrasen  los  réditos  anualmente  con  objeto  de  que  no  sufrid - 
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ran  quebranto:  que  la  falta  de  dicho  requerimiento,  qoe  era  en  todo 
caso  lo  que  hubiera  dado  derecho  á  los  opositores  para  cobrar  ^n  pri- 
mer término  las  rentas  anuales,  implicaba  el  que  éstas  hubiesen  que- 
dado á  disposición  del  primer  embargante  por  cualquier  crédito  que  tu- 
viese; y  que  habiéndose  trabado  embargo  en  bienes  libres,  nadie  podía 
disputar  la  preferencia  de  créditos  sobre  las  rentas  que  no  estaban  afec- 
tas á  ninguno: 

Resultando  que  Sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales 
y  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  revocatoria  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  19  de  Mayo  próximo  pasado, 
mandando  gue  de  los  bienes  embargados  á  D.  Gregorio»  Ubach  se  pa- 
guen en  primero  y  preferente  lugar  á  los  Procuradores  de  herencias  (le 
las  parroquias  de  San  Jaime  y  del  Pino  de  aquella  ciudad  las  24.886  pe- 
setas con  12  céntimos  que  han  demandado  y  los  intereses  correspon- 
dientes á  razón  del  8  por  f  00  áuual  desde  27  de  Agosto  de  4875  hasta 
^ue  se  verifique  el  pago: 

Resultando  que  Doña  María  Jofré  y  Bnxeda  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  considerar  infringida  en  dicha  sentencia  la  doctrina  legal 
reconocida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  20  de  Diciembre 
de  4866  y  6  de  Noviembre  de  4867,  que  establece  que  la  voluntad  del 
testadores  la  primera  !ey  á  que  hay  que  atenerse  tratándose  de  las  úl- 
timas voluntades,  en  el  concepto  de  que  al  declarar  el  preferente  dere- 
cho de  los  demandantes  por  la  hipoteca  que  se  hace  pesar  sobre  los  bie- 
nes vinculados,  extendiéodolo  hasta  las  rentas  que  producían  y  que  co- 
rrespondían á  D.  Gregorio  Ubach,  como  usufructuario  de  la  herencia, 
se  impone  un  gravamen  que  no  solamente  no  impuso  el  testador,  sino 
que  expresamente  manifestó  su  voluntad  de  que  no  existiera: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  López  Montenegro: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  al  calificar  de  crédito  hipo- 
tecario de  preferencia  al  escriturario  no  sólo  el  capital  asegurado  en  la 
hipoteca,  en  lo  que  conviene  el  recurrente,  sino  también  los  réditos, 
lejos  de  infringir  la  doctrina  legal  invocada  por  aquél  como  único  mo- 
tivo de  casación  de  que  la  voluntad  del  testador  es  ley,  la  observa  pun- 
tualmente, puesto  que  la  indicada  disposición  testamentaria  ordena  que 
los  réditos  se  cobren  anualmente  aun  antes  de  realizarse  el  capital,  coa 
facultad  en  los  acreedores  de  percibir  de  los  arrendatarios  de  los  bienes 
las  rentas  necesarias; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  María  Jo- 
fré Bnxeda,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  con  devolu- 
ción del  apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  9  de 
Marzo  de  4883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  21  de  Agosto  del  misuo  año.) 
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Competencia  {\0  de  Marzo  de  4883).— ^Siti^a  íerc^ra.— Entrbga 
DE  BiEisKS. — Se  decide  á  favor  del  Juzgado  municipal  de  Aldealabad  la 
suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Horcajo  Medianero  con  motivo  del  co- 
nocimiento del  acto  de  conciliación  promovido  por  Francisco  Hernán- 
dez contra  Policarpo  Mayoral,  y  se  resuelve: 

4^  Que  seg4n  lo  diSf>uesío  en  el  art.  463  de  la  ley  de  Enjuiciamienío 
civil  vigente^  los  Jueces  municipales  del  domiciliOy  y  en  su  defecto  los 
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de  la  residencia  del  demandado,  son  los  únicon  competentes  para  autorir 
tar  los  ocios  de  conciliación  gue  ante  ellos  se  promnemn,  en  los  casos 
en  iy^e  con  arreglo  i  derecho  corresponda  celebrarlos; 

Y  2^  Que  reducido  el  hecho  á  los  limites  de  haberse  intentado  cele  - 
brar  un  acto  conciliatorio  para  la  reclamación  de  bienes  que  no  se  dC" 
terminan,  sin  que  exista,  por  tanto,  ni  una  demanda  formulada  ni  un 
juicio  ó  pleito  entablado  todavía^  es  tan  sólo  aplicable  la  disposición  del 
articulo  diado  y  no  el  56  y  ii^uientes,  y  entre  estos  el  62  de  la  misma 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  ia  villa  y  corle  de  Madrid,  á  10  de  Marzo  de  4883,  en  la  compe- 
tencia qoe  ante  Nos  pende  saseitada  entre  los  Jaeces  municipales  de 
Aldealabad  y  Horcajo  Medianero  acerca  del  conocimiento  acto  de  C911- 
ciliacidn  promovido  por  Francisco  Hernández  Valverde  y  otros  cóiitra 
contra  Polícarpo  Mayoral  sobre  entrega  de  bienes: 

Resaltando  qae  en  2  da  Setiembre  de  1882  Francisco  Hernández  Tal- 
verde  y  otras  acudieron  al  Juzgado  manicipal  de  Horcajo  Medianero 
demandando  á  acto  de  conciliación  á  Policarpo  Mayoral,  vecino  de  Al- 
de  Aldealabad,  para  qne  comu  beredero  de  sa  difunto  tío  Isidoro  YaI- 
verde,  vecino  que  fue  de  aquel  pueblo,  les  entregase  los  bienes  qne 
obraban  en  su  poder  de  la  pertenencia  de  su  mencionado  tío;  y  dirigido 
oficio  para  la  citación  del  demandado  pidió  al  Juez  de  Aldealabad,  cerno 
de  su  domicilio,  que  requiriese  de  inhibición  al  de  Horcajo  Medianero, 
como  así  lo  verificó,  fundándose  en  que  según  el  art.  463  de  la  lejf  de 
Enjuiciamiento  civil  cualquiera  que  sea  la  acción  que  se  trate  de  ejer- 
citar, será  Juez  competente  y  como  único  para  autorizar  los  actos  con- 
ciliatorios el  del  domicilio,  y  en  su  defecto  el  de  la  residencia  del  de- 
mandado: 

Resultando  que  el  Juez  municipal  de  Horcajo  Medianero,,  después 
de  oír  á  los  demandantes  y  al  Fiscal  se  negó  á  la  inhibición  requerida, 
teniendo  en  consideración  qne  según  la  regla  3^  del  art.  62  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  reates 
sobre  bienes  inmuebles  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  esté 
sita  la  cosa  litigiosa: 

Resaltando  que  por  haber  initistido  el  Juez  de  Aldealabad  en  el  re- 
querimiento de  inhibición,  uno  y  otro  elevaron  á  este  Tribunal  Supre- 
mo sus  respectivas  actuaciones  para  la  decisión  del  conflicto  jurisdic  - 
cional : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndez: 
Considerando  que,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  463  de  la  ley  de 
Enjuicuiciamiento  civil  vigente,  los  Jueces  municipales  del  domicifio, 
y  en  sa  defecto  los  de  la  residencia  del  demandado,  son  los  únicos  com- 
petentes para  autorizar  los  actos  de  conciliación  que' ante  ellos  se  pro- 
nunciabao,  en  los  casos  en  que  con  arreglo  á  derecho  corresponda  ce- 
lebrarlos: 

Considerando  que  reducido  el  hecho,  que  ha  dado  origen  á  la  com- 
petencia pendiente,  á  los  límites  de  haberse  intentado  celebrar  un  acto 
conciliatorio  para  la  reclamación  de  bienes  que  no  se  determinan,  ';sin 
qoe  exista,  por  tanto,  ni  una  demanda  formulada  ni  un  juicio  ó'  pleito 
entablado  todavía,  es  tan  sólo  aplicable  la  disposición  del  artículo  cUMo 
y  no  el  56  y  siguientes,  y  entre  éstos  el  62  de  la  misma  ley  de  Bn|ai> 
cíamiento  civil,  y  en  su  virtud  el  Juez  competente  es  el  munici{liii  de 
Aldealabad,  come  del  domicilio  del  demandado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  él  conocimiento 
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del  acto  de  conciiiacidn  de  que  se  trata  corresponde  al  Jaez  monícipal 
(té  Aldeaiabad,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones  para  que  proce- 
da con  arreglo  á  derecho;  póngase  «sta  resolución  en  conocimiento  del 
Juez  municipal  de  Horcajo  Medianero. — (Sentencia  publicada  el  I Ó  de 
liarzo  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  15  de  Mayo  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  {\2de  Marzo  de  lBBZ).^Sala primera,-^ 
Reclamack'n  ÍD£  DERECHOS  HEREDiTABios.— No  ha  tugar  al  interpuesto 
por  D.  Joaquín  Codina  con  Doña  Ramona  Codlna  (Audiencia  de  Barce- 
lona), y  se  resuelve: 

Que  si  bien  lo  expreso  y  tácito  tienen  mnchas  veces  la  misma  fuerza 
y  significación,  ha  podido  la  ley  prescribir  que  en  casos  determina- 
dos se  revele  el  pensamiento  del  primer  modo  y  no  otramento,  como  lo 
hace  la  Constitución  única,  til.  6®,  libro  6°,  volumen  \^de  las  de  Cata- 
luña, para  asegurar  asi  más  y  más  la  voluntad  de  los  testadores  y  evi- 
tar deducciones  que  se  prestan  á  diversos  pareceres  y  á  contiendas  ju" 
diciaUs. 

£q  lu  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Marzo  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  deCervera  y  en  la  Saia 
de  Jo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Doña  Ramona  Codina  y 
Canut,  representada  por  el  Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  y  San  ^ 
chez,  bajo  la  dirección  en  el  acto  de  la  vista  del  Doctor  D.  Manuel  Du- 
ran y  Bas,  con  D.  Joaquín  Codina  y  Canut,  y  en  su  nombje  el  Procu- 
rador D.  Antonio  Minguez  de  la  Puente,  dirigido  por  el  Licenciado  Don 
Francisco  Pí  y  Margall,  sobre  reclamación  de  derechos  hereditarios: 

Resultando  que  Doña  Teresa  Codina  y  Canut,  viuda  de  D.  José 
Francisco  Codina,  otorgó  testamento  en  la  villa  de  Tárrega  á  5  de  Oc- 
tubre de  1860,  haciendo  uso  de  la  facultad  concedida  por  su  difunto 
marido  en  su  testamento  de  26  de  Julio  de  1833,  y  por  las  razones  que 
consignó  aumento  hasta  la  cantidad  de  9.000  libras  catalanas  el  legado 
de  6.000  hecho  por  aquél  en  pago  de  sus  derechos  paternos  á  sus  hijos 
Cayetano  y  Felipe,  y  aumentó  también  hasta  la  misma  cantidad  el  de 
7.000  y  las  ropas  correspondientes  hecho  á  su  hija  Raimuuda,  babien  - 
do  ya  señalado  igual  cantidad,  movida  de  las  mismas  consideraciones, 
é  sus  hijos  Joaquín,  Ramón  y  Josefa  con  motivo  de  haberse  colocado 
en  matrimonio,  no  pudiendo  con  este  aumento  reclamar  cosa  alggna 
más  por  razón  de  sus  derechos  paternos  é  intestado  de  su  difunto  her- 
mano José  Francisco.  Legó  asimismo  á  cada  uno  de  sus  citados  hijos  é 
hijas  1.000  libras  catalanas  de  que  podrían  disponer  libremente  en 
pago  de  su  respectiva  legítima  materna  y  de  cualesquiera  otros  dere- 
chos que  les  compitieran  sobre  sus  bienes,  ordenando  otras  disposicio- 
nes relativas  al  pago  de  la  pensión  señalada  por  su  difunto  marido;  y 
de  todos  los  otros  bienes  suyos,  presentes  y  futuros  y  los  de  su  marido 
D.  José  Francisco  Codina,  usando  respecto  de  éstos  de  la  facultad  que 
en  su  testamento  la  concedió  para  elegir  heredero  de  los  mismos  á 
aquel  de  los  hijos  comunes  á  entrambos  que  tuviera  por  conveniente, 
8«gún  las  instrucciones  que  la  comunicó;  siguiendo  estas  instrucciones 
instituyó  heredero  suyo  universal  y  de  los  bienes  de  su  difunto  mari- 
do á  su  hijo  Felipe  Codina,  y  si  no  lo  fuese  por  no  poder  ó  no  querer, 
ó  siéndolo  muriese  sinliijo6,,ó  con  tales  ninguno  de  los  que  llegara  á 
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edad  de  testar,  padiera  únicamente  disponer  de  la  cantidad  de  9.000 
libras,  sastituyéndole  en  tales  casos  á  Joaquín  Godina,  y  que  viniendo 
respecto  de  éste  cualquiera  de  los  casos  prevenidos  en  la  institución  de 
Felipe,  pasara  la  herencia  con  las  mismas  condiciones  á  sus  hijos  Ra- 
món, Josefa,  Raimanda  y  Cayetano,  el  uno  después  del  otro,  por  el 
orden  con  que  los  acababa  de  nombrar,  pudlendo  el  último  disponer 
libremente: 

Resultando  que  ocurrido  en  25  de  Enero  de  1861  el  fallecimiento  áfi 
Doña  Teresa  Ganut,  su  hijo  y  heredero  D.  Felipe  Godina  formalizó  en 
{7  de  Febrero  siguiente  el  inventarío  de  los  bienes  propios  de  la  mis- 
ma y  de  los  de  la  casa  de  Godina,  habiendo  consignado  en  escrituras  de 
retro  venta  de  fincas  y  reducción  de  censales  en  i  2  de  Diciembre  de 
4865,  1^  de  Abríl  de  4868  y  28  de  Enero  de  1875  que  era  heredero  uni- 
versal de  los  bienes  y  derechos  de  sus  difuntos  padres,  pero  con  la 
condición  de  que  si  moría  sin  hijos  sólo  podría  disponer  deja  cantidad 
de  9.000  libras,  teniendo  que  pasar  lo  demás  á  su  hermano  D.  Joaquín: 

Resultando  que  D.  Felipe  Godina  falleció  sin  sucesión  en  28  de  Ju- 
nio de  1878,  con  testamento  otorgado  en  25  del  mismo  mes,  en  el  que 
instituyó  heredera  universal  de  todos  sus  bienes,  derechos  y  acciones, 
por  cualquier  título,  causa  ó  razón  que  le  correspondiesen,  así  cpmo 
de  los  frutos  de  cualquiera  especie  y  demás  que  le  pertenecíeta,  á  sa 
hermana  Doña  Ramona  Godina  y  Ganut  para  que  pudiera  disfrutar  y 
disponer  de  ellos  á  su  libre  voluntad: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Godina,  hermano  y  heredero  sustituto 
de  D.  Felipe,  se  incautó  al  fallecimieato  de  éste^  previo  inventarío,  de 
}os  bienes  que  integraban  las  herencias  de  los  padres  de  ambos,  y  ea 
45  de  Noviembre  del  mencionado  año  1878  dedujo  contra  él  Doña  Ra- 
mona Godina  en  el  indicado  concepto  de  heredero  universal  de  sus  re- 
feridos padres,  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  á  fin  de  que  como  he- 
redera que  á  su  vez  era  de  su  otro  hermano  D.  Felipe,  instituido  en 
primer  lugar  antes  que  el  primero  le  entregase  la  cuarta  parte  de  to- 
dos los  bienes,  derechos  y  acciones  que  dejara  D.  José  Francisco  Godi* 
na,  con  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir  desde  que  entró  en  po- 
sesión de  la  herencia,  á  que  le  pagase  ciertas  pensiones  indebidamente 
percibidas  y  le  abonase  difentes  cantidades  por  derechos  de  legitima 
paterna  y  materna,  le  devolviese  unas  caballerías  y  efectos  ó  su  valor, 
le  abonase  el  importe  de  ciertos  trabajos  agrícolas  y  de  mejoras  útiles 
y  necesarias  realizadas  en  los  bienes,  rindiese  cuentas  del  importa  de 
lo  percibido  como  usufructuario  de  dichos  patrimonios,  le  pagase  ei 
saldo  de  cierta  liquidación  practicada  por  ambos  hermanos  y  le  paga* 
ra  la  última  anualidad  del  arrendamiento  de  cierto  patrimonio: 

Resultaado  que  respecto  de  la  primera  de  las  pretensiones  conte- 
nida en  la  demanda,  única  que  es  objeto  del  actual  recurso,  expuso  la 
demandante  después  de  hacer  mérito  del  testamento  de  so  madre,  que 
al  fallecimiento  sin  hijos  del  primer  heredero  nombrado  D.  Felipe,  que 
dejó  á  la  demandante  por  Su  heredera,  y  antes  de  que  se  liquidara  la 
herencia  se  incautó  el  demandado  de  la  misma,  y  que  á  D;  Felipe  le 
correspondía  detraer  la  cuarta  treveliánica,  mediante  la  restitución  que 
se  le  había  impuesto: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Godina  impugnó  la  demanda,  reconvi- 
niendo á  su  vez  á  la  demandante  para  que  dejase  á  su  disposición  una 
oficina  ó  local  donde  se  hallaba  una  máquina  de  destilar  aguardiente, 
y  sobre  otros  extremos  sosteniendo  que  la  demandante  carecía  de  de* 
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Techo  para  deducir  la  coarta  parte  de  los  bienes,  derechos  y  acciones 
^e  la  herencia  de  D.  José  Francisco  Godina,  y  alegando  para  ello  que 
fué  prevención  terminante  de  U  testadora  que  si  moría  D.  Felipe  sin 
sucesión  únicamente  podía  disponer  de  9.000  libras:  que  esta  condi- 
ción podú  considerarse  tradicional  en  la  familia  de  Codina,  pues  no 
solamente  la  impuso  su  padre  en  su  testamento,  sino  que  el  abuelo  al 
casarse  su  hijo  le  hizo  donación  y  heredamiento  universal  mediante  la 
misma  condición:  que  D.  Felipe  Godina,  heredero  directamente  inte- 
resado en  este  asunto,  conociendo  perfectamente  la  voluntad  de  sus  pa- 
dres y  no  queriendo  apartarse  de  ella,  había  reconocido  y  declarado 
en  los  documentos  públicos  que  había  otorgado  que  su  derecho  estaba 
limitado  y  reducido,  para  el  caso  de  fallecer  sin  sucesión,  á  poder  dis- 
poner únicamente  de  la  suma  de  9.000  libras  catalanas,  equivalentes  á 
24.000  pesetas: 

Resultando  que  la  demandante  sostuvo  al  replicar  la  procedencia 
del  abono  de  la  cuarta  tréveliánica  que  reclamaba  como  correspondien« 
te  ásu  hermano  D.  Fefipe,  heredero  fiduciario  nombrado  por  la  madre 
común  Doña  Teresa  Ganut,  porque  al  establecer  ésta  que  D.  Felipe  pa  • 
diese  disponer  únicamente  de  9.000  libras,  no  hizo  más  que  señalarle 
la  misma  cantidad  que  por  legítima  paterna  asignó  á  sus  demás  hijos, 
con  cuyo  señalamiento  de  todo  punto  indispensable,  yaque  aumentaba 
el  tipo  establecido  por  el  padre,  no  hacía  tampoco  más  que  indicar, 
para  evitar  ulteriores  cuestiones,  que  el  propio  D.  Felipe  llegado  el 
caso  quedaba  equiparado  á  aquéllos;  pero  no  podía  deducirse  de  ello 
que  D.  Felipe  quedase  privado  de  detraer  la  cuarta  tréveliánica,  ni 
tampoco  del  contexto  de  las  escrituras  presentadas  que  D.  Felipe  reco- 
nociese que  estaba  inhibido  de  realizar  dicha  detracción: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Codina  insistió  en  su  inscrito  de  duplica 
en  que  no  correspondía  la  detracción  de  la  cuarta  tréveliánica,  porque 
Doña  Teresa  Ganut  en  su  testamento  usó  de  las  palabras  de  que  única- 
mente podría  disponer  de  9.000  libras  si  el  instituido  D.  Felipe  moría 
sin  sucesión,  respetando  con  esto  la  tradición  de  la  familia,  ^ue  venía 
imponiendo  esta  misma  condición  en  todas  las  cartas  de  sucesión  con  el 
fin  de  conservarla  casa  secular;  condición  que  había  aceptado  y  reco- 
nocido D.  Felipe  Godina: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  dictó  sentencia  declarando  que  D.  Felipe  Godina  y  en 
el  día  su  heredera  no  tenía  derecho  á  detraer  de  los  bienes  de  la  heren- 
cia fiduciaria  la  cuarta  parte  llamada  tréveliánica,  haciendo  sobre  los 
demás  extremos  objeto  de  la  demanda  diferentes  pronunciamientos;  y 
que  interpuesta  apelación  por  la  demandante,  la  Sala  segunda  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Barcelona  revocó  en  cuanto  á  dicho  extremo  en 
6  de  Mayo  de  1382  la  sentencia  apelada  declarando  que  Doña  Ramona 
Godina,  en  su  calidad  de  heredera  de  su  hermano  D.  Felipe,  tiene  de- 
recho á  la  detracción  de  la  cuarta  tréveliánica  de  la  herencia  de  su  pa- 
dre D.  José  Francisco  Godina,  sin  que  procediera  hacer  igual  declara- 
ción acerca  de  la  de  su  madre  Doña  Teresa  Ganut  por  haberse  ilmitado 
á  la  primera  de  sus  dos  herencias  la  petición  de  la  demanda  sobre  dicha 
detracción: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Godina  y  Ganot  interpuso  recurso  de  ca- 
sación contra  el  extremo  referido  de  la  sentencia  y  sosteniendo  en  el 
fondo  del  escrito  que  las  palabras  usadas  por  la  testadora  de  que  el  ins- 
tituido podría  disponer'únicamente  de  9.000  libras  eran  claras  y  ex- 
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presas  para  prohibir  la  detracción  de  la  coarta  treveiiáoica:  que  la  to* 
iantad  del  testador  era  por  otra  parte  ciara,  haciendo  imposible  teda 
interpretación,  hallándose  explicada  por  las  tradiciones  y  costumbres 
de  la  famillia,  dedujo  de  estas  consideraciones  qoe  se  habían  infrin* 
gido: 

<<*  La  Constitoción  única»  tit.  6^,  libro  6^  volumen  1^  de  las  de  Ca- 
talana, base  y  fnndamento  de  la  sentencia: 

2*  La  cláQsala  del  testamento  de  5  de  Octobre  de  1860,  en  qae  Doña 
Teresa  Canot  estableció  el  fideicomiso: 

3<^  Las  leyes  S5  y  69  del  libro  32  del  Dige&to: 

i""  La  ley  5<',  lit.  39  de  la  Partida  7^ 

5^  Las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  SO  de  Diciembre  de 
1866,  6  de  Noviembre  de  4867  y  13  de  Marzo  de  i868; 

Y  6''  La  ley  IS,  lü.  H,  libro  50  del  Digesto: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Días  de  Rueda: 
Considerando  qne  la  sentencia  no  infringe  ias  disposiciones  y  doc- 
trina que  invoca  la  parte  recurrente,  porque  si  bien  lo  expreso  y  táei« 
to  tienen  mochas  veces  la  misma  fuoiza  y  significación,  ha  podido  la 
ley  prescribir  qne  en  casos  determinados  se  revele  el  pensamiento  del 
primer  modo  y  no  otramento,  como  lo  hace  la  Constitución  catalana 
que  se  cita,  para  asegurar  asi  más  y  más  la  voluntad  de  los  testadores 
y  evitar  deducciones  que  se  prestan  á  diversos  pareceres  y  á  contien» 
das  judiciales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquín  Codina  y  Canut,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  cer- 
tificación correspondiente  con  la  devolución  del  apuntamiento  y  del 
documento  qoeAa  remitido.— (Sentencia  poblieada  el  12  de  Marzo  do 
1883,  é  inserta  en  la  Gac$ta  de  24  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Competencia  (i 2  (ftf  Jüarzo  de  1883)— S«¿a  ^tfr¿;^ra.— Bbndigiók 
DE  CUENTAS.— Se  decide  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Pilar  de  Zaragoza  la  suscitada  con^l  de  igual  clase  del  dis- 
trito del  Hos{  icio  de  Madrii  sobre  conocimiento  de  la  demanda  esta* 
blada  por  D.  Benito  Otero  y  otros  con  D.  £osebio  £lor£,  y  se  re* 
suelve: 

Que  según  dispone  el  núm  1^  dtí  art,  62  de  laúUima  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  en  los  Juicios  en  que  se  eyercilen  acciones  pfrsonaies 
será  Juez  compe tente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  abliffaeión^ 
y  á  falla  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  deman- 
dado, ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  il^  aunque  aeciden- . 
talmente f  pudiera  hacerse  el  emplaeamiento: 

En  la  vilfa  y  corte  de  Madrid,  á  42  de  Marzo  de  1883,  en  la  compe^ 
tencia  pendiente  ante  Nos,  promovida  por  el  Juez  de  primera  intancia 
del  disiriio  del  Pilar  de  Zaragosa  al  de  igual  clase  del  distrito  del  Hos-* 
cío  de  Madrid  sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  en  este  úi* 
timo  por  D.  Benito  de  Otero  y  Rosillo,  D.  Ensebio  Pontón,  Doña  Caia-. 
lina  Lacomme  y  D.  Francisco  Javier  Asnares,  que  se  han  personado^en ' 
este  Supremo  Tribunal,  ret)resentados  por  el  Procurador  D«  Manuel 
Ordófiee,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Eduardo  Romero  Paz»  eon:> 
D.  Eosebio  Elora  é  Iraoheta,  como  Gerente  y  representantelegitimo dét¿ 
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la  razón  social  Blor^  y  compañía,  en  liquidación,  hoy  su  viada  y  here-*- 
dera,  que  ha  comparecido,  representada  por  el  Procurador  D.  Juan  Pas* 
cual  García  y  defendida  por  el  Licenciado  D.  Enrique  Pérez  Hernándt']^ 
sobre  rendición  de  cuentas: 

Resultando  que  D.  Benito  de  Otero,  D.  Ensebio  Pontón  y  D.  María- 
no  Larripa  constitoyeron  una  Sociedad  accidental  ó  de  cuentas  en  par- 
ticipación con  los  Sres  Elorz  y  compañía,  de  Zarag^oza,  paira  el  sumi- 
nistro de  víveres  con  destino  al  Eiército,  y  conforme  á  lo  que  verbaU 
mente  había  convenido,  se  pasaron  respectivamente  una  carta  fechada 
en  Madrid  á  20  de  Julio  de  1875,  consignando  para  la  debida  claridad 
que  las  ventas  de  víveres  y  efectos  que  respectivamente  se  les  ajjndi- 
casen  serían  ppr  cuartas  partes,  evitando  de  este  modo  la  competencia 
entendiéndose,  tanto  en  pagos  y  cobros  como  en  utilidades  y  pérdidas, 
y  sin  perjuicio  de  que  cada  interesado  llevaiia  su  contabilidad,  la  cuen- 
ta general^de  la  negociación  seria  llevada  por  la  casa  de  Elorz  y  compa- 
ñía, que  recibiría  de  los  demás  las  correspondientes  notas  de  cada  ope- 
ración, liquidándose  las  cuentas  al  fin  de  carda  grupo  de  venta  ó  á  fia 
de  cada  mes,  según  se  viere  más  conveniente: 

Resultando  que  los  referidos  D.  Ensebio  Elorz,  como  liquidador  de 
la  casa  de  Zaragoza  Elorz  y  compañía,  D.  Benito  de  Otero,  D.  Easebio 
Pontón  y  D.  Francisco  Javier  Asnares,  como  testamentario  de  D.  Maria- 
no Larripa,  en  documento  que  firmaron  en  esta  corte  á  4  de  Marzo  de 
IS78,  consignaron  y  detallaron  los  artículos  que  habían  sido  objeto  de 
ídii  contratación  de  20  de  Junio  de  1875  para  el  Ejército  del  Norte  en  la 
pasada  guerra  civil  y  que  procedían  de  subastas  ó  contratas  con  la  Ad- 
ministración militar: 

Rf  8«)ltando  que  D.  Benito  Otero  Rosillo,  D.  Ensebio  Pontón  y  Flor, 
Doña  Catalina  Laeomme  y  D.  Francisco  Javier  Asnares;  viuda  y  here-. 
dera  y  testamentaría  de  D.  Mariano  Larripa,  dedujeron  demanda  ^n 
esta  corte  en  i5  de  Octubre  de  í 879,  que  correspondió  por  repartimien- 
to al  Juzgado  del  distrito  del  Hospicio  para  que  se  condenase  á  D.  En- 
sebio Elorz  é  Iracheta,  como  Gerente  y  legítimo  representante  de  la  ra- 
zón social  Elórz  y  compañía,  en  liquidación  á  rendir  la  oportuna  cuen- 
ta geeeral  de  las  operaciones  que  por  virtud  de  las  contratas  efectuadas 
con  la  Dirección  administrativa  del  Ejército  corrieron  á  cargo  de  la  So- 
ciedad accidental  ó  de  cuentas  en  participación  referida,  así  como  abo- 
narles el  importe  del  saldo  que  resultase  á  favor  de  los  demaudantes, 
con  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  les  hubieran  irro- 
gado y  se  les  irrogasen  por  la  falta  de  cumplimiento  de  lo  convenida, 
alegando  respecto  á  la  competencia  del  Juzgado  de  Madrid  que  no  po- 
día ocurrirse  duda  alguna  acerca  de  ella,  puesto  que  ejercitándose  una 
acción  personal,  era  competente  el  Juez  del  lugar  en  que  debía  cum- 
plirse Ja  obligación,  toda  vez  que  se  había  convenido  por  Elorz  y  com- 
pañía rindieran  en  Madrid  á  los  demás  interesados  las  cuentas  genera- 
les de  las  operaciones  practicadas : 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Ensebio  Elorz 
en  la  representación  indicada,  se  libró  para  su  emplazamiento  el  opor^- 
tuno  eiborto  al  Juez  decano  de  los  de  primera  instancia  de  Zaragoza, 
pero  no  hallándose  aquél  en  dicha  ciudad,  á  virtud  de  nuevo  exhorto 
fué  emplazado  en  la  villa,  de  Falces: 

Resultando  que  á  consecuencia  de  dicha  oitaclón  acudió  al  Juzgado 
de  Zaragoza  D«  Ensebio  Qlorz  para  que  se  requiriera  de  inhibición  al  de 
Madrid,  fundado  en  que  en  el  contrato  no  se  había  designado  á  Madrid 
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como  logar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  y  no  habiendo  podida 
emplazársele  allí,  el  logar  qae  sartía  faero  era  Zaragoza,  domicilio  do 
la  Sociedad  demandada: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pilar  de 
dicha  ciudad,  después  de  haber  oído  al  Promotor  fiscal^  proveyó  auto 
declarándose  competente  para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Benito  de  Otero  y  consortes,  y  mandando  requerir  de  inhibición  al 
Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital,  fundándose  para 
ello  en  que  la  asción  ejercitada  era  meramente  personal,  y  que  no  exis- 
tiendo sumisión,  su  conocimiento  correspondía  al  Juez  del  domicilio  del 
demandado,  ya  que  ni  constaba  el  punto  en  que  la  obligación  debiera 
cumplirse,  ni  aparecía  que  el  demandado  Subiera  sido  emplazado  en  el 
lugar  del  eontrator 

Resultando  que  el  Juez  de  Madrid,  oíJos  los  demandantes  y  el  Pro- 
motor fiscal,  se  negó  á  la  inhibición,  sosteniendo  su  competencia,  fun- 
dándose para  ello  en  que  si  bien  el  contrato  de  SO  de  Junio  de  4875  no 
expresaba  el  lugar  en  que  debió  cumplirse,  y  sólo  determinaba  que  la 
cuenta  general  se  llevaría  por  la  casa  Elorz  y  compañía  de  Zaragoza, 
y  que  cada  interesado  llevaría  su  contabilidad,  los  actos  posteriores  ex- 
cluían la  idea  de  que  la  rendición  d«  cuentas  hubiera  de  hacerse  preci- 
samente en  Zaragoza  y  no  en  Madrid:  que  procediendo  de  la  DireccióQ 
general  de  Administración  militar  las  ventas  de  víveres  y  efectos  obje* 
to  del  contrato,  habiéndose  éste  otorgado  en  Madrid  y  cumplido  en  el 
mismo  con  fecha  4  de  Marzo  de  4878,  fijando  los  artículos  que  fueron 
objeto  de  aquél,  sin  consignar  protesta  ni  reserva  de  so  domicilio  por 
parte  de  Elorz,  quedaba  demostrado  de  una  manera  tácita  que  Madrid 
y  no  Zaragoza  era  el  lugar  donde  debía  cumplirse,  y  que  aquel  Juzga- 
do del  Hospicio  era  competente  para  conocer  de  la  demanda: 

Resultaudo  (fue  el  Juzgado  de  Zaragoza  insistió  en  la  inhibición,  y 
que  en  virtud  de  uno  y  ojtro  han  remitido  las  actuaciones  á  este  Supre- 
mo Tribunal: 

Vista,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  de  Ángulo: 

Considerando  que  según  dispone  el  núm.  \^  del  art.  62  de  la  última 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones 
personales  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la 
obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del  domici* 
lío  de!  demandado,  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aun- 
que accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento: 

Considerando  que  en  el  caso  presenté  la  acción  entablada  es  perso- 
nal, el  demandado  está  domiciliado  en  Zaragoza,  la  liquidación  de  las  ne- 
gociaciones que  hicieran  los  asociados  se  habían  de  ejecutar  por  la  Com- 
pañía Elorz,  á  ésta  debían  remitirse  las  notas  correspondientes,  esta- 
blecida se  hallaba  en  dicha  ciudad,  por  consiguiente  al  Juez  de  la  mis- 
ma correspondía  en  su  caso  conocer  de  la  demanda  sobre  la  liquidación 
que  es  el  objeto  de  la  presente;  y  con  arreglo  á  la  disposición  citada,  así 
ctímo  por  la  del  art.  5^  de  la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil,  sin 
que  pueda  tomarse  en  cuenta  para  decidir  esta  cuestión  que  los  asocia- 
dos celebraran  contratos  con  la  Administración  militar,  ni  fijaran  los 
artículos  sobre  que  habían  de  girar,  porque  no  son  objeto  de  la,  de-< 
manda: 

Vistas  las  disposiciones  citadas, 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  la  demanda  entablada  por  D.  Benito  de  Olerp  y  Rosillo  y  otros  con- 
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tra  D.  Ensebio  Elorz  é  Iracbeta,  como  Gerente  y  representante  legíti- 
mo de  la  razón  social  JSlorz  y  compañía^  en  liquidación,  hoy  so  viada  y 
heredera,  corresponde  al  Joez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pi- 
lar de  Zaragoza,  al  qae  se  remitan  todas  las  actuaciones  para  los  efec- 
tos de  derecho;  y  póngase  esta  resolución  en  conocimiento  del  Jaez  del 
dtstrito  del  Hospicio  de  Madrid,  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  par* 
tes  las  costas  ocasionadas  en  este  Supremo  Tribunal.— (Sentencia  pa- 
hijeada  eM2  de  Marzo  de  {883,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  81  del  mismo 
mes  y  a&o.) 

86 

Keeurao  de  casación  (\2  de  Harzo  de  4883).-— iS'a^a  primera. 
—Pago  de  pesetas.— No  ha  Jugar  al  interpuesto  por  D.  Juan  Ortega  con 
D.  José^  Davó  (Audiencia  de  Granada),  y  se  resuelve: 

Que  para  ¿os  efectos  del^recurso  de  casación^  cuando  no  se  demues- 
tra  que  la  Sala  sentenciadora  al  apreciar  las  pruebas  sobre  cuestiones 
de  hecho  ha  incurrido  en  alguno  de  los  errores  previstos  por  d  núm,  V 
del  art.  4698  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha  de  estarse  á  su  apre- 
dadén,  teniendo  por  existentes  ó  incierto  los  hechos  alegados  for  las  par- 
tes, según  que  dicha  Sala  los  califique^  sin  que  sea  suficiente  motivo 
para  impugnar  este  juicio  la  circunstancia  de  no  expresarse  en  la  sen^ 
iencia  todos  los  medios  probatorios  empleados  en  el  pleito,  pues  esto  no 
significa  que  haya  dejado  de  tenerlos  en  cuenta: 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  é  U  da  Marzo  de  4883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtod  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Mer- 
ced >de  Málaga  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  por 
D;  José  Davó  y  Penalva,  vecino  y  del  comercio  de  Málaga,  representa- 
do por  el  Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez,  bajo  la  direo* 
ción  del  Doctor  D.  Eiígenio  Montero  Ríos,  con  D.  Juan  Ortega  Muñoz, 
propietario,  de  la  misma  vecindad,  y  en  su  nombre  el  Procurador  Don 
Constantino  Rodero,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  León  Medina,  sobre 
pago  de  pesetas: 

Resultando  que  D  José  Davó  y  Penalva  dedujo  en  12  de  Junio  de 
4880  contra  D.  Joan  Ortega  Muñoz  la  demanda  objeto  de  estos  autos, 
en  la  que  estableció  como  hechos  que  Ortega  concertó  con  el  deman* 
dante  la  compra  al  contado  de  440  arrobas  de  pimiento  molido,  á  45 
pesetas  arroba,  que  habían  de  ser  embasadus  en  70  latas  con  las  segu- 
ridades convenientes  para  su  embarque,  las  cuales  se  facilitarían  y  cos- 
tearían por  Ortega,  quedando  el  embaso  á  cargo  del  vendedor,  lleván- 
dose á  efecto  por  sus  operarios,  siendo  de  cuenta  de  aquél  los  gastos  de 
la  operación:  que  él  mismo  puso  en  el  establecimiento  de  Davó  las  latas 
que  fueron  entregadas  por  el  maestro  D.  Nicolás  Sapeira,  á  quien  las 
paga  Ortega;  entregánaotas después  Davó  á  éste  con  el  pimiento  moli- 
do y  recibiéndolas  el  comprador,  que  dispuso  su  traslacióa  al  muelld 
para  su  embarque;  que  en  dicho  acto  no  satisfizo  el  demandado  el  impor- 
te del  pimiento  y  gastos  por  no  haberse  estipuladoque  fuera  al  conta- 
do;  pero  que  con  posterioridad  se  le  había  reclamado  sin  resultado  al- 
gQno«  por  lo  cual  para  preparar  la  acción  ejecutiva  había  solicitado  la 
ronfesión  judicial:  que  en  ella  no  solamente  había  negado  ser  en  deber 
la  cantidad  objeto  de  la  reclamación,  sino  también  la  entrega  del  pi- 
miento, faltando  así  á  la  verdad  de  los  hechos  y  contradiciendo  sus  rei-^ 
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leudas  confesiones  extrajudiciales  al  pretextar  excasas  para  el  pago  en 
todas  las  ocasiones  en  qne  se  le  había  exigido;  y  citando  en  apoyo  de 
su  derecho  la  ley  4%  til.  1^,  libro  19  de  la  Novísima  Recopilación  y  la 
doctrina  jurídica  derivada  de  la  mianaa  de  que  las  obligaciones  licita- 
mente contraidas  deben  ser  cumplidas  puntual  y  religiosamente,  termi- 
nó suplicando  se  condenase  AD.  Juan  Ortega Muúoz  á  dar  y  pagar  al  de- 
mandante en  el  término  de  tercero  día  el  importe  de  las  140  arrobas  do 
pimiento  molido,  flor  buana,  y  el  de  los  gastos  ocasionados  por  la  fae- 
na de  embase  de  las  mismas,  ascendentes  en  junto  á  la  cantidad  de 
8.432  rs.  con  más  los  intereses  legales  á  razón  del  6  por  100  desde  el 
día  en  que  incurrió  en  mora,  las  costas  devengadas  en  las  diligencias 
preparatorias  de  ejecución  antes  aludidas  y  todas  las  del  juicio: 

Resultando  que  D.  Juan  Ortega  Muñoz  impugnó  la  demanda  negan- 
do los  hechos  de  ella  y  rechazando  que  hubiera  otorgado  obligación 
alguna  directa  y  voluntariamente  con  el  demandante  y  que  la  contra- 
decía por  la  manera  genérica  y  vaga  con  que  se  exponía  la  obligación 
cuyo  cumplimiento  se  pedía;  manifestando  al  absolver  posiciones  que 
no  compró  á  Davó  el  pimiento  molido,  que  lo  había  adquirido  como 
otras  veces  de  D.  Pedro  Fjernández  de  Labandera,  el  cual  en  sn  nombre 
propio,  por  sn  cuenta  y  bajo  su  responsabilidad  lo  compró  legítima- 
mente á  D.  José  Davó  el  cual  había  reconocido  en  Fernández  de  Laban- 
dera el  comprador  del  género  y  el  obligado  directamente,  no  sólo  por 
habérselo  vendido  y  entregado  de  su  orden,  sino  por  haberle  reclamado 
su  precio,  remitiendo  á  las  pruebas  el  éxito  de  sus  afirmaciones: 

Resaltando  que  el  demandante  ratificó  al  replicar  los  hechos  de  su 
demanda,  añadiendo  que  Ortega  reconocía  y  confesaba  la  adquisición 
de  la  partida  de  pimiento,  si  bien  faltando  á  la  verdad,  la  suponía  he- 
cha ú  otra  persona  que  el  demandante:  que  éste  la  vendió  directa  y 
personalmente  á  Ortega,  y  que  era  inexacto  que  la  adquisición  la  hi- 
ciera por  otros  medios  ni  de  otra  persona,  no  habiendo  satisfecho  el 
precio: 

Resaltando  que  administrada  por  las  partes  prueba  de  testigos  y 
sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de.  la  Audien- 
cia de  Granada  dictó  en  13  de  Julia  de  1882  sentencia  revocatoria,  con- 
denando á  D.  Joan  Ortega  y  Muñoz  á  dar  y  pagar  dentro  de  tercero  día 
á  D.  José  Davo  y  Penalva  el  importe  de  las  i40  arrobas  de  pimiento 
molido  que  por  éste  le  fueron  vendidas  y  los  gastos  ocasionados  por  la 
jaena  de  embase  hechos  de  su  orden,  que  ascendían  un  junto  á  2.180 
pesetas,  y  los  intereses  legales  á  razón  del  6  por  100  desde  que  incurrió 
en  mora,  sin  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Juan  Ortega  Muñoz  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  haberse  infringido  á  sn  juicio: 

I®  Las  leyes  4*  y  6*,  til,  2**,  Partida  4%  que  definen  la  costumbre  y 
la  fuerza  de  esta  fuente  del  derecho,  así  como  la  jurisprupencia  de  esto 
Tribunal  Suprenao,  confirmatoria  de  dichas  disposiciones  legales  con- 
tenidas en  sos  fallos  de  26  de  Setiembre  de  4860  y  6  de  Junio  de  1867, 
pues  aparecía  justificado  que  era  costumbre  en  la  plaza  de  Málaga  con- 
siderar tan  sólo  comprado  en  el  género  de  ventas  de  que  se  trataba  en 
este  pleito  á  aquél  qae  suscribía  la  orden  en  que  por  escrito  se  comuni- 
caba al  vendedor  paracjue  permitiera  la  salida  de  los  géneros  vendidos 
de  su  almacén,  y  el  que  la  dio  no  fué  el  recurrente  (Jue  había  contra- 
lado  con  Davó,  sino  Fernandez  de  Labandera: 
2®    La  ley  1",  tít.  5^  de  la  Partida  5*,  citada  en  la  sentencia,  que  de- 
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fine  el  contrato  de  compraventa,  paes  demostrado  que  no  podía  el  re- 
currente ser  considerado  como  comprador  respecto  de  Davó,  y  faltando 
esta  base  para  f andar  en  él  reclamación  jarídica  entre  ambos,  era  evi- 
dente  qne  no  cabía  aplicarse  en  este  pleito  la  citada  ley: 

3*  La  ley  1%  tít.  14  de  la  Partida  3%  y  la  jarlspradencia  constante 
de  este  Sapremo  Tribunal,  que  confirma  y  da,  si  cabe,  mayor  fuerza  y 
eficacia  á  la  doctrina  legal  que  se  desprende  de  la  citada  ley  de  Partí* 
da,  por  cuanto  la  sentencia  no  había  tenido  en  cuenta  la  prueba  sobre 
el  hecho  evidente  de  qne  las  mercancías  fueron  sacadas  del  almacén  en 
virtud  de  orden  que  no  fué  dada  por  el  recurrente,  cuya  prueba,  contra 
)a  cual  nada  había  aducido  de  contrario,  venía  á  resolver  el  punto  liti- 
gioso respecto  de  quien  era  el  comprador,  ajustándose  á  la  eostnbrede 
la  plaza  de  Málaga,  habiéndose  infringido  también  la  ley  3*,  tit.  t%  de 
la  Partida  3%  pues  no  se  había  tenido  en  cuenta  la  verdad  sabida  por 
el  averiguamiento  ó  prueba  practicada: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  qne  para  los  efectos  del  recurso  de  casación,  cuando 
no  se  demuestra  que  la  Sala  sentenciadora  al  apreciar  las  pruebas  sobre 
cuestiones  de  hecho  ha  incurrido  en  alguno  de  los  errores  previstos  por 
el  núm.  V  del  art.  469t  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha  de  estarse 
á  su  apreciación,  teniendo  por  existentes  ó  inciertos  los  hechos  alega- 
dos por  las  partes,  según  que  dicha  Sala  los  califique,  sin  que  sea  sufi- 
ciente motivo  para  impugnar  este  juicio  la  circunstancia  de  no  expre- 
sarse en  la  sentencia  todos  los  medios  probatorios  empleados 'en  el  plei- 
to pues  esto  no  significa  que  haya  dejado  de  tenerlos  en  cuenta: 

Considerando  que  conforme  el  principio  sentado,  son  inaplicables  y 
nd  han  podido  ser  infringidas  las  leyes  qne  se  sitan  en  los  tres  únicos 
motivos  del  presenté  recurso,  porque  la  Sala  sentenciadora,  apreciando 
en  conjunto  las  pruebas  suministradas  por  una  y  otra  parte,  establece 
como  probado  qne  D.  Juan  Ortega  Muidos  contrató  directamente  con 
D.  José  Davó  y  Penal  va  la  compraventa  de  la  mercancía  de  que  se  tra- 
ta, conviniendo  en  el  precio  y  demás  condiciones  propias  de  dicho  con 
trato,  y  ni  las  leyes  invocadas  dan  regias  para  la  apreciación  de  las 
pruebas,  ni  en  el  recurso  se  señala  el  documento  ó  acto  auténticos  de 
los  cuales  resulte  la  evidente  equivocación  del  juzgador; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Ortega  Muñoz,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Granada  la  certifica- 
ción correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re- 
mitido.— (Sentencia  publicada  eH3  de  Marzo  de  4883,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  24  de  Agosto  del  mismo  año.) 

87 

Recurso  de  «asaetón  (13  de  Mar%o  de  h%%V¡,Sala  primera, — 
Renoicíóiy  de  cuektas. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  María 
Cánovas  con  Fermín  Vieia'y  Cánovas  y  otros  (Audiencia  de  Zar8g07a), 
y  Se  resuelve: 

'  Que  no  se  infríngela  leyUh^  tít.  46,  Partida  6*,  que  imponed  todo 
guardador  de  huérfanos  luego  g%e  se  acabe  tu  oficio  fila  obligación  de 
dar  luena  cuenta  o  verdadera  de  toio%  los  bienes  del  huérfano,  también 
mueble  como  raiz^vpor  la  sentencia  que  no  se  refiere  á  estas  cuentas 
ni  absuelve  de  esa  obligación^  sino  de  io  pedido  en  la  demanda,  limitada 
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á  que  se  condenase  á  los  demandadas  como  herederos  del  tutor  y  cura- 
dor á  entregar  á  la  recurrente  una  cantidad  determinada  á  no  justificar 
la  inversión  dada  á  la  misma  en  el  supuesto  de  haberla  recibido  dicho  tu- 
tor,  que  la  Sala  sentenciadora  estima  no  ha  sido  probado,  sin  que  haya 
sido  impugnada  esta  apreciación, 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  Marzo  de  i883,  en  los  antos^ 
que  ante  nos  penden  seguid'  s  en  el  Juzgado  de  nrimera  instancia  de 
AtHca  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  por  Doña 
Marfa  Cánovas  Monserrat  con  Fermín,  Juana,  Teresa  y  Melchora  Vela  y 
Cánovas,  representadas  las  dos  últimas  por  su  curador  ad  litem  D.  Be- 
nito Romanos,  sobre  rendición  de  cuentas;'autos  que  penden  ante  Nos 
en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  á 
nombre  de  la  Doña  María  Cánovas  por  el  Procurador  D.  Manuel  Marino^ 
bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Manuel  García  Gordo  no  habiéndo- 
se personado  ante  este  Tribunal  Supremo  los  demás  interesados: 

Resultando  que  en  1 5  de  Junio  de  1880  María  Cánovas  y  Monserrat 
dedujo  demanda  ordinaria  por  acción  personal,  por  sí  y  como  heredera 
de  sus  hermanos  Domingo,Jo8é  y  Benito  Cánovas  y  Monserrat,  contra 
Fermín,  Juana,  Teresa  y  Melchor  Vela  y  Cánovas,  como  hijos  y  suce- 
sores de  Fernando  Vela,  en  la  que  expuso  que  en  el  año  1866  se  hizo 
cargo  el  Fernando  de  la  tutela  y  cúratela  Maiía,  Domingo,  José  y  Be- 
nito Cánovas,  según  la  certificación  del  Registrador  que  acompañaba: 
que  de  ésta  aparecía  que  á  dichas  menores  correspondía  un  capital  de 
10  á  19.000  rs.  con  intereses  del  6  por  100  de  tres  años  que  el  tutor  y 
curador.  Fernando  Vela  aseguró  con  fianza  hipotecaria:  que  en  "SI  de 
Enero  de  1869  falleció  Fernando  Vela  sin  haber  entregado  á  sus  pupi- 
los ó  menores  el  capital  que  les  pertenecía,  sin  que  posteriormente  lo 
hayan  hecho  sus  hijos  los  demandados:  que  muertos  Domingo,  José  y 
Benito,  hermanos  de  la  demandante,  ésta  representaba  sus  derechos 
por  la  declaración  de  heredera:  (¡ue  al  tutor  y  curador  habían  sucedido 
por  Ministerio  de  la  ley  sus  hijos  Fermín,  Juana,  Teresa  y  Melchora 
Vela  y  Cánovas,  los  cuales  se  negaban  á  entregar  á  la  demandante  el 
referido  caudal,  y  concluyó  solicitando  que  se  declarase  que  los  deman- 
dados se  hallaban  obligados  á  entregar  á  María  Cánovas  y  Monserrat 
2.912  pesetas,  importe  del  capital  que  pertenecía  á  la  misma  y  á  sus 
hermanos  y  causababientes  cuando  se  encargó  de  su  tutela  y  cúratela 
Fernando  Vela  á  no  justificar  legalmente  la  inversión  dada  á  este  ca^ 
pital: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  los  demandados,  por  su  no 
comparecencia  fueron  declarados  rebeldes  Fermín  y  Juana,  entendién- 
dose las  diligencias  con  los  estrados,  y  el  curador  ad  litem  del  Melchor 
y  Teresa  Vela  le  evacuó,  alegando  que  la  cantidad- objeto  de  la  deman- 
da procedía  de  una  herencia  de  Doña  Jacinta  Torres,  á  las  que  se  con- 
ceptuaban con  derecho,  tanto  los  antecesores  de  la  demandante  como 
de  los  demandados:  que  las  diferencias  que  entre  los  mismos  mediaron 
concluyeron  con  un  convenio  celebrado  en  29  de  Enero  de  1859  entre 
los  interesados  Mariano  Cánovas,  padre  de  la  demandante,  y  José,  Sera- 
pía  y  Manuela  Cánovas  con  Esperanza  y  Blasa  Cánovas:  que  todos  los 
expresados  dieron  poder  á  D.  Martin  García,  el  cual  recibió  toda  la  he- 
rencia; que  al  entregar  éste  á  los  interesados  su  respectiva  parte  de  la 
herencia,  se  quedó  con  la  correspondiente  á  Mariano  Cánovas,  que  ya 
había  muerto  y  cuyos  hijos  eran  menores,  hallándose  ahora  refundidos 
sus  derechos  en  la  demandante:  que  después  de  acontecido  lo  expuesto, 
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86  nombró  tutor  y  curador  de  estos  menores  á  Fernando  Vela,  padre 
de  los  demandantes,  y  éste  bajo  tal  carácter  interpaso  jaicio  ejecutivo 
contra  dicho  D.  Matías  García,  al  que  se  le  embargaron  los  efectos  que 
precisa:  que  habiendo  fallecido  el  D.  Matías  G;ireía  y  también  el  cura- 
üor  T).  Fernando  Veta,  quedó  todo  en  suspenso,  siendo  de  notar  que  no 
parezca  tai  expediente  ni  se  encontrase  donde  debiera  estar;  y  que  el 
Vela  ni  como  carador  de  la  demandante  y  hermano  ni  bajo  concepto 
alguno  llegó  á  percibir  la  parte  de  la  herencia  que  á  los  mismos  corres-* 
pondía  y  que  obraba  en  poder  de  D.  Matías  García,  habiendo  estado  en 
el  de  sus  herederos  Pablo  y  Mariano  García;  y  después  de  alegar  varios 
fundamentos  de  derecho,  pidió  que  se  absolviese  libremente  y  sin  cos- 
tas á  los  demandados  Melchor  y  Teresa  Vela  y  Cánovas  de  la  demanda 
contra  los  mismos  interpnesta,  desestimándola  por  completo  y  coa 
costas: 

Resaltando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron  las 
partes  sus  respectivas  pretensiones;  y  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  unió 
á  los  autos  copia  de  una  escritura  otorgada  en  29  de  Enero  de  1859  en- 
tre Esperanza  y  Btasa  Cánovas  y  José,  Serapia.  Petra  y  Manuela  Cá- 
novas y  desposo  de  Jerónima  Cánovas,  como  apoderado  dé  la  misma, 
por  cuya  escritura. convinieron  bajo  las  bases  estipuladas  en  repartirse 
los  bienes  procedentes  de  la  herencia  de  Doña  Jacinta  Torres  y  Cáno- 
vas, á  la  que  todos  creían  tener  derecho: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia 
interpuso  apelación  D.  Benito  Romanos,  como  curador  ad  litem  de  los 
menores  Melchor  y  Teresa  Vela  y  Cánovas;  y  sustanciada  la  alzada,  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  por  sentencia  de  16  de 
Novieinbre  de  4882  revocando  la  apelada,  absolvió  de  la  demanda  in- 
terpuesta por  María  Cánovas  y  Monserrat  á  los  demandados  Fermín, 
Juana,  Teresa  y  Melchor  Vela  y  Cánouas,  sin  hacer  especial  condena- 
ción de  costas: 

Resaltando  que  por  parte  de  María  Cánovas  y  Monserrat  se  interpu- 
so recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  alegando  haberlo  sido  por 
la  sentencia  la  ley  21 ,  tít.  16,  Partida  6^  en  cuanto  exime  á  los  hijos 
del  difunto  Fernando  Vela  del  cumplimiento  sagrado  de  rendir  cuentas 
á  la  recurrente: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Manresa: 

Coasiderando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  la  ley  24,  títu- 
lo 46,  Partida  6%  único  fundamento  del  recurso,  porque  si  bien  esta 
ley  impone  á  todo  guardador  de  huérfanos  luego  que  se  acabe  su  oficio 
«la  obligación  de  dar  baena  cuenta  ó  verdadera  de  todos  los  bienes  del 
huérfano,  también  mueble  como  raíz,»  la  sentencia  no  se  refiere  á  estas 
cuentas  ni  absuelve  de  esa  obligación;  sino  de  lo  pedido  en  la  deman- 
da, limitada  á  que  condenase  á  los  demandados  como  herederos  del  ta- 
tor  y  curador  Fernando  Vela  á  entregar  á  la  recurrente  una  cantidad 
determinada  á  no  justificar  la  inversión  dada  á  la  misma  en  el  supues- 
to  de  haberla  recibido  Vela,  que  la  Sala  sentenciadora  estima  no  ha  sido 
probado,  sin  que  haya  sido  impugnada  esta  apreciación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  hsber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  María 
Cánovas  Monserrat,  á  la  qué  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la  co- 
rrespondiente certificación  á  la.Audiencia  de  Zaragoza,  con  devolación 
del  apuntamiento.— -(Sentencia  publicada  el  43  de  Marzo  de  4883,  é  in- 
serta ea  U  Gaceta  de  24  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  easaciin  (U  de  Mar%o  de\%^Z).^Sala pri^iefa.^^ 
Pago  de  cantidades— No  ha  lagar  al  interpaesto  por  D.  Yalentín  Badía 
ton  la  Compañía  de  hs/erroearriles  de  Barcelona  á  Tarragona  y  Fran^ 
eta(An<iiAncia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

I**  Que  los  contrato»  9ÓI0  eon  ley  para  los  eontratanias  y  los  que  de 
ellos  traen  cauta; 

Y  2^  Q%e  si  entre  la  demandada  y  demandante  no  existe  vínculo  al" 
guno  de  derecho  deltcual  pueda  derivarse  la  acción  real  que  establecen 
las  leyes  26, 28  y  29,  tit.  43,  Partida  6*,  no  tienen  éstas  aplicación^  y  por 
tanto  no  pueden  decirse  infringidas, 

£q  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  U  de  Marzo  de  4883,  en  los  antos 
seguidos  en  el  Jozgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de 
]a  ciodad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Aadiencia  del  mismo 
territorio  por  D.  Valentín  Badía  y  Espett,  cantero,  Vecino  de  Granollers, 
con  la  Compañía  de  ferrocarriles  de  Barcelona  á  Tarragona  y  Francia^ 
sobre  pago  de  cantidades;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  re* 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  Badía 
por  el  Procurador  D  Manuel  Montero,  bajo  la  dirección  del  Licenciado 
D.  José  Gomes  Acevo  y  Cortina,  habiendo  representado  y  defendido  i 
la  Compañía  demandada  el  Procurador  D.  Jos6  María  Aguirre  y  el  Li- 
cenciado D.  Faustino  Rodríguez  San  Pedro: 

Resultando  de  un  contrato  privado  de  47  de  Abril  de  4858  que  Don 
Miguel  de  Bergne,  Ingeniero  de  la  Sociedad  anónima  titulada  Camino 
de  hierro  del  Centro^  y  D.  Valentín  Badía,  convinieron  que  éste  se  obli- 
gaba á  entregar  toda  la  piedra  necesaria  para  la  construcción  del  puen- 
te que  se  estaba  verificando  en  Martorell  hasta  llevarla  al  mismo  fin  de 
la  obra;  que  D.  Miguel  de  Bergne  satisfaría  al  Badía  á  razón  de  43  rs.  y 
medio  vellón  la  vara  cúbica  de  piedra  de  mampostería,  ó  su  equivalen- 
cia en  peso,  y  de  7  reales  y  medio  la  piedra  labrada  ó  de  sillería;  que 
el  pago  se  haría  por  quincenas,  dejando  Badía  en  depósito  el  40  por  400 
de  garantía,  que  le  sería  devuelto  á  los  45  días  de  haber  terminado  por 
completo  la  obligación  que  contraía: 

Resaltando  que  por  escritura  otorgada  en  la  ciudad  de  Barcelona  en 
4  4  de  Mayo  de  4858,  D.  Cornelio  de  Bergne  de  una  parte  y  de  otra  Don 
Francisco  Planas,  D.  Buenaventura  Fabra  y  D.  Rafael  Sabadell,  Direc- 
tor de  la  Sociedad  anónima  titulada  Camino  de  hierro  del  Centro,  en 
nombre  y  representación  de  dicha  Compañía,  convinieron  entre  otros 
pactos:  primero,  que  D.  Cornelio  Bergne  se  obligaba  é  construir  el 
puente  de  hierro  sobre  el  río  Llobregat,  dispuesto  por  el  Gobierno  de 
S.  M.,  y  asimismo  la  demás  prolongación  del  Camino  de  hierro  del  Cen- 
tro, desde  el  llamado  camino  de  Tarrasa,  cerca  de  la  salida  de  Teruel 
de  Martorell  hasta  la  carretera  general  de  Madrid,  cerca  de  Pinalario, 
entregándoles  á  dicha  Sociedad  completamente  construidos  en  todas 
sus  partes  y  en  estado  de  ponerse  á  la  pública  circulación;  decimocuar- 
to, que  D.  Cornelio  de  Bergne  daría  conocimiento  á  la  Dirección  de  la 
Sociedad  del  Camino  de  hierro  del  Centro  de  todas  las  contratas  que  hi- 
ciese con  motivo  de  la  construcción  del  puente  sobre  el  río  Llobregat, 
obras  y  demás  del  camino  de  hierro  citado  entregándole  una  copia  de 
las  mismas,  á  fin  de  poder  adoptar  en  su  vista  las  disposiciones  que  es- 
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timase  convenientes  á  la  Sociedad:  décimoqointo,  que  la  Sociedad  ano* 
níma  titalada  Camino  de  hierro  del  Centro,  en  pago  de  la  total  cons- 
Irocción  del  citado  puente,  obras,  material  y  de  toda  la  prolongación 
del  camino  de  hierro  citado,  conforme  á  los  pactos  expresados  se  obli- 
gaba á  satisfacer  la  cantidad  de  166.577  pesos  íoerteá  en  la  forma  qae 
se  expresaba:  decimosexto,  qae  la  Sociedad  anónima  titulada  Camino 
de  hierro  del  Centro  se  obligaba  á  pagar  con  arreglo  á  lo  expresado  en 
«I  artículo  anterior  directa  y  semanalmenteá  los  operarios  ocupados  en 
la  construcción  de  las  obras  expresadas  en  la  presente  contrata,  asi- 
mismo pagaría  tambión  directamente  los  materiales  de  todas  clases  que 
se  empleasen  para  la  eonstrueción  del  puente  y  demás  obras  expresadas, 
y  en  la  misma  forma  los  demás  gastos  que  ocurriesen  para  su  construc- 
ción, haciendo  la  Sociedad  todos  los  referidos  pagos  con  la  intervención 
de  D.  Cornelio  de  Bergne  para  el  pago  del  material  citado,  puente  y  ca- 
mino que  hubiera  de  traerse  de  Inglaterra,  la  Sociedad  se  obligaba  á 
tener  en  dicho  punto  las  cantidades  que  fuesen  necesarias  á  este  objeto, . 
vistas  las  contratas  originales  de  compra  que  hiciese  D.  Cornelio  Ber- 
f^ne;  decimoséptimo,  que  concluida  en  todas  sus  partes  la  citada  pro- 
longación del  camino  y  el  puente  sobre  el  río  Llobregat,  y  abie/ta  la 
pública  circulación,  se  procedería  desde  luego  á  verificar  la  correspon- 
diente liquidación,  reservándose  la  Sociedad  el  5  por  100  de  la  cantidad 
total,  pactada  en  el  art.  15  en  garantía  de  cumplimiento  de  las  obliga* 
ciones  en  la  presente  contrata;  dicho  5  por  iOO  quedaría  en  poder  de  la 
Sociedad,  una  mitad  durante  seis  meses,  á  contar  desde  la  conclusión 
total  de  las  obras  é  inauguración  de  las  mismas  al  público,  y  la  otra 
mitad  durante  seis  meses  más;  dócimooctavo,  que  D.  Cornelio  de  Bergne 
nó  podía  en  ningún  caso  ni  tiempo  reclamar  por  razón  alguna  de  la  So- 
ciedad del  Camino  de  hierro  del  Centro  ninguna  cantidad  que  excediese 
(lela  de  166.567  pesos  fuertes  pactada  en  la  contrata  en  pago  de  la 
buena  y  completa  construcción  del  puente  sobre  el  río  Llobregat  de  to 
das  las  obras  y  camino  de  hierro  referidos  y  en  la  forma  y  condiciones 
«xpresadas:  decimonoveno,  que  el  de  Bergne  en  garantía  del  cumpli- 
miento de  todas  las  condiciones  de  la  contrata  daba  su  fiador  á  su  her- 
mano D.  Miguel  de  Bergne;  vigésimo,  presente  éste  al  acto  y  enterado 
de  todo  el  contenido  do  la  contrata  se  obligó  para  con  la  Sociedad  del 
Camino  de  hierro  del  Centro  á  vigilar  directamente  por  sí  la  construc- 
ción del  puente  sobre  el  rio  Llobregat  y  demás  obras  expresadas,  sa- 
liendo garante  de  su  buena  ejecución,  obllgéndose  también  á  responder 
de  todas  y  cada  una  de  las  condiciones  de  esta  contrata  en  el  caso  de 
incumplimiento  por  parte  de  D.  Cornelio  de  Bergne: 

Resultando  que  en  3  de  Setiembre  de  4860  otorgaron  escritura  Don 
Miguel  de  Bergne  como  representante  de  su  hermano  D.  Cornelio  y 
los  Directores  del  Comino  de  hierro  del  Centro,  en  la  que  después  de 
hacerse  constar  haberse  cumplido  por  ambas  partes  el  contrato  de  4  i 
de  Mayo  de  4S58,  relativo  á  la  construcción  que  desde  «»l  camino  do 
Tarrasa  hasta  cerca  del  Pontario  se  consignan  las  cantidades  recibidas 
por  D.  Cornelio  de  Bergne,  testimoniándose  las  nóminas  satisfechas  en 
forma  de  liquidación  que  aprobó  el  D.  Miguel  de  Bergne  en  la  repre- 
sentación dicha,  prometiendo  siempre  por  válida  y  legal  sin  impug- 
narla por  motivo  alguno,  reconociendo  además  haber  recibido  á  pre- 
sencia del  Notario  y  testigos  9.628  duros  y  85  céntimos  de  los  expresa- 
dos Directores,  por  el  saldo  que  á  su  favor  arrojaba  dicha  liquidación, 
y  declarando  con  ello  quedar  completa  y  legalmente  satisfecho  de  to*« 
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das  las  cantidades  que  en  virtud  de  la  construcción  podía  sa  hermana 
D.  Corpalio  reclamar: 

Resollando  que  D.  Valeatin  Badía  dedojo  demanda  para  que  sa 
oondeDase  á  D.  Miguel  de  Bergne  en  iaf  calidad  de  Ingeniero  de  laCotn-* 
pafiú  de  las  obras  de  la  vía  férrea  del  Castro  snbsidíariamente  á  Ja 
Empresa  á  salUfacetle  la  cantidad  de  2I0.HB  rs»  46  eéntimoa  fncluoa 
el  principal  é  intereses  devengados,  con  más  ú  la  indemnizaeióo  de  tos 
danos  y  gastos  ocasionados  sin  perjuioia  de  formar  el  correspondiente 
juicio  de  liqnidaGJóQ: 

Que  D  Miguel  de  Bergne  contestó  lia  demanda  pidiendo  se  le  ab- 
solviera de  ella  y  que  se  condenase  á  Badía  i  satisfacerle  la  cantidad 
de  II  .316  rs.  4  cents,  que  resoltaban  4  su  favor  por  saldo  definitivo,  y' 
seguido  el  pleito,  el  Jues  de  primera  instancia,  por  Mnteociade  S5  dé 
SHBtiembre  de  1865,  condenó  á  D.  Miguel  de  Bergne  á  pagar  á  D.  Va* 
lentín  Badía  110.682  rs.  45  cents,  en  total  cumplimiento  de  la  reela- 
maeión  y  objeto  de  so  demanda;  declarando  no  haber  logará  la  recon- 
vención de  la  cual  se  imponía  i  Bergne  silencio  y  callamiento  perpetuo 
con  reserva  no  obstante  de  su  derecho  para  que  en  lo  relativo  á  reem^ 
bolso  de  la  citada  cantidad  pudiera  utilizarlo  si  así  lo  estimaba  oontra 
la  Empresa  del  ferrocarril  del  Centro,  sin  bacer  abono  alguno  por  in-^ 
tereses;  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia,  en  virtud  de  apelación, 
por  sentencia  de  7  de  Diciembre  de  1866^  declaró  no  debíüín  abonarse 
á  de  Bergne  la  cantidad  de  42.298  rs.  26  cents,  importe  de  ciertat 
obras,  y  en  su  consecuencia  condenó  á  aquél  á  pagar  á  Badía  161.980 
reales  71  cents,  conñrmando  en  lo  conforme  la  sentencia  del  inferior, 
é  interpoessto  recurso  de  casación  por  de  Bergne,  esta  Sala,  por  sen* 
tencia  de  24  de  Diciembre  de  1867,  declaró  haber  lugar  al  mismo  tiii 
sólo  en  cnanto  á  la  sentencia  recurrida  dejó  de  resolver  respecto  del 
valor  de  las  herramientas  recibidas  por  Badía  ó  entrega  deias  mismas, 
y  no  haber  logar  al  recurso  respecto  de  los  otros  partioolares^  y  por  sa 
segunda  sentencia  del  mismo  día  condenó  á  Badía  á  que  entregase  é 
de  Bergne  las  herramientas  de  que  él  recibió,  ó  en  su  defecto  el  valor 
de  las  mismas: 

Resultando  que  en  9  de  Abril  de  1880  D.  Valentín  Badia  dedujo  de- 
manda, en  la  que  dijo  que  con  motivo  de  las  construcoiones.del  puente 
de  hierro  sobre  el  rio  Llobregat,  en  Martorell,  se  formó  entre  D.  Mi> 
guelde  Bergne  y  Badía  el  contrato  privado  de  i7  de  Abril  de  1858  de 
que  se  ba  hecho  mérito;  que  no  habiendo  cumplido  D.  Miguel  de  Ber- 
gne lo  que  correspondía  según  ei  expresado  contrato,  Badía  incoo  un 
pleito  ordinario  en  1862  contra  Bergne  en  reclamación  de  importe  de 
sos  trabajos,  materiales  y  tierras,  en  cuyo  pleito  recayó  senten^sía  eje^ 
cutoria  dictada  por  este  Tribunal  Supremo  eñ  24  de  Diciembre  de  1817,. 
condenando  al  Bergne  al  pago  de  159.960  rs.,  que  no  habiendo  eneon* 
trado  bienes  á  Bergne  para  satisfacer  dicha  cantidad,  era  innegable 
que  debía  condenarse  al  pago  de  dicha  soma  á  la  Sociedad  demandada, 
supuesto  que.se  trata  de  un  crédito  refaccionario,  pues  tal  era  el  im* 
porte  de  los  materiales  invertidos  en  el  puente,  del  cual  se  ha  aprove- 
chado y  se  aprovecha  única  y  exclusivamente  la  expresada  d^mandacla; 
qoe  las  obligaciones  de  la  Sociedad  no  eran  solamente  subsidiarias,  en. 
defecto  de  D.  Miguel  de  Bergne»  sino  di'recta  y  principal  con  arreglo  al 
convenio  que  los  Directores  de  la  Sociedad  Camino  de  hierro  del  Cefttro 
otorgaron  con  D.  Gornelio  de  Bergne  en  14  de  Majpo  de 4  858,  según  apa* 
rece  de  los  pactos  15  y  i6¡  que  la  Sociedad  cumplió  en  un  prinmtiiopa*  . 
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Sndo  los  operarios  ocupados  en  la  eonstracelón  del  paente  j  á  Badía 
I  mftlenalis  que  aportaba,  eotaao  lo  jastíficaban  los  recibos  y  escrito- 
ra de  liquidadla  de  3  de  Setiembre  de  iS60.  que  la  Sociedad  no  igno- 
raba la  eonlrata  pribada  eatre  Badia  y.  de  Bergne,  eomo  lo  acreditaba 
el  aft.  14  del  eonrenio  oelebrado  por  la  misma;  qae  no  habiendo 
fiodido  conseguir  Babia  el  pago  de  so  alcance,  segiln  la  sentencia 
efecotoria  de  loe  hermanos  D.  Migoel  y  D.  Gornelio  de  Berf^ne  creyen- 
do obligada  tanto  sobsidearia  como  directamente  á  la  Sociedad  Gamí- 
Bo^éfi  hierro  éel  Gentr»,  deqoien  era  socesora  la  del  ferrocarril  de  Ta> 
mBoiHftá  Bareeitma  y  Francia»  «tt6  á  esta  á  eonciliaeión,  en  coy  o  acto 
DO  nobo  avenénela.  Por  todo  lo  qoe,  ejercitando  la  acción  personal 
€éluUiio  em  iéff$yútmiB  que  corree  pendieran  de  los  hechos  expuestos, 
pidió  que  se  emplazase  á  la  Sociedad  de  ferrocarriles  de  Tarrrgona  á 
Barcelona  y  Francia,  antes  Sociedad  del  Camino  de  hierro  del  Centro, 
y  6»  definitiva  se  condenase  A  la  misma  á  satisfacer  á  D.  Valentín  Ba* 
día  la  cantidad  de  89.990  pesetas  n  céntimos,  con  más  el  importe  de 
las  costas  cansadas  en  el  joicio  seguido  contra  D.  Migoel  de  Bergne, 
loa  intereses  de  la  referidad  cantidad,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  sen- 
tencia ejecotoria,  y  á  las  costas  del  juicio;  y  por  otrosí  solicitó  el  be- 
neficio de  pcbreaaT 

Resoltando  qne  la  Sociedad  de  ferrocarriles  de  Tarragona  á  Barce* 
l<Hia  y  Francia  contetó  á  la  demanda  exponiendo  que  en  el  convenio 
celebrado  en  41  de  Majo  de  4859  no  intervinieron  más  personas  qne  la 
Soniedad  Camino  de  hierro  del  Centro,  ó  sea  sus  Directores,  el  empre- 
sario D«  Gornelio  de  Bergne  y  el  fiador  de  éste;  que  la  Sociedad  se 
comprometió  á  satisfacer  directa  y  semanalmente  á  los  operarios,  des* 
tajtstas  y  proveedores  de  materiales  con  la  condición  de  que  intervi- 
niese y  diera  sa  orden  y  aprobación  el  empresario  constr actor  ó  sn  de- 
le(^ado>  puesto  qne  el  pago  se  hacía  por  cuenta  de  dicho  empresario,  y 
asi  lo  cumplió  pagando  las  nóminas  y  demás  qoe  se  presentaban  con  la 
aprobación  ó  ?^  B^  de  D.  Gornelio  de  Bergne  ó  de  su  delegado,  sin  qne 
se  verificase  un  solo  pago  sin  el  requisito  previo  de  aprobación  óY.  B* 
del  empresario,  único  que  tenía  derecho  á  señalar  á  la  Sociedad  lo  que 
debía  entregar  á  los  operarios  y  destajistas  que  trabajaban  por  cuenta 
del  mismo;  que  habiendo  cumplido  el  empresario  su  compromiso  com- 
pletando la  construcción  de  las  obras,  de  la  misma  manera  hubo  de 
cumplirlas  la  Sociedad,  y  así  lo  hizo  otorgándose  la  escritura  de  3  de 
Setiembre  de  4860,  en  la  que  consta  qne  la  Sociedad  Camino  de  hierro 
del  Centro  pagó  por  completo  el  precio  de  las  obras  ejecutadas,  esto  es 
48fi.577  pesos  fuertes,  lo  cual  demostraba  une  la  Sociedad  no  disfruta 
de  una  cosa  qne  no  haya  satisfecho,  y  mncho  menos  que  se  enriquez- 
ca en  perjuicio  ajeno;  qne  Badia  contrató  la  provisión  de  materias  para 
el  puente,  no  con  la  Sociedad  ni  siquiera  con  el  empresario  délas 
obras,  sino  exclusiva  y  particularmente  con  un  hermano  del  empf resa- 
no D.  Miguel  Bergne,  y  éste  fué  el  que  se  obligó  á  pagar  el  precio  y  de 
quien  podía  reclamarlo  y  le  reelamó  el  actor  en  4869,  ó  sea  dos  años 
después  de  haber  liquidado  la  Sociedad  y  de  haber  satisfecho  el  empre- 
sario D.  Gornelio  el  precio  ajustado;  qoe  D.  Valeutín  Badía  reconocía 
qne  no  recibió  cantidad  alguna  de  la  Sociedad  sin  que  diere  anies  or- 
den da  satisfacerla  el  empresario  ó  au  delegado,  y  por  consiguiente 
que  por  sn  contrato  cen  D.  Mlsnel  de  Bergne  no  tenía  derecho  alguno 
papa  reclamar  contra  la  Sociedad;  que  en  el  pleito  qne  siguió  Badu 
contra  D.  Migoel  y  D.  Gornelio  de  Bergne  no  fué  citada  ni  intervino 
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la  Sociedad,  y  el  fallo  sólo  declaró  deudor  á  D.  Miguel  de  Bergne,  j 
oponieodo  á  la  demanda  las  excepciones  sinejure  y  sine  acHone  agii^ 
pidió  se  absolviese  de  la  demanda  á  la  Compañía  de  ftrromrriUé  de 
Tarragona  á  Barcelona  y  Francia,  imponiendo  a)  actor  D.  Valeirlía 
Badfa  silencio  perpetuo  y  el  pago  de  las  costas,  daños  y  perjuicios! 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron 
las  partes  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones,  y  seguida  e( 
pleito  en  dos  instancias,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de 
Barcelona,  por  sentencia  de  9  de  Junio  de  1882,  confirmatoria  de  la 
del  Juez  de  primera  instancia,  absolvió  de  la  demanda  á  la  Compañía 
de  ferrocarriles  de  Tarragona  á  Barcelona  y  Francia: 

Resultando  que  por  parte  de  D.  Valentín  Badíá  se  interpuso  reeur- 
80  de  casación,  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

1®  La  ley  1*,  tit.  5®,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  en  cuan- 
to que  si  bien  el  recurrente  no  contrató  con  la  Compañía  de  los  ferro- 
carriles de  Tarragona  á  Barcelona  y  Francia  la  obligación  de  ésta  para 
con  él,  resulta  evidente,  y  de  caalquier  manera  que  et  bambre  aparez- 
ca obligado,  debe  quedar  obligado;  pero  auu  cuando  así  no  fuese  y 
aunque  no  se  considerase  á  la  Compañía  directamente  obligada,  aun  así 
no  tendría  otro  medio  que  satisfacer  á  D.  Valentín  Badía  la  suma  qua 
éste  le  reclama,  puesto  que  además  le  ha  demandado  con  su  carácter 
de  acreedor  refaccionario: 

2^  Las  leyes  S6,  28  y  29,  tít.  13,  Partida  5^,  en  el  sentido  de  negar- 
se á  D.  Valentín  Badía  el  carácter  de  acreedor  refaccionario;  en  la  sen- 
tencia recurrida  no  se  da  fuerza  á  estas  leyes  porque  se  dice  que  lio 
pueden  hacerse  extensivas  á  cosas  que  no  se  enumeran  según  declara- 
clon  de  este  Tribunal  Supremo;  pero  esto  es  un  error,  porque  si  bien 
es  verdad  que  no  pueden  hacerse  á  casos  análogos,  no  ha  sido  ni  podi- 
do ser  la  mente  de  la  Sala  restringirla  también  á  los  equívalenteá:  * 
.    Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  en  la  cláusula  16  de  la  escritora  públicade  41  de 
Mayo  de  1858,  la  Compañía  demandada  no  garantizó,  como  pretende 
el  recurrente,  el  contrato  privado  que  en  17  de  Abril  anterior  celebró 
el  mismo  con  D.  Miguel  de  Bergne,  del  Cual  ni  siquiera  se  hizo  men- 
ción en  aquel  instrumento,  sino  que  en  dicha  demanda  establecieron 
las  partes  la  forma  y  condiciones  con  que  la  Sociedad  se  obligaba  á  pa- 
gar al  contratista  D.  Cornelio  de  Bergne  cdñ  quien  únicamente  pacta- 
ba, la  cantidad  de  166.577  pesos  fuertes  en  que  se  ajustaron  las  obras 
que  éste  tomaba  á  su  cargo,  sin  que  en  ningún  caso  ni  tiempo  pudiera 
reclamar  por  razón  alguna  mayor  suma,  todo  lo  cual  en  términos  que 
no  dan  lugar  á  duda  se  consigna  en  las  cláusulas  15,  16,  17  y  18  de  la 
misma  escritura,  y  por  tanto  D.  Valentín  Badía  uo  puede  fundar  útil- 
mente en  ella  la  acción  personal  que  ha  ejercitado  en  este  pleito,  por- 
que los  contratos  sólo  son  ley  para  los  contratantes  y  los  que  de  ellos 
traen  causa,  y  el  recurrente  carece  de  esta  personalidad  y  cualidades: 

Considerando  que  entre  la  Compañía  demandada  y  D.  Valentín  Ba- 
día no  existe  vínculo  alguno  de  derecho  del  cdal  pueda  detnrarse  la 
acción  real  que  establecen  las  leyes  de  Partida  citadas  en  el  éegundo 
motivo  del  mismo,  porque  habiendo  aquél  cotítriatadói  con 'Bergne  ex- 
clusivamente, no  adquirió  respecto  á  la  Compañía  el' carácter  de  acree- 
dor refaccionario  que  hubiera  podido  córrésponderle  en  é^te  Caso,  y 
tiene  tan  sólo  la  acción  personal  contra  Bergne,  domo  éi  misttu  reco- 
noció demandándolo  directamente  y  sin  citación  de  la  Compañía  en  el 
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pleilo  qaeterBiioó  por  Ja  sentencia  de  24  de  Diciembre  de  4867,  cuyo 
fallo  por  otra  patre  no  obsta  á  la  noisma  Compañía  que  nada  adeuda  al 
cotttralista  Bergne,  según  consta  de  la  escritora  publica  de  43  de  Se- 
tíembrede  4860,  y  ha  pagado  puntualmente  á  B&día  ios  libramientos 
áridamente  intervein idos  que  presentó  al  cobro,  con  arreglo  á  la  con- 
Irata  de  41  de  Mayo  de  4858  ya  citada; 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
carso  de  casación  por  infracción  de  ley  ¡nterpnesto  por  D.  Valentín 
Badía,  á  quien  condenamos  en  las  costas:  /  líbrese  la  correspondiente 
certificación  á  la  Audiencia  de  Barcelona,  con  devolución  del  apunta- 
miento y  doeomentos  remitidos.— (Sentencia  publicada  el  44  de  Marxo 
de  4883,  é  inserta  en  \9LGaeeia  de  9  de  Agosto  del  mismo  año.) 

89 

lle«urso  de  casaeién  (14  de lüarxo de iHB^),^Sala  primera,-^ 
Pago  DE  cAHTiDADBS.-^Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  García  Per- 
jí)4Uidez  con  D.  Faustino  AUande  (Audiencia  de  Oviedo),  y  se  resuelve: 
Qus  con  arreglo  á  la  ley  28,  tU,  1 4,  Partida  5^,  pagando  uno  por  ye- 
rro una  cosa  que  no  debe  queda  obligado  el  qué  la  recibe  á  devolverla. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  14  de  Marzo  de  1883,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Oviedo  y  en  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  D.  José  García  Fer- 
nández, vecino  de  la  Habana,  con  D.  Faustino  Aliando  Valledor,  vecino 
de  dicha  ciudad  de  Oviedo,  propietario,  sobre  pago  de  cantidades; au- 
tos que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  interpuesto  á  nombr^  del  D.  José  García  Fernández  por  el 
Procurador  D.  Juan  Antonio  Asensio,  bajo  la  dirección  del  Licenciado 
D.  Ignacio  Hidalgo  Saavedra,  bebiendo  representado  y  defendido  al 
AUande  Valledor  el  Procurador  D.  Francisco  Egea  y  el  Licenciado  Don 
Antonio  Maura: 

Resultando  que  en  83  de  Setiembre  de  1880,  D.  José  García  Fernán- 
dez dedujo  demanda  civil  ordinaria  contra  D.  Faustino  Allende  Valle- 
dor, pretendiendo  se  condenase  á  éste  á  que  le  pagase  {(.500  pesetas 
3ae  por  error  é  indebidamente  le  satisfizo,  con  los  intereses  legales  des* 
e  las  respectivas  entregas  ó  cuando  menos  desde  3  de  Junio  de  1879,  ^ 
en  que  y  en  virtud  de  otra  demanda  y  subsidiariamente  le  redamó,  y 
al  efecto  expuso  que  D.  Manuel  García,  hermano  del  demandante  y  por 
encargo  de  éste,  concertó  con  el  demandado,  á  nombre  de  su  tío  Don 
Francisco  Valledor,  de  quien  dicho  demandado  era  heredero,  la  adqui- 
sicióQ  ó  compra  de  la  casa  de  la  Borra  ó  Bonza,  con  todas  las  fincas  que 
ia  constituyen,  bajo  cuyo  concepto  y  á  cuenta  del  precio  concertado  re- 
mitió el  demandante  al  demandado  8.500  pesetas  qoe  éste  recibió  en  44 
y  21  de  Noviembre  de  4876  y  30  de  Enero  de  1877  por  conducto  de  Don 
Evaristo  J.  Carrajal,  D.  Luis  M.  Alba  y  D.  Antonio  L.  Arango:  que  en  3 
de.  Junio  de  4879  promovió  el  propia  actor  demanda  contra  el  mismo 
demandado  para  que  le  otorgase  escritura  de  venta  de  la  posesión  de- 
nominada de  la  Borra,  entregándole  los  bienes  que  la  constituían,  re- 
eibiendo  en  el  acto  23.000  reales,  ^ue  con  34.000  que  teoia  recibidos 
importaban  los  57.000  reales,  precio  convenido,  restituyéndole  los  34 
xacibidos  si  por  causas  de  cualquiera  clase  hubiese  un  obstáculo  legal 
^ne  impidiese  el  otorgamiento  de  la  escritura:  que  al  contestar  la  de- 
manda excepeionó  el  demandado  qíkt  lo  convenido  con  D.  Manuel  Gar- 
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cía,  hermano  def  desmandante,  foé  la  venta  de  la  posesión  Boñsa  en  It 
parroqaia  de  Arderanto  en  precio  de  84.00d  reales,  por  cuya  cuenta  eiH 
tregará  el  comprador  D.  Manuel  algunas  cantidades,  qnclitfuidadaB  re^ 
sniurod  importar  97.295  reales,  adeadándole  la  dtféreeHt  hasta  conH 
pletar  los  84.000,  precio  de  la  venta:  qae  á  pesar  de  justificar  en  ákéhi^ 
pleito  la  entrega  al  demandado  de  las  8.600  pesetas,  como  no  Cenia  otra 
prueba  del  contrato  goe  la  palabra  de  su  hermano  D.  Manuel  Qarcfa,  é 
^uien  comisionara  para  su  adquisición,  y  éste  hubiera  firmado  un  do- 
cumento referente  á  la  compra  de  la  posesión  de  la  Bonsa  en  Sl.O^il 
reales  para  sí,  y  la  demanda  se  referia  á  la  ppteslóu  de  la  Borra  p&t 
error  ae  nombre,  el  Juagado  por  sentencia  que  dictó  absolvió  al  á^^ 
mandado  de  la  demanda  contra  el  mismo  propuesta,  sentencia  que  cíoq- 
firmó  la  Audiencia;  y  como  fundamentos  de  derecho  alegó  que  ta  een**' 
lencia  recaída  en  el  pleito  anterior  resolvió  la  improcedencia  del  prl** 
nier  extremo  de  la  demanda  en  el  sentido  de  no  haberse  justificado  el 
contrato,  lo  cual  hacía  imposible  el  segundo  extremo  de  la  mfifma, 
porque  no  habiéndose  justificado  el  contrato  no  procedía  resolver  fa  de^ 
Tolución  de  la  parte  de  precio  que  se  había  satisfecho:  que  desde  el  mo- 
mento en  que  por  sentencia  ejecutoria  se  ha  dicho  qtia  no  existía  el 
contrato  ó  que  no  se  había  justificado,  por  cuya  razón  fué  absuelto  el 
demandado,  el  pago  de  las  8.500  pesetas,  qrue  está  plenamente demoi- 
trado  fué  hecho  por  error  é  indebidamente,  y  debe  ser  reslitnido  en 
conformidad  á  la  ley  6^,  tít.  i  I  de  la  Partida  3*:  que  si  el  demandante, 
en  la  suposición  de  que  su  hermano  le  había  adquirido  la  poseatón  de 
la  Borra,  mandó  y  remitió  al  vendedor  8.500  pesetas,  si  no  existió  el 
contrato  la  entrega  de  parte  del  precio  se  hito  por  error,  y  eltó  las  le- 
yes 28  y  19,  tít.  U  de  la  Partida  5*: 

Resultando  que  el  demandado  al  contestar  la  demanda  solicitó  se  té 
absolviera  de  la  misma,  con  imposición  de  las  costas  al  demandante,  y 
expuso  que  D.  Francisco  Valiedor  vendió  en  IS76  i^.  Manuel  GaMa 
la  posesión  de  la  Bonza  en  el  precio  de  84.000  reales,  cuyo  contrato  rl- 
tífico  el  demandado  en  documento  privado  de  90  de  Abril  de  f877  como 
heredero  del  vendedor  D.  Faustino:  que  el  demandante  hermailo' del 
comprador  D.  Manuel  le  promovió  en  ^  de  Junio  de  4877'la  tlemand^ 
de  que  se  ha  hecho  referencia,  solicitando  en  la  suplica  que  se  le  otor- 
gase la  escritura  de  venta  y  entrega  de  bienes  ó  en  otro  caso  se  le  dü- 
▼olviese  la  parte  de  precio  entregada  con  los  réditos:  que  en  el  eserile 
de  réplica  dijo  el  demandante  que  sí  nt»  realizaba  el  otorgamiento  delá 
escritura  ni  desistía  ó  se  arrepentía  el  demandado  de  la  enájenacióia, 
tenía  que  devolver  lo  que  había  recibido,  rescindiendo  el  contrato,  pues 
faltando  causa  justa  el  pago  resuftabii  indebido  y  procedía  la  aeeíóá 
para  reclamar  su  importe,  por  cuyo  segundo  extremo  de  la  suputa  se 
pidió  la  devolución  de  los  34.000  reales  como  pago  hecho indebídaméit»- 
te:  que  dicho  pleito  de  dicho  mes  fué  resueHo  en  semencia  coñfivmudi 
por  ta  Sala  absolviendo  al  entonces  y  hoy  demaedádó  D.  Antonio^  T^f 
Hedor  de  la  demanda,  desestimando  ésta  en  los  dos  extremos  6' petüái»- 
nes  que  entrañaba,  y  alegó  que  lo  que  sp  pide  por  la  segunda  demsftidit 
no  es  otra  cosa  que  el  segundo  extremo  de  la  primera,  qtfe  fué  deseen 
timada  por  sentencia  firme,  porque  la  absolución  de  la  demanda  f  estfél>> 
ve  todos  los  extremos  de  ella,  excépcionando  pot*  tanto  la  c<^ii  juzga- 
da: que  las  cantidades  que  había  recibido  en  consMración  aieonirato 
de  venta  de  la  Bonza,  y  como  parte  de  precia  por  cuenta  del  e^ni^M^ 
dor  D.  Manuel  García,  á  quien  le  habían  sido  abonadas;  sergAtf  se'eoflh^ 
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^gQtba  en  «I  quinto  eonsideraodo  de  la  seatencia  firoae:  qae  la  ley  28, 
U(<  44  de  la  Partida  5^  no  tenía  aplieacióa  al  caso  de  autos,  puesto  qae 
«irviéndola  de  base  el  pago  de  una  deuda  que  nunca  existió  ó  que  es- 
table ya  aolventada^  en  el  caso  preseate  se  trata  do  pagar  una  deuda 
justa  y  reeonocida,  i  cuyo  pago  se  aplicaron  las  cantidades  recibidas; 
^endo  un  absurdo-  sostener  que  el  pago  fué  indebido;  (|U9  los  recibos 
de  las  cantidades  satisfechas  á  cuenta  del  precio  se  ex^pidieron  á  favor 
4el  comprador  D,  Manuel  (sarcia  sin  que  por  su  parte  se  formulara  lai 
Qiás  teve  prolestat  y  quie  si  el  demandante  fuera  engañado  en  creer  qué 
^  hermano  D.  Manuel  Garcia  comprara  para  él  los  bienes,  no  pedía 
culpar  al  D.  Faustinoy  y  con  quien  debía  entenderse  era  con  aquél: 
,  Reaultando  que  en  ios  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron  las 
partes. sus  respectivas  pretensiones:  que  recibido  el  pleito  ^  prueba  S0 
practicáronlas  propuestas  por  aquélla  y  el  demandado  absolvió  posi- 
ciones, manifestando  haber  recibido  del  demandante  y  en  tres  partidas 
B.500  pesetas. sin  haber  celebrado  con  éste  contrato  alguno  por  virtud 
del  cual  debería  entregarle  dicha  suioa: 

Resultaudoque  uiudaslas  pruebas,  el  Juez  de  primera  instancia 
dictó  soDtenoia»  de  la  que  interpuso  apelación  D.  Faustino  Allande  Va- 
Hedor;  y  snstanciada^  la  alzada,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Oviedo  por  sentencia  de  8  de  Julio  de  I88S,  revocando  la  apelada,  ab- 
solvió  al  D.  Faustino  de  la  demanda  contra  él  interpuesta  por  D  Jos$ 
García  Feroáudes,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

HeaoUando  que  D.  José  García  Fernándea  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, citando  coQUO  infringidas: 

.  \^  La  ley  BO,  tít.  41,  Partida  5*,  por  haber  sido  indebida  y  errónea- 
mente aplicada,  toda  vez  que  la  misma  dispone  que  pagando  algún 
tipiabre  A  sabiendas  deuda^que  no  debía  no  la  puede  después  demandar, 
Dorque  entendiéndoseque  lo  hizo  con  intencióa  délo  dar  ó  sea  de  efec 
t^^r  una  donación,  siendo  así  que.  en  et  caso  actual  evidentemente  nó 
«ra  de  aplicación  esta  Ley  sino  las  S8  y  29,  tit.  li.  Partida  5*,  que  esta- 
blecen eomo  la  cosa  que  es  pagada  poa  yerro  debe  ser  tornada  al  qué 
rasulta  haber  hecbo  indebidamente  el  pago,  por  lo  que  y  á  causa  de  no 
t&hBf  úáo  cual  oorrespoadía  aplicadas  resultan  también  infringidas  las 
dichas  dos  layes  38  y  Í9  del  tít,  44,  Partida  5%  así  como  la  doctrina  qua 
eu  conformidad  con  las  mismas  se  establece,  entre  otras  sentencias  de 
este  Jribnnal  Supremo,  en  las  de  45  de  Marzo  de  487i<  y  21  de  Mayo  de 
11814;  determinando  que  el  que  por  error  ha  pagado  lo  que  no  debía, 
tiene  derecho  á  su  restitución: 

,  r  La  ley  W,  tít.  »^  de  la  Par-tida  3*;  la  ley  8*,  til.  14,  partida  3',  y 
y  los  artículos  279,  280  y  294  de  la  antigua  ley  deEniuiciamiento  civil^ 
•4  si  se  extendiese  4ar  ya  aplicable  el  fallo  definitivo  del  pleito  la  Novír 
sima  ley  de  Enjuiciamiento,  los  artículos  S78,  596  y  580  de  ésta  que 
^iüppnen  exaciai9ento.U>  miamo  qua  los  antes  citados  de  la  antigua; 
csyas  inffAScionefi  |9  han  boipetido  al  no  estimar  la  sentencia  recurrida 
J^  cuestión,  C0I9A después  de  primer  pleito  tenía  planteada  al  segundoj 
^  la  decisiva  prueba  que  en  tal  ¡coaceptoy.conformeá  dichas  leyes 
«tfrecían  de  un  lado  eUespltado  del  primitivo  pleito  como  solemne  y  de 
u)Uo  la  confesión  judicial  del  deo^ndado: 

YistQ9,.siando  poneule  el  Magistrado  D«  Alejandro  Benito  y  Avila: 

'^  Asiáer^ndoque  con  arreglo  i  la  ley  28,  tít«  44,  Partida  5*,  pa- 
I  uno  por  yef:ro  una  coaa  que  no  debe  queda  o'bligado  el  que  lá 
4«^ba  á  Áav^lviarlia;         .    , 
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"Considerando  qae  en  la  sentencia  recorrida  aparecen  justificados  !o» 
dos  hechos  necesarios  para  la  aplicación  de  la  referida  ¡ey,  puesto  que 
en  ella  se  consigna  qae  el  demandado  Valledor,  absolviendo  posiciones 
contestó  haber  recibido  del  demandante  D.  José  Oarcia  Pernándes  8.500 
pesetas  sin  haber  celebrado  con  éste  contrate  algono  por  virtud  del 
cnal  debiera  entregarle  dicha  sama,  y  á  mayor  abundamiento  lo  acre- 
ditan la  letra  girada  en  la  Habana  á  la  orden  de  D.  José  García  Fernán- 
dez por  22.000  rs.  y  los  recibos  de  6.000  rs.  cada  nnode  O.  Evaristo 
Carvajal  y  D.  Lais  Alba,  por  medio  de  los  cnales  se  hiso  la  entrega  en 
tres  partidas  al  D.  Faustino  Valledor  de  la  referida  cantidad  recibida 
del  D.  José  Fernández;  y  los  testimonios  del  pleito  anteriormente  se- 
guido entre  las  mismas  partes  que  el  que  ha  dado  margen  al  presente 
recurso,  demuestran  que  al  verificarlo  obró  en  el  equivocado  concepto 
de  que  se  destinaba  al  pago  y  como  parte  del  precio  de  la  finca  que  su- 
ponía comprada  para  él  al  causante  derecho  del  recurrido  por  su  herma- 
no D.  Manuel,  pues  en  este  sentido  y  bajo  esta  creencia  pidió  que  se  lle- 
vase á  efecto  el  referido  contrato  de  compraventa  coya  existencia  no  se 
justificó,  y  de  aqoi  por  consiguiente  acreditado  el  error  que  motivó  di«^ 
cha  entrega: 

Considerando  que  por  esta  razón  la  Sala  sentenciadora  al  absolver 
al  demandado,  fundándose  en  que  no  aparecía  justificado  que  el  pago 
de  la  antes  mencionada  cantidad  fuera  hecho  por  yerro  é  indebídamen* 
te,  ha  incurrido  en  un  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas 
que  resulta  de  los  indicados  documentos  auténticos,  que  demuestran  la 
equivocación  evidente  del  juzgador,  y  en  su  consecuencia  ha  infrit^gido 
la  ley  28,  tit.  14,  Partida  5*,  y  la  30  del  mismo  título  y  Partida,  ésta 
por  aplicación  indebida  á  este  caso,  puesto  que  la  referida  entrega  6 
paga  no  se  hizo  á  sabiendas  de  que  no  se  debía,  condición  precisa  según 
ella  para  que  se  entienda  que  la  face  con  intención  de  ¡o  dár^  citadas 
ambas  leyes  en  el  primer  motivo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  logar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  García  Fernández  contra  la  senten- 
cia que  en  8  de  Julo  de  1882  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  do 
Oviedo;  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  8enten€ia.--(Sen-' 
tencia  publicada  el  44 de  Marzo  de  1883,  é  inserta  en  la  QaMaú» 24 
de  Agosto. del  mismo  año.) 

90 

Recurso  de  easacMn  (15  iftiíafse)  cf^  1883). — Sala  tercera,^ 
Juicio  ▲rbitbal.--No  ha  lugar  al  interpoesto  por  D.  Narciso  Ceras  con 
D.  Juan  Casáis  y  hermanos  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  los  recursos  de  casación  conUa  las  sentencias  de  los  amigables 
componedores  han  de  fundarse,  según  lo  dispuesto  en  el  núí».'9^^  ar^ 
Hcuio  1691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  he^er  stdc^  diútadai 
fuera  del  plazo  señalado  en  el  compromiso ,  ó  en  iuubúrse  resueitoper 
ellas  puntos  no  sometidos  á  su  decisión. 

,  £n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Marzode  1889,  en  él  recurso 
de,ca8aoión  pendiente  ante  Nos,  interpuesto  por  D.- Narciso  Curas  y  Vi- 
lardaga,  presentado  por  el  Procurador  D.  Manuel  Marfa  Villar,  bafot^ 
Dirección  del  Doctor  D.  Enrique  García  Alonso  contra  la  sentencia 'dic- 
reíos  amigables  componedores  nombrados  para  dirimir  Sus  dif^ei^cias 
tada  por  los  hermanos  D.  Juan,  D.  Francisco,  D.  Tomás,  D.  Jos$  y  Don 
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Ramón  Casáis  y  Cnrás,  representados  por  el  Procorador  D.  Ildefonso 
Gutiérrez  Illana,  dirigHlo  por  el  Licenciado  D.  Jo8é  Gallostra: 

.  Resaltando  que  los  hermanos  D.  Juan,  O.  Franciseo,  D.  Tomás,  Don 
José  y  O.  Ramón  Casáis  y  Curas  de  una  parte,  y  de  otra  D.Narciso 
Gofás  V  Yilardaga  otorgaron  escritura  publica  en  la  villa  de  Berga  en 
5  da  Abril  de  4877,  en  la  que  haciendo  presente  que  entre  ambas  par- 
tes pendía  cuestión  promovida  por  los  primeros,  en  el  concepto  de  su- 
cesores de  los  bienes  de  su  madre  Doña  Isabel  Curas  y  Font,  con  el  fin 
de  que  el  segando  dimitiera  y  les  hisiese  entrega  de  cuantos  bienes  de- 
tentaba, dejados  por  el  difunto  D.  Pedro  Curas  y  Font,  de  procedencia 
de  sa  madre  Doha  María  Teresa  Font  y  Sellas,  con  todos  los  frutos  per- 
cibidos y  podidos  percibir  desde  la  muerte  de  dicho  D.  Pedro  Curas,  y 
qoe  llaman  convenido  en  someter  tales  diferencias  y  cuestiones  al  jui- 
cio y  resolución  de  amigables  componedores,  manifestaron  que  libre  y 
exjpontánaamente  elegían  y  nombraban  para  tal  cargo  los  hermanos 
Casáis  á  D.  Ramón  Pujol  y  Tomás,  vecino  de  aquella  villa  de  Berga,  y 
D.  Narciso  Curas  á  D.  Sebastián  Bach  y  Vícoy,  vecino  de  Oristá,  y  para 
el  caso  de  discordia  i  D.  Luciano  Rivera  y  Aguilar,  vecino  de  Soisona, 
á  fin  de  que  sin  sujeción  á  formas  legales  y  según  su  saber  y  entender, 
oídas  las  pretensiones  de  los  interesados,  admitidos  los  documentos  y 
demis  pruebas  en  qoe  se  apoyaban  y  examinando  todo  lo  necesario, 
dirimieran  y  decidieran  las  indicadas  diferencias,  determinando  y  fijan- 
do si  D.  Narciso  Curas  y  Yilardaga  debía  ó  no  dimitir  y  hacer  entrega 
á  los  hermanos  Casáis  y  Curas  de  los  mencionados  bienes  dejados  por 
el  difunto  D.  Pedro  Curas  y  Font,  de  procedencia  de  su  madre  Doña 
María  Teresa  Font  y  Sellas,  con  los  frutos  percibidos  y  podidos  perci- 
bir desde  la  muerte  de  D.  Pedro  Curas,  con  lo  demás  que  creyeran  pro- 
oedente  como  accesoiío  ó  en  consecuencia  de  la  resolución  que  dictasen, 
U  cual  debería  ser  pronunciada  por  los  dos  primeros  dentro  del  plazo 
de  tres  meses,  contados  desde  la  fecha  en  que  el  úitiuo  de  ellos  acep- 
tase el  cargo,  y  por  el  tercero  en  su  caso  dentro  del  plaao  de  otros  dos 
meseS)  que  se  contarían  desde  la  notifición  de  la  discordia  y  aceptación 
dei  oargo  por  dicho  tercero;  declarando  por  último  que  para  todo  lo 
relativo  á  la  ejecución  de  este  compromiso,  bien  fuesen  las  diligencias 
de  aceptación  de  los  amigables  componedosres,  la  notificación  del  di- 
sentimiento ó  discordia  entre  éstos  al  tercero,  la  aceptación  de  éste,  la 
autorización  de  lor  laudos  ó  decisiones  arbitrales  que  dictasen  dichos 
amigables  componedores,  solos  ó  jnntoscon  el  tercero,  y  la  notifica- 
ción de  tales  decisiones  convenían  en  fácnltar  á  todos  y  cualesquiera 
de  loa  Escribanos  del  Juzgado  de^Reirga,  del  de  Vich,  del  de  Manresa, 
del  de.SoIsoQft  y  de  cualquiera  otro  que  conviniera: 

Resultando  que  en  %A  de  dicho  mes  de  Abril  fué  notificado  por  el 
Notario  0.  Domingo  Corominas,  ante  quien  se  había  otorgado  a^fuella 
escritura,  á  D;  Ramón  Pujol  y  Tomás  el  nombramiento  de  amigable 
componedor,  hecho  á  su  favor  por  los  hermanos  Casáis^  que  aceptó,  j 
en  20  del  mes  de  Julio  del  mismo  ano  1877  comparecieron  ante  dicho 
Notario  los  dos  amigables  componedores  D.  Ramón  Pujol  y  Tomás  y 
D«$ehastján  Baeh  y  Yicoy,  é  hicieron  presente  que  se  hallaban  discor- 
des y  quB  había  llegado  por.  tanio  el  caso  de  hacer  saber  al  designado 
iOomo  tercero  su  nombramiento  para  que  en  unión  de  ellos  concurriera 
ác4i<>tar  el  fallo  arbitral: 

•  Resnltando  que  en  la  ciudad  de  Barcelona  con  fecha  9  de  Marzo  de 
/^a7í^)  fuó.  notificado  por  el  NotaHo  Gorominas  á  D.  Luciano  Rivera  y 
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A^nHi^r  el  tfombrtmmlo  de  Ufeero^  heeho  á  ea  favor  y  la  4í86ord¿a 
habi4«  entre  ios  dos  nombrados  en  primer  Ittgar;  y  en  ei  mismo  ái9t 
compsreeieron  ante  dicho  Notario  tos  tres  amigsbiea  eompooedores  y 
dictaron  su  lando,  formado  por  el  voto,  conforme  y  unánime  dei  ter- 
cero con  D.  Eam<yn  Pojol  y  Tomás^  declarando  que  D.  Narciso  Garas 
y  ViUrdaga  debe  dimitir  y  hacer  entref^a  á  los  hermanos  GmsIs  y 
Cores  de  tres  coartas  partes  de  los  bienes  q««  h  faer«B  dejados  por  el 
dffnnto  D.  Pedro  Coras,  es  deeif ,  de  los  que  fueron  adJQlícades  á  diebo 
D.  Pedro  CnráSv  y  á  y  sa  hermano  D.  José  poc  la  seeteacia  del  mos 
de  Agosto  de  1816,  con  restitución  de  tres  coartas  partes  de  loa  Crntos 
de  dichos  bienes,  á  contar  desde  el  día  44  de  ionio  de  t816^  en  qne  se 
celebró  acto  de  conciliaeiónv  conviniendo  otoEf;af  el  compromiso  6 
amigable  composición,  pmdiendo  D.  Narciso  Caras' retener  la  eoarta 
parte  restante  de  tales  bienes  y  de  los  frates  percibidos  desde  la  indi* 
cada  fecha,  así  como  todos  losfrotos  percibidos  antertormente  á44da 
Jonio  de  i  S76  por  deberle  considerar  poseedor  de  buena  let 

Resultando  que  consta  de  certificación  expedida  por  el  A:rchiveco 
de  protocolos  del  distrito  de  la  Andiencía  de  Barcelona  que.  de  los  del 
Notario  que  fné  de  aquella  ciudad  D.  Domingo  iCcTrominaSv  correspon- 
dientes á  los  años  de  i877  y  signientes,  no  apareoí a  que  «ehnbtesft  bo- 
cho saber  á  D.  Sebastián  Bach  y  Vicoy  el  nombramiento  de  atnigabia 
componedor,  hecho  á  sn  favor  en  la  escritura  de  compromiso  do  5  de 
Abril  de^4877,  ni  qne  se hobiese  notificado  á  D.  Narciso  Gnrás  Yilavdar 
ga  la  discordia  en  que  los  amigables  componedores  D.  Ramón  Pn^l  y 
Tomás  y  D.  Sebastián  Bach  y  Vicof  se  deckuraron  en  9d  de  Julio  del 
mimno  ano  1877  ante  el  propio  notario  Gorominas. 

Resoltando  que  con  certificación  del  lando  arbtitral,  copia  de  4a  etr 
critura  de  compromiso  y  de  los  demás  antedentes  referidos,  y  acredi- 
tando con  el  resguardo  correspondiente  haber  hecho  el  depósito  de 
4.000  pesetas  interpuso  D.  Narciso  Coras  y  Vilardaga  recurso  de  casa- 
ción fundado  en  los  dos  motivos  flgnientes:  .1.     .  .    Mt 

4^  En  la  primera  de  las  causas  señaladas  en  el  art.  4694  déla  ley  do 
Enjuiciamiento  civil,  ó  sea.  en  haber aido< dictado  el  laudo  fuera dolpka^ 
zo  señalado  en  la  escritura  de  compromiso,  puesto  qne  desda  l^>de  lU'? 
lio  d^  4877  en  que  se  declararon  en  discordias  los^imeroanomlirados 
basta  9  de  Marzo  de  4882  en  que  se  reunieron  con  el  leccaro  para*dáo* 
tar  sentencia»  habiantrascurrsdo  mte  de  cuatro  alkos^  medio,  y  e<sa 
sólo  tres  meses  los coneedidoaá  los  amigables  componedores  D.  Rankha 
Pujol  y  D.  Sebastián  Baeb  para  dietsnsu  resoloeióo ófailo^con  locual- 
feauUaba  infringida  lajey  279  tii.(4^  Partida  3%  asi  comop0tq«#el 
lando  fué  dictado  en  la  ciudad  de;Barcelonft,á  pesar  de.qu»  dicbaluy 
dispone  que  no  habiéndose  seflalado  á  los  avenidores  iuf^area  qñoido^^ 
bierau  resolver  las  cuestioues  sometidas  á.  sa  deciM6ni;d4biau.bid>eKhu 
hecho  en  la  misma  villa  ó  lugar  eu^  que  se  celebnó  el  compromiso;  f«** 
sulUndo  además  infringida  la  ley  del  pacto  .{tor  haberse ;  d^iadft  dé:oii^ 
yde  recibir  al  reeurreate  las  razones^  doeiune»tos*y.pruebae^Mirq«Ojso 
i^y>aba  su  derecho;  >  .  ,  -     v       .  ^  ^    » ..  r 

Y  2®  En  la  causa  eijfnresada  en  el  nám«  8^  del;mism0  ArtísuU^  4(6^91» 
porque  en  la  escritura  de  compromiso  se  «onfirió  poder  áiosa<ttigsMes 
componedores  para  vesolvec  sobre  la  dimisióu^voatre^  üpicaDseftUHl» 
los  bienes  dejados  por  D.  Pedro  Guras  y  Pont»  doproKsedottsia.detSfiQsaf 
droDo&á  María  Fxmt  y  Soliás,  peso  no  sobre  dimieifSovde  otra  füQoedfS^» 
cía  ni  tampoco  de  los  adjudicados  ai  bermano  de  IK  JR^dio  P*.Joaó^i&ii^ 
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piSyáe\4^  ni  d0  SQ8  bioiies  se  haeú  9k}üi«ra  uMneldn  en  lá  euritara 
d»  eompromiflo  ififtringiéndose  pst  eHo  la  mUint  ley  citada  en  el  «nté- 
rtor  motivo  y  la  aaaieiieia  de  eata  Tribimal  Sapremo  da  i7  daNfo?lem^ 
bre  da  1804: 

Viata^,  aiaodo  Ponente  el  Ifagiatrado  D.  FaUo  M.  Sagaata: 

CkmsideraBdo  qte  los  reecraos  de  casación  aontra  la#  semenaiaa  da 
loainicabtes  componedores  lian  de  fundarse,  segttn  lo  dispoesto  en  el 
núoi;  2ri  arl.  1691^  de  t»  ley  da  Enjoioiamiettto  civil,  en  haber  sid» 
dictadas  fae*a  del  plato  aeialado  en  el  etmpromiao,  ó  en  haberse  re- 
aueto'  por  ellaa  pintos  no  soi&atideaá'att  deeiai6n: 

Qonslderando  qae  la  sentencia  recorrida  no  se  enenefttra  eo  nlagt^ 
nt)  de  satos  easós,  neiti ros  los  des  come  de  oasaoidn  alegados  por  el  re» 
onrrenie;  antes  por  el  contrarío  las  fechas  y  letra  de  la  propia  senteii' 
úia,  las'de  la  escritura  de  cosapromlso  y  las  de  aceptación  y  netifieaoióii 
da  la  dlseordts  por  loa  aasigablea  componedores,  ctttán  demostranétt 
que  la  primera  se  ha  dictado^ dentro  del  plazo  marcado  en  la  segaaréa» 
ain  qws  se  hayan  reaneltO!  otros  ni  más  ponto»  qnB  los  qne  por  el  com^ 
proffliao  han  aido  sematidos  á  su  decisiónt 

Gonaideraiido  por  tanto  qoe  loa  amigables  componedores  se  han 
ajMtado  estrictamente  en  el  desempeñe  de  so  cometido  al  compromiso 
y  ala  ley; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lo^ar  al  re- 
cmtto  de  casacién  por  ínfraeeió  de  ley  interpaesto  por  D.  Narciso  Gnráe 
y  Tikrdaga,  iqaien  oondeoamos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida 
del  depósito  de  i«000  pesetas  qae  ha  constitaído^  que  se  distríbairán 
con  arreglo  á  la  ley.-^Sentencia  pnblicadael  i5  de  Marco  de  i 889,  é 
inserta  en  la  Ow9t%  de  S4  de  Agoato  del  mismo  año.) 

V  ^   ;   "      •    "        91      ■ 

>  Rebano  de  em^metón  {{ñ  de  Mér§o  d$  i^S^y^^Sal^ pHmiTñ. 
--^RBCiAicAGióir  Bft  ai«iEs.^No  ba  lagar  al  interpuesto  porD.  Josó  Pa«* 
ga  con  Deia  María  Rota  Dalmán  y  ott^s  (Aodiencis  de  Baroslona)»  y 
sei  resuehre: 

'  i"^  Olivia ConsmueiémúiUe^,  tU.t\ ¡0^05"^,  wdwmn  í*dsia$m' 
^tñte$míCaíélu§k^i  y  ia  4§tMiMM  Tribunal  Supremo  que  deek^m 
umkr,  4e  uUefún  «a^  éirrko  l|>s^  joro  el  inetruntenio  fu$  ee  aiorpte 
fúrhe  hifae  úfaver  da  hi  fúire^^áfet  emm\fuieré  ottapereoua  áfe^ 
fíer  de  cualquiera  oiró  gñ  éÍ9mitin(eién,  derogaeién  á  perjuicio  del  keri^ 
dumienpe  d  donaeién  hickes  per  lo$  padree  á  tui  é^'oe  á*  cualquiera  ePree 
en  tiempo  de  Miasi  ee  refieren  áiae  retrédonádoués  ó  ceeiovies  que  ka  - 
ittía lee deuaíaréee áyaoer áe lee  dcuaHíee,  á de  etro  eneu  nembre^  de 
Me  aparte  de  lodmad»  eiedésminuciáie^  deregacián  &perjieicie  del  he* 
reÉamUnteá  deuaciám  hecha  ^enUempo  de  boáüíei  deüarande  ned^  lee 
iiíetn$meutc$  que  lapccnUH§téu  para  eeiiar  loe  fraudee  que  aenfreemn* 
cia^eemetkíUiy  per^eem^/wíeuleueeeuaplicádkíeeuaUdó  tm  ee  $ra^ 
ta  de  la  nulidad  ó  ealidez  de  un  convenio  celebrado  partt^dM4ireeí0 
herencia  del  padre  y  ubmlo  reipeetivainente  di  loe  eentraiantee: 
^'^üueeefün  tiene  ^declarad»  eetel^r^bunalSv^preeío;  el  reeureedé 
eeeaoíéñ  ha  de  fumdaree  en  lee  infraecionee  de  ley  4  di  deefrina  iégal ' 
qm eerefierm  á  ia part^  dtepesitiea  de  la^eenteneid,  y  no  en  que  eean 
ineiferHnéMée  é  inapliea¡blee  áí  caed  dtí  pleito  las  que  se  eiíen  con  máed 
menoroporiunidad  en  losfu/nda^MáosíparU  e»poe%li/ta  de  la  eeiema^ 
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.  a^   .Que  las  cmiiionet  que  no  han  úiio  objeto  ie  diseusió^en  el 
pleito  no  pueden  serlo  después  del  recurso  ^de  casaci(kíi 

r  Que  la  l9y  íi,  tU.  i  4 ,  Partida  5,\  y  la  doetrinadel  Tribunal  Su- 
fremo  según  la  que  faltando  la  condición,  no  tiene  ningún  valor  ni 
e/eeío  el  pacto  qus  de  ella  depende  no  tienen  apUeaeion  si  no  resulta  que 
Juese  condicional  el  convenio  de  que  se  lrata\ 

75^  Q,ue  conforme  al  n4m,  T  del  ar¿.  1692  de  la  ley  de  Bt^uida- 
miento  civil,  para  que  pueda  haber  Ifapar  al  reeurso  de  casación  por 
error  de  hecho  en  ía  apreciación  de  las  frueba»^  es  necesario  que.  esto 
resulte  de  documentos  ó  actos  auténIÁccsqm  demuestren  la  eqmvocación 
evidente  del  juzgador. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  46  de  Marzo  de  {%^d,  «n  los  aiitoa 
aegoidos  en  el  Juzgado  de  primera  in^taoeia  de  Pileras  y  ea  la  Sala 
primjera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  José  Pagés  y 
Bataíler,  propietario,  vecino  de  dicha  ciadad  de  Figneras,  con  Doña 
María  Rosa  Dalmáu,  viuda  de  D.  Vicente  Pagés  Portell,  vecina  de  Go- 
bañas,  por  sí  y  como  legitima  representante  de  sus  hijos  José,  Dolores^ 
y  Antonia  Pagés  y  Daimáu,  y  Doña  Carmen  Prim,  viuda  de  D.  Joaquín 
Pagés  y  Portel!,  vecina  de  Perelada,  por  sí  y  en  representación  de  sus 
hijos  D.  José  y  Doña  Antonia  Pagés,  sobre  reclamacián  d&  bienes;  autos 
que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  reeurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  interpuesto  á  nombre  de  Pagés  y  Bataller  por  el  Procurador  Don 
Federico  Grases,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  £nriqne  Reger; 
habiendo  representado  y  defendido  á  las  demandadas  ante  este  Tribunal 
Supremo  el  Procurador  D.  Félix  Bazán  y  el  Licenciado  D.  PransiscoPi. 
y  Margall: 

Resultando  que  D.  Jerónimo  Roque  Pagés  otorgó  testamento  en  4& 
de  Mayo  de  4698,  en  q1  que  instituyó  por  heredero  universal  á  su  hijo 
primogénito,  y  á  falta  de  éste  á  sus  hijos  y  descendientes,  con  prefe- 
rencia del  mayor  al  menor  y  de  los  varones  á  las  hembras;  añadiendo 
que  terminada  esta  línea  sucedieren  los  demás  hijos  en  ignaJ  forma:  y 
expresó  que  era  su  voluntad  que  la  herencia  y  bienes  se  conservasen 
perpetuamente,  pasando  de  unos  á  otros  con  el  orden  de  primogenitu- 
ra  que  tenía  establecido: 

Resultando  que  con  ocasión  del  matrimonia  de  D.  José  Pagés  Car- 
boneli,  descendiente  en  quinto  grado  del  testador,  con  Doña  Antonia 
Portell  y  Aguer,  se  celeoraron  capitulaciones  matrimoniales  en  Ud» 
Febrero  de  1802,  en  las  que  se  estipularon  dos  heredamientos^  el  ano 
^r  el  padre  y  abuelo  de  D.  José  Pagés  en  favor  de  éste  y  de  sus  des- 
eendientes  por  línea  recta  hasta  el  infinito,  no  todos  juntos,  sino  une 
después  de  otro,  de  grado  en  grado,  con  preferencia  de  los  varones  á 
las  hembras  y  con  derecho  de  primogenitnra,  consistente  en  el  univer- 
sal patrimonio  de  Pagés  y  Roque  de  Gábanas,  y  en  todos  y  cada  ano  da 
los  bienes  de  los  icdicados  padres  y  abuelo;  y  el  otro  heredamiento» 
otorgado  por  la  madre  de  Antonia  Portell,  á  quien  donó  todos  sus  bie- 
nes, y  derechos  universales,  y  despuósde  su  muerte  á  sus. hijos  y  suoe- 
sores  de  sangre,  prefiriendo  siempre  el  mayor  al  menor  y  el  varón  á  la 
hembra: 

Resultando  que  D.  José  Pagés  Garhonell  falleció  sin  hacer  testa- 
mento en  45  de  Junio  de  i 860,  dejando  cuatro  hijos,  el  mayor  de  les 
euales,  llamado  Andrés  falleció  dejando  seis  hijos:  qno  ^or  no  existir 
testamento  convinieron  los  hijos  de  José  Pagés  con  los  del  difunto  An- 
drés en  dividir  la  herencia  en  cuatro  lotes,  uno  para  éstos  j  los  tres 
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restantes  para  los  tres  hijos  def  José:  qae  sin  embargo  aendieron  al 
JttEgado  de  Pigoeras  en  23  de'JolSo  de  i86S,  solíeitando  qae  después  de 
oiría  opinión  de  tres  Letrados,  se  les  otorgara  antorizaeióo  para  for^- 

malizar  dieho  conTenio,  toda  vei  qoe  en  el  mismo  intervenían  meno-»  ^^_j ___. 

res  de  edad:  qne  emitido  dictamen  por  los  tres  Letrados  designados, 
qaedó  paralizado  el  expediente  en  tal  estado  sin  haber  reeaido  la  apro-^ 
bación  judicial  del  mencionado  convenio,  y  esto  no  obstante,  cada  uno 
délos  referidos  Interesados  tomó  posesión  de  les  bienes  comprendidos 
en  el  lote  qne  lo  correspondiera  en  suerte: 

Resultando  que  U  años  después,  ó  sea  en  90  de  Mnyo  de  1876,  Don 
losé  Pagés  BataMer,  entonces  hijo  mayor  del  citado  Andrés,  interpuso 
demanda  contra  Doña  Marín  Rosa  Dalmáu,  Doña  Juana  Cortada  y  Dotla 
Carmen  Prim^  como  derecho-habientes  de  los  hijos  de  Pagés  Garhonell, 
llamados  Tícente,  Pablo  y  Joaquín,  con  pretensión  de  qne  se  declarase 
nulo  el  anterior  convenio  con  el  qne  se  le  había  Ratonado  enormísima- 
mente,  y  que  se  condenase  á  las  demandadas  á  que  le  entregasen  los 
bienes  crne  detentaban,  procedentes  de  los  patrimonios  de  Roque  Pagés 
y  Porteíl,  con  los  frutos  producidos  y  podidos  producir,  y  las  costas; 
ofreciendo  abonar  las  cantidades  qne  por  legítima  les  correspondiese: 

Resultando  que  por  escritura  de  49  de  Julio  de  4878,  Doña  Francis- 
ca Cortada,  una  de  las  demandadas,  transigió  con  D.  José  Pagés  Bata- 
ller,  haciéndole  donación  de  cinco  fincas  con  reserva  del  derecho  do 
nsuiraetuarlas  durante  sn  vida  y  de  conceder  en  enfiteusis  una  do  ellas, 
por  lo  que  al  solicitar  Pagés  Bataller  en  escrito  de  ti  de  Diciembre  de 
1879  qne  Doña  Rosa  Dalmán  y  Doña  Carmen  Prim  fuesen  citadas  y 
emplazadas  para  que  compareciesen  á  contestar  su  anterior  demanda, 
desistió  de  dirigir  su  acción  contra  Doña  Francisca  Cortada: 

Resultando  que  Doña  María  Rosa  Dalodán  y  Doña  Carmen  Prim,  en  ' 

el  concepto  de  usufructuarias  de  los  bienes  que  se  lo  pedían  y  en  re- 
preseutación  de  sus  menores  hijos,  solicitaron  que  se  les  absolviese  de 
la  demanda,  alegando  la  excepción  de  pedir  sin  derecho  ni  acción  y 
subsidiariamente  la  píos  petición  en  cantidad;  exponiendo,  entre  otras 
consideraciones,  qtle  la  vinculación  ordenada  por  D.  Jerónimo  Roque 
en  Mayo  de  4098  sólo  pudo  continuar  hasta  el  decreto  de  Cortes  de  t7 
de  Octabre  de  1820,  restablecido  por  el  de  30  de  Agosto  de  1836:  que  el 
padre  de  José  Pagés  Garbonell  habia  muerto  en  15  de  Junio  de  1842, 
tejiendo  por  consecuencia  libre  la  mitad  de  los  bienes  vinculados;  y 
mnerto  aquél  en  15  de  Julio  de  1860,  adqtiVió  en  clase  de  libre  la  otra 
mitad  del  vínculo,  según  el  citado  decreto,  qne  la  donación  otorgada 
por  Anhrés  y  Vicente  Pagés  á  favor  de  su  hijo  y  nieto  José,  fué  del 
todo  inútil  con  respecto  á  Andrés  Pagés,  qne  no  r  odia  disponer  de  ios 
bienes  de  Jerónimo  Roque,  y  en  lo  referente  á  Tícente  Pagés  soto  hu- 
biera podido  ser  eficaz  en  la  mitad  de  los  bienes  de  Roque  que  había 
adquirido  como  libre:  que  dicha  donación,  hecha  por  razón  del  matri- 
monio de  José  Pagés  eon  Antonia  Portell,  contenía  otros  vínculos  ó  fi- 
deicomiso perpetuo,  y  en  tai  hipótesis  fué  nula  de  toda  nutilidad,  á  te- 
nor de  la  Real  pragmática  de  f  é  do  Mayo  de  1789;  debiendo  en  virtud 
4e  estadispodción  j  de  otra  de  6  de  Noviembre  de  1830  para  h  mitad 
libre  del  vínculo  de  Roque  que  habia  adquirido  Vicente  Pagés  á  los  su- 
cesotes  abintestato  de  éste,  que  era  sn  hijo  José  Pagés  Carboneli:  que 
Antonia  Portell  había  hecho  testamento  en  9  de  Agosto  de  1860,  nom- 
brando heredaros  á  sus  hijos  Vicente  y  Joaqdín  y  á  su  nieto  José  Pagés 
CkJrrtada,  con  laolánsulade  qne  legaba  á  los  otros  seis  nietos,  hijos  de 
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Andrés,  fo  que  por  derecho  lés  correspondiese:  qoe  el  convenio  sobre 
ditttión  de  bienes  éntrelos  eneesores  abíntestato  de  José  P^gés  Garbo* 
Del),  habfa  sido  estipoUdo  por  el  demandante  siendo  ya  mayor  de  edad, 
diefnitaBdo  con  sus  hermanos  desde  1962  de  los  bienes  comprendidos 
en  fa  correspondiente  lote,  sin  qae  loa  menores  de  edad  hubiesen  hecho 
reelamación  alguna  ni  aun  en  el  periodo  del  cuadrienio  legal  que  Vi- 
cente Pagés  y  Bataller  fué  primogénito  con  respecto  al  demandante 
ha])ieBdo  aquél  fallecido  en  4874,  después  de  muerto  ya  su  común  pa- 
dre Andrés  y  su  abuela  Antonia  Portell:  que  desde  la  referida  división 
de  bienes  acordada  entre  los  sucesores  abrntestato  de  D.  José  Pagés,  el 
Joaquín  Pagés  y  Portell  había  hecho  imr  orlantes  mejoras  en  el  lote  que 
le  correspondió,  y  que  no  podía  decirse  qQe*lo8  sucesores  de  dicho  Joa- 
quín ni  los  de  su  hermano  Vicente  Pagés  y  Portell  hubiesen  poseído 
sin  título  cuando  lo  tenían  surcrito  por  el  mismo  demandante: 

Resultaudo  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes,  reprodu* 
ciendo  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones,  se  recibió  el  pleito  á 
prueba,  practicándose  las  propuestas  por  aquéllas,  y  dictada  sentencia 
por  el  Juez  de  primera  instancia  fué  revocada  por  la  que  pronunció  la 
Sala  primera  de  ht  Audiencia  de  Barcelona  en  i4  de  Julia  de  1882,  ab- 
soiTíendo  á  Doña  María  Rosa  Dalmáu,  viuda  de  D.  Vicente  Pagés  y 
Portel!,  por  sí  y  como  legítima  representante  de  sos  hijos  José,  Dolores 
y  Aatonia  Pagés  y  Dalmáu,  y  Doña  Carmen  Prim,  viuda  de  D.  José  Pa- 
gés/por  sí  y  como  legítima  representante  de  sos  hijos  D.  José  y  Doña 
Antonia  Pagés  de  la  demanda  contra  los  mismos  enlabiada  por  D.  José 
Pagés  y  Balaller,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  José  Pagés  y  Bataller  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  conceptuar  infringidos: 

i'  La  Conslituclón  única,  tít.  í®,  libro  5®,  volumen  í*  de  la  vigente 
en  Cataluña,  y  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  13  de  Feorero 
de  1883,  las  cuales  declaran  nulo,  de  ningún  valor  é  irrito  iptojure  el 
instrumento  que  se  otorgue  por  los  hijos  á  favor  de  los  padres,  ó  por 
cualquiera  otra  persona  á  favor  de  cualquiera  otro  en  disminución,  de- 
legaeión  ó  perjuicio  del  heredamiento  ó  donación  hechos  por  los  pa* 
dres  á  sus  hijos  ó  cualquiera  otros  en  tiempo  de  bodas,  porque  con  arre* 
glo'á  las  eapitulacionas  matrimoniales  de  84  de  Febrero  de  1802,  pri<- 
mero  D.  Vicente  Pagés  y  Bataller,  y  por  su  muerte  sin  sucesión  el  re  - 
cúrrente,  se  encuentra  en  la  situación  de  descendiente  legítimo  mayor 
y  varón  de  D.  José  Pagés  y  Garbonell  y  de  Doña  Antonia  Portell,  sus 
abuelos  donatarios;  y  en  consecuencia  todos  los  bienes  qoe  fueron 
ó  pudieron  ser  objeto  de  las  donaciones  ó  heredamientos  univer- 
sales otorgados  en  las  expresadas  capitulaciones  matrimoniales  co- 
rresponden al  recurrente,  y  el  convenio  privado  que  limita  la  percep- 
ción de  estos  bienes  á  la  vigésima  cuarta  parte  es  nulo  por  la  lev  y  por 
la  íurisprudencia: 

t^  La  ley  19  del  Dígesto,  título  D^  regulis  furU;  la  ley  19,  tít.  '^I, 
libro  5^  del  Código;  la  novela  i  59  de  Justiniano  y  la  sentencia  de  26  de 
Abril  de  1864,  todas  citadas  por  la  sentencia  recurrida,  por  ser  imper- 
tinentes las  tres  primeras,  supuesto  que  carecen  en  absoluto  de  apliea- 
cién  al  caso  presente  hasta  el  punto  de  ocuparse  de  materia  mu^  dis- 
tinta, y  la  última  por  ser  el  fallo  recurrido  abiertamente  contrario  á  la 
doctrina  que  en  ella  se  establece  respecto  de  la  necesidad  de  pedir  en 
primer  lugar  la  nulidad  del  acto  ó  contrato  que  se  pretende  en  la  de- 
manda, y  como  esto  se  ha  realizado  en  el  presente  caso,  pues  el  recu- 
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Trente  empezó  solicitando  las  declaraciones  de  nnüdad  del  <sonveDio 
primado,  y  por  consecnencia  de  la  misma  la  re^iiocián  da  los  biafita 
indebidamente  poseídos  por  las  demandadas,  no  puede  fundarse  ekíaila 
dri  recurso  en  la  sentencia  que  cita  sino  infringiendo,  como  lo  hacsi  U 
misma  doctrina  que  invoca:  ... 

3^  Las  leyes  26,  Digesto  De  i^rborum  obligatíonibug,  é  Instituta, 
párrafo  primero  De  exeeptionibut^  por  cnyo  preceplo  el  error  ea  la 
cansa  de  la  obligación  ó  contrato  da  al  obligado  una  excepción  perpe<* 
sna  para  resistir  su  cumplimiento  ó  para  repetir  lo  pag&do:  que  la  oau*. 
U  del  convenio  fué  la  creencia  de  que  D.  José  Pagos  y  Garboneli  y  Do- 
da  Antonia  Portell  podían  disponer  libremente  desús  bienes  y  de  que 
los  del  mismo  podían  ser  objeto  de  un  abintestato;  causa  que  reauita 
completamente  falsa  por  existir  las  capitalacioaes  matrimoniales  cele- 
bradas con  motivo  de  su  casamiento,  en  virtnd  de  las  cuales  se  esUble- 
ció  las  perá'onas  y  modo  de  la  sucesión;  y  la  sentencia,  pues  que  sostie* 
ne  la  validez  del  referido  convenio  abeolviendo  de  la  demanda  que  lo 
combate,  infringe  las  disposiciones  legales  citadas; 

1^  La  ley  42,  tit.  H,  Partida  5*  y  la  jurisprudencia  establecida  por 
este  Tribunal  So premo  en  varias senteociaSf  entre  ellas  las  de  40  de 
Noviembre  de  1870,  según  la  que  faltando  la  condición  no  tiene  nin- 

§ún  valor  ni  efecto  el  pacto  que  de  ella  depende;  puesto  que  es  indu- 
able  que  el  consentimiento  más  ó  menos  irregularmente  prestado  por 
los  otorgantes  del  convenio  en  cuestión,  dependía  de  que  mereciera  la 
aprobación  judicial;  y  como  esta  condición  no  se  realizó,  quedó  sin  va- 
lor ni  efecto  legal  el  convenio  que  sin  embargo  la  sentencia  reputa  vá- 
lido: 

fP  La  ley  del  contrato  establecida  en  las  capitnlaeiodes  matrimonia- 
les otorgadas  en  %íá9  Febrero  de  1802,  eii  cuanto  la  sentencia  niega 
al  recurrente  los  derechos  que  en  aquella  se  le  concedieron,  siendo  los 

S actos  qne  contiene  lícitos  y  usuales  en  el  principado  de  Cataluña  y  sin 
aber  declarado  antes  la  nulidad  ó  rescisión  de  dichas  capitulaciones, 
sino  que  por  el  contrario  las  considera  válidas: 

6^  El  error  de  hecho  que  comete  la  sentencia  recurrida,  al  no  apre* 
ciar  justificada  la  lesión  enormísima  ultra  dimidium  que  sufre  el  recu- 
rrente  en  el  citado  convenio  privado,  porque  si  el  recurrente  tiene  de« 
recho  á  la  totalidad  de  los  bienes  de  D.  José  Pagés  y  Garboneli  y  de 
Doña  Antonia  Portell»  sus  abuelos,  ó  cuando  menos  á  la  mitad  de  ellos, 
y  por  el  convenio  no  recibió  más  qne  una  vigésima  parte,  puesto  que 
se  hicieron  cuatro  lotes  y  sólo  alcanzó  la  sexta  parte  de  uno  de  éstos, 
es  evidente  que  recibió  una  ínfima  parte  de  lo  qne  debía  percibir: 

1^  Finalmente^  la  infracción,  qne  es  consecuencia  eel  error  de  hecho 
que  antecede  de  la  decretal  capítoles  3^  y  6^  de  la  empL  et  wnd,  y  de  la 
compraventa,  pero  generalmente  aplicadas  á  todos  los  contratos  one* 
rosos,  en  virtud  de  cuyas  leyes  la  lesión  enormísima  es  causa  de  resci- 
sión de  las  obligaciones,  en  cuanto  la  sentencia  otorga  validez  al  con- 
venio privado  de  que  se  trata  á  pesar  de  inferirse  en  él  aquella,  lesión 
al  recurrente: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Maria  Manresa. 
Considerando  que  U  Constitución  única,  tít»  t^,  libro  5^,  volumen 
1^  de  las  vigentes  en  Cataluña,  y  la  sentencia  de  este  Tribunal  Snpre* 
mo,  qne  se  citan  en  el  primer  motivo  del  recurso,  no  tienen  aplica- 
ción al  caso  de  este  pleito,  porque  se  refieren  á  las  retrodonaciones  ó 
cesiones  que  hagan  los  donatarios  á  favor  de  los  donantes,  ó  de  otro  en 
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80  nombre,  de  todo  Ó  parte  de  lo  donado  en  diamínneión,  derogación  6 
perjuicio  de  heredamiento  ó  donación  hecha  en  tiempo  de  bodas,  de- 
clarando nnlos  los  instromentos  qne  las  contengan  para  evitar  ios  frau- 
des qne  con  frecuencia  se  cometían,  de  lo  cual  no  se  trata  en  este  plei- 
to, sino  de  la  nniidad  ó  validez  de  un  convenio  celebrado  para  dividir- 
se la  herencia  del  padre  y  abuelo  respectivamente  de  los  contratantes: 

Considerando  que  según  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo,  el 
recurso  de  casación  ha  de  fundarse  en  laa  infracciones  de  ley  ó  de  doc- 
trina legal  que  se  refieran  á  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  y  no 
en  que  sean  impertinentes  é  inaplicables  al  caso  del  pleito  las  que  se 
citen  con  más  ó  menos  oportunidad  en  los  fundamentos  ó  parte  expo- 
sitiva de  la  misma,  por  lo  cual  es  también  improcedente  el  segundo 
motivo,  que  se  funda  en  este  defecto: 

Considerando  que  para  los  efectos  del  presente  recurso  ño  puede  es- 
timarse como  ley  del  contrato,  cuya  infracción  se  alega  en  el  quinto 
motivo,  lo  establecido  en  laé  capitulaciones  matrimoniales  de  4802,  ce- 
lebradas con  motivo  del  casamiento  de  D.  José  Pagés  y  Carbonell  eon 
Doña  Antonia  Portel  I,  porque  cualesquiera  qne  fuesen  los  derechos 
que  en  ellas  concedieran  al  recurrente,  quedaron  subordinados  al  con- 
venio qoe  éste  celebró  en  186S  con  los  causantes  de  los  demandados 
sobre  división  de  la  herencia  de  dicho  D.  José  Pagés,  cuya  validez  ha 
sido  reconocida  por  la  sentencia  al  absolver  de  la  demanda  en  que  se 
pedía  so  nulidad: 

Considerando  que  no  pnede  apreciarse  como  motivo  de  nulidad  de 
dicho  convenio  el  error  en  la  causa  de  la  obligación,  que  se  alega  en 
el  tercer^ motivo,  porque  el  recurrente  no  ha  probado  ni  intentado  pro- 
bar qne  la  causa  de  tal  convenio  fuese  la  creencia  en  que  dice  estaba 
de  que  D.  José  Pagés  y  su  consorte  Doña  Antonia  Carbonell  podían  dis- 
poner libremente  de  sns  bienes  y  de  que  los  de  aquél  estaban  sujetos  á 
su  abintestato,  ni  este  punto  ha  sido  objeto  de  (iiscusión  en  el  pleito, 
por  lo  cual  tampoco  puede  serlo  del  recurso  de  casación,  y  por  consi- 
guiente la  sentencia  no  infringe  las  leyes  del  Digesto  é  Instituta,  que 
se  citan  en  dicho  motivo: 

Considerando  que  tampoco  infringe  por  ser  inaplicables  al  caso,  la 
ley  42,  título  4  4,  Partida  5*,  ni  la  doctrina  que  se  cita  en  el  cuarto  mo- 
tivo^ según  las  coales  el  cumplimiento  de  los  pactos  condicionales  de- 
pende de  que  se  realice  la  condición;  porque  no  resulta  que  fuese  con- 
dicional el  convenio  de  qoe  se  trata,  y  tampoco  ha  sido  objeto  de  dis- 
cusión ni  de  la  prueba  que  el  consentimiento  de  los  otorgantes  mayo-^ 
res  de  edad,  como  lo  era  el  recurrente,  dependía,  según  éste  dispone, 
deque  mereciera  la  aprobación  judicial,  solicitada  y  no  resuelta  hasta 
hoy,  por  lo  que  afectaba  á  los  menores  en  él  inteiresados,  antes  bien  se 
deduce  lo  contrario  del  hecho  reconocido  por  ambas  partes  de  hallarse 
desde  entonces  en  posesión  de  los  bienes  que  respectivamente  les  fue- 
ron adjudicados  por  dicho  convenio: 

Considerando  qoe  conforme  al  núm.  7^  del  art.  4692  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  para  qoe  pueda  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  es  necesario 
que  esto  resulte  de  documentos  ó  autos  auténticos  que  demuestren  la 
•quivocaeión  evidente  del  juzgador,  debiendo  citarlos  el  recurrente;  y 
como  no  ha  llenado  este  requisito,  y  además  para  suponer  la  existen- 
cia de  tal  error  en  la  apreciación  de  la  prueba,  relativa  á  la  lesión  enor- 
mísima que  alegó  en  apoyo  de  su  demanda,  se  funda  solamente  en  la 
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iiipótetis  de  tener  derecho  á  )a  lotalidad  de  ]o8  bienes  de  eus  al^aelos, 

-6  ociando  menos  á  la  mitad  de  ellos,  haeiendo  supuesto  de  la  cueaU4^n» 

lo  oaa^  no  es  permitido,  es  improcedente  el  sexto  motivo  del  recurso,  y 

Bo  puede  estimarse  la  infracción  que  como  consecuencia  del  sapnesto 

^error  de  hecho  se  alegó  en  el  7?; 

FaUamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
corso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpnesto  á  nombre  de  Don 
Josó  Pagés  y  Bataller,  4  quien  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la  co 
rrespoodíente  certificación  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  devolución 
del  apunumiento.-— (Sentencia  pubUcada  el  16  de  Marzo'  de  1883,  e 
aserta  en  la  (ro^M  de/25  de  Agosto  delmismo  año.) 

92  \ 

Rec«rs«  de  «asaeiénlO  de  Marsode  4883).— i^a^a  j^imira. 

Rksgí$ión  db  una  vshta  á  pacto  ds  ríetro  -Ha  logar  en  parte  al  in 

terpuesto  por  D.  Gerónimo  José  de  Tapia  con  D.  Bernardo  de  Achaga 
(Audiencia  de  Pamplona),  y  se  resuelve: 

1°  Q%e  como  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  cuando  se  pacta 
de  una  manera  eíjoplidia  que  eiel  vendedor  devuelve  en  cierto  ploto  el 
precio  qne  recibió^  tendrá  derecho  á  recuperar  la  cosa  vendida^  si  cel/^ 
ira  un  contrato  de  venia  á  reirá  y  no  un  préstamo  con  pacto  comisoriOj 
prohibido,  por  derecho: 

3    Que  la  simulación  y  eljraude  no  se  previenen; 

7  3*  Qw  al  declarar  la  sentencia  que  el  demandante  no  ha  justifica- 
do la  testan  ultra  dimidiom  que  sufrió  en  los  contratos  litiyiosoSy  sien 
do  asi  que  aunque  se  prescinda  de  la  tasación  pericial  del  valor  que  te~ 
fáan  lasjtncas  objeto  dé  la  venta,  al  tiempo  que  ésta  se  verific^y  y  el 
que  merecerían  tn  la  fecha  de  la  valoración  en  el  pleito^  resulta  de  la 
escritura  pública  que  en  eila  por  lo  píenos  se  vendieron  por  35.000  pe- 
setas bienes  que  los  contratantes  estimaron  en  más  del  dobble  de  esta 
cantidad,  sin  que  haya  justificado  ni  intentado  justificar  el  demandado 
que  sea  el  justo  precio  de  la  cosa  el  ^ue  ha  recibido  el  vendedor,  con- 
forme á  lo  pactado  en  el  contrato;  se  infringen  la  ley  Mi,  tit,  \ 8  Par^ 
tida  :i*,  doctrina  del  Tribunal  Supremo  en  conformidad  con  ella;  los 
aaiomas  jurídicos  coüíeñm  pro  )tká\Cítio  habetnr  y  factu  suum  nemo 
recte  impugnai;  la  doctrina  consignada  en  la  ley  16,  tits  tt.  Partida 
.  Z\  y  en  la  jurisprudencia,  á  cuyo  tenor  las  sentencias  de  los  Tribuna- 
les deben  ser  conformes  y  ajustadas,  no  sólo  á  la  cosa  sobre  que  con- 
tienden las  partes  y  sino  también  á  la  manera  en  que  facen  la  demanda 
y  al  averiguamiento  ó  prueba  que  es  fecha  sobre  ella;  la  doctrina  esta- 
decida  en  la  ley  19,  til.  %t.  Partida  3^,  se^n  la  cual  los  fallos  ae  los 
Tribunales  no  pueden  estar  basados  en  omisioneSf  errores  de  hecho^  ni 
en  supuestos  equivocados  ó  ineaactos  fundamentos;  las  leyes  ^^,  tit,  1^, 
libro  iOde  la  N^ovisima  Recopilación,  y  las  56  y  68,  tiL  6°,  Partida^^, 
que  estahlebtecen  la  rescisión  de  todo  contrato  en  que  intervenga  lesión 
h  engaño  ó  en  más  de  la  mitad  del  justo  precio, y  por  último,  la  doctrina 
legal  que  en  consonancia  con  estas  leyes  tiene  sancionada  el  Tribunal, 

£u  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  46  de  Mano  de  1883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tolosa  y  en  la  Sala  de 
justicia  de  la  Audencia  de  Pamplona  por  D.  José  de  Tapia  y  Alguisale- 
te,  propietario  y  vecino  del  lugar  de  Larrani,  con  D.  Bernardo  de  Acha 
^a  y  Lasiain,  propietario,  vecino  de  Yillaboaa,  sobre  rescisión  de  una» 
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vent&s  á  pacto  de  retro,  y  otorgamiento  de  las  escritoras  de  retroven- 
ta;  pendiente  en  este  Tribnna)  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ci6n  por  infraoeíón  de  ley  interpuesto  por  el  licenciado  D.  Juan  Garcísb 
Ballestero  y  el  Procurador  D.  Juan  Pascual  García  en  defensa  y  repre» 
sentaeión  de  Tapia;  habiendo  sido  defMdido  y  representado  Achagir 
por  el  Licenciado  D.  Enrique  Ucelay  y  el  Proeurador  Francisco  Ejea: 
Resultando  que  por  escritura  pública  de  di  de  Setiembre  de  1878, 
D.  Jerónimo  Josó  de  Tapia,  autorizado  por  su  esposa  Doña  Francisc» 
Antonia  de  Argaya,  venció  á  D.  Bernardo  Achaga  con  pacto  de  retro- 
venta  por  el  término  de  un  año,  las  siguientes  fincas:  la  casería  llama- 
mada  Áspide  mayor  ó  Inso  con  sus  pertenencias,  sita  en  Alguiza,  ert 
cantidad  de  100.000  pesetas,  que  se  hallaba  valuada  en  45  408  pesetas 
con  S3  céntimos;  la  casería  Arpide  Bersi  ó  Arpide  Echaverri  con  sus 
pertenencias,  sita  en  la  misma  villa,  por  4.500  pesetas,  tasada  en  7.74$ 
y  iO  céntimos;  lacasería  Ansola  mayor  con  sus  anejos,  sita  en  Larraul, 
en  7.500  pesetas,  apreciada  en  46.588,38  céntimos;  la  mitad  del  molino^ 
llamado  Olaá,  sito  en  Alguiza,  con  sus  pertenencias,  en  2.550  pesetas, 
valuado  en  9.295  pesetas  con  44  céntimos;  la  mitad  de  otro  molino' 
llamado  Errota«Berri,  en  Alguiza,  por  S.750  pesetas,  valorado  en  5.757 
con  20  céntimos;  y  la  casa  núm.  3  antiguo  y  7  moderno  de  ta  calle  de 
la  Lechuga  de  Tolosa,  por  9.000  pesetas,  estimada  en  42.6f0  con  60^ 
céntimos;  consignándose  en  dicha  escritura  que  de  las  35.0(^0  pesetas  é- 
que  ascendía  el  precio  de  la  venta,  tenía  entregadas  el  comprador 
Achaga  S5.750  para  pago  de  la  deuda  contraída  por  Tapia  y  su  mujer 
á  favor  del  D.  José  Manuel  de  Elso,  por  lo  cual  entregaba  tan  sólo  el 
resto,  ó  sean  9.250  pesetas,  para  completar  el  precio  de  hs  (incas: 

Rflsultando  que  entre  las  mismas  partes  se  otorgó  otra  escritura  en 
4 1  de  Vayo  de  1880,  prorrogando  el  término  del  retroacto  estipulado* 
en  la  anterior  á  cuatro  años,  contados  desde  el  4^  de  Febrero  del  si- 
guiente año  1881 ,  y  estableciendo  ademis  que  si  Tapia  ó  sos  herederos- 
Suerían  recuperar  sus  fincas  todas  á  la  vez  y  no  unas  sin  h  otra,  po- 
rían  hacerlo  devolviendo  á  Achaga  ó  á  sus  derecho-habientes  las- 
35.000  pesetas  del  precio  de  la  venta  en  monedas  de  oro;  pero  que  si 
dejaban  pasar  el  término  estipulado  sin  haber  utilizado  el  derecho  d» 
redención,  quedaría  sin  efecto  ni  valor  alguno  la  presente  escritura  y 
en  toda  su  fuerza  y  vigor  lade  H  de  Setiembre  de  1878:  que  durant»^ 
los  cuatro  años  del  plazo  del  retro  percibiría  Tapia  la  renta  de  las  fin- 
cas vendidas,  y  en  su  compensación  pagaría  á  Achaga  3.403  pesetas  el 
día  1^  de  Febrero  de  1882,  y  en  el  mismo  día  y  mes  de  cada  uno  de  los 
tres  años  sucesivos  2.450;  quedando  consumada  la  venta  con  el  carác* 
ter  de  absoluta  é  irrevocable  en  favor  de  Achaga  si  Tapi»  dejaba  trascu- 
rrir eualqniejra  de  los  indicados  plazos  sin  satisfacer  alguna  de  dichas 
cuatro  anualidades;  y  que  además  si  se  hacía  uso  del  retracto  después 
de  pagado  el  día  i*  de  Febrero,  los  retrayentes  deberían  pagar  á  Acha- 
ga además  del  precio  de  la  venta  la  anualidad  pactada  para  cada  año^ 
cualquien^  que  fuese  la  época  en  que  aquél  se  verifícase: 

Resultando  que  en  escritura  de  la  misma  fecha  H  de  Mayo  de  1880^ 
otorgada  entre  las  mismas  partes,  vendió  Tapia  á  Achaga  otras  fincas, 
valoradas  en  60.533  pesetas  con  73  céntimos  por  44.250,  con  pacto  de 
retro  por  término  de  cuatro  años,  que  empezarían  á  correr  el  r  de  Fe- 
brero del  siguiente  año  1881;  confesando  Tapia  que  tenía  recibidas 
de  Achaga  116  pesetas,  une  agregadas  á  las  41.134  á  que  ascendían  Ios- 
gravámenes  á  que  se  hallaban  afectas  las  fincas,  componían  el  precia 
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de  la  venta;  y  pactándose  qae  dorante  el  tiempo  del  eontrato  percibi- 
ría el  Tendedor  Tapia  las  rentas  de  las  fincas,  pero  sin  poder  ejecutar 
en  ellas  acto  algnno  por  el  qus  se  desmembrase  en  lo  más  mínimo,  j 
en  compensación  de  tales  rentas  abonaría  á  Achaga  el  día  4^  de  Pebre- 
brero  de  cada  nno  de  los  años  1881  á  i884  tnelasive  la  cantidad  de 
2.8S7  pesetas  con  50  céntimos  quedando  consumada  la  venia  con  el 
carácter  de  absoluta  ó  irrevocable  en  favor  de  Achaga  si  Tapia  deja- 
ba de  satisfacerle  cualquiera  de  dichos  plazos;  y  que  si  el  retracto  te- 
nía lugar  antes  de  finalizar  los  cuatro  años  estipulados,  debería  pagar 
al  vendedor  el  comprador,  además  de  las  41.250  pesetas  del  precio  de 
la  venta,  2.887  con  50  céntimos,  siempre  que  la  redención  se  verificase 
pasado  e)  día  1^  de  Febrero  de  cualquiera  de  dichos  años  y  cualquiera 
que  fuese  también  la  época  del  año  en  que  tuviera  efecto  aunque  no 
hubiese  trascurrido  todo  él: 

-Resultando  que  por  último  declararon  Tapia  y  Achaga  en  otra  es- 
critura de  tt  de  Octubre  de  1880  que  por  un  olvido  habían  dejado  de 
incluir  en  la  anterior,  no  obstante  estar  convencido  que  deberían  com- 
prenderse, en  la  venta,  tres  terrenos  que  describieron  y  valoraron  en 
215  pesetas: 

Resultando  que  en  23  de  Mayo  de  4881  dedujo  D.  Jerónimo  José  de 
Tapia  la  demanda  que  ha  dado  origen  á  este  pleito,  en  la  que  ejerci- 
tando la  acción  mixta  solicitó  se  declarase  que  le  corresponden  en  ple- 
na propiedad  y  dominio  los  bienes  que  se  detallan  en  las  anteriores  es- 
crituras, en  razón  á  ser  contratos  de  préstamo  mutuo  y  no  de  compra- 
venta los  en  ella  contenidos;  si  á  esto  no  había  lugar,  se  declarasen  res- 
cindidos dichos  contratos  por  razón  de  la  lesión  que  en  ellos  había  su  - 
frido,  y  si  tampoco  procedía  esto,  se  condenase  al  demandado  Don 
Fernando  Achaga  á  otorgar  á  so  favor  las  correspondientes  escrituras 
de  retroventa  en  cumplimiento  del  pacto  de  retracto  establecido  en  di- 
chos contratos  por  ser  ineficaz  y  nula  la  condición  impuesta  respecto  á 
los  intereses  estipulados  en  compensación  de  las  ventas  de  los  bienes,  y 
porque  aun  en  la  hipótesis  de  que  fuese  válida,  no  podía  reconocerse 
subsistente,  sino  modificada  por  la  novación: 

Resultando  que  en  apoyo  de  estas  pretensiones  alegó,  entre  otras 
razones,  que  á  pesar  de  que  en  las  citadas  escrituras  se  consignó  que  los 
bienes  á  que  las  mismas  se  referían  los  enajenaba  el  demandante,  no 
existieron  en  realidad  tales  enajenaciones,  ni  tuvo  esta  parte  el  ánimo 
deliberado  de  desprenderse  de  ellos,  sino  que  aceptó  por  razón  de  su 
apurada  situación  las  condiciones  que  le  impuso  D.  Bernardo  Achaga 
al  hacerle  los  préstamos  de  las  cantidades  que  se  suponían  precio  de  las 
ventas:  que  de  esta  aseveración  era  prueba  irrefutable  el  hallarse  gra- 
vados los  bienes  que  se  supone  vendidos  por  una  de  las  dos  escritoras 
de  11  de  Mayo  de  1880  con  hipotecas  que  ascendían  á  41.134  pesetas  y 
el  estar  adeudando  á  Achaga  25.340  pesetas  que  le  prestó  para  satisfa- 
cer el  crédito  de  D.  Manuel  Elso;  el  suponerse  que  dichos  bienes  fueron 
vendidos  por  305.000  rs.,  siendo  así  que  valían  sin  exageración  un  mi- 
llón; el  haberse  estipulado  en  dichas  escrituras  que  los  bienes  vendidos 
permaneciesen  en  poder  del  vendedor  y  que  éste  percibiera  sos  rentas 
con  la  obligación  de  satisfacer  al  comprador  el  7  por  100  de  interés 
anual,  produciendo  ai  demandante  de  renta  eii  dinero  ó  especie  5.750 
pesetas  próximamente,  y  ascendiendo  los  intereses  que  debe  pagar  á 
Achaga  á  6.290;  el  haberse  estipulado  también  que  por  el  mero  hecho 
de  no  satisfacer  el  demandante  el  día  1^  de  Febrero  de  cada  uno  de  los 
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cuatro  años  por  qae  sa  estableció  el  retracto  de  los  intereses  estipula- 
dos, qaedarian  las  ventas  consomadas  con  el  carácter  de  absolutas  6 
irrevocables,  y  por  el  último,  el  haberse  pactado  aoe  dichas  anualidades 
de  intereses  debe  satisfacerlos  íntegras  el  demandante,  cualquiera  que 
sea  la  época  del  año  en  que  tenga  lugar  la  redención;  hechos  y  condi- 
ciones todas  que  alteran  y  desnaturalizan  los  requisitos  esenciales  del 
contrato  de  compraventa  y  del  pacto  de  retroventa:  que  la  despropor- 
ción que  existe  entre  el  precio  en  que  se  supone  fueren  vendidas  las 
fincas  y  su  verdadero  valor,  es  mucho  mayor  aún  que  laque  resulta  de 
la  estimación  que  se  les  dio  en  las  mismas  escrituras,  porque  esta  esti* 
mación  fué  tomada  de  tasaciones  practicadas  hacÍ4  muchos  años,  en  las 
que  se  apreciaran  con  una  rebaja  considerable,  ya  porque  con  posterio- 
ridad á  dichas  tasaciones  había  reedificado  el  demandante  algunas  ca- 
seiías  y  hecho  plantaciones  de  ái  boles  de  mucha  importancia:  que  en 
47  de  Marzo  úliimo  le  había  exigido  Achaga  en  acto  de  conciliación  que 
tuviese  por  consumadas  las  ventas  contenidas  en  las  dos  escrituras  de 
i  I  de  Mayo  de  4880  y  22  de  Octnbre  del  mismo  año,  por  haber  trascu- 
rrido el  día  1^  de  Febrero  de  488 1  sin  que  le  hubiera  satisfecho  los  in- 
tereses pactados,  no  obstante  que  el  día  49  ó  90  de  Enero  del  mismo 
año  le  había  prorrogado  el  plazo  señalado  para  el  pago  de  intereses: 
que  con  posterioridad  había  ofrecido  repetidas  veces  á  Achaga  la  en  - 
trega  de  los  capitales  que  recibió  en  calidad  de  préstamo  y  de  los  inte- 
reses pactados,  á  lo  cual  se  había  aquél  opuesto:  que  según  la  jurispro- 
dencia  de  este  Tribunal  Supremo  son  contrarios  á  la  ley  los  contrates 
simulados,  ó  sea  los  celebrados  con  causa  falsa,  y  son  nulos  y  no  con  - 
fieren  por  consiguiente  derechos  ni  pueden  surtir  efecto  alguno  legal: 
que  según  doctrina  del  mismo  Tribunal  los  contratos  deben  calificarse 
por  las  cláusulas  esenciales  que  comprendan,  más  bien  que  por  el  notñ  - 
bre  que  les  den  las  partes,  que  prohibiendo  la  ley  42,  tít.  5^,  Partida  5% 
el  pacto  comisario,  forzoso  es  entender  prohibido  por  la  misma  el  pac- 
to que  convienen  los  contrayentes:  que  no  pagando  el  deudor  los  inte 
tereses  del  capital  prestado  se  haga  dueño  el  acreedor  de  la  cosa  que  le 
sirve  de  garantía:  que  según  las  leyes  28  y  38,  tít.  4  4,  Partida  5%  y 
sentencia  de  este  Tribunal  Supremo,  son  nulos  y  no  producen  efecto 
alguno  legal  loa  contratos  en  que  interviene  dolo  ó  fraude,  ó  son  con* 
trarios  á  las  leyes  ó  buenas  costumbres;  y  que  las  leyes  2\  tít.  4^  libro 
40  de  la  Novísima  Recopilación,  y  66  y  62,  til.  5^  Partida  5^  estable- 
cen la  rescisión  de  todo  contrato  en  que  intervenga  lesión  ó  engaño  en 
más  de  la  mitad  del  justo  precio: 

Resultando  que  D.  Bernardo  Achaga  contestó  la  demanda  pidiendo 
que  se  le  absolviera  de  ella  y  se  declarara  que  habían  quedado  consu- 
madas las  ventas  con  el  carácter  de  absolutas  é  irrevocables,  alegando 
al  efecto  que  en  las  tasaciones  de  bienes  que  se  practican  en  la  actuali- 
dad señaladamente  desde  la  terminación  de  la  última  guerra  civil,  se 
aprecian  en  menos  valor  que  antes  de  la  guerra,  porque  la  propiedad  ha 
bajado  de  estimación:  que  habiéndose  consignado  en  las  escrituras  con 
el  asentimiento  de  ambas  partes  que  los  bienes  se  enajenaban  por  Ta- 
pia, no  podía  estar  conforme  con  lo  que  éste  decía  en  su  demanda  de 
que  no  hubiesen  existido  en  realidad  tales  enajenaciones  ni  hubiese  te- 
nido ánimo  de  desprenderse  de  los  bienes  vendidos:  que  negaba  que 
hubiese  prorrogado  al  demandante  el  plazo  señalado  para  el  pago  de  la 
cantidad  estipulada  en  compensación  de  las  rentas;  y  que  las  leyes  y 
doctrinas  que  el  demandante  invocaba  en  apoyo  de  su  demvnda  eran 
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inaplicables  por  referirse  á  contratos  siíuotados  y  no  poder  ser  califica- 
dos de  tales  los  contenidos  en  las  escritoras  de  qne  se  trata  mientras  no ' 
selostifíease  esta  condición: 

Resuttanda  que  en  los  escritos  de  réplica  j  duplica  reprodojeron 
ambas  partes  sos  anteriores  alegaciones,  y  recibido  el  pleito  á  prueba 
se  propaso  por  el  deoiandante,  entre  otras,  la  de  peritos  agrimensores 
que  reconociese  las  fincas  litigiosas  y  dijeran  cuál  era  el  valor  que  po- 
dían tener  todas  y  cada  una  de  ellas  en  las'fecbas  en  qne  se  suponía  que 
habían  sido  epajenedas;  y  con  vista  de  lo  expuesto  por  la  parte  contra- 
ria respecto  de  dicho  medio  de  prueba,  conforme  á  lo  establecido  en  el 
«rt.  608  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente,  dictó  providencia  el 
Juzgado,  declrando  pertinente  la  prueba  pericial  y  mandando  que  se 
practicara  por  tres  maestros  de  obras,  verificando  el  reconocimiento 
de  las  fincas  que  se  designaban  en  las  cuatro  escrituras  de  autos,  te- 
niendo en  cuenta  el  valor  de  la  propiedad  cuando  se  realizaron  las  ven- 
tas, capitalizándolo  por  los  productos  ó  rentas,  y  haciendo  extensivo  su 
informe  al  demérito  que  hubiesen  tenido  las  mismas  por  talas  de  árbo- 
les ó  desperfectos  causados  por  el  demandante  después  de  otorgarse 
las  escrituras: 

Resultando  que  los  tres  peritos  que  al  efecto  se  nombraron  cum- 
plieron su  cometido  tasando  cada  una  de  las  fincas  por  separado,  tasa- 
ción que  en  junto  arrojaba  una  soma  de  i 59,745  pesetas  75  céntimos, 
y  después  de  ratificadas  aote  el  Juzgado,  contestaron  á  las  observacio- 
nes que  en  el  mismo  acto  les  dirigió  D.  Bernardo  Achaga  que  no  ha- 
bían capitalizado  los  productos  á  niogún  tipo  y  se  habían  atenido  úni- 
camente al  valor  que  tenían  las  fincas  en  venta  en  la  actualidad,  según 
las  diferentes  localidades:  que  como  había  fincas  cuyos  productos  no 
reconocían,  no  habían  capitalizado  ninguna  renta,  porque  la  base  de  la 
renta  no  puede  aplicarse  i  ara  capitalizar  la  finca,  sino  viceversa,  del 
valor  de  la  finca  puede  deducirse  la  renta:  que  por  gastos  de  adminis- 
tración y  reparaciones  no  habían  hecho  ningún  descuento,  y  que 
creían  que  las  fincas  qne  habían  reconocida  podían  venderse  por  el  pre- 
cio porque  figuraban : 

Resultando  que  el  Jaez  de  primera  instancia  de  Tolosa  dictó  senten- 
cia absolviendo  de  la  demanda  á  D.  Bernardo  Achaga  y  declarando  que 
habían  quedado  consumadas  las  ventas  con  el  carácter  de  absolutas  é 
irrevocables  y  que  son*de  oficio  los  honorarios  que  cargan  los  peritos 
por  sus  trabajos  de  medición  y  valoración  de  las  fincas  objeto  de  este 
pleito,  y  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Pamplona,  en  sentencia 
de  16  de  Junio  próximo  pasado  confirmó  la  anterior  en  cuanto  absolvía 
da  la  demanda  á  D,  Bernardo  Achaga  y  declaraba  que  habían  quedado 
consumadas  y  con  carácter  de  irrevocables  las  ventas  hechas  á  éste  por 
Tapia,  y  la  revocó  respecto  á  los  honorarios  de  los  peritos,  declarando 

aue  en  cuanto  á  su  legítima  percepción  las  partes  podían  osar  de  su 
erechoen'  el  juicio  correspondiente: 
Resultando  que  previo  depósito  de  4.000  pesetas  interpuso  D.  Jeró- 
nimo José  de  Tapia  recurso  de  casación,  fundado  en  los  siguientes  mo- 
tivos: 

1^  En  haber  sido  infringida  la  doctrina  legal  sancionada  por  este 
Tribunal  Supremo  en  nuraorosos  fallos,  entre  otros  en  los  de  28  de  Ju- 
nio de  4860  y  4^  de  Julio  y  43  de  Octubre  de  4880,  de  que  la  ley  4% 
tit.  1^,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación  no  puede  tener  aplicación 
«no  euaado  se  impugna  el  contrato  por  falta  de  soiemnidades  externas, 
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pero  de  ningün  modo  caando  los  interesados  se  hallan  conformes  en  0a 
existencia  y  eoestionan  sobre  la  extensión,  valor  y  eficacia  de  las  obli- 
gaciones contenidas  en  e)  mismo,  toda  vez  qne  no  obstante  no  haber 
sido  jamás  impugnados  por  el  recurrente  los  contratos  de  qne  se  trata 
en  este  pleito  por  falta  de  solemnidades  externas,  sino  por  cansas  y 
fandamentos  qne  atañen  á  la  esencia  misma  de  sos  eirconstancias  ia- 
trinsecas  y  qne  afectan  á  su  verdadero  carácter  legal,  ó  la  natoralexa  7 
extensión  de  los  efectos  jurídicos  que  deban  producir  y  á  la  eficacia  ó 
nulidad  de  algunas  de  sus-  principales  cláusulas,  resuelve  la  sentencia 
recurrida  tan  graves  cuestiones,  que  tocan  al  fondo  y  no  á  la  forma, 
por  la  prescripción  contenida  de  la  referida  ley  recopilada,  infringién- 
dola al  hacer  aplicación  de  ella  al  caso  de  autos: 

2^  Porque  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  irrevocablemente  con- 
sumadas las  ventas  hechas  por  Tapia  al  demandado,  dando  por  lo  mis- 
mo á  los  contratos  en  cuestión  la  calificación  de  compraventas  en  vez  de 
la  de  préstamos  mutuos,  como  se  pidió  en  la  demanda,  fundándose  para 
ello  no  en  que  tal  calificación  sea  la  que  á  dichas  estipulaciones  corres- 
ponda según  su  natoralesa  y  condiciones  esenciales,  sino  en  que  los  in- 
teresados les  atribuyen  tal  calidad,  se  infringe  también  por  su  indebida 
aplicación  la  ley  4^  tit.  T,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  el 
principio  de  derecho  de  que  lo  establecido  en  los  contratos  es  ley  para 
los  contratantes,  y  además  la  doctrina  legal  sancionada  por  la  jurispru- 
dencia de  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  28  de  Enero  de  4859, 
25  de  Abril  de  4867  v  t  Julio  de  1879  de  que  los  contratos  deben  califi- 
carse por  el  contenido  de  sus  cláusulas  esenciales  más  bien  que  por  el 
nombre  que  le  dieron  las  partes: 

3^  En  que  resultan  también  infringidas  la  ley  28,  tít.  5^  Partida 
5%  que  establece  la  tradición  ó  entrega  real  de  la  cosa  vendida  como 
requisito  esencial  de  toda  compraventa  y  como  obligación  principal  é 
inexcusable  de  todo  vendedor,  y  la  ley  48  de  los  mismos  títulos  y  Par- 
tida, referente  á  las  compraventa  á  carta  de  gracia:  que  al  obligar  al  ' 
comprador  en  cumplimiento  del  pacto  de  retro  á  tomar  la  cosa  en  todas 
guisas  al  vendedor  por  el  mismo  precio  que  éste  á  su  vez  recibió  por 
ella,  hace  consistir  taxativamente  este  contrato  en  la  recíproca  devolu- 
ción cierta  y  efectiva  de  la  cosa  comprada  y  de  su  precio,  lo  cual  im- 
plica y  presume  la  previa  entrega  de  uno  y  otro  al  tiempo  de  su  otor- 
gamiento; por  cuanto  se  califican  en  la  sentencia  recurrida  los  contra- 
tos litigiosos  de  verdadera  compraventa,  no  obstante  qne  por  ellos  no 
contrajo  el  recurrente  la  obligación  de  entregar  los  bienes  al  compra- 
dor Achaga,  sino  de  una  manera  puramente  mediata  y  subsidiaria,  en 
tanto  en  cuanto  dejara  de  pagarle  el  rédito  anual  fijo  estipulado  sobre 
las  cantidades  que  de  él  recibió,  ó  no  le  devolviera  dichas  sumas  con 
sus  intereses  antes  del  r  de  Febrero  de  1881,  puesto  que  se  pactó  ex- 
presamente que  mientras  el  recurrente  pagase  á  Achaga  la  renta  anual 
convenida,  conservaría  en  so  poder  las  fincas  en  cuestión  y  seguiría 
haciendo  suyos  los  frutos  de  ellas: 

4^  Porque  al  declarar  la  sentencia  consumadas  las  ventas  en  cues- 
tión con  arreglo  al  contrato,  por  haberse  pactado  en  él  expresamente 
que  tal  consumación  tendría  lugar  con  carácter  de  irrevocable,  en  el 
hecho  de  dejar  de  satisfacer  al  returrente  los  intereses  convenidos,  co- 
mo aoontectó  respecro  de  los  que  debió  pagar  el  día  1^  de  Febrero  de 
4881,  se  infringe  la  ley  42,  tít.  5*,  Partida  5%  citada  en  el  anterior  mo- 
tivo; porque  á  su  tenor,  el  derecho  de  cualquier  vendedor  á  retraer  los 
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ibienes  que  hubiese  vendido  á. carta  da  gracia,  sólo  pliede  exüngirge  le- 
galmenie  por  la  de  no  devoloción  del  precio  al  comprador  el  tiempo 
«stipaUdo,  pero  no  por  falta  de  pago  de  intereses  de  dicho  precio,  qge 
/ftohre  ser  no  accidente  ó  condición  manifestante  opuesto  á  la  natnrale- 
.M  de  esta  ciase  de  contratos,  dejaría  pendiente  la  resolnción  de  los  res- 
4>ectivos  derechos  de  las  partes  del  cumplimiento  de  una  condición  re- 
-aolutocia.  esencialmente  distinta  de  la  taxativa  que  autoriza  la  ley  ci- 
tada, única  aplicable  á  esta  clase  de  compraventas: 

5^  EUk haber  sido  infringidas  la  ley  40,  tít.  4  i,  Partida  5%  que  man- 
da que  se  tenga  por  engañoso  ó  simulado  y  non  se  guarde  aquel  pleito 
*^  postura  por  el  cual  aquel  que  presta  loa  dineros  en  verdad  toma  por 
ellos  algún  heredamiento  en  peños  ó  face  muestra  de  fuera  que  aquel 
que  gelo  da  á  peños  que  se  lo  ven  de  faciendo  en  de  facer  carta  de  ven- 
dida, la  doctrina  legal  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  de  sen- 
tencias de  31  de  Octubre  de  4865  y  26  de  Mayo  de  i 866,  que  declara 
que  los  contratos  simulados  son  contrarios  á  la  ley  y  nq  conieren  dere* 
•€bos  ni  pueden  surtir  efectos  civiles;  la  ley  38,  tit.  5^,  Partida  5%  que 
-en  su  primera  parte,  a  contrario  sensu  interpretada,  declara  nulas  las 
estipulaciones  que  vendedor  y  comprador  conven^^an,  si  son  contrarias 
á  la  moral  ó  é  las  leyes;  la  28,  tit.  1 1 ,  Partida  5%  cuya  última  parte  con- 
tiene  igual  declaración  por  lo  que  toca  á  toda  clase  de  pactos;  lo  doc- 
trina lega^  que  en  consecueneia  con  estas  dos  últimas  leyes  tiene  san* 
clonada  ese  Tribunal  Supremo  en  numerosos  fallos,  entre  otros  en  los 
'á6  S&  de  Junio  de  1857,  30  de  Setiembre  de  4864,  17  de  Noviembre 
de  4865,  21  de  Diciembre  de  4866  y  O  de  Abril  de  4870,  y  la  ley  44,  tí- 
tulo 5"*,  Partida  5%  que  declara  la  nulüad  de  la  venta  de  bienes  hecha 
por  el  deudor  que  sobre  ellos  recibió  ciertas  cantidades  y  por  el  precio 
é  que  éstas  asciendan  si  no  las  paga  á  su  acreedor  á  día  señalado,  en  el 
concepto  de  que  se  califican  los  contratos  celebrados  de  compraventas 
y  se  les  atribuyen  todos  los  efectos  civiles  consiguientes,  no  obstante 

Eresentar  to  ios  loa  caracteres  de  préstamos  i  interés,  con  garantía  de 
ienea  raíces,  puesto  que  hay  en  ellos  entrega  de  cantidades,  -  réditos 
£jos  que  deben  pagarse  por  éétas  durante  cierto  plazo,  y  fincas  cuya 
propiedad  se.  pierde  para  el  deudor  por  falta  de  pago  de  capital  é  inte^ 
reses: 

.  6®  Porque  atribuyendo  la  sentencia  reenrrida  cumplida  validez  y  en- 
tera efieacia  al  pacto  ftoatenido  en  las  escrituras  de  que  se  trata,  refe- 
rente á  los  intereses  anuales  que  el  recurrente  se  obligó  á  pagar  á  Acha- 
ga.,  confiere  á  éste  por  la  falta  de  pago  de  dichos  réditos  la  irrevocable 
.propiedad  de  los  bienes. que  garantizaban  préstamos  é  intereses,  infría- 
la en  su  espíritu,  en  sos  fuaaamentos  y  en  sus  fines  la  ley  42,  tít.  43, 
Partida  5^,  que  prohibe  el  pacto  comisorio,  ó  sea  aquél  por  el  cual  el 
deudcHT  otorga  que  si  no  quitase  á  día  señalado  ei  peño  ó  garantía  que 
hubiese  dado  á  su  acreedor,  sea  de  éste  en  adelante  ó  sea  suyo  comprfi- 
do;  la  ley  41,  tít.  5*.  Partida  5<^  antes  citada^  que  prohibe  lo  mismo  con 
declaración  de  nulidad  de  tal  pacto  y  dé  tal  venta;  la  regla  de  derecho: 
^i  eadem  estratio  ead^mfurU  dispositio  esse  debet]  y  las  mismas  leyes 
y  doctrinas  legales  citadas  en  el  anterior  motivo,  que  declaran  la  nuli- 
dad de  los  pactos  contrarios  á  la  moral  ó  al  derecho: 
7^  Porque  prescindiendo  de  los  anteriores  motivos  y  admitiendo  res- 

Í^ecto  de  la  segunda  de  las* escrituras  de  14  de  Mayo  de  4880,  ó  sea  de 
a  otorgada  con  relación  á  la  de  44  de  Setiembre  de  4878,  que  el  con- 
trato en  ella  celebrado  fuera  una  verdadera  compraventa  á  carta  de 
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graeia,  se  ineorre  en  la  seoteneia,  al  desestimar  la  lesión  enormísimaie^ 
alegada  en  la  demanda  para  obtener  la  rescisión  de  dicho  contrato^  en- 
nn  error  de  hecho  qae  consiste  en  entender  y  declarar  que  en  el  jnicia 
pericial  no  resolta  acreditado  el  valor  de  los  bienes  del  recurrente  al 
tiempo  de  so  supuesta  enajenación,  i  pesar  de  constar  lo  contrario  det 
dictamen  y  diligencia  de  ratificación  de  los  peritos,  ó  sea  de  actos  au- 
ténticos que  evidentemente  demuestran  la  equivocación  del  Tribunal 
sentenciHdor,  y  en  un  error  de  derecho,  que  consiste  en  no  apreciar 
como  prueba  plena  y  acabada  de  la  realidad  de  la  lesión  la  contenida . 
en  documentos  públicos  sin  tacha  ni  vicio  legal  de  ningún  género, 
como  lo  son  las  citadas  escrituras  de  H  de  Setiembre  de  4818  v  41  de 
Mayo  de  i^SO,  en  la  segunda  de  las  cuales  reconoció  el  demandado  ex-» 
presamente  que  las  fincas  á  que  ambos  se  refieren  valían  Í87.40S  pese-* 
tas  95  céntimos,  coya  mitad  excede  en  26.701  con  47  céntimos  al  precia^ 
qoe  por  ellas  se  dio; 

Y  8^  Porque  al  apreciar  las  pruebas  que  se  refieren  á  dicha  lesión», 
se  han  infringido  la  ley  iU,  tft.  48,  Partida  3%  segün  la  cual  las  dos  es-» 
critoras  citadas  qoe  determinan  el  valor  de  las  fincas  en  las  fechas  da 
las  mismas,  constitoyen  plena  prueba  de  la  existencia  y  enormísima, 
cuantía  de  la  lesión  que  en  ella  sufrió  el  recurrente;  la  doctrina  legal 
establecida  en  su  consonancia  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias^ 
de  t8  de  Junio  de  4859  y  20  de  Febero  de  4866;  los  axiomas  jurídico» 
tanfesut  pro  Judieato  kAeimrfaetu  tuum  nemo  reeU  impugnat\\9^  doc- 
trina consignada  en  la  lev  46,  tít.  22,  Partida  3^  y  en  las  sentencias  de 
casación  de  26  de  Mayo  de  4866  y  9  de  Abril  de  4867,  á  cuyo  tenor  las^ 
sentencias  de  los  Tribunales  deb^n  ser  conformes  y  ajustadas,  no  sólo 
á  ta  cosa  sóhre  que  contienden  las  partes,  sino  también  á  la  manera  en 
que  facen  la  demanda  y  al  averiguamiento  ó  prueba  que  es  fecha  so- 
bre ella;  la  doctrina  establecida  en  la  ley  49,  tít.  22,  Partida  3%  y  en 
tas  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  31  de  Diciembre  de  4  857, 26 
de  Setiembre  de  4862  y  28  de  Marco  de  4863,  segün  la  cual  los  fallo»- 
de  los  Tribunales  no  pueden  estar  basadcs  en  omisiones,  errores  de  he- 
cho, ni  en  supuestos  equivocados  ó  inexaclos  fundamentos;  las  leyes  2*, 
tít.  4^  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  y  las  56  y  62,  tít.  6^,  Par- 
tida 6*,  que  establecen  la  rescisión  de  todo  contrato  en  que  intervenga, 
lesión  ó  engaño  en  más  de  la  mitad  del  justo  precio,  y  por  ultimo,  la 
doctrina  legal  que  en  consonancia  con  estas  leyes  tiene  sancionada  este- 
Tribunal  en  sentencias  de  44  de  Diciembre  de  4863,  42  de  Febrero  y  26- 
de  Abril  de  4875  y  26  de  Abril  y  20  de  Octubre  de  4880: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  y  doo« 
trinas  citadas  por  el  recurrente,  haciendo  supuesto  de  la  cuestión  en 
los  seis  primeros  motivos  del  recurso,  porque  como  tiene  declarado  este 
Tribunal  Supremo,  cuando  se  pacta  de  una  manera  explícita  que  si  el 
vendedor  devuelve  en  cierto  plazo  el  precio  que  recibió,  tendrá  derecho- 
á  recuperar  la  cosa  vendida,  se  celebra  expresamente  nn  contrato  d» 
venta  á  retro  y  no  un  préstamo  con  pacto  comisorio^  prohibido  por  de- 
recho; y  en  el  caso  de  autos,  los  contratantes  Tapia  y  Achaga  signifi* 
carón  en  términos  precisos  la  resolución  de  vender  el  primero  y  com- 
prar el  segundo  con  aquella  condición,  por  masque  al  señalar  el  tiem- 
po dentro  del  cual  el  vendedor  podría  retraer  las  fincas  y  estipular 
acerca  de  su  administración  interina  y  aprovechamiento  de  sos  produc- 
tos establecieron  otras  condiciones  lícitas  que  no  afectan  á  la  nalnraie*- 
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Bt  y  eseneia  del  contrato  inscrito  en  el  Registro  como  de  venta  á  r^tro, 
y  anotado  marginalmente  después  en  el  mismo  concepto,  previo  expe-- 
diente  gobernativo  resoelto  por  la  Dirección  general  de  los  Registros, 
con  audiencia  de  las  partes,  puesto  qoe  la  simulación  y  el  fraude  no  so 
presumen,  y  la  Audiencia  sentenciadora  declara  con  Tisia  de  las  prne- 
bas  que  no  se  han  justificado  tales  vicios: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  en  la  apreciación  de  las^ 
pruebas  ba  incurrido  en  los  errores  de  derecbo  y  de  becbo  que  se  seña* 
lan  en  los  motivos  ^7*  y  8^,  é  infringido  las  leyes  en  ellas  citadas  al  de  - 
clarar  que  el  recurrente  no  ba  justifícalo  la  lesión  %Urá  dimidium  que 
sufrió  en  los  contratos  litigiosos,  puesto  que  aunque  se  prescinda  de  la 
tasación  pericial  del  valor  que  tenían  las  fincas  objeto  de  la  venta,  al 
tiempo  que  ésta  se  verificó,  y  el  que  merecían  en  la  fecba  de  la  va^o* 
ración  en  el  pleito,  resulta  de  la  escritura  publica  de  H  de  Setiembre 
de  1878  que  en  ella  por  lo  menos  se  vendieron  por  35.000  pesetas  bie- 
tiea  qoe  los  contratantes  estimaron  en  más  del  doble  de  esta  cantidad, 
'  y  no  ha  justificado  ni  intentado  justificar  el  recurrido  que  sea  el  justo^ 
precio  de  la  cosa  el  que  ba  recibido  el  vendedor,  conforme  á  lo  pactado 
en  ai  contrato; 

,  Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  logar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Jerónimo  José  de  Tapia  respecto  á  los 
motivos  7^  y  8?  en  cuanto  hacen  relación  á  la  sseritara  de  14  de  Se- 
tiembre de  1878,  y  que  no  ha  lugar  á  dicho  recurso  respecto  á  los  de- 
más motivos  en  qoe  se  fonda;  y  en  so  consecuencia  casamos  y  anula- 
mos la  sentencia  que  en  \t  de  Julio  próximo  pasado  dictó  la  Sala  do 
justicia  de  la  Audiencia  de  Pamplona  en  cnanto  por  ella  se  desestima  la. 
pretensión  deducida  en  la  demanda  encaminada  á  que  se  declare  res- 
rindido  el  contrato  contenido  en  la  escritura  pública  de  14  de  Setiem- 
bre de  4878  por  ratón  de  la  lesión  eatra  dimidiun  que  en  él  sufrió  e^ 
demandante;  y  devuélvase  al  recurrente  el  depósito  que  tiene  oonsti'^ 
toido<— (Sentencia  publicada  el  46  de  Marzo  de  4883,  é  inserta  en  la 
Gúeeta  de  S5  de  Agosto  del  mismo  año.) 

93 

Becario  do  casaeién  {47  deMarzod€^S%Z).'^SalafMrim9ra, — 
Pago  de  pbsetas. — No  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Domingo  OrtiB 
de  Zarate  con  D.  Salnstiano  Azcúnaga  (Aod.  de  Madrid),  y  se  re- 
suelve: 

4®  Que  estando  confeso  el  demandante^  recurrente,  como  lo  está,  de 
los  diversos  créditos  comprendidos  en  la  reconvencían,  es  inconducente 
de  todo  punto  el  afirmar  que  debe  ser  absuelto  el  que  no  confiesa,  y  que- 
.la  conoscencia  constitutiva  de  prueba  ha  de  ser  rxplicita  y  no  limitada 
á  un  solo  ea tremo  de  la  demanda,  por  lo  que  la  sentencia  que  lo  conde* 
na  al  pago  de  lo  pedido  en  la  reconvención,  no  infringe  la  doctrina  del 
Tribunal  Supremo^  según  la  cual  si  el  demandado  no  confiesa  que  debe 
lo  que  se  te  pide,  la  absolución  de  la  demanda  no  infringe  las  leyes  ^^ 

?r  4^.  tit,  4  :\  de  la  Partida  3^,  ni  la  doctrina  sobre  el  valor  en  juicio  de 
a  conoscencia,  y  la  que  determina  que  la  conoscencia,  á  que  da  la  ley  el 
talor  de  prueba  perfecta  y  acabada,  es  la  confesión  judicial  explicita  y 
absoluta,  y  no  aquella  que  se  limita  á  un  solo  extremo  de  la  demanden 
negando  al  propio  tiempo  la  certeza  de  los  demás  que  de  una  manera 
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indií>id%al  eomtUuia  la  base  esencial  de  la  aeáán  ó  ^s!eepeión  de^ 
ditcida; 

Y  t"^  QtM  tampoco  infringe  la$  leyes  20  y  21,  Ht.  U,  Partida  S^\  w 
4a  doctrina  consignada  de  acuerdo  con  ellat  por  el  Suprema  Tribumalj 
de  que  para  la  compensación  de  un  crédito  con  otro,  es  necesario  que 
sea  liquido;  que  no  pueden  ser  compensadas  las  cosas  ó  cantidades 
cuando  una  es  cierta  y  otra  no,  y  que  no  cabe  compensación  cuando  los 
■créditos  que  tratan  de  compensarse  no  son  liíjiuidos  y  ewigibles  desde  lue^ 
j/o,  como  acontece  cuando  la  cuantía  del  crédito  depende  del  resultado 
de  la  liquidaoión,  porque  no  ha  sido  objeto  del  litigio  la  pertenencia  de 
los  créditos,  y  porque  se  incurre  en  el  tido  de  tener  por  cierto  lo  qué 
no  loes  f  ó  sea  de  suponer  que  aquéllos  no  son  liquides  cuando  reamen 
te  aparecen  tales,  y  no  pueden  perder  esa  condición,  en  el  concepto  de 
afirmar  el  confesante  la  emstenda  de  algunos  gastos  sin  haber  deter' 
minado  su  importe  ni  haber  intentado  jusiificaciéá  alguna-. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  H  de  Mareo  de  1883,  en  ei  pleito 
pedieate  ante  Nos  en  vlrtad  de  recorso  de  casación  por  infraeeidii  de 
ley,  segaido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
universidad  de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Aa« 
diencia  de  la  misma  por  D.  Domingo  Ortiz  de  Zarate  y  Landa,  veeino  y 
del  comercio  de  Madrid,  representado  por  el  Procurador  D.  Felipe 
Rniz  de  la  Peña,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Ignacio  8náres 
barcia,  con  D.  Saiostiano  Azcúnaga  y  Ecbave,  de  la  misma  ocopaeión 
y  vecindad,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Ensebio  Gasaes  y  Castro, 
dirigido  por  ei  Licenciado  D.  Francisco  Silvela,  sobre  pago  de  pesetas. 

Resaltando  que  Doña  Rosa  de  Ascúnaga  y  Echa  ve,  consorte  de  Don 
Domingo  Ortiz  de  Záfate,  falleció  sin  sucesión  en  6  de  Diciembre  de 
1874,  con  testamento  en  que  dejó  las  dos  terceras  partes  de  sos  bienes 
1  sos  padres  D.  Celedonio  y  Doña  María  Ana  y  la  tercera  restante  á  so 
marido:  qoe  practicada  la  correspondiente  partición  y  adjudieracióadel 
caudal,  D*  Saiostiano  de  Azcünaga,  en  nombre  de  sos  padres,  y  Don 
Domingo  Ortiz  de  Zarate  por  sí,  otorgaron  escritura  en  6  de  Diciembre 
4e  1876,  declarando  reciprocamente  haber  percibido  lo  qoe  á  cada  uno 
le  correspondía,  dándose  carta  de  pago  y  finiqoito,  quedando  solo  pen» 
diente  por  consecoencia  del  fallecimiento  de  Doña  Rosa  entre  el  viodo 
y  sos  padres  el  resaltado  de  la  reclamación  entablada  en  la  Dirección 
general  de  Contribociones  por  el  exceso  que  del  juicio  se  satisfizo  en  el 
impuesto;  y  si  algo  se  devolviere,  D.  Celedonio  y  Doña  María  Ana 
percibirían  la  parte  proporcional  que  les  correspondiera  después  de  sa* 
tisfacer  los  derechos  imputables  á  la  herencia  y  pagados  por  Dé  Do^ 
mingo;  y  para  con  D.  Salustiano  de  Azcünaga  por  so  legado  de  25.000 
pesetas  y  el  de  5.000  de  so  hijo  D.  Teodoro  qoedaba^ responsable  el 
mismo  Ortiz  de  Zarate: 

Resoltando  qoe  por  escritora  otorgada  en  Vitoria  4l  41  de  Dieiem*  . 
bre  de  1879,  D.  Celedonio  de  Azcúnaga,  viodo  de  Doña  María  Ana  de 
Echave,  cedió  á  so  hijo  D.  Saiostiano  á  coenta  de  lo  qoe  podiera  co- 
rresponderle  por  la  herencia  diversos  créditos,  y  entre  ellos  la  mitad 
de  la  tercera  parte  qoe  le  correspondía  próximamente  de  un  crédito  de 
23.099  pesetas  10  céntimos  contra  la  Caja  económica  de  la  provincia 
de  Madrid,  qoe  debía  satisfacer  por  virtod  de  Real  orden  de  46  de  Se- 
tiembre de  1878,  coyas  otras  dos  terceras  partes  correapondían  á  Don 
Domingo  Ortiz  de  Zarate,  esposo  qoé  foé  de  la  difonta  hija  del  otor-^ 
^ante  Doña  Rosa  Azcúnaga;  la  mitad  de  la  tercera  parte  qoe  próxima* 
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mente  le  eorrespondía  en  an  crédito  contra  la  «Caja  del  regimiento  de 
«oraceros  del  Rey,  que  ascendía  á  mil  y  pico  de  pesetas,  sio  que  pa- 
diera  precisar  la  cantidad  por  no  tener  á  ia  vista  los  docamentos,  coyas 
otf as  aos  terceras  partes  oorrespondían  al  citado  D.  Domingo  Ortii  de 
Zarate,  qne  tenía  cobrado  este  crédito  y  por  lo  tanto  debía  satisfacer* 
\Or  y  por  ultimo,  la  mitad  de  todos  los  créditos  que  al  otorgante  y  sa 
difunta  esposa  se  adjadicaron  en  la  testamentaría  de  sn  finada  hija 
Dolía  Rosa  y  para  cuyo  cobro  estaba  autorizado  con  poder  bastante 
D.  Salttstiano: 

Resaltando  que  en  41  de  Janio  de  1 881  dedujo  D.  Domingo  Ortiz  de 
Zarate  la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  qne  se  condenase  á  D.  Sa- 
lotttiano  de  Azcúnaga  y  Eehave  á  pagar  al  demandante* j 8.004  rs.  60 
eéntímos  6  fueran  4.504  pesetas  y  16  céntimos,  con  sua  intereses  al  6 
por  100  anaai,  importe  de  los  géneros  que  le  había  vendido  en  sn  esta^ 
blecimiento  de  ferretería,  segnn  aparecía  de  la  cuenta  factura  acompa- 
ñada con  la  demanda;  y  i  cnyo  pago  se  negaba,  porque  si  bien  recono- 
cía la  deuda,  sostenía  que  debía  ser  compensada  con  otros  créditos: 

Resaltando  que  contestado  á  la  demanda  D.  Salnstiano  de  Azcúnaga, 
reconoció  en  efecto  la  certeza  del  crédito  reclamado  y  por  el  concepto 
indicado;  pero  añadió  que  el  demandante  le  adeudaba  la  cantidad  en 
junto  de  5.619  pesetas  65  céntimos  procedentes  de  ia  mitad  de  las 
S.968  pesetas  65  céntimos  por  su  cuenta  particular  y  gastos  adjudi- 
cados en  pago  de  su  haber  á  los  padres  del  demandado  en  la  parti- 
ción'lde  los  bienes  de  su  hija  Doña  Rosa,  de  la  mitad  de  la  tercera  par* 
te  det  saldo  qne  adeudaba  al  regimiento  de  coraceros  del  Rey,  qne  tam- 
bién le  fué  adjudicada  en  dicha  partición,  y  que  había  sido  cobrado  por 
D,  Domingo,  y  la  parte  que  correspondía  á  sus  referidos  padres,  en  la 
suma  devuelta  i  D.  Domingo  por  la  Caja  económica  de  la  provincia, 
procedente  de  la  citada  testamentaría,  cnyas  cantidades  le  habían  sido 
^idas  por  so  padre  en  virtud  de  la  escritura  antes  mencionada;  qoe, 
por  tantOf  lejos  de  ser  daodor  al  demandante  de  cantidad  algona,  le 
adeudaba  éste  1.118  pesetas  39  céntimos  qoe  debía  abonarle  con  el  in- 
terés de  6  por  100  desde  la  época  en  qoe  nstaba  obligado  á  entregarla; 
y  citando  eomo  fundamentos  de  derecho  las  leyes  de  la  Partida  qne  tra- 
tan de  la  compensación,  terminó  pidiendo  que  teniéndose  por  compen- 
sables los  créditos  referidos,  qne  ascendían  á  5.619  pesetas  55  céntimos, 
y  teniendo  en  cuenta  que  las  reclamaciones  de  D.  Domingo  sólo  ascen- 
dían i  4.501  pesetas,  se  le  condenase  al  pago  de  las  1.118  pesetas  39 
céntimos  de  diferencia,  con  los  intereses  legales  desde  que  debió  verifi- 
car la  entrega,  y  las  costas: 

Resaltando  qne  el  demandante  replicó  que  el  primer  crédito  coya 
comi^nsación  se  pretendía  no  existía  ni  aparecía  de  la  escritura  de  II 
de  Diciembre  de  1879:  que  según  esta  misma  escritura  el  segundo  cré- 
dito qne  se  presentaba  como  compensable  no  era  liquido,  y  que  tam- 
poco lo  era  según  la  escritora  de  6  de  Setiembre  de  1876  el  que  en  ter- 
cer lugar  se  reciamabsi  por  coyo  motivo  no  podía  estimarse  la  compen  - 
saoióá,  no  siendo  exacto  que  se  hubiera  negado  Á  liquidar-coa  el  de- 
mandado: 

Resultando  qae  recibido  el  pleito  i  praebaí  el  demandado  absolvió 
posiciones,  confesando  era  cierta  la  adjudicación  que  se  hizo  á  los  pa- 
dres de  so  difunta  mujer  del  crédito  contra  el  regimiento  de  coraceros 
del  iley  y  del  de  la  cuenta  particular  de  gastos  del  demandante;  pero 
que  respecto  al  primero,  para  poder  realizar  su  cobro  había  hecho  al- 
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gonos  gastos  qae  debían  abonarse  proporeionatmence  entre  los  infere • 
sados,  y  del  segundo  había  qae  deducir  varias  partidas,  entre  otras  ia» 
de  los  gastos  de  la  última  enfermedad  de  la'  esposa  del  declarante,  es^ 
lando  dispuesto  á  so  liquidaeión:  que  había  «obrado  el  saldo  del  regi- 
miento de  coraceros  y  también  la  cantidad  qoe  debía  percibirse  de  la 
Caja  de  la  Administración  económica;  pero  qoe  respecto  al  primero  nada 
le  habían  reclamado  los  demás  interesados,  estando  pronto  á  entregar- 
les sn  parte  en  la  forma  indicada,  y  en  cnanto  á  la  segunda,  sas  padres 
políticos  estaban  obligados  á  abonarle  la  parte  qoe  satisfieo  por  ellos  á 
la  Hacienda  pública:  n 

Besuliando  que  soministradas  por  las  partes  otras  puebas,  eV  Jaes 
de  primera  instancia  dictó  sentencia  condenando  á  D.  Saiustiano  Aseú- 
naga  á  pagaf  dentro  de  ocbo  días  á  D.  Domingo  Ortiz  de  Zarate  IMi 
pesetas  16  céntimos  que  le  adeudaba  por  géneros  comprados  en  su  es> 
tablecimiento,  y  absolviendo  á  D.  Domingo  Ortiz  de  la  reconvención 
formulada  por  Azcúnaga,  á  qoien  se  reservaba  el  derecho  de  qoe  se  ere* 
yera  asistido  para  que  se  dedujera  en  forma  competente,  sin  hacer  ex- 
presa condenación  de  costas;  y  que  interpnesta  apelación  por  D.  Satos-^ 
tiano  Azcúnaga,  á  qoe  se  adhirió  D.  Domingo  Oitiz  de  Zara to  por  no 
haberse  condenado  á  aquél  al  pago  de  intereses  y  costas,  la  Sala  segon- 
da  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  confirmó  en  21  de  ionio  de 
1889  la  sentencia  apelada  en  la  parte  en  qoe  dando  logar  á  la  demanda 
condenaba  á  D.  Salostiano  Azcúnaga  á  pagar  á  D.  Domingo  Ortiz  de 
Zarate  la  cantidad  de  4.501  pesetas  y  46  céntimos;  y  declarando  proee-- 
d«4nte  la  reconvención  dedocída  por  D.  Salostiano;  por  el  resaltado  de 
\fí  misma  y  compensación  de  cautidades  con  la  de  la  demanda,  condena 
á  D.  Domingo  ¿  pagar  en  el^  término  de  10  días  á  D.  Salostiano  1.41S^ 
pesetas  39  céntimos  y  los  intereses  legales  de  esta  cantidad,  contado» 
desde  la  contestación  á  la  reconvención,  revocando  con  ello  la  senteaeía 
expresada  en  coanto  se  absolvía  á  D.  Domingo  de  *a  recon vención: 

Resoltando  qoe  D.  Domingo  Ortiz  de  Zarate  intarposo  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  á  sn  juicio: 

1^  La  doctrina  de  este  Supremo  Tribunal,  consignada  en  la  sentencia 
de  11  de  Marzo  de  1877,  según  la  cual  si  el  demandado  no  confies;»  que 
debe  lo  que  se  le  pide,  la  absolocióo  de  la  demanda  no  infringe  las  le- 
yes 9^  ry  4*,  tít.  13  de  la  Partida  3*^,  ni  la  doctrina  sobre  el  valoren  juif-^ 
cío  de  la  conocencia,  y  la  sentencia  de  92  de  Junio  de  1878,  según  la 
¿«al,  la  conocencia, á  que  da  la  ley  el  valor  de  prueba  perfecta  y  acabtfda, 
es  la  confesión  judicial  explícita  y  absoluta,  y  no  aquella  que  se  Umita 
á  un  soln  extremo  de  la  demanda;  nefando  :al  propio  tiempo  la  certezai 
de  los  demás  que  de  una  manera  individual  constituía  la  base  esencial 
de  la  acción  ó  excepción  deducjda; 

T  9^  Al  admitir  y  declarar  procedente  la  compensación  cuando  no 
existían  créditos  líquidos  contra  el  reconvenido,  ni  constaba  que  D.  Sa-^ 
lustiano  de  Azcúnaga  fuese  dueño  de  los  que  mandaba  compensar,  las 
leyes  90  y  91,  tít.  14,  Partida  5%  y  la  doctrina  consignada  de  acuerdo 
con  ellas  por  este  Supremo  Tribunal  en  las  sentencias  de  17  de  Diciem* 
bre  de  1864  y  17  y  95  de  Abril  de  1876,  de  que  para  la  compensación 
de  un  crédito  con  otro,  es  necesario  que  sea  liquido;  que  no  pueden  ser 
compensadas  las  cosas  ó  cantidades  cuando  una  es  cierta  y  otra  no,  y 
que  no  cabe  compensación  coando  ios  créditos  que  tratan  de  compen-^ 
sarse  no  son  líquidos  y  exigibles  desde  luego,  como  acontecía  cuando* 
la  coaniia  del  crédito  dependía  del  resultado  de  la  liquidación: 
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Visto,  siendo  Ponente  e(  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  qne  la  stinteocia  infringe  la  doctrina  invocada  bú  el 
orimer  motivo,  porqae  estando  confeso  el  recnr rente,  como  lo  está,  de 
ios  diversos  créditos  comprendidos  en  la  reconvención,  es  inconducente 
^e  todo  punto  el  afirmar  que  debe  ser  absoelto  el  qne  no  confiesa,  y  qoe 
la  eon0$e€neia  constitutiva  de  prueba  ha  de  ser  explícita  y  no  limitada 
4  ufl  solo  extremo  de  la  demanda: 

Considerando  que  tampoco  infriflge  las  leyes  y  doctrina  citadas  ea 
el  segundo  motivo,  porque  no  ha  sido  objeto  del  litigio  la  pertenencia 
4e  los  créditos,  y  porque  del  propio  modo  que  en  el  primero  se  incurre 
en  el  vicio  de  tener  por  cierta  lo  que  no  lo  es,  ó  sea  de  suponer  aue 
Aquéllos  no  son  líquidos  coando  realmente  aparecen  tales,  y  no  poeaeD 
perder  esa  condición,  en  el  concepto  de  afirmar  el  confesante  la  exig- 
'tencia  de  algunos  gastos  sin  haber  determinado  so  importe  ni  haber  in- 
4entado  justificación  alguna; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai  re* 
-curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Domingo  Ortíx  de  Zarate  y  Lan- 
•da,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  é  la  Audiencia  de  esta 
^orte  la  certificación  corres  pon  diente  «con  devolución  del  apuntamiento 
y  de  los  documentos  que  fia  remitido.-— (Sentencia  publicada  el  f  7  de 
ifarao  de  4883,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  %6  dt  Agosto  del  mismo  aBo.) 

94 

Reeorgo  de  easaeién  (?0  de  Marzo  dé  iHH3).^Sala  primera. 
^— NtJLiDAD  DE  ONA  VENTA. —No  ha  logar  al  Interpuesto  por  D.  José 
Ramis  con  D.  Andrés  Barceló  y  otros  (Audiencia  de  Palma),  y  se  re- 
suelve: 

4"  Que  la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  de  nulidad  de  la 
^enia  de  nna  finca  hecha  por  ¿os  demandados  como  mandatarios  del  de 
mandante  y  «n  virtud  de  las  facultades  qne  éste  le  concedió^  ni  la  doc- 
trina que  establece  a^ne  la  voluntad  de  los  contratantes  es  la  ley  primera 
que  debe  respetarse,  no  infr%nge  la  ley  del  contrato  ni  la  docléina  que 
^e  invocan  en  el  primer  motivo  del  recurso^  ni  falta  á  las  leyes  2f  9,  ti- 
4^0  16,  libro  50  del  Digtsto  Inconventionibus  contrahentium  voluntas 
potius  quam  v«'rba  y  Estare  placuit;  98,  tit*  M  del  mismo  libro  yCí 
áigOy  In  ambigüís  orattonibns  máxima  senientia  spectanda  et  ejiís  qni 
usas  protuliset,  y  la  doctrina  legal  establecida  reiteradamente  por  el  Su^ 
premo  Tribunal,  de  que  cuando  existe  contradicción  en  las  cláusulas  de 
un  contrato,  debe  interpretarse  atendiendo  en  primer  término  al  fin  y 
objeto  principal  que  se  propusieron  los  contratantes: 

t^  Que  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  no  puede  prospcj^ 
rar  una  demanda  de  daños  y  perjuicios  si  no  se  justifica  la  existencia 
de  los  mismos;  debiendo  estarse  á  la  apreciación  de  la  Sala  semencia  - 
dora  sobre  este  particular  de  hecho ^  si  no  ha  sido  impugnada  por  error 
de  hecho  ni  de  derecho  en  la  forma  que  ordena  la  ley; 

Y^'*  Que  no  son  de  estimar  los  motivos  de  casación  que  se  alegan 
haciendo  supuesto  de  la  euetión. 

;Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Marzo  de  4883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  clasación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Lonja  de  Palma  de  Mallorca  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de 
^aquella  ciudad  por  D.  Jaime  Ramis  y  Gibert,  vecino  de  la  misma,  re* 
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presentado  por  el  Proenrador  D.  Antonio  Beñdicho,  bajo  la  dirección 
de)  Licenciado  D.  Enrique  üeelay,  con  D.  Andrés  Barceló  y  Bastarda 
D.  Elviro  Sana  y  Hasferrer,  y  D.  Cayetano  Ferragnt  y  Capó,  de  ia  mis- 
ma vecindad,  y  en  sn  nombre  el  Procarador  D.  Lnis  Lumbreras,  diri* 
gido  por  el  Licenciado  D.  Antonio  Maura,  sobre  nulidad  de  una  venta: 

Resnltando  que  en  escritura  de  8  de*Abrit  de  1^78,  reconoció  Don 
Jaime  Ramis  que  había  recibido  de  D.  Andrés  Barceló  diferentes  partí- 
das  de  dinero  qne  con  sus  interesas  ascendían  á  137.953  pesetas  99  cén- 
timos, que  se  obligó  á  devolver  tan  luego  como  le  fueran  reclamadas  y 
satisfacerle  además  el  interés  de  6  por  100  por  trimestres  vencidos;  y 
que  asimismo  confesó  que  había  recibido  de  D.  Elviro  Sans  y  Mansfe* 
rrer  diferentes  partidas  que  con  sus  intereses  ascendían  á  44.150  pese- 
tas 87  céntimos,  que  le  pagaría  tan  luego  como  las  reclamase,  con  \o% 
réditos  al  6  por  100:  que  también  confesó  qne  Barceló  y  Sans  tenían 
puesta  su  firma  en  diferentes  pagarés  juntamente  con  la  del  otorgan- 
te, reconociendo  para  evitar  dificultades  que  todos  los  en  que  figurase 
su  firma  con  la  de  cualquiera  de  aquéllos  ó  la  de  entrambos  era  deuda 
suya  propia,  hallándose  por  tanto  en  la  obligación  de  solventar  dichos 
documentos,  y  que  por  tanto,  si  cualquiera  de  aquéllos  los  hiciere  efec- 
tivos, aumentarían  su  crédito  en  una  suma  igual  á  la  que  pagasen,  asi 
como  también  caso  de  satisfacer  otros  documentos  privados  que  tenía 
suscritos  sin  la  concurrencia  de  las  firmas  de  los  repetidos  Sans  y  Bar- 
celó;  y  para  garantir  á  éstos  de  todos  los  mencionados  créditos  consti-  * 
tuyo  á  su  favor  hipoteca  voluntaria  sobre  una  fábrica  de  jarcias  y  te- 
jidos con  su  terreno,  edificio,  almacenes  y  demás,  sita  en  el  término  de 
la  cindad  de  Palma,  y  dos  casas  en  la  misma  ciudad,  constituyendo 
también  el  derecho  de  prenda  sobre  sus  bienes  no  raíces,  antorisando 
Ramis  á  Barceló  y  Sans  para  que  no  obstante  la  garantía  referida  y  á 
fin  de  que  pudiese  continuar  el  movimiento  industrial  de  la  fábrica, 
para  qne  por  sí  ó  por  persona  que  delegasen  intervinieran  las  opera- 
ciones industriales,  autorizándoles  asimismo  y  dándoles  poder  cumpli- 
do y  tan  amplio  como  fuese  necesario  para  enajenar  todos  sus  bienes 
presentes  y  futuros^  cuando  y  en  la  forma  y  condiciones  que  estima- 
sen convenientes,  y  para  aplicar  sus  productos  al  cubrimiento  de  sus 
deudas,  dando  á  dicho  poder  el  carácter  de  irrevocabilidad  y  querien- 
do que  subsistiera  aun  después  de  su  muerte,  sin  que  fuera  obstáculo 
ninguna  testamentaría  ó  abintestato  ni  la  menor  edad  de  sus  descen- 
dientes; escritura  que  fué  inscrita  en  el  Registro  déla  propiedad  en  S5^ 
de  Mayo  siguiente: 

Resultando  que  los  mismos  otorgantes  de  esta  escritura  firmaron  en 
4  4  de  Diciembre  de  1878  un  documento  privado  con  dos  testigos,  com- 
prometiéndose á  elevarlo  á  documento  público  al  requerimiento  de 
cualquiera  de  ellos,  por  el  que  para  completar  la  idea  que  precedió  al 
otorgamiento  de  aqnélla,  otorgaron  que  en  primer  lugar  la  ratificaban 
en  todas  sus  partes;  en  segundo,  qne  para  evitar  dificultades  en  la  in- 
tervención qué  á  Barceló  y  Sans  correspondía  en  las  operaciones  de  Ra- 
mis, les  otorgaría  éste  poder  general  para  qne  pudieran  representarle 
en  todo  lo  referente  á  operaciones  industriales  y  comerciales,  compro- 
metiéndose Ramis  á  no  revocarlo  sin  la  concurrencia  y  consentimiento 
de  aquellos  dos;  en  tercero,  que  Ramis  se  obligaba  á  no  manejar  los 
fondos  y  á  no  suscribir  documento  ni  contraer  obligación  de  ningún 
gén'ero,  de  modo  que  todo  esto  quedase  á  cargo  exclusivo  de  Barceló  y 
Sans  ó  de  su  apoderado;  en  cuarto,  que  Ramis  habitaría  en  la  fábrica 
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con  811  familia,  consagrando  á  aqnella  toda  sa  actividad,  sin  que  por 
esto  se  entendiera  modificada  la  escritora;  en  qointo,  qne  sólo  percibi- 
ría mensualmente  250  pesetas,  que  podrían  variar  Barceló  y  Saos  se* 
gftti  el  resaltado  de  cada  balance;  en  sexto,  qne  los  beneficios  liqnidor 
se  aplicarían  á  la  extinción  de  obligaciones  ó  ai  desarrollo  de  la  indus- 
tria»  según  acordasen  Barceló  y  Sans,  deducido  el  8  por  400  qoe  éstos 
deberían  percibir  sin  responsabiñdad  en  caso  de  pérdidas:  en  séptimo^ 
qoe  Ramis  debería  sujetarse  en  nn  todo  en  lo  referente  a  sns  propie- 
dades, deudas  y  créditos,  industria  y  comercio  á  lo  qne  acordasen  Bar-  ■ 
celó  y  Sans;  en  el  art.  8^  estipularon  qoe  no  quedaban  estipulados  ni 
menoscabados  por  este  convenio  los  derechos  que  á  Barceló  y  San» 
concedió  la  mencionada  escritura  pública  de  8  de  Abril  de  aquel  año;  y 
que  en  el  9"^  y  último  dijejon  que  si  Ramis  en  el  término  de  un  año 
deyolviese  á  Barceló  y  Sans  sus  alcances  y  les  relevase  de  todas  lasga- 
rantías  que  les  tenían  prestadas,  no  podrían  percibir  cantidad  alguna 
de  beneficios  realizados,  quedando  sin  efecto  ulterior  este  convenio  y 
el  de  la  citada  escritura  pública: 

Resultando  qoe  en  complimiento  de  lo  pactado  en  este  convenio, 
D.  Jaime  Ramis  confirió  poder  en  \1  de  dicno  mes  de  Diciembre  de 
4878  á  D.  Andrés  Barceló  y  D.  El  viro  Sans,  y  á  cada  uno  de  ellos  á  so- 
las, para  que  pudieran  cobrar  todas  las  cantidades  de  dinero,  frutos, 
géneros  y  efectos  qne  se  le  debieran  por  cualquier  concepto;  vender,, 
permutar  ó  de  cualquier  modo  enajenar  los  bienes  que  entonces  ó  en 
ío  sucesivo  le  perteneciese  por  el  precio  y  las  condiciones  que  bien  les^ 
pareciera,  para  tomar  y  colocar  dinero  á  préstamo  y  representarle  en 
todos  los  asuntos  y  negocios  referentes  á  la  industria  de  jarcias  y  lona 
á  que  se  dedicaba,  para  administrar  todos  sus  bienes  y  para  represen- 
tarle en  toda  clase  de  juicios: 

Resultando  que  D.  Andrés  Barceló  y  D.  Elviro  Sanz,  en  nombre  y 
representación  de  D.  Jaime  Ramis  vendieron  por  escritura  de  90  de 
Julio  de  4879  á  D.  Cayeno  Foragut  la  fábrica  de  jarcias  y  tejidos  ante- 
riormente citada,  con  la  maquinaria^  útiles  y  efectos  destinados  á  la 
fabricación,  géneros  existentes  en  dicha  fábrica  y  otras  pertenencias 
de  Ramis  por  precio  de  487.955  pesetas  que  debería  tener  el  compra- 
dor á  disposición  de  los  vendedores  luego  de  trascurridos  45  días,  á- 
contar  desde  aquella  fecha,  y  hacerle  efectivo  á  medida  que  éstos  lo 
exigieran,  cuyo  precio  confesaron  Barceló  y  Sans  en  escritura  de  43  de 
Abril  de  4880  que  habían  recibido  de  Faragut  antes  del  plazo  estipula- 
do en  varias  partidas,  por  lo  cual,  en  nomore  y  representación  de  Ra- 
mis y  en  fuerza  de  los  poderes  qne  éste  les  había  otorgado,  formaliza- 
ron á  favor  de  Faragut  la  oportuna  carta  de  pago,  cancelando  la  hipo* 
teca  constituida  á  su  favor  por  Ramis  sobre  la  precitada  finca: 

Resultando  que  antes  de  esto,  por  escritura  de  S5  de  Agesto  de 
1879,  D.  Cayetano  Faragut,  D.  Pedro  Antonio  Servera,  D.  Miguel  Ban- 
lo  y  D.  Miguel' Salva  constituyeron  y  fundaron  una  Sociedad  mercantil 
anónima,  denominada  la  Industria  Mallorquina,  aportaron  á  ella  Fara- 
gut el  edificio  fábrica,  maquinaria  y  demás  qoe  había  adquirido  en 
virtud  de  la  compra  antes  indicada;  Sociedad  qne  se  declaró  constitui- 
da el  mismo  día,  figurando  en  ella  D.  Andrés  Barceló  y  D.  Elviro  San» 
por  70  acciones  cada  uno  y  además  como  individuos  de  la  Junta  admi* 
nistrativa: 

Resultando  que  en  43  de  Diciembre  de  <879,  D.  Jaime  Ramis  de- 
mandó en  acto  de  conciliacióa  á  Barceló  y  Sans  para  qoe  tuvieran  por 
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hecho  el  ofrecimiento  y  protesta  de  querer  deyolverles  en  el  acto  los 
alcances  que  acaso  tuviesen  contra  él  y  relevarles  de  las  garantías  que 
qnisá  hubiesen  prestado  en  uso  de  la  facultad  y  para  todos  los  efectos 
estipulados  en  el  pacto  9^  de  la  escritura  privada  de  II  de  Diciembre 
de  1878,  y  que  á  este  fiú  se  procediese  al  correspondiente  ajuste  de 
cuentas  y  liquidaciones  definitivas,  haciéndoles  desde  luego  entrega 
de  la  fábrica,  á  lo  cual  se  negaron  ios  demandados  por  tener  un  objeto 
muy  distinto  de  lo  que  se  esperaba: 

Resultando  que  D.  Jaime  Rantis  dedujo  contra  D.  Andrés  Bareeló, 
D.  El  viro  Sans  y  D.  Cayetano  Farragut  la  demanda  objeto  de  estos 
autos,  en  la  que  consignando  los  hechos  que  quedan  referidos,  pidióse 
declarase  nula  la  venta  de  la  fábrica  con  todas  sos  dependencias,  géne- 
ros y  existencias,  y  nula  también  la  escritura  en  que  a^e  consignó,  y 
como  consecuencia  de  esta  nulidad,  ó  aun  en  el  caso  de  no  ser  posible, 
se  condenase  á  Barceló  y  á  Sans  á  que  le  indemnizasen  de  todos  los  da- 
nos y  perjuicios  que  le  habían  irrrogado  y  les  sobrevinieran  en  lo  sn- 
eesivo  con  motivo  de  dicha  enajenación,  y  según  fueran  loa  resoltados 
de  la  misma  en  su  industria  y  privándole  de  los  medios  de  pagarle  sos 
alcances,  y  dejar  sin  ulterior  efecto  los  convenios  con  ellos  celebrados 
como  de  cualquiera  otra  clase,  con  imposición  de  las  costas;  alegando 
como  fundamentos  de  su  pretensión  que  quedando  obligado  aquel  que 
aparezca  de  cualquiera  manera  que  quiso  obligarse,  con  arreglo  á  lo 
convenido  en  el  art.  9"^  del  contrato  privado  de  14  de  Diciembre  de 
1878,  antes  de  fenecer  el  término  de  un  año,  dorante  el  cual  si  pa- 
gase á  Barceló  y  Sans  lo  que  les  debía  y  los  relevase  de  todas  las  ga- 
rantías que  tenían  prestadas,  habían  de  quedar  sin  efecto  dichas  escri- 
turas, no  podían  ellos  enajenar  la  fábrica,  cuyos  productos  habían  de 
quedar  para  él:  que  el  mandatario'^qne  eiccedía  de  las  facultades  que 
tenía  conferidas  é  infringía  las  condiciones  del  mandato,  incurría  en 
nulidad  y  se  hacía  responsable  en  todos  los  daños  y  perjuicios,  respon- 
sabitidad  que  subsistí  i  en  toda  su  extensión  si  por  cualquier  motivo  no 
pudiese  anularse  tales  actos  del  mandatario:  que  todo  contrato  simula- 
do era  nulo,  así  como  también  la  compra  que  directa  ó  indirectamente 
hacía  el  apoderado  de  las  cosas  del  poderdante  que  aquel  mismo  enaje 
naba  en  semejante  concepto;  y  como  la  venta  de  la  fábrica  mencionada 
hecha  por  Barceló  y  Sans  como  apoderados  del  demandante,  á  favor  d« 
D.  Cayetano  Ferragut  fué  simulada,  pues  por  su  medio  los  mismos 
apoderados  habían  tratado  de  hacerse  dueños  de  la  propia  finca,  no  po- 
día caber  duda  de  la  nulidad  de  semejante  contrato;  y  que  con  sus  ac 
tos  y  separándose  de  sus  compromisos,  precisaba  á  la  persona  perjudi- 
cada á  demandarle  en  juicio*  debía  ser  responsable  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  D.  Andrés  Barceló  v  D.  BIviro  Sans  impugnaron  la 
demanda,  sosteniendo  que  por  la  escritura  privada  quedó  ratificado  el 
poder  que  en  la  pública  se  les  había  conferido,  consignándose  también 
que  no  quedaban  limitados  ni  menoscabados  los  derechos  que  en  ésta 
se  les  atribuía:  que  en  17  de  Diciembre  de  l878  Ramis  les  confirió  po- 
deres sin  limitación  alguna  para  enajenar  sus  bienes  presentes  y  futa- 
ros  á  la  persona  por  el  precio  y  con  las  condiciones  que  bien  les  pare- 
ciese; y  que  en  vista  del  abaldono  con  que  miraba  su  industria  y  el 
incumplimiento  en  que  dejaba  sus  compromisos,  habiéndoseles  presen- 
tado una  oferta  de  compra  aceptable,  que  formalizó  D.  Cayetano  Fa- 
rragut, vendieron  á  éste,  en  uso  de  dicho  poder,  la  fábrica  y  demás  que 
aparecía  de  la  escritura  de  SO  de  Julio  de  1878,  siendo  vanas  palabras 
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los  medios  y  esfuerzos  con  qoe  decía  Ramis  contaba  para  pagarles  y 
relevarles  de  las  garantías  qne  habían  prestado:  que  darían  cuenta 
oportunamente  del  ejercicio  de  dicho  poder,  como  se  la  dieron  á  Ra- 
mis de  la  venta  tan  luego  como  lo  efectuaron;  no  habiendo  habido  ex- 
trajimitación  de  facultades  hi  simnlaeión  en  dicha  venta: 

Resultando  que  D.  Cayetano  Ferrajgut  impugnó  también  la  deman- 
da, sosteniendo  que  él  compró  la  fábrica  por  un  precio  mayor  que  el 
que  tenía  en  la  época  del  traspaso;  que  éste  tuvo  logar  en  virtdo  del 
poder  que  el  demandante  confirió  á  los  vendedores  con  posterioridad 
al  documento  del  cual  se  pretendía  deuducir  la  imposibilidad  de  la 
enajenación,  documento  en  que  no  intervino:  que  el  título  de  com- 
pra quedó  incrito  en  el  Registro  de  la  propiedad,  y  según  la  ley  los 
actos  ó  contratos  otorgados  por  personas  qne  en  el  Registro  apare  - 
cieran  con  derecho  para  ello,  no  se  anulaban  aunque  después  se  anula- 
ra ó  resolviera  el  derecho  del  otorgante  en  virtud  de  causas  <|ne  no 
constasen  en  dicho  Registro,  y  lasacciones  rescisorias  y  resolutorias  no 
se  daban  contra  tercero  que  hubiera  inscrito  el  título  de  su  derecho;  y 
que  no  podía  haber  simulación  de  venta  donde  existían  los  hechos  de 
consumación  del  contrato,  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  reconocida 
por  el  mismo  demandante,  la  constitución  de  la  obligación  de  pagar  el 
precio  el  comprador,  que  constaba  en  la  escritura  de  venta,  y  el  pago 
de  este  mismo  precio  efectuado  después,  según  se  justificaría: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  absolviendo  á  los  demandados  de  la  de- 
manda, sin  hacer  especial  condenación  de  costas:  y  qne  interpuesta 
apelación  por  el  demandante,  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de 
Palma  la  confirmó  con  las  costas  de  la  instancia  en  T  de  Julio  de  1882: 

Resultando  que  D.Jaime  Ramis  y  Gibert  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  haberse  infringido  á  so  juicio: 

i*  La  ley  del  contrato  en  relación  con  la  <%  tít.  4^  libro  40  de  la 
Novísima  Recopilación,  ó  sea  la  doctrina  legal  derivada  de  las  senten- 
cias de  este  Supremo  Tribunal  de  31  de  Diciembre  de  4857,  16  de  Ma- 
yo de  4859,  12  de  Diciembre  de  4864,  27  de  Julio  de  4862,27  de  Marzo 
de  i  863,  26  de  Mayo  de  4869  y  otras,  según  la  cual  la  voluntad  de  las 
partes  es  la  ley  primera  y  especial  qoe  debe  respetarse  y  cumplirse  en 
la  materia,  siendo  nula  la  sentencia  que  la  infringe,  prescinde  de  ello  y 
altera  ó  contraría  lo  convenido;  toda  vez  qoe  habiéndose  estipolado  en 
la  cláosola  9*^  del  contrato  privado  de  44  de  Diciembre  de  4878  qoe 
dorante  el  término  de  on  año  podía  rescindirse  y  quedat  sin  efecto  lo 
pactado  en  la  escriiora  de  8  de  Abril  del  mismo  año  si  Ramis  devolvía 
á  los  prestamistas  el  importe  de  sos  créditos  dentro  de  ese  plazo,  para 
lo  cual  quedaría  al  frente  de  la  fábrica  hasta  su  vencimiento,  la  sen- 
tencia absolvía  de  la  demanda  á  Rarceló  y  Sans,  que  sin  esperar  al  ven- 
cimiento de  ese  plazo  de  rescisión  hicieron  oso  indebido  del  poder  que 
como  más  garantía  hablan  recibido  del  Ramis,  y  vendieron  la  fábrica, 
acciones  de  Sociedades  y  todos  ios  bienes  de  ésta  con  desprecio  de  lo 
estipolado: 

2^  Las  leyes  219,  tít.  46,  libro  50  del  Digesto  iHCOMentioHibut  eoti- 
traheiium  voluntas  poHm  guam  verba  y  Bttare  placuit;  la  98,  tít.  47, 
del  mismo  libro  y  Código,  In  ambigUis  oraiionibus  máxima  sententia 
^peeianda  et  ^u$  qui  eas protusilety  y  la  doctrina  legal  establecida  rei- 
teradamente por  este  Sopremo  Tribonai,  entre  otros  fallos  en  los  de  48 
de  Setiembre  de  4863,  17  de  Setiembre  de  4866, 46  de  Noviembre  de 
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4870  y  83  de  Febrero  de  1871,  de  que  coando  existe  contradicción  en^ 
las  cláusulas  de  un  contrato,  debe  interpretarse  atendiendo  en  primer 
termino  al  fin  y  objeto  principal  que  se  propusieron  los  contratantes, 
doctrina  consignada  como  ley  en  el  art.  248  del  Código  de  Comercio  y 
en  ios  Código  civiles  modernos;  toda  vez  que  al  absolver  á  ios  deman  - 
dados  la  sentencia  interpretaba  el  contrato  de  14  de  Diciembre  en  el 
sentido  de  quitar  todo  su  valor  á  la  cláusula  9*,  aoe  permitía  á  Ramís 
continuar  eu  su  fábrica  durante  un  año  y  aceptaba  la  interpretación 
contraria  al  verdadero  Gn  del  convenio: 

3°  La  ley  20,  tít.  12  de  la  Partida  5*^,  que  declara  la  responsabilidad 
del  mandatario  por  si  s  actos  y  por  los  perjuicios  que  ocasionase  ai 
mandante,  en  relación  con  las  leyes  5^  y  27,  título  T,  libro  17  del  Di- 
gesto, puesto  que  la  sentencia  absolvíi  de  la  demanda  á  los  apoderados 
de  Ramis  á  pesar  de  que  se  excedieron  de  un  modo  inconcebible  de  las 
facultades  que  comprendía  el  mandato  que  estaba  subordinado  á  las  es- 
tipulaciones contenidas  en  el  contrato  de  14  de  Diciembre,  que  le  dió^ 
origen: 

4*  La  ley  12,  párrafo  diez  y  seis,  tít.  1**,  libro  17  del  Digesto,  en  re- 
hción  con  la  doctrina  legal  establecidas  en  repetidos  fallos  de  este  Tri- 
bunal Supremo,  deque  el  mandato  cesa  por  ta  renovación  expresa  6 
tácita  del  que  lo  otorgó;  pues  á  pesar  de  haber  revocado  D.  Jaime  Ra- 
mis el  mandato  á  D.  Andrés  Barceló  y  D.  Elviro  Sans,  haciéndoselo  sa- 
ber por  el  acto  de  conciliación  á  que  los  citó  en  i  i  de  Diciembre  de 
1879,  y  más  aun  por  la  demanda  origen  de  este  este  pleito  que  había, 
formulado  ya  tres  meses  antes,  en  9  de  Setiembre,  continuaron  los  su- 
puestos apoderados  usando  de  una  confianza  que  les  había  sido  retira- 
da, atreviéndose  á  otorgar  mucho  después,  en  13  de  Agosto  delsi- 
guíente  año  1880,  la  escritura  en  que  confesaron  haber  recibido  en  va- 
rias partidas  la  considerable  suma  de  487.955  pesetas  que  figuraban 
como  precio  de  la  fábrica,  y  accesorios,  sin  embargo  de  to  cual  la  sen- 
tencia declaraba  que  obraron  legítimamente  y  les  absolvía  de  ia  de- 
manJa: 

5*  Las  leyes  1*  y  9%  tít.  5**,  Partida  5',  que  exigen  para  la  validez 
de  la  venta  que  el  precio  sea  cierto  y  no  simulado,  á  la  vez  y  en  re- 
lación con  ellos  las  leyes  1*^  y  2*^,  tít.  22,  libro  4^  del  Código  de  Jnsti- 
niano,  que  declaran  la  nulidad  del  contrato  simulado, .y  la  doctrina  le- 
gal establecida  por  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  31  da 
Octubre  de  1865,  26  de  Mayo  de  1866,  23  de  Noviembre  de  1877 
y  21  de  Enero  de  1881,  que  declara  esa  misma  nulidad  en  los  contrato» 
de  venta  en  que  el  precio  es  simulado,  toda  vez  que  aquí  aparecía  jus-^ 
tificado  que  el  precio  de  la  venta  de  la  fábrica  dé  jarcias  no  fué  cierta 
y  que  aquélla  fué  simulada: 

Y  6^  El  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria,  reformada  en  3  de  Diciembre 
de  1869,  puesto  que^ siendo  nula  la  venta  de  la  fábrica  hecha  por  Bar- 
celó  y  Sans  por  las  razones  expuestas,  la  inscripción  en  el  Registro  de 
la  Propiedad  de  la  escritura  de  *20  de  Julio  de  1879  no  podo  convalidar 
un  acto  que  era  nulo  con  arreglo  á  las  leyes,  sin  embargo  de  lo  cual  la 
sentencia  «bsolvía  de  la  demanda  al  supuesto  comprador: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Aiix  y  Bonacher 

Considerando  que  aunque  pudrera  deducirse  de  la  cláusula  9*  del 

convenio  privado  que  en  14  de  Diciembre  de  1878  celebró  el  reentren- 

te  Ramis  con  sus  mandatarios  Barceló  y  Sans  que  ^éstos  no  d^bibron 

proceder  á  la  venta  de  la  fábrica  hasta  que  trascurriese  el  año  qué  ler 
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concedieron  para  devolverles  sus  alcances  y  relevarles  de  todas  tas  ga-  ' 
rantías  qoe  le  tenían  prestadas,  esto  no  osbta  á  la  validez  y  eficacia  de 
la  venta  que  dicbos  mandatarios  hicieron  por  escritora  de  %0  de  Julio 
de  1879  á  D.  Cayetano  Ferragut,  en  razón  á  que  obraron  en  oso  de  Us 
facultades  que  Raniis  les  otorgó  sin  limitación  ni  restricción  alguna 
«para  enaj^esar  todos  sos  bienes  presentes  y  futuros  cuando  y  en  la  for- 
ma y  condiciones  que  estimasen  convenientes,»  tanto  por  la  escritura 
pública  de  8  de  Abiil  de  f  878,  que  en  el  convenio  privado  ratificaron 
en  todas  sus  partes,  como  por  el  noevo  poder  que  les  confirió  tres  días 
después  de  dicho  convenio,  sin  que  se  hiciera  en  él  mención  expresa  de 
]a  referida  cláusula  ^^  ni  se  haya  probado  qne  tuviera  conocimiento  de 
ella  el  comprador;  y  por  consigaiente,  la  sentencia,  en  cuanto  absuel 
ve  de  la  demanda  de  nulidad  de  dicha  venta,  no  infringe  la  ley  del  con-- 
trato  ni  la  doctrina  que  se  invocan  en  el  primer  motivo  del  recurso,  ni 
falta  á  las  leyes  y  reglas  de  interpretación  de  los  contratos  que%e  citan 
en  el  segundo: 

Considerando  qoe  según  tiene  declarado  este  Tribanal  Supremo  no 
puede  prosperar  una  demanda  de  daños  y  perjuicios  si  no  se  justifica 
lá  existencia  de  los  mismos,  cuya  prueba  no  ha  sido  hecha  por  el  actor 
Ramis,  á  quien  incumbía,  según  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora, 
y  á  la  cuál  debe  estarse,  porque  no  ha  sido  impugnada  por  error  de 
hecho  ni  de  derecho  en  la  forma  que  ordena  la  ley,  por  lo  cual  y  por- 
que el  fallo  absolutorio  sobre  este  punto  se  limita  á  los  perjuicios  pe 
didosen  la  demanda  como  provenientes  del  hecho  de  la  enajenación  de 
la  fábrica  y  sus  dependencias,  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  que  de- 
claran dicha  responsabilidad,  citadas  en  el  tercer  motivo: 

Considerando  que  tavpoco  infringe  la  ley  y  doctrina  que  se  citan 
en  el  cuarto,  porque  si  bien  la  revocación  del  mandato  puede  hacersb 
expresa  ó  tácitamente,  no  tuvieron  este  objeto  el  acto  de  couciliacióa 
y  la  demanda  á  qoe  se  refiere  dicho  motivo,  y  la  esci'itura  qué  otorga 
ron  después  Barceló  y  Sans,  confesando  haber  recibido  el  precio  de  la 
venta,  fué  el  complemento  de  este  acto,  que  verificaron  en  virtud  de 
los  poderes  que  les  había  otorgado  el  recurrente  y  para  consignar  un 
hecho  personal  de  fos  mismos: 

Considerando,  por  último,  qoe  son  i  rl  proceden  tes  los  motivos  5^  y 
6%  porque  para  fundarlos  se  hace  supuesto  de  la  cuestión,  pues  lio  se 
ha  Justificado  ni  resulta  que  fuese  simulado,  como  se  supone,  el  con  • 
trato  de  venta  deSO  de  Julio  de  1879,  ni  tampoco  nulo  por  otro  concep- 
to alguno,  antes  bien  aparece  que  el  precio  fué  cierto  y  quedó  pagado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Jaime  Ramis  y  Gibert,  á  quien 
condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  1.000  pe- 
setas, que  pagará  si'  viniese  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  eoton 
ees  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas:  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Pálmala  certificación  correspondiente  con  devolución  de  los  autos. — 
(Sentencia  publicada  el  20  de  Marzo  de  4883,é  inserta  en  la  Gaceta  de 
Í5  de  Agosto  del  mismo  año.) 

95 

Recargo  de  easaeidn  [21  de  Marzo  de  f883}. — SaU  frimera.T- 

ABONO  DE  FHUTos. — No  t)a  lu^sr  ai  interpuesto  por  D.  Manuel  Asprer  con 
i).  £ranciseo  de  Asprer  (Audiencia  de  Palma),  y  se  resuelve: 
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*  4^  Que  riguudo  como  rige  en  Mallorca  el  derecho  romano  en  mate- 
ria de  sucesiones  ¿estadas  é  intestadas  y  de  partición  de  herencias,  se  - 
gún  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  es  inoportuna  la  dta  como 
único  fundamento  del  recurso  de  las  leyes  4*  y  5*,  íit.  14,  Partida  6% 
las  cuales  son  además  inaplicables  al  caso  del  pleito,  si  no  se  trata  en 
¿I  de  cómo  ni  por  quién  deben  ser  entregados  al  heredero  los  bienes  de 
la  herencia  euya  entrega  ya  está  realizada,  ni  de  si  el  que  los  poseyó 
anteriormente  lo  hizo  de  Suena  ó  de  mala  fe  para  determinar  si  procede 
el  abono  de  frutos  y  mejoras,  que  son  los  puntos  ó  cuestiones  que  re- 
suelven dichas  leyes,  y  por  consiguiente  no  han  podido  ser  xnfrin- 
gida^] 

72°  Que  es  improcedente  el  recurso  si  para  fundarlo  se  alegan  he- 
chos y  cuestiones  que  no  han  sido  objeto  de  discusión  en  la  primera  ins- 
tancia^ y  si  el  auto  recurrido  ha  sido  dictado  para  la  ejecución  de  otro 
consentido  por  las  partes,  sin  que  se  haya  alegado  que  esté  en  contra- 
dicción con  lo  ejecutoriado  y  sin  que  merezca  el  concepto  de  sentencia 
dejíniiiva,  pues  no  pone  término  al  pleito  ni  hace  imposible  su  conti" 
nuación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Marzo  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Catedral  de  Palma  de  Mallorca  y  en  la  Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia 
de  aquella  ciudad,  por  D.  Manuel  Asprer  y  Martorell,  vecino  y  pro- 

Sietario,  de  la  misma,  representado  por  el  Procurador  D.  Ignacio  de 
antiago  y  Sánchez,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Eugenio  Montero 
Ríos,  con  D.  Francisco  de  Asprer  y  Fnster,  propietario,  de  la  misma 
vecindad,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Lnis  Lumbreras,  dirigido 
por  el  Licenciado  D.  Antonio  Maura,  sobre  aoono  de  frutos: 

Resultando  que  Doña  Francisca  Danus  y  Landes  falleció  en  4  de 
Noviembre  de  1826,  con  testamento  otorgado  en  el  día  antertor.  en 
que  instituyó  heredera  usufructuaria  á  su  hija  Do&a  Juana  Martorell, 
consorte  de  D.  Francisco  Asprer,  y  heredero  propietario  al  hijo  de  ésta 
y  su  nieto  D.  Antonio  Asprer  Martorell: 

Resultando  que  en  27  de  Agosto  de  1849  y  con  su  testamento  otor- 

Sado  en  8  de  Setiembre  de  1813,  falleció  la  usufructuaria  Doña  Juana 
[artoreli,  instituyendo  heredero  usufructuario  á  su  marido  y  á  su  hijo 
D.  Francisco,  y  propietario  á  éste  último;  habiendo  tenido  por  hijos  de 
su  matrimonio  además  de  los  citados  D.  Antonio  y  D.  Francisco  á  Doña 
María  Antonia  y  D.  Manuel : 

Resultando  que  D.  Antonio  Asprer  y  Martorell  falleció  en  estado  de 
soltero  y  sin  testamento  en  18  de  Febrero  de  4831 ,  sobreviviéndole  sus 
padres  y  hermanos;  y  en  9  de  Abril  de  1849  falleció  su  padre,  también 
sin  testamento,  teniendo  á  la  sazón  tres  hijos,  D.  Francisco,  D.  Manuel 
y  Doña  María  Antonia: 

Resultando  que  Doña  María  Antonia  Asprer  y  Martorell,  con  inter- 
vención y  aprobación  de  su  marido  D.  Ramón  Soler,  cedió  y  renunció 
por  escritura  de  8  de  Marzo  de  1867  en  favor  de  su  sobrino  D.  Fran- 
cisco de  Asprer  y  Fuster  todos  los  derechos  y  acciones  que  pudieran 
correspondería,  así  en  la  herencia  de  sus  mayores  como  en  la  de  su  di- 
funto hermano  D.  Antonio,  en  los  bienes  radicados  en  aquella  isla, 
queriendo  quedarse  el  cesionario  repuesto  en  su  lugar  y  derecho: 

Resultando  que  D.  Rartolomé  Peña  promovió  un  juicio  ejecutivo 
que  continuaron  después  D^  Juan  Alberti  y  D.  Guillermo  Cerda  contra 
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D.  Francisco  de  Ásprér  y  Martorell,  embarcándose  con  tal  motivo  las  * 
fincas  denominadas  Gasa  Valentina  y  Lo  Ugal,  qae  foeron  de  Doña 
Francisca  Danús  y  Landes,  con  cnyo  motivo  D.  Francisco  de  Asprer  y 
Fnster  promovió  tercería  de  dominio  como  cesionario  de  su  tía  Doña 
liaría  Antonia  de  Asprer  y  Martorell,  porqa^  á  ésta  había  correspon- 
dido: 

r  La  quinta  parte  de  los  bienes  de  la  herencia  de  Doña  Francisca 
Danús  y  Landes,  como  nno  de  los  cinco  herederos  abintestato  de  Don 
Francisco  de  Asprer  y  Martorell,  qae  ya  había  fallecido  y  á  qnien  aque- 
lla señora,  sa  abuela,  la  había  instituido  por  su  universal  heredero  en 
propiedad: 

Y  8^  La  tercera  parte  de  otra  quinta  que  de  la  misma  herencia  in- 
testada del  D.  Antonio  había  correspondido  á  D.  Francisco  Asprer;  é 
impugnada  esta  demanda  por  el  curador  de  la  herencia  del  ej^ecutado 
D.  Francisco  de  Asprer  y  Martorell  y  por  el  ejecutante  D.  Juan  Alber 
ti,  se  declaró  por  ejecutoria  de  la  Audiencia  de  Palma  de  23  de  Junio 
de  4870  haber  lugar  á  la  tercería  de  dominio  en  cnanto  por  ella  se  as- 

Siraba  á  impedir  la  enajenación  de  las  fincas  embargadas,  hasta  que  se 
ubiesen  practicado  con  audiencia  de  todos  los  interesados  la  partición 
y  adjudicación  necesarias: 

Resultando  que  para  ello  promovió  D;  Francisco  de  Asprer  y  Fns- 
ter el  juicio  de  testamentaría  de  Doña  Francisca  Danús  y  Landes,  qne 
se  tuvo  por  prevenido»  y  citados  todos  los  interesados^  se  practicó  el 
inventario,  que  fué  aprobado  judicialmente,  habiéndose  desestimado 
la  exclusión  de  algunos  de  los  bienes  procedentes  de  dicha  herencia: 

Resultando  que  practicada  la  tasación  de  los  bienes  y  nombrados 
contadores  partidores,  verificaron  la  liquidación  de  la  herencia,  resul- 
tando importar  el  haber  de  Doña  María  Antonia  Asprer  y  por  lo  tanto 
el  de  su  cesionario  la  cantidad  de  122.053  pesetas  65  céntimos,  para 
cuyo  pago  se  le  adjudicaron  el  predio  Llenaire,  la  finca  denominada 
Casa  Valentina,  un  censo  y  una  cantidad  en  metálico;  fincas  de  que  se 
puso  en  posesión  á  D.  Francisco  Asprer: 

Resultando  que  formada  después  por  los  contadores  la  cuenta  ge*- 
neral  de  frutos  de  la  herencia  y  la  particular  del  haber  por  dicho  con- 
cepto de  Doña  María  Antonia  de  Asprer  de  27  de  Agosto  de  1849,  en 
que  falleció  su  madre  Doña  Juana  Martorell,  hasta  7  de  Junio  de  4881, 
en  que  tuvo  lugar  la  posesión  de  los  bienes  adjudicados,  correspondió 
por  este  concepto  á  D.  Francisco  de  Asprer  y  Fuster  la  cantidad  de 
402.432  pesetas  64  céntimos,  cuya  cuenta  fué  aprobada: 

Rssultando  que  en  su  virtud  D.  Francisco  de  Asprer  solicitó  qae 
con  los  bienes  de  la  herencia  se  le  pagase  dentro  de  tercero  día  la  ex- 
presada cantidad,  bajo  apercibimiento  de  ejecución  por  la  vía  de  apre- 
mio: y  el  Juez  lo  aprobó  así  en  providencia  de  9  de  Enero  de  4883: 

Resaltando  que  D.'  Manuel  de  Asprer  y  Martorell  pidió  reposición 
de  esta  providencia,  porque  siendo  personal  la  acción  para  reclamar 
los  frutos,  la  responsabilidad  de  pagarlos  no  residía  en  los  bienes,  sino 
en  las  personas  que  los  habían  percibido;  reposición  qno  impugnó  Don 
Francisco  de  Asprer  sosteniendo  que  los  bienes  de  la  testamentaría 
eran  los  responsables,  puesto  que  en  ella  se  había  ejercitado  la  acción 
de  petición  de  herencia,  que  tenía  el  carácter  de  real  por  más  que  lle- 
vase envuelta  como  accesoria  la  personal  para  el  pago  de  frutos: 

Resultando  qae  desestimado,  con  las  costas,  en  auto  de  4°  de  Fe- 
brero la  reposición  solicitada  por  D.  Manuel  Asprer,  interpuso  éste 
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-  apelación,  y  la  Sala  de  vacaciones  de  la  Aadiencia  de  Palma  lo  conftr* 
w6y  con  igual  condenación,  en  5  de  Agosto  de  188%: 

Resaltando  qae  D.  Manael  Asprer  y  Martorelf  interpaso  recurso  de 
casación,  y  alegando  qae  era  no  hecho  faera  de  controversia  que  los 
frutos  producidos  por  los  bienes  adjudicados  á  Asprer  y  Fuster  desde 
1849,  en  que  falleció  la  usufructuaria  Doña  Juana,  los  percibió  el  que 
tenía  estos  bienes  en  su  poder,  ó  sea  el  hijo  y  heredero  de  aquélla  Don 
Francisco  Asprer  y  Martoreil,  padre  á  su  vez  del  tercerista  Asprer  f 
Fuster,  lo  cual  bastaba  para  demostrar  la  ilegalidad  del  auto  en  que  se 
declaraba  que  de  tales  frutos  debía  responder,  no  la  herencia  del  men- 
cionado Asprer  y  Martoreil,  que  fué  quien  los  aprovechó,  sino  la  de 
Doña  Francisca  Danús  ó  fueran  los  coherederos  del  tercerista  Asprer  y 
Fuster,  que  nada  tuvieron  que  ver  con  dichos  frutos  ni  de  ello»  perci- 
bieron parte  alguna,  citó  como  infringidas  la  ley  4%  tít.  44,  Partida  6% 
que  después  de  establecer  la  obligación  del  Juez  de  mandar  entregar 
al  heredero  los  frutos  de  los  bienes  de  la  herencia,  se  refiere  expresa- 
mente al  que  en  su  poder  tuvo  tales  bienes  como  el  único  obligado  i 
!a  devolución  ó  pago  de  tales  frutos,  sin  que  por  lo  tanto  tuvieran  esa 
obligación  los  demás  coherederos,  ó  fuera  la  herencia  misma  á  quie» 
representaban,  ya  qne  no  fueron  ellos  sino  otra  diversa  persona  quien 
tales  frutos  percibió,  y  la  ley  .5*  del  mismo  título  y  partida,  por  la  qne 
se  declara  que  debe  abonar  los  frutos  de  una  herencia  que  se  ordene 
devolver  al  legítimo  heredero  el  que  indebidamente  hubiere  tenido  ea 
su  poder  los  bienes  de  la  misma,  que  en  el  caso  actual,  por  el  hecho  da 
la  tercería  para  el  cumplimiento  de  cuya  sentencia  se  biso  necesaria  la 
partición,  estaba  fuera  de  duda  que  fué  el  sjecntado  D.  Francisco  As- 
prer y  Martoreil:  pero  no  los  demás  coherederos  del  tercerista  Asprer 
y  Fuster,  que  á  su  vez  tendría  también  derecho  á  reclamar  de  la  be- 
rancia  de  aquél  todos  ó  parte  de  los  frutos  de  sus  respectivas  hijuelas: 

Vistos  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Manresa: 

Considerando  que  rigiendo  como  rige  en  Mallorca  el  derecho  roma- 
no en  materia  de  sucesiones  testadas  é  intestadas  y  de  partición  de  he* 
rencias,  según  lo  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo,  es  inoportuna 
la  cita  que  s^  hace  como  único  fundamento  del  recurso  de  las  leyes  4* 
y  5^,  tít.  14,  Partida  6^,  las  cuales  son  además  inaplicables  al  caso  del 
pleito,  porque  no  se  trata  en  él  de  cómo  ni  por  quién  deben  ser  entre- 
gados ai  heredero  los  bienes  de  la  herencia  cuya  entrega  ya  está  reali- 
zada, ni  de  si  el  que  los  poseyó  anteriormente  lo  hizo  de  buena  6  de 
mala  fé  para  determinar  si  procede  él  abono  de  frutos  y  mejoras,  que 
son  los  puntos  ó  cuestiones  que  resuelven  dichas  leyes,  y  por  consi- 
guiente no  han  podido  ser  infringidas: 

Considerando  que  también  es  improcedente  este  recurso,  porque 
para  fundarla  se  alegan  hechos  y  cuestiones  que  no  han  sido  objeto  de 
discusión  en  la  primera  instancia,  y  porque  el  auto  recurrido  ha  sido 
dictado  para  la  ejecución  de  otro  consentido  por  las  partes,  sin  qtte  se 
haya  al^'gado  que  esté  en  contradicción  con  lo  ejecutoriado  y  sin  qne 
merezca  el  concepto  de  una  sentencia  definitiva,  pues  no  pone  término 
al  pleito  ni  hace  imposible  su  continuación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  ve- 
curso  de  casaMón  interpuesto  por  D.  Manuel  Asprer  Martoreil,  á  quien 
condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  distribuirá 
con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Palma, 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apnntamíeiito  qna 
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Reearso  de  eaMicion  (21  de  Marzo  de  1883).— ^«¿a  primera.^ 
Nulidad  é  inbfigagu  db  un  laudo.— Ua  logar  al  interpuesto  por  Don 
Pedro  Segret  eon  Doña  Ana  María  Constansó  (Aadiencia  de  Barcelona),, 
y  seresoelve: 

1^  Que  la  faculíad  gne  los  otorgantes  de  la  escritura  de  compromiso 
adquirieron  de  dejar  sin  afecto  el  laudo  que  dictaron  los  arbitradores 
pagando  la  multa  convei^ida  dentro  de  los  tres  dios  siguientes  ai  en  qué 
ee  les  enterara  del  mismo ^  constituye  un  derecho  perfecto.Jundado  en, 
elfurt.  302  di  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil^  consiguiente  al  pte* 
eepto  del  arL  297  de  la  misma: 

f^  Que  el  decreto  ley  de  6  de  Diciembre  de  )  868  y  el  Real  decreto  de  3 
de  Febrero  188 i  no  han  derogado  los  derechos  legítimamente  adquiridos 
ni  se  han  referida  á  ellos ^  sino  á  la  forma  de  proceder  en  los  asuntos 
judiciales  que  se  sustancian  en  los  Tribunales;  y  el  derecho  de  que  un 
laudo  pierda  su  carácter  llenando  la  parte  que  lo  pide  la  condición  esíi- 
gida  en  el  contrato  de  arbitraje  no  puede  tener  el  concepto  de  procedimien- 
ta,  sino  de  un  derecho  sustantivo: 

F3°  Que  al  desconocer  la  sentencia  recurrida  el  referido  derecho, 
suponiendo  que  no  se  da  contra  el  laudo  otro  recurso  que  el  de  casación 
en  conformidad  al  decreto  ley  y  demás  citados  anteriormente,  declaran- 
dofs  por  ello  incompetente,  infringe,  por  hacer  de  ella  aplicación  inde 
bida,  la  disposición  4'  de  tas  transitorias  del  referido  decreto  ley  de 
unificación  de  fueros  y  el  art.  302  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  aplica* 
ble  al  caso  de  este  pleito. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Marzo  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtnd  de  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  segvideon  el  Jazgado  de  primera  instancia  del  distri- 
to de  San  Pedro  de  Barcelona  y  en  la  Sala  sognnda  de  lo  civil  de  la  An^- 
dieneia  de  aquella  ciadad  por  D.  Pedro  Segret  y  Martí  y  en  su  nombre 
el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  lilana,  bajo  la  dirección  escrita 
del  Licenciado  D.  Modesto  Llorens,  y  en  el  acto  de  la  vista  del  Doctor 
^f).  Manuel  Darán  y  Bas,  eon  Doña  Ana  María  Constansó  y  Snrroca,  via- 
da de  D.  Narciso  Saladrigas,  representada  ^por  el  Procarador  D.  Pablo 
Soler  y  Soler,  dirigido  en  el  acto  de  la  vista  por  e'  Letrado  D.  José  Xi^ 
llaseca,  sobre  nulidad  ó  ineficacia  da  on  laudo: 

Resultando  que  en  al  Tribunal  de  Comercio  de  la  plaza  de  Barcelona 
«ntabló  demanda  D.  Pedro  Segret  para  que  se  declarase  que  D.  Juan 
Saladnga  se  bailaba  obligado  á  rendir  cuentas  de  su  administración  en 
la  Sociedad  que  con  otros  habían  formado  para  la  compra  y  venta  de 
ganados;  y  :soatanciado  el  juicio  en  dos  instancias, .la  Audiencia  de  Bar- 
velona  dse^  «aniABeia  de  vieta  en  20  de  Junio  de  1864,  mandando  que 
las  partes  nombrasen  su  respectivo  arbitro  arbitrador  á  fin  de  que  con 
^  tercero  en  sa  caso  decidiosen  la  duda  ó  controversia  suscitada  acer- 
ca de  si  D.  Joan  Saladrigaa  se  hallaba  obligado  á  rendir  cuentas  de  los 
actos  de  la  adminiatración  de  la  Sociedad  de  que  se  trataba,  y  para  que 
«i  despuésdarendidaí  se  opusiere  á  ellas  algún  reparo,  resolviesen 
4¡amlHéorlas.mísmofi  arbitros  la  nueva  cyéstióo  que  se  suscitara,  basta 
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que  determinados  los  pantos  en  qae  las  partes  taviesen  dada  ó  coDtro-- 
varsia  pudiera  liegarSe  á  la  liqaidacióa  definitiva  del  haber  soeíal: 

Resultando  que  otorgada  en  estos  términos  la  escritura  de  compro- 
miso en  20  de  Diciembre  del  mismo  año,  los  amigables  eom ponedores- 
nombrados  dictaron  laado  en  2  de  Marzo  de  1865,  declarando  que  Sa- 
X  ladrigas  se  bailaba  obligado  á  rendir  á  D.  Pedro  Segret  en  el  término  do 
10  días  las  cuentas  generales  de  la  Sociedad  hasta  su  terminación,  con 
más  la  eaenta  particular  del  propio  Segret  con  referencia  á  su  capital 
y  operaciones,  á  fin  de  fijar  Ío  que  á  dicho  Segret  correspondiera,  y 
que  rendidas  dichas  cuentas  tuviera  Saladrigas  obligación  de  poner  de 
manifiesto  los  libros  de  la  Sociedad  y  los  demás  papeles  y  documentos: 

Resultando  que  rendidas  las  cuentas  por  Saladrigas  fueron  inpug- 
nadas  por  D.  Pedro  Segret,  que  opuso  á  ella^  diferentes  reparos,  pi- 
diendo que  jse  remitiesen  todos  los  documentos  y  datos  á  los  amigables^ 
componedores,  los  cuales  habían  de  resolver,  primero,  si  Saldrigas  ha- 
bía rendido  cuentas  con  arreglo  á  lo  mandado  en  el  laudo  de  1865,  y 
segundo,  si  en  caso  de  haberla  rendido  en  forma  resultaban  fundados 
los  reparos  opuestos  á  ellas: 

Resultando  que  después  de  varios  incidentes  relativos  al  nombra- 
miento de  nuevos  amigables  componedores  y  á  otros  particulares,  ios^ 
nombrados  por  las  partes  D.  Pedro  Arcb,  que  lo  fué  por  D.  Pedro  Se- 
gret, 7  D.  Magín  Gorominas  por  Doña  Ana  María  Gonstansó,  viuda  y 
sucesora  de  D.  Narciso  Saladrigas,  discordaron,  y  el  segundo  en  unión 
del  amigable  componedor  tercero  dictaron  el  laudo  en  11  de  Setiembre 
de  1881,  declarando  que  Saladrigas  había  rendido  á  sus  consocios  las^ 
cuentas  que  debía  y  podía  dar  de  todos  sus  actos,  sin  que  debiera  dar 
otras  ni  poder  nadie  pedírselas:  que  eran  completamente  impertiaentee 
ó  inoportunas  las  impugnaciones  á  ellas  presentadas  por  la  parte  de  Se- 
gret, absolviendo  de  ellas  á  la  de  Saladrigas,  y  que  Segret  debía  satis- 
ifaeer  á  Saladrigas  1.470  pesetas  t%  céntimos  qne  por  saldo  de  la  ooen- 
ta  le  reclamaba: 

Resultando  que  contra  este  laudo  interpuso  D.  Pedro  Segret  el  re- 
curso de  nulidad  y  subsidiariamente  el  de  ineficacia,  consignando  para 
la  admisión  de  este  último  la  malta  de  5.000  pesetas,  alegando  que 
era  nulo  porqne  ios  amigables  componedores  no  se  habían  ajustado  á 
las  facultades  contenidas  en  el  compromiso,  y  que  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos son  y  303  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil,  cualquier  in- 
teresado podía  dejar  ineficaz  el  laudo,  pidiéndolo  dentro  de  tres  días  y 
pagando  la  multa  pactada  en  el  compromiso: 

Resultando  que  Doña  Ana  Gonstansó  impugnó  esta  pretensión,  sos- 
teniendo que  los  amigables  componedores  habían  cumplido  con  su  de* 
ber,  siendo  las  únicas  causas  de  nulidad  de  un  laudo  la  de  haberse  dic- 
tado fuera  de  término  ó  recaer  sobre  puntos  no  sometidos  á  la  decisión 
de  los  amigables  componedores,  en  ninguno  de  euyos  casos  se  eneon^ 
traba  el  de  que  se  trataba:  que  el  Juzgado  no  tenía  competencia  para 
conocer  de  un  recurso  tnterpaestoicontra  un  laudo,  f^aee  con  arreglo  ¿^ 
la  ley  de  reforma  de  casación  civil  sólo  la  tenía  el  Tribunal  Supremo;  y 
que  el  recurso  de  ineficacia  subsidiariamente  interpuesto  era  improce- 
dente porque  ante  todo  debía  atenderse  á  la  escritura  de  compromiso, 
que  establoeía  qne  el  laudo  canearía  ejecutoria,  lo  cual  destruía  por 
completo  la  facultad  que  se  atribuía  á  Sagret  fundada  en  disposicionea^ 
poco  menos  que  caducadas: 

Resultando  que  mandados  con  estos  escritos  traer  losante»  i  la .rá^- 
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ta  con  eitación  de  las  partes,  e!  Jaez  de  primera  instancia  dietd  senten- 
cia, y  qoe  apelada  fué  revocada  por  la  qoe  en  24  da  Marzo  de  1883  dic- 
tó la  Sala  seganda  de  lo  civil  de  la  Aadieneia  de  Barcelona,  declarando 
improcedentes  é  inadmisibles  los  recursos  de  nulidad  é  ineficacia  pra- 
puestos  por  Pedro  Segret  contra  el  laudo  pronunciado  por  los  amigables 
componedores  en  H  de  Setiembre  de  1881,  todo  sin  perjuicio  de  otros 
recursos  legales  que  en  tiempo  y  forma  pudieran  interponerse: 

Resaltando  que  D.  Pedro  Segret  interpuso  recurso  de  casaeión,  ale- 
gando que  al  resolver  la  sentencia  que  no  babia  podido  ai  debido  tra- 
mitarse en  el  Juzgado  de  primera  instancia  el  reeurso  de  nulidad  de 
que  se  trataba  ni  tampoco  el  de  inefieaeia  subsidiariamente  interpuesto, 
había  partido  de  dos  equivocados  supuestos:  primero  que  la  dicción 
de  ineficacia  era  un  recurso  contra  una  sentencia  cuando  era  sólo  una 
facultad  para  dejar  sin  ejecución  el  laudo,  ó  sea  la  aplicaeión  de  una 
cláusula  penal  para  el  incumplimiento  de  una  obligación;  y  segundo^ 
que  la  instancia  termina  en  la  i^migable  composición  con  el  pronuncia- 
mienio  del  lando,  siendo  asi  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil  no 
terminaba  sino  con  el  trascurso  de  los  tres  dias  concedidos  para  dejar 
lo  ineficaz  sin  instarle  mediante  el  pago  de  la  multa:  que  por  tanto  la 
Audiencia  había  dejado  de  conocer  cuando  tenia  el  deber  de  hacerlo,  y 
por  ello  se  fundaba  el  recorso  en  el  núm.  5^  del  art.  16^2  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  aplicando  equivocadamente  el  decreto  ley  da  6  da 
Diciembre  de  1868  y  el  Real  decreto  de  3  de  Febrero  de  1881  ó  infrin- 
giendo el  articulo  302  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  I>.  José  Maiia  Alix  y  Bonache. 

Considerando  que  la  facultad  que  ios  otorgantes  de  la  escritura  de 
compromiso  de  20  de  Diciembre  de  1 864  adquirieron  de  dejar  sia  efecto 
el  laudo  que  dictaron  los  arbitradores,  pagando  la  multa  convenida 
<jíeQtro  de  los  tres  dias  siguientes  al  en  que  se  les  enterara  del  mismo 
constituye  un  derecho  perfecto,  fundado  en  el  art.  302  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento mercan^til,  consiguiente  al  precepto  del  art.  297  de  la 
misma: 

Considerando  que  el  decreto  ley  de  6  de  Diciembre  de  1868  y  el  Real 
decreto  de  3  de  Febrero  de  1881  no  han  derogado  los  derechos,  legiti- 
mamente  adquiridos  ni  se  han  referido  á  ellos,  sino  á  la  forma  de  pro> 
ceder  en  los  asuntos  judiciales  que  se  sustancian  en  los  Tribunales;  y  el 
derecho  de  que  un  laudo  pierda  so  carácter  llenando  la  parte  que  lo 
pváe  la  condición  exigida  en  el  contrato  de  arbitraje  no  puede  tener  el 
concepto  de  procedimiento,  sino  de  un  derecho  sustantivo: 

'  Considerando  que  ai  desconocer  la  senteneia  recurrida  el  referido 
derecho  de  D.  Pedro  Sagret,  suponiendo  que  no  se  da  contra  el  laudo 
oti»  recurso  que  el  da  casación,  en  conformidad  al  decreto  ley  y  demás 
citados  en  el  considerando  anterior,  declarándose  por  ello  incompeten- 
te/ infringe,  por  hacer  de  ella  aplioacián  indebida,  la  disposición  4^  de 
las  transitorias  del  referido  decreto  ley  de  unificación  de  fueros  y  el  ar- 
ticulo 302  de  la  ley  de Bajuiciam lento,  aplicable alcaso  d& este  pleito^ 
citados  cerno  fundamentos  del  reeurso; 

Fallamos  que  debemos  deelat ar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Segret  y  Marti,  y  en  su  virtud 
casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  24  de  Marzo  de  18S2  dictó  la 
Sala  segunda  de  io  dvil  de  la  Audiencia  de  Barcelona.-**-(Senteiieia  pu- 
blicada el  21  de  Marzo  de  1883,  é  insetta  en  la  0úceta  de  26  de  Agos- 
4otdeloQiamo.año.) 
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Ke^nrso  de  easaeién  (^4  de  Marzo  dé  \  883). — Sala  pHmera.^^^ 
iNFORifAGióv  P0SB8OBIA. — Hü  logar  al  ÍDterpOMt)  por  D.  Praneitco  do 
Paala  ülitjftns  eoa  «1  Ministerio  físeai  en  re p reten tftoión  del  Estado  ( Ao^ 
dieneia  de  ValUdolid),  y  se  resuelve: 

Que  instruido  wn  expediente  poseeorio  en  f>iriud  de  lo  dispueito  em 
el  art.  397  de  la  ley  Hipotecaria  en  la  forma  y  can  la$  reglas  estadUei- 
das  en  el  398,  para  que  la  oposioión  de  qne  se  crea  con  derecho  á  tos 
bienes  cuya  inscripción  se  solicite  ntediante  la  información  posesoria 
surta  el  efecto  de  suspender  el  curso  del  espediente  6  la  inscripdán  en 
el  Registro  si  estuviese  ya  aprobada^  es  necesario  que  se  formule  por 
demanda  enjuicio  ordinario  y  que  dicha  demanda  se  registre^  según  la 
dispuesto  en  la  regla  6*  deleitado  art,  398. 

fin  ia  vjlU  y  corte  de  Madrid,  á  U  (\e  Marco  de  4883,  en  el  expe- 
diente de  jarisdicción  volantaria  de  información  posesoria  de  ciertos 
bienes  para  su  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad,  seguido  en 
el  Josgado  de  primera  instancia  de  León  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Andiencia  de  ValladoUd  por  el  Daqne  de  Santoña,  y  por  sa  defnncióa 
por  D.  Francisco  de  Paula  Mitjans,  en  representación  de  su  mnjer  Do* 
ña  JosAfa  Manxanedo,  hija  y  heredera  de  aqnélf  con  el  Ministerio  fie  > 
cal,  en  repeesentación  del  Estado;  pendiente  en  este  Tribunal  Sopre« 
mo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto 
por  el  Procurador  D.  José  García  Noblejas,  bajo  la  dirección  del  Doe  - 
tor  D.  Francisco  Duran,  en  representación  de  D.  Francisco  de  Paula 
Mitjans: 

Resultando  que  en  autos  ejecutivos-  seguidos  en  el  Juagado  de 
primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  de  esta  oorte  por  el  Duque 
de  Sa^ntoña  contra  D.  José  Ruis  de  Qaevedo  y  contra  Miranda  é  hijea 
acordó  dicho  Josgado,  á  instancia  del  ejecutante,  que  se  librase  exhor- 
to al  de  León  con  objeto  de  que  se  practicase  una  información  poseso- 
ria de  ios  bienes  que  en  dicha  ciudad  pertenecían  al  ejecutado  Ruix  de 
Qaevedo,  y  se  inscribiese  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  con  presentación  de  dicho  exhorto  acudió  el  Da* 
que  de  Santoña  al  Juzgado  de  León  en  117  de  Enero  de  1879,  ofrecten* 
do  información  de  que  D.  José  Ruiz  de  Qaevedo  se  hallaba  en  posesión 
de  los  talleres,  edificios  y  almacenes  situados  en  la  zona  del  ferroca- 
rril y  estación  de  aquella  ciudad,  los  cuales  le  habían  sido  embargados 
por  el  exponente  en  los  autos  ejecutivos;  de  que  Raíz  de  Qaevedo  po- 
seía tranquila  y  pacíficamente  dichos  bienes  hacía  más  de  40  años,  sa** 
tisfaciftndo  por  contribución  1.733  pesetas  It  céntimos;  y  por  último, 
de  que  dichos  talleres,  edificios  y  almaceaes  los  había  construido  en 
suelo  cedido  por  la  Gompaftía  concesionaria,  á  quien  á  su  vez  se  lo  ha- 
bía cedido  el  Ayuntamiento  de  aquella  ciudad: 

Resalando  que  recibida  dicha  información  con  citación  del  Minis- 
terio fiscal  y  del  Presidente  del  Ayuntamiento,  declararon  dos  testigos 
conformes  con  los  hechos  expresados,  afirmando  qoe  á  Ruiz  de  Qaeve- 
do pertenecían  en  León  los  ocho  edifíf^os  y  tres  pedazos  de  terreno  que 
se  deslindaban,  los  que  había  adquirido  hacíi  más  de  10  «ños  fK>r  ce* 
sión  de  Miranda  y  Compafkia,  concesionarios  de  la  vía  férrea  M  No- 
roeste, y  el  Secretario  de  la  Comisión  de  -  evaloación  y  repartimiento 
de  la  contribución  territorial  de  León  certificó  que  D.  José  Kqi8  d» 
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Qaevedo  tenía  en  el  año  de  1878  á  79  paestos  á  sa  nombrejos  edificios 
y  terrenos  de  qne  se  hacía  mérito,  por  los  qne  pagaba  de  contribución 
1.735  pesetas  con  i%  céntimos,  bailándose  exceptuados  del  pago  alga» 
no8.de  ios  ediflcois: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal,  á  quien  se  dio  vista  de  este  ex- 
pedi^tue,  pidió  que  se  l«  dejase  en  suspenso  hasta  que  por  la  Asesoría 
general  de  Hacienda  se  le  contestase  á  la  consulta  que  había  elevado, 
par  tratarse  de  un  asunto  en  que  se  hallaba  interesado  el  Estado;  y  dt» 
conformidad  con  las  instrucciones  que  recibió  de  dicho  centro  adminis- 
trativo, se  opuso  á  que  se  aprobase  la  información  practicada  porqne 
adolecía  de  vicios  sustanciales,  conforme  á  la  ley  Hipotecaria,  proiea> 
tando  no  consentir  nada  perjudicial  á  ios  intereses  del  £stado  é  inter^ 
poner  en  su  caso  la  demanda  ordin||ia: 

Resultando  qne  el  Duque  de  Santoña  insistió  en  su  solicitud,  y  el 
Juez  de  primera  instancia,  por  auto  de  9  de  Junio  de  4879,  qne  confir- 
mó después,  con  las  costas,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Ya- 
iladolid  en  sentencia  de  10  de  Junio  del  año  próximo  pasado,  declaró 
no  haber  lugar  á  apobar  la  información  posesoria  intentada: 

Resultando  que  previo  depósito  ds  KOOO  pesetas  en  el  estabieci- 
miento  destinado  al  efecto,  interpuso  D.  Francisco  de  Paula  Mitjans» 
en  ra presentación  de  su  mujer  Doña  Josefa  Mansanedo,  hija  y  herede* 
ra  del  Dtique  de  San  toña,  recurso  de  casación  por  considerar  infria* 
gidos: 

,1**  El  art  6**  del  Real  decreto  de  47  de  Junio  de  4877,  relacionado 
con  e!  art.  398  de  la  ley  Hipotecaria, con  arreglo  á  los  que  basta  acre- 
ditar por  declaración  de  dos  testigos  que  se  posee  sin  contradicció\A  y 
que  se  viene  pagando  contribución  por  el  inmueble,  para  que  proce* 
dan  la  aprobación  del  afirmajsivo  y  la  inscripción;  toda  vez  que  la  sen- 
tencia recurrida  no  da  el  carácter  de  prueba  plena  á  estos  dos  particn- 
lares  llAnados  por  el  recurrente  en  estos  autos: 

%^  La  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Sopremo  en  sen- 
tencia de  28  de  Jnniode  I8S9,  de  que  los  hechos  que  uno  afirma  en 
beneficio  propio  y  en  perjuicio  de  tercero  no  pueden  considerarse  dig- 
nos de  crédito  si  no  se  aducen  otras  pruebf^s  Isgates,  y  la  ley  16,  títu- 
lo 2t,  Partida  3^  que  prescribe  que  el  Juez  falle  según  el  averigua- 
miento ó  prueba  q^ue  es  fecha  sobre  la  cosa  objeto  del  juicio;  así  como 
el  art.  397  de  la  ley  Hipotecaria,  que  limita  la  intervención  del  Promo- 
tor ó  Sindico  en  las  informaciones  posesorias  á  procurar  que  se  guar- 
den on  ellas  las  formas  de  la  ley;  porque  se  estima  en  la  sentencia  re- 
cnrrrida  la  oposición  formulada  por  el  Promotar  fiscal,  qne  contradijo 
ia  probanza  ofrecida  por  el  recurrente,  mn  producir  por  &a  parte  otra 
alguna  que  la  desvirtuase; 

Y  3*^  El  citado  art.  398  de  la  ley  Hipotecaria,  regla  6%  en  cuanto  (a 
santenoia  recurrida  admite  la  oposición  del  Promotor  fiseat  y  niega  sa 
¿«probación  ai  informativo  practicado,  sin  que  se  haya  propuesto  la 
demanda  ordinaria  como  medio  hábil  para  suspender  aquella  aproba- 
ción?      ... 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  qne  inetr nido  un  expediente  posesorio  en  virtud  de 
io  dispuesto  en  el  art»  397  da  la  ley  Hipotecaria  en  la  forma  y  coit  las 
reglas  establecidas  en  el  398,  para^fue  la  oposición  del  que  se  crea  con 
derecho  á  los  bienes  coya  inscmpción  se  solicite  medíante  la  informa- 
•óóo  posesoria  surta  el  efecto  de  suspender  el  curso  del  expediente  ó  la 


Digitized  by 


Google 


348  '  JURISPROBXlfGU  GIYIL. 

la  inscripción  en  el  Registro  sí  estoviese  ya  aprobado,  es  necesario  qne 
86  fórmale  por  demanda  en  juicio  ordinario  y  que  dicha  demanda  se 
registre,  según  lo  dispuesto  en  la  regla  6^  del  citado  srt.  398: 

Considerando  que  en  el  caso  que  ha  motivado  el  presente  recurso» 
el  expediente  posesorio  se  instruyó  con  sujeción  á  las  reglas  estableci- 
das en  el  referido  art.  398,  y  aunque  el  Promotor  fiscal,  como  repre- 
sentante de  los  derechos  del  Estado,  se  opuso  á  su  aprobación,  no  llegó 
á  realizarlo,  promoviendo  el  juicio  ordinario  por  medio  de  la  corres- 
pondiente demanda  que  se  registrase,  requisitos  necesarios  para  que 
surtiere  sus  efectos  dicha  oposición,  y  por  consignienle,  la  Sala  senten- 
ciadora, al  declarar  no  haber  lugar  á  la  aprobación  de  dicho  expedien- 
te, ha  infringido  el  art.  398  en  su  regla  6%  qi^e  se  cita  en  el  recurso; 

Pallamos  qae  debemos  declaran  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  de  Paula  Mitjans,  en  el  con- 
cepta en  que  liliga,  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la 
sentencia  que  en  10  de  Junio  próximo  pasado  dictó  la  Sala  de  Jo  civil 
de  la  Audiencia  de  Yalladolid,  y  devuélvase  al  recurrente  el  depósito 
que  tiene  constituido— (Sentencia  publicada  ei  24  de  Marzo  de  1883  t 
inserta  en  la  Qaceta  de  26  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Reearso  de  casación  (24  de  Marzo  de  1883].— SaZa  tercera. 
Entrega  de  bienes. — No  se  admite  el  interpuesto  por  Domingo  Guerra 
Fernández  con  Manuel  López  y  otro  (Audiencia  de  laCoruña),  y  se  re- 
suelve: 

Que  trascurrido  el  término  para  interponer  el  recurso^  según  lo^ 
casos,  sin  interponerlo  y  se  declara  improcedente. 

Resultando  que  seguido  pleito  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Chantada  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Goruña  por 
Manuel  López  y  Domingo  Minguez,  como  maridos  respectivamente  da 
Rosa  Guerra  Galveño  y  Juana  Rodríguez  Guerra,  con  Domingo  Guerra 
Fernández  sobre  entrega  de  bienes,  por  parte  de  éste  se  pidió  se  libra- 
ra certificación  de  la  sentencia  dictada  por  dicha  Sala  con  objeto  de  in- 
terponer recurso  de  casación  por  infracción  de  ley: 

Resultando  que  verificado  el  nombramiento  de  Procurador  y  Abo- 
gado por  los  respectivos  colegios  al  recurrente,  como  lo  habían  solici* 
tado  ante  la  Audiencia  por  ser  pobre,  se  entregaron  los  autos  á  su 
Procurador  con  fecha  28  de  Diciembre  último  por  el  término  y  para 
los  efectos  de  la  le]f,  y  los  ha  devuelto  en  7  del  corriente  formalizando^ 
el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Ignacio  de  Morales: 

Considerando  que  ha  transcurrido  con  notable  exceso  el  término  de 
los  20  días  fijados  para  este  caso  en  el  art.  1713  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  por  cuyo  motivo  el  Ministerio  fiscal  estima  improcedente 
este  recurso: 

Considerando  que  son  de  perfecta  aplicación  al  presente  recurso  los 
artículos  1725  y  1729,  regla  1%  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  para  la  resolución  del  mismo  sin  más  trámites; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpu«)Sto  á 
nombre  de  Domingo  Guerra  Fernández:  comuniqúese  esta  resolución 
á  la  Audiencia  de  la  Coruña  con  devolución  del  apuntamiento,  y  publí- 
quese  en  la  Gacela  é  insértese  á  su  tiempo  en  la  Coleceión  legislativa^ 
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pasándose  al  efecto  las  oportunas  copias;  y  póngase  en  coDocimiento 
del  Decano  del  Colegio  de  Abogados^  el  retraso  con  que  el  nombrado  ds 
oficio  ha  despachado  este  negocio,  á  fin  de  que  disponga  lo  qoe  estime 
procedente  con  objeto  de  evitar  la  repetición  de  semejante  falta.-* 
(Sentencia  pabiícada  el  S4  de  Marzo  de  4883,  é  inserta  en  la  Gaceta  da 
6  de  Janio  del  mismo  año.) 
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Recargo  de  casación  ($6  de  Marso  de  iS%Z),'—Sala  primera. 
— Validez  d£  una  escritura.— No  ha  lagar  al  imterpuesto  por  Doña  ^ 
Amalia  y  D.  Enrique  Meruéndano  con  D.  José  Ignacio  de  Prada  (Au- 
diencia de  la  Cor  uña),  y  se  resuelve: 

4°  Que  las  leyet  y  doctrinas  sobre  cuestiones  que  no  han  sido  diseu- 
cidas  en  el  pleito  oportunamente  no  pueden  ser  objeto  del  recurso  de 
tasación: 

y  Que  no  habiéndose  excepeionado  la  prescripción  en  la  discusión^ 
del  pleito  y  no  ha  podido  infringir  la  sentencia  la  /ey  21 ,  tit,  29  de  la 
Partida  S\ 

3*  Que  las  renuncias  hechas  por  los  hijos  de  sus  legilimas  viviendo 
aún  sus  padres  y  son  nulas  é  ineficaces  en  derecho  y  según  tiene  declara* 
do  repetidamente  el  Tribunal  Supremo: 

4°  Que  es  congruente  con  la  demanda  la  sentencia  si  resuelve  todas 
las  cuestiones  que  han  sido  debatidas  en  el  pleito^  y  por  ello  no  infrinr^ 
ge  la  ley  46  tiU  22  de  la  Partida  3*; 

Y  5®  Que  las  sentencias  sólo  favorecen  ó  perjudican  á  los  que  han 
sido  parte  en  el  juicio  ^  únicos  que  pueden  utilizar  contra  ella  los  re- 
cursos que  procedan. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Marzo  de  i 883,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de*  primera  instancia  del  Barco  de  Yaldeorras  y 
en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Gornña  por  Doña  Amalia  y 
D.  Enrique  Meruéndano,  vecinos  de  Yillamartín,  propietarios  ,  con 
D.  José  Ignacio  de  Prada,  vecino  de  Ferbenza,  propietario,  sobre  vali- 
dez de  una  escritura;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  Doña  Ama- 
lia y  D.  Enrique  Meruéndano  por  el  Procurador  D.  José  Arana  y  Mo- 
raita^  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos,  no  ha- 
biendo comparecido  ante  este  Tribunal  Supremo  D.  José  Ignacio  de 
Prada: 

Resultando  que  en  primeros  de  Setiembre  de  4787  se  otorgó  escri- 
tura entre  D.  José  García  Losada  por  una  parte,  y  de  la  otra  D.  José 
Antonio  Valcarce  y  Quiroga  y  Doña  Rosa  García  Losada,  su  consorte, 
en  la  que  digeron  que  después  de  efectuado  por  los  dos  últimos  en  el 
año  de  4786  su  contrato  matrimonial,  propuso  el  D.  José  Valcarce, 
como  marido  de  Doña  Rosa,  demanda  dotal  contra  el  expresado  D.  José 
García,  su  suegro,  que  posterior  convinieron  judicialmente  en  transigir, 
como  lo  verificaban,  en  esta  forma:  el  D.  José  había  de  dar^y  pagar, 
y  por  él  sus  heraderos,  si  antes  se  verificase  su  fallecimiento,  al  Don 
José  Valcarce,  en  representación  de  la  Doña  Rosa  García,  su  hija  y 
consorte  respectiva,  y  para  su  falta  á  ésta  ó  los  suyos  por  razón  de  am- 
bas legítimas  paternal  y  maternal  de  bienes  libres  y  alimentos  que  ella, 
tenía  ofrecido  y  estaba  obligado  á  darla,  la  cantidad  de  700  ducados, 
satisfechos  en  los  términos  que  fijaban;  y  ios  inismos  D.  José  Valcarce 
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y  sQ  mujer  se  daban  por  satisfechos  con  la  expresada  cantidad  de  los^ 
760  dncados  de  todo  lo  qoe  por  las  dos  sigr^ifícadas  razones  de  ambas 
legítimas  de  bienes  libres  y  alimentos  de  los  vinculares  repetían  en 
uso  de  so  derecho,  renunciando  solemnemente  en  favor  del  D.  José 
García  su  padre  y  suegro,  y  quien  hubiere  su  derecho  todo  el  que  te- 
nían y  pudieran  pretender  á  las  dos  legítimas  paterna  y  materna  de 
bienes  libres  y  alimentos  de  los  vinculares;  y  se  apartaban  y  á  sus  hi- 
jos, herederos  y  sucesores  para  siempre  de  reclamar  cosa  alguna  por 
los  insinuados  motivos  contra  el  D.  José  García  y  los  suyos,  consin- 
tiendo desde  luego  que  de  los  bienes  y  efectos  qué  quedasen  después 
de  satisfecho  lo  estipulado  dispusiera  como  más  bien  visto  lo  viera, 
ofreciendo  no  impugnarlo  en  tiempo  alguno,  con  lo  cual  dabaa  por 
concluido  este  tratado  y  fenecido  et  pleito  de  que  se  ha  hecho  relacióa 
para  no  continuarlo  jamás: 

Resultando  que  en  autos  sobre  divis:ón  de  la  herencia  fiucable  de 
D.  José  García  y  su  mujer  Doña  María  Antonia  Fernández,  por  senten- 
cia de  t  de  Octubie  de  1860  se  declaró  nula  una  escritura  otorgada 
por  la  deman.dante  Doña  María  Isabel  Yalcarce  y  su  hermana  Doña  Su- 
sana, y  se  mandó  proceder  á  la  división  de  bienes  fíncables  de  D.  Pe- 
dro Jcsé  García,  con  presencia  del  memorial  de  bienes  que  obraba  en 
autos  en  la  forma  propuesta  por  la  demandante;  y  de  un  acto'  aclara- 
torio de  8  del  mismo  mes  de  Octubre  aparece  que  la  escritura  de  1^  ue 
Setiembre  de  1787  no  estaba  comprendida  en  la  demanda  y  solicitud 
de  Doña  I.<abel  Yalcarce,  referente  únicamente  á  la  división  de  fíncabi  - 
lidad  de  D.  José  García,  su  abuelo,  previa  la  declaración  de  nulidad  de 
la  escritura  de  concordia  de  26  de  Agosto  de  1873:  que  la  de  1^  de  Se- 
tiembre de  1787  había  sido  traída  á  ios  autos  después  en  el  término  de 
prueba,  y  se  declaió  que  aunque  esta  referida  escritura  no  habiá  debi- 
do producir  efecto  para  dejar  de  acceder  á  1^  división  solicitada  en  la 
demanda  que  motivó  el  procedimiento,  no  por  ello  se*  declaró  ineficaz 
el  que  le  corresponda  y  que  podría  reclamarse  en  el  acto  de  la  di- 
visión: 

Resultando  que  en  31  de  Agosto  de  1880,  Doña  Amalia  y  D.  Enri  • 
que  Meruéndano  dedujeron  demanda  ordinaria  contra  D.  José  Ignacio 
de  P'rada,  exponiendo,  después  de  hacer  mérito  de  la  relacionada  es- 
critura, que  en  Junio  de  1859,  Doña  María  Isabel  Valcarce,  madre  que 
tué  de  D.  José  Ignacio  Prada,  entabló  demanda  ordinaria  referente  á 
que  siendo  hija  de  la  Doña  Rosa  y  de  D.  José  Antonio  Yalcarce  se  .pro- 
cediese á  las  particiones  del  caudal  hereditario  det  D.  José  García  Lo- 
sada y  su  mujer  Doña  María  Antonia  Fernández  entre  todos  losintere* 
sados,  contándose  en  éstos  Doña  Juana  García,  madre  que  fué  de  los 
demandantes:  que  ddrante  el  término  de  prueba  se  compulsó  á  instan- 
cia de  Doña  Juana  la  mencionada  escritura,  pero  en  la  sentencia  pro- 
nunciada en  2  de  Octubre  de  1860  no  se  hizo  mérito  de  ella,  razón  por 
que,  habiéndose  pedido  en  tiempo  hábil  la  declaración  *á  este  punto 
esencial  omitido,  ^e  dictó  un  auto  en  8  del  mismo  mes,  declarando  qud 
podría  reclamarse^  la  eficacia  de  aquella  en  el  acto  de  la  partición  acor- 
dada en  la  semencia:  lo  qué  consintieron  los  litigantes:  que  D.  José 
Jgnacio  de  Prada,  que  venía  figurando  también  en  el  expediente,  reco*- 
noció  que  á  pesar  de  la  mencionada  sentencia  mandando  celebrar  las 
particiones,  nada  adelantaba  con  la  aclaración  y  reserva  susodichas,  y 
había  dejado  el  asunto  en  tal  estado  muy  cerca  de  20  años;  pero  con 
cansas  ajenas  en  Mayo  anterior  reprodujo  el  expediente  pidiendo  \í 
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ejecución  del  fallo,  y  se  iniciaron  las  diligencias  para  llevarlo  á  efecto; 
qoe  era  llegado  el  monaento  de  ejercitar  el  derecho  reservado  en  el  re 
íerido  aato  de  8  de  Octubre  de  4860,  cuyo  auto  constituye  parte  inte- 
grante de  la  misma  sentencia,  como  que  era  adición  de  ésta,  acordada 
y  dictada  en  tiempo  hábil;  y  por  tanto  los  qne  representaban,  en  con- 
cepto de  hijos  y  herederos  de  la  Doña  Juana  Gañía;  en  uso  de  la  jtal 
reserva  interponían  la  demanda  para  que  se  declarase  válida  y  eficaz. 
]a  escritura  de  1°  de  Setiembre  de  1787,  y  en  su  consecuencia  sin  accióa 
ni  derecho  alguno  al  D.José  Ignacio  para  reclamar  las  legítimas  ni 
parte  alguna  del  candil  hereditario  4^  sus  bisabuelos  maternos  D.  José 
García  Losada  y  Doña  María  Antonia  Fernández,  con  expresa  coádena - 
cióo  de  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  José  Ignacio 
de  Prada,  pretendió  su  absolución  y  que  se  declarase  que  dicha  escri- 
tura no  obsta  á  la  división  de  la  fincabilidad  de  D.  José  García  y  sa 
consorte  Doña  Antonia  Fernandez,  al  efecto  repuso  qu^  no  negaba  la 
existencia  de  la  escritura  de  1^  de  Setiembre  de  1787,  que  se  refiere  á 
la  transacción  en  que  D»  Jofé  García  y  su  esposa  Doña  Antonia  Fer- 
nánnez  dio  en  dote  á  sa  hija  Doña  Rosa  700  ducados,  expresados  ea 
dicho  documento;  pero  como  la  herencia  de  aquellos  ascendía  á  mucha 
más,  y  á  cada  heredero  le  correspondían  mayores  cantidades,  según  la 
importancia  del  caudal  qne  aparece,  quedaba  destruida  la  eficacia  de 
la  citada  escritora,  toda  vez  que  nunca  tal  transacción  cierra  la  puerta 
á  la  reclamación  del  tanto  más  qoe  de  legítima  paterna  y  materna  pue- 
da caber  á  la  Doña  Rosa  ó  sus  herederos:  que  la  Doña  Rosa  percibió  los 
700  ducados,  y  como  el  capital  de  sus  causantes  monta  á  mis  de  50.00(V 
pesetas,  dividido  entre  seis  herederos  resalta  un  haber  legítimo  de  uu 
duplo  ó  triple,  y  por  consiguiente  el  demandado  estaba  sujeto  única- 
mente á  que  so  te  tome  en  cuenta  lo  percibido:  que  la  aclaración  de  la 
pretensión  de  t  de  Oetobre  de  1860  comprueba  lo  que  qaeda  dicho: 
que  sin  embargo  de  lo  que  va  expuesto,  es  lo  bastante  para  destruir 
el  convenio  de  dote,  y  ofrecía  probar  oportunamente  qoe  la  mencio- 
nada escritura  fué  debatida  y  juzgada  en  ios  Tribunales  de  justicia  á 
consecuencia  de  lo  que  la  Doña  Rosa  y  sus  herederos  fueron  parte  for  - 
mal  en  la  división  de  esta  herencia,  según  partija  ejecutada  también  en 
época' anterior  por  el  perito  D.  Manuel  de  la  Vega,  y  que  por  no  estar 
conforme  con  ella  se  mandó  depositar  lar  porción  adjudicada,  según  ex- 
pediente  unido  en  cuerda  floja  al  pleito  qne  motivó  la  sentenciado  t 
de  Octubre  citado: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron 
las  partes  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones,  y  practicadas  la» 
pruebas  propuestas  por  aquéllas,  el  Juez  de  primera  instancia,  por 
sentencia  de  7  de  Julio  de  1881  declaró  legal  y  válida  la  renuncia  que 
Doña  Hosa  García,  eon  consentimiento  de  su  marido  D.  José  Antonio- 
Valcarce  y  Quiroga,  hizo  en  favor  de  su  padre,  José  García  de  la  legí- 
tima ó  bienes  qne  eoitespondían  por  herencia  de  8U*madre  Doña  María 
Antonia  Fernández;  declai:ando  á  la  vez  nula  y  de  ningún  valor  ni 
efecto  la  renuncia  que  la  misma  Doña  Rosa  hizo  con  el  propio  consen< 
timiento  de  su  esposo  en  el  citado  documento,  ó  sea  en  la  escritura  de 
4*  de  Setiembre  de  4787,  de  la  legítima  que  á  la  muerte  de  su  padre 
D.  José  García  Losada  podía  ccrresponderle  en  ios  bienes  pertenecien- 
tes á  éste,  y  por  consiguiente  que  en  la  división  de  ellos  qae  se  estaba, 
practicando,  el  demandado  D.  José  Ignacio  de  Prada  y  demás  deseen- 
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dientes  de  la  ya  tan  repetida  Doña  Rosa  García  y  Fernández:  debíun 
percibir  la  parte  qae  les  correspondía  de  bienes  relictos  por  maerte  del 
D.  José  García  Losada,  deducido  de  ella  si  sobrase  alguna  cantidad  de 
pagarse  la  qne  correspondió  á  sa  causa  habiente  ó  bisabuela  Doña  Ma- 
ría Antonia  Fernández  al  tiempo  de  concluir  su  sociedad  conyugal  pon 
D.  José  García  Losada,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas:' 

Resultando  que  confirmada,  con  las  costas,  dicha  sentencia  por  |a 
que  en  3  de  Abril  de  1882  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
Goruña,  por  parte  de  Doña  Amalia  y  D.  Enrique  Meruéndano  se  inter- 
paso recurso  de  casación,  alegando  como  motivos:- 

i®  Qae  se  ha  infringido  la  ley  I*,  tít.  29,  Partida  3*,  al  estimar  la 
sentencia  la  petición  del  demandado  D.  José  Ignacio  de  Prada  y  reco- 
nocerle derecho  á  la  parte  alícuota  de  los  bienes  que  en  su  día  consti* 
luyeron  la  herencia  de  D.  José  García  Losada,  porque  se  ha  discutido 
en  el  pleito  el  derecho  á  una  parte  de  los  bienes  que  formaron  la  heren- 
cia de  D.  José  García  y  so  mujer,  se  reclamó  en  él  por  parte  del  de- 
mandado que  se  le  reconociese  el  que  debía  asistirle  á  la  parte  alícuota 
de  dichos  bienes  en  concepto  de  nieto  de  Doña  Rosa  García  Fernández, 
que  á  so  vez  fué  hijo  de  aquellos,  los  bienes  por  el  demandado  recla- 
mados venían  siendo  redisfrntados  por  los  demandantes  Meruéndancf, 
en  concepto  de  dueño  de  los  mismos  en  virtud  de  la  escritura  de  tran- 
sacción, otorgada  en  4787,  ó  sea  hace  95  años,  aunque  esta  escritura 
adolesciese  de  algún  vicio,  el  indicado  número  de  años  durante  los  cua- 
les los  recurrentes  habían  venido  disfrutando  tales  bienes  quieta  y  pa- 
cíficamente como  dueños,  los  ponía  fuera  del  alcance  de  toda  reclama- 
ción, ya  tardía,  pues  en  ningún  caso  de  un  modo  mis  notorio  pnede  re- 
sultar la  conveniencia  pública  y  la  razón  privada  en  que  se  funda  la 
legitimidad  y  los  efectos  de  la  prescripción  extraordinaria  como  modo 
de  ad(|nirir  la  propiedad,  á  tenor  de  la  ley  21^  tft.  29,  Partida  3%  que 
DO  exige  más  de  30  años  para  que  las  cosas  poseídas  sin  título  y  aun  de 
mala  fé  pertenezcan  al  que  las  tiene  en  su  poder. 

2**  Que  la  Sala  sentenciadora,  así  como  el  Juez  de  primera  instancia, 
fundaron  única  y  exclusivamente  su  fallo  en  que  teniendo  los  descen- 
dientes derecho  á  la  legítima  en  la  herencia  de  sus  ascendientes  y  re- 
nunciable  este  derecho  según  dos  declaraciones  que  sobre  el  particular 
ha  hecho  este  Tribunal  Supremo,  y  no  habiendo  radicado  aun  al  otor- 
garse la  escritura  de  transacción  en  la  Doña  Resa  García  el  derecho  le- 
gitimario en  la  herencia  de  su  padre,  puesto  que  éste  aún  vivía  á  la 
sazón,  fué  nula  dicha  escritura  en  concepto  de  renuncia  de  derechos  á 
una  sucesión  forzosa;  mas  este  fundamento  estí  eñ  contradicción  con 
el  indiscutible  é  indiscutido  carácter  jurídico  de  la  escritura  cuya  vali- 
dez se  discutió  en  el  pleito:  que  la  doctrina  en  tales  sentencias  estable- 
cida por  este  Tribunal  Supremo,  no  es  aplicable  al  presente  caso,  en  el 
que  no  se  trata  de  una  renuncia  de  un  heredero  forzoso,  sino  de  una 
irantaccián  otorgada  entre  éste  y  aquel  á  quien  debía  de  heredar,  y 
por  lo  cual  el  heredero  recibió  por  anticipado  700  ducados  en  compen- 
sación ó  cambio  de  sus  derechos  legitimarios  que  por  lo  mismo  renun- 
ciaba, fué,  pues,  un  contrato  bilateral  y  oneroso,  ae  carácter  aclarato- 
rio, y  cuya  vaüaez  y  eficacia,  por  lo  tanto,  no  depende  sino  de  las  con- 
diciones generales  á  que  está  sometida  la  de  todos  los  contratos  de  ca- 
rácter puramente  privado  que  los  hombres  pueden  celebrar,  y  bajo  este 
aspecto  de  ningún  vicio  adolece  la  transacción  de  que  se  trata:  que  por 
tantO;  resulta  que  en  la  sentencia  se  ha  infringido  la  ley  1^,  tít.  \^i  li-* 


Digitized  by 


Google 


miCDftSOS  T  GOMPSTINGUS.  3S3 

liro  10  de  la  Novísima  Reeopilacídn,  y  la  doctrina  legal  qne  declara  vá- 
lida y  eficaz  toda  transaecióa  qae  personas  en  la  plenitud  de  sos  dere« 
ehos  civiles  o.torgaen  sobre  aquello  qne  sea  nnateria  lícita  de  la  contra- 
tación por  habeise  declarado  en  parte  nnla  la  mencionada  escritora  de 
transacción  de  1787: 

3®  Qiie  en  la  sentencia  no  solamento  se  declara  ñola  la  indicada 
parte  de  la  escritora  con  relación  al  demandado  Prada,  sino  también 
á  favor  de  los  demás  descendientes  y  herederos  de  Doña  Rosa  García, 
á  pesar  de  qoe  ningún  otro  compareció  en  el  pleito  más  qne  a(|uél;  re- 
soltando  de  esto  qoe  la  sentencia  ba  excedido, de  lo  qoe  se  pidió  y  po- 
día pedirse  en  la  contestación  del  demandado,  porqoe  éste  no  pidió  ni 
podía  pedir  más  qoe  lo  qoe  á  él  interesaba,  pero  no  á  otras  personas 
Ignoradas  y  que  ninguna  parte  babían  tomado  basta  entonces  ni  toma- 
ron después  en  el  pleito;  por  eso  también  se  ba  infringido  la  ley  46,  tí- 
tulo Si,  Partida  3*.  qoe  prohibe  al  Juzgado  al  fallar  sobre  cosa  que  na 
foé  demandada  ante  él,  y  declara  la  nulidad  de  la  sentencia,  que  ado- 
lece de  tal  defecto; 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonacbe: 

Considerando  que  las  leyes  y  doctrinas  sobre  cuestiones  que  no  han 
sido  disentidas  en  el  pleito  oportunamente  no  pueden  ser  objeto  del 
recorso  de  casación,  en  cuyo  caso  se  encuentra  la  Ny  ti ,  til.  29,  de  la 
Partida  3%  que  como  infringida  se  alega  en  el  primer  motivo  del  recur- 
so, porque  no  habiéndose  excepcionado  la  prescripción  en  la  discusión 
-del  pl«iito«  no  ha  podido  infringir  dicha  ley  la  sentencia  recorrida: 

Considerando  que  las  renuncias  hechas  por  los  hijos  de  sus  legíti- 
mas viviendo  búii  sus  padres,  son  nulas  é  ineficaces  en  derecho,  segón 
tiene  declarado  repetidamente  este  Tribunal  Supremo,  y  por  ello  la 
sentencia  qoe  acuerda  la  nulidad  de  la  renoncia  que  Doña  Rosa  García 
biso  de  la  legitima  que  á  la  muerte  de  so  padre  pudiera  cor  responderle 
en  sos  bienes,  no  infringe  la  ley  y  doctrina  que  se  citan  en  el  segando 
motivo  del  recurso: 

Considerando  que  la  sentencia  recorrida  es  congruente  con  la  de- 
manda, porqoe  resuelve  todas  las  cnetiones  que  han  sido  debatidas  en 
el  pleito,  y  por  ello  oo  infringe  la  ley  46,  tít.  tt  de  la  Partida  3*,  qoe 
se  invoca  en  el  tercer  motivo,  sin  qoe  opten  al  caso  de  las  palabras 
y  d$má$  descendientes  de  qne  osa  en  so  parte  dispositiva,  porqne  laa 
sentencias  sóJo  f<iVor«cen  ó  perjudican  á  los  qoe  han  sido  parte  en  «1 
jnicio,  únicos  qoe  pueden  utilizar  contra  ella  los  recorsos  qne  pro- 
cedan: 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  interpoesto  por  Doña  Amalia  y 
D.  Enrique  Meroéndano,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pér- 
dida de  la  cantidad  de  1.000  pesetas  que  depositó,  que  se  distribuirán 
con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Ao- 
diencia  de  la  Coruña  con  devolución  del  apuntamiento  y  documentos 
remitidos. — (Sentnncia  poblicada  en  26  do  Marzo  de  1883,  é  inserta 
-en  la  Gacela  ae  26  de  Agosto  del  mismo  año.) 

100 

Reearso  de  easari¿n(26  de  Mano  de  \B$Z). -Sala primera.^ 
TsRCEBÍÁ  DB  D  MINIO. — Na  ha  logar  al  interpoesto  por  D.  Lois  JoseSi 
scon  D.  Juan  Sicart  (Aodieacia  de  Barcelona),  y  ae  resuelve: 
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,r  Que  ie  cita  oportunamente  y  no  ha  podido  infringirse  la  Uf  1*^ 
tu,  i®,  libro  \0  déla  Novisima  Recopilación^  si  la  Sala  senteneiadoriO- 
no  niega  fuprza  al  contrato  por  razón  de  formas  ó  solemnidades  .qf^e^ 
aquélla  declaró  innecesarias,  sino  porque  entiende  que/ué  un  acto  Hr 
mulada  con  el  fin  de  poner  los  bienes  a  cubierto  de  responsabilidad: 

2*  Que  igualmente  se  citan  sin  oportunidad  y  no  han  podido  infria" 
gir  el  número  V  del  articulo  578  y  el  número  \^  del  articulo  596  d^ 
la  lev  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no  son  aplicables  cuando  por  el^ 
resultado  de  autos  hay  razones  para  juzgar  que  la  escritura  pública 
contiene  un  pacto  simulado; 

T  3°  Qm  no  se  infringe  dicho  articulo  578  porque  en  él  se  enumeran 
las  pruebas  que  pueden  practicarse  ó  presentarse  y  nó  las  apreciacio- 
nes que  sobre  ellas  haga  el  Tribunal  sentenciador. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á'26  de  Marzo  de  I883«  en  el  pleito 
segoido  en  el  Juzgado  de  primera  inetaneia  de  Arenys  de  Mar  y  en  la 
Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  4le  Barcelona  por  D.  Luis  Jo*-. 
sest  y  Garriga,  propietario,  vecino  de  Malgrat,  con  D.  Joao  Sicart,, 
vecino  de  Gerona,  como  curador  del  menor  D.  Esteban  Josest  y  Slcart^, 
con  D.  Esteban  Josest  y  Garriga,  vecino  también  de  Malgrat,  y  con  el 
Ministerio  fiscal,  en  representación  del  Estado,  sobre  tercería  de  domi- 
nioj  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  car 
saeión  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Antonio 
Rodó  y  Casanovas  y  el  Procurador  D.  Federico  Grases  Riera,  en  defeur^ 
sa  y  representación  del  demandante  Josest  y  Garríga,  habiendo  sido 
defendido  y  representado  el  recurrido  D.  Juan  Sicart  en  el  indicadQ- 
concepto  por  el  Licenciado  D.  Antonio  Maura  y  el  Procurador  D.  José 
García  Noblejas: 

Resultando  que  en  9  de  Setiembre  de  1880  se  remitió  por  este  Tri- 
bunal Supremo  á  la  Audiencia  de  Barcelona  testimonio  de  la  tasación ¡ 
de  costas  que  se  había  practicado  en  los  autos  entre  D.  Juan  Sicart  y 
Colomer,  como  tutor  del  menor  D.  Esteban  Josest  y  Sicart  y  D.  Este*- 
ban  Josest  y  Garriga,  que  había  sido  aprobada  en  3  de  Agosto  anterior, 
con  el  fin  de  que  se  hiciesen  efectivas  de  D.  Esteban  Josest  y  Garriga, 
obligado  asa  pago;  y  habiéndose  procedido  en  su  cumplimiento  por  el 
Juez  municipal  de  Malgrat  á  requerir  á  dicho  deudor,  contestó  que  no 
ppseía  bienes  de  ninguna  clase;  v  al  tratar  dicho  Juez  de  embargar  los 
Í>iene8  muebles  que  encontró  en  la  habitación  de  D.  Esteban,  se  pres^nr; 
tó  el  hermano  de  éste  D.  Luis  y  se  opuso  al  embargo,  fundado  en  que 
eran  suyos  los  muebles,  presentando  al  efecto  una  escritura  pública  de 
fecha  6  de  Setiembre  de  dicho  año  de  { 880,  en  la  que  se  consigna  que  sus 
otorgantes  los  dos  susodichos  hermanos  D.  Luis  y  D.  Esteban  Josest  y 
Garriaga  habían  convenido  en  elevar  á  escritura  pública  el  contratp 
privado  que  tenía  otorgado  en  2  de  Enero  de  4878,  por  el  que  primero, 
ó  sea  D.  Luis,  había  concedido  al  segundo  durante  su  vida  natural  el 
usó  de  todos  lo  muebles  que  de  su  propiedad  tenía  y  poseía  en  la  cas^ 
núm.  17  de  la  calle  de  Mallorca  de  la  villa  de  Malgrat: 

Resultando  que  practicado,  no  obstante  lo  dicho,  el  embargo  de  di- 
chos muebles,  dedujo  D.  Luis  Josest  y  Garriaga  demanda  de  tercería  de 
dominio,  fundado  en  la  susodicha  escritura  que  acompañó  como  título 
justificativo  de  su  acción,  solicitando  se  declarase  en  definitiva  que  los^ 
muebles  embargados  y  depositados  le  pertenecían  en  propiedad  y  po^e- . 
sión,  y  se  mandase  en  su  consecuencia  alzar  el  embargo  practicado  y 
dejarlos  á  su  libre  disposición:  « 
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Resalando  que  admitida  la  demanda  se  suspendió  el  proeedimjeiito 
dé  apremio  y  se  formó  piezi^  separada,  y  conferido  traslado  al  Promo^ 
tor  fiscal  por  razón  de  interés  de  la  Hacienda  pública  en  el  cobro  délas 
costas,  contestó  la  demanda  oponiéndose  á  ella,  fundado  en  qae  la  co- 
pia de  escritora  que  había  presentado  evidenciaba  qae  era  an  contrato 
simnlado  el  qae  se  hacía  constar  en  ella,  otorgado  con  objeto  de  eladir 
el  embargo,  y  en  que  el  contrato  privado  á  qae  se  Prefería  sobre  cesión 
4le  bienes  no  había  existido  jamás: 

Resaltando  qoe  D.  Jcan  Stcart ;  como  carador  del  menor  D.  Esteban 
Josest  y  Sicart  se  opaso  también  á  la  demanda,  fondado  en  las  mismas 
razones  qae  el  Promotor  fiscal,  y  D.  Esteban  Josest  y  Garriaga  por  sa 
parte  se  allanó  á  ella,  sosteniendo  qae  eran  exactos  los  hechos  alega- 
dos por  el  demandante» 

Resaltando  qoe  sostaneiado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales 
y  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Sela  segonda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Barcelona  en  7  de  Janio  de  próximo  pasado,  revocatoria 
de  la  que  había  dictado  el  Jazgado,  declarando  qoe  no  había  logar  á  la 
demanda  de  tercería  de  dominio  dedacida  por  D.  Luis  Josest  y  Garriga 
por  no  babor  jastifieado  la  propiedad  qoe  pretende  tener  de  los  moe- 
bi«sy  efectos  embargados  á  su  hermano  D.  Esteban,  ni  en  coneecuen- 
cia  á  alzar  el  embargo  de  ellos: 

Resoltando  que  D.  Lais  Josest  y  Garrida  interpuso  contra  esta  sen- 
tencia recurso  de  casación  por  considerar  infringidos: 

i^  La  ley  1*,  tít.  1^,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  porque  no 
da  valor  ni, eficacia  á  los  contratos  celebrados  entre  el  recórrante  y  su 
hermano  Esteban  en  2  de  Enero  de  1878  y  6  de  Setiembre  de  1880: 

r  El  núm.  r  del  art.  $78  y  el  núm.  1^  del  596  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil^  que  establecen  los  medios  de  prueba  y  dan  el  carácter 
de  documento  público  y  solemne  á  aquel  en  que  el  recurrente  funda  su 
derecho,  por  cuanto  apreciando  las  pruebas  la  Sala  sentenciadora,  des- 
conoce la  fuerza  que  dichos  preceptos  legales  conceden  á  las  escrituras 
públicas  otorgadas  con  arreglo  á  derecho; 

Y  3^  El  mismo  art.  578,  que  declara  cuáles  son  los  únicos  medios  de 
prueba  admitidos  por  la  ley,  en  cuanto  la  Sala  sentenciadora  al  apre- 
ciar laa  de  autos  admite  como  medio  de  prueba  y  único  fundamento  de 
su  fallo  la  presunción  de  que  hablaba  la  ley  8*,  tít.  U,  Partida  Z\  que 
no  se  halla  admitida  por  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  se  cita  inoportunamente  y  no  ha  podido  infrin- 
girse la  ley  invocada  en  el  primer  motivo,  porque  la  Sala  sentenciado- 
ra no  niega  fuerza  al  contrato  por  razón  de  formas  ó  solemnidades  que 
aquélla  declaró  innecesarias,  sino  porque  entiende  que  fué  nn  acto  si- 
mulado con  el  fin  de  poner  los  bienes  á  cubierto  de  responsabilidad: 

Considerando  que  igualmente  se  citan  sin  oportunidad  y  no  han  po- 
dido infringirse  las  disposiciones  alegadas  en  el  segundo  motivo,  por- 
que no  son  aplicables  cuando  por  el  resultado  de  autos  hay  razones 
para  juzgar,  como  aquí  sucede,  que  la  escritura  pública  contiene  an 
pacto  simulado : 

Considerando,  por  último,  que  no  se  infringe  por  el  fallo  el  artícu- 
lo citado  en  el  tercer  motivo,  porque  allí  se  enumeran  las  pruebas  qrue 
pueden  practicarse  ó  presentarse  y  no  las  apreciaciones  que  sobre  ellas^ 
haga  el  Tribunal  sentenciador,  el  cual  con  relación  al  presente  caso  no 
se  fundó  solamenre  en  la  presanción  de  simulación  qae  desde  luego  la 
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sdsciUba  la  escritora  de  los  dos  hermanos,  otorgada  después  d^  la  eon- 
deoa,  sino  en  la  eonvieción  nacida  de  todas  las  circanstancias  aprecia-, 
blesi  como  lo  son  también  la  sitaación  respectiva  de  los  otorgantesv  el 
empleo  de  la  proeba  testifical,  el  resaltado  de  ésta  y  lo  demás  coote« 
nido  en  aotos; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  baber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpaesto  por  D.  Lois  Josest  y  Garriga,  á  qai«n  con  < 
donamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Andiencia  de  Barcelona  la 
certificación  correspondiente  con  devolocfón  del  apuntamiento  qoe  ha, 
remitido.— (Sentencia  publicada  el  26  de  Marzo  de  1883,  é  inserta  en 
la  Oaeetú  de  S6  de  Agosto  del  mismo  ano.) 

101 

Reearso  de  easaeian  (17  de  Marzo  de  1883).— i9a/a  primera 
—Nulidad  db  la  restitución  de  unas  agitas  subterráneas  . — No  ha 
lagar  al  interpuesto  por  D.  Francisco  y  D.  Manuel  Pérez  Al  varado  con 
D.  José  Déniz  (Aud.  de  Las  Palmas),  y  se  resuelve: 

1^  Qite  seff4n  ha  declarado  el  Triiunal  Supremo  en  repelidos  eaeos^ 
loe  diepoeicionee  que  eontiene  la  ley  8*,  tU.  i  i  de  la  Partida  3^  se  ha^ 
lian  subordinadae  á  lo  que  sof^e  la  apredaeión  de  las  pruebas  y  su  efi» 
eaeia  legal  tiene  establecido  la  ley  do  Enjuieiamienlo  eioily  mediante  lo 
euai  y  siendo  conforme  á  esta  doctrina  la  apreciación  htcka  por  la  Sa^ 
la  sentenciadora,  toda  vex  que  por  el  resultado  de  los  medios  probato  -* 
riús  aducidos,  tanto  en  él  interdicto  como  en  el  pleito^  y  sin  faltar  á  las^ 
reglas  de  la  sana  critica,  estima  probado  el  hecko  capital  que  sirte^  de 
fundamento  al  fallo  recurrido,  es  indudable  que  este  no  infringe  di'* 
eha  Uy: 

2^  Que  tampoco  infringe  la  segunda  del  mismo  titulo  y  Partida,  ni 
la  doctrina  de  que  al  que  ajlrma  es  á  quien  incumbe  la  prueba,  si  la 
obligación  que  aquélla  impone  al  litigante  que  añrma  un  hecho  la  ha 
cumfliéo  al  demandado; 

rZ^  Que  si  bien  el  art.  i^  déla  ley  de  aguas  deZde  Agosto  de  f  863 
prescribt  que  el  dueño  de  cualquier  terreno  puede  alumbrar  y  apropiar^ 
se  plenamente  por  medio  de  pozos  artesianos  y  por  socavones  y  galerias 
las  aguas  que  eaistan  debajo  de  la  superficie  de  su  finca  con  tal  que  no 
distraiga  o  aparte  aguas  públicas  de  su  corriente  natural,  el  50  prohibe 
expresamente  que  dichas  labores  se  ejecuten  a  menor  distancia  de  40 
metros  de  edificios  públicos,  ferrocarril  ó  carreteras^  ni  á  menos  de  ICO 
metros  de  otro  alumbramiento^  fuefUe,  canal  é  acequia  ó  abrevadero, 
público,  sin  la  correspondiente  licencia  de  tos  dueños  ó  en  su  caso  de  los 
Ayuntamientos,  de  lo  que  se  deduee  que  tratindose  en  los  presentes  au 
tos  de  obras  ejecutadas  para  el  alumbrameento  de  aguas  á  distancia  de 
44  metros  de  nna fuente  de  dominio  particular  sin  que  se  pidiera  per- 
miso á  su  dueño,  dicho  acto  fué  ilegal  y  abusivo;  y  por  lo  tanto ^  que  al 
estimarlo  asi  la  sentencia  recurrida  absolviendo  de  la  demandar  no  tu- 
fringe  los  citados  articules  de  la  ley  de  aguas  de  4866. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Marzo  de  1883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  las  Palmas  de  Gran  Ca- 
naria y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  aquel  territorio  por 
D.  Manuel  y  D.  Francisco  Pérez  Alvarado,  propietario  el  primero  y  el 
segundo  Párroco  de  San  Mateo,  ds  donde  limbos  son  vecinos,  con  Don 
José  Déniz  Rtvero,  propietario,  de  la  misma  vecindad,  sobre  qne  se  de- 
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jfrstn  eíeotolareitUaeíóndeiiDas  agaas  subterráneas»  practicada  en 
virtud  de  lo  resoétto  en  on  interdicto  de  recobrar,  é  indemnizaciÓQ.  éa 
daftos  y  perjuicios;  pendiente  en  este  Tribonal  Sapremo  en  virtsé  do 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpoesto  por  los  hermk-'^ 
nos  Pérez  Alvarado,  y  en  sa  defensa  y  representación  por  el  Liconllla<«> 
do  D..Manuel  SilTela  y  el  Procurador  D.  Luis  Lambreras,  babiendosi3 
do  def«ndida  y  representada  la  parte  recorrida  por  el  Doctor  O*  E9§^ 
nió  Montero  Ríos  y  el  Procurador  O.  Daniel  Doce:  > 

Resaltando  aoe  fondado  D.  José  Dénia  Rivero  en  qoe  hacía  más  do 
i  O  años  se  hallaba  en  quieta  y  pacifica  posesión  de  sois  días  con.  seis 
noches  de  agua  so  dala  cada  15  días,  recogiendo  en  cada  una  tres  días 
y  tres  noches  en  el  naciente  ó  mioadero  de  la  Umbría  de  laa  Lagonetas, 
que  se  hallaba  en  terrenos  de  D.  Manuel  Peres  Al  varado,  altos  en  Sin 
Mateo,  nombrados  las  Cafias  de  la  Uoibiia,  y  alegando  que  de  orden  do 
D.  Francisco  y  D.  Manuel  Pérea  Alvarado  se  había  hecho  en  aqiiel:.Afto 
i878  una  gateiia  ó  socavón  que  comenaaba  por  debajo  de  dichos  |o^ 
rrenós  y  sus  vertientes,  adelantándose  en  una  extensión  de  U  vasasi,; 
con  el  que  se  habían  recogido  las  aguas  del  naciente  ó  minadero  soao- 
dicho  hasta  el  ponto  de  haberse  secado  éste  el  día  %  de  aqoel  meo^  do 
Agosto,  sin  que  hubiesen  vuelto  á  aparecer  las  aguas,  dedujo  en  S9  dé 
dicho  mes  y  año  demanda  de  interdicto  de  recobrar  contra  los  beroMb* 
nos  Pérez  Al  varado  con  el  fin  de  qoe  se  decretase  la  restitución  do  di« 
chas  aguas,  con  abono  de  costas  é  indemnisación  de  daftos  y  perjBÍ<* 
cioa: 

Resultando  qoe  admitida  esta  demanda  se  practicó  la  Información 
testifical  que  ofreció  el  demandante,  y  sustanciado  el  interdicto  sin 
audiencia  de  los  despojantes,  dictó  auto  restitutorio  en  46  do  Setiem^^ 
brede  1878,  que  confirmó,  con  lu  costas,  la  Sala  de  justicia  de  la  Aa« 
diencia  del  territorio  en  4  del  sigoiente  mes  de  Bnero,  y  tovo  logar  lo 
restitoción: 

Resultando  qoe  en  13  de  Setiembre  de  1879  interpusieron  los  herr 
manos  Pérea  Alvarado  la  demanda  civil  ordinaria  qoe  ha  dado  origen 
á  este  pleito,  con  la  aolicitud  de  que  previa  declaración  de  que  el  lo-r. 
terdicto  de  recobrar  había  sido  Improcedente  porque  no  habían  caoaa<^. 
doá  Dénia  Rivero  el  despojo  que  había  alegado^  se  dejase  sin  efecto  Ja 
restitución  decretada  y  se  mandasen  reponer  las  cosas  al  ser  y  estado 
que  tení<in  coando  se  hizo  la  restitución,  condenando  á  Déniz  Rivero  .é 
la  indemnización  de  todos  los  perjuicios  que  les  había  causado  con  el 
interdicto  y  auto  restitutorio  y  al  pago  de  las  costas  de  dicho  joieio  j^ 
del  presente  pleito: 

Resultando  qoe  en  apoyo  de  esta  demanda  dijeron  que  en  los  torre  r 
nos  que  tienen  en  la  jorisdicción  del  pueblo  de  San  Mateo  en  el  pago 
de  las  Lagonetas  y  paraje  denominado  Cañas  de  la  Umbría  ó  Alejadilla» 
de  una  fanega  de  extensión,  lindante  por  Norte  con  el  barranco  real.de 
la  mina  de  las  Lagunetas,  existían  desde  antiguo  ona  fuente  denomi* 
nada  Umbría  de  las  Caías,  designada  en  el  plano  qoe  acompañaban  co» 
la  letra  A,  y  on  manantial  señalado  con  la  letra  if,  qoe  nace  en  el  cen- 
tro del  acantilado  del  risco  de  dicbo  terreno  por  so  parte  Norte,  ó  aea 
por  el  barranco  de  la  mina  de  las  Lagonetas,  qoe  hacía  10  años  poco 
más  ó  menos  qoe  el  demandante  D*  Manoel  vendió  á  diferentes  perao* 
naa,  y  entre  ellas  á  D.  José  Dénia  Rivero  y  á  D.  Antonio. Marrero,  el 
agua  de  la  fuente  y  manantial  susodichos,  durante  cayo  tiempo  dichoa 
compradores  habían  estado  en  el  oso  y  aprovechamiento  de  las  respes- 
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livas  porciones  ó  dalas  de  dicha  agua:  qoe  hacia  tres  ó  caatro  años,  Don 
Sebastiin  Marrero,  hijo  de  D.  Aotonio,  abrió  con  aatorización  delde- 
mandanle  D.  Hanael  una  caoTa  en  el  acantilado  del  terreno  para  la  for- 
mación de  on  estanque,  señalado  en  el  plano  con  la  letra  2),  con  el  fin 
djS  recoger  en  él  las  aguas  de  la  fuente  y  manantial  sasodíchos:  qae  ha- 
biendo surgido  del  piso  del  estanque  varios  manantiales  de  agua  que 
brotaban  y  brotan  de  abajo  arriba,  dejó  Marrero  á  su  disposición  dicha 
eueva  ó  estanque  letra  2>  y  construyó  otro  nuevo  depósito  en  otro  sitio 
del  mismo  terreno,  señalado  con  la  letra  F:  que  hacia  unos  dos  años 
que  el  demandado  D.  Josó  Oéoiz  Rivero  y  demás  copartícipes  en  las 
aguas  construyeron  con  el  permiso  del  mismo  demandante  otro  estan- 
que designado  con  la  letra  E^  al  lado  del  ^de  Marrero  que  en  el  año 
anterior  i 878  concedió  á  D.  Pedro  í)éniz  Grech  la  cueva  ó  estanque  le- 
tra D,  construida/  como  se  deja  dicho  por  Marrero  con  el  agua  en  él 
alambrada,  con  objeto  de  extenderlo  y  ensancharlo  para  epcerrar 
en  él  las  aguas  del  barranquillo  de  Solapón,  y  en  virtud  de  tal  con- 
cesión, Déniz  Grech  abrió  otra  cueva  letra  /,  que  unió  y  comunicó 
por  la  parte  interior  con  el  eetanque  letra  D,  surgiendo  en  el  suelo  de 
dicha  cueva  /  un  nuevo  alumbramiento  de  aguas  que  brotaban  de  aba- 
jo arriba:  que  i  consecuencia  de  este  último  hecho  y  después  de  varías 
gestiones  extrajodíciales  practicadas  por  Déniz  Rivero  cerca  de  los  de- 
mandados y  de  Déniz  Grech  con  el  fin  de  que  le  cedieran  los  estanques 
letras  2>  é  /,  con  toda  el  agua  alumbrada  y  existente  en  ellos,  en  com- 

Sensación  de  la  que  suponia  que  le  habían  distraído  tales  obras  de  las 
e  la  fuente  y  manantial  AjB,  había  deducido  el  interdicto  de  reco- 
brar antes  referido,  en  el  que  había  obtenido  auto  restitutorio,  porque 
,  habiéndose  sustanciado  sin  su  audiencia,  no  habían  podido  demostrar 
la  improcedeneía  y  falsedad  de  la  demanda  de  interdicto  y  la  inexacti- 
tud de  las  declaraciones  de  los  testigos:  qoe  con  las  obras  practicadas 
por  Déniz  Grech  en  el  año  anterior,  que  habían  servido  de  pretexto 
para  el  interdicto  de  recobrar  de  que  se  trata,  no  se  hizo  un  nuevo  es- 
tanque, galería  ó  socavón  diverso  del  ejecutado  por  D.  Sebastián  Ma- 
rrero tres  ó  cuatro  años  antes,  sino  que  se  agrandó  éste:  que  no  había 
dado  lugar,  á  pesar  del  tiempo  que  hacia  que  estaba  construido,  á  re- 
damación alguna  ni  de  Déniz  Rivero  ni  de  ninguno  de  los  demás  co- 
partícipes de  la  fuente  y  manantial  AjB^hú  como  tampoco  habían 
reclamado  nada  acerca  del  agua  alumbrada  en  la  cueva  letra  D,  ni  de 
ia  posesión  que  de  ella  había  tenido  el  demandante  D.  Manuel  por  mu- 
cho más  de  nu  año  y  un  día,  de  la  cual  había  sido  realmente  despojado 
con  la  restitución  llevada  á  cabo  del  interdicto:  que  no  era  exacto  el 
hecho  que  se  daba  á  entender  eu  el  interdicto  de  que  la  galería  ó  so- 
cavón se  había  abierto  debajo  del  punto  en  que  necia  el  minadero,  pues 
lo  había  sido  á  mucha  distancia  del  mismo;  á  tanta,  que  tirada  una  lí- 
nea perpendicular  desde  el  fondo  de  la  fuente  il  á  la  horizontal  que  sa- 
lía del  piso  del  socavón  ó  estanque  letra  Dé/,  había  una  diferencia  de 
altura  de  i4  metros  y  una  distancia  oblicua  entre  ambos  puntos  de  47, 
y  era  por  tanto  imposible  que  las  aguas  que  brotaban  de  abajo  arriba 
en  dicho  estanque  2)  é  /,  fueran  déla  fuente:  que  tampoco  era  etacto 
el  otro  extremo  alegado  en  el  interdicto  de  aue  con  la  mencionada  ga- 
lería se  hubiesen  recogido  las  aguas  hasta  el  punto  de  haberse  secado 
el  naciente  A  ó  minadero  el  día  2  de  Agosto  de  18T8«  pues  en  4  de  Se- 
tiembre manaban  y  discurrían  por  el  acueducto  hasta  cosa  de  siete  me- 
ases, aunque  algo  mermadas  por  la  sequía  del  verano  é  inviernos  ante> 
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fiares,  asi  como  estoyieron  también  manando  y  flayeodo  las  del  ma  - 
oantial  letra  D  hasta  ios  últimos  días  del  mes  de  Ociabre  de  diclio  año 
«^  que  se  secaron  por  raaón  de  dicha  falta  de  ilnvias,  qne  dio  lu- 
gar á  qne  se  secara  también  en  la  primera  quincena  del  mismo  mes 
el  naciente  ó  minadero  letra  Á  y  otras  muchas  fuentes  y  manantiales 
de  la  jurisdicción  del  pueblo  de  San  Mateo,  y  de  lá  mayor  parte  de  los 
pueblos  de  la  isla:  que  en  los  días  9,  10  y  H  del  siguiente  mes  de  Dí- 
.ciembre,  por  consecuencia  de  abundantes  lluvias  «nlos  anteriores  yol- 
Tieron  á  oa^er,  manar  y  fluir  así  la  fuente  J)  como  el  madantial  B  y  los 
demás  qne  figuraban ''en  el  plano,  todos  los  que  continuaban  en  la  ac- 
tualidad manando  y  fluyendo  en  la  misma  proporción  y  cantidad  qoe 
los  años  anteriores  á  la  sequía  i  pesar  de  estar  ya  muy  avanzada  la  es- 
tación de  verano:  que  con  la  restitución  llevada  á  cabo  en  el  interdicto 
de  un  modo  irregular,  por  no  ser  posible  reponer  las  cosáis  al  estado 
■  que  tenían  antes  de  abrirse  las  cuevas  ó  estanques  letras  Dé  I,  abrien- 
do un  orificio  en  uno  de  los  costados  de  éstos  para  recoger  las  aguas 
alambradas  en  los  mismos  y  conducirlas  al  estanque  del  demandado, 
veníi  utilizando  éste  y  sus  copartícipes  dichas  aguas  en  unión  de  las 
de  los  maníantales  Aj  B  desde  que  éstos  habían  vuelto  á  fluir:  que  las 
aguas  que  nacen  en  el  terreno  de  los  demandanies  discurren  por  diver- 
sas cepas,  yendo  por  la  más  superficial  la  que  conduce  las  aguas  de  la 
fuente  ó  minadero  Át  hallándose  más  profunda  la  capa  de  tierra  per- 
meable por  donde  discurre  la  del  manantial  ^  y  la  de  los  demás  mar- 
cados en  el  plano;  y  estando  á  mucha  mayor  profundidad  la  capa  per- 
meable por  donde  marcha  el  agua  alumbrada  en  las  cuevas  ó  socavo- 
nes D  él;  por  cuya  razón  en  los  inviernos  muy  escasos,  como  el  pe- 
núltimo, se  secaba  primero  la  fuente  i4,  después  el  manantial  B  y  los 
demás  señalados  en  el  plano,  y  subsistía  el  agua  de  los  socavones  D  é 
J  por  proceder  de  un  depósito  más  profundo  y  abundante;  y  que  si 
bien  era  cierto  que  D.  José  Déniz  Rivero  acreditó  en  el  interdicto  estar 
en  posesión  de  seis  días  con  sus  noches  de  agua  su  dula  cada  15  días 
de  la  del  naciente  ó  minadero  d«  la  Umbría  de  las  Lagunetas,  no  probó 
ni  intentó  probar,  ni  era  posible  que  lo  hiciera,  que  hubiese  estado  en 
posesión  igualmente  de  las  aguas  alumbradas  en  las  cuevas,  estanques 
•  ó  socavones  J)  él: 

Resultando  que  D.  José  Déniz  Rivero  en  contestación  á  esta  deman- 
da, de  la  que  pidió  se  le  absolviera  con  imposición  de  costas  á  sus  au- 
tores, alegó  que  hacía  más  de  40  años  se  hallaba  en  quieta  y  pacífica 
posesión  de  las  aguas  susodichas,  y  que  de  orden  de  los  demandantes 
se  había  hecho  una  galería  ó  socavón  que  comenzaba  por  debajo  de 
los  terrenos  Cañas  de  la  Umbría  y  de  sus  vertientes  y  se  adelantaba  en 
una  extensión  de  U  varas,  con  el  que  se  hablan  recogido  las  aguas  del 
naciente  ó  minadero  de  la  Umbría  de  las  Lagunetas,  de  su  propiedad, 
hasta  el  punto  de  haberse  secado  el  día  %  de  Noviembre  de  i878  sin 
^ue  hubiesen  vuelto  á  reaparecer  las  mismas  aguas: 

Resultando  que  los  demandantes  reprodujeron  en  la  duplica  los  he- 

.  ehos  y  fundamentos  alegados  en  la  demanda,  y  el  demandado  dejó 
tr^currir  el  trámite  de  duplica  sin  evacuarlo,  por  lo  que  le  fué  acusa- 
da la  rebeldía,  y  el  Juzgado  la  tuvo  por  acusada,  recibiendo  los  autos 

,  i  prueba: 

.  Resultando  que  ambas  partes  practicaron  diferentes  pruebas,  y 

/«nstaneiado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales  y  en  dos  instan- 
,^  tías,  dictó  sentencia  revocatoria  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de 
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las  Palmat  d^  Gran  Canaria  en  19  de  Jallo  próximo  ¡iHado,  abs»lvífk^' 
do  á  D.  José  Déníi  Rivero  de  la  demanda  eontra  él  interpivesta  por  dons 
Manuel  y  D.  FrancUco  Peres  Alvarado,  sin  hacer  expresa  condentei<kn> 
de  costas:  i  i  ^ ; 

,  Resollando  qoe  D.  Francisco  y  D.  Manuel  Peres  Alvarado  inlerpa- 
sieron  recurso  de  casación  por  considerar  infringidos: 

1^  La  ley  8\  UU  U,  Partida  3%  que  al  hablar  de  las  diversas  clases; 
de  prueba  dice  que  en  todo  pleito  non  debe  ser  cabido  solamente  prue- 
ba de  señales  ó  de  sospechas  fueras  en  de  en  aquellas  cosas  qoe  man^ 
dan  las  leyes  deste  nuestro  libro,  porque  laesospechas  muchas  vegadas 
non  aciertan  con  la  verdad;  en  el  concepto  de  qoe  se  ba  absuelto  de  la  • 
<lemanda  á  D.  Josó  Dónii  Rivero,  que  equivale  á  tanto  como  declarar  la 
subsistencia  del  interdicto  que  ha  dado  origen  á  este  pleito,  fundándo- 
se dicha  absolución  en  los  dicUmenes  de  los  peritos,  que  sobre  ser  con* 
tradictorios  no  contienen  afirmación  alguna,  sino  simples  conjeturar 
en  que  se  apoya  la  sentencia  recurrida,  haciendo  á  la  ves  otras  com- 
pletansente  gratuitas,  puesto  qoe  ninguno  de  los  peritos  se  airev«  á 
asegurar  que  el  agua  del  socavón  proceda  de  la  fuente: 

2^  La  ley  t*,  tit.  U,  Partida  3*,  y  la  doctrina  consignada  de  acuerdo^ 
con  ella  por  este  Tribunal  Supremo  de  que  al  que  afirma  es  á  quien  in«- 
eumbe  la  prueba,  porque  se  ha  absuelto  de  la  demanda  á  Dónís  Rivora 
y  se  ha  declarado  subsistente  la  restitución  consecuencia  del  interdicto^ 
no  obstante  que  Dénis  Rivero,  que  afirmó  y  sigue  añrmando  que  el 
agua  del  socavón  procade  de  la  fuente,  noba  prooaJo  ni  mucho  menos 
la  verdad  de  este  aserto: 

3^  £1  art.  49  de  la  ley  de  aguas  de  3  de  Agosto  de  1866,  que  dispo- 
ne que  el  dueño  de  cualquier  terreno  puede  alumbrar  y  apropiarse  ple^ 
ñámente  por  medio  de  posos  art<)sianos,  socavones  ó  galerías  las  aguas 
que  existan  debajo  de  la  superficie  de  su  finca,  con  tal  que  no  disirai* 
gao  aparte  aguas  públicas  de  su  corriente  natural,  no  obstante  cuya 
disposición  y  á  pesar  de  que  la  fuente  de  Dénis  Rivero, no  es  pública,, 
y  de  qoe  el  socavón  se  halla  construido  en  terrenos  de  los  rerurrenteé, 
se  ha  fal'ado  el  pleito  absolviendo  á  aquól  de  la  demanda  entablada  por 
éstos  para  que  quedase  sin  efecto  el  interdicto  y  con  él  la  diligencia 
mal  llamada  de  restitución,  por  la  cual  se  ha  privado  á  los  recurrentes 
de  aguas  que  descubrieron  dentro  de  so  terreno: 

Y  4°  El  art.  50  de  la  referida  ley  de  aguas,  que  dice  que  las  obras  de 
alumbramiento  áque  se  refiere  el  artículo  anterior  no  podrán  ejecutar- 
se á  menor  distancia  de  40  metros  de  edificios  ajenos  ni  á  menor  de  400 
de  otro  alumbramiento,  fuente,  canal,  ecequia  ó  abrevadero  público 
sin  licencia  del  dueño  ó  de  los  Ayuntamientos;  no  obstante  lo  cual,  y 
aun  cuando  el  socavón  se  halla  construido  á  46  metros  de  la  fuente  de 
Dénis,  que  no  tiene  el  carácter  de  pública,  sino  de  privada,  interpro- 
tando  mal  este  ariiculo  y  fundándose  la  sentencia  en  que  los  recurren^ 
tes  no  han  obtenido  licencia  del  demandado  absuelve  á  éste  de  la  de- 
manda y  declara  subsistente  el  interdicto: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernámles  Paima: 
Considerando  qoe  según  ha  aeclarado  este  Tribunal  Supremo  en  re-, 
petidos  casoSy  las  disposiciones  que  contiene  la  ley  8^,  tit.  1 4  de  la  Par--^ 
tida  3*  se  hallan  subordinadas  á  lo  que  sobre  la  apreciación  de  las  prue-^ 
bas  y  su  eficacia  legal  tiene  establecido  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,, 
mediante  lo  cual  y  siendo  conforme  á  esta  doctrina  la  apreciación  hecha 
por  la  Sala  sentenciadora,  toda  ves  qae  por  el  resoltado  de  los  medioA^ 
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pr^balórioii  adoeidos,  Unto  en  el  interdicto  bomo  en  el  pleito,  y  sin  fal- 
tar á  las  reglas  de  la  sana  crítica,  estima  probado  el  beeho  capital  qoe 
sirte  de  fundamento  al  fallo  recarrido  es  indudable  que  este  no  infrin- 
ge dicha  ley  citada  en  el  primer  motivo: 

»  Qr^nsideraBdo  qoe  tampoco  infringe  la  segonda  del  mismo  título  f 
Partida  en  la  doctrina  de  qoe  se  hace  mérito  en  el  segando  fandamen  < 
tadel  reeorso,  poesto  que  la  obligación  que  aqo^l  la  impone  al  liti|^an- 
te  que  afirnMi  un  hecho  la  ha  cumplido  el  demandado  D.  Jcsé  Déniz  ai 
Sttminietrar  la  prueba  testifical  y  pericial  en  que  esencialmente  se  apo- 
ya la  ser^tencia  reclamada  por  referirse  al  punto  de  hecho  indicado  en 
el  considerando  anterior,  cual  es  el  de  las  aguas  qoe  surgieron  al  en- 
sanchar el  soeavón  designado  con  la  letra  /  en  el  plano  que  acompaña 
di  apuntamiento  de  la  Audiencia  procedían  de  la  fuente  de  la  Umbría, 
de  enyo  aprovechamiento  disfruta  dicho  demandado: 

'  €k)nsiderando  en  cuanto  á  los  motivos  tercero  y  coarto  que  si  biei^ 
el  arl.  19  de  la  ley  de  aguas  de  3  de  Agosto  de  1863  prescribe  qoe  el 
dueho  i»  cualquier  terreno  puede  alumorar  y  apropiarse  plenamente 
por  medio  de  pozos  artesianos  y  por  socavones  y  galerías  las  aguas  que 
existan  debajo  de  la  superficie  de  su  finca  con  tal  que  no  distraiga  ó 
aparte  kgoas  públicas  de  su  corriente  natural,  el  50  prohibe  expresa- 
mente que  dichas  labores  so  ejecuten  á  menor  distancia  de  40  metros 
de  edificios  públicos,  ferrocarril  ó  carreteras  ni  a  menos  de  100  metros 
de  otro  alumbramiento,  fuente,  canal  ó  acequia  ó  abrevadero  público, 
sin  la  correspondiente  licencia  de  los  dueños  ó  en  su  caso  de  los  Ayun» 
tamientos,  de  lo  que  se  dedoce  que  tratándose  en  los  presentes  autos 
de  obras  ejecutadas  para  el  alumbramiento  de  aguas  á  distancia  de  ii 
metras  de  una  fuente  de  dominio  particular  sin  que  se  pidiera  permiso 
^  so  dueño,  dicho  acto  fué  ilegal  y  abusivo;  y  por  io  tanto,  qna  al  es- 
timarlo así  la  sentencia  recurrida  absolviendo  á  D.  José  Dénia  Rivero 
de  la  demanda  origen  de  este  pleito,  no  infringe  los  citados  artículos 
do  la  ley  de  aguas  de  1866; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramcs  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  y  D.  Manuel  Peres  Al- 
varado  á  quienes  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  líbrese  á  la  Au- 
diencia de  las  Palmas  la  certificación  correspondiente  con  devolución 
del  apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  27  de 
Marzo 4e  1883,  4  inserta  en  la  Gaeet%  de  26  de  Agosto^  del  mismo  año.> 
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Apelación  por  denegatoria  de  Recurso  de  eatsaclón  ea 
Ut  forma  en  asunto  de  Ultramar  (27  de  Marzo  de  1883).— Sa/a 
/erc^ra.— Pago  ds  cantidad. — Se  confirma  el  auto  apelado  por  D.  José 
Zanoletti  con  la  Sociedad  Granday  Compañía  (Audiencia  de  la  Haba- 
na),  y  se  resuelve:    • 

Que  el  recurso  de  tasactón  por  quebraniamiento  de  forma  en  loe 
juicios  ejeeulivos  $ólp  procede  cuando  se  funda  en  alguna  de  las  causar 
gue  iawadvamenle  determina  el arL  \OiZdela  ley  de  Enjuiciamiento 
vigente  en  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico, 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Marzo  de  1883,  en  los  autos 
ejecutivos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Cienfuegos  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de^ 
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la  Aadiencia  de  U  Habana  por  la  Sociedad  en  liqaidación  Granda  y  Com^ 
pañia  eon  D.  Jo«é  Zanoletti: 

Resultando  qae  en  22  de  Eaero  de  188f  dedajo  la  Sociedad  en  li- 
qaidación Granda  y  Compañía  demanda  ejecativa  contra  D.  José  Za- 
noletti en  cobro  de  19.696  pesos  83  centavos  en  oro,  presentando  cómo 
4ítulo  ejecutivo  ana  escritora  hipotecaria  de  14  de  Marzo  de  1877,  en 
qae  se  reconoció  Zanoletti  deador  de  la  expresada  cantidad,  hipóte  > 
cando  á  la  scRoridad  del  crédito  ana  finca  de  sa  propiedad: 

Resaltando  qae  despachado  mandamiento  de  ejecución  contra  los 
bienes  del  deador;  requerido  de  pago  y  citado  de  remate,  se  opuso  á  la 
ejecución  alegando  las  excepciones  de  nulidad  del  juicio  por  no  ser  \í^ 
qoida  la  cantidad  reclamada  y  la  de  espera  que  le  había  sido  acordada 
«n  junta  de  acreedores  de  19  de  Junio  del  año  anterior,  para  la  que  ha- 
bía sido  citado  Granda  por  medio  de  cédula,  si  bien  no  habla  asistido  á 
«u  celebración: 

Resultando  que  sentenciado  el  juicio  por  todos  sus  trámites,  inclu- 
so el  de  prueba,  dictó  sentencia  el  Juei  da  primera  instancia  de  la  ciu- 
dad de  Gienfnegos  en  26  de  Marzo  siguiente  declarando  no  haber  lugar 
Á  pronunciar  sentencia  de  remate,  con  expresa  condenación  de  costas 
Á  cargo  de  la  Sociedad  ejecutante: 

Resaltando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  le  Habana  por 
virtud  de  apelación  que  interpuso  la  Sociedad  ejecutante,  y  sustanciada 
la  alzada,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la  misma,  mandando 
sef^nir  adelante  la  ejeeución  con  los  demás  pronunciamientos  consi- 
guientes: 

Resultando  que  notificada  á  las  partes  presentó  escrito  D.  José  Za- 
noletti manifestando  que  interponía  el  recurso  de  casación  procedente, 
fundado  en  la  infracción  del  art.  630  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
á  cuyo  escrito  recayó  un  auto  de  23  de  Agosto  del  mismo  año,  por  el 
^ue  se  declaró  no  haber  lugar  á  la  admisión  de  dicho  recurso: 

Resultando  que  contra  este  auto  interpuso  D.  José  Zanoletti  recurso 
de  apelación,  que  admitió  la  Audiencia: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D  Juan  Francisco  Basta-, 
mante: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  por  qoebraotamiento  de 
forma  en  los  juicios  ejecutivos  sólo  procede  cuando  se  funda  en  alguta 
de  las  causas  que  taxativamente  determina  el  art.  4013  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  vigente  en  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico: 

Considerando  que  D.  José  Zanoletti  no  funda  sü  recurso  en  ningu- 
na de  las  referidas  causas,  por  cuya  razón  la  Audiencia  de  la  Habana 
estuvo  en  su  lugar  al  dictar  su  auto  de  23  de  Agosto  de  1881  denegan- 
do so  admisión: 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  el  auto  que  en  23 
^e  Agosto  de  1881  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na, condenando  al  apelante  D.  José  Zanoletti  al  pago  de  laa  coates;  y 
líbrese  á  dicha  Audiencia  la  notificación  correspondiente.— (Senteneia^ 
publicada  en  27  de  Marzo  de  1883,  é  inserta  en  la  Oac$ta  de  6  de  Junio 
¿el  mismo  año.) 
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Reeorsode  em»mel6n(il  deJBÍarzode  i9%^)*^Sala  tercera. — 
Defensa  pob  pobre.— No  se  admite  el  iaterpuesto  por  Garmeo  Pérez 
4SQD  D.  Tomás  Carro  (Aadiencia  de  la  Corana),  y  se  resuelve: 

Que  según  el  art.  HW  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  litigan- 
U  pobre  deberá  presentar  el  recurso  de  casación  en  el  preciso  término  de 
tO  dias  desde  aue  teniendo  Abogado  y  Procurador  se  hubiere  entregado 
á  éste  la  certificación  de  la  sentencia  recurrida: 

Resallando  que  obtenida  por  Carmen  Pérez  Calzada  certificación  de 
la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  la  Cora- 
na en  el  pleito  qoe  signe  con  D.  Tomas  Carro  á  fin  de  interponer  re- 
carso  de  casación,  se  remitió  de  oficio  á  este  Sapremo  Tribunal  por  de- 
fenderse aquélla  en  concepto  de  pobre: 

Resaltando  que  designados  por  la  recurrente  defensores  que  acep- 
taron el  nombramiento,  se  entregaron  los  autos  al  Procurador  en  9  de 
Febrero  último  por  el  término  y  á  los  efectos  prevenidos  en  la  ley;  y 
que  en  10  del  corriente  los  devolvió  con  escrito  interponiendo  el  recurso: 

Siendo  ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  José  Cervino: 

Considerando  que,  según  el  art,  i7i  i  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
dvil,  el  litigante  pobre  deberá  presentar  el  recurso  de  casación  en  el 
preciso  término  de  20  días  desde  que  teniendo  Abogado  y  Procurador 
se  hubiere  entregado  á  éste  la  cetificación  de  la  sentencia  recnrrda; 

Considerando  que  según  resulta  de  este  rollo  desde  9  de  Febrero  en 
4]ue  se  entregaron  los  autos  al  Procurador  Caldeiro  hasta  eMO  de  Mar- 
zo en  que  presentó  el  recurso  han  transcurrido  más  de  los  20  dias  re- 
feridos. 

No  ha  lagar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  Carmen  Pérez  Calzada; 
publiquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley,  y  comuniqúese 
á  la  Audiencia  de  la  Corana  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha 
'remitido.— (Sentencia  publicada  el  27  de  Marzo  de  i883,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  6  de  Junio  del  mismo  año.) 
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Reearso  de  easaeión  (28  de  Marzo  de  f  883).— 5^/a  primera.-^ 
Caducidad  de  una  escritura  de  fianza. — Ha  lugar  al  interpuesto 
pnor  el  Banco  de  España  con  D.  Juan  Francisco  Aguado  y  otro  (Audien- 
cia de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  al  pretender  el  Banco  de  España  que  la  responsabilidad  del 
fiador  de  un  cobrador  de  contribuciones  traspase  el  periodo  de  los  ocho 
primeros  años^  poraue  se  encargó  dicho  Banco  de  la  Recaudación  de 
las  mismas ^  no  le  coliga  ni  en  el  tiempo  ni  en  la  cosa  garantida  á  más 
de  ló  que  en  él  se  obHgó  ai  constituirse  la  fianza,  puesto  que  en  ésta  no 
ee  determinó  tiempo  en  armenia  con  el  contrato  principal  celebrado  en- 
tre el  Gobierno  y  el  Banco,  que  no  sólo  era  de  dichos  ocho  años  sino  de 
una  duf ación  indefinida  y  posiblemente  mayor  que  la  estipulada  en 
i 876,  ni  se  estableció  tampoco  restricción  alguna  en  cuanto  a  las  alte- 
raciones ó  aumento  de  tributos  á  que  anualmente  están  sujetos  los  pre- 
supuestos y  que  no  podian  ocultarse  á  la  previsión  de  las  partes. 
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En  la  Tilia  y  corte  da  Madrid,  á  28  de  Blarso  de  1883,  en  lea  astea 
aegaidos  en  el  Juzgado  de  primera  ÍMtaneia  del  diatrito  de  la  Aadie»*^ 
cía  y  en  la  Sala  primera  de  la  del  territorio  por  D.  Jaan  Frañeiieo 
Agnado,  fecioo  de  Yancler,  propietario,  representado  y  defendido  por 
el  Procurador  O.  Jalün  Merinero  y  el  Lieenciado  D.  Federico  Arriaga, 
eon  el  Gobernador  del  Banco  de  España,,  repreteotado  por  el  Procara- 
dor D.  Pedro  Hanget,  bajo  la  direceido  del  Licenciado  D.  Lnía  Dto 
Cobeña,  sobre  caducidad  de  una  eacritara  de  fianza;  autos  qoe  pandea 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ínter -^  * 
puesto  por  parte  del  Banco  de  España: 

Resultando  que  con  arreglo  á  la  ley  de  presopuestos  de  1867  a«ce« 
lebró  un  contrato  entre  el  Estado  y  el  Banco  de  España,  por  virtud  dei^ 
cual  éste  se  encargó  de  la  recaudación  de  las  contribóciooea  directaa, 
y  entre  otras  condiciones  se  estableció  por  la  3\  que  el  convenio  seria 
por  ocho  años,  continuando  luego  por  la  táciía  basta  que  alguna  de  laa 
partea  pidiera  la  rescisión,  cuyas  condiciones  se  consignaron  en  Eeal 
orden  de  19  de  Diciembre  de  1867  en  que  se  aprobó  el  referido  conve- 
nio, que  después  se  elevó  á  escritura  pública  en  f  *  de  Julio  de  1868, 
día  en  que  principió  i  llevarse  á  debido  efecto;  según  estaba  estipa-* 
lado: 

Resultando  qne  con  arreglo  á  otras  condiciones  de  dicbo  convenio 
el  Banco  procedió  á  hacer  el  nombramiento  dé  los  Delegados  de  pro* 
viocia,  recayendo  el  de  la  de  Toledo  á  favor  de  D.  Castor  Sierra,  y  de 
Agente  del  partido  de  Iliescas  en  ta  miema  provincia  á  D.  Antonio  Ma- 
drudano,  el  que  propiiso  para  cobrador  del  mismo  á  D.  Atanasío  Berto- 
lini,  en  el  cual  recayó  dicho  nombramiento,  del  que  se  le  éxpidiá  la: 
oportuna  credencial,  en  la  que  se  le  señalaba  el  haber  anual  de  400  es- 
cudos: 

Resultando  que  en  escritura  otorgada  en  S3  de  Julio  de  4869,  Don 
Juan  Francisco  Aguado  se  constituyó  fiador  lisa  y  llanamente  de  Don 
Atanasío  Bertolini  Herrera,  y  como  tal  fiador  se  obligó  á  responder  at 
Banco  de  España  de  las  resultas  del  cargo  de  cobrador  de  contribucio- 
nes del  partido  de  Iliescas,  para  el  qoe  habia  sido  nombrado  Bertolini  . 
por  el  Banco,  acogiendo  cuanta  responsabilidad,  desfalco  y  demás  qne 
pndiese  contraer  el  Bertolini  en  el  manejo  de  la  recaudación  que  se  le 
aeñale,  remitiéndose  el  otorgante  á  la  acción  gubernativa  que  dictan 
las  instrucciones  de  la  H*cíenda,  si  áello  hubiere  lugar,  sabrrogando 
en  las  mismas  el  Banco  de  España  para  todas  las  incidencias  de  la  re» 
caodacíón  de  contribuciones  antes  mencionadas: 

Resultando  que  posesionado  Bertolini  del  enunciado  cargo,  le  vino 
desempeñando  basta  Febrero  de  4879  en  que  se  le  conoció  an  alcance 
por  recaudacióQ  hecho  con  posterioridad  á  4876: 

Resultando  que  en  4  de  Setiembre  de  4876  otorgaron  escritora  Ooa 
Manuel  Cantero,  como  Gobernador  del  Banco  de  España,  y  D.  Francia- 
€0  Luis  de  Retes,  Director  general  de  Contribuciones,  por  la  qoe  ea 
virtud  de  lo  prevenido  en  la  ley  de  3  de  Junio  anterior  aobre  arreglo, 
de  la  Deuda  del  Tesoro,  convinieron  que  el  Banco  continuaría  encar- 
gado desde  I®  de  Julio  de  1876  de  la  recaudación  de  las  contribuciones 
con  sus  recargos  establecidos  ó  que  se  estableciesen  por  espacio  de  4S 
años,  contados  desde  1^  lie  Julio  anterior,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  1^  de  la  ley  de  3  de  Junio:  que  el  Banco  garantiaaba  laa  reaultaa 
de  la  recaudación  con  el  capital  que  le  constituye  y  sin  necesidad  de 
otra  escritura  que  la  qae  le  obligaba  al  camplimlento  de  este  con» 
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4r8to:  qae  la  cobranza  sé  Teríficarüa  en  el  mismo  modo  y  forma  qae 
establecen  tos  reglamentos  y  disposiciones  videntes  para  los  reeaiida* 
doreaeon  responsabilidad  directa  á  la  Hacienda,  sin  perjuicio  de  las 
modificáéioees  qae  oyendo  ai  Baneo  debían  Introdocirse  en  la  instrne* 
ci6fide  3  de  Diciembre  de  1869:  qae  el  Eanco  nombraría  en  cada  prd- 
vin^ia  «I  número  soficiente  de  Agentes  ó  Delegados  para  qae  en  su 
nombre  practicasen  la  cobranza  oportunamente  dentro  de  los  plazos 
fijádoren  la  instrocción;  estos  foncionaríos  tendrían  los  derechos  j 
obtigaoíones  determinados  en  los  reglamentos  y  dispoaiciones  vigentes 
6  qae  en  io  sucesivo  se  establecieran: 

Resaltando  que  en  S3  de  Junio  de  1879,  D.  Joan  Francisco  Agnado 
dednjo  demanda  contra  el  Banco  de  España  para  que  ae  declarase  qae 
)a  obligación  personal  de  la  fianza  lisa  y  liana  de  la  escritora  otorgada 
por  el  actor  en  23  de  Jalio  de  1869  caducó  y  quedó  caducada  de  hecho 
y  de  derecho  por  la  terminación  del  primer  contrato  de  arrendamien- 
to que  el  Gobierno  y  el  Banco  de  España  celebraron  por  virtud  de  la 
ley  de  1867  y  convenio  aprobado  en  49  de  Diciembre  de  1869  encar- 
gándole al  dltimodel  cobro  de  contri bociones:  que  dicha  ley  fué  dero- 
gada por  la  de  3  de  Junio  de  1886,  y  qae  \o  que  existe  hoy  es  un  nne- 
Yo  contrato  de  arrendamiento  distinto  de  aquél;  mandando  alzar  ios 
embargos  y  devolviéndosele  al  actor  los  bienes  y  rentas,  condenando 
al  pago  de  todas  las  costas  y  al  de  la  cantidad  á  que  asciende  la  indem- 
nización de  peijaictos  al  Banco  de  España;  y  en  apoyo  de  esta  preten- 
sión alegó  haber  quedado  terminado  el  contrato  de  1867  en  Junio  de 
1870,  cuyo  contrato  coostitnía  la  obligación  principal,  de  que  era  ac- 
cesoria la  fianza,  porque  si  bien  continuó  el  Banco  después  de  la  referi- 
da última  fecha  cobrando  lu  contribuciones,  esto  lo  hizo  en  virtud  de 
noevó  contrato,  puesto  que  por  la  disposición  legal  en  que  se  autoriza 
la  nueva  estipulación  quedó  derogada  la  que  dio  causa  al  primero, 
origlnáhdióse  una  verdadera  noYación,  toda  vez  que  el  últfmo  contrato 
constituía  an  nuevo  arrendamiento  en  bases  y  condiciones  distintas 

Sae  el  anterior,  no  sólo  en  cnanto  á  la  forma  de  nombrar  los  Deléga- 
os, Agentes  y  cobradores,  sino  también  respecto  á  la  forma  en  qae 
debían  prestar  la  fianza  los  nuevos  auliliares,  y  hasta  por  la  mayor 
extensión  que  le  daba  á  la  recaudación;  y  que  para  que  por  consecuen- 
cia de  esta  obbligactón  quedase  subsistente  la  accesoria  del  anterior 
comrato,  ó  sea  la  fianza  en  cuestión,  hubiera  sido  necesario  que  se  ra- 
tificase el  fiador,  exponiéndolo  en  el  acto  con  claridad;  siendo  esto  tan- 
to más  indispensable,  cuanto  que  Bertolíni  y  todos  los  demás  Agentes 
de  la  recaudación,  perdieron  por  el  contrato  de  4876  el  carácter  de 
empleados  qae  tenian  por  el  de  4867  y  adquirieron  el  de  subarrendata- 
rios del  servicio,  por  lo  cual  fué  un  atropello  el  embargo  hecho  en  loa 
bienes  del  actor,  que  le  causó  perjuicios  que  el  Banco  viene  en  la  obli- 
gaeión  de  indemnizar: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  Gobernador  del  Banco,  le  eva- 
cuó pretendiendo  la  absolución  de  la  demanda  y  que  se  condenarse  ai 
actor  á  perpetuo  silencio  y  en  las  costas  y  perjuicios  que  hayan  podi- 
do originarse  al  Banco  por  la  suspensión  acordada  del  apremio  segoi- 
do  para  hacerefectivo  el  alcance:  y  expuso  qne  la  fianza  prestada  por 
el  actor  respondía  al  banco  de  la  buena  gestión  de  Bertolini,  recogien 
do  todas  las  responsabilidades  que  éste  pudiere  contraer,  sin  limitación 
algnuade tiempo,  lugar,  ni  otro  concepto:  que  por  ello,  habiendo  sa- 
lido alcanzado  Bertolini;  fué  perseguido  por  la  vía  ejecatíYa;  pero 
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como  apareció  insolvente  hubo  de  dirigir  los  procedimientos  contra  el 
fiador,  el  qoe  por  la  incoacción  de  la  presente  demanda  obtuvo  la  sos- 
pensión  de  los  mismos:  qae  en  tal  atención  y  estimado  que  de  cjiaW 
qniera  manera  qae  consta  que  el  hombre  quiso  obligarse  queda  obliga- 
do,  qne  las  ianzas  no  se  extinguen  sino  por  los  medios  generales  co« 
muñes  á  todas  las  obligaciones  y  las  especiales  de  la  fianza,  está  snb* 
sistente  dicba  fianza,  y  por  lo  tanto  obligado  el  actor  en  ella  á  su  cam- 
plimiento  y  en  su  defecto  á  la  indemnización  de  perjuicios: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  distrito,  por  sentencia  de  14  de  Julio  de 
t882,  revocando  la  del  Juez,  declaró  que  la  fiama  otorgada  por  Don 
Juan  Francisco  Aguado  en  la  escritura  otorgada  en  23  de  Julio  de  486^ 
quedó  extinguida  y  caducada  desde  el  momento  en  que  cesaron  los 
efectos  del  convenio  celebrado  por  el  Banco  de  Espai^a  con  el  Gobierno 
de  S.  H.  en  1867  y  en  que  comenzó  á  regir  el  aprobado  por  virtud  de 
la  ley  de  3  de  Julio  de  1876,  mandó  que  se  levante  el  embargo  ó  embar- 
gos ejecutados  por  Ja  Administración  económica  de  Toledo  en  nombre 
del  Banco  de  España  en  los  bienes  de  D.  Juan  Francisco  Aguado,  con 
motivo  del  alcance  de  22.175  pesetas  29  céntimos  que  resultó  al  Recau- 
dador de  contribuciones  D.  Atanasio  Bertolini,  y  que  se  cancele  en  de- 
bida  forma  la  tan  mencionada  obligación  de  fianza,  sin  hacer  especial 
condenación  de  costas  de  hinguna  de  las  dos  instancias; 

Resultando  que  por  parte  del  Banco  de  España  se  interpaso  recurso 
de  casación,  alegando  como  infringidos: 

1^  El  contrato  de  fianza  otorgado  en  escritura  de  23  de  Julio  de  4860; 
la  doctrina  sancionada  por  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  en. repe- 
tidas sentencias,  y  entre  otras,  las  de  27  de  Junio  de  f  862,  28  de  Enero 
de  1865,  4  de  Abril  de  1867,  26  de  Mayo  y  18  de  Noviembre  de  1868, 
que  da  á  los  contratos  fuerza  de  ley  entre  las  partes  que  los  celebraron, 
y  señala  su  quebrantamiento  como  causa  de  su  casación  de  las  senten- 
cias en  que  tiene  lugar,  y  del  conocido  principio  legal  faeta  suní 
servanda,  que  obliga  de  una  manera  inexcusable  á  los  contratantes  á 
cumplir  religiosamente  lo  que  han  estipulado,  cuya  infracción  ha  te- 
nido lugar  en  el  sentido  de  que  habiéndose  constituido  D.  Francisco 
Aguado  lita  y  llanamente  fiador  de  D.  Atanasio  Bertolini,  sin  limita- 
ción alguna  de  tiempo,  y  obligándose  en  tal  concepto  á  responder  al 
Banco  de  España  de  las  resultas  del  cargo  de  Recaudador  conferido  á 
aquél,  la  sentencia  recurrida  ha  considerado  que  su  fianza  solo  fué  por 
el  plazo  fijo  de  ocho  años,  declarando  en  su  virtud  que  quedó  extin- 
guido al  terminar  éstos  á  pesar  de  haber  continuado  Beriolini  desem- 
peñando dicho  cargo  durante  otros  tres  años: 

2®  £1  mismo  contrato  de  fianza;  el  conocido  principio  jurídico  de 
que  «lo  necesario  sigue  á  lo  principal)»,  y  la  jurisprudencia  sentada 
por  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  8  de  Marzo 
de  1862,  declarando  qne  «la  fianza,  como  obligación  accesoria  de  otra 
principal  á  la  que  sirve  de  garantía,  se  entiende  contraída  en  los  pro- 
pios términos  y  con  la  misma  extensión  que  ésta  cuando  eapresamenie 
no  te  ha  limitado  ó  restringido;i^  infracción  cometida  en  el  sentido  de 

3ue  siendo  la  fianza  prestada  por  Aguado  á  favor  del  Banco  accesoria 
e  la  obligación  que  contrajo  Bertolini  al  aceptar  el  cargo  de  Recauda- 
dor de  contribuciones  del  partido  de  Illescas,  extendiéndose  ésta  á  todo 
el  tiempo  que  durase  el  desempeño  de  dicho  cargo,  y  no  habiendo  li- 
mitado ni  restringido  el  fiador  su  compromiso  á  un  plazo  más  corto  ó 
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determinado,  la  senteneia  recorrida  declara,  sin  embargo,  qae  la  men*- 
clonada  fianza  caducó  antes  de  extingnirse  la  obligación  principal  que 
aseguraba  y  cuya  saerte  debía  seguir: 

3®  El  proemio  y  ley  4%  tlt.  \%  de  la -Partida  5^  que  declaran  á  la 
fianza  accesoria  de  la  obligación  cuyo  cumplimiento  garantiza,  y  los^ 
convenioa  celebrados  entre  el  Gobierno  y  el  Banco  de  España  en  19  de 
Diciembre  de  1867  y  4  de  Agosto  de  f  875  encargando  al  segundo  la  re- 
caudación de  las  contribuciones  directas,  en  el  sentido  de  que  la  Sala 
sentc^nciadora  ba  partido  al  dictar  su  fallo  del  supuesto  de  que  el  pri* 
mero  de  dichos  convenios  es  el  que  debe  mirarse  como  obligación  prin- 
cipal respecto  de  la  fianza  prestada  por  Aguado  en  la  escritura  de  2^ 
dd  Julio  de  i  869,  y  de  que  existe  entre  ambos  una  independencia  abso- 
luta que  impide  considerar  al  segando  Como  nna  prórroga  á  consecoen* 
cía  de  éste  para  desempeñar  el  servicio  de  la  recaudación: 

4<^  U  lev  14,  tít.  12  de  la  Partida  5*,  y  la  8%  tit.  18,  libro  S^"  M 
Fuero  Real  que  con  aquella  concuerda;  porque  la  sentencia  recurrida 
declara  extinguida  la  fianza  de  D.  Joan  Francisco  Aguado  y  libre  á  éste 
de  las  responsabilidades  que  le  imponía  antes  de  haber  pagado  cosa  al- 
guna por  la  obligación  que  con  ella  garantizó,  sin  que  concurra  nin-^ 
guna  de  las  cinco  razones  que  dichas  leyes  señalan  taxativamente  pari^ 
que  se  desate  la  fiadura  y  sin  que  lo  pidiera  judicialmente  en  la  época 
en  que  se  supone  quedó  caducada  ni  hasta  que  se  ba  tratado  de  hacer 
efectivo  por  el  acreedor: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Leandro  López  Monte- 
negro: 

Considerando  que  la  sentencia  infringe  la  ley  del  contrato  y  demáa 
de  Partida  invocaaasen  los  motivos  de  que  se  ba  hecho  mención,  por* 
qoo  al  pretender  el  Banco  de  España  que  la  responsabilidad  de  D.  Joan 
Franciaeo  Aguado  traspase  el  período  de  los  ocho  primeros  años,  no  le 
obliga  ni  en  el  tiempo  ni  en  la  cosa  garantida  á  más  de  lo  que  él  se 
obligó  al  constituirse  la  fianza,  puesto  que  en  ésta  no  se  determinó 
tiempo  en  armonía  con  el  contrato  principal,  qne  no  sólo  era  de  dichoa 
ocho  años  sino  de  una  duración  indefinida  y  4)osiblemente  mayor  que 
la  estipulada  en  i876,  ni  se  estableció  tampoco  restricción  alguna  en 
cuanto. á  las  alteraciones  ó  aumento  de  tributos  á  que  anualmente  es- 
tán sujetos  los  presupuestos  y  que  no  podían  ocultarse  á  la  previsión 
de  las  partes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  parte  del  Banco  de 
España  contra  la  sentencia  que  en  1 4  de  Julio  de  4882  dictó  la  Sala 
l^rimera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  distrito;  en  su  consecuencia, 
casamos  y  anulamos  le  referida  sentencia.— (Sentencia  piiblicada  en  28^ 
de  Marzo  de  i  883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  26  de  Agosto  del  mis* 
:mo  año.) 

105 

Recurso  de  ea«aeióii  (28  de  Marzo  de  4883).— <9a¿a  tercera. — 
Desahucio. — ^No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  Tomás  Marcos  Tarazo- 
na  con  D.  Vicente  Antonio  Llopis  (Audiencia  de  Valencia),  y  se  re- 
suelve: 

Que  eon  arreglo  al  art.  1694,  cato  t^de  la  ley  de  Enjuieiamienía> 
€iffili  uose  da  recurso  de  eaeaeién  por  infracción  de  ley  en  los  juicios^ 
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d^  desahucio  cuando  la  renta  anual  de  la  finca  no  exceda  del.fM  fe^ 
eetai. 

Resoltaodo  qae  D.  Vicente  Antonio  Llopls  entabló  contra  T<miftt 
Marcos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Denia  demanda  dt 
desahucio  de  tres  trozos  de  tierra  plantados  de  vifiaa,  almendros  y  oli- 
vos, habiendo  en  el  centro  de  ellos  ana  casita  y  ona  cisterna,  éh  iCen» 
t\6n  á  qae  no  lae  coltivaba  á  aso  y  costumbre  de  baen  labrador: 

Resultando  qae  D.  Tomás  Marcos  Tarazona  impognó  la  demanda 
por  no  ser  cierto  el  hecho  en  qoe  se  fundaiía,  alegando  que  hacía  oaot 
1 4  años  tomó  en  arriendo  de  D.  Vicente  Llopis  cinco  fincas  por  precio 
de  1. oís  pesetas  50 céntimos  anoates,  contrato  qoe  duró  cuatro  años, 
después  de  ios  que  había  venido  dtefratando  las  tres  primeras  fiacat 
por  espacio  de  10  años  sin  haberlo  hecho  de  las  demás  por  haberlas 
enajenado  su  doefto,  habiendo  pagado  todos  ios  años  la  parte  corriw- 
pondíenté  de  frutos  en  ia  forma  convenida: 

Resultando  que  estimado  el  desahucio  por  sentencia  que  en  IS  de 
Noviembre  del  año  último  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Valencia  revocando  la  del  Juez  inferior,  ha  interpuesto  D.  Tomis  Mar- 
cos Tarazona  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Ignacio  de  Morales: 

Considerando  que  con  arreglo  al  art.  4694,  caso  2^,  de  la  ley  de^ 
Enjuiciamiento  civil,  no  se  da  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
en  los  juicios  de  desahucio  cuando  la  renta  anual  de  la  finca  no  exceda 
de  i  500  pesetas,  y  que  en  el  presente  caso,  segdn  aparece  de  la  ale- 
gación del  mismo  demandado,  la  renta  de  las  tres  que  son  objeto  del 
pleito  no  llega  á  la  indicada  sama; 

No  ha  logar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpaesto  por 
D.  Tomás  Marcos  Tarazona,  á  quien  se  condena  en  las- costas:  pablí* 
<|aese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley,  y  comuniqúese  á  \k 
Audiencia  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re m i lido.— (Sen- 
tencia publicada  en  28  de  Marzo  de  1883,  é  inserta  en  la  Oaeeia  de  30 
de  Junio  del  mismo  año.) 

106 

Reenmo  de  «asaelén  (S9  de  Marto  de  4883).— iSit&i  príMer». 
—Entrega  db  u^ia  hiia. — No  ha  lugar  al  interpaesto  por  Ooña  Marii 
Remedios  Vidal  con  D.  Enrique  María  Ripoils  (Audiencia  de  Valencia)» 
y  se  resuelve: 

I®  Que  para  ese^inguiree  la  ^iria  poteelad  por  deeamparo  del  hif^. 
es  necesario  con  arreglo  á  la  ley  4*;  tU.  90,  Partida  5*,  que  aquél  ien^a 
lugar  dejándolo  en  Us  puertas  de  la  iglesia^  hospital  ü  otro  paraje  de 
donde  fuera  recogido  por  la  piedad  de  otro,  y  si  ala  separación  volun  - 
taria  de  los  cónyuges ,  la  madre  se  llevó  consigo  á  la  hija^  uíicida  de 
aquél  matrimonio,  menor  á  la  satán  de  tres  aííos,  que  hoy  reclama  su 
padre,  no  medió  el  abandono  que  exige  la  citada  ley  de  Partida,  que 
tomo  inaplicable  por  esta  razón  al  caso  que  se  debate  no  ka  podido  ser 
infringida^  como  tampoco  lo  ha  sido  el  ar^  71  de  la  ley  de  matrimonio 
dvil: 

2*  Que  no  habiendo  recaido  sentencia  firme  en  el  pleitade  divorcio 
entablado  por  ambos  cónyuges,  no  consta  quién  sea  aquél  por  cu  va  cal» 
pa  se  pariió  el  casamiento,  y  falta  por  lo  tanto  el  fundamento  ds  lalejf 
^\ttL  i9fPartida^^  para  ptivar  al  padre  de  haber  en  guarda  euhijo 
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K  Éf^mendarlo  ó  la. madre;  y  no  estando  por  otra  parte  en  i^spenso 
eíie  derecho  del  padre  por  medio  del  deposito  provitional  dé  la  hija, 
^f^e  pudo  y  puede  solicitarse  y  obtenerse,  es  eudenie  que  la  sentencia 
'.  repprrida,  lejos  de  infringirla^  se  atempera  á  lo  dispuesto  en  dicha  ley: 
,    3^  Que  regulándose  la  patria  potestad  y  los  modos  de  eíetinguirse  por 
.  leyjBS  eo^presasque  lo  determinan,  no  es  licito  aplicar  principios  de  dere- 
cho y  reglas  de  analogía  que  sólo  pueden  tener  lugar  á  falta  de  aquéllas  y 
en  casos  análogos: 

:   i^'Que  las  cuestiones  que  no  han  sido  objeto  de  discusión  en  el  pleito 

■  no, pueden  serlo  luego  del  recurso  de  casación; 

;;  K5*  Que  á  los  Tribunales  civiles  corresponde  conocer  de  todos  los 

asuntos  de  Índole  temporal,  y  siendo  de  este  orden  el  de  la  patria  potes- 

fad^  hi  Sala  sentenciadora,  al  conocer  de  ella  y  decidirla,  no  infringe  el 

rCiip^^Ó,  sesión  24  de  reforma  del  Concilio  de  Trento, 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  Marzo  de  1883,  en  loe  aotos 
-seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alicante  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  por  D.  Enrique  María  Ripolls  y 
Morera  con  su  esposa  Doña  Maria  del  Remedio  Vidal  sobre  entrega  al 
primero  de  una  hija  de  ambos;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  la 
rDoñí^  María  por  el  Procurador  D.  Francisco  Bartuel,  bajo  la  dirección 
de)  Licenciado  D.  Ignacio  Maria  Pintado^  no  habiendo  comparecido 
ante  este  Tribunal  el  Ripeils: 

Resultando  que  en  3  de  Octubre  de  1879,  D.  Enrique  Ripoll  dedujo 
demanda,  en  la  que  expuso  que  el  día  iO  de  Agesto  de  187i  contrajo 
matrimonio  civil  ante  el  Juzgado  municipal  de  Etda  con  Doña  María 
<ÍelRemed¡o  Vidal:  que  de  él  tnvieron  por  hija  en  16  de  Setiembre  de 
',|JS76  á  Doña  María  de  los  Desamparados  Ripoll  y  Vidal:  que  dicha  cod- 
-sor te.  solicitó  del  Juzgado  sú  la  depositase,  como  se  efectuó,  en  la  casa 
de,  su  padre  D.  Antonio  VidaU  en  la  cual  se  hallaba  por  haberse  separado 
.de  su  esposo  voluntariamente,  marchándose  de  Valencia,  donde  éste  se 
hallaba  estudiando:  que  en  el  propio  Juzgado  solicitó  la  misma  alimen- 
tos provisionales,  asegurándole  t  pesetas  50  céntimos  diarios,  que  ve- 
nía  pagando  puntualmente  por  mensualidades  anticipadas;  y  que  dicha 
hija  había  cumplido  tres  años  el  día  10  del  indicado  Setiembre;  como 
fundamentos  de  derecho  alegó  lu  obligación  que  como  padre  tenía  de 
.alimentar  á  su  hija,  el  derecho  que  para  cumplirlo  le  asistía  de  que  pa- 
rease á  so  poder  después  de  cumplir  la  mencionada  edad,  y  concluyó  pi- 
diendo que  en  deíinitiva  se  mandara  que  Doña  María  del  Remedio  Vi 
dal  entregase  al  D.  Enrique  Ripoll  á  ,su  hija  Doña  María  de  los  Desam- 
parados Ripoll  y  Vidal  en  el  término  de  tercero  día,  con  las  costas  del 
juicio: 

Resultando  que  librado  exhorto  ai  Juzgado  de  Monóvar  á  6n  de  qut^ 
designara  curador  ad  lüem  la  demandada,  y  con  él  se  entendiera  la 
citación  y  emplazamiento,  designó  para  tai  cargo  á  su  padre  D.  Anto- 
nio Vidal,  quien  previo  el  oportuno  discernimiento  fué  emplazad*» 
diindose  poa  contestada  la  demanda,  y  formulada  la  réplica,  al  duplicar 
alegó  aquél  como  hechos  la  celebración  del  matrimonio,  el  nacimiento 
de  la  niña  y  la  constitución  del  depósito,  y  además  que  la  separación 
^el  matrimonio  fué  con  cousentimieníodol  marido,  á  pesar  de  que  su 
torpe  conducía  y  mal  trato  le  hubieran  autorizado:  que  él  mismo  aban 
donó  por  completo  á  su  mujer  y  á  so  hija,  las  cuales  hubieran  perecido 
4  Qo  haber  sido  por  D.  Antonio  Vidal  que  los  alimentó  desde  el  31  de 
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Marzo  de  IS76  al  46  de  Setiembre  de  1877,  en  eaya  época  empetaron  á? 
percibir  los  aUmentos  qae  el  lozgado  señaló,  qqe  satisfacía  obligado  y 
no  yotontariamente:  que  lailey  no  exige  para  que  el  padre  cumpla  coa 
iá  obligación  de  alimentar  á  sns  bijos  mayores  de  tres  años  que  ios  mis- 
mos vivan  en  su  compañía:  que  la  única  ley  en  la  parte  que  se  refiere 
i  la  guarda  de  los  hijos,  es  para  el  caso  en  que  se  declare  judici^lmen* 
te  la  separación  de  los  cónyuges,  el  cnai  no  ha  llegado:  que  atendido  el 
abandono,  desarreglo  é  inmoralidad  de  Ripoll,  y  estando  pendiente  con*^ 
tra  él  mismo  una  demanda  de  incapacidad  por  próiigo,  la  ley  y  la  hu- 
manidad se  oponen  á  que  una  niña  tan  tierna  se  separe  de  su  madre  y 
sus  abuelos  para  entregarla  á  un  padre  sin  juicio;  y  concluyó  pidieoda 
se  le  absolviese  de  la  demanda,  con  imposición  de  costas: 
<  Resaltando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  practicaron  las  pro- 
puestas por  las  partes,  y  unidas,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sen- 
tencia declarando  haber  logar  á  la  acción  entablada  por  D.  Enrique  Ri- 
poll, y  en  so  virtud  mandó  que  Doña  María  de  los  Remedios  Vidal  en- 
tregase al  mismo  en  el  término  de  tercero  día  la  hija  de  ambos  María  do 
los  Desamparados  Ripoll  y  Vidal,  sin  hacer  especial  condenación  de 
costas: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  en  8  de  No-- 
vtembre  de  1882  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia; 
por  parte  de  Doña  María  del  Remedio  Vidal,  se  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, alegando  como  infringidos: 

1®  El  art.  71  de  la  ley  de  matrimonio  civil  y  la  ley  4*,  tit.  ÍO,  Parti- 
da 4%  según  la  que  la  patria  potestad  se  suspende  ó  extingue  por  el 
abandono  del  hijo,  porque  D.  Enrique  Ripoll,  que  como  consta  probado 
hizo  abandono  completo  de  su  mujer  y  de  hija,  y  que  f  Itando  á  obli» 
gaciones  sagradas  expuso  así  á  perecer  á  su  inocente  hija,  es  evidente 
que  por  ministerio  de  esa  ley  de  Partida  ha  perdido  todo  derecho  divi- 
no y  humano  para  arrebatar  á  una  niña  á  la  que  ni  siquiera  conoce,  se- 
parándola de  su  madre  y  abuelos: 

í°La  ley  3',  tit.  19,  Partida  4*,  por  cuanto  esta  ley  no  establece, 
como  parece  suponerse  en  la  sentencia  recurrida,  que  pasados  los  tres 
años  del  período  de  la  lactancia  ha  de  volver  el  hijo  alimentado  á  po- 
der  de  su  padre;  la  obligación  de  dar  alimentos  es  independiente  de  la. 
existencia  de  la  patria  potestad  y  del  punto  donde  resida  el  alimenta- 
do; la  indicada  ley  es  sólo  referente  al  caso  de  divorcio  como  sus  aná- 
logas de  la  ley  de  matrimonio  civil,  nüm.  2^  art.  88,  y  aplicable  sólo 
por  el  Tribunal  que  del  mismo  entendía;  el  derecho  del  padre  para  exi- 
gir que  el  hijo  viva  en  su  compañía  no  es  absoluto*  pues  como  en  el 
actual  debate,  hay  justas  causas  que  legitiman  la  excepción: 

3®  El  principio  de  derecho  ubi  eadem  est  ratio  eadem  estjvris  dis- 
pósilio,  que  establecen  las  leyes  12  y  13  ,  tit.  13.  libro  4°;  32,  lít.  2^ 
libro  9"  del  Digesto,  y  36,  tit.  34,  Partida  7%  porque  es  obvio  que  si 
ei  pleito  existre  entre  D.  Enrique  Ripoll  á  instancia  de  su  esposa  sobre 
declaración  de  incapacidad  de  aquél  por  pródigo  ha  suspendido  ó  limi- 
tado parle  de  sos  derechos  dominiales  con  la  anotación  preventiva  rea- 
lizada en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Alicante,  han  de  suspenderse 
también  cuando  menos  sus  derechos  de  patria  potestad  con  respecto  & 
su  hija  abandonada: 

4®  Las  disposiciones  contenidas  en  el  cap.  20,  sesión  24  de  reforma- 
del  Concilio  de  Trento,  hoy  vigante,  en  que  se  establece  la  competen- 
cia de  los  Tribonalés  eclesiásticos  en  materia  de  divorcio,  por  cuanto 
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estando  pendiente  á  punto  de  terminarse  los  aatos  da  divofcio  de  los 
citados  consortes  ante  el  Tribunal  eclesiástico  de  Orihuela>  ba  debido 
esperarse  la  terminación  de  bste  litigio,  pues  sólo  en  él  es  donde  puede 
y  debe  decidirse  con  verdadera  competencia  á  cuál  cónyuge  correspoa- 
de  tener  en  su  poder  á  la  niña  reclamada: 

5^  La  ley  "73,  regla  36,  til.  36,Partida  7^,  que  establece  que  .en  ciertos 
casos  debe  decidirse  por  las  reglas  de  la  analogía  y  del  buen  sentido;  pri- 
cipio  también  admitido  por  D.Jaime  en  las  famosas  palabras  u^t/tif  non 
tuficieri  ad  naturalem  sendum  ct  eqmtatem  recurraíur;  estos  principios 
de  aíta  justicia  y  de  equidad  se  oponen  necesariamente  á  que  se  cende- 
ne  á  una  tierna  aiña  abandonada  al  nacer  por  sus  padres,  y  por  eiso  lla- 
mada María  de  los  Desamparados,  á  una  muerte  cierta  arraacándoU 
del  regazo  de  su  madre  para  entregársela  á  una  persona  que  tal  com- 
portamiento tuvo  con  ella,  que  la  había  de  dejar  en  manos  peores  que 
las  de  una  madrastra,  y  todo  tal  vez  por  satisfacer  un  sentimiento  poeo 
levantado  contra  la  madre,  y  del  que  será  aquella  inocente  njiia  la 
primera  víctima: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  para  extinguirse  la  patria  potestad  por  desamparo 
del  hijo  es  necesario  con  arreglo  á  la'  ley  1^,  tít.  20,  Partida  5*^,  nm 
aquél  ten^a  lugar  dejándolos  en  las  puertas  de  la  iglesia,  hospital  ü 
otro  paraje  de  donde  fuera  recogido  por  la  piedad  de  otro,  y  eo  el  caso 
presente,  á  la  separación  voluntaria  de  los  cónyuges  D.  Enrique  María 
Ripoll  y  Doña  María  del  Remedio  Vidal,  la  madre  se  llevó  consigo  á  la 
hija  nacida  de  aquel  matrimonio,  menor  á  la  sazón  de  tres  años,  que 
ho^  reclama  su  padre,  y  por  consiguiente  no  medió  el  abandono  que 
exige  la  citada  ley  de  Partida,  que  como  inaplicabie  por  esta  razón  al 
caso  que  se  debate  no  ha  podida  ser  infringida^,  y  por  lo  mismo  tanr  po^ 
co  lo  ha  sido  el  art.  74  de  la  ley  de  Matrimonio  civil  que  también  se 
cita  en  dicho  motivo:  ^ 

Considerando  que  no  habiendo  recaido  sentencia  firme  en  el  pleito 
de  divorcio  entablado  por  ambos  cónyuges,  no  consta  quién  tea  aquel 
por  cuya  culpa  te  partió  el  casamiento^  y  falta  por  lo  tanto  el  funda- 
Diento  de  la  ley  3%  tit.  19,  Partida  5*  para  privar  al  padre  de  haber  en 
guarda  su  hijo  y  encomendarlo  á  la  madre;  y  no  estando  por  otra  parte 
en  suspenso  este  derecho  del  padre  por  medio  del  depósito  provisional 
de  la  hija,  que  pudo  y  puede  solicitarse  y  obtenerse,  es  evidente  que  la 
sentencia  recurrida,  lejos  de  infringrir  como  se  supone  en  el  segundo 
motivo,  se  atempera  á  lo  dispuesto  en  dicha  ley: 

Considerando  en  cuanto  al  3^  y  5^,  que  regulándose  la  patria  potes- 
tad y  los  modos  de  extingirse  por  leyes  expresas  que  lo  determinan,  no 
es  lícito  aplicar  priucipios  de  derechos  y  reglas  de  analogía  que  sólo 
pueden  tener  lugar  á  falta  de  aquéllas  y  en  casos  análogos;  circuns- 
tancias ambas  que  faltan  en  el  presente,  y  son  por  consiguiente  inapli* 
cables  las  que  se  citan  en  dichos  motivos: 

Considerando  respecto  al  4®  que  aparte  de  que  no  ha  sido  objeto  de 
discusión  en  el  pleito  la  cuestión  que  en  él  se  propone  y  no  puede  por 
ello  serlo  de  la  casación,  á  los  Tribunales  civiles  corresponde  conocer  de 
todos  los  asuntos  de  índole  temporal,  y  siendo  de  este  orden  el  de  la 
patria  potestad,  la  Sala  sentenciadora  al  conocer  de  ella  y  decidirlo  en 
el  sentido  que  lo  ha  hecho,  no  ha  infringido  al  cap.  tO,  sesión  24  de  la 
reforma  del  Concilio  de  Trente  que  en  dicho  motivo  alega; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
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eorso  de  casactdii  por  ÍAfracoióo  da  ley  iaterpaento  por  Doña  María  del 
Remedio  Yidal,  á  |a  que eeodenamos  ea  ias  costas  y  al  pago  de  la  can- 
tidad que  debi6  depositar,  la  qae  caso  da  l&aeerae  efectivo  sí  mejorase 
de  íonoQa  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  correspondiente 
certificación  á  la  Aadiencia^  de  Valencia  con  devoinción  del  apunta- 
miento.— (Sentencia  publicada  en  el  S9  de  Mario  de  1883)  é  inserta  ^n 
ta  Gaeeia  del  27  de  Agosio  del  mismo  año. 

107 

Reenrao  de  «asaeién  (30  ds  Matm  de  1 883). —Sala  jwtm^ra.—- 
Tbegebía  de  mejor  dErkgho.— No  ba  lugar  al  interpuesto  por  D.  Joa- 
quín Perrer  y  Gompaftía  con  D.  Joan  Llosa  (Audiencia  de  Barcelona), 
y  se  resuelve: 

I®  Que  loi  Ureerioé  de  mtífor  derecho  han  de  fundarse  en  el  guepre- 
Unde  tener  el  tercer  opoeüor  para  ser  reintegrado  de  su  crédito  con  pre^ 
ferencia  al  del  ejecutante^  y  es  por  tanto  indispensable  que  sea  una  mis^ 
ma  persona  ó  entidad  juridiea  el  deudor  de  ambos  créditos,  ó  que  el  ter- 
cero  sea,  lo  mismo  que  el  Cfecutante,  acreedor  del  ejecutado,  según  tiene 
declarado  el  Tribunal  Supremo: 

2®  Que  resuelta  conforme  á  este  criterio  legal  la  cuestión  del  pleito, 
absolviendo  de  la  demanda  entablada ^  no  tiene  aplicación  al  caso,  ni  han 
podido  ser  infringidos,  los  artículos  del  Código  de  Comercio  retalióos  á 
irresponsabilidad  de  los  socios  de  compañías  mercantiles  y  de  los  inte-- 
roses  de  que  pueden  disponer  para  pagar  á  eus  acreedores  particulares, 
y  sobre  el  modo  de  acreditar  la  ecnstenda  legal  de  una  Compañía  mer^ 
cantil; 

T  3"  Q^e  tampoco  inftinge  la  sentencia  la  ley  8*.  titulo  32  de  la  Par- 
tida 3*,  porque  según  tiene  declarado  con  repetición  el  Tribunal 'Supre- 
mo^ corresponde  á  la  Sala  sentenciadora  apreciar  la  buena  ó  mala  fe  de 
los  litigantes  para  el  efecto  de  imponerles  las  costas  de  la  primera  ins  - 
ianeia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  30  de  Marzo  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos,  en  virtuSl  de  recorso  de  casación  por  ioíracción  de 
ley  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  las  Afue- 
ras de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
acuella  ciudad  por  D.  Joaquín  Perrer  y  Compañía  y  otras  razones  so  • 
cíales,  del  comercio  de  la  expresada  ciudad,  representada  por  el  Pro- 
carador  D  Luis  Lumbreras,  bajo  la  dirección  en  el  acto  de  la  vista  del 
Abogado  D.  Prancisco  Andréu,  con  D.  Juan  Llusá  y  Puig,  y  en  su  nom- 
bre el  Procurador  D.  Pederido  Grases,  dirigido  en  el  propio  acto  por  el 
Licenciado  D.  Prancisco  Fasant,  y  D.  Ignacio  Puig  y  Vilaplana,  (]ue  no 
ha  comparecido  en  este  Supremo  Tribunal,  sobre  tercería  de  mójor. de- 
recho: 

Resultando  que  D.  Ignacio  Puig  y  Vilaplana  otorgó  escritora  en  la 
ciudad  de  Barcelona  á  18  de  Agosto  de  1877,  en  la  qoe  confesó  que  por 
resultado  da  los  negocios  de  comercio  que  había  tenido  con  D.  Juan 
Llusá  adeudaba  á  éste  la  cantidad  liquida  de  84.786  pesetas  40  cénti  - 
mos,  obligándose  á  verificar  su  pago  en  14  plazos,  que  vencían  el  15  de 
Noviembre  de  1880;  pudiendo  el  acreedor,  si  dejase  de  pagar  cualquie- 
ra de  dichos  plazos,  considerarlos  todos  como  vencidos  y  reclamar  el 
importe  de  toda  la  deuda;  dando  el  otorgante  como  garantía  espacial 
para  el  pago  de  dicha  cantidad  el  establecimiento  de  géneros  qoe  tenia 
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"y  poseía,  en  la  ealle  de  Jerasalén,  nümi.  I»  prometiésdo  do  veifderiejDi 
gravarle  en  manera  alguna  mietiira»  no  quedase  pagada  del  toda  dicha 
deuda;  facnítando  espeeia^mente  á  Lln^  para  que  en  el  caso  de  ño'eer 
satisfeebo  &  so  vencimiento  algono  de  los  ptaios  estipulados,  ó  eiilBlde 
qne  por  cnalqnier  acreedor  de  Potgee  tratase  de  procederjodieiál men- 
te contra  éste,  pudiese  Llosa  incautarse  desde  laego  y  sin  intervenüión 
alguna  judicial  del  indicado  establecimiento,  haciéndose  cargo  de  todos 
los  géneros,  efectos  y  créditos  existentes,  y  administrarlo  por  sí  ó  por 
por  tercera  persona  hasta  quedar  éabierto  de  la  totalidad  de  la  deuda, 
intereses  y  gastos,  D.  Juan  Llusá  aceptó  el  reconocimiento  de  la  deuda 
y  promesa  de  pago;  y  presente  también  D.  Arturo  Goardioia,  dij6  que 
habiéndose  constituido  en  Sociedad  comanditaria  con  D.  Ignacio  Palg 
á  fin  de  practicar  las  operaciones  propias  del  establecimiento  que  és^e 
poseía  y  al  cual  se  contraía  aquella  escritura,  y  habiendo  exigido  Llu- 
sá que  concorriese  á  ella  el  otorgante  para  aceptar  como  propia  de  la 
Sociedad  la  deuda  reconocida  en  dicha  escritura,  desde  luego  quería  y 
consentía  que  de  la  deuda  expresada  se  considerase  propia  y  particular 
de  la  Sociedad  Ignacio  Puig  y  Gompahía,  al  mismo  tiempo  que  propia 
y  particular  del  nombrado  D.  Ignacio  Puig,  pudiendo  Llosa  hacer  efec 
tivós  todos  y  cada  uno  de  los  derechos  que  aquella  escritura  le  conce- 
día, lo  mismo  contra  la  razón  social  Ignacio  Pui^  y  Compañía  como 
contra  D.  Ignacio  Puig,  sin  limitación  ni  reserva  alguna  en  el  ejercicio 
de  tales  derechos  por  la  existencia  de  la  referida  Sociedad: 

Resultando  que  requerido  D.  Ignacio  Puig  por  Llusá  para  al  pago 
de  toda  la  suma  consignada  en  la  escritora  por  haber  vencido  el  primer 
plazo  que  debió  satisfacer  sin  haberlo  verificado,  con  más  todos  los  gas- 
tos, daños  y  perjuicios  originados  por  la  falta  de  cumplimiento,  como 
no  lo  verificase  se  decretó  el  embargo  preventivo  de  los  géneros  y  ajuar 
de  la  tienda  y  créditos  que  se  especificaron,  todo  lo  cual  fué  depositado 
y  despachado  después  mandamiento  de  ejecución  por  la  expresada  sn* 
ma,  intereses  y  costas,  cuya  diligencia  se  entendió  con  su  dependiente^ 
por  uo  haber  sido  encontrado  aquél  en  la  tienda,  se  trabó  dicha  ejeen- 
ción  en  los  bienes  preventivamente  embargados,  dictándose  á  su  tiem- 
po, en  5  de  Diciembre  siguiente,  sentencia  de  remate: 

Resultando  que  en  13  del  propio  mes  de  Diciembre,  D.  Joaquín  Fe- 
rrer  y  GoQipañia;  Borrell  y  Pujadas;  Soldevila,  Boada,  Coiomer  y  Com- 
pañía; Matas  Paloma  y  Serra;  Solsona  Estruch  y  Compaña;  Francisco 
Serrat,  en  liquidación;  D.  Bartolomé  Battá,  Bicart  y  Compañía,  y  Don 
José  Nogués,  fabricantes  y  del  comercio  de  aquella  plaza,  acompañao- 
<U)  factuas  de  los  géneros  que  á  partir  de  f  6  de  Octubre  de  1877  ;les 
había  comprado  respectivamente  la  razón  social  Puig  y  Compañía, 
importantes  á  una  suma  la  cantidad  de  S8.889  pesetas  84  céntimos* 
dedujeron  la  demanda  objeto  de  estos  autos  para  que  se  declarase  que 
tenían  mejor  derecho  que  el  ejecutante  D.  Juan  Llusá  á  ser  reintegra 
<ios  de  sos  respectivos  créditos  con  el  importe  de  los  bienes  embarga- 
dos á  D.  Ignacio  Puig  por  ser  pertenecientes  á  la  Sociedad  de  Puig  y 
Compañía,  declarando  la  preferencia  á  favor  de  los  demandantes  por 
las  cantidades  iodicadas,  condenándose  al  pago  de  las  costas  al  ejecu- 
tante si  se  opusiera  á  aquella  demanda;  y  en  todo  caso  al  ejecutado 
por  su  notoria  temeridad;  alegando  en  apoyo  de  su  pretensión  después 
de  hacer  mérito  de  la  escritura  mencionada,  que  se  observaba  eu  ella 
el  dolo  y  la  maquinación  de  los  otorgantes  en  perjuicio  de  los  acreedo- 
res legítimos  y  en  detrimento  de  la  buena  fe  que  era  el  alma  del  cp- 
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mereio:  q«e  el  estableeimiento  qae  dio  en  garantía  Paig  no  le  perter 
necía,  sino  qae  era  propio  de  la  Sociedad  Poig  y  Compañía,  por  lo  coal 
al  final  de  la  escritura,  D.  Arlaro  Goardiola,  qae  se  dijo  socio  cotDfn-  • 
ditario,  aceptó  y  reconoció  la  deuda  como  propia  de  la  Sociedad,  pu- 
diendo  Llusá  dirigir  sus  reclamaciones  en  uno  y  otro  concepto,  lo  cual 
no  lo  consentía  la  ley  ni  lo  admitían  las  bnenas  prácticas  mercantiles 
ni  el  derecho  civil:  que  la  cantidad  simplemente  reconocida  debía  ser 
objeto  de  indagación  de  la  causa  y  origen  del  deber,  no  comprendién- 
dose que  en  tan  poco  tiempo  se  consumiera  una  cantidad  tan  exhorbi- 
tante,  mientras  que  el  establecimiento  se  surtía  de  los  fabricantes  é 
industriales  de  aquella  capital,  á  quienes  se  dejaba  en  descubierto:  que 
la  escritura  base  de  la  ejecución  no  estaba  firmada  por  D.  Juan  Llusá: 
aue  la  deuda  se  suponía  contraída  por  la  confesión  y  reconocimiento 
del  particular  D.  Ignacio  Puig  y  lue^o  por  la  simple  presencia  de  Don 
Arturo  Guardiola,  que  decía  ser  socio  comanditario,  comprendiéndo- 
se fácilmente  el  objeto  premeditado  de  introducir  la  confusión,  pues 
se  ejercitaba  la  accióa  contra  el  particular  D.  Ignacio  Puig,  y  luego  al 
hacerse  el  embargo  preventivo  se  constituía  el  alguacil  con  el  actuario 
y  el  Procurador  de  Llusá  en  el  establecimiento  de  Puig  expresándose 
ser  la  habitación  ({e  éste,  siendo  así  que  era  el  establecimiento  social  de 
Puig  y  Compañía  y  habitación  del  Gerente:  que  desde  el  embargo  pre- 
ventivo D.  Jgnacio  Puig,  Gerente  de  la  Sociedad,  desapareció,  igno- 
rándose su  paradero,  y  que  procedía  la  preferencia  sobre  los  bienes 
embargados^  pues  como  se  justificaría,  pertenecían  á  la  Sociedad  Puig 
y  Compañía: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  ejecutante  y  al  ejecutado,  an- 
tes de  qua  se  le  comunicaran  los  autos  al  Procurador  de  los  demandan- 
dantes,  presentó  an  nuevo  escrito  en  nombre  de  D.  Ramón  BatUé  y  • 
Cantó,  D.  Miguel  Senesteba,  la  razón  social  Bianch  Soler  Torras  y  Com- 
pañía, la  Sociedad  Torres  Fábregas  y  Compañía,  la  razón  social  Cierch 
hermano  y  Compañía,  la  Sociedad  Suñer  y  Broca,  D.  Cayetano  Fábre- 
gas y  Cabot,  D.  Miguel  Riera  y  Ribot,  D.  José  Senesteba  y  Espach, 
D.  Francisco  Vil  amara  y  otras  dos  sociedades  que  después  se  separaron 
del  pleito,  reproduciendo  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  consig* 
nados  en  la  demanda  formulada  por  los  demás  acreedores,  de  la  cual  se 
considerase  aquélla  como  un  aditamento,  y  pidiendo  que  en  definitiva 
se  declarase  que  los  nuevos  comparecientes  tenían  mejor  y  preferente 
derecho  que  el  ejecutado  á  ser  reintegrados  con  el  importe  de  los  bie-: 
nes  embargados  á  D.  Ignacio  Paig  por  ser  pertenecientes  á  la  Sociedad 
de  Puig  y  Compañía  del  importe  de  sus  respectivos  créditos,  proce- 
dentes de  géneros  suministrados  á  la  indicada  razón  social,  importan- 
tes á  una  suma  la  cantidad  de  42.168  peseta8.89  céntimos: 

Resultando  que  D.  Juan  Llusá  impugnó  la  demanda  alegando  que 
casi  todos  los  que  figuraban  como  demandantes  lo  eran  en  concepto  de . 
sociedades  mercantiles,  negando  que  hubieran  sido  constituidos  por 
medio  de  escritura  pública,  y  por  ello  que  tuvieran  ni  pudieran  tener 
acción  alguna,  sin  que  pudiera  servir  de  comprobante  la  certificación 
de  los  poderes:  que  los  documentos  presentados  con  la  demanda  eran 
privados,  firmados  por  los  mismos  demandantes,  sin  aprobación  ni  con- 
formidad del  supuesto  deudor,  por  lo  cual  nada  probaban  y  no  eran  de 
eficacia  alguna,  negando  formalmente  las  operaciones  y  créditos  que. 
indicaban  las  facturas  producidas:  que  en  todo  caso  talea  operaciones  ó 
créditos  sé  decían  con  y  contra  la  Sociedad  de  Ignacio  Puig  y  Compa- 
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jifa  determinada  precisamente,  y  los  bienes  embargados  no  dran  de  la 
Sociedad,  de  manera  qno^  se  procedía  contra  fondos  distintos  de  lo^  * 
«ontra  qoese  decían  aquéllos  supneátos  créditos  adacidos  á  l^a  tercería: 
qae  el  crédito  del  ejecutante  se  fundaba  en  una  escritora  pública  qoe 
había  sido  juzgada  como  crédito  real  y  efectivo  en  una  sentencia  eje* 
catoria,  y  que  no  había  sido  impugnada  eficazmente  ni  en  forma  se- 
ria aignna:  qoe  si  bien  en  la  eopia  de  la  escritura  no  se  incluía  la  firma 
da  Llusá  se  hallaba  en  el  original,  siendo  por  tanto  una  omisión  de  la 
copia:  que  en  la  demanda  se  reconocía,  como  así  era  cierto,  que  en  la 
negada  hipótesis  de  que  existiera  la  Sociedad  Poig  y  Compañía,  ésta 
se  obligó  al  debitorio  como  deuda  propia  y  social:  que  en  lo  demás 
eran  inexactos  los  hechos  de  la  demanda;  y  que  en  resumen,  por  par- 
te de  los  demandantes  se  trataba  de  contraponer  unos  créditos  no  reco- 
nocidos ni  acreditados,  á  todas  luces  quiméricas,  y  en  todo  caso  pora- 
mente  comunes  y  privados,  nacidos  en  su  mayoría  con '  posterioridad 
al  debitorio  fundamento  de  la  ejecución  á  favor  de  entidades  que  do 
constaban  conistitnídas  legalmentCi  y  en  todo  caso  contra  bienes  dis- 
tintüs  de  los  embargados  á  un  crédito  de  ia  oíase  d^  el  del  ejecutante, 
legítimamente  constituido  y  declarado  judicialmente  escriturario  por 
;  su  naturaleza  y  contraído  sobre  los  mismos  efectos  ejecutados  como^ 
ospecial  hipoteca  ó  prenda,  y  oponiendo  las  excepciones  sine  aetióne 
Agit^  de  dolo  y  demás  procedentes,  pidió  se  le  absolviese  de  la  deman- 
^da,  con  imposición  á  los  demandantes  de  las  costas  y  ios  intereses  le 
gales  de  la  cantidad  retenida  en  depósito  ó  secuestro  de  la  interposi- 
ción de  la  tercería  ó  de  la  realización  dé  los  bienes  embargados,  como 
uno  de  los  perjuicios  irrogados  con  la  demanda  y  so  temeridad: 

Resultando  que  el  ejecutado  D.  Ignacio  Poig  la  impugnó  también 
por  no  considerarse  deudor  de  ningooa  de  tas  cantidades  qoe  en  ella 
se  reelan\aban,  reconociendo  como  cierto  el  crédito  por  elcoal  se  des- 
pachó la  ejecociór^;  corres pondiéndole  en  propiedad  el  establecimiento 
y  surtido  qoe  le  fué  embargado  con  motivo  de  dicho  joieio: 

Hesoltando  que  recibido  el  pleito  á  proeba,  las  sociedades  deman- 
dantes la  suministraron  para  acreditar  so  constitución  y  existencia  y 
la  certeza  de  sus  respectivos  créditos:  que  á  instancia  del  ejeoatante 
Llosa  informó  el  Gobernador  de  la  provincia  con  referencia  al  Registro 
general  de  escrituras  de  comercio  que  desde  el  a&o  de  1874  no  existía 
registrada  escritura  alguna  á  nombre  de  Ignacio  Puig  y  Compañía  ni 
la  de  Poig  y  Compañía,  y  que  la  Administración  económica  de  la  pro 
vincia  informó  asimismo  que  en  16  de  Octubre  de  18*7 i  presentaron  los 
Sres.  Paig  y  Compañía  alta  de  vendedores  de  telas  de  seda,  lana  y  al* 
godón  en  la  calle  de  Jerosalén,  núm.  1;  y  qoe  en  Abril  de  1878  á  nom- 
bre de  dicha  razón  social  se  presentó  la  declaración  de  baja  de  la  cita- ' 
da  indostria,  habiéndose  presentado  también  en  los  aotos  dos  factoras 
encabezadas  cVenta  al  por  mayor  y  menor  en  sederías,  lanas,  etc.,»  de 
Puig  y  Compañía,  calle  de  Jerosalén,  núm.  f ,  y  con  el  recibí  una  de 
Poi^  y  Compañía  y  otra  de  J.  Poig  y  Compañía: 

Resottando  qoe  sostanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  sen- 
tencia la  Sala  segonda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  25  de 
Mayo  de  f  882,  revocatoria  de  la  de  pfimera  instancia,  absolviendo  á 
D.  Juan  Llusá  y  Puig  y  á  D.  Ignacio  Paig  y  Vilaplana  de  la  demanda 
de  tercería  de  mejor  derecho  promovida  por  D.  Joaquín  Ferrer  y  litis- 
sodios,  condenándoles  al  pago  de  las  costas  de  la  primera  instancia,  sin 
hacer  espeeial  Condenación  de  las  de  U  segunda: 
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lUsnlUndo  qne  D.  Joaquín  Ferrer  y  Compañía  y  consortes  Interiné- 
sioron  roc«rso  de  casacidrí  por  haberse  infringido  á  so  jnieio:  ' 

r  El  art.-267  y  en  sa  caso  el  S70  del  Código  de  Comercio,  segáa  Jos- 
cuates  en  las  sociedades  mercantiles  coleclívas,  todos  los  socios  yenifts 
comanditarias  los  administradores,  son  solidariamente  responsaJbliss  d^i 
resultado,  de  las  operaciones,  con  arreglo  á  cuyo  principio  faes*  colec- 
tiva la  Sociedad  Ignacio  Poig  y  Compañía  ó  fuese  comanditaria,  como 
se  afirmó  en  la  escritora  otorgada  por  Poig  á  Llusá,  aquél  era  respon- 
sable personalmente  de  las  operaciones  que  practicó  como  Gerente  de 
la  razón  social  Ignacio  Poig  y  Compañía,  y  por  lo  tanto  era  personal- 
mente deudor  de  las  cantidades  que  acreditaHn  ios  terceristas: 

S*  Ei  art.  296  del  Código  de  ComerciOi  á  tenor  del  cual  los  acreedo- 
res particulares  de  un  socio  no  pueden  extraer  de  la  masa  social  por 
virtud  de  sus  créditos  los  fondos  que  en  ella  tenga  su  deudor,  y  sólo  le 
será  permitido  embargar  la  parte  de  intereses  que  pueda  corresponder 
i  éste  en  la  liquidación  de  la  Sociedad  para  percibirla  en  el  tiempo  en 
qae  el  deudor  podía  hacerlo,  toda  vez  que  la  sentencia  reconocía  que  el 
ejecutante  era  acreedor  particular  de  D.  Ignacio  Poig,  que  los  terée<- 
rts tas  erao  acreedores  por  resultado  de  contratos  celebradoa  con  éste 
como  Gerente  y  en  representación  de  la  Sociedad  Ignacio  Puig  y  Com- 
pañía, y  estaba  probado  que  los  géneros  embargados  á  instancia  del 
acreedor  particular  eran  bienes  sociales,  como  existentes  en  el  local  en 
donde  practicaba  su  negocio  y  estaba  establecida  la  Sociedad,  bailán- 
dose destinados  al  tráfico  de  las  mismas: 

H^  El  art.  311  del  Código  de  Comercio,  pues  disponiendo  que  lasncr 
gociaciones  hechas  por  los  socios  en  nombre  propio  no  se  comunican  á 
la  Compañía  ni  la  constituyen  en  responsabilidad  alguna»  y  aceptándo- 
se en  el  fallo  la  calificación  de  deuda  personal  respecto  á  la  de  Poig  á 
favor  de  Llosa,  al  autorisar  á  éste  para  realisar  su  crédito  sobre  sociales^ 
se  sujetaba  á  responsabilidad  á  la  Compañía  por  razón  de  dicha  deuda: 

4^  Los  artículos  28  v  2S5  del  Código  de  Comercio,  en  cuanto  por 
ellos  se  ordena  qoe  la  lAlta  de  inscripción  en  el  Registro  mercantil  de 
una  escritura  no  le  quita  eficacia  en  favor  de  los  terceros  que  hayan 
contratado  con  la  Sociedad,  y  que  aun  la  falta  de  escritura,  si  es  escep* 
ción  contra  toda  acción  que  intente  la  sociedad  no  puede  ser  fundamen- 
to de  excepciones  por  ésta  opuesto,  toda  vez  que  la  sentencia  absokia 
á  los  demandados  por  no  resultar  justificada  la  existencia  legal  de  laSov 
ciedad  Ignacio  Puig  y  Compañía,  y  con  ello  acepta  esta  falta  de  forma*» 
lidad  como  fundamento  de  una  excepción  optiesta  á  una  acción  ejenei«» 
tada  por  terceros  que  contrataron  con  la  Sociedad: 

5*^  El  art.  17  del  Código  de  Comercio,  reformado  por  la  ley  de  30  de 
Julio  de  1878,  según  el  cual  el  ejercicio  habitual  del  comercio  se  sopo^ 
ne  para  los  efectos  legales  coando  una  ó  más  personas  anuncian  al  pú* 
btico  por  circulares  ó  por  los  periódicos  ó  por  carteles  ó  por  rótulos 
permanentes  expueatos  en  logar  público  un  establecimiento  qoe  tenga 
por  objeto  cualquiera  de  las  operaciones  que  en  el  Código  se  declaran 
como  actos  positivos  de  comercio,  y  á  estos  anuncios  se  seguía  que  la  . 
persona  se  ocupaba  realmente  en  actos  de  esta  misma  espesie,  y  se 
comprobaba  el  hecho  por  la  contribución  que  pagase  del  impuesto  in** 
dustriat;  todo  lo  caal  se  reconocía  y  constaba  en  la  misn^a  escritura 
que  foé  título  ejecutivo  de  Llusá,  y  sio  embargo  la  sentencia  negábala 
consideración  de  Sociedad  mercantil  á  Ignacio  Poig  y  Compañía; 

Y  6°  La  ley  8*,  tít.  22,  Partida  3%  citada  en  la  sentencia  como  fun<>^ 
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dftmtiftto  de  la  Imponcíóo  de  coelasea  )a  primeara  instafieia,  por  eoiinto 
habiendo  justificado  ios  recorrenlee  todos  los  hecbos  en  qoe  apoyafoB 
su  demanda,  y  apareeiendo  de  loa  autos  qae  eo  realidad  eran  aüfeedo7 
rea  por  etertes  y  legítimos  títulos  que  habían  sido  notableinente  perjn^ 
dicado»  en  siu^ft  intereses,  aon  cuando  racón  no  hubiesen  tenido  para  de- 
mandar, podría  tan  sólo  imputarles  error  de  derecho,  sin  que  pudiera 
can  Arreglo  á  los  principios  de  la  citada  ley  afirmarse  que  hubieran 
obrado  malieioaamente  ni  por  tanto  eondenarles  en  las  costas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Manresa: 

Considerando  que  las  tercerías  de  mejor  derecho  han  de  fundarse  e» 
el  que  pretende  tener  el  tercer  opositor  para  ser  reintegrado  de  su  eré- 
diio  con  prefsrencia  al  del  ejecutante,  y  es  por  tanto  indispeneable  que 
se^  una  misma  persona  ó  entidad  jurídica  el  deudor  de  ambos  créditos,, 
ó  que  el  tercero  sem,  lo  mismo  que  el  ejecntante,  acreedor  del  ejecuta- 
áOTr  según  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo: 

Considerando  que  la  ejecución  se  despachó  contra  D.  Ignacio  Pnig 
y  Vilaplana  por  una  deuda  personal  que  reconoció  en  escritura  pública 
á  favor  del  ejecutante  D.  Juan  Ll usa,  y  los  créditos  cuya  preferencia 
reclaman  loe  recurrentes  por  medio  de  su  demanda  de  tercería  de  mejor 
•ierecho  proceden  de  venias  de  géneros,  hechas  unas  á  la  razón  social 
Puig  y  Compañía  y  otras  á  la  de  Ignacio  Paig  y  Compañía,  que  no  han 
sido  p^rte  en  el  pleito,  resultando  por  consiguiente  que  son  distintas- 
las  personas  jurídicas  de  los  deudores: 

Considerando  que  aun  en  el  supuesto  no  probado  en  que  los  recu- 
rrentes fundan  su  demanda  de  pertenecer  á  la  Saciedad  mercantil  Puig 
y  Compañía  los  bienes  embargados  como  de  la  propiedad  particular  del 
ejecutado  Puig  y  Vilaplana,  esto  podría  servir  de  fundamento  al  ejer- 
<*.ieio  de  otras  acciones  no  deducidas  en  el  pleito;  pero  de  ningún  modo 
tí  la.  demanda  de  tercería  de. mejor  derecho  que  han  entablado,  porque 
no  existiendo  un  deudor  común  no  hay  términos  hábiles  para  graduar 
y  determinar  la  respectiva  preferencia  de  los  créditos  reclamados: 

Considerando  que  resuelta  conforme  á  este  criterio  legal  la  cuestión 
del  pleito,  absolviendo  de  la  demanda  entablada,  no  tienen  aplicaeióu 
al  caso  ni  han  podido  ser  infringidos  los  artículos  del  Código  de  Comer- 
cio que  se  citan  en  los  cinco  primeros  motivos  del  recurso,  relativos  á 
la  responsabilidad  de  los  socios  de  compañías  mercantiles  y  de  los  inte- 
reses de  que  pueden  disponer  para  pagar  á  sus  acreedores  particulares^ 
y  sobre  el  modo  de  acreditar  la  existencia  legal  de  una  Compañía  mer- 
cantil: 

Considerando  une  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  8%  tít.  %%  de 
la  Partida  3%  citada  en  el  sexto  motivo,  porque  según  tiene  declarado 
con  repetición. este  Tribunal  Supremo,  corresponde  á/la  Sala  sentencia- 
dora apreciar  la  buena  ó  mala  fe  de  ios  litigantes  para  el  efecto  de  im* 
ponerles  las  costas  de  la  primera  instancia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re^ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquín  Ferrer  y  Compañía  y  con* 
sortes,  i  quienes  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Barcelona  la  certificación  correspondiente  con  devolución  del  apunta^ 
miento  y  de  los  documentos  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicad» 
el  30  de  Marzo  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  27  de  Agosto  del  mié- 
moaño*) 
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üéearao  de  etíHtkeíon  (^(^  de  Jlíarzo de  ^^%).'^SM¿a  tercertí.^-- 
fiEiviNDiGAGidif  .^No  se  admite  elinterpaesto  por  D.  Manuel  Sánoher 
Rivadeneira  con  Doña  Praneisea  y  Doña  Josefa  Lópeí  Qairoga  (Aa* 
diencía  de  la  Corona),  y  se  resuelve: 

4"  Que  según  lo  dispuesto  en  ¿os  articuhs  1680  y  if^^O  de  ía  l$f4e 
Enjuiciamiento  civil,  se  da  el  resurso  de  easaeién  coníra  las  sentenüias 
dejlnitivas  pronunciadas  por  las  Audieneias;  f  que  tienen  este  concepto 
-además  de  las  que  terminan  el  Juicio,  lasqne  recayendo  sobre  un  inH^ 
dente  ó  articulo,  pongan  término  al  pleito^  haciendo  imposible  sn  eonii- 
nuaeión; 

7 1**  Que  no  tiene  el  carácter  de  sentencia  definitiva  el  auto  que 
trata  únicamente  de  una  declaración  de  rebeldia  y  de  taimpreoedenda 
de  un  embargo,  pues  nada  resuelve  sobre  el  fondo  del  pleito^  ni  impide 
la  continuación  del  mismo. 

Resallando  que  D.  Manael  Sánchez  Rivadeneira  entabló  demanda 
dé  reivindicacióa  de  bienes  en  el  Juzgado  de  Monforte  contra  Doña 
Francisca  y  Doña  María  Josefa  López  Qairoga  y  otros,  aue  habiendo 
solicitado  que  mediante  sa  rebeldía  se  procediese  al  embargo  de  sus 
bienes,  le  faé  negada  esta  pretensión  en  providencfa  de  16  de  Pobrero 
-de  (88!: 

Resaltando  qae  el  demandante  pidió  reforma  pretendiendo  que  se 
declarase  en  rebeldía  á  otro  de  los  demandados,  jr  qne  el  Jaez,  en  anta 
de  23  de  dicho  mes,  denegó  la  reposición,  reservándose  proveer  sobre 
U  declaración  de  rebeldh  Inego  qae  aqaella  resolución  fuera  eje^ 
culoria: 

Resaltando  qae  interpuesta  apelación  poi*  Sánchez  Rivadenetra,  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  la  Goruña  confirmó,  con  las  eottaSi 
en  iO  de  Julio  de  488^  el  auto  apelado,  y  qae  habiendo  obtenidoeerti** 
^(*.ación  de  él  ha  interpaesto  en  este  Supremo  Tribunal  recurso  de  ca**^ 
«ación  por  infracción  de  ley: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Pranciseo  Rusia- 
manie: 

Considerando  qae  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1689  y  4690 
-de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  da  el  recurso  de  casación  contra 
las  sentencias  definitivas  pronanciadas  por  las  Audiencias,  y  que  tié«- 
nen  este  concepto,  además  de  las  que  terminan  el  fuieio,  las  que  reca« 
yendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  pongan  término  al  pleito,  haoien-^ 
do  imposible  su  continuación:  «y 

Considerando  que  el  auto  recurrido  que  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Aadiencia  de  la  Corona  en  40  de  Julio  último,  confirmatorio  da  oir» 
del  Jaez  de  primera  instancia  de  Monforte,  no  tiene  el  cafácterdeseft^ : 
tencia  definitiva,  pues  tratándose  únicamente  dé  una  declaracfóa  de 
rebeldía  y  de  la  improcedencia  de  un  embargo,  no  resolvió  nada  sobre 
«I  fondo  del  pleito,  ni  impide  la  continuación  def  mismo; 

No  ha  lagar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recarso  inlerprnesto 
por  D.  Manuel  Sánchez  Rivadeneira;  dése  cmiocimiento  de  éste  auto  á 
la  Aadiencia  de  la  Corana  con  devolución  del  apuntamlenta  que  ha  ra^ 
mitido,  y  publíqnese  en  la  forma  prevenida  por  la  ley^^Setíteaela  ^ 
publicada  el  30  de  Marzo  de  4883,  i  inserta  en  la  6hte$ta  d«30  de  Junio 
^el  mismo  año.)  .     .  .    •  ;.t 
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Reenrso  de  easaelon  (S  deXbrilde  1883).— iS'a/c  primera**^ 
Paso,  db  cantidad.— 'Ha  lu^ar  al  interpaesto  por  D.  Manuel  Sáuchex 
Delgado  con  ia  Sociedad  El  Tm^rtf  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  ro^ 
suelve: 

Qué  admitida  en  un  fdlo  efecto  la  apelación  interpuesta  por  algu- 
nos acreedores  de  U  sentencia  aprobando  el  convenio  y  rehabilitando 
'expresamente  el  deudor^  con  lo  demás  relativo  á  la  entrega  de  bienes^ 
libros  y  papeles  que  determina  para  estos  casos  el  art.  H60  (^¿  Código 
4e  ComerdOj  es  indudable  que  el  repetido  fallo  fué  desde  luego  de  in- 
mediata  ejecución,  sin  perjuicio  del  resultado  de  la  apelación  antes  inr 
dicada  ^  con  arreglo  al  art,  1{  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
y  doctrina  legal  inconcusa  en  materia  dé  apelaciones. 

En  k  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Abril  de  1883,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Bnenavista  de 
«sta  misma  corte  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  sa 
territorio  por  D.  Manuel  Sánches  Delgado,  comerciante,  vecino  de  Al- 
mería, con  la  Sociedad  denominada  Bl  Timbre,  domiciliada  en  esta 
corte,  sobr^  pago  de  cantidad,  en  la  actualidad  sobre  nulidad  de  todo 
lo  «otilado;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Aa- 
reUano  Linares  Rivas  y  el  Procurador  D.  Manuel  Martín  Yeña,  en  de- 
fensa y  representación  de  Sánchei Delgado;  habiéndolo  sido  en  este  re- 
curso la  Sociedad  demandada,  por  el  LiceDclado  D.  Francisco  Silvela  y 
«1  Prpcorador  D.  Luis  Lumbreras: 

Resultando  que  por  auto  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Al  * 
Dioría  de  3  de  Abril  de  1878  fué  declarado  D.  Manuel  Sánchez  Delgado, 
á  su  iastancia,  en  estado  de  quiebra,  fijándose  la  época  de  la  retroacción, 
nombrando  comisado  y  depositario  y  proveyendo  á  todos  los  demás 
«ztsemos  establecidos  en  el  art.  1014  del  Código  de  Comercio,  entre 
ellos  el  de  convocar  á  junta  general  de  acreedores,  para  cuyo  acto  se 
se&aló  el  dta  3  del  siguiente  mes  de  Mayo: 

Resultando  que  en  dicha  junta  admitió  la  mayoría  de  los  acreedores 
un  ooRvenio  qoe  presentó  el  representante  del  quebrado  Sánchez  Del- 

§ado,  contra  cuyo  convenio  formularon  opinión  los  acreedores  D,  José 
e  Burgos  y  Real  y  D.  Ignacio  Fígueroa,  que  fueron  desestimadas  por 
sente«eiadeaquelJuzgado  de  81  de  Agosto  del  mismo  año  1878  que 
aprobó  el  convenio  celebrado,  declarando  desde  luego  rehabilitado  á 
D.  Manuel  Sánchez  Delgado  para  todos  los  efectos  legales  y  mandando 
queícl  depositario  procediera  á  hacerle  entrega  de  todos  los  bienes, 
libros  y  papelea  de  la  quiebra  en  presencia  del  comisario,  con  otros 
proMsetamíentos: 

'Retallando  que  de  esta  sentencia  apeló  el  acreedor  Burgos,  que  ha- 
bía ya  apegado  anteriermente  de  un  auto  dictado  en  8  de  Julio;  apela- 
ción que  le  había  sido  admitida  en  un  solo  efecto  en  \t  del  mismo  mes; 
enfVirtdid  de  coyas  apelaciones  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
OrmnadiS,  en  sentenjcia  de  8  de  Julio  de  187h  declaró  la  nulidad  de  todo 
lo  aeiuado  con  posterioridad  al  auto  de  12  de  Jalió  de  1878,  y  mandó 
reponer  las  posas  en  todo  lo  posible  al  ser  y  estado  que  tenían  en  dicha 
fecha;,  y  en  an  ejeención  dictó  otra  en  31  de  Julio  de  1880  declarando 
que  sin  mérito  á  hacer  nueva  declaración  de  quiebra  de  Sánchez  Del* 
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gado,  eontinoMe  éste  en  la  situaeidn  legal  en  <|Qe  se  encontraba  el  su- 
sodicho día  12  de  Julio  de  1878  y  qne  el  depositario  y  comisario  C(^ñti- 
oaasen  en  los  cargos  que  en  dicha  fecha  dése  na  peñaban: 

Resultando  que  en  vista  de  lo  resuelto  por  la  Audiencia  dicl¿,pr(X' 
videncia  el  Jutgado  de  Almería  en  5  de  Noviembr**.  de  I8S0,  reponieib- 
do  los  autos  al  ser  y  estado  que  tenían  en  18  de  Julio  de  4878,  coatí- 
riuando  Sánchez  Delgado  en  la  misma  situación  legal  en  que  se  en- 
contraba en  dicha  fecha,  reintegrando  a|  comisario  y  depositario  en  so» 
respectivos  cargos,  con  otros  particulares  referentes  á  la  iocantación 
de  efectos,  libros  y  papeles  de  la  quiebra;  v  acordando»  por  último, 
que  se  admitieran  las  alegaciones  y  las  pruebas  que  las  partes  propia- 
aieran  en  el  término  que  aún  restaba:  ^ 

Resultando  que  terminada  de  nuevo  la  sustanciación  de  dicho  inci- 
dente de  oposición  al  convenio;  dictó  auto  el  Juez  de  Almería  en  4  de 
Enero  de  1881  desestimando  las  oposiciones  deducidas  por  D.  José  de 
Burgos  y  Real  y  D.  Ignacio  Figueroa,  y  aprobando  en  su  consecuencia 
el  convenio  acordado  entre  Sánchez  Delgado  y  sus  acreedores  en  la  jun- 
ta general  celebrada  en  3  de  Mayo  de  4878;  declarando  desde  luego  á 
Sánchez  Delgado  en  aptitud  para  continuar  las  operaciones  mercanti- 
lesy  y  mandando  que  el  depositario  procediera  á  hacer  entrega  á  aqnél 
de  todos  los  bienes,  libros  y  papeles  de  la  quiebra  en  presencia  del  co- 
núsario,  rindiéndole  la  oportuna  cuenta  de  su  administración: 

Resultando  que  en  4®  de  Mayo  de  4874  empezó  á  ejercer  D.  Manuel 
Sánchez  Delgado  el  cargo  de  Administrador  de  la  Sociedad  Bl  Timbre 
en  Almería,  para  lo  cuhI  constituyó  una  fianza  de  4)0.000  rs.,  y  vino 
en  el  desempeño  de  dicha  administración  hasta  1878,  en  qae  la  rennn* 
ció  y  fué  concedida  á  su  hermano  D.  Federico,  consintiendo  en  que  SQ 
fianza  sirviese  de  garantía  á  éste;  á  consecuencia  de  lo  cual  dedujo  eti 
esta  corte  en  26  de  Abril  de  4880  demanda  civil  ordinaria  contra  la  sa- 
sodicha  Sociedad,  con  la  solicitud  de  que  se  condenase  á  ésta  á  pagarl» 
3.939  pesetas  56  céntimos  y  el  2  por  100  de  la  cantidad  en  qne  la  re- 
caudación hubiese  excedido  del  tipo  señalado  por  la  venta  en  Almería 
durante  los  años  de  4874  á  78  inclusive: 

Uesultando  que  la  Sociedad  demandada  compareció  en  los  autos  des- 
poés  de  acusada  la  rebeldía  y  haberse  tenido  por  contestada  la  deman- 
da, y  se  opuso  á  ésta  en  el  escrito  de  duplica,  pidiendo  que  se  le  ab- 
aol viese  da  ella  y  se  impusiese  al  actor  perpetuo  silencio  y  pago  de  cos- 
tas; y  llegado  el  juicio  al  período  de  prueba,  al  proponer  la  suya  dicha 
Sociedad,  manifestó  por  nn  otrosí  que  había  tenido  noticia  de  qne  el 
demandante  D.  Manuel  Sánchez  Delgado  se  hallaba  declarado  en  esta- 
do de  quiebra  por  sentencia  de  la  Audiencia  de  Granada  en  31  de  Julio 
de  4880,  lo  cual  le  privaba  de  capacidad  para  continuar  ejercitando  por 
sí  las  acciones  que  le  correspondiesen,  y  solicitó,  jurando  ser  un  hecho 
nuevo  el  expuesto,  del  que  no  había  tenido  conocimiento  hasta  la  fe- 
cha, que  se  librara  un  suplicatorio  á  la  Audiencia  de  Granada  para  qué 
coa  citación  contraria  mandara  extender  y  remitiera  un  testimonio  dé 
la  referida  sentencia: 

Resultando  que  estimada  esta  pretensión  por  el  Juzgado,  se  trajo 
al  pleito  certificación  del  fallo  susodicho,  y  terminada  la  sustanciacióa 
de  la  instancia,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  del  distri- 
to deBuenavista  de  esta  corte  en  6  de  Seliemcre  de  4884  declarando 
que  D.  Manuel  Sánchez  Delgado,  como  declarado  en  quiebra,  se  halla 
inhabilitado  para  por  sí  y  ante  sí  y  sin  representación  de  la  misma  ha-  ^ 
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her  enUblado  la  demanda;  cqyo  acto»  como  las  demás  diligencias  de  au- 
tos, sé  djeclaraban  nulos,  absolviendo  á  la  Sociedad  El  Timbre  de  dicba 
demanda,  con  imposición  de  costas  al  demandante,  sin  perjaicio  de( 
dereobo  qoe  paeda  corresponder  á  los  representantes  de  la  quiebra  da 
Q.'filanQei  Sánchez  Delgado  paráejerbitar  las  acciones  qoe  á  este  pcie- 
dap  correspboder  contra  la  indicada  Sociedad: 

ftesoltando  que  remitidos  tos  antes  á  la  Aadiencia  del  territorio  eki 
YÍrtad  de  apelación  admitida  eii  ambos  efectos  á  Sánchez  Delgado,  se 
'recibieron  á  prueba  á  instancia  de  éste,  y  por  sa  parte  se  trajo  a  los 
aatos  testimonio  dé  la  sentencia  dictada  por  el  Jaez  de  Almería  en  2t 
de  Agosto  de  1878  y  del  anto  dictado  por  el  mismo  en  I  de  Enero  de 
1881,  en  el  juicio  de  quiebra;  y  á  instancia  de  la  Sociedad  demandada, 
declaró  Sánchez  Delgado  que  era  cierto  que  el  anto  del  loez  de  Alme- 
ría de  4  de  Enero  de  1881 ,  por  el  que  se  aprobó  el  convenio  celebrado 
coQ  sns  acreedores  y  se  le  declaró  en  aptitud  para  continuar  sus  ope- 
raciones mercantiles,  había  sido  apelado  y  se  hallaba  pendiente  la  a^e- 
kción  de  la  Audiencia  de  Granada;  pero  que  dicha  apelación  había  sido 
admitida  en  un  solo  efecto: 

Resultando  que  celebrada  vista  pública  ante  la  Sala  segunda  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  e^ta  Corte,  dictó  auto  para  mejor  proveer,  en 
«amlplí miento  del  cual  se  hizo  constar  por  el  Secretario  de  la  Sala  de  lo 
cívilde  la  Aadiencia  de  Granada,  que  entiende  déla  apelación  inlter 
pue&tA  contra  el  auto  del  Juez  de  Almería  de  4  de  Eoero  de  1881,  qtíe 
djcba  apelación  se  hallaba  pendiente  desde  28  de  Mayo  de  dicho  año 
1881  del  trámite  de  expresión  de  agravios;  y  en  21  de  Junio  del  afio 
próximo  pasado  dictó  sentencia  la  susodicha»  Sala  confirmando,  con 
las  costas  á  cargo  del  apelante  Sánchez  Delgado,  la  dictada  por  el  Juz 
gado: 

Resultando  que  previo  depósito  de  1.000  pesetas  en  el  establecí 
miento  destinado  al  efecto,  interpuso  D.  Manuel  Sánchez  Delgado  re 
curso  de  casación  por  considerar  infringidos: 

1^  El  art.  1160  del  Código  de  Comercio  en  cnanto  se  niega  capaci- 
dad á  un  quebrado  rehabilitado  por  sus  acreedores: 

2**  £1  art.  71  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  la  que  se 
tramitó  este  pleito,  porque  se  niega  la  facultad  de  ejecutar  una  sen- 
tencia apelada  en  un  solo  efecto; 

Y  3*  La  doctrina  legal  qae  declara  que  no  pueden  impedir  la  eje- 
CQcación  de  las  sentencias  las  apelaciones  en  el  efecto  devointivo: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  admitida  en  un  solo  efecto  la  apelación  interpues- 
ta por  algunos  acreedores  de  D.  Manuel  Sánchez  Delgado  de  la  senten- 
cia que  en  21  de  Agosto  de  1878  dictó  el  Juez  de  primera  instancia  dn 
Almería  aprobando  el  convenio  de  3  de  Mayo  del  mismo  año,  y  rehabi- 
litado expresamente  á  dicho  deudor,  con  lo  demás  relativo  á  la  entrega 
de  bienes,  libros  y  papales  que  determina  para  estos  casos  el  art.  1160 
del  Código  de  Comercio  es  indudable  que  el  repetido  fallo  fné  desde  lue- 
go de  inmediata  ejecución,  sin  perjuicio  del  resaltado  de  la  apelación 
antes  indicada: 

Considerando  que  si  bien  al  decidir  este  recurso  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Granada  acordó  por  su  sentencia  de  8  de  Julio  d*^ 
1879  que  se  repusieran  las  costas  en  todo  lo  posible  al  ser  y  estad<k 
^ae  tenían  en  12  dé  igual  mes  de  1878,  este  proveílo  no  llegó  á  cum 
plírse  por  haberse  suscitado  nuesvas  complicaciones  que  dieron  lugar 
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á  olrft  upelacidn  de  D.  Josó  Bargos,  quedando  entre  tanto  en  el  ejercH 
cío  de  8D8  derechos  civiles  el  mencionado  deudor»  sin  qne  conste  qne 
la  representación  de  éste  pasara  á  la  masa  de  acreedores  por  virtud  de 
la  sentencia  qne  en  31  de  Julio  de  f880  dictó  dicho  Tribunal  Superior 
al  resolver  dicha  apelación,  porque  aprobado  de  nuevo  el  convenio  d^  i 
de  Enero  de  1881  y  admitida  sólo  en  e|  efecto  devoiutorío  la  apelación 
qne  de  dicha  providencia  tiene  interpuesta  D.  José  de  Burgos,  este  re- 
curso no  puede  suspender  su  ejecución,  con  arreglo  al  art.  Tf  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  por  que  se  tramitaron  dichos  autos  en  la  pri- 
mera instancia  y  á  la  doctrina  legat  inconcusa  en  materia  de  apela- 
ciones: 

Considerando  que  por  todo  lo  expuesto  que  al  interponer  D.  Mannel 
Sánchez  Delgado  la  demanda  origen  de  estos  autos  en  26  de  Abril  de 
1880  se  hallaba  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  civiles  y  en  su  conse- 
cuencia con  capacidad  legal  para  comparecer  en  juicio  á  sostener  sus 
acciones,  cnya  cualidad  por  otra  parte  no  ha  podido  perder  en  razón  de 
la  quiebra,  sin  que  otra  entidad  jurídica  le  represente  y  sustituya,  lo 
cual  no  ha  tenido  lugar  por  la  inmediata  celebración  del  convenio  y  ux> 
haber  llegado  el  caso  del  nombramiento  de  síndicos: 

Considerando  que  al  no  estimarlo  así  la  sentencia  recurrida,  atribu- 
yendo efecto  suspensivo  á  las  apelaciones  admitidas  sólo  en  el  devolu- 
tivo'y  deduciendo  de  ello  como  único  fundamento  de  su  decisión  la 
incapacidad  legal  de  D.  Manuel  Sánchez  Delgado  para  comparecer  en 
JQÍcio,  infringe  el  art.  74  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855  y  la 
doctrina  legal  de  que  se  hace  mérito  en  los  motivos  2^  y  d<*; 

Fallamos  que  débeme^  declarar  y  declaramos^^ haber  lugar  al  recurro 
de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Sánchez  Delgado,  y  en  sn  con- 
secuencia casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  21  de  Junio  del  aHa 
próximo  pasado  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
esta  corte;  y  devuélvase  al  recurrente  el  depósito  qne  tiene  constituido. 
—(Sentencia  publicada  el  %%  de  Abril  de  1883,  é  inserta  en  la  Cfaeela 
de  27  de  Agosto  del  mismo  año.) 

no 

Reearso  de  easación  en  la  forma  (3  de  Abril  de  1883).-— Sa/A 
tercera, — Defensa  por  pobbe.— No  há  tugar  al  interpuesto  por  Doña 
María  Réus  con  D.  Gabriel  Oliver  (Audiencia  de  Palma),  y  se  resuelve: 

1°  Que  el  arí,  343  de  ¿a  ley  de  Enjuiciamiento  ciil  de^de  Octubre 
de  1855  disfone  que  en  el  caso  de  solicitar  alguna  de  las  partes  que  se^ 
reciba  el  incidente  á  prueba,  deberá  concederse  como  máofimo  paraprac- 
íicarla  el  término  de  20  diasx 

2°  Q/áe  según  el  art.  195  de  dicha  ley^  la  sustanciaeidn  de  la  preten- 
sión de  pobreta  debe  acomodarse  á  la  tramitación  marcada  para  los  in- 
cidentes en  los  juicios  ordinarios; 

Y  3°  Que  transcurrido  el  máwimo  del  plazo  de  20  días,  al  denegarse 
en  la  sentencia  de  primera  y  segunda  instancia  el  nuevo  recibimiúto  á 
prueba  para  ejecutar  la  de  tachas  se  han  ouardado  en  la  misma  las  dis- 
posiciones vigentes  para  la  sustaneiadón  de  los  incidentes^  y  por  lo 
tanto,  no  ha  habido  quebrantamiento  de  forma: 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Abril  de  1883,  en  ios  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
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trUo  á^  U  Catedral  de  Palma  de  Mallorca  y  en  la  Sala  de  jostíoia  de  la 
Andieocia  del  mismo  territorio  por  Doña  María  Réus,  como  madre  de 
iá  menor  María  Rosa  con  D.  Gabriel  Olí  ver  sobre  asignación  de  alimen- 
tos provisionales,  en  el  día  incidente  sobre  defensa  por  pobre  del 
,  Oliver: 

,  Resaltando  qne  promovidos  autos  por  Doña  María  Róus,  como  ma- 
dre de  María  Rosa,  contra  D.  Gabriel  Oliver  sobre  alimentos  provisio- 
nales^ éste  pidió  se  Je  concediese  el  beneficio  de  litigar  como  pobre», 
ofrecienda practicar  la  oportuna  información;  que  conferido  traslado  á 
Doña  María  Róus  y  al.  MMiisterio  fiscal,  qne  se  opusieron  á  la  pretensión 
de  Oliver,  se  recibió  el  incidente  á  prueba,  practicándose  dentro  de  sa 
término  ias  propuestas  por  las  partes: 

Resultando  que  concluso  el  térininp  de  prueba  y  unidas  las  practica- 
das, Doña  María  Réus  presentó  escrito  exponiendo  que  los  testigos  pre- 
sentados por  el  adverso  adolecían  de  uno  de  los  defectos  señalados  en 
el  ar).  320  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  los  más  eran  amigoa 
Íntimos  del  mismo;  por  lo  que  los  tachaba,  y  pidió  que  se  recibiera  el 
incidente  á  prueba  para  justificarla  tacha  presentada;  q^ue  el  Juez  de 
primera  instancia,  por  airto  de  9  de  Abril  de  1881,  declaró  no  haber  lu- 
gar á  lo  solicitado  por  parte  de  Doña  María  Réus  en  su  anterior  escrito; 
y  llamados  los  autos  á  la  vista  por  sentencia  de  4  de  Noviembre  de  di- 
cho^año,  declaró  pobre  en  sentido  legal  á  D.  Gabriel  Oliver: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  Doña  Marías 
Reas  se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia,  y  al  evacuar  aquella  la  ins*^ 
trucción  que  se  le. confirió  por  ua  otrosí,  fundada  en  que  la  prueba  de^ 
tachas  que  propuso  es  primera  instancia  no  pudo  hacerse  por  un  moti- 
vo que  no  le  era  imputable,  pidió  que  se  recibiera  este  incidente  á 
prueba  con  el  objeto  indicado;  y  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia,  por 
auto  de  95  de  Abril  de  188S,  declaró  no  haber  logar  á  lo  solicitado  por 
parte  de  Doña  María  Réus  en  el  otrosí  de  su  referido  escrito:      ^ 

Re^sultando  que  confirmada  la  sentencia  del  Juez  de  primera  nstan- 
cia  por  la  que  en  24  de  Junio  de  1882  dictó  la  referida  Sala  de  la  Au- 
diencia, por  parte  de  Doña  María  Rens  se  interpuso  recurso  de  casación, 
fundado  en  que  se  había  quebrantado  una  de  las  formas  esenciales  del^ 
juicio,  negándose  el  recibimiento  á  prueba  en  segunda  instancia  como 
procedía  según  el  art.  868  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  había  so- 
licitado, lo  cual  constituía  el  motivo  de  casación  expresado  en  el  caso  3^" 
del  art.  4793  de  dicha  ley,  y  por  un  otrosí  protestó  interponer  en  su 
caso  y  lugar  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Ignacio  de  Morales: 

Considerando  que  el  art.  343  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de 
5  de  Octubre  de  1855  dispone  qne  en  el  caso  de  solicitar  alguna  de  las 
partes  que  se  reciba  el  incidente  á  prueba,  deberá  concederse  como  má- 
ximo para  practicarla  el  término  de  20  días: 

Considerando  qne  según  el  art.  195  da  dicha  ley,  la  sustanciación 
de  la  pretensión  de  pobreza  debe  aconiodarse  á  la  tramitación  marcada 
para  los  incidentes  en  los  juicios  ordinarios: 

Considerando  que  trascurrido  el  máximo  del  plazo  de  20  días  al  de-- 
negarse  en  la  sentencia  de  primera  y  segunda  instancia  el  nuevo  reci- 
bimiento á  prueba,  para  ejecutar  la  de  tachas  se.  han  guardado  en  ia 
misma  las  dispo|lciones  vigentes  para  la  sustanciación  de  los  inciden- 
tes, y  por  lo  tanto,  no  ha  habido  quebrantamiento  de  forma: 
.   Considerando  que  carece  de  fundamento  legal  el  presente  recurso^ 
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4e  casación,  por  cnanto  no  6s  de  aplicAción  al  mismo  el  art  1793,, 
caso  3*,  de  la  ley  de  Eojuiciamíento  civil  vigente,  que  se  Invoca  en  sa 
apoyo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos' no  haber  lagar  al  re- 
corso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Dod« 
María  Réns,  á  la  que  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad 
qae  debió  depositar,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase  de  for- 
tana,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  correspondiente  cer- 
tificación á  la  Audiencia  de  Palma  con  devolución  de  los  autos.— (Sen- 
'  tencia  publicada  el  3  de  Abril,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  30  de  Junio  del 
mismo  año.) 

111 

Reenrso  de  easaeión  (4  di  AbrüdeiS%Z).^^Sala  primera. — 
Propiedad  de  una  fianza.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Fran- 
cisco de  la  Fuente  y  Ruiz  con  su  hermano  D.  Ar^tonio  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

1®  Que  la  sentencia  es  congruente  con  la  demanda  si  resuelve  de  una 
manera  concreta  y  determinada  lo  que  en  ella  se  pidió  por  el  deman- 
dante; 

7 1^  Que  la  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  á  la  Sala  senten- 
ciadora^ y  á  ella  debe  estarse  mientras  no  se  pruebe  que  con  la  misma 
se  ha  cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho  fundado  en  documento  ó  ao^ 
to  auténtico  que  demuestre  la  equivocación  evidente  del  juzgador. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid^  á  4  de  Abril  de  1883,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso  y 
en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  territorio  por  Don 
Antonio  de  la  Puente  y  Ruiz,  vebíno  de  Getafe,  Registrador  de  la  pro- 
piedad en  dicho  punto,  con  D.  Francisco  de  la  Fuente  y  Ruiz,  cesante^ 
vecino  de  esta  corte,  sobre  propiedad  de  una  fianza;  pepdiente  en  este 
Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Andrés  de  Tavira  y  el  Procura- 
dor D.  Luis  Ochoa,  en  defensa  y  representación  del  demandado,  ha- 
^hiendo  sido  defendido  y  representado  el  demandante  en  este  recurso 
por  el  Licenciado  D.  José  Marín  Ordoñez  y  el  Procarador  D.  Manuel 
Martín  Yeüa: 

Resultando  que  con  fecha  26  de  Marzo  de  1881  expidió  el  Agente 
de  cambio  D.  Jorge  Urquiza  póliza  de  venta  de  40  bonos  del  Tesoro 
con  cupón  corriente,  números  35625  á  35S64,  á  favor  de  Raimundo 
Arechavala:  que  con  igual  fecha  expidió  el  Agente  D.  Joaquín  Rome 
ro  otra  póliza  de  venta  á  Arechavala  de  1 1  bonos  del  Tesoro  con  cupón 
corriente,  marcados  con  los  números  9798  á  800  y  515034  á  41 ;  y  qu^^ 
con  fecha  28  del  mismo  mes  se  expidió  otra  póliza  de  venta  al  mismo 
Arechayala  por  el  Agente  D.  Julián  Salazar  de  49  bonos,  números 
171693  á  741: 

Resultando  que  con  esta  última  fecha  88  de  Marzo  de  1881  firmó 
una  nota  D.  Raimundo  Arechavala,  expresiva  de  que  los  100  bonos  dnl 
Tesoro  á  que  se  refieren  las  tres  anteriores  pólizas  las  había  comprad  •» 
para  D.  Antonio  de  la  Fuente,  y  que  de  los  202.266  rs.  á  que  ascendí  a 
eu  importe  le  estaban  abonados  154.000  rs.  con  nn  talón  que  D.  Anto- 
nio le  había  dado  contra  su  cuenta  corriente  en  el  Banco,  y  3.000  im  - 
porte  de  los  cupones,  por  lo  que  le  quedaba  á  deber  45.266: 
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Rdsoitando  qoe  al  sigaiente  día  29  se  expidió  por  el  Banco  de  Es 
paña  00  resguardo  de  haber  recibido  en  depósito  los  100  bonos  del  Te  < 
«oro  sin  cupón  corriente  que  al  dorso  se  expresaban,  que  son  los  mis- 
mos de  que  se  viene  hablando,  importaban  50.000  pesetas  nominales, 
^06  había  consignado  D.  Francisco  de  la  Fuente  y  Ruiz  como  fianza 
para  responder  del  cargo  de  Agente  recaudador  de  contribuciones  del 
partido  de  Getafe  que  le  había  sido  conferido: 

Resultando  que  en  18  de  Abril  del  mismo  año  1881  se  otorgó  una 
escritora  pública  en  esta  corte  ante  el  Notario  D.  Jus^  Félix  González. 
€abaliero,  entre  partes,  de  la  una  D.  José  Maiía  de  la  Llana,  en  con- 
cepto de  Delegado  del  Banco  de  España  para  la  recaudación  de  contri- 
buciones de  la  provincia  de  Madrid,  y  de  la  otra  D.  Francisco  de  la 
Fuente  y  Ruiz,  expresándose  en  ella  que  habiendo  sido  nombrado  el 
D.  Francisco  en  15  de  Enero,  Agente  del  partido  de  Getafe  con  la  obli  - 
gaeion  de  constituir  fianza  en  valores  públicos  por  la  soma  de  50.000 
pesetas  efectivas,  había  depositado  el  mismo  en  dicho  Banco  de  Espa- 
ña 100  bonos  del  Tesoro,  números  9798  á  800,  35625  áOI,  17169a  á 
á  741  y  SlSlSI  al  41,  según  el  resguardo  expedido  por  aquel  estable- 
cimiento, cuyos  valores  dejaba  por  la  presente  scscritura  afectos  á  la 
responsabilidad  del  cargo  que  se  le  había  conferido  de  Agente  recau- 
dador de  contribuciones  del  partido  de  Getafe,  el  cual  se  obligaba  á 
desempeñar  con  la  mayor  fidelidad  y  eficacia  con  sujeción  á  las  condi- 
ciones que  en  la  escritura  se  expresaban: 

Resultando  que  con  tales  antecedentes  dedujo  D.  Antonio  de  la 
Fuente  y  Ruiz  en  23  de  Junio  de  1881  la  demanda  de  este  pleito,  en  U 
que  hacienda  constar  que  ejercitaba  la  acción  personal  correspondien- 
te pidió  se  declarase  en  definitiva  que  los  100  bonos  del  Tesoro  suso- 
dichos, depositados  en  el  Banco  par«  afianzar  el  cargo  de  Agente  re- 
caudador de  contribuciones  del  partido  de  Getafe  qoe  había  desempe- 
ñado so  hermano  D.  Francisco  le  correspondían  en  propiedad,  alegan- 
do en  su  apoyo  que  dicho  cargo  de  Recaudador  le  fué  conferido!  su 
hermano  D.  Fransiseo  por  sus  gestbnes,  y  no  teniendo  éste  medios 
propios  para  constituir  la  fianza  necesaria,  accedió  también  el  deman- 
dante, llevado  de  su  cariño  fraternal,  á  proporcionársela:  que  al  efecto 
dio  encargo  al  corredor  de  número  D.  Raimundo  Arechavala,  para  que 
comprase  los  100  bonos  del  Tesoro,  como  lo  verificó,  dejándole  á  de- 
ber por  tal  operación  45.266  rs.:  que  por  encargo  del  mismo  deman* 
dante  consignó  Arechavala  los  100  bonos  en  el  Banco  de 'España  el  día 
29  de  Marzo,  y  habló  al  Notario  D.  Félix  González  Garballeda  para  el 
otorgamiento  de  la  escritura  de  fianza:  que  habiéndose  hecho  el  depó- 
sito en  el  Banco  á  nombre  del  mismo  fiador  D.  Francisco,  ya  por  la 
premura  del  tiempo  ó  por  una  equivocación  involuntaria  instó  Are- 
chavala á  D.  Francisco  para  qne  reconociera  en  documento  bastante 
qoe  so  hermano  D.  Antonio  era  el  verdadero  propietario  de  los  bonos: 
que  al  principio  estuvo  conforme  D.  Francisco  en  hacer  tal  declaración: 
,  pero  pasados  ocho  días  se  negó  á  ello,  contestando  que  nada  tenía  qué 
arreglar;  y  habiendo  sido  separado  despoés  del  cargo  qoe  desempeña- 
ba, había  llegado  á  noticia  del  demandante  qoe  su  citado  hermano  te- 
nía solicitada  (a  devoloción  del  depósito:  qoe  siendo  los  bonos  del  Te- 
sero  nomerados  en  el  resgoardo  del  Banco  de  España  los  mismos  á  qoe 
se  referían  las  tres  pólizas  sosodichas  compradas  por  Arechavala  para 
el  demandante,  según  la  nota  ó  liquidación  firmada  por  aqoél  en  28  de 
Marzo/aparecía  á  primera  vista  ^oe  eran  de  su  propiedad  los  bonos 
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depositados  en  el  Banco;  j  que  el  iQÍ^ipo  ilemandado» .  que^iú  siqífj^rf ,, 

Eor  i)ñ  momento  había  «ido  tenedor  tháT erial  ñ¡  legal' de  dic%f^|ipjB^**'' 
abú  reconocido  y  confeíado  en.  .jlivf ra^s,  ocasiones  qp^^  Dciteoócíií^X' 
gn Tiérmano  el  demkndan'le:      .'      ",     .  .    ./y  ^     ••',/.',,. 

íiesQltando  qae  personado' D.'  FraDO^sco.dé  lá'FaeDÍe«;^espQ^$(i^^^ 
haberte  sido  acusada  U  rebeldía  y  üeHabérse  (eñido  por);Qate$^t4d^  U  . , 
demanda,  renunció  el  demandante  al  ?.rámil¿ieréplic^yj  sé  i;ecihíd  eí    ' 
pleito  á  prueba,  con  cayo  motivo  promovía,  el  demandante  on  Inciden-  ' 
te,  que  fué  desestimado,  jí  en  uno  de  los  escritos  gúe  con  tal  motivo^ 
presentó». dijo  qué  los  hechos  de  este  pleito  estat)an  reduoidúS  á  que  sa^ 
hermano  el  demandante  tenía  todos  sus  fondos,  y  con  ellos  compró  los    [ 
bonos  para  la  fianza,  y  á  que.  por  ^esta.  ra^ón  hizo  su  eitji4o  hermano/ 
qne  sé  consignase  así  en  la  escritora;     /     .  ,  ^     '.   *  . 

Biésultando  qué  por  parte  del  demandante  D.  Antonio  é(éh  Pnent^ 
se  practir-aron  diferentes  pruebas  encaminadas  á  demostrar  que  los  bo^ 
DOS  dados  en  ñanza  eran  de  su  p<^r tenencia:  qué  su  hermano  p.  Pran- 
eisco  carecía  de  fortuna  para  conslitnir  fal  fianza:  qne  por  aquel  fávoi: 
y  por' otros  se  había  mostrado  antes  muy  agradecido  al  djemandante;  y 
que.  persuadido  de  la  falta  de  derecho  con  qne  litigaba,  hábfa  intenta- ' 
do  transigir  por  una  pequeña  cantidad;  y  por  parte  del  depahdadó  se 
hizo  uso  también  de  diferentes  pruebas  con  el  de  justificar  qü^  podía 
tener  y  tenía  las  50.000  pesetas^  de  íá  fianza,  cantidad  que  había  eh-  . 
tregado  á  su  hermano  D.  Antouió  para  Que  la  manejase,  haciéndole, 
producir  no  10  por  fOO,  y  que.con  eljabapia  constituido  la  fianza: 

Resultando  que  mandados  entregai-  los  autos  á  las  partes  para  con-' 
elosión  y  hacer  por  escrito  el  resqmen  de  las  pruebas,  evacuó  el  tras- 
lado él  demandante,  y  al  hacerlo  eí  demandado  alegó  ^ue  en  la, deman- 
da no  se  fijaba  con  claridad  la  clase  dé  acción  que  se  ejercitaba  por  ra- 
zón de  la  imposibilidad  de  hacerlo^  por  oponerse  los  hechos  á  entablar 
la  reivindicatoría  que  debió  emplearse:  ,que  el  resguardo  de  los  bonoé 
expedido  por  el  Banco  era  un  título  de  propiedad  de  los  mismos  i  su 
favor,  confirmando  por  la  escritura  de  fi^inza,  otorgada  20  días  despuás 
por  encargo  del  mismo  demandante:  que  aun  en  ei  caso  supuesto  y  no 
admitido  de  qne  no  hobiera  tenido  eJ.  todo  ó  parte  de  la  cantidad  in- 
yertida  en  la  adquisición  de  los  bonos^  no  tendría  el  demandante  ex- 
pedita la  acción  real  á  que  recurría,  porque  resultaría  que  había  ven- 
dido al  fiado,  sin  consignar  en  el  cpntrato  la  condición  resolutoria,  y 
entonces  la  acción  sería  la  personal  |»ara  elpago  de  la  cantidad  que  por 
el  precio  se  adeudase:  que  los  hechos  sentados  en  la  demanda  eran  por 
lo  tanto  falsos,  con  la  sola  excepción  dé  que  el  demandante  consti- 
toyÓ  la  fianza  por  so  ausencia,  que  dando  á  so  cargo  la  adquisición  de 
los  bonos;  y  qoe  la  obligación  de  probar  íocombe  ál  demandaoté  qué 
afirmaba,  bastándole  al  demandado  estar  en  posesión  dé  la  cosa  üti- 
Riosa:/  •  '  '    \  ■ 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  dé  la  Audiencia  de  esta 
Corte  dictó  sentencia  confirmatoria  en  3  de  Noviembre  próximo  pasado . 
declarando  que  los  100  bonos  del  Tesoro  de  á  2.000  rs.  cada  uno,  nd- 
meros  9898  al  800,  35625  al  04,  471693  al  lU  j  $15034  al  iU  depo- 
sitados en  él  Banco  de  España  para  garantir  el  cargo  dé  Agenté  cobra- 
dor de  contribuciones  que  desem.penó  D.  Prancisco  dé  la  Puente  y  Ruiz, 
Sertenecen.en  propiedad  á  so  hermano.  D.  Antonio,  áquieq  se  m'ánda- 
an  entregar  luego  qoe  por  quien  correspondiera  ^e  declamasen  libres 
de  toda  responsabilidad,  á  cúyó  fin  se  pusiera  ésta  sentencia  eácónoci- 
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miento  del  Banco  de  Éspafia  por  medio  de  la  comñnicaclón  y  teistimo-: 
nio.condaeente: 

Resultando  qae  D.  Francisco  de  la  Fuente  Ruiz  interpaso  contra 
esta  sentencia  recurso  de  casación,  fundado  en  los  siguientes  motivos: 

4*  En  la  infracción  del  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que 
previene  que  las  sentencias  sean  claras,  precisas  y  congruentes  con  las 
demandas,  én  el  concepto  de  que  se  hace  en  el  fallo  recurrido  una  de- 
claración de  propiedad  á  favor  del  demandante,  que  implica  necesaria-' 
mente  el  dominio,  y  como  medio  de  recIa|narlo  la  acción  reivindica-  ' 
loria,  no  obstanie  haberse  ejercitado  en  la  demanda  la  acción  per-,; 
sonal: 

S^  En  el  error  de  hecho  en  que  se  inctirre  al  consignarse  que  los  fOO 
bonos  pbjetodel  pleito  fueron  compra'losen  Bolsa  por  orden  del  corredor 
D.  Eaimando  ArechavaU,  encargado  de  D.  Antonio  de  la  Fuente,  y  para 
éste;  pues  las  tres  pólizas  obrantes  en  üaios  prueban,  rio  sólo  que  los 
bonos  se  compraron  por  orden  de  Arechavaía,  sino  que  él  fue  el  ver-  . 
dadero  y  único  comprador  de  ellos,  sirviendo  á  él  sólo  dichas  pólizas 
intrasmisibles  dei  títulos  de  propiedad,  sin  que  baste  á  demostrar  16 
contrario  la  nota  firmada  por  Arechavala  en  papel  simple  con  fecha  28 
de  Marzo  de  iS8l,  en  que  expresa  que  los  100  bonos  á  que  se  referían 
las  t^ólizas  los  había  comprado  para  D.  Antonio  de  la  Fuente,  porque 
de  haber  sido  asi,  no  hubiera  podido  ni  debido  figurar  como  compra- 
dor, sino  simplemente  como  encargado  de  D.  Antonio;  y  en  el  error  de 
derecho  que  nace  al  suponer  comprador  á  quien  no  lo  es  ni  Ib  ha  sido 
de  hecho  ni  de  derecho,  y  considerar  á  Arechavala  como  mero  comí- 
tente,  siendo  en  realidad  y  ant«  la  ley  el  único  ^  verdadero  comprador, 
con  cuyo  titulo  depositó  los  100  bonos  en  el  Banco  de  Espada,  consiga 
nando  en  el  acto  de  una  manera  seria,  voluntaria  y  solemne  que  perte- 
necían al  recurrente,  á  cuyo  nombre  depositaba  para  responder  de  su 
cargo  de  Agente,  de  donde  se  deduce  de  una  manera  clara  y  evidente 
que  los  bonos  no  se  compraron  para  D.  Antonio  de  la  Fuente,  sino  para 
su  hermano  el  recurrente: 

3^  En  el  error  de  hecho  en  que  se  incurre  al  consignar  en  el  tercer 
considerando  de  la  sentencia  recurrida,  apreciando  las  pruebas,  que 
Arechavala  hizo  el  deposito  á  nombre  del  recurrente,  bien  porque  éste  ' 
era  el  funcionarlo  cuya  gestión  había  de  garantizar,  bien  por  equivo- 
cación, como  también  se  ha  sostenido,  pero  obrando  siempre  el  docu-. 
mentó  en  poder  de  D.  Antonio  de  la  Fuente;  puesto  que  lo  que  por  el 
contrario  resulta  dei  úoico  dato  auténtico  sobre  este  particular,  que  es 
la  declaración  prestada  por  el  comprador  de  los  bonos  Arechavala,  es 
que  este  testigo  es  de  todo  punió  inveraz  por  la  notoria  contradicción 
en  qne  incurre,  porque  al  ser  repreguntado  dijo  que  el  depósito  de  los 
bonos  lo  hizo  por  encargo  y  á  nombre  de  D.  Antonio  de  la  Fuente,  aña- 
diendo después  que  habiéndole  dicho  en  el  Banco  que  la  fianza  respon- 
día siempre  á  las  operaciones  de  D.  Francisco  de  la  Fuente,  la  puso  en 
nombre  de  éste,  con  coya  notoria  contradicción  se  evidencia  el  error 
de  hecho  denunciado  y  el  no  menos  grave  de  derecho  que  resulta  de 
considerar  la  Sala  sentenciadora  qt^e  la  contestasión  que  dice  Arecha- 
vala que  le  dieron  en  el  Banco  implicaba  la  necesidad  de  constituir  el  ' 
det  osito  á  nombre  del  recurrente  y  no  al  de  su  hermano  como  fiador,  ' 
si  hubiera  sido  éste  último  dueño  de  los  bonos;  porque  siendo  doctrina 
inconcusa  consignada  en  nuestras  leyes  que  la  fianza  lo  mismo  puede 
constituirse  por  el  fiador  qne  por  un  tercero,  es  incuestionable  que  la 
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sap««8U  eoQiestadán  DQ  contradice  esta  4octrína  legal,  y  ei  pó'f  to'^íi- 
mo  dé  todo  punto  imponible  creer  qoe  A^rechavaia  cediese  y  tra$pá'sas0 
á  favor  del  recnrreoteel  dominio,  y  piosesióp  délos  bonos^  despojafido 
dtf  ellos  al  qoe  suponía  dueño,  con  la  aMndit))e  circunstancia  de  ser^éste 
eiqw  le  dio  el  éacar^  y  la  persona  con  qjaien  le  ligsban  obligacltfñea 
de  amistad  y  de  gratitud,  y  cono  o  por  otra  parte  no  podía  ignorkr  J^re- 
cfaavala  al  conslitair  el  depdsUo  de  loa  bonos  como  de  la  propiedad  del 
recurrente^  se  bacía  éate  dueño  de  ellos  por  tal  acto  válido  y  tra>latlTo 
detiomioío,  y  ea  on  principio  axiomático  que  iá  ignorancia  del  derecho 
á  nadie  excusa,  resulta «iem^M^iaio&^J^do  que  al  incurrir  la  sentencia 
en  el  error  de  hecho  de  que  se  trata  y  en  el  consiguiente  error  de  de> 
recho,  infringe  las  leyes  SO  y  21,  tiu  $%  Partida  5*,  y  10,  \ii. }  I,  Par- 
üda  i^,  en  laa^qae  se  'previene  que  para  que  el  error  invalide  él  consen- 
timiento ba  de  ser  de  becbo  y  debe  recaer  sobre  la  sustancia  de  la.cosa 
D^to  del  .contrato^  lo  cual  no  existe  en  el  presente  caso,  así  coro6  las 
leyes  20,  tit.  I"",  Partida  i\  y  31,  tít.  14,  Partida  5%  aplicadas  en  las 
sentencias  de  este  Trihonal  Supremo  de  20  de  Febrero  de  1861  y  9  de 
Mayo  y  18^ de  Diciembre  de  1.867  al  .apreciar  el  falló  recurrido  como 
ineficas  y  nula  laeonsignaeión  del  depósito  de  los  bonos  como  de  la 
^opíedad  del  recurrente,  por  considerar  suficiente  causa  para  efid,  y 
excusable  el  error  de  derecho  que  aparenta  haber  padecido  Arechavala 
respecto  á  la  eficacia  y  validen  de  la  traamisíón  del  dominio  á  favor  del 
reenrrente  que  necesariamente  había  de  producir  y  produjo  el  acto  so- 
lemne que  Ilev4  á  cabo.ai  constituir  el  depósito,  porque  como  de  una 
manera  terminante  se  establece  en  aquellas  leyes  y  sentencias,  er  error 
de  derecho  no  anula  los  actos  ni  contratos: 

4^  En  el  otro  error  de  hecho  en  que  se  incurre  al  consignarse  en  el 
tereer  considerando  que  el  documento  de  depósito  ha  obrado  «lempre 
en  poder  del  demandante  D.  Antonio  de  la  Fuente  para  deducir  de  este 
hecho  erróneo  un  elemento  de  prueba  en,  favor  de  las  pretensiones  del 
D.  Antonio;  pues  en  la  escritnra  de  fianza  otorgada  por  el  recurrente  á 
lavordel  Bancpde  España  en  48  de  Abril  de  188f ,  después  de  copiar  el 
contenido  del  resguardo  del  Banco  de  España  por  el  depósito  de  los  fOO 

V  bonosipara  fianza,  se  dice  tesiualmente:  «el  resguardo  inserto  corres- 
pande  con  su  oríKinal,  á  que  me  remito,  qne  exhibió  y  recoge  rubri- 
eaáo  por  mí  D.  Francisco  Fuente  y  Ruiz,  el  otorgante;^de  todo  lo  ctaal 
doy  fe;»  con  lo  que  resulta  demostrado  que  ba  habido  error  notorit)  de 
hecho  al  afirmar  que  dicho  resguardo  estuvo  siempre  en  podei^  del  de- 
mandante, y  error  por  consiguiente  de  derecho  al  apreciarle  cómo  cir- 
coneancia  influyente  en  favor  de  Los  supuestos  derechos  que  injusta- 
mente se  atribuye  la  parte  ac^tora: 

5^  En  haber  sido  infringida  la  ley  46,  tít.  28,  Partida  3^,  que  declara 
'el  domioio  á  favor  del  comprador  aunque  no  entregne  él  preció  si  hn- 
bíese  tomado  plazo  para  piagar  ó  dado  fiador  ó  peños,  ó  si  el  vendedor 

'  se  fiase  eutél;  y  la  sentencia  de  casación  de  1^  de  Abril  de  1^14,  én  que 
se  consigna  la.  misma  doctrina,  pues  aunque  sea  exacto,  conió  afirma  la 
sentencia  recurrida,  que  D.  Antonio  satisfizo  ^1  importe  de  les  bonos, 

:  eslo  cierta  que  está  demostrado  con  el  resguardo  del  depósito  referido 
que  se  eoqapritron.  paca  el,  recurrente,  y  que  por  lo  mism^  los  adquirió  y 
;  pasaran  á.  ser  de  su,  propiedad  desde  el  momentoen  que  consignado's  y 
depositados  en  el  Banco  en  taj  copceptó  por  Arechavala  los  aceptó,  úti- 

;  tizándolos  y  dÁsppni^'.ndo  ^e  eÚos\al  ototrgar  \f^  e|^ntur^  de.fiánzar  . 
5®  Porque  al  decidirse  en  el  núin.  4^  dd  tercer  cohsiderándó^iié  la 
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eje|ri|iir«  i)!!^blícj^  de  fianza  8rotO''gó  por  orden  de  D.  Antonio,  ingertán- 
díósé  en'bfia  er  coÁtexto  del  r¿8¿^a:rdo;  péró  íiú  1|cíé  en  ntngútio  deis»* 
ios  doeúmaíntos  se  consigne  especie  alguna  l^látiva  á  1á  propiedad  de 
]o8,boncÍ8,  jse  incnrre  en  otro  error  de  hec^o  que  se  demtiesiira  cen:  el 
müBmo  resguardo  del  Banco,  en  qnd  se  dice  literalmente  haberse  recibid* 
do  en  depósito  tos  bonos  que  había  consignado  D.  Francisco  de  ia  Fi|en« 
te  y  Rqíz,  j  coa  la  misma  escritora  de  fianza^  en  laqee  se  oonsigiut  de 
una  manera  terminante  qne  D.  Francisco  de  ia  Puente  había  deposita- 
do eh  e)  Banco  ios  bonos  para  sn  fianza,  y  añade  además  en  )a  tercera' 
manifestación  que  dejando  el  D.  Francisco  de  ia  Fuente  y  Raíz  como 
desde  lue^o  deja  afectos  los  valores  públicos  depoettados,  segdn  e)  res- 
guardo copiado,  á  la  responsalidad  del  cargo  qne  se  le  ha  conferido  de 
Agente  recaudador  de  contribuciones  del  partido  de  Getftie,  otorga  et- 
cétera; de  cuyo  error  de  hecho  se  originó  el  error  de  derecho  en  que  se 
basa  fa  sentencia,  puesto  que  por  sttponer  que  no  existe  en  los  doco- 
meotos  citados  la  jostificaóión  del  dominio  <l  favor  del  recurrente,  se  ha 
considerado  cerno  dueño  de  ellos  á  D;  Antonio,  dando  de  este  modo  va- 
lor V  eficacia  legal  á  la  simple  nota  firmada  por  Areehavala  con  fdcha 
23  de  Marzo  de  Í881,  é  incurriendo  en  error  de  derecho  y  sancionftndo 
ün  verdadero  anacronismo  en  sentido  jurídico  al  declarar  la  propiedad 
de  los  bonos  á  favor  de  D.  Antocio  de  la  Fuente,  qne  aun  en  la  hipóte- 
sis de  qoe  lo  hubiera  sido  dejó  de  serlo  forzosamente  por  consecuencia 
de  uu  acto  posterior,  coal  foé  la  trastnisiión  de  los  bonos  á  so  hermano 
el  recurrente  por  Areehavala,  ratificado  después  por  el  mismo  D.  Anto- 
nio al  entregar  el  resguardo  del  depósito  ai  Notario  autorizante  de  la 
escritora  de  fianza  y  darle  las  instrucciones  para  su  otorgamiento  con 
arreglo  á  las  cuales  le  fué  entregado  al  recorrenie  por  el  Notario  dicho 
resRnardo: 

V  En  haber  sido  infringida  la  ley  9%  tit.  30,  Partida  3*^  al  conceder 
al  demandante  el  dominio  y  propiedad  de  los  bonos  á  pesar  de  batier 
existido  verdadera  traslación  de  éstos  al  recnrrente,  al  depositarlos 
Areehavala  en  el  Banco  con  la  expresa  declaración  de  que  pertenecían 
á  ésta  parte«  y  de  haberle  prestado  el  mismo  recurrente  sa  consenti- 
miento y  aceptación  á  tal  acto  traslativo  de  dominio^  por  virtud  del 
otorgamiento  de  la  escritura  ide  fianza,  así  como  las  leyes  6^,  7%  8*  y 
9*  del  citado  tit.  30  de  la  Partida  3^  porque  contra  lo  dispuesto  en 
ellas  se  desconocen  los  derechos  de  dominio  y  posesión  que  con  arreglo 
á  las  mismas  «ólo  corresponden  al  recnrrente: 

8^  En  haber  sido  infringidas  asimismo  ia  jurisprudencia  establecida 
por  este  Tribunal  Supremo  en  su  sentencia  de  9  de  Mayo  de  I86S,  ser 
gún  la  cual  para  poder  ejercitar  ia  acción  reivindieatoria  ha  de  perte- 
necer por  un  justo  títolo  al  que  ia  ejercita  la  cosa  reclamada,  por 
cnanto  el  demandante  no  ha  acreditado  tener  el  dominio  de  los  bonos 
por  consecuencia  de  actos  y  contratos  posteriores  á  la  fecha  del  res- 
guardo del  Banco  y  de  la  escritora  de  fianza  justificativos  del  dominio 
y  po8<>sión  del  recurrente,  la  establecida  en  ia  sentencia  de  casación  de 
4  de  Febrero  de  1865,  en  qoe  se  declaró  qoe  para  qoe  pueda  ejercitar- 
se válidamente  la  acción  reivindic^torta  es  menester  presentar  el  título 
legitimo  con  que  se  acredite  el  dominio,  puesto  qoe  D.  Antonio  de  la 
Fuente  no  ha  presentado  justo  titulo  alguno  en  que  apoyar  sos  pre- 
tendidos derechos  de  dominio  posterior  a  la  fecha  de  tos  indicados  do- 
cumentos, y  la  ley  88,  tit.  2^  Partida  3^  aplicada  por  este  Tribunal  en 
80  sentencia  de  i 4  de  Mayo  de  4867,  declarando  que  al  que  ejereita  la 
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Msióri  r«iv¡ndrator¡A  inoumbe  U  prueba deí  d<»mioio,  y  no  verifieáD* 
dolo^debe  seratMaelto  el  iensdor  dé  alta,  auoqae  la  .tonga  «in^det>ef: 

9*  Porqae  siendo  incontroTertibte  y  evidente  qoe  al  verificar  Are- 
ehavata  la  compra  de  los  bonos:' como  comitente  de  D.  Antonio  de  la 
Puente  y  al  trasmitirlos  después  á  sa  hermano  D.  Francisco,  entregan* 
dolos  ánu  nombm  y  como  de  »a  propiedad  en  «I  Bsiiso  d^tB^plAa,  y  al 
ratiftear  después  D;  Antonio  este  acto  solemne  y  efícas,  al  dar  ia»  ins* 
truecténes  al  ffotarié  notoiñxatito  de  la  escritura  en  elmisoib  sentido  y 
al  entregarle  el  resf^uardo  del  Banco  para  que  lo  hiciese á  su  vea. «I  re- 
currente^  eorbo  io «jectttó>  la  trasmisión  de  les  bonos  hecha  p^r  Are* 
\ehftvala^  al  recurrente  üeon  la  misma  valides  y  efi<*.aota  legal  que  ni  hu- 
biesen concurrido  al  acto  tos-  mismos  interesados,  ó  aea  D.  Antonio  que 
trasmitía  6  n»andaba  trasmitir  y  el  recurrente  que  adquirió,  quedando 
:.  ambos  respectivamente  obligados  á  su  fieJ  observaneia  y  enmplimiento, 
se  idfringe  por  el  failo  recurrfdo  esta  doctrina  legal,  confirmada  por  la 
Anteneia  de  casación  de  1 1 4l» Febrero  de  i874,  puesto  rqné  se  halla 
dictado  en  abierta  epoiición  con  ella; 

Y  40.  En  que  al  consignar  la  Sala  sentenciadora  en  el  cuarto  consi  - 
derando  que  al  impugnar  el  reeorreute  la  demanda  y  ntilisar  los  me- 
dios que  ha  crefdo  convenientes  para  su  defensa  se  ha  colocado  en 
•abierta  divergencia  con  el  procedimiento  adoptado,  y  que  despinte  ha 
cambiado  de  ooedie,  deduciendo  de  aquí  la  consecuencia  de  que  ha 
obrado  de  mala  fe,  se  incurre  en  error  de  hecho  y  en  ei  consiguiente 
.  error  de  derecho  que  de  aquél  se  deriva  lo  cual  se  demuestra  con  el 
escrito  de  eonciusión  y  con  los  demás  eseritos  para  la  prueba  é  inci- 
dencia presentados  en  el  pleito  por  esta  parte: 

Visto,  siendo  Pouente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonaehe: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  es  coagroente  con  la  de- 
manda porque  resuelve  de  una  manera  concreta  y  determinada  lo  que 
•^  en  ella  se  pidió  por  el  demandacte,  sin  qoe  obste  al  caso  la  calificación 
de  personal  que  se  dio  á  la'aeción  entablada,  porque  esto,  sobre  no  des- 
virtuar su  nainralexa^  era  inneeeaario  hacerlo  en  e!  easo  actual,  con 
arreglo  al  art.  5t4  de  la  l«y  de  Enjuiciamiento  civil  y  por  todo  ello  no 
se  ha. infringido  el  art.  359  de  esta  ley,  qoe  se  cita  en  el  primer  motivo 
'  del  recorso: 

Considerando  que  la  apreciación  de  las  pruébale  corresponde  .á  la 
Sala  sentenciadora,  y  que  á  ella  debe  estarse  mientras  no  se  pruebe 
que  con  la  misma  se  ha  cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho  foi>dado 
en  documento  ó  acto  auténtico  que  demuestre  la  equivocación  eviden- 
te del  juzgador: 

Considerando  que  los  errores  dé  hecho  y  de  derecho  y  las  infraccio- 
nes de  ley  y  de  doctrina  legal  de  que  se  ocupan  los  motivos  ^^  al  49  del 
r ocurso  no  se  fundan  en  la  apreciiición  que  en  conjunto  ha  heclra  la 
Safa  sentenciadora  eu  oso  de  ^s  facultades  de  la  prueba  documental 
testifical  paru  declarar  é  fftvor  del  demandante  el  dominio  délos  bonos 
de  q^eso  trata,  rasón  por  lo  que  son  improcedentes  dichos  motivos 
alegados;  '  ^ 

*■  Pallamos  que  debemos  declarar  y  declavamos  no  haber  lugar  al  re- 
corso de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Francisco 
de  la  Puente  Ruiz',  á  quieu  condenamos  al  pago  da-  las  costas,  y  para 
el  easo  en  qué  lOejore  de  fortuna  al  pagode  4.0éiO  (leeetáapor  ratón  de 
depósito,  que  se  distilbuirán  éún  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á'  la  An- 
>dieneia  de  e«te  corte  la  certificación  correapondiente  eoadevotucióa 
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'  ii^ií'VpiatúUüA^íiio^qMé,  lto¿rtiiMtii^*M-^Sefluteneia;tMibfwía(lft.el^  4  de  A¿)r¡l 
4«(488^,!^Áii86n)tsiev'l«íitf«úrtodé>aiatoí.Agici6lo  dak^        a&o;)    rt. 

/  .  ItoMrtiirde  éiiiiael¿«.(5M¿0  id¿r|{<il«:4de»).«^jS'a¿a t>rtm«r•.— 
^^Nn.tnai*sc  jSAUBSTiffvaidNr^AfSQfftiMCftA  BM  Hlf  Jfl1SBDieT0-MK>  ItfiCO- 
%HÁ«'.'^Ha^ittgter  id  íntarpoestd 'i|k>ff Di  «Mateo  Saicedb  can  Doáa-Bd- 
' 'iy^iirLlaryt»ia.'(Atidiei»ra'ddrBQSg0ál)y  y  tereataahne: 
^  >  QfM etíñ' értigioúiU  ky  l%i  ÚU ^4  dt  la PwfUdé  3\  c^fi  UkM A»sas 
' '  ifue'^im^iW^»^'^^9  ¡ite¡fasyfu$deHÍo^*9m9Épon$r  $$r%i4imlfret\-^He 

(  iM  fBi|>ia(>?iltai3r>«orleil»^MadDkl,'á  9  da /Abril  d»  i96^^  «n^  ioa^kUtoa 
'tegnidxiaaii^l'Jaagiéopdía  pi^imaitañflaiaRela  dfr  Va^lmasad».  y  en  la^Sala 
"^ '  d0  Idtcñvil  :d»  la  Audiencia' de»  Burdos  bia  aegaida  pleUo  Doña  Bamgna 
' '  CiUniade^  propietaria;  vacma(d»Sfttítttrc8,  oon  D.  Ma4doSii«lc«da^>é9  la 
misma  vecindad  y  propietar¡o,:a<iibrefuesedeje8Ía  •efeet»  la  reatítu- 
één^qtkíe'ési»  obtuvo  por  ialepdiGlá  de  fecobrar;  autoa  qoe  pend«n  an- 
*^^i;«N^8''eA*vlrttifd'4e;reoiiracl  de'«aaacién  por  infraocióo  de  ley  ínler- 
'"  poefato-áTioikbfe  de.D.'  Mateo  Salado  por  el  Procurador  D.  Joaé  Miaría 
A'gtfifTé,  bajo  kt  Direieoi^n  del.  Lieeneiaúdo  D.  Joa¿  Mark  Martíne»  Aran- 
tiki  h&bia»do:  pepreaenUdo  yrdeflandldo  á^ia.Uanladaal  Prociirador>Don 
^©aoielf  f)oc*f^y  el  Doctoro.- Engeoio-Monlero  Ríos: 
'     ^    R«aii}tando  c^oe  D.  Matee  Sal beáo  premovióioformaoidn  poMsoria, 
i  «n  foiytíO'pfe8entd«erliíiaaoi<^ii<de^n  maeairo  de  obraay  «grimenaor, 
qae  expresa  que  nombmdo  par- Sftioedo  para*  medir  «loa.  bienea  quorpo- 
aeiá,  lo  había  heohó  de  lo»que/da8lt»dA  efiiceolloa  nnai^aaa  en  la  pla- 
gia de  Santiirce;  uásieroaSOy^li  moderooa,  qoe  eonílfia  por  el  Norte 
«oh  terreno'püblíoo^&tíri^&de  Di^MaoueJ  LlanUda,  de  laqaD  la  ae- 
-  '-  l^ara  Qo  péqaéQO  eapaelo'  otedianeroy  por  ol-  Eaie  oon  la  plasa,  pública, 
y  Oé«tevcon  hoerta  de  D«.  Maouei  Lbinlada,  de  ka  qne  separa/el  ^freno 
>  qoe  eo^  las  goleraa,  qoe  ora  propio  <lo>Saloedo:  qaet  D.  Mateo  Sakedo 
'     ofreeid  taforfosción  aeerca  de  que  las  referidas  fioAaa  las  ad(|(Hridk»por 
rfaefenm  de  iaos  padres  D«'  José  Saleado  y  lao  bermano  D.  Juan  Joaó^al* 
cedo,  habiéndolas  poseído  en  unión  de  éste  desde  ia  niuerte-  de  a<}Dél, 
:  >ecii^rrd»eir  lüftft,  y  con  |K>siorioñdad  á4a  maerte  de  iiiebo  aa  berma- 
noicomoau  únioo  heredera;  y  «dada  <la  informacióa  íaé  aprobada  por 
^  ^a«lo' de  S7  ide  Dtoiembre  de  fB78^  inaoribiéndose  en  el  Registrólo  la 
'  j^ropiedad  do' Gal  a  recada  en  t4i  de  Febroro  de  1 879: 

Resaltando  qae  promovida  por  boña. Benigna  Liaotada  infoctnaeíón 

^  ^'pesésom' pesp^to^de'ttiíaicasa*' y  hoMta^^  radicante  en  el  Concejo  de 

^antúte»,  41»  perito  agrimenaor  dedaró  qoe.  1»  hnerla  confinaba  por 

'    'OÍ  Ndrtedá  «BiSa  y  bnerta-do  herederos  de. D.  Euataquío Diez  y  qoe  per- 

"teWició'áDoQa.Ceeiita  EreaU;;porel  Sste  casa  antoriori3»enle  citada  y 

'     la  da  toa  herederos  do  Di  José>  Saleado  por  medio  do  uaa.pered  da*  esta 

•  '  propiedad,' miaiona  faja  do  teffeaofdo.caatro  pelgadaa  .Ala  purto  de 

dicho  Salcedo;  por  el  Sar  á  camino  qae  de  la  Iglesia  se  dirige  <á^  Mada- 

f   figarytiporOtííito  á.  tn^oaPlfa  ^de  loa  -berodai^oa  de'  D.  Riamón  Lazcano, 

•■'^  oomfíreAdiendo  onajiroaapperfíalalr^oo'ináiaai^o  ^e  aaa-paredea^  pie 

•  y  medio» de  piadf a  f oara  de .laamiamM^  qrao ae  halla  > A  U  parte  Oeste 

i  farkotd» ila  dol  Itorte  y ^oteraa^  97^ tDOtrosottadriadQs:  q«t praeiica- 

^dak,iBfeflIirac^n.qoe;kfDoQa-&ttfgna;ofraoi<]^  acaicik  de  q^ue  dichas 

'^   éanaüaiodqauiáipof  befORcioedersa&'^padias.D^  4to«  y 
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DQña  Teresa  Allende  hacía  próximamente  cuatro  a nof  y  Us  ▼enin  .po- 
seyendo c^nieta  y  pacificamente,  se  aprobó  por  el  Jáe<  .mppicÁpitl  .poír 
aiito  de2ü  de  Octubre  de  1879,  y  en  27  del  mismo  mes  fuó  inserí Ue  lia 
¡nformac¡ór\  eo  el  Registro  de  la  propiedad,  expresándose  ou  f^onstar 
que  dicha  ñoca  estuviera  sujeta  á  gravamen:    ,  .      /.  . 

Resaltando  que  en  7  de  Noviembre  de  1879  O*  Mateo  3aJk#da  pcor- 
movió  en  el  Juagado  de  Vaimaseda  interdicto  de  recobrar,  4xpK>DÍiNido 
que  por  herencia  de  su  padre  y  hermano  era  dueño  de  U.  casa  siu  iu 
la  plaza  de  3anturce,  nilmeros  20  y  SI,  la  que  tenia  nn  alero  de  i^nos 
dos  pies  y  medio  por  el  que  sus  aguas  se  separi^ban  á  esta,  distancia  d^ 
las  paredes  y  en  su  caída  no  mojaban  ni  causaban  perjuicio  al  edificio, 
sino  que  corriendo  sobre  el  tereno  de  la  huerta  qu^  exlslú  tras d«  ella» 
tenía  su  curso  natural:  que  un  cantero,  por  orden  de  Dona  Benigna 
plantada  y  D.  Juan  Rotaeche  levantó  en  Agosto  anterior  una  pured.  en 
dicho  terreno  á  una  distancia  de  pie  y  medio  próximamente  de  lacaSfii 
en  la  que  además  se  apoyaban  los  machones  que  al  mismo  tiempo  (ins- 
truyó: de  suerte  que  la  casa  que  antes  tenía  i  su  íavor  la  servidombro 
de  que  sus  aguas  cayeran  á  la  huerta  en  ia  forma  en  que  se  hacía,  ha- 
bía sido  privada  de  la  misma  servidumbre,  porque  las  goteras  que 
caían  ahora  sobre  la  pared  construida,  salpicadas,  y  de  rebote,. pasahau 
á  la  pared  de  la  misma  casa,  que  en  tiempo  de  lluvia  quedaba  comple- 
tamente mojada,  asi  como  en  la  construcción  de  los  machones. se  hal^ia 
creado  otra  servidumbre  contra  la  misma  casa,  y  ofreció  informaei<^n  de 
testigos  acerca  de  los  referidos  hechos: 

Resultando  que  prestada  la  información  por  medio  de  trea  testigos, 
et  Juez  de  primera  instancia,  por  senteneia  de  26  de  dicho  mes  de  No*; 
viembre  de  1879  mandó  s^í  restituyera  á  D*  Mateo  Salcedo  en  la  posor 
sión  en  que  se  hallaba  de  que  las  aguas  del  tejado  de  la  casa  indiada 
vertiesen  perpendicularmente  sobre  el  terreno  sin  tocar  en  la  pared  . 
constroída  y  de  que  no  se  apoya  en  la  pared  de  la  casa  ningún  machóo, 
ni  otro  cuerpo  extraü  •,  destruyéndose  de  las  obras  construidas  tan  sóIq^ 
lo  necesario  á  fin  de  reponer  á  Salcedo  en  la  mencionada  posesión,  con- 
denando en  las  costas  á  la  Llantada  y  ai  Rotaeche;  y  en  los  da&os  y  per- 
juicios que  hubiesen  ocasionado:  que  en  27  del  repetido  mes  de  |í()-> 
viembre  so  llevó  á  efecto  la  posesión  á  Salcedo,  y  expresándose  en  la 
diligencia  el  estado  en  que  se  hallaba  la  pared  construida  se  cpnsigcó 
que  ambos  lados  menores  estaban  unidos  á  la  pared  de  la  ca&fi  de  Sal- 
cedo: 

Resultando  que  en  26  de  Enero  de  1880,  Dona  Benigna  Llantada 
dedujo  demanda  ordinaria,  en  la  que  expuso  que  era  dueña  de  una  huer- 
ta, sita  en  el  barrio  de  la  parroquia  de  Santurce,  limitando  por  ei  Bale 
con  casa  de  D.  Mateo  Salcedo:  que  la  huerta  tenía  como  única  servi- 
dumbre por  la  parte  del  Este  ia  de  dejar  pie  y  medio  de  piedra  jBh  fa- 
vor de  la  casa  colindante  de  Salcedo:  que  Doña  Benigna  respetando  y 
aun  extediendo  este  derecho  de  servidumbre  había  levantado  á  distan- 
cia de  22  pulgadas  de  la  casa  dicha  una  pared:  que  alcedo,  fondada 
en  la  mal  entendida  opinión  de  poder  sacar  el  alero  de  su  tejado  2  pies 
y  medio  sobre  ia  huerta  de  la  demandante  y  arrojar  «^n  ella  veriicalmen- 
te  fas  aguas  llovedizas,  y  q\í  el  hecho  falso  de  que  había  constrt^ Jo  de>8 
machones  apoyados  en  ia  casi^  de  Salcedo,  había,  promovido  interdicta, 
de  recobrar,  habían  ótenido  sentencia  favorable  y  que  se  destruyese  la. ; 
pared  levantada  por  Doña  Benigna:  que  en  tereno  propio  puede  qifo 
edifijcar  siempre  que  no  hayia  una  ^servidumbre  que  .lo  Vmil'^'  <|U^  ll^a  j 
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fiicü  80  eofisideran  libres  no  pndiendo  ejercer  gravamen  algorío  sobra 
«IM'itRoei  (|ae  prreviamente  $e  baa  constituido;  y  concluyó  jsolroi - 
tai»d(5:  •■•^'  '•  '   ' 

4^  Qae  fie  declarase  qne  ia  huerta  de  Doña  Benigna  únicao^ente  te- 
nia á  lavor  de  la  casa  de  Salcedo  ana  servidumbre  de  pie  y  medio  de 
riedri^.'piídiendo  á  esta  distancia  levantar  paredes. 

A*  Que  Sülcedo  no  tenía  más  derecho  que  arrojar  sobre  la  huerta  de 
Dofta  B^'nigna  cosas  que  ocupen  pie  y  ixiedio; 

Y  3^  Que  se  condenase  en  su  consecuencia  á  Salcedo  á  que  retírase 
et  tejado  de  su  casa  basta  que  sólo  salga  ano  y  medio  pie  de  la  pared 
2evanta<la  en  sentido  vertical  para  que  las  aguas  caigan  en  el  espacio 
de  la  huerta  creñalado  como  de  riedra,  á  que  levante  la  pared  destruida 
conloantes  estaba  y  que  satisfaga  á  Doña  Benigna  los  gastos,  daños 
y  perjuicios  ocasionados  con  motivo  del  interdicto,  imponiéndotelas 
coétas^ 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Mateo  Salce- 
do; le  evacuó  pretendiendo  se  h  absolviera  de  ella,  con  imposición  da 
perpetuo  silencio  y  costas  á  la  actora,  al  efecto  expuso:  que  era  dueño^ 
por  herencia  de  su  finado  padre  D..  José  y  hermano  D.  Juan,  entre  otros 
bieheSj  de  una  casa  sita  en  la  plaza  de  Santurce,  señalada  con  los  nú- 
nieros  90  y  "SI,  que  confina  por  la  parte  de  Oeste  con  la  huerta  de  Don 
Mauoel  L)antada/de  la  que  lo  separa  un  terren#  q[ne  coje  las  gote- 
ras, -propio  de  Salcedo:  qua  dicha  casa  tiene  por  este  lado  una  riedra 
de  pie  y  medio  de  sus  goteras  que  le  ha  aervido  para  la  defensa,  y  se- 
guridad: que  el  tejado  de  la  casa  ha  tenido  siempre  la  misma  extensión 
qué  ahora,  de  suerte  que  el  alero  que  hoy  exista  es  el  mismo  que  exis- 
tia haca  45  años:  que  con  la  demanda  se  trata  de  introducir  una  alar-. 
ma  en  propiedad  ajena,  que  tiende  á  no  respectar  lo  que  por  espacio  da 
tantos  años  se  ha  respetado:  que  Doña  Benigna  construyó  una  tapia 
delante  de  la  «asa  de  Salcedo,  debajo  precisamente  del  alero  del  tejado 
eou  lo  cual  hizo  que  las  aguas  que  caían  salpicando  en  la  misma  tapia 
ó  parad  ttiojasen  la  da  la  casa;  y  que  igualmente  cons^uyó  dos  machonea 
apoyados  en  la  misma  casa  de  Salcedo,  como  aparece  de  la  información 
^nase  practicó  en  el  interdicto,  asi  como  de  la  sentencia  que  se  exten- 
dió á  dar  cumplimiento  á  la  sentencia  restitutoria:  que  según  la  ley  I*, 
título  4  fi  del  Fuero  de  Vizcaya,  toda  acción  rea^ó  personal  prescribe  á 
los  f5  años,  por  lo  qué  hallándose  la  casa  de  Salcedo  y  alero  de  la  mis- 
ma en  ia  actualidad  del  mismo  modo  que  se  encontraba  hace  45  ó  50 
años,  la  dcción  que  pudiera  haber  asistido  á  la  demandante  para  pedir 
adíese  retire  hace  mucho  tiempo  qne  proscribió:  que  reconociendo  la 
demandante  que  existe  una  riedra  de  pie  y  medio  de  pared  de  la  casa 
de  Salcedo,  reconoce  implícitamente  el  derecho  que  éste  ha  tenido  da 
dirigir  el  interdicto  por  los  dos  machos  que  fueron  construidos  en  los 
dos  lados  dé  lá  pared: 

R'^suitando  que  en  los  escríjios  de  réplica  y  duplica  reprodujeron  las 
partas  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones:  que  recibido  el  plei- 
to á  pr'uebase  practicaron  las  propuestas  por  aquellas,  y  absolviendo 
posiciones,  la  demandante  manifestó  qne  la  casa  de  Salcedo  tiene  hacia 
la  huertk  de  la  deelaranta  una  riedra  de  pie  y  medio,  y  qxie  bará  unos 
38  aiíoa  que  las  aguas  del  tejado  de  la  casa  vienen  cayendo  como  hoy 
«aeh^sobre  la  huerta:' 

Kesultaridó  que  unidaalas  pruebas,  y  después  de  alegar  las  partes, 
«1  iuas  du  primera  Instancia  dictó  sectancia  en  16  de  Enero  de  4883,  de- 
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r  Saotorce  cotre$pméB  i  Doña  Beoigaa  Llantadir,  sin  otra;  teFtidooo^re 
qaeU  derdejar^il^r  pie  y*  me<lio.(kl  riedi^^nire^Uti  y  la-etsaa  dB>G)k.<Ma- 
too  SateDdo^^aio  máafaoollaie» estatuó,  la  4o  podar  iirrajai>*8olitro>la 

-citada  hnaru  «osas  q€o  ooipon  m^e sf'i^f  nuddio^  Qoadanandi^  áfDoa 
üaloo  Salcedo  á  qaa  ooire  el  ais  debiejado  do  'ia^eaaft.rHkQ|i(iP08<SO'yn2t 
do  Ui  iilasadoSatttaroe  baalaq«0  8Ólo  aalga  pío  y  mediodo  hifa¿od«o- 
bro  la  que  oo  aaioniov  leiraolada  on  -tonlidovorfioál^rdO'modQ  qoift'las 
agoao  quo  por^llejado  eorra^^aigan onoi «apacibtdo  la  baerli soñóla- 
do  cofDo  mdra;á qao levante  la parod defftr«ida on  virtuíd dolaaontoo* 
cía qae  recayó  en  el  inlordicto«  on  la  forma onqaa  e»t«baiinte«<dalifi- 
tardioto,  y  á  la  ropostoián  de  latoostas,  da«os  y  .perjtiioiot  ocoaionaiiofl 
oon  el  inlerdioto,  am  eapectal  eondeiiaoióii  do  coalaaoarusadas^nieKpfe- 
aonto  juicio^  reoorvando  á  Do&a  Benigna  Llantada  ol  dorocho  do  pnefti- 
sar  la  onaAlía  do  loa  daños  y  perJAioios  e«  la  fonna  legal  más  proee- 
doute:  •■  ?<  -  v  -  j. 

Reanltando  qoo confirmada  di«lia  sentonoiav  c^n  laaoostftSj^rla 
qno  on  2iide  lütÁQ  de  l8St  dí€t6  laSUla  dolo  oifil  de  ia  Aiidiettoia*de 
Burgos,  D.  Mateo  Salcedo  intorptterpftso  roeoraodo  oaaaeióri^pt^  in- 
fracción  d&  ley,  aleando  como  motivos  t  ^      >    ^     v    ^^ 

i^  Que  la  Sala  senieooiadora  inanrro  on  error  do  heebo  demeslmtido 
con  loa  dofinmentos  preaantadoa  por  anibaa  partea  en  apoyo  doan«<res- 

Sectivasalogaeiones,  oonsUtento  on  anponorq«e  oi  pie  y  taodiOíéejrie- 
ra  que  pertenece  por  doreobo absoluto  do  doóninio  al  reonfront«,  for  • 
mé  parto  de  la  hnerta  de  la  propiedad  de  Doña  Benigna;  Llá^tad^  y 

'  0!>to  error  «ivvo  do  fottáamonco  á'Ia  primora  parto  del  failo,  en  ia^^Qe 
«e  dociara  que  la  huerta  sita  on  ol  barrio  do  la  parroquia  de  SanturoóOO- 
rreapodoá  Doña  Benigna  Llantad a»  sin  otra  servidumbre  quela  de^de- 
jar  pie  y  medí  de  riedra  «ntro  ésia  y  la  casa  :do  O*  Mateo  Salcedo ^ «sin 
mi»  facultad  en  éate  qae  la  de  poder  arrojar  sobre  la  eitada  huerta  cosa 
que  ocupe  oske  pie  y  iBodio:  qno  ia  palabra  aervidombreaólo  s«  eoeoen- 
ira  enMa  demanda  y  en  la  primera  parte  del  fallo;  perode  loS'diocu* 
montos  acompañados  con  la  demanda  y  de  las  respectivas  informaciones 
posesorias,  en  cuya  virtud  Doña  Benigna  Llantada  inscribió  á  so  moí- 
bro  sa  huerta  y  DvMateo  Salcedo  en  «asa«  no  resolta  qno  la  piedra  ton- 
ga carácter  de-servidumbre,  sino  toilo  lo cootrari<^,  que  pertence  ahre- 
carronte;- y  resulta  qno  se  le  prtva>do»eatft  fisopienúd  ein;  preiriojttifcio 
acerca  de  este  punto:  que  se  le  confiere  á  titalo  de  oervidombro  b  que 
siempre  tuvoy  poeeyó.porderechrode  dominio  oetntra  k>  preveoidó^en 
la  ley  13,  título  31,  Partida  3%  y  que  sie  reconoce  ofi  Oeéa-fienigna 
Llantada  Ik  facultad  de  oiorgar  aqnolhi  «oi^vidambre  contra  lo  eltable- 
eídú  en  lasleyes  10,  43  y  14  del  míe  mo  títnloy  ParAida.  oegtoUa^iHa- 

=    les  Bolo  loa aeñfOTos  do  los  edifioioed de  lal  heredades,  aólo^ encías  oosas 
que  son  suyas  y  como  sayaa  y  eólo  aquello  cuyaa  eon^  ias  coMs^poieden 

poner  üotrorf^r  en  ellas  servidambros:  ^    ^ 

2^  Que  la  eontencia  infringe  la  idoctrina 'legal  sanoionada  poroste 

>    TnbufMtl  SuiMromo  on*  sontofloiA  do  i  do  ttartodoj^l,  q«!0  eatabloce 

'  qno  a  información  pososoria  que  airvió  ^para  la  inseripoióA  de  «nos 
bienes  en  el  üegistro  de  4a<pfopíodad,  ee  au&eionte  pnueba  do  do<ntnio 
"-  mientras  no  se  presente;  o  tramas  robuata  on  cautrario^  y  laisoBteacia 
qae  asi  no  io^ostima  infringe  leaapl^onlos  %19f  d8D  y  28r4e>-la  iey  de 
Bnjutciamieflio^  civil,  y  por  tant!0'loe  57Bf  590  y  59?  do^  La  4oy  «firigonte 
on  cuyo  caso  se  encuentra  ol  fallo  recarrido,  porque  al  declarareqae 


Digitized  by 


Google 


R1CUIIS09  Y^0MWf  Met AS .  ^  WS^ 

"^lofcre  U^tieirtaidf  Dftjlift  BenlgiHi'Lfkñtada  rio  exista  olra^^s^i^idnralire 
"^qiielá úe  dejur  piey  mbdlo  de  rtedm  á'  ia  eása  de  Ssileedo;  «0  «líiima 
-  «toé  stífiereüte  pr  deba  "dé  dono iirifo  hí  íDfbrmadótv  p68«isoria/d6^  la  qae 
» k'paü^eea  queel  telena qaé  cjon^títny^ la* rSédra^pwifeniece  á  S«k3«dtf: 
'  •    3^  Qqo  en*«liDÍ9fn6ison^eplo  ékprMi^aea  el  iHlocevo  antbpidrj  «e 
'íntríriíge  efrpirr*fo>tetcei^0  4!el.aírt.  40^  derla  ley  Hípotecariá/q'ii» p)%' 
'«iéiid'<tae  hrs  ifisevipdonef  de  pbaeMn  peffuitieai*áa  6  f&vi>i«eee^áfir  á 
'  'tereefo  desde  >a  fecüa^y  él  páirrafo  etiarto  del  mismo  arttcota,  que  de - 
ciara  qÉ6  nd  pepjadita'ráfi  en  ningüin  «^ao  al  qie  tenga  meior  defeoho 
H  la  propiedad  der  infAiieble  aánqne^sur  UUttlo  no  haya  sido  inficrilo; 
pórqifela  aeirieiieia  reenrndtt  deel^ra  en  la  primera  parM»  áe\  lafclo  que 
í  f»  huerta  corre»pGT)dd  é  0oila  ftém(i<iia  Llant^da  íin  otra  servidumbre 
'^Qe  la  de  dejar  pie  y  medio  de  riedra  entre  «Ua  y  <a  cHsa  dé  D.'  Mateo 
áalQedo,  aiendd  aai^ue  Mé  inscribió -su  derecho  «óbrela  essaq^tte^^- 
^€ee  en  la  plaza  deSadtaroe  y  sotre  el  terreno  que  coge  (as^otera^  de 
la  misma  en  24  de  Febrero  de  1670,  y  Doña  Benigna  Liantada  interi- 
'  blóel  suyo  sobre  in  faoertavsin  qii»«n'Suinfórmiiñ^n  pOBeseviti  se  hi- 
'  tsiera*  mérito  de  hihgmiA's^vidiimbre  en  27  de  Octubre  del  mismo «afio. 
•    4^  £i  art.5^ade^l8:ilef' de-enjtiiciamiehtd*  civil,  ségfin  el  oaal  |aa 
declaraciones  prestadas  bajo  juramento  iiidetfisorio  sólo  perjadicarin  al 
coiifesaftte,  y  In  jarispradeneia  coAsignada  en  sentencias  de  21  de  Se- 
tie^breí  de'48$9,  tO  de¿AbrU  y  8  de;  Julio  de H 87 i,  que  «stab^ece  que 
'la  «entencia  qttft  m  aieepta  ia  confesión  ds'^a  parte  co<»o  praeba  bas- 
tante, infringe  las  ieyeeí  que  la  reconocen  domo  tal,  y  por  lo  t^nta  la 
1^  y  4*.  tit.  ia,  Partida' B%pdr«(o6  en  el  easd  dé  antos  no  ha  pfodnci- 
^do  ningún  efecto  la  con fé«i6Ti  jurada  de  Iwdemaiiídaiitedectafando  ha- 
^er  38  años  que  ta  east  de  Baleado  está  eti  h  misma  disposicióin  que 
én  la  actnalidtid  ensuantoai  alero  y  á  laeaida  de-ias  aguas,  haibiendo 
"alegado  por  su^  parte  el  reeurreoie  al  contestar  i  la  demanda  la.  pres- 
etrpÉión  de  la  acción  por  el  traseorso  de  t5  allos^,  según  ¡la  ley  (\: ti- 
tulo 12  del  Fuero  do  Vizcaya  y  la  adquisición  de  la  servidumbre  de  ex- 
teúder  et  alero  y  verter  las  aguas  á  la  fauerla  de  la  demandan  le;  por  el 
trascurso  del  tiempo  que  para  laé  continuas  establece  U  ley  15,:  tii«  31 
de  la  Partida  8^  que  también  resulta  infringida: 
^»  5*  El  an*  ft32  yol  párrafo  primero  del  dSÍ'de'  la  ley  de:B»joieia- 
'tnrento  civil,  por  no  haberse  ajustado  «n  la  ap'-aolaeión  da  las  prui^bas 
pericial  y  testillcal  &  la  regla  de  sana  crítica,  según ^  la  que  cuando  to- 
das las  pruebas  pri^etieadas  por  él  demandante  y  demandado  son  con- 
fdHues  acerca  de  un  heeho  y  de  sus  cireunstanoias  eseneialcs,  esite  he- 
i   cho  fefe  debe  «onsidevar  probado:  ''  >     >   . 

'6*  La  regia  de  sana  crítica  citada  anteriormente' también^  porque  al 
d'eclaraf  probádé'por  inspección  ocufar  on  oí  quinto  ceo6Ídera'néo;que 
la  parte  levantada  por  la  demandante  én  su  huerta  no  traspasa  te  Hnea 
d» riedra  ni  los  lados  qtte  cierran  el  cuadrilátero  se  apoyan  en  la:  casa 
de  Salcedo,  prescinde  del  resukadOide  todas  las^  pru«has  pra^iicadas 
por  ambas  partes,  en  cuanto  al  hotího  de  ^ue 'les  lados  xfue>  ciei^ran  el 
cuadrilátero  tras{)aiteb«n  lá  li'noa  dé  nedra;  y  se^  apoyaibiin  «ik  la^éasa 
de  Salcedo  antes  deiinterdioto,  por  lo  que  al  condenar  al  reeurrante  á 
que  levante  la  pared  destruida  ««  virtud  de  ia  «erueftcia  que  recayó 
cu  el  interdicto  en  la  mfsma'forma  en  qaeosta^  antea  de  él,  le  some- 
te por  no  estimaréi^e  he^ho,  á  servidumbres  qudino.se.  hau  comstituí- 
do,  ni  alegado,  ñi  probado  pot  ninguno  dé  los  ' medios  q«e:cst;ib)«ca 


Digi|zed  by 


Google 


;  Visioa,  AiejQd^  ^on^me  fLMagUM'iMiq  D>  Jlo?é  J^ajría,  Alix  y^lf^t 
-Aacbe:  ". '       ,     .,'.',.,  '.,,•.,.   ^,.u 

CoDsiderandoqQe  coa  arreglo  á  la  ley  13,  tit»:3Í  de  la  Pí^rUda,3% 
«an  las  cosas  que  fion  sayas  ó  coma  sayas,, panden  los, ornas  ipimtr.$ejff^ 
yidambresx»  (^ue  s&an.  provechosas  al.berd4amientQ  4  <;osa4<í  Qíc^énqú 
ala  suya:  .  .', 

Considerando!  qvie  Dona  Benigna  Llantada  no  es  dueñ^  de  la  riedivi 
de  pie  y  medio  que  tiene  la  casa  de  D.  Mateo  Salcedo^  seis^4Q:rja8Qltaii.9 
su  propia  confesión  y  documentos  auténticos  tráidos  por  las  pariés  á 
los  autos,  y  por  eílo,  ai  declarar  la  sentencia  recurrida  que  la  hueirl^ 
de  Doda  Benigna  Llantada  tienda  favor  de  la  casa  de  Salcedo  una^  sex¡- 
vidumbre  de  pie  y  medio  de  riedra,  suponiendo  que  ésta  lorma  parlis 
de  la  propiedad  de  la  buena  incurre  en  el  error  de  hecho  que  se  invor 
ca  en  el  priqoer  motivo  del  recurso:  '  , 

Considerando  en  cuanto  al  extremo  que  se  refiere  á  la  longitud  del 
alero  del  tejado  de  la  casa  de  D.  Mateo  Salcedo,  qae  aJ  contestar  ést^ 
la  demanda  excepcionó  la  prescripción  déla  acción  deducida  por  {a 
Doña  Benigna,  fundada  en  el  trascurso  del  tiempo  que  para  el  caso  de» 
termina  la  ley  t',  tit..  12  deí  Fuero  de  Vizcaya;  y  habiendo  reconocido 
en  declaración  jurada  U  demandante  qae  hará  unos  38  abos  que  hs 
aguas  del  tejado,  de  la  casa  del  demandado  Salcedq  vienen  cayenáq^ 
como  hoy  caen,  sobre  su  huerta,  la  sentencia,  que  lio  estima  esta  e^L- 
cepción  que  está  probada  por  la  confesión  de  la  demandante,  infringa 
las  leyes  que  se  alegan  en  el  cuarto  motivo; 

Fallamos  que  dehemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Mateo  Salced.0 
contra  la  sentencia  que  en  84  de  Junio  de  4882  dictó  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  do  Burgos:  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  di- 
cha sentencia;  devuélvase  al  recurrente  el  depósito  que  constituyó.^— 
(Sentenoia  publicada  en  5  de  Abril  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceles  de 
27  de  Agosto  del  mismo  año.) 

113 

Reenrso  de  casa«^i¿a  (5  de  Abril  de  1883).— ^S'a/a  primera. 
— Petición  db  hebengia. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  ^osé 
Enrique  Coil  con  DoÁa  Teresa  Sanri  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se 
resuelve: 

i^  Que  es  inaplicable  y  no  ha  podido  ser  infringida  la  Uy  12,  A7.  f  7, 
libro  \Odela  Novísima  ReeopUacián,  que  prohibe  fundar  mayorazgos 
y  perpetuar  la  enajenación  de  bienes  raices  sin  Real  licencia,  si  lejos 
de  aceptar  la  sentencia  recurrida  el  hecho  de  una  vinculación  perpetua^ 
parte  del  supuesto  de  constituir  la  sustitución  hecha  por  el  testador  un 
fideicomiso  tal  como  es  frecuente  en  Cataluña  establecerlos,  dando  este 
sentido  á  la  cláusula  en  conformidad  con  los  actos  de  las  personas  de 
quienes  deriva  el  derecho  del  recurrente; 

7  H^  Que  no  es  aplicable  el  üsatge  Omnes  eaufiae  si  no  ha  trascurrido 
d  término  para  la  prescripción  en  el  mismo  señalado. 

En  la  villa  y  corte  de  jfadrid,  á  t»  de  Abril  de  1883,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino  de  la 
ciudad  de  Barcelona  y  en  ia  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
stt  territorio  por  Doña  Teresa  Sanri  y  Masadas,  asistida  de  su  marido 
D.^Carlos  de  Moy  y  Janer,  Conde  de  Moy,  propietarios,  vecinos  de  di-> 
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thi  ciudad;  éon  boíáiTEulaília  Másadás'y  TefirdÓ,  j  D.  Enrique  Coll  j 
MasadM,  abogado  v  propielano,  de  la  misma  vecindad,  sobre  petición 
dé  h%reñcik;  pendiente  én  éste  Tribénaf  Supremo  éri  Virtud  dé  recurso 
dé'éa»ación  pór  infracción  de  tey  interpuéstopórel  Liceticiado  D.*CáD- 
dído  N6K5fedáíl  y  e]  ProctirádorD.  Manuei  Martín  Veñk,  en  defensa  y  re- 
presentación de  D.  José  Enrique  Coll  y  Mesadas;  babiendo  sido  defendí- 
dal  y  representada  la  parte  reCarntía  pdr  et  Doctor  D.  Eugenio  Montero 
ftíos  y  el  Ptí)curadbr  D.  José  García  Noblejas: 

Resultando  qué  D:  losé  Francisco  Masadas  falleció  en  2!  de  Setiem- 
bre de  lü\^\  bajo  testaitieñto  otorgado  eti  8Ü  dé  Junio  de  1804,  en  el 
?¡tté  después  de  ordenar  ^n  legado  dé  usufructo  de  todos  sus  bienes  en 
avor  de  sé  mujer  Doña  Teresa  Teixidó  durante  st  vida,  y  siempre  que 
se 'mantuviese  Viuda,  con  otras  condiciones  que  no  son  det  caso,  drspu- 
so  que  de  todos  sus  demás  bienes  presentes  y  futuros  bada  é  institéia 
hré^edero  suyo'dniversal  á  los  bijos  varones  nacidos  ó  póstumoB  qué  de- 
jaré del  presente  ó  dé  otro  matrimonio,  prefiriendo  tos  mayores  á  los 
menores,  guardando  siempre  entre  ellos  grado  y  orden  de  primogeoi- 
Itta,  sustituyéndolos  por  grados  y  con  dicha  preferencia,  y  su  respecti- 
va descendencia  perpetnáínenté.  Y  si  hijo  ó  hijos  varones,  nacidos  ó  pos- 
tumos, no  dejare,  ó  bien  morirán,  y  su  respectiva  descendencia  morirá 
éh  cualquier  tiempo  sin  bijos  legítimos  y  naturales  y  procreados  de  le- 
gítimo y  carnal  matrimonio,  dejo  y  otorgo  y  herederas  de  nr^í  univer- 
sales hago  é  instituyo  á  las  nacidas  6  postumas  que  en  el  día  de  mi 
muerte  dejare,  tío  á  todas  juntas,  sino  la  una  déspnés  de  la  otra,  según 
él  orden,'  preferencia,  vínculos,  gravámenes  y  condiciones  que  dispon- 
drá la  referida  mi  carísima  mujer,^  á  quien  libremente  dejo  la  elección 
de  heredera  entre  las  ditíhasí  mishijas  y  su  descendencia,  con  t^l  í]ue  en 
él  día  de  hacer  dichii  elección  se  mantenga  viuda  de  nií  y  guarde  mfi 
apellido;  y  ho  esté  próxima  á  contraer  otro  matrimonio;  en  cuyo  caso 
quiero  que  entre  mis  hijas  y  su  descendencia  se  observe  el  mismo  or- 
(\in  de  sucesión  que  tengo  explicado  de  Áiis  hijos  y  sus  descendientes, 
y  si  después  ó  pasado  algún  tiempp  de  que  dicha  mi  mujer  hubiese  he 
eho  elección  en  virtud  de  la  facultad  que  arriba  la  he  dado,  contrajere 
con  padre,  hermano,  sobrino  ó  próximo  pariente  del  marido  de  la  hija 

ÍiíOr  ella  hered^ada,  qüí&ro'qúe  tal  heredamiento  sea  ñálo  y  que  suceda 
a  hija  mayor  y  su  descendencia  en  el  moito  y  éon  los  mismos  tértninos 
qué  tengo  ordertado  entre  mis  hijos  y  sus  descendientes,  á  no  ser  que 
la.  tal  elección  heclft  por  mi  mujer  recayera  en  la  hija  mayor,  la  que 
éítóncei  quiero  sea  válida,  privando  como  privo  en  cualquiera  de  di- 
'ctiés  casos  la  extfaccíótíi  d¿  cuarta  trebeliánrca  y  de  poler  vender  ni 
é^^péñar  éosa  alguna  de  mi<  bienes,  ni  elpotiler  prestar  fíanza,  aunque 
i^a  para  persona  la  más  próxima,  pues  en  tal  caso  la  privo  en  el  mismo 
iftstante  de  la  sucesión  de  mis  hianeS,  y  quiero  que  pase  al  que  corres- 
ponda, se^ún  ésta  mi  disposición;  y  si  el  inmediato  sucesor  (Consintiera 
'losé  cónirinlera  con  mi  heredero  para  prestar  dicha  fiánta;  le  privo 
iji^ualmente  de  suceder  y  quiero  que  pase  al  inmediato  llamado,  exciu- 
yehdo  cotno  excluyo  tfe  la  sucesión  de  dichos  mis-biénes  á  los  incapa- 
ces de  poder  gobernar  y  administrar  mi  dicha"  nniversal  herencia  y  bie- 
nes durahté  su  incapacidad,  y  á  Ib^  constituido^  eti  órdenes  sagradas  y 
'4  los  profesos' y  profesas  en  alguna  religión,  aunque  *por'  algún  motivo 
volvieiafi  aí«i|lb,'  pero  sí  que  quiero  qué  sí  alguno  de  mis  hifos  6  hijas 
f^eréincapaz,  como  queda  diciiG^,  deba  s^r  mániéhidó  en  «todei  lo  rtece 
ÁÍriOy  así  en  éaltid  como  en  fenférmedad/y  tanto  éh  eomer  y  bebercomt) 
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en  culpar  y  vestir  diirahtela  referida  incapáíc4d4d;  y*'  á  los  de  diebo« 
mis  hijos  dstén  ^n  órdenes  sagfftdas;  eonstitnvlos  ó  profesos  y  profetas' 
en  al^nA  reiig;tón,  Se  les  deba  dar  anaaknente^á'eada  ttno  durante  $ué  - 
respeeüvasVtAlasnalorales  U  eantidad  de  90  fibrus  barcelonesas;  y  si 
yo  d6  dejare  h\\o  ó  hija,  ó  bien  t o  dejare,  y  beredWro^  told  nosrtfá  polr-  \ 
que  no  qnei'rá  6  no  podrán  e  heredero  mío  seri;  pero  morirá  sin  hijotf  - 
ieglltfflos  y  nalurates  y  proereades  de  legítimo  y  carnal  matrimonio,' 
manera  qee  sea  acabada  la  iinea  dé  nris  hijos,  á  saber,  doeqaeiios  que,; 
seg4n  la  sobredicha  mi  disposición,  pueden  *  en trsf  en  lasneesión  de 
mis  bienes;  en  t^l  caso  al  último  de  ellos  sustituyo  y  heredera  mía  ani^ 
versal  bago  6  instituyo  á. la  referida  Teresa  Masadis  y  Teixidó,  mt  ca^  - 
rísima  moiér,  asi  mantenióftdose  viuda  como  pasando  á  otro  madrimo-  - 
nio,  la'  cual  quiero  disponga  de  mis  bienes  en  la  conformidad  que' ver- 
baimente  le  tengo  comunicado,  privando  absolalamente  ei  que  porniít^ 
gún  término  se  la  pueda  obligará  eicplicar  ladfcfaa  mi  eonñansa,  pues 
quiero  que  sus  operaciones'  y  no  otras  deban  subsistir,  por  euanto  con- 
fio  pienamenie  en  ella: 

Resollando  que  dicho  testador  dejó  á  su  fallecimiento  de  su  indica- 
do matrimonio,  con  Doña  Teresa  Masadas  dos  bíjos  varones,  D.  Jaime 
y  D.  Paciano,  que  fallecieroo  sin  sueesiónj  el  primero  «n  1838  y  el  se* 
guodo  en  93  de  Junio  de  1873,  y  dos  hijas,  D(^a  Maríaf  de  los  Dolores, 
que  falleció  en  8  de  Junio  de  1858,  dejando  de  somatrimonio  con  Don 
Ramón  Sauri  una  hija  llamada  Doña  Teresa  Saon  y  Masadas,  deman* 
dante  en  este  pleito,  y  Doña  Eulalia,  parte  demanduda  én  unión  de  su 
hijo  legitimo  D.  José  Enrique  Goll. 

Resultando  que  el  primer  hijo  D.  Jaime,  en  el  testamento  bajo  que 
falleció  instituyó  heredera  universal  á  su  madre  Doña  Teresa,  la  que  en 
su  última  volantad,  otorgada  en  20  de  Abril  de  1839^  nombró  su  úoí^ 
co  heredero  %  su  hijo  D.  Paciano,  y  para  el  caso  de  que  éste  muriese 
sin  hijos,  ó  con  tales  que  ninguno  de  ellos  llegase  á  la  edad  de  poder 
testar,  le  sustituyó  á  su  hija  Doña  Eulalia,  facultándola  para  disponer 
de  la  herencia  sin  gravamen  alguno: 

Resultando  que  D.  Paciano  otorgó  á  su  ves  testamento  en  15  de 
Agosto  de  1871,  y  consignando  en  éí  que  todos  los  bienes  de  la  heren  - 
cia  de  su  padre  D.  José  Francisco  Masadas  habían  vetiido  á  ser  de  su 
propiedad  y  Ubre  disposición  por  contener  la  institución  hereditaria 
hecha  por  aquél  en  su  testamento  de  1804  un  vinculo  real  y  perpetuo 
prohibido  por  la  Real  cédula  de  1789  y  demás  disposiciones  posteriores 
que  la  anulaba,  y  haber  venido  en  la  quieta  y  pticiñca  posesión  de  di- 
cha herencia  durante  30  años  sin  reclamación  alguna  de  sus  hermanas 
Doña  María  de  los  Doloros  y  Doña  Eulalia,  legó  á  su  mujer  Doña  Ama^ 
lia  Raradiit  durante  so  vida  el  usufructo  de  todos  sos  bienes,  asi  de  loA 
que  le  pertenecían  por  adquisición  propia,  como  de  los  provenientes 
de  la  herencia  paterna,  é  instituyó  heredero  á  éu> libre  voluntad  á  su  ' 
sobrino  D.  José  Enrique  Goil  y  Masadas: 

Resultando  que  en  31  de  Junio  de  1879,  Doña  Teresa  Sauri  y  Ma- 
sadas, hija,  cómo  se  deja  dicho,  de  Doña  María'  de  los  Dolor^'s  Masadas 
y  Teixidó,  asistida  de  su  marido  D.  Garlos  de  Moy,  Gonde  de  Moy,  de^ 
dojo  la  demanda  origen  de  este  pleito,  con  la  solfciliid  de  que  en  uso  ' 
de  las  actuaciones  reales  de  petición  de  herencia,  reivindicación  y  de  • 
más  procedentes,  se  condenase  en  definitiva  á  Doña  Eulalia  Masadas  y 
Teixíd<^  y  «1  hijo  de  ésta  D.  José  Enrique  Coll  y  Masadas  á  dimitiir  á  su 
favor  los  bienes  integrantes  del' fideicomiso  condicional  establecido  por 
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D.^^  rFr^naUco  Mawdiift  eqel  .lestafloenlo  de^  1 804,  bajo  «I  qoe  falle- 
ei4i>P4«  Mr  a&inatoeple  Ja  personaJIaioada  á  «oo^d^r  «Qdi^tiQ  fid«í4;Q-». 
mift^«60o4fn(indokaafi^i»i9i  U  .iiHlBiQAi«»eión.de  loa  bifooa  qiied^ 
dicba.|)rpee4€A^la.l)ubi^aeji  «oaj^nada  y  ai  pago  d«  Ua  costaB^  á  eoyo 
efeci^^f  ¿te^apuéa  de  ha9er  rekíei^n  mioocipsa  úe  loa  antecedente»  re£e|i^ 
<)o%,al^gó  qoe  ineAUiada  DoiU  Amalia  Baradai..  á.,u'ialo  de  oaafcnctaa* 
ría  ^e  U  QUiversAlidad  de  iQabieQea  de,aB  difaato  marido  D..  P&ciaoo» 
le  prooiovjó  pleito  Doña  Eulalia.  Maaadna  eou  objeto  deqae  dimitieae 
á  aofavoc  loa  bienes  proeedeoiea.de  laa.  bereaplaa  paterjM  y  materna 
de  SQ  dijfiinto  marido  D.  Paoiaao  por  baber  carecido  éate  da  derecbo 
parj^. diaponer  de  eiloa,  y  lermintada  ^Me  .pleito  por  traoaa«ción«  em  la 
qaa  Doña  .Eulalia  rftnunció  el.nai^fracto  de  dicboa  bienes  ae  icaató  de 
etlos^el  liQr^dero  de  D«  Paoianp,  m  ai^brinp  D.  Joaé  Enrique  Coll  y  Ma- 
flad«A„  mediante  acoeido  epo  au  madre  Doña  Eulalia,  da  lo  cual  reaol- 
tabf  «en  rea^omen  q^oa  Ja  berencia  de  D.  Joaé  Fraooisco  Masadas,  qua  Ja 
demj^ndaDtQ  tfataba  de.  reivindicar,  se  bailaba  en  maaos  de  D«  finfiqi^ 
Coll  y  de  sa  madre  Doña  Eulalia:  que  la  berencia  en  eoeatióa  fué  po- 
seída poi>  Daña  Tereía  Teixidó,  viada  del  teatader,  á  titulo  de  asuírncr 
taajria  desde  Ifti5«  basta  1344,  en  que  faUecv&:  que  habiendo  fallecida 
en  Í%%H  al/bijo  primogénito  D.  Jaime  aio  sneesión,  el  derecbo  heredita- 
rio bizo  entonces  tramito  A  D.  Paciauo;  prime?  sustituto  y  segundo 
biJQ  de  dicho  testador:  que  D.  Paciauo  falleció  sin  sucesión  también  en 
i^'lBfty  por  lo  tanio  sin  haber  adquirido  el  derecho  da  disponer  libre- 
meóte  de  los  bi^ne8  pateraps,  atendido  el  fideicomiso  condicional  esta- 
blecido por  su  psdre;  que  no  habiendo  hecho  uso  Doña  Teresa  Teixidó^ 
viuda  del  testador,  de  la  facaltad  que  ésta  ie  concedió  de  elegir  entra 
las  bijas  y  la  descendencia  de  Jas  mismas,  vino  á  producirse  un  caso 
legal  y  jnatgrialmente  análogo  al  da  babíar  tenido  lugar  la  elección, 
pero  no  baber  surtido  efecto  ó  haber  debido  anularse  por  alguno  de  los 
motivos  previstos  eu  el  testamento;  y  que  como  para  tales  casos,  y  en 
general  como  regla  da  sueasión,  estableció  D.  José  Francisco  Masadas 
el  principio  de  primogenitura  entre  sus  hijos  y  la  respectiva  deseen* 
dencia,  era  evidente  que  si  4  D.  Paciano  le  hubiese  sobrevivido  su  her- 
mana Doña  María  da  los  Dolores,  sería  ésta  la  bajredera  llamada  en  fuer- 
za del  fideicomiso;  paro  como  Doña  Dolores  falleció  en  4858  dejando 
una  bija,  la  actual  demandante,  era  igualmente  indiscutible  que  á  esta 
correspondían  los  hienas  del  fideicomiso  fundado  por  su  abuelo  ma- 
terna: 

Resultaodo  que  la  demandada  Doña  Eulalia  Masadas  opuso  á  la  de- 
manda  las  excepciones  de  nulilad  y  falta  de  acción  y  derecbo,  y  en  so 
caso  la  de  plus  ptiitio^  y  alegó  en  su  apoyo  que  en  en  la  demanda  se 
partía  da  l^s  tres  fundamentos  siguientes;  de  que  el  testamento  de  Ma- 
sadas contenía  sólo  un  fideicomiso  condicional;  de  que  esta  fideicomiso 
era  electivo  entré  las  bijas  a-discreción  da  la  viuda  del  testador,  y  da 
que  á  consecuencia  de  esta  falta  de  elección  vino  á  producirse  un  caso 
legal  y  materialmente  análogo  al  de  haber  tenido  lugar  la  elección  >  ha- 
berse anulado,  para  el  cual  estableció  el  testador  el  principio  de  primo- 
genitura entre  sus  hijos  y  su  respectiva  descendencia:  que  en  la  dicha 
institución  hereditaria  existe  respecto  da  loa  varones  un  llamamíanto^ 
da  todas  las  líneas  gradual  por  orden  de  sexo  y  prim  ogenitura  con  el 
earáaer  expreso  de  perpetuidad;  y  como  ek  testador  prohibió  por  otra 
partea  sus  sucesores  la  detracción  de  cuarta  trebeliiSoica  y  la  facultad 
de  vender». empeñar,,  y  dar  au  fiauaa  cosa  algupa  de  su  paúimonio,  era 
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ni<Qiéat>leqi«'d1o6aábslílltción.teBíatodoi  los  i^Bf^etefea  d^  qi^i^  yijif 
eblMn<)l^perpaloa^■4att•Qn1•á'%llla1ftl•lllo>Ulliltlqr  |[m4QÍJ  ,^^Í09  d^iit 
«eodieníte^ dél'teflador'yf  l&iipitolMMeiéik' ide'enajirmrr  qq9. 1^^ 
qae'el;Q:demmi«tor.mtfLUiíáo\nor  fúrfle.p»rpel«o^rfliaol«Qa!pi<mK}<80atiiin 
rriá  p^e^dar<  Ii&sts;(|flé.«49r^,d«b^ft.«liQaii«iHr;  qiier  ipor  «lifa  piMrt,^ 
habiendo  dispuesto  Doña  Teresa  Teiii^ó,  vínda  del  testador,  en  jo^te^^ 
UnBeiililo^  no  vúéo  de^ Ba».kHeñes^siii<a  de  lOdoa  iiMiíieMqhQrá  Uvfir<  ée  so 
liij)o-D/1*aiieiaiia«:yífaUeei«iiéoésl6  s^Q  aocMÍtifn  ir  favor  4e  sp  hija.(a4f^ 
tual  áemtndada,  y  baUándosa  «omiprMdidQ'ea  aquelios  derei^hps^^lq^ 
Je  eoneedióAo^  tmtridoiel'  teétador  f atk  .etefir  «uitr^-^ua  .biiaf  y;  (J/escerr* 
éiflfnMs^  debía  íiifenNeMgtuifflente'qQefialiirelecoíóiiíreoaj^^.e^^  la  á^ 
mandada  Doña  Eulalia, y  qae  estaba  conforme  con  ladoetrina  f^^ue^ia 
po#  ladebmiiidaRtetda  qua  híéltiir  de  eieeoi6fi'pf)r  iavioda  dte^l;  t^s^dor 
napeetó  d«'lasiecaióa:de.lÉ8bi3i^s  eiÉ  eqmvatentoiá.  Ja  nalidaide^f 
mísbia,  bafo^emieaptaidíetlratarseae  ona  ▼iacojaoidn  pffrpetwa;  pie^^ 

2ae  no  siendo  así,  la  doctrina  resultaba  inexacta,  porque  es  pri6(^pM> 
ibidoqiraeQando  e)  tlílstadorha  conferido  ád^t^roaloMapersop»  ia^fa^- 
"cuitad  da  «loavbrar  ka redarD  entre  sas.hijos  y  aquélla ík>  asa  «ei)f)e|aql# 
fapoltAd',  loe  bfieD««iie<d»rkloa  por  parle»  ignaiás  anlFo^.todqa  i^S'^ler 

iVasaltando  qiüe  por  nn  otrosí  y  para  el  ea^o  da  astioaarse  qué  )a 
inatit^eibn<befredit«Ha<eii  caesUóti  «a  un  mero  ^daic^miao  condicional 
no  prohtbidor per  la lay,  dedujo  rdoánvanei^n,' en;  U  que  otili^aoda  la 
aoefón  real  d«^petiH1án  de  berec«éa,  eolkttó  aa  deelamae  en  defioitiya 
que-  la  «aeeafén  á  dioba 'fideicomiso  se  babía  difartdo  i  su  faror  en  vir 
lúa  de  1»  instUueidn  haradiíatia  hecha  for -so  roadr<a  Doña  T^i^esa  Fsp 
te  adjo'diaase  todoalosrliimias  que  formaban  parte  integrante  del  fídei' 
aonriso:    >      •  v     .     .  •- 

:  Reanltando  que  él  otro  demandado  D.  José  Enrique  Coll  opiiáo 
taití bien  á  I»  demanda  iae:  exea peioaes  da  nulidad,  de  falta  de  ae- 
oióB  y-  da  prescripción^  fondadas  en  laa  mismas  coueideraciones  of  - 
paastas  por  su  mádi^a  Dona  Eulalia,  y  por  on  otrosí  manifestó  que  oo- 
iboeosu  concepto  la  eiditenei a  del  Wnoolo  y  la  consiguiente  noiid^d 
da  lia  imftitooióaiMvaditaria  aras  incontestables,  y  en  so.eon^caencia 
tenía  por  indifarenta  ladisoosión  da  ai  al  nombramiento  de  bere<U^a 
da* todos  sos  bienes  y  dareehos  da  Doña  Teresa  Teixidó  é,  favvor  de  su 
bija  Doña  Eulalia  Masadas  Comprendía  ó  no  el  derecho  de  ia  acción  so- 
bróla herencia  paterna,  no  estimaba  necesario  ocuparse  de  La  recoo 
vención  propuesta  por  so  madre  Doña  Eulalia,  y  pedia  .se  resolviese 
acaroa  da  ella  lo  qoíesaastimaaa  procedeafie  en 'derecho:        ,  .    «^ 

Resultando  que  la  patta  actora  opuso  en  ia  réplica  á  la  recoavea- 
ctónf  de  Doña  Eulalia  MásadaS'los  mismos  hechos  y  fundamentos- luga- 
lesea  que  había  apoyado  su  demanda,  y  los  demandados  reprodujeron 
asimismo  lo  dicho  y  aiep^ado  ea  ios  escritos  de  coatestación  y  reeon- 
vaneión,  y  i^c^bido  ei  p4elto  á  prneba  se  practicaron  por  ambas  partes 
diferentes  jostifieasiones: 

Resttltaado  que  el  Imz  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino 
dé  Barcatona  dieió'oanteneia  en  ^deOctubra  de  l>80,  declarando qpe 
Doña  Teresa  Sauri  y  Masadas,  consorta  de  D.  Carlos  de  Moy  y  Janer, 
Conde  de  Ildy,.es9n  la  sctuatidad  la  persoaa  ihmada  legítimamente  á 
saéeder  an  ai  fidatcomise  eondicionAl  establecido  por  su  abuelo  matar- 
no  D.  Francisco  llfasadas  en  al  testamento  bajo  el  opal  falleció;  corras- 
pondiendoen  sa  consecnencia  que  sean  dimitidos  ^  su  fayp^  j  entre- 
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gados  á  1&  misma  eomo  üníca  heredera  los  bienes  qne  integran  d¡ch6 
'fideicomiso;  7  ordenando  á  Doña  Btilatía*  Masadas  y  Teixidó'y  á  Don 
Jó^é  EnríqoeCon  y  Masadas  á  estar  y  pasar  per  tas  eénaseoeneíMide 
tafeé  deelaraisionesvá  U  indemnisaciónite  loa' bienes  qwd  teayao  eriaie* 
nádó'd 'de  ctialqtÉiera  manera  distraído,  y  absohriemto,  i»or  Ultimo;  á 
Dbfia  Teresa  Sanri  de  la  reconvención  propuesta' por  DofiaEnlaUa  Mía* 
^saJasí 

'  Résnttando  qoe  dorante  la  seganda  instancia  ocurrió  el  fallecí* 
miento  de  Doña  Cnlalia  Masadas,  y  de  eonformidad  de  las  inrtes  se  ta<- 
vo'por  sabrjrogado  en  su  logar  y  derecho  aso  hijo  D.  losó  Bnriqoa 
'Coll,  y  por  sentencia  de' la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aodienciade 
-iqoel  territorio  de  20  de  Mayo  próximo  pasado  feé  confirmada  la  dior 
tada  per  el  Juzgado: 

Resnltando  qne  acreditando  con  el  resguardo  correspondiente  ha- 
^er  constituido  el  depósito  de  i. 000  pesetas,  interpuso D.  José  Enrique 
Coll  y  Masadas  recurso  de  casación,  citando  en  su  apoyo  eomo  infrin- 
gidos: 

1^  La  voluntad  del  testador  D.  JoeéPraneirco  Masadas,  qne  es  la  ley  de 
sucesión  en  el  presente  caso  y  la  suprema  en  el  pleito  mientras  no  sea 
contraria  á  las  leyes,  en  los  tres  conceptos  siguientes:  primero,  porque 
expresa  la  sentencia  recurrida  qne  la  última  voluntad  de  Maendae  ha 
^e  entenderse  que  es  una  sustitución  vulgar  y  otra  fideicomisaria  para 
el  c^so  de  fallecer  sin  prole  el  que  hubiera  llegado  á  ser  su  heredero, 
eiendo  así  qne  es  una  verdadera  vinculación  prohibida  á  la  eaaon  por 
las  leyes:  segundo,  porque  en  el  supuesto  de  que  Masadas  no  hubiera 
constituido  realmente  un  vínculo  fileicomiao  familiar,  como  equivoca- 
damente supone  la  sentenci>i  recurrida,  Mamando  eomo  llama  hI  testa- 
dor en  su  caso  y  lugar  á  sos  hijas,  no  jont»s,  sino  una  después  de  otra, 
por  el  fallecimiento  de  Doña  Dolores  Masadas,  i 3  años  antes  que  el  del 
último  poseedor,  se  trasmitieron  los  biienes  á  Doña  Eulalia,  hija  del  mis- 
mo testador  y  madre  del  recurrente,  única  que  vivía  en  el  momento  de 
abrirse  la  institución  ó  sustitución;  y  tercero,  porque  no  habiendo  lle- 
gado á  entrar  los  bienes  en  la  linea  de  la  demand  nte  porque  su  cau- 
sante no  pudo  ser  heredera,  no  podía  ni  por  derecho  propio  ni  por  de- 
recho propio  ni  por  derivación  de  su  madre,  ostentar  un  derecho  en 
perjuicio  de  su  tía  Doña  Eulalia,  reivindicando  los  bienes  que  á  su  muer- 
te dejó  el  abuelo,  testador;  pues  tas  pahbras  terminantes  que  óste  con- 
signó en  su  testamento,  que  dicen  y  heredero  suyo  no  fuese  porque  n» 
-quisiere  ó  no  pudiere^  evidencian  que  Doña  Dolores  no  pudo  ser  here- 
dera, ni  por  consecuencia  trasmitir  derecho  que  no  llegó  A  tener: 

V  En  el  supuesto  de  admitir  la  valides  de  un  vinculo  fundado  en 
fSOl  sin  licencia  real,  la  Real  céoula  de  i  I  de  Mayo  de  1789,  que  es  la 
ley  it,  tít,  17,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación  y  la  jurisprudencia 
de  este  Tribunal  Supremo,  según  las  cuales  no  son  válidas  ni  pueden 
subsistir  las  vinculaciones  posteriores  á  la  fecha  de  la  Real  pragmática, 
aparte  de  qoe  llámese  ó  no  vínculo  lo  establecido  por  D.  José  Francisco 
Ufasadas,  es  lo  cierto  que  la  ley  se  infringe  por  la  sentencia  en  que  se 
defiere  la  sucesión  universal  en  virtud  de  una  cláusula  testamentaria 
oue  ha  debido  declararse  nula,  conforme  el  recurrente  excepeioná  des- 
de el  principio  y  en  todo  el  curso  del  pleito: 

3^  La  ley  81,  libro  19,  tít.  2®  del  Digesto;  la  jurisnrudencia  estable- 
cida acerca  de  la  ífiteligencia  de  esta  ley  en  el  cuarto  considerando  de 
la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  26  de  Octubre  de  t867|  y  k 
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doctrina  vigente,  no  sólo  en  Catalnha,  sino  en  todo  el  Reino,  en  yirto^ 
déla  regia  I  ^dtf  defecho  dé  (a  séptima  Partida,  sancionada  por  raViái 
sentencias  de  este  Trienal/ según  la  euai  nadie  thtsmile  á  sns  desfcen- 
dientes  der«cli08'(fd9él  no  Ira' a(k|aÍrido;  porqoe  la  sefiteñcia  reobnóco' 
en  la  Marqoesa  de  Moy  derechos  qne  so  ma^re  y  cansante  no  podo 
aéifvirir  porqoe  tnvríó  f3  años  antes  que  el  último  poseedor  de  los', 
bienes: 

4^  La  docSrina  iegai  repetid attten  te  consignada  por  tete  Tribnnal  So^ 
preoQO  de  qoe  en  toda  inetitoeido  hereditaria  éMgQalmeínte  etv  las  sosü- 
toeiones,  es  reqaisito  indispensable  qve  él  instituido  6  el  sustituto  en 
su' caso  tengan  capacidad  pan  aceptar  la  beren^sia  ai  emnphrse  lacon- 
dictón  ínspoesta  pi>r  ei  tesiadcfr:        v       ,     - 

5^  El  sentido  que  este  Tribenal  Supremo  ha  dado  i  las  cfáosofas- 
iguales  en  diferente» seirtenciasv  entre  otras,  en  ias  de  40  deDiei*'mbre^ 
de  18^1,  6  do  Pobrero  de  4865,  21  de  Abril  de  i867  y  2^  de  Mayo 
de  4«H0: 

T6^  El  nsatge  Omnés  causas^  y  la  doctrina  legal  sancionada  por  este- 
Tribunal  Supremo  como  jortsprudeNicia  constante  de  qoe  t64a  alstfióA 
prescribe  al  trascurso  de  30 años,  porque  á  la  muerte  del  testador  en^ 
1815  nació  la  acción  que  asistía  á  todos  sus  hijos  para  repartirse  la  he- 
rencia en  concepto  de  intestado,  sin  que  nada  hayan  reclamado  en  ei 
trascurso  de  60  años: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 
Considerando  qoe  la  sentencia  no  infringe  la  noluntad  del  testador^ 
en  la  forma  y  concepto  prin/ero  que  se  alega  en  el  primer  fundamento 
áe\  recurso,  puesto  que'admttiendo  como  admite  la  cláusula  de  insiHtu- 
ción  el  sentido  de  establecer  nn  fideicomiso  familiar  en  la  forma  que  lo 
declara  la  sen|eneia  recurTÍda;  dicha  inteligencia  está  con forn.e  con  los^ 
actos  todos  de  la  familia  interesada  en  la  herencia  de  D  José  Prancisco 
Masadas,  cuya  viuda  é  hijos  procedieron  en  el  supuesto  de  ser  váHda 
lacláQsuia  de  institoción  de  herederos,  no  siendo  posible  admitir  en  el 
estado  actual  que  los  recurrentes  hayan  llegado  á  poseer  los  bienes  dft 
la  herencia  en  virtud  de  la,  misma  cláusula  y  ahora  pidan  su  nulidad 
alegando  la  prescripción  de  la  acción  de  petición  de  herencia  por  el 
traeorso  de  tiempo  desde  f  816  en  que  falleció  el  testador,  ni  tampoco  la 
infringe  en  loa  conceptos  segundo  y  tercero  que  también  se  alegan  en 
el  mismo  fnn^tamento,  puesto  que  el  llamamiento  qoe  hace  la  cláusuta 
es  á  favor  de  loa  hijos  y  descendientes,  tanto  varones  como  hembra^,, 
en  términos  que  llamados  los*  nietos  por  derecho  propio  no  existe  la 
condicipn  de  que  sus  padres  hayan  llegado  á  poseer  la  herencia: 

Considerando  qáe  es  inaplicable  y  no  ha  podido  ser  infririgida  la  ley 
42,  tít.  47,  hbro  f  •  da  la  Notísima  Recopi'aeión,  que  prohibe  fundar 
mayorazgos  y  perpetuar  la  enajenación  de  bienes  raíces  sin  Real  licefi- 
cia;  ley  citada  en  el  segundo  fundamento;  puesto  qoe  lejos  de  aceptar- 
la sentencia  recnrrida  el  hecho  de  una  vinculación  perpetua,  parte  del 
supuesto  de  constituir  la  sustitución  en  fideicomiso  tal  como  es  frecuen* 
te  en  Cataluña  establecerlos,  dando  este  septido  á  la  cláusula  en  son- 
formidad  con  los  actos  de  las  personas  de  quienes  deriva  el  derecho  del 
recurrente: 

Considerando  con  relación  á  los  motivos  3^,  4°,  y  5^  del  recurso  quo 
son  inaplicables  las  leyes  y  doctrinas  que  en  ellos  se  citan,  por  no  de- 
clarar la  sentencia  derecho  alguno  trasmitido  de  la  mradre  de  la  Condesa 
de  Moy,  sino  el  propio  y  personal  de  la  misma  Condesa  en  virtud  del 
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llamamiento  haebo  €tn  la  cláosofla  testacnentana,  4  enyostérmint^sdeb» 
atenerse  el  fallo  para  declarar  el  derecho  i  ios  bieoest 

'T  considerando)  por  úitimO|  con  relac|óa.aií}uiBta  motivo-en  <^6 
sé  c^acoffio  infringido  el  oaaige  Omnes  euusm,  (\^é*ei/^h\%et  é\  iíttüpo' 
para  la  prescripción:  qoe  tampoco  lo  infringe  la  sentencia^  pitesiO  que 
ta  prescripción  no  podría  empezar  á  correr  hasta  la  moerte  en  187^  de 
D.  Paciano  Masadas,  pues  aceptada  la  eUnsnia  def  testamenlo  de  D.José 
Francisco  Masadas,  este  hecho  que  obliga  á  toda^  la  famHta  no  ti  post- 
ble  que  eoDceda  accioneá  á  los  poseedores  de  los  bienes  en  ? irtnd  de  él- 
y  sea  noto,  para  los  demás; 

Pallamos  qne  debemos  declarar  y  deolafamos  no  haber  l«gar  al  re» 
enreo  dee-sacióa  interpaesto  per  D.  José  Enrique  Cotí  y  Masadas,  á 
quien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  pérdida  del>depó^to  de  4.000 
pesetas  que  ha  constituido,  que  se  dietribnifán  eon  arreglo  á  la  ley;  y 
líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  oeriificación  correspondiente-eon 
devolución  del  apontamiento  fdoeiimentosqiie  ha  reúaittdo.^Senten* 
cia  publicada  el  %  de  Abril  ¿e  4883,  é  insería  en  la  €faetía  de  30  de 
Agosto  det  mismo  afio«) 

1Í4 

Recarso  de  casvialdii  (7  de  ÁhrilAe  1693)**^-&i^prtifi^f  a. ^Pa- 
go' DB  ORÉDimjS.-^No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  lerónfioro  Recoder. 
cor  he íi a  Concep&ió>n  Bach  (Aodieneia  de  B<trce4ona)«  y  se  resoeive):    ' 

h^  Q,u9  no  ion  admisiblás  los  m^ti^ot  dé  easaeión /%ndadot  en  hechos 
^conir arios  á  l(ys  apreciados  por  la  Sala  sentenciadora^  pues  hay  que  es- 
tar é  dicha  apreciación ,  si  contra  ella  no  se  alega  error  de  hecho  en  la 
forma  prescrita  en  el  núm.  7^  dei  art,  1698  de  la  vigente  ley  ds  Enjui- 
ciamiento dvik 

t^  Que  tampoco  lo  son  los  alegados  haciendo  supuesto  dé  la  euetiióñ 
litigiosa; 

f  3°  Que  la  infracción  que  no  se  refiere  á  ley  ni  doctrina  legal,  eo  - 
wo  es  la  relativa  al  art,  9^  del  reglamento  para  ta  eaacción  del  impues- 
to sobre  traslaciones  de  dominio,  no  puede  servir  de '  fundamento  legal 
para  la  casación^  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  corte  de  Mirdrid,  á  7  de  Abril  de  4883,  en  el_  pleito  se- 
guido en  el  Jozgado  de  primera  instancia  de  Figueras  y  én  la  Sala  se- 
gunda de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Doña  Concepción 
Bach  y  VilJarrubia,  vecina  de  esta  ultima  ciudad,  por  si  y  en  represen- 
tacidno  de  su  hijo  menor  D.  Manuel  Duran  y  Bacb,con  D.  Jerónimo  Re- 
coder y  Puig,  Notario,  vecino  de  Mataré,  sobre  pago  de  diferentes  cré- 
ditos; pendiente  en  esie  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  ca* 
sacióf)  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Enrique 
Roger  y  el  Procurador  D.  Pederieo  Grases  Riera,  en  defensa  y  represen- 
tación de  Recoiier;  habiendo  sido  defendida  y  representada  la  parte  re-, 
corrida  por  el  Dr.  D.  José  Leopoldo  Féu  y  el  Procurador  D.  José  Gar- 
cía Noblejas: 

Resultando  que  en  documento  privado  de  45  de  Enero  de  4868, 
D.  Jerónimo  Recoder  confesó  deber  á  D.  Miguel  Darán  y  Llavanera 
250  pesetas  que  bahía  recibido  de  éste  en  metálico,  obligándose  á  de- 
volvérselas en  igual  feeha  del  siguiente  año,  eon  el  interés  del  6  por 
400;  que  el  mismo  Recoder  en  otro  documento  iirivado  de  i ^  de  Febre- 
ro de  dicho  año  aceptó  de  Duran  en  calidad  de  depósito  S.500  pesetas; 
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5ír  iihá  partida  con  ^os!  J.MO^tjé*  Ve  tiníl- éíitfegados  €  cóe'ritát  tjV 

{)oi  éSCTitarvpñbuci^  de  ^1  dó  J^r\í6  4^1  Ü^Máxo  año  ÍB6j9r  {rtorgadaTan^ 
¿  elÑótano  D;  l^rótiioio  ftepo^ef^D.  7Qibás  Mares  ¿édió  á  b;  Miffttn 
Doran  qq  crédito  ^e  5.000  pe^óraaque^ tenía \contrá.P^;JFikn  ^atitlm 
^m^iñacb;  y  qoá^n, ¿arta  qoe  D.  Higoel  Dnráh  dirigió  a  f(écoddr  «oá 
fech^  47  dB  Agosto  deJrepeti4oánp  t^B8  {e  dij^  ^i^'^-^^^^^^^^'  ^^^>^^^^^ 
dcásión  arrie|;1ir(aQ  la  coestión^  Rdmañachj,  píie^  pomo'  isabia^  s^'-  hábta 
jlqspsdido  de  él  qnéda^doló  arredrarían;  es  decir  (dicé'  riterafmc/atéy, 
qne  tos  309'  ^^yoi  p^e^té  íl  T.  debo  abonarle  toó  para  ef  campfitíñéntó 
ap  f.0CíO,de,qa'^  CQDsta  (a  escritaní:  • .       '  ^  '  ■;  ''  •  -   ' 

\,  Re^nuaíi^la,  por  otra  parte/ q lie  e1  íniiBqtio"D.'Tdtdñí^óf(í^c%d%^  cbtP* 
fesb  deber  4  paran  ph  docdmentb  privado  de  Y8.dá  Agostó  fle  "1*8^8  oO 


fe  deTolvéríi  después  de  un  afto(y/¿¡üe  "pot*  ulümo/éñ  1T  de'lítíttéái^ 
fire  dé  i  872  recda^cíó' !^códér  un  crédHo  db  ótraf^  1900  jgiéketar  á^'íft^^ 
<fe  DuVáh.  bfreéíeiidb  r9fníegir4rsé|o,á  $a  voliínhd:  ^  ^  *  '  '  *** 
"^  ResaJiabdo  qtte'Joar  cprisof  les  D^'  Pedro ,>0i tejí' )r  Salieras 't  "Doñk 
Rosa  Pont  y  tíaraininas  otorgaron  cdatro  pagarés  ét)  -  CaétéllÓ  de'  Atn^ 

S"  arias  con  ^c1\a  i  4^  laFío  dé^iOt  á  favor  ae  'D.  jeró.ním^'  Recodé^, 
otario  y  fecífio  de  aqaeíla.ifi\!a,  por  \i  captidáden  jiinlcr  de  tMl  pé^ 
séiás  1^0  céntimos  qú4  íes^  hábfá  prestado  y  habiían  empleado  en  la  con^- 
ttocciótr  d>.Qn' salón  de  bailé/cayos  pagarés  füejron  hedidos  póir  Í(éW- 
der  á  D.  fiignél  bnrán  «n  á  déj  mismo  mes  de  Jqüo  por  simple  endosb 
puestq  á  continua^cif)n  de  cada^nno.de  elígs^y  por  escritora  de  i^  'dto 
Ifárzo  dé  lí69'i  óto^ga^a  ante'ftepodér  como  Ndtarid,  D.t^edrd  P^r^li, 
]^'Doña  Rosa  Pónt  reconocieron  ser  en  deber  á  D.  Migad  Darán 'S:907 
petf^tas  50  céntimos',  provénienies^de  coa  tro.  pagarés  qne  teníadbtoí^ 
gados  porjgaal  sama  recibidi^en  préstapab  para  Oonctoir  un  salón  dé 
bafleaé  ta ^propiedad  de  los  otorgantes: 

; '  \  Resultando  qu^  D.  Mígiiei  Darin  ^«lleció  en  12^0  de  Pobrero  dé  \  814, 
dejando  osofractuaup  de  ^as  bienes  á  su  mujeir  Doña  l^óneepcldli 
Sach  y  Viflarrubiai  y  heredero  universal  á  su  hijo  D.^Mahael  Duráu  y 
Bach: '  ""''".',  /"'.■'/"         ''    "'"'   , 

Resultando  que  en  9  de  Marzo'de  f 880/Dóiiía  Concepcidn,  ppr  sí  j 
añ  i|epresentacidn  de  su  citado  hijo  menor  de  edad,  derdojo/uemándii 
ordinaria  contra  D.  Jerótjimo  Reco^e^t  con  la  pretensión  de  qué  en 
virtud  de  las  acciones  personales  de  depósito  y  mutuo  qué  éjercitablí 
ke  oondenase  á,  dicho  demandado  al  jpago  y  restitución  de' O.f ti  pes<ef- 
tas  87  céntimos  á  que  por  capital  é  intereses  hasta  la'  fecha  ascendíab 
los  seis  documentos  de  crédito  otorgados  por.Recod0r  á  favor  de'  Don 
Uigtiel  Darán  en  las  respectivas  fechas  de  15  de  £nero>  f^  y  23  de  Fe- 
brero y  15  de  Agosto  de  1868,  20  de  Julio  de  187f  y  17  de  Diciembre  dé 
i872^  de  que  se  na  hecho  relación,  así  como  ei  abono  de  los.  demíts  in- 
tereses que  fueran  yenciendo  y  de  las  costas  que  se  causasen: 

Resultando  que  D.  Jerónimo  Recoder  op<»so  á  la  demanda  que  los 

? restamos  consignados  >ú  los  documentos  privados  de  15  de  Enero  y 
B  de  Febrero  de  1868  y  el  depósito  reconocido  en  el  de  18  de  Febrero 
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ael  mismo  año  qoedaron  caneelaabfl^pn  Jí^^scrittjira^ai 


del  mismo  ano  qaedaron  cancelados  ^on  i^^scrittjira  di 
áfK\fi  crí^(r  cle>  ?-^í  l>fi|«M«  flp«  Mft'i*!  t.^hk  cóiúía  I 


j^e^ípha  CAr^a  dt  Dj^áji'de  i7  ^e  X¿Q3Ío^e'lS68'fic  de 
j^an^íi^P  qne^ó'VebvIndole  ^aó^péflí^taa,  lasque  ^nida^i 
djiia^^  con  Ioj;  ptrdi  tre^doeao^enlos  privados  de  1$  da 
^Ó  df  Í«üiq  da  iS7i  f  1,7  de  Dicieqibre:  de  4*77$  íoriQal 
favoir  d^  Daráo  de  200  ájeselas;  p^ro  ¿0919  los  cuaVc 
u^o^anda^o^  tenía  ponera  los  consortes  P¿ri#H  y  Fj^int  u 
pesetas  cob  50  céntimos,  y  de  ellos  bia(o^  cesi'Óa  f  par 
despides  i  ,p9i^e(^Q^i¡i^a  (le  tal.  ceaíón' fáescrítara  ^e 
^4B99v9n.qae  dichos, jcpip'spr tes  reconocjiéron  aqu^)  prédUo^  d^  P^r^^^ 
jAsa^abái  ateqdíee^do  é  las  leyes  de  bójoapensacida  d<li  or^clUos,  VueV  ej 
dei^amlada  er&^^acpeedoi'  en  U  aptaalidad  de  loslieréderos'  de  t),"^igi|e| 
pt^xúsh  por. la  cantidad  de  907  pesetas  &0  céotimos:  aaela  coinSanisa  j 
ifflistád<iqe  exlajlto  entré  Darán  "y  el,  demandado  había  sido  Ta  causa  de 
4oe  no  se  inatilizai^n  por  descoido  loa  docamentos  de  crédito  ei^  qoe 
se  fundaba  la  demanda;  j  que  la  d^mftódante  0oña<  Concepc¡ó|íi  no  m- 
^i^j^fo  elinyantarioqqe  tomó  de  los  bienes  dé  su.  niarído  Oarín  ios 
cjréd¡t4^  qoe  reelaipaba,  defraudando  as(  los  derechos'  de  Ja  HACÍcndi 
pilblica;  en  Virtud  de  todo  10  cúarconcluyi^  invocando  las  eicepcioi^éa 
de  pagoi,  deifolucii^n  y  compensácí'óii  jpara  que  se  \f  áhsolyiese  4^  ^ 
demanda  interpuesta,  y  pidiendo  pdr  vía  dé  reconvención  qué  en  viii; 
tud  de  la  acción  personaje  coi^espóndieíQte  se  condenase  i  la  démandán«' 
té  en  la  doble  personalidad  con  que  lUigaba  á  pagarle  9Ú7  jpemtas  j!^ 
cént)mo6  é  intereses  devjBngados:  '      :  /. 

.  Resultando  que  la  demandante  insistió  en  la  rép/ica  en  lodiehojr 
pedido  en  la  demapda,  negando  que  fuese  exacta  ía '.explicación  dada 
por  e|  demandado  en  su  contestación,  y  éste  á  su  véi  reprodujo  en  iV 
duplica  lo  qué  tenía  pedido  y  alegado: 

Resaltando  que  durante  el  término  de  prueba  se  practicó  por  aa(<- 
bat  paftea lo  pericial  y  $*^  trajeron  copias  délas  escrituras  también  re- 
feridas, y  además  y  á  instancia  de  la  parte  demandada  se  exhibió  poj 
)a  demandante  un  libro,  titulado  de  apuntes  de  Miguel  Duran,  ^ei  qoje 
se  testimoniaron  varios  asientos;  se  unió  original  á  los  autos  una  nota 
^e  Duran,  titulad^  noticia  de  los  pagarés  que  Recoder  me  guarda  en 
ñü  poder  y  deben  serme  satisfechos,  absolvió  posiciones  Dona  Concep.- 
,4úón  Bacji,  diciendo  que  creía  que  no  había  incluido  en  níngnno  dé  Iqs 
inventarios  de  los  bienes  de  su  difanto  marido  los  créditos  que  se  rér 
claipaaban  en  >ste  pleito  por  no  haberse  encontrado  todavía  cuando  '^e 
hicieron  aquéllos,  y  practicó  por  último  prueba  testifical  con  objeto 
da  demostrar  que  satisfizo  á  Mares  el  crédito  que  teiiia  contra  Roma- 
ftach  y  que  fué  cedido  á  Duran,  y  que  la  escritura  de  debitorio  que  los 
consortes  Portell  y  Font  otorgaron  en  14  de  Marzo  de  I869.á  favor  do 
Duran  se  refería  á  los  mismos  pagarés  que  tenía  otorgados  á  Recodér 
con  fecha  2  de  Julio  de  4867  y  que  éste  cedió  á, Duran  en  $  del  mismo 
pies: 

Resultando  aue  sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias  dictó  senten- 
cia revocatoria  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelo- 
na en  45  de  Abril  de  i88S,  condenando  á  D.  Jerónimo  Recoder  á  pagar 
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t  DofU  Gancepfciófi  BMsh,  nadada  D.  Mrgnial  Darán,  -la.*cáiitidftd 
de  59t4  i>eseta$  50  eóntitnos,  importe  de  los  doeonentos  ten  qo^^^ 
apoya  ta  demanda  é  interesee  eslipoiados,  y  á  oue  eati8faiga  asimis^Bo 
i  la  propia  demandante  loa  intereses  de  las  5550  pesetar  á  qae'aseien^ 
den  dichos  doconentos,  á  rasón  del  6  por  100  desde  U  conteslaoiétr  de 
la  demanda  hasta  el  día  de  se  electivo  pagOi  y  abeoWíendd  per  !M4iillo 
á  Doña  Goneepcíóa  Bach  de  la  reeonvencípón  propuesta  por  Ot^Jeréiii- 
motlecojlen  ^     ..  *    * 

Resultando  que  D.  Jerónimo  Raeoder  interpasotreearsotde  casaeiOn 
fundado  en  los  si^z^nientes  nvctives: 

r  En  que  al  afirmar  la  sentencia  reienrrida  que  el'reearrente  oo^ba 
justificado  ser  qQÍen'<entr  gara  á  D.  Tomás  Maréis  los  1.000  do  pos  im- 
porte de  ta  cesión  qne  é  favor  de  D.  Mi^oel  Darán  htsoiel  miemDipor 
escritura  de  tt  de  Jnnio  de  1068  del  crédito 'qae  tenía<cooira  0«  Juan 
Baati«ta  Romañach-,  fundándose  saleen cénjetorae y  preSiriMdiend6>4^1 
sentido  literal  de  los  doeumentos  y  bagando  valor  y  eficacia  á  la  ptfw^- 
ba  testifical  j  á  las  notas  puestas  de  puño  y  tetara' df^l  acFeeéor  Duüán, 
incurre  én  error  de  hecho  tA  apreciar  la  prueba,  infringiendo  la  ley  39, 
tít.  16,  Partida  3%  y  la  senienoia^de  este  Tribunal  Supremo  deilS  de 
Marao  d^  1867,  que  concede  fuerta  probatoria  á  la.  deokaración  de  eos 
testigos  en  toda  clase  de  juicios  cuando  están  enteramente  conformes 
en  lo  sustancial  y  en  lo  accidental  de  los  hechos,  asi  como  la  ley  419, 
tit.  18, 'Partida  3%  en  cuanto  esta  ley  dispone  y  es  regh  no  derogada 
de  sana  critica,  que  si  alguna  de  las  partes  adujese  al^na  Cffrta  «lea 
juicio  que  fuese  fecha  por  mano  de  aquel  contra  quien  faeela  dwniCQ' 
da,  hace  también  fuerza  eñ  juicio,  puesto  que  et  fallo  pesurrído-nocse 
la  concede  á  la  carta  escrita  por  D.  Miguel  Darán  ni  á  Les  aste«tos  y 
notas  puestos  por  éste^en  sus  libros: 

p  Porque  al  reconocer  la  senlencia^iA  el  considerando'  3^seroietto 
qué  en  sustitución  de  los  cuatro  pagarés  otorgados  por  los  consortes 
Peilro  Pertell  y  Duna  Rosa  Pontá  favor  del  recurrente  por  la  cantidad 
en  junto  de  2.907  pesetas  50  céntimos,  se  otorgó  á  su  ves  por  ac|«éilos 
á  favor  de  D.  Miguel  Duran  la  escritura  de  desitorio  de  4é  de  Mayo  df 
1869,  y  afirmar  sin  embargo,  después  de  tal*  reconocimiento,  que  Don 
Miguel  Duran  satisñzo  al  recurrente  el  importe  tie  .dichos  docuraeíaos 
infringe  el  principio  inconcuso  de  derecho  en  virtud  del  cuallos  Triiía- 
ñales  deben  fallar  con  arreglo  á  lo  «legado  y  probado  por  las  pávtes, 
porque  hace  una  declaración  que  no  se  ha  justificado  ni  pretendido 
justrficar  por  la  demandante  Doña  Concepción  Bach:     -  ' 

3®  En  (¡ue  al  considerar  probado  el  hecho  que  se  acaba  de  referir  eo- 
inete  error  de  derechx)  en  la  apreciación  de  la  prueba,  infringiendo  la 
regla  de  sana  eritiea,  que  prohibe  fallar  porsiipples  nonjeturaa  y  el 
axioma  de  derecho  Qua  non  esi  plina  varitas  sttplewt/ahvtas^Bifnod 
non  est  plena  probatto  plena  nuUa  eti  pfúbutio,  puesto  que  sin  «lega- 
ción contraria  y  sin  prueba  en  los  autos  se  da  como  probado  que-  Don 
Miguel  Duran  pagó  al  recurrente  el  importe  de  los  pagarés,  no  obstan* 
te  que  el  único  hecdo  cierto  respecto  á  este  particular,  porque  consta 
en  los  mismos  documentos,  es  la  cesión  delrecurrenie  á  Duran  sin 'que 
bajo  ningún  motivo  pueda  deducirse  de  los  endosos  ó  ne  tasóle  traspaso 
que  recibiese  su  importe,  pues  son  expresivas  solamente  de  la  cesiOn  y 
no  se  dice  en  ellas  que  sea  valor  recibido,  entendido  ó  en  cuenta:  • 

4°  En  la  infracción  que  resulta  de  las  leyes  que  rigen  en  la  interpre- 
tación de  los  contratos,  especialmente  de  la  84,  título  De  reg,  /tir.,  y 
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<db  la  3^,  Ut.  De  it$b.  %red.^  á  tenor  de  1^  cuales  la»  dadaft,qa6  «b  sus* 
eiton  aewca  de  U  extensióa  de  ka  obligaciones  deben  resolverse  en  el 
T«ejiiido>ea.q4ie  eoo  aoa  aclos  posteriores  manifiesten  las  parjles  haberlo 
aiiteodido,  9^ú  oemo  de  lo8'princÍ4áos  de  derecho  C%mi%  Vírbú  nulla 
*úméigitMimi  eH  ««»  dséet  admitíi  voluntaUs  qucs^iio,  y  Ubi  verba  man 
^§Wítümkiffüan<m  est  locuiiníerpr^iatwuis^Sii  negar  el  falto  recarrido 
ék^aarla  á^iilM  Acento  de  186a  dirigida  por  Paria  al  recuj-rentei  á 
las  notas  puestas  por  éste  en  sus  propios  libros  y  á  los  endosos  de  los 
eoaifo  pagarés  aludidos  en  la  iufraceióa  anterior  el  significado  que 
Terdaderamente  tienen,  puesto  que  á. pesar,  de  haber  manifestado  Don 
Miguel  Duráo  en  dicha  earta  que  e|  recurreate.no  le  debía  más  que  250 
peseUi»,  y  por  medio  de  las  notes  puesteas  en  ans  libros  dé  cuentas,  el 
vecdAdeto  estado  de  la  corriente  que  con  él  tenía,,  declara  el  fallo  que 
' aoa  desabono  áDoda  Concepción  Baob^  causa  habiente  deDoráa,  to- 
éaa  las  partidas  que  resultan  saldadaa  de  dichas  notas  y  cart«s;  infrin-> 
•gie^do  además  los  principios  de  derecho  que  quedan  citados,  porque 
además  de  ser  claro  y  explícito  el  contenido  de  la  carta  y  notas  y  de  los 
.endosos  puestos  al  pie  de  loa  cuatro  pagarés  ausGritos  por  los  consortes 
Pertell  y  Pont,  loa  interpreta  lau  manera,  haciendo  deducciones  que 
no  resuUan  de  au  sentido: 

5^  Bn  haber  sido  infringido  ¿sí mismo  el  otro  principio  de  derecho 
.Adoré  non  pr&bafUe  reu$  <stabsolvendus,  en  el  concepto  de  que  sin  ha 
'ber  propuesto  Doda  Coace{)Ciáo  fiach  prueba  para  justificar  yue  el  im- 
porte de  loa  citados  pagarés  baya  sido  satisfecho  al  recurrente,  ,6  que 
el  «dinero-i^reslado  á  los  consortes  Portell  y  Font  fuesen  de  Duran,  la 
¿^ntencia  amolda  su  parte  dispositiva  á  este  becbo  como  si  realmente 
se  hubiese  (Tobado:  .     . 

6°  En  haber  sido  infringidas  igualmente  por  no  haber  sido  aplicadas 

al  caso  presente  las  leyes  t*  ]^  3*,  H  y  IS,  litufo  De  campen,  del  Diges- 

: '  to;  la  4^ «del  Código,  y  la  SO,  tít  14.  Partida  5^,  y  por  haberlo  sido  in- 

^debidamente  la  486^el  Digesto  De  borborun  siffnillcaUone,  y  la  h^,  iU 

talo  3^  Partida  5%  que  no  tienen  relación  alguna  con  el  objeto  del 

»pte»t«i; 

T  7°  Porque  al  conceder  la  sentencia  recurrida  valor  en  juicio  á  do- 
cumentos que  representan  derecbos  que  han  eludido  el  pago  del  im- 
puesta sobre  tfttslaeionea  de  dominio,  como  ha  sucedido  con  los  tras- 
4nitidoa  á  Doña  Concepción  Bach  y  á  su  hijo  por  fallecimiento  de  D.  Mi- 
.guel  Durin;  al  no  haber  sido  continuados  en  el  inventario  que  se  for- 
mó, según  confesión  de  la  misma  Pona  Concepción,  ha  Infringido  el 
art.  00  del  reglamento  para  la  exacción  del  referido  impuesto: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 
ConsKierando  que  la  sentencia  recurrida,  al  negar  que  el  demandado 
B«eoder  baya  justificado  los  hdcbbs  en  que  se  ai»oya  la  excepción  de 
eom;>ensación,  hace  un  rasonamiento  fondado,  no  en  simples  conjetu- 
ras, sino  en  el  conjunto  de  las  pruebas  practicadas  por  una  y  otra  par- 
te, ai  giie  opone  el  recurrente  so.pro(>io  criterio,  basado  esencialmente 
-en  las  deckraeiooes  de  vacíos  tesugos  y  la  significación  que  atribuye  á 
*- la»  eartas  y  anotaciones  de  D.  Miguel  Duran  é  intervención  que  éste 
tuviera  en  la  escritura  de  14  de  Agosto  de  4869,  autorisada  por  el  de- 
smandado en  calidad  de  Notario»  en  cuyo  caso  debe  prevalecer  la  apre- 
-ciaeión  de  la  Sala  sentenciadora,  toda  vez  que  contra  ella  no  se  alega 
-erro^de  hecho  en  la  forma  prescrita  en  el  núm.  T  del  art,  1692  de  la 
rigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  loa  de  derecho  á  que  se  refieren 
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las  chairo, pnip.er(v.paotivo^8aq.  pf^e^^.,A9tí!n¥¥kPM<»H;>1»Mffbt 4& 
i^r^"^       ----->  I    -i  — *^  M^ 


^l^  (&nóet)to  4Q.e  merece  á..  la  mumi^  ^ifüi^it^cm^^M  e«940ll»ái^ 

dé1bgjrimpadoáifciedíOf,plf^balpr^^^^^       V.,  ,},.,<„v*^  y  ^..'41.}^  ib  biíb 

-  '  CbHsid'érandú  qttd  tampoco 'soii  de  estitúar  los  fQn(iaa)dQ&(^4;j52iy£Ír 

'ft»**flifir*affido 

háber  útifizádo  ÚIiícaménl0:laie^c^pció^^4*e1<?^$^  ci  nb 

"'■  Cdrikidérando  pof  útlimó  qae  la,lnfr^Ó{iHaiegn^(Íi;4Q^4<ÍAltÍinail«i^ 
fró  96  reñerd  ájey  ni.ddetrína  jegaT,  aipo  i-i^Oi  ^irt^MiOi  A9lnri^gl#^q«lil 
párá  fa  exacción  déf  Impuesto  spbra  ^fisUqoifmiAfii  4i^9finilfi,v<)tQi;iiift 
t)á8ta  p^i^  sisólo  paraífue  rió  poedkwvU^^^fqndtii^flr^iBgjri.p^iArte 
easacfióní^  segftn  tiene  declarado  6sléTr4hQnaJ  Sqpripipt^^M  .^r^u  >  ,nbu;K 
-  ^  FatlamóR  qoB  débetaoá  decíajrarj  dQcJ(ara¡K^Q8.i|iQ,h%l^K(4qg»9^iBÍ/ireíi 
c^t^o  de  casación  interpuesto  por  tí.  J[eró>QÍmahR6^eQpe||(á.gi|i^i^49iiy^ 
itkmosal  pago  de  tas  (postas;  y  Ubirese  i  Ja.  AodieH^f^aMÁ?.  j^<Mr(sel9ftll1^- 
c6rtificaeión  correspondiente,  Qoa  devoluc^^n.d^j  ^pii^ÚHíH#|i^Q:j|lidP<)[)q 
mientos  qáe  ha  remitido.— (Sen tencU.  p^ttbUitad9  ^\  fifi»'.Áim\  A9¡iiiSii. 
é  inserta  en  U  Gaceta  de  30  de.Agüslo  d9lMw^<^'w)«)>.i  <  ><?(>  n'^.i^u  ^ 

'^;,.  .       .        -      ,  ;     .'  ■•       ,.■       ^  i^í   ...1    •.  -^í''    '*»'í'^  t/l     1]  í^lJilO'»   ílíll 

■  '  Co-ittpetcílicfa  nél4  Abril  de  f¿'83)^T-áf¿^|<tfW*¿,iírfl4'W^ 
síTÁs.— Se  decide  á  favor'  del  Xuígadp  4q  prio^r^,ji|i(tj^|\(9a/tfl,di$MÍKi 
tó  de  Boeñavista  de  Madrid  lá  suscitaba  coa  eI,d^.j§|i9d.,cJMf).'d«  Aotirr 
gos  soLir^  conocimiento  de  (a  (^maqda^ntf^b[a^a4{pr,^*,fidi9Stfd^  Qh^<bi 
contra  D!  Man nelMaría  ttivás,  y  se  resuejve:     !,.  ,, .  .j  .«.  ,    .  ...^    ,   .^ 

Qjne  sef4nJo  iUmefto  «ii  e¿  fárrvfo  .$egm,%Í0Ml.^H,.io^,ti  la'iiey^ 
d$'Énj%k%afni9Mio  ¡AtU,  en  las  d^manda$  spbre  r,0ndj^iám,yi'4i¡prQhif^fm\ 
definí  cuentas  que  dehHdar  ks  'Ádniinistfj^doret^e,Mein^iijinP$,  i^fél 
Juez  competente  el  del  Jugar  donde  deban  fr  aeM((^iei)tgi0  ..imn^^itíy.n^j 
estando  determinado  y  el  del  domcilio  del  p^i$r((Mte  ^  dMeíñoie.i^ 
bienes  ó  el  del  lugar  donde  se  desempeñe  la  adtíUnislrac^n^id^eieatíétk* 
dédicho  dueño,  ,.".  ^^  ,  ¡^  .  .>-■. ;  1  ••  -  \.  hi.a 

Bii  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  1  de  Abril  dd  .<983|  en  ja  AOWMie^b 
tencia  promovida  entre  el  Jaagadode  primi»rV  instancia  d»  BtLfgos  y  #i  ^ 

Jéi  distrito  de  Baenavlsta  da  e&ta  corte  acerca  del,  e^^n^cinM^püoda^lfi  1 
emanda  dedncida  por  p.  Eduardo  Gbao/c.pmo  Directoría  ja,  Socfe^t^.; 
dé  seguros  La  Ünidn,  contra  D<  M^auel  Marfa,6Uva4  s  to»/ h^r^eiQ^i 
de  D.  Pascual  Escudero  sobre  pa^o  ae  pestttaa;  .*).-'.  '  «^  •  .  .•  .  h 

Resiittando  que  en  9  de  Marzo  de  f  860  otorgarQn.e^eriAiirA  publicáis; 
en  la  ciudad  de  Burgos  D.  fllannei  María  Kiv^Sf  P».  I^ascif»)  £#&ii:deio»v' 
ambo?  de  aquella  vecitidad,' y  D.  Enrique  Condasana^  vaaiii^od^  Mari 
dríd,  en  la  que  noanifesló  el  primero  haber  sido  nombrado  par.  «I  Con- 
sejo de  ádministraeióni  de  la  Compañía. de  Segvroa^  (7jHf4f^Sab<)ir^*l 
tor  de  la  misma  en  aquella  pxoyincja  á'calidadde  gftra»rtir  au  veapan^  i 
sabilídad  en  el  desempeño  oq  su  destino  con  la  aiim^  d^,  IQO.OOO  reja- 
les, en  cuya  consecuencia  presentaba  por  fiador  al  ¿it^.D»  Pase««i^ , 
Escudero,  el  que  se  constituyó  en  efecto  fiador  solidario  y  maDC^oANh  . 
nado  del  citado  Rivas,  obligándose  á  garantir  todas  las.  resultas  piaoa«>  . 
niárias  que  procediesen  del  cargo  de  Subdirector  1  fiaüxa  que  fuAaae^r  .• 
lada  por  D.  Enrique  Condesána  en  todas  sus  partes:  -   ,1 

.  Resultando  que  practicada  liquidación  en  27  de  Agosto  de.l86Sp0r 
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dad  de  Bargas,  j  aprobada  y  ^^cept^da  j^or  eV^$9Í)|^Íj:epi9^^ 

ol  <>Riífeiiliaffdoqi|ei  con  Í;)ré8étt1a6bn  de  dichos  docpmentoifl  lOJterpqsd 
D.  Eii««tdo>€^f  oi  éótnoi)irettto^  de  \ti  SbcVedi^M^ekurMrí»  Vniéni. 
dfcifllifléAtl^íf  írt'dittartáWht/aD.  MañueiMariá  fti^^^^  *      ^ 

de  D.  Pa8euál^fe^.ild0W)'aiitéi  elipigádode  príinaira  ínstaiic 
liíl#  de  B^eiák^feláde  éftta  corte  en  6  de  Ag09t9  tciiwo^j 
détfpoée^ 3de  refáririe  á  los  antecedentes qoe  se  dejaii  reiaUdí 
^llj|a^'íeo6a  déla  Fiquidacidl^  había  {xracticado  g0^Upn6s,pi 
RtiMSs'ioim^réá  de  D.  Pjisctial  ^  Escudera,  para  ;réiategrar 
saldo,  cayas  geftidhéshábián  éido  inútiles,'  úqe aabi^ndo a¿ 
D^iAkandtot  María  Aivás  coiiro  ^naiydiíarío  d^la  GompaDÍalc 
h^btSttM-tieáUlM  db1!gMo;á  pa^^ar  el  saldo  d0  íjti  Uqilujía^i 
firMí'úHlk  éofiseetiehcia  inmediata  de  la^admiaistrácí6Q«^i 
p6f  batierfécottocfdóy  aceptado  la  deuda  liquidada;  (j^^oe  si  ^ 
dÍ4a«esdñt(i^tt'd0  fianza  dnencionada,  Escqidero  estaba  .6^j^to  soiid^kiat. 
y  mancomDnadamehteáiaSreflponsabiíidades  pecdniarias  qiie  resalta- 
ran contra  D.  Mannet  María  Rivas^^  y  qne  habiendo  fallecido  D.  Pas- 
cual Escudero  habían  asomido  siis  herederos  los  derechos  y  obligacio- 
nes por  él  contraidos;  ^n  piyra  vixlj¡i4  yiK^W<t9  ^^M  }l^.í^#^  W- 
8t»ílkrif4o{icHé~8d^i!N^ré'af  a  la  apto))a'cidt)  ae'lá  Ct|é^^  úrmad^y  ac^p*, 
tad»>pdr  D.  Mkhfaél  Mir^^  RiVár,  y^né  éste  y  jps  t^erederos  fie  D..  Pfís-, 
ctMti^aderb  e^jl^  omi^d;ó^^dnídaria  ^'-tpaiusomnlífádáqieate.i  rcíinr^ 
legrar  ifa^Sociedád  de 4a  cantidad  reGraEb4'Üa,  eotOi^áodQloslqoe,  )(K, 
verifiquen  en  el  término  de  seis  días:  ^       ,  '  .,  .    ^ 

v^esd^lando  que  cbnferidd  traslado  á  los  d^mat^^^dóf  ,.|aé  ^mplatat^, 
de  D.  Manuel  María  Rívas  en  esta  corte  jrlos  (iei*Qderos  de.  0^  ^áscuat^^ 
figend^ro  por  medio  de  exhorto  qae  se  lil;»ró  al  efectp  .al  Rasgado  da^^ 
primera  iflstancla  dé  Burgos,  al  cual  acadiecoti  dichos  herederos. pro ^  .^ 
peiiiendo  la  inhibitoria,  y. solicitando  que  se  dec|acaQ|<á  comp^tepte.p^ra 
re^eotíoelsr  def  lá  demanda  en  atención  á  qae  se  ejercitaba  edi  1^  misma^  . 
una  acción  personal  nacida,  de.  La  obügacióA  eput^aída  .ed  la  escritora  ^ 
defiaeta;que  dicha  obligación  debía  cumplirse  en. Burgos  tqda  vez^t 
qáe  el  Subdirector  de  la  Sociedad  ^enía  so  domicilio  lega),  r^aí  y  jaei^e-  ' 
safio  en  liqnella  ciudad,  habiéndose  .practicado  ^  la  mi^mi^  ciudad  la^ 
lie^eldacidn  de  ^ue-sel^acía  derivar  la  responsabilidad;  que  en  Bargos^ 
había  dado  y  reodidé  sus  cuentas  p.  Manuet  Varía  Rivits,  debiendo- 
discutirse  y  resolverse  en  el  mismo  ppnto  cuanto  se  refiriese á  las  cuen- 
tas y  á  la  fianm,  por  ser  aquel  ,el  luga^r  destituido  para  el  cumplimienta 
de  la  ebligfación  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  regla  1*  del  art.  62  de 
la  íey  de  Enjuiciamiento  civil:         , 

ftesuluNo  que  oído  el  "Promotor  fiscal,  fué  denegada  por, el  Juer 
de  Burgos  la  pretensión  de  los  herederos  de  Escudero;  pero  admiticlí^  la 
apelacáón  interpuesta^  yrevocado  por  la  Sala  de  ío  civilde  k.Audien-* 
cía  de  Burgos  el  auto  del  Jues  mandando  que  éste  sostuviera  la  com-^ 
peteficia  propuesta  ppr  los  herederos  de  D.  Pascual  Escudero  en  yista 
de  lasraEones  expuestas  por  los  mismos,  dicho  Juez  declaró  haber  lu- 
gar á  la  inhibición,  y  que  se  requiriese  en  forma  áUuezde  Madrid  é  &ii 
de  (^e  remilieim  los  autos  á  aquel  Juzgado  como  üuicp  competente  pa^ 
xa  conocer  de  la  demanda: 

Resultando  que  el  Juez  del  distrito  de  Buenavista,  después  de  oír  al 
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^enaiidARU  y  al  Promotor  flsoAl.,  de  eonfovmidsd'Oii  lo  p^in'stó  (MT 
-los  BiísffK)»,  señaló  á  la  iahibioión  roquerklá;  y  batiendo  iiMiaildo  oa 
•e4ia  ei  Jdaft do  Burgos,  ano  y  otro  elevaron  áesto-Tcitratiai  B  ipreoio 
«U8  respeotivas  actaacíones  para  U  áñtmótí  Ú9{  cotfñxtio^  jwwkkt- 
icionat:  .■.•..•.:  *    .-  .   -j  <^-  -  ■.■■  .  v  s  •-;  • 

?i«toSy  Bíeade  Pooeate  el  Magislirada  *E>.  \lvaiv(Ffaiici«Do  Baslá^ 
«nante:  •  »   .  . 

^  Goasiderandoi  que,  %Bfúñ  lo  diaptttsto  Ibr  el>  párrafoisogAfldo^dél  af- 
tici^o  63"  da  la  lef  do  BojaioiaoiieHto  ^ivi4  on  latidoalaiidatrtobre^roa^ 
4ieióii'  y  «probacidfi  do  laa  6«9nlaft  qae  dobao'  dar  los  Mmiftiotradonts 
4l6  bienes  ajeóos  será  Jues  com pelen t»  el  dét  -  logar  donde  ásbaocpro» 
«ootarse  laS'  eoentas,  y  no  estan«k^  determioados^l  der'di*fÉieilMyd«l 
poderdante'ó  dosño  de  los  biooosd  oi  del  logar  donde  se  des6mpefte>  hi 
«dfDínistracióR  á  eleocióa  de  dicho  doeftot    ^  >       .     '^^^    > 

Considerando  que  en  el  caso  preseate  so  ejoreUa  «na  aeeii^  éoroii* 
4id6a  do  oaontas,  f  que  ann  cuando  no  está  déte  ron  nado  dondeéstas 
46bao  preteiitamoy  siendo  Madrid  ol  fmnto  en  q<tte  se  hkMñ  taooftclnts 
de  contabilidad  y  la  dirección  de  la  Soetedaé^  «ósteies  ol  fum^to  es  qiQo 
«debo  cumplirse  to  obItgaciKki;  >     ;. 

"  FáiiaoiosqBe  diebemos  declarar  y^deolaraAsos  :qiio  él  t^noeioMea|o 
de  eaios>  autos  oorpesfiondo  al  Jaestdo  primora  tnaiaftela  HieMioirito  do 
Buena  vista  de  Madrid,  al  cual  se  remitan  unas  yiOir^ts  actuaciones  i»ai' 
ra  que  las  oontinile  y  proceda  con  arréjglo  ádofocboi  y  d^e<conoci- 
mfiento do  esta  resaltfcíjdn  ai  de Bqr^os  papa  soeonocioilonto  y  efeOl^s 
.}BgalesoorrospoTidientes<-**(SentenoiapobU»'.adAel  Ido  Abril  de  I^SU 
^  insería  en  laOo^^^de  45  de  Mayo  del  mieinoaño^)   ^ 

.      116'  ■«-^"^•'••'  -/•'■;    í 

>  Reemtw  4e  easaeióii  en  leu  forma  (1  de  Abnlde  t883).^-«S'0to 
^^retfra.^DBSAHOCH).— >No  ha  iogar  al  lotof  piiosto  iior  D.  iean  l^fMia 
€aneelos  con  Doika  Ramona  Travieso  (íoagado  de  Ga»iropo})f  y  soro- 
i«aelve:< 

4^  Qué  el  orL  4-693  de  U  ley  de  BninieU^mento  eipil  en  4«  minia* 
^0  t^  diepome  que  habrá  lug(tr  ai  reeurto  die  óúeaeióá  por^  queknauté' 
miento  de  forma  cuaiida  haya  falta  de  pere^maUdaá  en  atibuna  de  loe 
pariee  ó  del  Procurador  fue  las  represente; 

.7^^  Que  no  ewiUe  tai  falta  tratáudoee  de  tmo-  ottiiia  que  Utiga  en 
iMmhre  propio  i  y  en  la  legitima  repreeeiUaeióeí  de  eue  kifos. 

En  la  villa  y  corte  da.Madrid,  á'fde  Abril  de'4889,  eniosantos  qno 
-ante  Nos  penden  en  virtud  de  reeurso  de  eaiaoi6n  pdr  qo^^brantamioa- 
lo  de  forma,  seguido  on  el  lusgado  monioipal  do  Vega  de  R4vadeo  y 
on  el  de  primera  instancia  de  Gastropol  porOoñ^  Ramona  Travieso» 
Viúáí  de  O.  Manael  Yior,  porei  y  sos  menores*  bijas,  con  D.  Juan  Ló* 
fiez  Caneólos,  labrador,  Vocino  de  Villadonga,  sobre  dfvahaeio: 

Resultanoo  qoe  en  %0  d«^ Octubre  de  48^8  'Dofta  Ramona  Travieso, 
vinda  do  D.  Manael  Yior,  acodió  al  Juagado  muntcipal  de  Vega  do  Ri- 
^adeo,  eiponiendo  «fue  sus  bijos  y  ella  e^an  duefiosen  propiedad  y  po- 
sesión de  los  bienes  que  en  la  paaroqoia  de  Abres  correspondieron  on 
»n  tif>mpoá  D.  Manuel  Cancio:  qae  entre  osos  bienes  se  hallaba  ana  fin- 
oa  TÜsUo»  6  casa  de  lahraoaa,  mancada  con  ol  nilm,  ffi^,  y  cortina  la- 
lar^día,  de  cabida  de  dos  ferrados  en  seoobradora:  que  sucod46en  la 
ilevansa  do  osta  finca,  que  estaba  arrendada  verbalmento  y  sin  ttompo 
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dMetmimid^,  D/Jttaif  Lópes.GaaeelDs;  y  «orno  s«  ñegMe  á  d«Í4rla:á  la 
libre  disposieiófrde  hi  damauiiartte;  sin  embanf^o  da  h<ibQrl«  reqoeridl^ 
akefeeta,  yfundada  en  ia  (Sattsa  8^  del  are.  «572  de  la  éefde  Enjuicia- 
•aiaataoivH  y  en  la  falla  de  paga  de  ia  reiiU,  pidió  por  si  y  en  repre* 
seniacjóA  de  sas  hijos  se  declarase  haber  lugar  al  desahucio  de  diaha 
fiaiea;  afnpreikuerido  .con  teniardit  eliaal  LápeaCaiicirios  si  qo  la  desa- 
lojaba dentro  de  ocho  dias: 

*.'.  Heettltande  que  oonvecadss  Isa  partes  i  juicio  verbal  Ja  deaiandan- 
ia  reprodoji>aQid0«kaada;'y  el  demandado  D.  Jflsn  Lápaz  €a-ncelos;  pi- 
idiendo  se'leíaiMolvieradaaHa,  eicepcionó  (}ae  la  inea^objeto  de  lad#> 
«landa  faé  dada  anáfora  á  O,  PcsmoissoPóreBnle  Bireia  y'á  su  consorte 
BofkalsalvelRodrígBeK  por* D.  Manuel «LamaS)  Capellán  de  la^de  San 
fiirolta  daOjá  da..ftaY>yv  pat  el  canon  anual  ds  ocho  ferrados  de  tnigd, 
según  escritura  de  15  de  Febvaro  de  4841,  dela^fae  lóio 'pvettentaba 
tlopiattioipl«>P6rballarsa  la  original  prpdocida  ea  otrojaicid  oelebirada 
en  Abril  de  1H70  á  instancia  del  L«inas«anlraai  demandado  y  so  oaa- 
dni:po4|fi*a  Du)h4  Isabel  Rctdilgaez:  qneléstay  «a  consorte  D.  Francia - 
-a<»PéreaB«réSta  fall^ei#roAj)aia>testamanto,  en  el  qéa  instituyeron^  por 
«US  herederos  á  sos  hijos  D.  José  y  Doria  Antonia/  mujer  dsi  demandé* 
áo; y  el i>r  losé tadió-lodo» ana' deraaboe áesiá  tHHmaique  iiajo^ esta 
aopoestio'ial  deairMidado  >podía  ábéi<tneíae  da  contestar  á4a  dmanda, 
paesto  que  jamás  pagó  ni  renta  ni  canon  á  la  deanndanté  ni  á  «isiil- 
jos.  ni  aqoéila  ni  éstos  eran  do^ños  del  útil,  y  tratándose  de  bienes  pa- 
rafernales de  la  consorte  del  demahlado,  á  ella  debiera  dirigirse  la  afi- 
ción: que  la  demandante  no  rcompañaba  los  títulos  necesarios  para 
acreditar  que  ea  paHe^lc^tíriía  *^raproradTais:eotaetle8lidn,'i«gún  al 
art.  1^4  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil:  (|aa  después  de  replicar  y 
duplicar  las  partes,  propnsieronílas  proébae  qoe  respectivamente  cont- 
acptaaron  convenir  á  so  derecho  en  justificación  de  los  hechos  que  tia- 
4i«ti  alegadoj.y  en  pirladala  pro p «tata  porcia  4ÍéaAinéanie  ae^' unió 
aompolsa  de' nn  joiata  afiebrado  avf 4  de  Ostabre  de  Ii19  entre  las 
mism-iS  vB.iaaóftsreiftSftbiíaTMamanióa  de  árenlas,  aqoéila  etpaso 
S6r  dneña  de  la  Cfisa  y  bienes  del  demandado  Barcia,  por  los  qoe  debía 
amisfíioerle  cinco  ferrados  de  trigo,-  bieaea^srténoeisniea  á  la  ¿apella- 
nía  nrpresentada  por  D.üaaael  Lernas,  cbrrespondiendo  á  la  actoia 
esoip  dinreahoa  por  baberlos  adqairldo  da  D.  Hannal  y  Doña  Báriiara 
Canrio: 

^    Reaaltardo qae  practieadaa  lUspnu^bas,  dialó  leotencia  el  Juez  mn- 
niel  pal,  de  ta  4»n  tnlert)QSo  a^ia^aaión  D^fta  Ramona  Travieso;  y  ra«ii- 
tldoe  los  aatosal  J'otgádo.ée  peiinera.  Insftanoia  y  celebrada  vista  pú- 
bHcay'OnlaqoB  e^  demandado  raproildjo  la  vvotasts  de  qneaxistia  fal- 
fta'd«  p^rsonalidad'y  legitítardad  de  .parte  de  la  demandante  para  nro- 
■  «lOTér  el  jnieia* 'Comprendida  en  los  articnlos  503,  n6m.  i**,  y'456ide 
-la  ley 'de  Cnjmciamiento  civil,  dicho  Juee  por  sentencia  de  41  de  Di- 
ciembre de  4689,  revocando  la  apíelada,  condenó  á  D.  Juan  Lópea  (^an- 
«elos'á  ^na  dentroflel  ténarno  que  se>le  seftaU  desaloje  ka  finca  rústica 
ó'casa  de  labraata  y  sos  anejos  de  doft  f^rradoade  sembradura,  eilaan 
VllrarloiigA,  parroqata  •de:4bres,  dejándola  á  diapesición  da  D.)fta  Ra- 
-mona  Travieso,  cendeésndo  al  Canéalos  en  tat  cosías  del  juicio: 
(     Resaltando  que  D.  ¿aan^Lónes  Cancalos  interpaso  recurso  de  caía- 
ai6ni30P  quebrantamiento  de  forma,,  fundado  en  el  caso  S^  del  art.  1693 
dedaley  de  Enínieíamianto  civií,  alegando  qoe  habíaialta  de  persona- 
lléad'en  la  demandante,  taaCo  para  promover  la  caeatidaen  nooibreda 
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Visto,  sie^ndo  PipivaDW./ft^M4gi9lrM&.Q.,;B^Ai«o^^  APCTmí  r  ^  v' '; 
,.  (;k)i)AÍ(Ur«ndt.qpQ^fil.|tfU.1|S93en#9,.9t^H  /WJÍWW^^^ii'Wf *(!*>'* 
liig^ir  M  i#c,ur8(^  (l0,ea«aci6a  por  go^l^CMU^ijqf^efi^aQ  u>^ 
Yí  JftUa^9.  (>eiaon4)U4A4  #Q(4lgaW  .4e()#%jp|r^^ 

^    Qonúdenodo  qpe  «n  «I  cmo. pr^^ote  Qo.tt]i|iftli|  f!li,fno\íyo  ;<ia quij^ 
cUitB  «legado  por  .11  raeorr^nU  j  i  qi|t  |e  i:e^9r«.1f..dÍ«posHú4a  ciui^i 
^imqcián  jA  qpe  Dodia  RaQQQpa,TraFi^ao  lu^{epriocri^bra.pri>pip^ 
como  viuda  tiene  la  legítiina  represen tao¡ó(^4te«f 99^ Mil^S<  lo  ^9*l;n9[fj^ 
b§  p4iMt(^>0a|d«da^se|  ba  reeono^dovppcaljqú^^^ia  4«>aqii41  é^^¥Ício 

S  rasión  M^U>gA  i  iapruante  el  debiu^bfXiáii^AfivlAtt  é^t^.^á.^reei^f 
areqtascomo  dneñosdel  domisiailliki.  ;     ^.      >  >ur   (.'■r-'^t  <', 
GoDAídftrandQ,  por  tanto,  qiA^  9o.hA^8ibMlp<»IqnaDunj^fD|wt6,#, 
t^m^hg9^ápípotüxf^^rñQl9i.       ,í    ...  .     ■;    K '     f   :  iPi 

<  j^allamos  que  de^bemos. declarar  j  d^arMMSAO  haber. logar  «If^T 
enrao  de  capación  ioterpjaafW  por .D,  Jiua^Q  Xi6p^,Cati0f|LoSvaqaien  ^pp«: 
deiiftmos  en  las  jcos^aa: .  dev^oiélvánso^  ÍQá,a«tQs.(ftl  Jji^g^do  de  srio^ri^ 
lostancia  d^  Castrópoi.  ^nja  corrospoadiiiQ^  oecUficf^oi^^'^'TrCaeAtjBar 
eia.  publicada  ^l'iá^  Abril  da  isa3,  ó^merlA  «n  U  i^acf(#  do  Í(^  qp 
4«;o$tod9l  onsmoalü^.)  ,       .   .<  ,^o,. 

:    . '  -  *^   I    .  '    /    »"  ,í       '     I  -      '  M  V  /! 

í    '    »     :     •,  ■>  •  .     .        ./.',—  .:  í^ 

'.'.'.•  í     ;     '        .   í      I- '  •  '     "• .!  f    r-    '  -i'.   '     /   V   .         .    .  i.-í 

Recorso  de  easaetón  (9  de  Abril  de  4883)."-SaAi  primera-rt 
RiffviimiGACiáif.r^No  ba  lugar  al  interiHBeatOiPpr  Dofta  Gabiiia  Zuano  y 
oir^soon  DoAa  Paola  de  Butrón.  (AodiaMÍa  da  fiar gos)>  y  a«  ^esQaly^p 
.  1^  Que  h  ñpreeiacián  dá^  lü$  pr^eioM  9prrá$p(md$  á  la  Sala  ¿entenr 
eiador^^  yqueáeUa  ,deie  eeta^e  fnff«^ra#  we  m  úerfdite  q^  ce%M 
mwm  ee  ha  oomiiUido  error  de  derecha  ^  de^kefihO'^we  neiul^e,  de  dPPkr 
mewíñe  áaetot  autínHeoe.que  demueeirenU^eqwvcmeiM  éiMef^ie:  44 
Jmegadar\;  r     f      . 

.  Y  %*  Que  een  inaplifiablee^  y  .na  puedem  décirteeAnfriiagidae^  ¡as  Uyea^ 
18  y  1 9,  lU.  29«  Partida  Z\  cuando  no  se  íraía  del  caso  en  que  mediaur 
te  éUrasemuo  4e  80  años  paaAe  fiomar  U  ootea^raia  el^quaM  reaiba  de 
quien  no  ka  derecho  á  enajenarla.  .        s, 

£.0  la  viJIa  y  eorte'de  Hadfid,  ^  9  da  Abiíi  46.I.3S34  an^lpl^llpi 
sencido  anal  Jn?gado de/primarainacaa^ia de'YaMnasadcj^an  la  $a(a; 
de  lo  civil  de  la  Andleneia  da  Burgos  por  D.  José  Félix  Violonia  y  Eob^r 
varría^  cofflarciante>/vecJbM>;deBtltmQ^  «orno  np^decada  de.Do&iiQri- 
aósloma.de  Znazo  y  Niaoiáa,  Ubmdarsv^Kecífta  d€^.8esiáo,daDo&a  Ab% 
4eZ»azo  y  Nicolao,  labradora^  vaaina4a  SoipoRroatiK)  y  de  Doña  Gabh 
nib  da.Zaazá»  y  Allende,  vecina  tJkOQiii^/da  Somorroatra^  coa  Doña  Paor 
la.de  Batr.^  y  Saslo^  labradora^  vecina  de  Se«Aao%  por  ai  y  ,ÍBn  repra'» 
seof ación  de  soa  biios.D.  Melitdn  de  £cbavariíay  fiotrón;  D.  Balbino  y 
]).  TifQoteo.de  Echevarría. y  Botrdn,  labnadores.da  \a  misma  veciadad» 
yJD.  Francisco  Mareé,  tooeleta.  Hacino  de*  Pqr  tagala  te,  en  represeptar 
eÁ(m  deán  mojer  Dada  Euiiaqpi»  da  Eobevarriay  Butrón,  y  por  da«» 
faiiQión  de  ésta  en  la  de  «oa  hijias>Qo&a  .Emilia,  IX  Hermenagildo  X. 
Doña  Regina  Mareé  y  Ecbovarrisi  sobre  rslv indicación  de  la  caarMu 
parle,  de  una  mina)  pendieota  en  asta  Tríboaal  Sgpvejiio. aq  virtud  da 
JTecQrso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpoesto  por  el  Licenciado 
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D.  luán  María  López  y  el  ProcursiloT  D.  Francisco  Egea,  en  defama  ▼ 

r^iMime%''«rfói4^má¿<»íHt^^ 

sentados  en  éyfl^'^iiiédfi^l^ittéitfailtláiy^s'^^  el'  Liteñl^ia*éo  IX.  iaiV 


sentados  en  éyfl^'^rdédfi^l^ittéitfailtláiy^s'  |^  el'  Liteñiiia*éo  IX.  liiifj 

Pére^  Sáfi^ilfié  t^ffí^adír^iyi  I^Hb«^^ 

^^^fllsM&rftlb *^^|^.  Rmé^  «lé  '¡MiZéitñ  tiaí6i#  de  tí:''€^\dp  éi  \$l 

gjsjlroj^la  inina  de  hierro  deaommada  Marquesa,  sita,  e^  1^  ú!y(n|i^' 


aM^^d^K&tíénpl^fl^^'Hp  etf  .13^  ^ 

i&^fé  dcí'tBSS/r  'éoÉ^Mámí'^  éí-a^  e¿pfá{^  c^Kf^eáeidaleit'  ^ dé  «é^ 
«ed^tt^é  idePiB17/^l»i^itft^o  eóáfttáf  qué  él  registro  de  dietA  mina'l/ábfát 
JfflS'hefefftwadtieilxfsifreiS  '■•-''  '  '    -''    *    '     "  '     '-: 

^^^KéíMtktid^y qWBiBn  és<Mt^]i  t^bn^^  éB^$!?de^FebTeriii  ñi 

M^f.^^bkDlíeétM^on'bkj^'jüNinentó  t>>.  mAdé  tM^m^habaídr;  Mariné?  i 
D.  Ignacio  del  EscobaL  4  in^iailci^'ide^Boñal^&ala  déBtítrÓ0,'qttífl[iw 
Jóh8lábá'^'iK4l^b)mi^2ita«o^eyaí  úuo  de^lbfjornaletda^bn  qtie  con- 
taba Ja  casa.de  Doüa  Cecilia  de  la  Uera'^átiiétpléla^  diveráas  ibin^t 
d^1iUrit^íi)^^éñ>^9(^  lyélil'C^  dlB  la  ll^a*  hñn^  «*  D.  Ram^n'  de 
Ztazo'  ciertos  In  ^!et)fientoit  dé  ^éhó  para  réoQíeküítr  soá  tí.ecesidades,  jf ' 
édfbó  i^#  Üéf  Ib^  satféficfesepor  earéíiér'de  meCálM^/  lé  éft.^r6igó  en  '1860' 
etfVetff^nsará  >^éor  dé  lóHjoék^  adeudaba  Ía'>ctía^  páHé  ^  fa-miftft^ 
d§  bierh)  liir^tresá;'^  ((lié  éifa'citaftá  pkrté  4»  mñía  ifa^*t>'^f  d^firír^^ 
ción  de  Doña  Cecilia  ai  dominio  de  sa  hija  Doñál(iMa^éifVflfaffe,'q^tíikt 
la  Tendió  en  i855  á  D.  Antolfn  d^(;heTarría,  marido  de  Doña  Paula 
Butrón;  cuyos  hechos  constaban  ál  pHmero  de  los  declarantes  de  cien* 
cía  propia  y  á  los  otros  dos  p^r  haberlo  oído  al  D*  Ramón  y  al  Don 

X  RHültatidd  qué  á  inéttnéiíi  #d'1attUAa4)bAa'  Páíiht  dé'9Q«róabt^ 
bf^  deé^añr«da.anlefióréeme  DiélKa  Julia  de  YiHate  y  la  Hera^n  émñ^ 
ifH'^ptlñxu  dé  2?  dé  JuAkf  dé  f979  qué  m  f é  de  Pébrer(»de  491^  había 
^nüido^'áD.  Antd1ihtfeBcbeir«rría,  airado  oiarklo  de  laDoña4»aula; 
laf'éftarlk  ]HKé  de  la 'mina  ilarqtieeavque^abíaiorf  escondido  á  la  de^ 
óMratitep^ftflléékbiefitode'stt 'madre  Doña  Getsllía  de  la Hera,  care-» 
ciento  de  título  de  propiedad,  y  que  por  lo  tanto  reconocía  como  diio^. 
ñb-dé  aicb&  ctíLáfta  fiTáHe 'dé  ftiHia-  á'totf  h^redéfor  de*  fX^Auíolfa  ^e 
EftbéíTáfl'íat    •"■  -•'  ?  •■'J  ■»  ■■■^' 

''^  ftesunabdd^)iét);'R&ib6(i»ée  SS«aao  failéeió  sin  díspoeidón^  tesia^ 
mentaría  en  3  de  Enero  de  4863,  y  pot  auto  M  Jasa  de  Yalm aseda  át 
fé  detSdtiémbre  de  f88ttorób  declarados  -herederos  abintOB  tato,- sin 
(^iJQiéio  de  tercero,  sus  h<^os>I>oÍa' Gabina,  Doña  Ana^  «Doña  Crtóóacia '- 
m'á^y  D¿  DtftAaso:  '  '  -  ■•  •  ^f;  ^;  ;'•  .  í  a  i-  ■.<.  *,.•,. 
^-Resuitaitdoqne  por  BofiaXriaéstoma  y  Doña  Ana  de  Zuaao"  se  d0*- 
i&andó'  eb  atsto^de  con«filili«lóft  ^  ^  de  Junio  de  4 870  á  Doña  Pauta  Bü^' 
ti^  oon  et  {Su  dé  ^u^-se  abstuTleiS  ée  ejercer  aétos  de  dominio  solré-- 
ta  cuarta  parte  dé^  la  mitia  la  fitar^uésa^  que  les  perteneéía  como  b<er#¿ 
déras  deeu  t>a(ké>  D;  Raá»ón  Zaaao,  á  1o«aal  <»puBo  Doña  Pa'Ulaq  ue  di**' 
<^a  parte^  de»  mina  no  sebabía  con4ado  jamáá'enfre  los  bienes  heredíla*' 
rrors  ifé  D.  Ramón  Zuavo,  pues  fos  derechos  qeo  éste  podía  teñeron  ell» 
los  había  trasmitfdb  a^Ddña  GéciHa  'de  laHera,  de  laque  habían  pa«a^. 
dd  á  sus  hijoé,  y  desde  éltos  á  la  deáiaiida,  que  desde  ocho  años  antea 
del  fillecimieñto  de  D.^tamóui  ó  ^a  ^por  espacio  de  S4  años,  yenta  W 
poáesión  cotf  juéto^ítulD  de  ¡la'cosa  q«0  se^le  reclácmaba^'' 
' '  Resttiíando  ^U0  en  37  dé  Octubre  de  4  MO/  Doña  P^ola  der  Butrón  f 
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sus  !ií]ds<D.  Balb^d,  0.  tíiridteo  y  Doña  Easiaqnia  de  Ecbiifvarrik  f 
Biitrót,  repi^eiíentada  esta  ñUinia  por  íbo  'mariJo  D.  Praocisep  Mareé, 
d«dii}er6h  demanda  dtí  interdicto  de  recobrarla  poeeslóti  de  la  mina 
Marquesa,  de  la  que  dijeron  qoe  habían  sido  pñ vados  hada  dtas  poi 
D.  Benigno  Alvarex,  marido  de  Doña  An^  de  Zmió;  v  practicada  la  in- 
formacíéo  teslífical  qne  ofrecieroír,  dictó  et  JuagHttode  Talolaseda  aato 
reslitotorio  pii  6  del  aigoionte  mes  de  Noviembre^ 

RMiiUando  que  previo  acto  de  conciliación  s'ro' avenencia,  celebra- 
doe»  99  de  Enero  de  18^1,  dednjero/n  en  t9  de  Febrero  si^^nieh  te  Doña 
Gallina  de  Zoaso  y  Allende  y  Duna  Ana  y  Doña  Criióstoma  de  Zaato  y 
Nicolao  la  domanda  qne  ha  dado  rigen  á  este  pleito  con  la  solicitud  de 
que  en  virtud  de  la  acción  real  correspondiente  ()ue  ejercitaban  se  de^ 
clarase  en  definitiva  qne  la  tercera  pa:rte  de  la  ttina  de  hierro  Üfarque- 
SI  les  perten^ia  en  pteñb  dominio  en  unión  dé  su  hermano  D.  Dámaso 
en  concepto  de  heredero  abintestato  de  su  difunto  padre  D.  Raoiónr 
niio  de  los  tres  concesionarios  de  dicha  mina;  dejando  sirí  efeceo  el  aato 
dictado  en  el  referido  interdicto,  con  imposición  á  los  que  (o  promovie- 
roii  del  pago  de  todas  las  (*ostas  6  indemnitacíón  de  dsñosy  perjuicios 
y  condenándoles  también  á  entve^ará  los  demandantes  la  cuarta  parte^ 
de  dk;ba  mina,  que  detentaban  injustamente,  con  todos  ios  frutos  y 
rentas  que  hubiese  producido  y  debido  producir,  alegando  al  efecto  qne 
la  propiedad  de  las  concesiones  mineras  consiste  ei^  la  que  otorgad  Es» 
Uao  á  los  consesionaríos,  que  pueden  trasmitirla  á  sos  herederos  por 
testamento  ó  abintestato:  que  so  padre  D.  RaMónf  no  habia  enajenado 
á  nadie  su  derecho  sobre  la  mina;  y  qne  en  l'S  actos  de  conciliación  ce- 
lebrad)t>8  con  Doña  Paula  Butrón  y  sus  hijos  D.  Balbino,  D  Timoteo  y 
Doña  Eastaqoia,  contra  quiene  se  dirigín  esta  demanda,  asi  como  en  el 
interdicto  de  recobrar,  Se  suponían  dueños  de  la  coarta  parte  de  la  mina 
pcíf«on secuencia  de  la  enajenación  qoe  suponían  qn^  D.  Ramón  de  Zua- 
so  biso  de  dicha  cuarta  parte  á  Doña  Cecilia  de  la  Hera: 

Resultando  qne  los  demaudados  se  opusieron  á  la  demanda,  fonda- 
dos en  los  hechos  que  se  dejan  referidos  en  los  antecedentes,  y  alegan- 
do por  consecuencia  de  ellos  que  en  el  trascurso  de  t5  años  D.  Antolíu 
de  Echevarría,  maridó  y  padre  respectivo  de  los  demandados,  y  ellos 
mismos  habían  venido  en  quieta  y  pacifica  posesión  de  la  cuarta  parte 
de  la  mina  de  que  se  trata,  practicando  tas  labores  necesarias  para  su 
conservación,  pagando  el  canon  de  superficie  v  explotándola  sin  oposi- 
ción de  nadie  y  á  vistA,  ciencia  y  paciencia  de  D.  Ramón  Zuazo  y  de 
sus  hijas  y  herederas  las  demandantes:  que  el  contrato  de  compraventa 
es  justo  título  traslativo  de  dominio  que  et  que  posee  con  buena  fé  y 
justo  título  dorante  10  añus  consecutivos  hallándose  presente  la  perso- 
na ó  personas  que  puedan  tener  derecho  á  la  cosa  poseída,  la  adquiere 
por  prescripción:  que  toda  acción  sobre  .btebes  raíces,  s>tos  en  Vizcaya, 
se  prescribe  entre  presentes  por  10  años  y  por  15  entre  ansentes,  según 
la  ley  3^  tít.  f  9,  del  Fuero  de  Vizcaya  y  sentencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  28*  de  Noviembre  de  1867;  y  que  al  que  entabla  la  acción  rei- 
▼indicatoria  incumbe  probvr  que  le  pertenece  el  dominio  de  la  cosa  de- 
mandada: 

Resultando  que  durante  el  término  de  pruébase  hizo  uso,  entre 
otras,  por  parte  de  los  demandados  de  la  testifical,  afirmando  los  testi- 
gos D.  Ignacio  y  D.  Manuel  de  Bscobal  y  D.  José  José  de  Menchacaqne 
hacia  el  »ño  1849  D.  Ram9n  Zuazo  vendió  á  Doña  Cecilia  de  la  Hera  la 
cuarta  parte  de  la  mina  Marquesa,  y  repreguntados  por  la  parte  deman  • 
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éantoi  dijeron  los  testigos  Bscqbai,  que  ignoraban  el  sitia,  la  bora  jAtb 
fecha  eüaqod  tuVo  liif^t  aquella  venu,  aaí  coisoUs  personi^  que  jBé 
enepntraran  pr68enté8«.«I  precio  en  an^  se  bi%o,  así  coma  si  &«  reeilné 
ep  et  acto  y  en  qué  floonedaiii;  f  el  tesUgo,  Mencbaca  q.ae  no  podía  conUs*- 
tár  á  la  repregunta  porque  bacja  mocbos  años  que  se  verificó  lii  venta, 
no/pudiendo  precie^r  por  la  (nisma  ra^.ón  qué  personas  estuvieron  pr«-^ 
sefites,  pero  que  sí  le  cpustaba  qu'i  como  Zuazo  en  aqtieMa  époea  ga^ 
naba  poco,  porque  Jos  portes  de  carretería  estaban  baratosi»  iba  sacan- 
do caotí^ades  de  Doña  Cecilia  hasta  que  tuvo  quecederle^parasu  i>agd': 
dicha  parte  df  mina»  ignorando  en  qaé  cantidad,  paro  debiendo  adT«c-! 
tif  quei  le  tenía.Oído  á  Zuaso  que  fué  por  naos  I  eOO  rs. 

Resultando  que  la  Sala  de  )o  ciyjt  de  la  ^vdiencáa  de  Burgos  dic|6 
sentencia  en  este  pleito  en  25  de  Octubre  próiimp  pasad  o,t  con  fírmate*^, 
ría,  con  Jas  costasi.de  la  que  había  dictado  el  lusgado  absolviéndole 
la  demanda  i  Doña  Paula  de  Butr<)n  y  Sasia,0.,B*tbino,  D.  TtmoteD  y. 
Doña  Eustaquia  de  Bchevania  y  Butrón;  . 

Resaltando  que  acreditando  con  el  resguardo correspiondiente  haber 
constituido  el  depósito  de  f  .000  pesetas,  inlerpoaieeon  recurso  de-ca*- 
sáción  Doña  Crabina*. Doña  Ana  y  Doña  CrisósUimadeZoaao^represen*' 
tildas  por  su  apoderado  D.  José  FéJix  de  Victoria»  por  considerar  infrin*- 
gidas  en  dicha  sentencia:      ,  .         ! 

1*^  La  regla  de  sana  crítica  de  qae.no  puede  cepntarse  probada  la  ce- 
lebración de  nn  acto  ó  contrato  para  coya  existenca  exijan  las  leyes  áe^ 
terminadas  condiciones  asenciales  sino  se  prueban  suficientemente  di* 
chas  condiciones,  en  ei.concepto  de  que  se  desesitima  la  demanda  en.la 
senten<^ia  recurrida  y  se  declara  probada  la  sapuesta  renta  que  Dom*. 
Pauta  Butrón  y  coDScrtesihan  afírmado  en  el  pleito  que  hizo  D.  Ramón 
Zuazo  á  Doña  CeciliiKde  la  Hera  de  la  caarta  parte  de  la  mina,  sin  ha« 
ber  probado  dichos  demandedos  la  concorrencia  de  las  tres  condiciones» 
esenciales  para  qae  tal  venta  existiera,  qne  son  el  canséntiipiento  de 
enajenar,  la  cosa  cierta  objeto  de  la  enajenación  ).el  precio  cierto  tam- 
bién que  hubiera  de  abonarse: 

V  La  otra  regia  de  sana  critica»  qae  dice:  qne  el  dicho  de  on  sola 
testigo  de  ciencia  propia  no  basta. á  .probar  la  existencia  legal  de  nn 
acto  ü  obligación,  v  mucho  menos  si  el  testigo  se  moesira  contradicto- 
rio y  sn  declaración  r^cae  Sobre  materia  tan  grave  como  traslación  del 
dominio  de  nn  Inmnebte  por  tituló  de  compraventa,  en  el  concepto  de 
que  constando  por  la  eacritdra  de  27.de  Febrero  de  1881,  presentada 
por  la  parte  contraria^  que  sólo  D.  José  de  Menchaca  s^bía  de  ciencia 
propia  lo  relativo  á  la  venta  hecha  por  Zuato  en  favor  de  Doña  Cecilia, 
de  la  Hera,  siendo  los  Escobal  testigos  de  referencia  á  personas  ya  fa- 
llecidas, resulta  qne  sóId  el  dicho  de  ur>  testigo  de  ciencia  propia  se  ha 
tratado  de  probar  el  hecho  trascendental  de  ana  venta  que  ne  consta 
en  documento  alguno  ni  tie  ninguna  otra  manera;  resaltando  además 
que  et  dicho  del  testigo  Menchaca  es  contradictorio,  porque  saber  una 
cosa  de  ciencia  propia  equivale  á  decir  y  significa  que  el  testigo  la  vi6i 
la  presenció  y  se  impaso  de  ella  por  la  observación  directa  del  hecho  1 
qne  la  declaración  se  contrae;  y  al  ser  pregnntado^manifesióqoe  igno- 
xaba  la  fecha,  hora  y  sitio  en  que  lasnpaesta  venta  hnbo  de  verificar- 
le, et  precio  y  su  enlrega,  la  forma  de  celebrarse  el  contrato,  las. per- 
donas que  lo  presenciaron,  ejk.;  circunstancias  constitutivas  del  hecho 
qne  dijo  haber  presenciado  y  qne  de  haber  sido  asi  no  podía  ignoran 

3^  La  ley  46,  tit.  38,  Partida  3^  y  la  doctrina  legal  establecida  de: 
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«eii«rdo  con  ella  en  tenUBeia  de>23  de  Hayo  de  1873  y  eu  otras  mt-^ 
cbaa,  en  yírtad  de  iat  coalea  para  qoe  paae  al  comprador  el  «efiorio  do 
U  eoaa,  no  ea  bastante  qué  por  el  vendedor  se  le  apodere  de  eHa  si  por 
aquél  no  hubiese  pagado  el  precio  ó  dado  fiador  ó  peños  6  tomado  plaao 
para  pagarj  en  el  concepto  de  que  sin  haberse  probado  ni  intentado 
probar  siquiera  la  entrega  del  precio,  de  tal  suerte  que  hasta  se  ignota 
«aál  fuese  este  requisito  esencial  para  adquirir  el  dominio  de  la  cosa: 
y  en  so  defecto,  si  la  venta  fuese  á  plazo,  ó  si  se  hizo  como  adjudica- 
iíón  en  pago,  ó  si  se  dio  prenda  ó  fiador,  se  supone  sin  fundamento  le- 
^al  que  pasó  al  dominio  de  la  cosa  á  Doña  Cecilia  de  la  Hera  y  que  se 
verificó  legalmente  su  trasmisión  por  ésta  á  D.  Antolío  Echevarría: 

Y  4*  Las  leyes  iB  y  i9^  tít.  29,  Partida  3*  y  las  sentencias  de  -45  de 
Junio  de  1364,  19  Marzo  de  1868,  t  de  Diciembre  de  4870  y  otras,  con- 
forme á  las  cuales  se  necesita,  según  el  primer  extremo  de  la  citada  ley 
49,  el  trascurso  de  30  a&os  para  que  por  prescripción  pueda  ganar  la 
«osa  raíz  el  que  la  recibe  de  quien  no  ha  derecho  i  enajenarla,  aegún 
^l  derecho  común  y  la  ley  48  invocada,  el  tenedor  de  bienes  inmuebles 
por  40  entre  presentes  y  tO  entre  ausentes,  los  puede  ganar  siempre 
que  dure  dicho  tiempo  no  le  inquieten  ni  se  los  demanden  si  los  adqui- 
rió por  justo  título  y  con  la  buena  fe  de  creer  que  el  que  los  enajenó  y 
«1  que  los  recibió  podían  hacerlo,  y  que  el  que  quiere  una  cosa  de  quien 
no  tenia  derecho  á  enajenarla  sólo  puede  aprovecharse  de  la  prescrip- 
ción por  SO  años,  en  el  concepto  de  que  la  primera  de  dichas  leyes  es 
inaplicable  al  caso  de  autos,  y  sin  embargo  se  funda  en  ella  la  senten- 
cia; y  en  cnanto  á  la  segunda,  porque  se  desestima  la  demanda  de  las 
recurrentes,  que  han  probado  plenamente  su  dominio,  no  obstante  no 
iiaber  trascurrido  el  lapso  de  30  años  que  según  dicha  ley  es  necesario 
para  adquirir  el  dominio  de  una  cosa  de  quien  no  había  derecho  para 
enajenarla: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonacbe: 

Considerando  que  la  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  i  la  Sala 
sentenciadora,  y  que  á  ella  debe  estarse  mientras  no  se  acredite  que 
con  la  misma  se  ha  cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho  que  resulte 
de  documentos  ó  actos  auténticos  que  demuestren  la  equivocación  evi- 
dente del  juzgador: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  ha  declarado  probado  que 
Doña  Cecilia  de  la  Hera  compró  á  D.  Ramón  de  Zuazo  la  participación 
que  tenía  en  la  mina  de  hierro  denominada  Marquesa,  asi  como  las  tras- 
misiones de  dominio  por  que  dicha  participación  ha  pasado  hasta  sos 
actuales  propietarios,  y  no  habiéndose  probado  por  el  recurrente  que 
en  dicha  apreciación  se  ha  cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho  en  le 
forma  ya  indicada,  se  cita  con  inoportunidad  como  infringidas  las  ra- 
glas  de  sana  crítica  y  ley  alegadas  en  los  motivos  1°,  S®,  y  3*  del 
recurso: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  48  y 
49,  tít.  29,  Partida  3^,  que  se  inyocan  en  el  motivo  4*^  del  recurso,  por- 
que no  S8  trata  del  caso  en  que  mediante  el  trascurso  de  30  años  pueda 
ganar  la  cosa  raíz  el  que  la  recibe  de  quien  no  ha  derecho  á  enajenarla, 
una  vez  que  D.  Ramón  Zuazo  era  dueño  de  la  pertenencia  de  la  mina 
y  tenía  derecho  á  enajenarla  á  Doña  Cecilia  de  la  Hera,  y  en  tal  con- 
cepto ia  sentencia  ha  estimado  la  prescripción  ordinaria  á  que  se  refie- 
re la  primera  do  las  dos  leyes  citadas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
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fMi;lifi«»k  üfi:  ÜM  ie¿Ati».'^No  ha  logar  al  Interf^esto  por  D;  Maff06l 

^'Gatlí^oíi-B;  «o«iaft'PiéT<«^  (Aadie»Ctt  de^larCofüfia)?,  y;  se  Tesaelve: 

*»'    4ft^e«*^  it€^ infringe  la' 'le fñ";  fift.»38 4* /a  i^Affíd* l*^  viíhí?  qf«ér  w 

*  ié0iii»taáWpr<ttepCücléf^t9Hciague'€ntUnde  Umíaknentt  y  toíHo  sve^ 

^  H¡m  tiii'pedAbfmtdé^himiBtáusmlateHamtnUriat  • 

'  '  V*  "Qiké  61  iM  í:tindi6von&t imprnéstag  pBt  eliefiudefr  para  q^e  la  Uga- 
'H^  Udq^fiúüla^'profiedaárdn  los  Henen  con  qne  ^  dótaéa  fu&an  que 

\eú^¥aS'B^m\itainto%i6^'ht^étai%enUíií.  y  e$%ai  (mídieime^  se  óunt" 
'ptieronl,  en  sHi9inud(iídq%k%rióel  derecho  á  lcsbiene$  tratmiiiéndolo  ásu 
'iíifop&r'igu  ^HMmifntó'y  y  hMánúbtú  Htém^o  aH  la  sentencia  no  (H- 

^''f9"hííie  la  k¡f  34-  tit'r'd&  lá  Panlidá  6*5 . 
'     F  3^  Qn'e  no  sonde  nitimar  los  molinos  áe  casación  que  sé  alegan  ha- 

"tiéúdé  suputólo 'de^laeueetión.  ^ 

'^     Bn  la  vilia  y  corte  d^  Madrid,  á  11  de  Abril  de  f  883,  en  el  pleito 
podiente  áííte  Nosen  virtud  de  reonrso  de  eBSádrón  por  infrac^ióti  de 

*•  hfjiégMiáo  m  el  Juegan  de primeralustlineíta  del  Ferrol  y  en  lá Sala 
de  lo  civil  de  la  AndiencLa  de  la  Corona  por  D.  Román  Pérez  Pazos, 
bonío  padre  deDlfíomih  Pérés  Cal,4^enoha  comparecido  en  este 

^  ^üprenfib  Tríbtiñal,  con  O.  M^nnelCal  y  Vicenlej  veefno  y  propietario 
deí  Ferrol,  ^  en'^n  nombre  el  Procurador  D.  Mano»!  Iiflartín  Vena,  df^i- 
g^do  por- el  Liééneiado  D.  Aóreliano  Linares^  Rivas,  sobre  entregado 
oniegador     .  ^     r 

Resaltando  que  D.  Manuel  de  Cal  y  Toimil  otorgó  testamento  ce- 
'  prado  en  32  dé  Óclobne  de  1 865,  por  et  q«e  institoyó  heredero  univer- 
sal de  todos  ^U8  bienes  á  so  hijo  D.  Manuel  Cal  y  Vicente,  consignando 
entre  otraí  la  cláusola  que  dice  así:  Profesando  particular  aprecio  á 

'  on^  íílña  Mamada  María'  del  Gurmen,'  qn%  habita  y  ci^ía  mi  bermjina 
'Pona  Bernarda  €al,  ordeno  á  mi  hijo,  é  ínterin  no  llegue  á  la  mayor 

'  edad,  á  sus  tutores  y  cúi/adores,  qoe  del  prodoCtode  dichos  bienes  éín- 
tefín  la  María  esté  en  compañía  de  mi  hermana,  le  pase  para  so  educa- 
tidn,:mahulencién  y  vestido  la  cantidad  de  6(^0  rs.  mensuales,  é  ínte- 
rin no  llega  á  la  mayor  edad  ó  tomar  estado.  Caso  de  que  la  dicha  mi 

''  hermáriii  falleciese  y  mi  hijo  se  hallase  en  disposición  de  llevar  á  vivir 
en  80  comp&ñía  ú  la  expresada  niña>  le  encargo  mueho  la  quiera  bien 
y  la  tenga  en  su  compañia  con  la  mayor*  atención  y  respeto:  esto  lle« 
vándose  bien  poede  convenir  á  ambos,  pues  mi  hijo  encontrará  en  Ma- 
riquita una  persona  agradecida,  y  Mariqoita  en  mi  hijo  un  padre  que 
la  apoye  y  ampare.  Caso  qoe  alguno  de  ellos  no  conviniese  vivir  en 
eompáñía  del  otro,  podrá  hacerlo  con  mi  hermano  ó  cualquiera  de  ios 
tutores,  curadores  ó  hermanas.  Encargo  á  mi  hijo  y  sus  curadores  y  ¿ 
h»  de  aquélla  que  presten  toda  sü  protección  á  la  Mariqoita,  que  la  mi- 
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ren  con  interés  y  cariño,  y  si  llega  el  caso  de  tomar  estado  la  aaxíliei^ 
con  SQ  amistad  y  bnenos  consejos  en  la  eleccíóVi  dé  esposo;  y'á  Mari- 
qíiita  le  encargo  que  trate  siempre  de  llevarse  bien  con  mi  hijo  y  se- 
guir sos  consejos  aun' «n  elección  de  e^poéo,  y  nó  dado  qne  casándose 
la  Mariquita  con  persona  qoe  sea  del  agíalo  de  éste,  la  dotarii  conve- 
nientemente para  que  ptieda  tomar  estado  ventajosamente.  Dejo  al  buen 
criterio  de  mi  hijo  Cuando  llegue  á  su  mayor  edad,  al  apreció  j  estima- 
ción qoe  le  merezca  la  Mariquita  por  so  comportamiento  para  con  él 
mismo,  la  cantidad  en  qoe  guste  dotarla  para  Costear  las  cargas  /leí 
matrimonio,  señalándole  como  tipo  mínimo  de  dote  on  capital  en  bie- 
nes que  le  rente  igual  snma  á  ip  que  le  clejo  señalada  para  sb  educación 
y  vestido.  Los  bienes  que  como  escritora  dótal  ke  h  entreguen  á  la  Ma- 
riquita al  contraer  matrimonio  serán  con  la  precisa  ^condición  de  que 
caso  que  ia  Mariquita  moriese  sin  socesidn,  voelvan  los  bienes  que  se  1» 
hubiesen  dsdo  á  ser  propiedad  de  mi  hijo  ó  nietos,  ó  lo  qoe  es  lo  mismo; 
una  donación  á  ia  Mariquita  por  los  días  de  so  vida,  caso  de  morir  sin 
sucesión,  y,  en  propiedad  para  siempre  si  tiene  sucesión.»  Y  por  Ulti- 
mo y  para  el  caso  de  qoe  desgraciadamente,  y  lo  que  no  era  de  esperar 
falleciese  su  hijo  antes  de  llegar  á  su  mayor  edad  sin  disponer  dé  sua 
bienes  y  sin  sucesión,  era  so  voluntad  que  los  heredase  la  Mariquita 
qoe  y  adejaba  eipresada:  ' 

Resultando  que  D.  Manuel  de  Ca)  falleció  bajo  este  testamento  en 
Si  de  Marzo  de  1869,  siendo  á.  la  sazón  su  hijo  de  f  4  años  de  edad, 
puesto  que  nació  en  12  de  Noviembre  de  i 854: 

nesoítando  que  Doña  María  del  Carmen  contrajo  matrimonio  en  i^ 
de  Setiembre  de  1875  con  D.  Román  Pérez  y  Pazos,  del  cual  tuvo  on 
hijo  llamado  Román,  que  nació  en  8  de  Mayo  de  IS?*?,'  habiendo  ocu- 
rrido el  fallecimiento  de  so  madre  en  19  del  propio  mes: 

Resultando  que  en  3  de  Enero  de  i^80«  D.  Román  Pérez  y  Pazos,  en 
representación  de  so  hijo  D.  Román  dedujo  contra  D.  Manoet  Cal  y  Vi- 
cente la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se  le  condenase  á  en- 
tregarle en  la  indicada  representación  la  porción  de  bienes  dispuesta 
j^r  vía  de  dote  ó  donación  en  el  testamento  de  D.  Manuel  Cal  y  Tuimil 
á  favor  de  Doña  María  Cal,  alegando  en  apoyo  de  su  pretensión  que  el 
padre  del  demandado  había  dispuesto  á  favor  de  la  difunta  esposa  del 
demandante,  entonces  menor  de  edad,  un  legado  de  alimentos,  consis- 
tente en  600  rs:  mensuales:  que  asimismo  constituyó  en  so  favor  para 
coando  llegase  á  la  mayor  edad  ó  contrajese  matrimonio  una  dote  cuyo 
importe  dejó  al  buen  criterio  de  su  hijo,  aunque  señalándole  coodo  tipo 
mínimo  un  capital  en  bienes  gue  rentara  igual  suma  á  la  asignada  para: 
alimentos,  con  la  precisa  condición  de  que  si  moría  sin  sucesión  volvie- 
ran los  bienes  mandados  á  ser  propiedad  de  su  citado  hijo:  que  mien- 
tras Doña  María  Calvo  estuvo  casada  con  el  demandante  abonó  el  de- 
mandado los  600  rs.  asignados  á  aquélla  por  vía  de  alimentos,  pero  de- 
jando de  cumplir  lo  dispuesto  en  orden  á  la  dotet  y  que  ocurrido  el  fa- 
llecimiento de  Doñ»-María  del  Carmen  despoés  de  haber  dado  á  luz  on 
niño,  ejercitaba  el  derecho  del  mismo  en  virtod  de  la  patria  potestad: 

Resoltando  qoe  declarada  contestada  la  demanda  y  reproducidos  por 
el  demandante  los  fundamentos  de  la  misma  en  el  escrito  de  réplica, 
evacoó  D.  Rfanoel  Gal  y  Vicente  el  traslado  de  dtlplica,  impugnando 
aqoéila;  y  despoés  de  analizar  los  términos  del  testamento  dé  su  padre 
esposo  que  como  ponto  de  capital  del  debate  fijaba  la  fecha  de  so  na- 
4simient0|  ocurrido  en  7  de  Noviembre  de  1854,  aceptando  como  oferto 
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«1  matrimonio  del  demandante  con  Doña  María  de]  Carmen  Gal.,  exp<)-* 
sita,  de  padres  desconocidoa,  y  adoptada  por  Do&a  Bernarda  Cal  y  T^aí*- 
mil,  viodá  sin  sucesión,  qné  desde  niña  la  recogió,  crió  y, trataba  cpmo 
sa  hija  adoptiva  cediéndole  sa  apellido  en  prueba  dé  adopción^  y  amp- 
iando asimismo  el  nacimiento  del  niño  Román  y  la  muerte  de  su  madrd 
bastando  sólo  6jar  las  fechas  para  deducir  las  consecueDcias  que  inta^ 
rosaban  ásu  oposición,  aun  no  suponiendo  nulo  el  legado:  que  verifi- 
cado el  matrimonio  en  Setiembre  de  1875,  hasta  esa  fecha  según  dis* 
posrción  del  testador  debía  percibir  lo  que  por  alimentos  dejó  señalado 
á  la  expresada  niña  siempre  que  viviera  en  compañía  de  la  hermana 
del  mismo,  habiéndosele  abonado  sin  embargo  bástala  mqertede  aque- 
lla, según  confesién  del  demandante:  que  no  podía  sostenerse,  como 
éste  suponía,  que  la  cesación  de  alimentos  implicaba  la  entrega  del  le- 
gado de^  dote,  puesto  que  ésta  debía  teper  lugar  cuando  D.  Manoal  Cal 
llegase' á  la  mayor  edad,  en  caso  qoe  quisiera  dotarla  para  sostener  las 
cargas  del  matrimonio;  de  modo  que  de  existir  el  legado  sería  mixto, 
ó  fuera  para  coando  D.  Manuel  Gal  tuviera  85  años  y  á  la  vez  existiera 
el  matrimonio  de  Doña  María  del  Carmen,  sucesos  que  no  habían  ocu-- 
rridp,  pqesto  que  cuando  aquélla  se  casó  sólo  tenía  el  demandante  StO 
años,  y  cuando  falleció  después  de  haber  dado  á  luz  un  hijo^  no  había 
cumplido  23;  de  modo  que  aun  suponiendo  la  existencia  del  legado, 
ló  cual  tampoco  podía  defenderse,  éste  no  era  puro,  porque  estaba  so ^ 
jeto  á  una  circunstancia  que  suspendía  y  dificultaba  so  cumplimienlo 
cual  era  la  mayor  edad  de  D.  Manuel  de  Cal,  la  existencia  del  matri- 
monio y  otras  causas  qoe  en  su  día  señalaría:  que  si  D.  Manuel  Cal  no 
cumplió  los  S5  años  hasta  el  7  de  Noviembre  de  1879,  hasta  ese  día  no 
debió  ccnstiluir  el  legado,  y  en  este  tiempo,  no  existiendo  la  legataria 
ni  el  matrimonio  cuyas  cargas  había  de  soportar,  se  tenía  por  extin- 
guido el  derecho  á  la  percepción  de  aquél,. mucho  más  cuando  no  cons- 
taba  que  se  hiciera  con  el  beneplácito  del  menor,  en  cuyo  caso  no  du- 
daba el  testador  qoe  su  hijo  la  dotaría  convenientemente,  pues  en  otro 
dejaba  á  su  aibitrio,  según  el  compartimiento  de  la  María  del  Carmen 
fijar  ó  no  la  dote;  y  que  por  la  forma  de  constituir  el  legado,  era  nulo 
desde  íu  origen  por  contrario  á  las  leyes,  en  atención  á  las  limitaciones 
impuestas  ai  mismo  y  á  dejarlo  i  la  voluntad  del  heredero,  lo  cual  no 
era  admisible,  puesto  que  nadie  podía  poner  en  arbitrio  ajeno  la  dispo* 
alción  de  sus  bienes: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  dictó  en  27  de  Octubre  de  t  882, 
sentencia  revocatoria,  condenando  á  D.  Manuel  de  Gal  y  Vicente  á  en- 
tregar á  D.  Ramón  Pérez  y  Pazos,  en  representación  de  so  hijo  menor 
D.  Ramón  Pérez  y  Cal,  la  porción  de  bienes  dispuesta  por  el  testador 
D.  Manuel  de  Cal  y  Tuímil  á  favor  de  Dcña  María  del  Carmen  Cal  en 
clase  de  dote,  ó  fuera  un  capital  «en  bienes  que  relatase  la  canUdad  de 
600  rs.  mensuales,  tipo  mínimo  señalado  por  el  donante  en  sn  testa- 
mento, sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

'  Resultando  qoe  D.  Manuel  de  Cal  y  Vicente  interpuso  recurso. de 
casación,  y  sosteniendo  que  el  legado  era  condicional  y  potestativo  Con 
respecto  al  heredero,  pero  que  cumplidas  las  condicj^Dca  y  constando 
con  que  el  heredero  llegase  á  dotar,  el  tipo  mínimo  era  el  señalado  en 
el  testamento;  pero  sin  qoe  esto  constituyera  un  legado  aparte,  ni  si- 
quiera qoe  fuera  una  cantidad  fija  que  en  todo  caso  hubiera  de  entre- 
garse, sino  solamente  nna  limitación  puesta  al  heredero  para  el  caso  de 
que  se  constituyera  y  entregara  el  legado,  citó  como  infringidos: 
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4®  L;í  ley  5^  tit.  33,  Partida  7^,  «n  enanto  se  interpretaban  las  pa- 
labras del  testador  de  ana  manera  violenta  y  dándolas  otro  sentido  qo« 
el  gramatical. y  lógico  qne  en  ti ,  mismas  encerraban,  sin  que  niagún 
hecho  deiDostrase  que  la  intención  estuviera  en  disonancia  con  laaTpa 
labras; 

Y  2^  La  ley  U,  t^t.  9^,  Partida  6*,  que  declara  la  caducidad  del  le- 
gado hecha  con  condición  suMpeniiva,  si  el  legatario  falleciese  antes 
de  cumplirse  aauella,  sin  que  los  herederos  puedan  reclamar  cosa  algu* 
jsa,  toda  vez  qne  el  dominio  pasa  al  del  testador,  porque  Doña  María 
del  Carmen  falleció  antes  que  D.  Manuel  de  Gal  y  Vicente  llegase  á  la 
mayor  edad,  y  la  sentencia  reconocía  derecho  en  el  heredero  de  la  le- 
gataria  para  reclamar  la  demanda,  imponiendo  al  recurrente  la  obliga- 
ción de  entregarla: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Manresa: 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  lejos  de  infringir  la  ley  5\ 
tit.  33  de  la  Partida  T  en  el  concepto  alegado  en  el  primer  motivo  del 
recurso*  se  ajusta  á  un  precepto,  puesto  que  entendidas  llanamente  y 
como  suenan,  según  ordena  dicha  ley,  las  palabras  de  la  cláusula  tes- 
tamentaria objeto  del  pleito,  aparece  claramente  que  la  voluntad  del 
testador  fué  la  de  dotar  á  Doña  María  del  Carmen  Gal  para  costear  las 
cargas  del  matrimonio  con  un.  capital  en  bienes  que  le  rentase  por  lo 
menos  ó  como  tipo  mínimo  igual  suma  á  la  de  600  rs.  mensuales  que 
he  dejaba  señalada  para  su  educación  y  vestido,  y  que  esos  bienes  se  le 
entregasen  al  contraer  matrimonio,  dejandy  solamente  al  criterio  de  su 
hijo  y  heredero,  cuando  llegase  á  su  mayor  edad,  la  cantidad  con  qne 
gastase  dotarla,  aparte  de  la  señalada  por  el  testador,  según  el  aprecio 
y  estimación  que  aquella  le  mereciese  por  su  comportamiento  para  con 
el  mismo;  y  no  pudiéndose  entender  en  otra  manera  la  voluntad  del  tes- 
tador, es  infundado  suponer,  como  lo  hace  el  recurrente,  que  el  lega- 
do á  cuyo  pago  condena  la  sentencia  es  condicional  y  potestativo  con 
,  respecto  al  heredero,  pues  ni  pende  de  la  voluntad  de  éste,  ni  está  su- 
leto  á  la  condición  de  que  el  mismo  llegara  á  la  mayor  edad: 

Considerando  que  las  condiciones  impuestas  por  el  testador  para 
que  la  Doña  María  Gal  adquiriese  la  propiedad  de  los  bienes  con  que  la 
dotaba,  fueron  que  contrajese  matrimonio  y  tuviera  sucesión,  cuyas 
condiciones  se  cumplieron,  y  en  su  virtud  adquirió  el  derecho  á  los  bie- 
nes trasmitiéndolo  á  su  hijo  por  su  fallecimiento;  y  habiéndolo  estima- 
do así  la  sentencia  al  condenar  al  recurrente  á  que  entregue,  dichos 
bienes  al  hijo  de  aquella,  no  infringe  la  ley  34,  tit,  9®  de  la  Partida  6% 

Sue  se  cita  en  el  tercer  motivo,  con  el  vicio  además  de  hacer  supuesto 
e  la  cuestión,  toda  vez  que  es  inexacto  que  el  legatario  falleciese  an- 
tes de  Cjuníiplirse  la  condición. 

Fallamos  que  debemss  declarar  y  declaramos  no  haber  Ingar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  de  Cal  y  Vicente,  á  quieo 
condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Goruna  la  cer- 
tificación correspondiente  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha 
remitido.— (Sentencia  publicada  el  II  de  Abril  de  1883,  é  inserta  en  U 
Oaceta  de  30  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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M  Becarsode  easaeMn  (it  rf*  Abriide  1883).— Sate  íéreera^-^ 
Rendición  dé  cuentas.— No  se  ádmrté  el  ititerpoesto  por  O.  Eranoised 
Javier.  Saa  Juan  con  D.  Jaao  Fern4iidei:  (Aadíencia  de  Sevilla),  y  se  re* 
suelve: 

^  i^  Que  spffíin  los  articules  «689  y  169^  de  la  ley  de  Enjuieiamiento 
ptvtl,  se  da  recurso  de  casación  contra  las  senlencias  dejfniHvas  y  autos 
gue  resolviendo  inddenUs  ponen  término  al  juicio  y  hacen  imposible  4u 
continuación,  cuando  por  razón  dé  la  mateHa  haya  hatido  abuso,  ecxé^ 
00  ó  defecto  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción,  conociendo  de  asunto  que 
no  sea  de  la  competencia  judicial ,  ó  dejando  de  conocer  cuando  hubiere 
el  deber  de  hacerlo; 

72^  Que  si  el  recurso  interpuesto  no  está  fundado  en  las  circuns- 
tancias que  expresa  el  caso  6*  del  citado  articulo  <692,  no  puede  pro* 
gremr  ni  ser  admitido  en  el  concepto  de  haberse  infringido  ley  ó  dot^^ 
trina  legal. 

Resoltaudo  que  D.  Francígco  Javier  San  Joan  dedujo  denbanda  ci- 
vil ordinaria  en  el  Juzgado  de  prinaera  instancia  del  distrito  de  San  Ro- 
mande  Sevilla^eontra  D.  Joan  Fernández  Baixa  sobre  rendreión  de 
cuentas;  y  habiendo  acudido  el  (Remandado  al  Juez  de  igual  clase  de 
Carmona  proponiendo  la  inhibitoria  dé  jnrisdicción,  se  dirigió  por  este 
Juzgado  al  de  San  Román  de  Sevilla  oficio  inhibitorio,  y  por  auto  de 
«9  de  Jnnio  próximo  pasado,  que  fué  confirmado  por  la  Sala  de  lo  oi- 
vii  do  la  Audiencia  de  dicha  ciudad  en  \t  de  Octubre  ultimo,  se  inhi- 
bió el  Juez  de  San  Román  del  conocimiento  de  la  demanda  interpues- 
ta en  favor  del  de  Carmena,  á  quien  mandó  á  su  tiempo  se  remitieran 
las  actuaciones: 

Resultando  que  contra  dicho  auto  se  ha  interpuesto  por  D.  Fran- 
cisco  Javier  San  Joan  recurso  de  casación  por  infracción  de  le^y,  ex- 
presando que  se  halla  comprendido  en  el  núm.  1^  del  art.  4692  de  la 
ley  de  Eejuiciamiento  civil  por  contener  el  fallo  recurrido  violación, 
interpretación  errónea  y  aplicación  indebida  de  las  leyes  y  doctrinas 
legales  aplicables  al  caso,  que  cita  después  como  infringidas  en  cinco 
motivos  de  casación  separados: 

Resultando  que  comunicados  lorautos  al  Ministerio  fiscal,  se  opuso 
á  la  admisión  del  recurso  interpuesto: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  de  Ángulo: 
Considerando  que  según  los  artículos  4689  y  4692  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  se  da  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  de- 
finitivas y  autos  que  resolviendo  Incidentes  ponen  término  al  juicio,  y 
hacen  imposible  su  continuación^  cuando  por  ratón  de  la  materia  ha- 
ya habido  abuso,  exceso  ó  defecto  en  e^  ejercicio  de  la  jurisdicción,  co- 
nociendo del  asunto  que  no  sea  de  la  competencia  judicial,  ó  dejando 
de  conocer  cuando  hubiere  el  deber  de  hacerlo: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Fran- 
cico  Javier  San  Juan  no  está  fundado  en  las  circunstancias  que  expresa 
el  caso  6|*  del  artículo  citado  469S,  y  por  consiguiente  no  puede  pro- 
gresar ni  ser  admitido  en  los  conceptos  de  haberse  infringido  la  ley  ó 
doctrina  lega*; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  D.  Francisco  Javier  San  Juan,  á  quien  se  condena 
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al  pago  de  las  eostai:  líbrese  á  la  Aadiencia  de  Sevilla  la  eefti&eaelón 
correspondiente,  con  de? olucióD  del  apantamiento  remitido;  y  piiblí«* 
qnese  este  auto  en  la  Oaeeta  y  en  la  Colección  legislativa  pasándose  al" 
efecto  las  copias  neeesarías.^Sentencia  pablieada  el  It.  de  Abril  de 
1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  10  de  Agosto  del  miamo  aao.) 

120  *      • 

Reenrso  de  easaelin  (i 3  de  Abril  de  iZ%Z).'^Salaprimera,'r-* 
DBGLAaAGióii  DK  HBREQsao,*^No  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Fran- 
cisco de  PáQla  Melendro  con  O.  Francisco  Alvares  Zimora  (Aadiencia 
de  Granada),  y  se  resoelve: 

1^  Que  atendidos  los  lerminot  de  la  cláusula  tcslamentariaennir' 
tud  de  la  cual  scinstiCuperon  unos  hermanos  mutuamente  herederos  ^ 
ordenando  que  fallecido  el  último  di  ellos,  de  los  bienes  que  quedaran 
fuera  una  teroera  parte  para  una  persona,  f  si  ésta  falleciese  sin  suce  - 
sien  los  que  no  hubitse  comumiio  de  la  herencia  pasaran  i  otra  y  sus 
hijos;  desde  luego  se  comprende  que  respecto  á  esta  tercera  p%rte  de 
bienes  quedó  estaUeciiauna  susU;ueión  vjolfor  licita ,  porque  á  no  ser 
asi,  las  palabras  uiésla  falleciere  sin  sucesiánib  careceriin  de  sentido^ 
no  llegando  á  determinarse  el  distinto  que  se  hubiera  di  dar  A  dicha 
porción  hereditaria  si  aquélla  muriese  con  hijos,  lo  que  no  debe  supo- 
nerse en  el  ánimo  de  los  testadores,  con  ianto  mayor  motivo  cuanto  que 
por  la  serie  de  instituciones  de  heredero  que  hieiero^n  con  carácter  reci- 
proco y  las  sustituciones  que  establecieron  demostraron  claramfnie  que 
su  voluntad  no  fué  morir  intestados^  ni  aun  con  relación  á  dichi  parte 
de  herencia,  la  cual  de  ningdn  modo  podria  pasar  al  segundo  instUui' 
do  y  sus  hijos,  no  realizándose  la  condición  de  que  la  primsra  muriese 
sin  descendientes: 

%^  C¿ue  al  estimarlo  asi  la  sentencia  reourrida,  no  infringe  la  ley  4^, 
tit.  5*^,  Partida  6^,  toda  9e%  que  ésta  se  limita  á  definir  la  sustitución  y 
explicar  sus  diferentes  clasesy  ni  la  2'  del  mismo  titulo  y  Partida  invo" 
cada  haciendo  supuesto  de  la  cuestión  litigiosa  al  afirmar  que  dicha 
cláusula  no  contiene  la  institución  vulgar  tácita  que  autorisa  di- 
cha  ley: 

3^  Q,ue  por  la  misma  ratón  es  inaplicable  y  no  ha  podido  infringirse 
la  doctrina  legal,  según  la  cual  no  debe  interpretarse  la  voluntad  del  tes- 
tador de  una  manera  que  vaya  mis  allá  de  lo  que  expresa  la  letra  de 
su  disposifsión^  que  debe  entenderse  y  cumplirse  en  los  mismos  términos 
que  la  manifestó,  sin  que  pueda  suplirse  ni  ampliarse  ni  entenderse  de 
otro  modo  que  llanamente  como  suena;  ni  la  regla  de  interpretaci4n  se-- 
gún  la  que  para  interpretar  rectamente  una  cláusula  no  han  de  apre  - 
ciarse  aisladamente  sus  diferentes  disposiciones  sin  compararlas  entre 
sit  ponqué  el  concepto  oscuro  ó  dudoso  que  se  supone  en  dicha  cláusula 
se  concreta  á.ella  misma  y  no  puede  explicarse  por  las  demás; 

Y  4^  Que  la  infracción  que  se  refiere  á  los  considerandos  de  la  sen  • 
teneia  impugnada,  no  puede  servir  de  fundamento  legal  p%ra  la  casa* 
eión^  según  tiene  declarado  reiterada  nente  el  Tribunal  Supremo. 

£(1  la  villa  y  eorte  de  Sfadrid,  á  13  de  Abril  de  1883,  en  el  pleittl 
pendiente  ante  Nos  en  virtad  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
iey^  seguido  en  el  Jasgado  de  primera  instancia  de  Úbeda  y  en  la  Sala 
de  io  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  por  D.  Francisco  Alvares  Zamo- 
ra^  en  representación  de  sus  hijos  Ramón  Ana  y  Pedro  Alvares  Sania  f 
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Juaó  CÍ8l6t  Artaíéí  Siíira\  i^epréssniaíds  por  él  Procurador  D.  Cons- 
tantino Bodéró,ba|p  la  dirección  del 'Licenciado  b.  Enrique  Roger  con 
O.  Praticísco  dé  PauN  Jllelénil'ro  y  Vargas*,  y  en  suiíoltnbre  el  Procura-^ 
Mt  Ü:  L^iíLuiribrerá»,  dirt^idó  pwél  LÍcenciindó  D.  Saturnino  Atva^ 
rez  Bugallál;  íóbt4  tkffeUfáclórl  de  heredero*:        ■   *  ' ' 

Resultando  que  los  hermanos  D.  Juan,  D«  Pedro,  Doña  Ana  y  Doña 
María  Francisca  Qaesada  Alaminos  otorgaron  testamento  de  manco- 
mún en  13  de  Setiembre  de  t855»  por  el  que  en  atención  á  no  te^er 
heredertá  forzosos  se  nombraron  é  instituyeron  herederos  los  unos  de^ 
los  oíros  en  plena  posesión  f  dominio,  y  muerto  el  último  de  ellos,  to- 
dos Tos  bienes,  hechoá  ires  partes,  serían  dos  de  ellas  para  Francisco 
de  Paula  Melendroó  sus  hijos  y  la  olra  tercera  parte  para  Mariai^a' 
Snhta,  f  si  ésta  fatledese  sin  sncesióa  los  bienes  que  no  hubieran  coú-  ^ 
sutoido  déla  herencia  serian  para  O.  Francisco  de  Paula  Melendro  ó  ' 
«US  hijos: 

Resultando  que  ocurrido  en  13  de  Julio  de  f  8S9  y  en  f  3  de  Julio  dé  . 
1859  et  fallecimiento  de  los  hermanos  D.  Juan  y  D.  Pedro  Quesada,  dús ; 
hermanas  Doña  Mirj'a  Francisca  y  Düña  Ana  María,  por  escrilura  de  d 
de  Setiembre  do  < ^64  partieron  y  adjudicaron  los  bienes  hereditarios 
^e  aquéllos  sin  reserva  ni  limitación  alguna,   inscribiéndolos  así  en  el 
Registro  de  la  propiedad;  opera'*áón  ^ue  repitió  en  16  de  Febrero  dé 
1867  Doña  Ana  Maru  por  haber  fallecido  su  hermana  Doña  MaríaFran-*^ 
cisca  en  18  de  Octubre  del  año  anterior: 

Res  altando  qne  por  escritura  de  30  de  Octubre  de  4873,  Doña  Ana ' 
María  Quesada  hito  donación  de  cinco  fincas  á  favor  de  Mariana  San- 
ia, qu^e  la  aceptó,  asistida  de  su  marido  D.  Francisco  Alvarez  Zamora; 
expresando  aquélla  que  procedían  de  la  herencia  que  la  donante  hubo 
-áé  sus  hermanos  D.  Pedro  y  Doña  Francisca: 

Resultando  que  Doña  Mariana  Santa-  falleció  en  3  de  Setiembre  de 
1874yDóñaAna  María  Quesada  on  23  de  Abril  de  1875,  habiendo 
otorgado  un  codiciloen  18  de  Mario  del  año  anterior,  en  que  reformó' 
«I  nombramiento  de  contadores  y  partidores,  autorizándoles  para  qné^ 
judicialmente  distribuyesen  sus  bienes  con  arreglo  á  bu  testamento  y 
íu  codicilo: 

Resultando  que  los  contadores  nombrados  procedieron  á  practicar 
«1  inventario  exlrajudtcial,  consignando  que  la  presencia  de  Francisco 
Alvarez  Zamora  no  prejuzgaba'  cuestíóa  alguna,  ni  su  intervención  da- 
ba ni  qnitaba  derechos  á  sus  hijos;  y  habiendo  con  este  motivo  solici- 
tado Alvarez  Zamora  la  prosecucióri  del  jnicio  voluntario  de  testamen"' 
taría,  que  fué  estimada  |)or  el  Jaez  y  confirmada  por  la  Audiencia,  este' - 
Supremo  Tribunal,  á  quien  se  acudió  en  casación,  casando  y  anulando 
la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia,  declaró  que  Alvarez  Zamora,  en^ 
representación  de  stss  hijos,  no  era  parte  legítima  para  promover  el 
juicio  de  testamentaría  ínterin  no  se  decidiera  en  la  ría  ordinaria  que' 
sus  hijos  eran  herederos  de  Doña  Ana  María  Qaesada  y  Alaminos. 

Resultando  que  en  su  virtud  D  Francisco  Alvarez  Zamora,  en  re- 
presentación de  sus  hijos  d#duj  o  en  13  de  Marzo  de  1879  la  deman*^ 
<ia  objeto' de  estos  autos,  en  la  que  ejercitando  la  acción  mixta  de 
petición  de  herencia  solicitó  se  declarase  en  primer  término  que  los 
menores  que  representaba,  hijos  de  Mariana  Santa,  estaban  instituidos 
herederos  sustitutos  de  su  madre  en  una  tercera  parte  de  los  bienes 
quedados  al  fallecimiento  de"  los  cuatro  hermanos  Qaesada,  con  arre- 
glo al  tésíatBento  de  td  de  Setiembre  de  4855,  y  que  por  consiguiente 
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eran  parte  legítima  para  promover  el  jaicio  voluntario  de  testamenta* 
ría,  dándolo  por  promovido  con  retroacción  á  la  época  del  fallecíBáien*- 
to  de  Doña  Ana  María  Quesada:  que  en  segundo  término  y  en  el  «aso 
de  no  accederse  á  lo  anterior  se  declarase  qde  Mariana  Santa  dio  la  he* 
rencia  de  los  tres  hermanos  qne  promovieron  á  la  misma,  adquirieoda 
el  derecho  á  la  tercera  parte  de  los  bienes  de  éstos,  derecho  que  tras* 
mitió  á  sos  hijos  á  su  fallecimiento,  y  por  consiguiente  que  eran  parle 
legitima  para  promover  el  juicio  de  testamentaría  á  los  bienes  queda- 
dos por  dichos  tres  hermanos:  que  en  todo  caso  y  en  tercer  lugar  sede- 
clarase  que  los  beroianos  Quesada  al  instituirse  por  herederos  los  uno» 
á  los  otros  no  lo  hicieron  más  que  como  meros  usufructuarios,  impo- 
niéndose la  obligación  de  conservarlos  para  que  á  la  muerte  del  última 
pasasen  á  otros  herederos;  y  que  en  cuarto  lugar  se  declarase  que  no 
correspondiendo  en  ningún  caso  dicha  tercera  parte  de  bienes  ai  de- 
mandado D.  Francisco  de  P.  Melendro  por  no  haberse  cumplido  la  con- 
dición impuesta  por  los  testadores,  su  negativa  á  reconocer  como  he- 
rederos de  dicha  parte  de  bienes  á  los  demandados  era  improcedente  y 
demostraba  su  mala  fe,  condenan  en  su  consecuenpia  á  dicho  deman- 
dado á  qoe  reconociera  como  tales  herederos  á  los  demandantes  en  la 
tercera  parte  que  fueron  instituidos  por  los  cuatro  testadores,  con  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  y  costas: 

Resultando  que  D.  Francisco  de  P.  Melendro  impugnó  la  demanda», 
sosteniendo  que  no  podía  suponerse  que  la  institución  de  heredero  he- 
cha recíprocamente  en  el  testamento  de  los  hermanos  Quesada  fuera 
en  usufructo  cuando  terminantemente  decían  que  se  instituían  en  ple- 
na posesión  y  dominio:  que  instituida  Mariana  Santa  heredera  de  los^ 
cuatro  hermanos  Quesada  á  la  muerte  del  újtimo,  habiendo  falleeido 
antes  dicha  Mariana  no  tenía  capacidad  legal  para  heredar  y  no  pudo 
trasmitir  á  sus  hijos  el  derecho  de  que  carecía:  que  entre  la  institacióa 
de  Francisco  Melendro  y  la  de  Mariana  Santa  establecíase  una  gran  di-  - 
ferencia,  pues  mientras  los  hijos  del  primero  estaban  llamados  expre- 
samente, no  los  de  la  segunda  ni  tácitamente: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado  el 
juicio  en  dos  instancias^  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada 
dictó  en  16  de  Mayo  de  1882  sentencia  revocatoria,  declarando  que  los 
hijos  de  Mariana  Santa  están  instituidos  herederos  sustitutos  de  su  ma- 
dre en  una  tercera  parte  de  los  bienes  quedados  aPfailHcimiento  del  úl- 
timo de  los  hermanos  D.  Juan,  D.  Pedro,  Doña  María  Francisca  y  Doña 
Ana  María  Quesada,  y  que  por  consiguiente  eran  parte  legítima  para 
proponer  el  juicio  voluntario  de  testamentaría  con  retroacción  á  l& 
época  del  fallecimiento  de  Doña  Ana  María  Quesada,  absolviendo  de  Ir 
demanda  á  D.  Francisco  P.  Melendro  en  cuanto  se  solicitaba  que  se  de- 
clarase en  todo  caso  qne  los  referidos  hermanos  Quesada  se  instituye- 
ron herederos  usufructuarios,  así  como  del  extremo  referente  á  la  re- 
clamación de  indemnización  de  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  D.  Francisco  de  P.  Melendro  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

4®  La  ley  1*,  tít.  5^  de  la  Partida  6Vque  define  el  verdadero  susti- 
tuto, pues  no  estableciendo  en  el  testamento  los  hermanos  Qaesada. 
después  de  la  institución  de  heredero  hecha  en  favor  de  Mariana  Santa, 
ningún  llamamiento  de  heredero  en  favor  de  sus  hijos,  no  podían  éstos 
reputarse  instituidos  como  sustitutos  de  aquéllos: 

2^  La  jurisprudencia  constante  de  este  Supremo  Tribunal,  contenida^ 
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«ntre  otros  fallos,  en  los  de  14  de  Octabre  de  4854,  47  de  Febrero  de 
^858,  23  de  Abril  de  486i,  17  de  Marzo  de  1865  y  f2  de  Octubre  de 
4866,  según  la  cual  no  debe  interpretarse  la  voluntad  del  testador  de 
una  manera  que  Vaya  man  allá  de  lo  que  expresa  la  letra  de  su  dispo- 
sición, que  debe  entenderse  y  cumplirse  en  los  mismos  términos  que 
la  manifestó,  sin  que  pueda  suplirse  ni  ampliarse  ni  entenderse  de  otra 
modo  que  llanamente  como  suena,  pues  el  análisis  gramatical  de  lá 
cláusula  en  cuestión  enseñaba  que*lo8  hijos  de  Mariana  Santa  no  esta* 
ban  directa  ni  indirectamente  instituidos  herederos  de  los  hermanos 
Quesada: 

3^  La  regla  de  interpretación  contenida  en  la  sentencia  de  este  Tri- 
bunal Supremo  de  25  de  Mayo  de  1863,  según  la  cual  para  la  recta  in* 
terpretación  de  una  cláusula  no  han  de  apreciarse  aisladamente  sus  di- 
ferentes disposiciones  sin  compararse  entre  sí,  pues  la  cláusula  estable- 
cía una  sustitución  vulgar  indiscutible  en  favor  de  los  hijos  de  Melen* 
dro,  y  Jo  mismo  en  la  primera  que  en  la  segunda  parte  del  período,  es 
lo  evidente  que  en  lo  que  había  dado  origen  al  litigio  se  hacía  en  favor 
de  aquéllos  un  llamamiento  en  regia: 

4^  La  ley  l^  til.  4°,  Partida  4^,  que  define  la  condición  y  su  oficio, 
en  cuanto  la  sentencia  consideraba  que  ai  establecer  los  hermanos 
Quesada  que  fallecido  el  último,  de  los  bienes  que  quedasen  fuese  una 
tereora  parte  para  Mariana  Santa,  y  que  si  ésta  falleciera  siu  sucesión 
los  que  no  hubiese  consumido  pasaran  á  Francisco  Melendro  y  sus  hi- 
jos, se  previno  y  estableció  una  condición,  que  cumplida,  era  la  nega- 
ción más  terminante  de  derecho  á  suceder  el  Melendro  y  sus  hijos;  ne- 
gacióQ  que  necesariamente  se  convertía  en  una  afirmación  de  los  dere- 
chos hereditarios  de  los  demandantes,  porque  en  condideración  y  res- 
peto á  ellos  se  privaba  de  la'  herencia  á  los  demandados,  pues  el  efecto 
de  la  condición  era  la  dicha  ley,  con  arreglo  á  la  cual,  habiendo  muer* 
to  Mariana  Santa  con  sucesión,  no  heredaban  Melentlro  ni  sus  hijos  la 
parte  de  ella; 

Y  5*  La  ley  S%  lít.  5®  de  la  Patida  6^  que  define  la  sustitución  vul* 
i^ar  tácita,  toda  vez  que  la  sentencia  declaraba  actores  á  Juan  Castor, 
Ramón,  Ana  y  Pedro  Alvarez  Santa,. como  herederos  sustitutos  tácitos 
de  su  madre  Mariana  Santa,  siendo  así  que  en  el  testamento  de  los  her- 
manos Qaesada,  no  sólo  no  estaban  nombrados,  sino  que  ni  siquiera 
había  en  favor  en  ellos  llamamiento  de  heredero: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 
Considerando  que  atendidos  los  términos  de  la  cláusula  testameta- 
ría  en  virtud  de  la  cual  los  hermanos  Quesada  se  instituyeron  mutua^ 
mente  herederos,  ordenando  que  fallecido  el  último  de  ellos,  de  les 
bienes  que  quedaran  fueran  una  tercera  parte  para  Mariana  Santa,  y 
si  ésta  falleciese  siu  sucesión  los  que  no  hubiese  consumido  de  la  he- 
rencia pasaran  á  Francisco  Melendro  y  sus  hijos,  desde  luego  se  com- 
prende  que  respecto  á  esta  tercera  parte  de  bienes  quedó  establecida 
una  sustitución  vulgar  tácita,  porque  á  no  ser  así,  las  palabras  asi  ésta 
falleciere  sin  sucesión»  carecerían  de  sentido,  no  llegando  á  determi- 
narse el  distinto  que  se  hubiera  dé  dar  á  dicha  porción  hereditaria  si 
aquella  muriese  con  hijos,  que  es  el  caso  ocurrido,  lo  que  no  debe  su- 
ponerse en  el  ánimo  de  los  testadores,  con  tanto  mayor  motivo  cuanto 
que  por  la  serie  de  instituciones  de  heredero  que  hicieran  con  carácter 
recíproco  y  las  sustituciones  que  establecieron  demostraron  claramente 
que  su  voluntad  no  fué  morir  intestados,  ni  aun  con  relación  á  dicha 
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psrté  de  hé^dAeta,  U  enkt  de  ningún  modo  {Á>drf&  palay  á  Prañ«¡¿o 
Meldíidro  y  saa  hijos,  Ao  realísáadose  U  condieión  dé  qae  Matiañá^ 
Santa  muriese  sin  descendientes:  •  0 

'  O)tteiderándo  que  fijada  asi  la  verdadera  iüteligetieía  de  fa  tnéneio- 
nada  cláusula,  es  indudable  que  et  derecho  de  loa  dem^andia^t«8  nace 
diredUmenle  del  t^tamento  de  los  hei'manos  QueMida^  debiendo  por 
lo  tamo  considerarse  subsistente  aunque  ta  úiad^e'^de  aquéil^á  &  cama  ' 
do  a«  muerte  no  llegara  á  entrar  eif  el  dominio  y  posesión  de  !09  ble* 
nes  objeto  de  este  pleito;  y  que  al  estimarlo  asila  sentencia  recorrida, 
no  infringe  la  ley  i*,  tít.  6®,  Partida  6*,  citada  en  el  primer  motivo 
toda  vez  que  ésta  se  limita  á  definir  la  sustitución  y  explicar  sutf  d^ife-' 
rentes  clases,  ni  la  segunda  del  mismo  titulo  y  Partida,  que  se  invoca 
eá  el  quinto  fondamentó,  porque  en  él  ee  hace  supuesto  de  la  cuestión 
litigtosa,  afirmándose  que  la  repetida  cláusula  testamentaria  no  con- 
tiene la  institución  vulgar  tácita  que  autoriza  la  misma  ley  contra  lo  ' 
que  anteriormente  queda  consignado: 

Considerando  qoe  por  la  misma  razón  es  inaplicable  y  no  há  podido  - 
infringir  el  fallo  recurrido  la  doctrina  legal  á  que  se  refiero  el  segundo 
motivo,  ni  la  regla  de  interpretación  de  que  se  hace  mérito  en  el  ter- 
cero, porque  el  concepto  oscuro  ó  dudoso  que  se  supone  en  dteha  dáa- 
sdla  se  concreta  á  ella  misma  y  no  puede  explicarse  por  las  demás: 

Considerando,  por  último,  que  la  infracción  alegada  en  cuarto  lu- 
gar se  refiere  á  los  considerandos  de  la  sentencia  impugnada,  lo  que 
no  puede  servir  de  fundamento  legal  para  la  casación,  según  tiene  de- 
clarado reiteradamente  este  Tribunal  Supremo; 

Fallamos  qoe  debemos  declaaar  y  declaramos  no  haber  Inbar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  de  Paula  Meiendro  y 
Vargas,  á  quien  condenamos  en  -las  costas;'  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Granada  la  certificación  correspondiente  con  devolución  del  apunta- 
miento que  ha  remitido. — (Sentencia  publeada  eM3  de  Abril  de  1883^ 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  31  de  Agosto  del  mismo  afio.) 

121 

Keeurso  de  casación  (13  de  Abril  de  I8S3).— -^a¿it  primera. — 
Ai^RovEGHAMiENTo  DE  AGUAS.— Hü  logar  al  ínter pucsto  por  D.  José  To- 
más Pardo  con  D.  Pascual  García  Flores  (Audiencia  de  Valencia),  y  Se 
resuelve: 

1^  Que  si  combinada  la  absolución  de  la  demanda  con  la  de  la  reeon-  ' 
vención  y  explicadas  una  y  otra  par  los  razonamientos  quetl fallo  con- 
tiene,  se  ve  claramente  que  están  resueltas  todas  las  cuestiones  del  jui  - 
do,  y  me  la  Sata  sentenciadora  tiene  por  justificada  y  declara  ConsH- 
iuida  la  servidumbre  de  acueducto  en  virtud  de  asentimiento  de  las  par-    . 
ies^  asi  como  en  sentido  opuesto  juzga  no  haberse  prohado  que  ese  con  - ' 
venio  se  celebrara  con  la  condición  de  limitar  el  riego  del  demandado, 
á  quien  se  reconoce  el  derecho  de  aprovechar  las  aguas  nmvamen  tv 
alumbradas,  ya  coriran  solas,  ya  mezcladas  con  las  antiguas',  no  infrin- 
ge la  sentencia  la  ley  1*,  tit.  1®,  libro  i  O  de  la  Novísima  Recopilación^ 
doctrina  legal,  según  la  que  la  voluntad  de  los  conir atantes  és  la  ley  del 
contrato  y  su  quebrantamiento  equivale  á  una  infracción  legal,  que  de- 
termina necesariamente  la  casación  de  la  sentencia  contraria  á  lo  con-  ^ 
venido;  la  ley  14,  í(t,  31  de  la  Partida  3»  y  eiart  359  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento  civil; 


Digitized  by 


G.oogle 


F  V  0^0  sf;^¿  4m(!0i^dado  fué  también  apf¡ant$  en  €%^n(o  á  la  ab^a^ 
i^tié1í  df  Uden$anda  de  reconvención,  al  no  condenarle  en  lis  co$tcu  de* 
la  segunda  instancia^  en  esta  parte,  se  infringe  la  ley  2^,  tít  \^».libro  { I 
de  la  Novísima  Ree&f^aeión  y  la  doctrina  establecida  par  el  Tribunal 
Supremo  en  ^oneanancia  4on  ella,  , 

'  Eq  la  vMU  y  oarte  de  Madridrá  13  de  Abril  de  4Saa,>  ea  el  pleilo 
pendiente  ante  líos  en  viriud  de  reoorso  de.  oasacióa  por  iofraccióii  de 
l^yi  Sdgttidi»  en  eUaseado  de  primera  inetan'^ia  del  dlsiriu»  de  Villea& 
y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  ia  Audiencia  de  Valeneia  por  O»  José  Tomás 
Pardo,  por  sí  y  como  Presidente  de  la  comunidad  delegantes  titulada 
£a  Ji9t¿«¿ai¿,  represenlada  por  eJ  Procurador  D.  Juan  Pascual  García, 
bajo  ia  direccióa  diol  Licenciado  D.  José  María  Cremades,  coa  D.  Pas* 
cual  García  Fiore$«  y  en  su  nombre  el  Procurador  D,  Antonio  Arana  y 
Moray  ia,  dirigiae  en  el  acto  de  ia  viau  por  el  Abogado  D.  Juan  Ram^ 
García  Florea,  sobre  aprovechamiento  de  aguas: 

Resultando  que  por  medio  de  un  acta  que  autorisaron  tres  testigos, 
fechada  á  7  de  Junio  de  1817,  D.  José  Tomás  Pardo  y  otros  43  propicia* 
rios  dijeron  que  poseían  varios  terrenos  en  la  partid ><  del  Campo  que  se 
regaban  por  la  acequia  de  este  nombre,  y  habiendo  disminuido  las 
aguas  á  consecuencia  de  la  sequía,  determinaron  iluminar  otras  en  te- 
rrenos superiores,  de  la  pecterieucia  de  varios  de  ellos,  para  aumentar 
el  caudal  de  las  antiguas  y  hacer  más  frecuentes  los  riegos;  y  que  al 
*  efecto  formaban  Sociedad  privada  en  comunidad  de  derechos,  con  el 
carácter  de  perpetua,  que  se  llamaría  la  Amistad,  estableciendo  las  ba- 
ses para  la  ejecución  de  las  obras^  distribución  de  acciones»  forma  de 
riegos  y  nombramiento  de  Junta  administrativa,  de  la  cual  fué  elegido 
Presidente  O.  José  Tomás  Pardo: 

Resultando  que  en  3t  de  Marao  de  1879,  D.  Pascual  García  Flores» 
dueño  de  un  bancal  de  seis  tahullas  ea  el  partido  del  Gana po,  término  . 
de  Villena,  con  derecho  á  regarlo  de  inmemorial  per  el  sitio  de  la  Ca- 
nal, y  en  posesión  por  más  de  año  y  día  de  fertilizarlo  con  las  aguas  an* 
tiguas  y  de  posteriores  alumbramientos  de  manantiales  de  terreno  su- 
periores afluentes  á  la  acequia  que  servía  de  acueducto,  dudnjo  inter- 
dicto de  recobrar  la  indicada  posesión,  de  la  cual  había  sido  despojado 
su  arrendatario  D.  José  Millán  por  orden  de  D.  José  Tomás  Pardo,  Bre- 
sidente  de  cierta  colectividad  de  propietarios  asociados,  que  mandó  al 
regador  que  levantase  la  tablilla  del  partidor;  y  suministrada  informa- 
ción y  dada  fíanza,  dictó  sentencia  el  Juez  en  28  de  Abril  de  dicho  año» 
que  fué  consentida  por  las  partes»  mandando  restituir  á  Flores  en  la  pe- 
sesión  de  las  aguas  de  cuyo  aprovechamiento  había  sido  privado  por 
Pardo,  á  quien  se  condenó  en  las  cosías,  con  reserva  de  su  derecho,  ha- 
biéndose llevado  á  efecto  el  reintegro  en  el  mismo  día: 

Resultando  que  á  su  vez  D.  José  Tomás  Pardo  dedujo  en  9  de  Junio 
de  dicho  año  interdicto  restitutorio  contra  D.  Pascual  García  Flores, 
porque  hacía  más  de  20  meses  que  tenía  derecho  á  regar  un  bancal  con  > 
las  aguas  alumbradas  por  la  asociación  titulada  La  Amistad,  utilizando 
la  acequia  llamada  del  Campo,  y  á  impedir  q^ue  con  estas  aguas  nuevas 
regase  García  á  no  reunirías  con  las  antiguas,  eon  las  que  regaba  de 
inmemorial,  pero  no  con  las  nuevas  solamente,  que  pertenecían  á  la 
asociación  y  de  lasque  le  había  despojado  el  colono  de  aquél  D.  José. 
Milán;  y  suministrada  también  información  y  fianza^  por  sentencia  de  30 
4ÍQ  Junio  se  dio  lugar  al  interdicto»  mandando  que  fuese  restituíio  Par-  « 
do  en  la  posesión  del  derecho  y  aprovechamiento  en  el  bancal  indicado 
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de  las  aguas  qne  la  comanidad  de  regantes  La  Anoistad  había  alambra- 
do eo  la  partida  del  Campo,  condenando  ai  despojante  á  la  indemniza* 
cióo  de  perjuicios  y  costas,  con  reserva  de  sa  derecho,  habiéndose  eje- 
catado  el  reintegro  en  el  siguiente  día: 

Resollando  qae  en  I*  de  Setiembre  del  repetido  año  1879,  D.  José 
Tomás  Pardo  dédojo  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  alegando  qne  en 
unión  de  los  demás  propietarios  de  la  partida  del  Campo  que  figorabao 
en  el  documento  privado  dé  que  se  ha  hecho  mérito,  creyeron  conve- 
niente iluminar  ciertas  aguas  en  terrenos  propios  de  algunos  de  ellos  y 
aumentar  el  caudal  de  las  antiguas  que  corrían  por  la  acequia  denomi- 
nada del  Campo,  constituyendo  la  Sociedad  particular  titulada  la  AmiS** 
tad,  que  se  hizo  después  extensiva  á  otros  individuos:  que  verificado  el 
alumbramiento  y  construida  la  nota  núm.  2,  y  cauce  núm.  3  que  figu- 
raban en  el  croquis  acompañado  á  la  demanda,  convino  Pardo  con  Dolí 
Joaquín  y  Doña  Patrocinio  Mergelina  y  con  D.  José  Milán,  arrendatario 
y  apoderado  de  D.  Pascual  García  Plores,  en  que  las  aguas  de  nuevo 
alumbramiento  marcharían  desde  la  mota  de  la  Amistad  á  la  acequia 
del  Campo,  por  donde  discurrían'  á  condición  de  que  Mergelina  y  Gar- 
cía Flores  regarían  con  ellas  los  tres  bancales  que  se  designaban  en  el 
croquis  cuandoSo  tuvieran  por  conveniente,  sin  sujeción  á  tanda  ó  tur- 
no, siempre  y  cuando  con  dichas  aguas  nuevas  corrieran  unidas  las  de 
la  mota  antigua  del  Marqués,  ó  fueran  las  que  de  inmemorial  venían 
fertilizando  los  campos  de  ios  tres  indicados:  que  en  Julio  ó  Agosto  det  * 
citado  año  1879  ingresaron  las  aguas  nuevas  por  el  partidor  nüm.  6  en 
el  cauce  del  Campo,  y  con  éstas  unidas  á  las  de  la  mota  del  Marqués 
regaron  Flores  y  los  hermanos  Mergelina,  aprovechándolas  también 
Pardo  y  demás  consocios  para  regar  las  tierras  que  poseían  eu  la  parte 
inferior  del  partidor  ntim.  7,  y  Pardo  especialmente  para  un  bancal  de 
12  tahullas,  sin  haber  sufrido  interrupción  alguna:  que  en  i8  de  Marzo 
de  1879,  José  Milán,  arrendatario  de  García  Flores,  colocó  en  el  parti- 
dor nüm.  7  la  tabhlla  de  contención  para  regar  con  las  aguas  solas  de  la 
mota  de  la  Amistad  que  corrían  por  la  acequia  del  Compo  al  bancal  de 
Plores,  faltando  á  lo  pactado,  por  lo  cual  el  demandante,  en  uso  de  su 
derecho  ordenó  al  regador  de  la  comunidad  que  levantase  la  tablilla 
colocada  por  Milán  y  continoiara  regando  con  las  aguas  nuevas  los 
bancales  de  los  socios  que  se  hallaban  en  turno,  como  lo  efectuó,  dan- 
do lugar  este  hecho  al  interdicto  que  García  Plores  promovió  y  que  se 
sustanció  sin  audiencia  del  despojante:  que  el  hecho  que  le  sirvió  de 
base  no  era  cierto  en  absoluto,  puesto  que  en  el  cauce  donde  mandó 
quitar  la  tablilla  del  partidor  no  había  depósito  alguno  de  las  aguas 
procedentes  de  la  mota  del  Marqués  ni  tampoco  de  las  nuevas  de  la 
Amistad,  concretando  los  testigos  sus  manifestaciones- al  uso  por  parte 
de  García  Flores  de  las  aguas  antiguas  por  espacio  de  ocho  años,  y  no 
de  las  nuevas,  que  sólo  contaban  i9  ó  20  meses;  y  deduciendo  como 
fundamentos  legales  que  para  que  se  repute  perfeccionado  un  contrata 
no  es  necesario  el  asentimiento  expreso  del  que  se  obliga,  bastando  el 
tácito  y  aun  el  presunto  por  actos  posteriores:  que  uno  de  los  modos  de 
constituirse  las  servidumbres  era  el  consentimiento  de  las  partes,  bas- 
tando un  contrato  privado:  que  por  tanto  García  Flores,  en  virtud  del 
que  contrajo  su  sobrino  Milán  con  el  demandante,  en  su  nombre  y  en 
el  de  los  condueños  de  las  aguas  nuevas  de  la  Amistad,  constituyó  so** 
bre  el  trozo  de  acequia  del  Campo,  que  le  pertencía  en  común  con  los 
4e  Mergelina,  la  servidumbre  de  dar  paso  a  dichas  aguas  nuevas,  no 
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Ímdíendo  regar  con  ellas  á  no  ser  qae  corriesen  unidas  con  las  viejas  da 
a  mota  del  Marqués:  que  terminado  un  interdicto  de  recobrar  podía  se- 
guirse juicio  ordinario  sobre  lo  mismo,  y  que  por  su  misma  naturaleza 
el  querellante  debía  pagar  las  costas,  daños  y  perjuicios  ocasionados 
cuando  el  llamado  despojante  conseguía  por  ejecutoria  el  derecho  de 
que  fué  privado;  y  haciendo  uso  de  la  acción  real  confesoria  de  servi- 
dumbre de  acueducto  y  de  la  personal  que  nacía  del  contrato,  pidió  se 
declarase  que  el  demandante  y  los  demás  que  componían  la  comunidad 
de  regantes  La  Amistad  tenían  el  derecho  de  conducir  hasta  sus  fincas 
las  aguas  que  habían  alumbrado  en  la  partida  del  Campo  por  la  acequia 
de  este  nombre  en  su  trayecto  desde  la  parte  inferior  de  la  mota  del 
Marqués  hasta  el  partidor  de  dicha  acequia,  por  donde  tomaban  otras 
aguas  que  circulaban  por  el  mismo  cauce  D.  Pascual  García  Plores  y 
1).  Joaquín  y  Doña  Patrocinio  Mergelina,  y  son  las  que  regaban  tres 
bancales  que  respectivamente  poseían  en  el  sitio  de  la  Canal:  que  Don 
Pascual  García  no  podía  aprovechar  las  aguas  nuevas  de  La  Amistad 
on  el  riego  de  su  bancal  sino  en  el  caso  de  que  corrieran  unidas  con 
ellas  las  antiguas  de  la  mota  del  Marqués:  que  el  hecho  que  dio  lugajr 
al  interdicto  fué  perfectamente  legal  por  parte  de  D.  José  Tomás,  y 
por  lo  tanto,  que  se  dejara  sin  efecto  la  sentencia  recaída  en  el  mismo, 
condenando  á  D.  Pascual  García  Flores  á  que  en  lo  sucesivo  no  impi« 
.  diere  que  las  a^uas  nuevas  de  La  Amistad  ingresasen  en  la  acequia  del 
Campo  por  la  parte  inferior  de  la  mota  del  Marqués  ni  pusiera  ningñu 
obstáculo  á  Pardo  para  que  por  dicha  acequia  regara  sus  propiedades 
y  las  de  los  demás  socios  cuando  discurrieran  solas  las  citadas  aguas 
nuevas,  y  á  que  le  indemnizase  de  los  daños  y  perjuicios  que  hubiera 
podido  irrogarle  con  ocasión  del  interdicto,  imponiéndole  las  costas  de 
éste  y  las  del  presente  juicio: 

Resultando  que  contestando  á  la  demanda  D.  Pascual  García  Plores, 
expuso  que  era  dueño  de  dos  bancales  de  la  Partida  del  Campo  de  cua- 
tro y  seis  tahullas  respectivamente,  los  cuales  eran  de  huerta  desde 
tiempo  inmemorial,  regándose  el  primero  con  el  partidor  que  existía 
donde  hoy  estaba  la  mota  del  Marqués,  nüm.  1®  del  croquis,  y  el  se- 
gunno  con  el  partidor  núm.  7  con  tas  aguas  que  llegaban,  cerrándolo 
con  su  tablilla:  que  en  1867,  el  demandante  y  otros  iluminaron  ciertas 
aguas  que  sin  permiso  ni  concesión  del  demandado  echaron  en  la  ace- 
quia núm.  8  por  la  abertura  ó  partidor  nüm.  6,  por  donde  pasaban  al-* 
gunas  veces,  y  otras  quedaban  detenidas  en  la  mota  núm.  2  de  La 
Amistad:  que  José  Milán;  arrendatario  del  bancal  núm.  10,  había  utili- 
zado estas  agaas  coando  llegaban  al  partidor  núm.  7,  deteniéndolas  y 
regando  con  ellas,  lo  miemp  si  marchaban  solas  que  si  iban  unidas  con 
Jas  antiguas;  y  habiéndole  propuesto  Pardo  un  arreglo  sobre  el  uso  de 
dichas  aguas  en  aquel  partidor,  siempre  le  contestó  que  era  cosa  de  su 
tío,  con  quien  podía  entenderse:  que  siendo  Flores  vecino  de  Alpera  y 
no  habiendo  estado  en  muchos  años  es  sus  tierras  del  Campo,  no  vio 
que  las  aguas  de  la  Amistad  entraran  en  la  acequia  núm.  8,  ni  sabía 
que  sobre  su  aprovechamiento  existierati  convenios  con  los  Mergelina 
ni  él  había  tratado  con  nadie  sobre  el  particular:  que  aunque  Pardo 
una  sola  vez,  á  principios  de  1879^  le  indicó  que  podían  hacer  un  arre 
glo  sobre  el  partidor  núm.  7  y  aprovechamiento  de  las  aguas,  le  con* 
testó  que  tenía  derechos  antiguos,  que  utilizaba  como  juzgaba  conve* 
niente,  y  en  su  virtud  Milán  continuó  aprovechando  las  aguas  nue- 
vas, solas  y  mezcladas  con  las  antiguas,  por  el  expresado  partidor:  ,que 
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necesitando  ref^ar,  echó  lat&bfilla,  qoe  mandó  levantar  Pardo,  por  b 
eoal  entabla)  el  interdicto  de  recobrar,  qoe  foé  estimado:  qae  D.  íoié 
Tomás  Pardo,  en  vez  de  nttlizar  el  juicio  ordinario  para  el  qae  se  reser- 
vó 8D  derecho,  esperó  á  que  Milán,  en  qso  á  la  posesión  reintegrada  re- 
gane  el  bancal  el  4  de  J^ooio,  con  las  agnas  que  llegaban  al*  partidor,  j 
en  el  dik  6  presentó  un  interdicto  de  recobrar,  en  virtud  del  cual  se  le 
restituyó  en  la  posesión  del  derecbo  y  aprovecbamiento  de  fas  aguas 
de  La  Amistad,  concenando  á  Milán  en  las  costas»  dañoa  y  perjuicios: 
qoe  en  virtud  de  este  fallo  quedó  privado  García  Flores  de  lae  agnaa 
naevas,  solas  ó  unidas  á  las  antiguas,  para  regar  un  bancal  por  el  par- 
tidor nüm.  7,  como  lo  venía  practicando  desde  que  las  aguas  de  La 
Amistad  entraban  en  la  acequia  del  Campo,  sin  contar  para  ello  con 
D.  Pascual:  que  aunque  el  reintegro  obtenido  per  Pardo  le  aseguraba 
el  Ibre  uso  de  las  aguas  nuevas  poa  la  acequia  del  Campo  y  su  aprove> 
ebamiento  en  el  bancal  que  allí^poseia  con  exclusión  de  D.  Pascual,  ba- 
bía  entablado  la  demanda  para  que  se  le  condenase  á  no  impedir  que 
Pardo  regase  por  dicha  acequia  sus  propiedades  cuando  discurrían  so- 
las las  aguas  nuevas,  y  pagara  las  costas,  daños  y  perjuicios  del  inter- 
dicto, dejando  sin  efecto  la  sentencia  que  lo  terminó,  pidiendo  cabal- 
mente lo  que  había  conseguido  por  sentencia  referida  de  30  do  Junio, 
por  lo  cual  el  demandado  ejercitaba  la  reconvención  por  acción  real  ne- 
gatoria  y. de  dominio  y  personal  de  daños  indebidos:  que  no  había  te- 
nido lugar  nii.guno  de  los  medios  establecidos  por  la  ley  para  consti- 
tuir servidumbre,  pues  el  contrato  á  que  Pardo  sé  refería  había  tenido 
lugar  con  los  condueños  Mergeiina,  pero  no  con  el  demandado,  cuya 
intervención  era  necesaria:  que  la  imposición  de  servidun^bre  de  acue- 
ducto era  cuestión  gub<!rnativa  por  ser  los  riegos  de  interés  colectivo 
y  de  utilidad  pública,  estando  encomendada  su  constitución  á  los  Go- 
bernadores civiles,  á  cuya  Autoridad  no  había  acudido  Pardo:  que  ade- 
más no  hubiera  podido  conseguirlo,  pojque  según  la  ley  de  aguas  la 
servidumbre  de  acueducto  no  podía  tefter  lugar  por  dentro  de  otro 
preexistente:  que  según  la  misma  ley,  al  salir  las  aguas  del  predio  en 
que  han  sido  iluminadas  y  penetrar  en  otros  de  propiedad  particular, 
las  adquirirían  los  dueños  de  éstas  para  so  aprovechamiento  eventual, 
de  modo  que  tan  pronto  como  penetraron  en  el  trozo  de  cauce  núme- 
ro 8,  desde  la  casa  núm.  I  al  partidor  núm.  7,  se  hacían  de  sn  perte- 
nencia para  el  riego  eventual  del  bancal  núm.  10:  que  después  de  un 
interdicto  de  recobrar  no  cabía  otro  que  lo-  dejara  sin  efecto,  porque 
seria  proceder  á  lo  infinito;  y  en  virtud  de  todo,  terminó  suplicando 
que  se  declarase  que  la  acequia  del  Campo  no  debía  á  las  aguas  de  La 
Amistad  la  servidumbre  de  acueducto,  teniendo  el  derecho  de  regar 
con  lasque  pasaran  por  el  partidor  núm.  7,  y  en  su  consecuencia  im- 
procedente el  interdicto  de  recobrar  instado  por  Pardo,  dejando  sin 
efecto  la  sentencia  de  reintegro  dictada  en  30  de  Junio,  y  condenando 
á  aquél  en  las  coatas  satisfechas  por  el  mismo,  daños  y  perjuicios  ojri- 
ginados,  >  en  las  de  este  pleito: 

Resultando  que  el  demandante  replicó  respecto  á  la  reconvención 
que  en  h  sentencia  del  primer  interdicto  sólo  se  te  prohibió  difícultu 
á  García  Flores  en  el  riego  de  sus  fincas  con  las  aguas  antiguas,  rein- 
tegro que  nada  tenía  que  ver  con  el  derecho  qoe  le  asistía  por  virtud 
del  contrato  celebrado  con  aquél  de  impedir  que  regase  con  las  aguas 
nuevas  de  La  Amistad:  qne  García  Flores  aceptó  lo  convenido  con  su 
4obi;Íno  D.  José  Milán,  pues  éste  tenía  poderes  ilimitados  de  aquél  pa- 
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ra  celebrar  en  su  nombre  tod«.  clase  de  eonuatps  sobre  ]a9  ñacas,  ((i^e 
tenía  en  aquella  ciudad,  y  que  con  arrej^ló  á  ellos  y  á  las  instruccipnes 
recibidas  del  mismo  había  obrado  D  José  Milán:  .    ; 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
.el  Juez  de  primera  instancia  en  33  de  Setiembre  de  I88|«  absolrieu^^^ 
de  la  demanda  á  D.Pascual  García  Flores,  y  declarando  en  su  cons^* 
cnencía  no  haber  lugar  á  dejar  sin  efecto  la  sentencia  de  18  de  Abril  da 
f  879  recaída  en  el  interdicto,  y  asimismo  declaró  no  haber  lugar.á  |^ 
reconvención  formulada  por  D.  Pascual  García  Flores  en  a^Ael  juicí^, 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D*  Jcsé  Tomás  Pardo  interpuso  apelación  de  este 
sentencia,  y  con  noticia  de  qne  de  ella  tuvo  D.  JPascual  García  FJore^; 
Se  adhirió  al  recurso  en  cuanto  se  desestiinaba  la  reconvención  y  ae 
omiiía  la  condena  de  cestas,  teniéndosele  por  adherido;  habiéndolo  he^ 
cho  de  nuevo  al  coDQunicársele  los  «utos  para  instrucción  en  la  Anuen- 
cia dé  Valencia,  la  cual,  sustanciada  la  instancia,  dictó  sentencia  en  40 
de  Octubre  de  1882  confirmando,  con  las  costas,  la  apelada: 

Resultando  que  D.  José  Tomás  Pardo,  por  sí  y  como  Presidente  de 
la  comunidad  de  regantes  titulada  La  Amistad,  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

V  Al  absolverá  D.  Pascual  García  Flores  de  la  denaanda  dirigida  ea 
primer  término  á  qne  se  declarase  por  los  demandantes  tenían  el  dercr 
cho  de  conducir  sus  aguas  de  nuevo  alumbramiento  por  la  acequia 
llamada  del  Campo,  la  ley  del  contrato  ó  convenio  verbal  en  que  se 
constituyó  la  expresada  servidumbre  de  acueducto;  la  iey  i%  tít.  1% 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  doctrina  legal  establecida 
por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  19  de  Abril  de  1859  y  8  de 
Marzo  y  12  de  Diciembre  de  1861,  según  la  que  la  voluntad  de  loa 
contratantes  es  la  ley  del  contrato,  y  su  quebrantamiento  equivale  á 
una  infracción  legal,  que  determina  necesariamente  la  casación  de  la 
sentencia  contraria  á  1q  convenido;  pues  en  fallo  recurrido  en  el  terce-* 
ro  y  quinto  de  sus  considerandos  estimaba  que  aquella  servidu^ibre 
la  constituyeron  y  aceptaron  los  dueños  de  la  acequia  del  Campo  por 
medio  de  un  contrato  ó  convenio  verbal  que  era  la  ley  para  los  contra- 
tantes, y  que  uno  de  éstos  fué  D.  Pascual  García  Flores,  sin  embarga, 
de  lo  cual  se  absolvía  á  éste  de  la  demanda: 

2®  Por  el  mismo  concepto  la  ley  14,  tít.  31  de  la  Partida  3*  que  de-^ 
termina  los  modos  por  los  que  puede  ser  puesta  la  servidumbre,  toda 
vez  que  á  pesar  de  declararse  en  el  fundamento  5*  de  la  sentencia  que 
la  servidumbre  cuyo  reconocimiento  pretendía  el  demandante  fué  cons- 
tituida por  el  prloDcro  de  los  medios  que  establecía  dicha  ley,  absolvía 
sin  embargo  á  D.  Pascual  García  Flores  de  la  demanda  que  en  primer 
término  aparecía,  dirigida  á  declarar  que  los  demandantes  tenían  el 
derecho  de  conducir  por  la  acequia  llamada  del  Campo  las  aguas  alum- 
bradas por  dicha  comunidad  de  regantes: 

3®  El  art.  359  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  que  la 
sentencia  recurrida«no  era  clara  ni  precisa,  toda  vez  que.  aparte  de  la 
contradicción  que  se  advertía  entre  sus  fundamentos  y  su  parte  dispo- 
sitiva por  el  hecho  de  absolver  al  demandado  de  la  demanda  y  al  ac- 
tor de  la  reconvención ,  acusaba  otra  contradicción  más  peligrosa, 
puesto  que  por  el  primero  de  estos  pronunciamientos  negaba  la  exis* 
tencia  de  la  servidumbre  y  afirmaba  el  derecho  de  D.  Pascual  Gaccia. 
Flores  á  regar  con  las  aguas  de  La  Amistad  siempre  que  solas  ó  i^nidaa 
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«OB  lat^aiiUgtiaft  de  It  oou  del  Mii^qoét  díseii frieran  por  la  acequia 
del  €ampo,  {nientra»  qoe  por  el  segundo  afirmaba  la  exisfenifeift  deí  l^a 
teffvidambpe  pretendida  por  el  demandante  y  negaba  á  García  Fiores 
«I  dereciH>  áé  reffar  con  las  aguas  de  La  Amistad,  omitía  las  declara- 
tcioneique  a»  eonlecaenoía  con  Us  apreotaciones  de  estimar  probado  el 
oantrato  é  improbada  la  restitoeión  impoesta  4  García  Plores  respecto 
del  aproveeliamienta  de  las  agoas  venía  obligado  á  bacer,  y  por  últi- 
mo no  hacía  con  la  debida  separaeián  el  pifonanoiamiento  correspotf- 
diente  á  cada  uno  de  los  siete  pontos  litigiosos  qoe  se  plantearon  en  los 
escritos  de  demanda  y  contestación,' dejándolos  en  sa  totalidad  ó  por 
lo  menos  en  sa  mayor  parte  sin  resolver  dada  la  evidente  contradic- 
ci6a  qoe  resultaba  de  las  dos  fórmulas  generalee  empleadas  en  lai^dao- 
ción  de  fallo  recorrido: 

i^  Al  condenar  al  recorrente  en  las  costas  de  la  segnnda  inslaneia, 
la  ley  2%  tít.  19,  libro  II  de  la  Novísima  ReeopHacón,  (fue  se  aplicaba 
indebidamente,  puesto  que  se  estimaba  qoe  Oarcía  Flores  eonaintió  la 
aentenoia  de  primera  instancia,  ío  cual  era  inexacto,  poesto  que  apare- 
cía qoe  se  adhirió  ante  el  Juagado  á  la  apelación  interpuesta,  reiteran- 
do so  adhesión  ante  el  Tribunal  superior,  y  los  articulo»  844  de  la  an- 
tigua ley  de  Eojulciamieoto  civil  y  857  de  la  nueva,  con  arreglo  á  les 
cuales  no  cabía  dudar  que  García  Flores  fué  en  realidad  un  apelante 
que  provocó  la  segunda  instancia,  lo  mismo  que  Pardo»  y  que  la  hubie- 
ra también  provocado  aun  en  el  caso  de  que  el  reeurrtnte  nobiera  een- 
aentido  la  sentencia  del  inferior: 

'  6*  La  doctrina  legal  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  ra  la 
sentencia  de  (3  de  Noviembre  de  4876,  que  declara  que  se  infringe  la 
ley  S*,  tít.  19,  libro  14  de  la  Novísima  Recopilación,  al  condesar  en  to- 
das las  costas  de  segunda  instancia  al  demandante  cuando  medió  la 
adbeaión  del  demandado  á  la  apelación  interpuesta  por  aquél,  en  ra- 
zón á  qoe  aun  en  el  improbable  supuesto  de  que  no  procediera  consi- 
derar á  García  Florea  como  verdadero  apelante  por  virtud  de  los  fun- 
damentos y  disposiciones  citadas  en  el  anterior  motivo,  siempre  vea- 
dría  á  resultar  qoo  ante  el  Juzgado  y  ante  la  Audiencia  se  había  adhe- 
rido ante  la  apelación  interpuesta,  á  pesar  de  lo  cual  se  condenaba  á 
Pardo  ea  todas  las  costas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 
Considerando  qoe  el  fallo  no  infringe  las  leyes  y  doctrina  menclO'- 
nadaa  en  los  tres  primeros  motivos,  porque  combinada  la  absolución  áe 
la  demanda  con  la  de  la  reconvención  y  expKcadas  una  y  ptra  por  los 
razonamientos  que  aquél  contiene,  se  ve  claramente  que  están  resuel- 
tas todas  tas  cuestiones  del  juicio,  y  qoe  la  Sala  sentenciadora  tiene 
por  justificada  y  declara  constituida  la  servidumbre  de  acuedncta  en 
virtud  de  asentimiento  de  las  partes,  así  como  en  sentido  opuesto  jus- 

fa  no  haberse  probado  que  ese  convenio  se  celebrara  con  la  condició» 
e  limitar  el  riego  de  García  Flores,  á  quien  se  reconoce  el  derecho  de 
aprovechar  las  aguas  nuevamente  alumbradas  ya  corran  solas,  ya 
mezcladas  con  las  antiguas: 

Considerando  que  por  el  contrario,  infringe  la  sentencia  las  dispo- 
siciones y  doctrina  citadas  en  los  motivos  4®  y  5*,  porque  el  expresado 
García  Flores  fué  también  apelante  en  cuanto  á  la  absolución  de  la  de- 
manda de  reconvención  y  respecto  de  la  no  imposición  de  las  costas; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Tomás  Pardo,  en  cuanto  á 
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lo  ]^rincipal  de  ia  sentencia  dictada  en  estos  autos  pctr  Ja  Sala  de  lo  cl^ 
vilde  la  Audiencia  de  TaFeneia  á  que  se  refieren  ios  tres  primeros  Dio  - 
tiTOS  del  mismo,  y  qae  ha  logar  á  dicho  recnrso  en  ensoto  por  aqoféUa 
se  condena  al  recíorrénte  en  las  costas  de  la  segunda  instancia,  cayo 
extremo  es  objeto  de  los  motivos  4**  y  5*,  respecto  del  cool  casamos  y 
anulamos  la  mencionada  sentencia  y  devuélvase  al  recurrente  el  depó- 
sito constituido.— (Sentencia  publicada  el  13  de  Abril  de  4883,  é  inser* 
ta  en  la  QacHa  de  31  de  Agosto  del  mismo  año.) 

m 

Recurso  de  é9íHñeí6n(\ide  Abril  dei%SZ),'^Sala  ffimera.-^ 
CaMPLitfiENTO  DE  UN  CONTRATO.-— No  ha  togar  al  interpuesto  por  D.  Je> 
rónimo  Fernándes  Búenache  con  Doña  Bncarnacidn  Herrera  y  Sánehez 
(Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

<•  Q%e  »e  cita  inoporiunamenie  y  no  ha  podido  infringirse  U  ley  <*, 
ÜL  r,  libro  ^0  déla  Novísima  Reeopilaeién,  <myo  tewh  claro  y  repelidas 
veces  eapuestopor  el  Tribunal  Supremo,  no  es  aplicable  al  cato  en  que 
t  conformes  las  partes  conlrataníes  en  elevar  á  escrilura  pública  un  con- 
iDenio  privado  lo  rehusa  más  adelante  una  de  ellas  suponiendo  que  la 
otra  no  ha  cumplido  las  obligaciones  d  que  en  el  mismo  se  comprometió: 

2*  Que  tampoco  se  infringe  la  ley  2*  del  mismo  titulo  y  libro,  por  la 
sentencia  que  manda  elevar  á  escritura  pública  dicho  convenio,  si  la 
Sala  sentenciadora  aprecia  no  estar  probada  la  lesión  alegada  por  el 
demandado  sin  que  contra  esa  apreciación  se  haya  alegado  por  el  recu^ 
trente  infracción  de  ninguna  especie: 

^  Que  tampoco  infringe  la  ley  4%  til.  44,  Partida  Z^^  si  se  alega  ka- 
tiendo  supuesto  de  la  dificuitad^  oponiendo  indebidamente  el  criterio 
propio  al  déla  Sala  sentenciadora,  la  cual  entiende  haberse  probado  la 
demanda  por  la  parte  aetora: 

i^  Que  la  ley  t^  del  tit  14,  Partida  Z^,  se  limita á  explicar  los  ca- 
sos en  que  la  obligación  de  probar  incumbe  al  que  niega; 

F5*  Que  es  inconducente  alegar  error  de  hecho  cuando  no  resiñta  de 
documentos  que  demuestren  la  equivocación  evidente  del  juzgador. 

En  ia  villa  y  corte  de  Madrid,  á  14  de  Abril  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospi- 
cio de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
la  misma  por  Doña  Encarnación  Herrera  y  Sánchez,  que  no  ha  eompa^ 
recido  en  este  Supremo  Tribunal,  con  D.  Jerónimo  Fernández  Baeaa 
che,  representado  por  el  Procurador  D.  José  de  Castro  y  Qaesada,  di- 
rigido por  el  Licenciado  D.  José  Viñas,  sobre  cuplimiento  de  un  con 
trato: 

Resultando  que  Doña  Encarnación  Herrera  y  D.  Jerónimo  Fernán- 
dez Búenache  otorgaron  un  documento  privado  en  30  de  Abril  de  1879 
ante  los  testigos  D.  Juan  Llorca  y  D.  Andrés  Tavira,  establecieron  que 
Doña  Encarnación  se  obligaba  á  anticipar  las  cantidades  necesarias 
para  la  sustanciación  de  los  expedientes  de  las  fres  capellanías  colati- 
vas, fundadas  en  las  villas  de  Genavés  y  Siles  por  D.  Andrés  Patino 
^Castellanos,  D.  Pedro  Fernández  Patino  y  D.  Alonso  López;  hasta  su 
conclusión,  como  igualmente  los  que  necesitasen  para  la  adquisició.) 
del  pap^l  del  Estado  para  la  conmutación  canónica  y  también  los  de- 
inás  gastos  precisos  hasta  poner  en  posesión  á  D.  Jerónimo  de  los  bíe> 
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nés'de  Ui  tres  eapellaníaé:  qné  igualmente  se  obligaba  Dcfia  Encarua-r 
eidit^f  DtM^ará  FeraáMieft  B«eiiathv^^.060  t$¿  pof'ila  (Je  préstanña, 
6iiMgandó'eii*«l  aeto  á  ev^nlá  t.QOO  fs.  j  «I  hñX<^  euánáo  ee  éleVasé  é 
iMltaniéÉto'pikiilíeo  eUoiiArálo,  l«  e«ál  se  "r^rifieaila  lah  proiitoxotno-' 
Defti  Baettiiaeión  ••  feer«lK>tiM»4e  la  exialeaftiaxle  loe  «vpretatloii  ex-^  ' 
pedíMiteá;^  qike  0«  iér6feiiii»o;  por  praeío-y  rdfiQttD«ráei^#  de'lót  serti^- 
ciesv  lrabaff>a  y  áf  acttbolMi  qae'IMIaErnci(rAaer6n  baóía  ylufaíade* 
hacer,  reiHiAciaba  en  t«  fatK»  la-  tetreerw  parte  de  lótídaioe  bienes  f 
aoeipnae  perteneeientefá  tas  tres  eapellatifasvontéñdiéndoee  iqne'pri*  - 
mtro^selmbía  de  rekilegrár  dieba  séñova  ^d  km  96.000  #8'.  ^tre;  afi*-" 
tiópaba  y  4el  impdrte  de  t^doelo»  gastos,  baerén^M^  del  t^ñXo  la  ád»  ' 
jnéicaoíón.de  la.  taroela  parte  éeMat  >        --   ' 

Eesaltande  •«•  loamisovo»  D<  'Jer6nim<y  Femlndea  Boeitaobé  y  I>o<¿ 
fta  Enearoaeión  uavrera  otorgaros  biro  ^nira^o  prii^ado  ^-1 1  de,  t)i^  ^ 
cieoii»re  de  1819,  en  et  (|ne  el  t^rtnyero  declaró  qoe  eon  posterioridad  á^' 
eontralo  4e  30  da  Abril  reeibiO  dé  la  seg«iraa  fOllOO  'n.¡  qoé  conh 
los  3.000  enlregados  eomponfan  10.400;  y  qoe  aaediante'  haber  coave-  ' 
nido  con  Doia^Enoarnacióa  efa  q«e  la  eeslóii  de  la  mitad  de  los  bfene* 
de  diebaa  capeHaniaaq^e  fderon  objete^  del  refórido  eeotraYa,  se  ^\tñ>-  ■- 
diera  modifieada  en  «I  seiiUdo  de  baeer  á  favor  de  ella  eetidn  de  todfos^ 
loa  bienes  aeffún  reanltaban  de  las  feíldafilooés,  f  liabteñíde  «oiiVeáídó 
en^  90^0  rs.  el  precie  de  la  eesi^ff  de  la  tetalidad»  ea  obligaba  ai  ofer-  * 

f ^amiento  de  (a  eorreanoiidrentB  escritora  de  cesión,  que  bapría  de  tener 
QgMt  para  el  día  00  del  próximo  mes  de  Bnero^  y  eo  cuyo  acto  habría, 
de  recibirles  6.000  f  a.  qnefaltaban  para  el  completo  de  los  tO.OOÓ^,  qtie 
era.  la  cantidad  eooveniaa  pet"  el  pre^^io  de  la  cesidn  qne  la  bacía  de  la 
toeatídad  de.  ios  bienes  de  laa  treaertadas  capellatiías,  obligándose  i 
otergar  (a  «seriiara  de  oesióBiá  favor  de  Doña  Encarnadén  Herrera  6- 
de  la  peraona^  qoe^éata  deeigaase,  debiendo  mientras  tanta  censtderar^  '• 
se  aqael  «éntralo  como  si  faera  un  instrumento  público  en^eaanto  á  su 
yamsi  y  «iiicaefa^  renmeiando  respectivameete  á  toda  reclamación  per- 
la cesión  qae  padiera4>eaeionarles: 

EOsQltando  qne  según  tres  recibos  fechados  ea  el  año  1890,  D.  Ierd«  -- 
nimo  Fernéndes  Soenacbe  recibió  de  Dofla  Encarnación  por  cuenta  del" 
precio  de  la  cesión  l.iOO  rs.,  bebiendo  además  satisfecho  á  O.  Andrea 
Tavira  y  D;  loan  Llorca  por  derechos,  eómisióa  y  gasfos  en  el  mismo- 
asMto  3.400  rs:  «^  .  . . 

Resnitande  que  fondada  en  estos  bethos  dedaj6en30  de  Jaaio 
de  4884  Dofia  Eneamaclón  Herrera  la  demanda  objeto  de  estos  antea 
para  q«e  ae  condenase  á  D;  Jerónimo  l^'ernánd^c  Baena^.he  á  otorgar  la 
correípondiente  escrilnra  de  cesión  de  todo»  los  bienes,  derechos  y  ae^ 
cionea-pertenecieatea  á  tas  tres  oitachis  capellanías  y  las  aecioftea  y  de-  ' 
recboa  qne  le  asistieran  para  reclamar  esos  bienes,  en  onmpltmiento  de- 
jo convenido  eiv  el  contrato  mencionado,  y^ne  t)o  Verificándolo  se  otor^ 
gara  por  el  Juagado  dicha  escritora  de  oficio,  condenando  al  demandan- 
do eai  todas  laa  eosua  y  al  abono  <ie  denos  y  perjniteioa: 

Resaltando  que  D.  Jerónimo  Fernández  Baenache  contestó  á  la  de- 
manda, manifesté ndo  qne  en  10  de  Diciembre  de  1819  en  casa  de  Don^ 
Andrés  Tavira,  en  ansencia  de  D.  Joan  Llorca,  convino  en  ceder  á  este- 
la mitad  de  loa  bienes  que  constitaian  las  tres' capellanías  en  precio  de- 
20.000  rs.,  pagaderos  el  día  SO  ('e  Enero  de  4880  en  el  acto  de  otor- 
garse.la  escritora,  teniendo  cedida  la  otra  mitad  por  igoal  precio  4^ 
Doña  Encarnación  Herrera  en  virtud  de  an  contrato  privado  de  30  do^  - 
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Al>ri!  cU4879,jai«Ddo-de«oenUde  Do&a  £ii«MrBaeién>  einniot  gntofft  ; 
oc^rjriejseA  ha&tn  la  ¡toma  de  poaefióii  poír  0.'l«róli¡inoi  q^e  esté  eonim^.'^ 
tó  uo  0e)(iaMa49LiiqDpUd«i^  |mk  o&bab^fseabfMMMWniáarqQe^lilLMi^.ffaa^ 
leairQGA^ÁoBándele  con  ello  gravea  perjuicios  por- haberse  •viaio'^ol|iga<^'t 
dQ4^eoder  sos  ropa«'jF  aUiajas:  qae  an  el  oonlraio  de  4i>  de  Bieíeiit**  ' 
,brA.se  cwwviiio  ^  abonar  á<D.'JeréaiiQo.elreslo  dek>4|ae  Dol^a  Enftar^ 
D^ióB  i^dcttdaba  y  loe  t(^MO  ra.  eaqiia  baWi?  f  andido  ia  aira  mitad  á  i 
D*  (iMB^Uocea»  el  cnal  q.aedaba  doe&o  4e  todo  %p  ^iniíd  deiseiiéa  uve . 
á^^  parie  bacía  á  sa  favor  Oofta  Encarnaeidm  ^ae  4Íiebo  «cbnlrato  ia 
exlefi4^  ^^  Hi  paño  B,  Andf éa  Tafira,  diaCándoseto  d  ai^priopior  en  aHa 
TOS,  conteniendo  cUosqUs  distintas*  Aelaantuedietaba;  pneatoqna. 
CQi^rvataba  coa  Llofca  y  no  coi»  Doña  Encaraacltet  cotaa  aaponiai  sa- 
bióvldQ^lí9^9aardado  Xavira^  qae  ae  negó  á  darle  acopia;  habiéndole  en  - 
treí;ida  aniel  •mismo  día  3.600  ra^  en  vea  de  4^090  aoordaáes,  d  ooenta 
de^io-qupradeadaba  Daña  Eaearnaei6ir«  y  devndltala  de|>  reeibds  da  4  y 
de  ÍQ9í(kfih  por  raoonocer  sd  entrega  dicbo  eontrato  dei^  de*  Dlciem-' 
bra;.q)Ae  ei  día  %0.  de  Enero  de  1880  no  ae  otorgó  la^aserimura,  ni  se  en* 
tregaf^<DÍn|^ade  laa« cantidades  estipoladas  babieado  recibido  por . 
CQiMÁootode  Tavira  las  cantidades  qué  expresaban  loa  reoibos  tiresentS'* 
dostPi^a  ia  demanda  á  enenu  del' resto  del  precio  no^venidí^  coa  Doña 
En^arnaojón;  qoe  citado  por  jdos  veces  para  e)  olor gamianto  de  las  ea^  > 
cr^ae^oonvenidasi  no  eompareeieron  ai  Llorca,  ai  Ek>&a  Etoearaación, 
ni  J>.  Andrea,  Tayira;  y  ^ne  decidido  á  entablar  ^a  •demanda  para  la  rea* 
cisióa  del  contrato,  celebrado  con  aqaella,  ae  vio  aenprendido-  con  el 
embargo]  de  ans  bienes  de  la  vHla  de  Infanlea,  d  nombre  da  la  Hamada^ 
eoffiiaióa  iiqnidadoral  del  Baneo*  Peninaolar.  Hipotocarió^  soaor^endo 
losvescritoacomo  Letrado  O.  Andrés  Tavira;  y  qiieobbgado  á  pasar  A 
aquella  vilUí  é  aa  regreso  se  encontró  sorprendido  can  ia  demanda  4®  r 
Doña^  Eaearnaeión^  presentada  ain  dnda  para'adelantarse  á  la  del  da    ^ 
mandado;  y  dedacieddo  contra  ella  la  rae onvancléir  oporinaa,  tarauaó 
soplicando  qne  no  sólo  se  le  absolviera  é^  la  demanda  con  impostciéa  ' 
á  U  demandante  de  perpetué  ailencio  y  costas,  aína  qne  también  aer^e- 
cUi;as$i  oalo,  de  nii^iin  valar  ni  eficacia  en  todas  aas  partea  el  docn-^ 
mente  privado  qne  presentaba  Is  parte  contraria,  y  por  coneígnieÉta 
respindido  el  contrato  qae  en  él  ae  ezpresaA)a,  condenándola  también  á  ' 
la  rescisión  y  pérdida  de  las  cantidades  entregadaa  á  caenta  del  otro  * 
conural.0  4e  30  de  Abril  de  i879  para  la  falta:de  campiimieato  de  ko  «n 
éste  pactsdo,  expresando  en  la  sentencia  qne  la  reaeisión  y  nnltdaddel 
dejo  d^  Diciembre  de  iol9  se  laudaba  en  el  dolo  ó  engaño  coa  qae  se 
habia  extendido,  sastitayendo  ea  él  ana  persona  por  otra  y  variando 
sn iUH) tenida,  y  por  último,  qae  ae  anulara  y  rescindiera,  porqáe  ni 
Doaa  Encarnación^  ai  Llorca,  qae  era  con  qaien  contrató  por  medio  de 
Tavira,  babean  eamplido  lo  qae  ea.el  miamo  ae  expresaba  ni  entregado 
cantidad  algana;  condenindola  sdemáe  al  abono  da  loa  dafiaa  y  per^ 
juicios  cansados  al  demandado,  por  iodo  lo  coal  la  reooaveaía  por 
mataa  petición: 

Eesoilando  qae  la  demandante  replkó  negaada  ice  baaboa  consrg» 
nados  por  el  demandado  en  cnanto  se  oponián  á  los  de  la  demanda, 
maaífesiando  f¡u&  por  idéntica  raaón  no  neoeaitain  iMoerse  cargo  de  lo 
qne  ae  denominaba  reconvención,  qne  era  á  todas  laces  improcedente 
é  insostenible  por  fondarse  también  en  meros  aupaestoa  oompletamea* 
te  inexactos: 

Resaltando  qae  suministrada  prneba  perlas  partes  y  sustanciado 
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ol  jnieid  an  doá  úisUneiM,  «lieló  señteacla  la  S&lt  segODda  da  Ia*oÍ¥tl 
de  la  Audiencia  de  esiaodrt&en  idf  de  Noriemlire  de  ifiSt»  que^no  M 
eonforme ^eon  la  del  Jaee lüferiof ,  estimandaia denándayicdndeinaado 
en  sa  virtud  A  D.  Jerónimo  Petnándea  Buepanhe  Axitorgar  ta  el^  téfSHe 
ne  de*  ocho  días  á  Dofta  fiíicamaeión  Herrera  ó  A  at  legítima  repirese»* 
tacidn  ia  escritora  pübliea  de  ceslóii  de  los  bienes  correspondien tea  á 
las  capellanías  fondadas  en  Genavés  y  Sile»  por  D^  Antonio  Patí&p 
Castellanos,  D.  Pedro  PeraArtdea  Patino  y  Alonso  Lópea,  ea  ios  lArmi- 
nos  convenidos  en  el  contrato  d'e  Dfoiemhre  4e  187^,  entregando  Dofia 
Encarnación  Herrera  enel  aeto  del  otorganúenAo  ei  resto  del  prieto 
pactado,  en  el  cual  no  se  impoiarían  los  recibos  de  413^  2a7  j-ZMO 
reates  que  se  habían  acompañado  con  la  demanda,  por  no  ser  de  éneo- 
ta  de  D.  Jerónimo  Pernández  Boenache;  absolviéndola  didia  Boñs'Bo.- 
carnación  Herrera  de  la  reconvención  formolada  por  el  demaDnado»  sirí 
hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resaltando  qoe  D.  Jerónimo  Fernández  Boenache  interposo  recorso 
de  casación  por  haberse  infringido  á  so  joieio: 

1®  La  ley  I*,  tít.  1^  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  aplicada 
é  Interpretada  indebidamente,  queriendo  obligar  al  reea r rente  á elevar 
á  escritora  pública  o  a  contrato  que  do  había  sido  com  piído  por  la  otra 
parte: 

%^  La  ley  2%  tít.  4®,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  poes  ha- 
biéndose confesado  por  la  parte  contraria,  según  aparecía  claro  y  ex- 
plícito en  el  escrito  de  réplica,  que  el  valor  de  lo  vendido  era  tres  ve- 
ces mayor  qoe  la  cantidad  total  qoe  se  obligó  á  entregar  el  comprador 
en  día  njo,  lo  caal  no  había  hecho,  había  logar  á  la  rescisión  del  eon  - 
trato: 

3^  La  ley  1%  tít.  i  i.  Partida  3*^;  el  principio  ^toren^npr^^aii/^r^tcs 
abioMiur;  la  T,  tít-.  U  DeprobaíionihuM,  Digesto;  poes  estando  proba- 
do qoe  el  actor  no  practicó  proeba  aigooa  para  aoreditar  soa  dichos, 
según  se  expresaba  en  el  décimo  segundo  resoitandOi  no  había  debido 
en  manera  algona  condenarse  al  recurrente: 

4?  I^a  ley  2*  del  mismo  tít.  U,  Partida  3*,  que  se  había  aplicada  in- 
debidamente, cometiendo  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas,  consistiendo  el  primero  en  la  confusión  verificada 
entre  los  hechos  consignados  en  la  reconvención  y  los  de  ia  eonteata- 
ción,  y  existiendo  error  de  hecho,  poésto  qoe  habiéndose  joatifioado 
con  las  costas  escritas  y  firmadas  por  D.  Joan  Lloroa  qoe  éste  foé  el 
comprador  de  Doña  Enoarnación,  se  sostenía*  en  la  sentencia  qoe  ésta 
foé  la  parte  contratante  en  19  de  Diciembre  de  1879: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Roeda: 
Considerando  qoe  se  cita  inoportooamente  y  no  ha  podido  infrio* 
girse  la  ley  invocada  en  el  primer  motivo,  coyo  texto  claro  y  repeti- 
das veces  expoesto  por  este  Sopremo  Tribonai  no  es  aplicable  al  caso 
en  qoe  conformes  las  partes  contratantes  en  elevar  á  escritora  pública 
un  convenio  privado  lo  rebosa  más  adelante  una  de  ellas  soponieado 
qne  la  otra  no  ha  cumplido  fas  ohiigaoiones  á  qoe  en  el  mismo  se  com- 
prometió: 

Considerando  qoe  tampoco  infringe  la  ley  citada  en  el  segondo  mo- 
tivo, porque  la  Sala  sentenciadora  aprecia  no  estar  probada  la  leaióQ, 
sin  qoe  contra  esa  apreciación  se  haya  alegado  por  el  recurrente  in- 
fracción de  ninguna  especie: 

Conaiderando  qoe  además  no  infringe  la  ley  expresada  en  el  tercer 
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motiyo,  porqoe  se  hace  supaésto  de  lá  d¡fletilt¿d,  oponiendo  indebida- 
mente  el*  eriterío^propioalde  laSatasefüteaúadúni,  U  eoal  aniiep4e 
fMbberReprobsde  la  demanda  for  Ja  pftrieaetora:         .  .1 

*  Considerando»  fkorilUiínov  qne  ro  infringe  lia  iey  de  que  se  baQo 
fli«Reidn  «R  elvmiarte  motivo,  jporqaase  lioaita  á  explicar  los  casos  ^n 
(fué  la  obligaaidn  4e  probar  ineambs  «k  qae  niega»  siendo  pdr  otra 
•parte  itíoondiicente  alegar  err«r  de  hecho  oaaado  no  resolta  de  doea- 
menfos  que  demnestrefl  la  equivocación  evidente  del  jnagador; 

Pallamos  qiie  debemos  declarar  y  declaramos  ro  haber  lagar  al  re^ 
enrso  decasaeiOo, interpuesto  por  D^  Jepónimo  Famiiiidex  Baeaaoh0,;á 
qnfen  tondenamosealaa  costas;  y  líbraseá  laAQdienoUde  estaoofó^e 
la  cerüñcaei^nicorrespondiente  con  devolaei4)n  del  apuntamiento,  que 
ha  remitido.^(SeDtancia  publicada  el  1 4  de  Marzo  de  1883,  ^é  imerta 
en  la  GactUt  de  8  i  de  Agosto  del  mismo  ano») 

123 

tteenrso  de  casaeion  ({6  de  Abril  4i  1883).->-jS'a/a  primera^-r- 
DnnsióN  DB HKRENGTA-^No  ha  togar  al  ínter pnesto  por  Doña  Teresa  Pa- 
terno con  D  Ignacio  IkUroto  (Audien-ia  do  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Qm  mí  para  alegar  e<mo  infringifias  <a  ley  « ^  y  3*,  párrafos  según  - 
do,  treinta  y  cinco  y  cuarenta,  Digeslo  De  testamento  militis,  y  la  8*^, 
Ututo  18,  libro  i  O  dé  la  Nevisima  Recopilación,  »e  hace  supuesto  de  la 
cuestión  doindo  por  cierta  ¡a  eaisieneia  de  un  testamento  ológrafo, 
siendo  asi  fue  la  Sala  sentenciador  a  afirma  que  no  se  ha  jusiificado 
que  el  llamado  testamenta  ológrafo  preiontado  por  la  acíora  lo  otor- 
gara el  que  se  dice  to  otorgó,  eontra  cuya  of^reciacián  no  se  ha  alegado 
infracción  alguna  de  las  que  motivan  la  casación,  n  o  es  pertinentes. la 
tsitácomo  infringida  de  dichas  leyes  y  ni  por  ello  proeedenie  el  recurso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á46  de  Abril  de  1883,  en  los  autos 
segoidos  en  el  Jaigado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Bel- 
trán  en  la  ciadad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  primeraa  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  d^l  mismo  territorio  por  Doña  Teresa  Paterno,  vecina  de 
Gracia}  con  D.  Ignacio  Maroto  y  Puigdorfila,  Coronel  de  Artillería, 
vecino  de  aquella  capital,  sobre  dimisión  de  herencia;  autos  qne  pen- 
den ante  Nos  en  virtud  de  recorso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  á  nombre  ie  Doila  Teresa  Paterno  por  el  Procurador  Don 
Luis  García  Ortega,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Antonio  Bodó 
y  Gasanova,  habiendo  representado  y  defendido  al  Maroto  el  Procara- 
Áor  D.  Joaqoín  Bjea  y  el  Licenciado  D.  Senén  Gañido: 

Resultando  que  fallecido  en  14  de  Enero  de  1879  D.  Ramón  Pater- 
no, Comandante  retirado,  sin  sucesión  legítima  ni  disposición  testa- 
mentaria, sus  parientes  en  quinto  grado  de  consanguinidad  D.  Ignacio 
Maroto  y  otros  19  más  instaron  ante  el  Insgado  del  distrito  del  Pino 
de  Barcelona  el  oportuno  expediente  de  declaración  de  heredero  atin- 
testato;  y  en  el  mismo  compareció  Doña  Teresa  Paterno,  oponiéndose 
y  pretendiendo  tal  declaración  á  su  favor  en  méritos  del  testamento 
ológrafo  que  presentaba  del  D.  Ran>ón  y  como  hija  natural  del  mismo; 
pero  no  habiendo  presentado  la  partida  de  bautismo  que  se  la  exigió,  el 
lúes  no  la  admitió  como  legítima  opositora,  é  hizo  la  declaración  de 
herederos  á  favor  de  D. Ignacio  Maroto  y  los  19  parientes  más  por  sen- 
tencia de  S3  de  Agosto  del  citado  año: 

Resultando  que  en  30  de  Enero  de  1880,  Doña  Teresa  Paterno  de- 
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dojo  demanda  ordinaria  «oatra  D.  Ignacio  Maroto»  pidiendo  sa  la  40- 
'  erarase  heredera  de  D.  Ramdn  Paterno,  y  que  en  aa  cóbseeaeneiiile 
',  liieiera  el  demandado  entrega  de  los^^ienes  de  tpda  la  herencia  i)' d^  la 
'parte  que  poseía  d^  la  miBma,con  los  frotos  percibidos  y  podidos '||er- 
cibir^  y  pago  de  las  costasi  at  efecto  exposo  qne  0.  ftamán  mnriO'sin 
'Sucesioh  legítima,  pero  con  ana  bija  nataral,  qne  es  la  actorá  úiisóÍA, 
á  la  que  Institoyó  tal  heredera  en  el  testamento  ológrafo  aludido,  aQb- 
^qne  en  él  la  nombraba  861o  como  ahijada;  pnes  si  oién  nombróeotno 
heirederos  de  confianza  á  D,  Baenaventara  Sana  y  D.  Miguel  Nieto,  aa 
objeto  y  fin  fué  qne  éstos  distribuyeran  la  herencia  entre  la  demandáiíte 
7  otra  se&ora  con  derecho  de  acrecer  entre  las  mismas  por  inuerte  de 
'  coalquiera  de  ellas:  que  habiendo  fallecido  dicha  señora,  era  la  deman- 
dante heredera  universal  de  O.  Bamón  Paterné:  que  éste  la  llamó  su 
,  hija  durante  su  vida,  y  en  tal  concepto  atendió  a  su  educación  y  ali- 
mentación, y  la  tenían  los  amigos  de  Paterno:  por  un  otrosí  solicitó  la 
anotación  preventiva  de  la  demanda  en  el  Registro  de  la  propiedad  del 
'  partido  de  Poigcerdá  á  los  efectos  prevenidos  en  la  ley.  Hipotecaria^  y 
asi  S8  acordó  y  tuvo  electo:   . 

Resultando  que  D.  Ignacio  Haroto  en  au  escrito  de  contestación  á 
la  demanda  negó  que  Dona  Teresa  Pateroó  sea  tal  hija  del  D.  Ramón 
Paterno,  quien  murió  sin  sucesión  ni  otros  parientes  consanguíneos 
más  próximos  que  los  20  aludidos  declarados  herederos:  quc^mo  apa- 
recía de  la  pjirtidí^  de  bautismo  de  la  demandante,  éste  tuvo  lugar 
cuanJo  teníais  años,  en  2S  de  Maraode  4851,  estando  albergada  én 
la  Casa  de  Caridad  de  Barcelona,  por  la  duda  y  falta  de  antecedentes 
de  estar  bautizada  por  disposición  del  Obispo  de  la  diócesis,  siendo  su 
padrino  D.  Ramón  Paterno,  Alcalde  constitucional  de  Barcelona,  y  co- 
mo tal  Presidente  de  la  expresada  Casa  de  Caridad,  expresando  aer 
aquélla  de  padrea  desconocidos,  y  se  la  puso  por  nombre  María  Teresa 
Ramona  Baenaventura:  que  por  esta  casualidad  de  su  cargo,  D.  Ra- 
món conoció  por  primera  vez  en  este  caso  A  la  entonces  niña  de  IS  al^os 
Teresa:  que  debía  quedar  fuera  de  duda  que  no  era  su  padre,  puesto 
que  fué  siempre  D.  Ramón  de  elevados  aeutimientos  religiosos,  soma- 
mente  honrado,  y  si  lo  hubiera  sido  no  la  habría  abandonado  en  su  ni- 
ñez ni  permitido  que  ingresara  en  la  Gasa  de  Caridad  ni  habría  descui- 
dado que  i  su  tiempo  fuera  bautizada:  que  en  la  negada  hipótesis  de 
ique  fuese  tal  hija  procreada  por  D.  Ramón  fuera  del  matrimonio,  serla 
adulterina  como  nacida  en  1839,  siendo  así  que  su  matrimonio  con  Dó- 
fta  Rita  González  subsistió  desde  U  de  Marzo  de  1822  al  27  de  Octubre 
de  1869  en  que  ésta  falleció,  que  como  hija  adulterina  está  incapacita- 
da por  las  leyes  para  suceder  ni  abintestato  ni  por  testamento;  y  que 
D.  Ramón  Paterno  no  manifestó  jamás  ni  á  sus  más  íntimos  amig'os 
qne  tuviera  tal  hija,  y  sí  muchas  veces  dijo  á  aquéllos  que  sus  bienes 
después  ue  su  mnerte  pasarían  á  los  Maroto,  á  quien  pertenecían  como 
sus  únicos  parientes:  que  el  demandado  no  conocía  el  testamento  oló- 
grafo como  verdadero  presentado  por  Doña  Teresa,  negando  qué  lo 
otorgara  D.  Ramón;  y  en  la  hipótesis  de  qne  lo  hubiera  otorgado  seria 
nulo  por  no  estarlo  en  la  forman  oi^inaria,  sino  privilegiada,  qua  no 
pudo  otorgar  como  militar  retirado  sujeto  al  fuero  ordinario;  y  conclu- 
yó solicitanda  la  absolución,  con  costas,  á  la  misma,  y  que  se  dejase 
sin  efecto  la  anotación  preventiva  acordada: 

Resultando  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  reprodu- 
ciendo sus  anteriores  pretensiones,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  pra^- 
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;tic$ñdos¿  las  propuestas  por  agoéllas;  y  la  demandante  on  parte  día  Ja 

^«oyá  ptese&tó  el  lestameiito  ológrafo,  de  D.  Ramón 'PjAteroójde  iS  de 
Hpotdbre  de  1865,  de  cuyo  contenido  en  lo  sostancial  resoltó  qoe  leg^á 
su  ahijada  María  Teresa  por  una  sola  ve¿  12.000  rs.  además  de  lo  qoe 
Verbalmente  respecto  á ella  tenia  encargado  á  sos  albaceas  testameni- 
tariosy  herederos  de  confianza,  y  nombró  como  tales  áO.  Baenayea- 
tura  Sanz  de  óregofio  y  D.  Migoel  Nielo  de  Motqost 

Resottando  qo.e  el  Jaez  de  primera  instancia,  por  sentencia  de  f  9 
de  Abril  de  48St  absolvió  á  D.  Ignacio  flfaroto  de  la  demanda  contra  él 
dedocida  por  Dofta  Teresa  Paterno,  á  goien  condenó  al  pago  délas 
costas,  mandando  se  cancelara  la  anotación  preventiva  de  la  demanda 
hecha  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Paigcerdá;  y  admitida  la  ape- 
lación intérpoesta  por  Doña  Teresa  Paterno,  la  Sala  primera  de  lo  ci- 

,  Til  (le  la  Andiencia  dé  Barcelona  dictó  sentencii  en  23  de  Octobre  de 
i8SS  confirmando,  con  las  costas,  la  apelada: 

Bescritando  qoe  Doña  Teresa  Paterno  interposo  recorao  de  casación 

'por  haberse  enso  concepto  infringido: 

La  ley  I*  y  3^  párrafos  segando, ireinta  y  cinco  y  coarenta,  Diges- 
to I>4  testamento  militis,  la  ley  8%  tft.  48,  libro  10  de  la  Novísima,  Re- 

.'Copilaeión,  qoe  dan  validez  al  testamento  militar,  ya  esto  en  campaña» 
ya  en  so  casa,  en  papel  simple,  firmado  de  so  mano  y  sin  otra  solem* 
nidad,  é  infringe  estas  léyeg  y  las  demás  concordantes  con  ellas  al  con- 
•iderar  intestado  al  D.  Ramón  Paterno  no  obstante  la  existencia  de  od 
testamento  ológrafo,  del  mismo  qoe  la  propia  Sala  sentenciadora  reco- 
noce, asi  cómo  la  calidad  de  militar  qoe  también  reconoce  en  él: 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 
Considerando  qoe  para  alegar  como  infringidas  la  ley  1*  y  3*,  pá- 
rrafos segando,  treinta  y  cinco  y  coarenta,  Digestó  De  testamento  mi- 
litis,  y  la  8%  tít.  48,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación  qoe  se  citan 
en  el  primero  y  único  motivo  del  recqrso,  se  hace  sopoesto  de  lacoes- 
tión  diando  por  cierta  la  existencia  de  nn  testamento  ológrafo  otorgado 
por  D.  Ramón  Paterno,  siendo  así  qoe  la  Sala  sentepciadora  afirma  q^ie 
_  tío  se  ha  jnstificado  qoe  el  llamado  testamento  ológrafo  presentado  por 
laactora  lo  otorgara  el  D,  Ramón,  contra  coya  apreciación  no  se  ha 
alegado  infracción  aigona  de  las  qoe  motivan  la  casación,  y  por  conai- 
goiente  no  son  pertinentes  las  anteriormente  citadas,  ünic&s  qoe  se  in- 
vocan, ni  por  ello  procedente  el  recorso; 

Pallamos  aoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  iñ- 
terpoesto  por  infracción  de  ley  por  Doña  Teresa  Paterno,  á  la  qoe  con- 
denamos en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad  qoe  debió  depositar,  la 
que  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase  de  fortona,  se  distriboirá  con 
arreglo  á  ley;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Aodiencia  de 
Barcelona  con  devoloclón  del  apontamiento.— (Sentencia  poblicada  el 
f6  de  Abril  de  1683,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  34  de  Agosto  del  mismo 
año.) 

124 

Reearsio  dé  easáctón  (\Qie  Abril  de  4883).— ^a/a  primera.^ 
Alimentos  provisionales.— Ha  logar  ál  interpuesto  y  sé  resoelve: 

1^  Que  uno  de  los  hechos  esenciales  que  deben  constar  para  que  pro- 
-éeáa  lá  concesión  dt  alimentos  protisionales  es  íá  necesidad  del  que  las 
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fiddíf  óloqnf  eslo  mifmo,  qne  no  puedM  prepweipfiaNt^  t$m€úátmkh 
ftar^  9%  iubiisiencia:    . 

.  2°  Que  aunqme  tn  rigor  ¡a  denepMCién  del  éemicio  ée  ppkrtXAmimt» 
prodnee  «na  perdadera  efieutorU,  porque  puede  e¿  bUiguMeter  oidn  io- 
^br€  tomismo,  tiene  aquel  earáeUr  y  merece  eitrespeio  deeeuk^jun^itia^ 
mienlrae  no  sejueiijlque  que  despuie  te  ha^nida  á  peorférduta;  \  .  \ 

7  3®  Que  esta  doctrina  y  dieposieión  de  la  ley  referenleá  lar  defén- 
toe  por  pobre  ee  perfectamente  aplicable  ed  ¡tukso  en  que  ee  piden  aü- 
ifren0» praoiiionalee,  puee  en  aquélla  y  éete  eeinUa  de  fuiiijfcarioa 
medios  de  subtietencia  con  que  cuenta  el  que  loe  eolicUa  áfiie  didiía 
defensa]  y  habiéndose  dicho  en  la  primera  que  los  tiene enficHedes  para 
nú  ser  declarado  pobre,  es.  evidente  que  no  puede  eoneedirsete  ial  con- 
cepto  para  obtener  alimentos  mientras  nó  justijique  que  posteriormente 
á  aquella  deelaraeián  vino  á  peor  fortuna,  eonitieián  que.  no  iiepeiln 
prueba  testifical  por  él  admitida;  y  por  eonsiyuiente  y  en  esieeoneopio, 
ií^  sentencia  reourrida^  al  dar  por  probada  la  neeesédíd  del  demandante 
y  otorgarle  baja  este  supuesto  los  alimentos  provisionalee  quesoiieita, 
infringe  laleyí9y  tiL  21,  Partida  a*. 

En  la  ?ili&  y  corta  de  Madrid,  á  «6  de  Abril  de  «683,  en  ei  pleite  se'- 
eaido  en  el  Jazgado  de  primera  instaDcia  de...  y  en  ia  Sala  dele  ehrü 
de  ia  Audiencia  de. .  por  D...,  Abogado^  coa  D;. .,  propietario,  veeíno» 
ambos  de  dicha  viila  de.  • .,  sobre  prestación  de  alitoentos  proTisióoa'» 
bs,  pendiente  en  este  Tribunal  Sapremo  en  yirtod  de  reearso  ilo  casB«- 
ción  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  JaanPer^ 
nández  y  el  Procorador  D.  José  María  Cordón,  ea  defoRsa  y  represen-* 
cien  de  D...,  no  habiéado  comparecido  la  parte  recurrida: 

Resultando  que  con  presentación  de  ana  partida  de  bao  líame  en  que 
se  hace  constar  qae  en  3  de  Junio  de  «855,  fué  bautizado  en  la  parro-» 
quia  de  San  Bartolomé  de  la  villa  de...,  un  niño  que  había  nacido  en  29 
de  Mayo  en...,  á  quien  se  puso  por  nombre...,  y  que  era  hijo  nattiral 
de  D...  dedujo  D...  demanda  en  el  Juzgado  de...  en  27  de  Marzo  de  4882 
y  fundado  en  que  era  hijo  natural  de  D...  y  se  hallaba  reconocido  so-^ 
íemnemente  como  tal,  no  sólo  en  documentos  públicos,  sino  por  aetes 
reiterados  que  así  lo  demostraban;  en  que  carecía  de  toda  clase  de  bie- 
nes, hasta  de  los  más  indispensables  medios  de  subsistencia  desde  que 
había  sido  abandonada  por  su  padre  D...;  y  en  que  éste  disfrutaba  una 
considerable  fortuna  que  le  hacía  figurar  entre  ios  principales  propie- 
tarios de  aquella  villa;  é  invocando  el  precepto  del  art.  «609  y  las  le- 
yes del  título  «9  de  la  Partida  4%  solicitó  se  condenase  en  definitiva  á 
D...  aprestarle  alimentos  provisionales  por  mensualidades  anticipadas 
en  cantidad  adecuada  á  la  importancia  de  su  fortuna: 

Resultando  que  convocadas  ambas  partes  á  juicio  verbal,  reprodujo- 
el  actor  su  demanda  y  se  opuso  á  ella  el  demandado;  en  primer  lugar 
porque  con  la  partida  de  bautismo  presentada  como  título  justificativo 
de  aquélla,  sólo  se  acreditaba  el  nacimiento;  en  segundo  lagar  porque 
la  condición  de  ser  el  demandante  mayor  de  edad  y  la  de  tener  el  títu- 
lo académico  de  Abogado  excluían  toda  idea  de  la  necesidad  en  que  debe 
hallarse  el  que  reclama  alimentos  provisionales,  y  en  tercero  porque  la 
cualidad  de  pobre  que  invocaba  el  demandante,  se  hallaba  recientemen- 
te contradicha  por  sentencia  de  aquel  Juzgado,  en  la  que  se  le  había 
negado  el  beneficio  de  pobreza  para  litigar: 

Resultando  que  por  ambas  partes  se  practicó  prueba  en  dicho  aclo, 
apareciendo  entre  las  practicadas  á  instancia  del  actor  que  en  7  de  J«^ 
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uloite  I€S1  díó  ésl««TÍ80  al  Alcalde  de...  de  ]i«ii«t  «^esadüdesdé  a^9- 
Tía  fecha  en  la  profesión  de  Abogado;  y  entre  las  arltoifladá»  pof  el dew 
vfDiiniladotin  teilimonto  de  nna  setti^^neíá  dictada  por  «cf^M  Jtii^'add^  ea 
4i  did  NoTiembre  de  1981  «n  incidente  de  pobreta*  pvomovida  ^  D;.. 
*<tMur»  litigar  con  D...,  por-laqae  se  desestfiBó,  con  las  nosta^/isiddbiin^ 
da  de  ipobresa;  y  habiéndose  servido  adémis^alllboa  IHigantw  déla  US'^ 
titcai;  afirmaron  siete  testigos  presentados  por  el  aetor  qtie  éste  había 
eéUido  viviendo  déla  eartdad  qae  sa  aougo  D*,4  ie  habfa  dispensada 
viviendo  con  61  y  so  famHia  desde  qne  onmptid  les  SS  afios,  f  que  no^ 
habla  obtenida  utilidad' aigons  de  sa  profesión  deAbogado;  añadiendo 
«i  serfepregiinlados  por  la  parte  contraria»  qa«  D.v.  había  ejercidí» 
la  profesión  de-Abogado  en  aqnella  localidad  hasta  dos  meaes  antee; 
^oeo  nade  6  menos»  de  ioeoar  este  pleito;  pero  qne  poco  d  nada  le  ha** 
hía  piodneido;  y  caatro  testigos  qne  presentó  el  demamlado  Dw.,  afirw 
marón  qaee\  demandante  había  ejercido  U. abogacía  haet&qiie  se  mar^ 
chó  á*..,  de  donde  babia  regresado  con  la  dignidad  y  bien' porie-eerre»» 
.p<mdienteá  su  clase:  qne  se  había  encargado  de  algonos  negoeioa 
jodiciales  qne  determinaron;  y  qne  ann  onando  se  hobSests  dado  de  baja 
tm  el  ejereicto  de  su  profesión,  se  hallaba  eil  bnen  estado  de  salad  para 
tmbajan 

'  !  Resaltando  qae  snstaneíado  el  pleito  en  dos  instancias -dictó  sen^ 
lencia  revocatoria  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Anieneia  de...  en  t%  de  Jit- 
nio  próximo  pasado»  condenando  á  p...  ádar  y  prestar  áD...  eomo  su 
hiionataeal  1.000  reales  anaalcspor  measoalidades  anticipadas  por  vía 
de- alimentos,  con  eA  carácter  de  provisionales  hasta^oe  en  el  juicio  de- 
clarativo correspondiente,  si  álgdna  de  las  partes  lo  promoviera,  eefiie 
de'fiírilivamente  lo  qae  oorrespondH*. 

Resaltando  que  D...  interpaso  recurso  de  easaeíón  por  considerar 
infringidos: 

i*  £1  art.  659  de  la  ley  de  Enjniciamlento  civil  en  cnanto  la  apre- 
ciación de  la  prneba  testiBcül  ha  sido  hecha  por  ia  Sala  sentenciador* 
faltando  i  las  reglas  de  la  sana  crítica  y  con  manifiesta  infracción  de 
la  ley  19,  tít.  St,  Partida  3',  qae  declara  la  faena  que  ha  el  juicio,  y 
de  ia  doctrina  legal  establecida  por  este  Tribanal  Snpremo  en  senten* 
eiai  de  29  de  Octubre  de  4864,  en  que  se  dedara  que  por  la  ley  de  £n- 
itticiamiento  civil  noee  otorga  ni  coacede  preferencia  á  ninguno  de  loa 
medios  de  prueba;  pueato  que  de  apreciar  la  prueba  testifical  adacida 
en  el  pleito  y  considerar  probada  en  virtad  de  ella  la  necesidad  del  de* 
mandante  de  percibir  alimentos,  se  ha  olvidado  de  qae  tal  afirmación 
se  halla  contradicha  por  la  sentencia  firme  de  i 4  de  Noviembre  d6 
4881;  qae  negó  á  D.«.  el  beneficio  de  poluresa,  y  ha  dado  d  la  prueba, 
testifical  preferencia  sobre  la  instramental,  que  representa  el  testimo- 
nio de  dicha  sentencia  firme;  del  principio  y  regla  de  interpretación 
qae  prescribe  qne  las  palabras  deben  entenderse  llanamente  é  así  como 
suenan  é  interpretarse  de  modo  qne  el  sentido  qne  se  les  dé  no  conduz- 
ca al  absurdo;  porque  de  las  declaraciones  testificales  prestadas  en  el 
pleito»  no  sólo  por  los  testigos  del  recurrente  sino  por  los  de  k  misma 
parte  contraria,  resulta  que  D...  paede  ejercer  y  ha  ejercido  la  aboga- 
cía aunque  poco  ó  nada  le  produjera  su  ejercicio^  qne  es  mayor  do 
edad,  y  que  tiene  aptitud  física  para  trabajar,  y  del  principio  untver» 
sal  llamado  de  contradicción,  expresado  en  la  frase,  tdem  non  poUst 
esa  timnl  et  non  ase^  síntesis  de  todos  los  preceptos  y  reglas  de  la 
aaiÑi  crítica,  porque  contradictorio  es  que  se  declare  pobre  y  necesita^ 
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do  fntm  podtp  peroibir  iltéi»Ql08  á  qnfeií  tet6«ótaolfi«  y  «Itééjécotóiriii- 
-do-^eestióo  paraHtigar;     '  ,^   ►..    ,  .  ^^   .   ..    ¡  n  .¡.^.^ 

T  S'^  Las  leyeB  ft*  y  6%  t<t.  49,  Partida  i*,  la  prítnera  dé  Ué  bí^ati^ 
impon^al'padre  la  olbligaaíón  de  alimentar  al  h|j5  oirtará);  pero  emeq- 
dalndoae  qne  cesa  dieba  obligación  O  qve  flor  elciete  'loando  eoncjií're 
•Igana  de  las  eireanstaiicias  qae  señala  la  segunda  de  dichas  leyes/ 6 
tea  la  de  tener  el  hijo  profesión  ú  oScid'de  qtie  vivif;  y  la  doetriná  1^ 
l^ai  establecida  por  este  tribunal  Sapremo  ett  sentencia'  de  SS  de  Fé^ 
braro  de^ISSO,  de  qoe,  si  bien  las^eyés  de  Partida'  imponen'  i  los  pá* 
dres  la  obligación  de  alimentar  á  los  btjosi  sé  etatiemde  sin 'embargo  IK 
mitada  esta  obligación  al  caso  en  que  éstos-  no  tengan  rntediós' para 
«ibsistir  do  ]o  snyo  ó  de  su  Industria  ó  trabajo:  ,  .    ^    >''r 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Aiejandro  Benttcry  AtTlih 

Considerando  qne  uno  de  los  hechos  ^esenciales  qoe^  defbén  constiV 
i^ra  qne  proceda  la  concesión  de  alimentos  proTÍsionatés  es^*  iánecési- 
4lad  del  qoe  ios  pida,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  qne  no  pueda  propordp- 
liarse  lo  necesario  para  su  subsistencia:  '     ^'^ 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  al  a);>reciaf  las  pruebas 
practicadas  en  este  pleito  referentes  al  extremo  deh  necesidad  det  de- 
malidante  y  darla  por  fustifioada,  ha  hecho  caso  omiso  de  H  sentencia 
ürmede  11  deNoriembrede  i881,  por  laqttesenegó  áD...d  iieñefi'- 
cío  de  pobreta  que  solicitó  paro  litigar  con  D...,  T  aunque  en  rigor  ik 
deneg[ación  del  beneficio  de  pobreza  nvnea  produce  tina  verdaidera  eje^" 
teutona,  porque  puede  el  litigante  ser  oído^ sobre  h  mismo,  tiene  aquel 
^ai?¿cter  y  merece  el  respeto  de  cosa  juzgada  inientrás  no  se  justifique 
'que  después  se  ha  venido  á  peor  fortuna:  m 

.  <  Considerando  qne  esta  doctrina  y  dísposteién  4e  lá  ley  referente^á 
las  defensas  por  pobre  es  perfectamente-  npticable  al  caso  presenté, 
pues  en  aquélla  y  éste  se  trata  de  justificar  los  medios  de  subsistencia 
«on  que  cuenta  D...;  y  habiéndose  dicho  en  la  primera  que  los  tiene 
rsttflcientes  para  no  ser  declarado  pobre,  es  evidente  que  no  puede  toú^ 
cedérsele  tal  concepto  para  obtener  alimentos  mientras  no  justifique 
^ue  posteriormente  á  aquella  declaración  vino  á  peor  fortuna,  coñdi- 
«son  qae  no  tiene  la  prueba  testifical  por  él  admitida;  y  por  consigofeh- 
te  y  en  este  concepto  la  sentencia  recurrida,  al  dar  por  probada  la  né- 
-cesidad  del  demandante  y  otorgarle  bajo  este  supuesto  los  alimentos 
proTÍsíonales  que  solicita,  ha  infringido  la  ley  19,  tít.  t%,  Partida  3*, 
qoe  se  cita  en  el  primer  motivo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos'  haber*  lugar  Ú  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D...,  y  en  su  consecuenda  casamoi 
y  anulamos  la  sentencia  qne  en  22  de  Junio  de  1881  dictó  la  Sala  dé  tó 
«ivil  de  la  Audiencia  de...— (Sentencia  publicada  el  16  de, Abril. dé 
1883,  é  inserta  en  la  G9e$t%  de  31  de  Agosto  del  mismo  año;) 

••     •     •    ^  .     125  ^       ■  -       ■-;^ 

R^MMBo  de  «aMeldn  (46  dt  Abril  ,d$  it^3)->'Safáí  tereifrá.-^ 
Dejación  de  una  finca.--No  se  admite  ol  interpuesto  por  D.  Francis- 
co Diaa  con  Francisco  Camina  y  otro  (Audiencia  de  la  Coruña),  yse 
resnelve: 

Que  con  ümglo  al  art.  1713  <f«  la  ley  dé  Bnfuieiamiento  civilj  he- 
cho ti  noméramienlo  de  Abogado  f  Procurador  al  iníeretado  qte  te  de- 
fiendatnooneeplo  de  pobre  y  entregada  al  Proourador  lacertiflcaeián  da 
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casación  ton  la  dirección  debida]  y  si  lo  verifica  desfmi^  dáivansemrri" 

Í. .  RaaulUndp  go^  s9gaido  pleito  eo  el  Jasgado  de^priqoiDa.íMfcaMicia 
é  Amba^dos  V  ^n  la  $ali  dé  íq  civil  4e  la  Aadhocia  da  la  Cora&A  .fiar 
'.^FfancijiooDiait  (U)D  Pra»9CÍ9eoGai»i&ay  Bdr^^  Goiidar  sobre  4a^ 
Í^\^n  de  «na  ñpea^  el  Día,  qae  ae  deoíende  en  eoneepta  da.  pobi»» 
D/retendióy  cpn  objeia  de  i¿ierponei:  recorao  de  casaei^n  par  iaíraeoiop 
uQ  Uy*  900  ae  remitiera  4  aate  Tribunal  Sopremo  la  aportBoa.  certifi^ 
cabíóa  de  las  aehtéQcias  dictadas: 

/,  .Aesultando  qaeasí  Torifieado,  se  nombrarao  *á  D.  Francisoo  IMax 
párk  SQ  representación  y  def^^sa  ProcoradQr  y  Abogado  de  «fieiot:  que 
tjfkbipndp  m^if9stac|Q  és(e  no  hallar  laériios  pura  la  ioterposioión  del 
re^Qirsd;  y  designado  otro  Cetrado,  se  entregaron  las  diJigeneias  al  Pro- 
carador  en  3  de.BfariQ  úUime  y  las  devolvió  íormolando  el  reetpraod^ 
.casación  et  día  Í  del  preaente  mes;^y  oído  el  Sr.  Fiscal,  se-  opoae  á<8B 
admisión  í     '      '  ' 

,^  2  Siendo  Pópenle  j^l  Blagiatrado  D«  Joan  Ignacio  de  Morales: 
..!.  Cpnsiderahao  qae  con  arregló  al  art«  ni3  de  la  ley  de  Eajaieia- 
mlento  civil,  becho  el  nombramiento  de  Abogado  y  Proeorador,  el  in- 
teresado qbe  se  defienda  en  concepto  de  pobre  y  entregada  al  Proca- 
/a4or  |a  certificación  de  la  ^entencii^  debe  presentar  dentro  del  térmi^ 
DO  de  ^  días  él  recnrso  de  casación  con  la  dirección  debida: 

.  Considerando  que  entregada  al  Procnrador  de  D^  Fraaciaeo  Diaa  la 
c|ertificación  de  la  sentencia  para  la  interposición  del  recnrso  da  caaa^ 
Clon  preparado  por  el  Díaz  en  3  de  Marsoí  ba  presentado  el  escriio  for*- 
;nmlando  eJ  fecn^'so  en  %  del  corrientCi  y  por  coBsecnencia  íaera  del 
téirmino  que  señala  dicho art.  ni3í 

No  ha  lugar,  con  las  coatast  ^  la  admisión  del  recnrso  interpoeato  i 
nombre  de  D.  Francisco  Di»z:  póngase  este  auto  en  conocimiento  de  la 
Audiencia  de  la  Coro&a^  con  devolución  d^l  apuntamiento;  poblíquasa 
ep  la  Gaceta  de  Madrid  ó  insórtese  á  su  tiempo  en  la  CoUeoiéií  Uffiskí'^ 
Ifda/ pasándose  al  efecto  las  oportunas  copias*-*-(Senieneia  publioada 
el  46  de  Abril  de  1883,  ó  inaerla  en  la  Gaceta  de  10  de  Agosto  del  Bia> 
mo  áfio.)^ 

.;  -  .      .      .126 

,  lleeiin»o  de  oaMieUn  (17  de  Abril ^de  iUd).'^Sala  primera.-^ 
Pagó  DE  un  lsqáoo.-^Ño  ba  (ogar  al  interpuesto  por  Doña  Sofía  Sa* 
iaiDanca  y  hermana  con  Doña  Teresa  Dalton  (Audiencia  de  Burgos),  y 
ae  resuelve: 

1°  QttíB^si  bien  es  doctrina  legal  ineoncusa  que  ¡a  voluntad  del  te$ia- 
dor  debe  respetarse  y  cumplirse  estrictamente,  esto  se  entiende  en  cuan- 
to sea  conforme  á  les  leyes  que  r^uian  la  facultad  de  testar  caso  do 
haber  herederos  forzosos] 

Yt*  Que  la  sentencia  4ue  guarda  conformidad  eoH  tademanáa  no 
infringe  la  ley  1 6,  tit.  22  de  la  Partida  3*. 

..  En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  i7  de  Abril  de  4883,  en  el  pleito 
aegiiido  en  ei  Juzgado  de  primera  instancia  de  Haro  y  en  la  Sala  da.  la 
civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  Doña  María  Teresa  Dolton,  de  na- 
cionalidad inglesa,  domiciliada  en  París»  con  Doña  Sofía  y  Doña  Ramce^ 
na  Salamanca  y  Labarra,  representada  esta  última  por  un  juarida  Doft 
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Rabd  BaitIo«  vecino  de  jBsta  corta,  y  D.  Rafael  Árjona,  vecino  de  Na- 
vArrete,  en  repreaenUción  de  su  hija  Doña  llosa  Árforta  y  Salanteaél^' 
sabré  pago  áe  on  legado;  pendiente  en  este  Tríbonai  Saprémo  en  títr' 
ix^á  de  recorro  de  casación  por  infracción  dé  ley  interpnéstó  poa  el  Li- 
cenciado D«  Agustín  de  Soto  y  el  Procurador  D.  losé  narfa  Cordón;  eií 
defensa  y  representación  de  Doña  Ramona  y  Doña  Sofía'  Salamáneáj^ 
habiendo  sido  defendida  y  representada  en  este  recurso  la  demanduité 
por  el  Licenciado  D.  Enrique  Ucelay  y  el  Procurador  D.  Felipe  Ganéft 

Resultando  que  D.  Mariano  Salamanca  y  Lobera  fadleció  en  París  ek 
6R  B  de  Abril  de  1374^  bajo  testamento  otorgado  en  lá  misma  capital  eh 
5, de  Agosto  de  1870/en  el  que  legó  á  Doña  María  Teresa  Dultofl  ea 
recoQQpeosft  de  los  buenos  servicios  que  le  tenía  prestados  düfaiite  loíe 
oeho  anos  que  babia  estado  en  su  casa  al  cuidado  de  sus  hijas/ la  fí€ñ* 
sión  vitalicia  de  2.500  francos  anuales,  pagadera  por  trimestres  ó  se^ 
meelres,  i  voluntad  de  sus  hijas  ó  herederos,  mientras  Doüa  Teresa 
Dulton  se  mantuviese  soltera,  disponiendo  que  la  pensión  debería  ser 
satisfecha  por  las  hijas  del  otorgante  Doña  Isabel,  Doña  Ramona  y  Dú^ 
ña  Sofía,  en  la.  proporción  siguiente:  roOO  francos  por  fa  primera  y 
750  porcada  una  de  las  otras  dos;  dispuso  ademasen  la  cláusula  5^qiie 
en  atención  á  que  su  hija  primogénita  Doña  Isabel  había  de  eucederfé 
en  ia  mitad  reservabie  de  los  vínculos  que  poseía,  mejoraba  á  sus  otfáis 
dos  hijas  en  el  tercio  y  remanente  de  quinto  de  todos  sus  bieáes,  á^tt" 
chos  y  acciones  de  libre  disposición,  sin  qne  por  esto  se  entendíét^a 
.preferencia  de  cariño,  pues  i  todas  sus  tres  hijas  profesaba  nn  átnor 
igaal  y  deseaba  qne  todas  poseyeran  hienes  de  fortuna  bastantes  para 
en  decorosa  subaistencia,  ó  instituyó  por  último  herederas  por  partas 
iguales  en  el  resto  de  sns  bienes  á  sus  tres  mencionadas  hijas: 

Resultando  que  en  i3  de  Marzo  de  4874  dedujo  Doña  María  Teresa 
DuUon  ea  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Haro  la  demanda  de  esté 
fkleito»  con  la  solicitud  de  que  se  condenase  á  la  testamentaría  de  Don 
Mariano  Salamanca  á  pagarle  en  el  término  de  quinto  día  5.750  fran- 
cos por  loa  semestres  vencidos  y  no  satisfechos  ae  la  pensión  vitalicia 
que  le  dejó  dicho  D.  Mariano  en  sn  referido  testamento,  y  á  qne  én 
igual  plazo  constituyera  con  bienes  del  caudal  hereditario  a^arantía  hi- 
potecaria suficiente  para  asegurar  el  capital  de  dicha  pensión  vitalicia; 
alegando  al  efecto  que  al  testador  D.  Mariano  Salamanca  sobrevivieron 
«ns  hijas  Doña  Ramona  y  Doña  Sofía  y  sn  nieta  Doña  Rosa  Arjona,  hija 
de  Doña  Isabel,  que  premurió  á  sn  citado  padre:  qne  hacía  cinco  años 
que  estaba  esperando  á  qne  se  formalizase  lá  testamentaría  de  Sala- 
manca con  objeto  de  ver  garantida  su  pensión;  pero  qne  hasta  lá  fecha 
no  le  constaba  qne  los  partícipes  lo  hubiesen  realizado,  pues  ni  snn 
habían  obtenido  la  copia  del  testamento,  ni  menos  habían  inscrito  sns 
respectivos  testimonios  de  hijuela  en  el  Registro  de  la  propiedad;  y 
qne  no  siendo  como  no  era  legataria  de  parte  alícuota  del  caudal,  no 
intentaba  promover  el  jnicio  de  testamentaría  sino  de  reclamar  el  paga 
de  las  pensiones  atrasadas,  y  asegurar  la  manda  con  las  hipotecas  qiie 
las  leyes  le  concedían: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Haro  admitió  esta  demanda  y  confirió 
traslado  de  ella  á  la  testamentaría  de  D.  Mariano  Salamanca,  y  en  su 
representación  á  los  herederos  de  éste,  y  personados  D.  Rafael  Arjona, 
en  representación  de  su  bija  Doña  Rosa  y  Doña  Sofia  y  Doña  Ramona 
Salamanca,  asistida  ésta  de  sn  marido  D.  Rafael  Barrio,  dedujeron  las 
excepciones  dilatorias  de  incompetencia  de  jurisdicción,  y  de  falta  d» 
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afVi^ige  deljojcíp  por -ser  extranjera  la  denoándante,  y  entré  lásíra^óheS 
^fie  a|.eíecio  alegaron,  dUieroñ  que  la  testatnentaríá  dé  Sli^ab)af)¿á'I|%<> 
ci9^  ti^iyipo  qu^  no  exisijía;  pues  ocurrido  el  fallecimidnto  de  aqnéli  sn^ 
lyas^ji!  iiétederaa  se  dividieron  amigablemente  los  bienes  y  los  inscrt- 
Si<^.^»da  nna^  sa  propio  nombre  en  los  Registros  de  Haro,  Nájef'a, 
t^gi^Áo,  Briviesba  y  Belorado;  pero  qae  aun  cuándo  la  testatnentaríá 
fA.ballare  pendiente  en  lá  aotaatidad,  tampoco  hubiera  esto  determina- 
do 1^  competencia  del  Juzgado,  teniendo  los  herederos  sa  vecindad  y 
d^mjcilio  en  esta  corte  y  en  Navarrete: 

;v.  Á6Sultando  que  sustanciado  este  incidente  de  incontestacidn  á  la 
4ema|íkdaven  forma  legal  y  en  dos  instancias,  fué  desestimado  pbr  sen- 
tf^i^a^de  I/i  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  de  H  de  Mayo 
4^  488j0  confirmatoria,  con  la^  costas,  dé  la  que  había  dictado  el  Juzga^ 
4ía,  e»  cuyo  primer  considerando  se  dijo  que  si  bien  la  testamentaria 
4jaiiSíalAffi&nca  fué  protocolizada  y  aprobada  por  los  interesados  en  escrit 
Xfo^  pública,  no  podía  considerarse  para  los  efectos  legales  como  ter- 
miiHida,  ya  porque  no  constaba  que  se  hubiese  provisto  á  dichos  inte 
resailps  del  oportuno  testimonió  de  su  haber  y  que  se  inscribiera  en  ot 
Registro  de  la  propiedad,  ya  porque  aparecía  probado  que  no  se  habí» 
.prastadp  é  la  ligjuidación  del  impuesto,  sin  que  fuese  bastante  la  inscrip- 
AÍóu  de  la  posesión  que  obtuvieron  para  sus  usos  y  conveniencia  parti- 
cular por  medio  de  los  títulos  supletorios  de  que  trata  Ta  ley  Hipóte- 
4)afia: 

ji.-,    Resultando  que  entregados  de  nuevo  los  autos  á  dichos  demandados 
¿para  que  conte&tasen  la  demanda,  lo  verificaron  cun  la  solicitud  de  que 
«e  declarase  en  definitiva  primero:  que  debiendo  recibir  lothfjosUlegí 
«íMiRaMde  sus  padres  libre  de  toda  carga  y  ijravamen,  y  habiendodispues» 
io  el  testador  del  (]uinto  y  tercio  de  sus  bienes,  su  hija  Doña  Isabel,  y  erv 
Ja  actualidad  la  hija  y  heredera  de  ésta  Doña  Rosa,  no  venía  obligada  al 
1^0  déla  pensión  anual  de  1.000  francos  con  que  la  gravó  su  padra 
m  á  otra  cargu  alguna  nula  de  derecho;  segundo,  que  Doña  Ramona  y 
Doña  Sofía  no  tenían  otra  obligación  que  la  de  satisfacer  anusflmente 
.  7^0  francos  cada  una  á  la  legataria  Doña  María  Teresa  Dulton  por  ser 
j^sta  la  cantidad  fijada  y  determinada  con  que  el  testador  las  gravó,  no 
pudiendb  por  consecuencia  sin  infringir  la  voluntad  de  éste  compelér- 
, iscles  al  pagó  de  mayor  &uma:  tercero,  que  si  bien  estaba  en  el  deber  de 
.  constituir  hipoteca  en  garantía  de  las  pensiones,  tenían  la  facultad  para 
designar  los  bienes  de  la  herencia  que  se  habían  de  hipotecar;  y  que 
< habiéndose  encontrado  siempre  dispuestas  Doña  Ramona  y  Doña  Sofía 
á. satisfacer  á  la  demandante  el  importe  dé  las  pensiones  vencidas  y  no 
.satisfechas  por  los 750  francos  anuales  que  cada  una  debía  pagarle,  así 
.como  á  garantir  con  hipoteca  dicho  pago,  al  intentar  y  sostener  la  de- 
manda en  solicitud  de  mayores  sumas  había  exceso  en  lá  peticióii: 

Resultando  que  replicando  alegó  la  actora  que  la  voluntad  del  tes- 
,tador  era  clara  y  precisa  en  cuanto  á  que  se  le  abonaran  ^.500  francos  de 
pensión  anual,  por  lo  cual  y  porque  dicha  cantidad  cabía  dentro  del 
i  Quinto  de  los  bienes,  debía aatisfacérseleíntegra;locua1,ademásdeestar 
ajusfado  á  la  ley,  había  sido  reconocido  por  los  mismos  interesados  en 
las  operaciones  de  testamentaría: 

Resultando  qué  durante  eLtérmino  de  prueba  se  trajo  á  ios  autos^ 
entre  otros  particulares,  testimonio  de  una  escritura  pública  otorgada 
en  Haro  en  6  de  Octubre  de  1877,  en  que  D.  Rafael  Arjona  y  los  repre 
sentantes  dé  Doña  Ramona  y  Doña  Sofía  Salamanca  aprobaron  las  ope» 
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Tablébej  dé  la  testamentaría  ¿e  tí. "Mariano  n¿a  cói^pjQka  de  vaript  sar*^ 
tkfdUre»  dé  diéhaf  testamentaría»  entre  0Uos,  del  sopuestoi  ii^i^ñ  ¿lAm^, 
6Btái)le(5ieroa  los  interesados  que  siendo  inoficiosa  la  cláasaü.dei  tj^M^ir» 
ménto  en  qne  se  disponía  que  Doj&a  Isabei  satisficiese  parte  dé  Ja  p^n^i 
8)<^i)  vitalicia  dejad)!  á  la  1>utton,  desppés  i^  l^aber  dispuejito  ^l|e$tAd(Q^- 
áé\  quinto  y  terefo  en  fáVór  de  sns  otras  dos  %W  J  berederas^.^oedá-^, 
ba  relevada  aqnólia  de  tal  obligación,  que  venaría  á  p^sar  SQbraelba,*i^ 
bev  correspondiente  á  Dofia  Ramona  j  Doña  Sofía  ppr  igqales  par^eSf^i 
como  legatarios  del  qofnto,  f  testim'oi^io  de  o^a  escrUoraotorgada^atpn; 
btén  én  Haro  por  los  mismos  interesados  en  la  Icstatneotaríá  en  44  de  , 
Mayo  de  1879,  por  la  qoe  dejaron  sin  efecto  Jo  expuesto  en  el  scisodiebo. 
sopuesto  tt,  declarando  para  siempre  que  el  ]ega49  de,  pensión  dejaiU^-i 
á  Doña  María  Teresa  Dnlton  debería  ser  satisfecbo  con  arreglo  4  %(^$X^,  > 
meiitó,  ya  én  so  totalidad  por  Dofia  KaQQpnayDbüaSofía»  ja^solam^a-M. 
te  en  ta  parte  y  porción  señalada  i  ca^da  una  de  eJbe  por  el  fe^jiador;;  ae-j;  ^ 
gúii  procediera  con  arreglo  á  derecbo:.  ,     -      \      i 

ResQltando  qne  en  7  de  Octnbre  prótiff9  pasado  dictó  septei^cU  , 
revocatoria  ta  SaTa  de  !o  civil  de  la  Aodiencia  de  jSor^i^s^  decJarájQd|i^ ; 
qttóDoña  Maris  Teresa  Dolton  tiene  derechQ.4  pér<Mbjr  Íntegros  Ips,.) 
2.500  francos  anuales  que  legó  D.  Mariano  Salaxnanca^  y  qoe  este  legar 
do,  sin  poder  sacarse  de  las  legítimas  de  Us  bijas  de  éste»  ba  de  exi- ^ 
traerse  de!  quinto  de  sos  bienes,  debiendo  boy  baQerse'efectivo .por  lós  * 
herederos  á  quienes  mundo  el  remanente  de  dieno  quinto;  absolvíaii^O;^^ 
en  su  consecuencia  de  la  demanda  i  Doña  Rosa  ^rjooA  y  SaUmaDca^ 
como  bija  y  beredera  de  Doña  Isabel  Salamanca  y  Labarra^.  qpe  Ip  ffpé^. 
del  testador  D.  Mariano  y  en  su  nombre  y  re  presentación  aso  padre^Dppi. . 
Rafael  Arjona,  y  condenando  á  Doña  Sofía.y  Doña  Ramona  Salaq^saca  y 
Labarra,  representada  ésta  por  su  marido  D.  Rafael  Rarrío^  a  pagar  (ior 
iguales  partes  á  la  le'gataría  Doña  María  Teresa  Dolton  el ' importe  de^ , 
las  pensiones  legadas  de  los  indicados  tMO  (rencos  anuales  vencidas  ^ 
de/sde  la  moerte  del  testador  y  <}ue  no  hubiesen  sido  satisfedbas,  y  adsr, . 
más  á  garantizar  entre  ambas  bipoteeariamente  y  de  la  maaera  proce-»  ^ 
dente  á  dicha  legataria  el  pago  de  las  anualidades  que  venzan  mientras. . 
vira  ó  no  contraiga  matrimonio: 

Resultando  que  Doña  Sofía  y  Doña  Ramona  Salamanca  yXabarra^  . 
asistida  la  segunda  de  su  marido  D.  Rafael  Barrio  y  Rula.  Vidal,  ínter- .^ 
pusieron  recorso  de  casación  ^or  considerar  infringidas:  .t 

1^'BI  testamento  de  D.  Mariano  Salamanca  en  su  cláosnla  coarta,  en 
la  que  dtsposo  qoe  la  pensión  de  qoe  se  trata  debería  ser  satisfechas, 
por  sos  hijas  en  la  proporción  siguiente:  I.QOO  francos  por  Doña  Isabel  . 
y  750  por  cada  una  de  las  dos  recurrentes,  toda  ves  que  el  fallo  reca-* . 
rrido  las  Condena  á  satisfacer  2.500  francos: 

V  La  misma  cláosola  coarta»  bajo  el  noevo  concepto  de  qoe  á  pesar 
de  haber  el  testador  impuesto  á  sus  tres  bijas,  como  tales,  el  deber  de  > 
pagar  los  'S.SOO  francos  de  pensión  anual,  la  sentencia  recorrida  impo* 
ne  aíquella  obligación  á  dos  de  ellas  y  en  distinto  concepto  al  decir  qoe  . 
dicho  legado  ha  de  extraei'se  del  quinto  de.  los  bienes,  debiendo  hoy 
hacerse  efectivo  por  los  tenedores  á  quienes  mandó  el  remanente  de  di^ 
cho  quinto;  la  cláosola  quinta  del  mismo  testamento,  en  la  qoe  el  tes-    ^ 
tador  disposo  qoe  en  atención  á  qoe  so  hija  primogénita  Doña  Isabel 
había  de  suceder  en  la  mitad  reservablede  los  víncolos  qoe  el  otorgan- 
te poseía  mejoraba  á  sos  otras  dos  bijas  Doña  Ramona  y  Doña  Sofía  en 
el  tercio  y  remanente  del  quinto  de  todos  sos  bienes,  derechos  y  accio- 
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lies  de  libre  disposición^  sin  qn^  estOtse^nlendieu  prefavend»  da.^rip- 
il]]L  ípiiíis'á  íódaslas  tres  bijas  .profi^sabj^  un  amor  i|;nal  y  deseab»  que* 
tddas  pdroferan  bieties^e  for^pna  bastantes  para  su  decprpsa  s^bsU^f . 
tenciíy  por  cuanto  babiendo  al  Ustador  impaesto  á  sabiji^  prin^géniU 
U^blij^acidn^person^lí^ip)^  peculiar  y  exelosivA  de  salisiacer  UWi. 
fiscos  dé  ^ebsión  ap^naX  po  pnede  de  ningiin  modo  aer  esta  captldaA 
ddiúceióií'del  qaintp,  ea  e)  cnaj,  a^i  como  en  el  tercioi  memr^  D.  Úa^^ 
rMó  étclnsivámente  i  sps  dos  biyas  las  ree^rrentes  con  el  nade  igoa- 
labras  en  1o  posible.á  su  bijiL  mayor  Dona  Isabel^  la  ley  3S,  \iu  d^,  Pav^ 
tM;ti  6*,  tñgún  |á  ctiál  si, el, testador  biciese  la  manda  contra  derecbo  & 
cHtí^óptm  debiere  en  áfgaofi  manera,. non  valdrá  é  debe  ser  reyecadaí' 
eir el  concepto  de qne  babien^p. el  testador  bechoJa  inandia  eantrader^ 
re<^o  en  cnanto  á  ios  I  ,púQ  francos  impoeatos  á  Doña  Isajoel  y  «eooo»?- 
cíéridolo  así  la  S^li  sentenciadora,  no  declara  á  pesar  de  esto  expresa-, 
nfébiennfa  f%  manda  6  peqslón  d^dicba  parte  ni  la  revoca  como  debie-' . 
r<,^rob  qne  lo  impone  ibjostamente  sobre  las  recurrentes;,  y  el  princi** 
pió  de  flerechp  quo4  n^lJunKjtt  Jrnctu  UmpcrU  convaUtcerc  negMit^ 
petqtie  siendo  iñdd4ab|emente  nula  la  parte  de  pensión  impuesta  eXf^. 
clñvivameníe  sobre  Dobá  Isabel,  po  puede  convalecer  cual  ae  dispon» 
eiif  el  fallo  recurrido  contra  las  recurrentes: 

-^'^La  el^osüla-d*  del  mismo  testamento  en  relación  con  Ia  4*  y  5', ' 
p(íH)tie  el  testádor.ordenó  qÚ9  la  pensión  asignada  á  Dona  María  Tere<^ 
sa'^bultPn,  fuese  pagada  picjcisameold  por  todas  sus  tres  bijas  y  berede^ 
rali  en  la  proporción  qne  M«da  una  señaló,  y  el  falla  recurrido  la  impo- 
ne exéiqsryamen  te  sobre  tas  dps  bijas  menores,  y  la  ley  6%  tit.  33,  Parti- 
da 1\  según  la  cual  las  palabras  del  facedor  del  testamento  deben  ser 
entebdidas  llanamente  así  como  ellas  suenan,  et  non  se  debe  el  jnaga^  > 
dot  partir  del  entendimiento  de  ellas  fueras  ende  cuando  .parecieroi^ 
ciéirtámente  qué  la  voluntad  del  testador  fuera  contra  ley  ó  contra  bne-> 
nat  costumbres,  ca  estonce  non  debe  ser  gnardada  así,  como  dice  en  la 
seita  Partida  en  et  título  de  las  mandas  en  las  leyes  que  fabtan  deeata  ' 
ratón;  é  si  por  ventura  el  testador  usase  en  las  fablaa  de  palabras  genet» 
rafe^  que  pudiesen  tomar  entendimiento  de  ellas  á  muchas  cosas,  entón* 
ce  debemos  entender  que  ser  voluntad  foé  de  dar  aquella  cosa  ^ue  me^ 
nos  vale;  en  el  doble  concepto  de  qne  habiendo  el  testador  dicbo  ex- 

Í)resaménte  que  la  proporción  en  que  las  recurrentes  debUn  aatisfacer 
a  pensión  era  de  750  francos  cada  una,  en  vexde  entender  estas  palar  . 
bras  llanamente  j  así  e^mo  ellas  suenan,  se  lea  da  no  alcance  qne  evi* 
dentemente  no  tienen,  imponiendo  á  las  concurrentes  la  obligación  de 
pa^ar  2^500  francos,  y  porque  en  todo  caso  la  interpretación  debería 
ser  restrictiva,  ó  sea  la  más  favorable  a  las  bijas  del  testador,  dando  á 
larfegatarias  según  la  ley  lo  que  menos  vale  ó  importa,  contra  lo  qup 
con  evidente  error  resuelve  eí  fallo  recurrido: 

4"'  Las  leyes  is  y  3\  tít.  9^  de  lapartida  6%  según  laa cuales  ningún^  - 
heredero  está  obligado  á  dar  nunca  por  razón  de  legado  mayor  canti- 
dad que  la  que  le  señalase  en  el  testamento  aun  cuando  la  hubiera  ma- 
yor en  el  punto  designado  por  el  testador,  y  al  contrario,  si  hnbier* 
menos  sólo  valdría  el  legado  por  la  cantidad  que  se  hallase,  y  la  doc- 
trina análoga  establecida  en  sentencia  de  30  de  Abril  de  4857  y  en  otras* 
porque  D.  Mariano  Salamanca  dispuso  señaladamente  en  su  testamento 
que  sus  hijos  menores  las  recurrentes  satisficiesen  á  Doña  María  Teresa, 
uulton  760  francos  cada  una  y  el  fallo  recurrido  las  condena  sin  embar*- 
go  á  cada  una  á  pagar  500  francos  más: 
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Y  5*  Las  leyes  3^  y  46,  tít.  22,  Partida  3%  que  establecen  la  con- 
irmeDcia  que  debe  existir  entre  la  sentencia  y  la  áeoianda  entre  lo  pe- 
dido y  lo  rallado;  el  principio  de  que  los  Tribnnales  deben  fallar  ju^ta 
4iUfata  ei  probata^  no  pndiendo  en  manera  alguna  rebasar,  corregir  ni 
modificar  de  oficio  en  materia  civil  las  pretensiones  de  las  partes,  y  la 
4ootrina  legal  de  que  no  es  valedero  el  juicio  en  que  no  se  dé  porquin 
to  al  demandado  ó  se  le  condene  en  toda  la  demanda  ó  én  cierta  parte 
de  ella,  según  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  31  de  Enero  de 
4862;  por  cuanto  habiendo  interpuesto  laDulton  su  demanda  contraía 
testamentaria  de  D.  Mariano  Salamanca,  solicitando  se  condenase  á  di- 
cha testamentaría  al  pago  de  los  5.750  francos  y  á  la  conslitución  de 
hipoteca,  ha  debido  el  fallo  recurrido  absolver  ó  condenar  á  dicho  tes- 
tamentario en  vez  de  limitarse  á  condenar  á  las  recurrentes,  esto  es,  á 
dos  de  las  tres  hijas  y  herederas  del  testador  D.  Mariano,  así  como  las 
leyes  43  y  49,  tít.  22,  Partida  3*,  que  establecen  la  fuerza  y  santidad  de 
la  cosa  juzgada,  porque  la  Sala  sentenciadora  declaró  en  su  fallo  dé  17 
de  Mayo  de  4880  que  no  estaba  terminada  la  testamentaría  y  qne  por 
tatito  no  había  lugar  al  artículo  de  incontestación;  y  no  obstante  esto, 
declara  lo  contrario  en  la  sentencia  recurrida,  condenando  á  las  recu- 
rrentes: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  qoe  si  bien  es  doctrina  legal  inconcusa  que  la  volun- 
tad del  testador  debe  respetarse  y  cumplirse  estrictamente^  esto  se  en- 
tiende en  cuanto  sea  conforme  á  tas  leyes  qoe  regulan  la  facultad  de 
testar  caso  de  haber  herederos  forzosos,  de  lo  que  se  deduce  con  rela- 
ción al  presente  litigio  que  al  legar  D.  Mariano  Salamanca  en  el  testa- 
mento bajo  el  cual  falleció  á  Doña  María  Teresa  Dulton  la  pensión  vita- 
licia de  2.500  francos  anuales  ejecutó  un  acto  válido,  que  debe  surtir 
todos  sus  efectos  una  vez  demostrado  que  dicha  pensión  cabe  en  el 
€uioto  de  los  bienes  del  testador,  no  hallándose  en  el  mismo  caso  la 
disposición  qoe  contiene  la  cláusula  4^  del  expresado  testamento,  se- 
gún la  que  la  pensión  de  que  se  trata  debería  ser  satisfecha  en  la  pro 
porción  de  4.000  francos  para  la  hija  mayor  y  750  por  cada  una  de  sus 
hermanas,  puesto  que  esta  distribución  afecta  á  la  legítima  de  la  pri- 
mera, hoy  de  su  hija,  contra  lo  prevenido  en  la  ley  30  de  Toro,  ó  sea  la 
9%  tít.  20,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación: 

Considerando  que  al  estimarlo  así  la  sentencia  recurrida  declarando 
«^ueDoña  María  Teresa  Dulton  tiene  derecho  á  percibir  íntegros  los 
2.500  francos  .anuales  qne  la  legó  D.  Mariano  Salamanca,  cuya  pensión 
debe  extraerse  del  remanente  del  quinto  de  sus  bienes  con  que  agració 
á  sus  hijas  Doña  Ramona  y  Doña  Sofía,  no  infringe  la  voluntad  del  tes- 
tador en  cuanto  ésta  fué  Válida  y  eficaz,  según  derecho,  bajo  ninguno 
de  los  conceptos  expresados  en  los  tres  primeros  fundamentos  del  re- 
curso, ni  las  leyes  de  Partida  que  se  citan  en  el  3°  y  4^  por  no  ser  apli  - 
cables,  atendida  la  forma  ilegal  determinada  por  el  testador  para  la  dis- 
tribución en  el  pago  de  dicho  legado: 

Considerando  que  tampoco  infringe  el  fallo  recurrido  la  ley  16,  tí- 
tulo 22  de  la  Partida  3%  ni  las  demás  disposiciones  y  doctrinas  que  se 
invocan  en  el  quinto  y  último  motivo,  puesto  que  dicha  sentencia 
guarda  conformidad  con  lo  pedido  en  la  demanda;  y  aun  cuando  ésta  se 
interpuso  contra  la  testamentaría  de  D.  Mariano  Salamanca,  habiéndo- 
se formulado  el  escrito  de  contestación  á  nombre  de  las  hijas  del  testa  - 
dor  en  concepto  de  herederas,  bajo  cuyo  carácter  han  venido  litiganda 
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'iiastá  qbe  se  prontinció'dícliá  lenteneíai  elaro  es  qae  no  pnede  ir  éon^ 
tra  sní  propios  actos  faridando  en  ello  lía  casaeidn  qae  soíieitao; 

[  Paliamos  qae  debemos  declarar  y  decliarattos  no  haber  lagar  alr^ 
«atso  de  casación  interpaesto  por  Doña  Sofía  j  Doña  Ramona  Salam«[i<* 
ca  y  Labarra,  asistida  esta  última  dé  so  marido  D.  Rafael  Barría  y  Ruis 
Tioal,  á  quienes  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Ao-' 
•dieneia  de  Borgqs  la  certlficatión  correspondiente  con  devoloción  del 
apontamiento  qne; ha  remitido. — (Sentencia  pablieada  el  H  de  Abril 
<le  4883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  31  dé  Agosto  del  mismo  año.) 

127 

Recargo  de  casaeMn  (19  ^e  Ahril  de  1883).— iS'a/tf  primera. — 
'RsmTBGRO  DB  CANTIDADES. — No  ha  lDg;ar  al  interpoesto  por  D.  Lbís 
Darás  y  Doña  Epifanía  Irazasta  (Aadiencia  Je  Pamplona),  y  se  re* 
soelve: 

1^  Qae  en  cnetHonet  de  hecho,  eonio  lo  es  la  de  h  ha  eííistido  ó  «o 
fuerza  mayor,  ha  de  estarse  á  la  apreeiación  de  la  Sala  senteneiador€t 
si  Contra  ella  no  se  alega  error  de  hecho  ni  de  derecho  en  la  forma  qne 
determina  el  caso  V  del  art,  i 692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

2®  Que  para  ser  aplicable  la  ley  \\^  iil.  tO  de  la  Partida  7*,  es  ne^ 
cesario  que  resulte  acreditado  que  la  dueña  6  participe  en  el  dominio 
de  una  fábrica  hubiese  privado  de  su  disfrute  á  la  Sociedad  arrendóla 
ria,  lo  cual,  según  escpresión  terminante  del  Tribunal  sentenciador,  no 
consta  lo  ejecutara  por  si  ni  por  interpuesta  persona,  careciendo  por  ton* 
to  los  demandantes  de  derecho  para  pedir  el  resarcimiento  de  daños  p 
perjuicios  en  el  expresado  concepto: 

3^  Que  el  art,  632  de  la  vigente  ley  de  BnjuiHamienio  civil  eeueede 
amplitud  de  facullades  á  los  Jueces  y  Tribunales  en  la  apreciación  de 
la  prueba  perecial; 

7  4®  Que  si  resulta  de  las  actuaciones  judiciales  que  la  Sociedad 
arrendataria  de  dicha  fábrica  solicita  y  obtuvo  que  por  edictos  insertos 
^n  periódicos  oficiales  se  pusiera  en  conocimiento  de  la  dueña  de  la  mis 
ma  la  cesación  en  el  arriendo  para  de  alli  á  seis  meses,  á  cuyo  medio 
de  publicidad  se  hubo  de  recurrir  por  ignorarse  el  domicilio  de  dich<i 
interesada;  reuniendo  esta  diligencia  las  condiciones  legales  para  el  oh 
jeto  á  que  se  dirigia,  sin  que  obste  á  ello  la  consideración  alegada  por 
la  dueña  de  no  haberse  dado  por  notificada,  pues  si  esta  razón  fuer% 
valedera,  quedaría  á  la  voluntad  de  una  de  las  partes  la  eñcaeia  de  tai 
notificaciones  hechas  en  esta  forma  para  los  casos  en  que  son  proceden 
tes,  lo  que  no  puede  admitirse  en  manera  algytna:  ia  sentencia  que  ab 
-suelve  á  la  Sociedad  de  la  demanda  en  lo  relativo  á  la  continuación  del 
pago  del  arriendo,  por  no  haberse  notificado  en  forma  Iq  cesación  eon  ta 
antelación  convenida,  no  infringe  la  ley  del  contrato,  la  \^,  tit.  t^,  li 
bro  10  de  la  Novisima  Recopilación^  el  art.  \^  de  la  de  %  de  Abril 
4e  1 812  y  la  4*,  tit.  8*»,  Partida  5'. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  49  de  Abril  de  1883,  en  los  aatos 
seguidos  en  el  Jasgado  ds  primera  instancia  de  Tolosa  y  en  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Pamplona  por  la  Sociedad  Luis  Duris  y 
Compañía^  siendo  su  Gerente  D.  Lais  Darás,  fabricante,  vecino  de  Sau 
Sebastián,  con  Doña  Epifanía  Irazusta  y  Arzadan,  viada,  vecina  de  To- 
losa, sobre  rebajas  y  reintegros  de  cantidades;  autos  qoe  penden  ante 
:Nos  en  vínnd  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  ambas  pafles,  ha- 
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biendo  representado  y  defendido  á  la  de  la  Soeiedad  el  Piocaradcr  Don» 
Franeiseo  Bartaal  y  el  Liceneiado  D.  Enríqae  Ucelay,  y  á  laDoñaEpi-' 
íania  el  Proearador  D.  Manuel  de  Diego,  bajo  la  dirección  del  Licencia- 
do D.  Cándido  Nocedal,  y  en  el  acto  de  la  vista  el  Liceneiado  D.  Isidro- 
de  Diego: 

Resultando  (^ne  en  4  de  Jnnio  de  f880  la  Sociedad  Lnis  Dnrásy 
Compañía  dedujo  demanda,  en  la  que  expresó  qne  Doña  Epifanía  Ira- 
znsta  reclamó  á  la  Sociedad- demandan  te  en  jaicio  ejecativo  tramitado 
en  el  Jazgado  de  San  Sebastián  el  pago  de  la  cantidad  de  56.666  rea* 
les  66  céntimos  por  rentas  vencidas  del  arriendo  de  la  fábrica  de  papel 
La  Confianza,  los  meses  trascurridos  desde  Enero  de  1873  á  Hayo 
del  74  ambos  inclusive;  siendo  condenada  en  la  sentencia  de  remate  ai 
pago  de  38.333  reales  y  35  céntimos  y  costas:  que  la  participación  (|ue 
Doña  Epifanía  Irazusta  tenía  en  la  fábrica  La  Confianza,  era  la  de  una 
cuarta  parte  y  otra  coarta  parte  Doña  Mercedes  Irazusta,  importando 
la  correspondiente  del  arriendo  de  ambas  participaciones  en  eada  mes- 
la  cantidad  de  3.333  reales  y  33  céntimos:  que  Doña  Epifanía  reconoció 
en  el  juicio  ejecutivo  ya  expresado  como  soyas  y  legítimas  las  firmas- 
estampadas  al  pié  de  siete  recibos  presentados  en  dicbos  autos  por  la. 
Sociedad  demandante,  los  cuales  abrazaban  las  rentas  de  los  meses  des- 
de Enero  hasta  iulio  de  1873,  é  importaban  23.333  reales  y  31  cénti* 
mos,  pero  sin  que  se  rebajaran  en  la  sentencia  de  remate  de  esta  can* 
tidad  más  que  la  de  18.333  reates  y  31  céntimos  en  razón  á.que  los  re- 
cibos correspondientes  á  los  tres  primeros  meses  estaban  firmados  ade— 
'  más  de  Doña  Epifanía  por  D.  Martin  de  Barrióla,  curador  de  Doña  Mer- 
cedes Iraznsta,  el  cual  no  fué  llamado  á  reconocer  la  autenticidad  da 
las  suyas,  ascendiendo  el  importe  de  la  mitad  de  dichos  tres  recibos^ 
á  4.999  reales  99  céntimos:  que  D.  Lnis  Duras  puso  en  conocimiento  de 
Doña  Epifania  en  carta  que  escribió  en  20  de  Agosto  de  1873  la  entra- 
da de  los  carlistas  en  la  fábrica,  y  que  las  amenazas  que  usaron  impedían 
trabajar  en  ella,  por  cuya  razón  despidió  á  los  obreros,  quedando  León 
Uriarte  al  cuidado  de  ella,  y  manifestándola  por  último  que  ponía  este 
hecho  en  su  conocimiento  al  efecto  de  suspender  el  pngo  de  la  renta;. 
Doña  Epifania  Irazusta,  presentándose  en  la  fábrica,  et pulsó  de  ella  á 
León  Uriarte  y  su  familia,  manifestando  que  ella  sola  era  la  que  allí 
mandaba,  llevándose  además  el  manómetro  y  dos  carretadas  de  alpar> 
gatas  pertenecientes  á  la  Sociedad,  y  aprovechándose  de  la  circunstan- 
cia de  encontrarse  los  carlistas  cerca  de  la  fábrica  se  opuso  á  que  lo» 
demandantes  extrajeran  de  ella  algnnos  efectos  que  les  pertenecían: 
que  los  mismos  vendieron  una  partida  de  carbones  que  tenían  en  la  fá- 
brica, y  al  ir  á  extraerlos,,  se  opuso  á  ello  la  Doña  Epifania  y  fueron 
embargados  y  vendidos  por  las  autoridades  carlistas  con  perjuicio  de  1&. 
Sociedad,  y  después  de  alegar  los  fundamentos  de  derecho,  pidió:  pri- 
mero, que  se  declarase  que  son  rebajables  los  4.999  reales  entregados  á 
D.  Martín  Barrióla  de  la  cantidad  á  cuyo  pago  ha  sido  condenada  la  So- 
ciedad: segundo,  que  la  Sociedad  demandante  no  podía  hacer  entrega, 
á  Doña  Epifania  Irazusta  de  la  renta  correspondiente  al  mes  de  Agosto 
4e  1873,  y  por  último,  que  los  demandantes  no  estaban  obligaaosal- 
pago  de  las  rentas  vencidas  desde  i*  de  Setiembre  de  1874^  estando  por 
el  contrario  obligada  Doña  Epifania  Irazusta  al  resarcimiento  de  daños- 
y  perjuicios,  condenándola  en  su  consecuencia  al  pago  de  éstos  y  al  de^ 
las  costas  causadas  en  este  pleito  y  en  el  ejecutivo: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  Doña  Epifanía. 
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Ir&ZQSU,  le  evacuó  pretendiendo  que  se  le  absolviese  de  la  misma  y  se 
condenase  por  vía  de  reconvención  á  la  Sociedad  demandante  á  que  la 
entregue  38.333  rs.  y  35  céntimos,  objeto  de  la  sentencia  dictada  en  el 
ejecutivo  y  además  sus  intereses,  que  desde  1^  de  Setiembre  de  1871  ai 
5  de  Enero  de  1878  ascendían  á  13.078  rs.  y  98  céntimos  por  una  parte 
y  por  otra  de  133.888  rs.  y  95  céntimos  por  rentas  vencidas  desde  1^  de 
Setiembre  de  1874  basta  el  5  de  Enero  de  4878,  y  13.107  rs.  y  35  cénti- 
mos por  intereses  de  esta  suma,  con  más  los  réditos  legales  posteriores, 
y  en  todas  las  costas;  exponiendo  entre  otras  consideraciones  que  era 
exacto  había  reclamado  A  la  Sociedad  demandante  en  juicio  ejecutivo 
seguido  en  San  Sebastián  el  pago  de  las  cantidades  que  se  consignan  en 
la  demanda  y  por  las  razones  que  allí  se  expresan,  asf  como  también  que 
entabló  la  demanda  ejecutiva  por  sí  y  como  heredera  de  Doña  Mercedes 
Irazustai  siendo  también  cierto  que  su  participación  en  la  fábrica  érala 
de  una  cuarta  parte  y  otra  cuarta  parte  la  de  Doña  Mercedes  Irazusta: 
que  sean  ó  no  ciertos  los  excesos  que  se  decían  cometieron  las  partidas 
carlistas,  ella  no  contribuyó  directa  ni  indirectamente  á  que  se  ejecu- 
tiuran,  no  podiendo  por  consiguiente  aceptar  su  responsabilidad  ni  sus 
consecuencias:  que  no  podía  prestar  su  asentimiento  á  la  despedida  que 
la  Sociedad  la  dio  en  la  carta  de  que  hacía  mérito,  pues  los  hechos  que 
se  consignan  no  pueden  tener  infíuencia  para  eximir  la  responsabilidad 
¿  la  Sociedad,  por  cnanto  durante  la  guerra  estuvieron  trabajando  otras 
fábricas;  y  que  era  inexacto  lo  que  dice  de  los  carbones,  pues  fueron 
extraídos  por  el  Ayuntamiento  carlista  de  Tolosa  y  vendidos  por  la 
misma  Corporación,  así  como  otros  varios  efectos:  en  cuanto  á  la  recon- 
vención formulada  por  Doña  Epifanía  Irazusta  manifestó  que  por  escri- 
tura otorgada  eH3  de  Noviembre  de  1868,  D.  Blas  Irazusta,  Doña  Epi- 
fania,  por  si  y  como  tutora  y  curadora  de  su  sobrina  Doña  Mercedes,  y 
D.  Isidro  Irazusta,  dieron  en  arrendamiento  la  fábrica  La  Confianza  y 
su  aneja  á  D.  Blas  Irazusta,  D.  Luis  Duras  y  Compañía  por  término  de 
seis  años,  siendo  la  renta  estipulada  la  de  20.000  pesetas,  á  pagar  por 
mensualidades  vencidas:  que  en  la  misma  escritura  se  estipuló  que  si  á 
los  seis  años  de  arriendo  quisiesen  los  arrendatarios  continuar  en  la  fá* 
brica  serían  preferidos  á  cualquiera  otrp  bajo  las  mismas  condiciones,  y 
que  en  caso  de  no  querer  continuar  darían  aviso  con  seis  meaes  de  an  - 
ticipación,  y  que  caso  de  optar  por  la  continuación  se  habría  de  enten- 
der el  arriendo  por  término  de  seis  años  más:  que  en  1°  de  Setiembre 
de  1874  espiró  el  primer  período  de  los  seis  años,  pero  como  los  arren- 
datarios no  participaron,  como  debían,  con  la  anterioridad  de  seis  me- 
ses que  deseaban  cesar  en  el  arriendo,  éste  .continuó  ipto  fado  por  otro 
segundo  período  de  seis  años  que  d^bía  espirar  el  1°  de  Setiembre  de 
1880:  que  desde  ell®  de  Setiembre  de  1874,  la  Sociedad  arrendataria  ó 
la  snbrrogada,  en  su  lugar  D.  Luís  Duras  y  Compañía,  han  tenido  á  su 
libre  disposición  la  fábrica  que  fué  objeto  del  contrato  sin  haber  dado  la 
despedida  con  los  seis  meses  de  antelación  que  se  había  pactado,  ni  die- 
ron tampoco  las  llaves  á  quien  debían  y  como  debían,  pues  por  el  con- 
trario ejecutaron  actos  ostensibles  que  demostraban  su  propósito  for- 
mal de  continuar  en  el  arriendo  en  el  concepto  de  arrendatarios;  siendo 
por  consiguiente  en  el  deber  la  renta  estipulada  desde  dicho  mes  de 
Setiembre  de  1874  hasta  5  de  Enero  de  1878  con  los  intereses  legales  á 
razón  del  6  por  100  desde  el  momento  del  vencimiento: 

Resultando  ^ue  en  el  escrito  de  réplica  los  mandantes  reprodujeron 
las  consideraciones  que  alegaron  en  la  demanda,  exponiendo  en  cuanto 
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á  la  recoDveneídn  que  la  Sociedad  demandante  hizo  gestiones  en  el  Jat- 
gado  para  consegoir  se  poblicara  en  los  periódicos  oficiales  la  cesación 
de]  arriendo  de  la  fábrica  para  qoe  llegara  á  conocimiento  de  Dofia  Epi- 
fania  Irasosta  la  cesación  del  arriendo,  publicándose  esta  resolución  en 
la  Gaceta  y  Boletín  con  seis  meses  de  anticipación  á  la  fecha  en  qoe  es- 
piraba el  contrato:  qne  la  Sociedad  arrendataria  de  la  fábrica  entregó 
las  llaves  á  la  cesación  del  arriendo  á  D.  Blas  Iraznsta,  copropietario  y 
arrendador  de  la  misma,  sin  qae  en  la  escritura  de  arriendo  se  expre- 
sase la  forma  de  hacer  entrega  de  las  llaves  ni  la  de  dar  la  despedida: 
que  la  Sociedad  desde  la  cesación  del  arriendo  no  ha  ejecutado  acto  al- 
gano  ostensible  qoe  denote  so  propósito  de  continuar  en  é\,  j  en  so 
consecuencia  solicitó  qne  se  le  absolviese  de  la  reconvención: 

Resultando  que  la  demandada  aJ  duplicar  insistió  en  las  considera- 
ciones y  pret<>nsioQes  de  su  contestación  á  la  demanda,  y  recibido  el 
Sleito  á  prueba  se  practicaron  las  propuestas  por  las  partes»  y  por  los 
emandantes  se  presentó  la  carta  de  que  había  hecho  mérito  en  la  de- 
manda dirigida  á  Doña  Epifanía  Irazusta  en  tO  de  Agosto  de  4873, 
anunciando  la  invasión  de  la  fábrica  por  una  partida  carlista,  lo  cual 
ponían  en  su  conocimiento,  ínterin  lo  hicieran  en  la  vía  jndiciál,  á  fin 
de  suspender  el  pago  de  la  renta,  hallándose  en  uno  de  los  casos  de 
fuerza  mayor  previsto  por  la  ley;  y  á  solicitud  de  la  misma  parte  de- 
mandante su  puso  nn  testimonio,  del  que  aparece  que  en  25  de  Febrero 
de  I87i,  B.  Irazusta,  L.  Duras  y  Compañía  presentaron  al  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Tolosa,  exponiendo  que  el  arriendo  de  la  fábrica  de 
papel  La  Confianza  finalizaba  en  34  de  Agosto  de  aquel  año:  que  la  es 
eritura  de  arriendo,  entre  otras  condiciones,  contenía  la  de  que  si  los 
arrendatarios  al  terminar  el  arriendo  no  quisieren  continuar  darían 
aviso  con  anticipación  de  seis  meses:  que  en  consecuencia,  como  no  tra* 
taban  dichos  arrendatarios  de  continuar  en  el  arriendo  y  estaban  en  el 
caso  de  cumplir  con  la  citada  condición,  como  lo  habían  hecho  ya  con 
el  copropietario  D.  Blas  Irazusta;  pero  en  la  imposibilidad  de  hacer  lo 
propio  con  la  otra  copropietaria  Doña  Epifanía  Irazusta,  cuyo  paradero 
ignoraban,  pidieron  se  hiciera  saber  á  ésta  la  indicada  determinación 
por  medio  de  los  oportunos  edictos;  habiéndoee  cedido  por  el  Juez  á  di- 
cha pretensión,  9e  publicaron  los  edictos  en  el  Boletín  oficial  de  la  pro- 
vincia de  8  de  Marzo  y  en  la  Gaceta  de  Madrid  de  18  del  mismo  mes, 
'llampndo  por  término  de  45  díasá  ¡a  Doña  Epifanía  para  hacerla  la 
notificación,  y  no  habiendo  comparecido  se  publicaron  segundos  edic- 
tos en  el  Boleíin  oficial  de  20  de  Abril  y  en  la  Gaceta  de  Madrid  el  84 
del  propio  mes: 

Resultando  qu^  unidas  las  pruebas  el  Jnez  de  primera  instancia  dicló 
sentencia,  de  la  que  interpuso  apefación  Doña  Epifanía  Irazusta,  y  sus- 
tanciada la  alzada,  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Pamplona,  por 
sentencia  de  48  de  Octubre  de  4888,  confirmatoria  en  parte  de  la  del 
Juez,  declaró  que  la  Sociedad  demandante  no  podía  hacer  entrega  á 
Doña  Epifanía  Irazusta  de  la  suma  correspondiente  al  mei  de  Agosto 
de  4873  en  el  concepto  y  según  se  solicita  en  la  demanda,  y  absolvió  en 
áemh  de  ésta  á  dicha  Doña  Epifanía  y  á  los  demandantes  de  la  recon- 
vención contra  los  mismos  propuesta,  sin  hacer  expresa  condenación 
de  costas: 

Resultando  que  por  parte  de  D.  Luis  Duras  y  Compañía  se  interpuso 
reourso  de  casación  contra  la  sentencia  en  el  extremo  en  qoe  revoca  la 
del  Jaez  de  primera  instancia,  citando  como  infringidas: 
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\*  La  ley  M,  til.  33,  Partida  7*,  y  la  Í3,  til.  8«,  Partida  5%  qo« 
definen,  la  primera  el  caso  fortuito,  y  la  segunda  diapone  que  el  csfap 
.  fortuito  únicamente  se  prestó  cuando  así  se  ha  estipnlado  en  el  contra- 
to, por  cuanto  á  pesar  de  que  en  el  caso  de  autos  resulta  probado  que 
el  caso  fortuito  ha  existido  y  que  no  se  estipuló  lo  prestase  el  arren-r 
datorio,  se  condena  sin  embargo  á  los  recurrentes  á  que  paguen  las 
rentas  de  los  meses  en  que  no  pudieron  usar  de  la  cosa  ni  ésta  les  pro- 
dujo nada: 

i^  La  ley  82,  tit.  8®,  Partida  5%  porque  en  ella  se  determina  la  cir- 
cnnstancia  en  que  la  fuerza  mayor  se  considerará  en  el  arrendamiento 
como  causa  suficiente  para  excusar  del  pago  de  la  renta  y  sin  <|ne 
haya  necesidad  de  que  se  analice  los  innumerables  casos  que  se  citan, 
bastando  levantar  acta  de  que  se  estime  como  uno  de  ellos  la  fueraa 
•de  enemigos  ó  asonada  de  otros  ornes,  pues  está  demostrado  que  lia 
existido  en  el  caso  de  autos,  siendo  un  hecho  que  no  necesita  demos- 
tración que  el  territorio  en  que  estaba  enclavada  la  fabrica  fué  de  los 
primeros  que  cayeron  en  poder  de  los  facciosos,  no  pudiéndose  llenar 
el  objeto  principal  del  contrato  deben  cesar  simultáneamente  todos  sos 
otros  efectos: 

3*  La  ley  41,  tít.  40  de  la  Partida  7*,  porque  de  autos  resulta  proba- 
do, y  así  lo  reconoce  la  Sata  sentenciadora,  que  Doña  Epifania  Irazns- 
ta  fué  á  la  fábrica  y  expulsó  al  encargado  que  dejaron  los  recurrentes 
cuando  tuvieron  que  abandonarla  D.  Luis  Doras  y  Compañía,  manifes- 
tando que  ella  sola  era  la  que  allí  mandaba,  llevándose  el  manómetro 
y  dos  carretadas  de  alpargatas  pertenecientes  á  )a  Sociedad,  y  ejecu- 
tando otros  a^toB  que  envolvían  el  desconocimiento  de  los  derechos  que 
tenía  el  recurrente^  derivados  del  contrato  de  arrendamiento,  y  es  por 
tanto  notoria  la  infracción  de  dicha  ley  al  no  condenar  la  sentencia  á 
Doña  Epifanía  Irazusta  á  que  abone  á  loa  recurrentes  los  daños  y  per- 
juicios que  se  les  ocasionaron: 

4^  La  ley  4\  tít.  14,  Partida  5*  en  relación  con  la  119,  tít.  18,  Par- 
tida 3\  y  el  art.  S90  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  i» 
doctrina  de  este  Tribunal  Supremo  sentada  en  numerosas  sentencias, 
entre  otras  las  de  11  de  Diciembre  de  1857,  6  de  Diciembre  de  1$5S, 
$  de  Octubre  de  1861,  U  de  Setiembre  de  1864  y  18  de  Mayo  de  1875, 
en  las  que  se  establece  que  los  pagos  hechos  al  curador  son  legítimos 
y  valederos,  y  que  el  Tribunal  no  tiene  que  sujetarse  al  dictamen  de 
los  peritos,  esta  infracción  consiste  en  que  á  pesar  de  lo  terminante  d^ 
estas  leyes,  la  Sala  sentenciadora  no  estima  como  válidos  los  pagos  he- 
chos al  curador  de  la  menor  Doña  Mercedes  Irazusta,  y  además  consig- 
na la  errónea  doctrina  de  que  no  estima  el  dictamen  pericial  de  D.  Flo- 
rencio Gurrochaga  porque  no  fué  firmado  por  el  perito,  dando  logar 
á  entender  que  si  tal  formalidad  se  hubiese  cumplido  era  forzoso  su- 
jetarse á  tal  dictamen: 

Resultando  que  por  parte  de  Doña  Epifania  Irazusta  se  interpuso 
también  recurso  de  casación  en  el  extremo  en  que  la  sentencia  absuel 
ve  á  la  Sociedad  L.  Duras  y  Compañía  de  la  reconvención  propuesta 
por  Doña  Epifania  Irazusta  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

1®  La  ley  del  contrato,  y  la  1%  tít.  1^  libro  10  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, en  el  concepto  de  que  íkabiéndose  obligado  expresamente  las 
partes  contratantes  á  que  el  arrendamiento  continuara  en  la  misma 
forma  y  condiciones  pactada,  si  no  se  daba  aviso  de  lo  contrario  con 
seis  meses  de  anticipación,  se  absuelve  á  los  arrendatarios  de  la  obli- 
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gacióQ  de  seguir  pagando  arrendamientos  cuando  tal  aviao  no  llegó  i 
ser  un  hecho  cierto  y  probado,  no  se  hizo  la  material  entrega  de  la 
cosa  arrendada,  ni  su  reconocimiento  y  tasación  por  peritos  de  las  me- 
joras ó  desperfectos,  circunstancias  pactadas  para  la  conclusión  del 
contrato:  ^ 

V  £1  art.  \^  de  la  ley  de  9  de  Abril  de  4842,  que  faculta  á  los  due- 
ños de  casas  y  otros  edificios  para  arrendarlos,  estableciendo  con  los 
arrendatarios  los  pactos  y  condiciones  que  les  pareciesen  convenientes, 
los  cuales  serán  cumplidos  y  observados  á  la  letra;  de  cuya  terminante 
doctrina  legal  contielie  violación  el  fallo  de  la  Audiencia  de  Pamplona 
en  la  parte  recurrida,  en  el  concepto  de  que  desestima  el  pago  de  los 
arrendamientos  pactados  como  si  el  arrendamiento  hubiese  terminado 
en  Setiembre  de  1874,  siendo  así  que  no  se  han  cumplido  por  los  con- 
tratantes ni  en  su  espíritu  ni  en  su  letra  las  condiciones  y  formalidades 
estipuladas  para  la  conclusión  del  contrato: 

3^  La  ley  4^,  tit.  8®,  Partida  5^,  que  impone  al  arrendatario  la  obli- 
gación de  pagar  renta  estipulada,  de  cuya  doctrina  legal  se  prescinda 
igualmente  por  la  sentencia  en  el  extremo  recurrido,  absolviendo  á  la 
Sociedad  L.  Duras  y  Compañía  de  la  reclamación  que  por  el  recurrente 
se  le  reconvino  en  concepto  de  alquileres  debidos  y  no  satisfechos: 

4®  El  art.  8®  de  la  ley  de  i 4  de  Marzo  de  1856,  que  impone  la  obli- 
gación á  los  deudores  morosos  de  pagar  intereses,  en  el  concepto  de 
que  reteniendo  indebidamente  el  demandante  los  alquileres  que  debió 
pagar  por  meses,  conforme  á  lo  estipulado  y  constituido  por  esta  razón 
en  mora,  la  sentencia  le  absuelve  de  la  reclamación  relativa  á  este  ex- 
tremo que  por  el  recurrente  se  hizo  en  la  reconvención: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma. 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  de 
Partida  que  se  invocan  en  los  dos  primeros  motivos  de  casación  alega- 
dos á  nombre  de  D.  Luis  Darás  y  Compañía,  puesto  que  el  hecho  fun- 
damental en  que  se  apoya  esta  parte  del  recurso  se  refiere  al  caso  for- 
tuito de  haber  invadido  las  fuerzas  carlistas  las  cercanías  de  Tolosa  pe- 
netrando en  la  fábrica  La  Confianza  donde  cometieron  excesos  y  atro- 
pellos que  obligaron  á  los  recurrentes  á  abandonar  el  establecimiento, 
privándose  de  los  productos  de  su  industria,  cuyo  acto  de  fuerza  mayor 
no  estima  suficientemente  probado  la  Sala  seatenciadora,  sin  que  contra 
esta  apreciación  se  haya  alegado  error  de  hecho  ni  de  derecho  en  la 
forma  que  determina  el  caso  7*^  del  art.  4692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
nSiento  civil: 

Considerando  que  tampoco  infringe  el  fallo  recurrido  la  ley  4t,  tí- 
tulo 40  de  la  Partida  7*,  citada  en  el  tercer  motivo,  pues  para  ello  era 
necesario  que  resultase  acreditado  que  la  dueña  ó  partícipe  en  el  domi- 
nio de  dicha  fábrica  hubiese  privado  de  su  disfrute  á  la  Sociedad  arren- 
dataria, lo  cual  según  expresión  terminante  del  Tribunal  sentenciador 
no  consta  lo  ejecutara  la  Doña  Epifanía  Irazusta  por  sí  ni  por  inter- 
puesta personu,  careciendo  por  tanto  los  demandantes  de  derecho  para 
pedir  el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  en  el  expresado  concepto: 

Considerando  que  es  inoportuna  la  cita  de  las  leyes  de  Partida  de 
que  se  hace  mérito  en  el  cuarto  motivo  con  relación  al  pago  de  algunas 
rentas  á  D.  Martín  Barrióla,  porque  en  la  sentencia  impugnada  no  se 
pone  en  duda  que  éste  fuera  curador  de  Doña  Mercedes  Irazusta  ni  que 
bajo  este  carácter  estuviera  autorizado  para  percibir  cantidades  perte- 
necientes á  dicha  menor,  sino  que  refiriéndose  á  la  realización  del  pago 


Digitized  by 


Google 


RECURSOS  Y  GOUPKTCNGIÁS.  48$ 

^tle  aquellas  rentas,  86  conceptúa  improbado  este  hecho  por  no  haber 
reconocido  el  Barrióla  las  firmas  de  los  documentos  presentados  para 
Jastiñcar  dicho  abono  y  no  hallarse  autorizada  con  la  del  perito  calígra- 
fo D.  Florencio  Gnrrachaga  la  declaración  prestada  ante  el  Juzgado, 
acerca  de  lo  cual  no  puede  estimarso  la  infracción  que  se  alega  del.  ar- 
tículo 290  de  ia  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  á  que  ha  sustituí- 
-do  el  632  de  la  vigente  áf  la  fecha  en  que  se  dictó  la  sentencia,  porque 
-esta  disposición  si  en  algo  se  relaciona  con  el  hecho  concreto  de  que  se 
4rata  es  para  corroborar  él  criterio  de  la  Sala  sentenciadora  por  la  am- 
plitud de  facultades  que  concede  á  los  Jueces  y  Tribunales  en  aprecia- 
-cióQ  de  la  prueba  pericial: 

Considerando  respecto  del  recurso  interpuesto  por  parte  de  Doña 
Epifanía  iraznsta  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  ia  ley  del  con- 
trato ni  los  textos  y  doctrinas  legales  que  se  invocan  en  los  cuatro  mo- 
tivos de  casación  alegados,  porque  todos  parten  del  supuesto  de  que  la 
^asa  de  Luis  Duras  y  Compañía  no  manifestó  á  dicha  arrendadora  su 
propósito  de  cesar  el  arrendamiento  déla  fábrica  La  Confianza  al  termi 
nar  el  contrato,  dando  el  aviso  estipulado  con  seis  meses  de  anticipa- 
ción, lo  cual  no  es  exacto  si  se  atiende  á  qae  según  consta  de  actuacio- 
nes judiciales  la  Sociedad  demandante  solicitó  y  obtuvo  en  Febrero 
4e  4874  que  por  edictos  insertos  en  periódicos  oficiales  sa  pusiera  en 
conocimiento  de  la  Doña  Epifanra  la  cesación  en  el  arriendo  para  l^de 
Setiembre  del  mismo  año,  á  cuyo  medio  de  publicidad  se  hubo  de  re- 
currir por  ignorarse  el  domicilio  de  dicha  interesada,  reuniendo  por 
consiguiente  esta  diligencia  las  condiciones  légales  para  el  objeto  á  que 
se  dihgía,  sin  que  obste  á  ello  la  consideración  alegada  por  el  recurren* 
te  de  no  haberse  dado  por  notificada,  pues  si  esta  razón  fuera  valedera, 
quedería  á  la  voluntad  de  una  de  las  partes  la  eficacia  de  las  notifica- 
ciones hechas  en  esta  forma  para  los  casos  en  que  son  procedentes,  lo 
que  ne  puede  admitirse  en  manera  alguna; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  nin  - 
gnno  de  los  dos  recursos  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuestos 
por  De  Luís  Duras  y  Compañía  y  por  Doña  Epifanía  Irazusta,  á  quienes 
condenamos  en  las  costas  de  sus  respectivos  recursos:  líbrese  la  corres- 
pondiente certificación  á  la  Audiencia  de  Pamplona  con  devolución  del 
apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  49  de  Abril  de  4883,  é  iríserta 
«n  la  Gaceta  de  4^  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Reearso  de  <$a8aei¿n  (19  de  Abril  de  4883). — Sala  primera, — 
Reivindicación  de  una  tierra. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Francisco  Pedrosa  con  D.  Antonio  Montero  (Audiencia  de  Granada),  y 
se  resuelve: 

4*  Que  en  el  contrato  de  compraventa  pasa  al  comprador  el  senario 
4e  la  cosa  vendida  cuando  hubiere  tomado  plazo  para  pagar  su  precio^ 

Y  V  Que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  la  bueña  á 
mala  fe  con  que  procedan  los  litifantes^  y  por  ello  al  condenar  en  las 
costas  al  demandante  no  infringe  la  ley  %^,  tít.  S2,  Partida  3*. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Abril  de  4883,  en  el  pleito 
-seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Motril  y  en  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Granada  por  D.  Francisco  Pedrosa  Díaz,  como 
«marido  da  Doña  Ana  Medina  Klescas,  vecinos  de  Vélez  Benandalla,  coa 
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D*  Antonio  Montero  Padial,  de  la  misma  Tecindad,  sobre  reivlndíea- 
ctón  de  ana  suerte  de  tierra;  pendiente  en  este  Tribanal  Supremo  eO' 
virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  et 
Licenciado  D.  Luís  Milier  y  Badello  y  el  Procurador  D.  Julián  Marinero^ 
Gicás  en  defensa  y  representacién  del  demandante,  no  habiendo  com- 
parecido la  parte  recurrida: 

Resultando  que  los  consortes  D.  Francisco  Pedresa  Díaz  y  Dofia  Ana 
Medina  Iltescas  vendieron  por  escritura  pública  de  4  de  Abril  de  i 876^ 
á  D.  Manuel  de  Puerta  Arráez  un  trance  de  tierra  eon  frutales,  de  dos 
obradas  y  media  de  sembradura,  en  el  pago  del  Minchar,  que  había 
correspondido  á  la  vendedora  Doña  Ana  por  herencia  de  sus  padres,, 
cuya  venta  verificaron  por  precio  de  i. 100  rs.,  que  se  obligó  á satisfa- 
cer el  comprador  con  800  en  todo  el  mes  de  Diciembre  de  aquel  año, 
y  300  en  el  próximo  mes  de  Agosto,  hipotecando  á  su  cumplimiento  la 
misma  finca  adquirida,  de  cuya  escritura  se  tomó  razón  en  la  antigua 
Contaduría  de  Hipotecas  en  29  del  mismo  mes  del  otorgamiento: 

Resultando  que  sacada  dicha  finca  á  pública  subasta  en  la  testa- 
mentaría de  D.  Mariuel  de  Puerta  Arráez,  fué  adjudicada  á  D.  Antonio 
Montero  Padial  por  la  cantidad  de  658  pesetas  50  céntimos,  y  se  otorgó^ 
á  su  favor  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Motril  escritura  pública 
de  venta  con  fecha  li  de  Marzo  de  4876,  en  la  que  se  hizo  constar,  al 
referir  los  antecedentes  de  la  finca  que  se  vendía,  que  se  tenía  á  la 
vista  la  escritura  de  i  de  Abril  de  1856: 

Resultando  que  en  el  mes  de  Febrero  de  1878  dedujo  D.  Francisco 
Pedrosa  y  Díaz,  en  representación  de  su  citada  mujer,  demanda  civil 
ordinaria  conira  D.  Antonio  Montero  Padial,  con  la  solicitud  de  que  le 
restituyera  la  finca  susodicha  con  los  frutos  producidos  y  debidos  pro- 
ducir, fundado  en  que  la  escritura  de  4  de  Abril- de  1856,  por  la  que 
vendieron  los  demandantes  dicha  finca  á  D.  Manuel  de  Puerta,  se  con- 
.  signó  como  condición  expresa  que  si  el  comprador  no  pagaba  por 
cuenta  del  precio  de  la  finca,  42.000  rs.,  á  D.  Manuel  Díaz  y  á  D.  An- 
tonio illescas,  á  quienes  los  debía  el  demandante,  quedarla  sin  efecto 
la  venta,  y  en  que  no  habiéndose  cumplido  esta  condición  volvió  la  fin- 
ca al  dominio  de  Doña  Ana  Medin»,  no  obstante  lo  cual  habia  sido  iu- 
eluída  después  indebidamente  en  el  inventario  de  los  bienes  quedado» 
por  fallecimiento  de  D.  Manuel  de  Puerta: 

Resultando  que  el  demandado  D.  Antonio  Montero  negó  al  eontes- 
lar  la  demanda  qne  en  la  escritura  de  4  de  Abril  de  4856  se  consignaba 
la  obligación  de  que  el  comprador  satisficiese  cantidad  alguna  á  Don 
Manuel  Díaz  y  á  D.  Antonio  Illescas  ni  condición  rescisoria  de  ninguna 
clase,  y  afirmó  que  había  venido  poseyendo  quieta  v  pacíficamente  la 
finca  que  se  le  demandaba  desde  que  la  adquirió  en  la  testamentaría  de 
Puerta: 

Resultando  que  por  ambas  partes  se  practicaron  diferentes  pruebas, 
y  sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  confirmatoria 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  en  6  de  Junio  próximo 
pasado,  absolviendo  á  D.  Antonio  Montero  Padial  de  la  demanda  contra 
él  interpuesta  por  D.  Francisco  Pedrosa  Díaz,  como  marido  de  Doña 
Ana  Medina  Illescas,  y  declarando  no  haber  lugar  á  la  información  de^ 
causa  pedida  por  el  demandante  en  su  alegado  de  bien  ptobado: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  se  ha  interpuesto  por  Doa 
Francisco  Pedrosa  Díaz,  en  representación  de  su  mujer  Doña  Ana  Me- 
dina Illescas,  recurso  de  casación  por  considerar  infringidos: 
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1*  La  ley  16,  tít.  S8  de  la  Partida  3*,  eo  virtud  de  la  cual  la  Venta 
no  te  consama  sin  la  entrega  del  precio,  porque  de  la  escritura  de  I856> 
resolta  que  D.  Manuel  Puerta  compró  la  finca  litigiosa  á  Doña  Ana  Ver- 
dina Illeseas  sin  entregarle  el  precio,  y  no  ha  llegado  á  justificarse  qu% 
lo  pAgsse  con  posterioridad: 

V  Bl  art.  93  de  la  ley  Hipotecaria,  que  declara  que  la  inscripción  na 
convalida  los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos  eon  arreglo  á  las  leyes,, 
porque  siendo  nula  la  escritura  de  4  de  Abril  de  4856  por  la  razón  an- 
tes indicada,  lo  es  también  al  efecto  de  constituir  titulo  de  dominio  la 
de  14  de  Marzo  de  1876,  sin  que  pueda  aplicarse  al  comprador  Montero 
Padial  en  esta  última  la  excepción  del  art.  34  do  dicha  ley,  porque  le-» 
jos  de  ser  un  tercero  ignorante  de  aquel  vicio  de  nulidad,  compró  eon 
examen  de  aquella  [^rimera  escritura; 

T  3®  La  ley  8*,  tlt.  29,  Partida  3*,  porque  se  ba  condenado  á  los  re- 
currentes al  pago  de  todas  las  costas  del  pleito  á  pesar  de  que  las  prue« 
bas  practicadas  por  ellos  rechazan  la  idea  de  toda  temeridad: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Marfa  Alix  y  Bonache: 

Gonsiderand&  que  en  el  contrato  de  compraventa  pasa  al  compra-» 
dor  el  señorío  de  la  cosa  vendida  cuando  hubiere  tomado  plazo  para 
pagar  su  precio: 

Considerando  que  vendida  á  plazos  la  tierra  en  cuestión,  según  es- 
critura de  4  de  Abril  de  1856,  y  no  bajo  la  condición  resolutoria  que 
se  supone  en  la  demanda,  pasó  el  dominio  de  ella  al  comprador  D.  Ma- 
nuel de  Puerta  Arráez,  quedando  éste  obligado  á  satisfacer  su  precio, 
razón  por  la  que  la  sentencia  recurrida  al  absolver  de  la  demanda  na 
infringe  la  ley  46,  tlt.  28  de  la  Partida  3*.  ni  el  art.  33  de  la  ley  Hipo  < 
tecaria  que  se  citan  en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso: 

Considerando  que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  la 
buena  ó  mala  fe  con  que  procedan  los  litigantes,  y  por  ello  al  condenar 
en  las  costas  al  demandante  no  ha  infringido  la  ley  que  se  invoca  en  et 
tercer  motivo; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Pedrosa  Díaz,  como 
marido  de  Doña  Ana  Medina  Itlescas,  á  quien  condenamos  al  pago 
de  las  sostas,  y  para  el  caso  en  qae  mejore  de  fortuna  al  de  4 .000  pe- 
setas por  razón  de  depósito,  que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y 
líbrese  á  la  Audiencia  de  Granada  la  certificación  correspondiente  con 
devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada 
en  19  de  Abril  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  4^  de  Setiembre  del 
mismo  año.) 

129 

Recarso  de  easacMn  (20  de  Abril  de  \^%'^,)^Sala  primera. — 
Dbglaragión  de  hkredero  abintestato.-— No  ha  lugar  al  interpuesta 
por  Doña  Josefa  y  Doña  Angela  Zabarte  con  Doña  Francisca  París  (Au- 
diencia de  la  Corona),  y  se  resuelve: 

P  Que  elfalUeimiento  del  testador  es  la  época  á  que  debe  estarse 
para  el  cumplimiento  de  su  voluntad: 

V*  Que  la  disposición  déla  ley  5*,  tU,  33,  Partida  7*,  según  la  cual 
^siel  testador  usase  en  sus  fablas  de  palabras  generales  que  pudiesen 
tomar  entendimiento  de  ellas  á  muchas  cosas,  entonces  debemos  enten- 
der que  su  voluntad  filé  de  dar  aquella  cosa  quémenos  vale,»  no  Hen^ 
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cplieaeión  al  eato  en  que  elleffado  de  qm  ee  trata  no  ee  refiere  á  eotof 
de  lai  cuales  pueda  haber  distintas  especies  con  diferente  valor ^  que  es 
caso  de  la  ley\ 

7  3^  Q;m  si  el  testador  legó  á  su  esposa  la  casa  en  que  habitaba  con 
todas  sus  eonstendas  y  pertenencias f  no  infringe  dicha  ley,  en  el  concepto 
^ue  las  palabras  del  testador  deben  entenderse  llanamente  y  como  ellas 
suenan,  la  sentencia  que  declara  comprendidos  en  dicho  legado  los  fon- 
dos que  el  testador  tenia  en  cuenta  corriente  en  la  sucursal  del  Banco  de 
España  de  la  ciudad  donde  habitaba^  pues  no  se  aparta  del  eníendimiento 
^  sentido  natural  de  las  palabras  coa  todas  sqs  existencias  y  pertenen- 
cias, empleadas  por  el  mismo  testador,  no  porque  en  la  casa  de  su  habi- 
tación existieran  á  su  fallecimiento  loñ  resguardos  de  dichos  fondos, 
sino  por  la  Índole  especial  de  esa  clase  de  cuentas  corrientes,  en  cuya 
virtud  el  Banco  se  constituye  en  cajero  del  particular,  el  cual  dispone 
4e  los  fondos  como  si  obraran  en  su  poder;  y  como  además  el  testador 
nada  ordena  expresamente  que  se  oponga  á  dicha  inteligencia,  debe  es- 
tarse  á  la  apreciación  que  sobre  este  punto  haga  la  Sala  sentenciadora, 
pueito  que  con  ella  no  se  infringe  ley  alguna. 

En  ia  villa  y  corte  de  Madrid^  á  20  de  Abril  de  1883,  en  los  atttos 
«egnidos  en  el  Jnzgado  de  primera  iustancia  de  la  Corana  y  en  laSala 
-de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  mismo  distrito  por  Doña  Francisca  París 
Mallo,  por  sí  y  como  madre  de  la  menor  Doña  Dolores  Blanco  de  Obre- 
^ón  y  Paris,  y  Doña  Mercedes  Blanco  de  Obregón  y  París,  vecina  de 
Sichacindad,  con  Doña  Josefa  y  Doña  Angela  Zabarte,  vecinas  de  Yi- 
tgo,  ésta  por  sí  y  además  representando  á  sas  sobrinos  D.  José,  D.  Aq- 
gel  y  Doña  Mercedes Zabarte,  sobre  qne  se  declaren  comprendidos  en 
nn  legado  ciertos  valores  y  sobre  declaración  de  herederos  abintesta- 
to;  antos  qne  penden  ante  Nos  en  virtod  de  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  interpuesto  á  nonbre  de  Doña  Josefa  y  Doña  Angela 
:Zabarte  por  el  Procurador  D.  Joan  Antonio  Asensio,  bajo  la  dirección 
del  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos,  habiendo  representado  y  defen- 
dido á  la  Doña  Francisca  París  el  Procurador  D.  Francisco  Egea  y  el 
Licenciado  D.  Tomás  María  Mosquera: 

Resaltando  que  en  H  de  Abril  de  f  881  falleció  D.  Cándido  Zabarte 
7  García,  bajo  el  testamento  cerrado  que  tenía  otorgado  en  1^  de  Fe- 
brero de  1880,  que  faó  abierto  con  las  solemnidades  de  derecho,  en  el 
<}ae  declaró  que  estaba  casado  con  Doña  Francisca  París  Mallo,  de  la 
qae  no  tenía  sucesión;  y  por  una  de  sus  cláusulas,  dijo:  alego  y  dono  á 
i2)i  cit^^'la  esposa  Doña  Francisca  Paris  las  dos  casas  del  Cantón  de  La- 
cy,  números  45  y  16,  la  primera  qae  yo  habito,  con  todas  sas  etisten- 
«ias  V  pertenencias,  para  que  las  disfrute  mientras  viva,  y  á  su  fallecí* 
miento  pasarán  á  sus  dos  hijas  Doña  Mercedes  y  Doña  Dolores  Blanco 
de  Obregón  y  París;  debiendo  advertir  qae  dichas  dos  casas  las  com* 
pré  á  D.  Marcial  Adalid  con  la  condición  de  pagar  los  lO.OOO  duros  en 
^ue  las  hipotecó  por  el  término  de  dos  años,  y  pagando  por  semestres 
anticipados  los  intereses  de  6  por  100  qae  cumplirán  el  17  del  corrien- 
te, y  la  cantidad  de  los  10.000  duros,  qne  es  el  principal  de  la  hipote- 
ca, lo  pagará  el  D.  Fernando  Carreras  por  tener  en  su  poder  dicha  su- 
ma, con  lo  cual  qaedarán  libres  las  dos  citadas  casas,»  y  declaró  que 
además  de  la  suma  expresada  le  debía  el  citado  Carreras  la  de  35.000 
pesos,  á  que  alcanza  el  principal  é  intereses  liquidados  hasta  el  mes  da 
Mayo  de  1879  de  5  por  100,  é  hizo  otros  varios  legados,  pero  sin  insti- 
tuir heredero: 
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Resaltando  qne  fallecido  el  D.  Cándido  Zabarte  y  García,  sa  viada 
Doña  Francisca  París  y  Daña  Mercedes  Blanco  de  Obregóa  6Q'45da 
Janio  de  488Í  procedieron  á  hacer  inventarla  ante  un  Notario  y  testi- 
gos» del  metálico,  valores,  alhajas,  ropas,  muebles  y  efectos  existentes 
dentro  de  la  casa  núm.  45  del  Cantón  de  Lacy  en  la  ciudad  de  la  Cora- 
na, qoe  habitó  en  sos  días  el  D.  Cándido  con  so  esposa,  consignándose 
por  primera  partida  1 .000  pesetas:  600  en  efectivo  y  el  resto  en  pa- 
pel; un  libro  talonario  de  la  socorsal  del  Banco  de  España;  seis  res- 
goardos  de  dicha  socorsal  de  depósitos  en  dinero  en  cuenta  corriente^ 
por  valor  de  465.347  pesetas  22  céntimos,  las  alhajas,  ropas,  maebles. 
efectos  y  escritoras  de  compra  á  favor  de  Zabarte  de  las  casas  núme- 
ros 45  y  16  del  Cantón  de  Lacy: 

Resoltando  qoe  en  T  de  Abril  de  4881,  Doña  Francisca  París,  por 
80  derecho  y  como  madre  de  Doña  Mercedes,  y  Doña  Dolores  Blanco^ 
dedujo  demanda  exponiendo,  despoés  de  relacionar  el  testamento  de 
D.  Cándido,  qoe  en  razón  del  osufrocto  de  qoe  se  ha  hecho  mórito,  dis- 
posieroQ  los  demandantes  formalizar  on  inventario  de  las  existencias  y 
pertenencias  de  la  casa  mortuoria,  lo  qoe  llevaron  á  efecto  en  45  de 
Ionio  de  4884  ante  el  Notario  D.  José  Asencio  Centeno,  comprendiendo 
en  el  mismo  todos  los  inmuebles,  dinero,  valores  y  efectos  que  se  rela- 
cionaban con  el  expresado  usafracto:  que  como  se  observa  del  referido 
inventario,  los  valores  de  que  se  ha  hecho  mérito  consistían  en  docu- 
mentos talonarios  qoe  acreditan  las  entregas  de  varias  cantidades  que 
en  dinero  y  valores  hizo  el  fínado  en  cuenta  corriente  en  la  sucursal 
del  Banco  de  España  de  la  ciudad  de  la  Coruña  y  en  un  libro  talonario 
de  libramientos  ó  cheques^  para  disponer  á  su  voluntad  de  los  fondos 
allí  entregados  en  dicho  concepto;  y  después  de  alegar  los  fundamen- 
tos de  derecho,  pidió  qoe  previo  emplazamiento  de  Doña  Josefa  y  Da- 
ña Angela  Zabarte  García  se  declarase  en  definitiva  que  los  bienes,  dir 
ñero,  valores  y  efectos  comprendidos  en  el  inventario  como  existen- 
cias y  pertenencias  que  había  en  la  casa  habitación  del  testador,  perte- 
necían á  Doña  Francisca  París  y  Mallo  y  á  sus  hijas  Daña  Mercedes  y 
Doña  Dolores  Blanco  de  Obregón;  mandando  en  su  virtud  que  la  cuen- 
ta corriente  en  dicha  sucursal  con  el  fínado  D.  Cándido  Zabarte  García 
se  entienda  en  lo  sucesivo  con  las  demandantes,  trasladando  dichos 
fondos  á  la  cuenta  corriente  que  al  efecto  se  abra: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  Daña  Josefa  y  Doña  Angela  Za- 
barte García  contestaron  á  la  demandada,  exponiendo  que  nada  dijo 
D.  Cándido  Zabarte  en  su  testamento  de  la  aplicación  ó  destino  qoe 
hubiera  de  darse  á  la  cantidad  de  los  35.000  duros,  que  con  otras  par- 
tidas se  hallaban  depositados  en  la  Sucursal  del  Banco  da  España  en  la 
Coruña;  y  por  virtod  de  los  f andamentos  de  derecho  qoe  alegaron,  pi* 
dieron  qae  se  desestimase  la  demanda,  absolviéndolas  de  ella  y  decla- 
rando qoe  éstas,  en  anión  de  sos  sobriías  Doña  Mercedes,  D.  Ángel  y 
D.  José  Zabarte,  eran  herederos  legítimos  del  fínado  D.  Cándido  Zübar- 
te  y  García,  condenando  á  los  demandantes  á  que  les  hagai  entrega  de 
todo  lo  que  no  fué  distribuido  por  el  testador  entre  sus  legatarios,  y 
especialmente  de  los  resguardos  inventariados  por  valor  de  493.020 
pesetas  con  los  inteteses  vencidos,  estableciendo  sobre  ello  la  oportuna 
reconvención,  y  por  otrosí  interesó  también  se  uniesen  en  cuerda  flaja 
las  diligencias  incoadas  á  instancia  de  las  demandadas  para  que  se  les 
declarase  herederas  de  su  hermano  el  D.  Cándido  Zibarte,  toda  vez  no 
había  términos  hábiles  para  seguir  sustanciándose  simultáneamente 
unos  y  otros  autos;  cuyo  particular  fué  estiuado: 
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Re|Qltando  qae  en  los  escritos  de  répiicat  y  dúpliea  insistieron  la» 
partes  en  sos  respectivas  pretensiones,  y  además  las  demandantes  pi-« 
dieron  se  desestimase  la  reconvención:  que  recibido  el  pleito  i.  prneba 
y  praetícadas  las  propuestas  por  las  partes,  el  Jaez  de  primera  instau- 
ra dictó  sentencia,  de  la  qae  interpasieron  apelación  ias  demandadas; 
y  sastaneiada  la  alzada,  la  Sata  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  la  Coro* 
ña,  por  sentencia  de  20  de  Janio  de  1882,  confirmatoria  en  parte  de  la 
del  Jnes,  declaró  (|ae  los  bienes,  dinero,  valores  y  efectos  comprendi- 
dos en  el  inventario  dé  15  de  Junio  de  4  881  pertenecen  á  Doña  Francis- 
ca París  y  sus  hijas  Doña  Mercedes  y  Doña  Dolores  Blanco  de  Obregón, 
y  en  sa  virtad  iuandó  qae  la  cuenta  corriente  de  la  Sucursal  del  Buico 
de  España  con  el  finado  D.  Cándido  de  Zabarte  se  entienda  con  aqué- 
lla, trasladando  el  saldo  á  la  cuenta  corriente  que  entonces  se  abra,  y 
estimando  en  parte  la  reconvención,  declaró  que  las  demandadas  Doña 
Josefa  y  Doña  Angela  Zabarte,  en  unión  de  sus  sobrinos  Doña  Merce- 
des, D.  Ángel  y  D.  José  Zabarte  y  Lomarte,  son, herederos  legitimoa 
del  finado  D.  Cándido;  les  reservó  su  derecho  para  reclamar  de  cual- 
quiera que  los  detente  todos  aquellos  bienes  de  que  el  testador  no  ha- 
ya dispuesto;  y  que  no  había  lugar  á  condenar  á  los  demandantes  á  la 
entrega  de  los  resguardos  de  las  193.080  pesetas,  respecto  de  cuyo  ex- 
tremo las  absolvía  de  la  reconvención,  sin  hacer  especial  condenación 
de  costas: 

Resultando  que  por  parte  de  Doña  Josefa  y  Doña  Angela  Zabarte 
García  se  interpuso  recurso  de  casación,  alegando  como  motivos: 

1^  Que  la  cuestión  debatida  en  el  pleito  ha  tenido  por  objeto  fijar  el 
sentido  en  que  deben  atenderse  las  frases  eippleadas  por  el  testador  al 
decir  que  legaban  y  donaban  á  su  esposa  Doña  Francisca  París  y  Mallo 
las  dos  casas  del  Cantón  de  Lacy,  números  15  y  16,  la  primera  que  él 
habitaba,  con  todas  sus  ewiiteneias  y  pertenenciM,  para  que  las  disfru- 
te mientras  viva,  etc.:  que  el  mismo  testador  dijo  en  otra  cláusula  que 
tenía  en  poder  de  D.  Fernando  Carreras,  de  Yigo,  45.000  duros,  de  los 
cuales  10.000  el  mismo  Carreras  había  de  invertir  en  el  pago  de  un  cré- 
dito hipotecario  que  gravaba  á  las  casas  legadas;  disposición  que  de^ 
muestra  que  al  otorgar  testamento  D.  Cándido  Zabarte  no  tenía  la  inten- 
ción de  que  se  comprendiese  en  el  legado  que  hacía  á  su  esposa  los 
45.000  duros  qae  entonces  tenía  en  poder  del  Carreras,  y  que  después 
según  manifestaron  los  demandantes  trasladó  á  la  sucursal  del  Banco 
de  España;  y  como  en  la  sentencia  las  sobredichas  palabras  «existen  cias 
y  pertenencias,»  empleadas  por  el  testador  para  expresar  las  cosas  que 
legaba  se  entendieron  en  más  ancho  sentido,  que  no  concierta  con  la  in- 
tención que  otras  cláusulas  revelan  que  tenía  el  testador,  se  ha  infringí* 
do  la  doctrina  legal  sancionada  repetidas  veces  en  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo,  entre  otra  en  la  de  5  de  Julio  de  I87f ,  según  la  que 
para  la  recta  interpretación  de  una  cláusula  testamentaria  que  por  su 
redacción  ofrezca  alguna  duda,  no  han  de  apreciarse  aisladamente  sus 
diferentes  disposiciones,  sino  compararse  entre  sí  y  con  relación  á  sus 
antecedentes  para  fijar  cuál  fuese  la  voluntad  del  testador: 

2*  Que  es  regla  de  interpretación  legal  entender  las  palabras  emplea- 
das por  el  testador  en  el  sentido  menos  gravoso  para  el  heredero,  regla 
qae  se  establece  en  la  ley  5^  tít.  33,  Partida  7*,  en  la  parte  que  se  dice: 
«é  si  por  aventura  el  testador  usase  en  sus  fablas  de  palabras  generales 
que  pudiesen  tomar  entedimiento  de  ellas  á  muchas  cosas,  entonce  de- 
bemos entender  que  su  voluntad  fué  de  dar  aquella  cosa  que  menos  va^ 
le,»  y  esta  ley  ha  sido  infringida  en  la  sentencia  por  habQr  entendido 
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las  mencionadts  palabras  eMiiteneias  j  pérten$nciat  en  el  sentido  máa 
«mplio  y  gravoso  para  el  heredero:  . 

^  Qae  en  la  sentencia  se  ineorre  en  gravísimo  error  confundiendo  la 
r.osa  eon  sn  titulo;  porqne  éste  se  halle  entre  los  papelee  y  en  la  casa 
habüaeión  del  testador,  no  cabe  decir  eon  propiedad  y  además  según  el 
lenguaje  de  la  cieneia  del  derecho  qoe  se  hallase  la  cosa  misma:  qne  en 
la  sentencia  se  eniendieron  las  palabras  existencias  y  pertenencias  en 
un  sentido  simb^^lico  con  relación  á  los  fondas  que  tenía  el  testador  en 
la  sQCorsal  del  Banco  de  España;  y  se  ha  infringido  la  ley  citada  en  el 
motivo  anterior,  si  bien  en  sn  primera  parte,  en  la  coal  se  dic«:  «las 
palabras  del  facedor  del  testamento  deben  ser  entendidas  llanamente  asi 
como  ellas  snenan,  é  non  se  debe  el  Juzgado  partir  dei  entendimiento 
deltas:» 

4*  Qae  sí  por  lo  dicho  no  debió  declararse  comprendida  en  el  legado 
la  cantidad  de  que  se  trata,  debió  considerarse  como  herencia  intestada, 
pnesto  qne  Zabarte  en  sn  testamento  no  instituyó  heredero,  y  mandar 
«n  sn  consecoeneia  entregaría  á  loa  recurrentes  qne  por  reconvención 
la  reclamaron  en  concepto  de  herederos  ligítimos  de  diehos  años  y  por 
tales  reconocidos  y  declarados  en  la  sentencia;  y  por  no  haberse  hecho 
asf  se  ha  infringido  la  ley  5\  tít.  13,  Partida  6*,  y  la  S*,  tit.  20.  libro 
10  de  la  Novísima  Recopilación,  qne  llama  á  la  sncesión  intestada  á  loa 
hermanos  y  sobrinos  del  difunto  en  defecto  de  descendientes  y  ascen- 
dientes: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Manresa: 

Considerando  qne  la  sentencia  no  infringe  la  regla  de  interpretación 
de  los  testamentos,  qae  como  doctrina  legal  se  cita  en  el  primer  moti- 
vo del  recorso,  porque  ni  de  la  clfinsnla  del  testamento  de  D.  Cándido 
Zabarte,  en  que  hizo  la  declaración  de  que  D.  Fernando  Carreras  le  de- 
bía 35.000  pesos  además  de  los  40.000,  con  los  que  había  da  pagar  un 
crédito  hipotecario  á  qne  estaban  afectas  las  dos  casas  qne  legó  á  su  es- 
posa, ni  d)  ninguna  otra  puede  deducirse  racionalmente  que  el  testador 
tuviera  la  intención  de  no  comprender  aquella  suma  en  el  legado  que  á 
ésta  hizo  de  la  casa  en  que  él  habitaba,  con  todas  sus  existencias  y  per- 
Senendas^  aparte  de  que  al  fallecimiento  del  testador,  á  cuya  época  de» 
be  estarse  para  dar  cumplimiento  á  su  voluntad,  no  existía  dicha  can- 
tidad en  poder  de  Carreras,  sino  en  el  del  mismo  testador,  el  coal  la  tras- 
ladó en  cuenta  corriente  á  la  sucorsal  del  Qanco  de  España: 

Considerando  que  la  disposición  de  la  1«y  5*,  tít.  33,  Partida  7^  ci- 
tada en  el  segundo  motivo,  segün  la  cual  «si  el  testador  usase  en  sus  fa- 
hlas  de  palabras  generales  que  pudiesen  tomar  entendimiento  de  ellas 
á  muchas  cosas,  entonces  debemos  entender  que  su  voluntad  fné  de  dar 
aquella  cosa  qne  menos  vale»  no  tiene  aplicación  al  caso  de  este  pleito» 
porque  el  legado  de  que  se  trata  no  se  refiere  á  cosas  de  las  cuales  pue- 
da haber  distintas  especies  con  diferente  valor,  que  es  el  caso  de  la  ley: 

Considerando  qne  la  sentencia  recurrida  tampoco  infringe  dicha  ley 
en  el  concepto  alegado  en  el  tercer  motivo  con  relación  á  so  precepto 
de  que  las  palabras  del  testador  deben  ser  entendidas  llanamente  asi 
como  ellas  snenan,  pues  al  declarar  comprendidos  en  el  legado  de  que 
se  trata  los  fondos  qíie  el  testador  tenía  en  cuenta  corriente  en  la  sucur- 
sal del  Banco  de  España  de  la  Cornña,  donde  habitaba,  no  se  aparta  del 
entendimiento  ó  sentido  natural  de  las  palabras  con  todas  sus  existen- 
cias y  pertenencias,  empleadas  por  el  mismo  t(?stador,  no  porqne  en  la 
casa  de  su  habitación  existieran  á  su  fallecimiento  los  resgaardos  de  di- 
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chos  fondos,  sino  por  la  índole  especial  de  esa  elase  de  enentas  comen- 
tes, en  coya  virtnd  el  Banco  se  constituye  en  cajero  del  particular,  el 
cnal  dispone  de  los  fondos  como  si  obraran  en  so  poder;  y  cono  además 
el  testador  nada  ordena  expresamente  que  se  oponga  á  dicha  inteligen- 
cia, debe  estarse  á  la  apreciación  que  sobre  este  ponto  hace  la  Sala 
sentenciadora,  puesto  que  con  ella  no  se  infringe  ley  alguna: 

Considerando  que  es  improcedente  el  cuarto  y  último  motivo,  por- 
que se  hace  supuesto  de  la  cuestión  y  porque  lejos  de  infringir  la  sen- 
tencia las  leyes  que  en  él  se  citan  relativas  á  la  sucesión  intestada  de 
los  colaterales,  se  ajusta  á  sus  disposiciones  al  declarar  á  las  recurren- 
tes herederas  abintestato  de  su  hermana  respecto  de  los  bienes  de  que 
éste  no  hubiera  dispuesto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  Josefa  y 
Doña  Angela  Zabarte  García,  á  quienes  condenamos  en  las  costas:  libres» 
la  correspondiente  certificación  á.la  Audiencia  de  la  Goruña  con  devo- 
lución del  apuntamiento  y  doctimentos  remitidos  por  la  misma.— (Sen- 
tencia publicada  en  20  de  Abril  de  4883,  é  inserta  en  la  Oaeetaáñ  4*  de 
Setiembre  del  mismo  año). 


nn  DEL  TOMO  CINCUENTA  T  UNO 
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1*  Recurso  de  casación  (4  de  Enero  de  1883).^Sala  prime- 
ra.— Pago  de  laudemio, — Ha  lugar  al  interpuesto  por  Doa 
Ricardo  Goü  con  D.  Nicasio  Pérez  López  (Audiencia  de  la 
Corana 5> 

2  Recurso  de  casación  en  asunto  de  ultramar  (4  de  Ene- 
ro de  1883).— Sala  primera.— Terrea  de  dorntnto.— No 
lia  logar  al  interpuesto  por  Doña  Magdalena  y  Doña  Emi- 
lia Artola  con  D.  Enrique  Martin  y  la  Sociedad  Aríola  y 
eompdñia  ( Aadiencia  de  la  Habana) H 

3  Recurso  de  casación  (5  de  Enero  de  4883). — Sala  prime- 
ra.— Revocación  de  %na  donaeién.—'^o  ha  logar  al  inter- 
poesto  por  D.  Francisco  Yallvé  y  Rallester  con  D.  José 
Vallvé  (Audiencia  de  Barcelona) 14^ 

i  Recurso  de  casación  (5  de  Enero  de  4883).— Sata  prime- 
ra.—/f«toíii(2t¿;aadn.— No  ha  logar  ál  interpuesto  por 
Doña  Francisca  Magrans  y  Alsina  con  Doña,  Antonia  Bo- 
rreil  y  Serra  (Audiencia  de  Barcelona) H 

5  Recurso  de  casación  (5  de  Enero  de  4883). — Sala  terce- 
ra.—i^^c^ama^tV»  de  sueldos, — No  se  admite  el  interpues- 
to por  D.  Leandro  Humbert  con  D.  Luis  Rouviere  (Aa- 
diencia de  Barcelona)... Si 

6  Recurso  de  casación  en  la  forma  (8  de  Enero  de  1883).-^ 
Sala  Xqtcbtbí.— Defensa  por  pobre. — No  ha  lu^ar  al  inter- 
puesto por  D.  Manuel  Gegündez  con  D.  Francisco  Alvárez 
Grana  y  otros  y  el  Ministerio  fiscal  (Audiencia  de  Madrid).    2t 

7  Recurso  de  casación  (9  de  Enero  de  1883).— Sala  pri- 
mera.—Pa^o  de  pensiones  de  un  eenso.^^o  ha  lagar  al 
interpuesto  por  los  testamentarios  de  Doña  Teresa  Pía 

I                              contra  la  Abadesa  del  Monasterio  de  San  Pedro  de  las 
I  Puellas  (Audiencia  de  Barcelona) 24 

8  Recurso  de  casación  (9  de  Enero  de  1883).— Sala  segun- 
da.—iá^no  de  daños  y  ^«r/wtctof .— Ha  lugar  en  parte  al 
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interpuesto  por  Ta  rftxón  soefal  7.  Roca  y  Compañía  cor 
D.  Tomás  Maristany  y  otros  (Aadíencia  de  la  Corona).  ••  27 
9  Recurso  de  casación  (9  de  Enero  de  1883). — ^Sala  prime- 
ra.— Entrega  de  efectos  ptfMiV^^.-— No  ha  logar  al  inter- 
puesto por  la  Sociedad  Crédito  Navarro  con  los  Síndicos 
del  concurso  de  D.  José  Antoiño  Arisii  (Audiencia  de 
Pamplona) * ; .    3S 

10  Recurso  de  casación  (90  de  Enero  de  1883). — Sala  pri- 
mera —iV^^actd»  de  servidumbre. — Abono  de  costas.'^Ylo 
ha  lugar  at  interpuesto  por  D.  Antonio  de  las  Gasas  Lo- 
renzo con  D.  José  Ana  Rodríguez  (Audiencia  de  Las  PaN 
mas) 37 

11  Recurso  de  casación  (ti  de  Enero  de  i 883)  —'Sala  pri 
mera. — Nulidad  de  un  acto  de  conciliación,-^lAh  tugar  «1 
interpuesto  por  D.  Joan  Arturo  Halibrán  con  D.  Manuel 
Sánchez  García  (Audiencia  de  Madrid) 40 

42  Recurso  de  casación  (12  de  Enero  de  1883).— Sala  pri- 
íú^r^,— Ueiviudicaciófí  de  aguas. — ^Ha  lugar  al  interpuea- 
to  por  D.  Carlos  Marfori  con  D.  Juan  Miguel  de  Cueto 
(Audiencia  de  Granada) •    44 

13  Recurso  de  casación  (43  de  Enei^o  de  1^3).— Sala  pri- 
mera.— Tercería  de  mejor  derechú.-^t^'i  ha  lugar  al  inter- 
puesto por  Doña  Agustina  Arche  y  Soler  conD.  Franci»- 
co  Bolló  y  otro  (Audiencia  dé  Berceion») » . .    53 

i  4  Recurso  de  casación  en  asunto  de  ultramar  (43  de  Ene- 
ro de  1883). — Sala  \)r\merfk»'~Beeonocimiento  y  gradua- 
ción de  un  crédito. — Ha  lugar  en  parte  al  interpuesto  por 
D.  Antonio  Galíudez  con  los  Sindicosdel  concurso  de  Don 
Juan  Antonio  «le  la  Torriente  (Audiencia  de  la  Habana)  ••     56 

1K    Recurso  de  casación  (15  de  Enero  de  1883). — SaU  pri- 
mera.—i¿^¿ra(;/o. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Be- 
,    nito  Méndez  Yeldes  con  D.  Felipe  Martin  Go&zález  y  otros 
(Audiencia  de  B  urgos) ; ;  • . .     63 

16  Recurso  de  casación  (15  de  Enero  de  4883).— Sala  prime- 
ra.— Inclusión  y  Exclusión  de  bienes  de  un  inventario, —    '     - 
Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Emilio  Aiix  y  López  con 
D.  Vilmente  San  Juan  (Audiencia  de  Albacete).... 68 

i7  Recurso  de  casación  (15  de  Enero  de  4833).-^ala  prima- 
ra.— Tercería  éU  dominio, — No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  Doña  Esperanza  Caballero  con  D.  Mariano  González 
(Audiencia  de  Madrid) ; .  • . .     72 

18  Recurso  de  casación  (16  de  Enero  de  4883)<'— Sala  prime- 
ra.— Nulidad  do  una  escritura. -^Reivinditaeión  de  bie^ 
nes. — No  ha  lugar  at  interpuesto  por  D.  José  Bartolomé 
Santos  con  D.  Ignacio  Hevia  (Audiencia  de  Oviedo) 76 

1^  Recurso  de  casación  (47  de  Enero  de  4  883). — Sala  prinoe- 
ra. — Papo  de  costas» — Ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Eduardo  Muñoz  de  Baeña,  como  curador  ejemplar  de  su 
hermano  D.  JoaqDÍu,  en  pleito  con  éste  (Audiencia  de 
Madrid) 80 

20    Recurso  de  casación  (4  9  de  Enero  de  4  833).— Sala  prime- 
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TB.^Ntgación  de  serviditmhe.-'^o  ha  lugar  al  ínter- 
puesto  por  Doña  Aaialia  Moscoso  con  D.  Fxancisco  Eduar- 
do Capean»  (Audieneia  de  la  Corona) ..•        Bt 

SI  Apei^Giórf  POR  denegatqru. de  becdreo  de  casación  en 
ASUNTO  DE  Ultramar  (20  de  Bnero  de  4883.— Sala  ter 
cerü. — Se  confirma  el  au lo  apelado  por  D.  FraociacoSe- 
rra  con  D  Ramón  Roeeti  (AtdieDcia  de  la  Habana) 87 

tt  Recurso  de  casación  (%t  r,e  Enero  de  i  883).— Sata  prime- 
ra. — liulidad  de  un  interdicto, — No  ha  Jugar  al  ínter** 
puesto  por  D.  Manuel  Gómez  con  Doña  María  de  Jesús 
Fernáadez  de  Córdoba  (Audiencia  de  Valladolid) 89 

93    Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (t%  de 

•  Enero  de  1883. — Sala  primera. — Defensa  por  pobrc-^No 
ha  lugar  al  interpuesto  por  la  razón  social  üribarri  y 
Compañia  con  la  Sociedad  Llanderaly  Avendaño  y  Com- 
pañía (Andienca  de  la  Habana) 93 

'2i  Recurso  de  casación  (22  de  Enero  de  4883)— Sala  prime- 
ra.-^JEtfm'ffdtcacú^. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
Manuela  Díaz  Lozano  con  Antpnio  Cid  González  (Audien- 
cia de  Valladolid) 95 

S5  Recurso  de  casación  (Si  de  Enero  de  4883).— Sata  prime- 
ra.—-J^^damactó»  de  «a  terreno  y  servidumbre  de  paso. 
— No. ba  logar  al  interpuesto  por  D^  Vicente  Rodií^uez 
Santa  María  con  el  Ayuntamiento  de  Valladolía  (Audien- 
eUde  Valladolid) 97 

^6  Competencia  (S5  de  Enero  de  1883).— Sala  tercera.—Pa- 
go  de  pesetas.— Sq  decide  á  favor  del  Juzgado  de  primara 
i«staDcia  de  Elche  la  suscitada  con  el  de  igual  clas&  del 
distrito  del  Pino  de  Barcelona  sobre  coDocim lento  de  la 
demanda  de  D.  Carlos  Bloss  contra  D.  Honorato  Perlasia.      404 

27  Recurso  de  casación  (í6  de  Enera  de  4883).— Saia  pri- 
mera.— Cumplimiento  de  un  contrato» — No  ha  lugar  al 
interpuesto  por  D.  Bernardo  Pérez  Viliamil  ecn  D.  Ma> 

nnel  de  Navia  Osorio  (Audiencia  de  Oviedo) 404 

28  Recurso  de  casación  (26  de  Enero  de  4883). — Sala  pri- 
mera.— Jactancia, — Indemnización  de  perjuicios, — Pago 
de  sueldos. — Ha  lugar  en  parte  «1  interpuesto  por  O.  Agus- 
tín de  la  Viesca  con  D.  Cesáreo  Cerero  (Audiencia  de  Se- 
villa)        407 

29  Recurso  de  casación  (26  de  Enero  de  1883). — Sala  pri- 
mera.—i>^<f«í  a  por  pobre. — ^No  ha  lugar  ai  interpuesto 
por  D.  José  Ignacio  de  Prada  con  D.  Enrique  y  Dona 
Amalia  Meruéndano  (Audiencia  de  la  Coruña) 4  43 

30  REGiraso  de  casación  (27  de  Enero  de  4883).— Sala  pri- 
mera.— Pago  de  cantidad, — Ha  lugar  al  interpuesto  por 
la  Comisión  de  acreedores  de  D.  Nicolás  Oagnibeloon 

Don  Tomás  de  Libarona  (Audiencia  de  Burgos) 414 

34  Recurso  de  casación  (27  de  Enero  de  4883). — Sala  ter- 
cera.— Tercería  de  mejor  derecho .•  -No  se  admite  el  inter- 
puesto por  Doda  Martina  Careag»  con  la  razón  social 
Uriarte  y  Gorocjca  (Audiencia  de  Burgos) » 419 
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3S  RecüRso  DB  GA6A8toif  EN  LA  FORMA  (97  de  En&ro  de  1M3). 
-^Desahucio. — ^No  ha  loff^ar  al  tnterpaeBta  por  Doña  loa* 
na  Gotiérrer  Santo»  con  D.  ialía»  Graeeli  Ramos  (Aadien- 
oía  de  Zamora) 1 20^ 

33  RecuRso  de  capación  (99  de  Bnero  de  4883). —Sala  prt** 
mera . — Validez  de  un  testamentó  y  entrega  de  bienes.  *-^Ha 
lugar  al  interpuesto  por  D.  Mdrtín  Xamena  eon  D.  Rafael 
Roselió  (Andiencia  de  Palma) •      123 

34  Recurso  de  casagior  (31  de  Enero  de  1883). — Sala  se- 
gunda.— Reivindicación. — ^No  se  admite  el  interpoesto 

por  D.  Miguel  García  (Avdieneia  de  Yaleneia) •••      427 

35  Recurso  de  casación  (t*  ^^  Febrero  de  1883). — ^Sala  pri- 
mera.— Defensa  por  pobre. — No  ha  lagar  al  interpoealó     '  ♦ 
por  D.  Pedro  Laya  eon  ]>oña  Matla  Isabel  Cañas  (Aadien* 

M  de  Madrid) ...; :...•       428^ 

36  I^^GURsa  DE-  CASACIÓN  (4°  de  Febrero  de  4 í<83). — Sala  pri- 
mera.— Pago  de  legado. — No  ha  logar  al  interpuesto  por 
D.  Domingo  Ortis  de  Z4rate  con  D.  SalostiaRo  Azcúna* 

ga  (Audiencia  de  Madrid) • 499 

37  Recurso  de  casación  (3  <le  Febrero  de  4883).-*-Sata  pri- 
mera.— Pago  de  Ugitima. — No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  D.  Ramón  RoYira  con  D.  Antonio  Rovira  (Audiencia 

de  Barcelona)....... 434 

38  Recurso  de  casación  (3  de  Febrero  de  4883). — Sala  pri- 
mera.—i/tf/or  rf^r^cAo  al  cobro  de  %na$  cantidades. — ^No 
ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  BeriMrdo  Cerezo  con  Don  . 
Vicente  Ciftballos  (Audiencia  de  Sevilla) 438 

39  Competencu  (3  de  Febrero  de  48íí3).— Sala  tercera. — 
Pago  de  honorarios. — Se  decide  á  favor  del  Juzgado  de 
primera  instancia  del  disfrito  del  Hospital  de  Madrid  la 
suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Villacarriedo  sobre  eo- 
nocimiento  de  la  demanda  entablada  por  D.  José  Alonso 
contra  D.  Joaquín  Diego  Abasca). ....' ..••       i4d 

40  Recurso  de  casación  (5  de  Febrero  de  4883).— Sala  pri- 
mera.—ft^íracío. — Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Celes- 
tino de  Flores  con  D.  Antonio  Ángel  Moreno  (Audiencia  de 
Madrid) , 445 

41  Recurso  de  casación  (5  de  Febrero  de  4883).— SaU  pri- 
mera.— Pago  de  pesetas. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Pedro  Antonio  Salgado  y  otro  con  D.  José  María  Gí- 
veira  (Audiencia  de  la  Goruña) ¿..       449 

42  Recurso  de  casación  (5  de  Febrero  de  4883).— Safa  pri- 
mera.—ÍVrcem  de  dominio.— 'So  ha  lugar  al  interpues- 
to por  D.  José  Éarcía  Bobia  y  otros  con  D.  José  Argfl^lles 

y  Fernández  (Audiencia  de  Oviedo) •..•       45Í 

43  Recurso  de  casación  (6  de  Febrero  de  4883). — Sala  pri- 
mera.— Cumplimiento  deim  contrato.'^}AK  logar  en  par- 
te al  interpuesto  por  D.  Hilarión  Boux  con  la  Socie- 
dad especial  minera  San  Juan  y  Santa  Ana  (Audiencia  de 
Albacete) 4  56* 

44  Recurso  de  casación  (6  de  Febrero  de  1883). — Sata  pri- 
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mtfii.*^  Tercería  de  mejor  dereeko.^^o  ha  lugar  al  in- 

tor puesto  por ,  Daña  María  de  laa  Mercedes  Aotóiii  coa 

Doña  María  de  la  Cruz  lasoela  y  otfos  (AadieiiAia  de  Ya-^ 

-       ,  Uadolid) ,.: ,.      464 

45  Rbgürbo  de  casación  (8  <|e  Febrero  de  4883).— Sala  pri- 
B)6ra.-*-/>f/>fi/a  por  pobré.-^No  ha  lugar  al  interpuB&to 
t>or  D.  Eduardo  López  con  D.  Luis  Bermejo  y  Gómez  (Au- 
diencia de  Ma»Jrid) 167 

46  RsGüRSO  DB  CASACIÓN  (8  de  Febrero  de  1 883). — Sala  prí^ 
mer 9.. ^Inclusión  y  eaciusión  de  los  bienes  de  %n  iifi^^it' 
¿arto.—Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Pelegrín  Giralt  con 

D.  Manuel  Giralt  y  otro  (Audiencia  de  Barcelona). «...i      i69 

47  ftBGfPRSo  DE  CASACIÓN  (8  de  Febrero  de  4883). — ^^Salapri-r 
mera.-^Lt¿^/a<¿  de  servidumbre, — No  ba  lugar  si  inter* 
puesto  por  D.  Francisco  Janer  con  D.  Feliciano  Thió  (Au- 
diencia de  Barcelona) *.....       474 

48  Rbcdrso  DE  CASACIÓN  (40  de  Febrero  de  4883). — Sala  pri- 
mera.— Rendieión  de  cuentas  y  cancelación  de  hipoteca.-^ 
No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Duna  Antonia  Romero 
y  Ruíz  con  D.  Hernán  Guzmán  Blanco  (Audiencia  de  Se- 
Tilla) 479 

49  Recurso  de  casación  (40.de  Febrero  de  4883). — Sala  pri- 
mera.—Tercer  ia  de  dominio, — ^No  ha  lugar  al  interpues«- 
to  por  D.  Ildefonso  Calleja  con  D.  Felipe  Zapatero  (Au- 
diencia de  Madrid) 484 

50  Recurso  de  casación  (40  de  Febrero  de  4 883). — Sala  pri- 
mera.—C7i«in;)/¿mt>M^«  de  un  conitenio.^fio  ha  lugar  al 
interpuesto  por  D.  Gabriel  García  con  D.  Antonio  Dupré 
(Audiencia  de  Valladolid) 487 

51  GoMPETBNGU  (43  de  Febraro  de  4883)^ — Sala  tercera.-^ 
Pago  de  cantídad.SQ  decide  á  favor  del  Juzgado  munici- 
pal del  distrito  del  Hospital  de  Madrid  la  suscitada  con  el 
de  igual  clase  de  Atmodóvar  del  Campo  sobre  conocimien- 
to de  la  demanda  entablada  por  D.  Antonio  Ardura  contra 
D.Dámaso  Sendarrubias 494 

5Í  Recurso  de  casación  (42  de  Febrero  de  4883).— Sala  ter- 
cera— Reivindicación  de  terrenos, — Ndse  admite  el  in- 
terpuesto por  Pascual  Guarch  y  consortes  con  el  Ayunta- 
miento de  Zorita  (Audiencia  de  Valencia).... 493 

53  Recurso  de  casación  en  la  forma  (4S  de  Febrero  de 
4883).— Sala  tercera.— -jDtfiftAttCto. — ^No  ba  lugar  al  in- 
terpuesto por  Doña  Petra  Gutiérrez  Gil  con  D.  Juan  Lo- 
renzo Ayaia  (Audiencia  de  las  Palmas) 494 

54  Recurso  de  casación  (43  de  Febrero  de  4883). — Sala  ter- 
cera.—iVw/iVad  de  unas  escrituras. — No  se  admite  el  io- 
terpoesto  por  D.  Florentin  Pisa  coq  D.  Juan  Escamilla 
(Audiencia  de  Zaragoza) 497 

55  Recurso  de  casación  (44  de  Febrero  de  .4  883).-r^Sala  ter- 
cera.—«Tacta^ffita. — ^No  se  admite  el  interpuesto  por  Don 
Simón  de  Aguirre  con  D.  José  García  Sueza  y  otros  (Au- 
diencia de  Albacete) .4. , 497 

66    Recurso  de  casación  (15  de  Febrero  de  4883). — Sala  pri- 
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tor puesto  poF  •!  Ay«DUmie>»to  cíe  San  Martín  de  Proven^ 

•ais  eon-  D.  Joagtria  OisM  (Andieneía  de  Barcelona) 199 

97  Rbgubso  de  casación  en  asunto  db  Ui^TRAMAii  ( f  5  do 
Febrero  de  <«83).-*.^la  primera.— J^cma  d$  mejor 
direeho  —No  ha  Inflara)  ioterpoealo  por  D.  Joan  Ferf-« 
itández  Lei^a  eon  la  Soeied»d  Torrienis  hermanos  y  E,  Al- 
kins  y  Compañía  (Aadieaeia  de  la  Habana)'. tOi 

58  Competencia  <1 5  dé  Febrero  d«  4S83). — Sala  tercera. — 
Pe^o  de  cantidad, — Se  decide  á  favor  del  Juzgado  ma« 
ntcipal  del  dietrito  de  la  Aadiencia  de  Valladolid  la  suaci* 
tada  con  el  de  igo/il  clase  do  Alicante  sobre  eonocimiento 
del  juicio  verbal  entablado  por  D.  Joaquín  González  SáB-- 

choz  contra  la  Sociedad  Faes  hermanos  y  Compañía, ...      !^9 

59  Recubso  DB  CASACIÓN  (Sr  de  Febrero  de  1883).  —  Sala 
prii&era. — Pago  de  ean(idad,'^lio  ba  lagar  al  interones* 
to  por  D.  Francisco  Gnndián  con  Doña  Manuela  de  Ledofr» 

ma  (Audiencia  de  Madrid) ^  • .  ¿  • . . ; •  • .  •  •      SIO 

60  CoiffPETKNCiA  (31  de  Febrero  de  1883).«— Sala  tercera. — 
Pago  de  pesetas, -^8$  decide  á  favor  del  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Santander  h  sosoitada  con  el  de  igual 
clase  del  distrito  de  la  universidad  de  Madrid  sobre  cono* 
cimiento  de  la  demanda  entablada  por  D.  Refino  Pineda 
contra  la  viuda  y  berederos  de  D.  Luis  Onilhou.  .,•••..•      2i7 

61  Rbgubso  de  casación  (93  de  Febrero  de  1883). — Sala 
pñmerü,^ Pago  de  eaniidadee. — No  ha  lugar  al  iíiter- 
pilesto  por  D«  Lorenzo  Cerda  y  otro  con  D.  Sebastián  Ba* 
Hester  y  consortes  (Andienoia  de  Palma) » • .  •      220 

62  Recurso  de  casación  (S4  de  Febrero  de  4883). — Sala  pri- 
mera.— Pago  de  pesetas. — ^No  ba  logar  al  interpuesto  por 
el  Duqrue  de  Sessa  con  D.  Eduardo  Doncet  (Audiencia  de 
Madrid) M3 

63  Recurso  db  casación  [H  de  Febrero  de  4883).— Sala  pri- 
mera.— Deeluración  de  heredero  y  entrega  de  bienes.— ^o 
ba  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Manuela  Martínez  Par- 
do con  Doña  Inocenta  de  la  Torre  (Audiencia  de  Gá- 
ceres ) i • . .      227 

64  Rbgubso  db  casación  (26  de  Febrero  de  4883).->-^Sala  pri- 
mera.— Reivindicación  de  terrenos, — ^No  ha  lugar  al  inter- 
puesto por  D.  Eugenio  Capitán  con  D.  Dionisio  Paredes' 
(Audiencia  de  Madrid) 230 

65  CoBlPETBNCiA  (S6  de  Febrero  de  4883).— Sala  tercera.— 
Pago  db  daños. — Se  decide  á  favor  del  Juzgado  de  pri- 
mera iiistancia  de.  Fuente  Ovejuna  la  suscitada  con  el  do 
igual  clase  de  ViiUnueva  de  la  Serena  sobre  conocimien- 
to de  la  demanda  deducida  por  D.  Victoriano  Ortíz  Balse* 

ra  contra  D.  José  M  uriilo  ¥elard.e  y  otro 237 

66  Recurso  db  casación  (97  de  Febrero  de  4883).— Sala 
primera.—  Tercería  de  mejor  derecho.-^^o  ha  lugar  al  in- 
terpuesto por  Doña  Manuela  Arregui  con  Doña  Andrea 
Aristiguieta  i  Audiencia  de  Palma) « .  •      239 

67  Recurso  de  casación  en  asunto  db  Ultramar   ( 27  de 
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de  Febrera  de  4S83).— 8«ia  ptitBeft^^ltulémmsutúión  é$ 
déñoi  y  f€rj^ieio».^fio  ha  lagar  al  ínter poeet^  por  Oott 
Fraociseo  Javier  San  Pedro  cea  O.  Ramóo  Lópea  de  Áya«* 
la  (Audiencia  de  io  Habana). . . . , « * S43 

68  Rbgühso  db  casaciones?  de  Febrero  de  1>889).  ««^  Sala 
pritoera.— IVrc^ria  4i  do^iniQ^r^ví  lugar  en  parte  al  úi^ 
terpnesto  por  D.  Pranoiepo  Sotitlo  eon  D.  Pedrea  Agnado 

del  Castillo  (Audiencia  dé  Madrid).  • 245 

69  REGuaso  de  casación  en  Asmro  db  UXíTUaiiaii  ( 88  de 
Febrero  de  1883). — StH  priíotTA.'^CufnpUmiento  4%  mi 
congenio. — No  ha  lagar  al  ioterpaesto  por  D.  José  Rodrí^ 
snaen  Hernández  con  D.  Jaan  Dieeo  (Audiencia  de  la  Ha-^ 
baña) .,,..•.. «49 

70  Rbgurso  db  casación  (S8  d<i  Febrero-de  4883).-nSala  pri< 
mera. — Cumplmiento  de  Wi  eBntPato.'—ñ%  lugar  al  inter«< 
puesto  por  D.  José  Prats  y  Fontcon  D.  Martín  Surada  y 

otro  ( Audier.eía  d^  Barcelona). » 252 

74     Rbí2üR90  de  gasagion  (2  de  Mareo  de  1883).-^Sala  pri- 
mera;-*2Vr<;tfff«  de  mejor  dereck^f.^^Hh  lugar  a\  ioter- 
,    puesto  por  Dona  Dionisia  Lopes  Plaza  ison  Dolida  Fermina 
Pérez  (Audiencia  de  Madrid) •*.. 257 

72  Recurso  de  casación  (3  de  Marzo  de  l883).->Sa!a  pri* 
mer^.^ IndimniMción  d$  perjuióios^ — Ha  lugar  al  in^ 
terpnestp  por  P.  Valentrn  Martin  López  y  otros  eon  Don 
Antonio  Aday  (Audiencia  de  Las  Palmas).  • 162 

73  Recurso  de  casación  (^  de  Marzo  de  4883).-^ala  ^ñ 
men^.-^Bnlreffa  de  un  leffado.^ÜBi  logar  al  interpuesto 
por  D.  José  Garriga  y  otro  con  D.  Pablo  Fernández  Cabré 
(Audiencia  de  Barcelona) ^ 266 

74  Rbcuuso  db  casación  (5  de  Marzo  de  l883).--»Sala  pri- 
mera.— Apertura  del  juicio  de  iesUmentaria.-^No  ba  la* 
gar  al  interpuesto  por  D.  Pedro  Laya  con  Doña  Angela  y 
Doña  María  Isabel  Cañas  (Audiencia  de  Madrid) 272 

75  Co>«i^tbncia  (5  de  Marzo  de  4883).— Sala  tercefa. — ?«• 
go  de  eantidad,^SB  decide  é  favor  del  Jjizgado  muoiA>^ 
pal  del  distrito  de  Bueeavista  de  Madrid  la  suscitada  con 
el  de  igual  clase  de  Alagóu  sobre  conocimiento  del  juicio 
verbal  entablado  por  D.  José  Blasco  contra  D.  Basilio  Fie*' 

rro. 274 

76  Rbgürso  de  casación  (5  de  Marzo  de  4883). — Sala  terce- 
ra.— Pajjio  de  eos  tas. ^Ño  ae  admite  erinterpu«>ste  por  Don 
José  Noguera  eon  la  razón  sooiat  Ronviere  y  Nogué^  (Au* 
diencia  de  Barcelona) 275 

77  Rbgürso  de  casación  (5  de  Marzo  üe  4883) Sa4a  terce-       > 

T^.'-^Terceria  de  domimo,-^o  ae  admite  el  interpuesto 
por  Doña  Josefa  Ló[)ez  García  con  D.  José  Alfonso  Gé^ 

mez  Pellico  (Audiencia  de  Madrid) « •  • , . . . .      276 

78  Rbgürso  de  gasagión  (6  de  Marzo  de  4883).^-&ia  pri* 
mera  -^CumplimienUf  de  lo  €onf>ef^ido  én  un  aciie  eonei' 
liatqrio. — No  ba  lugar  al  interpaesto  por  Doña  Fabiajia 
Barranco  con  D.  Francisco  Patino  (Audiencia  de  Madrid).      277 
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79  REC0R8O  DE  CASACIÓN  (7  d&  MaFío  de  1S83).— Sala  pñ- 
mtrtí.-^Defensa  poi^ pobre.— ^0  ha  lugar  al  interpaeí- 
to  por  Dofla  Carolioa  Plandolil  con  D.  José  y  D.  Luis 
PUndolit  (Audiencia  de  Barcelona) *.      JI80 

80  Recurso  de  casación  (8  de  Marto  de  1883).— Sala  prime- 
ra.— Mejor  derecho  á  unos  bienes. -^^otídLin^SíT  al  ínter- 

Saesto  per  Doña  Casilda  Bañaelos  y  otros  con  D.  Pedro 
ronzalez  Ramires  (Audiencia  de  Madrid) 283 

81  Recurso  de  casacioh  (8  de  Marzo  de  1883).— Sala  ptimB- 
TA.-'Deelaración  de  quiebra.— ^o' ha,  logar  al  ínter  pues- 
to por  D.  José  Boii  con  la  razón  social  Carriazo  j/  Bc€i 
(Audiencia  de  Madrid) 285 

82  Recurso  de  casación  (9  de  Marzo  de  1883).— Sala  pri- 
mera.—Tíf<:«ria  de  mejor  rferecAa.— No  ha  Itígar  al  Int0t- 
paesto  por  Doña  María  Jofré  Boxeda  con  los  Procura- 
dores de  herencia  de  tas  parroquias  de  Nuestra  Señora 
del  Pino  y  San  Jaime  de  Barcelona  (Audiencia  de  Bar- 
celona)       t89 

83  CoMPETEVcu  (10  de  Marzo  de  1883).— Sala  tercera.— £ii. 
(reffa  de  bienes. -—Se  decide  á  favor  del  Juzgado  monici- 
palde  Aldealabad  la  suscitada  con  el  de  igual  clase  de 
Horcajo  Medianero  con  motivo  del  conocimiento  del  acto 
de  conciliación  promovido  por  Francisco  Hernández  con- 
tra Policarpo  Mayoral Í9I 

84  Recurso  de  casación  (12  dé  Marzo  de  4883). — Sala  pñ- 
mer¿.— 'Reclamación  de  derechos  hereditarios. — No  ha  lu- 
gar al  interpuesto  por  D.  Joaquín  Codina  con  Doña  Ra- 
mona Codina  (Audiencia  de  Barcelona) 293 

85  Competencia  (42  de  Marzo  de  4883).— Sala  tercera. — 
Rendición  de  cuentas.— Se  decide  á  favor  del  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  del  Pilar  de  Zaragoza  la 
suscitada  con  el  de  igual  ciarse  del  distrito  del  Hospicio 
de  Madrii  sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada 

por  D.  Benito  Otero  y  otros  con  D.  Eusebio  Elorz....      296 

86  Recurso  de  casación  (43  de  Marzo  de  4883).— Sala  pri- 

mera,— Paffo  de  pesetas. — ^No  ha  lugar  al  interpuesto  por 

D.  Juan  Ortega  con  D.  José  Davó  (Audiencia  de  Granada).      299 

87  Recurso  de  casación  (43  de  Marzo  de  4883). — Sala  pri- 
mera.— Rendición  de  cuentas.— ^o  ha  lugar  al  interpues- 
to por  Doña  MarÍA  Cánovas  con  Fermín  Vela  y  Cánovas 

*y  otros  (Audiencia  de  Zaragora) 201 

88  Recurso  de  casación  (U  de  Marzo  de  4383).— Sala  pri- 
mera.— Paffo  de  cantidades.— H^o  ha  Ingar  al  interpuesto 
por  D.  Valentín  Radía  con  la  Compañía  de  los  ferrocarri- 
les de  Barcelona  fi  Tarragona  y  Francia  (Audiencia  de 
Barcelona) 304 

89  Recurso  de  casación  (44  de  Marzo  da  4883).— Sala  pri- 
mera.—  Pago  de  cantidades. —Hbl  logar  al  interpuesto 
por  D.  Xosé  García  Fernández  con  D.  Faustino  Allande 
.(Audiencia  de  Oviedo) 801> 

90  Recurso  de  casación  (15  de  Marzo  de  4883).— Sala  ter- 
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cera. — Juicio  arbitriU.^NQ  hdi  logar  al  interpuesto  por 
D.  Narciso  Caras  con  D.  Jaan  Casáis  y  hermanos  (Au- 
diencia de  Barceíonal ,... »..^«      3IS 

^1  Recurso  de  casación  (46  de  Marzo  de  1883). — Sala  pri- 
mera.— Rcdamadén  de  bienes, — No  ha  lagar  al  ínter- 
paesto  por  D.  José  Pagés  con  Doña  María  Rosa  Dalmáa  y 
ot^os  (Audiencia  de  Barcelona).. 315 

-92  Recurso  de  casación  (f6  de  Marzo  de  1883). — Sala  pri- 
mera.— Eescisián  de  una  vent^  ó  pació  de  reirá  —Ha  tu- 
gar en  parte  al  interpuesto  por  D.  Jerónimo  José  de  Ta- 
pia con  D.  Bernardo  de  Achaga  Audiencia  de  Pam« 
piona) 32! 

"93  Regueso  de  casación  (17  de  Marzo  de  1883).— SaU  pri- 
mera.—Pa^a  de  fíeselas, — ^No  há  lugar  al  interpuesto  por 
D,  Domingo  Ortiz  de  Zarate  con  D.  Salustiano  Azcúnaga 
(Audiencia  de  Madrid) 329 

'94  .Recurso  de  casación  (20  de  Marzo  de  1883).— Sala  pri- 
mera.— Nulidad  de  una  venta. ^^o  ha  lugar  al  interpues- 
to por  D.  JoséRamis  con  D.  Andrés  Barceló  y  otros  (Au- 
diencia d«  Palma) 335 

95  Recurso  de  casación  (ti  de  Marzo  de  1883).— Sala  pri- 
mera.— Abono  de  frutos. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Manuel  Asprer  con  D.  Francisco  de  Asprer  (Aadiencia 

de  Palma) 339. 

96  Recurso  de  casación  (21  de  Marzo  de  1883). — Sala  pri- 
mera. — Nulidad  é  ineficacia  de  un  ¿auio.— Ua  lugar  al 
ioterpuesto  por  Don  Pedro  Segret  con  Dona  Ana  María 
Constansó  (Aadiencia de  Barcelona). ...» >      343 

^7  Recurso  de  casación  (2i  de  Marzo  de  1883).— Sala  ^ú- 
m^xh.— Información  posesoria. — Ha  lugar  al  interpuesto 
por  D.  Francisco  de  Paula  Mitjana  con  el  Ministerio  fiscal 
en  representación  del  Estado  (Audiencia  dé  Valladolid) . ..      346 

^8  Recurso  de  casación  (24  de  Marzo  de  1883].— Sala  ter- 
cera— Entrega  de  bienes. — No  se  admite  el  interpuesto 
por  Domingo  Guerra  Fernández  con  Manuel  López  y  otro 
(Audiencia  de  la  Coruña) 34S 

^99    Recurso  de  casación  (26  de  Marzo  de  1883. — Sala  pri- 
mera.—  Validez  de  una  escritura-^^o  halagar  al  inter- 
Suesto  por  Doña  Amalia  y  D.  Enrique  Meruéndano  con 
.  José  Ignacio  de  Prada  (Audiencia  de  la  Coruña) 349 

^00  Recurso  de  casación  (^6  de  Marzo  de  1883).— Sala  pri- 
mera,—  Tercería  de  dominio.So  ha  lugar  al  interpues- 
to por  D.  Laís  Josest  con  D.  Juan  Sicart  (Aadiencia  de 
Barcelona) 353 

fOt  Recurso  de  casación  (27  de  Marzo  de  1883).- Sala  ^ti- 
mersí.— Nulidad  de  la  restitucióti  de  unas  aguat  subte- 
rráneas.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Francisco  y 
D.  Manuel  Pérez  Alvarado  con  D.  José  Déniz  (Aud.  de  Las 

Palmas) 356 

•102  Apelación  por  denegatoria  de  recurso  de  casación  en 
LA  FORMA  EN  ASONio  DE  ULTRAMAR  (27  de  Marzo  de  1883). 
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— Sifa  Urera. -Pa^í?  de  cantidad.^S9  cÓTiflr  má él  Mtó 
apelado  por  D.  José  Zanoletti  con  la  Sociedad  6r»nduf  ^ 

Compañía  (XudiQüGxaí  de  iai  Habaaa) ......*.%..«'      361 

f03    RicuAso  DE  CASácioN  (27  de  Marzo  de  l8B3.-^Sái«  tbr^- 
cera— 2>«/dfija  por  pobre. —^o  se  admite  el  iníerpéiest* 
gor  Carmen  Pérez  con  D.  Tomás  Carro  (Aadíebcía  dé  la 
oruña) 36^ 

f04  Recurso  de  casación  (18  de  Marzo  de  l883).-^Salt;  prl* 
mer3í,^Cadueidad  de  una  escritura  rfrf/aif5ti.--4ta  logar 
al  interpuesto  por  el  Banco  de  España  con  0.  Juan  Fraa*  . 

cisco  Aguado  y  otro  (Audieneia  de  Madrid) 363 

105    Recurso  de  casación  (t8.de  Marzo  dé  4883].— Sata  ter-    - 
cera.— 2?ííaAitcto. — No  se  admite  el  ioterpoestd  por  (Xmi 
Tomás  Marcos  Tarazona  con  D.   Vieeote  Antonio  Liofut' 

(Audiencia  de  Valencia) 367 

i06  Recurso  de  casación  (29  de  Marzo  de  4883).— Sala  pñ-* 
ÉñBTA.—Entrega  de  una  hija, — No  ha  lu^i^ar  ai  ínter paeito 
por  Doña  María  Remedios  Vidal  con  D.  Eoriqoe  María 
RIpoIls  (Audiencia  de  Valencia) ;  *.  •      368 

407  Recurso  de  casación  (30  de  Marzo  de  4S83).— Sala  ^ú-' 
mtxdi.^Ttreeria  de  mejor  derecho.-^Hií  ha  lugar  al  ia* 
terpuesto  per  Don  Joaquín  Ferrer  y  Compañía  ooa  Ooo 
Joan  Llosa  (Audiencia  de  Barcelona) '   372. 

40S  Recurso  de  casación  (30  de  Marzo  de  4883). — ^Sala  %&r^ 
t&TH,^Jíeivindicación. — No  sé  admite  el  ioterpueeto  por 
D.  Manuel  Sánchez  Rivadeneira  can  Doña  Francisca  y 
Doña  Josefa  López  Quiroga  (Audiencia  de  la  Corana)* .  • .       378 

409  Recurso  de  casación  \fi  de  Abril  de  4883)  -*Sa)a  prime-» 
ra. — Pago  de  eantidad.^H^  lugar  al  interpuesto  por  Dea 
Manuel  Sánchez  Delgado  can  la  Sociedad  31  Timbre  (Au- 
diencia de  Madrid) ^ . . . .       37^^ 

4  40  Recurso  de  casación  en  la  forma  (3  de  Abril  de  1883). 
— Sala  tercera. — Defensa  por  pobre.^Ho  bá  Ittgar  al  in*» 
terpuesto  por  Doña  María  Reus  con  D.  Gabriel  Oliver 
(Audiencia  de  Palma) 382 

144  Recurso  de  casación  (4  de  Abril  de  4883).-^Sala  prime-* 
ra.-^ Propiedad  de  una  fiama, — No  ha  lugar  ai  iAier-* 
poesto  por  D.  Francisco  de  la  Fuente  y  Rniz  con  tía  her- 
mano D.  Antonio  (Audiencia  de  Madrid) 384^ 

44t  Recurso  de  ga&agion  (5  de  Abril  de  4883).--*Sala  pri- 
u\^%v9i.^Nulidai  de  la  restitución  acérdada  en  un  inter- 
dicto de  recobrar. — Há  lugar  al  interpuesto  por  D.  Mateo 
Salcedo  con  Doña  Benigna  Llantada  (Aud.  de  Burgoe)...      394 

443  Recurso  de  casación  (5  de  Abril  de  1883).— Sala  prime- 
ra.— Petición  de  herencia, — No  há  logar  al  ínterpoeste 
por  D.  José  Enrique  Coll  con  Doña  Teresa  Sanrí(Audien* 
eia  de  Barcelona) \  39(^> 

144  Recurso  de  casación  (7  de  Abril  de  4883). — Sala  prime** 
ra. — Pago  de  crédito^.—'^o  há  lagar  al  interpuesto  por 
D.  Jerónimo  Recoder  con  Doña  Concepción  Bach  (Aodien* 
cía  de  Barcelona) 403> 


Digitized  by 


Google 


ÍNDICE»  U8-- LA3  SBNTBNCIAS,  ^''^-n 

IfÚXBEO.  PÍGUIAS. 

.  115  CoMfgETENCU  (T  de  Abril  de  .1883).— Sala  tercera.— Po^o ' 
defeistia$*'^S9  lüacide  i  f^vor  del  Juzgado  de  primera  ms- 
taacia  del  distrito  de  doeiiaviata  de  Madrid  la  sosoUáda 
eoA  el  de  igual  clase  de  Bargos  aohre  cooocimiento  de  la 
demanda  BAtablada  por.D.  Eduardo  Chao  contra  O.  Ma- 
Hoel  María  Rivas 40S 

f  16  Recurso  db  casaciok  en  la  poema  (7  de  Abril  de  1883). 
-««SftlA  tereera^'-^^aa^KCto. — Nohá  logar  al  interpaes- 
to  por  D.  Juan  Lopes  Gancelos  con  Doña  Ramona  travie- 
so (iQtgado  de  Castropol) 4I<> 

H7      Recurso  de  casación  (^  de  Abril  de  1883).— Sala  prime- 
Tíi.-^Reivindicaeión.-^í^o  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D(m%  Gabina  Zaazo  y  otras  con  Doña  Paula  de  Butrón 
*        (Audiencia  de  Burgos) 41 1 

H8      Recurso  de  casación  (H  de  Abril  de  i 883).— Sala  pri- 
mera.— Entrega  de  un  legado,— ^o  ha  lugar  al  interpues- 
to por  D.  Manuel  Gal  con  D.  Román  Pérez  (Audiencia  de       «. 
la  Corona) * t\J 

H9  Recurso  de  casación  (12  de  Abril  de  1883.)— Sala' terce- 
ra.—Aeftdi'^itf»  de  euenias.'-'^o  se  admite  el  interpuesto 
por  D.  Francisco  Javier  San  Juan  con  D.  Juan  Fernández 
(Audiencia  de  Sevilla) 421 

120      Recurso  de  casación  {\3  de  Abril  de  1883).— Sala  pri- 
mera.—i^^/aractVn  de  heredero. — No  ha  lugar  al  inter- 
'  ppesto  por  D.  Francisco  de  Paula  Melendro  con  Francisco 
Alvarez  Zamora  (Audiencia  de  Granada) .  •  • 42S 

f  tf  Recurso  db  casación  (13  de  Abril  de  1883).— Sala  prí-- 
mBra.-^ AprovecAamiento  de  aguas. — Ha  logar  al  inter- 
puesto por  D.  José  Tomás  Pardo  con  D.  Pascual  García 
Flores  (Audiencia  de  Valencia) ét^ 

12S  Recurso  de  casación  (44  de  Abril  de  1883). — Sala  pri- 
mera—(Jump/tmtVnto  de  un  contrato, — No  ha  lugar  ai  in- 
terpuesto por  D.  Jerónimo  Fernández  Buenacbe  con  Doña 
Encarnación  Herrera  y  Sánchez  (Audiencia  de  Madrid). . . .       433^ 

123  Recurso  de  casación  (16  de  Aoril  de  1883). — Sala  pri- 
m^gr-^Dmisión  de  herencia — No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  Doña  Teresa  Paterno  *con  D.  Ignacio  Maroto  (Audien- 
cia de  Barcelona) • 431 

124  Recurso  de  casación  (16  de  Abril  de  1883. — Sala  prime- 
ra.— Alimentos  provisionales.— HdL  lugar  al  interpuesto.       439^ 

125  Recurso  db  casación  (16  de  Abril  de  1883). — Sala  terce- 
vsi.—Dejaeión  de  una  finca. — No  se  admite  el  interpuesto* 

Sor  D.  Francisco  Díaz  con  Francisco  Camina  y  otro  (Au-  ^ 

ienciade  la  Cornña) 44t  | 

426      Recurso  db  casación  (17  de  Abril  de  1883}.— Sala  pri-  ' 

mera. — Pago  de  un  legado, — No  ha  lugar  al  interpuesto  , 

por  Doña  Sofía  Salamanca  y  hermana  con  Doña  Teresa 

Dulton  (Audiencia  de  Burgos) 443^ 

127  Recurso  db  casación  (i  9  de  Abril  de  1 883). — Sata  prime- 
ra.—i^mf^^fo  de  cantidades. — No  ha  logar  al  interpues- 
to por  D.  Luis  Du^ás  y  Doña  Epifanía  Irazosta  (Audiencia 
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híxeros.  pianus. 

de  Pamplona) 4i9 

4S8  Recurso  db  casación  <49  de  Kht'ú  á^  183)«-*Sala  prime- 
ra.— Reivindicacién  de  una  /tVrra:-— No  ha  fttgar  al  ínter- 
paesto  por  Don  Francisco  Pedroso  con  D.  Antonio  Monte- 
ro (Andiencia  de  Granada 455 

1 19  Recurso  di  casación  (20  de  Abt ¡i  de  4  893)«-*^«ii^  piime- 
T^.'-Dcclaración  de  heredero  aHntestado,—^o  ha  Itigar 
al  ¡nterpuebto  por  Doña  Josefa,  y  Doña  Angela  Ztbarta 
con  Doña  Francisca  París  ( AsdieDcia  de  la  Corana) 457 
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PÁGINAS. 

Abintestato. — V.  Desahucio.  . 

Abono  de  mejoras.— Rigiendo  como  rige  en  Mallorca  el  de- 
recho romano  en  materia  de  sucesiones  testadas  é  íntesfadas  y 
de  partición  de  herencias,  según  tiene  declarado  el  Tribunal 
Supremo,  es  inoportuna  la  cita  como  único  fundamento  del 
recurso  de  las  leyes  4*  y  5*,  til.  14,  Partida  6*,  las  cuales  son 
además  inaplicables  al  caso  del  pleito,  si  no  se  trata  en  él  de 
cóiDo  ni  por  quién  deben  ser  entregados  al  heredero  los  bie- 
Qes'de  la  herencia  cuya  entrega  ya  sstá  realizada,  ni  de  si  el 
que  los  poseyó  anteriormente  lo  hizo  de  buena  ó  de  mala  fé 
para  determinar  sí  procede  el  aboao  de  frutos  y  mejoras,  que 
son  los  puntos  ó  cuestiones  que  resuelven  dichas  leyes,  y  por 
consiguiente  no  han  podido  ser  infringidas  (C7.,  núm.  95.— SI 
de  Marzo  de  « 883) 340 

Absolucióa  d,e  la  demanda. — ^No  se  infringe  la  doctrina,  con 
arreglo  á  la  cual,  en  las  demandas,  más  que  al  nombre  técnióo 
de  la  acción,  debe  estarse  á  lo  que  por  ella  se  pide,  si  la  sen  * 
tencia,  para  absolver  de  la  demanda  no  se  funda  en  la  natura- 
leza de  la  acción  entablada  ni  en  el  nombre  técnico  que  le  die- 
ra el  demandante,  sino  en  que  éste  no  había  probado  su  acción 
habiéndolo  hecho  de  sus  excepciones  la  demanda  {O.,  núm.  S2 

— SS  de  Enero  de  18S3) 89 

V.  Interdicto. 

Acción  personal.— Según  ló  dispuesto  por  la  regla  P  del 
art.  62  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  Jos  juicio» 

(1)  Explicación  de  las  abrctiataras  de  este  Repertorio— F.,  quiere  decir  Véase;  Comp, 
-tenteneia  dictada  en  decisión  sobre  competencia;  C-,  en  recurso  de  eanacion;  C.  de  H. 
en  recurso  do  casación  en  materia  de  la  jurisdicción  de  Hacienda;  C.  de  U.,  en  recurso 
de  casaeton  en  asunto  <f«^  {///romar;  NuL,  en  recurso  de  nuiidad;  Nul.  de  J.,  en  recurso 
4e  nulidad  en  materia  de  imprenta;  Apel.  en  C,  sentencia  dictaia  en  apelación  por  de-  ¡ 

negarse  la  afimision  del  recurso  de  casación;  Apel.  en  Nul,  en  apelación  J^OT  no  3íám\tirse 
el  recorso^iíi;  nulidad;  Inj.  not.,  sentencia  en  recurso  de  injusticia  notoria;  Cuesí,  pienC,  \ 

cuestión  previa  sobre  admisión  del  recurso  de  casación.— A  continuación  de  la  cuestionó  < 

nanto  de  derecho  que  se  resuelve,  se  ponen  el  número  que  la  sentencia  lleva  en  el  tomo» 
ü  fecha  de  ta  resolución  y  la  página  donde  se  encuentra. 
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476v  amwj^uDfNeu  givii». 

éh  qne  88  ejerciUo  aceiones  per#QnaUfl  saf4  joei  eomfieteiiie. 
el  del  lugar  ea  qae  deba  cumplirse  l^obUgaeióo^  y  I  falli^da; 
éste  á  elección  del  demaodante  el  del  domicilio  déj  demandado 
ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él»  auagiie  aeoideii*^ 
talmente,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento <Cor?tpM,^03«^<'* 
26,  39,  51,  58,  60,  65,  75  y  a5.— ^  de  SQerQ,i3»  14,.  1^,  SI  y 
26  de  Febrero  y  5  y  12  de  Marzo  de  «583)....,..».  101,  i43, 
191,209,217,237,274   y •....^^•p..., ,....»..       $^ 

Es  personal  la  acción  qne  se  ejereita  para^l  pago  de  g6^ . 

'  ñeros  del  comercio  del  demandante  {C^n^.,  aúm.  26.t— 25  da. 

Enero  de  1883) ...^^ «       101 

V.  Pago  de  uratcios  y  Paffo  del  pr$cio. 

Acción  reivindicatoría. -^No  trabándose  de  propiedad,  sino 
de  posesión,  no  son  aplicables  la  ley  10,  tit.  14,  Partida  3*,  tí- 
tnlo  I**,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilacián  y  doctrinas  del 
Tribunal  Supremo,  que  declaran  que  no  puede  e}arMlaes9  '  «^ 
útilmente  la  acción  reivindicatoría  sia  que  el  actor  pruebe  el 
dominio  á  8«  favor  de  la  cosa  demandada;  y  qne  para  poder 
utilizar  la  acción  de  nulidad  y  declarar  la  de  un  contrato  con- 
signado en  un  documento  revestido  de  todas  las  sólemnldadea 
legales,  es  necesario  justificar  si  contiene  el  vicio  de  falta  de 
capacidad  y  de  potestad  en  los  otorgantes  para  coatraer  y  dis-  ^ 
poner  de  lo  que  es  objeto  de  la  convención,  ó  que  haya  inter- 
venido intimación,  violencia  ó  dolo  que  haya  dado  causa  al 
contrato  (¿7.,  núm.  18.— 16  de  Enero  de  1883)» 7^ 

Acreedor.— V,  Crédito,  Prenda  y  Quisbrai 

Acnmulaciótt. — ^La  acumulación  de  autos  se  rige  por  dísposi^ 
Clones  especiales  que  no  están  relacionadas  con  las  de  compe-i 
tencia  de  jurisdicción  (A^p.  ie  U,  núm.  21*. — 20  de  Enero  de 
1883) 8t 

Acto  de  conciliación.— Según  lo  dispuesto  en  el  art.  463  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente,  los  Jaeces  municipales 
del  domicilio,  y  en  su  defecto  los  de  la  residendfa  del  deman^ 
dado,  son  los  únicos  competentes  para  autorizar  los  actos  de 
conciliación  que  ante  ellos  se  promuevan,  en  los  casos  en  que 
con  arregJo  á  derecho  corresponda  celebrarlos  ((7omp.,  núme- 
ro 8Í.— -10  de  Marzo  de  1883) 29t 

Reducido  el  hecho  á  los  límites  de  haberse  intentado  ce- 
lebrar un  acto  conciliatorio  para  la  reclamación  de  bienes  que 
no  se'determiotn,  sin  que  exista,  por  tahto,  ni  una  demanda 
formulada  ni  un  juicio  ó  pleito  entablado  todavía,  es  tan  sólo 
aplicabla  la  disposición  del  artículo  imitado  y  no  el  £i6  y  stguien* 
tes,  y  enire  estos  el  62,  de  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil (C<7Mp.,  núm.  83.^10  de  Marzo  de  1 883) 291 

Acueducto.— Si  combinada  la  absolución  de  la  demanda  con  la 
de  la  reconvención  y  explicadas  una  y  otra  por  los  razona* 
mientes  que  el  fallo  contiene,  se  ve  claramente  que  están  re- 
sueltas todas  las  cuestiones  del  juicio^  y  que  la  Sala  sentencia- 
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dora  tHiiié  )M^r  JnfetíSoAdft  y  deetára  constituida  la  servidumbre 
de  aca0d«eto  enf'  virtud  de  asentimiento  de  las  partes,  asi 
como  en  seuiido'opQesto  juzga  no  liaberse  probado  que  e^e 
convenio  se  eeleíbrara  con  la  condición  de  limitar  el  riego  del 
demaifdaxk>,  á  quien  se  reconoce  el  derecho  de  aprovechar  las 
aguas  nuevamente  alambradas,  ya  corran  solas^  ya  mezcladas 
«on  las  antiguas,  no  infringe  ia  seiitencia  la  ley  f'»  tlt.  1%  li- 
bro i  O  de  la  Novísima  Recopilación;  doctrina  legal,  según  la 
que  la  toluntad  de  tos  (sontr atantes  eS  la  ley  del  contrato  y  sa 
qnebrai»tftm>ef>to^ equivale- á  tina  infracción  legal,  que  deter- 
mina necesariamente  la  casación  de  la  sentencia  contraria  á  lo 
convenido;  la  ley  U,  tít.  3f  dé  la  Partida  3^  y  el  art.  359  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civM  (C.»  núm.  i2i.— 13  de  Abril 

deissá^.., , ae 

Aguq^.-^i  bien  el  art.  49  de  la  ley  de  agnas  de  8  de  Agosto 
de  1863  prescribe  qoe  el  dueño  de  caalquier  terreno  puede 
alumbrar  y  apropiarse  plenamente  por  medio  de  pozos  arte- 
sianos y  por  socavones  |  |j[4ileríae  las  agnas  que  existan  cíeba- 
jo  de  la  superficie  de  tn  finca  con  tal  que  no  distraiga  ó  apar- 
te agaaa  publicas  de  su  corriente  natural,  el  50  prohibe  ex- 
presamente que  dichas  labores  se  ejecuten  á  menor  distancia 
de  40  ma4roa  de  edificios  piiblicos,  ferrocarril  ó  carreteras,  ni 
á  menos  de  100  metros  da  otro  alumbramiento,  fuente,  canal 
^  acequia  ó  abrevadero  público,  sin  ia  correspondiente  licen- 
ck  de  los  dueños  ó  en  su  caso  de  los  Ayuntamientos,  de  lo  que 
se  deduce  que  tratándose  en  los  autos  de  obras  ejecutadas  para 
el  alumbramiesto  de  aguas  á  distancia  de  44  metros  de  una 
fuente  de  dominio  particular  sin  que  se  pidiera  permiso  á 
sa  dueñpi  dicho  acto  fi|é  ilegal  y  abusivo;  y  por  lo  tanto,  que 
al  estimarlo  así  la  sentencia  reourrida  absolviendo  de  la  de-^ 
manda,  no  infringe  los  citados  artículos  de  la  ley  de  aguas 

de  1866  ((7.,  núm.  iOI.— 27  de  Marzo  de  1883) ;.      356 

V.  Riega. 

Alimentos  provisionales. — ^Uno  de  los  hechos> esenciales  que 
*  deben  constar  para  que  proceda  la  concesión  de  alimentos  pro- 
visionales es  la  necesidad  del  que  los  pida,  ó  lo  que  es  lo  mis- 
mo, que  no  pueda  proporcionarse  lo  necesario  para  su  subsís^ 

teocia(¿7.,  nüm.  f%4.— 16  de  Abril  de  4883) 439 

Y.  Defensa  por  pobre. 

Alumbraaiiettto  de  aguas. — T.  Acueducio  y  Aguas. 

Aplazamiento  .-*V.  Poj^b  itf  d^ii^fa. 

i^elación.'^V.  Co9taB  y  Qauhra. 

Apelante. — V.  Costas, 

Aperos  de, lalipaaasa.—VyJlj^of^ca. 

Apreciación  de  prueba. — La  apreciación  de  las  pruebas  co- 
rresponde á  ia  ^la  8enienetadt}ra  y  á  ella  debe  estarse  míen* 
tras  no  se  justifique  que  en  dicha  apreciación  se  ha  cometido 
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error  do  derecho  Ó  d«  b^eliOy  fttUdadoeit'do^aifitiit^  d  aeto 
auténtico  qoe  demneftlre  la  equivoeaeión  eTÍdente  del  juigd- 
dor  (a,  núms.  i5,'  50, 60,  80,  H  i  y  I  I7.*-S,  10  y  38  de  FjBbte* 
ro,  5  de  Marao  y  4  y  9  de  Abril  de  «88^).4$7,  ;24»,  18»,  384^      tlt 

En  caestiones  de  beebo  debe  eitaiae  á  la  apreeiaoidn  ^e 

las  pruebas  heeba  por  la  Sala  senteneiadora,  siemi^rs  qae  no 
se  alegae  y  justifique  baber  inenrrido  en  error  de  de«eobo  6 
en  error  de  beeho  comprobado  oondoeammtiqsóAotesaQlén» 
ticos  qne  demuestren  la  equivoeacidn  evidente  deM«>^<'>^^f 

(C,  Aúm.  3.— 5  de  Enero  de i883)  ...;..^* •.......^..        44 

El  apuntamiento  no  está  comprendido  en  loa  docomen^ 

tos  ó  actos  aoténtieos  á  qoe  se  refiere  el  eaae  7^  delart.  16 de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  siendo  el  eKtraeto  del" 
mismo  pleito  cuyo  resultado  aprecia  la  SaU  sentenciadora  para  • 
formar  jnicio,  no  sirve  ni  puede  invocarse  para  demostrar  qoe 
ba  habido  error  de  hecho  en  la  apreetacidn  de  las  pruebas  ((?., 

nüm.  3.-5  de  Enero  de  1883) H 

-r —  Para  estimar  que  existe  error  de  hecho  es  neoetarío,  con 
arreglo  al  art.  f  692  de  la  ley  de  Enjoicíamterrto  civil,  en  su 
nüm.  7^,  que  dicho  error  resolte  de  documentos  ó  actos  autén- 
ticos que  demuestren  la  equivocación  evidente  del  juzgador 

((7.,  núm.  43;— 6  de  Febrero  de  1883) .*....»•      iSf 

Conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1698,  núm.  7°,  de  ia 

ley  de  Enjuiciamiento  civil,  contra  la  apneciaeión  de  las  prue- 
bas DO  puede  prosperar  el  recurso  de  easaefóú  por  infracciói 
de  ley,  sino  en  el  caso  de  que  haya  sido  hecha  con  error  de 
derecho  ó  con  error  de  hecho  que  resulte  de  documentos  ó  ac« 
tos  auténticos,  los  cuales  demuestren  la  equivocación  eviden-^ 
te  del  juzgador  ((7.,  nüm.  4l.-*6  de  Febrero  de  1883). . .....      464 

En  cuestiones  de  hecho  debe  estarse  á  la  apreciacióo  de 

las  pruebas  hechas  por  la  Sala  sentenciadora;  y  no  se  da  con- 
tra ella  el  recurso  de  casación,  sino  en  ei  caso  de  que  haya  ha- 
bido error  de  derecho  ó  error  de  hecho  que  reanlte  de  docu- 
mentos ó  actos  auténticos  con  los  cuales  se  demuestre  la  equr- 
vocadón  evidente  del  Juzgador  como  lo  ordena  el  arl.  4691, 
nüm.  7°,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (C,  nüm.  47**^8 
de  Febrero  de  4883) 474 

Los  artículos  879,  892,  295,  306,  344,  347  y  387  de  dir 

cha  ley,  se  refieren  al  orden  de!  procedimiento;  y  aun  en  el 
supuesto  de  qoe  hubieran  sido  infringidos,  no  pueden  invo- 
carse para  fundar  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
como  tieneiideclarado  el  Tribunal  Supremo^  ni  puede  {^robarse 
con  ellos  que  ha  habido  error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
las  pruebas,  pues  este  error  ha  de  resultar  de  la  violación  ó 
interpretación  errónea  de  las  leyes  que  determinan  la  foerza 
probatoria  de  los  medios  de  prueba  empleados  en  el  pleito  (C, 

nüm .  47.-8  de  Febrero  de  4883) 4 75 

Ha  de  estarse  á  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora 

sobre  cuestiones  de  hecho  ((7.,  nüm.  61.— 23  de  Febrero  de 

4883). •...       220 

Es  improcedente  la  impugnación  de  la  apreciación  de  las 
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proefaat  slno^a»;eita!Goiitfa  elhilef  ai  doe>triiui  legal  infringi- 
da, eoino.és  necesario  i^aea  damoatrar  el  error  de  derecho;  y  el 
error  dé  huello Ho  paeda  comprobars.e  eon  Ua  migm&a  prue- 
bas, i9«a  hm  aido  apreeiadas^-  sino  con  doenmantoa  á  aetos  an- 
ténUopa.qne  demneatren  la  eqaivocación  «vidente  del  jazgador 
comaiOrdena  la-ley  ((7.,  núm^  62.^^94  de  Febrero  de  4883).  .^  •    tids^ 

Se  oitaÍDoporlanamenle  el  arL  SH  de  la  ley  de  Enjoi* 

ciaaúoBlo  civil  unttgiia^  si.  sobre  no  ciiarse  las  regias  de  sana 
critiea^ae  ae  aaponeninfriogidas,  aparece  qoe  la  Sala  senten- 
ciadora ha  apreciado  las  praebas  en  nao  de  sus  faenltadea,  sin 
qne  ae.haya  demosArado  por  el  recurrente  qne  en  diicba  apre* 
ciacián  se  baya  infringido  le^p  ó  doctrina  legal  (Cdeü.,  nú- 
mero ;69.*^S8  de  Febrero^e  1^883) 24^ 

,M\  ari.  632  de  la  vigente  ley  do  Enjuiciamiento  civil  con- 
cedo amplitud  de  faeultadea  á  los  Ineces  y  Tribunales  en  la 
apreciaci4>&  de  la  prueba  pericial  (6?.,  núm.  127. —  19  de 

Abril  de  1883), 449* 

V.  Oas^dán^    Contrato,  DfdaraotÓi»  Bing%lar,  Deferssa 

T^or  pobre,  Dosumemíó^  Fuárxa  mayor  y  Eeetirsode  Casación* 

Apuntamiento  — V.  Apreciación  de  prueba. 

Arrendamiento.-— La  facultad  eonoadida  á  unos  arrendatarios 
para  ceder  en  cada  año  alguna  parte  de  los  aproveobamientos 
de  la  dehesa  arrendada  no  puede  producir  efecto  alguno  en 
perjuicio  del.  arrendadf^r  al  ocurrir  el  hecho  que  dio  logar  al 
interdicto,  ai  ya  había  espirado  el  plazo  del  arrendamiento»  y  . 
con  ella  expresada  facultad  ((7.,  núm.  22. — 22  de  Enero  de 
1883) :.......        8» 

Es  improcedente  la  cita  como  infringidos  del  art.  274  de 

la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  de  la  ley  18,.  tít.  16 
déla  Partida  3*,  porque  además  de  referirse  al  juicio  sumari- 
simo  del  interdicto,  que  no  puede  ser  objeto  del  recurso,  se 
dirigen  á  impugnar  la  apreciación  de  las  pruebas,  contra  la 
cual  no  permite  la  ley  el  recurso  de  casación ,  sino  en  el 
caso  1^  del  art.  1691  déla  de  Enjuiciamiento  civil,  que  no  ha 
sido  invocado  por  el  recurrente;  y  debiendo  estarse,  por  tanto 
á  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  acerca  de  que  el  de- 
mandante no  ha  probado  su  acción,  ni  qoe  tuviera  el  derecbo 
que  alega  para  aprovecharse  de  los  pastos,  la  sentencia  que 
por  esta  raaón  absuelve  de  la  demanda  no  infringe  las  expre- 
sadas leyes  (€.,  núm.  32.-22  de  Enero  de  1883).  4 8d- 

— •  Ño*  habiéndose  faltado  á  la  condición  del  contrato  de 
arriendo,  no  hay  fundamento  para  la  reclamacidn  de  perjui* 

cios  ((7.,  ttum.  27.-26  de  Enero  de  !f  883) 104 

Ho  tratándose  de  un  tercero  interesado  en  el  contrato  de 

arriendo,  es  inoportuna  la  cita,  del  art:  2*  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, lo  mismo  que  las  de  los  Códigos  romanos,  que  no  rigen  en 
el  territorio  de  la  Audiencia  de  Oviedo  (17.,  núm.  27.^—26  de 
^Enerode  i883) 104^ 

Para  ser  aplicable  la  ley  11,  tít.  10  de  la  Partida  7^,  es 

necesario  que  resulte  acreditado  que  la  dueña  ó  partícipe  en 
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el  doBilhU<le'«ÁaráMuilmbi«lft^ri¥«dodéMi-  áMritlé  á  Ui^  ' 
SocM4d  irréiicííátaiNavio>e«tl,MgAiif  éxprMíÓo  termilHiirta 
del  Tribunat  semifQoilidor,  n» eeiisU laejeeolAra per  d ni  por 
ioterpaesu  persoot,  eareiBlMido  por  iánto  léi  deóiaiMimités'é^  '     ' 
^erectu)  para  pedir  el  resarciiQieoto  de  dados  y  .j^erjoiciof  «Ai*  .-^^ 
el  expresado  concepto  [O.,  núm.  l27.-*{9  de.Abril  dQ  1883)     .,419 

Sí  resulta  da  las  aetnacioDes  judiciales  «fue  ia  Sociedad 

iirrendataria  de  dicha  íábriqa  solicüó  y  obtayo  qoe  por  ediCf^ 
tos  insertos  en  periódicos  oficiales  se  posieca  en  conocimiemo    . 
^e  la  dueña  de  la  misma  la  ceaapión  en  el  ardendo  para  de  alU    . 
4  seis  meses,  á  cuyo-medió  de  pubiiéidad  áe  bobo  de  recurrir, 
por  ignorarse  el  domicilip  de  dicha  ¡nterasadavrenniendo  esta    , 
^diligencia  las  condiciones  legales, para  el  objeto  á  qaé  le diri- 
gía, sin  aue  obste  á  ello  la  consideración  alegada  por  la  dueaa 
de  no  haberse  dado  por  notificada,  pues  sí  esta  razón  fuera  . 
valedera,  quedaría  á  la  voluntad  de  una  de  las  partes  la  efiea-    . 
«ia  de  las  notificaciones  hechas  en  esta  forma  para  los  easos 
en  que  son  prooedentes,  4o  qoei  no  puede  admitirse  en  manei^a 
alguna:  la  seikteMa  que  absuelva  á  is  Soeiedad  de  la  demaá^  ' 
da  en  lo  reía  ti  vo  á  la  oonttnoaeión  del  pago  del  arriendo,  por 
no  haberse  notificado  en  forma  la  casación  eon  la  antelación    ' 
convenida,  no  infringe  la.  ley  d«l>  eonlractof  la  l^  tít  4^  litro 
40  de  ta  Novísima  Reeoptlaciér»,-  el  art.  *"  da  ia  de  O  de  Abrtt 
de  I84t  y  la  4%  tít.  99,  Partida  S*"  (O.^  n«m.  497.-^49  de  Abril 
de  488S) i ..*..• /.•.,..       449 

Arrendatario.-^V.  Arrendamiento. 

Averia. — Y.  Daños. 

B 

3iene8  comunales.— Si  bien  es  cierto  que  negúri  la  ley  9%  tí- 
tulo 28  de  la  Partida  d*  son  del  com4n  de.cada  ciudad  ó  villa 
las  plazas  6  facen  Uu  ferias  é  los  mercados  y  algunos  otros 
logares  qoe  en  la  misma  lay  se  determinan,  kfítiát  i  todús les 
otros  smejantes  deitos  que  son  ssMleeides  é  0torgado§  para 
pro  comunal;  y  hallándose  comprendida  en  esta  generalidad 
la  plaza  objeto  del  litigio,  toda  vex  que  iift  estado  destinada  al 
uso  pUblioo,  te^tíñ  ia  apreclaci^ti  hecha  por  la  Sala  sentenoia- 
dora  en  vista  de  las  pruebas  practicadas  por  «na  yotra  parte, 
la  sentencia  que  declara  perteneeer  al  pnebk>  un  sttto  qtie 
había  sido  plaM  no  infringe  la  expresada  ley  ((7.,  número  f5. 

— 2Í  de  Enero  de  4883) . . . .' 97 

Tampoco  infringe  dicho  fallo  la'ley  49,  tíi.  44  de  la  Par- 
tida 3%  porque  al  establecer  una  de  las  formas  de  acreditar  el 
dominio  en  determinadas  circunstancias,  no  excluye  los  de  ^ 
más  medios  de  josttficaeión  que  condozcAU  al  mismo  resulta- 
do, uno  de  los  cuales  es  la  posesión  {G,<,  núm.  25.-22  de  Ene- 
ro de  48^3) ; ....••         97 

Si  la  Sala  sentenciadora  no  reconoce  el  heeho  de  haber- 

ee  interrumpido  la  referida  posesión  hasta  que  el  demandado 


Digitized  by 


Google 


pígivás. 

«erró  díeba  ]>iaaeki  4)on  .una  empalixu^a,  danflo  liifftr  a)  Hti- 
gio»  DO  68  de  esiimar  la  infraeción  de  la  ley  14^  titQ(oS9,  Par- 
tida 3%  basada  en  dq  ^apuesto  goa  carece  de  joslifícaeióa  eo 
los  altos  (Cy  Düffi.  25,— IS  de  Enero  de  1 883) 97 

3ienesi  nacionales  -— Refiriéndose  el  art.  33  de  la  Instrucción 
de  31  de  Mayo  de  f875,  la  Real  orden  de  18  de  Febrero  de 
4860,  la  de  3  de  Enero  de  fS68,  el  art.  7^  del  Real  decreto  de 
10  de  Jalio  de  f  861  y  la  jurísprodencia  consignada  por  ei  Con- 
sejo de  Estado  de  no  considerar  á  tos  simples  rematantes  con 
derecho  alguno  mientras  la  adjudicación  no  se  hace  y  ellos 
pagan,  confirmada  por  la  Real  orden  de  6  de  Marzo  de  1877, 
á  los  casos  y  forma  en  que  ha  de  hacerse  por  los  compradores 
de  bienes  nacionales  la.cesión  del  remate,  esto  se  entiende  con 
relación  al  Estado,  vendedor,  y  en  nada  pueden  modificar  las 
leyes  relativas  álos  contratos  entre  particulares  (O.,  húmero 
64.— Í6  de  Febrero  de  1883) S3I 

Bienes  parafernales— No  se  infringe  lá  ley  17,  tít.  f  1,  Par- 
tida 4*,  que  trata  de  los  bienes  parafernales  y  sus  privilegios 
con  relación  al  marido,  si  la  sentencia  no  condena  á  pagar  con 
bienes  de  esta  clase  deudas  declaradas  como  propias  del  ma- 
rido, sino  deodas  que  la  SaJa  sentenciadora  considera  á  cargo 
de  la  mujer,  boy  su  heredero,  parte  recurrente,  por  haberse 
tratado  de  sus  intereses  en  el  pleito  en  que  recayó  la  condena 
de  costas  origen  de  la  obligación  (¿7.,  núm.  49.— 10  de  Fe- 
brero de  1883) í 184 

Baenafe. — T.  Costas. 

c 

Capitán  de  na^e.— T«  Dañas. 

Gcurgas  de  la  sociedad  conyugal.— Y.  Dote, 

dasación  — No  es  de  estimar  el  motivo  de  capación  que  se  di- 
rige contra  los  razonamientos  de  la  sentencia  (C,  núm.  9. — 
9  de  Eoero.de  .188.3) 33 

La  eita  de  leyes  inaplicables  al  caso  del  pleito  hecha  en 

las  sentencias  no  puede  dar  lugar  á  la  casación,  si  no  se  ale- 
gan como  fundamento  del  recurso  las  aplicables  que  hayan 
sido  infringidas  en  el  fallo  ((7.,  núm.  27. — 26  de  Enero  de 
1883) 104 

No  son  de  estimar  los  motivos  de  casación  que  se  refie- 
ren á  los  razonamientos  del  fallo  y  no  á  su  parte  dispositiva 

(O.f  nóm.  49.— 10  de  Febrero  de  1883) 184 

No  son  de  estimar  los  motivos  de  casación  qun  se  alegan 

haciendo  sapuesto  de  la  cuestión  (C,  núm.  94.— SO  de  Mario 

de  1883) 333 

No  son  admisibles  los  motivos  de  casación  fondados  en 

bechos  contrarios  i  los  apreciados  por  la  Sala  sentenciadora, 
pues  hay  que  estar  á  dicha  apreciación,  ai  contra  ella  no  se 

TOMO  u  31 
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artícoí/^. itó| -ae  la  vigeníft  *ey  de. EiiiíMc^if^aaifiníQT ^vlLP-s t .. a ^ 
DümerQ  H>.^7  (U  Ábcii  de.t8M)r.*..,*>>ry »..•?-•;... •.•.;•..- : , ;  .fO*^ 
,._  Tampoco  lo  «MI  los  alegad^í^  hacienda  so  pM^^to  do.' }^^ 
cuestión  litigiosa  (Í7.,  aúm.  í  14^—7  de  Abril  de  ÍH83). ...  A       403' 

No  son  de  ctftitbarlos  itto'ti'vósae  casación  íjaé's^  alegan'*''*  ^''^ 

hacierdo  topüestodie  h  cliestióa<(?.,  rtiim;  |18.-^lt  <fo  Absílu'  r   tí 
de  i8K3} •••.••••'••«•.«•■«  •...«^ .  i  *..(•  •!«»•  •.*' *«-«■'•  é'>« ««.i-'f w4'.  ««i* ü Vi •■  T 

La  kiír«OGióii  qoe  se.  re  fie  rq  i\!0%:.iméá&ríiíiúOB(^úh    .¡v.í 

sentencia  im (^^gnada^  no  >pited&  servir;  def.íaadftmenta . legftl'    •:  ^ ;: 

i  piara  la  casáeión^  Bñgáñ  líekie  dadaradiDíicetteraikLiDeBtei  «l.i^     i 
Tribunal  Sapremo  ((7.,  núm.  120.— 13  de  Abril  de  fasa);..:      4St 

Censo.— Si  la  escritura  en  que  se  eonstitcyó  no:  ewiso  tfnétévM^ib^  >vu 
tico  se  «ajasti^,  á  las  pr«sar;polqnes  esta^^f i^f 8.  eajfs.^^jf ^s  J^.,>  .«•();> 
y  29,  tít.  i?  deja  Partida  K^.haJbijéndpfQ  paÍPUdo,  entre  otr.as  > , 
eandiciobe^y  $1  derecho  á  retraer  á  favor,  del  dominio  directjo;.  '\   , 
esta  circarstancia  antpi-lta,  la., dej^andf^  fíe, retractó.,  porque.  ^    ^ 
los  contratos,  cualquiera  que  sea  el  nQipi^bre.qpelas  partes  jes  -  ¿  . ; 
den,  debfii  cumpJirsé  cuajado  uq  son. cqutórjQa^U^  ..  ^'^ 

las  buenas  costuiñb£ej^((/.,ui\irp,l'$.~l^  d^,£oerodQ.I883)*:>v  ,  A^ 

Gompe|isaÁ¿iéii.-L^'ose'infyilig«#1tfsléy«)^90()r94Vlíti  Ml^Páti-     >  ' 
tida  o^,  y  'las  úocM'm^s  eotfisfgiiádiit  dé'  ai^blií*do  con'  ella^  pof>  "    '^ 
el  Sopfefifi^  TrlbutiHaíl/de^qtie  l^ai^a-  k'^c^mpeAslItfíóuid^iínlii^á^  -^     ' 
dito  cofi  otro  es  tfeéésárf^qué  fefeálí^tikl^;  que  iko  pueden  ftef  ^     ^ 
«om pensadas  las  cesas  ó  caiiiidadee^ouündo  uha  és^ietta  f  '*  ^ 
otra  no»  y;qoé  nó  eábe  utjaipensacióíi  eaaofdo  los  eréétiói  qtfe 
tratan  tfe  compenÍBÉíPse  no  fon  líquidos  y  estlgibles  desde  ^ue-' 
go,  coiB^ó  acontece <oáWdo4a^ isuántíadel  crédito  dependo  del'       -^ 
resultado  déla  liqttSdácVóUi  frotqtW  tío  4ia  ¿ido^bíelo  áelliti^     ■   ' 
gio  la  periefiencia  de  los  créditos,  y  i3ohi<ie  se  incutre  en  él» 
vicio  deienert^óT  <íiei»lo  lo  quon0-k>.e»,^  8ea'fle'Sffptorfe^'^ué'*  \  '• 
aquéllo^'no  son  KqDidos  Güafrdo  realmenl^^a^areeán  tales/y^  ' 
nopueéet)  fi^rdéresíí  c(>ndioié#,  c^fiet  cohcé^ifddé  afirmar  el    •    £ 
confesarfle  la'exlstfenol«de'*lg«nt)s|«aste«»áltf  habe^'determi*^    ■ 
nado  M>  itnporie  «i  hMMr  i«)temad<>  jutftlfieacriión  alguM^C.    > 
número  93.— 17  de  Marzo  de  ^883) i ; . : . .  /     830^ 

Gompetoñcia  dejurisdicóídñ  —  V.  Ácúmuia(;ión^\  '   ^ 

Compra  do  cosas  nmebles.-^V.  Muíír.taMda.' 

Comppádlox.-r-y*  ComíirAvenU  ¿  IníerÍpci(ÍH.>  , 

Compraventa.— En  él 'contrato  de  compraventa  p'aáa  a!  com-       ^  ^ 
prador  el  señorío  de  la  cosa  vendida  buandó-huoier^  tbmado 
plazo  para  pagar  su  prétio  ((í,  núm.   128;— Í9'dé  Abríí 
de  1883). .. ........ .,; . . . . . ; . .  I . . . ; .  v. :  .V.  •  :.:;...*..;•     4fe 

Cpmunidades'religiosas.— Según  el  arü2*,dM  ideóle  iod^        ^i    . 
de  Octubre  de  1^8^  4ás  comunidades  ^eliffjosas  fueron. despo-} 
seídas  de  todos  los ¿ieaes,  rentad, ^efochoáy^ ficciones,  qup[,lf|S.  ,.  .  f^ 
l^rtenecieroQ,.  pairado  #  l*^  ÍNropi^dí|d  de)  rE»H<^tj.' Jf  Á9^i!Í?»ír  1 1  i :  t 
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tonque  seátt  ^insaá^e  qoe'ttreétáñ  &  ^iertéé  qae  tio'ké  pertié^ 
hldcen,  puesto  qne  estos  son  los  respe rtsJiblee,  ^tfálqaíei^'  qUe"* 
.sea  ePpó*eedtff  j[p:;DlStíi:7.^?dift  ErierodelSSJK.v*.^  ~  Í4 

CondiciénV^a  fey  Ifj  tit.  M,  Pattída;  6%  y  ^^  deetrjna  del 
TribQoal  Suprecno  .según  la.  qae  {aUando  la  condicióo,  na 
tiene  ningú»  vakxr  hi  efédo  el  paelioiiiie  de -ella  depende  no 
tienen' a|^iicaci6n  si  no  resélta  qiie  fdese  eondielonal  ei  oonve^    " 
nio  de  qo»  aetrata  id;  wtUúv  9h*^6  de  Manso  de:  i%%i). .  h¡  :   di  % 

CondueAó<-^.y.. /Mroaia.,  .  ;  . 

Confesión  JndiclaK^La  ley  i^t|r•  ,43,  Pacida  3',  re  relie:, 
re  sotaméíite  á  ia  ¿"ónósetifneía  que  'ei'feefaa  eá  juicio;';  es  im- 
pertinente (iítarla  eomo  líifHilg;ida  si  no  se  ha  tktrlIÍBadt)  en  el  * 
pleito  éómotmédio  dé'  ptueba  la  tibnfésión  jadtóa!  (Cí,  ftiinae- 
ro  n.-*lt^ile  Enerode  41899);.. ....:....; ..... . . . . . ......        73 

fijando  confeso  él  demandante,  recurrente,  cotno  lo  está 

de  los  diversos  créditos  comprendidos  en  la  reeont envión,  es 
inconductnted^iodQ  pontA el  afirma?  ifnieidebe  ser  aJ^aqaUp  . 
el  qoe^n^  confiesa,  y  queda  eafioic^rufiía.eonaUMtti^a  4e  prue- 
ba ha^éserexplioiu  y  nei  limMada4  «míi  soio  e^iietmg  de  ía 
demanda^'  por  lo  4|oe  la  «enlftiieia  qne  lo  «ondena  al  pago  de ;      / 
lo  pedidQ^A  }a.recoavepci(^n,  no  infringe  la  doetri^adel  Trir  ... 
bu  nal  Supremo,  aegita  la  cual  ai  el  demasdadot^  oonfi/ssa  que 
debe  lo  que  se  le  pide»  la  absola<$ión  de  la.deíaanda  iioi&friii- 
ge  las  leyes  %^,y  i*,  tit.  ia  de  la  partáda  a%  ni  k.dodriaa 
sobre  el  valor  en  juicio  de^  la  conostceneia,  y  la  que  delern^ina 
que  la  co/iosejencia,  á  que.  da  la  ,lej  el  valor  de  prueba  per/eiC- 
ta  y  aaabada,  eala^opíeaMiQJftdiQialiexplíattay  ial^qlaiai,  ^ 
no  aquella  que  se  Jj^úa  iiin  spl^  esttremo  de  la  d^oMiAcilafne-      . 
gando>l  propio  tiempo  Ja  certera  de  lof  dem^  que  de  una 
manera. i»dividnal  cooatiUda  la  base  esenoial  dftlaapei6o.ó 
excepción  deducida  {G» ,  nttm.  93. — H  de  Jlaraa  de.  ljSS3)>. . .     ^%9 
——  V.  Dote. 

Congruencia. — No  falta  á  la  congruepeia.  prevenida  por  la  ley 
16,  tit.  22,  Partida  3^  el  falló  que  accede  sostanciálmente  á  lo 
pedido  por  la  parte  aetora,  aiini|ue  sus  pitabras  n^  sean  idén«  * 
ticas  á  las  empleadas  en  la  demanda,  ó  declare  la  legitimidad 
del  derecho  controvertido  con  lál  modificaciones  y  restriceio-  ' 
nes  que  á  eate  miimo  derecho  imponeii  laa  leyea  ((7.»  Aúme* 

ro  30.— 27  de  Enero  de  1883).: ...  *........-,      H5 

Ea  congcnenie  con  la  demanda  la.  senteoQia  ai  res«e|Vje  . 

tofdas  las  cuestiones  que  han  sido  debatidas  én  el  pleito,  y  por   ' 
ello  no  infringe  ía  ley  16,  tit.  22  de  la  Partida  3*  ((7.,  núme- 
ro 99.-26  de  Mario  de  4883).  .  ;  -.  .  .  .  .  .  ;  ...  ;  ...  '349 

La  ientencia  es  congruente  con  ta  demahc|a  Vr  r^suGflvé 

de  una  manera  concreta  y  determinada  ló  que  en  ella  ae  pid26  - 
por  el  aema^daéie^íX;  núm.  tíl;^fide  Abril -día  i 883).  .  '.    -38i4 
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Ltr  sénleiifia  «roe  ||;iiairdA  •onf;ormi4ad  009  la  .de«ifiida'.  / 

noinfrkig»  faley  46^tíU  M,  Partida  y  (Cl,<itfiai,< í5.-ttW    ' 
de  AbriJ  de  1881).  .••.;..*..*  4,  •  »  •  ¿  ♦„*.,,  j»  ;.  ;*4i 
Y.  InwlMUrio.     .        •  »    . 

Conoscencia.— V.  Confesión fudieial. '  < 

Considerandoa.^V.  é?ÍMdetW«  1  . 

Costas.— La  ley  3*,  tit.  f9Jíbrd  U  déla  Ñdvíwtot  Recopillk-    "^ 
cióQ,  prohibe  iioponer  las  costas  al  apelante  sr  las  sentencias''^  ' 
se  diesen  con  adíiamento  6  moderaeión  (C:  de  ¡7.^  núm.  H.-— 
13  de  Enero  de  f 883).  .  .  .  .  .  ,  .  .  ,  :  / .  .  .  .  .  .  ....      .57 

Condenado  an  (ítigante  por  anto  Brkne  al  pago  de  tas  '\ 

costas  de  un  litigio,  debe  proeederse  á  su  exacción  por  la  vía''  ' 

. ,  d^  aprendió,  sin  permitir  que  se  piromnevan  cuestiones  ex^     ' 
trañas  á  la  índole  de  este  procedimiento  qne  deban  ventilarse 
enjuicio  separado  (0^,  nüm.  49.-^47  de  Enero  dé  1883).  .  .        80 

La  ley  «•,  tít.  19,  libro  11  de  la  Novísima  Recopifaclda 

al  disponer  que  el  que  se  alaó  sin  derecho  dé  las  costas  á  la    ^' 
otra  parte^  supone  que  ésta  acudid  á  la  segunda  iTratanteia^  '  - 
virtud  de  apelación  de  su  contrario,  en  Cuyo  caso  seria  injusto^  V 
hacerte  responsable  de  gastos  á  que  00  había  dado  motivo;  ' 
mas  no  existiendo  ésta  razón  de  la  ley  cuando  ambas  partea 
interponen  dicho  recurso  de  apelación  en  la  primera  instan- 
cia,  aparece  fuera  de  duda  que  cada  parte  debe  satisfacer  las 
costas  á  que  haya  dado  lugar;  y  al  no  estimarlo  así  la  senten<^ 
cía  recurrida,  infringe  la  citada  ley  (C,  núm.  43.-6  de  Fe-  ' 
brero  de  4883).  ;........ •  .  .  .      156 

^  , Según  tiene  declarado  con  repetición  el  Tribunal  Sn-^ 

premo^  corresponde  á  la  ^ala-sentenciadora  apreciar  la  buena  '^ 
6  mala  fe  de  los  litigantes  para  el  efecto  de  imponerles  las 
costas  de  la  primera  instancia  (€.^  núm.  407. — ^30  de  Marzo    > 

de4883) 37« 

- —  Si  el  demandado  fué  también  apelante  en  cuanto.á  la 
absolución  dé  la  demanda  de  reconvención,  al  no  condenarle 
en  las  costas  de  la  segunda  instancia,  en  esta  parte,  se  infrin- 
ge la  ley  2',  tit.  19,  libro  H  de  la  Novísima  Recopilación  y  It 
doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  en  consonancia 
con  ella  (a,  núm.  «4.— 13  de  Abril  de  4883).  ........      «7 

A  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  la  buena  6 

mala  fe  coii  que  procedan  los  litigantes;  y  por  ello  al  conde > 

.  nar  en  las  costas  al  demandante  no  infringe  la  ley  8^,  tít.  tti 
Partida  3^  (C,  núm.  428.-1^  de  Abril  de  4883).  .  .  ....      455 

Gontrato.^El  axi<MDa  jaridieo  fMi£to  mfU  i^rp^nd^  y.  la  I97.  ^ 
del  «ootralQ  sólo  pneden  aplicarse  á  las  partes  contratantes,  y 
es  inoportuDa,  por  tanto,  la.  oitai  coíoq  infringidos  que  de^. 
aquél  y  dié  ésta  se^hace^  si  entre. el  demandante  y  la.demaa-    r 
dada  no  medió  paeto  alguno  i  cuyo  cumplimiento  estuviera 
ésta  obligada  ((7.»  núm  i  23.— SI  de  Eqerpde  4883) •       89 

La  dootrina  referente' á  la  inler prett^ción  de  Jos  contra-^ 

tos  y  la  que  establece  que  no  puede  darse  tal  inteligenciada  ,■, 
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la  qttfct«l%1(«  pkrüwai  ^im  é!  etcMsIvaproire^lio  ]^b}  per-- 
~iii¿ío>Tnr&'dtrM  «é  refieren  idto  ú  loi  eoiltr&tos  en  q¿e4i^  vb- '  ;'> 
oiuad (tolas  parles  resnUe expresada «n  términos osebres 4-   't 
dudosos,  en  cayo  caso  debe  recorrirse  á  las  re((^as«  de-^lntér- 
pretación  para  deducir  la  verJ^ad^ca  iateligeacia  .de  algunas.. 
áe  sos  cláusulas  ((7.,  núm.  13.— 6  de  Febrero  do  1883}.  .  .  .      456 

La  apreciación  de  si  on  contrato  íuéd  no  síoMilsdov  pot 

refedjraoá  on  ponto  do  •bcipho,  corresponde  ^UiSala  senten-  .. 
eiadora  ici^o  criterio  en  esto  ponto  os  el  qoe  debe  prevalecer, 
ínterin  no  se  acredite  con  arreglo  alact.  i692  d^  la  ley  de  En-      ^ 
joieiamiento  cítü  en  so  núm.  7^  qoe  al  bacerse  di^ba  aprecia-    , 
ciói^se  tka  cometido  error  de  becbo,  resoltante  de  documento 

ó  actos  ao^nticos  qoe  demoestren  la  eqoívocacjón  eivídeoie    . . 
en  qoe  naya  Incorrido  la  seotenpia  iC.^  núm.  59.--2I  de  Fe- 

bretodeísas) ?10 

"—^  Si  el  recórreme,  si  bieo  ba  intentado  demostrar  qoe  el 
íallq.  reclamado  estima  errói^eamen^e  el  becbo  de  la  símolacióa 
del  contrato  de  obras  qoe  ba  dado  logar  al  litigio,  no  cita  docu- 
mento ni  acto  aotóotico  que  por  si  sólo  y  de  on  modo  directo     ^ 
y  coocloyeote  pateiUice  el  sopoesto  error  de  becbo,  puesto 
qoe  i^e  limita  á  analisar  algonoa  elementos  de  proeba  de  los 
adocidoa  por  las  partes  para  fundar  en  ellos  ona  apreciación 
distinta  de  ia  que  ha  becbo  la  Saia  sentenciadora  por  el  resoU 
tado  de  ios  mismos  medios  probatorios^  esto  no  llena  en  ma- 
nera algona  las  condiciones  eligidas  en  el  articulo  y  números 
eitadot  de  la  ley  de  Enjoiciamiento,  y  por  conaigoiente  no     . 
:poede  destroir  lo  que  establece  la  sentencia  acercado  la  simu- 
lación del  r^f^rido  contrato  (C,  núm,  59.— 21  de  Febrero  de     " 
1883)., .., í«0 

Los  contratos  simoladoa  no  poeden  |)rod«c¡r  efecto  al- 

goqo  legal,  según  la  constante  jorisprodencia  deltribonal  So- 

.  premo  ((7.,  núm.  59.— SI  de  Febrero  de  f883) •     Í\Q 

— -  Los  contratos  legítimamente  establecidos  deben  enten- 
derse aegún  sus.  palabras,  llanamente  y  como  suenan  cdando  , 
de  so  natural  inteligencia  no  resoltan  obligaciones  absurdas 
ó  ii^posibles,  y  que  cuando  jas  partes  no  están  conformes  en 
80  yerdadero  sentido,  deben  lyarlo  los  Tribunales,  ateniéndo- 
se más  especialmente  al  objeto  6  fin  qoe  se  proposieron  los 
eonjtrataotes  iqoe  á  las  palabras  de  qoe  osaron  para  consignar- 
los,, descebando  aqoéílas  que  no  permitan  qoe  lo  pactado  tenga 
efecto  é  interpretando  las  dodosas  contra  el  qoe  las  osó  (C.,  ' 
núm.  70.— 28  de  Febrero  de  i 883) c *..  .  J252 

Los  contratos  sólo  son  ley  para  los  contratantes  y  los 

qoe  de  ellos  traen  cansa  (C,  núm.  88.— U  de  Marco  de^8S3}.  301 
— -^  Se  cita  inoportonamente  y  no  ba  podido  infringirse  la 
ley  4*,  lit.  I^  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación^  si  la  Sala 
aenteneiadora  no  niega  foerza  al  contrato  por  razón  de  formas 
6  solemnidades  qoe  aqoétla  declaró  innecesarias,  sino  porque 
entiende  qoe  foé  on  acto  simolado  con  el  fin  de  poner  loe  Me* 
nes  á  coblerto  de  responsabilidad  (€.,  núm.  400.^96  de  Marzo 
de  1888),. 354 
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— t».  |gp%|Qí^eote^MoiUa  »i©  o|tórlaaiíia(ly  no.liaq  aoaiCp  i/|r  ^^ 

apIk»hl84eaaDidj^,pof  6|,R«iaUado.ae^4atos  hajf  fi^tones  pari(  ;;; 
jazgar^qoe  la  '«j|criiiiirá.í|>iÚiíijca.conM^a^  «(n  ,p^ol|o'i?iflaáU<lí>;  .,, 

í No  «e  iafring?.  dicho  artícaUi  &7S  jpqcq^e  w.^I  serelja-  j,  ;      . 

mer»R  :U8  4)r«teibM  ,((«19,  p4i^4^  a  •pjrac^earse  Á  prQ&epiia^rjBe  )r,  tí§_^ 
las  Rp«Miftoioi}«s  qp^i  «obre  qíU^  buga  el  Trípanal  seigepcia^,   . 

dor.  { a,  .«4ro>  -riííkT-rí^  4e  Ma^«o  de  1^1 ^ . . , . .  ^  ,^.  ,^.  *  354 

¥»^C(Miír«*<?  ihfnHHf^fkortai  Convmo,  legión  j  mtifrtp:^^. 

dontrátó  á  rabassaTüpria^.-^iun  cpátiijio  la"  da  ración  iblr^'''''^ 
diñaría  del  contrato  titulado  en  Cataluña  á  rábássa  morta  é%)  '' 
de  50  años,  puede  aamentarse  ó  disminairse  esíe  'téWnrdo  t 
volDJttftd  fde  iasi ÜQtQrasaJQS,  1q  mista/O  qaa  <Hki\tí[i«;if  por  ja  \^i  r^^  ^ 
cita^^osao  OMirsensaal  q^e  w,  4¿Ao,i&puira,to.((7.,  nüm,  i.-yí      * ' 
de  aoer^  de  w83)i,4^a^)»,f_,45,*^»f,,««-^^«.»^.«.,«^»;#«^.»^.;*«L,«  .. ^    ■* 
— «-,  ReaueJíia  bajo  est^  criterio, legal  la  Que^Bli^a  del  pleito,  "^ 

:  no  tiej^en.apllcae^Qiaicaaoel  nsa^g^  Omies  causee, /i^\Mo  . 
comoJnfrin^Íd<H7|MiQ9l<o  §9ie.<SjOO.M99iiLQ<ÍP  el  cojitralo  oo  fixís-  ^ 
ten  tiétPiDi49ibá¿iM»  pairi^.^ue-empiece  i  Cjorrer  el  términocTe  ,. 
la  presccipoión.QonMra  lAaQei(}o.ejeceíta,da;;  la  doctrina  de  qde  V 
el  VMoeptie 4e  este^ mh%fí^  Ua a%  unr  puntido  abaciato  y  es  apU :,  r,  | 

cabliOi  i  toda»  las  jiicci(vies  qae  no  se  liallen  ,e  tceptnadas  por  el  ;  ¡ 

GóAigo^atisUii;  Jft<q4ie  det^minaq^ie  en  el  Principado,  cata-  .  | 

iáa.baata:i6'0}qiij^ e( iqAatenga ^p,  iiCejdn  deje  de  deducírU, ' 
por  el  t4rmst»o  d»  30  añ^s  .np{^c«.q^e.  se  pctnsidere  extingaída '/. 
coBttpletamanite;  y  elpnncjplolegal  q^iens^cedeestajurispra:-,/ 

c:   dencia»  de  qpe  desde  el  moiaenio  eo  qne  nace  juna  acción  se^  . 

empieza  á  eKtingak  p<)t  Ja  prea^srÁpciá^;  la  qoe  establece  les 
requisitos  para  constituir  y  hacer  eneas  lá  prescripción  dé  las  ' 
acciones,  bastando  para  qli«  ddtas  queden  extinguidas  y  lüoi^   > 
paédan  utiljtársd  que  aqnel  que  hubiera  podido  ejerotterlas  no  f 
lo  Verifique  dentrc  del  tértfiiho^  que  ulefeoto. señala  la  ley;  la 
que  reconoce  no  ser  un  exacto  prinei-plo  generar  ni. o  pioióa^ 

,.    aplieámé  ía  dé  que  nadie  pueda  prescribir  contra  su! títuloy  ni    ^ 
cambiarse  asimismo  I»  eausa  al  principio  de  la  posesión;  y  la  tahf  ^ !, 
del  cqnlrajta  y.cgtn  jellj  el  4)rwioipio  Ipgal  de  que  nadie  puede 
enriquecer^e.eLa  perjaicío  ^e'o^**^  lC:.,iiám.  4.-5  ié  Eueró  dé  ' 

Goav«nlo,^-^>¥o  habiéndose -ac^reditadó  ia.  eiistenoia  dial  coa* 
véale  €tfyoi»timp^iapiieHip  «e  pretende,  soá;  inaplicables  y  no 
han  podido  ser  infringidas^lae  l^yes  y  dbMrinas  que  detórmi- /' 
nantqueloftoonlFateS'SOiKiefPM'a  los  contratantes  y  sus  cao- 
sahabiantee  y  l^m^  de=  cuaíqut^ra  manera  que  paresia  quie  «no  I 
qmo  0li|igarse  ^  olrop  queda ;0bligadp,  puesto  que  faltay  cornil» ;' 
base'indispeüsableA'la  existeucia  de  un  cantratoóde  una  obi|  . 
gac  óa  exigible  (C.^  núm.  50.— 10  de  Febrero  de  (883).. ....      187 
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^^■^^"Seoil^  inopovtunamepte  y  no  ha  podido  infrioeirse  It  ley 
1»,  Uí.  if:  litr6M0'd'e1í  Wví$'rip'k''R 

«clarp  y  fep^ildik  yeprfs  éiípo^sio  poV  efl  tfibbrtátSijjtéto^^w.í'  ■ 
€8  ainijfibie  ¿F  Cás^  éií  óué/éú^^^  ^aiaes^tonkraitkñle^   i? 

en  dévír'á  éacrítrfra ^ubliéa  11IÍ  tófl^ériio  pflv^dOvf^'Mfftivif!?' 

.  oDiáa  adelante  Üná  de' éílás  iítiporti^hdb  tqijQcfliK  olfato  ba'éi]mi«'^  ; 

'   '  plido  fas  obUgacrones  á  mre  en  el'mitmo'ief  eoraprométid  {ti.,  ^  ) 
núDÍ,  Oí:— 14  ii$  Abríldó  f  8g3^  .-i  /. . .'.  í  ; .  v^í.  ; . . ; . .- . ;  '^. .      433 
— ^Tampoctí  «é  infringe  la  ley  2"  del  mifcrtw)  Ututo''  y^íbfo,  ^■■■■■ 
-oporTiienlencrátjüemandal  elevar  ^  eéisritur*  pfibHcv'diíbo^-^ 
conVénfo,  $¡  la  Sata  sentenciadora  ajpreeia  iio  éitár  (iVélKadá  la    '- 
lesión  álegada'polr  el  demandado  sin  qn^eontra  esa  "aprecia  " 
ción^  baya  alegado  rpor  ej  recurrente  infracción  de  ninguna 
esmi^iC^hmí^n^í-^ii  a^  JLbrirde  1883)  .........  °...      443 

>Gréditó.--Ñd  h^liéñ'dp'sldb  bbjetd  délpl^to  la  na^oraleta  del 
r  I    crédito  reclamado^  sint)  8i"eseéTéd¡tt>8éiiabfa  pér|tfdica<éo  por ' 
4a  tardanza  d^  su  presemaetón  -  en  el  oonearso,  eá  tñapliea^ 
ble;0l  art.  M2  á^.  la  ley  de  EnjóíóittQnien^i»  civil  vígenie^en    ■ 
la  isla  de  Coba  \C.  áer  Zí:,  núm.  4 4.-- 1 8  del  Ener»  de,  i  883)v. .  ^  ^  56 
-—^  La  sentencia  qné  déch^amoroéott  uu' atraeídov  no  in*    ' 
friiig^  la  doctrina  legal  se^ün  la  qne  no  pdede  seríoel  aoreo-^  >^ 
dor  <fQe  nó  f aé  citado  i^ata  la  jama  de  reconocimiento  de  eré^  • 
ditos,  sin  gne  deba  perjtrdicarlél  éí  no  baUarse  sa  nroml^re-eii  ^ 
el  estado  de  deoda^j  ni  el  art.  539  de  la  ley  aniet  mención»- 
da,  porque  apreciando  las  nmebás  la  Sala  sentenciadora,  eft 
usó  de  sos  faenltadfes,  estima  que  «I  recurrente  incurrió*  en 
las 'penas  de  la  morosidad  por  baber  rectaünado  «n  «rédito  ^: 
después  de  las  jontas  de  reconocimiento^  y  graduación  W,  d^--- 
C^.,núm.  14,-^13  de  Knoro  de  4888)...... ...... ;...;.,...        57 

— f;  T,  Compeníáció»y  CQnf^ón  juáwid.  r 

Crédito  Fefkcoionario.'^^  QOtre  l^a  demandada  y  deman-  / 
dante  nO  ekfsie  vlácbiQ  algQ09i  de  derecho  del  cual  pueda  ' 
derivarse' la  acción  real  que  establecen  las  (leyes  26^  28  y  29, 
tít;  Í3^  Partida  5^,  no  tienen  éstas  aplicación,  y  por  tanto  \ 
no^iaeden  deeic89rinfriagtd«t.(C74,  Xktaa.  .SS.-^Uj  4e  ífarzo. ; 

<:aeii,iaa.^No  justiñoando  el  hecho  de  donde  dimanaría  el'  de*' 
>     recho  del  recurrente  á  exigir  uñas  cuentas  en  Io8  términos^ftie 
lo  ha  verificado  y  la  obligación  del  recurrido  á  irresentarlas; 
la  sentencia,  al  absolver  sobre  este  p^üenlai^  no  infringe  las 
leyes  47,  párrafo  coarto  Dígesto  Proeuratoribut)  la  25,  títu- 
lo 5^  tartidá  a*;  íá  doctH«á*l^al  déífi^sída'  de  la  «0  y  ti«^M  w 
guientes  del  lít.  11,  Partida  6*í  y  la  reftlti  i^^^tít^  94/ PartMau^^ 
7»^(C:,  núm.  t\,^tt  de  Pebrei'ó  *r=  «««3):.:. ....;'.  ...a-..'?  SOO 
— '  N6  Sé  irífHrigBf  fa  ley  *f,tft:'4«;  PanWá  6^'  qw  impon»  l 
á  todo  guardador  de  huérfanos  Inegoq^ese'  aenfoar  «d'^ofioio- 
«ía  obligación  de  dar  btíens  co^nta-ó  verdadera;  dr >'loéé«  Xm  \- 
.  ,    bienes  óqI  ñdórfano,  también  mti^lé  cómo  rafZ',)»  for Iti^  senw  < 
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-leHcíaqoe  no  se  refiere  á  estas  eaentas  ni  ftl^i^a^Ive  df  -es^ 
obligaciori,  litto  de  Id  pedido  en  la  demanda,  jímilad^  á.  qiie. . 
se  condenase  á'  los  demandados  eomo  beroderos  del  tutor,  y 
carador  á  entregar  á  la  recdrreñte  una  cantidad  determinada      .  . 
á  no  justificar  la  inversión  dada  á  la  misma  en  el  supuesto  ^e 
haberla  recibido  dicho  tutor,  qae  la  Sala  sentenciadora. estima       .  ^ 
DO  ha  sido  probado,  siii  qne  haya  sido  impugnada  esta  apre*  . 

eiación(Cé¿Dúar.  67.— ISde  lllarso  de  1983);  .^.1 ••      301 

Según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del  art.  63.  de 

la  ley  de  Bnjuiciamiento  civil,  ea  las  demandas  sobre  rendí'* 
ción  y  aprobación  de  las  cuentas  qoé  deban  dar  los  Adminis* 
tradoree  de  bienes  ajenos,  será  Juez  competente  él  dsi  lagar 
donde  deban  presentarse  las  cuentas»  y  no  estando  determina* 
do,  el  del  domicilio  del  poderdante  ó  dueño  de  los  bienes  ó  el . 
del! ngar  donde  se  desempeñe  la  ¿dminislracióB,  á  e|eccióa 
de  dicho  doeño  (Oiomp,,  núm.  i  1 5,-7  d^  :^bril  de  1883) , .  • . »      40S 

Gaestión  ele  hecho  .-*V.  Ápr4CÜtMn  di  prmeba. 

'  D  ;  .-'.' 

Oafios. — Sí  atendidos  los  méritos  del  expediente  instruido  por. 
la  Autoridad  de  Marina  y  el  resaltado  de  las  pruebas  practi* 
cadas  en  los  autos,  es  indudable  li^  existencia  del  daño  sufrido 
por  un  vapor  al  embestir  contra  el  Cedazo  ó  aparato  de  pesca 
que  estaba  colocado  á  la  boca  de  on  puerto,  oftyo  suceso  tnvo 
lugar  por  impericia  ó  deaenido  del  Capitán  de  dicho  buque, 
éste  por  lo  tanto  es  responsable  de  los  perjuicios  que  ocasio-  - 
Qara  el  siniestro,  sin  que  al  declararlo  asi  la  sentencia  recu^ 
rrida  infrinja  los  artículos  934  y  935  en  su  número  V  del  Có^  , 
digo  de  Comercio  ((7. ,  núm.  8.-9  de  Enero  de  1 883) 27 

Dicha  responsabilidad  no  es  extensiva  ál  naviero,  pues* 

to  que  no  debiendo  calificarse  el  referido  daño  de  averia  en  la 
acepción  legal  de  esta  palabra  por  no  rtferirsé  al  buque  ni  á  . 
sa  cargamento,  y  reeonoeidala  colpa  del  Capitán  en  los  tér-* 
minos  que  quedan  eiprésados,  hay  que  comprender  dicho  da- 
ño entre  los  excesos  á  que  alude  el  art.  624  del  Código  de  Co- 
mercio, cuya  disposición  releva  en  tales  casos  al  naviero  da 
toda  responsabilidad;  mediante  lo  cuU,  át  no  estimarlo  asila 
sentencta  rebarrida,  infringe  dicho  texto  legal  (C,  núm.  8«       , 

— 9kleEnero  de  4883)., 2» 

-»^  No  existiendo  daño  que  pueda  apreciarse,  no  procede 
condenar  á  su  indemnización  (¿7.,  núm.  8.-9  de  Enero 

de  1883). ,...•; 28. 

Existiendo  la  realidad  del  daño,  debe  indemnizarle  el 

qoe  lo  cantó  ((7.,flüm.  42.^5  de  Febrero  de  4883) i5% 

Con  arreglo  á  derecho  y  á  la  jurisprudencia  del  Tribunal . 

Supremo  deben  los  daños  y  perjuicios  ser  demandados  ante  el  . 
Juez  del  litgar  donde  se  hájran  Causado,  aunque  el  dañador 
sea  de  otra  vecindad,  y  aifi  debe  cumplir  lo  de  que  resoUe 
xesponsable  (Ctmp.^  núm.  65.-26  de  Febrero  de  4883).  •  .  .     ^3T 
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**'^^*''  PÁGINAS* 

Se^cilftn  ^noi^ortonaménte  como  infringidas  U$  layes  i\ 

Mi.  15,  Partida  1%  y  el  principio  le^ál  según  el  >eal  el  qo^t 
snfre  algún f^añopdr  culps  de  otro  tiene  derecho  á  ser  inden^* 
nisado^||ióir  aquél  que  lo  causó,  y  las  relativas  ai  de))er  deio^T 
demnivar,  si  !a  Sala  sentenciadora  apreció  en  nao  d^  sus  facsU 
tades  que  fdera  del  período  por  ella  designado  no  hay  fruida  . 
de  culpa  ^üe  dHiguni  pechar  daño,  sin  que  contra  esta  apre-? 
ciasióD  se  haya  alagado  infracción  de  ninguna  cIm^((7.  de  ü^ 

núm.  97.-^t7  de  Febrero  de  1883). .  .  .      2i3 

Si  bieri  según  la  ley  3%tít.  l5«Part¡da7*^el  qudCAttSa 

on  daño  esti  obligado'  á  tndemihzario,  es  tambvén  renla;  da 
derecha  consignada  en  el  lít.  34  de  la  misma  Fartidar  fi»«  non 
face  tuerte  áoiró  quien  usa  des%  derecho  (C,  núm.  72  ^r-^  A^ 
Mario  de  ^883); .      t%t 

-  Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  no. paeda 
prosperar  uña  demanda  de  daños  y  perjuicios  si  no  se  jostifí- 
ca  la  eiistencia  de  los  laitoias;  delnsodo  estarse  A  la  aprecia- 
ción de  la  Sala  sentenciadora  sobre  este  particular  de  hecho, 
si  no  ha  sido  impugnada  por  error  de  hecho  ni  de  derecho  en 
la  forma  que  ordena  la  ley  ((7.,  núm.  9Í.--20  de  líarxo  de 
i883) ,*  •  •      333 

V.  Arrendamiento,  ♦   .. 

Declaración  de  C|aiebra.*--y.  Qniebra. 

Beclaracidn  singular. — Las  declaraciones  singulares  pres* 
tadas  en  el  pleito  no  son  los  actos  aaténiicos  A  que  se  refiere 
el  núm.  V  del  art.  1692  de  la  ley  da  Enjuiciamiento  citil  [C. 
núm.  50,— 10  de  Febrero  de  4883).  • f8t 

Defensa  pot*  pobre.— Se  infringe  el  art.  182  de  la  ley  de£ii- 
jmciamtento  civil  ai  denegar  el  beneficio  de  pobreM».  si  la 
prueba  hecha  sobre  la  falta  de  recursos  no  se  refieca  solamea^ 
te  i  la  Sociedad  de  que  se  trata,  sino  umbión  i  los  so^s 
mismos  interesados,  que  individualmente  están  comprendidos 
dentro die  las  prescripciones  del  mencionado ariiculo  \0.de  U,^  - 
núm.  23.-^22  de  Enero  de  1883) .,••»..  «  ,     93 

Ha  de  estarse  á  la  apreciación  de  las  pruebas,  hacha  por  . 

la  Sala  sentenciadora  respecto  de  ios  medios  de  subsisiancia 
del  qnr  solicita  la  defensa  por  pobre  (C.>  núm*  29.r^ld  dft 

Enero  de  18^3). ,  ...  .  .  .     ,U^ 

"-—  No  infringe  el  núm.  1®  del  art.  {82  de  la  ley  da  £njui< 
ciamiento  civil  próxima  anterior  á  la  vigente  la  aentencia 

que  deniega  la  defensa  por  pobre,  en  virtud  de  estimar  la  Sala 
apreciando  la  prueba  producida  por  el  recurrente, que  ih>  aera-  .     • 
dita  SQ  pohreza  en  el  sentido  legal,  contra  cuya  apreeiacióa 
no  se  cita  infracción  alguna  de  ley  ((7.,  núm*  35.r-*r  da  Fe^ 
brero  de  1883) :.  ..............  .      428 

Si  la  Sala  sentenciadora  aprecia  pura  negar  la  pobresa, 

no  sólo  las  declaraciones  de  los  testigos,  sino  también  loa  he-^  ^ 
ches  acreditados  por  la  parte  contraria,  no  infringe  SíÍ  a^t,.^  i9%,     . 
4Íe  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1865;  el  principio  de  de« 
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gla.4Jp  lklegftd<(»y  ^mhado.ppr  lai  ahU^^,^  h  r^gU  da.&vui.  r^ 
€riU9«^4l4i«  pMNiti-ibe^la^obl^gaeióa  á#  eft^oiaír  las  prft9b¡a|  ^  , 
coojiiua-(i¿7.«.Diim.  45.T*-»3«  Febrero 4*  l«8á)l  *  *,^  ^  •  • .. .  ^.UT 
— r  Gonfpro)^  ajo  prevenido  6(1  el  art.  (84  deJakjr  daíAihr  ^i 
jai^mionta  oivU  4e  i95;¿  no  debe  xitoi^gürse  (a  ideleo^i^;  pocl 
pobfe  al  liUgaate  jqaet  la  aotíoiiacpaiMlQ  a^  iofiara^  iiui^ú)  dal  ->.^ 
Jdo» ó Tribnoal sanieiieiad^^  delBámoro  dp  cnadoa^ttertear-    /; 
ga á au servicio,  del ja^qoiler  dejaoaaa qtm  habiie,  <> odQtror  n 
cuaJeaqwara aigooa axt^riores»  qoe.ti^e. oiedioa^aperioj-ea al r-; 
dobk  jomal  de  wi  bmcero  od  cada  localidad;  é  cuya  dUposU  .  1 
c¡óai«e  baUán  aobardinadae  Im  qoe  eoaUeoen  loa  arlípplo^,  ^^ 
•  180«  4  83  y  486  de  kinhoaa  ie^,  aagün  la  jnríapfDdaneia  aan^  .. 
«ioaada  por  ei.TrÁboD&i  Sopceono  {€^,  nám<  70«^7  de  Marzo  . 

— ^  Et^ari.  343^  de  la  ley4e«Enj1H(^aiDMeftW>xiv)^de  5  de  Oi>; 
tubi:6»dd  i8$5  díaponeqoe  «nal  04a9.  de>  «olicjur  algona  do    ^ 
Jas  pac Ma  ^pVKS  feLrejBii>a>el  iofideBia  á-  prnefata*  deUerA  éonoe  •  ., 
dertetoiao  wáxioDO  para  praetiearla  el  4ériQKii>de*20  ái^  {C,y    ^ 
núBu  lio.— B  de  Abrti<de.48ad} ,..  w. ..,...«.  ^  .,..  ,     Mt 
' -^  Ságjiael  arl.  i95Ldd  du^bf  ley,  )a,  soataaciacién  de  ta   . 
pretensión  de  pobreta  debe  acomodarse  á  la  traioiiaeión  marT. .. 
cada  para  los  incidentes  en  los  juicios  ordinarios  (C,  número 
no.— 3  de  Abril  de  i88á) .  :  ,  .  .  .  ;  .  T*.  .  .  .  V  ...  .  ;     ^l 
— ^  TraAseavrídp  el  máximo  del  plaao*  d^  SO  .díaa,  al  de?!*'-'      .  r 
garae  en  la  sentencia  de  primera  y  aegun^a  instancia  el  noe- 
YO  rectbimiento  á  prueba  para  ejeeatar  lá  d^  tacbas,  ae  ban   , 
guardado  ea  las  mismas  1  is  diaposiciciones  vigentes  para  la    •. 
anauntiacióiijde los  incidentes,  y  por  lo  taoto,  no. ha  habido 
quebraotanúeiiip  de  forma  {0*^  jidm».  4IO.^<-3  .de  Abril  de  V 

— <*-  AQ»aae:«ak  rigor  la  donegaei^  del  beneficio  de  pobreza^/ 
nmiea' proa aee  una  verdadMTtiejeoiitoria,  porque  po^de  el  lí-^  ..^ 
tiganie ser  aídoaobre  lo  miaa»0)  tiene «quel earáoter  y  mprer.  ^ 
ce  el  respeto  de  cosa  juagada  mieotraa.nó  se  jeati^oeque- 
deapoésse^ba  venido  á  peorfortenait?*,  nám.  I  Sí. — IG^doi  r 

Abril  da  4883) ,• •.*,     «440^ 

•— M<  £eti|  dnotrina  y  tdi*posi6ién  de  ia  ley  referente  4 .  la^ de-..„ 
fenaas  fMT fobra^tea  pecíeelaiitoBnte  apUeeWe  alicaso  en  qne/SOv.. 
pidefi'  alimentoe  provisionales,  pues  en  aquélla  y  éste  se  trata .  > 
de  jestlfiear  los  tnaádea  desubsiateacía  con.  que  ooenla  el  que  ,^ 
los  solicita  ó  pide  dicha  defenaa;  y  habiéndose  dicho  en  k  pii** 
mera  que  los  tiene  suficientes  para  no  asi  deaUradO' pobre,  es  ^ 
evidente  que  no  f)iiede  concedérsele  tal  concepto  para  obte- 
ner alimentos  mientras  no'Juatifiqbeqee 'póaieriormonia'il  i  ' 
aquella  declaración  vino  á  peor  fortuna,  condición  que  no  tie- 
ne la  prueba  testiñcal  por  él  admitida;  y  por  cotísi guíente  y    " 
en  eata:ooneeptO|  lasenieacia  rei^urmcta,  al  darv  por -probada  la  . 
necedad  del  dieinandantte  y  otorgarle  bajo  este  &upueato.  loa 
alie)«B4oapn>viaío)aleaque  ftoilcUa^,  iñírjnge  lá  ley  4^y.tiiu->'    . 
lo  8£,^PartÁday3«  (€:.|  núou  424.-m46  de*  Abril  de  488(3).»..».      440 
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mini^oi  i^^-liM^f;  ««^irti^ed^t^Hratlo  éhTfibmthSllp«^^'• 
*  *  ^mo,  esttmaiydo  eoiti<r  lef^ál  dreh'a  docitrlmt  ((7.;  »úm.  69.^1?^ 

de  Fé\k9fo  Ü6  ^^H)  :•...;....;..-...;.... ... ;  * . .  *  *  •  - . . .    -  245 

— ^  AafTr<]f06  ¿1  *rt.'1«fl97d6  Ik  ley  dé  Ehj^ficlttmletito  eltH' ' 
ordena  t^ae^ctoiyhéétxraodadír  tercería  deberá  ^feseDtario^éf  ^ 
titalóen'qae'fté  ftínúki^.'nú  ptétitií^,  eomo'  ]ó  h»ú6  el  45^   • 
parí  \\k  easóa  «¡Heérí  él"»e  tfefdrft>1¿air,  ^úb  íio  íb  admita  la  de- '  ' 
maádá'  cuanídiGr  na  aé  ftttie  áx|dé('  l^ef dláiid/  a^n^  sohoiente  i|de 
no  sélédéc^fiú,  to  iéttál  tf|e;iiiftea  q^Qe  ha  de  quedar  «n  aaa^ 
peniü  ^a  a\}inUtófi  basta  tfue üe^  pícente  «I  tf<iül(>  6'dooomea- 
to  ew  <íóé  hef7tíndé  (Ci  nOtní  88.— «  de  Febrero  de'  1»8I). .. '     Si5 
— ^'Diého'artícitlo  noéótafíerea)  iifterla  faealtad'  de  apra^ 
^^cíar  para  admitir  6  do  la  demanda  de  tercer/a  si  el  tíiolo  '9 dé 
con  elU  i^e  ^rekeblé  sWé  )»atá  aia'editár'el  dom/fnfo  ó  él  mejor  - 
derecho  quealéroe  él  demandante^  «i  puedd  striboirae  tat  fa- 
caltad  sin  contniriar  tas  leyes  y  reglas- d«l  proeedimieiUQ, 
porque'  sería  pr^oísfat  en  él  primer  Mmlta  det  jaít^o  taoites^ 
tión  que  ha  de  ser  oDj»to  de  la  sentencia  defiBiiira  (O.,  düoia* 
ro  es.— Í7  de  Fébre^é de  í 883)  .;. • •; . .      tlS 

.'Denegación  de  pipaeba.—t.  i2tf¿«rf o  d/tfa^;a«»Vn«. 

Depósílto.— No  paede  c^aíifioai^se  de  depdsito  regdlar,  enrel  énú 
siempre  conserraeí  depositante  ta  propiedad  de  ta  eosa  d^po** 
sitada,  el  recibo  d^e  nna  cantidad  aanqne  se  eonsl^oe  tal  eaK*- 
dadPen  el  doottmeftto  qne  lo  oonsigne,  si  porel  deináa  contéx» 
to  de  dicho  dooatoét^lo  privado  se  te  qaé  no  foé  an  eontrata 
,    de  aquella  clase  et  qne  realmente  se  eetebró,  iihiesto  qoe  U  re*^  ^ 
feriáa  cantidad  faá  entregada  por  cneota  y  eon  obligaciói  de  ' 
devblvéyla  eti  la  mhitta  especie  da  moneda  idoelariaqae  I» 
recibíalo  en  ota  ^  plata,' y  por  lo  tainttf  aidquirió  tMomiato  -¡ 
y  nsb  de  la  eantMad  q«e  se^deaív  depositada;  con:  la  tkbligt*    / 
ciód^ffe  resfrtttit'olñ)  tanto  de  la  niisBia  espeoie,  ^con  arregle    ' 
á  litley  V^,  tft.'3^d«  la  ParMdaO^  (&.,  aitmc  7«^^3  de  Marov  ' 

*  de  4883)... -.w **... ^ ;..*,;-w;  .  «7 

— ^  Tampbcci  puede'  odiifhsanto  d«  depétrlo  irregular,  pix-qoe- 
taiftoésteiB0tf)é'dl'ir6nláfde^&  téneoAiraoa  gtaaaiteeper'sv   ' 
naltirateia  y^degenéran  en  erra  elase^-seglii»  ia  ley  antea  eitoM 
da,  cuando  media  pt^ecio  ó- galardón  ((7.,  j»6tm.  74.^2deMar*  « 
zode^M3)...........4wv.*i.. •.i.**¿.¿.4...,i*..i      257 

BepoBltaeio  Judiaij^  .f*r>Y.  i>diaiue»a.     -  ,    . 

BerecW  dé  representación.-— V.  Ítfa^¿f'a¿^^^       '       '/    '     ' 

Desalittcié.— No  existe  falca  de 'personalidad  en  el'  depositarle 'v 
jadlciaf  antotiiíadb  para<Bjére^rta'acieión<dé  deseüncie  detiii'''^ 
•  cary  toaseis  pertenecientes  á  en  ibinteeiafto,  teaiendi^.  adeude' 

'    adqatrida'fft  poseiidn  jodleial  de  diohasi  easai  en^  e4  '■  eoaeepti»   i 
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^ 'liada «neonlrario  (Ü.^  nilH).  39.-^37  de  CDero  de  fSSá). ..;.     '  l'2(^ 

"Oob  alfr€?8tó%1  üri;  IW*,  eaaa  «Vd^  1^  ^S  d^Eójtticiíi- 

miento  civil,  no  se  da  recurso  de  casación  por  infracción  de   '  ' 
lej  en  los  juicios  de  desahocio  cuando  la  renta  anual  de  la  ftn-       ^ 
cano  exceda  de  f.500  pesetas  (C,  núm.  105.--S8  de  Marzo' 
de  1883). ,..r .....;....... -.-.^  ^67 

Oeadaeí  del  maFida-^V.  Bienes  parafemaUi  j  Do(e. 
Diligencia  pireparatoria  del  Juicio  e¡eciitiy  o, —'V,' Sentencia  4^- 

finiiip^,         /  >.'....; 

Director  au8ti¿tato.-^V.  SodidéuL, 

División  dé  flnca.r— V.  Siirtidumbre. 

*  .  t  *'•■■■.' 

Docnxaéato.— iSi  el  error  de  liecho  y  de  deree&o  que  se  aiegt 
:  para  apoyar  el  recurso  en.  el  art.  597  de  la  ley  de  Enjuicia* 
miento,  civil,  no  tiene  otro  fundamento  que  el  de  tratarse  de 
apreciar  docunientos  públicos  y  no  de  prneba  testifical,  y  la  '  '  ' 
Sala  sentenciadora  no  ha  negado  eficacia  á  docnmento  público 
Alguno,  sino  solamente  ha  declarado  cuáles  son  preferentes  én 
el  caso  del  pleito,  no  eiisie  la  infracción  alegada  (C,  núme- 
ro 64.-26  de  Febrero  de  i88a) %M 

No  se  infringen  las  leyes  <•,  tít.  U,  Partida  3*,  y.1 14  y 

119,  tít.  18  da  la  misma  Partida  al  dar  eficacia  aun  documen- 
to  privado,  sí  la  Sala  sentenciadora  lo  hace  apreciando  actos 
'  de  las  partes  anteriores  al  eitado  documento,  que  demúestrad 
la  cqniormidad  de  las  Uiismas  con  au  contenido,  y  por  ello 
debe  estarse  á  dicha  apreciación  {C*  ds  ü.^  núA).  69.-28  de  ,  , 
Febrero  de  i8$3)...,. .•...•.-,., ,,,..•.,..      Í4^ 

Dominio  -~9on  inaplicables  y  no  han  podido  ser  infringidas  las 
leyesl*,  tít  11,  y  10,  tít.  18  Partida  B*,  si  la  acéión  ejercita- 
da e»  la  real  de  dominio  y  no  la  personal  de  cumplimiento 
de  una  promisión  formal  y  obligatoria,  y  no  se  ivata  tütni^ó- 
co  del  valor  de  ona'segunda  hipoteca  co^nstitcrida  por  un  aeto 
espontáneo  del  dueño  del  inmueble  gravado  eoñ  la  primera, 
sino  dé  un  embargo  llevado  á  efecto  de  mandato  judicial  á 
instancia  de  legítimo  adreedor  en  finca  anteriormente  grava- 
da á  favor  de  distinta  persona  (C.  de  U,^  núm.  1>— I  de  Bnero 
de  1883) II 

' La  sentencia  que  no  niega  al  recurrente  la  calidad  y  pri* 

vileglos  de  dueño  con  título  inscrito  de  las  fincas  embargadas 
ni  le  priva  de  su  dominio  y  posesión  contra  su  voloutad  y  sin 
aviso  con  toda  la  solemnidad  de  un  juicio,  sino  que  cot)side- 
rándole  sucesor  en  tas  obli^ciones  de  la  persóiria  de  cuya  he- 
rencia derivan  aquellos  bienes,  absuelve  al  ejécutatite  de  la 
demanda  en  qne  á  lítelo  de  dueño  solicitaba  que  se  alzase  el 
embargo  funesto  en  ellos  para  hacerlas  efebtivas,  no  infringe 
las  leyes  13,  tít.  33,  Partida  7»;  2%  tít.  34,  libro  14  de  la  No- 
vísima Recopítác¡<ki;  arf.  S4  de  la  ley  Hipotecaria,  y  doctrina  * 
del  Tribunal  Supremo  que  dispone  que  nadie  puede  ser  pri- 
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vado  de  )a  $nji>  ^  «er  llMDAdo  y  veneido  ^  jakío,  (On  ^^  v  -  ^ 

UTO.    .,      .   .  ..,..,..:  ...   .i 

I>onacióñ.-*"Si  según  la  aprepiación  de  ta  Sata  señtencíadoca  . 
el  actor  do  ha  probado,  caal  le  iocambía  la  ingratitud  del  do- . 
natario,  ni  qae  éste  hubiera  faltado  al  cumplimiento  de  las 
obligaciones  que  te  fueron  impuestas,  en  cu  va  eausa  se  funda 
aquél  para  pe^ir  la  revocación  6  rescisión  de  las  donaciones 
dé  que  se  trata;  debiendo  estarse  á  dicha  apreciación,  porque 
no  ha  sido  impugnada  en  la  forma  legal  antes  indicada,  la 
sentencia  que  en  su  virtud  absuelve  de  la  demanda  no  i«-^ 
fringe  las  leyes  3'  Digesto  á$  ÍQ%QM^%ih%%\  K^áé  doMtionib%$    . 
qu  i%b  modo,  y  6*  y  46,  tít;  4^,  Partida  5^,  citadas  bajo  el  su- 
puesto inadmisible  4e  ser  ciertas  las  cassaa  alegadas  ( O.  i  nú* 
mero  3.-*^5.  de  Bttero  de  i  883) f  4 

Donación  intervivos.— Según  la  legislación  vigente  en  Ca- 
taluña^ las  donaciones  entre  vivos  y  los  heredamientos  he- 
chos en  capitulaciones  matrimoniales^  soo  irrevocables  si  los 
contrayentes  no  se  reservap  la  facultad  de  modificarlos,  sin. 
más  limitaciones  que  la  de  que  no  perjudiquen  Jas  respeo^tivas 
legítimas  de  tos  descendientes  ó  ascendientes;  y  por  lo  tanto, 
cualquier  otro  acto  posterior  sólo  puede  tener  valides  en  lo  . . 
que  DO  no  se  oponga  á  lo  establecido  en  aquellos  contratos 
((?.,  núm.  46.-^8  de  Febrero  de  48S3) <69 

Dote.— Según  las  leyes  7*  y  18,  tít  41  de  la  Partida  4",  y  fas 
demás  por  que  se  rige  esta  materia,  aunque  el  marido  no 

'  poede  enajenar  ni  gravar  la  dote  inestimada,  poede  dispo- 
ner de  los  frutos  de  la  misma  durante  el  matrimonio  para  sos* 
tener  las  cargas  de  la  sociedad  conyugal  {G;  núm.  47.—- 15  de 

Enerode  4883) • It 

Delben  reputarse  cargas  de  la  sociedad  conyugal,  á  cuyo 

pa^o  ettán  alectos  los  frutos  de  tos  bienes  de  la  dote  de  la 
mujer,  ya  sea  estañada  ó  inestimada»  las  dendas  que  coniraet  > 
el  marido  durante  el  matrimonio^  aunque  lo  verifique  pqr  sí 
sólo  siO/Cl  eonsentímiento  de  eu  majer«  mientras,  no  se  praer 
be  q«ke  procedió  con  dolo  ó  que  se  inyirtieroi^  en  cubrir  obli^ 
gaciones  personales  del  mismo  marido  independientes  de  dir  , 
cha  sociedad. (Cv» -núm.  4T. — 45tde  Enero  de  4983)««.^,»..^«        72 

Resuelta  Ja  cuestión  del  pleito  conforme  á  U-^&trina. 

legal  espues^  anteriormente,  la  sentencia  no  infringe  las  le- 
yes 7*  y  4  8,  lít.  4  4 ,  Partida  4^,  art.  1 88  de  la  ley ,  H||M>leoaria . 
y  jurisprudencia  á  «a  tenor  establecida  por  el  Tribunal  Sa^  . 
premn,  coya  cita  es  ademáa  improcedente,  porque  se  bace  en 
el  concepto  ineitaeto  de  haber  gravado  el  marido  los  bieoea  de 
la  dote  inestimada  á  favor  de  nna  obligación  personal  del   . 
mismo,  sin  relación  alguna  non  las  oiergas  del  m^lrimonio*.  . 
cuando  de  la,' escritura  resulta  qoe  tomó  el  préstamo  para 
atender;á  necesidades  da  su  casa  j  fmúi%>^  im  q^^,  ne  bey» 
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probado  lo  eontrario,  y  la  obligacióa  y  el  eiüItti^W^fmfta»^*''   '^^  ^ 
roD  á  las  renta»,  sin.  gravar  U  íncü»  á  cayae.^eii^f  4^  JiipHa    <   r 
también  Ta  decDanda  de  tercería  de  dogaia^.  ded^ci4aI(é.»  dÚt  /  .; 
mero  17.— <$déJEnero  de  Í8513)^»  ^•..•J.  ,.,..'.,v..^.,^;,..4.,..       12 

Si  la  recurrente  no  nfgó.en  8a,deinan4»  he^bo,alg«eQ    • 

coya  prueba  debiera  inéumbir  á  so  cent r.f rio,  debiendo  pre*  >, 
flumiríe  de  derecboque  laa  deudas  que  contjf^e  elm^rido  dur  .  . 
rante  el  matrittíonio  son  para^ sostener  ías  eargiis  de.  la.  aooíe«   , 
dad  conyugal,  mientras  no  s^  pruebe  lo  eontrArJ9,.'eaia  pme^ 
ba  incqmbia  á  h  misma  recurrente*  como  parte  dei^ai^danle.,     >  ^ . 
eor.fortúe  ¿  la  doctrina'estable^ida  eñ  las  leyes  h^j^  !^^  Jtítq-. 
lo  U,  htitida  (^^'  sin  que  lae  Infrinja  la  sentencia  ^ue  así  J»r;' 
estime  (C.,Tiúm.  17.— í5  de  Eneró  dé  4883)L„.....,....t.>i...       .73 

Sí  bien  las  leyes  1\  tíf.  í  \ ,  Partrda  4^  y  8»,  tit.  89,  Par^ 

tida  3\  dryponen  qneel  anrido'ilO'pfié^- éiiajebarfuf'M^neS'     '  '    ' 
que  la  iHffjerMetá  ai*i»«trrdionio  ootí  el  •eftrátfér^de'ddtfles 
inestimados,  f'qyté  no  te  ganen  por  tiebJpélls-  doseiS'qttéla' 
majer  diere  á  so  marido  en  dote,  sino  después  de  terminado  . 
el  matrimonio;  son  kuipliéables^  y  naptíedeti  tfeoik^dlttfringi-  ' 
da,  si  np  Aparece  probado  á  juicio  de  la  Sala  a^nt^neiad^ra,  aL . 
que  hade  estarse^  si  no  tía  sido  impugnado,  en  jx^s  t$ro)inoa 
que  la  ley  autoriza,  que  la  demandante  hubiese  entregado  á  . 
uno  la  casa  de  que  se  trata  en  concepto  de  dote  {(iestimada, 
ni  siquiera  que  fuese  esposa  de  él,  ni!  que  le  perteneciera  tal 
finca  cuando  este  la  vendió  coou)  propia  al .  demandado  (C.^ 
núm.  í4,-722  de  Enero  de  1883),  ....,, ,  ^  .,,  ,  ^  .  .. ,..  •  -•      H 

".;    ..    ■      '  ■■£:'■'/  '■'■';  •"•  ■,'■  '■• 

ISJecatado.— Y.  Enajenatíón  en  /f«Jfdf{ í^f  ^cregdor^j^.Ter^  ■:   .    . 
certa, 

syectttoria. — V.  De/tnsa  par  pobre,  ^ 

Elaboración  de  oldetps.— V.^^afo d^frtftffpj^,  .:..:.. 

Elección  de  |ieredero.--^La  costnmi^re  observ^dA  ei^i  Ca^taluaa  . 
y  Mallorca  y  sancionada  por  la  jurisprudencia,  de  que  puede 
el  marida  eoni^rii^á  su  mujer  la  facultad  de  élefgir  Heredero 
aniversal'de'k)eblene«>  ife^tqiiér  entre  Iw  hifos'de' a  al 

que  mejor  le  pareciere,  y  4a  dürelrina  fegal,  autorizada  por  él  ' 
Tribunal  SopreiMo,  deqve^  niia  f^£  Verificada  ditba  electíóii 
en  un  doe«mento  Solemne-no^pneráe  y^  dé]»  dé  (H'oducir  aos 
efectos  ni-eet^  revdhaéa  pdr  tá  =  mtsetfá  peréd'na  que  osó  de 
aquella  ftfei^Uad,  neceen  ai^lieablée  el  «ssoert^n^el  testador 
no  facultó  a  so  mnjer^para  elegir  hetederode  áqm^l;  Sino  que 
Ja  nombi^óeii'4)erietfera'univereal^pfopieiaríbj  imp^niétidole  Ift'  ^ 

obligacióiv^iqve^éePa'debiía  eutti'pHreoino  heredera' toftíntatiaV 
de  babero  d»ponet- de'Nm  bienes'deriéSladt^rá'fáTér' de  uno 
ó  más  de  s\ii  ideb>h)os  y^^eseentiNentes  de'éslo^;'sln"eirtikblércer 
restricciones  At  eé^dteionies fkai^a élcQmplitirien\«  de estiiTibti'-  - 
pación  ((Z,  núro,  33.— «9  de  Enere  de  1883).  .  J  Vi  .'^^; '.   •  W5- 
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EnajenÉlbfóki  étt  fj^iulé^áé  WreédoréS.'-T'^Si  son  hechos'      | 

probatiyaí  á  juiero  dé  íáSaíía'  seniéridadori,  coiitra  éaya  aprer     /  ', 
^cJacióB  de  ias  pruebas  snmiaisiradas  por  üha  )r  otra  parte  no        1 
se  cita* fíífrafcíífóri  alfana  dé'  ley  ó  de  docirina,  que  las  etécri-  ^    * 
turas  Blri^^ui$' Sé  funda  lá'demáhdá  fueron  combinadas  entre  la 
tercertátk  y' éHjíecütktfó;  pkra'qoé  reducido  éste  á  la  condi^ 
ción  dtf'iniíolvénté/'qvéaaséh  defraudados  ios  derechos  que 
persegdffíi  él  •ejecutante;  en  tales  circunstancias  la  leiy  1*,  títu- 
lo 15,  PaHidi  5*,  y^  la  jurisprudencia  á  su  tenor  establecida      , 
por  elTriBunal  Suprémio,  condenan  é  invaUdán  la  cesión  de 
'    las  fincas  embarcadas  en  (fué  ládeinanda  se  fundik  ((7.  ¿tf  CT., 
núm.  2.-^^4  de  Enero  de  188^).  ....  ..  ,  .  .  ......  .,'  "  \k 

Error  de  Juecjüp. — ^^s  mcoAduoonte  alegar  errof  de  hécbo 
cuando^ .por93ult^4édoeumQntos  que  demuestren  i» «qFii¡vs(»r4> 
cación.  |evi4ente>  del  juzgador  ((7m  núohi  iS3.-*«-t4  de  Abril 

de  I88.3/»;  ,<;  •   -i^..    •  '•  -••  ♦'**  ^.  •   1*.  '.    •  •#    i.   *:  »      é    i  i« '•    »■     •    *    •    "•    '      43» 

V.  Apr^ciacié^  ée  prl*e^  y  JÍ€eur4a  de  coiaciá». 

Ezpedidiité  posesorío.-^Irístrvido  un  expedienté  posesorio 
en  virtud  de  Id  dispuesto  en  él  art.  397  de  la  ley  Hipotecaria 
en  la  fórñia  y  con  las  ^égtas  establecidas  en  el  398,  para  que 
la  opostícBn  del  que  le  cféa  con  derecho  á  los  bieueS  ciiya 
inscripción  sé  solicite  mediante  la  ¡nform;ación  posesoria  surta 
el  efecto  de  suspenderél  feursó  del  expediente  ó  la  inscripción 
en  el  Registro  si  estuviese  ya  aprobado,  es  necesario  que  se 
formule  por  demanda  en  juicio  ordinario  y  que  dicha  deman- 
da se  registre,  según  lo  dispuesto  en  la  regla  6^  del  citado  ar- 
tículo 398  (O»,  núm.  97.— 14  de  Marzo  de  1883) 

Expresa  y  t&citd.-i'V^.   VoiuHfctd  dilUHaitfr. 


34& 

vf 

.-■  »•   ■•■ ' 

:  1 

Falta  de  personalidadi^T.  Recurso  dé  cáracién. 

Wallecití&éñtó  der tésftádór.-^V.  Válúntad del' feitador. ' 

Fiador.-^Alu  pretender  eJ  Banco  de  Bspañft  qm  la  responsabili^    :   • 
dad  del  ¿ador  da  un  ccbradoír  de  oontribuciones  tr4apase.  el 
período  tde- ios  ocho  primeras  am>s.-par*quie  se  encargó  dicbo  ^ 
Banco  de,M  Recaudación  déi  laa  mifnWv  u«  jíe-iobliga  ni^a 
el  tiempo  ni. en  la  fosa,  garantidla  i mia  da  lo  qoe. en  d ae  iM%' 
gó  al  coi^titairse  U  QaiM|;^>  p«e#to  qpe  en  M^  na  se  de^er^      ir 
minó  tiem^poen  ar;iioi)íaeoii>l  iGOiitrato¡piiiDeipal  celebfado  <     »;• 
entre  el  .Gobiarpo  v  el  Banco,, que  ne  sólo  ^fa;de4ícbos  oeho 
aflos  sin^  de  unaduiraciáo  inde^nida  y  pojaiblemanle^  m^or  .    .  .^ 
fue  la  esjtipiilada  en  I876t,ni  ae estahléi^ió  Mm^ooo . re^stiri^ .  , .. 
ción  alguna  en. chanto  á  las  aUeraqione»  ó  aumento, dií  trjhn-    . 
tos  á  que  aBua|(Bén.(e  eatá^n  «ujetoa  l(^s  preiupoestpa.  ^  qua.iia  -    . 
podían  oi^ttltarae  á  la  previsión  dQ  las  partes  (C?<t  ailbOQ-»  404.'^-     .  : 
t%4^  Marzo  de  188o].  •  .;« »r..v  •  •  »'.  •:..•> ;»  •  «.  p  ,<,•■ «  •\\;    ^3|S$.^ 
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Fideioomiso.— V.  Muufircif^p. 

Frutos  —V.  J)ote  y  Legitima. 

Fundación.^  V.  Laudemia. 

Fuerza  mayor.— En  cuestiones  de  hecho,  como  lo  es  la  de  si  • 
ha  exisitido  ó  no  fuerza  mayor,  ha  de  estarse  i  la  apreciación 
de  la  Sala  sentenciadora  si  contra  ella  no  se  alega  error  de  he- 
cho ni  de  derecho  en  la  forma  qae  determina  el  caso  7®  del 
artículo  469)  de  la  tey  de  Enjuiciamiento  civil  (C,  núm.  127. 
— Í9  de  Abril  de  i883) ..,..•      449 

H 

Hechos.— V.  Prueba. 

Heredamiento.— La  constitución  única,  tit.  V,  libro  5*,  vo- 
lumen 4*  de  las  vigentes  en  Cataluña,  y  la  doctrina  del  Tri- 
bunal Supremo  qoe  deelara  nulo,  de.ningún.  valor  ó  irrito  ipM 
jure  el  instrumento  que  se  otorgue  por  ios  hijos  á  favor  de  . 
los  padres,  ó  por  cualquiera  otra  persona  á  favor  de  cualqaie* 
ra  otro,  en  disminocióa,  derogación  ó  perjuicio  del  hereda- 
miento ó  donación  hechos  por  los  padres  á  sus  hijos  ó  cual- 
quiera otros  en  tiempo  de  bodas,  se  refieren  á  las  retrodooa- 
ciones  ó  cesiones  que  hagan  los  donatarios  á  favor  de  los 
donantes,  ó  de  otro  en  su  nombre,  de  todo  ó  parte  de  lo  do- 
nado en  disminución,  derogación  ó  perjuicio  del  heredamiento 
ó  donación  hecha  en  tiempo  de  bodas,  declarando  nulos  los 
instrumentos  que  las  contengan  para  evitar  los  fraudes  que 
con  frecuencia  se  cometían,  v  por  consiguiente  no  son  aplica- 
bles cuando  sólo  se  trata  de  la  nulidad  ó  validez  do  un  conve- 
nio celebrado  para  dividirse  la  herencia  del  padre  y  abuelo 
respectivamente  de  los  contratantes  (C,  núm.  9i.— 16  de 

Marzo  de  4883). , 315 

V,  Donación  inlervivos. 

Hijos.— V.  Desheredamiento  y  Legiiima. 

Hipoteca.— Según  la  ley  34,  tít.  13  de  la  Partida  5%  sesub- 
rroga  en  los  derechos  del  primer  hipotecario  el  extraño  que  le 
satisface  su  crédito  con  la  condición  de  que  se  los  otorgue 

(¿/.,  núm.  38.-3  de  Febrero  de  4883).. 438 

Al  disponer  en  so  última  parte  el  art.  453  de  la  ley  Hi- 
potecaria* que  cuando  la  hipoteca  se  ha  coostitaído  para  ga- 
rantizar obligaciones  transferibles  por  endoso  ó  títulos  al  por- 
tador, el  derecho  hipotecario  se  entenderá  transferido  con  la 
obligación  ó  con  el  título  sin  necesidad  de  dar  de  ello  conoci- 
miento al  deudor  ni  de  hacerse  constar  la  transferencia  en  el 
Registro,  no  dice  que  valga  para  tales  efectos  la  trasmisión  da 
aquellas  obligaciones  sin  llenarse  la  formalidad  del  endoso, 
que  es  esencial  y  característico  requisito  dd  la  misma  ((7.,  nú- 
mero 38.-3  de  Febrero  de  1883) 43^ 

Si  el  tercerista  no  lu  adquirido  sobre  la  finca  objeto  de 
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la  tercería  los  derechos  de  acreedor  bf^fé^ri^'^  nó  pnééh'jftfr     '  ^^ 
^onsigaiente  alegar  preferencia  respecto  al .  acreedor  qo^liejp,  :  >>  ;^ 
ne  hipoteca  sobre  parte  de  la  propia  finca,  ni  inVocar  útilmen- 
te que  éste  resalte  enrigoecido  en  su  jMrjiíidio;'  nó  tenféüdO'-   -^'^ 
por  [fi  Un|t9  aplicación,  al  oaso  Us  Uyes  27,  y  34v,.tít*  43,  Par:-.  . 
tida  $' y  el  principio. de. derecho  consignado  jen  la  regla  47/. 
titulo  34,  Partida  7   que  prohibe  que  nadie  se  enriquezca  ea 
perjuicio  de  tercero  ((7.,  nUoQ.  3S,— 3.de  Febrero  de  1883).. ,       i,39 

Las  leyes. r>  (5  y  16,  lít.  13,  Partida  5%  no  firohiben 

ne  en  la  hipoteca  de  on  eslablecioQiento  agrícola  se  compreo- 
an expresamente  los  semovientes,  aperos  de  labranza  y  de- 
más efectos  anejos  al  mismo  (C.  yM  ^m  nt^oa.  57. — 15  de  Fe- 
brero de  1883) 20i 

\.  Dominio  y  Mujer  ea9ada. 

.   •     M  ..   .     I-  .       ..  •    ■   . 

Xmimefi^o  sobre  tt*a»Iaóidiiés  de  doiatnlo-^V.  Becuna  de 
casado)!^. 

Incidente. — ^V.  J)efensa  por  pobre. 

Incompetencia  de  JtA*f8diCGi^ii.-^y:  ñeeurso  dt  eataeión  y 

Sentencia  dejinilitféí» 

Indemnización.— V.  Daños, 

Infraceidn  dé  ley.— -Las  leyes  y  doctrinas  sobre  oaesiiones  qae 
no  han  sido  discatid'as  en  el  pleito  oportunamente  no  puedeti 
ser  objecto  del  recurso  de  casación  (C?.,  ilúm.  99^.^^26.dé  Marzo 
de  1883).. 349 

Y.Caeacián. 

Informacidn  posesoria.—V.  E^p$dienU  posesorio^ 

Xüécripción.— LasleyesS^y  51,  tít.  5°,  Partida  5*,  y  fado- 
trina  establecida  en  su  conformidad  p5r  el  Tribunal  Supremo 
se  hallan  modificadas  por  la  ley  del.  Registro  de  la  propiedad* 
que  da  la  preferencia  en  los  bienes  raices  enajenados  al  com- 
prador que  haya  inscrito  primero  su  título  ((7.,  núm,  64. — 

26  de' Febrero  de  1883). Í3f 

; y.  Bapediente  poieiorio,  Posetién  y  Retraotú, 

Insolvencia.  ~V.  Enajenación  en  frauda  de  acreedor4i. 

Jnstituci^ia  de  heredero; — Atendfdoé  los  términos  de  la  cMo-  | 

sula  testamentaria  en  ^ifiudde  la  eoalse  instituyeron  uno^ 
hermanos  mutuamente  herederos,  ofdenand'o  que  fallecido  el 
último  de  ellos,  de  los  bienes  que  quedaran  fuera  una  tercera 
parte' para  una  persona,  y  si  ésta  falleciese  sin  sucesión  los 

gue  no  hubiese  consuibido  de  la  herencia  pasaran  á  otra  y  sus  : 
íjos;  desde  luego  ise  comprende  que  respecto  i,  esta  tercera 
parte  de  bienes  quedó'  establecida  una  sustitución  vulgar  tá  ^ 
^  cita,  porque  á  no  ser  asi,  las  palabras  m  ésta  fafteéiere  sin 
«ucesrón»  carecerían  de  sentido,  no  llegando  á  determlnarsa 
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el  destiao  qae  se  bobiern  de  dar  á  dicba  porción  herediUria 
8i  aquélla  moriese  con  bíjos,  lo  qae  no  debe  saponerseen  el 
ánimo  de  los  testadores,  con  tanto  mayor  motivo  cuanto  que 
por  la  serie  de  institaciones  de  heredero  que  hicieron  con  ca- 
rácter recíproco  y  las  sQStitucioDes  que  establecieron  demos- 
traron claramente  que  su  voluntad  no  fué  morir  intestados, 
ni  aon  con  relación  á  dicha  parte  de  herencia,  la  cual  de  nin- 
gún modo  podría  pasar  a)  segando  instituido  y  sus  hijos,  no 
realizándose  la  condición  de  que  la  primera  muriese  sin  des-  , 
eendientes  (C,  núm.  120.— f  3  de  Abril  de  1883)..  •  .  *     .  .      itt 

Al  estimarlo  así  la  sentencia  recurrida,  no  infringe  la    , 

ley  1%  tit.  5^  Partida  6*,  toda  vez  que  ésta  se  limita  á  definir 

la  sustitución  y  explicar  sus  diferentes  clases,  ni  la  2^  del 
mismo  título  y  Partida  invocada  haciendo  supuesto  dé  la 
cuestión  litigiosa  al  afirmar  que  dicha  cláusula  no  contiene  la 
institución  vulgar  tácita  que  autoriza  dicha  ley  ((7.,núm.  120. 
—13  de  Abril  de  1883) 42^ 

Por  la  misma  razón  es  inaplicable  y  no  ha  podido  in- 
fringirse la  doctrina  legal,  según  la  cual  no  debe  interpretarse 
la  voluntad  del  testador  d«  una  manera  que  vaya  más  allá  de 
lo  que  expresa  la  letra  de  su  disposición,  que  debe  entenderse 
y  cumplirse  en  los  mismos  términos  que  la  manifestó,  sin  que 
pueda  suplirse  ni  ampliarse  ni  entenderse  de  otro  modO/que 
llanamente  como  suena;  ni  la  regla  de  interpretación  según  la 
que  para  interpretar  rectamente  una  cláusula  no  han  de  apre* 
ciarse  aisladamente  sus  diferentes  disposiciones  sin  comparar* 
las  entre  sí,  porque  el  concepto  oscuro  ó  dudoso  que  se  su- 
pone en  dicha  cláusula  ae  concreta  á  ella  misma  y  no  puede 
explicarse  por  las  demás  ((7.,  núm.  120.-^13  de  Abril  de 
1883) 422: 

Iziterdicto.*-Los  efectos  de  la  sentencia  restitutoria  dictada  en 
un  interdicto  de  recobrar  que  ha  sido  consentida  por  las  par- 
tes, únicamente  pueden  invalidarse  haciendo  uso  en  el  juicio  . 
plenario  correspondiente  del  derecho  que  pueda  tener  el  dea- 
pojante  y  que  le  reserva  la  ley  sobre  la  propiedad  ó  sobre  la 
posesión;  y  no  habiendo  utilizado  el  recurrente  este  medio  le- 

f^al,  puesto  que  se  limitó  en  la  demanda  á  pedir  la  nulidad  de 
a  sentencia  del  interdicto,  sin  formular  pretensión  alguna  so^ 
bre  su  derecho  á  la  propiedad  ni  á  la  posesión,  no  podía  pros- 
perar tal  demanda,  y  en  este  concepto  la  sentencia  que  ab- 
suelve de  ella,  no  comete  ninguna  infracción  [O.,  núm.  22.— i 

22  de  Enero  de  1883).  .  , 8» 

V.  Arrendamiento, 

Xnterpretacióii.-^y.  CbM^ra/9. 

Inventario. — El  inventarío  de  una  herencia  ha  de  ser  la  des-?    , 
cripción  de  los  bienes  y  derechos  que  á  la  misma  correspon- 
dan en  el  estado  que  tenían  á  la  muerte  de  aquel  á  quien  per- 
tenecieron, según  lo  prevenido  en  las  leyes  5*,  tít.  6°«  Par* 
tida  6^  109,  tít.  18,  Partida  3"^  y  el  art.  431  de  la  de  Enjuí-- 
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cUnáfiénto  civil  próxima  anterior  á  la  vigente  ((7.,  núm.  16.— 

15  de  Enero  de  1883). , ......*     68 

7-;-'  Sí  eñ  las  demandas  acnmnladas  que  dieron  origen  al 
jaicia  se  pidió  de  ana  manera  concreta  que  se  hicieran  en  lin  . 
inventario  de  bienes  las  inclusiones  reclamadas  al  tiempo  de 
su  formación,  la  sentencia  qu^  considera  la  conformidad  de 
las  partes  sobre  este  extremo,  y  lo  resuelve  en  su  parte  dis- 
positiva, es  congruente  con  la  demanda  y  no  infringe  las  le- 
yes 12  y  46,  tit.  si,  Partida  3%  art.  61  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  y  doctrina  consignada  por  el  Tribunal  Supremo 
en  sn  conformidad  (C,  nüm.  46.-8  de  Febrero  de  1883).  .  .      169 

Juez  competente,— V.  Áecién  personal,  Cuentas  y  Daños. 

Juez  municipal.— y.  Acto  de  eoneilicíción. 

Jnicio  ^ecutivo.— V.  Recurso  de  casaeioni 


Laudo.— La  facultad  que  los  otorganteflde  la  escritura  de  eom^ 
•  promiso  adquirieron  de  dejar  sin  efecto  el  lando  que  dictaron 
los  arbitradores  pagando  la  multa  convenida  dentro  de  los  tres 
días  siguientes  al  en  que  seles  enterara  del  mismo,  constituye 
nn  derecho  perfecto,  fundado  en  el  art.  302  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento mercantil,  consigniente  al  precepto  del  art.  297 
de  la  misma  (C,  núm.  96.— 2t  de  Marzo  de  1883).  .  .  .  ^  .  .      343 

El  decreto  ley  de  6  de  Diciembre  de  1868  y  el  Real  de- 
creto de  3  de  Febrero  de  4881  no  han  derogado  los  deedchos 
legitimamente  adquiridos  ni  se  han  referido  á  ellos,  6|no  á  la 
forma  de  proceder  en  los  asuntos  judiciales  que  se  sustancian 
en  los  Tribunales;  y  el  derecho  de  que  un  laudo  pierda  su  ca- 
rácter llenando  Uparte  que  lo  pide  la  condición  exigida  en  el 
contrato  de  arbitraje  no  puede  tener  el  concepto  de  procedi- 
miento, sino  de  un  derecho  sustantivo  (C,  nüm.  96.— 21  de 
Marzo  de  1883) 343 

—  Al  desconocer  la  sentencia  recorrida  el  referido  derecho 
suponiendo  que  no  se  da  contra  el  laudo  otro  recurso  que  el 
de  casación  en  conformidad  al  decreto  ley  y  demás  citados  an 
teriormente,  declarándose  por  ello  incompetente,  infringe, 
por  hacer  de  ella  aplicación  indebida,  la  disposición  4^  de  las 
transitorias  del  referido  decreto  ley  de  unificación  de  fueros  y 
el  art.  302  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  aplicable  al  caso  de 

este  pleito  (C,  núm.  96.— 21  de  Marzo  de  1883) 343 

V.  Heeurso  de  casación, 

Landemio.— Si  resulta  de  documentos  y  actoa  auténticos,  que 
una  casa  pertenece  á  una  fundación,  pues  consta  de  las  ins- 
cripciones de  dicha  fundación  en  Contaduría  de  Hipotecas  y 
en  el  Registro  de  lá  propiedad  y  de  la  escritura  de  redención 
de  una  de  las  pensiones  hecha  por  el  cabezalero  de  las  mis- 
mas, que  sobre  la  referida  casa  y  otras  ha  pesado  á  prorrata 
hasta  su  redención  la  carga  de  laudemio  consistente  en  ladé- 
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cima  parte  del  precio  de  venta;  la  sentencia  qué  lo  lieeeoDoce     - 
ÍDcarr«  en  el  error  de  derecho  señalado  en  el  núm.  7^  del  ar*    ^^ 
ticalo  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  citil  (C,  nüm.  i^*^4 
de  Enero  de  1883) .  :  .  .  S 

liOgado.— No  infringe  la  volnntad  de  la  testadora,  ni  la  ley  8^, 
tíL  33,  Pattida  1^^  ni  las  doctrinas  qne  establecen  que  la  vo 
Inntad  del  testador  es  ley  en  la  materia,  y  qae  las  palabras 
del  testador  no  deben  interpretarse  de  manera  qae  vayan  más 
allá  de  lo  que  expresa  la  letra  de  las  disposiciones,  Fa  senten- 
cia qne  al  condenar  al  demandado  á  qae  pagoe  las  30  000  pe- 
setas de  los  legados,  en  metálico,  valores,  bienes  muebles,  ó 
en  lo  que  más  le  convenga,  emplea  las  mismas  palabras  nsa- 
sas  por  la  testadora;  y  al  prevenir  que  dicho  pago  se  haga  dé 
modo  que  resulten  entregadas  íntegras  las  expresadas  canti- 
dades, con  exclusión,  por  tanto,  de  los  créditos  dudosos,  cum- 
ple también  la  voluntad  de  la  misma  testadora,  la  cual  expresó 
con  palabras  claras  que  su  marido  percibiría  el  remanente  del 
tercio,  después  de  cubiertos  tos  legados;  por  lo  cual,  y  por 
haberlos  fijado  en  cantidad  determinada,  es  evidente  que  quiso 
foese  real  y  positiva  su  entrega,  y  no  lo  sería  si  quedaran  ex- 
puestos A  la  disminución  que  pueda  resultar  de  los  créditos 
dudosos,  cuyo  quebranto  debe  sufrir  el  legatario  del  tercio, 
por  serlo  de  parte  alícuota  del  caudal  (¿7.,  núm.  36.— i®  de 

Febrero  de  «883) «2f 

Conforme  á  la  voluntad  de  la  testadora  y  á  la  naturaleza 

délos  legados  de  aue  se  trata,  debió  pagarlos  el  recurrente 

;,  luego  que  recibió  A  tercio  de  los  bienes  de  )a  herencia,  del  que 
habían  de  deducirse,  constituyéndose  en  mora  desde  aquel  día 
por  ser  liquida  la  cantidad  y  no  haber  tenido  razón  derecha 
para  dilatar  el  pago; y  por  consiguiente,  la  sentencia  que  le 
condena  al  pago  de  tos  intereses  legales  desde  la  contestación 
á  la  demanda  no  infringe  el  art.  8^  de  la  ley  de  U  de  Marzo 
de  1856,  y  las  doctrinas  establecidas  por  el  Tribunal  Supre- 
mo, según  lasque  el  obligado  al  pago  qus  no  incurrió  en  mo- 
ra por  haber  estado  siempre  dispuesto  á  hacer  entrega  de  las 
cantidades  qne  debía  abonar  ha  de  ser  absuelto  del  pago  de 
los  intereses  y  hasta  que  se  fije  por  sentencia  lo  que  debe  pa- 
gar el  demandado  al  demandante,  no  existe  razón  para  consi- 
derarle deudor  moroso  é  imponerle  el  pago  de  los  intereses, 
las  que  se  citan  haciendo  supuesto  de  la  cuestión  (C,  núme- 
ro 3^.— r  de  Febrero  de  í883) 430 

No  infringe  la  ley  5',  tít.  33  de  la  Partida  7%  sino  que 

se  ajusta  á  su  precepto,  la  sentencia  que  entiende  llanamente' 
y  como  suenan  las  palabras  de  una  cláusula  testamentaria      > 
(Cnúm,  H8.— H  de  Abril  de  1889).  . 411 

,    Si  las  condiciones  impuestas  por  el  testador  para  que  la 

legataria  adquiriese  la  propiedad  de  los  bienes  con  que  la  do* 
taba  fueron  que  contrajese  matrimonio  y  tuviera  sucesión,  y 
estas  (condiciones  se  cumplieron,  en  su  virtud  adquiríó  el  de^ 

,  ^  recho  á  los  bienes  trasmitiéndolo  á  su  hijo  por  ^u  fallecimien- 
to, y  habiéndolo  estimado  así  la  sentencia  no  infringe  la  ley 
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34,  líL  9*  de  U  Partida  6»  (C,  núm.  H8.— H  de  Abril  de 
I883y. 4n 

La  disposición  de  la  ley  5*,  lU.  33,  Partida  7*,  según  la 

«  cual  «si  el  testador  asase  en  sus  íablas  de  palabras  generales 

que  pudiesen  tomar  entendimiento  de  ellas  á  mochas  cosas, 
entonces  debemos  entender  que  sa  voluntad  fué  de  dar  aque 
lia  cosa  qoe  menos  vale,»  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que 
el  legado  de  qae  se  trata  no  se  refiere  á  cosas  de  las  enales 
pueda  haber  distintas  especies  con  diferente  valor,  qoe  es  ca- 
so de  la  ley  (C,  oúm.  129.— 20  de  Abril  de  1883) .      157 

Si  el  testador  legó  á  so  esposa  la  casa  en  qoe  habitaba 

con  todas  sus  existencias  y  pertenencias,  no  infringe  dicha 
ley,  en  el  concepto  qoe  las  palabras  del  testador  deben  en- 
tenderse llanamente  y  como  ellas  suenan,  la  sentencia  que 
declara  comprendidos  en  dicho  legado  los  fondos  que  el  testa- 
dor tenia  en  cuenta  corriente  en  la  sucursal  del  Banco  de  Es-  ' 
paña  de  la  ciudad  donde  habitaba;  pues  no  se  aparta  del  en* 
tendimiento  ó  sentido  natural  de  las  paiabas  con  todas  sus 
existencias  y  pertenencias,  empleadas  por  el  mismo  testador, 

no  porque  en  la  casa  de  su  habitación  existieran  á  su  fallecí- 
miente  los  resguardos  de  dichos  fondos,  sino,  por  la  Índole  es  • 
pecial  de  esa  clase  de  cuentas  corrientes,  en  cuya  virtud  el 
Banco  se  constituye  en  cajero  del  particular,  el  cual  dispone 
i  de  los  fondos  como  si  obraran  en  su  poder;  y  como  además  el 
testador  nada  ordena  expresamente  que  se  oponga  á  dicha  in- 
teligencia, debe  estarse  á  la  apreciación  que  sobre  este  punto 
haga  la  Sala  sentenciadora,  puesto  que  con  ella  no  se  infringe 
ley  alguna  (C,  nüm.  199.-20  de  Abril  de  1883) 458 

Legislación  catalana. — V«  Contrato  á  rahasatnorta,  Donación 
intermvosy  Etección  de  heredero,  Prescripción  y  Venta  de  bie- 
nes de  menores, 

Legislación  de  Mallorca.— Y.  Elección  de  heredifo. 

Ilegítima.— De  las  declaraciones  de  las  leyes  3:2,  tít.  28,  De 
inof/icioso  testamento^  libro  3®  del  Código  de  Justiniano»  No- 
vela 18,  en  su  capítulo  ^\  5',  tít.  t*,  cuando  legatorum  vel 
fideicomisorum  cedat  y  iüñiprüáenciz  del  Tribunal  Supremo 
sobre  la  integridad  de  las  legítimas  y  sobre  el  tiempo  en  que 
ceden  ios  legados  puros,  no  se  sigue  que  el  heredero  haya  de 
abonar  al  recurfente  su  hermano  los  frutos  ó  réditos  corres- 
pondientes  á  los  años  en  que  la  madre  de  ambos  usufructuó 
los  bienes  de  la  manera  establecida  por  el  marido  y  padre  res- 
pectivamente, según  la  cual,  por  lo  relativo  á  la  condena  de 
frutos,  en  la  reclamación  de  legítimas  desde  que  éstas  se  deben 

Í)or  la  muerte  del  padre  son  también  aquéllos  exigibles  según 
a  ley  y  jurisprudencia  iO»,  núm.  37.-3  de  Febrero  de  1883).  13i 
Las  renuncias  hecnas  por  los  hijos  de  sus  legítimas  vi- 
viendo aún  sus  padres,  son  nulas  é  ineficaces  en  derecho,  se- 
gún tiene  declarado  repetidamente  el  Tribunal  Supremo  (01, 
núm.  99.— 26  de  Marzo  de  1883) 349 
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I^esión.— Ai  deeUrar  U  jeoiancU  qae  el  demüKtante  qo  bajai- 
tlficado  la  lesión  ultra  dimidium  qae  saírió  ea  lo»  contratos 
lil¡|;io808,  siendo  asi  qae  aunque  se  prescinda  de  la  tasación 
pencíal  del  valor  que  tenían  las  fincas  objeto  de  la  venta,  al 
tiempo  que  ésta  se  verificó,  y  el  que  merecerían  en  la  fecha 
de  la  valoración  en  al  pleito,  resulta  de  la  escritura  pública 
qae  en  ella  por  lo  menos  se  vendieron  por  35.000  pesetas  bie- 
nes que  los  contratantes  estimaron  en  más  del  doble  de  esta 
cantidad,  sin  qoe  haya  justificado  ni  intentado  justificar  el  de* 
mandado  qae  sea  el  justo  precio  de  la  cosa  el  que  ha  recibido 
el  vendedor,  conforme  á  lo  pactado  en  el  contrato;  se  infringe 
la  ley  Ii4,  tít.  48,  Partida  3%  doctrina  del  Tribunal  Supremo 
en  conformidad  con  ella;  los  axiomas  jurídicos  eonfituí  pro 
jndicüto  habelur  y/aciu  suum  nemo  rede  impugnaí;  la  doctri* 
na  consignada  en  la  ley  16,  tít.  22,  Partida 3\  ven  la  jnris- 
prndencia,  é  cuyo  tenor  las  sentencias  de  los  Tribanales  deben 
ser  conformes  y  ajustadas^  no  sólo  á  la  cosa  sobre  que  con- 
tienden las  partes,  sino  también  á  la  manera  en  que  facen  la 
demanda  y  al  averignamiento  ó  prueba  que  es  fecba  sobre 
ella;  la  doctrina  establecida  en  la  ley  19,  tít.  2S,  Partida  3% 
según  la  enal  los  fallos  de  los  Tribunales  no  pueden  est^r  basa- 
dos en  omisiones,  errores  de  hecho,  ni  en  supuestos  equivoca- 
dos  ó  inexactos  fundamentos;  las  leyes  2%  tít.  1^,  }ibro]40  de  la 
Novísima  Recopilación,  y  las  56  y  62,  tít.  5^,  Partida  5\  que 
establecen  la  rescisión  de  todo  contrato  en  que  intervenga  le- 
sión ó  engaño  en  más  de  la  mitad  del  justo  precio,  y  por  úl- 
timo, la  doctrina  legal  que  en  consonancia  con  estas  leyes  tie- 
ne sancionada  el  Tribunal  ((7.,  núm.  92.-46  de  Marzo  de 
4883) 324 

Ley  del  contrato.— V.  Contrató  y  Pago  de  cantidad. 

Ucencia  Judicial .  —V.  Venta  de  bienes  de  menores. 

Licencia  maritai.^Y.  M^'er  casada. 

Litigante.— y.  Sentencia. 

M 

ICala  fe.--V.  Costas, 

Marido.— y.  Dote. 

Blandato.— y.  Pago  de  cantidad. 

Mayorazgo.-* No  infringe  las  leyes  2*,  tít.  15  de  la  Partida  2^, 
5%  tít,  i 7,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  doctrina  del 
Tribunal  Supremo  que  establece  que  es  ilimitado  el  derecho 
de  representación  en  los  mayorazgos,  la  sentencia  qne  no  des- 
conoce ni  niega  eficacia  al  derecho  de  representación  para  su- 
ceder en  un  mayorazgo,  sino  que  apreciando  las  pruebas,  en 
oso  de  sus  facultades  la  Sala  sentenciadora  declara  que  el  re- 
«arrente  no  ha  probado  los  extremos  de  su  demanda,  sin  que 
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por  80  parte  se  haya  alegado  motifo  qae  domoestre  qne  en 
^ieha  apreciación  se  hsy  cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho 
en  el  concepto  a-ntes  indicado  (C,  núm.  80.-^8  de  Marzo  de 

1 883) ;  . ; ; S83 

Es  ínaplieabte  y  no  ha  podido  ser  infringida  ia  ley  Jí, 

tít.  17,  [fhro  16  de  la  Novísima  Recopilación,  oae  prohibe  fun- 
dar mayorazgtys  y  perpetuar  la  enajenación  ae  bienes  raíces 
sin  Real  licencia,  si  lejos  de  aceptar  la  sentencia  recurrida  el 
hecho  de  una  ▼Incoiaoión  perpetua,  jijarte  del  sapnesto  de 
constituir  la  sastitoción  hecha  por  el  testador  an  fideicomiso 
tal  coitiio  es  frecuente  en  Gataioña  establecerlos,  dando  este  ^ 
sentido  á  ia  cláasala  en  conformidad  con  los  actos  de  las  per- 
sonas de  qnienes  deriva  el  derecho  del  recurrente  ((7.,  núme- 
ro H3.— 5  de  Abril  de  1883) 896 

"Medios  de  anbslsiteiicia.— Y.  Dtfenttk  por  pobre, 

Menor.— Según  las  leyes  H,  tít.  2^  Partida  3*  y  4»,  tít.  n, 
Partida  5^,  los  menores  de  25  años  no  pueden  ser  demandados 
en  jurcio  ni  contraer  obligación  alguna  sin  la  concurrencia  j 
otorgamiento  de  su  guardador,  no, debiendo  valer  el  juicio  ni 
la  obligación  en  que  intervengan  por  si  solos,  sino  en  aquello 
que  sea  á  so  pro  ó  pueda  favorecerles  ((7.,  núm.  U. — il  de 

Enero  de  1883) « • 10 

— ^  Para  la  declaración  de  dicha  nulidad  no  obsta  el  que  no 
se  presentara  la  demanda  dentro  de  los  ocho  días  que  fija  el 
art.  217  de  la  lev  de  Enjuiciamiento  civil  de  .1855,  por  la  que 
se  rigió  el  acto  de  qne  se  trata,  porque  este  artículo  sólo  se 
refiere  á  la  nulidad  de  lo  convenido,  en  el  supuesto  de  ser  vá- 
lido el  acto  de  conciliación,  y  no  á  los  vicios  que  invalidan  el 
mismo  acto,  dejándolo  sin  efecto  le^^al;  por  lo  cual  y  porque 
la  referida  disposición  no  puede  estimarse  como  derogatoria 
de  las  leyes  que  determinan  la  capacidad  de  los  otorgantes  y 
los  efectos  civiles  de  los  convenios  celebrados  por  los  menores 
de  edad  sin  el  otorgamiento  de  su  guardador,  no  tiene  aplica- 
ción al  caso  de  este  pleito  (C,  núm.  11. — 11  de  Enero  de 
1883) 40 

"Morosldad..--V.  Crédito. 

Mujer  casada.— Según  Ta  antigua  jurisprudencia,  sancionada 
hoy  por  el  art.  51  de  la  ley  de  Matrimonio  civil  de  1870,  es 
válida  la  compra  hecha  por  la  mujer  casada  de  cosas  muebles» 
destinadas  á  su  uso  y  consumo  ordinario  ó  al  de  la  familia,  y 
debe  pagarse  su  precio  de  los  fondos  de  la  sociedad  conyu-  ' 

gal,  aunque  no  haya  precedido  licencia  del  marido,  siempre 
que  éste  no  lo  hubiere  prohibido  expresamente  ({T.,  número 

«Í.—Í4  de  Febrero  de  1883) • m 

Si  bien  según  las  leyes  55  y  56  de  Toro  la  mujer  casada 

no  pnede  contratar  ni  obligarse  sin  licencia  de  su  marido;  e^ 
acetrina  legal,  deducida  de  las  mismas  leyes,  quees  válida  la 
^«bligaeiÓQ  contraída  por  la  mujer  sin  dicho  requisito  cuando 
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el  maridólo  consiente  y  aprueba  posteriormente  ((7.,  núme- 
ro 62.— S4  de  Febrero  de  1883 IS^ 

— «  Si  para  desestimar  la  excepción  de  pre8crjpei<)Q,  deduei-  .. 
4a  por  el  damandado  en  su  escrito  de  duplica,  no  se  fanda  la 
sentencia  solamente  en  qne  no  f oé  alegada  taf  eieopcióa  en  te      .. ^   ' 
contestación  á  la  demanda,  sino  también  en  quo  no  se  ba  pro^^ 
bado  qne  los  eíactos  vendidos  por^l<  demandante  fnesen  obra       < 
de  sn  industria  ó  trabajo  persona),  ó  las  hechuras  dt  üHeta^ 
nos  i  qne  m  refiere  la  ley  10.  tít.  H,  libro  10  de  la  NovÍMOia 
Recopilación,  y  además  resalta  probado  qoe  quedó  inlerpnm-: 
da  la  prescripción  porqne  se  reclamó  el  pago  dentro  áe*  1«8 
tres  años  fijados  por  dicha  de  ley,  es  evidente  que»  ésta  no  lift 
sido  infringida,  y  qne  es  inoportana  la  cita  del  art.  250  da  'la '  , 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  (C,   núm.  63.  «-«24  de  Pebren> 

de  1883) «23^ 

Conforme  á  lo  qoe  prescribe  el  art.  355  de  la  4ey  de  17 

de  Julio  de  I81T,  la  hipoteca  tácita  legal  establecida  por  la  le- 
{^islación  anterior  á  I®  de  Enero  de  1863  en  favor  de  la  tun* 
jer  casada  sobre  los  bienes  de  su  marido  por  su  dote  y  para- 
fernales  que  la  hubieran  sido  entregados,  puede  extinguirse^ 
subrrogarse  ó  posponerse  siempre  que  siendo  aquéitu  mayor 
de  edad  preste  á  ello  su  consentimiento,  quedándole,:  stn  em- 
bargo, á  salvo  el  derecho  de  exigir  quesn  marido  le  hipote- 
2ue  otros  bienes,  si  los  tuviere,  en  sustitución  de  los  enajena* 
os  ó  gravados,  según  determina  el  art.  188  de  la  misma  ley 

(C. ,  núm.  66,— 27  de  Febrero  de  1 883) 239- 

V.  Elección  de  heredero, 

N 

Naviero.— V.  Daños. 

Notario.**Las  leyes  l^  54  y  H8,  tit*  18,  Partida  3%  y  la  10, 
tit.  46,  libro  T  de  la  Novísima  Recopilación,  no  declaran  nu- 
las las  obligaciones  y  contratos  otorgados  por  ante  un  Eseri* 
baño  ó  Notario  público  que  al  tiempo  de  recibir  autorisación 
para  ejercer  la  fe  pública  sea  menor  de  25  ahos,  ni  compren > 
den  esta  circunstansia  de  carácter  meramente  administrativo 
entre  las  falsedades  ó  menguas  que  vician  tas  escrituras  (C,  de 
U.,  núm.  57.-^l5de  Febrero  de  1883) 204 

Notificación.^  V.  Términos.  u    ^ 

Novación. ~V.  Pago  de  deuda, 

NnUdad.— y.  Venta. 

O 
Obligación.— y.  Contrato, 
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Pacto. — V.  Condición, 

Pago  do .  eantidad.— Si  la  demanda  no  ha  sido  objeto  de 
impuf^oación  en  cuánto  fija  la  cantidad  principal  y  ios  réditos  . 
anoalea  lino  en  el  concepto  de  qne  debe  preceder  ana  liqai* 
dación,  fondada  en  la  supuesta  Sociedad  existente  entre  de- 
mandante y  demandado,  la  sentencia  qoe  ordena  el  pago  de 
dicho  principal  é  i niereses  no  inf ni n ge  el  prineipío  de  eqai-' 
dad.  regla  de  interpretación  joríJica.  que  dice  que  todo  do- 
cumento y  todo  contrato  debe  entenderse  derechamente  á  te- 
nor de  su  sentido  racional,  no  omitiendo  cláusulas  ni  palabras 
ni  dando  á  éstas  otra  significación  y  sentido  qoe  el  que  las 
era  propio  en  el  uso  común  ddl  lenguaje,  ni  el  principio  le 
gal  de  que  nadie  puede  ser  compelido  á  dar  ó  hacer  más  que 
aquello  por  que  resulta  obligado  (6^.,  núm.  il.^^S  de  Febre- 
ro de  1883) U^ 

Tampoco  infringe  la  ley  7^  tít.  18,  Partida  3^  ni  la 

doctrina  que  establece  que  el  contrato  de  mandato  no  puede 
ser  oneroso  para  el  mandatario,  y  éste  está  obligado  al  :fina- 
lizar  el  mandato  á  rendir  cuentas  al  mandante,  á  la  vez  que 
éste  queda  obligado  por  todo  aquello  que  se  hizo  con  arre- 
glo á  las  bases  del  contrato,  si  la  Sala  sentenciadora,  apre» 
ciando  las  pruebas  en  uso  de  sus  facultades,  ha  declarado  que 
no  existieron  Sociedad  ni  negociaciones  de  ninguna  especie 
entre  demandante  y  demandado,  sin  que  contra  esa  aprecia- 
ción se  haya  expuesto  infracción  alguna  (C,  núm.  41.— 5  de 
Febrero  de  1883) U9^ 

Pago  de  deuda. — Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo 
el  aplazamiento  por  corto  tiempo  en  el  pago  de  una  deuda  no 
constituye  novación  en  el  sentido  y  para  los  efectos  de  la  ley 
15,  tit.  14,  Partida  5S  siempre  que  subsista  la  misma  causa 
de  deber  (^.,  núm.  48.— fO  de  Febrero  de  1883).  ......      {19 

Pago  de  legado.'— y.  legado. 

Pago  de  servicios.— El  pago  de  servicios  ó  jornales  debe  sa» 
tisfacerse  en  el  logar  en  que  se  ha  prestado  (Comp.,  núm.  58. 
-«15  de  Febrero  de  1883) 209" 

Pago  por  yerro.— Con  arreglo  á  la  ley  ÍB,  tít.  II,  Partida  5% 
pagando  uno  por  yerro  una  cosa  que  no  debe  queda  obligado 
el  qoe  la  recibe  á  devolverla  (C.,  núm.  89.— 14  de  Marzo 
de  1883) 30» 

Pago  del  precio.—  Donde  se  elaboró  el  objeto  contratado  debe 
abonarse  su  precio,  sí  nada  se  ha  pactado  en  contrario  (Comp., 
núm.  51.— 1Ü  de  Febrero  de  4883). iH 

Patria  potestad.— Para  extinguirse  la  patria  potestad  por 
desamparo tiel  hijo,  es  necesario  con  arreglo  á  la  ley  i^,  títu- 
lo 20,  Partida  5%  que  aquél  tenga  logar  dejándolo  en  las  puer- 
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tas  de  la  iglesia,  hospital  tk  otro  paraje  ñe  donds  fu^ra  recogi- 
do por  la  piedad  de  otro;  y  si  4  la  separaeión  volantaria  do 
los  cónyuges,  la  madre  se  llevó  aonsigo  á  la  hija  nacida  de 
aqoél  loatrimonio,  menor  á  U  sazón  de  tres  años,  que  hoy  re- 
clama su  padrsy  no  medió  el  abandono  que  exi^e  la  dtadia  ley 
^e  Partida^  que  como  tnaplioable  por  esta  ratón  al  caso  que  se 
debate  no  ha  podido  ser  infringida,  como  tampoco  lo  ha  sido 
elart.  71  de  la  ley  de  Matrimonio  civit  (C,  n*m.=  «a6.-^t9 
<de  Marzo  de  4883) ,  . 3$» 

No  habiendo  recaído  sentencia  firme  en  el  pleito  de  di- 
vorcio entablado  por  ambos  cónyuges,  no  consta  qnién  rsú 
-úquél por  cuya  Gulpa  st  partió  el  tasamiénto,  j  falta  por  lo 
Unto  el  fundamento  de  la  ley  3%  til.  49,  Partida  8»  para  [wi- 
var  al  padre  de  haber  en  guarda  su  hijo  y  enc<»mendaflo  á  la 
madre;  y  no  estando  por  otra  parte  en  sospenso^  <0ste  derecho 
4el  padre  por  medio  del  depósito  provisional  de  ta  hija,  qae 
pudo  y  puede  solicitarse  y  obtenerse,  es  evidente  qne  la  sen « 
tencia  recorrida,  lejos  de  infringirla,  se  atempera  á  lo  dispnes* 

to  en  dicha  ley  (C,  núm.  106.-— 29  de  Marzo  de  «883).  .  .  .      H% 

Regulándose  la  patria  potestad  y  los  modos  de  extin- 
guirse por  leyes  expresas  que  lo  determinan,  no  es  lícito  apli- 
car principios  de  derecho  y  reglas  de  analogía  que  sólo  pue- 
den tener  lugar  á  falta  de  aquéllss  y  en  casos  análogos  (C, 
núm.  106.— 29  de  Marzo  de  1883) 369 

A  los  Tribunales  civiles  corresponde  conocer  de  todos 

los  asuntos  de  índole  temporal;  y  siendo  de  este  orden  el  de  la 
patria  potestad,  la  Sala  sentenciadora,  al  conocer  de  ella  y  de- 
cidirla, no  infringe  el  cap.  20,  sesión  24  de  reforma  del  Coa-r 

cilio  de  Trento  [O.,  núm.  106.— 29  de  Marzo  de  1883) 369 

,1Pensión  censal. — ^V.  Comunidades  reUffioiai* 

Perjuicios. — V.  Arrendamiento, 

Permuta.— Para  calificar  de  permuta  un  contrato  no  obsta 
qoe  se  diera  en  dinero  la  diferencia  de  valor  de  las  fincas  per* 
matadas  (C,  núm.  27.-26  de  Enero  de  i883) lOi. 

Personalidad.— No  existe  tal  falta  tratándose  de  una  viuda 

2oe  litiga  en  nombre  propio,  y  en  la  legitima  representación 
e  sus  hijos  (C,  núm.  116.— 7  de  Abril  de  1883) ,  .      410. 

V.  Desahucio. 

IPobre. — ^V,  Recurso  de  casación. 

Posesión.— Los  artículos  23,  34  y  36  de  la  ley  Hipotecaria  no 
son  aplicables  á  la  inscripción  de  mera  posesión,  si  el  derechia 
inscrito  no  ha  sido  convalidado  por  la  prescripción,  con  arre- 
glo al  párrafo  final  del  34  de  la  misma  ley,  según  ya  lo  tiene 
declarado  el  Supremo  Tribunal  (C.,núm.  18.— 16  de  Enero 
dei883) 77 

V.  Acción  reivindicatoría. 

Preferencia  de  créditos.—  V.  Sentencia  dejinitiva  y  2Vr- 
eeria. 
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Prenda.r*^GonforiQ6álaley  41,  tit.  13,  Partida  5^  el  acree- 
dor no  puede  vender  la  prenda  qae  ae  le  habiese  dado  en  ga- 
rantía del  préstamo  al  vencimiento  del  plazo,  ai  no  ae  ha  pac- 
tado eata  facnltad  expresamente  en  el  contrato/  y  a«n  en  este 
easo,  dicba  ley  exige  qne  ka  enajenacionea  á  que  respectiva- 
mente'se  reüeren  aean  iiecbaa  con  ciertas  formalidades:  y  por 
tanto,  la  sentencia  al  declarar  nula  la  venta  hecha  sin  ellas 
con  arreglo  á  Ja  iey  48  del  mismo  títnlo  y  Partida,  no  infringe 
^dlcha  ley,  ni  las  1*  y.2^  tít.  29,  libro  8^  del  Código  de  Jasti- 
niano  reformadas  por  el  art.  37  de  la  ley  de  Bolsa  de  8  de  Fe- 
brero de^  1 854;  ia.de  30  de  Mario  de  1861,  en  sn  art.  4^  y  el 
art.  4^  del  decreto  de  12  de  Enero  de  1869  ((7.,  nüm.  9.--9  de 

Enero  de  1883) ,       32 

Tampoco  infringe  las  leyes  del  tit.  30,  libro  8®  del  Gódi- 

go  deiostínianof  pneatoqoe  tratándose  de  restitoir  á  nna  masa 
concnrsada  valores  qne  á  ella  pertenecen,  los  Síndicoa  deman- 
dantes tienen  todaa  las  aceionea  que  por  derecho  correapon de- 
dan  al^concursado  y  las  que  por  la  ley  les  competen  por  razón 
de  su  cargo  [d,  núm.  9.— -9  de  Enero  de  1883) 32 

prescripción.  —  No  habiéndose  excepciónado  la  prescripción 
en  la  discusión  del  pleito,  no  ha  podido  infringir  la  sentencia 
la  ley  21,  tít.  29  de  la  Partida  3^  (C,  núm.  99.^26  de  Marzo 
dp1883) 349 

No  es  aplicable  el  Usatge  Omnei  óausa  si  no  ha  trascu- 
rrido el  término  para  la  prescripción  ep  el  mismo  señalado 

(C,  nüm.  1 13.-5  de  Abril  de  1 883) 396 

Son  inaplicables,  y  no  pueden  decirse  infringidas,  las 

leyes  18  y  19,  tít.  29;  Partida  3%  cuando  no  se  trata  del  caso 
en  que  mediante  el  trascurso  de  30  años  puede  ganar  la  cosa 
raíz  el  que  la  recibe  da  quien  no  ha  derecho  á  enajenarla  (C, 
núm.  117.— 9  de  Abril  de  1883) 412 

y.  CoiUrato  irabassamoria^Myereasaia^PoséBión  Y  . 

Servidumbre, 

Presunción.— y.  Simulación. 

Procedimiento.— y.  Recurso  de  casacióni, 

Promisión. — y.  Dominio. 

Propiedad.— y.  Acción  reivindieatoria. 

Prueba.— No  es  aplicable  la  ley  2%  tit^  14  de  la  Partida  3^  que 
exime  de  la  obligación  de  probar  á  la  parte  que  niega  alguna 
eosa  en  juicio,  si  es  afirmativo  el  hecho  en  que  se  fanda  la  de- 
manda, y  por  consiguiente  era  de  la  incumbencia  del  deman- 
dante la  prueba  de  este  hecho  para  que  pudiera  prosperar  la 
demanda,  conforme  á  la  ley  r  del  mismo  título  y  Partida  (C, 
núm.  44.— 6  de  Febrero  de  1883) 164 

Si  bien  es  cierto  que  según  el  art.  1586  de  la  ley  de  En- 

jaicíamiento  civil  es  admisible  en  segunda  instancia  la  prueba 
que  propuesta  en  U  primera  no  pudo  practicarse,  lo  es  tam* 
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bien  que  tanto  el  demandante  como  «r  demandado,  eonfo^ibé  ''" 
%\  art.  504  de  ta  mUma  lay,  e«tán  •bhgados  á  presentar  tos 
docamentos  en  qae  fundan  sn  derecho;  y  si  no  los  toTÍeren  á 
sa  disposición  á  designar  el  archiro  6  lagarta  que  se  enco«A- 
tren  los  originales  (tf.,  núm.  ^Sl*— tt  de  Febrero  de  4893).  •  ¿ .     -194 

Sí  la  demandada,  hoy  reearrente,  ha  prescindido  por 

completo  de  tan  indispensable  requisito,  ha  impedido  por  con « 
siguiente  qne  se  practique  su  prueba  con  oportunidad  y  hace 
inaplicable  al  caso  de  autos  la  sanción  del  art.  I58Q  antes  cí-      ^ 
tado,  no  existiendo,  por  lo  tanto,  la  falta  citada  en  ei  recurso 

(C. ,  núm.  53.— < t  de  Febrero  de  4 883) I9i 

Según  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  repetidos 

casos*  las  disposiciones  que  contiene  la  ley  8*,  tlt  44  de  la 
Partida  3*,  se  hallan  soDordinadas  á  lo  que  sobre  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas  y  su  eficacia  legal  tiene  establecido  la  ley  ^ 
de  Enjuiciamiento  civil,  mediante  lo  cual  y  siendo  conforme  á 
esta  doctrina  la  apreciación  hecha  por  la  Sala  sentenciadora, 
toda  vex  que  por  el  resultado  de  los  medios  probatorios  adu- 
cidos, tanto  en  el  interdicto  como  en  el  pleito,  y  sin  faltar  á 

las  regias  de  la  sana  ciitica,  estima  probado  el  hecho  capital 
que  sirve  de  fundamento  al  fallo  lecurrido,  es  indudable  que 
éste  no  infringe  dicha  ley  (C,  núm.  401. — 27  de  Marzo  de 
4883) ; 356 

Tampoco  infringe  la  segunda  del  mismo  título  y  Parti- 
da, ni  la  doctrina  de  que  al  que  afirma  es  á  quien  incumbe  la 
prueba,  si  la  obligación  que  aquélla  impone  al  litigante  que 
afirma  un  hecho  la  ha  cumplido  al  demandado  [C,  núm.  401. 

— J7  de  Marzo  de  4  883) 366^ 

Tampoco  infringe  la  ley  4*,  lit.  44,  Partida  3*.  si  se  ale- 
ga haciendo  supuesto  de  la  dificultad,  oponiendo  icdebida- 
mente  el  criterio  propio  al  de  la  Sala  sentenciadora,  la  cual 
entiende  haberse  probado  la  demanda  por  la  parte  actora  (C., 
núm.  i 22.— 1 4  de  Abril  de  i 883) 433 

La  ley  2*  del  tít.  44,  Partida  3*,  se  limita  á  explicar  los 

casos  en  que  la  obligación  de  probar  incumbe  al  que  niega 

(C,  núm.  122.— U  de  Abril  de  1883) 433 

V.  Absolución  de  la  demanda  y  Defemapor  pobre. 

Prueba  en  segunda  instancia.— Y.  Prueba. 
Prueba  pericial.— V.  Apreciación  de  prueba. 

Q 

Quiebra. — No  habiéndose  planteado  y  discutido  en  el  pleito  la 
cuestión  á  que  pudieran  ser  aplicables  los  artículos  1444   y 
4412  del  Código  de  comercio,  no  pueden  citarse  éstos  como 
infringidos  por  la  sentencia  ((7.  núm.  30. — 27  de  Enero  de    . 
4883) 44i 

El  art.  1460  de  dicho  Código,  qne  determina  qne  apro- 

hado  el  convenio  será  obligatorio  para  todos  los  acreedores, 
ha  de  entenderse  combinado  con  el  art.  1155,  según  el  ooal 
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los  GíHt^^íos  no  perjndioan  i  )04  acreedores  hipotecarios  qne 
«e  hayan  iibaUoido  de  tomar  parte  en  la  junta  en  qne  se  hubie- 
sen i^cofdado  ((;•,  nú».  30.--S7  de  Enero  de  f883) liS  ' 

.  Conforme  á  losartícalos  lUO  y  Hüi  del  Código  de  Co- 
mercio, cn«ndo  los  acreedores  hipotecarios  no  quedasen  en- 
bierV>a  dé  sus  créditos  con  tos  bieces  qne  les  estuviesen  res  • 
pectivamente  hipotecados,  serán  considerados  en  cuanto  al  ex- 
«edentacoBQO  acreedores  escriturarios,  y  figurarán  entre  estos 
•después .de  los  hipoteearios  en  el  tugar  qne  les  corresponda 
por  U^fecbade  sos  títulos  (C,  núm.  30.— 27  de  Enero  de 

1883).... H5 

.Segán  prescribe  el  art.  1^23  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to ciyil,  de  acuerdo  con  lo  qne  determina  el  1016  del  Código 
de  Comercio,  la  declaración  formal  del  estado  de  quiebra  po- 
drá solicitarlo  el  mismo  quebrado  ó  cualquier  acreedor  legitimo 
«uyo^dereeho  proceda  de  obligaciones  mercantiles;  y  non  arre- 
glo al  1324  de  la  misma  ley,  la  exposición  del  comerciante  que 
se  manifieste  ea  quiebra  ha  de  preaentarae  arreglada  y  docu- 
mentada conforme  i  las  disposiciones  de  los  artículos  1017  y 
siguiíenles  hasta  el  i  022  de  dicho  Código  de  Comercio,  sin  que 
úe  otfjo  modo  surta  efecto  alguno  legal  ni  aun  pueda  dársela 

cursaljC.»  uto.  81  .^8  de  Marao  de  4883) . .  • .- 285 

-^—  .Admitida  en  on  sólo  efecto  la  apelación  interpuesta  por 
algunoa  acreedores  de  la  sentencia  aprobando  el  convenio  y 
rehabilitando  expresamente  al  deudor,  con  lo  demás  relativo 
á  la  efttrega  de  bienesi  libro*  v  papeles  que  determina  para 
estos  casos  el  art.  ItOO  del  Código  de  Comercio,  es  indudable 
qne  el  repetido  fallo  fué  desde  luego  de  inmediata  ejecncióo, 
sin  perjuicio  del  resultado  de  la  apelación  antes  indicada,  con 
arregioal  art.  74  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y 
doctrina  legal  inconcusa  en  materia  de  apelaciones  (C,^  nú- 
mero 1091.-^2  de  Abril  de  1883) ».      379 

Quebrado. — V.  Quiebra, 

R 

Rebeldía — V.  Sente»€ia  defindiiva. 

Recaudador  de  contribuciones. — Y.  Fiador, 

Reconvención. — V.  Costas. 

Recurso  de  casación. — El  recoi'ao  de  casación  se  da  contra 
las  senitene^as  definnivas  pronunciadas  por  las  Audiencias;  te- 
niendo para  ello  el  concepto  de  tales  las  que  recayendo  sobre 
un  incidente  ó  artículo  ponsan  término  al  pleito,  haciendo 
imposible  so  .continuación  (C.,  núms.  6,  31,  65  y  108  — 5  y  27 
.  de  Enero,  14  de  Febrero  y  30  de  Marzo  de  1883).  21 , 1 19, 197  y      378 

Según  dispone  el  art.  1693  de  la  ley  de  Eojoiciamiento 

civil,  ha  logar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento-  ¡ 

de  forma  cnando  se  deniega  cualquiera  diligencia  de  prueba  'i 
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adniMíble  sef<4D  Us  leyes,  y  eoya  ftlta  baya  ¡irodocido  in- 
defensión (C,  nüni.  6.-8  de  Bnero  de  1883) ,.        SI 

Elart.  40i3  de  la  ley  de  BnJoieíaniie»lo  civil  dispone 

que  el  recurso  de  casación  puede  fundarse  en  la  ineompeteh- 
cia  de  jurisdicción  en  los  casos  en  que  no  haya  sido  el  Tribu 
nal  Supremo  quien  hubiera  resuelto  este  punto,  cuando  ba 
recaído  sentencia  definitiva  ó  resuelto  articulo  que  ha  puesto 
término  al  juicio,  como  previene  el  srt.  1610  {O.  de  U.,  nú- 
mero 24.— 20  de  Enero  de  1883) 87 

El  recurso  de  easaoión  no  debe  fundarse  en  leyes  y  doc- 
trinas.que  el  mismo  recurrente,  califica  de  inaplicables  alas 
cuestiones  del  pleKo,  pues  como  tiene  declarado  el  Tribunal 
Supremo  faltan  en  tal  caso  las  condiciones  lógicas  indispen- 
sables para  que  la  infracción  hubiera  podido  efectuarse  y  pue- 
da prosperar  el  recurio  (¿7.,  nüm.  40. — 10  de  Febrero  de  1883).      1 84 

Conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1713  de  la  ley  de 

Eninieiamiento  civil,  nombrados  de  oficio  Abogado  y  Procu- 
rador al  que  litiga  como  pobre  y  entregada  al  Procurador  la 
certificación  de  la  sentencia,  debe  presentarse  el  recurso  de 
casación  firmado  por  ambos  en  término  de  SO  días;  y  que  no 
verificándolo  dentro  de  dicho  pissono  puede  admitirse  el  re- 
curso según  determina  el  núm.  I®  del  art.  4729  de  la  referida 

ley  (C  núm.  62.— 12  de  Febrero  de  4883)...^.. 49a 

El  término  para  interponer  el  recurso  de  casación,  es  el 

de  cuarenta  días  improrrogables,  contados  desde  la  entrega  de 
la  certificación  á  la  parte  que  se  proponga  utilizürlo,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  4746  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  {O.,  núm.  54—43  de  Febrero  de  4883) •      *497 

— —  La  irregularidad  en  el  procedimiento  no  da  lugar  al  re- 
curso de  casación  en  el  fondo  {O*  de  27.,  núm.  57. — 15  de  Fe- 
brero de  4883) 204 

El  recurso  de  casación  no  puede  fundarse  útilmente  en 

leyes  y  doctrinas  referentes  á  cuestiones  ne  discutidas  en  el 

pleito  ((7.  de  ü,^  núm.  57.-15  de  Febrero  de  1883* 20i 

Según  dispone  el  art.  4698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 

civil  el  que  intente  interponer  recurso  de  casación  ha  de  de- 
positar 4.000  pesetas,  si  las  sentencias  de  primera  y  segunda 
instancia  son  conformes  de  toda  conformidad,  aunque  varien 
en  lo  relativo  á  la  condena  de  costas;  y  el  1718  dispone  que 
al  escritp  en  que  se  interponga  el  recurso  ha  de  acompañarse 
el  documento  que  acredite  haber  hecho  el  depósito;  sin  cuyo 
requisito  no  es  admisible  (C,  núm.  77. — 5  de  Marzo  de  1883).      t7S 

No  son  atendibles  las  infraoeiones  que  se  refieren  á  una 

Í^arte  del  raaonamiento  que  contienen  los  considerandos  del 
alio,  la  cual  no  puede  servir  de  fundamento  legal  para  la  ca- 
sación, según  tiene  declarado  reiteradamente  el  Tribunal  Su- 
premo (G.,  núm  81.— 8  de  Marzo  1883) ■. 28S 

Para  los  efectos  del  recursi»  de  casación,  cuando  no  se 

demuestra  que  la  Sala  sentenciadora  al  apreciar  las  pruebas 
sobre  cuestiones  de  hecho  ha  incurrido  en  alguno  de  los  erro- 
res previstos  por  el  núm.  1?  del  art.  4692  de  la  ley  de  Snjui- 
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eíamititnto  civil,  ha  de  estarse  é  ao. apreciación,  teaiendo  por 
existentes  ó  inciertos  los  lienhos  alegados  por  las  parles,  según 
(¡acdijcha  Sala  los  califique,  sin  que  sea  suficiente  motiva  para 
impognar  este  jaicia  la  circeastafieia  de.  no  expresarse  en  la 
sentcAcia  todos  los  medios  probatorioa  eo^pleadosen  é\  pleito, 
pues  esto  90  significa  que  baya  dejada  de  tenerlos  en  cneota 

(a.Daro.  86.— 13  de  Maraode  «883) Í9&^ 

r  jLos  recarsos  de  oasaciOn  con  Ira  las  sentencias  de  los  ami- 
gables componedores  han  de  fundarse,  según  lo  dispuesto  en 
el  núm*  3^,  articulo  1691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en 
haber  sido  dictadas  fu^ra  del  plazo  señalado  en  el  compromiso 
ó  en  haberse  resuelto  por  ellas  puntos  no  sometidos  á  su  de- 
cisión (C„  núm.  90.— 15  de  Marzo  de  4883) 312: 

:. Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  el  recur- 
so de  casación  ha  de  fundarse  en  las  infracciones  de  ley  ó  doc- 
trina legal  que  se  refieran  á  la  parte  dispositiva  de  la  senten- 
cia, y  no  en  que  sean  impertinentes  é  inaplicables  al  caso  del 
pleito  las  que  se  citen  con  más  ó  menos  oportunidad  en  los 
fundamentos  ó  parte  expositiva  de  la  misma  (C,  ndm.  91  .— 
16  de.  Marzo  de  18^3) 315- 

Las.cuestiones  que  no  han  sido  objeto  de  discusión  en  el 

pleito  no  pueden  serlo  después  del  recurso  de  casación  ((7., 

núm.  91.— 16  de  Marzo  de  1883) 31& 

.Conforme  al  núm.  7^  del  art-.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  para  que  pueda  haber  lugar  al  recurso  de  casa* 
eión  por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  es 
necesario. que  esto  resalte  de  documentos  ó  actos  auténticos 
que  demuestren  la  equivocación  evidente  del  juzgador  (0,^ 
núm.  9!.— 16  de  Marzo  de  1883) 31S^ 

Es  improcedente  el  recurso  si  para  fundarlo  se  alegan 

hechos  y  cuestiones  que  no  han  sido  objeto  de  discusión  en  la 

{)rimera  instancia,  y  si  el  auto  recurrido  ha  sido  dictado  para 
a  ejecución  de  otra,  consentido  por  las  partes,  sin  que  se  haya 
alegado  que  esté  en  contradicción- con  lo  ejecutoriado  y  sin 
que  merezca  el  concepto  de  sentencia  definitiva,  pues  no  pone 
término  al  pleito  ni  hace  imposible  su  continuación  (C,  nú-  • 
mero  95.— SI  de  Marzo  de  1883).., 34^ 

Es  inadmisible  el  irecurso  presentado  fuera  del  término 

señalado  por  la  ley  (C,  números  34,  54  y  98.— 31  de  Enero, 
13dePebreroy  24deMarzo  de  1883) 127,  197  y      34^ 

El  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  en 

los  juicios  ejecutivos  sólo  procede  cuando  se  funda  en  alguna 
de  las  causas  que  taxativamente  determina  el  art.  1013  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  vigente  en  las  islas  de  Cuba  y  Puerto 

Rico  (Ap.  de  üt,  núm.  1 02.— 27  de  Marzo  de  1 883) Hf 

Según  el  art.  1711  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el 

litigante  pobre  deberá  presentar  el  recurso  de  casación  en  el 
preciso  término  de  20  días  desde  qne  teniendo  Abogado  y  Pro- 
curador se  hubiere  entregado  á  éste  la  certificación  de  la  sen- 
tencia recurrida  (C,  núm.  103.-^27  de  Marzo  de  1883) 3631? 

^  Las  eueitiones  que  no  han  sido  objeto  de  discusión  en  el 
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pleito  no  poeden  serlo  l^ego  del  recarso  de  casación  ((7.,  nü  - 
mero  106.— 29  de  Marró  de  4883) 36» 

-  La  infracción  que^no  se  reñere  á  ley  ni  doctrina  legal, 
como  es  la  relativa  alan.  9^  del  reglamento  para  la  exacción 
del  impnest}  sobre  traslaciones  de  dominio,  no  puede  servir 
4e  faodamento  legal  para  la  casación,  según  tiene  declarado 

el  Tribonal  Supremo  (C,  núm.  H4.— 7  de  Abril  de  I883j...       40S 

£1  art.  1693  de  la  ley  de  Enjoiciamiento  civil  en  so  nú- 
mero V  dispone  que  habrá  logar  al  recorso  d^  casación  por 
^oebrantamiento  de  forma  cuando  haya  falta  de  personalidad 
en  alguna  de  las  partes  ó  del  Procurador  qoe  las  represente 

\C.,  rúm.  116.— 7  de  Abril  de  1883) % ^ 410 

Según  los  artículos  1689  y  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civH,  se  da  recurso  de  casación  contra  las  sentencias, 
definitivas  y  autos  que  resolviendo  incidentes  ponen  término 
al  juicio  y  hacen  imposible  so  continuación,  cuando  por  razón 
de  la  materia  haya  habido  abuso,  exceso  ó  defecto  en  el  ejer- 
^sicio  de  la  jurisdicción,  conociendo  de  asunto  qoe  no  sea  de  la 
competencia  judicial,  ó  dejando  de  conocer  coando  hubiere  el 

<deber  de  hacerlo  (C,  núm.  119.-T-12de  Abril  de  1883) 421 

— ^  Si  el  recurso  interpuesto  no  está  fundado  en  las  circuns- 
tancias  qoe  expresa  el  caso  6^  deleitado  artículo  1692,  no  pue- 
de  progresar  ni  ser  admitido  en  el  concepto  de  haberse  infrin- 
gido ley  ó  doctrina  legal  (C,  nüm.  1 19.— 12  de  Abril  de  1883).      42f 

Con  arreglo  al  art.  1713  de  la  ley  de  Enjoiciamiento  cí- 

Y\\f  hecho  el  nombramiento  de  Abogado  y  Procurador  al  inte- 
resado qoe  se  defiende  en  concepto  de  pobre  y  entregada  al 
Procurador  la  certificación  de  la  sentencia  debe  presentar  den- 
tro del  término  de  20  días  el  recurso  de  casación  con  la  direc- 
ción debida;  y  si  lo  verifica  después  de  transcurrido,  es  inad- 
misible (C,  núm.  125.-46  de  Abril  de  1883) 442 

V.  Apreciación  de  prueba,  Casación,  Desahucio  é^In^ 

fracción  d^e  ley. 

^Hecurso  de  casación  en  la  forma, — V.  Reeurso  de  casa- 
ción, 

Beglas  de  analogía. — Y.  Patria  potestad. 

Reglas  de  sana  critica — ^V.  Apreciación  jie  prueba. 

Remate. — V.  Bienes  nacionales. 

Renuncia. — V.  Legitima, 

Reserva  de  derechos  —No  se  infringen  las  lí^yes  1*,  tít.  1*, 
libro  » O  de  la  Novísima  Recopilación,  14,  til.  11,  Partida  6'  y 
3^,  tít.  i  I.  Partida  3*  por  el  fallo  qoe  deja  á  salvo  lo% derechos 
qoe  por  aquellas  leyes  puedan  estar  amparados  y  de  que  las 
partes  se  crean  asistidas  la^a  ejercitarlos  en  la  forma  corres- 
pondiente (C,  núm.  78. — 6  de  Marzo  de  1883),.. •. 277 

Retracto.— La  ley  9*,  tít.  13,  libro  1°  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, y  la  55,  tít.  5®  de  la  Partida  5*,  á  qoe  aquella  se  refie- 


Digitized  by 


Google 


PÁOIRAt. 

ire,  conMdehal  eoRdüeñó  de  una  heredad  qae  pertenece  á  va- 
*  tíos  comunalmente  de  so  Vino  6  proiadiviso  el  derecho  de  re- 
traer por  el  tanto  la  parte  de  la  coaa  qae  los  condueños  ven- 
dan á'  un  extraño,  siempre  que  se  intente  el  retracto  en  el 
plazo  y  con  loa  demás  requisitos  que  exigen  dichas  leyes,  de- 
terminados boy  en  la  de  Enjuiciamiento  civil  (C,  núm.  40.— 

»  de  Febrero  de  1 883) i  45^ 

Ni  el  ejercicio  de  ese  derecho,  ni  el  condominio  qué  le 

sirve  de  base  y  fundamento,  están  subordinados  á  la  inscrip- 
ción del  titulo  en  el  Registró  de  la  propiedad,  porque  aquél, 
ó  sea  el  derecho  á  retraer,  nace  inmediata  y  directamente  de 
la  ley  que  lo  concede  por  razones  de  utilidad  pública,  y  la 
Hipoteearia  no  exige  la  inscripción  de  tal  derecho,  ni  hace 
innovación  algnna  que  afecte  á  las  relaciones  jurídicas  esta- 
blecidas por  las  leyes  antes  citadas  entre  el  vendedor^  el  com- 
prador y  el  retrayente  de  la  finca  común,  según  se  consigna 
en  lir  exposición  de  los  motivos  de  la  misma  ley,  y  se  deduce 
de  sus  disposiciones,  y  porque  tampoco  es  necesaria  la  ins- 
cripción para  adquirir  el  dominio  de  los  inmuebles,  pues  la 
establece  y  la  exige  la  ley  para  otros  fines  (C,  núm.  40.— 5 

de  Febrero  de  1883) U6 

— '-  V.  Censo, 

He^ocación.— y.  Donación. 

Riego.— La  ley  de  13  de  Junio  de  4877  establece  como  princi- 
pio general  en  los  artículos  5.^  y  7^  que  los  predios  superiores 
por  donde  discurren  las  aguas,  ó  los  fronteros  ó  colindantes 
con  el  cauce,  tienen  sobre  los  inferiores  derecho  preferente  al 
riego;  principio  que  sólo  se  entiende  limitado,  según  el  ar- 
ticulo 8°,  cuando  los  dueños  de  estos  poseen  y  disfrutan  las 
aguas  sin  oposición  por  espacio  de  20  años,  ó  cuando,  con- 
forme á  los  principios  del  derecho  común,  esta  limitación  se 
pacta  entre  los  respectivos  dueños  [C*,  núm.  i2.— 12  de'£ne* 
rodé  1883) 44 


Bala  sentenciadora»— V.  Apreciación  de  prueba  j  Costas. 

Sentencia.-^La  sentencia  dada  en  un  pleito  no  aprovecha  ni 
daña  por  regla  general  á  los  que  no  litigaron  ni  traen  causa 

de  ellos  (a,  núm.  71.^2  de  Marzo  de  4883) 257 

Las  sentencias  sólo  favoreoen  ó  perjudican  á  los  que  han 

sido  parte  en  el  juicio,  únicos  que  pueden  utilizar  contra  ella 
los  recursos  que  procedan  ((7.,  úúm.  99.— 26  de  Marzo  de 

j883) 349 

— *  Y.  Congruencia. 

Sexitencia  definitiva.— No  es  definitiva  la  sentencia  que  no 
sólo  no  pone  término  9^  juicio,  sino  que  dispone  dónde  puede 
continuarse  y  discutirse  el  derecho  y  preferencia  que  tengan 
los  acreedores:  discusión  indispensable,  y  que  ha  de  entender* 
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se  necesariamente  con  los  Síndicos  de  la  quiebra,  que  son  los 
qae  han  de  defenderla  y  ejercitar  las  acciones  y  excepciones 
que  la^  competan  (C.  de  U.,  nüm.  21.— 20  de  Enerp  de  18S3).        87 

No  es  deñniíiva  ni  tiene  el  carácter  de  tal,  la  semencia 

qae  esiá  reducida  á  confirmar  la  apelada,  en  que  se  desestimó 
la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción,  sos- 
tenida por  el  demandado  y  se  le  mandó  que  se  le  entregaran 
de  noevo  los  autos  para  contestar  la  demanda;  pues  que  dicha 
sentencia,  lejos  de  poner  término  al  pleito  ni  hacer  imposible 
sa  continuación,  la  facilita;  y  por  consiguiente  el  recorso  de 
casación  por  infracción  de  ley  que  á  ella  se  refiere  es  inadmi- 
sible conforme  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  3*  del  art.  1729  de  la 

citada  ley  (C,  núm.  55.— U  de  Febrero  de  1883) 197 

No  es  sentencia  definitiva,  ni  tiene  el  concepto  de  tal 

para  los  efectos  del  recurso  de  casación,  el  auto  dictado  en  d¡- 
ligeneias  preparatorias  de  un  juicio  ejecutivo,  que  no  es  sus- 
ceptible de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  (C,  nú- 
mero 76.-5  de  Marzo  de  4883) • 376 

V.  Becurso  de  casación. 

Servidmnbre.— La  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  por 
acción  negatoria  de  servidumbre  de  paso  no  infringe  la  ley 
14,  tit,  31,  Partida  3*,  porque  es  verdadero  pacto,  no  sólo  el 
que  se  constituye  por  el  consentimiento  expreso,  sino  también 
por  el  tácito,  y  éste  existió,  á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora, 
en  favor  de  la  servidumbre  al  partirse  la  finca,  por  estar  pro-, 
bado  que  para  el  cultivo  y  disfrute  de  una  de  las  mitades,  era 
forzoso  entrar  y  salir  por  la  otra,  y  que  asi  se  había  entendido 
por  los  actos  posteriores  de  los  interesados;  sin  que  contra 
estas  apreciaciones  se  haya  expuesto  infracción  de  ninguna 

especie  (C,  núm.  40. — 10  de  Enero  de  1883) : 37 

Tampoco  infringe  la  ley  i 5  del  mismo  título  y  Partida, 

porque  si  bien  la  acción  negatoria  en  las  servidumbres  dis- 
continuas tiene  una  duración  proporcional  al  tiempo  que  ellas 
requieren  para  ganarse  por  prescripción,  en  el  presente  caso 
se  trata,  no  de  un  derecho  adquirido  por  el  uso,  sino  en  fuer- 
*    za  del  convenio  realizado  al  partirse  la  misma  (O.,  núm.  10. — 

10  de  Enero  de  4883) 37 

Por  la  misma  razón  no  infringe  el  principio  inconcuso 

de  derecho  de  que  la  limitación  de  dominio  no  se  presume, 
siendo  necesario  que  conste  expresamente,  y  la  jurispruden- 
cia confirmatoria  de  este  principio,  puesto  que  la  existencia  de 
la  servidumbre  objeto  de  la  cuestión  no  se  funda  en  fórmulas 
generales  usadas  en  los  contratos  de  enagenación,  sino  que  se 
concreta  y  determina  por  virtud  de  lo  convenido  en  la  divi- 
sión (C,  núm.  40.— 10  de  Enero  de  1883) 37 

Deducida  la  acción  negatoria  de  servidumbre,  al  de- 
mandado que  asegura  existir  y  hallarse  constituida  á  su  fa- 
vor incumbe  probar  ambos  extremos  por  alguno  de  los  me- 
dios establecidos  por  derecho,  en  conformidad  á  lo  que  deter- 
minan las  leyes  14  y  15,  tít.  31,  Partida  3*,  según  tiene  de- 
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clarado  repetidamente  el  Tribunal  Supremo  ((7.*  nüm.  20.— 

19  de  Enero  de  Í883) .; •.  .  .        82 

Resuelta  la  cuestión  del  pleito  conforme  á  la  aprecia- 
ción de  los  diferentes  medios  de  prueba  en  él  empleados  por 
una  y  otra  parte,  según  la  cual  la  Sala  sentenciadora  estima  ^ 
que  no  se  ha  probado  la  existencia  de  la  servidumbre  ni  antes 
ni  después  de  pertenecer  al  recurrente  el  predio  que  supone 
dominante,  no  tiene  aplicación  al  caso,  ni  han  sido  infringí» 
das  por  tanto,  las  leyes  1*  y  i2,  tít.  30,  Partida  3^,  U,  título 
31,  Partida  3',  el  principio  jüriáiGO  tipos eemos  por  medio  de 
nuestros  inquilinos  y  colonosn»  y  doctrina  legal  que  establece 
que  la  ley  Hipotecaria  no  tiene  aplicación  á  los  actos  y  contra- 
tos anteriores  á  su  promulgación,  citados  bajo  el  supuesto 
inadmisible  de  estar  probado  el  uso  y  posesión  de  la  servi- 
dumbre y  de  haberla  ganado  por  prescripción  (C,  núm.  47. 

—8  de  Febrero  de  1883) • HS 

Con  arreglo  á  la  ley  13,  tít.  31 ,  Partida  3*,  «en  las  cosas 

que  son  suyas  ó  como  suyas,  pueden  los  omes  poner  servi- 
dunabres  qae  sean  provechosas  al  heredamiento  ó  cosa  de  otro        * 
¿  non  ala  suya»  (U.,  núm.  in.^^  de  Abril  áQ'\^3) 391 

Servidumbre  discontinua. — Y.  Servidumbre, 

Simulación.— La  simulación  y  el  fraude  no  se  presumen  (d 

núm.  92.— 16  de  Marzo  de  1883) 321 

■'  V.  Contrato. 

Sindico.--V.  Prenda. 

Sociedad.— El  carácter  de  sustituto  con  que  fué  nombrada 
una  persona  para  suplir  las  ausencias  del  Director  propietario 
de  una  Compañía,  demuestra  que  su  derecho- á  cobrar  el  suel- 
do que  le  estaba  asignado  no  puede  extenderse  más  que  al 
tiempo  én  que  la  sustitución  tuviera  lugar;  pero  no  á  todo 
aquel  en  que  la  Sociedad  existió,  como  si  fuera  Director  en 
propiedad:  y  al  declararlo  así  la  sentencia,  no  infringe  el 
axioma  de  interpretación  jurídica  de  que  las  palabras  de  un 
contrato,  última  voluntad  ó  cualesquiera  otras  de  un  docu- 
mento, deben  entenderse  lisa  y  llanamente  como  suenan,  sin 
que  sea  permitido  á  los  Tribunales  suscitar  dudas  sobre  su  al- 
cance cuando  tienen  un  sentido  gehuinoy  propio,  ni  la  doctri- 
na que  establece  que,  cuando  ocurran  dudas  sobre  la  inteli- 
gencia de  un  contrato,  nada  puede  explicar  mejor  su  objeto, 
condiciones  y  límites  que  fos  actos  inmediatos  y  posteriores 
de  los  mismos  otorgantes  referentes  á  lo  convenido,  ni  la  ley 
1%  tít.  r,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  (C.núiQ.  28. 
—26  de  Enero  de  1883) 107 

V..  Defensa  por  pobre,  Pago  de  cantidad  y  Tercería. 

Subrogación. — V.  Hipoteca. 
Sustitución  —V.  Instüucién  de  heredero. 
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Tere6i*ia.— La  sentencia  que  desestima  una  tercería  de  prefe- 
rencia porque  el  crédito  del  ejecutante  es  escritarario,  cir- 
constancia  qae  no  concurre  en  el  de  la  tercerista  y  además  es 
anterior  al  suyo,  no  infringe  las  leyes  I5S,  tít.  17,  libro  50  Di- 
gesto;  la  4*,  párrafo  primero,  t(t.  6*,  libro  8°  Dígesto;  la  H , 
tít.  26,  libro  8®  del  Código;  y  los  principios  de  derecho  qui 
permiUt  rem  vendire  pignus  dimitit;  si  in  vendüione  eonsen- 
terit  creditory  velut  debiXor  semper  fñittit  vel  donet  vel  in  do  - 
iem  teddicendum  eritpiffnus  Uberari  niti  salva  cania  fdgno' 
ris  su(B  cónsensit  vel  vfinditione  veteris.  Sed  si  non  cánsense  - 
ratpiffnus  vendiri  sedratam  habuit  venditorem  ibidem  erit 
ftrobandum\  y  el  de  Justiniano  Novis  auiem  visum  est  gui 
cónsensit  alienatione  hipoteca  et  hoc  modo  sum  mum  jus  res  - 
pexit  indignum  esse  eadem  teni  ab  initiQ  et  supositam  vindi- 
care vel  tenentet  inquietare  (C.^  núm.   134 — 13  de  Enero  de 

1883) 53 

- —  Las  tercerías  de  mejor  derecho  han  de  fundarse  en  el 
que  pretende  tener  el  tercer  opositor  para  ser  reintegrado  de 
su  crédito  con  preferencia  al  del  ejecutante,  y  es  por  tanto  in- 
dispensable que  sea  una  misma  persona  ó  entidad  jurídica  el 
deudor  de  ambos  créditos,  ó  que  el  tercero  sea,  lo  mismo  que 
el  ejecutante,  acreedor  del  ejecutado,  según  tiene  declarado 
el  Tribunal  Supremo  (¿7.,  núm.  107.-— 30  de  Marzo  de  4883).      372 

Resuelta  conforme  á  este  criterio  legal  la  cuestión  del 

pleito,  absolviendo  de  la  demanda  entablada,  no  tiene  aplica- 
ción al  caso,  ni  han  podido  ser  infringidos  los  artículos  del 
Código  de  Comercio  relativos  á  la  responsabilidad  de  los  so- 
cios de  compañías  mercantiles  y  de  los  intereses  de  que  pue^  . 
den  disponer  para  pagar  á  sus  acreedores  particulares,  y  so- 
bre el  modo  de  acreditar  la  existencia  legal  de  una  Compañía 
mercantil  ((/.,  núm.  107.— 30  de  Marzo  de  1883) 372 

Tercería.— V.  Demanda  y  Enajenación  en  fraude  de  acree- 
dores. 

Tercerista.— V.  Enajenación  ^n/raude  de  acreedores  é  Hi- 
poteca. 

Tercero. — Para  poder  ser  reputado  como  tercero,  según  la  ley 
Hipotecaría,  es  necesario  oponer  un  título  anteriormente  ins- 
crito (C'.jnúm.  40.— 5  de  Febrerode  1883) .      145 

— : —  Acreditado  por  el  tercero  su  dominio  en  lo  embargado, 
carece  de  valor  cualquier  otro  título  de  posesión,  aunque  lo 
tuviese  el  ejecutante  (C,  núm.  42.-5  de  Febrero  de  1883).  .      152 
V.  Arrendamiento,, 

Térinino8.<i-Lo8  términos  corren  desde  el  día  siguiente  á  la  no- 
tificación del  auto  en  que  se  conceden  [C,  núm.  6.-8  de 

Enero  de  1883). .        22 

—  y.  Recurso  de  casación. 
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TMtamentaría.— El  art.  tOI7  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil no  tiene  aplicación  si  el  joicio  de  testamentaría  quedó  le- 
gítimamente terminado,  con  arreglo  al  mencionado  artígalo, 
á  instancia  de  todos  los  qoe  eran  parte  en  el  mismo  (C,  nú- 
mero 74—5  de  Marzo  de  1883).  ......  i 272 

Testamento. — En  materia  de  testamentos  la  voluntad  del  tes- 
tador es  La  ley  y  sus  palabras  deben  ser  entendidas  IDina- 
mente,  así  como  suenan,  con  arregló  á  la  ley  5%  tít.  33,  Parti- 
da 7*  (C-,  núm.  63.-24  de  Febrero  de  <883) 227 

La  ley  romana  sobre  destitución  de  testamento  está  mo- 
dificada por  el  derecho  peculiar  de  Cataluña  {C.y  núm.  73.—' 

3  de  Marzo  de  1883) 266 

Si  para  alegar  como  infringida  la  ley  1*  y  3*,  párrafos 

segando,  treinta  y  cinco  ycuirenta.  Di^esto  De  (estamento 
mÜUÍ8,y\sí  8*,  tít.  18,  libro  10  de  laNovísima  Recopilación,  se 
hace  supuesto  de  la  cuestión  dando  por  cierta  la  existencia 
de  un  testamento  ológrafo,  siendo  así  que  la  Sais  sentencia- 
dora afirma  que  no  se  ha  justificado  que  el  llamado  testamen- 
to ológrafo  presentado  por  la  actora  lo  otorgara  el  que  se 
dice  lo  otorgó,  contra  cuya  apreciación  no  se  ha  alegado  in- 
fracción alguna  de  las  que  motivan  la  casación,  no  es  perti- 
nente ia  cita  como  infringida  de  dichas  leyes,  ni  por  ello  pro- 
cedente el  recurso  (C,  núm.  123.  — 16  de  Abril  de  1883).  •      347 

Testamento  ológrafo.— Y.  Testamento. 

Tribunales  ordinarios.-— V.  Patria  potestad. 

Tutor.— V.  Cuentas. 


Venta. — La  sentencia  aue  absuelve  de  la  demanda  de  nulidad 
de  la  venta  de  una  nnca  hecha  por  los  demandados  como 
mandatarios  del  demandante  y  en  virtud  de  las  facultades  que 
éste  le  concedió,  no  infringe  la  ley  del  contrato  ni  la  doctrina 
que  establece  que  la  voluntad  de  los  contratantes  es  la  ley 
primera  que  debe  respetarse,  ni  falta  á  las  leyes  219,  tít.  16, 
libro  50  del  Digesto  Inconventionibus  eontraheníium  voluntas 
potius  quam  verba  y  Bstare  placuü;  98,  tít.  17  del  mismo  li- 
bro y  Código,  In  ambigilis  orationibus  máaima  sententia  spec^ 
tanda  et  ejus  qui  eas  protuliset^  y  la  doctrina  legal  estableci- 
da reiteradamente  por  el  Supremo  Tribunal,  de  que  cuando 
existe  contradicción  en  las  cláusulas  de  un  contrato,  debe  in- 
terpiretarse  atendiendo  en  primer  término.al  fin  y  objeto  prin-> 
cipal  que  se  propusieron  los  contratantes  (C,  núm.  94. — 20  ' 

de  Marzo  de  1883). 333 

V.  Prenda. 

Venta  &  pacto  de  retro.— Gomo  tiene  declarado  el  Tribu- 
nal Supremo,  cuando  se  pacta  de  una  manera  eicplíeita  que  si 
el  vendedor  devaelVe  en  cierto  plazo  el  precio  que  recibió, 
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tendrá  dereoho  á  reeaperar  I«  cosa  Tendida,  se  celebra  un  con- 
trato de  venta  á  retro  y  no  nn  préstamo  con  pacto  comisorio^ 
prohibido  por  derecho  (C,  núm.  92.— 16  de  Marzo  de  i88d].      3^1 

Ternta  de  bienes  de  menores  —Según  lo  prevenido  en  el 
art.  1401  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  antigua,  reprodu- 
cido en  el  2011  de  la  nueva,  es  necesario  licencia  judicial  pa- 
ra la  venta  ó  enajenación  de  los  bienes  inmuebles  de  meno- 
res; y  conforme  á  la  legislación  común  vigente. en  Cataluña, 
es  nula  la  enajenación  de  dichos  bienes,  hecha  por  el  mismo 
menor  cuando  no  se  llena  aquel  requisito  ((7.,  núm.  56.-^15 

de  Febrero  de  1883) f99 

*-  Si  bien  las  leyes  43  Digeslo  De  obliga íionibus  et  actio- 

nihus^  y  401  y  141  del  mismo  Código  De  verborum  obligatiO' 
AtdMf,  que  declaran  que  el  púber  pueda  obligarse,  no  se  infie- 
re de  eso  que  esté  autorizado  para  enajenar  bienes  inmue- 
bles, cuya  limitación  seestableció  expresamente  ai  conceder 
al  recurrido  la  administración  de  los  suyos;  por*lo  que  la  sen- 
tenm  que  declara  la  nulidad  de  dicha  enajenación  no  infringe 
las  expresadas  leyes,  ni  la  doctrina  que  establece  que  los  me- 
nores púberes  que  no  tienen  padre  ni  curador  pueden  obli- 
garse válidamente ,  surtiendo  estas  obligaí^iones  todos  ios 
efectos  legales,  salvo  el  beneñcio  de  la  restitución  in  inte- 
grutn^  que  se  les  concede  para  reparar  el  daño  que  hubiesen 

sufrido  (C,  núm.  56.— 15de  Febrero  de  1883)..... 199 

Tampoco  infringe  las  leyes  2*,  Código  libro  2®,  Si  major 

faclus  raíun  habneril  y  30  Digesto  De  minoribus,  ni  los  prin- 
cipios de  derecho  Ratihabitio  expresa  vel  tacita,  de  furis  est. 
JSÍon  tantum  verbis  ratum  habere  potest,  sed  etiam  actus  Ra- 
íiabitio  retro  habitur  ad  initium^  puesto  que  ni  directa  ni  in- 
directamente ha  ratificado  en  su  mayor  edad  la  enajenación 
que  el  recurrido  hizo  cuando  era  menor,  no  determinando  tal 
ratificación  la  cobranza  del  censo  que  independientemente  de  ' 
la  enajenación  tenia  derecho  á  realizarla,  ni  el  haberse  suje- 
tado á  las  nuevas  condiciones  para  la  edificación,  lo  cual  no 

.  era  acto  de  su  libre  voluntad  (¿7.,  núm.  56. — 15  de  Febrero 
de  1883) 199 

Voluntad  del  testador.— No  infringe  la  voluntad  del  testa- 
dor la  sentencia  que  se  ajusta  extrictamente  á  lo  dispuesto 

por  ella  (C„  núm.  82.  ->9  de  Marzo  de  1 883) 289 

-; —  Si  bien  lo  expreso  y  tácito  tienen  muchas  veces  la  mis- 
ma fuerza  y  significación,  ha  podido  la  ley  prescribir  qne  en 
casos  determinados  se  revele  el  pensamiento  del  primer  modo 
y  no  otramente,  como  lo  hace  la  Constitución  única,  tít.  6®,  li- 
bro 6^  volumen  1®  de  las  de  Cataluña,  para  asegurar  así  más 
y  más  la  voluntad  de  los  testadores  y  evitar  deducciones  que 
se  prestan  á  diversos  pareceres  y  á  contiendas  judiciales  (C7., 

núm.  84.— 12  de  Marzo  da  1883) 293 

— -  Si  bien  es  doctrina  legal  inconcusa  que  la  voluntad  del 
testador  debe  respetarse  y  cumplirse  estrictamente,  esto  se 
entiende  en  cnanto  sea  conforme  á  las  leyes  <]^ne  regalan  la 
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facaltad  de  testar  caso  de  haber  herederos  forzosos  (C.|  nú- 
mero 426.— n  de  Abril  de  4883) 443 

£1  fallecimiento  del  testador  es  la  época  á  que  debe  es- 
tarse para  el  cumplimiento  de  sa  voluntad  ((7.,  núm.  429. — 

20  de  Abril  de  4 883) 45T 

^ —  y.  Institución  de  heredero,  Legado  y  TeUawento, 

Voluntad  de  los  contratantes. — Y.  CoiKralp, 

Viuda  —V.  Personalidad. 


fm  DKL  RBPBRtOPIO  ALFABITICO. 


Digitized  by  VjOOQIC 


Digitized  by 


Google 


Digitized  by  VjOOQ IC 


Digitized  by 


Google 


